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SAN  José  —  TIP.  NACIONAL 


Allen  Granway 
(3K  P-  m.— Enero  5  ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  del  Crimen 
•de  la  comarca  de  Limón  contra  José  Allen  Granway, 
de  cuarenta  y  dos  años,  carpintero,  natural  de  la  isla 
Monserrat  y  vecino  de  la  ciudad  de  Limón,  por  el 
delito  de  hurto  de  maderas  en  perjuicio  de  la  **Nor- 
thern  Railway  Company"  (Compañía  del  Ferrocarril 
del  Norte)  en  la  noche  del  nueve  de  Noviembre  de 
mil  novecientos  dos.  Son  partes  los  señores  Lucas 
Daniel  Alvarado  Echandi,  agricultor  y  del  mismo 
vecindario,  y  Licenciado  Ramón  Loria  Iglesias,  abo- 
gado y  vecino  de  esta  ciudad,  como  apoderado  de  la 
compañía  perjudicada  el  primero,  y  defensor  del  reo 
«1  segundo: 

Resultando'. 

1 9 — El  Juez  de  Limón,  á  las  dos  de  la  tarde  del 
diez  y  siete  de  Agosto  de  mil  novecientos  tres,  conde- 
nó á  Allen  como  autor  del  simple  delito  referido  á  la 
pena  de  dos  años,  ocho  meses  y  veinte  días  de  presi- 
dio en  San  Lucas,  con  rebaja  del  tiempo  de  prisión; 
al  pago  de  daños  y  perjuicios  ocasionados  con  el  de- 
lito; á  quedar  suspenso  de  cargo  ú  oficio  público, 
mientras  dure  la  condena;  y  á  pagar  las  costas  per- 
sonales y  procesales  de  la  causa  (Artículos  i?,  2?,  3?, 
4?,  5?, 69.  12  (inciso  16?).  25,  33,  34,  38,39,  C^l,  74,  85, 
92,  454,  468  (inciso  2?)  y  478  del  Código  Penal,  y 
873,  parte  tercera  del  Código  General); 

2? — Habiéndose  alzado  el  defensor,  la  Sala  Se- 
gunda de  Apelaciones,  por  resolución  dictada  á  la 
una  de  la  tarde  del  diez  y  nueve  de  Octubre    último, 
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cambió  la  pena  principal  impuesta  a!  reo  por  un  año 
de  presidio  interior  en  San  Lucas,  en  virtud  de  la 
reducción  hecha  ai  cargo,  y  conñrmó  en  lo  demás  el 
fallo  apelado;  todo  por  las  razones  siguientes:  "I. — 
Que,  según  constancia  puesta  por  el  Alcalde  de 
Limón,  folios  once  y  d»'ce,  cada  uno  de  los  dos  bul- 
tos ó  atad«  s  de  madera — el  que  se  halló  en  el  solar 
de  la  casa  del  reo  y  el  que  llevaba  cuando  fué  apre- 
hendido— contenía  diez  tablillas  de  seis  pulgadas  de 
ancho  por  una  de  grueso,  de  modo  que  según  se  des- 
prende de  los  varios  dictámenes  periciales,  cada  atado 
valía  veintisiete  colones.  Aunque  no  se  ha  desvir- 
tuado por  completo  el  cargo  de  ser  hurtada  por  Alien 
la  madera  del  atado  hallado  en  el  solar  de  su  casa, 
las  pruebas  recibidas  en  primera  y  segunda  instancia 
producen  alómenos  alguna  duda  á  ese  respecto,  duda 
que  ni  por  un  momento  cabe  respecto  de  la  madera 
que  el  reo  llevaba  cuando  fué  sorprendido.  En  la 
duda,  por  pequeña  que  sea,  ha  de  prevalecer  el  crite- 
rio más  favorable  al  reo,  y  es  el  caso,  por  consiguien- 
te, de  no  castigar  á  éste  más  que  por  el  hurto  del 
atado  de  madera  que  llevaba  cuando  la  autoridad  lo 
detuvo.  La  circunstancia  de  no  haberse  hecho  in- 
vestigación alguna  respecto  de  lo  aseverado  por  el 
reo  en  cuanto  á  sus  tratos  con  el  que  cuidaba  como 
guarda  la  madera,  Josiah  Fulton,  aunque  como  prue- 
ba de  descargo  incumbiera  al  reo,  dado  que  éste  lo 
manifestó  ante  varias  personas  y  ante  el  mismo  Juez, 
hace  que  este  Tribunal  considere  que  no  ha  sido  po- 
sible tal  prueba  por  ausencia  del  guarda  después  de 
su  declaración  al  comienzo  del  proceso,  como  en  el 
acto  de  la  vista  lo  dijo  el  defensor.  Eso,  aunque  no 
puede  en  modo  alguno  desvirtuar  los  cargos,  sí  da 
margen,  como  antes  se  dijo,  á  algunas  dudas,  pero 
sólo  respecto  del  rollo  hallado  en  la  propiedad  del 
reo,  pues  respecto  al  otro  rollo,  todas  las  circunstan- 
cias de  los  hechos  lo  señalan  de  modo  indudable  co- 
mo responsable  del  hurto.  IL — Que  no  habiéndose 
probado  ninguna  atenuante  y  existiendo  en  contra  del 
reo  la  agravante  12?  del  artículo  12,  Código  Penal,  la.. 
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pena  del  inciso  3?  del  artículo  468  ibídem,  que  es  la 
que  le  corresponde  y  que  es  presidio  interior  menor 
en  su  grado  mínimo,  debe  imponérsele  en  el  máxi- 
mum (Artículo  74,  Código  citado),  y  III. — Que  con 
esa  reforma  debe  mantenerse  la  sentencia  que  e  exa- 
mina"; 

3? — Contra  la  sentencia  relacionada  ha  inter- 
puesto recurso  de  casación  el  defenso.r,  por  los  moti- 
vos siguientes:  I. — Violación  de  los  artículos  193, 
218  y  873,  parte  tercera  dttl  Código  General.  II.  — 
Infracción  de  los  artículos  778  y  784  ibídem,  35  y  36 
de  la  ley  de  £7  de  Octubre  de  1864;  y  III, — Aplica- 
ción indebida  del  inciso  12?  del  artículo  12,  Código 
Penal,  é  inflicción  del  artículo  74  del  mismo  Código, 
con  error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación 
de  las  pruebas; 

4? — No  se  nota  defecto  en  los  procedimientos;  y 
Considerando'. 

1? — Que  está  justificada  la  culpabilidad  del  pro- 
cesado con  las  declaraciones  de  Josiah  Fulton,  Zaca- 
rías Davis  y  Alejandro  Me.  Klene  y,  por  lo  mismo,  no 
se  han  violarlo  los  artículos  218  y  ^Ti,  parte  tercera 
del  Código  General,  y  es  justa  la  imposición  de  la 
pena  del  inciso  3?  del  articulo  468,  Código  Penal; 

2? — Que  para  justificar  la  preexistencia  y  falta 
de  la  cosa  hurtada,  .se  admite  la  declaración  de  los 
dí^mésticos,  en  defecto  de  testigos  idóneos,  y  á  falta 
aun  de  aquéllos,  basta  la  declaración  del  interesado, 
siendo  hombre  honrado  y  dr:  bueija  fama,  y  en  este 
proceso  se  ha  justificado  :on  testigos  idóneos  la 
preexistencia  y  falta  inclicadjs,  sien:lo  innecesaria  la 
declaración  del  ofendido  que  rl  recurrente  estima  sin 
razón  como  indispensable  |.;ara  la  comprobación  del 
cuerpo  del  delito;  no  se  han  infringido  los  artículos 
778  y  784,  parte  tercer;,  del  Código  General,  35  y  36 
de  la  ley  de  17  de  Octubre  de  1864,  y  no  existe  el 
error  de  hecho  y  de  derecho  de  que  se  queja  el  re- 
currente.    La  agravante    12?  del   artículo  12  del  Có- 
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digo  Penal,  está   debidamente   aplicada   y   no  se  ha 
infringido  el  artículo  74  ibídem; 

Por  tanto,  y  con  presencia  de  los  artículos  980  y 
983  del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  y  1 9  de  la 
ley  numero  19  de  9  de  Junio  de  1899,  declárase  sin 
lugar  la  casación  demandada,  y  vuelvan  los  autos  á 
la  Sala  Segunda,  con  certificación  de  la  presente. — 
A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jirné^ 
nez. — A.  Zanrbrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, 
— Alfonso  Jiménez, 


Solera  v.  Solera 

(  3  55'  p.  m.— Enero  9) 

En  las  diligencias  de  ejecución  de  la  sentencia 
dictada  en  el  juicio  ordinario  establecido  ante  el  Juez 
Civil  de  la  provincia  de  Heredia,  por  la  señora  Dorila 
Solera  Rodríguez  de  Andrés,  contra  el  .señor  Juan 
María  Solera  Rodríguez,  mayores  de  edad,  agricultor 
el  varón,  de  oficios  domésticos  la  mujer  y  ambos  ve- 
cinos de  la  ciudad  de  Heredia,  sobre  rendición  de 
cuentas  de  administración  de  bienes.  Figuran  los  se- 
ñores Licenciados  Mariano  Alvarez  Melgar  y  Blas 
Prieto  Zumbado,  mayores,  abogados  y  de  este  vecin- 
dario, como  apoderados  de  la  actora  y  del  demanda- 
do, respectivamente; 

Re$iilta7ido: 

1 9 — En  memorial  de  treinta  de  Noviembre  de  mil 
novecientos  tres,  el  apoderado  del  demandado  pidió 
que  se  tuvieran  por  presentadas  las  cuentas  que  se  le 
ordenó  rendir,  las  cuales  consisten  en  las  que  la  actora 
acompañó  á  su  demanda  y  que  aparecen  de  fojas  vein- 
titrés á  veintisiete  vuelto,  y  como  comprobantes  de 
las  mismas,  toda  la  prueba  recibida  en  autos;  y  que 
al  saldo  que  arrojan  tales  cuentas  se  tenga  por  agre- 
gada la  suma  de  seis  mil  colones  que  importan  los  ho- 
norarios de  administración  de  los  bienes  de  la  actora,. 
los  que  están  reconocidos  en  general  por  la  sentencia, 
firme; 
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2? El  apoderado  de  la  demandante   impugnó  y 

glosó  las  cuentas  rendidas,  por  escrito  de  veintiséis  de 
Diciembre  del  mismo  año,  y  presentó  para  su  apro- 
bación  la  liquidación  de  costas  personales  y  procesa- 
les,  la  cual  objetó  á  su  vez  la  parte  demandada; 

39 Por  resolución  dictada  á  las  nueve  de  la  ma- 
ñana del  diez  de  Agosto  del  año  anterior,  el  Juez  de- 
claró que  el  señor  Solera  debe  devolver  á  la  actora  la 
suma  de  cuatro  mil  seiscientos  diez  y  siete  colones 
cuarenta  y  ocho  céntimos,  y  aprobó  la  liquidación  de 
costas  presentada  hasta  en  la  suma  de  cuatrocientos 
ocho  colones  ochenta  y  siete  céntimos,  con  fundamen- 
to en  los  artículos  729  y  1270  del  Código  Civil;  314, 
338,  1050  y  siguientes  del  de  Procedimientos  Civiles, 
por'  las  consideraciones  siguientes:  **I.— Que  en  el 
caso  á  la  vista  carecen  de  eficacia  probatoria  las  cuen- 
tas presentadas  por  el  demandado  por  no  venir  acom- 
pañadas de  los  comprobantes  requeridos  por  la  ley, 
los  cuales  son  exigibles  hasta  de  los  gastos  menudos 
(Artículo  1269,  Código  Civil,  y  sentencia  de  casación 
de    23    de    Enero    de    1902,    considerandos  2?  y  3?). 

II. Que  aun  dando  por  justificadas  las  partidas  que 

por  alimentos  y  educación  incluye  el  cuentadante  en 
sus  estados.  Ules  gastos  no  deben  imputarse  en  ma- 
nera alguna  al  haber  hereditario  de  la  actora  ni  á  sus 
rendimientos,  toda  vez  que  el  señor  Solera  recibió  con 
ese  objeto  una  mejora  de  dos  fincas  estimadas  en  vein- 
ticinco mil  colones  y  con  cuyas  utilidades  ha  podido 
atender  á  esas  erogaciones,  propiedades  que  han  esta- 
do cultivadas  de  café  en  buena  producción  y  no  de 
potrero  únicamente  como  lo  afirma  el  demandado 
(véanse    declaraciones   de   folios    148   y   siguientes). 

III. Que  es  de  todo  punto  infundada  la  inteligencia 

que  el  señor  Solera  le  da  á  la  cláusula  décima  del  tes- 
Umento  del  causante,  la  cual,  por  la  claridad  de  sus 
conceptos,  no  admite  otra  interpretación  que  la  que 
se  desprende  de  la  significación  natural  de  las  pala- 
bras en  ella  empleadas;  en  efecto,  su  simple  lectura  es 
suficiente  para  comprender  que  la  mente  del  testador 
fué  que,  con  los  rendimientos  del  "Carbonal"  y  "Po- 
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trerillos"  se  sufragaran  los  gastos  que  se  ocasionaran 
en  la  alimentación  y  educación  de  sus  hijas  mientras 
permanecieran  solteras,   sin  que  del  contexto  de  esa 
disposición  se  colija  que  sólo  intentó  favorecer  á  las 
que  se  encontraren  en  desgracia.    IV. — Que  en  cuan- 
to á  los  gastos  del  viaje  á  los  Estados  Unidos,  sólo 
obra  en  los  autos  la  confesión  de  la  actora,  quien  si  bien 
añrma  que  esos  gastos  los  cubrió  el  demandado,  tam- 
bién agrega  que  hizo  el  paseo  respondiendo  á  invita- 
ción de  su  señora  madre  y  de  su  señor  hermano,  quie- 
nes dispusieron  emplear  en  ese  viaje  las  utilidades  ob- 
tenidas con  el  cafe  de  su  señora  madre  del  año  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  nueve,  que  fueron  muy  satis- 
factorias,   declaración   accesoria   ésta  que  no  ha  sido 
combatida  con  ninguna  clase  de  prueba  por  su  con- 
íraría.     V. — Que  en  mérito  de  lo  relacionado  en  los 
anteriores  considerandos,  queda  circunscrita  esta  dis- 
cordia á  los  productos   y    gastos  de  los  bienes  admi- 
nistrados en  el  tiempo  á  que  la  demanda  se  contrae. 
Cabe  analizar,  en  consecuencia,    los  dictámenes  peri- 
ciales vertidos;    el    perito   del  demandado,  señor  Pa- 
nlagua, sin  abordar  la  cuestión  principal,   se  limita  a 
aprobar  las  cuentas  formuladas,  por  conceptuarlas  jus- 
tas y  equitativas,  pero  sin  dar  razón  de  su  parecer  ni 
fijar  bases  para  la  determinación  de  los   productos  de 
las  fincas  y  ganado  de  la  actora,    tiene,    pues,   escaso 
valor  en  la  especie;  no  sucede  lo  mismo  con  el  del  se- 
ñor Fuentes,  el  cual  por  el  conocimiento  que  en  él  se 
demuestra,  merece  aceptarse  como  base  de  discusión. 
Veamos  sus  fundamentos:  en  cuanto  al  producto  anual 
de  una  manzana  de  café  ó  sea  la  primera  base  de  su 
dictamen,  aceptada  por  el  perito  tercero,  no  cabe  con- 
troversia; la  segunda  debe  considerarse  más  bien  baja, 
teniendo  en  cuenta  que  las  estadísticas  de   esos  tiem- 
pos arrojan  un  saldo  mucho  mayor  y  que  como  es  .sa- 
bido el  café  en  esta  provincia   dio   su    mayor    rendi- 
miento desde  el  año  de  mil  ochocientos  ochenta  y  seis 
á  mil  ochocientos  noventa  y  seis;  la  tercera  tamWén  es 
admisible,  pues  á  pesar  de  que  se  ha  demostrado  que 
el  potrero  de  Grecia  está  compuesto  en  ^arte  de  bos- 
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«i^ues  y  laderas  inaccesible^^  al  ganado,  es  lo  cierto  que 
con  las  declaraciones  de  folios  203  y  205,  se  Ija  justi- 
ficado que  si  puede  mantener  muy  bien  una  cabeza 
por  manzana  (200  cabezas  dice  el  declarante  Chave- 
rri);  que  la  cuarta  base  es  racional,  pues  los  potreros 
de  la  actora  permiten  calcular  productos  no  sólo  al 
ganado  sino  también  á  esos  mismos  potreros:  que  de 
igual  modo  es  aceptable  el  cálculo  en  cuanto  á  las  ca« 
sas,  sinque  sea  atendible  la  objeción  que  á  este  res- 
pecto hace  el  perito  tercero,  pues  el  mismo  demanda- 
do les  asigna  utilidades,  como  puede  verse  de  los  res- 
pectivos estados;  que  en  cuanto  á  gastos  de  adminis- 
tración, también  es  admisible  la  base  fíjada,  aun  cuan- 
do en  años  anteriores  hayan  sido  algo  elevados  los  jor- 
nales, desde  luego  que  á  esc  crecimiento  correspondió 
una  mayor  producción  de  las  fincas,  ^e  manera  que 
<:omo  promedio  general  el  cálculo  es  acertado.  VI. — 
Que  de  conformi'iad  con  lo  expuesto  anteriormente, 
puede  adoptarse  como  base  para  la  decisión  de  este 
negocio,  el  dictamen  del  perito  d:i  la  actora,  con  las 
siguientes  modificaciones:  la  liquidación  de  la  materna 
sólo  procede  hacerla  en  un  año  y  cuatro  meses,  desde 
el  veintitrés  de  Junio  de  mil  novecientos  (fecha  de  la 
adjudicación)  á  Octubre  de  mil  novecientos  uno,  y  co- 
mo lo  solicita  la  parte  actora  (folio  59  vuelto),  en  un 
año  en  cuanto  al  café,  y  en  todo  el  tiempo  expresado 
en  cuanto  á  los  demás  cultivos,  debiendo  eliminarse 
de  esas  partidas  lo  que  corresponde  por  la  casa  y  be- 
neficio de  café  de  la  **Pitahaya",  porque  en  los  autos 
sólo  figura  sobre  este  punto  la  confesión  del  deman- 
dado, quien  afirma  que  esos  bienes  han  est  ido  al  ser- 
vicio de  todos  los  condueños;  y  la  que  C'  rresponde  á 
la  casa  situada  en  el  centro  de  esta  ciuda<i,  porque  esa 
casa  no  ha  estado  en  arrendamiento  y  por  lo  tanto  no 
ha  tenido  utilidades.  VII. — Que  la  actora  cobra  in- 
tereses de  los  créditos  cobrados  en  diez  y  seis  años, 
basándose  tn  la  presunción  de  que  el  señor  Solera  pu- 
do hacer  efectivas  esas  acreencias  dos  años  después  de 
la  adjudicación  de  los  bienes  paternos;  pero  esa  pre- 
-sunción,  por  no  reposar  en  ningún  hecho  comprobado 
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en  los  autos,  es  del  todo  inadmisible;  en  la  duda  pare- 
ce lo  más  justo  computar  dichos  intereses  desde  la  fe-^ 
cha  en  que  aparecen  ya  cobrados,  6  sea  desde  el  diez: 
y  siete  de  Agosto  de  mil  novecientos  uno,  según  la 
cuenta  del  demandado,  único  dato  que  existe  sobre 
r'^ta  particular.  VIH. — Que  en  cuanto  á  honorarios 
'  c  idministración,  dada  la  extensión  de  los  negocios, 
esta  autoridad  los  fija  de  acuerdo  con  el  perito  terce- 
ro señor  Chaverri,  á  razón  de  veinticinco  colones  men- 
suales. IX. — Que  sentadas  esas  bases,  resulta  á  de- 
ber el  demandado,  deducidos  los  honorarios  de  que  se 
ha  hecho  mérito,  la  suma  de  cuatro  mil  seiscientos 
diez  y  siete  colones  cuarenta  y  ocho  céntimos,  según 
la  cuenta  que  se  agrega;  y  X. — Que  la  tasación  de 
costas,  que  debe  limitarse  por  ahora  á  las  causadas  en 
el  juicio  principal,  debe  aprobarse  hasta  en  la  suma 
de  cuatrocientos  ocho  colones  ochenta  y  siete  cénti- 
mos, reduciendo  la  de  ciento  setenta  por  papel  á  cien- 
to dos,  que  es  lo  gastado,  valor  de  cincuenta  y  un 
•pliegos;  Ja  de  seis  por  testií^^os  á  cuatro  y  medio,  y  la 
de  honorarios  de  abogado  á  la  suma  de  doscientos 
ochenta  colones  ochenta  y  siete  céntimos.  (Artículos 
1084  y  1085,  Código  de  Procedimientos)"; 

4? — Los  apoderados  de  las  partes  apelaron,  y  la 
Sala  Primera  de  la  Corte,  á  las  tres  y  media  de  la  tar- 
de del  veintiuno  de  Setiembre  del  propio  año,  confir- 
mó el  fallo  de  primera  instancia  con  la  modificación 
que  contiene  el  considerando  que  se  copiará;  siendo, 
por  consiguiente,  el  saldo  que  resulta  contra  el  señor 
Juan  María  Solera  por  razón  de  las  cuentas  de  admi- 
nistración, cuatro  mil  trescientos  veintidós  colones 
treinta  céntimos;  sin  especial  condenación  en  costas 
de  la  apelación.  Aquella  Sala  consideró:  '*Que  la 
sentencia  recurrida  es  fundada  á  juicio  de  la  Sala,  ex- 
cepto en  cuanto  deja  de  reconocer  á  favor  del  deman- 
dado diez  y  seis  colones  setenta  y  ocho  céntimos  por 
impuestos  municipales;  cuatro  colones  cinco  céntimos,, 
parte  proporcional  en  las  refecciones  de  la  casa  núme- 
ro  catorce;  y  doscientos  setenta  y  cuatro  colones  trein- 
ta y  cinco  céntimos  por  gastos  personales  extra  y  di^ 
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ñero  suplido  á  la  actora,  pues  las  sumas  que  concu- 
rren á  la  formación  de  esas  partidas,  por  ser  de  poca 
importancia  y  referirse  á  gastos  menudos,  no  necesi- 
tan prueba  documental,  con  arreglo  á  lo  establecido 
en  el  artículo  1269  del  Código  Civil"; 

5? — De  la  sentencia  que  antecede  han  interpues- 
to recurso  de  casación  los  señores  Prieto  y  Alvarez: 
el  primero  alega  al  efecto  violación  de  los  artículos  87 
y  88,  Código  de  Procedimientos  Civiles,  en  relación 
con  el  722,  Código  Civil;  741  ibídem  en  relación  con 
el  287  de  Procedimientos  Civiles;  y  314,  (inciso  2?) 
ibídem;  infracción  de  los  artículos  21 1,  1269  y  1270 
del  Código  Civil;  y  error  de  hecho  y  de  derecho,  con 
infracción  del  artículo  727,  Código  Civil;  y  el  segundo^ 
contradicción  en  el  fallo  -y  consiguiente  violación  del 
artículo  88  del  Código  de  Procedimientos  Civiles; 
error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de  la 
prueba  y  consiguiente  violación  de  los  artículos  719, 
7^7 y  735.  759  y  127P  del  Código  Civil;  y  violación 
del  artículo  314  del  Código  de  Proccfliniientos  Ci- 
viles; 

69 — Por  escrito  presentado  el  día  de  la  vista,  el 
apoderado  de  la  actora  amplió  su  demandaníe  casa- 
ción por  violación  de  los  artículos  1080,  in  fute,  en  re- 
lación con  el  1092  del  Código  Civil  y  la  sentencia  de- 
finitiva pronunciada  por  la  Sala  de  Capación  en  lo 
principal  del  juicio;  y  de  los  artículos  1085  y  1092 
ibídem; 

7? — No  se  nota  defecto  en  los  procedimientos;  y 

Considerando: 

Respecto  al  recurso  del  señor  Prieto: 

I? — El  primer  cargo  contra  la  sentencia  de  la  Sa- 
la de  instancia  se  refiere  á  la  violación  de  los  artículos 
87  y  88  del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  pre- 
tendiéndose que  los  gastos  de  alimentación  de  la  se- 
ñora de  Andrés  no  debieron  sufragarse  con  el  produc- 
to de  la  mejora  y  que  al  resolverlo««sí  se  soluciona 
una  cuestión  no  controvertida  en  el  pleito,   que  versa 
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Únicamente  sobre  rendición  de  cuentas  de  la  adminis- 
tración. No  tiene  fundamento  razonable  el  recurren- 
te; con  la  demanda  acompañó  la  señora  Solera  el  tes- 
tamento bajo  el  cual  falleció  su  padre,  y  la  cláusula  de- 
cima de  ese  documento  concede  una  mejora  en  dos 
íincas,  estimadas  en  veinticinco  mil  colones,  al  cuen- 
tadante, para  que  con  sus  productos  alimentara  y  edu- 
cara á  sus  hermanas  mientras  permanecieran  solteras, 
y  el  señor  Solera  no  ha  demostrado  que  acepto  esa 
mejora  bajo  condición, por  lo  que  contrajo  el  compro- 
miso en  ella  consignatio,  respecto  de  su  hermana,  s,in 
que  hcy  se  puedan  imputar  al  capital  de  ella  los  gas- 
tos de  esos  servicios; 

2? — Se  alegó  también  que  el  señor  Solera  no  tu- 
vo necesidad  de  recurrir  á  los  productos  de  l«.>s  bienes 
de  su  hermana  porque  así  sus  alimentos  C(>ni«)  su  e  iu- 
cación  fueron  de  cuenta  de  su  señora  madro,  persona 
acaudalada  con  quien  vivió,  y  si  así  no  hubu  ra  sido, 
el  mejorado  señor  Solera  habría  de  hacido-i  «^e  los 
productos  de  su  mejora,  y  estas  razones  ie  dan  fuerza 
á  la  negativa  absoluta  que  de  las  partidas  respectivas 
hizo  ^mo  indebidas,  la  señora  Solera,  impugnación 
contestada  por  Solera  en  escrito  de  diez  y  ocho  de 
Enero  del  año  próximo  pasado  y  resuelta  en  sentencia 
que  llama  la  atención  acerca  de  la  claridad  de  los  con- 
ceptos de  la  cláusula  testamentaria,  los  cuales  no  ad- 
miten otra  interpretación  que  la  que  se  desprende  del 
sentido  natural  de  las  palabras  en  que  el  ttstador  dis- 
pone que  los  productos  de  la  mejora  sirvan  para  aten- 
der la  educación  y  alimento  de  su^  hijas  solteras.  No 
es  razonable,  por  tanto,  el  cargo  que  se  hace  con  apo- 
yo en  los  artículos  Sy  y  88  citados; 

3? — La  segunda  queja  del  recurso  acusa  la  in- 
fracción dcf  los  artículos  2i  i  y  1269  ^^^  ^^  ligo  Civil, 
alegándose  que  el  señor  Solera  no  estaba  obli^^ado  á 
comprobar  sino  las  partidas  importantes  d<i  su;  cuen- 
tas y  no  las  menudas,  y  en  esto  tampoco  acierta  el  re- 
currente, po#que  la  sentencia  descarga  á  la  señora  So- 
lera del  pagó  de  alimentos,  que  son  los  que  forman  las 
partidas  que  casi  en  su  totalidad   pueden   llamarse  de 


—  13  — 

gastos  menudos,  puesto  que  las  demás  por  gastos  mu- 
nicipales, refecciones,  personales  extra  y  dinero  supli- 
do á  la  actora,  por  ser  de  poca  importancia  y  referirse 
á  gastos  menudos,  la  sentencia  los  acepta  sin  docu- 
mentación, con  arreglo  á  lo  que  dispone  el  artículo 
1269,  Código  Civil; 

4? — Habla  en  seguida  el  recurrente  de  la  viola- 
ción del  artículo  1270  del  Código  Civil,  fundado  en 
que  para  cargar  al  saldo  intereses,  falta  la  prueba  de 
que  Solera  lo  aplicó  á  usos  propios;  pero  olvida  que 
esos  intereses  no  se  cargan  sino  desde  el  día  de  la  de- 
manda, con  arreglo  á  lo  que  sobre  este  particular  dis- 
pone el  mismo  artículo,  en  el  concepto  de  mora; 

5? — No  existe  el  error  de  hecho  ni  de  derecho 
acusados,  con  infracción  de  los  artículos  727  y  741^ 
Código  Civil,  porque  los  gastos  de  menor  cuantía  jus- 
'  tincados  por  la  confesión  de  la  actora  ó  por  documen- 
tos y  testigos,  no  se  descargan  al  demandado;  el  error 
de  hecho  no  existe  porque  no  se  niega  la  existencia 
de  los  gastos  comprobados  en  la  forma  pretendida,  si- 
no la  obligación  de  la  actora  de  reembolsarlos  me- 
diante lo  que  reza  la  cláusula  testamentaria  dicha^  de 
manera  que  no  hay  apreciación  equivocada  en  el  he- 
cho, ni  tanipoco  en  el  derecho,  porque  el  testador 
eximió  á  su  hija,  la  señora  de  Andrés,  del  pago  men- 
cionado; 

6? — El  cargo  contra  el  artículo  314,  Código  de 
Procedimientos  Civiles,  por  haberse  desprendido  la 
sentencia  de  los  dictámenes  periciales  carece  como  los 
otros  de  base  legal;  sólo  la  valoración  de  una  cosa 
obliga  á  los  jueces  á  seguir  el  dictamen  uniforme  de 
dos  peritos,  y  en  el  caso  de  autos  no  se  trata  de  cosa 
determinada,  y  la  opinión  de  los  peritos  está  sujeta  en 
este  caso  al  examen  y  libre  apreciación  de  los  jueces 
y  tribunales; 

Recurso  de  la  señora  Solera: 

1 9 — Se  dice  en  primer  término   que  hay  contra- 

^dicción  en  el  fallo  y  violación  del  artículo  88  del  Có. 

digo  de  Procedimientos  Civiles,  porque  la   sentencia 
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sólo  ordena  la  devolución  del  precio  del'  café  en  fruta, 
no  obstante  que  la  demandante  es  copartícipe  en  la 
ñnca  que  tiene  la  maquinaría  y  útiles  para  beneñcio 
de  café,  y  no  se  le  abona  por  esta  circunstancia  pro- 
vecho alguno  á  la  condueña.  Es  indudable  que  el  fa- 
llo á  este  respecto  es  incongruente  porque  el  café  de 
la  señora  Solera  ha  podido  merecer  en  precio  con  el 
beneficio,  y  si  esta  ventaja  no  se  ha  conseguido,  justo 
y  equitativo  es  que  en  otra  forma  se  haga  partícipe  á 
la  señora  Solera  del  provecho  de  que  se  le  priva  no 
beneficiándole  el  café  en  la  maquinaria  existente  en  la 
finca  de  la  "Pitahaya"; 

2? — Se  alega  error  de  hecho  y  de  derecho  en  la 
apreciación  de  la  prueba:  i? — Porque  el  demandado 
administró  desde  mil  ochocientos  ochenta  y  tres,  entre 
otros  bienes,  varios  créditos  que  fueron  cobrados  por 
él,  y  la  Sala  al  desentenderse  de  este  motivo  de  adeu- 
do en  el  fallo,  pugna  con  la  prueba  y  viola  los  artícu- 
los 719  y  727,  Código  Civil;  2? — Porque  en  el  juicio 
corre  una  certificación  en  que  aparece  que  el  crédito 
contra  el  señor  Luis  Diego  Sáenz  se  cobró  en  No- 
viembre del  año  ochenta  y  tres,  y  se  ha  prescindido 
de  esta  prueba  con  error  de  hecho  y  de  derecho  y 
violación  consiguiente  de  los  artículos  735  y  759  ibí- 
dem;  y  3? — Porque  siendo  esto  así,  se  han  violado  y 
desatendido  además  de  las  disposiciones  dichas,  lo  que 
ordena  el  artículo  1270  de!  mismo  Código,  porque  no 
se  condena  al  demandado  al  pago  de  intereses  de  los 
créditos  dichos.  Es  verdad  que  de  autos  aparece  el 
cobro  del  crédito  del  señor  Sáenz  en  la  fecha  indica- 
da, pero  no  consta  que  Solera  aplicara  el  dinero  co- 
brado á  usos  propios,  de  modo  que  no  debe  los  inte- 
reses desde  el  día  del  recibo  como  pretende  el  recu- 
rrente; 

3? — El  cargo  de  violación  del  artículo  314,  Có- 
digo de  Procedimientos  Civiles,  por  los  honorarios 
que  concede  al  administrador  la  sentencia  en  más  de 
la  mitad  de  los  productos,  circunstancia  que  por  sí  so- 
la, pretende  el  recurrente,  que  ofende  la  sana  crítica  • 
y  hasta  el  sentido  común,  no  es  fundado,  porque  aun- 
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que  sea  cierto  que  la  administración  del  señor  Solera 
no  fué  provechosa  á  su  hermana,  también  lo  es  que  la 
ley  manda  fijar  los  honorarios  por  peritos  (articulo 
1091,  Código  de  Procedimientos  Civiles)  y  que  la  su- 
ma  de  veinticinco  colones  mensuales  no  parece  exa- 
:gerada  y  hasta  resulta  equitativa  y  en  armonía  con  lo 
que  el  artículo  1300,  Código  Civil,  dispone  para  la 
gestión  de  negocios  ajenos,  considerando  como  socio 
al  gestor; 

Respecto  de  la  ampliación  del  recurso  por  parte 
del  apoderado  de  la  actora: 

La  viólacipn  de  los  artículos  1080  y  1085,  Códi- 
go de  Procedimientos  Civiles,  en  relación  con  el  artí- 
culo 1092  ibídem  y  la  sentencia  pronunciada,  no 
existe,  porque  las  costas  de  que  se  trata,  las  únicas 
que  han  sido  liquidadas  en  este  incidente,  son  las  que 
se  refieren  al  juicio  principal,  que  fueron  presentadas 
por  el  representante  de  la  actora,  contestadas  por  el 
apodei^do  del  demandado  y  estimadas  por  el  Juez  y 
por  la  Sala  implícitamente  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
en  los  artículos  1084  y  1085  ibídem;  de  modo  que  no  , 
hay  infracción  del  último  y  con  relación  al  1080  re- 
clamado, sólo  puede  referirse  el  cargo  á  los  honora- 
rios del  perito  Fuentes,  porque  los  de  Zamora  están 
incluidos  en  la  cuenta  y  aquí  no  se  han  liquidado  cos- 
tas del  incidente  de  ejecución  de  sentencia,  y  es  im- 
procedente el  cargo  á  este  respecto; 

Por  todo  lo  dicho,  la  casación  sólo  es  procedente 
por  el  primer  motivo  del  recurso  de  la  actora; 

Por  tanto,  y  de  conformidad  con  los  artículos 
977»  980  y  983  del  Código  de  Procedimientos  Civiles, 
declárase  improcedente  la  casación  demandada  por  el 
señor  Prieto,  y  procedente  la  pedida  por  el  señor  Al' 
varez,  en  cuanto  al  primer  motivo  de  los  alegados,  y 
nula,  en  consecuencia,  en  esa  parte,  la  sentencia  de  la 
Sala  Primera. — A.  Alvarado. — Manuel  V.  Jiménez. — 
A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Isidro  Marín  C. 
— Ante  nrf, — Alfonso  Jiménez. 
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Sandí  y  Banquero 

(  I  50'  p.  m. — Enero  xo  ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  del  Crime»- 
de  la  comarca  de  Puntarenas,  contra  Joaquín  Sandí 
González,  mayor,  y  Jesús  Barquero  Chavarría,  de  diez 
y  ocho  años,  agricultores  y  vecinos  de  Miramar  de 
aquella  jurisdicción,  por  el  delito  de  lesiones  inferi- 
das á  Ramón  Leónidas  de  Jesús  Segura,  en  Río  Seco 
del  distrito  de  Montes  de  Oro,  como  á  las  doce  de  la 
nochedel  veintitrés  de  Enero  del  año  anterior.  Es  par- 
te el  señor  Jesús  María  Guzmán  Mora,  mayor,  agente 
de  negocios  judiciales  y  vecino  de  la  ciudad  de  Pun- 
tarenas;  y  en  cuanto  á  Barquero  se  sobreseyó  en  los 
procedimientos; 

Resultando: 

I? — El  hecho  ocurrió  como  sigue:  Segura  iba  de 
paso,  llegó  á  la  hacienda  de  un  señor  Juan  Simeón 
Jiménez,  donde  vive  Toribio  Azofeifa,  y  como  oyera 
cantos  en  el  patio,  conociendo  en  la  voz  á  Joaquín 
Sandí  y  otros  relacionados  suyos,  se  dirigió  á  ellos. 
Jesús  Barquero  lo  recibió  con  un  cintarazo,  derribán- 
dolo y  sobre  esto  Sandi  le  descargó  con  cuchillo  un 
golpe  por  la  pierna  derecha  y  de  este  modo  lo  lesio- 
nó. Fueron  testigos  presenciales  el  citado  Azofeifa 
y  Esmeralda  Azofeifa  y  demás  informes  dan  Ceferi- 
no  Segura  y  Benjamín  Alfaro.  La  herida,  según 
dictamen  médico,  sanaría  en  doce  días,  sin  más  con- 
$ecuencias; 

29 — Por  sentencia  dictada  á  las  ocho  y  media  de 
la  mañana  del  trece  de  Julio  del  año  próximo  pasa- 
do, la  cual  se  funda  en  los  artículos  243,  841,  842, 
873,  876,  882  y  883,  Parte  tercera  del  Código  Gene- 
ral, 36  de  la  ley  de  17  de  Octubre  de  1864.  338,  Có- 
digo de  Procedimientos  Civiles,  11  del  decreto  de  I? 
de  Agosto  de  1895,  18  de  la  ley  de  8  de  Julio  de 
1902,  2?  de  la  de  3  de  Julio  de  1903;  i9,  12  (inciso 
69),  í8.  33,  38,  39,  63,  75  y  422  del  Código  Penal,  el 
Juez  de  Puntarenas  desestimó  las  tachas  puestas  por 
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la  defensa  á  los  testigos  Toribio  y  Esmeralda  Azo- 
feifa  y  Ceferíno  Segura;  condenó  al  procesado  Sandí 
como  autor  del  delito  de  lesión  á  seis  meses  de  pre- 
sidio interior  en  San  L;icas,  con  abono  del  tiempo 
de  prisión;  á  suspensión  de  cargo  ú  oficio  público, 
mientras  dure  la  condena;  y  á  la  pérdida  del  arma 
con  que  delinquió; 

3? — De  ese  fallo  apeló  el  defensor,  y  la  Sala 
Segunda  de  Apelaciones,  por  resolución  de  las  dos  de 
la  tarde  del  treinta  y  uno  de  Octubre  último,  estimó 
comprobada  la  atenuante  14?  del  artículo  11,  Código 
Penal,  la  cual  compensó  con  la  agravante  6?  del  artí- 
culo 12  ibídem,por  lo  cual  cambió  la  pena  impuesta  al 
reo  por  igual  tiempo  de  reclusión,  descontable  con- 
forme á  la  ley  de  1 1  de  Mayo  de  1 880;  y  confirmó 
en  lo  demás  la  sentencia  de  primera  instancia; 

4? — En  el  recurso  de  casación  que  ha  interpuesto 
el  defensor,  se  reclaman  los  motivos  siguientes:  Vio- 
lación de  los  artículos  36  de  la  Ley  Adicional  de  17 
de  Octubre  de  1864,  232  y  873,  Parte  tercera  del 
Código  General.  Error  de  hecho  y  de  derecho  en  la 
apreciación  de  la  prueba  de  tachas,  con  infracción 
del  artículo  18  del  decreto  de  S  de  Julio  de  1902;  y 
subsidiariamente  violación  de  los  artículos  1 1  (inciso 
8?)  y  12  (inciso  69),  ambos  del  Código  Penal,  con 
error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de  la 
prueba  referente  á  las  circunstancias  dichas; 

5? — No  se  nota  defecto  en  los  procedimientos;  y 

Considerando: 

I? — Que  aun  cuando  las  tachas  que  á  los  testi- 
gos de  cargo  se  imputan  se  hubieran  justificado  en 
debida  forma,  es  decir,  con  las  certificaciones  respec- 
tivas, el  Juez  estaba  facultado  para  tomar  en  cuenta 
'esos  testimonios  (Artículo  220,  Parte  tercera  del  Có- 
digo General),  y  lo  ha  hecho  con  muy  buen  criterio, 
por  su  verosimilitud  y  la  armonía  que  guardan  con 
otros  datos  del  proceso;  por  lo  cual  la  culpabilidad 
del  procesado  es  evidente; 

29-  —Que  de  la  relación  de  d&Kos  testigos  resulta 
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•comprobada  la  existencia  de  la  agravante  &  del  ar- 
tículo 12  del  Código  Penal,  sin  que  esté  demostrado 
•que  hay  motivo  para  apreciar  en  el  caso  la  atenuante 
•que  el  recurrente  invoca;         • 

Por  tanto,  y  de  conformidad  con  los  artículos 
•980  y  983  del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  y  i? 
de  la  ley  número  19  de  9  de  Junio  de  1899,  declára- 
se sm  lugar  la  casación  demandada,  y  vuelvan  los  au- 
tos á  la  Sala  Segunda,  con  certiñcación  de  la  presen- 
te.— A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — Manuel  V. 
Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — An- 
te mí, — Alfonso  Jiménez. 


CÉSPEDES  Y  OTROS  V.  VARGAS 

(  2  p.  m. — Enero  10  ) 

En  el  juicio  ordinario  en  cobro  de  una  suma  de 
dinero,  establecido  ante  el  señor  Juez  Civil  en  prime- 
ra instancia  de  San  Ramón  por  los  señores  Marciano 
Céspedes  Gutiérrez,  José  Santos  Sancho  Ruiz,  Sixto 
Rodríguez  Ledesma,  Ramón  Rojas  Portugués,  Eze- 
quiel  Rodríguez  Ledesma,  Ramón  Custodio  Rojas 
Vargas,  Pedro  Bolaños  Murillo,  Serafín  Bolaños  Ro- 
dríguez, José  María  Vásquez  Murillo,  Fausto  Rojas 
Rodríguez,  Mercedes  Campos  Luna,  Manuel  María 
Rojas  Cubero,  Guillermo  Vásquez  Rojas,  Pedro  An- 
tonio Rojas  Vargas,  Miguel  Campos  Vargas,  José 
Ruiz  Elizondo,  José  Solórzano  Vargas,  Juan  Rafael 
Mora  Rojas,  Félix  González  Arroyo,  Ignacio  Castillo 
Campos,  Raimundo  Rojas  Rojas  y  Pedro  Rojas  Var- 
gas, contra  el  señor  Matías  Vargas  Paniagua,  todos 
mayores  de  edad,  agricultores  y  vecinos  de  Palmares; 
son  partes  también  como  apoderados  de  los  actores  y 
del  demandado^  respectivamente,  los  señores  Pioquin- 
to Quesada  Zeledón  y  Rafael  Rodríguez  Salas,  ma- 
yores, agentes  de  negocios  judiciales  y  vecinos  de  la 
ciudad  de  San  Ramón; 

Resultafulo\ 
1 9 — En  el  libelo  respectivo  expresan  los  actores: 
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•que  á  fines  de  rail  novecientos  dos,  encargaron  al  se* 
ñor  Vargas  Paniagua  que  consiguiera  en  el  Banco  de 
Costa  Rica  la  cantidad  de  cuatro  mil  colones,  que  de- 
bía entregarles;  que  ese  dinero  Id  destinaban  para 
compras  de  café  y  otros  gastos  que  debían  hacer  en 
la  asociación  que  llaman  "Sociedad  Agrícola  de  Pal- 
mares", de  la  cual  es  también  partícipe  el  señor  Var- 
gas Paniagrua;  que  el  dinero  se  obtuvo  en  el  Banco 
mencionado  por  medio  de  dos  pagarés  de  dos  mil  co- 
lones cada  uno,  firmados  por  dicho  señor  como  deu- 
dor y  por  los  exponentes  José  Santos  Sancho  y  Mar- 
ciano Céspedes,  como  fiadores;  que  la  cantidad  refe- 
rida de  cuatro  mil  colones  en  efectivo,  la  recibió  el  se- 
ñor Vargas  Paniagua  en  el  Banco  el  día  veinticinco 
de  Noviembre  de  mil  novecientos  dos,  y  los  pagarés 
vencían  el  veinticinco  de  Febrero  de  mil  novecientos 
tres;  que  el  señor  Vargas  Paniagua  en  lugar  de  entre 
garles  el  dinero,  pretextó  que  se  le  había  perdido  en 
el  camino,  y  mientras  tanto  se  venció  el  plazo  y  tu- 
vieron ellos  que  pagar  al  Banco  los  cuatro  mil  colo- 
nes; que  con  la  convicción  íntima  de  que  el  señor 
Vargas  Paniagua  se  apropió  el  dinero,  y  aun  en  el  su- 
puesto de  que.así  no  lo  hubiera  hecho,  esperaron  de  él 
un  arreglo  y  con  tal  objeto  lo  requirieron,  pero  dicho 
señor  se  negó  á  ello;  que  éstfe  se  ha  creído  quizás 
irresponsable  de  la  obligación  de  indemnizarles  debi- 
damente; pero  aíin  los  hechos  lícitos  y  voluntarios 
producen  derechos  y  obligaciones  civiles  (artículo 
1043  del  Código  Civil);  y  lodo  aquel  que  por  dolo, 
falla,  negligencia  ó  imprudencia  causa  á  otro  un  daño, 
está  obligado  á  repararlo  junto  con  los  perjuicios  (ar- 
tículo 1045  ibídem);  y  que  fundados  en  esas  leyes  y 
en  el  principio  de  que  nadie  debe  enriquecerse  con 
daño  de  otro,  demandan  al  expresado  Vargas  Pania- 
gua para  que  les  pague  la  suma  de  cuatro  mil  colones 
dicha  y  además  los  perjuicios  que  les  ha  ocasionado; 
29 — El  apoderado  del  demandado  contestó  nega- 
tivamente la  demanda  y  opuso  las  excepciones  de  fal  • 
ta  de  personalidad  en  los  actores,  por  no  acreditar  el 
-carácter  ó  representación   con   que   reclaman,  y  falta 
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de  p<^r>onaIidad  también  en  el  íeñor  Vareas  para  ser 
demandado  por  toda  la  cantidad,  porque  comiaioaa- 
dos  V;trgas  y  los  actores  Sancho  j  Céspedes  por  la 
**Sr'CÍedad  Agrícola  de  Palmares",  que  tiene  su  repre- 
sentante ppira  comoarecer  en  ju:«:io,  y  que  lo  es  el 
Pre5^idente  de  la  nri^nia,  para  c-n^^iiir  cuatro  mil  co- 
lones, rrjmo  en  efecto  lo  hicieron,  en  el  Ba'^xo  de  Cos- 
ta Rica,  de  camino  á  Palmares  se  rompió  'a  bolsa  de 
laí;  ;í! forjas  en  que  íb^  el  dinero  y  se  pciíó  éste,  sin 
que  hu?>iera  cilpa  de  parte  de  Va-^as  ri  ce  sus  c<:m- 
yéir\f:rr.%  S^.ncho  y  Cé-pedes.  porque  no  p«-.::in  prever 
que  con  el  movimiento  del  caballo  y  el  peso  !el  dine- 
ro, se  rompiera  la  bolsp.:  que  el  hecho  de  perderse  el 
dinero  no  fué  voluntario  hiño  fortuito;  y  que  como  los 
conr>iftionados  fueron  tres,  todos  serían  responsables  de 
la  cantidad  perdic'a  en  proporción.  (Artículos  657, 
697,  698,  830.  831,  (inciso  l9).  1046  y  1204  del  Códi- 
go Civil.  í?,  (inciso  3^.  i6r  y  229,  (incisas  2?  y  4?) 
del  de  Procedimientos  Civiles); 

3? — Kn  sentencia  dictada  á  las  dos  de  la  tirde 
d(l  diez  y  nueve  de  Abril  del  año  anterior,  declaró  el 
Juez  de  primera  instancia  que  los  actores  tienen  capa- 
cidad lef^al  para  establecer  este  juicio;  que  son  impro- 
cedentes las  excepciones  de  falta  de  personalidad  ac 
tiva  y  pasiva  opuestas  por  el  demandado,  así  como  el 
caso  fortuito  alegado;  con  lugar  la  demanda,  por  lo 
que  debe  el  demandado  devolver  a  los  actores  la  su- 
ma reclamada,  previa  deducción  de  los  intereses  pa- 
gados al  líanco  de  Costa  Rica;  y  condenó  al  deman- 
dado á  pagar  á  los  actores,  á  título  de  daños  y  perjui- 
cios, los  intereses  de  !a  suma  que  resulte  deberles,  los 
cuales  se  computarán  desde  el  día  en  que  recibió  el 
dinero  en  dicho  liaiTco,  y  las  costas  procesales  del  jui- 
cío.  Kn  dicha  sentencia  se  citan  los  artículos  16, 
455.466,632,  693,  702,  704.  706,  719,  720,753. 
1043,  Í044,  1 198  y  1 199  del  Código  Civil;  87,  ^^, 
202  (inciso  3?),  203,  262,  281,  320,  321,  328  y  1072 
del  de  Procedimientos  Civiles; 

4? — Kn  virtud  de  recurso  interpuesto  por  el  apo- 
derado del  señor  Vargas,    la   Sala  Primera  de  Apela- 
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clones,  por  resolución  de  las  dos  de  la  tarde  del  svis 
de  Octubie  próximo  pasado,  confirmó  la  sentencia 
apelada,  pero  debiendo  cargarse  al  demandado  los  in- 
tereses desde  que  la  parte  actora  pagó  al  Banco  la 
deuda  en  referencia;  sin  especial  condenatoria  en  cos- 
tas de  segunda  instancia,  por  modificarse  en  algo  á 
favor  del  apelante  el  fallo  recurrido.  Aquel  Tribunal 
consideró:  "i9 — Que  una  vez  que  el  Tribunal  de  Ca- 
sación ha  declarado  que  la  presente  demanda  la  esta- 
blecen los  reclamantes  en  concepto  de  miembros  de  la 
'^Sociedad  Agrícola  de  Palmares"  y  á  nombre  de  es- 
ta, debe  desecharse  la  excepción  de  falta  de  persona- 
lidad activa  opuesta  por  el  demandado.  2? — Que 
dando  por  sentado  el  hecho  de  la  pcrdiJa  del  dinero 
reclamado  al  conducirlo  de  esta  ciudad  á  la  villa  de 
Palmares,  es  preciso,  para  determinar  qué  persona 
debe  soportar  la  pérdida,  investigar  á  quién  pertene- 
cía el  dinero  en  el  momento  de  ocurrir  el  accidente. 
3*^ — Que  el  demandado,  al  obtener  en  arrenrlamiento 
del  Banco  de  Costa  Rica  la  expresada  cantidad,  llevó 
á  cabo  la  operación  comprometiéndose  persor.almente 
en  calidad  de  deudor,  y  de  ahí  resulta  que  el  dinero 
era  suyo  y  en  ningún  tiempo  perteneció  á  la  Sociedad 
Agrícola,  puesto  que  la  comisión  que  ella  dio  al  señor 
Vargas  y  á  otros  para  que  llevaran  á  cabo  el  emprés- 
tito, no  la  constituyó  deudora  para  con  el  prestamis- 
ta, y  su  responsabilidad  para  con  el  demandado,  esta- 
ba subordinada  á  la  entrega  del  dinero  que  él  á  su  vez 
dfbí-^  hacerle  en  la  indicada  villa,  y  como  tal  entrega 
nunca  se  realizó,  es  obvio  que  al  pagar  la  Sociedad  al 
Banco  el  crédito  en  referencia,  tiene  derecho  k  exigir 
que  el  demandado  le  satisfaga  su  importe,  junto  con 
los  intereses  correspondientes  desde  el  día  en  que  ve- 
rificó el  pago.  Artículos  765  y  803  del  Código  Civil. 
4° — Que  en  lo  concerniente  á  la  falta  de  pcrsoncrría 
pasiva  que  alega  el  demandado,  ella  no  procede,  por- 
que el  compromiso  fué  contraído  para  con  la  parte  de- 
mandante sólo  por  el  demandado  Vareas,  cuya  deuda 
satisfizo  la  Sociedad,  como  queda  dicho.  5? — Que 
aunque  los  actores  podrían  cobrar  todo  lo  que  paga- 
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ron  por  el  deudor,  sin  embargo,  habiéndose  confor- 
mado con  la  sentencia  en  que  se  les  rebaja  el  tanto  de 
intereses  que  el  Banco  dedujo  de  la  cantidad  de  cua- 
tro mil  colones,  no  cabe  mejorar  su  derecho"; 

5? — El  señor  Rodríguez  Salas  ha  interpuesto  re- 
curso de  casación  por  los  motivos  ^siguientes:  I. — Vio- 
lación del  articulo  729  del  Código  Civil.  II. — Viola- 
ción de  los  artículos  87  y  88,  en  relación,  del  Código 
de  Procedimientos  Civiles.  III. — Aplicación  indebida 
de  los  citados  artículos  765  y  803,  Código  Civil; 

69 — El  apoderado  del  señor  Vargas  amplió  la 
demanda  de  casación  en  el  acto  de  la  vista,  alegando: 
Error  de  derecho  en  la  apreciación  de  las  pruebas  pa- 
ra justificar  la  excepción  de  caso  fortuito,  con  viola- 
ción de  los  artículos  727,  729,  735  y  738  del  Código 
Civil,  203  y  281  del  Código  de  Procedimientos  Civi 
les.  Aplicación  indebida  del  artículo  719  del  Código 
Civil;  y  violación  de  los  artículos  202  (inciso  3?)  y  203 
(inciso  4?)  del  Código  de  Procedimientos  Civiles; 

7? — No  se  nota  defecto  en  los  procedimientos;  y 

Considerando:       1 

1 9 — Piensa  esta  Sala  que  originalmente  fué  el 
de  mandato  el  convenio  celebrado  entre  los  litigan- 
tes; convenio  por  el  cual  Vargas  se  comprometió  á 
obtener  á  préstamo  para  la  Sociediid  y  á  entregarle 
una  suma  de  dinero  que  pereció  para  él  (Artículo 
1,268  del  Código  Civil),  puesto  que  el  que  se  dice 
perdido  pudo  ser  emprestado  por  el  reo  para  dedi- 
carlo á  sus  propios  negocios,  sin  que  haya  demostra- 
ción incontestable  de  que  ese  valor  *y  no  otro  fuera 
el  de  la  Sociedad  mandante.  Tal  idea  del  caso  re- 
sultaría abonada  por' la  hipótesis  de  que  el  señor 
Vargas,  6n  vez  de  perderlo,  hubiera  aplicado  ese  di 
ñero  á  usos  propios,  con  el  ánimo  de  cumplir  poste- 
riormente la  comisión  conferida  por  la  Sociedad,  sin 
que  en  tal  supuesto,  ella  hubiera  podido  formular 
queja  alguna  contra  el  señor  Vargas  que  por  sí  y  pa- 
ra sí  contrató  el  préstamo,  según  se  ve  del  título  de 
crédito  venido  á  los  autos; 
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2? — En  concepto  de  esta  Sala  no  fué  un  paga 
indebido  el  que  engendró  el  derecho  de  la  Sociedad 
demandante,  porque  de  haber  sido  ese  el  origen  de 
la  obligación  aquí  reclamada,  esta  demanda  habría  te- 
nido que  ir  contra  el  acreedor  pagado;  pero  estima 
que  el  cargo  contra  el  demandado  existe  en  virtud  de 
la  subrogación  que  se  opera  en  favor  de  quien  paga 
por  otro; 

39 — No  ve  este  Tribunal  incongruencia  entre  lo 
que  la  demanda  pide  y  lo  que  el  fallo  da,  ni  el  que- 
branto, por  consiguiente,  de  las  leyes  que  en  ese  res- 
pecto se  citan.  La  demanda  exige  el  pago  de  una 
suma  de  dinero,  y  la  sentencia  manda  que  esa  suma 
sea  pagada.  No  importa  que  el  actor  haya  referido  la 
obligación  á  la  fuente  de  un  cuasi- contrato,  ni  que 
esa  y  no  la  de  un  contrato  haya  sido  aceptada  por  el 
fallo  recurrido,  porque  tal  error  en  la  doctrina  del 
caso,  contenida  en  la  parte  expositiva  del  fallo,  no  al- 
tera lo  dispositivo  de  este  y  no  da  lugar  á  casación. 
La  pretensión  de  que  una  cita  ociosa,  superabundante 
ó  equivocada  de  las  leyes  que  fundan  el  derecho,  pri- 
va á  los  jueces  de  la  atribución  de  otor[,'arlo  cuando 
otras  leyes  lo  definen  y  conceden,  es  hacer  del  deba- 
te judicial  un  juego  de  habilidad  y  de  la  misión  del 
juez    un  oficio  por  extremo  pasivo  y    escolástico; 

4^ — No  pueden  atenderse  las  quejas  del  recu- 
rrente porque  los  tribunales  de  instancia  hayan  divi- 
dido la  confesión  del  demandado  y  desconocido  el 
valor  de  la  rendida  por  los  actores.  La  disposición 
del  fallo  es  legal,  no  obstante  que  se  tenga  por  cierto 
el  hecho  de  la  pérdida  y  aunque  se  acepte  que  al 
tiempo  de  ella  pertenecía  el  dinero  á  la  sociedad  de- 
mandante; 

5? — En  cuanto  el  recurrente  tiene  por  agraviado 
su  derecho  por  falta  de  resolución  de  las  excepciones 
de  caso  fortuito  y  prescripción,  esta  Sala  juzga  que 
ambos  reclamos  quedaron  decididos  por  el  fallo;  el 
primero,  porque — no  obstante  que  el  caso  fortuito 
baya  ocurrido  en  la  especie — el  mandatario  tiene  la . 
responsabilidad  que  la  sentencia  le  impone^  el  según- 
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do,  porque  aparte  de  que  no  hay  en  los  hechos  de 
este  pleito  ninguno  que  conduzca  á  la  idea  de  haber 
sido — como  en  el  caso  Sancho  Ruiz  versus  Vargas 
Panlagua — uno  de  trasporte  el  contrato  celebrado 
entre  los  corttendientes,  la  prescripción  quedó  dese- 
chada desde  que  el  juzgador  mandó  cumplir  la  obli- 
gación que  se  pretendía  prescrita; 

6? — Se  abstiene  este  Tribunal  de  toda  conside- 
ración respecto  del  reparo  que  el  recurso  hace  contra 
el  fallo  por  razón  de  la  personalidad  de  la  sociedad 
actora,  porque  esa  materia  ha  sido  ya  juzgada  y  no 
puede  serlo  de  nuevo  debate; 

7? — Es  inaceptable  la  doctrina  que  cargue  al,  ac- 
tor con  la  obligación  de  probar  las  excepciones  del  de- 
mandado porque  va  contra  el  texto  expreso  de  la  ley 
(Artículo  719,  Código  Civil);  y  aparte  de  que  la  ocu- 
rrencia del  caso  fortuito  no  modifique  la  responsabi- 
lidad del  demandado  en  esta  contienda,  es  á  el  á 
quien  incumbía  esa  prueba; 

89 — El  haber  sido  presentados  los  documentos 
con  posterioridad  á  la  demanda  es  un  defecto  de  for- 
ma que  no  puede  producir  válida  reclamación  ante 
esta  Sala,  porque  ni  contra  ese  defecto  del  procedi- 
miento hubo  protesta  alguna  de  la  parte  demandada, 
ni  constituye  ninguno  de  los  motivos  de  casación  enu- 
merados en  el  artículo  964  del  Código  de  Procedi- 
mientos; 

Las  expuestas  consideraciones  determinan  que 
no  existen  las  violaciones  de  ley,  ni  el  error  de  apre- 
ciación en  las  pruebas  que  el  recurrente  alega; 

Por  tanto,  y  con  presencia  de  los  artículos  980  y 
983  del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  declárase 
sin  lugar  la  casación  demandada,  con  costas  á  cargo 
del  recurrente;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Sala  Pri- 
mera, con  certificación  de  la  presente. — A.  Alvarado. 
— J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zam- 
brana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso  Ji- 
ménez. 
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Garita  v,  Cruz 
(  2  p.    m. — Enero  14) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  del  Crimen 
■de  Heredia,  á  virtud  de  acusación  de  Juan  Garita 
González,  contra  Juan  Cruz  Ruiz,  mayores  de  edad, 
agricultores  y  vecinos  del  distrito  de  Mercedes  del 
cantón  de  Heredia,  por  el  delito  de  lesiones  inferidas 
al  acusador  entre  seis  y  siete  de  la  noche  del  seis  de 
Mayo  de  mil  novecientos  cuatro.  Es  defensor  del 
procesado  el  señor  Fulgencio  Víquez  Alfaro,  mayor, 
agefite  de  negocios  judiciales  y  vecino  de  la  ciudad 
de  Heredia; 

Resultando: 

i9 — Con  fundamenlo  en  los  artículos  163,  164, 
273-  275,  873,  882  y  883.  Parte  tercera  del  Código 
General;  i9.  11  (inciso  14),  15,  25,  33,  38,  39,  57, 
75.  76.  83,  92.  95  y  422  del  Código  Penal;  18  de  la 
ley  de  8  de  Julio  de  1902,  y  2?  del  decreto  de  3  de 
Julio  de  1903,  el  Juez  dictó  sentencia  á  las  ocho  de 
la  mañana  del  trerhta  de  Setiembre  del  año  próximo 
pasado,  condenando  á  Cruz  á  dos  meses  y  un  día  de 
presidio  interior  en  San  Lucas,  con  abono  de  tiempo 
de  prisión;  á  suspensión  durante  la  condena  de  cargo 
ú  oficio  público;  á  pagar  al  acusador  las  costas  per- 
sonales y  procesales,  daños  y  perjuicios  ocasionados 
con  el  delito;  y  á  perder  el  arma  con    que  lo  cometió; 

2? — La  Sala  Segunda  de  Apelaciones,  quien  co- 
noció del  asunto  por  haber  apelado  el  defensor,  pro- 
nunció sentencia  á  las  tres  y  cuarto  de  la  tarde  del 
diez  de  Noviembre  último,  en  la  cual  cambió  la  pena 
impuesta  al  reo  por  la  de  seis  meses  de  reclusión, 
convertible  con  arreglo  á  la  ley  de  1 1  de  Mayo  de 
1880,  y  confirmó  en  sus  demás  disposiciones  el  fallo 
de  primera  instancia; 

3? — Contra  la  resolución  que  antecede  ha  inter- 
puesto recurso  de  casación  el  defensor,  y  alega  al 
efecto  interpretación  errónea  y  aplicación  indebida  de 
los  artículos  730  y  840,  Parte  tercera  del  Código  Ge- 
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neral,  y  violación,  por  consiguiente,  de  los  artículos 
lo,  (inciso  4?)  del  Código  Penal,  841,  Parte  tercera 
citada,  y  36  de  la  Ley  Adicional; 

4? — No  se  nota  defecto  en  los  procedimientos;  y 

Considerando:  • 

Que  la  indivisibilidad  de  la  confesión  en  mate- 
ria criminal,  sólo  se  admite  en  defecto  de  otras  prue- 
bas que  determinen  la  culpabilidad  del  reo;  y  en  este 
proceso,  á  más  de  un  testigo  presencial,  aparecen  seis 
declarantes  que  oyeron  la  detonación  del  arma  ex- 
plosiva con  que  fué  lesionado  el  ofendido  y  en  segui- 
da vieron  á  este  herido  y  señalando  al  procesado  co- 
mo autor  del  delito;  que  en  tal  caso  con  la  confesión 
del  procesado  se  tiene  la  causa  por  concluida  y  sólo 
se  oyen  al  reo  sus  excusas  y  defensas,  (artículo  848, 
Parte  tercera  del  Código  General);  que  la  eximente 
de  la  propia  defensa  no  está  comprobada  con  las  de- 
claraciones de  Ernesto  Orozco  y  Rosa  Miranda,  ni 
con  otras  pruebas  como  lo  cree  el  recurrente,  y  no 
existe  la  interpretación  indebida,  aplicación  errónea 
y  violación  indicadas  en  el  recurso; 

Por  tanto,  y  de  conformidad  con  los  artículos 
980  y  983  del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  y 
1 9  de  la  ley  numero  19  de  9  de  Junio  de  1899,  de- 
clárase sin  lugar  la  casación  demandada,  y  devuél- 
vanse los  autos  á  la  Sala  Segunda,'  con  certificación 
de  la  presente. — A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — 
Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Orea- 
muño. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


Madrigal  v.  Jiménez 
(  2  s'  p.  m. — Enero  14) 

En  el  juicio  ordinario  sobre  división  material  de 
una  finca,  establecido  ante  el  Juez  Civil  de  la  pro- 
vincia de  Alajuela,  por  Pedro  Madrigal  Murillo  con- 
tra Tranquilino  Jiménez  y  Jiménez,  mayores  de  edad, 
agricultores  y  vecinos,  del  cantón  de  Poás.  Son  par- 
tes también  los  señores  Víctor  Rojas  Sancho,    agente 
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de  negocios  judiciales,  y  Licenciado  Juan  Manuel 
Rodríguez  Solera,  abogado,  mayores  y  vecinos  de  la 
ciudad  de  Alajuela,  como  apoderados  del  actor  y  de- 
mandado, respectivamente; 

Resultando: 

1 9 — En  los  procedimientos  sobre  ejecución  de 
la  sentencia  recaída  en  dicho  juicio,  el  mencionado 
Juez,  por  resolución  de  la  una  de  la  tarde  del  diez  y 
siete  de  Diciembre  de  mil  novecientos  tres,  declaró 
línea  divisoria  la  que  actualmente  sirve  de  asiento  á 
la  cerca  provisional  construida  por  las  partes,  y  que 
el  señor  Madrigal  debía  escoger  entre  los  dos  lotes 
que  así  quedan  formados,  el  que  mejor  le  pareciera; 
sin  especial  condenación  en  costas  (artículos  314,  Có- 
digo de  Procedimientos  Civiles,  y  5?  de  la  Ley  Or- 
gánica de  Tribunales); 

2? — En  virtud  de  alzada  interpuesta  por  el  apo- 
derado del  actor,  la  Sala  Primera  de  Apelaciones 
confirmó  el  fallo  de  primera  instancia  (fojas  seis  y  sie- 
te del  legajo  correspondiente); 

3? — Habiendo  recurrido  en  casación  la  misma 
parte  demandante,  este  Tribunal,  por  sentencia  dic- 
tada á  las  tres  de  la  tarde  del  veintidós  de  Julio  del 
año  anterior,  adicionada  por  auto  de  la  una  y  media 
de  la  tarde  del  treinta  del  mismo  mes,  declaró  con 
lugar  el  recurso  interpuesto  por  infringirse  en  la  re 
solución  de  la  Sala  Primera  los  artículos  87,  88,  91, 
297  y  314  del  Código  de  Procedimientos  Civiles  y  el 
721  del  Civil,  anuló  dicha  resolución  recurrida,  y 
mandó  devolver  los  autos  á  aquella  Sala  para  lo  que 
hubiera  lugar,  con  arreglo  á  derecho; 

4? — Bajado  el  expediente  á  segunda  instancia, 
la  Sala  respectiva  falló  á  las  nueve  de  la  mañana  del 
veintitrés  de  Setiembre  del  año  próximo  pasado, 
aprobando  la  expresada  división  material,  y  adjudi- 
cando, en  consecuencia,  al  señor  Madrigal  el  lote  del 
Sur,  constante  de  cincuenta  y  una  hectáreas  y  cin- 
cuenta áreas;  y  al  señor  Jiménez,  el  lote  del  Norte, 
cuya  superficie  es  de  ochenta   y    cuatro   hectáreas   y 
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I 
setenta  y  cinco  áreas,  todo  de  acuerdo  con  el  plano 
levantado  por  los  peritos  señores  Martínez  y  Benavi- 
des,  que  figura  al  folio  cincuenta  de  los  autos;  sin 
especial  condenatoria  en  costas.  Fundóse  la  iFala  en 
el  artículo  272  y  por  analogía  en  los  296,  297  y  298 
del  Código  Civil  y  1076  del  de  Procedimientos  Civi- 
les y  en  las  razones  siguientes:  **i? — Que  examina- 
dos los  dictámenes  periciales  y  demás  datos  que  con- 
tiene el  presente  juicio,  aparece  que  vo  es  *  posible 
practicar  la  división  material  en  dos  porciones  de  la 
misma  extensión,  pues  á  ello  se  opone  la  desigual 
calidad  del  suelo,  que  es  en  parte  estéril  y  en  parte 
bueno;  2? — Que  de  todas  las  divisiones  proyectadas 
la  que  aparece  mejor  es  la  que  de  común  acuerdo 
practicaron  los  interesados,  porque  si  bien  el  lote 
que  en  el  plano  levantado  por  los  agrimensores  seño- 
res Martínez  y  Benavides  y  que  queda  al  Sur,  con- 
tiene una  cabida  menor  que  la  asignada  al  lote  del 
Norte,  éste,  en  su  mayor  parte,  es  de  ptor  calidad 
que  aquél,  de  modo  que  resulta  una  equitativ¿i  com- 
pensación en  el  repartimiento  del  terreno;  3? — Que 
en  favor  de  esa  división  concurren  también  otras  cir- 
cunstancias, á  saber:  se  economiza  la  construcción  de 
una  cerca  dispendiosa,  se  evita  todo  litigio  por  razón 
de  cultivos  ú  otras  mejoras  hechas  por  los  condueños 
en  las  porciones  que  poseen,  y  se  ajusta  la  decisión 
á  la  voluntad  de  las  partes,  quienes,  según  consta  de 
la  confesión  judicial  últimamente  recibida,  convinie- 
ron hace  más  de  dos  años  en  dividirst-  en  la  forma  in- 
dicada;*' 

5? — De  la  resolución  anterior  ha   interpuesto  re- 
curso di-  casación  el  apoderado    del  demandante,    di- 
ciendí)  que  se  han  violado  los  artículos  Sy,   S8  y  314 
del  Código  de    Procedimientos    Civiles,  y    721  á  724 
fc^vdel  Código  Civil; 
*^  !f        69 — En  el  acto  de  la  vista   el    recurrente    amplió 
^u  demanda  de  casación,    alegando   infracción  de  los 
artículos   979,    Código    de    Procedimientos    Civiles, 
"refcrmado  por  la  ley  de  26  de  Mayo  de  1892;"  267, 
,    ^¿^276  y  93 1  ibídem; 
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7? — No  se  nota  defecto  en  los  procedimien- 
tos; y 

Considerando: 

I? — La  sentencia  ejecutoriada  de  once  de  No- 
viembre de  mil  novecientos  dos,  ordena  proceder  á 
la  división  material  de  la  ñnca,  respetando  en  lo  po- 
sible la  posesión  de  las  partes; 

2? — La  resolución  recurrida,  en  ejecución  de 
aquella  ser.tencia,  al  apartarse  en  el  fondo  de  la  prue- 
ba pericial  que  regula  la  partición,  viola  el  artículo 
314  del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  y  al  man- 
tener la  manera  provisional  de  poseer  la  fínca,  adop- 
tada por  las  partes  antes  de  la  demanda,  va  contra 
la  cosa  juzgada,  hace  estéril  el  juicio  seguido  para 
dividir  el  terreno,  é  infringe  los  artículos  721  y  724 
del  Código  Civil; 

3? — Es  además  incongruente  con  el  fallo  ejecu- 
toriado, puesto  que  ordenada  la  división  que  las  partes 
solicitaron  en  su  demanda  y  contestación,  es  indis- 
pensable llevarla  al  terreno  de  la  práctica,  conforme 
lo  determinan  los  peritos.  (Artículos  87  y  88,  Có- 
digo últimamente  citado); 

4? — Los  agrimensores  en  sus  informes,  aunque 
reconocen  la  dificultad  de  distribuir  bajo  una  base  de 
igualdad  perfecta,  proponen  la  manera  de  hacerlo: 
Benavides,  haciendo  dos  porciones  de  Este  á  Oeste; 
Rodríguez,  aconsejando  la  partición  de  Norte  a  Sur, 
en  tres  lotes  que  distribuye  equitativamente,  á  juicio 
del  Tribunal,  que  por  estimarla  más  justa  la  adopta 
para  terminar  las  cuestiones  propuestas; 

Por  tanto,  de  conformidad  con  los  artículos  963 
(incisos  I?,  2?  y  3?)  y  979  del  Código  de  Procedi- 
mientos Civiles,  declárase  con  lugar  la  casación  de- 
mandada, y  nula,  por  consiguiente,  la  sentencia  recu- 
rrida.— A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. -^-Manuel 
V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — 
Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 
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Porras  v.  Castro 

(2  10'  p.  m. — Enero  14 ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  del  Crimen 
de  la  provincia  de  Alajuela,  primero  de  oñcio  y  luego 
por  acusación  del  ofendido,  contra  Manuel  Castro  Arias, 
de  treinta  y  dos  años  de  edad,  comerciante  y  vecino  de 
San  Isidro  del  cantón  de  Alajuela,  por  el  delito  de 
lesión  menos  grave  inferida  á  Custodio  Porras  Panla- 
gua, mayor,  agricultor  y  del  mismo  vecindario,  en  la 
noche  del  treinta  y  uno  de  Marzo  del  año  anterior. 
Son  partes  también  los  señores  Víctor  Rojas  Sancho 
y  Luis  Soto  Quesada,  ambos  mayores,  agentes  de 
negocios  judiciales  y  vecinos  de  la  ciudad  de  Alajue- 
la,  como  defensor  del  procesado  y  apoderado  del 
acusador,  respectivamente; 

Resultando: 

I? — A  las  ocho  de  la  mañana  del  doce  de  Se- 
tiembre del  año  próximo  pasado,  el  Juez  dictó  sen- 
tencia en  que  desestima  la  tacha  puesta  á  los  testigos 
Pedro  Brenes,  Rosa  Ramírez,  Juan  Bautista  y  Beli- 
sario  Loria;  condena  al  procesado  á  seis  meses  de 
confinamiento  que,  con  rebaja  del  tiempo  de  prisión, 
deberá  cumpUr  en  Juan  Viñas;  á  perder  el  arma  con 
que  delinquió;  y  á  quedar  suspenso  de  cargos  y  ofi- 
cios  públicos,  durante  la^  e-undena  principal;  y  ordena 
testimoniar  lo  conducente  para  averiguar  si  el  ofendi- 
do Porras  ha  cometido  el  delito  de  bestialidad.  Fun- 
dóse el  Juez:  **i9 — En  que  la  tacha  puesta  por  ambas 
partes  á  los  testigos  indicados  debe  ser  desestimada, 
por  no  haber  sido  suficientemente  probados  los  mo- 
tivos en  que  se  funda.  2? — Que  la  confesión  del  reo 
prueba  plenamente — unida  á  los  indicios  que  arroja 
la  sumaria--que  aquél  fué  quien  causó  la  lesión  á 
que  esta  causa  se  refiere,  y  aunque  se  alega  que  lo 
hizo  sin  intención  deliberada,  tal  alegación  es  inacep- 
table: a),  porque  habiéndole  dado  antes  un  cintarazo 
al  ofendido,  es  indudable  que  estaba  disgustado  y 
pretendía   causarle    daño;   b),  porque  después  de  ese 
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acto,  no  cabe  duda  de  que  el  ofendido  se  separó  de 
la  cerda,  y,  por  consiguiente,  no  es  admisible  la  confe- 
sión de  mala  puntería  que  pretende  el  reo;  y  c),  por- 
que no  se  explica,  en  manera  alguna,  ni  es  racional 
-suponer,  que  el  reo  pretendiera  herir  ó  matar  la  cer- 
da» lo  que  por  otra  parte  pudo  hacer,  si  esa  hubiera 
sido  su  intención  aún  después  del  primer  disparo  que 
no  acertó.  De  estas  observaciones  se  deduce  la  pre- 
sunción de  que  el  reo  hirió  voluntariamente  al  ofen- 
dido, sin  que  contra  ella  pueda  invocarse  el  principio 
de  la  indivisibilidad  de  la  confesión,  porque  en  mate- 
ría  criminal  tal  principio  no  puede  sostenerse  de  un 
modo  tan  absoluto  como  en  las  cuestiones  de  derecho 
privado,  sino  que  es  necesario  que — contra  lo  que 
sucede  en  la  especie — las  mismas  circunstancias  del 
relato,  á  falta  de  detalles  en  la  prueba,  lo  hagan  ve- 
rosímü  y  aceptable  (Casación  de  2^  p.  m.  26  Enero 
1904).  3? — Que  las  eximentes  alegadas  por  el  de- 
fensor no  pueden  prosperar:  la  8?,  porque  como  que- 
da  expuesto,  la  acción  del  reo  debe  estimarse  como 
deliberada  y  voluntaría;  y  la  9?,  porque  el  hecho  que 
dice  haber  presenciado  el  reo,  nunca  pudo  determinar 
en  él  un  desorden  psicológico,  un  arrebato  tal  que 
irresistible  é  inconscientemente  lo  impulsara  á  dis- 
parar sobre  el  ofendido.  La  otra  alegación  del  de- 
fensor respecto  á  que  el  reo,  como  propietario  de  la 
cerda  y  del  terreno,  tenía  derecho  para  repeler  la 
fuerza  con  la  fuerza,  es  insostenible  de  todo  punto, 
entre  otros  motivos,  porque  el  ejercicio  de  tal  derecho 
en  cuanto  al  uso  de  la  fuerza,  se  halla  restringido 
á  los  únicos  casos  previstos  en  la  disposición  final  del  in- 
ciso 4?  del  artículo  10  ibídeni,  en  ninguno  de  los  cuales 
está  comprendida  la  especie.  4? — Que  tampoco  cabe 
computar  en  contra  del  procesado  la  agravante  de 
reincidencia  como  lo  pide  el  Ministerio  Público,  por- 
que á  ello  se  opone  el  artículo  124  ibídem  (véase 
certificación  de  fojas  32);  ni  en  su  favor  las  atenuantes 
II*  12?  y  14?:  la  primera,  porque  ni  el  reo  se  de- 
nunció, ni  confesó  sinceramente  su  delito;  U  segunda, 
porque  hay  otras  pruebas  aparte  de  la  confesión;  y  la 
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ultima,  porque  consta  de  autos  que  ha  sido  condena- 
do por  otro  delito  y  no  puede  decirse  que  haya  ob- 
servado conducta  irreprochable.  Únicamente  es  ad- 
misible la  atenuante  7?  del  artículo  1 1,  que  se  com- 
pensa con  la  agravante  6?  del  artículo  12,  ambos  del 
Codito  citado,  y  en  tal  virtud  puede  el  Juzgado,  al 
aplicar  la  pena,  recorrer  toda  la  extensión  de  cual- 
quiera de  las  asignadas  al  delito  por  el  artículo  422 
íbídem";  y  además,  en  los  artículos  14,  15,  25,  33,  38, 
39,  74,  ^6  y  83  del  Código  Penal,  y  873,  parte  ter- 
cera del  General; 

2? — El  defensor  y  el  apoderado  del  acusador  se 
alzaron  para  ante  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones, 
quien  por  resolución  de  las  tres  y  media  de  la  tarde 
del  veintiséis  de  Octubre  último,  cambió  el  confina- 
miento impuesto  al  reo  por  igual  tiempo  de  reclusión, 
convertible  conforme  á  la  ley  de  1 1  de  Mayo  de  1880, 
y  confirmó  en  sus  demás  disposiciones  el  fallo  apelado; 

3^ — Contra  la  sentencia  anterior  ha  interpuesto 
recurso  de  casación  el  defensor  y  alega  al  efecto:  In- 
fracción de  los  artículos  ii  (incisos  Ii9  y  14?)  y  10 
(inciso  9?)  del  Código  Penal;  violación  de  los  incisos 
i^f  7^  y  12?  del  artículo  ii  citado;  y  8V  del  artículo 
JO  ibídem,  y  error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  apre- 
ciacíóci  de  la  prueba; 

4? — No  se  nota  defecto  en  los  procedimientos;  y 

Considerando: 

Que  todas  las  alegaciones  del  recurso  quedaron 
victoriosamente  combatidas  de  antemano  en  los  fun- 
damentos preinsertos  del  fallo  contra  el  cual  se  recu- 
rrc,^ — que  esta  Sala  como  suyos  adopta; 

l*or  tanto,  y  con  presencia  de  los  artículos  980  y 
9S3,  Código  de  Procedimientos  Civiles,  y  i?  de  la 
ley  ntímero  19  de  9  de  Junio  de  1899,  declárase  sin 
lugar  la  casación  pedida,  y  devuélvanse  los  autos  á 
la  Sala  Segunda,  con  certificación  de  la  presente. — 
A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jimé 
nez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí^. 
— Alfonso  Jiménez. 


Gutiérrez  v.  González 

{2}i  p.  m. — Enero  19) 

En  el  juicio  ordinario  sobre  pago  indebido,  es- 
tablecido ante  el  Juez  Civil  de  la  provincia  de  Ala- 
juela,  por  ei  señor  Juan  Gutiérrez  Zumbado,  agricultor 
y  vecino  de  Desamparados  de  aquella  jurisdicción» 
contra  la  señora  María  de  la  Cruz  González  Soto,  de 
oficios  domésticos  y  vecina  de  Río  Segundo,  ambos 
mayores  de  edad.  Son  apoderados  del  actor  y  de  la 
demandada,  respectivamente,  los  señores  Licenciados 
Luis  Anderson  Morúa  y  Manuel  Bejarano  Solano, 
mayores,  abogados  y  de  este  vecindario; 

Resultando: 

1 9 — El  actor  expone:  que  en  el  mes  de  Octubre 
de  mil  novecientos  fué  llamado  por  la  señora  Gonzá- 
lez para  que  pagara  novecientos  colones  como  fiador 
de  Pedro  Gutiérrez;  que  no  le  llanió  la  atención  el 
cobro  porque  él  había  fiado  á  éste  varias  vects,  y 
aun  pagó  en  esa  época,  como  tal  fiador,  cerca  de  diez 
mil  colones;  que  tardó  algunos  días  sip  ir  á  casa  de 
la  señora  González  y  cuando  llegó  íe  manifestó  que 
el  documento  objeto  de  su  reclamo,  estaba  ya  en 
manos  de  su  abogado,  con  quien  debería  entenderse 
para  cualquier  arreglo;  que  pasó,  pues,  á  la  oficina 
del  Licenciado  Buenaventura  Cazorla  á  ver  el  docu- 
mento, pero  le  dijo  que  no  lo  tenía  porque  ya  había 
pedido  su  reconocimiento  y  que  embargaría  inmedia- 
tamente; que  asustado,  y  creyendo  cierta  la  fianza, 
convino  en  otorgar  un  pagaré  por  novecientos  colones 
con  la  fianza  de  Simón  Solórzano,  cancelando  la  deu- 
da; pagó  los  intereses  debidos  y  las  costas  causadas, 
según  liquidación  hecha  por  dicho  abogado,  quien  le 
devolvió  á  los  tres  días  el  documento  ya  cancelado, 
el  cual  examinó  y  notó  que  era  falsificado,  y  que  hizo 
un  pago  indebido;  que  vencido  el  plazo  del  pagaré 
nuevo,  obtuvo  su  cancelación  mediante,  el  otor- 
gamiento   de    otro    con  la  fianza  también  de  Simón 
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^Solórzano;  venció  el  segundo  plazo,  y  entonces  con- 
vino con  la  señora  González  en  que  se  otorgase  otro 
pagaré  en  que  aparecía  Solórzano  como  deudor,  el 
cual  pagó  á  su  debido  tiempo  los  novecientos  colones, 
y  el  actor  á  Solórzano  esa  cantidad;  y  que,  por  lo 
expuesto,  fundado  en  los  artículos  627  y  803  del 
Código  Civil,  192  y  siguientes  y  220  y  siguientes  del 
de  Procedimientos  Civiles,  demanda  á  la  expresada 
señora  González  para  que  se  declare:  que  los  docu- 
mentos referidos  han  carecido  de  causa  justa;  que  no 
ha  debido  pagarlos,  lo  mismo  que  los  intereses  en 
ellos  estipulados;  que  él  ha  hecho  un  pago  indebido, 
y  que  la  señora  González  está^n  el  deber  de  devol- 
verle los  novecientos  colones  y  los  intereses  que  pagó 
á  razón  de  uno  por  ciento  mensual;  y  que  está  obli- 
gada á  pagarle  los  intereses  legales  desde  el  efectivo 
pago  de  la  deuda  ó  en  su  defecto  desde  el  momento 
de  establecida  esta  demanda; 

2? — Tal  demanda  fué  negada  por  el  apoderado 
de  la  señora  González,  quien  además  opuso  las  excep- 
ciones de  falta  de  personalidad  ad  causam  activa  y 
pasiva  y  la  á  que  se  refiere  la  segunda  parte  del  ar- 
tículo 803,  Código  Civil; 

3? — Érjuez  falló  á  las  nueve  de  la  mañana  del 
veintinueve  de  Julio  del  año  anterior,  declarando  sin 
lugar  la  demanda,  y  procedentes  las  excepciones 
opuestas,  y  condenando  al  actor  en  las  costas  proce- 
sales del  juicio  (Artículos  627,  628,  719,  803,814, 
817  y  820  del  Código  Civil,  87,  220  á  243,  345  y  si- 
guientes y  1,072  del  de  Procedimientos  Civiles); 

4? — En  virtud  de  recurso  interpuesto  por  parte 
del  actor,  la  Sala  Primera  de  Apelaciones,  por  reso- 
lución de  las  tres  de  la  tarde  del  cuatro  de  Octubre 
último,  confirmó  la  sentencia  apelada,  con  costas 
personales  y  procesales  del  juicio  á  cargo  del  apelan- 
te. Se  fuiidó  dicha  Sala  en  los  artículos  1,072,  1073 
y  1,074  (inciso  3?)  del  Código  de  Procedimientos  Ci- 
viles, y  en  lo  siguiente:  "Que  aun  dando  por  bien 
probada  la  falsedad  de  la  fianza  que  impugna  el  de- 
mandante, el  haber  éste — después  de  que  conoció  ese 
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vicio— efectuado  varias  novaciones,  y  por  fin  pagado 
al  señor  Simón  Solórzano  la  suma  que  éste  á  su  vez 
había  satisfecho  á  la  acreedora  María  de  la  Cruz 
González,  es  motivo  suficiente  para  que  el  actor  no 
pueda  repetir  lo  pagado,  de  acuerdo  con  lo  estable- 
cido en  el  artículo  817  del  Código  Civil**; 

5? — Contra  el  fallo  que  antecede  ha  interpuesto 
recurso  de  casación  el  apoderado  del  actor,  alegando 
que  se  ha  cometido  error  de  hecho  y  de  derecho  en 
la  apreciación  de  la  prueba,  y  violado  los  artículos 
10,  803,  817,  835  y  837  del  Código  Civil; 

69 — No  se  nota  defecto  en  los  procedimientos;  y 

Considerando: 

I? — No  ha  habido  la  errónea  apreciación  de 
prueba  de  que  se  queja  el  recurso  en  razón  de  no 
tenerse  por  cierta  la  falsificación,  porque  el  fallo  de 
instancia  acepta  el  supuesto  de  que  tal  delito  haya 
existido; 

2? — No  han  sido  infringidos  los  artículos  817, 
835.  837  y  10  del  Código  Civil,  porque:  a),  el  pago 
indebido  que  el  demandante  alega  no  fué  hecho  para 
extinguir  la  obligación  primitiva  en  garantía  de  la 
cual  se  constituyó  la  fianza  que  se  dice  apócrifa  del 
señor  Gutiérrez,  sino  para  redimir  otra  obligación 
contraída  por  éste  con  perfecto  conocimiento  del  vicio 
del  contrato  original;  b),  ese  vicio  del  convenio  efec- 
tuado con  la  señora  González — si  existió, — ^sólo  pudo 
engendrar  una  nulidad  relativa,  no  susceptible  de 
ser  declarada  sino  á  instancia  del  interesado,  pues 
que  no  hay  ley  ni  principio  alguno  jurídico  que  impi- 
dan á  un  tercero  la  facultad  de  tomar  sobre  sí,  y  de 
pagarlas,  las  resultas  pecuniarias  del  delito  de  otro; 
y  c),  siendo  el  vicio  de  la  obligación  original  uno  que 
sólo  le  daba  el  carácter  de  anulable,  pudo  ella  ser — 
como  lo  fué  en  efecto — objeto  de  válida  ratificación 
en  las  diversas  y  sucesivas  novaciones  efectuadas  por 
el  señor  Gutiérrez,  á  quien  le  era  entonces  conocido 
el  hecho  delictuoso  que  invoca  como  motivo  funda- 
mental de  su  acción; 
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Por  tanto,  y  de  conformidad  con  los  artículo5; 
980  y  983  del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  de- 
clárase sin  lugar  la  casación  demandada,  con  costas  á 
cargo  del  recurrente;  y  vuelvan  los  autos  á  la  Sala 
Primera,  con  certificación  de  la  presente. — A.  Alva- 
rado. — ^J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A. 
Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí. — Alfonso 
Jiménez. 


Nota. — El  Magistrado  Jiménez  salvó  su  voto  y 
lo  motivó  de  esta  manera: 

Considerando: 

I? — Hay  error  de  derecho  en  la  apreciación  de 
la  prueba,  porque  á  pesar  de  haberse  dictado  auto 
motivado  contra  Pedro  Gutiérrez  por  falsificación,  no 
se  estima  la  existencia  de  ese  delito  para  los  efectos 
civiles,  siendo  así  que  si  bien  no  se  le  declaró  res- 
ponsable, la  sentencia  lo  absolvió  tan  .sólo  por  su 
parentesco  de  hermano  con  el  ofendido  Juan  y  no 
porque  no  hubiera  falsificado  las  firmas,  una  vez  que 
ese  hecho  aparece  de  las  resoluciones  respectivas  de 
instancia  y  aun  de  la  de  casación,  en  que  se  da  indi- 
rectamente por  cierta  la  falsedad,  lo  cual  comprueba 
también  el  error  de  hecho  alegado; 

2? — Se  .sostiene  que  un  documento  no  puede  ser 
declarado  falso  civilmente,  según  el  artículo  214  del 
Código  de  Procedimientos  Civiles,  sin  advertir  que  ese 
texto  contiene  la  excepción  de  que  no  aparezca  res- 
ponsable el  acusado  de  falsedad,  y  en  el  caso  de  au- 
tos se  absuelve  á  Pedro,  no  por  la  inexistencia  de  la 
falsificación  de  las  firmas  del  fiador  y  los  testigos  en 
el  pagaré  otorgado  por  Pedro  á  la  señora  González 
— hecho  que  aparece  bien  comprobado  de  las  decla- 
raciones de  varios  testigos  y  del  dictamen  de  los 
peritos — sino  en  acatamiento  del  artículo  514,  Código 
Penal,  que  exime  de  responsabilidad  criminal,  entre 
otros,  á  los  parientes  consanguíneos  legítimos  hasta 
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el  segundo  grado  inclusive  de  la  línea  colateral.  Es, 
pues,  innegable  que  en  este  caso  la  jurisdicción  civil 
puede  declarar  que  la  obligación  cobrada  por  la  seño- 
ra González  carece  de  causa  por  haberla  pagado 
Juan  Gutiérrez  por  error,  creyéndose  ñadorde  Pedro, 
sin  serlo  efectivamente; 

3? — El  artículo  803,  Código  Civil,  da  derecho 
para  repetir  lo  pagado  sin  deberlo,  al  que  lo  hace  por 
error  de  hecho  ó  de  derecho  ó  por  cualquier  otro 
motivo,  y  se  ha  pretendido  que  en  el  caso  de  autos 
no  existe  ese  derecho  porque  está  en  la  excepción  del 
artículo  citado  en  virtud  de  que  la  demandada  de- 
volvió el  pagaré  con  la  razón  de  ''cancelado  por  el 
fiador",  á  lo  que  se  le  quiere  dar  el  carácter  de  des- 
trucción del  documento,  y  como  esto  no  es  así  por- 
que ese  papel  existe  y  aun  suponiéndolo  destruido,  la 
acreedora  tendría  en  las  copias  auténticas  que  obran 
en  el  expediente  el  medio  de  constatar  su  acción,  es 
claro  que  podría  ejercitarla  sin  inconveniente  contra 
el  deudor  principal; 

4? — La  obligación  no  existente  ó  nula  no  puede 
ser  objeto  de  novación  y  á  esto  equivale  la  de  Juan 
Gutiérrez,  que  por  ser  falsa  la  fírma  en  que  se  apoya, 
debe  estimarse  nula.  Decir  que  debe  mirarse  aquí  pa- 
ra estimar  el  derecho  las  diferentes  operaciones  efec- 
tuadas hasta  remontarse  al  pago  en  dinero,  y  negar  á 
Juan  Gutiérrez  la  personería,  es  desconocer  que  las 
obligaciones  pueden  cumplirse  sin  la  intervención 
material  del  dinero.  Una  obligación  pagada  median- 
te otra  obligación,  si  hay  error  de  hecho  ó  de  dere- 
cho ó  cualquier  otro  motivo  de  parte  del  que  así 
paga,  es  susceptible  de  repetirse  por  pago  indebido, 
y  en  el  caso  concreto  debe  limitarse  á  los  términos  de 
la  primera  operación  en  que  se  padeció  el  error.  El 
artículo  817  del  Código  Civil  establece  que  la  obli- 
gación rescindible  ó  anulable  puede  ser  novada,  pues 
es  susceptible  de  ser  confirmada  te4;iiendo  el  deudor 
conocimiento  al  hacerlo  del  vicio  de  que  adolece.  La 
de  que  se  trata  no  lo  fué  espontáneamente  por  el  fia- 
dor, quien  la  contrajo  sin  conocimiento  dé  la  falsedad 
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del  título,  de  la  cual  se  apercibió  después  de  haberse 
obligado,  debido  á  que  tenía  otros  negocios  en  que 
estaba  respondiendo  por  su  hermano.  Se  compro- 
metió directamente  con  la  señora  González,  temeroso 
acaso  de  una  ejecución,  sin  que  se  le  hubiera  mos- 
trado el  pagaré  falso  en  que  aparecía  su  firma  que 
recibió  después  de  su  compromiso.  Esta  obligación 
sin  causa  es  perfectamente  exigible  por  pago  inde- 
bido; 

5? — Se  sostiene  que  no  es  repetible  por  haber 
sido  confirmada  después  en  otras  convenciones  ó  no- 
vaciones, mas  esto  es  falso:  la  voluntad  de  Juan  Gu- 
tiérrez con  relación  á  su  hermano  Pedro  no  fué  al 
tiempo  de  contraer  la  obligación  directa  en  favor  de 
la  señora  González,  la  que  supone  la  ley  para  confir- 
marla: Juan  Gutiérrez  no  tuvo  intención  de  librar  á 
Pedro  de  responsabilidad,  cuando  se  apercibió  de  la 
falsedad  lo  denunció  á  la  Justicia,  según  consta  de 
autos,  y  este  hecho  muestra  claramente  que  al 
contraer  el  compromiso  para  con  la  González  no 
sabía  lo  de  la  falsificación,  fué  por  error  que  sus- 
cribió el  nuevo  compromiso  sin  la  menor  intención  de 
hacer  bien  á  su  hermano,  y  las  operaciones  que  se 
sucedieron  más  tarde  fueron  la  consecuencia  obligada 
del  primer  compromiso  para  hacer  honor  á  su  firma 
respaldada  con  la  fianza  de  Solórzano  y  para  no  com- 
prometerlo. No  ha  tenido,  pues,  Juan  Gutiérrez, 
voluntad  de  confirmar  la  obligación  acusada  de  falsa 
y  por  lo  tanto  es  nula; 

Por  lo  expuesto,  mi  voto  es  declarar  procedente 
la  casación  de  que  se  ha  hecho  mérito. — Manuel  V. 
Jiménez. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


Morales  y  otros 

(2  35'  p.  m. — Enero  19) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  del  Crimen 
de  la  provincia  de  Alajuela,  contra  José  Carlos  Mo- 
rales Miranda,  salvadoreño,  José  Perales  Balarezo^ 
mejicano,  ambos  artesanos,  Alvaro  Sancho  Granados^. 
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comerriante,  y  Lisímaco  y  Alberto  Soto  Murillo, 
agricultores,  todos  mayores  de  edad  y  vecinos  de  la. 
ciudad  de  Alajuela,  por  el  crimen  de  robo  en  perjui- 
cio de  Poncíano  Fernández,  natural  de  China,  mayor, 
carnicero  y  del  mismo  vecindario,  con  homicidio  de 
Juan  Tabi-tay,  también  oriundo  de.  China,  hechos 
que  ocurrieron  en  la  ciudad  indicada  como  á  las  nue- 
ve de  la  mañana  del  veintinueve  de  Marzo  Je  mil 
novecientos  tres.  Son  partes  también  el  represen- 
tante del  Ministerio  Pi'i!)Iico  y  los  señores  Leoncio 
Martínez  Monje,  agrimensor,  y  Tranquilliio  Chacón 
Chaverri,  Notario  Púbh'co.  mayores  de  edad  y  veci- 
nos de  Alajuela,  como  defensores  el  primero  de  Mo- 
rales y  Perales,  y  el  segundo  de  Sancho  y  le  s  Sotos; 

Resultando: 

I? — A  las«ocho  de  la  mañana  del  veinticuatro  de 
Noviembre  del  año  próximo   pasado,  recayó  senten- 
cia de  primera   instancia,  en  la  cual,  con  fundamento 
en  los  artículos  779,  784  y  873,  Parte  tercera  del  Có- 
digo General;  11,    (incisos  5?  y  14V),    25,  33,  35.  57, 
66,  69,  70,  74,  75,  76,    83,  84  y  455    del  Código  Pe- 
nal; 9?  y  f  o9  de  la  Ley  de  Médicos  del  Pueblo;  i9  de 
la  de  18  de  Julio  de  1887;  18  del  decreto  de  8  de  Ju- 
lio de  1902,  y  2?  del    de  3  de  Julio  de  1903,  el   Juez 
condena  á  Morales  Miranda  á  once  años  de  presidio  en 
San  Lucas,  y  á  Perales  Balarezo  á  ocho  años  de  igual 
pena,  con    abono   del   tiempo    porque  hayan  estado 
presos;  á  inhabilitación  absoluta  perpetua  para  cargos 
ú  oficios   públicos,    derechos  políticos   y   profesiones 
titulares,    debiendo  quedar,  después   de  cumplida  la 
condena  principal,  sujetos  á  la  vigilancia  de  la  autori- 
dad por  cuatro  años;   y  absuelve  de  toda  pena  y  res- 
ponsabilidad á  los  procesados  Sancho  y  Sotos,  sin  lu- 
gar á  indemnización   por   haber  habido  motivo  para 
enjuiciarlos; 

2? — De  esc  fallo  apelaron  el  Agente  Fiscal  de 
Alajuela  en  cuanto  á  Alvaro  Sancho,  y  el  defensor  de 
Morales  y  Perales,  y  con  respecto  á  los  Sotos  se  resol- 
vió pasar  la  causa  en  consulta  á  la  Sala   Segunda   de 
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Apelaciones,  quien  por  sentencia  dictada  á  las  nueve 
j  tres  cuartos  de  la  mañana  del  veintidós  de  Setiem- 
bre último,  absolvió  de  la  instancia  á  Perales  Balare- 
20,  confirmó  dicho  fallo  en  lo  referente  á  Morales  y 
Sancho;  y  aprobó  el  mismo  en  lo  demás; 

3? — -El  procesado  Morales  ha  interpuesto  recur- 
so de  casación  y  al  efecto  alega  violación  de  los  artí- 
culos 873  y  884  del  Código  General  de  1841;  aplica- 
ción indebida  de  la  ley  de  8  de  Julio  de  1902;  y  error 
de  hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prue- 
ba, con  violación  de  los  artículos  779  y  784  del  Có- 
digo citado  y  455  del  Penal; 

4? — No  se  nota  defecto  en  los  procedimientos;  y 

Considerando: 

1 9 — El  cuerpo  del  delito  de  robo  con  homicidio, 
por  que  se  ha  seguido  este  proceso,  está  bien  justifica- 
do con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  los  artículos  779  y 
784  de  la  Parte  tercera  del  Código  de  1841,  9?  y  lo9 
de  la  Ley  de  Médicos  del   Pueblo  de  3 1  de  Mayo  de 

1895; 

2? — La  responsabilidad  del  procesado  Carlos 
Morales  como  autor  principal  del  delito  indicado, 
aparece  demostrada  en  los  autos  con  muchos  indicios 
que  han  sido  apreciados  por  los  jueces  de  instancia 
conforme  á  las  reglas  de  una  sana  crítica,  según  lo 
ordena  el  artículo  18  de  la  ley  de  8  de  Julio  de  1902, 
y  aún  con  arreglo  á  las  disposiciones  de  la  legislación 
anterior,  como  se  evidencia  de  lo  preceptuado  por  los 
artículos  276  y  2'jj  del  Código  de  Procedimientos  en 
materia  penal;  y 

3? — De  lo  expuesto  se  deduce  que  no  ha  habido 
el  error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de 
la  prueba,  ni  la  violación  de  los  artículos  779,  784, 
873  de  la  parte  tercera  del  Código  General  de  1841, 
que  se  alegan  en  el  recurso  de  casación  interpuesto, 
así  como  tampoco  se  ha  violado  el  artículo  455  del 
Código  Penal,  que  establece  la  pena  que  corresponde 
al  reo  en  el  caso  concreto; 

Por  tanto,  y  con  presencia  de  los  artículos  980  y 
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^983  del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  y  i?  de  la 
ley  número  19  de  9  de  Junio  de  1899,  declárase  sin 
lugar  la  casación  demandada,  y  vuelvan  los  autos  á 
la  Sala  Segunda,  con  certificación  de  la  presente. — 
A.  Alvarado, — J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jimé- 
nez.— A.  Zambrana.  — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, 
— Alfonso  Jiménez. 

Segura  Jiménez 

( 2^  p.  m. — Enero  20 ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  primero  del 
Crimen  de  esta  provincia,  contra  Segundo  Segura  Ji- 
ménez, de  veinticinco  años,  agricultor  y  vecino  del 
barrio  **E1  Morado"  del  cantón  de  Mnra,  por  el  deli- 
to de  lesión  inf<^rida  á  Jeremías  Duran  Mora,  entre 
siete  y  ocho  de  la  noche  del  veintiséis  de  Julio  de  mil 
novecientos  tres,  en  el  distrito  de  ''El  Guayabo"  del 
mismo  cantón.  Es  defensor  del  procesado  el  señor 
Licenciado  Manuel  Castro  Quesada,  mayor,  abogado 
y  de  este  vecindario; 

Resultando: 

1 9 — A  las  cuatro  de  la  tarde  del  diez  y  seis  de 
Agosto  del  año  anterior,  el  Juez  pronunció  su  sen- 
tencia declarando  responsable  á  Segura  Jiménez  como 
autor  de  la  lesión  causada  á  Duran;  sin  lugar  las  tachas 
puestas  á  los  testigos  Clodomiro  Fallas  y  José  León 
Cubero;  y  condenando,  en  consecuencia,  al  procesa- 
do á  confinamiento  por  siete  meses  en  la  villa  de  Tu- 
rríalba,  con  abono  del  tiempo  de  prisión;  á  pagar  al 
ofendido  un  jornal  diario  por  todo  el  tiempo  en  que  no 
pudo  trabajar  á  causa  de  la  lesión,  los  gastos  de  cu- 
ración y  todos  los  demás  daños  y  perjuicios  ocasiona- 
dos con  el  delito;  á  la  pérdida  del  arma  con  que  co- 
metió éste;  y  á  quedar  suspenso  de  cargo  ú  oficio  pu- 
blico mientras  dure  la  condena.  Descansa  este  fallo 
en  las  consideraciones  siguientes:  "I. — Que  con  la 
confesión  del  reo  en  su  escrito  del  folio  ocho  y  con 
las  declaraciones  de  los  testigos  á  que  alude  cl  resul- 
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tando  segundo,  el  Juez  tiene  por  cierto  que  Segundo* 
Segura  causó  á  Jeremías  Duran  la  lesión  descrita  por 
el  Médico  del  Pueblo,  y,  en  consecuencia,  debe  con- 
denársele á  las  penas  á  que  se  ha  hecho  acreedor  con 
su  delito.  Artículos  2?  de  la  ley  de  3  de  Julio  de 
^903?  y  iv  15  y  57  del  Código  Penal.  II. — Que  el 
r» .  ;3retende  haber  obrado  en  el  hecho  en  ejercicio  de 
bu  legítima  defensa,  pero  tal  extremo  no  está  demos- 
trado, y  aunque  Pedro  Jiménez  y  Felipe  Ríos  pare- 
cen inclinarse  á  favor  de  ella,  no  presenciaron  el  co- 
mienzo del  pleito,  ni  vieron  cuando  Segundo  Segura 
hirió  á  Jeremías  Duran.  Además,  la  declaración  de 
Jiménez  no  merece  entero  crédito,  porque  mientras 
parte  de  meras  suposiciones,  hace  reales  los  hechos 
supuestos,  y  no  sólo  está  en  contradicción  consigo 
mismo  sino  también  con  lo  declarado  por  el  reo:  dice 
que  Segura  caminaba  para  atrás,  defendiéndose  con 
su  cuchillo  de  las  puntadas  y  filazos  qiie  le  tiraba 
Emilio  Durán\  y  después  *'que  como  Segura  se  .vio 
tan  precisado  entró  á  su  patio,  pues  tenía  abierto  el 
portón,  y  hasta  allí  llegó  el  ataque  que  le  venían  ha- 
ciendo sus  adversarios",  refiriéndose  también  á  Jere- 
mías Duran.  Hay  que  advertir  que  la  noche  estaba 
oscura  y  que  la  riña  se  verificó  como  á  ochenta  y  tres 
metros  de  donde  estaba  Jiménez,  y  contra  lo  declara- 
do por  éste  dice  el  reo  que  en  el  acto  de  la  riña  Emi- 
lio le  dio  oportunidad  de  huir  y  se  fué  para  su  casa, 
y  que  no  obstante  eso,  los  Duran  lo  persiguieron 
"más  de  cien  varas"  hasta  el  portón  de  su  padrino 
Pedro  Jiménez.  III. — Que  el  hecho  de  autos  se  en- 
cuentra comprendido  en  el  artículo  422  del  Código 
Penal,  y  es  castigado  con  cualquiera  de  las  penas  por 
esa  ley  establecidas.  IV. — Que  á  favor  del  reo  está 
comprobada  la  atenuante  14?  del  artículo  1 1  del  Có- 
digo Penal  y  en  su  contra  ninguna  agravante,  por  lo 
cual  debe  aplicársele  la  pena  que  le  corresponde  en 
el  mínimum.  Artículo  74  del  Código  Penal.  V. — 
Que  siendo  alternativa  la  pena  señalada  por  la  ley  al 
delito,  el  Juzgado  elige  como  imponible  confinamien- 
to menor  en  su   grado   mínimo  y  fija  su  duración  en 
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siete  meses,  debiendo  compurgarlo  en  la  villa  de  Tu- 
rrialba.  Artículo  76  del  Código  Penal.  VI.— Que 
con  la  pena  principal  se  deben  imponer  también  al 
í'co  las  accesorias  y  abonársele  el  tiempo  sufrido  de 
prisión.  Artículos  25,  33,  38  y  95  del  Código  Penal. 
VIL— Que  las  tachas  puestas  á  los  testigos  Clodomiro 
Fallas  y  José  León  Cubero  son  improcedentes,  por- 
gue las  causales  en  que  se  apoyan  no  están  expresa- 
mente determinadas  por  la  ley,  pues  no  consta  que 
Fallas  viviera,  comiera  y  bebiera  en  casa  del  ofendí, 
do  á  costa  de  éste,  ó  que  fuera  su  sirviente  ó  domés- 
tico. Que  hay  además  en  cuanto  á  José  León  la  cir- 
cunstancia de  haber  el  reo  apoyado  sus  derechos  en 
la  deposición  de  ese  testigo  (fojas  8  y  9).  Artículos 
229  á  244,  Parte  tercera  del  Código  General"; 

2? — La  Sala  Segunda  de  Apelaciones- en  virtud 
de  haber  apelado  el  defensor,  por  resolución  de  las 
tres  de  la  tarde  del  ocho  de  Noviembre  último,  con- 
finnó  en  todas  sus  partes  la  sentencia  de  primera 
instancia; 

3? — El  defensor  ha  interpuesto  recurso  de  casa- 
ción en  el  cual  alega  violación  de  los  artículos  10, 
(inciso  4?),  1 1,  (incisos  9?  y  1  iV)  y  74  del  Código  Pe- 
^*'>  87,  Código  de  Procedimientos  Civiles;  y  18  de  la 
ley  de  8  de  Julio  de  1902; 

4? — No  se  nota  defecto  en  los  procedimientos;  y 

Considerando: 

Que  la  culpabilidad  del  procesado  está  determi- 
nada con  exactitud  en  la  sentencia  recurrida,  toman- 
do en  cuenta  las  declaraciones  de  cuatro  testigos  pre- 
senciales y  lo  declarado  por  el  reo.  La  eximente  de 
la  propia  defensa  no  está  justificada  en  autos  y  no  se 
ha  violado  el  inciso  4?  del  artículo  .10,  Código  Penal, 
como  lo  pretende  el  recurrente.  Ni  en  memorial  de 
fojas  8,  ni  en  la  indagatoria,  ni  menos  en  la  confesión 
con  cargos,  confiesa  el  reo  sinceramente  el  delito,  que 
rotuadamente   niega  en  la  última  declaración  indica- 
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da,  y  así  no  se  han   violado   los   incisos  9?  y  11?  del 
artículo  II»  Código  citado; 

Considerando: 

Que  la  Sala  de  Instancia  no  abonó  ai  reo  las 
atenuantes  indicadas  en  el  considerando  anterior  y 
declaró  correcta  la  graduación  de  la  pena  en  primera 
instancia;  y  así  resolvió  implícitamente  la  gestión  del 
defensor  al  respecto,  y  no  ha  violado  el  artículo  87. 
Código  Civil;  y  como  estimó  las  pruebas  de  acuerdo 
con  las  leyes  de  la  sana  crítica,  tampoco  violó  el  artí- 
culo 18  de  la  ley  de  8  de  Julio  de  1902; 

Por  tanto,  y  de  conformidad  con  los  artículos 
980  y  983,  Código  de  Procedimientos  Civiles,  y  iV  de 
la  ley  nijmero  19  de  9  de  Junio  de  1899,  declárase 
sin  lugar  la  casación  demandada,  y  devuélvanse  los 
autos  á  la  Sa!a  Sepunda,  con  certificación  de  la  pre- 
sente.— A.  Alvarado.—  J.  Fed.  González. — Manuel 
V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Orcamuno. — 
Ante  mí, — Alfonso  Jiménez 

ASCH  V.  Alpízar 

(i  55'  p.  m. — Enero  21  ) 

En  el  juicio  de  responsabilidad  civil  establecido 
ante  la  Sala  Primera  de  Apelaciones  por  el  señor  Isi- 
doro Asch,  comerciante,  contra  el  Juez  Civil  de  la 
comarca  de  Limón,  señor  Licenciado  Marcial  Alpízar 
Young,  agrimensor,  mayores  de  edad  y  vecinos  de  la 
ciudad  de  Limón; 

Resultando: 

I? — En  el  libelo  respectivo  expresa  el  señor 
Asch,  entre  otras  cosas:  que  la  señora  Evelina  de  Ca- 
lori  estableció  ante  el  Alcalde  de  Limón  demanda 
contra  él  para  que  se  declarase  nula  la  venta  hecha 
por  él  á  dicha  señora  de  cierto  numero  de  yardas  de 
seda,  por  la  mala  calidad  del  género,  y  para  que  se 
ordenase  la  devolución  del  precio  de  la  venta  y  el  pa- 
go de  daños  y  perjuicios,  costas  personales  y  procesa- 
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les;  que  él  negó  la  demanda,  y  el  Alcalde,  por  senten- 
cia de  las  dos  de  la  tarde  del  trece  de  Noviembre  de 
mil  novecientos  tres,  fundado  en  los  artículos  317  del 
Código  de  Comercio:  1,049  del  Código  Civil,  1,072, 
^073  y  *»075  ^^^  ^^  Procedimientos  Civiles,  declaró 
improcedente  la  demanda  de  la  señora  de  Calori,  y 
condenó  á  esta  al  pago  de  costas  procesales;  que  in- 
terpuesta apelación,  el  mencionado  Juez  resolvió  á  las 
dos  y  media  de  la  tarde  del  catorce  de  Enero  del  año 
próximo  pasado,  con  apoyo  en  los  artículos  307,  Có- 
digo de  Comercio,  835.  862,  1,015  y  1,082,  Código 
Civil,  187  y  1,072  de  Procedimientos  Civiles,  revo- 
cando la  sentencia  de  primera  instancia,  declarando 
con  lugar  la  demanda  establecida  y,  en  consecuencia, 
nulo  el  contrato  de  venta,  confirmando  el  embargo 
que  obtuvo  la  actora,  de  bienes  del  demandado,  y 
condenando  á  e'ste  en  las  costas  procesales;  que  la  sen- 
tencia del  Juez  ha  violado  las  leyes  que  sirven  de  fun- 
damento á  la  del  Alcalde,  por  lo  cual,  y  de  acuerdo 
con  los  artículos  1,017,  1,018  y  siguientes  del  Código 
de  Procedimientos  Civiles,  195  y  197  y  siguientes  de 
la  Ley  Orgánica  de  Tribunales,  establece  demanda  de 
responsabilidad  civil  contra  el  Juez  Civil  de  Limón 
referido  para  que  se  le  condene  á  pagarle  la  suma  de 
treinta  colones  entregados  á  la  señora  Evelina  de  Ca- 
lori en  cumplimiento  del  fallo  dictado  por  dicho  Juez, 
los  gastos  del  juicio  y  apoderado  que  pagó  para  que 
lo  defendiera,  y  el  valor  del  género,  que  son  diez  y 
nueve  colones.  Estimó  la  acción  el  señor  Asch  en  la 
suma  de  cien  colones; 

2? — El  señor  Alpízar  negó  la  demanda; 

3? — La  Sala  Primera  de  Apelaciones  pidió  para 
resolver,  el  juicio  que  dio  origen  á  la  demanda  de  res- 
%  ponsabilidad,  y  por  sentencia  de  las  dos  de  la  tarde 
del  nueve  de  Marzo  del  año  próximo  anterior,  decla- 
ró sin  lugar  la  demanda,  y  condenó  al  señor  Asch  á 
pagar  todas  lascostas,  "porestimar  que  el  Juez  de  Li- 
món no  ha  violado  de  una  manera  terminante  las  le- 
yes á  que  la  demanda  se  refiere,  pues  ha  tenido  fa- 
cultad para  apreciar  la  prueba  aducida  con  la  deman- 
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da  en  la  forma  que  lo  hizo."  (Artículo  1,021  del   Có* 
digo  de  Procedimientos  Civiles); 

49 — El  señor  Asch  ha  interpuesto  recurso  de  ca- 
sación por  los  motivos  siguientes:  a)  Errónea  inter- 
pretación del  artículo  1,082  en  relación  con  los  artí- 
culos 1,015  y  1,049  ^el  Código  Civil;  y  b)  Indebida 
aplicación  del  artículo  835  del  mismo  Código,  en  re- 
lación con  el  artículo  1,008  ibídem  y  el  307  del  Có- 
digo de  Comercio; 

5? — En  los  procedimientos  no  se  nota  defec- 
to; y 

Considerando'. 

j? — Se  alega  interpretación  errónea  de  los  artí- 
xulos  1,015,  1,049  y  i»o82,  Código  Civil,  en  virtud  de 
no  tratarse  de  defectos  ocultos  de  los  llamados  redhi- 
bitorios:  el  reclamo  no  es  razonable,  porque  aunque 
el  Juez  aplicó  esos  textos  impropiamente,  se  trataba 
de  un  hecho  en  que  el  mismo  recurrente  dice  que  la 
tela  era  imposible  venderla,  tan  podrida,  sin  que  la 
compradora  notara  el  defecto,  lo  que  revela  que  hizo 
la  venta  con  perfecto  conocimiento  de  su  inutilidad, 
sin  que  pusiese  otra  dificultad  para  recibirla  cuando 
la  demandante  quiso  devolverla,  que  estar  ya  cortada 
en  pedazos,  circunstancia  de  poca  significación  por  no 
ser  posible  suponer  que  mercancía  de  tan  mala  cali- 
dad se  ofreciese  nuevamente  á  la  venta  en  la  tienda, 
todo  lo  cual  excusa  la  equivocación  del  Juez,  mayor- 
mente no  siendo  letrado,  pues  no  puede  decirse  que 
obró  impulsado  por  otro  estímulo  que  el  de  la  equi- 
dad; 

2? — El  segundo  concepto  del  recurso,  la  indebi- 
da  aplicación  de  los  artículos  835  y  1,008,  Código  Ci- 
vil— el  307,  Código  de  Comercio,  no  lo  aplica  el  Juez, 
quien  dice  que  no  se  trata  de  operación  mercantil — 
tampoco  es  motivo  de  casación  porque  el  error  en  el 
consentimiento  de  una  venta  tan  particular  indujo  al 
Juez  á  declarar  la  nulidad,  en  virtud  del  defecto  en  la 
calidad  de  la  tela,  que  según  los  peritos  estaba  pasa- 
da y  podrida,  y  si  bien  esas  disposiciones  no  eran   rt- 
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^rosamente  aplicables,  la  incorrección  del  Juez  co- 
metida al  interpretarlos  extensivamente  no  aparece 
maliciosa,  y  la  Sala  desestimó  con  justicia  la  demanda 
de  responsabilidad  interpuesta; 

Por  tanto,  y  de  conformidad  con  los  artículos 
980  y  983,  Código  de  Procedimientos  Civiles,  declá- 
rase sin  lugar  la  casación  demandada,  con  costas  á 
cargo  del  recurrente,  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Sa- 
la Primera,  con  certificación  de  la  presente. — A.  Al- 
varado. — ^J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — 
A.  Zambrana. — Nicolás  Orcamuno. — Ante  mí, — Al- 
fonso Jiménez. 

Granados  v,  Fernández 

(  2  p.  m. — Enero  21 ) 

En  la  sumaría  seguida  en  eP Juzgado  primero 
del  Crimen  de  esta  provincia,  por  acusación  de  la  se- 
ñora Esmeralda  Granados  Hernández,  mayor,  de  ofi- 
cios domésticos,  como  madre  natural  de  la  menor  Te- 
resa Granados,  contra  el  señor  Francisco  Fernández 
Vargas,  mayor,  agricultor,  todos  vecinos  de  San  Pe- 
dro del  Mojón,  por  el  delito  de  rapto  de  la  segunda. 
Es  apoderado  de  la  acusadora  el  señor  Licenciado 
Ramón  Zelaya  Villegas,  mayor,  abogado  y  de  este 
vecindario; 

Resultando: 

1 9 — Por  auto  de  la  una  de  la  tarde  del  trece  de 
Setiembre  del  año  próximo  pasado,  el  Juez  sobreseyó 
en  los  procedimientos  en  favor  del  acusado,  por  las 
consideraciones  siguientes:  "I  Que  la  acusación  no 
ha  logrado  demostrar  satisfactoriamente  que  la  rapta- 
ba sea  menor  de  veinte  años,  porque  los  testimonios 
de  las  personas  ofrecidos  en  apoyo  de  esa  tesis  pesan 
menos  en  el  ánimo  del  juzgador  que  los  de  los  con- 
trapuestos de  la  defensa,  en  razón  de  la  mayoría  de 
parentesco  de  las  primeras  con  las  partes  ofendidas. 
Artículo  i8  de  la  ley  de  8  de  Julio  de  1902.  II  Vie- 
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ne  á  corroborar  ese  criterio,  la  añrmación  del  acusa- 
do, no  negada  por  Esmeralda  Granados,  de  que  ésta 
fué  madre  de  un  hijo  que  se  llamó  José  Silviano,  que 
nació  como  dos  años  después  que  la  raptada  Teresa^ 
y  el  cual  tendría  hoy  más  de  diez  y  ocho  años  de  e- 
dad.  Apoyan  esa  afirmación  el  testigo  José  María. 
Morales  y  la  partida  de  bautizo  del  folio  treinta  y  o- 
cho  que  constata  la  existencia  de  ese  varón.  III  Que 
lo  declarado  por  Vicente  Granados  Hernández,  her- 
mano de  Esmeralda,  en  nada  desvirtúa  los  datos  á 
que  se  contrae  el.  considerando  precedente,  porque  él 
se  refiere  á  un  José  Silvano  y  da  como  motivo  de  su 
afirmación  el  haber  sido  padrino  de  éste;  y  la  partida 
de  bautizo  dice  que  fué  madrina  de  José  Silviano^ 
Salvadora  Hernández.  Por  otra  parte,  de  la  partida 
de  defunción  del  folio  cuarenta  y  tres  aparece  que 
María  Celedonia  Granados  fué  casada  con  Jerónimo 
Salazar,  y  la  acusadiTa  es  soltera  y  José  Silviano  fué 
bautizado  como  hijo  natural.  Artículo  i8  citado. 
IV  Que  la  inscripción  del  nacimiento  de  Teresa 
Granados  en  el  Registro  del  Estado  Civil,  hecha  á 
última  hora,  después  de  abierta  la  presente  sumaria, 
no  produce — para  este  asunto — la  calidad  probatoria 
que  la  ley  asigna  á  inscripciones  de  esa  naturaleza, 
porque  al  no  hallarse  constancia  ó  registro»de  ese  ac- 
to, el  caso  tiene  que  regirse  por  lo  dispuesto  por  el 
artículo  233  del  Código  Civil,  tal  como  ya  lo  han  he- 
cho las  partes  en  los  presentes  autos.  V  Que  tanto 
por  lo  dicho  en  el  considerando  primero,  como  por- 
que no  existe  demostración  legal  de  que  Teresa  Gra- 
nados estuviese  doncella  cuando  Francisco  Fernández 
la  sacó  del  hogar  materno,  este  Tribunal  estima  que 
no  está  suficientemente  comprobado  el  cuerpo  del  de- 
lito de  rapto  de  que  se  trata,  y  que  por  lo  mismo  de- 
be sobreseerse  en  la  presente  acusación.  Artículos  35 
y  36  de  la  Ley  Adicional  de  17  de  Octubre  de  1864; 
2? — La  acusadora  apeló,  y  la  Sala  Segunda  de 
Apelaciones,  por  resolución  dictada  á  las  dos  y  tres 
cuartos  de  la  tarde  del  veinticuatro  de  Octubre  últi- 
mo, confirmó  el  auto  de  sobreseimiento; 
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3? — El  apoderado  de  la  acusadora  ba  interpucito 
recurso  de  casación  alegando  interpretación  errónea  y 
consiguiente  violación  de  los  artículos  35  y  36  de  la 
ley  de  1 7  de  Octubre  de  1 864,  en  relación  con  el 
380  del  Código  Penal;  y  error  de  hecho  y  de  derecho 
en  la  apreciación  de  I^  declaraciones  de  los  testigos 
de  la  acusación,  con  violación  palmaria  de  los  artícu- 
los 379  y  380  del  Código  Penal; 

4? — No  se  nota  defecto  en  los  procedimientos;  y 

Considerando: 

Que  la  palabra  doncella,  usada  por  el  artículo 
380  del  Código  Penal  vigente,  no  puede  tener  otro 
sentido  que  el  de  virgen^ — que  le  da  el  Diccionario 
de  la  Real  Academia  Española  y  el  uso  de  todos  los 
buenos  hablistas, — empleándose  sólo,  además,  en  Es- 
paña, con  el  aditamento  "de  labor,"  para  designar  á 
las  criadas  que  en  el  servicio  doméstico  desempeñan 
determinados  encargos, — acepción  que  no  es  dable 
atribuirle  en  nuestra  ley;  y  que,  ni  acerca  de  ese  pun- 
to ni  al  relativo  á  la  edad  de  la  raptada  se  han  rendi- 
do en  el  casonas  pruebas  que  deben  estimarse  como 
indispensables; 

Por  tanto,  y  de  conformidad  con  los  artículos  980 
y  983  del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  y  i9  de 
la  ley  número  19  de  9  de  Junio  de  1899,  declárase 
sin  lugar  la  casación  demandada,  y  devuélvanse  los 
autos  á  la  Sala  Segunda,  con  certificación  de  la  pre- 
sente.— A.  Alvarado. — ].  Fed.  González. — Manuel 
V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — 
Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


Nota. — Habiendo  los  señores  Magistrados  Ji- 
ménez y  Oreamuno  salvado  su  voto,  lo  han  motiva* 
do  en  estos  términos: 

Considerando: 

I? — Es  dudoso,  al  menos,  que   el   legislador  ha- 
ya usado  la  palabra  doncella  en  el  texto  del   artículo 
%  4 
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38o  del  Código  Penal  en  el  sentido  de  mujer  virgen, 
porque  resultaría  lícito  el  rapto  de  una  joven  recata- 
da que'  hubiera  perdido — acaso  por  accidente  inculp^a- 
We — los  signos  de  la  virginidad.  Además,  la  redac- 
ción del  artículo  380  "el  estupro  de  una  doncella" 
implica  que  se  usó  esta  voz  en  ^  significación  de  mu- 
jer joven  y  honesta,  pues  de  haberse  empleado  en  la 
de  virgen,  se  daría  en  el  lenguaje»  del  legislador  un 
pleonasmo  impropio  de  la  precisión  y  claridad  que 
en  la  de  las  leyes  es  más  recomendable  que  en  la  re- 
dacción de  otras  obras,  ya  que  sólo  mujer  virgen  es 
susceptible  de  ser  estuprada. — La  ley  española,  de  la 
cual  fué  copiada  sin  «lífercncia  la  nuestra,  ha  sido  en- 
tendida por  aquellos  tribunales  en  el  sentido  que  de- 
jamos dicho. — Eri  tales  razones  nos  fundamos  para 
creer  que  puede  darse  el  delito  de  rapto  castigado  por 
el  artículo  380,  sin  que  este  demostrada  la  condición 
de  virginidad  de  la  raptada; 

2? — Prácticamente  resultaría  en  la  generalidad 
de  los  casos,  la  impunidad  del  delito,*  porque  bastaría 
que  la  raptada  se  sustrajera  por  algún  tiempo  á  la 
busca  de  las  autoridades  para  que  el  examen  médico 
fuera  inoportuno — y  en  tanto — ineficaz  para  determi- 
nar el  tiempo  en  que  ocurriera  el  desfloramiento; 

3? — En  el  caso  concreto  la  raptada  asegura  que 
su  raptor  la  estupró,  sin  que  haya  por  parte  de  éste 
negación  del  hecho,  ni  de  los  autos  antecedente  al- 
guno de  conducta  que  desdore  la  honestidad  de  la  o- 
fendida; 

4? — Con  el  atestado  del  Registro  del  Estado  Ci- 
vil y  con  la  prueba  testifical  rendida  al  respecto,  tene- 
mos por  justificado  que  la  edad  de  la  raptada  era  me- 
nor de  veinte  años; 

Por  lo  expuesto,  es  nuestro  voto  declarar  proce- 
dente la  casación  pedida,  y  nulo  el  auto  recurrido. — 
Manuel  V.  Jiménez. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí,- 
Alfonso  Jiménez. 


—  si- 
Campos 
{2}^  p.  m. — Enero  21  ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  del  Crimen 
^e  1^  comarca  de  Puntarenas,  contra  Miguel  Campos, 
de  único  apellido,  de  diez  y  seis  años  de  edad,  agri- 
cultor y  vecino  del  barrio  de  Morales  de  aquella  ju- 
risdicción, por  el  delito  de  lesiones  graves  inferidas  á 
Luis  Mendoza,  en  dicho  barrio,  como  á  las  tres  de  la 
tarde  del  siete  de  Mayo  de  mil  novecientos;  en  la 
cual  es  defensor  del  procesado  el  señor  Jesús  María 
Guzmán  Mora,  mayor,  agente  de  negocios  judiciales 
y  vecino  de  Puntarenas; 

Resultando: 

1 9 — Por  sentencia  dictada  á  las  nueve  de  la  ma- 
ñana del  diez  y  seis  de  Setiembre  del  año  anterior, 
con  apoyo  en  los  artículos  i9,  ii  (incisos  2?,  4?,  9?, 
loV,  1 1?  y  12?)  18,  33,  38,  57.  63,  66,  75,  76,  80,  114, 
115,  123  y  420  (inciso  i?)  del  Código  Penal;  18  del 
decreto  de  8  de  Julio  de  1902,  2?  de  la  ley  de  3  de 
Julio  de  1903;  848,  873  y  882,  Parte  tercera  del  Có- 
digo General,  y  35  de  la  ley  de  17  de  Octubre  de 
1864,  el  Juez  de  primera  instancia  condenó  á  Cam- 
pos, como  autor  y  único  responsable  del  delito  dicho, 
á  seis  meses  de  presidio  interior  menor  en  San  Lucas, 
con  rebaja  del  tiempo  de  prisión;  y  á  quedar  suspen- 
so de  cargo  ú  oficio  público  mientras  dure  la  con- 
dena; 

2? — En  virtud  de  recurso  interpuesto  por  el  de- 
fensor, la  Sala  Segunda  de  Apelaciones  conoció  de  la 
causa  en  grado  y  á  las  dos  y  tres  cuartos  de  la  tarde 
del  diez  y  ocho  de  Noviembre  del  mismo  año,  cam- 
bió la  pena  principal  impuesta  al  reo  por  la  de  sesen- 
ta días  de  arresto  en  la  cárcel  de  Puntarenas  y  con- 
firmó en  lo  demás  el  fallo  de  primera  instancia;  todo 
por  las  razones  siguientes:  '*I. — Que  de  las  atenuan- 
tes computadas  por  el  Juez,  no  tiene  el  reo  la  9?,  por- 
que la  confesión  no  es  sincera  desde  luego  que  atri- 
buye á  sólo  defensa  propia  las  lesiones   que   causó,  y 
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del  proceso  aparece  que  no  eran  necesarias  esas  le- 
siones para  defenderse,  sobre  todo  las  que  causó  al 
ofendido  después  de  la  herida  de  la  mano  derecha. 
Tampoco  tiene  la  atenuante  12?,  porque  cuando  él 
declaró  confesando-al  menos  en  lo  sustancial- su  deli- 
to, ya  estaba  indiciado  y  aun  se  le  buscaba  para  su 
captura.  De  otro  lado,  tratándose  de  crimen,  es  in- 
fundada en  la  especie  la  aplicación  de  la  regla  del  ar- 
tículo 123,  Código  Penal,  piíes  no  han  trascurrido 
cinco  años  desde  la  comisión  del  hecho,  que  es  el 
tiempo  necesario  para  su  media  prescripción  (Artícu- 
los 22  y  1 14  del  Código  Penal).  II. — Que  por  la  so- 
la circunstancia  de  ser  el  reo  menor  de  diez  y  ocho 
años,  pueden  rebajársele  dos  grados  (Artículo  80  ¡bí- 
dem).  Esta  rebaja  debe  hacerse  independientemente 
de  las  que  quepan  por  las  especiales  "condiciones  del 
hecho  ó  por  los  antecedentes  del  procesado,  y  no  es 
equitativo  que  el  Tribunal  retina  los  motivos  de  de- 
gradación de  ese  artículo  con  las  demás  atenuantes 
para  la  rebaja  conjunta.  Hecha  la  indicada  rebaja  y 
como  quedan  en  favor  del  reo  las  atenuantes  4?,  10? 
y  1 1?  que  la  sentencia  estima  y  la  6?  que  cabe  reco- 
nocer, es  jel  caso  de  rebajar  la  pena  en  dos  grados 
más,  atendiendo  á  que  sobre  ser  cuatro  atenuantes, 
hay  una  entre  ellas  muy  calificada,  á  juicio  del  Tri- 
bunal, la  6?;  y  III. — Que  con  esos  reparos  debe  man- 
tenerse la  sentencia  que  se  se  examina"; 

3? — Contra  la  sentencia  antes  relacionada  ha  in- 
terpuesto recurso  de  casación  el  procesado,  alegando: 
Violación  de  los  artículos  11  (incisos  9?,  12?  y  14?), 
y  422  del  Código  Penal  é  indebida  aplicación  del  420 
(inciso  i9)  íbídem,  infracción  del  artículo  123  en  rela- 
ción con  los  artículos  1 14  y  115  del  mismo  Código; 
y  error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de 
la  prueba; 

4? — No  se  nota  defecto  en  los  procedimientos;  y 

Considerando: 

1 9 — Es  la  pena  determinada  en  el  artículo  420 
del  Código  Penal  la   aplicable;   porque   los   informes 
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médicos  expresan  categóricamente  que  la  lesión  deja 
un  impedimento  de  por  vida  en  la  mano  dañada;  y 
cualquiera  que  sea  el  alcance  ó  extensión  que  se  dé 
á  ese  dictamen  científico,  es  evidente  que  el  presente 
caso  no  puede  comprenderse-corno  el  recurso  lo 
quiere-en  el  artículo  422   ibídem; 

2? — Son  buenas  las  razones  que  la  Sala  de  ins- 
tancia aduce  para  rechazar  la  exención  de  responsa- 
bilidad alegada;  y  son  acertados  así  la  calificación  de 
crimen  que  atribuye  al  hecho  que  se  juzga,  como  los 
motivos  que  invoca  para  negar  al  reo  les  beneficios 
de  la  media  prescripción; 

3? — El  fallo  recurrido  reconoce  y  abona  cuatro 
circunstancias  atenuantes,  independientemente  de  la 
rebaja  en  dos  grados  que  opera  por  razón  de  la  mi- 
noridad del  reo,á  quien  pena-no  obstante  la  gravedad 
del  hecho  en  sí  mismo -con  el  más  suave  término  de 
penalidad  aplicable.  El  reconocimiento  fio  las  ate- 
nuantes que  el  reo  pretende,  no  alteraría  la  fijación  de 
la  pena  ya  rebajada  en  todo  cuanto  la  ley  permite  á 
la  discreción  de  los  jueces,  y  es,  por  lo  mismo,  esté- 
ril el  análisis  de  ese  punto  del  recurso; 

Por  tanto,  y  con  presencia  de  los  artículos  980  y 
983  del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  y  1 9  de  la 
ley  numero  19  de  9  de  Junio  de  1899,  declárase  sin 
lugar  la  casación  demandada,  y  devuélvanse  los  au- 
tos á  la  Sala  Segunda,  con  certificación  de  la  presen- 
te.— A,  Alvarado. — J.  Fed.  González. — Manuel  V. 
Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno.-Ante 
mí, — Alfonso  Jiménez. 

Montero  y  Ugalde 
(2^   p.  m. — Enero  25) 

En  el  testimonio  de  piezas  de  la  causa  que  se  si- 
gue en  el  Juzgado  del  Crimen  de  San  Ramón  contra 
Ramón  Montero  Piedra  é  Ignacio  Ugalde,  tínico  ape- 
llido, mayores  de  edad,  agricultores  y  vecinos  de  a- 
quella  ciudad,  por  descuido  en  la  fuga  del  1^0  rema» 
tado  Adolfo  Flores,  ocurrida  en  la  ciudad  de  Esparta 
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en  la  madrugada  del  veintitrés  de  Abril  del  año  ante- 
rior. Es  defensor  de  los  encausados  el  señor  Rafael 
Rodríguez  Salas,  mayor,  agente  de  negocios  judicia- 
les y  vecino  de  San  Ramón; 

Resnltando: 

1 9 — El  señor  Rodríguez  pidió  revocatoria  del 
auto  motivado  de  prisión  dictado  contra  sus  defendi- 
dos, y  nulidad  de  todo  lo  actuado  desde  dicho  auto; 
y  opuso  la  excepción  de  incompetencia  de  jurisdic- 
ción, porque  los  procesados,  cuando  ocurrió  la  fuga 
del  reo  Flores,  estaban  de  alta  como  policiales  y  con- 
ducían á  ese  reo  por  comisión  que  les  dio  su  superior, 
el  Jefe  Político  de  San  Ramón; 

2? — Previa  audiencia  al  Agente  Fiscal  respecti- 
vo, el  Juez  referido  resolvió  á  las  nueve  de  la  mañana 
del  tres  de  Noviembre  del  año  próximo  pasado,  de- 
clarando improcedente  la  excepción  opuesta  y  sin  lu- 
gar la  nulidad  y  revocatoria  pedidas;  por  las  conside- 
raciones siguientes:  "i? — Que  el  artículo  4?  del  Có- 
digo  Militar  establece  que  es  competente  la  autoridad 
militar  para  conocer  de  Los  delitos  de  toda  clase  co- 
metidos por  la  persona  en  servició;  y  la  Policía  goza 
del  fuero  de  guerra,  según  la  ley  de  6  de  Agosto  de 
1892,  en  relación  con  las  leyes  de  23  áe  Junio  de 
1885  y  18  de  Octubre  de  1889.  2? — Que  si  bien  es 
cierto  lo  dicho  anteriormente,  el  artículo  38  de  nuestra 
Carta  Política  establece  que  sólo  estarán  sujetos  a  la 
jurisdicción  militar  los  individuos  del  ejército,  sólo 
por  los  delitos  de  sedición  y  rebelión,  etc.,  etc.,  etc. 
3? — Que  en  virtud  de  lo  dicho,  y  de  acuerdo  con  el 
artículo  17  de  la  misma  Carta,  las  disposiciones  del 
Código  de  Justicia  Militar  en  ese  particular,  son  per- 
fectamente inconstitucionales  y  consiguientemente  no 
deben  aplicarse  según  el  artículo  89  de  la  Ley  Orgá- 
nica de  Tribunales,  inciso  i9  (Véase  además  la  sen- 
tencia de  casación  de  28  de  Abril  de  1902).  4? — Que 
por  lo  dicho  no  procede  la  excepción  opuesta  ni  la 
nulidad  alegada.  5? — Que  tampoco  procede  la  revo  • 
catoria  pedida,  porque  ha  habido  mérito   para   dictar 
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el  auto  de  prisión,  por  las   razones   en   el    consigna- 
das"; 

3? — Interpuesta  apelación,  el  Juez  la  admitió  só-- 
lo  en  el  efecto  devolutivo,  y  la  Sala  Segunda  de  A- 
pelaciones  confirmó  á  las  tres  de  la  tarde  del  veintiu- 
no de  Noviembre  citado,  el  auto  apelado  y  llamó  la 
atención  del  Juez  por  no  haber  admitido  la  apelación 
eq  ambos  efectos,  por  ser  la  materia  apelada  de  tal 
naturaleza  que  está  comprendida  en  los  artículos 
1, 022  y  1,023  del  Código  de  Procedimientos  de 
1841; 

4? — De  la  resolución  de  segunda  instaritia  ha 
interpuesto  recurso  de  casación  el  defensor  por  viola- 
ción de  los  artículos  i?,  4",  5?  y  13?  del  Código  de 
Justicia  Militar,  y  del  inciso  6?  del  artículo  240  ibí- 
dem; 

59 — No  se  nota  defecto  en  los  procedimientos;  y 

Considerando: 

l9 — El  personal  de  la  Policía  de  Orden  y  Segu- 
ridad en  toda  la  República  goza  del  fuero  de  guerra 
y  está  sujeto,  por  consiguiente,  á  las  disposiciones  del 
Código  Militar,  de  conformidad  con  lo  establecido  por 
las  leyes  de  23  de  Junio  de  1885,  18  de  Octubre  de 
1889  y  6  de  Agosto  de  1892; 

2? — El  hecho  imputado  á  los  policiales  de  la  ciu- 
dad de  San  Ramón,  Ignacio  Ugalde  y  Ramón  Mon- 
tero, de  descuido  ó  negligencia  culpable  en  la  fuga 
del  reo  Adolfo  Flores,  cuya  custodia  les  estaba  enco- 
mendada, constituye  delito  ó  falta  grave  contra  la  dis- 
ciplina, según  está  determinado  por  el  inciso  6?  del 
artículo  240  del  Código  de  Justicia  Militar,  y  es  justi- 
ciable ante  los  tribunales  militares,  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  por  el  artículo  38  de  nuestra  Constitución 
Política;  y 

3? — Por  lo  expuesto,  la  resolución  de  la  Sala  Se- 
gunda de  Apelaciones,  confirmatoria  de  la  del  Juez 
de  primera  instancia  del  circuito  judicial  de  San  Ra-^ 
món,  que  declara  improcedente  la  excepción  de  in- 
competencia de  jurisdicción  opuesta  contra  su  autori- 
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dad  por  el  defensor  de  los  procesados  en  esta  causa, 
ha  sido  dictada  en  contravención  á  las  leyes  citadas  y 
con  violación  de  los  artículos  i?,  4?,  5?  y  13?  del  Có- 
digo  de  Justicia  Militar,  que  se  citan  en  el  recurso  de 
casación  interpuesto; 

Por  tanto,  y  de  conformidad  con  los  artículos 
977,  Código  de  Procedimientos  Civiles,  i9  y  3?  (caso 
iV)  de  la  ley  número  19  de  9  de  Junio  de  1899,  de- 
clárase con  lugar  la  casación  demandada,  y  nula^as 
resolución  recurrida. — A.  Alvarado. — J.  Fed.  Gonzá- 
lez.— Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás 
Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


Castro  Fonseca 

(  2^  p.  m. — Enero  28  ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  del  Crimen  de 
Cartago,  contra  Luis  Castro  Fonseca,  de  diez  y  nue- 
ve años,  agricultor  y  vecino  de  Turrialba,  por  el  deli- 
to de  abigeato  de  una  vaca  de  propiedad  de  la  "Com- 
pañía Agrícola  de  Turrialba",  cometido  en  la  noche 
del  catorce  de  Mayo  de  mil  novecientos  tres,  en  di- 
cha villa; 

Resultando: 

I? — En  sentencia  dictada  á  las  tres  y  media  de 
la  tarde  del  veintitrés  de  Setiembre  del  año  próximo 
anterior,  el  Juez  referido,  con  apoyo  en  los  artículos 
m^  784  y  873,  Parte  tercera  del  Código  General,  i?, 
IS»  25,  38,  57,  74,  95»  468,  (inciso  3?)  y  472  del  Có- 
digo Penal,  y  18  de  la  ley  de  8  de  Julio  de  1902,  con- 
denó al  procesado  como  autor  del  delito  á  diez  y  ocho 
meses  de  presidio  en  San  Lucas,  con  abono  del  tiem- 
po de  prisión;  á  restituir  el  semoviente  hurtado  ó  su 
valor,  con  más  los  daños  y  perjuicios  causados  con  el 
delito;  y  á  suspensión  de  cargos  ú  oñcios  públicos 
mientras  dure  la  condena,  por  las  razones  siguientes: 
a) — Que  está  probado  que  Luís  Castro  Fonseca  sin 
autorización  alguna,  vendió  á  Laudencio  Ramírez  una 
vaca  de  propiedad  de  la  Compañía  Agrícok  de  Tu- 
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rrialha;  b) — Que  por  ese  hecho  debe  imponerse  al  reo 
la  pena  establecida  por  el  artículo  472  en  relación  con 
el  inciso  3?  del  468,  ambos  del  Código  Penal;  y  c) — 
Que  la  prueba  testimonial  referente  á  que  el  reo  ha 
sido  de  conducta  irreprochable,  no  merece  crédito  por 
existir  en  autos  una  certificación  en  que  consta  haber- 
se castigado  á  Castro  ^or  hurto  menor.  Que  no  con- 
currieron, pues,  en  el  hecho,  circunstancias  atenuantes 
ni  agravantes,  por  lo  cual  puede  recorrerse  toda  la  ex- 
tensión de  la  pena  al  aplicarla,  y  se  fija  ésta  en  diez  y 
ocho  meses  de  presidio  interior,  con  las  accesorias  de 
ley; 

2? — Interpuesta  apelación  por  el  procesado,  la 
Sala  Segunda  de  Apelaciones  confirmó  á  las  tres  y 
media  de  la  tarde  del  veintitrés  de  N  «viembre  ultimo, 
el  fallo  de  primera  instancia; 

3? — De  la  sentencia  de  segunda  instancia  ha  in- 
terpuesto recurso  de  casación  el  procesado,  invocando 
como  motivos  de  nulidal:  I. — Infracción  de  l^s  artí- 
culos 468  (inciso  3?)  y  47-  del  Código  Penal;  IL— 
Aplicación  indebida  de  los  artículos  74  ibídem,  JT]^ 
784  y  873.  Parte  tíírcera  del  Código  General,  y  18  de 
la  ley  de  8  de  Julio  de  1902;  y  III. — Error  de  hecho 
y  de  derecho  en  la  apreciación  de  las  pruebas,  con  in- 
fracción de  las  leyes  citadas; 

4? — No  se  nota  defecto  en  los  procedimientos;  y 

Considerando: 

Que  el  cuerpo  del  delito  está  comprobado  con  la 
declaración  de  tres  testigos  presenciales  y  con  varios 
indicios  estimados  por  el  Juez  y  la  Sala  de  instancia, 
de  acuerdo  con  la  sana  crítica;  y  se  ha  impuesto  al 
reo  la  pena  en  el  grado  que  la  ley  determina,  sin 
error  de  hecho  ni  de  derecho,  ni  infracción  de  las  le- 
yes de  que  se  queja  el  recurrente; 

Por  tanto,  y  de  conformidad  con  los  artículos  980 
y  983  del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  y  i9  de 
la  ley  numero  19  de  9  de  Junio  de  1899,  declárase  sin 
lugar  la  casación  demandada,  y  devuélvanse  los  autos 
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á  la  Sala  Segunda,  con  certificación  de  la  presente. — 
A.  Alvarado. — ^J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jimé- 
nez.— A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí^ 
— Alfonso  Jiménez. 


Campos 

(  2  35'  p.  m. — Enero  28 ) 

En  la  acusación  establecida  ante  el  Juez  del  Cri- 
men de  Heredia,  por  la  señora  María  Campos,  de 
único  apellido,  mayor,  de  oficios  domésticos  y  vecina 
de  la  villa  de  Santa  Bárbara,  por  el  delito  de  false- 
dad; 

Resultando: 

I? — La  señora  Campos  expone  en  el  escrito  res- 
pectivo: que  á  pedimento  del  señor  Simón  Solórzano 
Campos,  mayor,  agricultor  y  vecino  de  Desampara- 
dos de» Alajuela,' expidió  el  Juzgado  Civil  de  Here- 
dia, segundo  testimonio  de  la  escritura  de  compra- 
venta otorgada  por  ella  á  favor  del  mismo  Solórzano, 
ante  el  Alcalde  de  Santa  Bárbara,  á  las  tres  de  la 
tarde  del  veintiuno  de  Setiembre  de  mil  novecientos 
tres,  sin  citación  de  la  exponente,  no  obstante  lo  cual 
se  hace  constar  en  ese  testimonio  que  no  asistieron 
las  partes  al  acto  de  la  confrontación,  por  lo  que  es 
falso  tal  documento  conforme  al  inciso  2?  del  artículo 
216  del  Código  Penal,  y  final  del  736  del  Civil;  y  acu- 
sa dicha  falsedad,  para  que  se  descubra  el  delito  y  se 
imponga  el  condigno  castigo  á  los  que  aparezcan 
complicados  en  él; 

2? — El  Juez  del  Crimen  rechazó  la  acusación,  á 
las  dos  de  la  tarde  del  dos  de  Noviembre  del  año 
próximo  pasado,  porque  de  la  relación  que  se  hace 
en  et  memorial  respectivo  no  se  desprende  que  se  ha- 
ya cometido  el  delito  de  falsedad  acusado,  y  porque 
no  se  cumple  además  con  lo  dispuesto  por  los  artícu- 
los 710  y  711,  Parte  tercera  del  Código  General; 

3? — La  acusadora  pidió  revocatoria  y  subsidia- 
riamente interpuso  apelación:  admitida  ésta  por  ha« 
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bérsele  denegado  la  primera,  la  Sala  Segunda  de  A- 
pelaciones  confirmó  la  resolución  del  Juez,  por  auto 
de  las  ocho  y  veinte  minutos  de  la  mañana  del  diez 
y  seis  de  Noviembre  último; 

4? — Contra  la  resolución  de  segunda  instancia 
ha  interpuesto  recurso  de  casación  la  señora  Campos, 
alegando:  infracción  de  los  artículos  213  y  214  del 
Código  de  Procedimientos  Civiles,  735  y  736  del  Có- 
digo Civil,  701,  Parte  tercera  del  Código  General,  y 
216  (inciso  2?)  del  Penal;  y  mala  interpretación  y  ma- 
la aplicación  de  los  artículos  710  y  71 1  de  la  Parte 
tercera  del  Código  General; 

5? — No  se  nota  defecto  en  los  procedimientos;  y 

Considerando: 

I? — La  recurrente  alega  infracción  de  los  artí- 
culos 213,  214,  Código  de  Procedimientos  Civiles, 
735  y  736  del  Código  Civil.  Estas  leyes  no  han  sido 
aplicadas  en  la  resolución  recurrida,  ni  son  aplicables 
porque  se  refieren  al  juicio  civil  en  que  se  ataca  de 
falso  un  documento  de  influencia  en  la  prueba,  y  co- 
mo la  falsedad,  salvo  algunas  excepciones,  sólo  pue- 
de ser  declarada  por  los  tribunales  de  Justicia  repre- 
siva, mientras  tanto  recae  la  sentencia  que  causa  eje- 
cutoria en  la  causa  criminal,  se  suspenden  los  proce- 
dimientos civiles  y  se  observan  las  reglas  de  estas  dis- 
posiciones; la  resolución  recurrida  rechaza  la  acusa- 
ción establecida  por  la  señora  Campos  por  el  delito 
de  falsedad  que  dice  se  ha  cometido  en  su  perjuicio, 
de  modo  que  no  pueden  haberse  infringido  las  dispo- 
siciones de  que  se  ha  hecho  mérito; 

2? — Los  artículos  710  y  711,  Parte  3?  del  Códi- 
go General,  que  la  recurrente  cree  que  han  sido  mal 
interpretados  y  aplicados,  por  estimar  que  tiene  de- 
recho á  que  se  le  admita  como  acusadora,  sin  expre- 
sar el  nombre  del  acusado,  dando  por  razón  para  esto 
que  la  simple  denuncia  no  satisface  su  deseo  de  des- 
cubrir la  falsedad,  sus  autores,  cómplices  y  auxilia- 
dores. No  tiene  razón  la  señora  Campos  porque  en 
virtud  de  las  disposiciones    citadas,   la   acusadora   se 
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obliga  á  señalar,  aunque  no  lo  nombre  de  modo  posi- 
tivo y  con  señas  inequívocas,  la  persona  responsable 
del  hecho  imputado;  y  no  indica  en  este  caso  con 
precisión  quién  debe  responder,  porque  ya  inculpa  al 
solicitante  del  segundo  testimonio,  pero  sin  dar  su 
nombre  ni  pedir  con  claridad  contra  él,  que  le  hace 
cargos  al  Juez  que  lo  ordenó  y  expidió  y  esto  no  se 
compadece  con  el  procedimiento  seguido,  puesto  que 
ha  dirigi|io  la  acusación  al  Juez  del  Crimen,  quien  no 
tiene  jurisdicción  para  sumariar  al  civil,  sólo  justicia- 
ble ante  la  Sala  2?  del  Supremo  Tribunal.  (Inciso  5?, 
artículo  47,  Ley  Orgánica  de  Tribunales); 

3? — El  artículo  701,  Parte  3*  del  Código  Gene- 
ral,  no  viene  al  caso,  porque  si  bien  los  jueces  que  en 
la  secuela  de  una  causa  civil  ó  criminal  d^-soubren 
delitos  públicos  no  sujetos  á  su  jurisdicción,  deben 
hacerlos  saber  á  quien  debas  conocer  de  ellos,  en  el 
caso  concreto  el  heclv^  no  reviste  c»»iidici  nes  de  ma- 
licia que  lo  caractericen  como  delito  con  arreglo  al 
inciso  2?  del  artículo  216,  Código  Penal,  qur  castiga 
al  que  supone  en  un  acto  la  intervención  de  personas 
que  no  la  han  tenido,  lo  cual  no  sucede  en  la  preten- 
dida falsedad  que  alega  la  señora  Campos,  consistente 
según  ella  en  la  falta  de  una  notificación  que  le  debía 
haber  dado  á  conocer  un  señalamiento  para  la  com- 
pulsa de  una  escritura  de  compraventa  confrontada 
sin  asistencia  de  partes; 

Por  tanto,  y  de  acuerdo  con  los  artículos  980  y 
983,  Código  de  Procedimientos  Civiles,  y  i9  de  la 
ley  número  19  de  9  de  Junio  de  1899,  declárase  sin 
lugar  la  casación  demandada;  y  devuélvanse  los  autos 
á  la  Sala  Segunda,  con  certificación  de  la  presente. — 
A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — Manuel  V,  Jimé- 
nez.—  A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, 
— Alfonso  Jiménez. 


Cubero  Aguilar 
(  I  20'  p.  m, — Febrero   1?) 
En  la  causa  seguida  en  el   Juzgado  del    Crimen 
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de  Alajuela,  contra  Antonio  Cubero  Aguilar,  d^ 
veintitrés  años,  agricultor  y  vecino  de  la  villa  de  A- 
tenas,  por  el  delito  de  lesión  grave  cometido  como  á 
la  una  de  la  madrugada  del  veintisiete  de  Abril  de 
mS  novecientos  tres,  en  el  barrio  de  Mercedes  de  a- 
quella  villa,  en  perjuicio  de  Maurilio  Sánchez  Sibaja. 
Es  defensor  del  procesado  el  señor  Licenciado  Ramón 
Loria  Iglesias,  mayor,  abogado  y  de  este  vecindario; 

Resultando: 

I? — A  las  cinco  de  la  tarde  del  treinta  de  Se- 
tiembre  del  año  próximo  anterior,  y  con  fundamento 
en  los  artículos  ii  (inciso  14?),  12  (inciso  6^),  14,  15, 
25»  36»  39»  74,  76.  83  y  420  (inciso  i9)  del  Código 
Penal,  873,  Parte  tercera  del  Código  General,  17  de 
la  ley  de  8  de  Julio  de  1902  y  2?  de  la  de  3  de  Julio 
de  1903,  el  Juez  dictó  sentencia,  en  que  condena  al 
procesado  como  autor  del  expresado  delito  a  cua- 
tro años  y  un  día  de  presidio  en  San  Lucas,  con  abo- 
no del  tiempo  de  prisión;  á  inhabilitación  total  du- 
rante ese  tiempo  para  profesiones  titulares  é  inhabi- 
litación absoluta  perpetua  para  cargos  y  oficios  públi- 
cos y  derechos  políticos;  y  á  perder  el  arma  de 
que  hizo  uso; 

2? — Habiendo  apelado  el  defensor  y  propuesto 
prueba  sobre  la  atenuante  de  conducta  anterior  irre- 
prochable, se  le  denegó  por  cuanto  en  primera  ins- 
tancia se  había  recibido  declaración  á  seis  testigos  res- 
pecto del  mismo  punto  (fojas  cuatro  del  desglose  res- 
pectivo); 

3? — La  Sala  Segunda  de  Apelaciones,  por  sen- 
tencia de  las  tres  y  cuarto  de  la  tarde  del  diez  y  siete 
•  de  Noviembre  del  propio  año,  confirmó  el  fallo  de 
primera  instancia; 

4? — El  defensor  ha  interpuesto  recurso  de  casa- 
ción en  el  cual  alega:  Violación  de  los  artículos  193, 
218,  841  y  873,  parte  tercera  del  Código  General;  35 
y  36  de  la  ley  de  17  de  Octubre  de  1864;  11  (inciso 
89)  del  Código  Penal;  y  3?  de  la  ley  de  iV  de  Agosto 
de  1895.     Aplicación  indebida  del  inciso   6?   del  ar« 
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tículo  12  del  Código  Penal.  Violación  y  aplicación 
indebida  de  los  artículos  74  y  75  ibídem;  y  error  de 
hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba; 

5? — En  el  acto  de  la  vista  el  defensor  amplió  su 
recurso  de  casación  invocando  al  efecto:  violación  de 
los  artículos  212,  213,  218  y  873,  parte  tercera  del 
Código  General  y  422  del  Penal;  y  mala  aplicación 
del  artículo  420  (inciso  i9)  ibídem; 

69 — No  se  nota  defecto  en  los  procedimientos;  y 

Considerando: 

Que  así  en  lo  que  respecta  á  la  comisión  del  de- 
lito que  á  Cubero  se  imputa,  como  á  las  circunstan- 
cias en  qué  la  sentencia  lo  da  por  cometido,  las  úni- 
cas objeciones  que  se  hacen  por  el  recurso  se  basan 
todas.  — sin  análisis  especial  de  ellas, — en  que  no  hay 
dos  testigos  contestes  é  intachables  que  con  su  dicho 
fundamenten  la  convicción  judicial, — doctrina  erró- 
nea que  esta  Sala  tiene  condenada  hace  tiempo  y  con 
repetición;  que  ello  es  aplicable  á  las  circunstancias 
agravantes  y  atenuantes  del  caso,  y  que  en  cuanto  a 
la  fuga  del  reo,  no  es  lógico  suponer  que  la  ley  exija 
que  una  persona  se  escape  de  la  cárcel,  bastando  que 
se  oculte,  para  sospecharlo  con  vehemencia  de  culpa- 
ble, y  en  el  casó  concreto  el  viaje  á  lugar  remoto  que 
hizo  Cubero  resulta  incompatible  con  su  inocencia, — 
que  á  existir  ésta  lo  lógico  es  que  él  se  hubiera  apre- 
surado á  esclarecerla;  por  lo  que  las  leyes  que  se  di- 
cen violadas  no  lo  han  sido  en  efecto; 

Por  tanto,  y  de  conformidad  con  los  artículos 
980  y  983  del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  y 
I?  de  la  ley  número  19  de  9  de  Junio  de  1899,  de- 
clárase sin  lugar  la  casación  demandada,  y  devuél- 
vanse los  autos  á  la  Sala  Segunda,  con  certiñcación 
de  la  presente. — A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — 
Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. —  Nicolás  Orea- 
muno. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 
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Araya  Corella 

(  I  25'  p.  m.— Febrero  iV  ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  del  Crimen 
^e  Alajuela  contra  Venancio  Araya  Corella,  mayor 
de  edad,  agricultor  y  vecino  de  Concepción  de  Ala- 
juela, por  el  delito  de  abigeato  cometido  el  día  cinco 
de  Mayo  del  año  próximo  anterior,  en  perjuicio  del 
señor  Gabriel  Jiménez  Vargas.  Es  defensor  el  señor 
Rodolfo  Soto  Calvo,  mayor,  escribiente  y  vecino  de 
dicha  ciudad; 

Resultando: 

I? — Por  sentencia  dictada  á  las  cinco  de  la  tarde 
del  3  de  Octubre  del  año  próximo  pasado,  en  que  se 
citan  los  artículos  873,  Parte  tercera  del  Código  Ge- 
neral, 14,  is,  33,  38,  74.  76,  83,  124,  468  (inciso  3?), 
472,  478  y  480  del  Código  Penal,  el  Juez  del  Crimen 
condena  al  procesado  como  autor  de  dicho  delito,  á 
dos  años  y  ocho  meses  de  presidio  interior  en  San 
Lucas,  con  abono  del  tiempo  de  prisión,  y  á  quedar 
suspenso  durante  igual  tiempo  de  cargos  ú  oficios  pú- 
blicos, y  manda  testimoniar  lo  conducente  para  ave- 
riguar el  delito  de  falsificación  de  la  carta  de  venta 
presentada  por  el  reo; 

2? — La  Sala  Segunda  de  Apelaciones,  en  virtud 
de  recurso  interpuesto  por  el  procesado,  confimó  el 
ísdlo  de  primera  instancia,  por  sentencia  de  las  tres  y 
media  de  la  tarde  del  diez  y  ocho  de  Noviembre  último; 

3? — Contra  la  resolución  que  antecede  ha  inter- 
puesto recurso  de  casación  el  reo  por  violación  de  los 
artículos  191,  218,  841,  873  y  853,  Parte  tercera  del 
Código  General;  35  y  36  de  la  ley  de  17  de  Octubre 
de  1864;  II  (inciso  14?),  74  y  75  del  Código  Penal;  y 
3?  de  la  ley  de  i9  de  Agosto  de  1895;  y  error  de  he- 
cho y  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba; 

4? — No  se  nota  defecto  en  los  procedimientos;  y 

Considerando: 
I? — Los  indicios  constantes  en  el  proceso,  apre- 
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ciados  racionalmente  como  lo  han  sido  por  los  tribu- 
nales de  instancia,  justiñcan  la  existencia  del  delito  y 
su  imputación  á  Venancio  Araya; 

2? — Es  desautorizada  la  tesis  de  que  la  confesión^ 
del  reo  carezca  de  todo  valor  probatorio;  y  la  de 
Araya,  por  sí  sola,  aun  prescindiendo  de  los  demás 
datos  de  la  causa,  basta  á  comprometerlo  en  la  res- 
ponsabilidad que  el  fallo  le  impone,  pues  que  muy 
significativas  tuvieron  que  ser  para  los  Jueces — como 
elementos  de  convicción  moral  y  de  legal  justifica- 
ción— las  falsedades  en  que  incurrió  el  culpado  para 
eludir  el  cargo;  tales  son,  las  afirmaciones  de  haber 
comprado  el  animal  á  Manuel  Esquivel  primero,  á  Ra- 
fael Solano,  después;  la  circunstancia  de  haber  hecho 
constar  la  segunda  venta  en  un  documento  fraguado 
en  la  cárcel  misma  con  la  cooperación  de  firmantes 
que  han  declarado  de  modo  categórico  la  calidad 
aprócrifa  de  ese  atestado;  y  la  negación  del  hecho — 
legalmente  demostrado — de  haber  sido  el  reo  quien 
vendió  el  semoviente  á  Martín  Araya; 

.  3? — No  cabe  dudar  de  la  identidad  del  animal 
hurtado»  porque,  aparte  de  las  coincidencias  de  tiem- 
po y  lugar  del  delito  y  de  las  circunstancias  de  co- 
lor y  señales  que  la  determinan,  es  claro  que — de  tra- 
tarse de  otro  semoviente—*  á  la  alegación  y  demostra- 
ción de  ese  punto  que  por  sí  solo  era  suficiente  para 
fundar  un  eficaz  descargo — habría  tendido  desde  un 
principio  la  defensa — ,  sin  esperar  las  postrimerías  del 
.juicio  para  acogerse  á  ese  sistema  desacreditado  ya  por 
la  propia  conducta  del  procesado,  que  había  agotado  su 
diligencia  en  el  propósito  de  probar,  no  la  diferencia 
del  animal,  sino  su  legítima  adquisición,  lo  cual  im- 
plica el  reconocimiento  de  la  identidad  del  mismo; 

4? — La  queja  por  el  rechazo  de  prueba  en  segun- 
da instancia  es  improcedente  por  la  doble  razón  de 
haber  sido  ofrecida  fuera  de  tiempo  y  de  ser  la  pro- 
puesta de  evidente  impertinencia; 

5? — No  puede  aceptarse  la  atenuación  resultante 
de  la  buena  conducta  del  reo,  porque  consta  de  autos 
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que  ha  sido  antes  juzgado  por  delitos  contra  la  pro- 
piedad. 

Las  consideraciones  expuestas  determinan  que  el 
fallo  no  ha  incurrido  en  los  errores  é  infracciones  ale- 
gados y  que  el  recurso  es  improcedente; 

Por  tanto,  y  de  acuerdo  con  los  artículos  980  y 
983  del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  y  iV  de  la 
ley  número  19  de  9  de  Junio  de  1899,  declárase  sin 
lugar  la  casación  demandada,  y  vuelvan  los  autos  á 
la  Sala  Segunda  con  certificación  de  la  presente. — A. 
Alvarado. — ^J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. 
— A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — 
Alfonso  Jiménez. 


Castro  Rojas 

(3Kp  m.— Febrero  3  ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  del  Crimen  de 
San  Ramón,  por  delación  del  señor  Pedro  Monje  Gar- 
cía, vecino  de  San  Mateo,  contra  el  señor  Ricardo 
Francisco  Castro  Rojas,  vecino  de  Heredia,  ambos 
mayores  de  edad  y  agricultores,  por  el  delito  de  fal- 
sedad cometido  en  una  certificación  extendida  en  San 
Mateo,  en  perjuicio  del  señor  Manuel  Serrano  Monje. 
Es  defensor  del  reo  el  señor  Licenciado  Gerardo  Cas- 
tro Méndez,  mayor,  abogado  y  de  este  vecindario; 

Resultando: 

I? — Por  seguirse  causa  contra  Serrano  Monje, 
por  atentado  á  la  autoridad  del  policial  José  Prendas 
Montero,  el  Alcalde  de  San  Mateo  pidió  al  Jefe  Polí- 
tico del  mismo  lugar  certificación  del  acta  en  que 
constara  el  nombramiento  de  dicho  policial;  y  el  se« 
ñor  Castro  Rojas,  como  Secretario  de  la  Jefatura,  ex- 
tendió una  certificación  en  que  dice  "que  Prendas  fué 
dado  de  alta  como  policial  á  las  doce  del  día  veintiuno 
de  Enero  de  mil  novecientos  dos,  según  consta  del  li- 
bro respectivo,"  lo  cual  no  es  cierto  por   no  existir  el 
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acta  correspondiente  en  tal  libro.    En  esos  hechos  se 
hace  consistir  el  delito'  de  falsedad  delatado; 

2? — El  Juez  de  primera  instancia  por  sentencia 
dictada  á  las  nueve  de  la  mañana  del  si^^e  de  Octu- 
bre del  año  próximo  pasado,  declaró  responsable  al 
procesacjo  del  delito  referido,  y  en  consecuencia  lo 
condenó  á  dos  años,  ocho  meses  y  veintiún  días  de 
presidio  interior  menor  descontable  en  San  Lucas, 
<:on  abono  del  tiempo  de  prisión;  á  quedar  inhabilita- 
do perpetuamente  para  ejercer  el  cargo  que  desem- 
peñaba; absoluta  y  perpetuamente,  para  ejercer  sus 
derechos  políticos;  y  absolutamente  para  ejercer  car- 
gos y  oficios  públicos  durante  la  condena;  y  ordenó 
testimoniar  las  piezas  conducentes  para  averiguar  si 
el  señor  José  María  Flores  indujo  á  Castro  á  cometer 
el  delito  porque  se  condena  á  éste.  (Artículos  873, 
Parte  3?,  del  Código  General;  i9,  ii,  (inciso  5?),  14, 
15,  18,  25,  34,  37,  75.  83  y  216  (inciso  7?)  del  Códi- 
go Penal,  y  leyes  de  8  de  Julio  de  1902  y  3  de  Julio 
de  1903); 

3? — En  apelación  que  interpuso  el  procesado,  la 
Sala  Segunda  de  este  Tribunal  dictó  sentencia  á  las 
tres  de  la  tarde  del  veinticinco  de  Noviembre  último, 
cambiando  la  pena  principal  impuesta  por  dos  meses 
y  un  día  de  presidio  interior  en  San  Lucas,  y  las  in- 
habilitaciones que  se  le  señalan,  por  suspensión  de 
cargo  ú  oficio  público  durante  la  condena;  y  confir- 
mando en  lo  demás  d  fallo  de  primera  instancia; 

4? — Contra  la  sentencia  relacionada  ha  inter- 
puesto recurso  de  casación  el  defensor,  alegando  vio- 
lación de  los  artículos  i9  y  10  (inciso  1 1?)  del  Código 
Penal,  y  2?  de  la  ley  de  3  de  Julio  de  1903; 

•  5? — No  se  nota  defecto  en  los   procedimientos;  y 

Considerando: 

I? — El  hecho  por  que  se  ha  seguido  esta  causa 
no  constituye  en  el  caso  concreto  el  delito  de  que  tra- 
ta el  inciso  7?  del  artículo  216  del  Código  Penal,  por- 
que al  extender  el  Secretario  de  la  Jefatura  Política 
del  cantón  de  San  Mateo  la  certificación  que  ha  dado 


-67- 

origen  al  proceso,  lo  hizo  por  sugestiones  y  orden  ter- 
minante  de  su  superior  inmediato,  sin  que  de  su  parte 
hubiera  voluntad  de  delinquir,  ni  intención  de  causar 
daño  á  persona  alguna,  al  certificar  el  hecho  cierto 
de  haberse  dado  de  alta  al  policial  José  Prendas,  que 
por  descuido  no  se  hizo  constar  en  su  oportunidad  en 
el  libro  respectivo;  además,  no  resulta  demostrado  en 
los  autos  que  con  la  certificación  indicada  se  haya 
causado  perjuicio  á  tercero;  y 

2? — Por  lo  dicho  en  el  considerando  anterior, 
faltan  los  elementos  constitutivos  del  delito  en  el  he- 
cho que  se  imputa  al  procesado,  y  la  sentencia  recu- 
rrida que  lo  condena  viola  el  artículo  i9  del  Código 
Penal  y  aplica  indebidamente  el  216  antes  citado; 

Por  tanto,  y  con  presencia  de  los  artículos  977, 
Código  de  Procedimientos  Civiles,  y  1 9  de  la  ley  nú- 
mero 19  de  9  de  Junio  de  1899,  declárase  con  lugar 
la  casación  demandada,  y  nula  la  sentencia  recurrida. 
— A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Ji- 
ménez.—A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante 
mí, — Alfonso'  Jiménez. 


Romero  v,  Fernández 

(  3  20'  p.  m. — Febrero  3  ) 

En  el  juicio  ordinario  establecido  ante  el  Juez 
segundo  Civil  de  esta  provincia,  sobre  formalización 
de  un  contrato,  por  el  señor  Manuel  Romero  Peláez 
contra  el  señor  Manuel  N.  Fernández  Pérez,  ambos 
mayores  de  edad,  comerciantes,  españoles  y  de  este 
vecindario;  es  parte  además  como  apoderado  del  ac- 
tor el  señor  Licenciado  Luis  Anderson  Morua,  ma- 
yor, abogado  y  vecino  de  esta  ciudad; 

Resultando', 

i9^En  memorial  de  veintiséis  de  Enero  del  aiío 
anterior,  el  señor  Romero,  dice:  que  en  la  creencia 
de  que  el  señor  Fernández  era  persona  seria,  cerró 
trato  con  él  en  virtud  del  cual  le  compró   la    cosecha 
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de  café  de  un  cerco  que  dicho  señor  posee  en  Curri- 
-dabat,  que  es  el  embargado  á  su  solicitud,  y  aun  le 
entregó  el  precio  convenido  de  setecientos  colones  en 
el  cheque  número  ciento  cuarenta  y  un  mil  ochenta  y 
ocho,  por  igual  suma,  contra  el  Banco  de  Costa  Rica; 
que  sin  el  menor  respeto  por  su  palabra,  quiso  luego 
Fernández  quitarse  del  trato,  alegando  pretextos  fú- 
tiles, y  le  devolvió  el  cheque  sin  endoso,  pero  respal- 
dado con  una  leyenda  de  la  que  no  ha  podido  enten- 
der sino  que  el  señor  Fernández  no  quiere  cumplir 
su  compromiso;  y  que  fundado  en  los  artículos  693, 
694,  702,  757,  758,  1,022,  1,023  y  1,049  del  Código 
Civil,  demanda  al  señor  Fernández  para  que  se  decla- 
re: Trímero^  que  está  obligado  á  llevar  á  efecto  el 
trato  según  lo  convenido  entre  los  dos,  ó  á  pagarle 
los  daños  y  perjuicios  que  su  falta  de  cumplimiento 
le  ocasionan.  Segundo,  que  debe  pagarle  los  daños  y 
•  perjuicios  que  le  ocasiona  su  renuencia;  y  Terca  o, 
que  asimismo  debe  satisfacerle  las  costas  personales 
y  procesales  del  juicio; 

2? — El  señor  Fernández  contestó  la  demanda 
negativamente  y  protestó  costas,  daños  y  perjuicios; 

3? — El  Juez  mencionado  dictó  sentencia  á  las 
nueve  de  la  mañana  del  veinte  de  Agosto,  declaran- 
do con  lugar  la  demanda  establecida  y  condenando 
al  demandado  al  pago  de  las  costas  procesales  del 
juicio.  (Artículos  696,  720,  752,  757,  763  y  1,049 
del  Código  Civil;  338  y  1,072  del  de  Procedimien- 
tos Civiles); 

4? — De  ese  fallo  apeló  el  demandado,  y  la  Sala 
Primera  de  Apelaciones,  por  sentencia  pronunciada 
á  las  tres  de  la  tarde  del  diez  y  siete  de  Octubre,revo- 
có  la  de  primera  instancia,  absolvió  del  cargo  al  de- 
mandado, declaró  sin  lugar  la  insubsistencia  de  la 
prueba  del  actor,  y  condenó  á  este  en  las  costas  pro- 
cesales del  juicio.  Fundóse  la  Sala:  **I — Que  la  no* 
ta  puesta  por  el  demandado  al  reverso  del  cheque 
que  figura  en  autos,  no  constituye  principio  de  prue- 
ba por  escrito^  pues  allí  no  se  alude  ni  vagamente  al 
contrato  que  el  actor  asegura  se  verificó  con  relación 
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á  lá  compraventa  de  una  cosecha  de  café;  pues  .o 
más  que  puede  deducirse  es  que  hubo  entre  las  par- 
tes litigantes  palabras  de  trato  á  ese  respecto,  pero 
no  que  el  arreglo  se  llevara  á  cabo  de  un  modo  den- 
nitivo.  II — Que  el  no  estarse  en  el  caso  de  excep- 
ción del  artículo  757,  en  su  inciso  i9,  la  prueba  testi- 
monial recibida  es  de  todo  punto  ineñcaz,  y  la  de- 
manda tiene  que  ser  declarada  sin  lugar,  conforme  á 
lo  dispuesto  en  los  artículos  719  y  752  ibídem.  III — 
Que  en  cuanto  á  la  gestión  hecha  en  segunda  ins- 
tancia para  que  se  declare  insubsistente  la  prueba  del 
actor  por  no  haber  rendido  la  fianza  de  costas  que  se 
le  previno,  debe  observarse  que  la  exigencia  de  ren- 
dir dicha  fianza  es  un  derecho  puramente  privado,  y 
si  bien  el  Juez,  de  oficio  ó  á  petición  de  parte  pudo 
haber  rechazado  las  solicitudes  del  omiso  en  rendir 
aquella  garantía,  no  habiéndolo  hecho  así  en  tiempo 
oportuno,  no  hay  mérito  para  declarar  la  nulidad  por 
esa  causa  reclamada"; 

^  5? — El  señor  Romero  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  en  el  cual  elega:  a)  Error  de  derecho  é  in- 
terpretación equivocada  de  los  artículos  757  (inciso 
i9),  y  758  del  Código  Civil;  b)  Indebida  aplicación 
de  los  artículos  719  y  752  del  mismo  Código;  c)  E- 
rror  de  hecho  en  la  apreciación  de  la  prueba  y  vio- 
lación de  los  artículos  1,009  y  1,049  ibídem;  y  d) 
Violación  del  artículo  83  del  Código  de  Procedimien- 
tos Civiles; 

6? — No  se  nota  defecto  en  los  procedimientos;  y 

Considerando: 

Que  es  lógica  la  estimación  que  del  principio  de 
prueba  por  escrito  hizo  la  Sala  de  instancia  en  el  pri- 
mer considerando  de  su  sentencia,  y  por  lo  mismo, 
no  existe  el  error  de  derecho  é  interpretación  equi- 
vocada de  los  artículos  757  (inciso  i9)  y  758  del  Có- 
digo Civil,  ni  la  indebida  aplicación  de  los  artículos 
719  y  752  del  mismo  Código,  ni  menos  el  error  de 
hecho  en  la  apreciación  de  la  prueba  y  violación  de 
los  artículos  1,009  y  1,049  ibídem;  y  que   el   artículo 
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83  del  Código  de  Procedimientos  Civiles  no  es  aj^H- 
cable  á  la  sentencia  recurrida,  por  lo  que  no  pudo 
ser  violado  en  ella; 

Por  tanto,  y  de  conformidad  con  los  artículos 
980  y  983  del  Código  de  Procedimienti?s  Civiles,  de- 
clárase sin  lugar  la  casación  pedida,  c^n  costas  á  car- 
go del  recurrente,  y  «'c vuélvanse  los  autos  á  la  Sala 
Primera,  con  cert¡ficaci«5n  de  la  presente. — A.  Alva- 
rado. — J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A. 
Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfon- 
so Jiménez. 


Sa  LAZAR  V.  Saraza  R 

(  3  25'  p.  m. — Febrero  9  ) 

En  el  incidente  de  rendición  de  cuentas  del  ex- 
albacea  de  la  sucesión  de  la  señora  Ramona  Salazar 
Quesada,  que  fué  mayor  de  edad,  casada,  de  oficios 
domésticos  y  de  este  vecindario,  promovido  aqte  el 
Juez  primero  Civil  de  esta  provincia,  por  el  señor  Jo- 
sé Isidoro  Salazar  Méndez,  mayor,  artesano  y  de  este 
vecindario,  como  albacea  provisional  de  dicha  sucesión, 
contra  la  del  señor  Federico  Guillermo  Salazar  Sala- 
zar,  representada  por  su  albacea  señora  Eud«^xia  Sa- 
lazar y  Salazar,  mayor,  de  oficios  domésticos  y  vecina 
de  esta  ciudad.  Es  apoderado  del  actor  el  señor  Li- 
cenciado Manuel  Arguello  de  Vars,  mayor,  abogado 
y  del  mismo  domicilio; 

Resultando: 

I? — El  señor  Salazar  Méndez  pidió  que  se  obli- 
gara á  la  albacea  de  la  sucesión  del  señor  Federica 
Salazar,  quien  fué  albacea  de  la  sucesión  primeramen- 
te citada,  á  que  rindiera  la  cuenta  de  su  administra- 
ción.  El  Juez  proveyó  de  conformidad,  señalando  á 
la  albacea  el  término  de  diez  días;  pero.no  habiéndo- 
lo verificado,  el  señor  Salazar  presentó  dicha  cuenta 
por  memorial  de  ocho  de  Junio  del  año  anterior,  ea 
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que  pide  se  apruebe  y  se  mande  á  la  sucesión  del  se- 
ñor Federico  G.  Salazar  depositar  la  suma  de  dos  mil 
quinientos  colones  que  adeuda  á  la  sucesi(Sn  actora; 

2? — La  señora  Salazar  por  memorial  de  tres  de 
Julio  del  año  anterior  presentó  la  cuenta  que  se  le  pi- 
dió y  abric  incidente  para  que  se  declare  que  mien- 
tras no  se  nombre  albacea  definitivo  para  el  examen 
de  las  cuentas  por  ella  rendidas,  deben  estar  en  sus- 
penso los  trámites  de  la  mortuoria,  por  carecer  de  fa- 
cultades para  intervenir  en  este  debate  un  simple  al- 
bacea provisional.  Dada  audiencia,  el  apoderado  del 
íübacea  provisional  pidió  se  desechara  el  incidente  de 
nulidad,  y  en  cuanto  a  las  cuentas  rechazó  unas  par- 
I  tidas  y  aceptó  otras  por  valor  de  mil  noventa  y  un  co- 

)  Iones  noventa  céntimos,  dejando  así  reducida  la  cucn- 

j  ta  á  mil  cuatrocientos  ocho  colones  diez  céntimos; 

I  3? — Las  partes  no  hicieron    uso    del    término  de 

pruebas;  y  por  resolución  de  las  nueve  de  la  mañana 
del  cinco  de  Agosto,  el  Juez  declaró  que  la  albacea 
del  señor  Federico  Salazar  debe  devolver  á  la  suce- 
sión de  la  señora  Ramona  Salazar,  dentro  de  ocho 
días,  la  suma  de  mil  cincuenta  y  ocho  colones  diez 
céntimos.  Consideró  el  Juez:  *'i? — ^^Que  el  señor  José 
Isidoro  Salazar  ha  justificado  con  la  certificación  pre- 
sentada, que  don  Federico  Salazar  recibió  la  suma  de 
dos  mil  quinientos  colones  de  que  se  exige  cuenta. 
2? — Que  de  esa  cantidad  debe  rebajarse,  además  de  la 
de  mil  noventa  y  un  colones  noventa  céntimos,  acep- 
tada por  el  actor,  la  de  trescientos  cincuenta  colones 
á  que  se  refieren  los  recibos  nueve  y  diez,  Suscritos 
.  por  don  Manuel  González  y  doña  Mariana  O.  de  Sa- 

^  lazar,  pues  esos  recibos  no  han  sido  desconocidos  por 

el  actor  y  se  refieren  á  pagos  hechos  por  el  señor  Sa- 
lazar como  albacea  de  esta  mortuoria.  3? — Que  los 
recibos  once  y  doce  suscritos  por  don  Mauro  Fernán- 
dez y  A.  Márquez,  no  deben  aceptarse  por  constar  de 
ellos  que  no  se  refieren  á  cuentas  de  esta  sucesión. 
4? — Que  los  recibos  trece,  catorce  y  quince,  suscritos- 
por  Héctor  Polini,  tampoco  deben  aceptarse  en  abono 
á  la  suma  á  que  se  refiere  este  incidente,  porque  de  la. 
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certificación  presentada  consta  que  quien  pagó  esas 
sumas  fué  el  señor  Yanuario  Arroyo,  quien  se  obligó 
á  satisfacerlas  por  la  sucesión  de  la  señora  Ramona 
,  Salazar;  y  $9 — Que  deducida^  las  sumas  de  mil  no- 
venta y  un  colones  noventa  céntimos  y  trescientos 
cincuenta  colones,  de  que  se  ha  hecho  refiíl'encia,  de  la 
de  dos  mil  quinientos  colones,  queda  un  saldo  de  mil 
cincuenta  y  ocho  colones  diez  céntimos,  que  debe  de- 
volver el  señor  Federico  Salazar,  hoy  su  sucesión;" 

4? — Ambas  partes  apelaron,  y  la  Sala  Primera  de 
Apelaciones,  por  sentencia  dictada  á  las  tres  y  media 
de  la  tarde  del  diez  y  ocho  de  Octubre  del  año  pró- 
ximo pasado,  fundada  en  los  artículos  543  y  548  del 
Código  Civil  y  585  del  de  Procedimientos  Civiles, 
confirmó  la  resolución  apelada,  sin  especial  condena- 
toria en  costas; 

5? — La  albacea  señora  Salazar  y  el  apoderado 
señor  Arguello  de  Vars  han  interpuesto  recurso  de 
casación,  alegando:  La  primera,  violación  de  los  ar- 
tículos 542,  543  y  585  del  Código  Civil,  287  y  566 
del  de  Procedimientos  Civiles;  y  error  de  hecho  en  la 
apreciación  de  la  prueba;  y  el  segundo,  violación  y 
mda  interpretación  de  los  artículos  549,  552,  741  y 
750  del  Código  Civil; 

6? — No  se  nota  defecto  en  los  procedimientos;  y 

En  cuanto  al  recurso  de  Eudoxia  Salazar, 
Considerando: 

La  recurrente  alega  violación  del  artículo  543, 
Código  Civil,  que  previene  el  nombramiento  de  alba- 
cea  provisional,  siempre  que  no  haya  definitivo,  y  re- 
firiéndose al  542  ibídem,  reclama  que  no  se  ha  nom- 
brado á  Isidoro  Salazar  albacea  por  medio  de  juntas, 
como  allí  se  establece,  con  la  intervención  de  intere- 
sados, según  el  566,  Código  de  Procedimientos  Civi- 
les, y  para  los  fines  del  585  ibídem.  En  el  caso  con- 
creto se  trata  de  liquidar  la  mortuoria  de  Ramona  Sa- 
lazar, allegándole  los  fondos  en  poder  de  la  albacea  de 
Federico  Salazar,  para  lo  cual  se  le  han  pedido  cuen- 
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tas  dí^  la  inversión  de  dos  mil  quinientos  colones  que 
los  albaceas  de  una  y  otra  mortual  están  de  acuerdo 
<n  que  existen  en  poder  de  la  última;  de  esta  suma, 
mil  noventa  y  un  colones  y  noventa  céntimos  se  des- 
tinaron al  pago  de  obligaciones  de  la  mortuoria  de 
Ramona  Salazar,  trescientos  colones  confiesa  Isidoro 
Salazar  que  le  fueron  dados  á  Mariana  O.  de  Salazar 
y  cincuenta  á  Manuel  González  (aunque  de  estas  dos 
cantidades  no  hay  formal  comprobación);  el  total  de 
las  tres  sumas  ó  sean  mil  cuatrocientos  cuarenta  y  un 
colones  noventa  céntimos  abonados,  sólo  dejan  á  car- 
go de  Federico  Salazar  mil  cincuenta  y  ocho  colones 
diez  céntimos  que  la  sentencia  manda  pagar;  no  exis- 
te, pues,  el  error  de  hecho  en  la  apreciación  de  la 
prueba  que  se  pretende,  y  las  cuestiones  que  la  recu- 
rrente propone  con  mérito  de  las  disposiciones  cita- 
das, están  fuera  de  la  discusión  sobre  que  versa  el  in- 
cidente de  cuentas,  no  son  buen  fundamento  del  re- 
curso con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  959  del 
Código  de  Procedimientos  Civiles;  Isidoro  Salazar  ha 
podido  pedir  cuentas  del  dinero  existente  en  poder  de 
la  mortuoria  de  Federico  Salazar,  y  aunque  los  com- 
probantes que  se  aducen  no  han  sido  legalmente  re- 
conocidos por  los  firmantes,  desde  que  la  parte  llama- 
da á  glosar  las  cuentas  los  admite,  la  resolución  recu- 
rrida se  conforma  con  las  disposiciones  que  le  sirven 
de  base  y  con  lo  que  dispone  el  artículo  287  del  Có- 
<ligo  de  Procedimientos  Civiles,  correctamente  aplica- 
do y  no  violado  como  pretende  el  recurrente; 

Por  lo  que  mira  á  la  casación  de  Isidoro  Salazar, 

Considerando: 

I? — El  artículo  549  del  Código  Civil  impone  al 
albacea  el  deber  de  solicitar  la  autorización  de  los  in- 
teresados de  la  mortuoria  en  los  casos  que  él  determi- 
na, pero  en  ninguno  de  ellos  está  comprendido  el  re- 
conocimiento de  papeles  de  descargo,  mientras  que  el 
albacea  tiene  según  el  artículo  548  ibídem  las  faculta- 
des de  un  mandatario  con  poder  general  como  admi- 
nistrador y  representante  legal  de  la  sucesión,  de  mo- 
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do  que  no  es  razonable  decir  que  la  mortual  deudora*, 
dejó  pasar  el  término  de  pruebas  para  darle  eficacia 
legal  á  los  recibos  que  Isidoro  Salazar  consideró  au- 
ténticos, para  descargar  á  la  sucesión  de  Federico  Sa- 
lazar,  mayormente  cuando  el  artículo  287,  Código  de- 
Procedimientos  Civiles,  hace  innecesario  el  procedi- 
ini  '  ito  judicial,  siempre  que  la  parte  á  quien  perjudi> 
cu.  el  documento  lo  acepta  de  antemano,  como  ha  su- 
cedido en  el  caso  de  autos; 

2? — La  mala  interpretación  de  los  artículos  552^ 
741  y  750,  Código  Civil,  es  un  cargo  que  está  desti- 
tuido de  fuerza,  porque  ni  han  sido  aplicados  en  la 
resolución  recurrida  para  decir  que  han  sido  mal  in- 
terpretados, ni  su  doctrina  es  la  que  pretende  el  recu- 
rrente, pues  el  artículo  552  antes  citado  no  se  refiere 
á  estos  actos  y  las  otras  dos  disposiciones  no  se  opo- 
nen á  la  resolución  de  segunda  instancia,  la  primera 
porque  la  regla  general  es  reconocer  los  documentos 
privados  para  hacerlos  valer  en  juicio,  siempre  que  la 
parte  contra  quien  van  á  hacer  fe  no  los  da  por  bue- 
nos, sin  la  formalidad  judicial  que  dispone  el  aitículo 
741  referido,  y  la  segunda,  porque  establece  un  proce- 
dimiento para  el  caso  en  que  son  desconocidos  los  do- 
cumentos, y  para  legalizarlos  es  preciso  recurrir  á  los 
testigos  que  los  suscriben; 

Por  tanto,  y  de  acuerdo  con  los  artículos  980  y 
983  del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  decláranse 
sin  lugar  las  casaciones  demandadas  por  ambas  par- 
tes, con  costas  á  cargo  de  las  mismas,  y  vuelvan  los 
autos  á  la  Sala  Primera,  con  certificación  de  la  pre- 
sente.— A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — Manuel 
V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Matías  Trejos. — Anter 
mí, — Alfonso  Jiménez. 

Ramírez  v,  Hermosel 

(  3^  p.  m.— Febrero  9 ) 

En  el  juicio  ordinario  en  cobro  de  una  suma  de- 
dinero establecido  ante  el  Juez  Civil  de  la  comarca 
de  Puntarenas,  por  el  señor  José   Ramírez   Fonseca^ 
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agricultor  y  vecino  del  Bolsón,  centra  el  señor  San- 
tiago Hermosel  Viniegra,  comerciante  y  vecino  de 
Puntarenas,  ambos  mayores  de  edad.  Actualmente 
son  partes  también  los  señores  Licenciado  Luis  Cas- 
tro Ureña,  abogado,  y  Cipriano  Herrero  Peral,  co- 
merciante, mayores  y  de  este  vecindario,  como  apo- 
derados del  actor  y  demandado,   respectivamente; 

Resultando-, 

1 9 — Hallándose  los  autos  ante  la  Sala  Primera 
de  Apelaciones,  en  virtud  de  haber  el  señor  Herrero 
apelado  de  la  sentencia  dictada  á  las  diez  de  la  ma- 
ñana del  treinta  de  Julio  del  año  próximo  anterior,  y 
sin  que  el  apelante  hubiese  contestado  el  traslado  que 
se  le  dio  para  que  expresara  agravios,  el  Licenciado 
Castro  sr  |)resentó  pidiendo  que  se  le  tuviese  por  par- 
te como  apoderado  del  actor,  y  que  se  previniera  al 
apelante  que  suministrase  el  pap^el  necesario  ^ara  sus 
tanciar  el  recurso,  bajo  el  apercibimiento  legal  si  no 
lo  verificaba  oportunamente.  La  Sala  dicha  proveyó 
de  conformidad  y  fué  notificada  la  resolución  á  las 
dos  de  la  tarde  del  veintidós  de  Setiembre  del  año 
citado.  En  razón  puesta  por  el  Secretarií»  de  la  mis- 
ma Sala,  á  las  dos  y  veinte  minutos  de  la  tarde  del 
primero  de  Octubre  siguiente,  se  dice  que  el  apelan- 
te no  presentó  el  uapel  y  que  el  termino  p.ira  que  lo 
hiciera  había  vencido  á  las  dos  de  la  tarde  del  propio 
día,  y  en  la  fecha  de  tres  de  Octubre  referido,  hace 
constar  el  Secretario  que  el  señor  Licenciado  Fabio 
Baudrit  presentó  á  las  doce  y  cuarenta  minutos  de  ese 
día,  cinco  plie^jos  de  papel  sellado  de  á  un  colón  cin- 
cuenta céntimos.  Por  resolución  de  las  ocho  de  la 
mañana  del  ocho  de  Octubre  citado,  adicionada  á  pe- 
tición de  parte,  á  las  dos  de  la  tarde  del  once  de  ese 
mes,  la  Sala  mencionada  declaró  desierto  el  recurso 
de  apelación  y  firme,  en  consecuencia,  la  sentencia  dic- 
tada en  este  asunto,  y  condenó  al  apelante  en  las  cos- 
tas personales  y  procesales  de  la  instancia,  por  no  ha- 
berse presentado  en  tiempo  el  papel  prevenido  (Ar- 
tículos 91  (sic)  y  3?  del  decreto  de  9  de  Julio  de  1896); 
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29 — El  apoderado  del  señor  Hermosel  pidió  re- 
vocatoria del  auto  que  antecede,  fundado  en  el  ar- 
tículo 420,  Código  de  Procedimientos  Civiles,  y  en  la 
ley  de  9  de  Julio  de  1896,  en  lo  tocante  al  artículo 
926  de  dicho  Código.  Dada  audiencia,  el  apoderado 
del  actor  la  renunció,  y  entonces  la  Sala  referida  or- 
denó para  mejor  proveer  que  el  Secretario  informara 
acerca  de  si  puso  la  razón  de  no  haberse  presentado 
el  papel,  á  solicitud  del  Licenciado  Castro  Urcña,  ó 
de  oficio;  y  el  Secretario  informó  que  lo  hizo  á  peti- 
ción del  interesado; 

3? — El  mismo  tribunal,  por  auto   de   las   cuatro 
de  la  tarde  del  veinticinco  de  Octubre  citado,  declaró^ 
sin  lugar  la  revi>catoria  solicitada; 

4? — Contra  las  precitadas  resoluciones  de  ocho  y 
veinticinco  de  Octubre  referido,  ha  interpuesto  recur- 
so de  cas-ación  el  señor  Herrero  por  lo^i  motivos  si- 
guientes: I. — Violación  de  los  artículos  1 16  en  rela- 
ción con  el  908,  202,  á  contrario  sensti,  y  i.i8  del  Có- 
digo de  Procedimientos  Civiles;  II. — Mala  aplicación, 
violación  é  interpretación  errónea  del  artículo  926 
en  relación  con  el  925  ibídem  y  con  la  ley  de  9  de 
Julio  de  1896;  y  III. — Mala  aplicación  y  violación 
de  la  misma  ley  de  9  de  Julio; 

5? — No  se  nota  defecto  en  los  procedimientos;  y 

Considerando: 

Primero. — Que  el  carácter  db  improrrogable  que 
tiene  el  término  para  apersonarse  en  segunda  instan- 
cia, no  envuelve  la  idea  de  que  el  litigante  remiso  en 
presentarse  á  tiempo  quede  sin  ser  oído  en  lo  futuro; 
sino  la  de  que  su  ausencia  no  detenga  el  curso  del  li- 
tigio, por  lo  que  no  se  han  violado  en  la  especie  los 
relacionados  artículos  \i6y  908  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Civiles; 

Segundo. — Que  estando  el  poder  del  Licenciado 
Castro  Ureña  en  los  autos  que  pendían  ante  la  Sala, 
poco  importa  que  ésta  no  lo  tuviera  materialmente  á 
la  vista  para  admitir  como  buena  su   personería;   por 
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lo  que  tampoco  viola  la  sentencia  contra  la  cual  se  ha 
recurrido  el  artículo  202  del  mismo  Código;  y 

Tercero. — En  cuanto  á  los  restantes  fundamen- 
tos del  recurso.  Que  el  texto  de  las  leyes  es  claro  y 
terminante  en  este  caso  y  marca  á  los  jueces  y  tribu- 
nales el  camino  que  han  de  seguir  sin  posibilidad  de 
duda,  habiéndose  ajustado  á  él  la  resolución  de  que 
te  trata; 

Por  tanto,  y  de  conformidad  con  los  artículos 
980  y  983  del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  de- 
clárase sin  lugar  la  casación  demandada,  con  costas  á 
cargo  del  recurrente;  y  devuélvanse  los  autos  á  la 
Sala  Primera,  con  certificación  de  la  presente. — A. 
Alvarado. — ^J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. 
— A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — 
Alfonso  Jiménez. 


Vargas  v.  Arias 

(2  25'  p.  m. — Febrero  10) 

En  el  juicio  ordinario  sobre  reivindicación  de 
una  hnca  y  pago  de  frutos,  establecido  ante  el  Juez 
seg-undo  Civil  de  esta  provincia,  por  el  señor  Pedro 
Méndez  Corrales,  mayor,  agricultor  y  vecino  del  dis- 
trito de  San  Isidro  de  este  cantón,  en  su  carácter  de 
albacea  de  la  sucesión  de  Ramón  Vargas  Castillo,  que 
fué  de  las  mismas  calidades  y  vecindario,  contra  el  se- 
ñor Macario  Arias  Quirós,  de  iguales  calidades  y  do- 
-micilio.  Son  apoderados  del  actor  y  demandado,  res- 
pectivamente, los  señores  Licenciados  Carlos  María 
Jiménez  Ortiz  y  Luis  Castro  Ureña,  mayores,  aboga- 
dos y  vecinos  de  esta  ciudad; 

Resultando: 

1? — En  memorial  de  veintidós  de  Agosto  de  mil 
novecientos  uno,  el  albacea  dicho,  manifiesta:  que  ha- 
ce algunos  años  se  tramitó  la  mortuoria  de  Vargas 
Castillo  y  se  omitió  inventariar  la  finca  que  se  descri- 
be así:  potrero  situado  en  El  Rodeo,  barrio  de   San 
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Isidro,  distrito  sétimo  de  este  cantón,  lindante:  Norte, 
calle  en  medió,  propiedad  de  Juan  Núñez  y  Raimun- 
do Soto;  Sur,  ídem  de  Ramón  Vargas;  Este,  ídem  de 
Pedro  Marín;  y  Oeste,  calle  en  medio,  ídem  de  Ra- 
món Vargas  y  Raimundo  Soto;  mide  una  manzana, 
tres  mil  ciento  veintidós  varas  cuadradas,  igual  á  no- 
venta y  una  áreas,  cincuenta  centiáreas,  noventa  y 
un  decímetros  y  treinta  y  tres  centímetros  cuadrados; 
inscrito  en  el  Registro  de  la  Propiedad,  Partido  de 
San  José,  tomo  noventa  y  ocho,  folio  doscientos  vein- 
tinueve, bajo  el  numero  ocho  mil  novecientos  ochen- 
ta y  cinco,  asiento  tres;  que  con  el  objeto  de  adicio- 
nar el  inventario  y  de  dividir  la  finca  entre  quienes 
corresponde,  se  inventarió  y  valoró  últimamente  ella 
y  al  tomar  posesión  se  opuso  el  señor  Macario  Arias 
alegando  poseerla  por  resolución  ya  ejecutoriada;  pe- 
ro el  señor  Arias  no  tiene  ningún  derecho,  pues  no  la 
ha  comprado  á  persona  alguna,  ni  tampoco  la  ha  ad- 
quirido por  otro  título  traslativo  de  dominio,  razón 
por  la  cual  no  es  poseedor  de  buena  fe;  y  que  por  lo 
expuesto  y  fundado  en  los  artículos  267,  268,  270, 
284  y  285  del  Código  Civil,  198  y  220  del  de  Proce- 
dimientos Civiles,  demanda  al  señor  Arias  para  que 
se  declare:  que  la  propiedad  de  la  finca  descrita  per- 
tenece exclusivamente  á  la  sucesión  de  Vargas  Casti- 
llo; y  que  la  posesión  que  ha  tenido  el  demandado, 
no  ha  sido  de  buena  fe,  y  por  consiguiente  está  en  la 
obligación  de  devolver  los  frutos  percibidos,  junto 
con  las  costas  personales  y  procesales  del  pleito,  y  las 
mismas  costas  del  interdicto  de  restitución  que  esta- 
bleció Arias  contra  la  sucesión  actora; 

2? — La  anterior  demanda  fué  contestada  negati- 
vamente por  el  señor  Arias,  quien  pidió  la  nulidad  de 
la  misma  y  de  todo  lo  actuado,  por  no  tener  perso- 
nería el  actor,  puesto  que  estaba  terminada  la  mor- 
tuoria cuando  de  nuevo  se  abrió  sin  derecho  alguno 
nombrando  albacea;  y  opuso  la  excepción  de  defecto 
legal  en  la  forma  de  la  demanda.  Así  la  nulidad  co- 
mo la  excepción  referidas  fueron  desechadas  por  auto 
firme; 
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3^ — A  las  dos  y  media  de  la  tarde  del  nueve  de 
Junio  del  año  anterior,  el  Juez  dictó  sentencia  en  que 
<iec]ara  que  la  finca  á  que  se  refiere  la  demanda  per- 
tenece exclusivamente  á  la  sucesión  actora;  que  debe 
reputarse  de  mala  fe  la  posesión  de  la  parte  deman- 
dada desde  la  fecha  de  la  demanda,  y  que  en  conse- 
cuencia está  el  señor  Arias  obligado  á  pagar' los  fru- 
tos percibidos  desde  aquella  fecha;  y  sin  lugar  los  da- 
ños y  perjuicios  reclamados  así  como  las  excepciones 
opuestas  por  el  demandado,  á  quien  condena  al  pago 
de  las  costas  procesales  del  juicio.  Los  fundamentos 
que  tuvo  el  Juez  son:  **l9 — Que  segiín  el  artículo  267, 
Código  Civil,  para  que  la  propiedad  de  los  inmuebles 
surta  todos  los  efectos  legales,  es  necesario  que  se  ha- 
lle debidamente  inscrita  en  el  Registro  Publico,  y  ella 
surte  sus  efectos  con  respecto  á  terceros  desde  la  fe- 
cha de  su  presentación  al  Registro  (Artículo  455  ibí- 
dem).  2? — Que  tanto  de  las  certificaciones  acompa- 
ñadas por  la  parte  actora  como  de  las  declaraciones 
de  los  testigos  Tomás  Rojas,  Joaquín  Zúñiga,  Maca- 
rio Arias,  Andrés  Méndez,  Francisco  Guillen  y  del 
acta  de  inspección  ocular  (folios  treinta  y  uno,  treinta 
y  dos,  treinta  y  cuatro,  treinta  y  siete,  treinta  y  ocho 
y  cuarenta  y  tres  vuelto,  respectivamente)  se  despren- 
de que  esa  finca  fué  adquirida  por  el  señor  Ramón 
Vargas  Castillo,  representado  hoy  por  su  sucesión  en 
la  mortual  de  Marta  Avila  Umaña,  y  que  dicha  fin- 
ca es  la  misma  á  que  se  refiere  el  documento  privado 
ya  reconocido  y  que  fué  presentado  por  la  parte  de- 
mandada en  memorial  de  seis  de  Diciembre  de  mil 
novecientos  uno.  3? — Que  si  bien  el  documento  pri- 
vado á  que  se  refiere  el  anterior  considerando  ha  si- 
do reconocido  por  las  partes,  él  no  hace  fe  con  res- 
pecto á  terceros  sino  desde  la  fecha  en  que  fué  pre- 
-sentado  á  esta  autoridad  (Artículos  741  y  742,  Códi- 
go Civil).  4? — Que  de  consiguiente  y  estando  plena- 
mente comprobada  la  propiedad  de  la  finca,  es  el  ca- 
so de  acceder  y  declarar  con  lugar  el  primer  extremo 
•de  la  demanda.  5? — Que  en  lo  referente  al  pago  de 
frutos  y  á  la  clase  de  posesión  ejercida  por  el  deman- 


—  So- 
dado, para  la  caliñcación  de  ésta  debe  tomarse  en 
cuenta  que  en  virtud  del  documento  privado  presen- 
tado, la  parte  demandada  creyó  tener  ese  derecho  en 
la  finca  tanta  veces  citada,  y  esa  posesión  no  puede 
reputarse  de  mala  fe,  de  acuerdo  con  lo  que  disponen 
los  artículos  285  y  286  del  Código  Civil,  sino  desde  la 
fecha  de  la  presente  demanda,  y  únicamente  al  pago 
de  esos  frutos  debe  condenársele.  6? — Que  la  conde- 
natoria en  daños  y  perjuicios  reclamados  en  Memo- 
rial de  tres  de  Octubre  de  mil  novecientos  dos,  no  ca- 
be hacerla,  por  no  haber  sido  comprobados  (Artícu- 
lo 719,  Código  citado);  y  7? — Que  habiendo  sido  re- 
petidas por  la  parte  demandada  las  excepciones  de 
su  escrito  de  seis  de  Diciembre  de  mil  novecientos 
uno,  y  no  existiendo  ellas,  á  juicio  de  esta  autoridad,, 
es  el  caso  de  declararlas  sin  lugar"; 

4? — La  Sala  Primera  de  Apelaciones,  por  sen- 
tencia pronunciada  á  la  una  de  la  tarde  del  primero 
de  Noviembre  último,  en  virtud  de  recurso  interpues- 
to por  el  demandado,  confirmó  el  fallo  de-  primera 
instancia,  con  costas  personales  y  procesales  del  juicio 
á  cargo  del  apelante  (Artículos  295,  316  y  548  del  Có- 
digo Civil,  1,073  y  1,074  del  de  Procedimientos  Civiles); 

5? — De  la  resolución  que  antecede  ha  pedido  ca- 
sación el  apoderado  señor  Castro  Ureña.  Respecto 
del  motivo  de  forma  referente  á  la  violación  de  los 
artículos  i9  (incisos  i?  y  3V),  229  (incisos  2?  y  3?)  y 
238  del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  en  rela- 
ción con  los  artículos  115  déla  Constitución  y  560 
del  Código  Civil,  se  le  rechazó  el  recurso  por  no  ha- 
ber reclamado  la  reparación  de  la  falta  en  segunda 
instancia;  y  en  cuanto  al  fondo,  que  le  fué  admitido, 
alega:  error  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prue- 
ba, el  cual  apareja  la  violación  de  los  artículos  10,. 
T^7.  735.  752.  754,  je2,  835  y  837  del  Código  Civil;, 
297  y  338  del  de  Procedimientos  Civiles; 

6? — No  se  nota  defecto  en  los  procedimientos;  y 

Considerando-, 
I? — Reconoce  el  Tribunal  el  derecho  con  que  el 
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recurrente  somete  á  su  juicio  la  queja  por  infraccio- 
nes de  derecho  procesal  porque,  refiriéndose  ellas  á 
un  punto  que  fu^  debatido  en  ambas  instancias  en  la 
manera  que  lo  prevee  el  final  del  artículo  941  del  Có* 
digo  de  Procedimientos  Civiles,  no  han  sido  menester 
las  protestas  que  el  artículo  965  requiere  y  cuya  falta 
motivó  el  rechazo  del  recurso  en  esa  parte; 

2? — No  ha  habido  violación  de  los  artículos  i?,. 
229  y  238  del  Código  de  Procedimientos,  ni  del  ar- 
tículo 115  de  la  Constitución:  a)  poraue  la  sucesión 
actora  demostró  tener  un  derecho  real  en  qué  fundar 
su  acción:  b)  porque,  desde  que  se  acepte  que  en  la 
sucesión  de  Ramón  Vargas  quedaban  bienes  por  in> 
ventariar,  no  cabe  decir  que  su  causa  mortuoria  estu* 
viera  fenecida,  pues  que  no  termina  un  juicio  suceso- 
río  sino  con  la  liquidación  total  del  haber  hereditario 
y  con  su  reparto  completo  y  definitivo:  c)  porque 
mientras  haya  bienes  por  inventariar  ha  de  haber  un 
albacea  que  los  administre  y  adjudique:  d)  porque 
las  excepiriones  opuestas  por  el  demandado  han  sido 
doblemente  resueltas,  ora  por  auto  que  finalizó  el  in- 
cidente respectivo,  ora  por  decisión  expresa  del  fallo 
definitivo  confirmado  por  la  Sala  de  instancia; 

3? — Tampoco  han  sido  violados  los  artículos  Tzy^ 
735  y  762  del  Código  Civil,  porque  el  olvido  en  que 
caiga  ó  el  descuido  en  que  incurra  una  sucesión  al 
dejar  fuera  de  inventario  uno  de  los  bienes  de  la  he- 
rencia, no  puede  entenderse  como  confesión  de  que 
ese  bien  ha  salido  del  patrimonio  mortuorio,  ni  me- 
nos como  reconocimiento  de  que  pertenezca  á  quien 
lo  posee.  Es  caso  muy  frecuente  el  de  que  por  error 
ó  negligencia  dejen  de  incluirse  bienes  en  el  activo 
de  una  sucesión-especialmente  cuando  está  formado 
por  cosas  múltiples  y  de  naturaleza  diversa-;  y  fuera 
antijurídico  en  doctrina  y  ocasionado  á  fraudes  en  la 
práctica,  interpretar  esa  omisión  como  reconocimien- 
to de  haber  perdido  el  dominio  de  la   cosa   olvidada; 

4? — No  puede  tenerse  por  infringido  el  artículo- 
297  del  Código  de  Procedknientos  porque  haya  falta- 
da un  recanocimiento  pericial  para  identificar  la  finca. 

6 
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Teivindicada.  La  prueba  de  peritos  es  una  de  las  que 
^¡rven  eAcazmente»  pero  nó  la  única,  para  demostrar 
la  identidad  de  una  cosa;  y  si  lo  más  frecuente  será 
en  esta  materia  que  la  pericial  alumbre  mejor  que 
otra  pi(ueba  el  criterio  del  juzgador,  hay  casos,  como 
-el  presente,  en  que  sin  el  auxilio  de  ese  medio  pro- 
batorio, se  adquiere  la  certeza  de  que  el  objeto  que 
^e  pelea  es  el  verdadero  de  la  contienda.  Sieñalada  la 
"finca  como  está  por  límites  conocidos  y  fijos,  caracte- 
rizada por  el  paso  de  una  quebrada  de  nombre  espe- 
cial en  uno  de  sus  extremos,  determinada  por  sus  lin< 
deros  antiguos  y  actuales,  no  podían  dudar  racional- 
mente de  su  identidad  los  jueces,  á  quienes  no  se  pri- 
va de  discernimiento  propio,  ni  aún  para  apreciar  he- 
chos que  exigen  conocimientos  especiales,  y  menos 
para  apreciar  aquellos  que'  cualquier  persona  de  or- 
<]inaria  capacidad  mental  puede  estimar  con  cumpli- 
do acierto; 

5? — No  hay  violación  de  los  artículos  lo,  752  y 
754  del  Código  Civil,  porque  el  dominio  de  la  suce- 
sión reivindicante  no  ha  sido  justificado  con  prueba 
testifical,  sino  con  documento  público  debidamente 
inscrito,  no  habiéndose  aducido  aquélla  sino  para  es 
clarecer  el  hecho  puro  y  simple  del  reemplazo  de  los 
primitivos  colindantes  por  otros  y  por  los  actuales. 
De  no  admitir  ese  sistema  de  demostración  pertinente 
para  identificar  el  inmueble,  no  quedaría  otro  modo 
de  hacerlo  que  con  atestados  extraídos  del  Registro 
Público;  y  aparte  de  que  no  hay  ley  que  tal  manera 
dispendiosa  de  prueba  imponga  en  el  caso,  se  ha  de 
contar  con  que  no  siempre  habría  de  encontrarse  ins- 
crito el  dominio  del  propietario  confinante; 

Por  tanto,  y  con  presencia  de  los  artículos  980  y 
983,  Código  de  Procedimientos  Civiles,  revócase  el 
auto  de  las  tres  de  la  tarde  del  día  cinco  de  Diciem- 
bre del  año  próximo  pasado  en  cuanto  rechazó  el 
presente  recurso  por  los  motivos  de  forma,  y  declára- 
se sin  lugar  la  casación  interpuesta,  así  por  éstos  como 
por  los  de  fondo,  con  costas  á  cargo  del  recurrente. 
Devuélvanse  los  autos  á  la  Sala  Primera,  con   certifí* 
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cación  de  la  presente. — A.  AI  varado. — ^J.  Fed.  Gon- 
zález.-—Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana, — Nico- 
lás Oreamuno. — Ante  mí,— Alfonso  Jtméne?.. 

Fisco  v,  Pucci  y  Echeverría 

(  2^  p.   m. — Febrero  lo) 

En  el  juicio  ordinario  establecido  ante  el  Juez 
de  lo  Contencioso-administrativo,  por  el  Promotor 
Fiscal  de  la  República,  contra  los  señores  Enrique 
Pucci  Cecchini,  comerciante,  italiano,  y  Doctor  Ge- 
rardo Echeverría  Aguilar,  abogado,  ambos  mayores  " 
de  edad  y  vecinos  de  esta  capital,  sobre  oposición  al 
denuncio  de  un  terreno  baldío  en  la  comarca  de  Li- 
món, hecho  por  el  señor  Pucci  en  nombre  y  represen- 
tación de  su  hija  menor  Dora  Pucci  Poli,  y  cedido  al 
señor  Echeverría.  Es  apoderado  del  primero  de  los 
demandados  el  señor  Licenciado  Luis  Castro  Ureña, 
mayor,  abogado  y  de  este  vecindario; 

Resultando: 

1? — Los  demandados  solicitaron  que  se  declarara 
desierto  el  juicio,  fundados  en  que  habían  trascurrido 
seis  meses  sin  que  el  actor  hiciese  gestión  alguna,  y 
el  Juez,  por  auto  de  las  dos  y  tres  cuartos  de  la  tarde 
del  diez  y  nueve  de  Julio  del  año  próximo  anterior, 
adicionado  á  las  dos  de  la  tarde  del  veintiocho  del 
mismo  mes,  con  apoyo  en  el  artículo  417,  Código  de 
Procedimientos  Civiles,  resolvió  de  conformidad  y 
condenó  al  demandante  en  las  costas  personales  y 
procesales  del  pleito; 

2? — El  actor  pidió  revocatoria  en  cuanto  se  con- 
dena al  Fisco  á  pagar  costas,  y  los  demandados  hi- 
cieron igual  instancia  por  no  haberse  incluido  loS 
daños  y  perjuicios.  El  Juez  resolvió  á  las  tres  de  la 
tarde  del  veinticinco  de  Agosto  del  mismo  año,  revo- 
cando el  proveído  de  las  dos  de  la  tarde  del  veintio- 
cIm  de  Julio  citado,  y  mandando  estarse  en  cuanto  á 
la  deserción,  á  lo  declarado  en  el  auto  de  las  dos  y 
tres  cuartos  de  la  tarde  del  diez  y  nueve  del  referido 
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me3  (Artículos  898  á  901  del  Código  de  Procedi- 
mientos Civiles); 

3? — En  virtud  de  recurso  interpuesto  por  los 
demandados,  pasó  el  asunto  al  conocimiento  de  la 
Sala  Primera  de  Apelaciones,  quien  en  sentencia  dic- 
tada á  las  dos  y  media  de  la  tarde  del  veintidós  de 
Octubre  último,  revocó  el  auto  apelado,  condenó  á 
la  parte  actora  al  pago  de  las  costas  personales  y  pro- 
cesales causadas  en  el  juicio;  y  confirmó  dicho  auto 
respecto  á  la  denegatoria  de  daños  y  perjuicios,  en 
consideración  á  que  el  auto  en  que  se  declara  la  de- 
•serción  de  un  juicio,  tiene  carácter  de  sentencia,  por 
recaer  sobre  un  incidente  que  pone  término  al  prin- 
cipal objeto  del  pleito  por  hacer  imposible  su  conti- 
nuación, y  en  ese  concepto  procede  la  condenatoria 
en  costas  personales  y  procesales  con  arreglo  á  lo 
establecido  en  los  artículos  1,072,  1,073  Y  1,074  del 
T^ódigo  de  Procedimientos  Civiles; 

4? — De  la  resolución  de  segunda  instancia  ha 
interpuesto  recurso  de  casación  el  señor  Promotor 
Fiscal,  alegando  violación^  interpretación  errónea  y 
aplicación  indebida  del  artículo  1,072,  Código  de 
Procedimientos  Civiles,  violación  y  aplicación  inde- 
bida de  los  artículos  1,073  V  í»074  del  Código  citado, 
y  violación  de  los  artículos  417,  418  y  419  ibídem; 

59 — En  los  procedimientos  no  se  nota  defecto;  y 

Considerando: 

1 9 — La  sentencia  que  declara  la  deserción  de  un 
juicio,  debe  contener  la  condenatoria  en  costas  pro- 
cesales y  personales  á  cargo  del  actor  que  abandona 
su  acción,  de  conformidad  con  lo  dispuesto  por  los 
artículos  1,072,  1,073  y  1,074  del  Código  de  Proce- 
dimientos Civiles,  y  en  el  caso  concreto  la  Sala  Pri- 
mera de  Apelaciones  ha  aplicado  rectamente  esas 
leyes  en  la  resolución  que  se  examina; 

29 — Con  la  oposición  que  el  Promotor  Fiscal 
hizo  ai  denuncio  de  un  terreno  baldío  en  la  comisa, 
de  Limón  y  la  consiguiente  demanda  que  entabló 
contra  los  denunciantes^  señores  Grerardo  EcheverFÍa 
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y  Enrique  Pucci,  estorbó  el  ejercicio  de  un  derecho 
y  ocasionó  gastos  á  los  demandados,  de  los  que  es 
justo  se  les  indemnice  por  lo  menos  con  el  pago  de 
las  costas  que  ordena  la  sentencia  recurrida,  en  apoyo 
de  la  cual,  existen  no  solamente  las  leyes  que  en  ella 
se  citan^  sino  que  también  le  sirven  de  base,  con  ar- 
gumento de  mayor  razón,  los  artículos  411  del  Có- 
digo de  Procedimientos  Civiles  y  3?  de  la  ley  de  9 
de  Julio  de  1896; 

3? — La  violación  que  se  alega  por  el  recurrente, 
de  los  artícu  os  417,  418  y  419  del  mismo  Código  de 
Procedimientos  Civiles,  no  tiene  fundamento  razona- 
ble, porque  esos  artículos  sólo  tratan  en  general,  de 
la  deserción  y  sus  efectos,  no  se  ocupan  de  la  conde- 
nación en  costas  al  desertor,  porque  esta  materia  está 
reglamentada  en  el  capítulo  1?,  título  III  del  libro 
IV  del  Código  citado,  y  en  él  se  establecen  los  casf»s 
en  que  deben  ser  condenados  en  costas  personales 
y  procesales  los  litigantes  temerarios; 

4? — Por  lo  expuesto,  debe  concluirse  que  no  ha 
habido  la  violación  ni  la  interpretación  errónea  y 
aplicación  indebida  de  ninguna  de  las  leyes  que  s^* 
■  citan  en  el  recurso  interpuesto  y  que  la  casación  so- 
licitada es  improcedente; 

Por  tanto,  con  presencia  de  los  artículos  980  y 
983  del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  declárase 
sin  lugar  la  casación  pedida,  con  costas  á  cargo  del 
recurrente,  y  devuélvanse  los  autos  al  tribunal  de  su 
origen,  con  certificación  de  la  presente. — A.  Al  vara- 
do.— J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez.—  A. 
Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso 
Jiménez. 


Nota. — Los  Magistrados  Jiménez  y  Oreamuno 
salvaron  su  voto  y  lo  motivaron  de  esta  manera: 

Considerando: 

Único. — La  sola  sanción   que  la   ley  impone  al 
desertor  es  la  que  establece  et  artículo  419  del  Código 
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de  Procedimientos  Civiles,  cual  es,  la  de  que  los  prac- 
ticados se  tienen  por  no  seguidos  y  la  acción  por  na 
puesta.  No  ha  de  agravarse  su  condición  con  el 
cargo  de  costas:  a),  porque,  en  tratándose  de  una 
disposición  odiosa,  no  ha  de  ampliarse  su  alcance; 
b),  porque  si  el  legislador  hubiera  querido  cargar  en 
costas  al  desertor,  lo  habría  dicho  como  lo  dijo  ex- 
presamente respecto  de  quien  desiste,  siendo  de  no- 
tar que  ambas  disposiciones  están  comprendidas  en 
el  mismo  Título  V  del  Código  citado;  c),  porque  en 
tanto  que  quien  desiste  lo  hace  voluntariamente  y  á 
sabiendas  de  las  responsabilidades  que  la  ley  de  modo 
expreso  le  impone,  el  desertor  va  forzado  por  la  vo- 
luntad de  su  contrario  que  se  aprovecha  de  una  ne- 
gligencia ó  descuido  y  que  pudo  instar  el  curso  de 
los  autos  en  vez  de  inutilizarlos;  d),  porque  no  puede 
decirse  que  el  desertor  sea  un  litigante  temerario — ni 
en  el  caso  concreto — que  hay  dos  sentencias  confor- 
mes de  toda  conformidad,  pues  la  resolución  de  que 
se  trata  es  sólo  un  auto  que  termina  un  incidente,  sin 
que  l;i  materia  del  juicio  haya  sido  objeto  de  decisión 
ninguna,  ao  pudiendo  en  ocasión  tal,  imponerse  otras 
que  las  costas  de  la  articulación  resuelta,  y  siendo 
arbitraria,  en  nuestro  concepto,  la  condenatoria  en 
las  de  un  juicio  no  fallado;  e),  porque  quien  incurre 
en  temeridad  y  es  cargado,  por  eso,  en  costas  perso- 
nales, tiene  que  pagarlas  con  arreglo  á  la  tasa  que 
fija  el  artículo  1,085  ^^^  Código  de  Procedimientos 
Civiles;  y  en  no  habiendo  condenación  ó  absolución, 
no  hay  base  de  cálculo  para  liquidarlas; 

Por  lo  expuesto,  declaramos  con  lugar  la  casación 
pedida  y  nula  la  resolución  de  segunda  instancia. — 
Manuel  V.  Jiménez. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, 
— Alfonso  Jiménez. 

Paladino 

(  3  p.  m. — Febrero  1 1  ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  del  Crimen 
de  Liberia,  contra' Doroteo  Paladino,  de  único  apelli« 
do,  mayor,  jornalero,  nicaragüense  y  Acecino  de  la  vi- 
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Ha  de  Las  Cañas,  por  el  crimen  de  homicidio  perpe- 
trado en  la  persona  de  Manuel  Sequeira  Quirós,  em 
dicha  villa,  como  á  las  diez  de  la  noche  del  veintinue- 
ve de  Marzo  de  mil  novecientos  dos.  Son  partes,  ade- 
más, el  Ministerio  Público  y  el  defensor  del  reo,  señor 
Manuel  Marín  Soriano,  mayor,  agente  de  negociosa 
judiciales  y  vecino  de  Liberia; 

Resultando: 

I? — Con  fundamento  en  los  artículos  Jj'j,  781^ 
848,  873,  882  y  883,  Parte  tercera  del  Código  Gene- 
ral,  35  y  36  de  la  ley  de  17  de  Octubre  de  1864,  1 1 
(inciso  12^)  25,  29,  38,  39,  55,  57,  83,  84,  92.  94,  95 
y  414  (inciso  2?)  del  Código  Penal,  18  de  la  ley  de  8 
de  Julio  de  1902,  y  2?  del  decreto  de  3  de  Julio  de 
1903»  el  Juez  dictó  sentencia  á  las  nueve  de  la  maña- 
na del  veintitrés  de  Setiembre  del  año  próximo  pasa- 
do, en  la  cual  condena  al  procesado  como  autor  del 
expresado  delito,  á  cuatro  años  de  presidio  interior 
en  San  Lucas,  con  rebaja  del  tiempo  de  la  piisión 
preventiva,  á  suspensión  de  cargo  ü  oficio  piiblico  du- 
rante la  condena,  á  perder  el  arma  con  que  delinquió, 
y  al  pago  de  todos  los  daños  y  perjuicios  ocasionados 
con  el  hecho; 

2? — No  habiéndose  interpuesto  apelación,  fue 
elevado  el  proceso  en  consulta,  y  la  Sala  Segunda  de 
Apelaciones,  á  las  tres  y  cinco  minutos  de  la  tarde 
del  veintinueve  de  Octubre  último,  condenó  á  Pala- 
dino á  nueve  años,  un  día  y  doce  horas  de  presidio 
en  San  Lucas;  á  inhabilitación  absoluta  perpetua  para 
cargos  y  oficios  públicos,  derechos  políticos  y  profe- 
siones titulares,  y  á  quedar  sujeto  á  la  vigilancia  de 
la  autoridad  durante  tres  años  después  de  cumplida 
la  condena  principal,  y  aprobó  en  lo  demás  el  fallo 
consultado,  por  las  razones  siguientes:  *'i? — Que  la 
atenuante  12?  del  artículo  11,  Código  Penal,  no  está 
demostrada  porque  no  es  cierto  que  contra  el  reo  no 
existiera  en  autos  más  antecedente  que  su  confesión; 
tanto  es  así  que  se  decretó  bien  el  enjuiciamiento  de 
Paladino,  á  pesar»  de  haber  negado  rotundamente  al 
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principio  su  culpabilidad.  Ni  siquiera  merece^el  califí- 
cativo  de  espontánea  esa  confesión  estudiada  del  reo, 
dada  cuando  ya  se  había  dictado  su  enjuiciamiento  y 
cuando  acababa  de  ser  capturado  'después  de  muchas 
pesquisas  de  las  autoridades  respectivas.  Tampoco 
cree  la  Sala  que  obre  contra  el  procesado  la  agravan- 
te 12?  del  artículo  12  ibídem,  porque  no  se  ha  demos- 
trado,— ni  se  puede  deducir  seguramente  de  las  re- 
sultancias del  proceso, — que  Paladino  eligiera  la  no- 
che para  ejecutar  el  crimen.  No  concurrieron,  pues, 
en  la  delincuencia  que  se  juzga  circunstancias  ate- 
nuantes ni  agravantes.  2? — Con  lo  declarado  por  la 
madre  del  occiso  y  por  los  testigos  Tomás  Al  varado 
y  José  García,  el  Tribunal  tiene  por  probado  que  el 
reo  obró  con  premeditación,  y  por  lo  mismo  el  caso 
está  comprendido  en  el  inciso  1?,  fracción  5?,  y  no  en 
el  2?  del  artículo  414,  Código  Penal,  debiendo  ser 
castigado  con  presidio  en  San  Lucas  en  su  grado  me- 
dio á  deportación.  No  habiendo  circunstancias  ate- 
nuantes ni  agravantes,  puede  imponerse  esa  pena  en 
su  extremo  mínimo,  sea  seis  años  y  un  día,  que  con 
el  aumento  establecido  por  la  ley  de  21  de  Julio  de 
1887,  asciende  á  nueve  años,  un  día  y  doce  horas  de 
presidio  en  San  Lucas,  y  además  deben  aplicarse  las 
accesorias  correspondientes;" 

3? — El  reo  ha  establecido  recurso  de  casación  de 
la  sentencia  de  segunda  instancia  y  al  efecto  alega: 
a). — Infracción  del  artículo  730  del  Código  Civil  y  de 
la  doctrina  de  la  sentencia  de  casación  de  la  una  y 
cuarenta  minutos  de  la  tarde  del  diez  de  .Octubre 
próximo  pasado,  mantenida  también  en  otras  senten- 
cias emanadas  del  mismo  Tribunal;  b). — Infracción 
también,  por  error  de  derecho  en  la  apreciación  de  la 
confesión  del  procesado  como  acto  jurídico,  y  de  he- 
cho en  la  apreciación  de  las  declaraciones  de  la  suma- 
ria, de  los  artículos  843  á  853  del  Código  de  Procedi- 
mientos Criminales  y  el  inciso  12?  del  artículo  11  del 
Código  Penal;  y  c).  —Error  de  hecho  y  de  derecho 
en  la  apreciación  de  las  declaraciones  de  los  testigos 
Tomás  Alvarado,  José  García  y  de  la  madre  del  oc- 
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cisc,  con  infracción  del  artículo  873  del  Código  de 
Procedimientos  citado,  y  mala  aplicación  dei  inciso  1?, 
fracción  5?,  del  artículo  414  del  Código  Penal; 

4? — No  se  nota  defecto  en  los  procedimientos;  y 

Considerando: 

Que  la  condenación  del  reo  no  se  apoya  sola- 
mente en  su  confesión,  que  no  es  espontánea  ni  since- 
ra, sino  también  en  otras  varias  pruebas  debidamen- 
te estimadas  de  acuerdo  con  la  sana  crítica;  y  en  tal 
caso  no  tiene  lugar  la  indivisibilidad  de  la  confesión 
que  el  recurrente  invoca,  ni  se  ha  incurrido  en  el  error 
de  hecho  y  de  derecho  é  infracción  de  las  leyes  de 
que  se  queja  el  mismo; 

Por  tanto,  y  de  conformidad  con  los  artículos  980 
y  983  del  Código  de  Procedimientos  Civiles  y  i9  de 
la*  ley  número  19  de  9  de  Junio  de  1899,  declárase  sin 
lugar  la  casación  demandada  y  vuelvan  los  autos  al 
tribunal  de  su  origen,  con  certificación  de  la  presente. 
A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Ji- 
ménez.— A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante 
mí, — Alfonso  Jiménez. 


Hiñe  v.  Registrador 

(  I  40'  p.  m. — Febrero  14  ) 

En  las  diligencias  promovidas  por  la  señora  Pa- 
mela Hiñe  Ramírez  de  Bonilla,  mayor,  de  oficios  do- 
mésticos y  de  este  vecindario,  para  la  rectificación  de 
unos  asientos  en  el  Registro  de  la  Propiedad; 

Resultando: 

I? — En  la  solicitud  presentada  por  la  señora  Hi- 
ñe al  Registrador  para  que  se  haga  la  rectificación, 
expresa  entre  otras  cosas:  que  ha  tenido  noticia  de 
que  en  la  inscripción  de  la  finca  número  veintiocho 
mil  ochenta  y  seis,  del  tomo  cuatrocientos  diez  y  seis, 
folio  doscientos  treinta  y  siete,  asiento  cinco,  hecha 
en  su  nombre,  y  en  la  del  tomo  cuatrocientos  diez  y 
seis,   folio  sesenta  y  dos,   finca  número  treinta  mil 
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ochocientos  treinta  y  cuatro,  asiento  ocho,  se  ha  pues- 
to la  nota  marginal  de  que  habla  el  artículo  102  del 
Reglamentó  del  Registro;  pero  es  el  caso  que  tanto 
la  escritura  por  la  cual  vendió  ella  la  parte  de  fínca 
cuya  inscripción  se  halla  errada,  como  todos  los  asien- 
tos antes  citados,  bastan  para  dar  á  conocer  el  error 
1  orretido;  que  éste  consiste  en  que  tanto  en  el  asien- 
to cinco  de  la  finca  número  veintiocho  mil  ochenta  y 
seis  citada,  como  en  los  primero,  tercero  y  octavo  de 
la  treinta  mil  ochocientos  treinta  y  cuatro  del  tomo 
cuatrocientos  noventa,  folio  sesenta  y  dos,  ambas  fin- 
cas del  Partido  de  San  José,  se  consignó  que  se  sepa- 
raban y  formaban  finca  aparte,  ocJtocientos  setenta  y 
nueve  metros^  veintitm  decímetros,  once  centímetros  y 
sesenta  y  ocho  milímetros  cuadrados,  es  decir,  el  todo 
de  la  finca  en  vez  de  seiscientos  diez  y  nueve  metros^ 
veintidós  decímetros  cuadrados,  que  fué  lo  que  en  ver- 
dad se  vendió,  dándose  el  contrasentido  de  que  ha- 
blándose en  esos  asientos  del  lote  que  se  separa  y  resto 
que  queda,  de  cosas  que  corresponden  á  uno  y  otro 
lote,  de  linderos  ew  que  el  resto  limita  con  el  lote  y 
éste  con  el  resto,  al  darse  la  medida  se  da  á  la  parte 
la  medida  del  todo;  y  que  en  ejercicio  del  derecho  que 
le  otorga  el  artículo  454  del  Código  Civil  en  relación 
con  los  artículos  100  y  lOi  del  Reglamento  del  Re- 
gistro Público,  solicita  se  rectifique  el  error  cometido; 
2? — Para  mejor  proveer  se  extendió  certificación 
de  los  asientos  cinco,  del  resto  de  la  finca  general,  y 
uno  de  la  finca  treinta  mil  ochocientos  treinta  y  cua- 
tro citada,  de  la  marginal  de  ambos  asientos,  de  quié- 
nes han  sido  hasta  hoy  sus  dueños,  y  del  asiento  pri- 
mero de  la  finca  general; 

3? — Por  resolución  dictada  á  las  nueve  de  la  maña- 
na del  doce  de  Diciembre  del  año  próximo  pasado,  el 
jefe  del  Registro  Público  declaró  no  haber  lugar  á  la 
rectificación  solicitada,  fundándose  en  las  razones  si 
guientes:  **I. — Que  el  error  que  se  hace  constar  en  el 
memorial  anterior  de  los  asientos  del  Registro  relati- 
vos á  la  finca  número  veintiocho  mil  ochenta  y  seis, 
del  tomo  cuatrocientos  diez  y  seis,  asiento  cinco,  y  en 
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la  inscripción  número  uno  de  la  finca  treinta  mil  ocho* 
ci  entos  treinta  y  cuatro  del  tomo  cuatrocientos  noven- 
ta» Partido  de  San  José,  y  que  continuó  en  los  asien- 
tos posteriores,  es  evidente,  pues  aunque  no  se  tiene 
á  la  vista  el  título  librado  y  que  motivó  la  inscripción 
errada  por  primera  vez,  sí  se  ha  presentado  el  otro 
primer  testimonio  que  se  extendió  para  la  cancelación 
en  el  mismo  acto  y  que  ambos  fueron  presentados  al 
Diario  en  el  mismo  momento;  además,  la  sola  lectura 
del  asiento  primero  de  la  finca  general,  revela  que  en 
la  venta  de  una.  parte  de  finca  que  se  describe,  no  pu- 
do entrar  la  venta  del  todo  del  terreno.  Qi^  notado 
ese  error,  el  mismo  Registro  ordenó  poner  á  los  asien- 
tos respectivos  las  marginales  á  que  se  contrae  el  ar- 
tículo 1 02  del  Reglamento  del  Registro  Público  y  se 
les  dio  la  publicidad  necesaria;  y  II. — Que  no  siendo 
el  caso  de  los  artículos  454,  Código  Civil,  ico  y  101 
del  Reglamento  del  Registro  Público,  sino  el  del  ar- 
tículo 102  y  siguientes  del  mismo  Reglamento,  en  que 
ya  hay  terceros  de  por  medio  y  habiéndose  puesto  las 
marginales  prevenidas  por  la  ley,  el  Registro  se  abs- 
tiene de  hacer  por  sí  la  rectificación  reclámala;" 

4? — Elevados  los  actuados  á  la  Sala  Primera  de 
Apelaciones,  ésta  por  resolución  pronunciada  á  las 
tres  y  cuarto  de  la  tarde  del  diez  y  seis  dt  Diciembre 
citado,  declaró  **&üu  denegada  la  inscripción  solicita- 
da,'^ con  apoyo  en  los  artículos  íoi  y  103  del  Regla- 
mento del  Registro  Público,  en  atención  á  **que  exis- 
tiendo hoy  otros  interesados  en  este  asunto,  además 
de  los  solicitantes,  no  puede  llevarse  á  cabo  la  recti- 
ficación mientras  de  común  acuerdo  no  la  pidan,  ó  se 
ordene  por  los  tribunales  en  el  respectivo  juicio;" 

S?-»— La  señora  Hiñe  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  por  cuanto,  á  su  juicio,  la  resolución  ante- 
rior aplica  indebidamente  los  artículos  10 1  y  103  del 
Reglamento  del  Registro  Público,  y  viola  los  artícu- 
los 454  del  Código  Civil,  100  y  loi  del  Reglamento 
citado,  é  incurre  en  error  de  derecho  en  la  aprecia- 
ción de  la  prueba; 
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69 — No  se  nota  defecto  en  les  procedimientos;  y 
Considerando: 

1 9 — El  articulo  454  del  Código  Civil  dispone 
que  si  una  inscripción  expresa  de  modo  distinto  de 
como  reza  el  título  alguna  de  las  circunstancias  exi- 
gidas por  la  ley,  puede  rectificarse  á  solicitud  del  in- 
teresado, sin  perjucio  de  tercero  sino  desde   su  fecha; 

29 — Esta  rectificación  se  opera  conforme  al  artí- 
culo 100  del  Reglamento  del  Registro  Público  por  el 
Registrador  bajo  su  responsabilidad,  si  el  título  respec- 
tivo esti  en  el  despacho; 

39 — En  el  caso  de  autos*  se  trata  del  asiento  de 
una  venta  de  parte  de  finca,  y  el  error  cometido  con- 
siste en  que  la  medida  que  la  inscripción  da  á  la  par- 
te vendida  es  la  de  la  totalidadad  de  la  finca,  y  para 
saber  la  extensión  de  la  reservada  y  de  la  vendida, 
ha  de  confrontarse  el  título  que  sirvió  para  la  inscrip- 
ción, el  cual  no  está  en  el  Registro,  pero  lo  ha  pre- 
sentado la  parte  que  pide  ia   rectificación; 

49 — No  es,  pues,  el  artículo  100  citado,  el  aplica- 
ble, sino  que  debe  hacerse  la  operación  con  el  acuerdo 
común  entre  el  Registrador  y  los  interesados,  que  es 
lo  que  manda  el  loi  ibídem,  y  la  resolución  recurri- 
da que  declara  que  no  puede  llevarse  á  cabo  la  recti- 
ficación mientras  de  común  acuerdo  no  lo  pidan 
todos  los  interesados,  ó  se  ordene  por  los  tribunales 
en  el  respectivo  juicio,  aplica  correctamente  las  dis- 
posiciones citadas,  que  interpreta  bien,  y  por  consi- 
guiente, no  comete  el  error  de  derecho  que  se  acusa; 

Por  tanto,  y  de  conformidad  con  los  artículos 
980  y  983  del  Código  de  Procedimientos  Civiles, 
declárase  sin  lugar  la  casación  demandada,  con  costas 
á  cargo  de  la  recurrente,  y  devuélvanse  los  actuados 
á  la  Sala  Primera,  con  certificación  de  la  presente. — 
A.  Al  varado. — J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jimé- 
nez.— A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, 
— Alfonso  Jiménez. 


i 
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Prieto  v.  Rojas 

( l^  p.  m. — Febrero  14) 

En  el  juicio  ordinario  establecido  ante  el  Juez 
primero  Civil  de  esta  provincia,  sobre  pago  indebido, 
por  el  señor  Licenciado  Blas  Prieto  Zumbado,  aboga* 
do  y  vecino  de  esta  ciudad»  en  concepto  de  cesiona- 
rio del  señor  Juan  María  Solera  Rodríguez,  agricul- 
tor y  vecino  de  Heredia,  contra  el  señor  Jaime  Rojas 
Bennett,  tenedor  de  libros  y  de  este  vecindario,  todos 
mayores  de  edad; 

Resultando: 

• 
1 9 — El  señor  Prieto  manifiesta  en  el  libelo  res- 
pectivo: que  consta  de  la  certificación  que  acompaña, 
que  es  cesionario  de  la  cuarta  parte  de  tos  derechos  y 
acciones  que  pudieran  corresponder  al  señor  Solera 
Rodríguez  como  tercer  coadyuvante  en  ejecución  se- 
guida por  el  señor  Rojas  Bennett  contra  la  sucesión 
del  señor  Juan  Avendaño  Solano  y  el  señor  Francis* 
co  Vargas  Ocampo,  en  cobro  de  colones;  que  estable- 
cida dicha  ejecución  en  cobro  de  siete  mil  colones  é 
intereses,  se  procedió  á  efectuar  la  venta  de  l«i  finca 
"La  Herediana'',  afectada  al  pago  de  treinta  y  cuatro 
mil  colones  é  intereses,  de  los  que  correspondían 
veinte  mil  quinientos  al  señor  Rojas  y  trece  mil  qui- 
nientos al  señor  Solera,  quien  se  presentó  en  la  ejecu- 
ción é  hizo  tercería  coadyuvante,  que  se  declaró  pro- 
cedente, según  consta  de  la  misma  certificación;  que 
la  finca  obtuvo  en  el  remate  el  valor  de  catorce  mil 
quinientos  colones,  suma  de  la  cual,  deducidas  las 
costas  y  gastos  de  la  ejecución  principal  y  de  la  ter- 
cería, debió  repartirse  en  proporción  á  los  créditos 
habidos  por  los  señores  Rojas  y  Solera,  por  ser  uno  y 
otro  acreedores  primeros  hipotecarios  sobre  la  dicha 
finca  en  la  proporción  antes  expresada;  mas  el  señor 
Rojas  no  procedió  así:  hizo  una  liquid'ación  antojadi- 
za,, la  presentó  al  Juez  segunido  Civilv  fué  objetada 
por  el  señor  Solera,  y  no  obstante  fué  aprobada  por 
el  Juagado,  y  la  Sala  Primera  Cf^nfirmó  la   resolución; 
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que  resultó  de  todo  eso»  que  el  señor  Solera  sólo  ob« 
tuvo  en  pago  de  su  crédito  hipotecario  de  trece  mil 
quinientos  colones,  la  suma  de  un  mil  ochocientos  se 
tenta  y  cinco  colones;  y  que  el  resto  se  lo  propinó  el 
señor  Rojas  Bennett  en  pago  de  su  crédito;  y  que  co- 
mo tal  procedimiento  es  injusto  é  ilegal  á  todas  luces, 
fundado  en  los  artículos  415,  803  y  804  del  Código 
Civil,  i9  y  7?  del  de  Procedimientos  Civiles,  demanda 
al  señor  Rojas  para  que  se  declare:  que  el  crédito  de 
siete  mil  colones  é  intereses  por  que  ejecutó  hipoteca- 
riamente el  señor  Rojas  la  finca  '*La  Herediana'',  no 
tenía  privilegio  sobre  el  crédito  del  señor  Solera,  y 
que,  por  consiguiente,  el  producto  de  catorce  mil  qui- 
nientos colones  que  obtuvo  la  fínca  en  remate,  dedu- 
cidos los  gastos  y  costas  judiciales  de  ambos  ejecutan- 
tes, debe  distribuirse  proporcionalmente  entre  el  cré- 
dito de  uno  y  otro,  en  la  proporción  que  al  actor  le 
cabe  como  cesionario  del  señor  Solera;  ó  de  no,  que 
por  haber  sido  indebidamente  liquidado  el  crédito 
que  el  señor  Rojas  cobró  en  dicha  ejecución,  debe  és- 
te devolverle  conforme  á  liquidación,  que  se  hará  por 
peritos,  el  saldo  que  le  corresponde  como  cesionario 
de  la  cuarta  parte  del  crédito  del  señor  Solera; 

2? — El  señor  Rojas  contestó  negativamente  la 
demanda,  y  opuso  las  excepciones  de  cosa  juzgada  y 
de  falta  de  personalidad  en  el  actor,  quién  las  com- 
batió; 

3? — Por  sentencia  dictada  á  las  ocho  de  la  ma- 
ñana del  nueve  de  Agosto  del  año  próximo  pasado,  con 
apoyoenlosartículos73S,738y  803  del  Código  Civil, 
1 9,  7?,  87  y  348  del  de  Procedimientos  Civiles,  el 
Juez  declaró  sin  lugar  las  excepciones  opuestas;  im- 
procedente la  demanda  en  la  parte  á.  que  se  refiere  el 
considerando  tercero  y  con  lugar  dicha  demanda  en 
el  punto  á  que  hace  referencia  el  considerando  quin- 
to, y  que,  en  consecuencia,  el  demandado  está  obliga- 
do á  devolver  al  actor  la  cuarta  parte  de  la  diferencia 
entre  la  suma  que  recibió  en  el  juicio  ejecutivo  que 
siguió  el  demandado  contra  la  sucesión  de  Juan  A- 
vendaño  y  la  que  los  peritos   indican   en  su   informe 
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qoe  le  correspondía»  juoto  con  las  costas  de  la  terce* 
<eria  hecha  en  dicho  juicio;  siendo  á  cargo  del  de- 
mandado las  costas  procesales  del  pleito»  por  las  ra- 
zones siguientes:  **h — Que  la  liquidación  aprobada 
«en  el  juicio  ejecutivo  hipotecario  que  el  demandado 
siguió  en  cobro  de  su  crédito  no  es  indiscutible,  ni 
tiene  fuerza  de  cosa  juzgada;  pues  al  tenor  de  lo  dis- 
puesto en  el  articulo  722  del  Código  Civil,  sólo  las 
sentencias  dictadas  en  jurisdicción  contenciosa  y  en 
vía  ordinaria  pasan  en  autoridad  de  cosa  juzgada,  por 
lo  que  debe  declararse  sin  lugar  la  primera  de  las  ex- 
cepciones opuestas.  II. — Que  la  excepción  de  falta 
de  personalidad  opuesta  al  actor,  debe  igualmente 
declararse  sin  lugar,  pues  la  cesión  que  el  señor  Sole- 
ra le  hizo  de  sus  derechos  como  tercero  coadyuvante 
-en  la  ejecución  que  el  señor  Rojas  siguió,  lo  faculta 
para  reclamar  en  juicio  ordinario  contra  cualquier  le- 
gión sufrida  por  sij  crédito  con  motivo  del  juicio  eje- 
cutivo seguido.  Artículos  i9  del  Código  de  Procedi- 
mientos Civiles  y  1,101  y  siguientes  del  Civil.  III. — 
'Que  la  demanda  en  cuanto  tiene  por  objeto  que  se 
declare  que  la  parte  del  crédito  cedida  por  los  seño- 
res Juan  María  Solera  y  Jaime  Gordon  Bennett  á  don 
Jaime  Rojas  no  tiene  privilegio  sobre  la  que  se  reser- 
varon, es  improcedente,  porque  de  la  escritura  res- 
pectiva consta  que  los  cedentes  privilegiaron  dicha 
parte  de  crédito  al  manifestar  que  conferian  al  cesio" 
nario  señor  Rojas  Bennett  los  derechos  de  primer  hipo- 
Jecario  sobre  la  parte  del  crédito  cedida,  á  cuya  frase 
jio  puede  dársele  otra  interpretación  que  la  de  privi- 
legio, sin  que  se  la  deje  sin  sentido;  pues  siendo  todo 
el  crédito  hipotecario  de  primer  grado,  no  es  lógico 
suponer  que  sólo  quisieron  trasmitirle  ese  derecho  con 
respecto  á  los  deudores.  Artículos  732,  1,022  y 
1,023,  Código  Civil.  IV. — Que  el  argumento  de  que 
los  cedentes  no  tuvieron  facultades  para  trasmitir  más 
derechos  que  los  de  que  eran  dueños,  empleado  por 
^1  actor  para  combatir  la  idea  de  privilegio  en  la  ex- 
presión  enunciada,  carece  de  valor,  pues  los  cedentes 
<xi  sus  relaciones  con  el  cesionario,  sí  podían,  como  lo 


hicieron,  renunciar  á  cuantos  privilegios  tuvieron  á 
bien,  aunque  con  respecto  á  sus  deudores  no  pudie- 
ran ceder  más  derechos  que  los  que  habían  adquiri- 
do. V. — Que  por  haberse  demostrado  con  la  prue- 
ba pericial  rendida  en  autos,  y,  que  el  infrascrito  Juez^ 
toma  en  consideración,  de  acuerdo  con  la  facultad 
que  le  confiere  el  artículo  314  del  Código  de  Proce- 
dimientos Ci*riles,  que  hubo  error  en  la  liquidadón 
practicada  en  el  juicio  ejecutivo  de  que  se  ha  hecho 
referencia,  la  demanda  en  cnanto  el  actor  pide  que  se 
ordene  al  demandado  la  devolución  de  la  diferencia 
entre  la  suma  que  percibió  en  el  juicio  antes  indica- 
do y  lá  que  en  realidad  le  correspondía,  según  el  dic- 
tamen pericial,  junto  con  las  costas  de  la  tercería  y 
en  la  proporción  de  la  cuarta  parte  de  que  es  dueño, 
le  corresponde,  es  procedente  y  así  debe  decretarse. 
También  es  procedente  la  demanda  en  esta  parte  por 
estar  de  acuerdo  el  demandado  con  ella  en  su  escrito 
de  traslado.  Artículos  719  y  720  del  Código  Ci- 
vil/' 

4? — En  virtud  de  alzada  interpuesta  por  el  de- 
mandante, la  Sala  Primera  de  Apelaciones,  por  reso- 
lución de  las  dos  de  la  tarde  del  primero  de  Octubre 
último,  confirmó  el  fallo  apelado,  con  costas  procesa- 
les de  la  instancia  á  cargo  del  señor  Prieto,  de  confor- 
midad con  los  artículos  1,073  y  ^t^74  ^^1  Código  de 
Procedimientos  Civiles; 

5? — Contra  la  sentencia  relacionada  antes,  ha  in- 
terpuesto recurso  de  casación  el  señor  Prieto,  quien 
alega:  infracción  de  los  artículos  675  y  783  (inciso 
4?)  del  Código  Civil;  violación  dol  artículo  i,u6  del 
mismo  Código;  y  error  de  hecho  en  la  interpretación 
de  la  cláusula  "Confieren  los  derechos  de  primer  hi- 
potecario sobre  el  crédito  cedido",  con  infracción  del. 
artículo  1,025  ibídem; 

69 — No  se  nota  defecto  en  los  procedimientos;  y 

Considirando: 

Que  para  tener  por  infringidas  las  leyes  que  eA 
ese  concepto  cita  el  recurrente,  es  preciso   desente»- 
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En  I       '^"'''■"'-'•>'>«'o,6) 
■i^l  cantón  ,fe"¿  '^euid,  a„K  ^|   Alc.|rt„ 

d«Pol,c,a  de  dicho  disiA        í  autoridad  del  Amnte 

Resultando: 

^70  y  780.  Part^\í  ^  ^4  °^1  Cód^o  Penal  7-7-7 
de  la  Jey  d^  r/de  ¿«i;!^^' j^°^'^°  clneraf.  3  *  y?¿ 
aíasdocedeIdi?di.,  \'**'  1864.  dictd  Sentencia 
P'^áximo  anter^r  ai?  ,^°'^^°  '^^  Noviembre  defaño 
Ponsabiíidad  á^ntr  iT"m  ^^"^  *°^^  P^^  ^  '«"? 
S'n  lugar  á  indemn?,/  U&alfie     por  el  referido  delito 

«I  mismo  delito  al  Dr?.^^'"'^'"^"'*''    responsable  por 
^^ondend  á  pa^ar  f       f^"*"  Arguedas  Mejías.  á  quien 
apÜcacidndeW  7  """^  ^^  ciento  un  colones  con  iJ 
«^'ey,  y  en  caso  de  no  tener  bienes  con  qu  J 


^satisfacerla,  á  la  pena  de  arresto  en  la  cárcel  pública 
de  Heredia,  á  razón  de  un  colón  por  día,  y  á  que- 
dar suspenso  de  cargo  ú  oficio  público  mientras  dure 
«1  arresto;  á  pagar  los  daños  y  perjuicios  que  haya 
ocasionado  con  el  delito,  y  á  perder  el  cuchillo  que  se 
le  aprehendió,  sin  que  preceda  hacerle  abono  alguno, 
por  no  haber  estado  en  prisión  preventiva,  por  las  ra- 
zones siguientes:  "I. — Que  la  presente  causa  ha  po- 
dido abrirse  perfectamente  sin  contradecir  en  nada  el 
principio  constitucional  que  consigna  el  artículo  115 
de  nuestra  Cana  Fundamental,  pues  la  simple  acta 
certificada  por  el  Agente  de  Policía  de  esta  ciudad, 
no  merece  el  honor  de  llamarse  "proceso,"  como  se 
pretende.  II. — Que  no  está  bien  comprobado  que  To- 
mbías Víquez  acometiera  ó  resistiera  con  violencia  al 
Agente  de  Policía,  empleando  para  ello  fuerza  ó  inti- 
midación, pues  no  existe  más  declaración  atendible 
que  la  de  Emilio  Herrera,  suficiente  para  proceder  al 
enjuiciamiento,  pero  no  bastante  para  fundamentar 
una  sentencia  condenatoria.  III. — Que  en  cuanto  á 
Gregorio  Arguedas  sí  aparece  lo  suficientemente 
comprobado  que  acometió  con  violencia,  empleando 
fuerza  contra  el  expresado  Agente  de  Policía,  y  por 
-consiguiente  que  cometió  el  delito  porque  se  le  juzga, 
del  cual  es  responsable.  IV. — Que  el  hecho  debe  cas- 
tigarse con  la  pena  establecida  por  los  artículos  285 
del  Código  Penal,  en  su  parte  final,  y  1 9  de  la  ley  de 
II  de  JVfayo  de  1880,  pues  no  está  bien  claro  el  con- 
<:epto  de  que  el  ataque  se  verificase  con  puñaf  V. — 
Que  á  favor  de  Arguedas  hay  que  tomar  en  cuenta 
la  atenuante  14?  del  artículo  11  del  Código  citado,  lo 
que  obliga  á  aplicar  la  pena  en  su  grado  mínimo  (ar- 
tículo 74  ibídem),  toda  vez  que  no  existe  agravante 
alguna  que  considerar,  pues  aunque  el  hecho  se  veri- 
ficó de  noche,  en  la  especie  no  constituye  esta  circuns- 
tancia la  agravante  12?  del  artículo  12  del  mismo  Có- 
digo. VI. — Que  junto  con  la  pena  principal,  deben 
imponerse  al  reo  las  accesorias,  sin  que  sea  el  caso  de 
abonarle  tiempo  alguno  de  prisión,  por  no  haberla  su- 
frido;" 
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2? — ^Tanto  el  Agente  Fiscal  como  el  defensor 
apelaron,  y  el  Juez  del  Crimen  de  la  provincia  de 
Heredia,  por  sentencia  de  las  nueve  de  la  mañana  del 
catorce  de  Diciembre  ültim.o,  confirmó  el  fallo  apela- 
do, con  apoyo  en  los  artículos  6o  de  la  Ley  de  Juicios 
Verbales  de  ^8  de  Julio  de  1869,  1097,  Parte  tercera 
del  Código  General,  y  iV  del  decreto  de  10  de  No- 
viembre de  1892; 

3? — Contra  la  resolución  anterior  ha  interpuesto 
recurso  de  casación  el  defens<»r,  quien  al  efecto  alega: 
infracción  del  artículo  115  de  la  Constitución,  y  mala 
aplicación  del  artículo  285  del  Código  Penal; 

4? — En  los  procedimientos  no  se  nota  defecto;  y 

Considerando: 

No  se  ha  infringido  la  disposición  constitucional 
que  invoca  el  recurso,  porque  no  ha  sido  abierto  nin- 
gún proceso  fenecido.  La  represión  impuesta  por  la 
Policía,  lo  fué  en  virtud  del  artículo  520  del  Código 
Penal,  con  cuya  aplicación  el  quejoso  mismo  se  ma- 
nifiesta conforme;  y  precisamente  esa  ley  expresa  que 
la  pena  aplicada  por  la  autoridad  administrativa  es  sin 
perjuicio  de  la  que  corresponda  al  simple  delito  que 
hubiere;  simple  delito  que — en  el  caso  concreto — ha 
sido  bien  calificado  y  castigado  correctamente  por  la 
sentencia  de  instancia; 

Por  tanto,  de  acuerdo  con  los  artículos  980  y 
983,  Código  de  Procedimientos  Civiles,  y  i?  de  la  ley 
numero  19  de  9  de  Junio  de  1899,  declárase  sin  lugar 
la  casación  demandada,  /  vuelvan  los  autos  al  tribu- 
nal de  su  procedencia,  con  certificación  de  la  presen- 
te.— A.  Alvarado, — J.  FeH.  González. — Manuel  V. 
Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — An- 
te mí, — Alfonso  Jiménez. 


Jiménez  y  Briceño 

(  3  p.  m. — Febrero  16) 

En  la  causa   seguida  ante  el    Alcalde    único  del 
cantón  de  Nicuya,  contra  Juan  Rafael  Jiménez  Agüe- 
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ro,  rirtj^ano  y  vecino  de  la  villa  de  Filadelña,  y  Cd- 
pertino  Bríceño  Fonseca,  agricultor  y  vecino  de  la 
de  Nicoya,  ambos  m;?yores  de  edad,  por  el  cuasi- de 
lito  de  lesiones  menos  graves  causadas  á  Ramona 
de  Jesús  Castillo,  el  tres  de  Febrero  del  año  anterior, 
como  á  las  cuatro  déla  tarde,  en  la  calle  más  céntrica 
de  la  villa  de  Nicoya;"  es  defensor  de  Briceño  el  señor 
Jesús  Trinidad  Vt-ga  Noguera,  mayor,  profesor  de 
enseñanza  primaria  y  vecino  de  Nicoya; 

^esnltaiido: 

'iV — Con  fundamento  en  los  artículos  885,  Parte 
tercera  del  Código  General,  515  y  517  del  Código 
Penal,  55,  58  y  59  del  Reglamento  de  Juicios  Verba- 
les de  28  de  Julio  de  1869,  el  Alcalde,  por  sentencia 
dictada  á  las  doce  y  media  del  día  veintisiete  de  Octu 
bre  del  mismo  año,  absolvió  de  toda  pena  y  responsa- 
bilidad á  los  procesados,  sin  lugar  á  ser  indemnizados 
por  haber  habido  mérito   para  encausarlos; 

29 — No  habiéndose  interpuesto  apelación,  fué 
remitido  el  proceso  en  consulta  al  Juez  del  Crimen  de 
Santa  Cruz,  quien,  á  las  nueve  de  la  mañana  del  tres 
de  Diciembre  último,  revocó  la  sentencia  de  primera 
instancia,  condenó  á  Jiménez  como  autor  responsable 
del  cuasi-delito  aludido  á  pagar  ochenta  colones  de 
multa  que  ingresarán  al  fondo  escolar  del  distrito  cen- 
tral de  Nicoya;  convertible  dicha  multa  en  arresto 
en  la  proporción  de  un  día  por  cada  colón,  con  abo- 
no del  tiempo  de  prisión,  á  quedar  durante  ese  tiem- 
po suspenso  de  cargo  ú  oficio  público,  y  á  pagar  los 
daños  y  perjuicios  que  con  el  hecho  haya  ocasionado; 
y  anuló  los  procedimientos  desde  el  auto  de  prisión 
respecto  á  la  complicidad  de  Briceño;  con  apoyo  en 
los  artículos  25,  38  y  56  del  Código  Penal,  59  y  60- 
de  la  Ley  de  Juicios  Verbales  de  1869,  94  (fracción 
V)  de  la  Ley  de  Educación  Común,  y  el  decreto  de 
26  de  Marzo  de  1886,  por  las  razones  siguientes:  **a) 
La  inacción  de  las  facultades  intelectuales  cuyos  cál- 
culos han  podido  aplicarse  á  la  previsión  de  conse- 
cuencias dañosas,  constituye  la  esencia   de   la    culpa. 
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Sentado  ese  principio  es  racional  exigir  que  en  pobla- 
do y  sobre  'todo  en  ocasión  que  alguna  festividad  tie- 
ne aglomeradas  las  gentes,  quien  apresuradamente " 
correa  caballo  entre  ellas,  está  en  la  posibilidad  de 
prever  sus  atropellos,  y  si  los  causa,  es  culpable,  por- 
que la  omi*i¡ón  de  su  diligencia  merece  el  reproche 
social;  máxime  si  el  descuido  ha  causa- io  un  mal  de 
la  gravedad  del  que  ocurre.  Artículo  2?,  Código  Pe- 
r.al.  b)  Con  tal  conclusión  es  evidente  que  el  procesa- 
do Jiménez,  al  galopar  en  aquella  época,  en  una  de 
las. calles  céntricas  de  Nicoya,  pudo  prevenir  el  ultra- 
je que  causó  á  la  anciana  Castillo,  y  le  es  imputable 
así  su  imprudencia  temeraria,  que  constituye  el  cuasi- 
delito con  que  se  le  ha  hecho  cargo.  Artículo  515  y 
siguientes,  Código  Penal.  Dejar  impune  tal  descui- 
do, sería  dar  vigor  á  los  imprudentes,  alentando  la 
negligencia  y  disminuyendo  así  la  seguridad  de  los 
ciudadanos,— sin  que  puedan  tenerse  como  aceptables 
las  razones  de  la  absolución,  porque  la  costumbre 
inveterada  aquí  de  ginetear,  no  autoriza  las  corridas 
en  poblado  con  peligro  de  las  personas;  dígalo  si  no 
el  legislador  al  prohibirlo  terminantemente.  Artícu- 
lo 519  (inciso  69),  Códi^í  Penal,  81  y  82  del  Regla- 
mento de  Policía.  Por  lo  demás,  el  apoyo  de  la  de- 
claratoria de  irresponsabilidad,  parece  especioso  y  so- 
fístico, c)  No  es  posible  legalmente  concebir  la  exis- 
tencia jurídica  de  la  complicidad,  tratándose  de  un 
hecho  culpable  y  no  doloso;  y  así,  el  concurso  pura- 
mente material  del  procesado  Briceño,  al  emprender 
la  carrera  con  Jiménez,  jamás  puede  producir  parti- 
cipación en  el  cuasi-delito  de  éste,  á  menos  que  hu- 
biera teñid©  la  intención  manifiesta  de  cooperar  con 
él  en  el  atropello;  "en  los  actos  que  tienen  carácter 
de  culpa,  no  puede  haber  complicidad;  ella  implica- 
ría contradicción.  Es  una  regla  absoluta  la  dada 
por  Ulpiano"  (Curso  de  Derecho  Criminal  por  Carra- 
ra,  número  436)  En  tales  condiciones,  el  proceso  no 
arrojaba  mérito  para  enjuiciar  á  Briceño  en  la  forma 
que  se  hizo  y  debe  anularse  en  cuanto  á  la  complici- 
dad alude;  y  d)  La   responsabilidad    del    delincuente 
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Jiménez,  la  modifícan  las  circunstancias  8?,  9?  y  14* 
del  artículo  1 1,  Cóvligo  Penal,  sin  contrarresto  algu- 
no, por  lo  cual,  conforme  al  artículo  74  ibídem,  pue- 
de imponerse  la  pena  inferior  en  dos  grados.  En 
tal  situación,  y  siendo  la  especie  que  se  juzga  la  que 
prevee  el  artículo  517  del  propio  Código,  el  suscrito 
funcionario,  para  los  efectos  del  tanto,  elige  confina- 
miento y  de  su  grado  mínimo  en  la  escala  número 
IV  llega  á  la  pena  de  multa,  que  fija  en  ochenta  colo- 
nes, concertando  con  las  reglas  establecidas  para  el 
caso.  Artículos  67,  6S  (inciso  5?),  yy  y  cuadro  qye 
le  sigue  ibídem"; 

3? — De  tal  resolución  ha  interpucrsto  recurso  de 
casación  el  prc^cesado  Jiménez  y  alega  al  efecto:  apli- 
cación indebida  óc  los  artículos  2?,  515  y  517  del 
Código  Penal.  Error  de  hecho  en  la  apreciación  de 
la  prueba  de  testigos;  y  violación  de  los  artículos  10, 
(inciso  69),  69  y  75  ibídem: 

4? — No  se  nota  defecto  en  los  procedimientos;  y 

Considerando', 

I? — Conforme  á  los  artículos  2,515  y  517  del 
Código  Penal,  el  hecho  que  ha  sido  juzgado  en  esta 
causa  constituye  el  cuasidelito  de  homicido,  p  orque 
aparece  comprobado  que  al  correr  á  caballo  Juan 
Rafael  Jiménez  junto  con  Cupertino  Briceño  en  una. 
de  las  calles  principales  de  la  villa  de  Nicoya,  atrope- 
llo á  la  anciana  Ramona  de  Jesús  Castillo,  ocasionán- 
dole varias  lesiones  que  le  causaron  la  muerte;  por 
lo  tanto  es  responsable  Jiménez  del  indicado  cuasi- 
delito, por  su  imprudencia  temeraria,  y  no  ha  habido 
la  aplicación  indebida  que  se  alega  de  lo%  artículos 
citados,  ni  la  violación  que  se  pretende  del  artículo 
10,  (inciso  69)  del  mismo  Código,  por  no  ser  aplicable 
esta  disposición  al  presente  caso; 

2? —  El  error  de  hecho  en  la  apreciación  de  la 
prueba  testimonial  que  se  alega,  carece  de  fundamen- 
to en  los  autos,  porque  si  bien  es  cierto  que  algunos 
testigos  deponen  en  favor  del  procesado  Jiménez, 
afirmando  que  no  tuvo  culpa  en  el    hecho   que   se  le 
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imputa,  también  lo  es  que  otros  testigos,  en  mayor 
número,  s«istienen  que  él  fué  quien  invitó  y  provocd 
á  su  compañero  Briceño  para  que  corrieran  sus  caba- 
llerías en  el  centro  de  la  población  de  Nícoya;  y  en 
la  sentencia  recurrida  se  aprecian  bien  esos  testimo- 
oíos  conforme  á  las  reglas  de  una  ^ana  crítica*  de 
acuerdo  con  lo  dispuesto  por  el  artículo  i8  de  la  ley 
de  8  de  Julio  de  1902;  y 

3? — La  violación  de  los  artículos  69  y  75  det 
Código  Penal,  que  por  ultimo  se  alega  en  el  recurso 
de  casación  interpuesto,  tampoco  tiene  fundamentOi 
razonable  porque  precisamente  esas  leyes  son  las  que 
sirven  de  base  al  fallo  de  segunda  instancia  para  im- 
poner al  reo  la  pena  correspondiente,  con  rebaja  de 
dos  grados  al  mínimum  de  la  señalada  por  la  ley,  en 
vista  de  las  circunstancias  atenuantes  que  concurrie- 
ron en  el  hecho  que  ha  dado  origen  á  este  proceso; 

Por  tanto,  y  de  conformidad  con  los  artículos 
980  y  983  del  Código  de  Procedimientos  Civiles  y 
l9  de  la  ley  número  19  de  9  de  Junio  de  1899,  declá- 
rase sin  lugar  la  casación  pedida  y  devuélvanse  los 
autos  al  tribunal  de  su  origen,  con  certificación  de  la 
presente. — ^A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — Ma- 
nuel V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamu- 
no. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 

Ramírez  Solera 

(  2^  p.  m. — Febrero  17  ) 

Ea  la  causa  seguida  por  el  Alcalde  único  del 
cantón  de  Atenas  contra  Víctor  Ramírez  Solera  ma- 
yor, comerciante  y  vecino  del  distrito  de  Jesús,  por 
venta  de  aguardi^ite  en  días  de  fiesta,  después  de  las 
dos  de  la  tarde; 

Resultando-, 

I? — Varios  testigos  declaran  acerca  del  hecho 
imputado,  afirmándolo,  y  algunos  de  ellos,  lo  mismo 
que  el  procesado,  sostienen  que  ha  sido  la  venta  con 
previo  permiso  de  la  autoridad  política; 
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2? — El  Alcalde  referido,  por  auto  del  siete  de 
Octubre  del  año  próximo  anterior,  declaró  prescrita 
la  acción  penal,  fundándose  en  que  con  las  probanzas 
que  constan  de  autos  se  demuestra  que  las  faltas  im- 
putadas fueron  cometidas  hacía  como  diez  meses,  tiem- 
po más  que  suficiente  para  la  aplicación  de  la  ley  de 
4  de  Diciembre  de  1882.  Este  auto  fué  revocado  por 
el  superior,  por  resolución  del  diez  y  ocho  del  mismo 
mes,  apoyada  en  el  artículo  15  de  la  ley  de  18  de  Ju- 
lio de  1903  (fojas  22  á  24); 

3? — Por  sentencia  dictada  á  las  dos  de  la  tarde 
del  cuatro  de  Noviembre  del  mismo  año,  el  Alcalde 
absolvió  de  toda  pena  y  responsabilidad  al  procesado, 
sin  lugar  á  indemnización  por  haber  habido  motivo 
para  su  enjuiciamiento  (Artículos  882  y  885,  Parte 
tercera  del  Código  General,  18  de  la  ley  de  8  de  Ju- 
lio de  1902,  y  2?  de  la  de  3  de  Julio  de  1903); 

4? — El  Juez  de  lo  Contencioso-administrativo, 
á  quien  llegaron  los  autos  en  consulta,  á  las  cuatro  de 
la  tarde  del  veinticuatro  de  Noviembre  citado,  revo- 
có la  sentencia  de  primera  instancia,  y  condenó  al 
procesado  á  multa  de  veinticinco  colones  convertible 
en  confinamiento  en  la  villa  del  Paraíso  en  la  propor- 
ción de  dos  días  por  cada  colón,  con  abono  del  tiem- 
po de  prisión;  y  llamó  la  atención  del  Alcalde  respec- 
to del  defecto  á  que  alude  el  considerando  último. 
Las  razones  de  este  fallo  son:  "I — Que  con  la  decla- 
ración de  los  testigos  Alberto  Chaves  Castro,  Ramón 
Miranda  Arroyo,  Rafael  Oconitrillo  Pérez,  Pablo  Al- 
varado  Fonseca  y  Anselmo  Arias  Amores,  se  ha  de- 
mostrado ó  comprobado  plenamente  la  responsabilidad 
del  procesado  Víctor  Ramírez  Solera,  por  venta  de 
aguardiente  á  horas  incompetentes,  puesto  que  decla- 
ran constarles  haber  presenciado  que  el  citado  Ramí- 
rez Solera  vendió  aguardiente  después  de  las  dos  de 
la  tarde  los  domingos  y  días  feriados.  (Artículos  218, 
Parte  tercera  del  Código  General,  477  (inciso  i9)  del 
Código  Fiscal,  29  de  la  ley  de  12  de  Agosto  de  1902, 
reformado  por  el  9?  de  la  ley  de  27  de  Agosto  citado. 
II. — Que  aunque  el  procesado  ha  justificado  con  tes- 
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tigos  que  aseguran  que  las  ventas  se  han  efectuado  con 
la  anuencia  y  permiso  de  laautoridad  de  Policía.  llama- 
da más  bien  á  impedirla*?,  esto  no  le  exime  de  la  res- 
ponsabilidad consiguiente,  puesto  que  no  existe  ley 
alguna  que  autorice  á  tales  autoridades  á  consentir  y 
permitir  dichas  ventas.  III. — Que  la  pena  aplicable 
en  el  presente  caso  es  multa  de  veinticinco  á  cien 
colones  á  la  primera  vez;  de  sesenta  y  dos  colones  y 
cincuenta  céntimos  á  cien  á  la  primera  reincidencia;  y 
de  cien  colones  á  la  segunda  6  demás  reincidencias. 
Artículos  476  y  477  del  Código  Fiscal.  IV. — Que 
por  ser  ésta  la  primera  vez,  se  le  aplica  la  pena  en  el 
mínimo  y  se  fija  en  veinticinco  colones;  si  no  pagare 
ésta  en  dinero  la  descontará  en  confinamiento  en  la 
villa  del  Paraíso,  á  razón  de  dos  días  de  esta  pena  por 
cada  colón  de  multa.  Decreto  número  20  de  22  de 
Junio  de  1898;  y  V. — Que  el  Alcalde  al  haber  nom- 
brado Fiscal  Específico  ha  contravenido  á  lo  acorda- 
do por  la  Corte  Suprema  de  Justicia  en  sesión  de  diez 
y  seis  de  Noviembre  del  año  próximo  pasado,  acerca 
de  lo  cual  esta  autoridad  llamó  la  atención  de  todos 
los  Alcaldes  de  la  República,  en  circular  publicada 
^n  eX  Boletín  Judicial  con  fecha  cinco  de  Julio  del 
año  en  curso;" 

5? — El  señor  Ramírez  ha  interpuesto  recurso  de 
casación,  alegando  error  en  la  apreciación  de  la  prue- 
ba de  testigos  y  de  la  de  los  documentos  que  facilitan 
el  cómputo  de  fechas  para  decretar  la  prescripción 
de  la  acción  penal;  y  y  violación  é  interpretación  erró- 
nea de  los  artículos  i9,  15  (inciso  3?)  y  113  del  Códi- 
go Penal,  18  de  la  ley  de  8  de  Julio  de  1902,  2?  de  la 
de  3  de  Julio  de  1903,  y  15  del  decreto  de  18  de  Ju- 
lio citado; 

69 — No  se  nota  defecto  en  los  procedimientos;  y 

Considerando: 

i9 — Que  ni  la  delatora  ni  los  testigos  de  la  su- 
maria (folios  3  á  4  vuelto),  determinan  el  día  en  que 
éi  procesado  cometió  la  falta  que  se  le  imputa; 

29 — Que  el  reo  confiesa  haber  vendido  en  su  ta 
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quilla  licor  en  día  festivo,  pero  con  permiso  de  la  au- 
toridad, por  necesidad  grave,  y  en  el  mes  de  Noviem* 
bre  de  mil  novecientos  tres,  es  decir,  más  de  ocho  me- 
ses antes  de  principiarse  este  proceso  contra  é!,  lo- 
cual  aparece  justificado  con  las  declaraciones  de  An- 
t'^nio  Montoya  (folio  i8),  Benedicto  Mayorga  (folio 
'  '"■  te)i  por  el  indicio  que  arrojan  las  demás  declara- 
ciones del  plenario  y  certificaciones  del  folio  veinti- 
séis. Es  aplicable  á  la  especie  la  prescripción  de 
seis  meses  (artículo  15  de  la  ley  de  18  de  Julio  de 
1903); 

Por  tanto,  y  de  conformidad  con  los  artículos  i? 
y  2?  (caso  3?)  de  la  ley  numero  19  de  9  de  Junio  de 
1899,  y  977  del  Código  de  Procedimientos  Civiles» 
declárase  con  lugar  la  casación  pedida,  y  nula,  por 
consiguiente,  la  sentencia  de  segunda  instancia. — A. 
Alvarado. — ^J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. 
— A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — 
Alfonso  Jiménez. 

Meoño  Hidalgo 

(  2  55'  p.  m. — Febrero  17) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  de  lo  Conten- 
cioso-administrativo,  contra  Rafael  Meoño  Hidalgo,, 
mayor,  profesor  de  primera  enseñanza  y  vecino  de  la 
ciudad  de  Cartago,  por  venta  clandestina  de  aguar- 
diente; en  la  cual  es  parte  también  como  defensor  el 
señor  Licenciado  José  Luis  Sáenz  Pacheco,  mayor, 
abogado  y  de  este  vecindario; 

Resultando: 

I? — En  el  establecimiento  de  pulpería  que  el  se- 
ñor Meoño  tiene  en  la  calle  de  Los  Angeles  de  la 
ciudad  de  Cartago,  vio  el  policial  Tobías  Meneses 
Seas,  al  pasar,  que  aquél  llenaba  dos  copas  con  aguar- 
diente y  las  daba  á  dos  personas  que  no  conoció, 
las  cuales  se  tomaron  el  licor.  Con  ese  dato,  el  Sar- 
gento de  Policía  señor  Antonio  Solano  Brenes,  acom- 
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panado  del  policial  Juan  Luna,  registró  dicho  esta- 
blecimiento, como  á  la  una  y  cincuenta  minutos  de 
la  tarde  del  treinta  de  Agosto  del  año  próximo  pasa* 
do,  y  aprehendió  sobre  el  mostrador  una  media  bo- 
tella que  contenia  aguardiente  de  la  Fábrica  Nacio- 
nal. Dicen  los  aprehensores  que  Meoño  les  mani- 
festó que  ese  licor  lo  tenía  allí  para  su  uso  perso- 
nal; 

2? — El  procesado,  en  su  indagatoria,  á  la  cual 
se  remite  en  la  confesión  con  cargos,  dice:  que  la  me- 
dia botella  con  aguardiente  que  le  fué  aprehendida 
en  el  mostrador  de  su  establecimiento  de  pulpería, 
era  un  resto  de  un  poco  que  había  comprado  para 
componer  la  llamada  cura  de  tabaco  para  una  fábrica 
de  puros  que  allí  mismo  tenía; 

3?—  A  solicitud  del  defensor  se  recibió  declara- 
ción á  varios  testigos:  dos  de  éstos  dicen  que  el  pro- 
cesado es  de  conducta  anterior  irreprochable  y  que 
es  la  primera  vez  que  se  le  encausa;  otros  dos,  que  el 
mismo  nunca  ha  vendido  aguardiente  en  su  pulpería; 
y  uno,  que  el  señor  Meoño,  para  elaborar  puros,  em- 
plea siempre  aguardiente  para  preparar  la  cura  del 
tabaco,  y  que  mandó  al  declarante  como  riependiente 
á  comprar  de  ese  licor  para  el  uso  indicado,  por  el 
mes  de  Noviembre  de  mil  novecientos  tro-.  Tam- 
bién se  pidió  la  declaración  del  testigo  Benigno  Or- 
tiz  para  justificar 'que  el  aguardiente  aprehendido  fué 
comprado  por  el  testigo  por  recomendación  de  Meo 
ño,  con  el  objeto  de  utilizarlo  en  curar  tabaco,  y  que 
en  repetidas  ocasiones  compró  el  mismo  Ortiz  aguar- 
diente con  el  fin  dicho;  pero  tal  declaración  no  se  re- 
cibió por  cuanto  el  testigo  se  encontraba  en  Bocas 
del  Toro.  Hechas  gestiones  para  la  recepción  de 
esa  prueba  por  medio  de  exhorto  librado  á  la  auto- 
ridad respectiva,  se  denegaron  porque  dicha  prueba 
es  ultramarina,  y  por  no  haberse  justificado  que  el  tes- 
tigo estaba  presente  en  el  lugar  de  la  aprehensión, 
ni  haberse  presentado  el  billete  de  depósito  que  exi- 
ge el  artículo  248,  Código  de  Procedimientos  Civi- 
les; 
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4? — A  las  tres  y  cuarto  de  la  tarde  del  siete  de 
Octubre  del  año  próximo  anterior,  y  fundado  en  los 
artículos  163.  164,  218,  JJJ,  780  y  882,  Parte  terce- 
ra del  Código  General;  35  y  36  de  la  ley  de  17  de 
Octubre  de  1864;  322,  717,  721,  723  y  725  del  Có- 
digo Fiscal;  y  13  de  la  ley  de  18  de  Julio  de  1903  y 
en  el  decreto  número  20  de  22  de  Junio  «ie  1898, 
el  Juez  dictó  sentencia  en  que  declara  responsable 
á  Meoño  del  delito  referido,  y,  en  consecuencia,  lo 
condena  á  pagar  cincuenta  colones  de  multa  á  favor 
del  Tesoro  Nacional,  y  si  no  tuviere  bienes  con  qué 
satisfacerla,  á  confinamiento  en  Pigres,  jurisdicción 
de  Santo  Domingo  de  San  Mateo,  á  razón  de  dos 
días  por  cada  colón,  con  abone  del  tiempo  de  prisión; 
á  quedar  suspenso  de  cargo  ü  oficio  público,  mien- 
tras dure  el  confinamiento;  á  la  pérdida  de  lo  apre- 
hendido; y  á  satisfacer  los  daños  y  perjuicios  causa- 
dos con  ei  delito; 

5? — Del  fallo  que  antecede  apeló  el  defensor,  y 
la  Sala  Segunda  de  Apelaciones,  á  las  dos  y  media 
de  la  tarde  del  dos  de  Diciembre  último,  confirmó 
tal  resolución; 

69 — El  defensor  ha  interpuesto  recurso  de  casa- 
ción y  alega  al  efecto:  Error  de  derecho  en  la  apre- 
ciación de  la  prueba  y  consiguiente  violación  de  los 
artículos  36  de  la  Ley  Adicional  de  1864,  y  837, 
Parte  tercera  del  Código  General;  violación  del  ar- 
tículo 884  ibídem;  interpretación  errónea  y  aplicación 
indebida  del  artículo  717  del  Código  Fiscal;  denega- 
ción de  prueba  en  cuanto  á  la  declaración  del  testigo 
Benigno  Orozco,  que  no  se  recibió,  y  violación  del 
artículo  853,  Parte  tercera  del  Código  General,  en  re- 
lación con  el  177  ibídem; 

7? — En  los  procedimientos  no  se  nota  defec- 
to; y 

Considerando: 

Que  la  enumeración  de  los  supuestos  agravios 
de  la  sentencia  contra  la  cual  se  ha  recurrido,  se  basa 
en  el  olvido  ó  el  desconocimiento  del  artículo    13    de 
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la  ley  de  i8  de  Julio  de  1903,  que  con  palabras  ter- 
minantes condena  al  dueño  de  un  establecimiento  no 
autorizado  para  el  expendio  de  licores,  cuando  en  él 
se  encontraren  esos  efectos,  á  la  pena  el  mínimum 
de  la  cual  se  ha  impuesto  al  procesado,  y  que  la  ex- 
plicación de  que  el  aguardiente  se  destinaba  á  curar 
tabaco,  ño  influye  en  el  asunto;  por  lo  que  la  prueba 
acerca  del  caso  huelga;  y  las  infracciones  de  leyes  en 
que  el  recurso  se  ocupa  están  fuera  de  la  cuestión 
que  se  debate; 

Por  tanto,  de  acuerdo  con  los  artículos  980  y 
983,  Código  de  Procedimientos  Civiles,  y  i9  de  la 
ley  número  19  de  9  de  Junio  de  1S99,  declárase  sin 
lugar  la  casación  demandada,  y  vuelvan  los  autos  al 
tribunal  de  su  procedencia,  con  certificación  de  la 
presente. — A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — Ma- 
nuel V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamu- 
no. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 

Martínez  v,  Hernández  y  Garro 

(  I  p.  m. — Febrero  24) 

En  el  juicio  ordinario  sobre  nulidad  de  una  cuen- 
ta partición  etcétera,  establecido  ante  el  Juez  Civil  de 
la  provincia  de  Cartago,  por  el  señor  Félix  Martínez 
Navarro,  mayor,  agricultor  y  vecino  del  barrio  de 
Concepción  de  Cartago,  contra  las  sucesiones  de 
Francisca  Hernández  y  Clara  Garro  Alvarez,  y  los 
herederos  de  ésta  señores  Gregorio  Solano  Nüñez, 
agricultor,  y  Rosenda  Hernández  Molina,  de  oficios 
domésticos,  mayores  y  vecinos  de  la  ciudad  de  Carta- 
go, en  que  también  son  partes  los  señores  Zacarías 
Navarro  Fernández  y  Mauro  Alvarez  Delgado,  ma- 
yores, agricultores  y  del  mismo  vecindario,  como  al- 
baceas  de  las  su»,  esiones  expresadas,  y  el  señor  Licen- 
ciado Alfredo  Volio  Jiménez,  mayor,  abogado  y  del 
vecindario  citado,  como  apoderado  de  los  mismos; 

Resultando: 
i? — El   señor  Martínez,  en  memoriales  de  fechas 
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once  de  Julio  y  veinticinco  de  Agosto  de  mil  nove- 
cientos cuatro,  expone:  que  en  testamento  que  ante 
el  Notario  Arturo  Sáenz  Pacheco,  otorgaron  á  las 
siete  de  la  noche  del  catorce  de  Diciembre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  ocho,  las  señoras  Tomasa  Ga- 
rro Alvarez  y  Francisca  Hernández,  le  instituyeron 
legatario,  en  la  cláusula  sétima,  de  un  cafetalito  de 
que  eran  dueñas  por  iguales  partes,  que  es  la  finca 
número  seis  mil  seiscientos  once,  inscrita  en  el  Regís- 
tro  de  la  Propiedad,  Partido  de  Cartago,  al  tomo 
ciento  veintidós,  folio  doscientos  cuarenta  y  ocho, 
asiento  cuatro;  que  la  señora  Garro  Alvarez  murió 
bajo  aquella  disposición  testamentaria,  y  sus  herede- 
ras, que  lo  eran  la  nombrada  Hernández  y  Clara  Ga- 
rro Alvarez,  siguieron  la  mortuoria  respectiva  pres- 
cindiendo del  legado,  y  en  la  cuenta  partición  apro- 
bada por  resolución  del  Juzgado  Civil  de  Cartago,  de 
las  diez  de  la  mañana  del  veinticinco  de  Abril  de  mil 
novecientos,  se  adjudicaron  por  iguales  partes  la  fin- 
ca dicha,  la  cual  se  inscribió  en  nombre  de  ellas,  co- 
mo se  ve  de  la  certificación  del  asiento  cuatro  que 
presentan;  que  también  murieron  las  nominadas  Fran- 
cisca Hernández  y  Clara  Garro,  pero  la  primera  bajo 
una  nueva  disposición  testamentaria;  y  que  siendo 
mayor  de  edad  y  estando  por  tanto  en  habilidad  de 
recibir  el  legado  que  le  corresponde  según  la  condi- 
ción bajo  la  cual  se  le  instituyó  legatario,  pues  siem- 
pre observó  buen  comportamiento  con  la  testadora, 
de  acuerdo  con  los  artículos  316  y  484  del  Código 
Civil,  demanda  á  las  sucesiones  de  las  señoras  Her- 
nández y  Garro  y  á  los  herederos  de  ésta  señores 
Gregorio  Solano  Núñez  y  Rosenda  Hernández  Mo- 
lina, para  que  se  declare:  que  es  nula  la  cuenta  par- 
tición de  la  mortual  de  Tomasa  Garro  Alvarez,  por 
cuanto  se  adjudicaron  como  herederas  la  mitad  de  la 
finpa  dicha  en  contravención  al  testamento  que  insti- 
tuyó legatario  al  actor  de  esa  mitad;  que  deben  can- 
celarse las  inscripciones  números  cuatro  y  cinco  y 
hacerse  adjudicación  del  derecho  al  demandante;  ó 
bien  que  no   correspondiendo  á  las  sucesiones  la  pro- 
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^edad  del  derecho  que  tenía  en  la  finca  Tomasa  Ga- 
rro, deben  otorgarle  escritura  de  él  por  ser  su  dueño, 
<iesde  luego  que  se  lo  legó  su  propietaria; 

2? — ^Todos  los  demandados  contestaron  negati- 
vamente la  demanda  y  contrademandaron  al  actor, — 
sólo  para  el  caso  que  se  declarara  con  lugar  la  de- 
manda, por  creerse  que  es  válido  el  legado, — para 
<iue  se  declare  nula  y  de  ningún  valor  la  cláusula  sé- 
tima del  testamento  que  otorgaron  en  un  mismo  acto 
las  señoras  Tomasa  Garro  Alvarez,  Clara  Garro  Al- 
varez  y  Francisca  Hernández,  á  las  siete  de  la  noche 
del  catorce  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa 
y  ocho,  ante  el  Notario  don  Arturo  Sáenz  Pacheco, 
en  cuanto  establece  un  legado  á  favor  del  señor  Mar- 
tínez, por  las  razones  siguientes:  primera,  por  estar 
ese  testamento  autorizado  en  cuanto  al  legado  por  el 
testigo  instrumental  Julián  Martínez,  tío  carnal  del 
instituido  legatario,  y  segunda,  porque  ese  legado  en 
la  forma  establecida  y  con  los  fundamentos  reclama- 
dos, implica  sustitución,  por  haber  sobre  ese  mismo 
bien  institución  de  heredero,  siendo  prohibida  esa 
sustitución  por  la  ley; 

3? — La  reconvención  fué  negada  por  el  deman> 
dan  te  en  su  oportunidad; 

4? — Las  cláusulas  tercera  y  sétima  del  testamen- 
to referido,  dicen:  'Tercero. — Es  la  voluntad  de  las 
tres  testadoras  que  cuando  fallezca  una  de  ellas,  sean 
sus  herederas  universales  en  la  totalidad  de  sus  bie- 
nes en  común  y  por  iguales  partes  las  otras  dos  so- 
brevivientes y  si  fallecieren  dos  de  las  testadoras,  la 
sobreviviente  será  la  heredera  universal  en  la  totali- 
dad de  los  bienes  de  cada  una  de  las  dos  que  fallezcan" 

"Sétimo. — Las   testadoras  Francisca  Hernández 

y  Tomasa  Garro  citadas,  dicen  que  ellas  son  dueñas 
por  mitades  de  un  cafetalito  inscrito  en  el  Registro  de 
la  Propiedad,  en  el  tomo  ciento  veintidós,  folio  dos- 
cientos cuarenta  y  ocho,  bajo  el  número  seis  mil  seis- 
cientos once,  asiento  tercero,  y  quieren  que  si  falle- 
ciesen las  tres  testadoras,  pase  esa  finca  como  legado 
al  joven  Félix  Martínez  Navarro,  de  diez  y  sjis  años  de 
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edad,  soltero,  agricultor  y  de  este  domicilio  (Cartago)- 
á  quien  han  criado,  con  la  condicción  que  observe  co- 
mo hasta  hoy,  un  buen  comportamiento  con  ellas  y 
de  que  no  entre  á  administrar  la  finca  hasta  cumplida 
su  mayor  edad"; 

5? — Por  sentencia  dictada  á  las  nueve  de  la  ma- 
ñana del  cuatro  de  Octubre  del  año  próximo  anterior^ 
el  Juez  declaró  sin  lugar  la  demanda  establecida  ei> 
todos  sus  extremos,  y  condenó  en  las  costas  procesa- 
les al  actor,  todo  con  fundamento  en  los  artículos  484, 
522,  604,  621.  622,  625  y  626  (inciso  2?)  del  Código 
Civil  y  1,072  del  de  Procedimientos  Civiles;  y 

69 — De  ese  fallo  apeló  el  actor,  y  la  Sala  Prime- 
ra de  Apelaciones,  p^  r  resolución  pronunciada  á  las 
tres  ymedia  de  la  tarde  del  veintitrés  de  Noviembre 
del  mismo  año,  confirmó  dicho  fallo  por  considerar 
*'que  la  acción  establecida  es  improcedente,  porque  la 
cláusul?.  en  que  se  instituyó  el  legado  en  favor  del 
reclamante  eijvuelve  una  verdadera  sustitución  fidei- 
comisaria prohibida  por  nuestras  leyes";  y  condenó 
al  apelante  en  las  costas  personales  y  procesales  del 
juicio  en  ambas  instaricias  (artículos  582  del  Código 
Civil,  y  1074  (inciso  3V),  Código  de  Procedimientos 
Civiles); 

7? — Contralla  sentencia  relacionada  ha  inter- 
puesto recurso  de  casación  el  señor  Martínez,  invo- 
cando error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación 
de  la  prueba  documental,  y  violación  del  artículo 
582,  Código  Civil,  al  aplicarlo  á  un  caso  que  no  prevé; 

89 — En  los  procedimientos  no  se  nota  defecto;  y 

Considerando: 

Único. — El  fallo  de  instancia  no  ha  incurrido  en 
apreciación  errónea  de  los  documentos  ni  en  vio- 
lación de  los  artículos  582  y  577  del  Código  Civil, 
sino  que  ha  dado  á  las  cláusulas  testamentarias  la 
única  inteligencia  racional  que  Jas  armoniza  y  á  las 
leyes  indicadas  su  recto  sentido.  Para  que  la  tesis 
propuesta  por  la  demanda  prosperara  era  preciso  des- 
entenderse de  la   voluntad  expresa  y  clara  de  las  tes- 


tadoras  de  que  las  sobrevivientes  las  sucedieran  en  el 
dominio  de  la  totalidad  de  sus  bienes;  sin  que  aparez- 
ca, ni  en  la  letra  ni  en  el  espíritu  de  las  disposiciones 
discutidas,  la  idea  de  haberse  constituido  un  usufructo 
vitalicio  en  el  inmueble  objeto  del  legado.  Y  desde 
que  éste  haya  tenido  que  formar  parte  de  la  herencia, 
modo  único  de  que  ella  comprenda,  como  el  testa- 
mento lo  manda,  la  totalidad  de  los  bienes,  no  podía 
considerarse  vivo  el  legado  sin  imponer  á  las  herede- 
ras la  obligación  de  conservar  durante  toda  su  exis- 
tencia la  cosa  venida  á  su  propiedad  para  restituirla 
al  legatario,  lo  cual  constituye  un  fideicomiso  prohi- 
bido por  nuestro  derecho.  No  se  violó  el  artículo 
582  porque  la  institución  del  legado  no  se  hizo  para 
el  caso  de  que  las  herederas  no  pudieran  ó  no  quisie- 
ran recibir  la  cosa  que  se  cuestiona,  ni  ha  ocurrido  en 
esta  ocasión  el  hecho  de  que  las  beneficiadas  no  ha- 
yan podido  ó  no  hayan  .  querido  recibirla;  ni  se  violó 
el  artículo  577  porque,  lejos  de  haber  quedado  de- 
pendiente de  un  ajeno  arbitrio  el  cumplimiento  de  la 
disposición  de  la  señora  Tomasa  Garro,  fué  acatada 
exactamente  la  suya  al  reconocer  á  las  testadoras 
sobrevivientes  como  dueñas  de  la  totalidad  de  sus 
bienes,  las  cuales  pudieron  en  ese  carácter  disponer 
de  todos  ellos  como  de  cosas  de  su  dominio  exclusivo; 
Por  tanto,  y  de  acuerdo  con  los  artículos  980  y 
983,  Código  de  Procedimientos  Civiles,  declárase  sin 
lugar  la  casación  demandada,  con  costas  á  cargo  del 
recurrente,  y  vuelvan  los  autos  á  la  Sala  Primera  con 
certificación  de  la  presente. — A.  Alvarado. — J.  Fed. 
González. — Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana, — 
Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


OREAMUNO  V.  QUESADA 

(  I  5'  p.  m. — Febrero  24 ) 

En  el  juicio  ordinario  sobre  propiedad  de  un  bi- 
llar y  otros  puntos  establecido  ante  el  Juez  Civil  de 
la  provincia  de  Alajuela,  por  el  señor  Augusto  Orea- 
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muño  Calderón,  comerciante^  contra  el  señor  Raf  icl 
Quesada  López,  agricultor»  ambos  mayores  >  vecinos 
de  la  ciudad  de  Alajuela;  en  el  cual  son  partes  ade- 
más, los  señores  Licenciado  Mariano  Alvarez  Melf^ar, 
abogado  y  de  este  vecindario,  y  Leoncio  Martínez 
Monje,  agrimensor  y  vecino  de  aquella  ciudad,  como 
apoderados  del  actor  y  demandado,  respectivamente; 

Resultando: 

I? — En  el  libelo  respectivo,  dice  el  señor  Orea, 
muño:  que  el  veinte  de  Setiembre  de  mil  novecientos 
dos,  le  fué  embargado  por  el  señor  Quesada  un  billar 
de  su  propiedad,  que  hubo  por  compra  á  los  señores 
••Pagés  Hermanos  Sucesores,"  del  comercio  de  San 
José;  que  esta  compra  quedó  perfecta  en  virtud  de  la 
entrega  formal  que  se  le  hizo  y  de  haber  tomado  po- 
sesión de  lo  comprado;  que  el  señor  Quesada  así  lo 
supo  y  no  obstante  practicó  dicho  embargo;  que  es- 
tableció la  oportuna  tercería  excluyen  te  de  dominio 
para  obtener  el  desembargo  del  billar  referido,  y  di- 
cha tercería  no  prosperó,  ordenándosele  ventilar  su 
derecho  con  el  señor  Quesada  en  el  correspondiente 
juicio  ordinario;  y  que  con  fundamento  en  los  artícu- 
los 366  y  siguientes  del  Código  de  Procedimientos  Ci- 
viles, pide  se  declare:  L — Que  el  billar  embargado 
por  el  señor  Quesada,  le  pertenece  sin  ninguna  clase 
de  restricciones.  IL — Que  debe  por  consiguiente  le- 
vantarse dicho  embargo;  y  III. — Que  el  señor  «Que- 
sada debe  pagarle  todos  los  daños  y  perjuicios  ocasio- 
nados y  que  se  ocasionen  así  como  las  costas  perso- 
nales y  procesales  del  juicio; 

2V — El  señor  Quesada  contestó  negativamente  la 
acción,  fundado  en  que  el  billar  que  se  pelea  respon- 
día al  pago  del  último  resto  del  valor  en  que  fué  ven- 
dido, lo  cual  consta  en  escritura  pública  que  presen- 
tará en  su  oportunidad; 

39 — Por  sentencia  dictada  á  las  nueve  de  la  ma- 
ñana del  veintinueve  de  Agosto  del  año  próximo  an- 
terior, y  con  apoyo  en  los  artículos  192  y  siguien- 
tes, 220  y  siguientes,  236,  243   y  siguientes,    338, 
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345  á  348  y  1072  del  de  Procedimientos  Civiles, 
el  juez  referido  declaró  improcedente  la  demanda  es- 
tablecida, y  condenó  al  actor  en  las  costas  procesales 
del  pleito,  por  los  motivos  siguientes:  "i9 — Que  los 
fundamentos  de  la  demanda  no  han  sido  legalmente 
comprobados.  No  puede  declararse  como  lo  pide  el 
actor  que  el  billar  le  pertenece,  por  cuanto  no  se  ha 
rendido  ninguna  prueba  hábil  al  respecto.  (Artículo 
719,  Código  Civil).  Sabido  es  que  con  testigos  no  se 
justiñca  eficazmente  la  compra  de  objetos  que  valgan 
arriba  de  doscientos  cincuenta  colones,  y  el  referido 
billar  vale  trescientos  (artículo  752  ibídem).  Por  otra 
parte,  el  demandado  demostró  en  forma  que  le  asis- 
ten derechos,  para  perseguir  el  mencionado  mueble  y 
hacerse  pago  con  su  valor  de  un  crédito  que  le  garan- 
tizaba (véanse  folios  41  á  44).  2? — Tampoco  hay 
constancia  en  autos  de  la  cesión  que  según  se  preten- 
de  dio  origen  á  los  derechos  de  "Pagés  Hermanos 
Sucesores,"  causantes  de  Oreamuno,  según  éste  afir- 
ma, y  en  tal  predicado  su  acción  es  improcedente  y 
debe  desecharse,  con  arreglo  á  los  artículos  i?  y  202 
(incisos  2?  y  3?)  del  Código  de  Procedimientos  Civi- 
les. 3? — El  testigo  Font  asegura  que  al  ceder  su  es- 
tablecimiento á  los  señores  Pa^és  Hermanos,  hízoles 
saber  concretamente  las  condiciones  de  la  comf>ra  del 
billar  y  les  advirtió  á  cuánto  ascendía  el  saldo  que 
quedaba  á  favor  de  su  trasmitente.  4? — Dada  esa 
premisa  y  toda  vez  que  el  demandante  conviene  en 
que  él  hubo  sus  derechos  de  la  casa  de  Pagés  Her- 
manos y  que  á  su  vez  ésta  los  deriva  de  Antonio 
Font,  y  ya  que  á  falta  de  mejor  prueba  deben  los  tra- 
tantes pasar  por  lo  que  diga  su  autor,  es  de  necesidad 
concluir  que  ni  Oreamuno  ni  sus  antecesores  son  ter- 
ceros, por  lo  que  hace  á  la  adquisición  del  billar,  ni 
reza  con  ellos  el  artículo  481  del  Código  Civil,  sino 
que  ellos  sucedieron  á  Font  con  las  mismas  restriccio- 
nes que  aquél  se  impuso  y  les  impuso,  conservando 
su  misma  situación  jurídica.  No  habría  podido  apar- 
tarse de  esa  lógica  el  actor,  ni  pretender  útilmente 
que  sus  actuales  derechos  fueran  de   mejor  condición 


—  no- 
que los  trasmitidos,  sin  probar  antes  que  no  fueron 
ciertas  las  salvedades  apuntadas;" 

4? — En  virtud  de  alzada  interpuesta  por  el  de- 
mandante, pasó  el  asunto  á  la  Sala  Primera  de  Ape- 
laciones, quien  por  resolución  de  las  tres  y  cuarto  de 
la  tarde  del  diez  y  nueve  de  Octubre  del  mismo  año, 
confirmó  el  fallo  apelado,  y  de  conformidad  con  el  ar- 
tículo 1074  del  Código  de  Procedimientos  Civiles, 
condenó  al  actor  en  las  costas  personales  y  procesales 
de  segunda  instancia; 

5? — El  apoderado  del  demandante  ha  interpues- 
to recurso  de  casación  y  al  efecto  alega:  violación  de 
los  artículos  443,  480,  481,  727,  735,  753  y  1065  del 
Código  Civil; 

6? — No  se  nota  defecto  en  los  procedimientos;  y 

Considerando: 

I? — La  acción  establecida  en  este  juido,  por  la 
cual  se  reclama  la  propiedad  de  un  biliar  que  vale 
más  de  doscientos  cincuenta  colones,  no  ha  sido  com* 
probada  debidamente  porque  el  actor,  que  funda  su 
derecho  en  la  compra  de  dicho  mueble,  segtin  sostie- 
ne en  su  demanda,  á  los  señores  "Pagés  Hermanos 
Sucesores,"  de  esta  ciudad,  no  ha  presentado  el  do- 
cumento que  justifique  su  título,  de  conformidad  con 
lo  prescrito  por  los  artículos  481,  719  y  752  del  Có- 
digo Civil; 

2? — Por  lo  expuesto,  la  sentencia  recurrida,  con- 
firmatoria del  fallo  de  primera  instancia,  que  declara 
improcedente  la  demanda,  se  encuentra  arreglada  á 
derecho,  y  no  ha  habido  la  violación  que  se  alega  de 
ninguna  de  las  leyes  que  se  citan  en  el  recurso  de  ca- 
sación interpuesto; 

Por  tanto,  y  con  presencia  de  los  artículos  980  y 
983  del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  declárase 
sin  lugar  la  casación  pedida,  con  costas  á  cargo  del 
recurrente,  y  devuélvanse  los  autos  al  tribunal  de  su 
origen,  con  certificación  de  la  presente. — A.  Alvarado. 
— J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zam- 
brana. — Blas  Prieto. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


CÉSPEDES  Rojas 

( I  lo'  p.  m. — Febrero  24 ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  Segundo  del 
Crimen  de  esta  provincia,  contra  Juan  Félix  Céspe- 
des Rojas,  de  sesenta  años  de  edad,  agricultor  y  ve- 
cino de  El  General  del  cantón  de  Tarrazú,  por  el  de- 
lito de  lesión  inferida  á  Esposorio  Martínez  Atencio, 
en  el  mes  de  Febrero  de  mil  novecientos  dos.  Es 
defensor  de  Céspedes,  el  señor  Ricardo  Brenes  Vo- 
lio,  mayor,  agente  de  negocios  judiciales  y  de  este 
vecindario; 

Resultando: 

I? — El  Juez  mencionado,  por  sentencia  dictada 
á  la  una  de  la  tarde  del  catorce  de  Noviembre  del 
año  próximo  pasado,  fundada  en  los  artículos  i?, 
II  (atenuantes  9?  y  10?;,  15,  25,  38,  57,  74,  83,  95 
y  422  del  Código  Penal,  declaró  autor  responsable 
del  delito  al  procesado  Céspedes,  y  en  consecuencia 
lo  condenó  á  arresto  por  sesenta  días  en  la  Cárcel 
publica  de  esta  ciudad,  con  abono  del  tiempo  de  pri- 
sión; á  quedar  suspenso  de  cargo  ti  oñcio  público 
mientras  dure  la  condena;  á  perder  el  arma  con  que 
cometió  el  delito;  y  á  pagar  los  daños  y  perjuicios 
ocasionados  con  el  mismo; 

2? — Habiendo  apelado  el  defensor,  la  Sala  Se- 
gunda de  Apelaciones,  por  resolución  de  las  dos  de 
la  tarde  del  veintinueve  de  Noviembre  ultimo,  cam- 
bió la  pena  principal  impuesta  al  reo,  por  la  de  cua- 
tro meses  de  reclusión  en  la  Cárcel  dicha,  con  rebaja 
del  tiempo  por  que  haya  estado  preso,  y  confirmó  en 
lo  demás  el  fallo  de  primera  instancia,  por  los  mo- 
tivos siguientes:  **  1 9 — Que  esta  Sala  cree  que  la 
transacción  que  el  reo  hace  con  el  ofendido  no  im- 
plica "procurar  con  celo  reparar  el  mal  causado," 
máxime  si  como  en  el  presente  caso  (véanse  declaracio- 
nes de  Jesús  Umaña,  folio  8,  Concepción  Padilla,  fo- 
lio 30,  y  la  del  propio  reo,  folio  1 7  vuelto)  esa  tran- 
sacción parece  haber  sólo  obedecido   al    temor   de  la 


--  li8  — 

Causa  criminal  y  no  ai  arrepentimiento,  que  es  el  mó- 
vil que  la  ley  ha  debido  de  tener  en  cuenta.  No  fa- 
vorece al  reo  la  atenuante  lo?  del  artículo  li.  Códi- 
go Penal;  y  admitiendo  que  su  confesión  haya  sido 
sincera  á  pesar  de  que  en  la  indagatoria  no  muestra 
sinceridad  alguna,  resulta  que  sólo  tiene  á  su  favor 
una  atenuante,  la  9?  del  artículo  1 1  ibídem;  2? — Que 
en  virtud  de  esa  atenuante,  la  Sala  estima  que  no  es 
el  caso  de  imponer  la  pena  más  fiierte,  que  es  presi- 
dio, sino  reclusión,  y  fíja  la  duración  de  ésta  en  cua- 
tro meses,  que  descontará  en  la  Cárcel  de  Varones 
de  esta  ciudad,  con  abono  de  la  prisión  sufrida;  y 
3? — Que  con  la  pena  principal  deben  imponerse  al 
reo  las  accesorias  correspondientes  (Artículo  38  del 
Código  Pe^al);" 

3? — El  defensor  ha  interpuesto  recurso  de  ca- 
sación de  la  sentencia  que  antecede  y  al  efecto  ale- 
ga: interpretación  errónea  del  artículo  11,  en  su  inci- 
so io9,  del  Código  Penal  é  infracción  del  artículo  18 
de  la  ley  de  8  de  Julio  de  1902,  porque  no  aprecia 
correctamente  la  prueba  de  los  varios  testigos  que 
declaran  acerca  de  la  transacción  habida  entre  el 
ofendido  y  el  reo,  transacción  ó  arreglo  que  significa 
el  haber  el  reo  procurado  con  celo  reparar  el  mal 
causado;  y  violación  del  artículo  74  ibídem  en  cuan- 
to á  la  aplicación  de  la  pena; 

4? — No  se  nota  defecto  en  los  procedimientos;  y 

Considerattiio: 

Que  la  transacción  del  procesado  con  el  ofendi- 
do sólo  prueba  el  interés  de  aquél  por  evitar  el  pro- 
cedimiento criminal  y  la  pena  consiguiente,  y  no  el 
eficaz  cuidado  y  vigilancia  con  que  haya  procurado 
reparar  el  mal  causado  ó  impedir  sus  ulteriores  per- 
niciosas consecuencias;  y  la  Sala  de  instancia  no  ha 
errado  en  la  interpretación  del  inciso  10  del  artículo 
II,  Código  Penal,  y  ha  estimado  las  declaraciones 
de  los  testigos  con  arreglo  á  las  leyes  de  la  sana  crí- 
tica, en  observancia  del  artículo  18  de  la  ley  de   8  de 
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Julio  de  1902,  y  no  ha  violado  el  artículo   74  del  Có- 
digo Penal; 

Por  tanto,  y  de  conformidad  con  los  artículos 
980  y  983,  Código  de  Procedimientos  Civiles,  y  i? 
de  la  ley  numero  19  de  9  de  Junio  de  1899,  declára- 
se sin  lugar  la  casación  demandada,  y  vuelvan  los 
autos  al  tribunal  de  su  procedencia,  con  certiñcación 
de  la  presente. — A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — 
Manuel  V.  Jiménez.—  A.  Zambrana. — Nicolás  Orea- 
muno. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


SÁENZ  V,  MONTOYA   V   WlRTH 

(  I J^  p.  m. — Febrero  24 ) 

En  el  juicio  ordinario  en  cobro  de  una  suma  de 
dinero,  establecido  ante  el  Juez  segundo  Civil  de  es- 
ta provincia,  por  el  señor  Andrés  Sáenz  Sandoval, 
mayor,  empleado  publico  y  de  este  vecindario,  con- 
tra el  señor  Juan  Montoya  León,  mayor,  agricultor  y 
vecino  de  la  villa  de  Escasú,  por  sí  y  como  albacea 
de  la  sucesión  de  la  señora  Mercedes  Wirth  Kuzh- 
man.  Son  parte  los  señores  Licenciado  Víctor  Oroz- 
co  González,  mayor,  abogado  y  de  este  vecindario, 
como  apoderado  del  actor;  y  la  señorita  María  Mon- 
toya Wirth,  mayor,  de  oficio  doméstico  y  vecina  de 
Escasú,  como  albacea  de  la  sucesión  de  la  señora 
Wirth  Kuzhman  y  de  la  del  señor  Montoya  León, 
por  haber  éste  fallecido; 

Resultando: 

i9 — El  señor  Sáenz  en  el  libelo  respectivo,  ma- 
nifiesta: que  siguió  ejecución  hipotecaria  primeramen  • 
te  contra  el  señor  Montoya  León,  y  después  contra 
el  mismo  como  albacea  de  la  sucesión  de  su  esposa 
la  señora  Wirth  Kuzhman,  por  U  suma  de  novecien- 
tos noventa  y  dos  colones  é  intereses  moratorios  á 
razón  del  dos  por  ciento  mensual;  que  efectuado  el 
remate  de  las  fincas  hipotecadas,  presentó  á  su  tiem- 
po la  liquidación  de  capital,    intereses  y  costas  perso- 


—  lió- 
nales  y  procesales,  y  deducido  el  valor  del  remate,  el 
valor  de  los  recibos  que  por  intereses  pagó  el  ejecu- 
tado en  diferentes  fechas,  quedó  un  saldo  á  su  favor 
hasta  el  veintiuno  de  En<TO,  fecha  del  remate,  de 
cuatrocientos  ochenta  y  siete  colones  ochenta  y  seis 
céntimos;  que  objetados  los  intereses  por  el  ejecuta- 
do, se  aprobó  en  primera  instancia  la  liquidación  re- 
bajando solamente  una  partida  de  una  notificación; 
que  la  Sala  Primera  de  Apelaciones,  sin  que  en  pri- 
mera instancia  se  hubiera  promovido  la  prueba  peri- 
cial, ni  en  segunda  la  pidiera  ninguna  de  las  partes, 
ordenó  para  mejor  proveer,  que  la  liquidación  se  hi- 
ciera por  peritos  y  lo  que  es  peor,  señaló  á  éstos  có- 
mo debían  dictaminar,  no  obstante  las  justas  obser- 
vaciones que  oportunamente  se  hicieron  y  con  pro- 
testa de  no  consentir  en  esos  procedimientos  irregu- 
lares; que  á  pesar  de  que  todos  los  recibos  eran  por 
intereses,  éstos  se  aplicaron  en  parte  al  capital,  que- 
dando reducido  éste  á  unos  cincuenta  colones;  y  que 
como  contra  la  resolución  de  segunda  instancia  no  le 
queda  otro  camino,  fundado  en  los  artículos  693  y 
780  del  Código  Civil,  i9,  7?,  192  y  1,072  del  de  Pro- 
cedimientos  Civiles,  demanda  á  la  sucesión  de  la  se- 
ñora Wirth  Kuzhman,  para  que  se  declare  que  es  en 
deberle  la  cantidad  que  fijen  peritos  por  resto  de  ca- 
pital, intereses  moratorios  y  costas  personales  y  pro- 
cesales, y  se  le  condene  también  al  pago  de  costas 
personales  y  procesales,  daños  y  perjuicios  de  este 
juicio; 

2? — El  señor  Montoya  contestó  negativamente 
la  demanda,  opuso  la  excepción  de  pago,  y  reconvi- 
no al  actor  para  que  se  le  obligue  á  devolver  la  suma 
de  diez  y  nueve  colones  ochenta  y  cinco  céntimos 
incluidos  en  la  liquidación  como  derechos  de  la  escri- 
tura de  remate.  Esta  contrademanda  fué  negada  en 
su  oportunidad  por  el  actor; 

3V — A  las  tres  de  la  tarde  del  diez  y  nueve  de 
Setiembre  del  año  próximo  pasado,  el  Juez  dictó  sen- 
tencia declarando  con  lugar  la  demanda;  fijando  para 
el  catorce  de  Abril   del   mismo  año,  en  cuatrocientos 


ochenta  y  un  colones  cuatro  céntimos,  lo  que  las  paf- 
tes  demandadas  adeudan  al  actor;  y  condenando  á  las 
mismas  en  las  costas  procesales  y  personales  (Artícu- 
los 693  y  735  del  Código  Civil,  314  y  1073  del  de 
Procedimientos  Civiles);  \ 

4?— -La  albacea  de  las  sucesiones  referidas  apeló, 
y  la  Sala  Primera  de  Apelaciones,  á  las  cuatro  de  la 
tarde  del  diez  y  ocho  de  Noviembre  último,  declaró 
que  lo  que  deben  pagar  las  sucesiones  demandadas  al 
actor  es  la  suma  de  once  colones  cuatro  céntimos,  que 
es  el  saldo  que  contra  ellas  resulta;  sin  especial  con- 
denatoria en  costas  del  juicio,  por  las  razones  siguien- 
tes: "I? — Que  conforme  á  la  escritura  que  sirve  de 
base  al  juicio,  los  intereses  de  demora  estipulados  al 
dos  por  ciento  mensual,  comenzaron  á  correr  el  vein- 
ticuatro de  Setiembre  de  mil  ochocientos  noventa  y 
nueve.  2? — Que  el  actor  tenía  recibidos  de  Montoya 
el  treinta  de  Agosto  de  mil  novecientos,  doscientos 
cincuenta  colones,  según  recibos  reconocidos,  y  el 
monto  de  los  intereses  vencidos  en  esa  fecha  era  sólo 
de  doscientos  veintidós  colones  veinte  céntimos,  de 
donde  resultaba  un  saldo  abonable  á  principal.  3? — 
Que  en  los  años  sucesivos  cabe  hacer  igual  aplicación 
de  pagos  al  capital,  de  las  diferencias  entre  los  inte- 
reses vencidos  y  los  abonos  hechos  por  el  deudor,  en 
la  forma  que  indica  la  liquidación  que  aparece  en  el 
dictamen  certificado  á  folios  setenta  y  cinco  y  setenta 
y  seis;  resultando  que  el  cuatro  de  Junio  de  mil  no- 
vecientos tres,  hecho  el  abono  del  valor  de  la  fínca 
rematada,  el  crédito  por  capital  é  intereses  quedó  re- 
ducido á  cincuenta  y  nueve  colones  trece  céntimos. 
4? — Que  esta  última  cantidad,  junto  con  el  valor  de 
las  costas,  fué  consignada  por  Montoya  y  entregada 
al  acreedor  en  pago,  quedando  así  reducida  la  deuda 
á  un  colón  cincuenta  y  un  céntimos  por  intereses  co- 
.  rridoa  de  la  fecha  de  la  liquidación  á  la  de  la  consigna- 
ción. 5^ — Que  la  aplicación  de  pagos  verificada  en  la 
forma  que  se  ha  dicho,  se  ajusta  á  lo  dispuesto  por  el 
artículo  780  del  Código  Civil,  citado  por  el  actor  en 
apoyo  de  su  demanda;   no   así  su  pretensión   de  que 
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I 

loa  setecientos  setenta  colones  pagados  por  el  deudor 
con  anterioridad  al  remate  se  imputen  á  intereses 
únicamente  con  prescindencia  de  las  fechas  de  los  pa- 
gos que  no  pueden  ser  desatendidas  al  hacerse  la  li- 
quidación. 6? — Que  aunque  algunos  de  los  recibos 
contienen  la  expresión  **por  abono  de  intereses"  ó 
**por  intereses",  ella  no  puede  referirse  racionalmente 
^ino  á  los  que  entonces  se  debieran,  ni  era  legal  que 
se  aplicara  el  excedente  á  intereses  por  anticipado, 
cuando  el  deudor  lo  era  respecto  de  ellos  por  razón 
de  la  mora,  y  el  pago  de  intereses  no  vencidos  supo- 
ne plazo.  7? — Que  por  lo  dicho,  ia  excepción  de  pa- 
go opuesta  por  la  pane  demandada  es  procedente  en 
cuanto  lo  reclamado  excede  de  la  suma  que  marca  el 
considerando  cuarto;  y  8? — Que  en  lo  que  se  refiere 
al  valor  de  la  escritura,  á  falta  de  disposición  expresa 
en  materia  de  venta  judicial,  la  Sala  cree  aplicable  el 
artículo  1067  del  Código  citado,  y  en  ese  caso  el  de- 
mandado debe  por  la  mitad  del  costo  del  documento 
la  suma  de  nueve  colones   noventa   y  tres  céntimos"; 

5? — El  apoderado  señor  Orozco  ha  interpuesto 
recurso  de  casación  alegando:  I. — Violación  del  artí- 
culo 781  del  Código  Civil.  II. — Interpretación  erró- 
nea y  aplicación  indebida  del  artículo  780  ibídem. — 
III. — Error  de  derecho  y  de  hecho  en  la  apreciación 
de  las  pruebas; 

69 — En  los  procedimientos  no  se  nota  defecto;  y 

Considerando: 

I? — El  deudor  no  puede  imputar  el  pago  que 
hace  al  capital  sino  después  de  satisfechos  los  intere- 
ses; pero  pretender  que  el  sobrante  ha  de  reservarlo 
también  para  pagar  intereses  bajo  el  pretexto  de  que 
esa  fué  su  manifestación  inicial,  es  del  todo  infundado 
porque  se  debe  suponer  en  e!  que  paga  la  voluntad 
de  libertarse  en  todo  ó  en  parte  de  su  deuda;  la  im- 
putación,  pues,  que  contiene  la  sentencia  recurrida  se 
conforma  con  el  espíritu  del  artículo  781  del  Código 
Civil  y  no  lo  infringe,  ni  interpreta  de  modo  indebido 
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el  7S0  ibídem,  que  da  la   regla  de  pagar  primero  lo^ 
intereses  y  después  el  capital; 

2? — El  recurrente  no  cita  ley  especial  para  su 
alegación  de  error  de  derecho  en  la  apreciación  de  la 
prueba  de  modo  que  se  refiere  á  los  artículos  antes 
nominados;  mas  el  razonamiento  seguido  no  conduce 
á  dar  por  buena  la  queja  indicada,  porque  la  Sala  ha 
entendido  y  aplicado  esas  disposiciones  correctamen- 
te. Tampoco  hay  error  de  hecho  porque  las  frases 
de  que  se  hace  mérito  en  los  documentos  aducidos 
como  fundamento  del  reclamo,  no  deben  entenderse 
literalmente  sino  mientras  se  deban  intereses,  pues  de 
otro  modo  se  compromete  el  principal  objeto  del 
deudor  y  no  hay  mérito  para  afirmar  la  existencia  de 
equivocación  evidente  del  juzgador  al  imputar  los 
pagos  como  lo  ha  hecho  la  Sala; 

Por  tanto,  y  de  conformidad  con  los  artículos 
980  y  983  del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  de- 
clárase sin  lugar  la  casación  pedida,  con  costas  á  car- 
go del  recurrente,  y  vuelvan  los  autos  al  tribunal  de 
su  origen,  con  certificación  de  la  presente. — A.  Alva- 
rado. — J.  Fed.  González.— Manuel  V.  Jiménez. — 
A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Al- 
fonso Jiménez. 


Hurtado  v.  Fisco 

( 3>í  p.  m. — Marzo  3  ) 

En  el  juicio  ordinario  por  el  pago  del  valor  del 
uso  y  goce  de  unos  bienes,  establecido  ante  el  señor 
Juez  primero  Civil  de  esta  provincia  por  el  señor  Da- 
vid Hurtado  Bustos,  mayor  de  edad,  criador  de  ga- 
nado, nicaragüense  y  vecino  de  la  ciudad  de  Rivas, 
contra  el  Gobierno  de  la  República.  Actualmente 
figuran  los  señores  IJcenciados  José  María  Vargas 
Pacheco  y  Luis  Castro  Ureña,  mayores,  abogados   y 


de  este  vecindario,  como  apoderado  del  actor  el  pri- 
mero y  Fiscal  Específico  el  segundo; 

Resultando: 

1 9 — En  el  libelo  respectivo  se  expresa:  que  en 
el  mes  de  Febrero  de  mil  ochocientos  noventa  y 
ocho  el  señor  Hurtado  fué  confinado  á  Puntarenas 
hasta  Junio  del  mismo  año;  que  el  Ejército  costarri- 
cense que  ocupó  la  frontera  del  Norte  se  apoderó 
para  su  uso  de  las  fincas  "Puerto  de  Culebra''  y  "La 
Culebra,"  que  en  esa  época  eran  de  propiedad  exclu- 
siva del  señor  Hurtado,  y  de  sus  víveres,  ganado 
gordo,  caballos,  que  puso  á  requisición  forzosa,  apro- 
piándose de  todo  ello,  sin  cuenta  ni  razón,  c  indivi- 
dúos  del  '^Batallón  Garbanzo'*  quemaron  los  potre- 
ros de  para  después  que  el  Ejército  hizo  uso  de  ellos; 
que  durante  los  meses  de  Diciembre  de  mil  nove- 
cientos á  Marzo  de  mil  novecientos  uno,  el  Supremo 
Gobierno  ocupó  la  finca  de  "Orosí*'  del  señor  Hur- 
tado con  una  guarnición  que  tenía  el  objeto  de  vi- 
gilar la  frontera,  para  frustrar  la  invasión  de  don  Fe- 
derico Mora,  y  la  indicada  guarnición  sometió  los 
bienes  del  señor  Hurtado  á  requisición  forzosa,  quien 
de  resultas  la  albergó,  mantuvo  y  le  dio  ganado,  ca* 
ballos,  gallinas,  cerdos,  plátanos,  maíz,  fréjoles,  etcé- 
tera, durante  el  período  dicho;  que  desde  el  año  de 
mil  ochocientos  noventa  y  ocho  se  presentó  el  señor 
Hurtado  al  Ministerio  de  la  Guerra,  reclamándole  lo 
que  la  Nación  le  adeudaba,  sin  haberlo  conseguido; 
y  que  por  lo  expuesto,  y  con  apoyo  en  los  artículos 
264,  295,  706,  1 163  y  1164  del  Código  Civil  y  198  y 
siguientes  del  de  Procedimientos  Civiles,  demanda  al 
Supremo  Gobierno  de  Costa  Rica  para  que  á  justa 
tasación  de  peritos  se  le  obligue  á  pagar  al  señor  Hur- 
tado, el  ganado  vacuno,  caballar  y  cerdoso  y  los  ví- 
veres, etcétera,  el  uso  de  sus  casas,  potreros  y  ense- 
res, el  valor  de  los  pastos  y  cercas  quemados  y  demás 
suplementos  que  hizo  al  Ejército  en  mil  ochocientos 
noventa  y  ocho,  rail  novecientos  y  mil  novecientos 
uno;  los  intereses  sobre  la  suma  que  resulte  á  dqberse, 
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á  razón  de  seis  por  ciento  anual  desde  la  fecha  de 
las  prestaciones  hasta  el  efectivo  pago,  y  las  costas 
personales  y  procesales  del  juicio; 

2? — El  representante  del  demandado  contestó 
la  demanda  negativamente; 

3? — Por  sentencia  pronunciada  á  las  ocho  de  la 
mañana  del  dos  de  Mayo  del  año  próximo  anterior, 
el  Juez  referido  declaró  que  el  Gobierno  de  Costa 
Rica  debe  pagar  al  actor  el  valor  de  los  suplementos 
hechos  al  Ejército  en  los  años  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  ocho  y  mil  novecientos,  á  justa  tasación  de 
peritos,  y  conforme  á  las  bases  fijadas  en  los  consi- 
derandos que  se  expresarán,  junto  con  sus  intereses 
en  la  forma  reclamada;  sin  lugar  la  tacha  puesta  al 
testigo  señor  Centeno  por  no  haberse  comprobado  la 
causal  de  ella;  y  que  son  á  cargo  de  la  parte  deman- 
dada las  costas  procesaleá  del  pleito.  (Artículos  264, 
295.  706,  1043  y  íí63  del  Código  Civil  y  1072  del 
de  Procedimientos  Civiles).  Las  razones  de  tal  fallo 
son:  "I? — Que  así  de  la  resolución  ejecutiva  que 
recayó  en  la  reclamación  del  señor  Hurtado,  según 
nota  del*  Ministe'rio  de  la  Guerra  por  él  acompañada, 
como  del  resumen  de  la  prueba  del  Gobierno,  se  des* 
prende  que  éste  no  niega  que  las  fuerzas  costarricen- 
ses situadas  en  la  provincia  de  Guanacaste  en  los 
años  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  y  mil  nove- 
cientos, tomaron  ganados  de  propiedad  del  señor 
Hurtado,  sosteniendo  sí  que  se  expidieron  los  co- 
rrespondientes recibos,  con  los  cuales  debe  compro- 
barse la  reclamación;  2? — Que  no  resulta  de  esa 
misma  prueba  que  tales  recibos  fueran  entregados  al 
propio  señor  Hurtado  ó  á  empleados  suyos  y  antes 
bien  aparece  que  aquél  fué  conñnado  á  Puntarenas 
á  mediados  de  Febrero  de  noventa  y  ocho,  por  orden 
superior,  y  que  su  servtclumbre  fué  dada  de  alta  en 
el  Ejército  (declaración  del  señor  Cabezas),  sin  que 
los  que  declaran  sobre  entrega  de  los  recibos  indi- 
quen que  lo  hacían  á  persona  encargada  por  el  actor, 
por  lo  cual  no  es  racional  exigir  para  comprobar  el 
tanto  del   reclamo   la   presentación    de  recibos  en  su 
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totalidad.  Que  por  otra  parte,  el  mismo  ex  Inten 
dente  de  Guanacaste  manifiesta  que  respecto  del  con- 
sumo que  hacían  los  nicaragüenses  al  servicio  del 
Gobierno,  había  orden  de  no  llevar  comprobantes  ni 
dar  cuenta;  3? — Que  para  fijar  el  monto  del  crédito 
del  señor  Hurtado  por  los  suplementos  que  se  recla- 
man, debe  estarse  al  resultado  de  la  prueba  testimo- 
nial por  él  rendida,  la  cual,  aunque  se  compone  de 
testigos  singulares,  debe  tomarse  en  cuenta  por  la 
circunstancia  de  ser  en  su  mayoría  los  declarantes 
empleados  en  la  Intendencia  y  en  otras  funciones  que 
los  ponían  en  condición  de  entender  en  los  suminis- 
tros; 4? — Que  entre  estas  declaraciones^  están  la  del 
Intendente  señor  Cabezas,  quien  dice:  ''que  habiendo 
visto  un  sábado  á  don  David  Hurtado,  el  declarante 
lo  llamó  para  pagarle  el  valor  de  los  animales  toma- 
dos en  cantidad  de  cinco  mil  y  pico  de  pesos,  hoy 
colones,  que  don  David  no  quiso  recibir  porque  sus 
ganados  valían  más;"  la  de  don  Napoleón  Quirós,  ha- 
bilitado, el  cual  manifiesta  que  le  consta  por  el  cargo, 
que  tenía  en  "El  Amo"  que  durante  mes  y  medio 
que  allí  estuvo  la  tropa  consumió  ganado  i  medio 
cebar,  dos  novillos  un  día  y  tres  otro,  según  fueran, 
grandes  ó  medianos;  la  de  don  Francisco  Estrada, 
quien  dice  que  la  tropa  del  batallón  "Garbanzo*'  con- 
sumió tres  ó  cuatro  novillos  del  señor  Hurtado;  la  de 
don  Juan  Bautista  Arguedas,  habilitado,  también  co- 
mo el  señor  Estrada,  el  cual  afirma  que  el  batallón 
"Sandoval,"  consumió  en  la  frontera  treinta  y  siete 
reses  de  don  David  Hurtado,  estimadas  en  treinta 
pesos  cada  una;  la  de  don  Carlos  Machado,  adminis- 
trador que  fué  del  señor  Hurtado,  quien  dice  que 
la  guarnición  del  '^Cuscatlán"  consumió  treinta  y 
cinco  reses  gordas;  que  los  batallones  de  paso  en 
Puerto  Culebra  aprovecharon  de  treinta  y  cinco  á 
cuarenta  reses;  que  las  tropas  tomaron  cuarenta  ca- 
ballos y  que  en  ''El  Amo",  "La  Cruz",  "Animas," 
"La  Esperanza,"  "Santa  Rosa."  "El  Pelón''  y  Libe- 
ría,  consumieron  doscientas  cuarenta  y  una  reses  gor- 
das y  doce  marranos  gordos;  la  de   Agustín   Pizarro, 
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quien  declara  que  la  tropa  situada  en  la  frontera  en 
el  año  de  mil  novecientos,  mataba  para  el  consumo 
una  vaca  gorda  cada  dos  días;  y  la  del  Presbítero 
don  Gregorio  de  Jesús  Benavides,  el  cual  manifiesta 
que  durante  la  estada  del  batallón  '^Qarbanzo"  en 
Puerto  Culebra,  consumió  por  lo  menos  trece  reses; 
5? — Que  además,  el  testigo  Machado  y  Celedonio 
Ángulo,  declaran  que  por  orden  del  Coronel  don 
Dámaso  Centeno,  fueron  tomados  cuarenta  caballos 
de  propiedacf  del  demandante,  y  asimismo  existe 
prueba  del  uso  que  el  Ejército  hizo  de  doce  cerdos 
y  de  los  productos  y  víveres  de  las  haciendas  de 
Orosí  y  Culebra  en  las  épocas  á  que  la  demanda  se 
refiere;  6? — Que  aunque  el  señor  Cabezas  declara 
que  después  del  ofrecimiento  de  pago  de  los  cinco 
mil  y  pico  de  pesos  se  siguió  tomando  ganado,  y  el 
testigo  Machado  dice  que  tal  ofrecimiento  fué  hecho 
antes  del  confinamiento  del  señor  Hurtado  á  Punta- 
renas,  el  testigo  don  Narciso  Blanco  fija  como  época 
en  que  se  hizo,  la  posterior  al  regreso  de  las  fuerzas 
al  interior;  y  esta  afirmación  está  robustecida  por  el 
hecho  de  que  el  nombramiento  del  señor  Cabezas  co- 
mo Intendente,  fué  mucho  posterior  al  principio  del 
confinamiento,  como  consta  del  apuerdo  de  ese  nom- 
bramiento certificado  en  autos;  7? — Que  resulta  de 
esto  que  esos  cinco  mil  y  pico  de  colones  es  el  resul- 
tado de  la  cuenta  general  de  la  Intendencia,  la  cual, 
según  las  palabras  mismas  del  señor  Cabezas,  llevó 
nota  de  todo  lo  tomado  al  señor  Hurtado,  de  orden 
de  la  misma;  8? — Que  el  crédito  del  señor  Hurtado 
debe,  en  consecuencia,  descomponerse  así:  suple- 
mentos hechos  al  ejército  regular  según  cuentas  de 
la  Intendencia,  calculados  por  la  misma  en  más  de 
cinco  mil  colones;  ganados  y  víveres  tomados  por  la 
guarnición  del  "Cuscatlán'*  (al  servicio  del  Gobierno 
según  declaraciones  de  los  señores  Cabezas  y  Rivas), 
y  que  son  treinta  y  cinco  reses  gordas,  doce  marra- 
nos, el  valor  de  un  cañaveral,  y  el  uso  de  la  finca  p«ír 
cerca  de  dos  meses;  cuarenta  caballos  tomados  p  r 
orden  del  Coronel  Centeno  y  doce  á  trece  resc^s,    más 
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los  víveres  usados  por  el  Ejército  en  mil   novecientos  , 
(declaración  de  Alejandro  Chaves,    folio   setenta   y 
uno);" 

4? — De  la  sentencia  que  antecede  interpuso  ape- 
lación el  Promotor  Fiscal;  y  la  Sala  Primera  de  Ape- 
laciones, á  la  una  y  tres  cuartos  de  la  tarde  del  doce 
de  Noviembre  del  año  próximo  pasado,  con  funda- 
mento en  los  artículos  324,  693  y  719  del  Código 
Civil;  148  de  la  Ley  de  Organización  d^l  Ejército  de 
10  de  Junio  de  1898;  y  1072  del  Código  de  Proce- 
dimientos Civiles,  declaró  &in  lugar  las  excepdones 
opuestas  en  segunda  instancia  con  el  objeto  de  que 
se  anularan  los  procedimientos,  por  haberse  estable- 
cido la  acción  ordinaria  antes  de  haberse  agotado  la 
vía  administrativa,  de  haberse  recurrido  al  juicio  ci- 
vil y  no  al  criminal,  y  en  ñn,  de  carecer  de  persona- 
lidad el  actor  por  no  ser  dueño  de  las  ñncas  en  que 
se  cometieron  los  daños  cuyo  valor  cobra;  declaró 
asimismo  que  el  Estado  debe  satisfacer  al  demandan- 
te la  suma  de  siete  mil  seiscientos  noventa  y  ocho 
colones,  sin  intereses,  por  todo  lo  reclamado  en  este 
juicio;  y  condenó  al  demandado  en  las  costas  proce- 
sales; quedó  así  modificada  la  sentencia  de  primera 
instancia; 

5? — El  apoderado  del  señor  Hurtado  y  el  Li- 
cenciado Castro  Ureña  interpusieron  recurso  de  ca- 
sación contra  la  sentencia  de  segunda  instancia.  Ale- 
ga el  primero:  Error  de  hecho  y  de  derecho  en  la 
apreciación  de  la  prueba  testimonial  y  pericial  y  con- 
siguiente violación  de  los  artículos  324  y  325  del  Có- 
digo Civil;  error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  apre- 
ciación de  la  prueba  testimonial  y  violación  de  los 
artículos  753  y  324,  Código  Civil;  y  violación  de  los 
artículos  287,  295,  753  del  Código  Civil  y  87  y  1073 
del  de  Procedimientos  Civiles.  El  segundo  alega: 
Violación  del  inciso  6?  del  articulo  963  del  Código  de 
Procedimientos  Civiles,  y  114  y  117  de  la  Ley  Or- 
gánica de  Tribunales;  error  de  derecho  en  la  apre- 
ciación de  la  prueba  testimonial  y  consiguiente  vio- 
lación de  los  artículos  752  y  754  del  Código  Civil,    y 
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338  del  de  Procedimientos  Civiles;  y  también,  según 
ampliación  hecha  en  el  acto  de  la  vista,  infracción  de 
los  artículos  264,  267  y  270  del  Código  Civil,  con 
error  de  hecho  en  la  apreciación  de  la  prueba  de  po- 
sesión; 

6? — No  se  nota  defecto  en  los  procedimientos;  y 

Considirando: 

En  cuanto- al  recurso  interpuesto  por  la  parte 
demandada: 

I? — Nadie  ha  puesto  en  duda-ni  cabría  ponerlo 
porque  emana  de  una  clara  facultad  constitucional- 
el  poder  legítimo  con  que  el  Gobierno  hizo  ocupar 
por  sus  tropas  las  fincas  del  señor  Hurtado.  No  se 
discute,  por  tanto,  si  el  Gobierno  obrara  en  esos  ac- 
tos dentro  ó  fuera  de  límites  legales,  sino  sobre  el 
valor  de  los  daños  irrogados  al  actor,  lo  cual  atribuye 
á  la  presente  contienda  un  carácter  puramente  civil. 
No  es,  por  lo  mismo,  la  de  este  juicio,  materia  con- 
tencioso-administrativa;  no  ha  habido  abuso  en  el 
ejercicio  de  la  jurisdicción,  ni  se  ha  producido  el  que- 
branto  alegado  de  las  leyes  que  la  reglan; 

29 — No  existe  error  de  derecho  en  la  apreciación 
de  la  prueba  en  cuanto  el  fallo  atiende  el  testimonio 
del  señor  José  Cabezas,  porque,  aparte  de  que  la  He 
éste,  por  ser  la  de  quien  como  Intendente  del  Ejérci- 
to estaba  llamado  á  ordenar  y  vigilar  los  consumos, 
es  declaración  calificada,  no  es  la  única  que  se  ha 
rendido  para  demostrar  la  ocupación  de  los  inmuebles 
y  la  apropiación  que,  para  el  servicio  de  las  tropas, 
se  hizo  de  las  cosas  que  el  demandante  F<^clama;  ni  es 
con  ella  exclusivamente,  sino  también  con  el  reco- 
nocimiento de  la  parte  demandada  y  con  ias  demás 
pruebas  pertinentes  para  demostrar  hechos  puros  y 
simples,  como  la  sentencia  tiene  por  justificados  los 
que  se  invocaron  en  la  demanda;  y  si  bien  á  esa  de- 
claración sola  se  atiene  el  tribunal  de  instancia  para 
aplicar  valor  á  las  cosas  cuyo  precio  se  pide-lo  cual 
es  arbítrario-tal  aspecto  de  ese  punto  de  la  cuestión 
no  constituje  la  queja  del  recurrente; 

9 
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3? — El  reclamo  relativo  á  la  falta  de  personal! 
dad  del  actor  en  razón  de  no  ser  dueño  de  las  fincas 
ocupadas,  sino  condueño  en  ellas,  es  cuestión  no  pro- 
puesta ni  debatida  en  las  dos  estaciones  inferiores  del 
juicio  y  no  es,  por  eso,  materia  de  útil  análisis,  ni  de 
posible  resolución  en  este  recurso.  (Artículo  959  del 
Código  de  Procedimientos  Civiles); 

En  cuanto  al  recurso  interpuesto  por  el  actor. 

I? — Estima  esta  Sala  que  la  de  instancia  ha  erra- 
do en  la  apreciación  de  las  pruebas  testifical  y  de 
peritos,  porqu'e  adopta  como  base  para  calcular  el 
precio  de  la  indemnización  demandada,  no  las  cifras 
con  que  los  diversos  testigos  enumeran  los  animales 
destinados  al  abasto  del  Ejército,  ni  los  valores  que 
el  reconocimiento  pericial  les  ñja,  únicos  elementos 
de  racional  empleo  para  organizar  la  cuenta,  y  para 
formar  un  total  líquido  que  comprenda  los  diversos 
reclamos  de  este  pleito,  sino  la  oferta  de  cinco  mil  y 
pico  de  colones  hecha  por  la  Intendencia  al  señor 
Hurtado  y  por  éste  rehusada  desde  el  primer  mo- 
mento, en  razón  de  haberle  sido  hecha  en  concepto 
de  cancelación  definitiva  y  completa  de  todo  cuanto 
por  las  materias  de  este   litigio  le  fuera   adeudado; 

2? — Este  Tribunal,  apartándose  del  critjerio  de 
la  Sala  de  instancia  y  acogiéndose  a!  establecido  en 
el  considerando  anterior,  único  en  la  especie  que  no 
entregue  el  número  de  las  cosas  y  su  precio  á  un 
cálculo  caprichoso  y  que  )o  someta  á  las  justificacio- 
nes de  autos,  fija  como  bases  para  elaborar  el  monto 
de  lo  reclamado,  los  hechos  de  haber  sido  consumi- 
dos doscientSis  veintinueve  reses  y  treinta  y  cuatro 
caballos  en  los  varios  campamentos  en  1898  y  doce 
reses  en  1900  y  1901; 

3? — El  Tribunal  se  abstiene,  por  falta  de  los  da- 
tos indispensables  para  formar  la  cuenta-pues  que  no 
hay  comprobación  de  la  calidad  ni  extensión  de  los 
perjuicios  hechos-de  establecer  bases  para  apreciar 
los  reclamos  por  consupio  de  cerdos,  destrucción  de 
un  cañaveral  y  platanales  y  uso  y  disfrute  de  las  fin- 
cas, dejando,  en  cuanto  á  esto,  á  salvo  el  derecho  de 
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la  parte  para  que  demuestre  el  tanto  de  los  daños  que 
haya  recibido  y  el  de  la  proporcionada  indemniza- 
ción que  le  corresponda; 

4? — Se  desechan  las  reclamaciones  por  intereses 
y  por  costas:  la  primera,  porque  no  había  deuda  lí- 
quida cuyo  no  pago  constituyera  al  deudor  en  mora; 
la  segunda,  porque,  lejos  de  haber  incurrido  en  te- 
meridad la  parte  demandada,  logró  con  sus  defensas 
reducir  á  proporciones  justas  las  pretensiones  exce- 
sivas del  actor; 

Por  tanto,  y  de  conformidad  con  Jos  artículos 
963  (caso  7?)  y  977  del  Código  de  Procedimientos 
Civiles,  declárase  improcedente  la  casación  deman- 
dada por  el  Fiscal  Especifico  y  con  lugar  la  casación 
pedida  por  la  parte  actora  y  nula,  por  consiguiente, 
la  sentencia  de  la  Sala  Primt- ra  de  Apelaciones. — A. 
Alvarado. — ^J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — 
A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Al- 
fonso Jiménez. 


González  Marín 

(  2  p.  m. — Marzo  4) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  primero  del 
Crimen  de  esta  provincia,  contra  Roque  González 
Marín,  de  cincuenta  y  cuatro  años,  agricultor  y  de 
este  vecindario,  por  el  delito  de  abigeato  en  perjuicio 
del  señor  Cleto  Monestel  Chaves;  en  la  cual  es  parte 
además  del  representante  del  Ministerio  Publico,  el 
señor  Licenciado  Antonio  Zelaya  Villegas,  mayor,  a- 
bogado  y  también  de  este  vecindario,  como  defensor 
del  reo; 

Resultando:     ' 

I? — Que  el  hecho  á  que  la  causa  se  refiere  con- 
siste en  haberse  encontrado  en  poder  de  González, 
cuatro  cabezas  de  ganado  vacuno  que  según  Mones- 
tel  afirma,  le  fueron  sustraídas  de  un  potrero  que  tie- 
ne en  La  Pahna,  del  barrio  de  San  Isidro  de  este  can- 
tón, hacia  fines  de  Febrero  de  mil  novecientos  tres; 
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2? — Que  el  reo  dice  en  su  ¡ndagaloria  que  él 
compró  las  reses  cuyo  hurto  se  le  atribuye,  en  sesen- 
ta colones,  á  Aveüno  Miranda,  de  La  Concepción  de 
La  Unión,  entre  las  cuatro  y  las  cinco  de  la  tarde  del 
diez  de  Febrero  citado,  en  "Cuesta  de  Moras",  de  es- 
ta ciudad,  frente  á  la  hacienda  del  señor  Francisco 
Peralta,  ante  Abel  Francisco  Bonilla,  John  Franess  y 
Víctor  Jiménez;  que  la  compra  consta  del  documento 
que  presenta;  que  él  llevó  los  animales  comprados  el 
mismo  día  á  Puriscal,  á  un  potrero  de  Félix  Jiménez, 
y  que  se  fué  directamente,  por  el  camino  real  y  pasó 
por  Escasú  después  de  las  cuatro  de  la  tarde; 

3? — Que  el  Juez  primero  de^ Crimen  falló  á  las 
doce  y  media  del  día  veinticuatro  de  Octubre  de  mil 
novecientos  cuatro,  declarando  responsable  á  Gonzá- 
lez como  autor  del  delito  é  imponiéndole  en  conse- 
cuencia, la  pena  de  presidio  por  el  término  de  dos  a- 
ños,  ocho  meses  y  veintiún  días,  en  la  isla  de  San  Lu 
cas,  previo  abono  del  tiempo  por  que  haya  estado 
preso,  y  las  de  inhabilitación  absoluta  perpetua  para 
derechos  políticos  y  absoluta  para  cargos  y  oficios  pú- 
blicos sólo  por  el  término  de  la  condena,  así  como  la 
obligación  de  restituir  al  ofendido  los  animales  hurta- 
dos ó  pagarle  el  valor  de  ellos,  lo  mismo  que  los  da- 
ños y  perjuicios  ocasionados  con  el  delito,  por  las  ra- 
zones siguientes:  **I. — Que  con  la  prueba  testimo- 
nial que  se  relaciona  en  los  resultandos  segundo  y 
tercero,  con  el  dictamen  pericial  á  que  se  contrae  el 
sexto  y  con  las  negativas  y  contradicciones  en  que  el 
reo  ha  incurrido,  así:  a)  Roque  González  dice  que 
nadie  le  ayudó  á  llevar  el  ganado  á  Puriscal  y  que  no 
se  detuvo  en  Escasú  (folios  19-98);  y  está  demostra- 
do con  los  informes  de  Félix  Jiménez,  Benjamín  Mo- 
ra y  Juan  Salazar  Jiménez,  que  éste  le  ayudó  de  Es- 
casú á  aquel  cantón  y  aquél  de  La  Palma  á  Escasú, 
donde  hizo  estación;  b)  González  (19)  dice  que  el 
mismo  día  que  compró  el  ganado  lo  llevó  á  Puriscal, 
y  esto  está  contradicho  por  los  mismos  testigos,  fuera 
de  que  expresa  el  reo  (folio  18)  que  aquellas  reses  las 
compró  el  diez  de  Febrero  de  mil  novecientos  tres,  y 


SU  llegada  a  Purisca!  con  aquél  no  fue  sino  hasta  el  o- 
cho  del  siguiente  Marzo;  c)  González  dijo  á  Félix  Ji- 
ménez que  un  señor  de  San  José  le   había   otorgado 
cartaventa  del  ganado  que  él  compró  tn  ciento  vein- 
ticinco colones,  suma  por  la  cual  otorgó  un  pagaré;  y 
en  los  autos  expresa  que  lo  compró  en   sesenta   colo- 
nes á  Avelino  Miranda   de   la   Concepción   de  Tres 
Ríos,  y  pagó  su  precio  (folio  i8);  d)     González   dice 
(19)  que  compró  los  animales  porque    Félix   Jiménez 
nada  le  cobraba  por  el  pasto, — y  Jiménez  lo  contradi- 
ce manifestando  que  González  le  habló  para   que    le 
alquilara  sus  rastrojos  y  no  gratuitamente;    este   Juz- 
gado tiene  por  cierto  que  Roque    González   sacó   del 
potrero  de  La  Palma  las  cuatro  cabezas  de    ganado  á 
que  esta  causa  se  rehere  y  las  condujo   al    barrio   de 
San  Rafael  de  Puriscal.    (Ley  de  3  de  Julio  de  1903). 
II. — Que  la  declaración  de  Benjamín  Mora  se    armo- 
niza tan  bien^con  las  de  Enanías  Chacón  y  Juan    Sa 
lazar  Jiménez,  que  en  absoluto  las  desvirtúa  la  falta  de 
recuerdo  del  Licenciado  Juan  Rafael  Mora   y    del  se- 
ñor Miguel  Altamirano  en  los  hechos  á  ellos    referen- 
tes.    Fuera  de  eso,  nada  hay  eñ  autos  que   induzca  á 
creer  que  esos  testigos  hayan  faltado    á    la    verdad,  ó 
que  sus  dichos  estén   relacionados   con    algún    hecho 
sospechoso  de  falso.     III.— Que   á    las   declaraciones 
de  Manuel  Quesada  (alias  Sangre),   Víctor  Jiménez  y 
Abel  Fonseca,  el  infrascrito  juzgador  no  les  da  crédi- 
to, porque  estima  una  invención  la  compra  y  pago  de 
las  cuatro  reses  á  que  esta  causa  se  refiere  por  el  pro- 
cesado González,  fundado  en   las    siguientes    razones: 
Primera:  porque  Quesada,  hombre   de  malos   antece- 
dentes, forma  papel  importante  en  eso  de  la   compra; 
escribe  la  cartaventa,  sale  en  busca  de  testigos  y  ase- 
gura que  á  su  presencia  la  firmó    el    vendedor,    Ave- 
Hno  Miranda,  cuando  salta  al  primer    g^lpc  de  vista 
que  esa  firma  fué  hecha  por  Quesada;— asi  lo  estiman 
los  peritos  cotejadores.-y  corrobora  tal  f  i^"^^^»^'^  ^^^ 
habírle  dicho   el   mismo    Quesada  ^VictorJim^^^^^^^ 

(126)  que  le  habían   dicho    que    él    (Q"f/¿^)  ^^^^'l 
puesto  mal  la  firma  del  vendedor  del  ganado,   y   que 


iba  á  venir  á  ver  eso  á  la  oñcina.  Segunda:  por  la 
contradicción  que  existe  entre  Quesada  (26)  y  el  reo 
González  acerca  del  siguiente  punto:  El  primero  ex- 
presa que  González  dijo  que  podía  comprar  el  gana- 
do porque  podía  engordarlo  en  sus  potreros;  y  el  se- 
gundo, que  lo  había  comprado  porque  Félix  Jiménez 
nada  le  cobraba  por  el  pastu.  Tercera:  Porque  cre- 
yéndose de  seguro  darle  mayor  fuerza  á  la  cartaventa, 
se  hace  aparecer  en  ella  firmado  un  tal  John  Franess, 
testigo  probablemente  imaginario,  porque  no  ha  sido 
posible  averiguar  su  existencia,  á  pesar  délos  muchos 
esfuerzos  ejecutados  para  ello  por  el  Juez  instructor. 
Cuarta:  Porque  de  parte  del  procesado  nada  en  ab- 
soluto se  ha  hecho  para  que  tanto  el  vendedor  Aveli- 
no  Miranda  como  el  testigo  Franess  comparezcan  á 
dar  sus  testimonios.  (Artículo  18  de  la  Ley  de  8  de 
Julio  de  1902).  IV. — Que  estimándose  á  Roque  Gon- 
zález autor  del  delito  de  abigeato  de  qu9  se  trata,  de- 
be condenársele  á  las  penas  establecidas  por  la  ley. 
(Artículos  i9,  15  y  57  del  Código  Penal).  V. — Que 
á  favor  del  reo  milita  la  atenuante  14?  del  artículo  1 1 
del  Código  Penal  y  en  su  contra,  ninguna  agravante, 
por  lo  cual  debe  aplicársele  la  pena  que  le  correspon- 
de en  el  mínimum.  (Artículo  74  del  Código  Penal). 
VI. — Que  estando  estimadas  las  cuatro  reses  en  cien 
colones,  el  hecho  de  autos  se  encuentra  comprendido 
en  el  artículo  472,  en  relación  con  el  468,  inciso  2?, 
ambos  del  Código  Penal,  y  es  castigado  con  presidio 
interior  menor  en  su  grado  máximo,  cuya  duración  la 
fija  este  tribunal  en  dos  años,  ocho  meses,  veintiún 
días.  (Artículo  76,  Código  ibídem).  VII. — Que  tam- 
bién debe  condenarse  al  reo  á  las  penas  accesorias  y 
abonársele  la  prisión  sufrida.  (Artículos  25,  33,  37  y 
95  del  Código  Penal)"; 

4? — Que  en  virtud  de  recurso  interpuesto  por  el 
defensor,  pasó  el  asunto  á  la  Sala  Segunda  de  Apela- 
ciones, quien,  estimando  bien  resuelto  el  caso,  confir- 
mó ti  fallo  de  primera  instancia,  á  las  tres  de  la  tarde 
del  quince  de  Diciembre  del  año  próximo  ante- 
rior; 


-tas- 

5? — Que  el  reo  personalmente  ha  establecido  re- 
curso de  casación  de  la  sentencia  de  segunda  instan- 
cia» con  fundamento  en  los  artículos  962  y  siguientes 
del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  i9  y  2?  del  de- 
creto número  19  de  9  de  Junio  de  1899  y  3?  del  de  3 
de  Julio  de  1903,  y  alega  al  efecto  que  al  ser  conde- 
nado sin  atenderse  las  justiñcaciones  por  él  rendidas, 
se  ha  violado  el  artículo  478  del  Código  Penal,  come- 
tiendo manifiesto  error  en  la  apreciación  de  la  prue- 
ba, con  infracción  del  artículo  218  de  la  Parte  tercera 
del  Código  General  de  1841;  y  que  demostrada  su 
buena  conducta  y  la  legítima  adquisición  de  los  se- 
movientes á  que  el  proceso  se  refiere, — esto  á  mayor 
abundamiento, — no  hay  ya  cuerpo  del  delito  de  abi- 
geato, y  asi  ha  debido  declararse  de  acuerdo  con  lo 
dispuesto  por  los  artículos  35  y  36  de  la  Ley  de  17 
de  Octubre  de  1864,  cuya  viciación  también  alega; 

6í — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

Que  debe  tenerse  por  evidente  que  el  ganado  á 
que  la  causa  se  refiere  pertenece  al  señor  Cleto  Mo- 
nestel;  pero  no  es  igualmente  claro  que  el  procesado 
lo  sustrajera  de  la  finca  de  éste;  habiendo  por  lo  con- 
trarío, duda  grave  acerca  del  punto  si  se  estiman  en 
todo  su  valor  los  datos  contradictorios  del  proceso;  y 
justificada  como  lo  está  la  buena  fama  anterior  de 
González,  es  el  caso  de  tener  en  cuenta  lo  que  dispo- 
ne el  artículo  478  del  Código  Penal  vigente,  que  con 
fundamento  cabal  cita  como  infringido  el  recurso; 

Por  tanto,  y  de  acuerdo  con  los  artículos  i9  y 
2?,  caso  6?,  de  la  ley  número  19  de  9  de  Junio  de 
1899,  y  977,  Códig«>  de  Procedimientos  Civiles,  de- 
clárase con  lugar  la  casación  demandada  y  nula  la 
sentencia  de  la  Sala  Segunda. — A.  Alvarado. — J. 
Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambra- 
na. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso  Jimé- 
nez. 
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Martínez  v.  Martínez 

(  3  J^  p.  m. — Marzo  4 ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  del  Crimen 
de  Cartago,  por  acusación  del  señor  Rogelio  Martínez, 
de  único  apellido,  mayor,  empleado  publico  y  vecino 
de  Tucurrique,  contra  Juan  Martínez  Peralta,  mayor, 
jornalero  y  del  mismo  vecindario,  por  el  delito  de  le- 
sión grave  inferida  al  acusador,  hecho  que  ocurrió  en 
dicho  pueblo  como  á  las  doce  del  día  trece  de  Marzo 
del  año  próximo  pasado,  y  en  la  cual  son  partes  ade- 
más, el  representante  del  Ministerio  Público,  el  señor 
José  León  Guevara  Pinar,  mayor.  Notario  Público  y 
vecino  de  la  ciudad  de  Cartago.  como  apoderado  del 
acusador,  y  el  señor  Juan  Cancio  Quesada,  mayor, 
pasante  de  abogado  y  vecino  de  la  villa  del  Paraíso, 
como  defensor  del  reo; 

Resultando: 

I? — Que  el  Juez  del  Crimen,  á  las  tres  de  la  tar- 
de del  cuatro  de  Octubre  último,  condenó  al  procesa- 
do á  la  pena  de  cuatro  años  y  un  día  de  presidio  en 
San  Lucas,  con  abono  del  tiempo  de  la  prisión  sufri- 
da; á  inhabilitación  absoluta  perpetua  para  cargos  y 
oñcios  públicos  y  derechos  políticos,  y  absoluta  para 
profesiones  titulares  por  el  tiempo  de  la  condena;  a 
pagar  todos  los  daños  y  perjuicios  ocasionados  con  el 
delito  y  las  costas  personales  y  procesales,  al  acusa- 
dor; y  á  perder  el  arma  respectiva,  con  fundamento 
en  los  artículos  i9  y  15  del  Código  Penal,  218,  yyj, 
77^*  779  y  873.  Parte  III,  Código  General  de  1841,  y 
de  la  ley  de  21  de  Julio  de  1887,  por  las  razones  si- 
guientes:— "a)  que  este  Juzgado  tiene  por  probado 
con  el  testimonio  de  los  señores  Rafael  Rivera  y  Ra- 
món María  Brenes,  que  el  autor  de  la  lesión  inferida 
á  Rogelio  Martínez  el  trece  de  Marzo  del  año  en  cur- 
so, es  Juan  Martínez  Peralta; — b)  que  la  pena  que  co- 
rresponde aplicar  al  caso  de  autos,  es  lá  señalada  en 
el  inciso  i?  del  artículo  420  del  Código  Penal,  toda 
vez  que  de  los  dictámenes  médico- legales  y  del  infor- 
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me  del  oculista  señor  Juan  Arrea  y  Cosp,  se  deduce 
que  la  lesión  deja  impedimento  de  por  vida  en  el  ojo, 
es  decir,  en  un  miembro  importante  del  cuerpo  hu 
mano;— c)  que  las  atenuantes  8?  y  14  del  artículo  11, 
Código  citado,  que  ha  tratado  de  justificar  el  reo,  no 
las  toma  en  cuenta  este  Juzgado,  porque  casi  todos 
los  testigos  que  han  declarado  en  este  asunto  expre- 
san que  Martínez  (Juan)  se  embriaga  con  mucha  fre- 
cuencia y  que  en  ese  estado  es  pendenciero.  En  con- 
tra del  reo  no  encuentra  el  infrascrito  Juez  circuns- 
tandas  agravantes  que  apreciar; — ch)  que  estando 
despojado  el  hecho  que  se  examina  de  circunstancias 
que  agraven  ó  atenúen  la  responsabilidad  del  proce- 
sado, se  puede  recorrer  toda  la  extensión  de  la  pena 
al  aplicarla,  de  acuerdo  con  la  facultad  conferida  á  los 
tribunales  en  el  artículo  74  del  Código  ya  citado,  la 
cual  fija  este  Juzgado  en  cuatro  años  y  un  día  de  pre- 
sidio en  San  Lucas; — d)  que  al  procesado,  á  más  de 
la  pena  principal,  se  le  deben  imponer  las  acceso- 
rias de  ley  (artículos  25,  36,  39  y  95,  Código  Penal);*' 

2? — Que  en  virtud  de  apelación  que  el  reo  per- 
sonalmente interpuso  contra  la  sentencia  de  primera 
instancia,  llegaron  los  autos  á  la  Sala  Segunda  de 
Apelaciones,  quien  por  resolución  dictada  á  las  dos  y 
cuarto  de  la  tarde  del  cuatro  de  Enero  del  año  en  cur- 
so, confirmó  en  todas  sus  partes  la  sentencia  apelada, 
por  considerar  que  está  arreglada  á  derecho; 

3? — Que  el  reo  en  persona  ha  interpuesto  recurso 
de  casación,  alegando  al  efecto  violación  de  los  artícu- 
los 176,  Parte  III  del  Código  General  de  1841, y  3V  del 
decreto  de  iV  de  Agosto  de  1895,  ^  infracción  del  ar- 
tículo 848  de  dicho  Código  en  relación  con  los  citados 
anteriormente;  y  error  de  hecho  y  derecho  en  la 
apreciación  de  la  prueba  rendida  para  justificar  las  ate- 
nuantes 8?  y  14?,  artículo  11,  Penal; 

49 — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

I? — Se  queja  el  reo  de  que  no  se  le  computan 


las  atenuantes  8?  y  14?,  artículo  11,  Código  Penal;  no 
tiene  razón  este  reclamo  porque  la  Sala  afirma  y  los 
autos  no  lo  contradicen,  que  la  embriaguez  de  Mar- 
tine:^  es  habitual,  y  esta  circunstancia,  que  inutiliza  la 
atenuante  8?,  estorba  la  calificación  de  conducta  irre- 
prochable, necesaria  para  estimar  la  atenuante  14?; 

2? — No  tiene  razón  en  lo  de  la  prueba  en  segun- 
da instancia,  pues  ni  el  artículo  176  de  la  Parte  III, 
Código  General  de  1841,  ni  el  3*^  de  la  ley  de  i9  de 
Agosto  de  1895  I^  autorizan;  ambas  disposiciones  es- 
tablecen casos  especiales,  y  dejan  á  los  Tribunales  ar- 
bitrio para  estimarla  y  rechazar  la  impertinente,  y  la 
de  que  se  trata  no  podría  resistir  el  análisis  para  su 
admisión; 

3? — Lo  que  se  dice  contra  el  artículo  884,  Parte 
III  del  Código  de  1 84 1,  carece  también  de  fuerza  legal. 
Esta  disposición  manda  absolver  del  juicio  ó  instan- 
cia al  reo  contra  quien  no  haya  sino  prueba  semi  plena, 
y  en  el  caso  concreto  hay  prueba  legal  porque  el  tes- 
timonio de  Rafael  Rivera  y  Ramón  María  Brenes, 
comprueba  que  el  autor  de  la  lesión  inferida  á  Roge- 
lio Martínez,  es  el  procesado; 

4? — Respecto  al  error  de  hecho  y  de  derecho  re- 
ferente á  las  atenuantes  8?  y  14?,  artículo  11  citado, 
no  se  hace  argumento  alguno  que  lo  demueste;  no  el 
primero  porque  no  se  dicen  cuáles  son  los  documen- 
tos ó  actos  auténticos  que  deban  compararse  para  de- 
mostrar la  equivocación  del  juzgador;  ni  el  de  dere- 
cho, que  sólo  podría  admitirse  habiéndose  demostra- 
do la  conducta  irreprochable  y  la  embriaguez  no  cul- 
pable del  reo  en  el  momento  del  delito^  pues  como 
esto  no  es  posible,  el  reclamo  de  error  está  desauto- 
rizado como  los  anteriores; 

Por  tanto,  y  de  conformidad  con  los  artículos  i9 
de  la  ley  número  19  de  9  de  Junio  de  1899  y  9^0  y 
983,  Código  de  Procedimientos  Civiles,  declárase  sin 
lugar  la  casación  pedida,  y  con  certificación  de  la  pre- 
sente, vuelvan  los  autos  al  Tribunal  de  su  origen. — 
A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jimé- 
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nez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, 
— Alfonso  Jiménez. 

SoLÍs  V,  Blanco  y  otros 

(  2)í  p.  m. — Marzo  7  ) 

En  el  juicio  ordinario  sobre  nulidad  de  un  título 
posesorio  establecido  ante  el  Juzgado  primero  Civil 
de  esta  provincia,  por  Rafael  Solís  Araya,  mayor,  a- 
gricultor  y  vecino  de  la  villa  de  Guadalupe,  y  conti- 
nuado por  su  sucesión,  representada  por  el  albacea 
específico  Rafael  Elizondo  Vargas,  mayor,  procura- 
dor y  de  este  vecindario,  contra  los  señores  Inés  Blan- 
co Vargas,  Micaela  Solís  Blanco,  mayores,  de  oficios 
domésticos  y  vecinas  de  Guadalupe,  y  Presbítero  An- 
drés Fuentes  Chinchilla,  mayor,  sacerdote  católico  y 
vecino  del  barrio  de  San  Pedro  del  Mojón; 

Resultando: 

1 9 — Que  el  actor  en  su  escrito  de  demanda  ex- 
pone: que  su  esposa  señora  Inés  Blanco  Vargas  le- 
vantó título  posesorio  de  un  solar  y  una  casa  en  él 
ubicada,  sitos  en  Guadalupe  del  cantón  de  Goicoe- 
chea,  y  lindante,  el  primero:  Norte,  con  propiedad  de 
la  sucesión  de  Liberato  Gutiérrez;  Sur,  calle  en  me- 
dio, ídem  de  Nicolás  Castillo;  Este  y  Oeste,  ídem  de 
Juan  Rafael  Solís,  calle  en  medio  por  el  rumbo  Oeste; 
que  el  terreno  mide  nueve  áreas,  cincuenta  centiáreas, 
cuarenta  y  nueve  "decímetros,  ochenta  y  cinco  centí- 
metros y  sesenta  milímetros  cuadrados;  y  la  casa  sie- 
te metros,  quinientos  veinticuatro  milímetros  de  fren- 
te, por  cuatro  metros  ciento  ochenta  milímetros  de 
fondo;  que  ese  título  fué  inscrito  en  el  Registro  de  la 
Propiedad,  Partido  de  San  José,  tomo  quinientos,  fo- 
lio ciento  seis,  finca  número  treinta  y  un  mil  noventa 
y  siete,  asiento  primero;  que  es  falso  que  su  esposa 
haya  poseído  esa  finca  y  que  la  haya  adquirido  por 
herencia  de  la  madre  ele  ella,  señora  Gregoria  Vargas, 
como  asegura,  pue»él  es   quien  la  ha   poseído   desde 
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hace  más  de  veinte  años  como  propietario,  quieta  y 
pacíficamente,  por  compra  que  del  terreno  hizo  al 
señor  Liberato  Gutiérrez  Mora,  y  por  haber  hecho  á 
sus  expensas  la  casa  que  existe;  que  su  dicha  esposa 
no  puede  poseer  exclusivamente  la  finca,  estando  ca- 
sada con  él  como  lo  está  desde  el  quince  de  Agosto 
de  mil  ochocientos  sesenta  y  uno;  y  que  demanda  á 
ésta  para  que  se  declare  nulo  y  de  ningún  valor  el  tí- 
tulo posesorio  levantado,  debiendo  en  consecuencia 
cancelarse  la  inscripción  hecha  en  su  nombre,  y  orde- 
nar que  la  finca  descrita  se  inscriba  en  su  propio  nom- 
bre; 

29— Que  posteriormente  se  presentó  el  señor  EH- 
zondoVargas,  como  albacea  suplente  de  la  sucesión  re- 
ferida, manifestando:  que  la  demandada  señora  Blanco 
al  fallecimiento  de  su  esposo,  fué  nombrada  albacea  y 
en  ese  carácter  retiró  del  Registro  Público  el  manda- 
miento de  anotación  de  la  demanda  establecida,  y 
traspasó  la  finca  al  Presbítero  Andrés  Fuentes  Chin- 
chilla, quien  á  su  vez  la  enajenó  en  favor  de  Micaela 
Solís  por  la  suma  de  quinientos  colones;  y  que  por 
esta  razón  hace  extensiva  la  demanda  á  los  señores 
Fuentes  y  Solís  dichos,  para  que  en  definitiva  se  de- 
claren nulas  las  trasmisiones  hechas  del  inmueble 
cuestionado,  y  se  inscriba  éste  en  nombre  del  señor 
Rafael  Solís  Araya,  y  se  condene  á  los  demandados 
al  pago  de  las  costas  personales  y  procesales  del  jui- 
cio. Las  señoras  Blanco  y  Solís  contestaron  negati- 
vamente la  demanda,  y  por  no  haberla  contestado  el 
señor  Fuentes,  se  le  declaró  rebelde; 

3? — Que  el  Juez  respectivo  falló  á  la  una  de  la 
tarde  del  veinticuatro  de  Junio  del  año  próximo  pasa 
do,  declarando  nulo  el  título  levantado  por  la  señora 
Blanco  Vargas,  ordenando  la  cancelación  del  asiento 
correspondiente  y  de  las  trasmisiones  hechas  por  ella 
y  por  el  señor  Fuentes,  y  sin  lugar  la  inscripción  de 
la  finca  en  nombre  del  señor  Rafael  Solís  Araya,  hoy 
su  sucesión,  con  las  costas  procesales  del  juicio  á  car- 
go de  los  demandados.  El  Juez  fundó  su  resolución 
en  los  artículos  719  y  720  del   C#digo   Civil,  y  87  y 
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348  de  Procedimientos  Civiles,  y   en   las  razones  si- 
guientes:    "I? — Que  el  actor  ha  demostrado   con  la 
certificación  marcada  caá  la  letra   B,   presentada  con 
la  demanda,  la  existencia  de  la  sociedad  conyugal  ha- 
bida entre  los  señores  Rafael  Solís  Araya  é  Inés  Blan- 
co Vargas,  desde  el  quince  de  Agosto   de   mil  ocho- 
cientos sesenta  y  uno;     2? — Que  igualmente  se  com- 
prueba con  la  certificación  marcada  con  la  letra   A  y 
con  las  declaraciones  de  testigos  recibidas  en  este  jui- 
cio, que  la  finca  inscrita  mediante  el  título  posesorio, 
fué  adquirida  durante  la  existencia  de  la  mencionada 
sociedad  conyugal;    3? — Que  siendo  esto  así,  la  seño- 
ra  Blanco  Vargas  no  ha  tenido  derecho  para  inscribir 
exclusivamente  en  su  nombre  la  finca  á  que  se  refiere 
la  información  posesoria  levantada  por  ella,  pues   se- 
gún las  disposiciones  de  los   artículos  970,  971  y  972 
del  Código  Civil  de  1841,  aplicable   á  la   especie,  di- 
cho bien  como  adquirido  durante  la  existencia   de  la 
sociedad  conyugal,  pertenece   i  ella,   siendo  para   el 
caso  indiferente  que  quien  lo  adquiriera  fuera  el  ma- 
rido ó  la  esposa;     4? — Que  establecido  como  ha  que- 
dado, que  la  finca  fué  indebidamente  inscrita  en  nom- 
bre de  la  señora  Blanco  Vargas,   y  debiendo   en  con- 
secuencia, ordenarse  la  cancelación  de  esa  inscripción, 
deben  también  anularse   las   trasmisiones   posteriores 
hechas   por   los   señores   Blanco  Vargas  y   Fuentes; 
pues  el  que  adquiere  del  que  ha  inscrito  mediante  tí- 
tulo posesorio,  se  sujeta  á  que  los  terceros   de    mejor 
derecho,  lo  desposean  de  su  adquisición  [artículo  479, 
Código  Civil,  y  sentencias  de  casación  de  las  doce  del 
día  diez  y  ocho  de  Diciembre  de  1891  y  dedos  y  me- 
dia de  la  tarde   del  veinte  de   Mayo  de  1892];     s^ — 
Que  por  lo  considerado,  procede   declarar    con    lugar 
la  demanda  en  cuanto  se  solicita  la  nulidad  del   título 
posesorio  levantado,  y  la  cancelación  de    su    inscrip- 
ción, así  como   la   nulidad  de  las    trasmisiones  poste- 
riores; pero  no  en  cuanto  se   pide    la  inscripción  de  la 
finca  en  cabeza  del  señor  Rafael    Solís    Araya,    tanto 
porque  no  le  pertenece  exclusivamente,  como  porque 
no  es  este  el  medio  de  proceder   á  verificarla    (articn- 
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los 846  y  siguientes  del  Código  de   Procedimientos 
Civiles"); 

4? — Que  elevados  los  autos  á  la  Sala  Primera  de 
Apelaciones,  en  virtud  ,de  alzada  interpuesta  por  los  * 
señores  Blanco  Vargas  y  Fuentes  Chinchilla,  dicho 
Tribunal,  por  sentencia  dictada  á  las  tres  y  media  de 
la  tarde  del  treinta  y  uno  de  Octubre  del  mismo  año, 
absolvió  del  cargo  á  los  demandados  y  condenó  á  la 
sucesión  actora  en  las  costas  procesales  del  juicio,  a 
poyándose  en  los  artículos  719,  Código  Civil,  y  1,072 
de  Procedimientos  Civiles,  y  en  estas  conclusiones: 
**a)  que  la  prueba  rendida  en  apoyo  de  la  acción  ejer- 
citada es  insuficiente  para  demostrar  el  mejor  dere- 
cho del  actor,  respecto  á  la  propiedad  de  la  finca  so- 
bre que  versa  la  demanda,  pues  de  todas  las  declara- 
ciones de  testigos  recibidas,  solamente  las  dos  prime- 
ras son  válidas,  y  éstas  no  consignan  de  quien  hubo 
el  terreno  el  demandante  Soh's;  b)  que  en  frente  de 
esas  declaraciones  están  las  dos  constantes  en  el  títu- 
lo de  la  parte  demandada,  en  las  cuales  se  consignan 
todas  las  circunstancias  que  la  ley  exige  en  las  infor- 
maciones posesorias;  c)  que  para  invalidar  un  título 
y  privar  de  la  posesión  á  quien  actualmente  la  ejerce 
es  preciso  que  el  derecho  del  reclamante  esté  bien  de- 
r  mostrado,  pues  en  la  duda  hay  que  decidir  la  con- 
tienda judicial  en  favor  de  la  parte  demandada,  con 
arreglo  á  las  prescripciones  del  derecho;  ch)  que  las 
alegaciones  hechas  últimamente  por  la  parte  actora 
relativas  á  la  comunidad  de  los  bienes  de  los,  cónyu- 
ges, por  tratarse  de  un  matrimonio  contraído  durante 
la  legislación  anterior  á  la  vigente,  y  á  que  la  esposa 
no  pudo  adquirir  por  sí,  sin  la  declaración  de  su  mari- 
do hecha  en  escritura  publica,  no  pueden  tomarse  en 
cuenta  porque  sobre  esos  puntos  no  ha  podido  versar 
el  presente  debate,  una  vez  que  no  fueron  objeto 
de  la  demanda,  la  cual  tiene  que  resolverse  tal  como 
la  estableció  el  finado  Rafael  Solís"; 

5? — Que  el  albacea  de  la  sucesión  actora  ha  in- 
terpuesto recurso  de  casación  contra  la  sentencia  de 
segunda  instancia,  por  los  motivos  siguientes:     i9 — 
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Violación  é  infracción  del  artículo  972,  Código  Civil 
de  1841;  2? — Infracción  de  los  970  ibídem,  7478, 
836  y  838  del  Código  Civil;  3?— Violación  del  719, 
texto  últimamente  citado,  con  error  de  hecho  y  de- 
recho en  la  apreciación  de  la  prueba; 

69 — Que  en  los  procedimientos  no  hay  defecto;  y 

Considerando: 

1 9 — Los  bienes  del  patrimonio  de  cada  cónyuge 
se  presumen  comunes  mientras  no  conste  lo  contra- 
rio por  escritura  publica  (artículo  972,  parte  i?,  Có- 
digo General); 

29 — El  matrimonio  produce  entre  los  cónyuges 
una  sociedad  legal,  mediante  la  que  son  partibles  en- 
tre ambos  todos  los  bienes  adquiridos  durante  él  (ar* 
tículo  970  ibídem); 

39 — En  el  caso  de  autos,  la  finca  objeto  del  liti- 
gio fué  inscrita  en  el  Registro  Publico  por  título  po- 
sesorio en  Marzo  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho, 
y  aunque  la  señora  Blanco  afirmó  en  él  haberla  habido 
por  herencia  veinte  años  antes,  es  de  la  sociedad,  por- 
que el  matrimonio  entre  Rafael  Solís  é  Inés  Blanco 
se  celebró  en  mil  ochocientos  sesenta  y  uno  y  no  hay 
demostración  alguna  por  documento  público  de  que 
sea  exclusivo  de  la  mujer,  ni  siquiera  el  título  poseso- 
río  se  ha  consolidado  por  el  trascurso  de  diez  años 
después  de  la  inscripción,  que  no  perjudica  en  ningún 
caso  al  que  tenga  mejor  derecho  (artículo  479,  Có- 
digo Civil); 

49 — En  virtud  de  lo  dicho,  el  título  no  sirve  pa- 
ra demostrar  la  propiedad  exclusiva  de  la  señora 
Blanco,  la  finca  pertenece  á  la  sociedad,  y  la  senten- 
cia recurrida  debe  ser  casada; 

Por  tanto,  y  de  conformidad  con  los  artículos 
963,  caso  i9,  y  977  del  Código  de  Procedimientos 
Civiles,  declárase  con  lugar  la  casación  pedida  y  nu- 
la, por  consiguiente,  la  sentencia  de  segunda  instan- 
cia.— A.  Alvarado. — J.  Fed.  González.— Manuel  V. 
Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — An- 
te mí, — Alfonso  Jiménez. 
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Cano  v.  Bonnefil  y  Quirós 

(  35^  p.  m. — Marzo  7  ) 

En  el  juicio  ordinario  sobre  pago  de  mejoras,  es- 
tablecido ante  el  Juzgado  de  primera  instancia  de 
Puntarenas  y  continuado  en  el  Primero  Civil  de  esta 
provincia,  por  el  señor  Manuel  Cano  Arzua,  mayor, 
agricultor  y  vecino  de  Esparta,  contra  la  sucesión  de 
los  señores  Juan  Jacobo  Bonnefil  Myra,  agricultor,  y 
Feliciana  Quirós  Solano,  de  oficios  domésticos,  am- 
bos mayores,  que  fueron  vecinos  de  esta  ciudad,  hoy 
representada  por  su  albacea  señor  Pedro  Bonnefil 
Quirós,  mayor,  agricultor  y  de  igual  vecindario;  es 
parte  también  el  señor  Licenciado  Máximo  Fernán- 
dez Al  varado,  mayor,  abogado  y  vecino  de  esta  ciu- 
dad, como  apoderado  del  actor; 

Resultando: 

i9 — Que  el  actor  en  su  correspondiente  libelo 
expone:  que  ha  poseído  por  algún  tiempo  y  de  buena 
fe  una  parte  de  la  finca  inscrita  en  el  Registro  de  la 
Propiedad,  Partido  de  Puntarenas,  tomo  treinta,  folio 
cuatrocientos  cincuenta  y  uno,  número  dos  mil  ocho- 
cientos veinte,  asiento  uno,  que  es  el  sitio  llamado 
"Las  Mesas,"  con  los  siguientes  linderos:  Norte,  pro- 
piedad de  Juan  Ugalde;  Sur  y  Oeste,  el  mar;  y  Este, 
propiedad  de  la  sucesión  de  Jesús  Alfaro,  río  Jesús 
María  en  medio;  que  debiendo  desocupar  la  referida 
finca,  por  aparecer  como  de  propiedad  de  la  suce- 
sión de  Juan  Jacobo  Bonnefil  y  Feliciana  Quirós,  de- 
manda á  la  sucesión  dicha  para  que  se  la  obligue  á 
indemnizarle  el  valor  de  las  mejoras  necesarias  y  el 
de  las  útiles  hechas  en  el  terreno  que  forma  parte  del 
sitio  "Las  Mesas",  y  los  daños  y  perjuicios  que  los 
demandantes  le  causaron  con  el  embargo  de  doscien- 
tas cincuenta  y  una  trozas  de  madera  que  le  pertene- 
cían; y  funda  su  acción  en  los  artículos  281,  282,  285, 
286,  328  y  332  del  Códigd  Civil; 

2? — Que  el  demandado  en  su  memorial  de  cinco 
de  Febrero  de  mil  novecientos  tres  dijo  que   respecto 
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al  valor  de  las  mejoras  necesarias  y  de  las  útiles,  la 
demanda  era  atendible  con  la  diferencia  de  que  el  de- 
recho del  actor  debía  estimarse  conforme  á  las  reglas 
establecidas  por  la  ley  para  quienes  no  son  poseedo- 
res de  buena  fe,  reglas  que  debían  observarse  para 
apreciar  la  obligación  que  el  demandante  tiene  de  res- 
tituir los  frutos  percibidos  y  los  demás  que  pudo  pro- 
ducir el  terreno  de  la  sucesión  representada  por  él, 
que  el  actor  ha  explotado  por  más  de  ocho  años;  y 
contrademandó  á  su  contrario  para  el  pago  á  su  re- 
presentada de  tales  frutos;  reconvención  que  fué  ne- 
gada por  el  actor; 

3? — Oportunamente  el  señor  Juez  primero  Civil 
de  esta  provincia  dictó  sentencia  á  las  tres  de  la  tar- 
de del  diez  y  siete  de  Mayo  del  año  próximo  anterior, 
en  la  que  con  fundamento  en  las  conclusiones  siguien-  ' 
tes:  •*!? — Que  importa  resolver  en  primer  término  la 
cuestión  de  si  el  actor  ha  poseído  de  buena  ó  de  mala 
fe  los  terrenos  que  la  sentencia  certificada  en  autos  le 
ordena  devolver,  por  ser  ella  la  base  sobre  que  ha  de 
descansar  este  fallo;  2?  -Que  el  actor,  para  justificar 
que  su  posesión  ha  sido  de  buena  fe,  presentó  seis  tes- 
tigos que  declararon  que  él  ha  hecho  sus  cultivos,  me- 
joras y  construcciones  en  terrenos  conocidos  como  de 
la  milla  marítima;  pero  esa  prueba  no  desvirtúa  la  re- 
sultante de  las  cartas  presentadas  por  el  demandado, 
marcadas  con  las  letras  A  y  B,  y  reconocidas  por  el 
actor,  en  que  éste  reconoce  desde  el  año  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  ocho,  que  el  terreno  que  ocupa  per- 
tenece al  sitio  de  "Las  Mesas",  de  propiedad  de  las 
sucesiones  demandadas,  de  lo  cual  se  deduce  que  el 
actor  al  hacer  sus  cultivos  no  tenía  la  buena  fe  á  que 
se  refiere  el  artículo  285  del  Código  de  Procedi- 
mientos Civiles.  (Véase  la  apreciación  que  sobre  las 
referidas  cartas  hace  la  Sala  de  Casación  en  el  consi- 
derando cuarto  de  la  sentencia  certificada  en  autos); 
3? — Que  aunque  pudiera  sostenerse  que  si  bien  de  las 
referidas  cartas  aparece  que  el  actor,  sabía  que  los  te- 
rrenos en  que  se  hicieron  las  mejoras  eran  de  propie- 
dad del  demandado,  también  $e   desprende   de   ellas 

10 
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que  entró  en  posesión  de  los  referidos  terrenos  con  el 
consentimiento  del  señor  Juan  Bonnefil  ó  que  las  ex- 
presadas cartas  se  refieren  á  otros  cultivos,  como  lo 
asegura  el  señor  Cano  en  su  confesión  del  folio  167; 
pero,  lo  primero  no  sólo  no  se  ha  alej^ado,  sino  que 
el  actor  se  ha  empeñado  en  sostener  que  él  hÍ70  sus 
cultivos  en  terrenos  que  él  creía  de  la  milla  marítinia, 
esto  aún  después  de  haber  sido  vencido  en  el  'juicio 
anterior,-y  lo  segundo  no  se  ha  comprobado,  ni  tra- 
tado de  comprobarse;  4? — Que  por  estar  comproba- 
do en  autos  con  las  declaraciones  de  testigos  recibidas, 
y  aceptado  por  la  parte  demandada  en  su  contesta- 
ción á  la  demanda,  que  el  actor  es  poseedor  mejoran- 
te, y  de  acuerdo  con  la  conclusión  á  que  se  ha  llega- 
do en  las  consideraciones  anteriores,  acerca  del  modo 
de  la  posesión,  si  no  es  procedente  la  demanda  en 
cuanto  á  la  indemnización  de  las  mejoras  necesarias  y 
útiles,  en  la  forma  que  el  actor  las  solicita,  que  es  lo 
más,  sí  lo  es  en  la  que  indican  los  artículos  329  y  330 
del  Código  Civil,  que  es  lo  menos;  5? — Que  por  lo  di- 
cho en  el  anterior  considerando,  debe  declararse  que 
las  sucesiones  demandadas  deben  indemnizar  al  actor 
del  valor  de  las  mejoras  necesarias  y  útiles  que  ha 
hecho  en  el  terreno  pertenecierte,  según  la  sentencia 
certificada  en  autos,  al  sitio  **Las  Mesas",  como  po- 
seedor de  mala  fe;  6? — Que  por  estar  también  justifi- 
cado con  las  declaraciones  de  testigos  presentados  por 
la  parte  actora  y  con  el  prejuicio  acumulado,  que  las 
sucesiones  demandadas,  con  el  embargo  de  las  dos- 
cientas cincuenta  y  una  trozas  de  madera  de  propie- 
dad del  demandado,  le  ocasionaron  á  éste  daños  y 
perjuicios,  debe  declararse  con  lugar  la  demanda  en 
esa  parte,  obligando  á  las  sucesiones  dichas  á  pagar 
al  actor  el  valor  de  los  daños  y  perjuicios  que  le  oca- 
sionaron con  el  mencionado  embargo  (artículo  1,045 
del  Código  Civil);  7? — Que  como  consecuencia  de  lo 
expuesto  en  las  consideraciones  precedentes,  debe  de- 
clararse con  lugar  la  contramanda,  condenando  al  ac- 
tor á  devolver,  á  restituir  los  frutos  percibidos  y  los 
que  pudieron  producir  los  terrenos  ocupados   por   el 
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actor  del  sitio  "Las  Mesas",  y  que  la  sentencia  certi- 
ficada en  autos  le  ordena  devolver;  pero  no  durante 
el  período  de  ocho  años  que  la  contrademanda  expre- 
sa, pues  no  se  ha  comprobado  que  durante  ese  térmi- 
no se  haya  beneficiado  con  los  frutos  el  actor,  sino 
desde  la  fecha  que  éste  ha  confesado  como  principio 
de  los  cultivos,  ó  sea  desde  v\  año  de  mil  ochocientos 
noventa  y  siete,  hasta  la  época  en  que  se  verifique  la 
entrega  de  los  terrenos,  siempre  que  ost:  término  no 
exceda  de  los  ocho  años.  (Véase  la  confesión  del  se- 
ñor Cano  constante  á  los  folios  176  y  1 77;-y  artículos 
329  y  330  del  Código  Civil  y  S7  del  de  Procedimien- 
tos Civiles);  8? — Que  como  no  se  ha  justificado  que 
el  actor  haya  percibido  tales  ó  cuales  frutos,  sólo  de- 
be obligársele  á  restituir  los  que  los  terrenos  mencio- 
nados en  el  anterior  considerando,  hayan  podido 
producir  en  el  término  que  en  el  mismo  considerando 
se  indica;  9? — Que  por  estimar  el  infrascrito  Juez 
equitativo  el  dictamen  de  la  mayoría  de  los  peritos 
en  cuanto  á  la  apreciación  de  los  daños  y  perjuicios 
ocasionados  con  el  embargo  de  las  doscientas  cincuen- 
ta y  una  trozas  de  madera,  el  pago  de  ellos  debe  ha- 
cerse á  dicho  dictamen  (sic);  loí* — Que  también  es 
justo  el  referido  dictamen  de  la  mayoría  de  los  peri- 
tos en  cuanto  á  la  estimación  de  las  mejoras,  por  lo 
que  su  valuación  debe  hacerse  con  arreglo  á  él;  1 1^ — 
Que  tanto  por  no  haber  dictaminado  todos  los  peri- 
tos en  lo  que  se  refiere  á  la  estimación  de  los  frutos, 
como  por  no  habérsele  fijado  las  bases  á  que  se  refie- 
ren los  considerandos  7?  y  8?.  debe  desestimarse  en 
esaparte  dicho  dictamen  (Artículo  314,  Código  de 
Procedimientos  Civiles)";  y  con  apoyo  en  los  artículos 
719  y  720,  Códig-^  Civil,  y  93,  338,  1,072  y  1,075 
del  de  Procedimientos  Civiles,  falló  declarando  que 
las  sucesiones  demandadas  deben  pagar  al  actor  como 
poseedor  de  mala  fe,  las  mejoras  necesarias  y  útiles 
en  la  formaindicada  en  las  consideraciones  5^  y  10^; 
que  también  deben  las  sucesiones  demandadas  al  ac- 
tor los  daños  y  perjuicios  á  que  se  refiere  el  conside- 
rando 6?;  y  en  la  forma  que  indica  el  9?;  que  el  actor 
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debe  restituir  los  frutos  á  que  se  refieren  las  conside- 
raciones 7?  y  8?,  á  justa  tasación  de  peritos  y  en  la 
forma  expresada  en  dichas  consideraciones,  sin  espe- 
cial condenación  en  costas; 

4? — Elevados  los  autos  á  la  Sala  Primera  de 
Apelaciones,  en  virtud  de  recurso  interpuesto  por  las 
partes,  dicho  tribunal,  por  sentencia  dictada  á  las 
tres  y  cuarto  de  la  tarde  del  veintinueve  de  Agosto 
último,  reformó  la  sentencia  de  primera  instancia,  con- 
denando á  las  sucesiones  demandadas  á  pagar  al  ac- 
tor, ajusta  tasación  de  peritos,  el  valor  de  los  materia- 
les y  de  la  mano  de  obra  empleados  en  los  cultivos  y 
construcciones  indicados  en  la  demanda,  hechos  por 
él;  á  pagar  al  señor  Cano  la  suma  de  dos  mil  doscien- 
tos cincuenta  y  nueve  colones  por  las  trozas  de  ma- 
dera referidas  en  la  demanda;  absolvió  al  mismo  del 
pago  de  los  frutos;  y  dejó  á  dichas  sucesiones  su  de- 
recho á  salvo  para  que  reclamen  los  daños  y  perjui- 
cios que  el  actor  pudiera  haberles  causado  con^  la  ocu- 
pación de  parte  de  la  finca  ''Las  Mesas",  también  sin 
especial  condenación  en  costas; 

5? — El  albacea  mencionado  ha  interpuesto  re 
curso  de  casación  de  la  sentencia  de  segunda  instan- 
cia, y  alegado  al  efecto,  violación  é  interpretación 
errónea  del  artículo  329  del  Código  Civil  al  negar  á 
sus  representados  el  derecho  de  exigir  la  restitución 
de  frutos;  error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  aprecia- 
ción de  las  pruebas  de  confesión,  documentos  y  testi- 
monial, é  infracción  de  los  artículos  720,  727,  735  y 
741  ibídem  y  338  del  Código  de  Procedimientos  Ci- 
viles; incongruencia  de  la  sentencia  con  las  prctensio- 
nes  de  la  contrademanda,  con  violación  de  los  artícu  - 
los  87  y  88  del  mismo  Código  de  Procedimientos;  vio- 
lación del  artículo  1,045  ^^^  Código  Civil,  con  error 
de  hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de  las  prue- 
bas, en  cuanto  al  pago  de  las  trozas  de  madera;  y 
violación  de  los  artículos  1,072  y  1,073  del  Código 
de  Procedimientos  citado,  al  no  condenar  en  costas  al 
actor; 
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69 — En  los  procedimientos  no  se  nota  defecto;  y 
Considerando: 

1 9 — En  cuanto  á  la  violación  alej;:ada  del  artículo 
329  del  Código  Civil,  que  la  sentencia  de  segunda 
instancia  discurre  bien  al  afirmar  que  los  cultivos  he- 
chos en  el  terreno  de  la  disputa,  provienen  de  la  in- 
dustria de  Cano  y  es  equitativo  que  se  le  abonen;  pe- 
ro no  en  cuanto  no  disminuye  de  su  precio  el  valor 
que,  á  justa  tasación  de  peritos,  debe  atribuirse  al  uso 
de  la  tierra  ajena,-pues  quien  de  ella  se  sirve  es  natu- 
ral que  retribuya  lo  que  su  uso  vale,  cualquiera  que 
sea  la  intención  con  que  de  ella  se  aprovecha; 

29 — En  cuanto  á  las  del  1,045  ^^1  Código  Civil 
y  179  del  de  Procedimientos  Civilcs,-que  la  falta  de 
cuidado  en  la  custodia  de  lo  que  se  embargue  á  un 
litigante  y  el  perjuicio  sufrido  por  no  encontrar  opor- 
tunamente quien  lo  compre,  no  puede  atribuirse  sin 
injusticia,  á  quien  lo  embargó,  ni  semejante  responsa- 
bilidad por  nuestras  leyes  se  le  encarga,  pues  el  em- 
bargante no  queda  muchas  veces  como  depositario 
de  las  cosas  en  que  el  secuestro  consiste;  debiendo  só- 
lo, por  punto  general,  y  en  el  caso  concreto,  el  daño 
que  consiste  para  el  dueño  de  la  cosa  en  que  se  ven- 
da tardiamente  y  en  la  pérdida,  por  lo  mismo,  de  los 
intereses  de  su  precio,-lo  que  en  la  materia  de  este  li- 
tigio puede  tenerse  por  equivalente  á  la  suma  deposi- 
tada por  el  litigante  que  embargó  para  obtener  del 
Juzgado  el  secuestro; 

39 — En  cuanto  á  la  délos  artículos  1,072  y  1,073 
del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  que  no  se  está 
en  caso  alguno  de  los  que  la  ley  señala  como  de  te- 
meridad evidente,  y  no  se  han  violado  las  de  la  ma- 
teria en  cuanto  á  costas;  y 

Considerando,  por  último,  en  cuanto  á  las  demás 
citas  del  recurso,  que  no  ameritan  análisis  especial,  ó 
quedan  implícitamente,  con  lo  ya   dicho,  examinadas; 

Por  tanto  y  de  conformidad  con  los  artículos  963, 
caso  1 9,  y  977  del  Código  de  Procedimientos  Civiles, 
declárase  con  lugar  la  casación  demandada  y    nula  la 
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sentencia  de  la  Sala  Primera. — A.  Alvarado. — J.  Fed. 
González. — A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Jo- 
sé R.  Chavarría.—  Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


Aguilar  Castro 

(  2  p.  m. — Marzo  9  ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  primero  del 
Crimen  de  esta  provincia,  contra  Porfirio  Aguilar 
Castro,  de  veintiocho  años,  soltero,  sastre  y  vecino 
de  esta  ciudad,  por  el  crimen  de  homicidio  perpetra- 
do en  la  persona  de  Celia  Trejos.  hecho  que  ocurrió 
en  esta  ciudad  en  cusa,  de  la  ofendida,  como  á  las 
nueve  y  media  de  la  noche  del  dos  de  Agosto  de 
mil  novecientos  tres;  es  parte,  además  del  represen- 
tante del  Ministerio  Público,  el  señor  Licenciado  Ra- 
món Zelaya  Villegas,  mayor,  abogado  y  de  este  ve- 
cindario, como  defensor  del  procesado; 

Resultando: 

1? — Que  el  Juez  primero  del  Crimen,  por  sen- 
tencia de  las  tres  de  la  tarde  del  día  dos  de  Noviem- 
bre del  año  próximo  pasado,  declaró  que  Aguilar 
Castro  era  responsable  como  autor  del  crimen  refe- 
rido, y  lo  condenó  á  la  pena  de  siete  años  de  presidio 
en  San  Lucas,  con  abono  del  tiempo  de  prisión;  á  pa- 
gar á  los  hijos  menores  de  la  occisa,  si  los  tuviere,  y 
mientras  no  se  casen,  una  pensión  igual  á  dos  jorna- 
les, y  todos  los  daños  y  perjuicios  ocasionados  con 
el  delito;  á  inhabilitación  absoluta  perpetua  para  car- 
gos y  oficios  públicos  y  derechos  políticos,  y  absolu- 
ta parf:  profestones  titulares  mientras  dure  la  conde- 
na; declaró  compensada  la  agravante  décima  octava 
con  la  atenuante  octava,  y  omitió  la  condenatoria  á 
la  pérdida  del  arma  con  que  el  reo  delinquió,  por 
constar  de  autos  que  pertenecía  á  la  Nación,  por  las 
siguientes  conclusiones:  "a) — Que  con  las  declara- 
ciones de  los  testigos  del  sumario,  Juana  Teresa  Qui- 
ros,  Susana  Pérez,  Angélica  Arburola,  Ceneida  Gue- 
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rrero,  Víctor  Arias,    María  Montoya.    Juan    Bautista 
Vargas,    Ana   Golfín,   David   Reyes     Elena   Ramos, 
Eulogio  Bolaños,  Joaquín  Chavarría,    Elvira  Monto- 
ya, Juana  Quirós  Lobo  y  Julia  Guzmán,    con    la    in- 
ciagatoria  del  indiciado  y    con   el    dictamen   médico- 
forense,  este  Juzgado  tiene  por  cierto  que  el  procesa- 
do Porfirio  Aguilar  dio  muerte  á  Celia  Trejos,    y  por 
lo  mismo  debe  declarársele    responsable    como   autor 
del  crimen  de  homicidio,  y  condeiiársele    á   las  penas 
de  ley  (artículos  2  de  la  ley  de  3   de  Julio    de    1903, 
i^,  ^S  y  S7  ^^^  Código  Penal);    b) — Que  el  hecho  de 
autos  se  encuentra  comprendido  en  el  inciso  2?  del  ar- 
tículo 414  del  Código  Penal,  y  es  castigado  con  presi- 
dio mayor  en  sus  grados  mínimo  á  medio;  c) — Que  en 
contra  del  reo  militan  las  agravantes  sexta    y  decima 
octava  del  artículo  12  del  Código  Penal,    y   en  su  fa- 
vor la  atenuante  octava  del    artículo    1 1    del    mismo 
Código,  la  cual  este  Tribunal  compensa    con  la  agra- 
vante   citada    en    segundo    término    (artículo  75  ibí- 
dem);  ch) — Que  según  lo  declarado  por  Víctor  Arias, 
el  procesado  Aguilar  sospechaba  que  la  autora  de  la 
carta  dirigida  á  Ana  Golfín,   podía  ser  ó  Celia  Trejos 
6  Anita  Montes  de  Oca;  y   no  se  ha  demostrado  que 
en  realidad  fuese  la  primera-lo    que  podría  constituir 
una  degradante  de  la  pena-porque    el  dictamen  peri- 
cial acerca  de  la  especie  no    da    ninguna  conclusión; 
y  la  declaración  de  Alfredo  Valverde  no  merece  cré- 
dito por  lo  preceptuado  por  el  artículo  235,  Parte  III 
del  Código  General,    fuera    de  que  su  simple  lectura- 
por  lo  artificiosa-revela    lo   inexacto    de    su    informe 
(artículo  18  de  la  ley  de  8  de  Julio  de  1902);  d) — Que 
quedíindo  una  agravante  en  contra  del  reo    y    siendo 
la  pena  compuesta  de  dos  grados,  hay  que  aplicársela 
en  el  máximo  y  entonces  queda  como  imponible  pre- 
sidio interior  mayor  en  su  grado  medio,    cuya    dura- 
ción la  fija  este  Tribunal  en  siete   años  (artículos    64, 
^S»  75  y    76   del    Código   Penal);     e) — Que  también 
debe  condenarse  al  reo  á  las  penas  accesorias  y  abo- 
nársele la  prisión  sufrida  (artículos  25,    33,    36  y   95,. 
Código  Penal);" 
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2? — Que  en  virtud  de  recurso  interpuesto  por 
el  defensor  del  procesado,  la  Sala  Segunda  de  Ape- 
laciones conoció  de  la  causa  y  á  la  una  y  cuarto  de 
la  tarde  del  veintisiete  de  Diciembre  último,  cambió 
la  pena  principal  impuesta  al  reo,  por  ocho  años,  tres 
meses  de  presidio  en  San  Lucas,  y  lo  condenó  á  que- 
dar sujeto  á  la  vigilancia  de  las  autoridades  por  tres 
años  después  de  cumplida  la  condena;  declaró  ade- 
más que  la  inhabilitación  para  profesiones  titulares  á 
que  ha  sido  condenado,  debe  ser  absoluta  y  perpe- 
tua. La  Sala  Segunda  considera:  "a) — Que  el  mé- 
rito del  proceso  justifica  la  imputación  hecha  al  reo 
Aguilar  como  autor  del  homicidio  de  Celia  Trejos, 
con  la  consiguiente  responsabilidad  criminal;  b) — Que 
el  hecho  juzgado  lo  estima  esta  Sala  comprendido  en 
el  inciso  I?  del  artículo  414  del  Código  Penal,  pues 
hubo  alevosía.  No  militan  entonces  agravantes  con- 
tra el  delincuente,  por  las  circunstancias  de  ser  una 
mujer  la  occisa  y  de  abuso  del-  arma,  constituyen  el 
elemento  de  la  alevosía;  c) — Que  la  citada  ley  asigria 
al  caso  la  pena  de  presidio  en  San  Lucas  en  su  grado 
medio  á  deportación.  Favorecen  al  reo  las  atenuan- 
tes 7?  y  8?,  artículo  11,  Código  citado,  sin  contra- 
rresto, las  cuales,  de  acuerdo  con  el  artículo  75  ibídem, 
autorizan  la  baja  de  un  grado  de  la  pena  normal. 
Hecha  la  degradación  indicada,  la  Sala  aplica  presi- 
dio en  San  Lucas  en  su  grado  mínimo,  con  el  aumen- 
to de  la  mitad  ordenada  por  la  ley  de  21  de  Julio  de 
1887;  ch) — Que  en  esas  condiciones  y  fijando  el  presi- 
dio en  San  Lucas  en  cinco  años  y  seis  meses,  la  Sala 
lo  eleva  por  razón  de  aumento,  á  ocho  años  y  tres 
meses;  d) — Que  hecha  la  reforma  expresada  en  cuan- 
to á  la  pena  principal  y  cambiando  las  accesorias  del 
artículo  36  por  las  del  35,  ambos  Código  Penal,  debe 
mantenerse  la  sentencia  que  se  examina,  por  quedar 
arreglada  á  derecho;'* 

3? — Que  el  defensor  del  reo  ha  interpuesto  re- 
curso de  casación  contra  el  fallo  de  segunda  instan- 
cia, fundándolo:  en  que  la  Sala  de  instancia  ha  co- 
metido error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación 
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de  algunas  pruebas,  con  violación  del  artículo  ii, 
inciso  149,  Código  Penal;  ha  interpretado  errónea- 
mente y  por  consiguiente  violado  el  artículo  414, 
inciso  I?,  del  mismo  Código,  y  ha  infringido  los  ar- 
tículos 678,  680  y  193,  Parte  III  del  Código  General 
de  1 84 1,  en  relación  con  el  964,  inciso  3V,  del  de 
Procedimientos  Civiles; 

4? — Que  en  los  procedimiento^^  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

I? — La  Sala  de  instancia  apreció  acertadamente 
la  prueba  relativa  á  la  buena  conducta  anterior  del 
reo  y  le  negó  con  justicia  la  ventaja  de  la  atenuación 
á  eso  referente,  porque  si  bien  algunos  testigos  de 
la  causa  emiten  el  concepto  de  que  lo  tenían  por 
hombre  bien  comportado,  existe  la  certificación  au- 
téntica del  folio  126  vuelto,  de  la  que  consta  que  ha 
sido  juzgado  diversas  veces  y  condenado  por  faltas 
<le  policía.  No  hay,  por  tanto,  violación  del  artículo 
1 1  del  Código  Penal; 

2? — La  pena  aplicable  es  la  que  impuso  el  fallo 
recurrido,  porque  la  circunstancia  de  alevosía  ha  sido 
legalmente  computada  en  este  caso  en  que  el  mata- 
dor obró  sobre  seguro  contra  un  ser  débil  y,  además, 
desarmado; 

3? — No  se  han  cometido  las  violaciones  de  las 
leyes  que  se  citan  en  el  recurso,  procedentes  de  la 
falta  de  recibimiento  de  ciertas  pruebas,  porque  las 
que  se  echan  de  menos  no  sólo  no  importan  indefen- 
sión, sino  que  carecen  de  toda  influencia  en  la  dcfini- 
■ción  jurídica  del  negocio; 

Por  tanto,  y  de  conformidad  con  lo:5  artículos 
I?  de  la  ley  número  19  de  9  de  Junio  de  1899;  980 
y  983  del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  de- 
clárase sin  lugar  la  casación  pedida,  y  devuélvanse 
los  autos  al  Tribunal  de  su  origen,  con  certificación 
de  la  presente. — A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — 
Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Orea- 
muno. — Ante  mí,— ^-Alfonso  Jiménez. 
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Arias  v.  Silva  y  Chacón 
(  2  S'  p.  m. — Marzo  9  ) 

En  el  juicio  ordinario  establecido  ante  el  Juer 
segundo  Civil  de  esta  provincia,  sobre  validez  de  un 
remate  y  otros  puntos,  por  el  señor  Manuel  Arias^ 
de  único  apellido,  agricultor,  contra  los  señores  Doc- 
tor Carlos  José  de  Silva,  médico,  y  Maximino  Bus- 
tamante  Castro,  tenedor  de  libros,  éstexomo  cura- 
dor del  concurso  de  Tranquilino  Chacón  Morales, 
todos  mayores  de  edad  y  vecinos  de  esta  ciudad;  en 
el  cual  son  partes,  además,  como  apoderados  del  ac- 
tor y  del  demandado  Silva,  los  señores  Licenciados 
Manuel  Bejarano  Solano  y  Manuel  Arguello  de  Vars, 
mayores,  abogados  y  del  mismo  vecindario,  respec- 
tivamente; 

Resultando: 

I? — Que  en  virtud  de  recurso  interpuesto  por  el 
actor,  de  la  sentencia  de  primera  instancia,  en  que 
36  declaró  sin  lugar  la  demanda  y  se  le  condenó  en 
las  costas  procesales,  pasó  el  asunto  á  la  Sala  Prime- 
ra de  Apelaciones,  y  el  Magistrado  señor  Luis  Dá- 
vila  se  excusó  de  conocer,  fundándose  en  el  artículo 
49  de  la  Constitución,  porque,  como  Juez  de  primera 
instancia  conoció  de  la  cuestión  que  ahora  se  discute 
y  dictó  resolución  que  fué  confirmada  por  dicho  tri- 
bunal. La  parte  actora  apoyó  la  excusa  y  ios  de- 
mandados pidieron  que  se  desestimara.  La  Sala  di- 
cha declaró  que  no  había  motivo  para  separar  al 
referido  Magistrado,  en  consideración  á  "que  el 
haber  resuelto  e!  señor  Dávila,  como  Juez  de  prime- 
ra instancia,  un  punto  análogo  al  presente,  no  es 
causa  de  impedimento  ni  de  excusa,  pues  esa  reso- 
lución no  se  dictó  en  este  mismo  juicio,  ni  de  ella  se 
va  á  conocer  ahora;" 

2?  —Que  la  misma  Sala,  con  la  intervención  del 
Magistrado  Dávila,  falló  confirmando  la  sentencia  de 
primera  instancia  con  costas  personales  y  procesales 
á  cargo  del  demandante; 
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3? — Que  el  señor  Bejarano  interpuso  recurso  de 
casación,  primeramente  sólo  de  la  resolución  del  in- 
cidente de  excusa,  y  luego  de  la  sentencia  de  segun- 
da instancia,  por  los  siguientes  motivos:  interpreta* 
ción  errónea  y  aplicación  indebida  del  artíulo  49  de 
la  Constitución;  y  violación  de  los  artícenlos  1016, 
1022  y  1023  del  Código  Civil; 

4? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

I? — El  motivo  de  forma  que  se  invoca  en  el  re- 
curso es  buen  fundamento  para  pedir  la  casación  de 
la  sentencia  recurrida,  porque  efectivamente  el  señor 
Magistrado  Luis  Dávila  estaba  impedido  para  cono- 
cer y  decidir  la  cuestión  principal  que  se  ventila  en 
este  juicio,  por  haber  sido  resuelta  por  él  como  J  uez 
de  primera  instancia  en  el  juicio  ejecutivo  que  ha 
dado  origen  al  presente;  y  al  declarar  la  Sala  Prime- 
ra de  Apelaciones,  por  su  auto  de  las  nueve  y  treinta 
minutos  de  la  mañana  del  siete  de  Noviembre  de  mil 
novecientos  cuatro,  que  el  Magistrado  señor  Dávila 
no  debía  separarse  del  conocimiento  de  este  negocio, 
incurrió  en  la  falta  que  señala  el  inciso  9?  del  artícu- 
lo 964  del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  y  se  ha 
violado  el  artículo  49  de  la  Constitución  Política,  que 
de  manera  terminante  dispone:  que  un  mismo  Juez 
no  puede  serlo  en  diversas  iqstancias,  siempre  que 
se  trate  de  la  decisión  del  mismo  punto;  y 

2?— Conforme  al  artículo  978  del  Código  de 
Procedimientos  Civiles,  declarándose  procedente  la 
casación  demandada  por  el  motivo  de  forma  de  que 
se  ha  hecho  mérito,  el  Tribunal  no  entra  á  decidir  si 
procede  ó  no  la  que  se  pide  por  los  motivos  de  fondo 
alegados  y  deben  devolverse  los  autos  á  la  Sala  Pri- 
mera  de  Apelaciones  para  que  reponiéndolos  al  esta- 
do que  tenían  cuando  se  cometió  la  falta  mdicada. 
los  sustancie  y  falle  con  arreglo  á  derecho; 

Por  tanto,  declárase  con  lugar  la  casación  pedí- 
da  por  el  motivo  de  forma,  y  nula,    por  consiguiente. 
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la  sentencia  de  segunda  instancia.  Vuelvan  los  au- 
tos á  la  Sala  Primera  de  Apelaciones  para  los  efectos 
indicados. — A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — Ma- 
nuel V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamu- 
no. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


Villegas  Miranda 

(2  10'  p.  m. — Marzo  9) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  del  Crimen 
de  Puntarenas,  contra  Ramón  Villegas  Miranda,  de 
cuarenta  y  tres  aiios,  ai^ricultor  y  vecino  de  Esparta, 
por  el  delito  de  ltrsionc;s  en  perjuicio  de  Liborio  Mor- 
gan Fernández,  mayor,  artesano  y  del  mismo  domi- 
cilio, hecho  que  ocurrió  en  El  Tejar,  jurisdicción  de 
Esparta,  el  once  de  Ai^osto  de  mil  novecientos  dos;  y 
en  la  cual  es  parte,  fuera  del  representante  del  Minis- 
terio Público,  el  señor  Jesús  María  Guzmán  Mora, 
mayor,  agente  de  negocios  judiciales  y  vecino  de  la 
ciudad  de  Puntarenas,  como    defensor  del  procesado; 

Resultando: 

I? — El  Juez  respectivo,  por  sentencia  dictada  á 
las  ocho  de  la  mañana  del  diez  de  Octubre  del  año 
próximo  anterior,  condenó  al  reo  como  autor  y  res- 
ponsable del  delito  referido,  á  la  pena  de  ocho  meses 
de  presidio  en  San  Ldcas,  previo  abono  del  tiempo 
de  prisión,  y  á  .suspensión  de  cargos  y  oficios  públicos 
mientras  dure  la  condena,  con  apoyo  en  los  artículos 
I?,  II,  18,  33.  38.  57  7  63.  Código  Penal,  ^^^,  873  y 
882  de  la  Parte  tercera  del  Código  General  de  1841, 
35  de  la  Ley  Adicional  de  1864,  18  de  la  ley  de  8 
de  Julio  de  1902,  y  2?  de  la  de  3  de  Julio  de  1903, 
por  las  siguientes  consideraciones:  "a). — Que  esta 
autoridad  estima  plenamente  comprobado  con  las  de- 
claraciones del  ofendido  y  de  los  señores  Dolores 
Arancivia,  Jerónimo  Valverde  y  José  María  Villase- 
ñor,  conjuntamente  con    el    dictamen  médico-legal  y 
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aun  con  la  misma  confesión  del  procesado  Villegas, 
que  este  fue  quien  lesionó  á  Liborio  Morgan,  en  un 
paseo  al  Tejar  de  Esparta,  el  dia  once  de  Agosto  de 
mil  novecientos  dos;  b). — Que  de  autos  no  consta 
que  entre  ofensor  y  ofendido  haya  habido  otro  ante- 
cedente que  pudiera  dar  origen  á  ese  hecho,  fuera 
del  incidente  de  una  escopeta  del  procesado,  arreba- 
tada por  éste  al  ofendido,  y  tirada  al  monte  por  Vi- 
llegas, so  pretexto  de  que  estaba  mal  cargada,  por  lo 
que  Morgan  se  molestó  y  aun  profirió  expresiones 
injuriosas  á  Villegas,  separándose  en  seguida  y  mar- 
chándose en  dirección  al  río  á  reunirse  con  otros  com- 
pañeros; c). — Que  el  incidente  apuntado  no  daba 
motivo  suficiente  á  Villegas  para  perseguir  á  Morgan 
con  el  objeto  de  buscar  camorra,  máxime  si  se  toma 
en  cuenta  que  este  último  se  había  marchado,  evitan- 
do sin  duda  otras  consecuencias  á  que  podía  llevar  el 
desagrado  habido  y  las  impertinencias  de  Villegas, 
pues  éste,  según  confiesa,  se  hallaba  algo  tomado  de 
licor  en  ese  momento;  ch). — Que  dado  el  carácter  de 
las  lesiones  que  presenta  Morgan,  no  es  verosímil, 
como  cree  la  defensa,  que  él  mismo  se  haya  lesionado 
con  su  propia  arma  en  la  reyertaque  tuvo  con  Villegas, 
ni  tampoco  puede  admitirse  que  Morgan  haya  sido  quien 
primero  atacó  con  su  cuchillo  á  Villegas,  siendo  así 
que  éste  salió  completamente  ileso,  y  que  el  testigo 
Árancivia  lo  vio  seguir  detrás  del  ofendido,  inmedia- 
tamente después  del  incidente  de  la  escopeta;  d). — 
Que  la  circunstancia  de  haber  huido  Villegas  desde  el 
momento  de  las  lesiones,  sin  reunir  á  sus  compañeros 
de  paseo  para  regresar  á  Esparta,  ni  presentarse  ante 
la  autoridad  á  referir  lo  ocurrido,  no  obstante  el 
llamamiento  que  se  le  hizo,  convence  al  juzgador  que 
Villegas  tenía  la  convicción  de  haber  delinquido  y 
que  temía'el  consiguiente  castigo;  e). — Que  el  hecho 
está  comprendido  en  el  artículo  422  del  Código  Penal, 
porque  á  consecuencia  de  las  lesiones  no  quedó  al 
ofendido  impedimento  que  afecte  miembro  alguno 
importante  de  su  cuerpo,  siendo  por  lo  tanto  de  ca- 
rácter  menos   grave   las   lesiones   que  se  persiguen; 
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f). — Que  en  el  hecho  no  concurren  circunstancias 
agravantes,  y  como  atenuante  sólo  obra  en  favor  del 
procesado  su  buena  conducta  anterior,  pues  la  con- 
fesión del  reo  no  reviste  toda  la  sinceridad  que  la  ley 
exige  para  computarla  como  atenuante;  la  ofensa  que 
precedió  de  parte  del  ofendido  antes  del  lance,  no 
reviste  el  carácter  de  gravedad  necesaria  para  consi- 
derarla como  atenuante  y  además  tal  ofensa  fué  pro- 
vocada por  el  mismo  Villegas,  quien  por  un  motivo 
baladí,  fácil  de  remediar,  arrebató  violentamente  de 
las  manos  á  Morgan  la  escopeta  que  éste  portaba  y 
la  tiró  al  monte;  en  cuanto  al  estado  de  embriaguez 
del  procesado,  no  ha  sido  comprobado,  pues  de  su 
confesión  sólo  se  desprende  que  se  hallaba  algo  em- 
briagado; g). — Que  habiendo  una  sola  atenuante  á 
favor  del  procesado,  debe  aplicarse  á  éste  la  pena  con 
arreglo  al  aparte  2?  del  artículo  75,  Código  Penal; 
h). — Que  en  virtud  de  las  consideraciones  hechas,  la 
pena  principal  que  debe  imponerse  al  procesado  es  la 
de  ocho  meses  de  presidio  interior  menor  en  grado 
mínimo  descontable  en  San  Lucas,  con  abono  de  la 
prisión  sufrida,  junto  con  la  accesoria  de  cargo  ú 
oficio  publico  durante  el  tiempo  de  la  condena"; 

2? — En  virtud  de  apelación  interpuesta  por  el 
reo  y  su  defensoí-,  fué  elevado  el  proceso  á  la  Sala 
Segunda  de  Apelaciones,  quien  falló  á  las  tres  y 
cincuenta  minutos  de  la  tarde  del  veintidós  de  Di- 
ciembre del  mismo  año,  cambiando  la  pena  principal 
por  ocho  meses  de  reclusión  y  confirmando  en  lo 
demás  la  sentencia  de  primera  instancia,  para  lo  cual 
consideró:  "que  la  imputación  del  hecho  al  procesado 
en  concepto  de  autor  está  bien  fundada  en  el  mérito 
del  proceso  y  en  las  razones  que  aduce  el  Juez  a  quo. 
Son  también  acertadas  la  calificación  de  la  especie  y 
las  apreciaciones  sobre  circunstancias  modificativas 
de  la  responsabilidad,  pero  conforme  á  estas  prefija- 
ciones y  de  acuerdo  con  los  artículos  6$,  74  y  75  del 
Código  Penal,  la  pena  que  corresponde  aplicar  es  la 
de  reclusión  en  el  mismo  tanto  que  ha  fijado  el  Juez": 

3? — El  defensor  ha  interpuesto    recurso  de  casa- 
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ción  contra  la  sentencia  de  segunda  instancia,  por  los 
siguientes  motivos:  Error  de  hecho  y  de  derecho  en 
la  apreciación  de  las  declaraciones  de  Jerónimo  Val- 
verde,  José  María  Villaseñor  y  del  mismo  indiciado, 
con  violación  del  artículo  1 1  (inciso  8?)  del  Código 
Penal;  y  violación  del  artículo  422  en  relación  con 
el  74  del  mismo  Código,  y  de  los  yyy  y  884  del  Có- 
digo General  de  1841,  Parte  III,  y  35  y  36,  ley  de 
17  de  Octubre  de  1S64; 

4? — En  los  procedimientos  se  han  observado  las 
formalidades  legales;  y 

Considerando: 

I? — Que  la  Sala  de  instancia  aprecia  las  decla- 
raciones de  Jerónimo  Valverde  y  José  María  Villase- 
ñor y  la  confesión  del  reo  con  arreglo  á  la  sana  crí- 
tica, y  no  ha  errado  de  hecho  y  de  derecho  como  lo 
afirma  el  recurrente,  porque  los  testigos  no  vieron  al 
reo  en  el  acto  de  cometer  el  delito  sino  al  día  siguien- 
te; la  afirmación  que  hace  el  reo  de  que  *^estaba  algo 
ebrio",  no  hace  prueba  en  su  favor.  No  se  ha  apli- 
cado mal  ni  violado  el  inciso  8?  del  artículo  i  [,  Có- 
digo Penal,  y  como  sólo  obra  en  favor  del  procesado 
la  atenuante  14  del  artículo  citado,  no  existe  la  vio- 
lación del  artículo  422  en  relación  con  el  74  del  Có- 
digo citado; 

2? — Que  el  cuerpo  del  delito  está  justificado  con 
el  reconocimiento  médico-legal,  y  la  responsabilidad 
del  procesado  con  la  declaración  del  testigo  presen- 
cial Dolores  Arancivia,  con  la  confesión  extrajudicial 
que  mencionan  Jerónimo  Valverde  y  José  María  Vi- 
llaseñor y  con  la  confesión  del  reo,  por  lo  que  no 
existe  la  violación  del  artículo  422,  Código  Penal,  en 
relación  con  los  artículos  ^tj  y  884,  Parte  III  del 
Código  General,  y  artículos  35  y  36  de  la  Ley  Adi- 
cional de  17  de  Octubre  de  1864; 

Por  tanto,  y  de  acuerdo  con  los  artículos  980 
7983  dd  Código  de  Procedimientos  Civiles,  y  i?  de 
ia   ley  número  19  de  9  de  Junio  de    1899,  ^^  declara 
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sin  lugar  la  casación  demandada,  y  vuelvan  los 
autos  al  tribunal  de  su  procedencia,  con  certificación 
de  la  presente. — A.  Alvarado. — ^J.  Fed.  González. — 
Manuel  V.  Jiménez, — A.  Zambrana. — Nicolás  Orea- 
muño  — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 

Martínez  Mejicano 

(  2  j^  p.  m. — Marzo  9  ) 

En  la  causa  seguida  qn  la  Alcaldía  primera  de 
Alajuela,  contra.  José  Martínez  Mejicano,  mayor,  agri- 
cultor y  vecino  del  barrio  de  Itiquís  de  aquella  juris- 
dicción, por  el  simple  delito  de  atentado  á  mano  ar- 
mada contra  la  autoridad  del  policial  Ricardo  Cruz 
Calvo;  en  la  cual  son  partes  también  el  representante 
del  Ministerio  Publico  y  el  señor  Espíritusanto  Ruiz 
Arrieta,  mayor,  agricultor  y  vecino  de  la  ciudad  de 
Alajuela,  como  defensor  del  reo; 

Resultando: 

I? — Que  el  Alcalde  falló  á  las  dos  y  media  de  la 
tarde  del  once  de  Noviembre  del  año  próximo  ante- 
rior, absolviendo  á  Martínez  de  toda  pena  y  respon- 
sabilidad, sin  lugar  á  indemnización  por  estimar  que 
hubo  mérito  para  procesarlo,  con  apoyo  en  los  artícu- 
los 93  del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  ^^^^  882,. 
884  y  885.  Parte  líl  del  Código  General,  y  18  de  la 
Jey  de  8  de  Julio  de  1902; 

2? — Que  elevados  los  autos  en  consulta  ante  el 
Juez  del  Crimen  de  Alajuela,  á  las  cinco  de  la  tarde 
del  seis  de  Enero  del  año  en  curso,  revocó  la  senten- 
cia referida  y  condenó  al  reo  á  la  pena  de  veintiún 
días  de  arresto  en  la  Cárcel  de  Alajuela,  previo  abono- 
del  tiempo  de  prisión,  y  á  la  accesoria  de  suspensión 
de  cargo  ü  oficio  público.  Fundóse  dicho  Juez  en 
los  artículos  14,  15,  33,  38  y  83  del  Código  Penal  y 
873,  Parte  III  del  General,  y  para  ello  consideró: 
**  1 9,  que  los  testigos  Ramón  Alvarado  y  Ezequiel 
Solano   están  contestes   en   que  habiendo  el  policial 
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ofendido,  requerido  al  reo  para  que  envainara  un  cu« 
chillo  que  traía  descubierto,  obedeció  y  continuó  su 
camino,  pero  á  poco  lanzó  un  grito,  motivo  por  el 
cual  dicho  policial  fué  á  detenerlo,  y  entonces  el  reo 
sacó  de  nuevo  su  cuchillo,  se  enfrentó  á  la  autoridad 
y  por  último  huyó.  El  primer  testigo  afirma  que  el 
reo  agredió  con  su  arma  é  hizo  tiros  al  ofendido,  y  el 
otro  manifiesta  que  no  presenció  la  agresión;  pero  su- 
pone que  la  hubo  porque  sí  oyó  el  ruido  del  cuchillo 
contra  las  piedras  de  la  calle.  En  esta  diferencia 
existente  entre  el  testimonio  de  ambos  declarantes, 
se  funda  el  señor  Alcalde  para  absolver  al  procesado, 
pues  encuentra  que  no  hay  prueba  completa  de  que 
se  realizara  la  agresión;  2?,  que  para  la  imputación 
del  delito  de  atentado  á  la  autoridad,  no  es  preciso 
que  ésta  sea  acometida:  basta  que  se  la  resista  con 
violencia,  al  tenor  del  artículo  284  (inciso  2?)  del  Có- 
digo Penal;  y  en  el  caso  de  autos,  la  resistencia  está 
debidamente  comprobada  con  el  testimonio  de  los 
señores  Solano  y  Alvarado,  los  cuales  están*  confor- 
mes en  que  cuando  el  policial  pretendió  aprehender 
al  señor  Martínez,  éste  desenvainó  su  cuchillo  y  se  le 
enfrentó  á  aquél,  y  en  ese  concepto,  forzoso  es  con- 
cluir que  el  procesado  ha  delinquido  y  que  debe  ser 
castigado  como  autor  del  delito  con  la  pena  determi- 
nada por  el  artículo  285  infine,  del  citado  Código, 
que  es  el  que  rige  la  especie,  puesto  que  si  bien  el 
reo  hizo  uso  de  arma  para  resistir,  no  está  bien  pro- 
bado que  hubiera  agresión;  3?,  que  en  favor  del  señor 
Martínez  militan  las  atenuantes  8?  y  14?  del  artículo 
1 1  ibídem,  sin  contrarresto  de  agravantes,  y  en  esa 
virtud  y  haciendo  uso  de  la  facultad  que  le  conceden 
los  artículos  74  y  76  del  mismo  Código,  el  Juzgado 
estima  justo  rebajar  dos  grados  á  la  pena  normal  del 
delito"; 

3? — Que  el  defensor  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  contra  la  sentencia  de  segunda  instancia, 
alegando  para  ello  error  de  hecho  y  de  derecho  en  la 
apreciación  de  la  prueba,  con  aplicación  indebida  de 
los  artículos  284  y  285  del  Código  Penal^  é  infracción 

II 
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del  870  de  la  Parte  tercera  del  Código  General,  y  ci- 
tando además  los  incisos  i?,  3?.  5?  y  69  del  artículo 
2?  de  la  ley  de  9  de  Junio  de  189Q  y  artículo  3?  de  la 
ley  de  3  de  Julio  de  1903; 

4? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

i? — Les  artículos  284  y  285  del  Código  Penal 
han  sido  bien  aplicados  en  la  sentencia  recurrida, 
porque  las  declaraciones  de  Ramón  Alvarado  y  Eze- 
quiel  Solano  demuestran  que  después  de  haber  obe 
decido  Martínez  al  requerimiento  del  policial  Cruz 
para  que  envainara  su  cuchillo,  continuó  aquél  su  ca- 
mino; pero  poco  después  lanzó  un  grito  que  obligó  á 
éste  á  reconvenirlo  de  nuevo  y  entonces  se  le  enfren- 
tó y  sacó  el  cuchillo  otra  vez.  Este  sólo  hecho,  en 
concepto  del  Juez  del  Crimen  de  Alajuela,  conforme 
al  artículo  284  citado  (inciso  2?)  constituye  el  delito 
de  resistencia  violenta  á  la  autoridad  ó  sus  agentes  en 
ejercicio  de  funciones,  que  el  285  ibídem  castiga  con 
reclusión  menor  en  el  grado  medio,  pena  que  el  Juez 
impuso  con  rebaja  «le  dos  grados; 

2? — La  operación  indicada  no  envuelve  error  de 
hecho,  porque   la   resultancia  de  los  autos  es  tal  cual 
el  Juez  la  aprecia,  m  de  derecho  porque  estimada  co- 
rrectamente la  delincuencia,  el  procesado  es  merece 
dor  de  la  pena  señalada; 

3? — No  se  ha  violado  el  artículo  870,  Parte  III 
del  Código  de  1841,  pues  esa  disposición  no  tiene 
nada  que  ver  con  el  caso  en  que  no  se  han  opuesto 
tachas,  que  es  de  lo  que  trata.  Al  873  ibídem,  acaso 
ha  pretendido  referirse  el  recurso,  pero  sin  éxito,  una 
vez  que  está  bien  probado  no  sólo  el  cuerpo  del  deli- 
to sino  que  el  reo  es  autor  del  hecho  imputado; 

Por  tanto,  y  de  acuerdo  con  los  artículos  980  y 
983,  Código  de  Procedimientos  Civiles,  y  i?  de  la  ley 
número  19  de  9  de  Junio  de  1899,  declárase  sin  lu- 
gar la  casación  demandada  y  devuélvanse  los  autos  al 
tribunal  de  su  procedencia  con  certificación  de  la  pre- 
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senté.— A.  Alvarado. — ].  Fed.  González. — Manuel 
V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — 
Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


Morales  Azofeifa 

(  3  25'  p.  m. — Marzo  10) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  Primero  del 
Crimen  de  esta  provincia  contra  Santiago  Morales 
Azofeifa,  mayor  de  edad,  agricultor  y  vecino  de  Es- 
casa» por  el  delito  de  lesiones  inferidas  á  Fernando 
Solís  Montoya;  en  la  cual  ñgura  el  Doctor  señor  Mi- 
guel Wenceslao  Ángulo  Lemos,  mayor,  abogado  y 
de  este  vecindario,  como  fiador  de  haz  del  proce- 
sado; 

Resultando: 

I? — Dicho  Juez,  por  auto  dictado  á  las  cuatro 
de  la  tarde  del  once  de  Octubre  del  año  próximo  an- 
terior, condenó  al  señor  Ángulo  al  pago  de  la  multa 
de  doscientos  colones  y  demás  responsabilidades  pe- 
cuniarias, según  las  obligaciones  contraídas  en  la  es- 
critura de  fianza  respectiva,  por  no  haber  presentado 
á  su  fiado  en  los  términos  que  se  le  señalaron; 

2? — En  virtud  de  haber  apelado  el  señor  Ángu- 
lo, pasó  el  asunto  al  conocimiento  de  la  Sala  Segun- 
da de  Apelaciones,  quien  confirmó  el  auto  referido,  á 
las  nueve  de  la  mañana  del  veinticinco  de  Noviembre 
del  mismo  año,  por  estimar,  con  examen  de  todas  las 
actuaciones  y  alegaciones  relativas  al  procedimiento 
por  el  cual  el  Juez  ha  exigido  el  cumplimiento  de  las 
estipulaciones  contenidas  en  la  escritura  de  fianza  de 
haz,  que  está  arreglado  á  derecho  el  auto  apelado; 

3" — El  Doctor  Ángulo  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  por  los  siguientes  motivos:  error  de  hecho  y 
de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba,  con  viola- 
ción de  los  artículos  218  de  la  Parte  tercera  del  Códi- 
go General,  18  de  la  ley  de  8  de  Julio  de  1902  y  867 
del  Código  Civil;  violación  del  artículo  122  del  Códi- 
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go  Penal  y  de  los  759  del  Código  Civil,  274  á  277  de 
la  Parte  tercera  del  Código  General  citado; 

4? — En  los  procedimientos  no  se  nota  defecto;  y 

Considerando: 

Que  los  dos  testigos  á  que  se  refiere  la  primera 
de  esas  leyes  no  han  de  ser  de  oídas  (artículo  212, 
Parte  3?  del  Código  General)  como  lo  son  aquellos 
de  la  falta  de  aceptación  de  cuyo  testimonio  puede 
quejarse  el  recurrente;  en  cuanto  al  artículo  18  de  la 
ley  de  8  de  Julio  de  1902,  que  no  se  hace  argumen- 
to de  peso  para  demostrar  que  esté  infringido  en  la 
sentencia  contra  la  cual  se  ha  recurrido;  que  el  ar- 
tículo 867  del  Código  Civil  no  es  aplicable  al  caso 
porque  la  acción  de  la  que  se  deriva  la  que  ahora  se 
ejercita  contra  el  fiador  del  reo,  no  está  prescrita;  que 
el  artículo  123  del  Código  Penal  se  contrae  á  los  ca- 
sos en  que  el  reo  fugitivo  se  presentare  ó  fuere  habi- 
do, lo  que  no  se  da  en  esta  causa;  que  no  se  invoca, 
en  cuanto  al  artículo  759  del  Código  Civil,  presunción 
legal  alguna  que  fuera  digna  de  atenderse;  y,  por  úl- 
timo, en  lo  relativo  á  los  artículos  274  á  277,  Parte 
III  del  Código  General,  que  la  cita  carece  de  justifi- 
cación y  racional  fundamento; 

Por  tanto  y  de  acuerdo  con  los  artículos  980  y 
983,  Código  de  Procedimientos  Civiles,  y  1 9  de  la  ley 
numero  19  (je  9  de  Junio  de  1899,  declárase  sin  lugar 
la  casación  pedida,  y  vuelvan  los  autos  á  la  Sala  de 
su  procedencia,  con  certificación  de  la  presente. — A. 
Alvarado. — J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. 
— A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — 
Alfonso  Jiménez. 

Meneses  Villa  lta 

(  3^  p.  m. — Marzo  10  ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  Primero  del 
Crimen  de  esta  provincia,  contra  Jesús  Meneses  Vi- 
llalta,  de  cuarenta  y  dos  años,  agricultor  y  vecino  de 


la  villa  de  Escasü,  por  el  delito  de  acusación  calum- 
niosa en  perjuicio  del  Jefe  Político  de  Escasú,  señor 
Pío  Roldan  Cervantes,  de  las  mismas  calidades  y  ve- 
cindario que  el  reo;  son  partes,  además  de  éste,  el  se- 
ñor Licenciado  Manuel  Collado  Quirós,  mayor,  abo- 
gado y  vecino  de  esta  ciudad,  como  defensor  del  pro- 
cesado, y  el  representante  del  Ministerio  Público; 

Resultando: 

I? — Que  á  las  cuatro  de  la  tarde  del  día  diez  y 
nueve  de  Noviembre  del  año  próximo  pasado,  falló  el 
Juez  Primero  del  Crimen,  declarando  responsable  á 
Meneses  Villalta  como  autor  del  delito  expresado,  y 
condenándolo,  en  consecuencia,  á  pagar  la  multa  de 
seiscientos  sesenta  y  siete  colones,  con  la  aplicación 
de  ley,  convertible  en  la  de  presidio  por  el  término  de 
un  año,  cinco  meses  y  once  días,  en  San  Lucas,  con 
abono  del  tiempo  de  prisión,  y  á  las  accesorias  corres- 
pondientes. El  Juez  consideró:  '*i?,  que  no  es  aquí 
donde  el  reo  puede  excepcionarse  acerca  de  la  forma 
del  documento  en  que  constaba  su  arrendamiento  de 
-servicios,  y  de  la  prescripción  de  la  acción  respectiva; 
esas  alegaciones  debió  hs^cerlas  oportunamente  ante 
•el  Jefe  Político  de  Escasú,  y  al  no  haberlo  hecho  así 
renunció  tácitamente  sus  derechos  (artículo  115  de  la 
Constitución  Política);  2?,  que  es  principio  general  de 
derecho,  y  está  consagrado  en  el  artículo  26  de  nues- 
tra Constitución  Política,  que  la  ley  no  tiene  efecto 
retroactivo,  pero  él  tiene  multitud  de  excepciones, 
así:  tienen  efecto  retroactivo  las  leyes  interpretativas, 
las  leyes  penales,  las  leyes  que  interesan  al  orden  pú 
blico,  entre  las  que  se  cuentan  las  que  ñjan  el  proce- 
dimiento ó  reglamentan  la  sustanciación  de  los  juicios, 
etc.,  de  modo,  pues,  que  el  nuevo  procedimiento  es- 
tablecido por  la  ley  de  14  de  Agosto  citada,  fué  co- 
rrectamente aplicado;  3V,  que  el  artículo  44  de  la 
Constitución  Política  establece  que  ninguna  persona 
puede  ser  reducida  á  prisión  por  deuda,  sino  sola- 
mente en  caso  de  fraude  legalmente  comprobado;  se- 
gún esta  excepción  la  ley  de  14  de   Agosto  de   1902 
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no  contraría  esc  precepto,  antes  bien,  se  armoniza  con 
él;  en  efecto,  ella  no  tiene  en  mira  castigar  al  que 
toma  dinero  por  trabajo  por  el  sólo  hecho  de 
haberlo  tomado,  sino  la  acción  dolosa,  la  defrau- 
dación que  comete  el  que  sin  justa  causa  se  niega  á 
prestar  su  trabajo  físico  en  descuento  de  dinero  que 
por  él  ha  recibido.  Por  esa  misma  razón  es  que  la 
ley,  en  armonía  con  los  preceptos  constitucionales, 
castiga  varios  hechas  bajo  el  título  de  estafas,  tales 
como  el  del  comisionista  que  vende  la  cosa  objeto  de 
la  comisión  y  no  entrega  á  su  comitente  el  dinero  ó 
precio  de  la  venta,  y  el  del  deudor  quo  por  incorrec- 
tos manejos  ó  de  mala  fe  cae  en  estado  de  insolven- 
cia. En  realidad  el  hombre  sano  que  obtiene  dinero 
por  lo  que  tiene  de  más  seguro  y  disponible  á  su  vo- 
luntad, su  actividad,  su  trabajo — tal  vez  la  única  ga- 
rantía de  su  obligación — y  se  niega  á  prestarlo,  sin 
causa  alguna  que  lo  justifique,  comete  una  verdadera 
estafa,  ejecuta  un  hecho  asistido  de  todos  los  elemen- 
tos con^itutivos  del  delito  criminal.  Capítulo  VIII 
del  Título  IX  del  Libro  II  del  Código  Penal,  artículos 
2?,  5?  y  69  de  la  citada  ley  de  Agosto,  889,  892.  895 
del  Código  Civil,  86l  del  de  Procedimientos  Civiles, 
21,  37  y  41  de  la  Ley  de  Quiebras  de  15  de  Octubre 
de  1901;  4?,  que  con  la  documentación  que  obra  en 
autos  y  á  que  se  refieren  los  resultando-  tercero  y 
cuarto,  y  con  el  escrito  de  acusación  á  que  alude  el 
resu)tat>do  primero,  ratificado  bajo  juramento  por  su 
autor,  este  tribunal  tiene  por  cierto  que  Jesús  Mene- 
ses  acusó  calumniosamente  al  Jefe  Político  de  Esca- 
sú,  don  Pío  Roldan;  y,  por  consiguiente,  debe  conde- 
narlo á  las  penas  á  qur  se  ha  hecho  acreedor  con  su 
delito  (artículos  2  de  la  ley  de  3  de  Julio  de  1903,  i,. 
^5  y  57  del  Código  Penal);  5?,  que  el  hecho  de  autos 
se  encuentra  comprendido  en  el  artículo  234  del  Có- 
digo Penal,  y  es  castigado  con  presidio  interior  menor 
en  su  grado  medio  ó  multa  de  seiscientos  sesenta  y 
siete  á  ochocientos  treinta  y  tres  colones;  69,  que  á 
favor  del  reo  está  comprobada  la  atenuante  décima 
cuarta  del  artículo  1 1  del  Código  Penal,  y  en  su  con- 
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tra  ninguna  agravante,  por  lo  cual  se  está  en  el  caso 
<le  aplicársele  la  pena  que  le  corresponde  en  el  míni- 
mum (declaraciones  de  folios  34,  35  á  37).  Artículo 
74  del  Código  Penal;  7?,  que  siendo  alternativa  la  pe- 
na señalada  por  la  ley  al  delito,  este  Tribunal  elige 
como  imponible  Ja  de  multa,  cuyo  monto  lo  fija  en 
seiscientos  sesenta  y  siete  colones,  aplicable  al  fondo 
escolar  de  este  distrito  central,  y  si  no  tuviere  con 
qué  satisfacerla  se  le  sustituye  esa  pena  por  la  de  pre- 
sidio interior  menor  en  su  grado  medio,  cuya  dura- 
ción se  fija  en  un  año,  cinco  meses  y  once  días,  de 
conformidad  con  lo  dispuesto  por  el  artículo  56  del 
Código  Penal;  89,  que  también  deben  imponerse  al 
reo  las  penas  accesorias  5'  abonársele  la  prisión  sufri- 
da (artículos  25.  33,  38  y  95  del  Código  Penal); 

2? — Que  elevados  los  autos  á  la  Sala  Segunda 
de  Apelaciones  en  virtud  de  alzada  interpuesta  por 
el  defensor  del  reo,  dicho  Tribunal,  por  sentencia  de 
las  tres  y  cuarto  de  la  tarde  del  doce  de  Enero  de  es- 
te año,  confirmó  en  todas  sus  partes  la  sentencia  de 
primera  instancia,  por  estimarla  arreglada  á  derecho, 
de  conformidad  con  las  razones  de  hecho  y  jurídicas 
aducidas  por  el  Juez  a  qiio\ 

39 — Que  e!  defensor  del  procesado  ha  interpues- 
to recurso  de  casación  contra  dicha  sentencia,  alegan- 
do: I. —  Error  de  derecho  en  la  apreciación  de  la 
prueba  con  violación  de  los  artículos  17,  26  y  44  de 
la  Constitución  Política,  89  de  la  Ley  Orgánica  de 
Tribunales;  i?,  2?,  5?  y  89,  ley  de  14  de  Agosto  de 
1902,  lop  dos  primeros  en  relación  con  los  720  y  721 
del  Código  Civil;  II. — Violación  del  inciso  99  del 
artículo  II,  Código  Penal;  III. — Aplicación  indebida 
del  artículo  234  del  Código  Penal;  y  IV. — Infracción 
He  los  artículos  113  y  453  del  Código  últimamente 
citado; 

49 — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

i9 — El  Tribunal  no  tiene  que  tomar  en  cuenta  las 


—  i68  — 

alegaciones  del  recurso  respecto  de  la  aplicación  co- 
rrecta ó  no,  que  el  Jefe  Político  de  Escasa  hizo  de  la 
ley  de  14  de  Agosto  de  1902,  ni  respecto  de  la  cali- 
dad de  insconstitucional  ó  no  que  ésta  revista,  porque 
tales  cuestiones  tuvieron  su  ocasión  allí  donde  se  dis- 
cutía si  la  prisión  impuesta  fué  ó  no  arbitraría,  punto 
ya  decidido  por  resolución  ñrme  no  sometida  al  aná- 
lisis de  esta  Sala; 

2? — La  calumnia,  en  cualquiera  de  sus  formas, 
requiere  dos  condiciones  precisas  para  su  existencia: 
que  se  impute  un  hecho  que  importe  delito  público 
determinado  y  que  el  hecho  imputado  no  haya  exis- 
tido. Es  verdad  que  el  señor  Meneses  acusó  al  Jefe 
Político  de  haberle  impuesto  una  prisión  arbitraria; 
pero  el  hecho  de  la  prisión  fué  cierto,  sin  que  la  cali- 
ficación jurídica  que  atribuyó  al  hecho  cierto  y  que 
los  tribunales  inferiores  tuvieron  por  equivocada,  im- 
prima á  tal  imputación  carácter  de  delito,  el  cual  no 
existe  en  este  caso; 

Por  tanto,  y  de  conformidad  con  los  artículos  i? 
y  2?  (caso  I?)  de  la  ley  numero  19  de  9  de  Junio  de 
1899  y  977  del  Código  de  Procedimientos  Civiles, 
declárase  con  lugar  la  casación  pedida  y  nula,  por 
consiguiente,  la  sentencia  de  segunda  instancia. — A. 
Alvarado. — ^J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — 
A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Al- 
fonso Jiménez. 


FlGUEREDO  FlGUEREDO 

(2  20'  p.  m. — Marzo  14) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  de  lo  Conten- 
cioso-administrativo  contra  José  Figueredo  Figuere- 
do,  mayor  de  edad,  comerciante  y  vecino  de  la  ciudad 
de  Alajuela,  por  el  delito  de  venta  de  aguardiente  a- 
dulterado.  Figura  como  parte,  además  del  represen- 
tante del  Ministerio  Público,  el  Licenciado  Alejandro 
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Alvarado  Quirós,  mayor,  abogado  y  de  este  vecinda- 
rio, como  defensor  del  procesado; 

Resultando: 

I?— Que  el  Juez,  por  sentencia  dictada  á  las  diez 
de  lá  mañana  del  dos  de  Noviembre  del  año  próximo 
anterior,  condenó  al  procesado  como  responsable  del 
-delito  referido,  á  multa  de  cincuenta  colones,  con 
la  aplicación  de  ley,  convertible  en  confinamiento  en 
la  ciudad  de  Puntarenas,  en  la  proporeión  de  dos 
días  por  cada  colón,  con  abono  del  tiempo  de  prisión, 
y  á  las  accesorias  correspondientes,  con  apoyo  en  los 
artículos  163,  164  y  882,  Parte  III  del  Código  Gene- 
ral, y  728  del  Fiscal,  y  en  las  siguientes  razones:  "a) 
que  el  cuerpo  del  delito  de  v^nta  de  licor  adulterado, 
por  que  se  sigue  esta  causa,  se  encuentra  comproba- 
do con  arreglo  á  los  artículos  jy/^  780,  781,  Parte  III 
del  Código  General,  715  del  Fiscal,  y  35  y  36  de  la 
Ley  de  17  de  Octubre  de  1864; — b)  que  de  autos  a- 
parece  plenamente  comprobado  haber  sido  aprehen- 
dido el  licor  á  que  esta  causa  se  refiere  en  el  estable- 
<:imiento  de  taquilla  del  procesado,  señor  José  Figue- 
redo  Figueredo,  persona  autorizada  ó  patentada  para 
«xpender  licores  monopolizados,  y,  por  consiguiente, 
debe  tenérsele  y  castigársele  como  responsable  de  es- 
te delito  (Artículo  218,  Parte  III  del  Código  General, 
y  72 1  del  Fiscal);— <)  que  el  presente  caso  se  encuen- 
tra comprendido  en  los  artículos  i9del  decreto  núme- 
ro II  de  16  de  Marzo  de  1899  y  476  del  Código  Fis- 
cal, que  imponen  multa  de  cincuenta  á  doscientos  co- 
lones á  la  primera  vez;  de  ciento  veinticinco  á  dos- 
cientos á  la  primera  reincidencia;  y  de  doscientos  co- 
lones á  la  segunda  y  demás  reincidencias; — ch)  que 
la  prueba  pedida  por  el  defensor,  y  evacuada  en  estos 
autos,  en  nada  favorece  á  su  defendido,  sino  solamen- 
te en  las  atenuantes,  puesto  que  con  ella  no  destruye 
el  cargo  que  resulta  contra  su  defendido,  señor  Figue- 
redo;— d)  que  en  atención  á  ser  el  procesado  de  con- 
ducta anterior  irreprochable,  y  siendo  ésta  la  primera 
vez  que  se  le  sigue   causa,  se  le  aplica  la  pena  en    el 
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mínimo  y  se  fija  ésta  en  cincuenta  colones  de  multa^ 
descontables  en  confinamiento  en  la  ciudad  de  Punta- 
renas,  á  razón  de  dos  días  de  esta  pena  por  cada  co- 
lón de  multa,  si  no  la  pagare  en  dinero  (Decreto  de 
22  de  Junio  de  1898); — e)  que  también  deben  aplicár- 
sele las  disposiciones  de  los  artículos  25  y  38  del  Có- 
digo Penal,  723  y  725  del  Fiscal"; 

2? — Que  en  virtud  de  alzada  interpuesta  por  el 
defensor,  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones  conoció  del 
proceso  y  á  la  una  y  media  de  la  tarde  del  cuatro  de 
Enero  del  año  en  curso,  confirmó  en  todas  sus  partes 
la  sentencia  apelada,  por  estimarla  arreglada  á  de- 
recho; 

3? — El  Licenciado  Alvarado  Quirós  ha  inter- 
puesto recurso  de  casación,  por  interpretación  erró- 
nea y  apficación  indebida  del  artículo  476,  Códiga 
Fiscal,  con  error  de  derecho  en  la  apreciación  de  la 
prueba; 

4? — En  los  procedimientos  no  se  nota  defecto;  y 

Considerando: 

Que  el  Jefe  del  Laboratorio  Químico  Comercial 
en  su  dictamen  del  folio  tres  indica:  que  el  licor  a- 
prehendido  es  aguardiente  de  la  Fábrica  Nacional  de 
Licores,  mezclado  con  gavilana;  pero  no  afirma  que 
la  mezcla  vicie  ó  falsifique  el  aguardiente;  y  con  las 
declaraciones  de  los  testigos  del  plenario  se  comprue- 
ba que  las  gotas  amargas  del  jugo  de  gavilana  no  al- 
teran el  licor  esencialmente  ni  disminuyen  su  grado 
de  fortaleza,  y  su  uso  inocente  no  produce  defrauda- 
ción contra  el  Fisco  ni  contra  los  particulares;  que  por 
lo  dicho  no  está  justificado  el  cuerpo  del  delito  y  al 
condenar  al  reo  el  Juez  y  la  Sala  de  instancia  han  co> 
metido  error  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prue- 
ba,   y  aplicado  mal  el  artículo  476  del  Código  Fiscal; 

Por  tanto,  y  de  acuerdo  con  los  artículos  977  del 
Código  de  Procedimientos  Civiles,  y  2?  (caso  iV)  de 
la  ley  número  19  de  9  de  Junio  de  1899,  declárase 
con  lugar  la  casación  pedida  y  nula  la  sentencia  de  la. 
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Sala  Segunda. — ^J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jimé- 
nez.— A.  Zambrana. — Octavio  Quesada.-Matías  Tre- 
jos. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 

Madrigal  Solís 

(2>^  p.  m. — Marzo  i8) 

En  la  causa  seguida  en  la  Alcaldía  primera  de 
Heredia,  contra  Blas  Madrigal  Solís,  mayor,  jornale- 
ro y  vecino  del  distrito  de  San  Pablo  de  aquella  ju- 
risdicción, por  depósito  de  aguardiente  clandestino, 
en  cantidad  menor  de  un  litro.  Además  del  Minis- 
terio Publico,  es  parte  en  el  asunto  el  señor  Bachiller 
José  Joaquín  Chaverri  Zuñiga,  mayor,  pasante  de 
abogado  y  vecino  de  la  ciudad  de  Heredia,  como  de- 
fensor del  procesado; 

Resultando: 

1? — Que  el  Alcalde,,  apoyado  en  los  artículos  4? 
y  5?  de  la  ley  número  48  de  22  de  Julio  de  1892, 
falló  á  las  doce  y  cuarto  del  día  veinticuatro  de  Di- 
ciembre del  año  próximo  pasado,  condenandí*  al  in- 
diciado á  multa  de  cincuenta  colones  conv  rtible  en 
arresto  en  la  cárcel  de  Heredia,  Cf^n  abono  del  tiem- 
po de  prisión;  á.  perder  los  objetos  qur  le  fueron 
aprehendidos  y  á  satisfacer  los  daños  y  perjuicios 
ocasionados  con  su  falta;  y  declaró  sin  lugar  la  tacha 
puesta  á  los  testigos  Alberto  Palacios  y  Rafael  Rol- 
dan; todo  por  las  razones  siguientes:  ''a) — que  con  la 
prueba  rendida  no  se  ha  justificado  la  causal  de  tacha 
propuesta  de  los  testigos  Palacios  y  Roldan;  b) — que 
la  falta  por  que  se  procesa  á  Blas  Madrigal  está  com- 
probada con  la  aprehensión  en  debida  forma  del  li- 
cor clandestino,  el  cual  se  justiñcó  ser  de  esta  proce- 
dencia con  el  dictamen  del  Jefe  del  Laboratorio  Quí- 
mico Comercial;  c) — que  el  reo  con  sus  faltas  se  ha 
hecho  acreedor  á  las  penas  señaladas  por  el  artículo 
3?  de  la  ley  de  18  de  Julio  de  1903;  ch)— que  tam- 
bien  debe  imponérsele  la  pérdida  de  los  objetos  apre- 
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hendidos,  y  pago  de  los  daños  ocasionados  con  su 
falta  (Artículos  723  del  Código  Fiscal  y  25  del  Códi- 
go Penal);  d) — que  pudiéndose  recorrer  toda  la  ex- 
tensión de  la  pena  por  no  existir  atenuantes  ni  agra- 
vantes en  pro  ni  en  contra  del  procesado,  pero  en 
atención  á  que  no  aparece  haber  sido  procesado  por 
delito  ó  falta  de  la  misma  especie,  siendo  por  consi- 
guiente ésta  la  primera  vez,  se  le  aplica  la  pena  en  el 
mínimum  y  se  fíja  en  cincuenta  colones  de  multa  ó 
quince  días  de  arresto;*' 

2? — Que  el  Juez  de  lo  Contencioso-administra- 
tivo,  quien  conoció  de  la  causa  en  virtud  de  apelación 
interpuesta  por  el  defensor  del  reo,  encontró  arregla- 
da á  derecho  la  sentencia  de  primera  instancia,  y  la 
confírmó  en  todas  sus  partes,  por  sentencia  dictada 
á  la  una  de  la  tarde  del  veinticinco  de  Enero  del  año 
en  curso; 

3? — El  señor  Chaverri  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia,  por  in- 
fracción de  los  artículos  15  de  la  ley  de  18  de  Julio 
de  1903,  y  113,  inciso  69,  y  122  del  Código  Penal; 

4? — En  los  procedimientos  no  se  nota  defecto;  y 

Considerando: 

El  único  motivo  que  se  invoca  en  el  recurso  in- 
terpuesto para  pedir  la  casación  de  la  sentencia  de 
segunda  instancia,  se  reñere  á  la  prescripción  de  la 
acción  penal,  y  sostiene  el  recurrente  que  ha  trascu- 
rrido el  término  que  la  ley  señala  para  la  extinción 
de  la  responsabilidad  del  procesado,de  acuerdo  con  lo 
dispuesto  por  los  artículos  15  de  la  ley  de  18  de  Ju- 
lio de  1903,  122  é  inciso  69  del  1 13  del  Código  Penal, 
que  se  citan  como  infringidos;  pero  esta  alegación  es 
infundada  porque  precisamente  el  mismo  artículo  15 
antes  citado,  establece  en  su  parte  final  que  el  térmi- 
no de  la  prescripción  debe  contarse  cuando  ha  habí 
do  procedimiento  incoado  contra  el  reo.  desde  que 
se  abandone  la  tramitación  del  proceso  y  á  partir  del 
día  de  la  última  notificación  en  él  practicada.  En 
este  concepto,  no  ha  corrido  el  término  de  la  prescrip- 
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ción  de  la  acción  penal  en  el  presente  caso;  no  ha  ha- 
bido, por  lo  tantOy  la  infracción  que  se  alega  de  las 
leyes  que  se  citan  en  el  recurso,  y  la  casación  pedida 
es  improcedente; 

Por  tanto,  y  de  conformidad  con  los  artículos  i9de 
la  ley  numero  19  de  9  de  Junio  de  1899,  980  y  983  del 
Código  de  Procedimientos  Civiles,  se  declara  sin  lu- 
gar la  casación  pedida,  y  devuélvanse  los  autos  al 
Juzgado  de  lo  Contencioso-administrativo  para  los 
efectos  de  ley. — A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — 
Manuel  V.  Jiménez.-- A.  Zambrana. — Matías  Tre- 
jos. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 

Carvajal  Fernández  ^ 

(2  35  p.  m. — Marzo  18  ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  Primero  del 
Crimen  de  esta  provincia,  contra  José  Carvajal  Fer- 
nándezy  de  cuarenta  y  siete  años,  agricultor  y  vecino 
de  "Bustamante"  del  cantón  de  Desamparados,  por 
los  delitos  de  lesiones  inferidas  á  su  esposa  Euse- 
bia Garro  Fallas  y  á  su  cuñado  Ezequiel  Garro  Fer- 
nández, como  á  las  cuatro  de  la  tarde  del  once  de 
Agosto  del  año  próximo  pasado,  en  el  barrio  dicho, 
en  la  cual  son  partes  también  el  representante  del  Mi- 
nisterio Público  y  el  señor  Licenciado  Jorge  Herrera 
Paut,  mayor,  abogado  y  vecino  de  esta  ciudad,  como 
defensor  del  reo; 

Resultando: 

1 9 — Por  sentencia  dictada  á  lastres  y  media  déla 
tarde  del  doce  de  Noviembre  del  mismo  año  anterior, 
el  Juzgado  declaró  responsable  al  reo,  de  los  delitos 
referidos,  y  en  consecuencia  lo  condenó  á  confina- 
miento por  el  término  de  nueve  meses  en  la  ciudad 
de  San  Ramón,  por  cada  uno  de  los  hechos;  á  quedar 
suspenso  de  cargo  ú  oficio  publico  por  el  tiempo  de 
la  pena  y  á  la  pérdida  del  arma  con  que  delinquió. 
Omitió  el  Juzgado  la  condenatoria  en  daños   y   per- 
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juicios  por  constar  de  autos  haber  sido  satisfechos,  y 
para  fallar  consideró:  "i9 — Que  con  lo  declarado  por 
los  testigos  á  que  se  contraen  los  resultandos  segundo 
y  tercero  (Juan  Campos,  Toribio  Padilla  y  Francisco 
Arguedas),  este  Tribunal  tiene  por  cierto  que  José 
Carvajal  Fernández  causó  á  Ezequiel  y  Eusebia  Garro 
las  heridas  descritas  por  el  Médico  del  'Pueblo,  y  en 
consecuencia  debe  condenarlo,  como  autor  responsa- 
ble de  esos  hechos,  á  las  penas  establecidas  por  la  ley. 
(Artículos  i9,  is  y  57  del  Código  Penal,  y  2?  de  la 
ley  de  3  de  Julio  de  1903).  2? — Que  ambos  delitos 
se  encuentran  comprendidos  en  el  artículo  422  del 
Código  Penal  y  son  castigados  con  cualquiera  de  las 
penas  por  esas  leyes  establecidas.  3? — Que  aunque 
la  deíensa  ha  tratado  de  demostrar  que  el  reo  cometió 
ambos  delitos  en  estado  de  ebriedad,  de  la  prueba 
testimonial  evacuada  al  efecto  aparece  que  el  reo  tie- 
ne la  costumbre  de  excederse  en  el  uso  del  licor. 
(Declaraciones  de  Desiderio  y  Pedro  Mena,  Cipriano 
y  Ambrosio  Garro  y  Teodoro  Robles,  folios  1 5  y  20). 
Artículo  1 1 ,  inciso  89,  del  Código  Penal.  49— Que 
por  lo  dicho  en  el  anterior  considerando,  este  Tribu- 
nal estima  que  el  procesado  no  es  de  conducta  irre- 
prochable. (Artículo  II,  inciso  99,  del  Código  cita- 
do;) 59 — Que  á  favor  del  reo  milita  la  atenuance  10? 
del  artículo  1 1  citado,  y  en  su  contra  la  agravante 
consignada  en  el  artículo  13  del  Código  Penal,  cir- 
cunstancias que  este  Tribunal  compensa.  (Folios  26 
y  27).  Artículo  74,  Código  ibídem;  69 — Que  no  que- 
dando ni  á  favor  ni  en  contra  del  reo,  circunstancias 
que  atenúen  ó  agraven  las  penas  que  corresponden  á 
ambos  delitos,  se  puede  recorrer  toda  su  extensión  ai 
aplicarlas,  (^rtículo  74  del  Código  Penal);  79 — Que 
siendo  alternativa  la  pena  señalada  por  la  ley  á  ambos 
delitos,  este  Juzgado  elige  como  imponible  confina- 
miento menor  en  su  grado  mínimo,  cuya  duración  la 
fija  en  nueve  meses,  por  cada  uno  de  los  hechos  puni- 
bles, siendo  compurgable  en  la  ciudad  de  San  Ramón. 
(Artículo  74  del  Código  citado);  89 — Que  también 
deben  imponerse  al  reo  las  penas  accesorias   y   abo- 
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liársele  la  prisión  sufrida.  (Artículos  25,  33,  38  y  95 
del  Código  Penal); 

2? — La  Sala  Segunda  de  Apelaciones,  quien  co- 
noció de  la  causa  en  virtud  de  alzada  que  interpuso 
la  defensa,  á  las  doce  y  media  del  diez  de  Enctro  últi- 
mo, cambió  la  pena  principal  impuesta  al  reo,  por  la 
de  un  año  de  presidio  interior  menor  por  cada  delito, 
y  confirmó  en  sus  demás  disposiciones  la  sentencia 
de  primera  instancia.  Fundóse  la  Sala  Segunda  en 
que  en  su  concepto  no  estaba  suficientemente  justifi- 
cada la  atenuante  fo?  del  artículo  11,  Código  Penal, 
con  lo  manifestado  por  los  ofendidos  en  el  memorial 
del  folio  veintiséis,  y  sí  la  agravante  que  indica  el  ar- 
tículo 13  ibídem; 

3?  —El  defensor  del  reo  ha  interpuesto  recurso 
de  casación  contra  el  fallo  de  segunda  instancia,  ale- 
gando error  de  hecho  y  derecho  en  la  apreciación  de 
la  prueba,  con  violación  de  los  artículos  873,  Parte 
III  del  Código  General  de  1841;  y  n,  incisos  89,  io9 
y  14?,  74  y  75,  Código  Penal; 

4? — No  se  nota  defecto  en  los  procedimientos;  y 

Considerando: 

I? — La  alegación  referente  al  cuerpo  del  delito 
no  es  procedente  porque  está  comprobado  con  arre- 
glo á  los  artículos  779,  781  y  782,  Parte  III  del  Có- 
digo General  de  1841,  y  18  de  la  ley  de  8  de  Julio  de 
1902; 

2? — La  responsabilidad  del  encausado  no  sólo 
aparece  de  la  confesión  extrajudicial  que  obra  en  tos 
autos,  sino  de  los  demás  adminículos  que  la  causa 
comprende  y  que  los  jueces  tienen  facultad  de  apre- 
ciar con  sana  crítica  (artículos  18,  citado,  y  275  de  la 
misma  Parte  III  del  Código  General).  Son  éstos: 

a) — Las  declaraciones  de  los  ofendidos  contestes 
y  perfectamente  verosímiles; 

b) — La  indagatoria  del  reo,  en  la  cual  á  medias 
afirma  su  encuentro  con  Ezequiel  Garro;  y 

c) — La  instancia  del  defensor  para  que  se  abone 
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á  su  defendido  la  atenuante  10?^  del  artículo  11  del 
Código  Penal; 

3? — Piden  los  ofendidos  y  también  el  defensor 
que  se  tenga  en  cuenta  que  Carvajal  trató  de  reparar 
con  celo  el  daño  causado,  y  esta  circunstancia,  que 
es  la  atenuante  lov^  del  artículo  1 1  del  Código  Penal^ 
debe  estimarse  para  determinar  la  pena,  porque  lo- 
que dicen  los  ofendidos  en  su  petición  y  confirman 
luego  en  sus  declaraciones  juradas,  da  mérito  bastan^ 
te  para  tener  por  comprobada  esa  atenuante; 

4? — No  sucede  lo  mismo  con  las  otras  dos,  8?  y^ 
14?  del  mismo  artículo  11,  por  las  razones  que  el  Juez 
aduce  en  la  sentencia  de  primera  instancia; 

5? — Lo  dicho  acredita  que  no  es  cierta  la  viola- 
ción del  artículo  873,  Parte  III  del  Código  de  1841,. 
ni  el  error  de  derecho  á  este  respecto.  Tampoco  se 
ha  violado  el  artículo  1 1  del  Código  Penal,  por  lo  que 
mira  á  los  incisos  89  y  14?,  pero,  sí  con  relación  al  10?,. 
con  infracción  del  artículo  75  ibídem,  pues  la  pena  ha 
de  graduarse  con  mérito  de  la  atenuante  dicha,  por  lo 
que  procede  la  casación  de  la  sentencia  recurrida; 

Por  tanto,  y  de  conformidad  con  los  artículos  2?~ 
(caso  79)  de  la  ley  número  19  de  9  de  Junio  de  1899^ 
y  977  del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  declara* 
se  con  lugar  la  casación  pedida  y  nula,  por  consi« 
guíente,  la  sentencia  de  segunda  instancia. — A.  Alva- 
rado. — J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A. 
Zambrana. — Matías  Trejos. — Ante  mí, — Alfonso  Ji- 
ménez. 


García  v,  Loría 
(  2J^  p.  m. — Marzo  24) 

En  el  juicio  ordinario  sobre  reivindicación  de  un 
terreno,  establecido  en  el  Juzgado  Civil  de  Cartago,. 
por  Juan  Sabino  García  Calderón,  mayor,  agrimensor 
y  vecino  de  la  ciudad  de  Cartago,  contra  Francisco^- 
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Loria  Chavarría,  también  mayor,   agricultor  y  vtóno 
de  "Guatuzo/^  del  cantón  del  Paraíso; 

Resultando: 

I? — Que  el  actor  en  su  escrito  de  demanda /rr^a- 
do  el  veintisiete  de  Marzo  de  mil  ochocientos  ochenta 
y  dos,  dice:  que  según  consta  del  instrumento  publi- 
co que  acompaña,  es  dueño  de  un  terreno  como  de  dos 
caballerías,  situado  en  el  "Palmichal/'  distrito  y  can- 
tón segundos,  de  aquella  provincia,  inscrito  en  el  Re- 
gistro de  la  Propiedad,  tomo  ciento  sesenta  y  uno, 
folio  trescientos  once,  finca  número  ocho  mil  seiscien- 
tos cincuenta  y  cuatro,  Oriental,  inscripción  número 
uno;  lindante:  al  Norte,  con  el  río  Reventazón;  al 
Sur,  con  el  camino  real  de  Tucurrique,  terreno  de  Ni- 
colás Cubero;  al  Este,  con  la  quebrada  de  la  "Ha- 
maca," aguas  abajo  hasta  su  desembocadura  en  el 
Reventazón;  y  al  Oeste,  camino  real  de  Tucurrique 
con  el  peñón  de  las  ^'Cruces;"  que  una  parte  de  esa 
finca,  como  de  treinta  manzanas,  y  que  colinda:  al 
Norte,  con  el  río  Reventazón;  al  Sur,  con  el  borde 
de  las  peñas  del  Reventazón,  propiedad  del  exponen- 
te; al  Este,  quebrada  grande  en  medio,  con  propie- 
dad del  mismo;  y  al  Oeste,  con  las  propias  peñas  del 
río  dicho;  está  hace  algún  tiempo  en  poder  del  señor 
Loria,  quien  se  dice  dueño  de  la  parte  deslindada,  y 
la  ha  explotado  desde  hace  más  de  ocho  años,  que 
hace  la  maneja;  y  que  para  que  esa  parte  de  la  fin- 
ca descrita  vuelva  á  su  poder,  demanda  al  señor  Lo- 
ria á  fin  de  que  se  declare  que  ella  es  del  exclusivo 
dominio  del  actor,  y  que  Loria  está  obligado  á  en- 
tregársela, con  todos  los  frutos  producidos  desde  el 
día  de  la  adquisición  de  la  misma,  de  acuerdo  con  los 
artículos  301,  303  y  304  del  Código  Civil.  El  de- 
mandado contestó  negativamente  tal  demanda,  y  citó 
de  evicción  á  su  vendedor,  señor  Tomás  Meneses  Ma- 
triz, mayor  de  cincuenta  años,  agricultor  y  vecino  de 
la  villa  del  Paraíso; 

2? — Que  en  escrito  de  treinta  de  Octubre  del 
propio  año,  el  actor  pidió  quese  acumulase  á  este  jui- 
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cío  otro  que  había  establecido  en  el  mismo  Juzgado, 
sobrt:  nulidad  de  un  título  supletorio  levantado  por  el 
señor  Meneses,  eviccionario  de  Loria,  y  se  declaró  sin 
lugar  la  acumulación;  y  reiterada  la  solicitud  en  es- 
crito de  diez  y  seis  de  Noviembre  siguiente,  no  cons- 
ta que  fuera  resuelta  de  modo  alguno  la  nueva  peti- 
ción de  acumulación; 

39 — Que  á  las  dos  de  la  tarde  del  nueve  de  Ju- 
nio del  año  inmediato  anterior,  el  Juez  respectivo,  con 
apoyo  en  los  artículos  719  del  Código  Civil.  192  y  si- 
guientes y  1076  <!el  de  Procedimientos  Civiles,  declaró 
improcedente  la  demanda  establecida,  sin  especial 
condenación  en  costas,  por  los  motivos  siguientes":  i9 
— Que  la  prueba  rendida  por  el  actor,  señor  García> 
no  es  suficiente  para  declarar  con  lugar  la  demanda 
establecida,  y  por  lo  mismo  debe  declararse  ésta  im- 
procedente, sin  que  sea  necesario  entrar  á  apreciar  la 
excepción  de  prescripción  opuesta  en  escrito  de  vein- 
tidós de  Agosto  del  año  pasado,  por  Ja  razón  dicha; 
— 2?  Que  por  el  mismo  motivo  de  no  estar  compro- 
bada  la  acción,  debe  declararse  improcedente  la  de- 
manda al  parecer  acumulada  á  que  se  refiere  el  resul- 
tando noveno,  relativa  á  denegatoria  de  una  inscrip- 
ción ó  título  posesorio  de  una  finca  de  sesenta  y  cuatro 
manzanas,  cuya  propiedad  pretende  el  actor,  que  se 
describe  en  el  libelo  respectivo  de  diez  y  nueve  de  Ju- 
nio de  mil  ochocientos  ochenta  y  dos; — 3?  Que  por 
no  poderse  imputar  á  la  parte  demandante  el  cargo 
de  no  haber  presentado  prueba  en  absoluto,  y  debido 
á  las  circunstancias  de  este  proceso,  esta  autoridad 
cree  justo  omitir  toda  condenatoria  en  costas"; 

4? — Que  la  Sala  Primera  de  Apelaciones,  quien 
conoció  del  asunto  en  virtud  de  alzada  que  contra  la 
anterior  sentencia  interpuso  el  actor,  á  las  tres  de  la 
tarde  del  once  de  Enero  del  año  en  curso,  confirmó  la 
sentencia  apelada  en  cuanto  se  refería  al  juicio  reivin- 
dicatorío, anulándola  en  lo  tocante  á  lo  resuelto  con 
relación  á  un  juicio  de  nulidad  del  título  supletorio 
aludido  en  el  resultando  quinto  de  la  sentencia  de  pri- 
mera instancia,  y  condenando  al  actor  á  pagar  las  eos- 
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tas  procesales  del  juicio  y  no  las  personales  por  haber 
modificado  en  algo  el  fallo  recurrido.  La  Sala  dicha 
se  apoyó  en  el  artículo  1072,  Código  de  Procedi- 
mientos Civiles,  y  en  las  consideraciones  siguientes: 
*'a) — que  el  fallo  apelado  resuelve  en  debida  forma  el 
juicio  ordinario  referente  á  la  reivindicación  del  terre- 
no sito  en  el  '•Palmicha!,"  pues  el  actor  no  rindió  la 
prueba  necesaria  para  justificar  su  reclamo,  de  acuerdo 
con  lo  establecido  en  el  artículo  719  del  Código  Ci- 
vil;— b)  que  lo  resuelto  con  relación  á  un  juicio  de 
nulidad  de  un  título  supletorio  relacionado  en  d  re- 
sultando quinto  de  aquella  sentencia,  es  nulo  porque 
de  autos  no  consta  que  se  decretara  en  tiempo  opor- 
tuno la  acumulación  en  referencia,  de  modo  que  el 
Juez  no  ha  tenido  jurisdicción  para  decidirlo  en  la 
presente  sentencia,  por  no  estar  sometido  legalmente 
á  su  conocimiento;" 

59 — Que  el  demandante  interpuso  recurso  de  ca- 
sación de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por  los 
siguientes  motivos  :  I.  — Violación  del  artículo  246, 
Código  de  Procedimientos  Civiles;  II. — Violación  del 
artículo  142,  ibídem;  III.  —Violación  de  los  artículos 
1 103  ibídem  y  142,  Parte  III,  Código  Genera!;  pero 
sólo  fué  admitido  respecto  del  punto  primero,  y  no  por 
los  demás  por  ser  de  forma  y  no  estar  comprendidos 
en  ninguno  de  los  casos  del  artículo  964,  Procedimien- 
tos Civiles; 

6V — Que  no  se  nota  defecto  en  los  procedimien- 
tos; y 

Considerando: 

En  cuanto  á  la  única  reclamación  por  la  que  se 
ha  admitido  el  recurso,  el  artículo  246  del  Código  de 
Procedimientos  Civiles  se  refiere  á  las  pruebas  que  se 
pidan  en  tiempo  y  no  se  practiquen  por  causa  delJuzga- 
do, — y  que,  por  lo  mismo,  era  indispensable,  para  so- 
licitar con  éxito  la  que  el  tribunal  de  segunda  instan- 
cia no  quiso  recibir,  colocarse  en  el  caso  de  la  ley,  y 
hacer  las  alegaciones  y  ofrecer  las  justificaciones  con- 
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cretas  á  que  su  texto  se  contrae, — lo  que  no  practicó 
el  recurrente; 

Por  tanto,  y  de  conformidad  con  los  artículos 
980  y  983,  Código  de  Procedimientos  Civiles,  declá- 
rase sin  lujgar  la  casación  pedida,  con  costas  á  cargo 
del  recurrente,  y  vuelvan  los  autos  á  la  Sala  de  su 
procedencia  con  certificación  de  la  presente. — A.  Al- 
varado. — J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — 
A.  Zambrana. — Matías  Trejos. — Ante  mí, — Alfonso 
Jiménez. 

Vargas  v.  Vargas 

(  2  3  5'  p.  m.  —Marzo  24 ; 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  Segundo  del 
Crimen  de  esta  provincia  contra  Francisco  Vargas 
Méndez,  como  de  cuarenta  y  cinco  años,  por  el  delito 
de  lesión  inferida  á  Pascual  Vargas  Aguilar,  mayor 
de  edad,  ambos  agricultores  y  vecinos  de  San  Marcos 
del  cantón  de  Tarraza;  hecho  ocurrido  el  treinta  ¿le 
Noviembre  de  mil  novecientos  dos,  en  dicho  lugar. 
Figuran  como  partes  además  del  reo  y  el  Ministerio 
Público,  el  defensor  de  aquél.  Licenciado  Máximo 
Fernández  Alvarado,  mayor,  abogado  y  de  este  ve- 
cindario, y  el  Licenciado  Luis  Castro  Ureña,  también 
mayor,  abogado  y  vecino  de  esta  ciudad,  como  apo- 
derado del  ofendido,  quien  se  constituyó  parte  acu- 
sadora; 

Resultando: 

1 9 — Que  el  Juez  respectivo  falló  á  la  una  de  la 
tarde  del  diez  y  ocho  de  Octubre  del  año  próximo  an- 
terior, condenando  al  procesado,  á  la  pena  de  confina- 
miento por  seis  meses  en  la  ciudad  de  Esparta,  previo 
el  abono  del  tiempo  de  prisión,  y  á  las  accesorias  co- 
rrespondientes, con  apoyo  en  los  artículos  i9,  15,  57, 
74,  83  y  422  del  Código  Penal  y  18  de  la  ley  de  8  de 
Julio.de  1902,  por  estimar  que  está  comprobado  que 
Vargas  Méndez  cometió  el  delito,  y  que  no  está  justi- 
ficada la  eximente  de  legítima  defensa  alegada; 
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2? — En  virtud  de  alzada  interpuesta  por  el  de- 
fensor, la  Sala  Segunda  de  Apelaciones  conoció  del 
asunto  y  por  resolución  de  las  tres  y  cuarto  de  la  tar- 
de  del  veinticuatro  de  Enero  de  este  año,  revocó  el 
fallo  referido  y  absolvió  al  procesado  de  toda  pena  y 
responsabilidad,  sin  lugax  á  indemnización,  en  aten- 
ción á  ''que  en  la  especie,  como  lo  dice  el  Juez  a  qtio, 
no  existen  otros  datos  acerca  del  cargo  que  la  confe- 
sión del  reo»  según  la  cual  éste  obró  en  legítima  de- 
fensa de  su  persona  y  provocado  por  el  ofendido, 
quien  lo  acometió  con  su  cuchillo.  Esa  confesión,  en 
lo  esencial,  no  está  desvirtuada  en  manera  alguna  y 
por  lo  mismo  no  puede  dividirse;  con. ella  queda  de- 
mostrada la  eximente  4?  del  artículo  10,  Código  Pe- 
nal;" 

3? — Contra  el  fallo  de  segunda  instancia  ha  in- 
terpuesto recurso  de  casación  el  apoderado  del  acusa- 
dor, por  error  de  hecho  en  la  apreciación  de  la  prue- 
ba con  violación  de  los  artículos  18  de  la  ley  de  8  de 
Julio  de  1902,  y  10,  inciso  4?.  del  Código  Penal; 

4? — No  se  nota  defecto  en  los  procedimientos;  y 

Considerando: 

I? — En  el  proceso  no  aparece  otra  prueba  del 
hecho  que  ha  sido  juzgado  y  de  las  circunstancias  con 
que  se  ejecutó  que  las  declaraciones  del  ofendido  y  del 
procesado;  la  del  primero  no  puede  tomarse  en  con- 
sideración por  ser  de  la  persona  directamente  intere- 
sada en  el  asunto  y  la  del  segundo,  que  asegura  haber 
sido  atacado  por  el  ofendido  y  haber  tenido  que  de- 
fenderse de  su  agresor,  no  debe  admitirse  sólo  en  lo 
que  le  perjudica  y  desecharse  en  lo  que  le  favorece, 
porque  esto  sería  dividir  su  confesión  contra  el  pre- 
cepto terminante  de  la  ley;  y 

2? — La  prueba  testimonial  aducida  no  tiene  ¡n- 
ñuencta  alguna  en  la  decisión  de  esta  causa,  porque 
ella  se  refiere  á  hechos  anteriores  y  posteriores  á  la 
ejecución  del  acto  que  dio  por  resultado  la  lesión  del 
ofendido  y  no  puede  servir  para  calificar  si  ese  acto  fué 
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inocente  ó  delictuoso.  No  existe,  por  lo  tanto,  el  error 
de  hecho  que  se  altga  en  la  apreciación  de  la  prueba, 
ni  la  violación  de  lo^  artículos  i8  de  la  ley  de  8  de 
Julio  de  1902  y  10  (inciso  4?)  del  Código  Penal,  que 
se  citan  en  el  recurso  de  casación  interpuesto; 

Por  tanto,  y  de  acuerdo-  con  los  artículos  980  y 
983,  Código  de  Procedimientos  Civiles,  y  i?  de  la  ley 
número  19  de  9  de  Junio  de  1899,  declárase  sin  lugar, 
la  casación  demandada  y  devuélvanse  los  autos  á  la 
Sala  de  su  procedencia  con  certificación  de  la  presen- 
te. — A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — Manuel  V. 
Jiménez. — A.  Zambrana. — Matías  Trejos. — Ante  mí, 
— Alfonso  Jiménez. 


Calderón 

(2  40'  p.  m. — Marzo  24) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  Primero  del 
Crimen  de  esta  provincia,  contra  Manuel  Calderón, 
de  único  apellido,  de  veinticinco  años,  panadero  y 
vecino  de  la  villa  de  Desamparados,  por  los  delitos  de 
lesiones  inferidas  á  los  señores  Francisco  Arley  Jimé- 
nez y  Raimundo  Portugués,  de  único  apellido;  en  la 
cual  es  parte,  además  del  reo  y  el  Ministerio  Público, 
el  defensor  de  aquél,  señor  Licenciado  Jorge  Herrera 
Paut,  mayor,  abogado  y  vecino  de  esta  ciudad; 

Resultando: 

i9 — El  Juez  respectivo,  por  resolución  dictada  á 
las  doce  del  día  veintiocho  de  Noviembre  del  año 
próximo  pasado,  declaró  compensada  la  atenuante 
14?-  del  artículo  i  i  con  la  agravante  6?  del  artículo- 
12,  ambos  del  Código  Penal,  y  condenó  al  procesado, 
como  autor  de  los  deliios  referidos,  por  cada  uno  de 
ellos,  á  la  pena  de  confinamiento  en  San  Carlos  de  la 
provincia  de  Alajuela,  por  ocho  meses,  previo  abono 
del  tiempo  de  prisión;  á  pagar  á  los  ofendidos,  un  jor- 
nal diario  por  todo  el  tiempo  en  que  no  pudieron  tra- 
bajar á  causa  de  las  lesiones,  los  gastos  de  curación  y^ 
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todos  los  demás  daños  y  perjuicios  ocasionados  con 
sus  delitos;  á  la  pérdida  del  arma,  y  á  la  accesoria  de 
suspensión  de  cargo  ú  oficio  público;  todo  por  las  ra 
zones  siguientes:  "i?,  que  con  lo  depuesto  por  los  tes- 
tigos que  se  citan  en  el  resultando  segundo  (David 
Muñoz,  Félix  Fernández,  Ulderico  y  Adriano  Cama-> 
cho),  y  con  la  confesión  del  reo,  este  Tribunal  tiene 
por  cierto  que  Manuel  Calderón  causó  á  Francisco 
Arley  y  Raimundo  Portugués  las  lesiones  que  les  han 
sido  reconocidaps  por  el  Médico  del  Pueblo,  y,  por 
consiguiente,  debe  condenarlo  á  las  penas  estableci- 
das por  la  ley  (artículo  2?  de  la  ley  de  3  de  Julio  de 
1903;  1 9,  15  y  57  del  Código  Penal);  2?,  que  los  he- 
chos de  autos  se  encuentran  comprendidos  en  el  ar- 
tículo 422  del  Código  Penal  y  son  castigados  con 
cualquiera  de  las  penas  por  esa  ley  establecidas;  3?, 
que  á  favor  del  reo  militan  las  atenuantes  9?  y  14? 
del  artículo  i  í  del  Código  Penal,  y  en  su  contra  la 
agravante  6?  del  artículo  12  del  mismo  Código,  cir- 
cunstancia que  este  Tribunal  compensa  con  la  dismi- 
nuyente  citada  en  segundo  término;  de  modo,  pues» 
que  quedando  una  sola  degradante  (sic)  en  pro  del 
procesado,  se  está  en  el  caso  de  imponerle  las  penas 
que  le  corresponden,  en  el  mínimum  (articulo  74  del 
Código  ibídem);  4*,  que  el  reo  presentó  testigos  para 
probar  que  el  día  de  la  comisión  del  delito  había  to- 
mado mucho  licor,  lo  cual  lo  tenía  bastante  excitado, 
pero  tal  cosa  no  es  demostración  de  que  estuviera  en 
estado  de  ebriedad;  y  aun  estándolo,  tal  circunstan- 
cia no  lo  favorecería,  porque  consta  de  manera  clara 
que  no  fué  la  excitación  del  licor  la  causa  determi- 
nante de  los  delitos,  sino  el  haber  el  procesado  perdi- 
do todo  su  dinero  en  el  juego,  y  el  negarse  uno  de 
los  jugadores  á  prestarle  diez  colones  (artículo  11,  in- 
ciso 8?,  del  Código  Penal);  5?,  que  siendo  alternativa 
la  pena  señalada  por  la  ley  á  los  delitos,  este  Tribu- 
nal elige  como  imponible  confinamiento  menor  en  su 
grado  mínimo,  cuya  duración  la  fija  en  ocho  meses 
para  cada  uno  de  ellos — (artículo  76  del  Código  Pe- 
nal;) 6?,  que  también  deben   imponerse  al  reo  las  pe- 
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ñas  accesorias  y  abonársele  la  prisión  sufrida.  (Artícu- 
los 25,  33,  38  y  95  del  Código  Penal)"; 

2? — En  virtud  de  recurso  interpuesto  por  el  de- 
fensor, conoció  de  la  causa  la  Sala  Segunda  de  Ape- 
laciones, quien  á  las  tres  y  media  de  la  tarde  del  vein- 
ticinco de  Enero  último,  confirmó  en  todas  sus  partes 
la  sentencia  de  primera  instancia,  por  considerarla 
arreglada  á  derecho; 

3? — Conira  ese  fallo  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  el  defensor  del  reo,  alegando:  I. — Error  de 
hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba, 
con  infracción  de  los  artículos  11  y  12,  Código  Pe- 
nal; 11. — Violación  de  los  artículos  74  y  75  ibídem; 

4? — No  se  nota  defecto  en  los  procedimientos;  y 

Considerando: 

I? — Que  no  está  comprobado  que  el  procesado 
cometiese  el  delito  en  estado  de  embriaguez,  por  lo 
que  la  Sala  de  instancia  no  ha  errado  de  hecho  en  la 
apreciación  de  la  prueba,  ni  de  derecho,  no  abonando 
al  reo  la  atenuante  8?  del  artículo  1 1  del  Código  Pe- 
nal, que  no  ha  infringido; 

2? — Que  está  justificada  la  agravante  i?  del  ar- 
tículo 1 2,  Código  citado,  porque  el  reo  obró  á  traición 
contra  el  ofendido  desapercibido  é  inerme,  y  sobre 
seguro,  abusando  del  puñal  que  portaba;  y  no  existe 
la  violación  de  los  artículos  74  y  75,  Código  dicho, 
de  que  se  queja  el  recurrente; 

Por  tanto,  y  de  acuerdo  con  los  artículos  980  y 
983  del  Código  de  Procedimientos  Civiles  y  i?  de  la 
ley  número  19  de  9  de  Junio  de  1899,  declárase  sin 
lugar  la  casación  pedida,  y  vuelvan  los  autos  á  la  Sa- 
la de  donde  proceden,  con  certificación  de  la  presen- 
te.— A.  Alvarado.— J.  Fed.  González. — Manuel  V. 
Jiménez. — A.  Zambrana. — Matías  Trejos. — Ante  mí, 
— Alfonso  Jiménez. 
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Villalobos  v.  Barquero 

( 2^  p.  m.-— Marzo  25  ) 

En  el  juicio  ordinario  promovido  én  el  Juzgado 
Civil  de  Heredia,  por  el  señor  José  Villalobos  Bar- 
<|uero,  mayor,  agricultor  y  vecino  del  barrio  de  San 
Isidro  de  aquella  jurisdicción,  contra  la  señora  Salva- 
dora Barquero  González,  de  ochenta  y  cuatro  años, 
de  oficios  domésticos  y  del  mismo  vecindario,  repre- 
sentada por  su  curador  ad  litem^  que  lo  es  hoy  el  se- 
ñor Francisco  Villalobos  Barquero,  mayor,  artesano 
y  vecino  del  distrito  de  San  Joaquín  de  la  misma  ju- 
risdicción, y  el  Agente  Fiscal  de  la  provincia,  para 
•que  se  declare  á  la  señora  Barquero  en  estado  de  in- 
terdicción judicial;  juicio  en  el  cual  es  parte  además  el 
señor  José  Francisco  Fonseca  González,mayor,  agen- 
te de  negocios  judiciales  y  vecino  de  la  ciudad  de  He- 
redia. como  apoderado  de  la  demandada; 

Resultando: 

i9 — El  actor,  en  el  libelo  de  demanda  expone: 
que  estando  su  señora  madre  Salvadora  Barquero 
González  en  incapacidad  de  manejar  sus  bienes,  de- 
manda á  su  expresado  curador  ad-litem  -fsX  Agente 
Fiscal  de  la  provincia,  como  representante  del  Minis- 
terio Público,  para  que  se  declare  que  aquélla  está  en 
«stado  de  interdicción,  con  fundamento  en  el  artí- 
culo 220  del  Código  Civil; 

2? — Los  demandados  contestaron  negativamen- 
te la  demanda; 

39-*-Por  sentencia  dictada  á  las  dos  de  la  tarde 
del  veintidós  de  Octubre  del  año  próximo  anterior,  el 
Juez  respectivo  declaró  improcedente  la  demanda  es- 
tablecida y  condenó  al  demandante  en  las  costas  per- 
sonales y  procesales  del  juicio,  todo  por  considerar 
que  la  prueba  testimonial  aducida  por  éste,  era  inefi- 
caz para  probar  la  demencia  de  la  señora  Barquero,  y 
con  apoyo  en  los  artículos  222  y  719,  Código  Civil, 
1,072  y  1,073  del  de  Procedimientos  Civiles; 
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4? — La  Sala  Primera  de  Apelaciones,  quien  co- 
noció del  asunto  en  virtud  de  alzada  interpuesta  por 
el  actor  contra  la  sentencia  de  primera  instancia,  á  las 
tres  y  cuarto  de  la  tarde  del  veinticuatro  de  Enero 
último,  declaró  sin  lugar  unas  nulidades  alegadas  por 
el  demandante,  confirmó  la  sentencia  apelada,  y  fun- 
dada en  el  artículo  1,074,  Código  de  Procedimientos 
Civiles,  lo  condenó  en  las  costas  personales  y  proce- 
sales de  ambas  instancias;  al  efecto  consideró:  "a) 
que  la  acción  establecida  ha  debido  declararse  sin  lu- 
gar, como  lo  ha  hecho  el  Juez  de  primera  instancia 
en  el  fallo  recurrido,  por  no  haberse  justificado  le- 
galmente  el  estado  de  incapacidad  mental  de  la  seño- 
ra Salvadora  Barquero  González,  alegado  como  fun  - 
damento  de  la  presente  demanda  de  interdicción  judi> 
cial;  b)  que  las  nulidades  reclamadas  en  esta  instan- 
cia por  el  demandante  y  consistentes,  según  él,  en 
haberse  declarado  indebidamente  la  deserción  de  su 
prueba;  en  no  haberse  fijado  la  cuantía  de  la  deman- 
da, y  en  haberse  dicho  en  la  sentencia  que  el  curador 
ad-litem  de  la  señora  Barquero  González  es  Nicolás 
Villalobos  en  lugar  de  Francisco  de  igual  apellido» 
carecen  de  valor,  por  haberse  consentido  por  la  par- 
te á  quien  perjudicaba  el  auto  en  que  se  declaró  la 
deserción  de'la  prueba;  por  ser  innecesaria  la  estima- 
ción de  la  demanda,  siendo  así  que  ella  versa  sobre 
un  asunto  de  cuantía  inestimable,  como  lo  es  la  de- 
claratoria relativa  á  la  capacidad  civil  de  la  señora 
Barquero,  y  porque  el  cambio  de  nombre  ocurrido  al 
expresarse  en  la  sentencia  quién  es  el  curador  "ad-li- 
tem" de  la  señora  Barquero,  en  nada  altera  los  fun- 
damentos de  la  resolución  impugnada*'; 

5? — El  actor  ha  interpuesto  recurso  de  casación 
de  la  sentencia  de  segundainstancia,  por  los  motivos  si- 
guientes: I?,  violación  del  artículo  309  del  Código  de 
Procedimientos  Civiles,  al  estimar  correcto  el  proce^ 
dimiento  sin  que  se  llenaran  las  formalidades  que  este 
texto  indica,  para  la  prueba  pericial;  2?,  infracción 
del  artículo  246  ibídem,  en  relación  con  el  836  (inci- 
so 2?)  del  Código  Civil,  como  consecuencia  de  lo  ex- 
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puesto;  3?,  violación  del  artículo  193  del  Código  de 
Procedimientos  Civiles,  por  falta  de  estimación  de  la 
demanda;  y  4?,  infracción  de  los  artículos  87  y  88,  en 
relación  con  el  93,  ibídem,  al  decirse  en  la  sentencia 
de  primera  instancia  que  el  curador  actual  de  la  se- 
ñora Barquero,  es  Nicolás  Villalobos,  cuando  lo  es 
Francisco  Villalobos;  y 

&í — No  se  nota  defecto  en  los  procedimientos;  y 

Considerando: 

I? — La  Sala  sentenciadora  no  ha  violado  el  artí- 
culo 309  del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  por- 
que éste  habla  del  perito  que  no  concurre  al  acto  del 
reconocimiento  y  en  jl  caso  de  autos  los  peritos  con- 
currieron y  reconocieron  á  la  señora  Barquero,  pero 
aplazaron  el  informe  mientras  examinaban  ciertas 
cuestiones  relativas  á  su  estado:  el  Juez  hizo  nuevo 
señalamiento  por  auto  que  consintió  el  recurrente, 
quien  no  puso  en  ejercicio  los  medios  necesarios  pa- 
ra llevar  á  su  término  el  peritazgo; 

2? — La  infracción  del  artículo  246  ibídem,  rela- 
cionado con  el  inciso  29  del  836,  Código  Civil,  tam- 
poco es  efectiva,  porque  la  primera  disposición  manda 
evacuar  la  prueba  pedida  en  tiempo  y  no  practicada 
por  culpa  del  Juez,  pero  la  reclamada  se  oiniíió  por 
falta  del  peticionario,  y  no  es  p(  sible  invocar  en  apo- 
yo de  la  nulidad,  lo  dispuesto  en  el  inciso  2?  refe- 
rido; 

3? — La  nulidad  de  un  juicio  por  U  falta  de  esti- 
mación de  la  demanda  á  que  se  refiere  el  artículo  193 
del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  no  puede  de- 
clararse porque  es  doctrina  legal  que  las  cuestiones 
de  estado  y  capacidad  no  están  sujetas  propiamente  á 
estimación  pericial  y  ni  el  artículo  193,  ni  el  126  de 
la  Ley  Orgánica  de  Tribunales  que  lo  completa,  tie- 
nen aparejada  nulidad,  además  de  que  en  el  caso  con- 
creto la  estimación  implícitamente  fué  hecha  y  acep- 
tada por  las  partes  al  usar  papel  sellado  de  la  octava 
clase  de  valor  de  un  colón,  que  está  señalado  por  la 
ley  para  negocios  que  importen  hasta  mil  colones; 
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4? — El  reclamo  que  se  funda  en  los  artículos  87  y 
88,  en  armonía  con  el  93,  Código  de  Procedimientos 
Civiles,  no  da  el  resultado  pretendido^  puesto  que  el  jui- 
cio que  últimamente  se  dirigía  contra  Francisco  Villa- 
lobos Barquero  en  su  carácter  de  representante  legal 
de  la  pretendida  inhábil  señora  Salvadora  Barquero 
González,  y  no  contra  Nicolás  Villalobos  Barquero, 
lo  fué  con  anuencia  de  las  partes,  que  no  promovie- 
ron discusión  alguna  á  este  respecto,  y  esta  circuns- 
tancia no  puede  servir  de.  motivo  para  el  recurso  de 
casación  (Artículo  959  ibídem),  apareciendo  en  los 
autos  que  Nicolás  fué  demandado  en  el  carácter  de 
representante  de  la  señora  Barquero  y  no  en  su  pro- 
pio nombre,  de  modo  que  el  cambio  personal  no  es 
de  interés  en  el  negocio  y  el  artículo  93  invocado 
tampoco  sanciona  con  nulidad  la  falta  que  en  ello 
pudiera  resultar; 

Por  tanto,  de  conformidad  con  los  artículos  980 
y  983  del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  declára- 
se sin  lugar  la  casación  pedida,  con  costas  á  cargo 
del  recurrente,  y  devuélvanse  los  autos  al  tribunal  de 
su  origen,  con  certificación  de  la  presente. — A.  Alva- 
rado. — J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A. 
Zambrana. — Matías  Trejos. — Ante  mí, — Alfonso  Ji- 
ménez. 


Alvarez  Jaén 

( 2  35'  p.  m. — Marzo  25  ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  del  Crimen 
de  Santa  Cruz,  contra  el  señor  José  Alvarez  Jaén,  de 
treinta  y  un  años,  soltero,  escribiente  y  vecino  de  di- 
cho lugar,  por  el  crimen  de  homicidio  perpetrado  en 
la  persona  de  Hilario  Molina  Chavarría,  en  la  noche 
del  veintisiete  de  Agosto  del  año  próximo  pasado;  en 
la  cual  son  partes  el  Licenciado  Isidro  Marín  Calde- 
rón, mayor,  abogado  y  vecino  de  esta  ciudad,  como 
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defensor    del    reo,   y  el  representante  del  Ministe- 
rio Público; 

Resultafido: 

io_Oportunamente  el  Juez  del  Crimen  de  San- 
ta Cruz  dictó  sentencia  á  las  tres  de  la  tarde  del  vein- 
te de  Octubre  del  año  próximo  pasado,  en  la  que  de- 
claró sin  lugar  las  tachas  de  los  testigos  Félix  Medra- 
no,  Gregorio  Vallejos,  Leonardo  Alvarez  y  Jesús 
Hernández,  y  procedente  la  puesta  á  Josefa  Cema; 
responsable  al  reo  como  autor  del  crimen  de  homici- 
dio referido,  y  lo  condenó,  en  consecuencia,  á  la  pena 
de  dos  años  de  presidip  en  San  Lucas,  con  abono  de 
la  prisión  sufrida,  á  quedar  suspenso  de  cargo  ü  oñcio 
público  mientras  dure  la  condena  y  á  perder  el  arma 
con  que  delinquió;  para  ello  consideró:  "a) — Que  en 
lo  tocante  á  tachas,  los  defectos  que  atribuye  la  de- 
fensa á  los  declarantes  Félix  Medrano»  Gregorio  Va- 
llejos, Leonardo  Alvarez  y  Jesús  Hernández,  no  han 
sido  erigidos  legalmente  como  causales  de  tacha,  ni 
en  la  legislación  antigua  de  1841,  común  á  procedi- 
mientos civiles,  ni  en  la  nueva,  que  en  concreto  alu- 
de á  lo  civil,  (artículos  229  á  244,  Parte  III,  Código 
General,  y  339,  Código  de  Procedimientos  Civiles), 
no  asi  con  respecto  á  Josefa  Cema,  cuya  tacha  pro- 
cede en  razón  de  haber  vivido  habitualmente  con  el 
occiso,  como  concubina  suya  (artículo  233,  Parte  III 
citada). — Sin  embargó,  aquellos  defectos  que  no  son 
motivos  legales  para  destruir  la  fe  de  los  testigos,  y 
aun  los  que  lo  son  expresamente,  deben  pesar  en  el 
ánimo  del  juzgador,  quien  puede  dar  ó  no  crédito  á 
sus  testimonios,  basando  su  criterio  en  una  aplicación 
recta  y  concienzuda  de  los  principios  ó  máximas  de 
la  sana  crítica. — Así,  ajuicio  del  suscrito  Juez,  en  sus 
términos  generales  debe  apreciarse  la  fuerza  probato- 
ria de  las  declaraciones  tachadas,  exceptuando  aque- 
llos detalles  en  que  no  concuerdan  con  los  dichos  de 
los  demás  testigos  no  tachados, — á  saber:  es  inacep- 
table la  afirmación  que  sólo  hace  Jesús  Hernández  de 
que  el  reo  Alvarez  disparó  dos  balazos  á  Molina  caí- 
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do;  no  merece  fe  la  parte  accesoria  del  dicho  de  Fé- 
lix Medrano  al  afirmar  que  el  reo  provocó  con  pesco- 
zones á  Molina,  diciéndole:  "Soy  Santiago  Gómez;" 
carece  de  verdad  la  declaración  de  Gregorio  Vallejos 
al  asegurar  que  Molina  no  había  sacado  su  arma  cuan- 
do José 'le  disparó;  y  de  igual  manera  no  debe  aten- 
derse lo  que  dice  Josefa  Cerna  respecto  á  pescozones 
de  José  para  Molina  y  al  disparo,  sin  que  éste  hubiera 
sacado  su  cutacha. — (Artículos  236,  Parte  III,  Códi- 
go General,  y  18,  ley  de  8  de  Julio  de  1902); — b). — 
Que  el  valor  legal  que  la  defensa  sólo  concede  á  las 
declaraciones  de  Juan  Mendoza,  Pedro  y  Juan  Felipe 
Bustos,  se  debilita  entrando  en  el  análisis  de  cada  uno 
de  sus  dichos;  en  efecto,  tales  testigos  han  asegurado 
que  sólo  dos  disparos  de  revólver  oyeron,  lo  cual. está 
en  abierta  contradicción  con  la  realidad  de  las  cosas, 
pues  el  cadáver  de  Molina  exhibía  tres  heridas  y  el 
reo  confiesa  que  fueron  tres  los  disparos  que  le  hizo. 
— Esta  circunstancia  justifica  que  aquellos  testigos, 
como  ellos  lo  han  dicho,  no  oyeron  el  primer  balazo, 
es  decir,  no  presenciaron  entonces  el  comienzo  del 
pleito,  y  así,  nada  pueden  informar  respecto  á  la  pro- 
vocación que  lo  motivara. — Por  lo  demás,  las  decla- 
raciones de  los  hermanos  Pedro  y  Juan  Felipe  Bus- 
tos, además  de  ser  sospechosas  de  parcialidad,  por  ha- 
ber aquél  reñido  con  Molina,  el  occiso,  momentos  an- 
tes, no  conciertan  con  el  resto  abundante  de  los  da- 
tos de  la  información,  ni  con  lo  dicho  por  el  reo  mis- 
mo.— Obsérvese  que  éste  afirmó  que  fué  uno  el  ma- 
chetazo que  Molina  le  tiró  y  que  dichos  Bustos  refie- 
ren que  fueron  dos. — La  inexactitud  con  que  éstos 
recuentan  está  patente; — c). — Que  por  lo  que  hace  á 
la  oscuridad  de  la  noche  del  siniestro,  en  que  los  pe- 
ritos parecen  apoyarse  para  destruir  las  declaraciones 
de  los  cuatro  testigos: — Briceño,  Asensio  y  Hernán- 
dez, debe  notarse  que  enfrente  de  las  seis  personas 
que  atestiguan  aquella  oscuridad,  hay  en  la  instruc 
ción  otras  seis  presenciales  del  hecho,  que  aseguran 
que  la  noche  estuvo  clara  y  alumbraba  la  luna;  con 
la  circunstancia  importante  de  que  entre   éstas  se  ha- 
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lian  Mendoza  y  Juan  Felipe  Bustos,  testigos  cuyas 
declaraciones  merecen  fe,  á  juicio  de  la  propia  defen- 
sa.— En  tal  disyuntiva,  y  atendiendo  á  que  dos  días 
antes  de  la  fecha  aludida  hubo  plenilunio,  el  Juzgado 
estima  que  estos  últimos  declarantes  se  acercan  más  á 
ia  verdad. — La  noche,  pues,  en  la  hora  del  suceso  es- 
tuvo clara,  y  en  esas  condiciones  cualquiera  persona, 
con  su  vista  sana,  pudo  abservarlo  y  percibirlo  todo^ 
aun  á  treinta  varas  distante. — (Artículo  220,  Parte 
III,  Código  General,  y  x8,  ley  de  8  de  Julio  de  1902); 
— d)-Que  sentadas  las  conclusiones  que  anteceden,  y 
armonizando  los  datos  á  que  ellas  aluden  con  el  res- 
to de  los  informes  que  arroja  la  investigación  judicial 
del  caso,  se  cae  en  la  convicción  de  que  hay  prueba 
irrefragable  sobre  los  siguientes  hechos:  José  Alvarez 
disparó  el  primer  balazo  sobre  Hilario  Molina,  sin  que 
éste  hubiera  atacado  á  nadie  todavía  (apoyado  por 
nueve  testigos). — El  último  balazo  se  lo  disparó  José 
á  Hilario  cuando  éste  hubo  caído  á  tierra,  (apoyado 
por  ocho  testigos). .Así  lo  acepta,  pues,  este  Tribunal  y 
da  por  cierto  que  el  primer  proyectil  hirió  á  Molina 
en  la  cabeza,  puesto  que  conforme  lo  asegurara  el  fa- 
cultativo Doctor  Moreira,  sólo  inmediatamente  des- 
pués de  esa  lesión  pudo  el  occiso  descargar  el  ma- 
chetazo sobre  el  reo  Alvarez.— ;( Artículo  2?,  ley  de  3 
de  Julio  de  1903,  Parte  III,  Código  General)  (sic); — 
e)  Que  en  virtud  de  tales  hechos  justificados  plena- 
mente, no  es  racional  pretender  que  la  situación  ju- 
rídica de  José  Alvarez  sea  la  que  previene  nuestro 
Código  Penal  en  las  fracciones  4?,  5?,  6?,  ni  9?,  ar- 
tículo 10,  porque  no  hubo  concurso  de  las  condicio- 
nes requeridas  para  la  irresponsabilidad  que  exime  de 
pena. — En  efecto,  la  agresión,  sí  la  hubo  de  parte  de 
Molina,  no  fué  injusta,  porque  éste  de  súbito  acome- 
tió á  puñetazos  por  Victoriano  Alvarez,  racional  es 
admitir  que  pudo  legítimamente  sacar  su  cutacha  pa- 
ra defenderse  (sic). — Los  tres  disparos  que  Alvarez 
hizo  á  su  adversario,  no  fueron  racionalmente  necesa- 
rios para  impedir  ni  repeler  el  ataque,  ya  que  la  acti- 
tud de  Molina,  cutacha  en  mano,  puramente  defensi-. 
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va»  no  amenazaba  todavía  un  peligro  absoluto,  grave 
é  inminente,  que  pudiera  impulsar  á  José  á  impedirla 
á  balazos,  sin  que  sea  admisible  que  el  reo  accionara 
bajo  el  impeno  del  terror,  supuesto  éste  de  moda 
subjetivo,  no  abstracto;  no  obstante,  aun  aceptando  la 
necesidad  de  aquel  primer  tiro,  no  es  moral  ni  juicio- 
sámente  posible  convenir  en  la  de  los  otros  dos  dis- 
paros, mucho  menos  en  la  del  último, — pues  Alvarez,. 
aun  en  su  arrebato,  resistible  mientras  conservó  su  vo- 
luntad físicamente  libre«  pudo  comprender  que  su: 
agresor,  con  sólo  el  primer  balazo,  estaba  vencido,. 
tambaleándose:  la  repulsión  estaba  lograda,  el  defen- 
sor debió  omitir  los  dos  últimos  tiros,  si  de  defender- 
se trataba, — tales  disparos  y  sobre  todo  el  último 
dado  á  Molina  en  el  suelo,  muerto  sin  duda,  revelan- 
que  Alvarez  fué  impelido  voluntariamente  por  un  sen- 
timiento de  venganza. — Por  lo  demás,  el  primer  dispa- 
ro de  José  constituyó  provocación  suficiente,  que  Mo- 
lina correspondió  con  su  machetazo.  No  hafy,  pues,  in- 
culpabilidad; f.) — Que  aun  presciadiendo  de  las  de- 
claraciones en  que  se  basa  la  imputación  del  crimen 
aludido,  la  propia  confesión  del  procesado  Alvarez  es^ 
bastante  para  sentar  el  cuerpo  de  su  delincuencia  y 
hacerlo  sufrir  el  reato  respectivo,  toda  vez  que  ha 
aceptado  los  cargos  que  el  Juzgado  le  hizo,  sobre  el 
exceso  de  su  defensa  por  haber  disparado  á  Molina 
innecesariamente  cuando  estaba  en  el  suelo,  herida 
mortalmente,  y  haberle  tirado  un  segundo  balazo  es- 
tando vencido  ya,  tambaleándose,  (Diligencia  de  folios 
35  á  36). — Fuera  de  todo,  hay  en  la  causa  los  infor- 
mes  de  Eligió  Briceño  y  Jesús  Hernández,  que  esta- 
blecen una  fuerte  presunción  de  que  el  reo  Alvarez  y 
sus  hermanos  andaban  en  busca  de  Molina  para  ven- 
gar las  heridas  que  éste  causó  á  Santiago  Gómez;  es 
decir,  el  peligro  fué  afrontado  por  los  Alvarez,  faltan- 
do así  la  inevitabilidad,  la  gravedad  y  la  justicia  del 
temor  en  el  delincuente.  (Artículo  873,  Parte  III,  Có- 
digo Greneral;) — g)  Que  la  responsabilidad  del  reo  só* 
lo  la  modifican  las  disminuyentes  8?  y  14?  del  articula 
.11,  Código  Penal,  pues  no  obstante   haber  tres  testi- 


~  193  — 

gos  que  aseguran  que  Alvarez  no  estuvo  ebrio  cuan- 
do delinquió,  y  cuatro  que  sostienen  que  se  embriaga 
á  veces  y  ha  sido  pendenciero,  seis  testigos  apoyan 
lo  contrarío,  y  el  Juzgado  acepta  lo  que  más  favorece 
al  reo,  (Artículo  221,  Parte  III  citada) — sin  que  con- 
sidere concurrente  la  atenuante  9*  ibídem — porque 
las  confesiones  del  procesado  no  están,  revestidas  de 
la  sinceridad  que  se  requiere,  atendiendo  sus  disiden- 
cias y  vacilaciones.  Tales  disminuyentes  no  tienen 
contrarresto  alguno,  porque  la  agravante  12  ibídem, 
no  milita,  por  considerar  este  Tribunal  que  la  noche 
no  fué  buscada  por  Alvarez,  sino  que  el  crimen  lo 
cometió  entonces  por  incidencia; — ^h) — Que  en  tales 
condiciones,  siendo  la  especie  que  se  juzga  la  prevista 
en  el  artículo  414,  inciso  2?,  Código  Penal,  al  aplicar 
la  pena,  debe  seguirse  la  regla  que  establece  el  artícu- 
lo 75  ibídem,  conforme  á  la  cual  este  Juzgado  puede 
imponer  la  inferior  en  uno,  dos  ó  tres  grados  al  mí- 
nimum de  los  señalados,  según  la  entidad  y  número 
de  las  circunstancias.  En  esa  virtud,  el  infrascrito  ba- 
ja dos  grados,  al  mínimum  dicho,  y  llega  en  la  escala 
número  i9  del  artículo  66,  á  presidio  interior  menor 
en  su  grado  medio,  que  fija  en  dos  años,  descontable 
en  San  Lucas,  con  accesorias  de  ley  (artículos  38  y 
39,  Código  Penal);" 

2? — Elevados  los  autos  en  apelación  interpuesta 
por  parte  del  reo,  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones,  á 
las  tres  y  media  de  la  tarde  del  trece  de  Enero  últi- 
mo, declaró  improcedente  una  nulidad  de  procedi- 
mientos alegada  por  la  defensa  y  confirmó,  con  cita 
del  artículo  781,  Parte  III  del  Código  General,  la  sen- 
tencia recurrida,  en  todas  sus  partes;  considerando 
para  ello:  **|9  que  en  el  presente  caso  se  encuentra 
bien  probado  el  cuerpo  del  delito  con  el  dictamen 
médico-legal,  y  no  existe  la  nulidad  reclamada  por  la 
defensa;  2?  que  este  Tribunal  le  reconoce  al  reo  la  a- 
tenuante  9?  del  artículo  1 1 ,  Código  Penal,  y  con  este 
reparo  acepta  las  razones  de  hecho  y  jurídicas  ex- 
puestas en  la  sentencia,  y  en  virtud  de  ellas,  tiene 
por  bien  resuelta  la  especie  con  la  imputación  y  con- 
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dena  formuladas,  advirtiendo  que  aun  cuando  ya  son 
tres  las  atenuantes,  siempre  conviene  la  rebaja  de  dos 
grados"; 

3?-  El  defensor  del  procesado  pide  casación  de 
la  sentencia  de  segunda  instancia,  por  los  siguientes 
motivos:  Error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  aprecia- 
ción de  la  prueba,  con  violación  de  los  artículos  36, 
ley  de  17  de  Octubre  de  1864,  18  de  la  ley  de  8  de 
Julio  de  1902;  !0  (inciso  9?)  en  relación  con  los  inci- 
sos 4?  y  59,  del  mismo  artículo,  y  79  ibídem;  15  (in- 
ciso 3?)  y  16  del  Código  Penal,  y  del  Código  de  Pro 
cedimientos  en  lo  criminal  en  armonía  con  el  artículo 
18  de  la   citada  ley  de  8  de  Julio  de  1902; 

4? — En   los  procedimientos   no    hay  defecto;  y 

Considerando: 

I? — En  cuanto  al  reclamo  relativo  á  la  autop- 
sia,— que  ésta  no  es  siempre  indispensable, — no  pare- 
ciéndolo  en  el  caso  concreto,  en  que  la  muerte  sobre- 
vino después  de  tres  heridas,  una  de  las  cuales  atra- 
vesó el  cráneo,  otra  la  región  cardiaca  y  otra  la  ab- 
dominal. No  se  cita,  ni  puede  citarse,  disposición  al- 
guna de  nuestro  derecho  que  se  haya  violado  con  no 
practicarla; 

2? — Que  las  pruebas  de  la  culpabilidad  del  reo 
se  han  analizado  con  notables  acierto  y  minuciosidad 
en  la  sentencia  de  primera  instancia,  sm  que  de  ellas 
se  desprenda  que  el  homicidio  de  que  se  trata  estuvo 
justificado  por  el  hecho  de  reñir  el  occiso  con  el  her- 
mano del  reo,  cuando  este  disparó  contra  él,  inñrién- 
dolé  tres  heridas  diversas,  mortales  todas; 

3? — Que  las  circunstaacias  del  proceso  que  pue- 
den contribuir  á  disminuir  la  responsabilidad  del  reo, 
han  sido  apreciadas  debidamente,  y  aún  con  benigni- 
dad notoria,  hasta  el  punto  de  reducir  de  un  modo 
considerable  el  castigo  que  en  otro  caso  á  su  delito 
debiera  corresponder,  limitándolo  á  dos  años  de  pre- 
sidio; 

Por  tanto,  y  de  acuerdo  con  los  artículos  980  y 
983,  Código  de  Procedimientos  Civiles,  y  i?  de  la  ley 
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número  19  de  9  de  Junio  de  1899,  declárase  sin  lugar 
la  casación  pedida,  y  vuelvan  los  autos  á  la  Sala  de 
su  procedencia  con  certificación  de  la  presente. — A. 
Alvarado. — ^J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. 
— .A..  Zambrana. — Matías  Trejos. — Ante  mí, — Alfon- 
so Jiménez. 


AzoFEiFA  Agüero 

(3  20'  p.  m. — Marzo  31  ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  de!  Crimen 
del  circuito  judicial  de  San  Ramón,  contra  Iríneo  Azo- 
feifa  Agüero,  de  veinticuatro  años,  agricultor  y  veci- 
no de  Miramar,  por  el  delito  de  abigeato  cometido  en 
perjuicio  de  José  Froilán  Rodríguez  Rodríguez,  en  la 
cual  son  partes  además  el  representante  del  Ministerio 
Páblico  y  el  señor  Rafael  Rodríguez  Salas,  mayor, 
agente  de  negocios  judiciales  y  vedno  de  la  ciudad 
de  San  Ramón,  como  defensor  del  procesado; 

Resultando: 

I? — El  Juez  respectivo  falló  á  las  ocho  de  la  ma- 
ñana del  veintinueve  de  Noviembre  del  año  próximo 
anterior,  condenando  al  reo  como  autor  responsable 
del  delito  mencionado,  á  la  pena  de  cinco  meses  de 
presidio  en  San  Lucas,  con  abono  del  tiempo  de  pri- 
sión, y  á  la  accesoria  de  suspensión  de  cargo  ú  oficio 
publico,  y  ordenando  entregar  el  semoviente  hurtado 
al  señor  Juan  de  la  Rosa  Sánchez,  con  fundamento  en 
Jos  artículos  j  9,  10,  12,  14,  25  y  34  del  Código  Pe- 
rnal, 873  de  la  Parte  tercera  del  Código  General  de 
1841  y  leyes  de  8  de  Julio  de  1902  y  de  3  de  Julio 
de  1903,  y  en  las  conclusiones  siguientes:  "i?)  que  es- 
tá demostrado  en  autos  con  las  declaraciones  de  José 
María  y  Víctor  Molina,  que  el  semoviente  á  que  se 
refiere  esta  causa  es  de  propiedad  del  ofendido,  lo 
cual  se  robustece  también  con  el  hecho  de  aparecer 
herrado  con  la  marca  del  folio  tres  vuelto,  que  usa  el 
señor  Rodríguez; — 2?)  que  las  señas  del  buey  que  Juan 
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Sánchez  compró  á  Chico  Barrantes,  y  que  aquél  ven- 
dió á  Juan  de  la  Rosa  Sánchez,  coinciden  con  las  del 
semoviente  que  este  señor  entregó  á  la  autoridad  po- 
lítica át  San  Mateo; — 3?)  que  de  las  declaraciones  de 
Juan  Sánchez  y  Juan  José  Sánchez,  resulta  que  el 
buey  en  cuestión  fué  comprado  á  un  hombre  que  dijo 
llamarse  Chico  Barrantes; — 4?)  que  dicho  individuo  ha 
sido  identificado  con  el  reo  de  esta  causa,  según  se  in- 
duce de  las  declaraciones  de  Antonio  Alfaro,  Nicolás 
Gómez,  Escolástico  Robles  y  Rafael  Pérez;  5?)  que 
por  lo  dicho  queda  comprobado  el  cuerpo  del  delito 
que  se  persigue; — 6?)  que  la  responsabilidad  del  pro- 
cesado se  induce  de  las  declaraciones  de  Antonio  Al- 
faro,  Juan  José  Sánchez  y  Juan  Sánchez  y  queda  ple- 
namente establecida; — 7?)  que  el  delito  que  se  persi- 
gue está  penado  por  el  artículo  468,  inciso  2?,  con  pre- 
sidio interior  menor  en  su  grado  medio;  pero  debe 
elevarse  en  un  grado,  de  conformidad  con  el  artículo 
472  del  Código  citado,  en  relación  con  la  ley  de  29  de 
Juh'o  de  1899;  quedando  reducida  á  la  pena  de  pre- 
sidio interior  menor  en  su  grado  máximo;  8?)  que. 
aunque  la  defensa  ha  tratado  de  probar  las  atenuan- 
tes 9?  y  14?  del  artículo  1 1  del  Código  Penal,  los  tes- 
tigos examinados  de  acuerdo  con  el  interrogatorio 
respectivo,  contestaron  negativamente  las  preguntas 
que  se  les  hicieron,  excepto  Pedro  Berrocal,  quien 
afirma  que  es  la  primera  vez  que  se  procesa  á  Azofei- 
fa,  pero  con  cuyo  solo  testimonio  no  es  dable  dar  por 
probada  atenuante  alguna; — 9?)  que  el  reo  fué  cap- 
turado el  veintinueve  de  Mayo  de  este  año  y  por  lo 
tanto  había  ya  trascurrido  más  de  la  mitad  del  térmi- 
no requerido  para  la  prescripción,  y  es  el  caso  de  con-  ^ 
siderar  el  delito  como  revestido  de  dos  ó  más  circuns- 
tancias atenuantes  (artículo  123  del  Código  Penal); — 
10?)  que  por  ser  la  pena  imponible  un  grado  de  una 
divisible,  de  acuerdo  con  el  artículo  74  del  Código 
Penal,  puede  rebajársele  hasta  dos  grados,  y  esta  au- 
toridad opta  por  rebajárselos,  quedando  reducida  la 
pena  á  presidio  interior  menor  en  su  grado  mínimo^ 
cuya  duración  se  fija  en  cinco  meses,  debiéndole  im- 
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poner  además  la  accesoria  del  artículo  37  del  Código 
citado; — 11?)  que  por  constar  de  autos  (declaraciones 
de  Juan  Sánchez  y  Juan  de  la  Rosa  Sánchez),  que  á 
este,  á  quien  le  había  sido  vendido  el  buey,  le  fué  qui- 
tado para  depositarlo,  debe  restituírsele  á  fin  de  no 
alterar  el  estado  de  cosas  existente  al  iniciarse  esta 
causa;" 

2? — En  virtud  de  alzada  interpuesta  por  el  de- 
fensor, la  Sala  Segunda  de  Apelaciones,  por  resolu- 
ción dictada  á  las  dos  de  la  tarde  del  veinte  de  Ene- 
ro último,  confirmó  la  sentencia  recurrida  excepto  en 
cuanto  á  la  restitución  ordenada  en  la  parte  final,  por 
considerar  que  los  derechos  civiles  de  las  partes  de- 
ben ventilarse  en  la  forma  correspondiente; 

3? — Contra  ese  fallo  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  el  defensor  del  procesado,  por  los  motivos 
siguientes:  I. —  Error  de  hecho  en  la  apreciación  de  la 
prueba  con  violación  del  artículo  478  del  Código  Pe- 
nal; IL — Error  al  aplicar  la  pena  y  violación  de  los 
artículos  72,  73,  74,  75  y  123  del  Código  Penal,  ¿in- 
fracción  de  los  468  y  472,  ibídem; 

4? — No  se  nota  defecto  en  los  procedimien- 
tos; y 

Considerando: 

I? — El  cuerpo  del  delito  está  bien  justificado  en 
esta  causa  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  artículos 
780,  781  y  784  de  la  Parte  III  del  Código  General  de 
1S41,  y  la  responsabilidad  del  procesado  está  demos- 
trada con  las  pruebas  aducidas  en  los  autos  y  apre- 
ciadas debidamente  por  los  jueces  de  instancia  con  su 
jeción  á  las  reglas  de  una  sana  crítica,  de  conformidad 
con  lo  establecido  por  los  artículos  18  de  la  ley  de  8 
de  Julio  de  1902  y  2?  de  la  de  3  de  Julio  de  1903. 
No  hay,  por  lo  tanto,  el  error  de  hecho  en  la  aprecia- 
ción de  la  prueba  que  se  reclama,  ni  menos  la  viola- 
ción del  artículo  478  del  Código  Penal,  que  no  se  ha 
aplicado  por  la  sentencia  recurrida;  y 

2? — Tampoco  ha  habido  el  error  que  se  alega  en 
la  aplicación  de  la  pena,  ni  la  violación   de  las  demás 
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leyes  que  se  citan  en  el  recurso,  porque  conforme  al 
avaluó  dado  por  los  peritos  en  su  dictamen  del  folia 
79  de  la  instrucción  al  semoviente  hurtado,  el  caso  se 
encuentra  comprendido  en  el  inciso  2?  del  artículo 
468  del  Código  Penal,  en  relación  con  el  472  del  mis- 
mo Código,  y  la  pena  que  estas  leyes  señalan  es  la  de 
presidio  interior  menor  en  su  grado  máximo;  pero  el 
Juez  de  primera  instaticia  rebajó  dos  grados  de  esta 
pena  en  virtud  de  lo  dispuesto  por  el  artículo  123  del 
citado  Código  Penal  é  impuso  en  su  sentencia,  con- 
firmada por  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones,  la  de 
presidio  interior  menor  en  su  grado  mínimo,  que  es  lo 
que  corresponde  aplicar  en  el  caso  concreto; 

Por  tanto,  y  de  acuerdo  con  los  artículos  980  y 
983,  Código  de  Procedimientos  Civiles,  y  i?  de  la  ley 
número  19  de  9  de  Junio  de  1899,  declárase  sin  lu- 
gar la  casación  demandada,  y  con  certificación  de  la 
presente,  vuelvan  los  autos  á  la  Sala  de  su  proceden- 
cia.— A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — Manuel  V. 
Jiménez. — A.  Zambrana. — Matías  Trejos. — Ante  mí, 
— Alfonso  Jiménez. 


Muñoz  y  Pérez 

(3  25'  p.  m. — Marzo  31 ) 

En  la  causa  iniciada  en  el  Juzgado  del  Crimen 
de  Heredia,  y  continuada  en  la  Alcaldía  Primera  del 
cantón  central  de  dicha  provincia,  como  Juzgado  del 
Crimen  por  ministerio  de  la  ley,  contra  Alberto  Mu- 
ñoz Solano,  mayor,  comerciante  y  vecino  de  la  ciu- 
dad de  Heredia,  y  Zacarías  Pérez  Moya,  mayor,  agri- 
cultor y  vecino  de  San  Isidro  de  Alajuela,  por  el  deli- 
to  de  falsificación  en  documento  privado,  en  perjuicio 
de  Antonio  y  Elias  Villalobos  Campos,  mayores,  agri- 
cultores y  vecinos,  respectivamente,  de  San  Isidro  y 
de  la  ciudad  de  Santo  Domingo;  en  la  cual  son  par- 
tes, además,  el  representante  del  Ministerio  Público  y 
los  señores  Arturo  Ramírez  Amaya,  agente  de  nego- 
cios judiciales,  como  apoderado    del    acusador  s^or 
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Elias  Villalobos,  y  Juan  Rafael  González  Zamora,  pa- 
sante en  Derecho,  como  defensor  de  Muñoz,  ambos 
mayores  y  vecinos  de  la  expresada  ciudad; 

Resultando: 

1 9 — Que  el  Tribunal,  en  sentencia  de  las  tres  y 
media  de  la  tarde  del  siete  de  Octubre  del  año  próxi- 
mo anterior,  declaró  nula  la  sentencia  condenatoria 
dictada  por  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones,  en  cuan- 
to á  Pérez,  por  no  estar  justificado  el  cuerpo  del  deli- 
to, y  declaró  sin  lugar  la  casación  de  dicha  sentencia 
pedida  por  el  acusador  á  efecto  de  que  se  agravasen 
los  castigos  que  ella  imponía,  y  mal  admitido  el  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  el  defensor  de  Mu- 
ñoz, por  ser  éste  rebelde  y  contumaz  y  no  poder  ser 
oído  en  consecuencia; 

2? — Que  Muñoz  se  presentó  y  estableció  recurso 
de  revisión  de  la  sentencia  referida,  y  la  Sala  declaró 
con  lugar  la  revisión,  conforme  al  artículo  7?  de  la 
ley  de  31  de  Agosto  de  1900,  y  mandó  reponer  la 
sentencia  de  segunda  instancia; 

'  3? — Que  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones  falló 
de  nuevo  á  las  tres  de  la  tarde  del  diez  y  nueve  de 
Enero  del  año  en  curso,  absolviendo  á  Muñoz  de  toda 
pena  y  responsabilidad,  sin  lugar  á  indemnización 
porque  hubo  mérito  para  llamarlo  a  juicio,  con  apo- 
yo en  el  artículo  885,  Parte  III  del  Código  General 
de  1 841; 

4? — Que  Muñoz  pide  que  se  case  la  ultima  sen- 
tencia de  segunda  instancia,  por  infracción  de  los  ar- 
tículos 77^  de  la  Parte  III  del  Código  General  .y  t,6 
de  la  ley  de  17  de  Octubre  de  1864,  al  declarar  que 
no  tiene  derecho  á  indemnización;  y 

5? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Co7isidcraudo: 

I? — Que  en  recurso  de  Zacarías  Pérez  Moya. 
procesado  por  falsificación  del  documento  privado  de 
que  ahora  se  trata,  esta  Sala  tuvo  como    existente  en 
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cuanto  á  la  fecha,  la  falsificación,  que  atribuyó  á  ma- 
no distinta  de  la  del  procesado;  y  expresó,  **que  aun- 
que, según  los  testigos  la  fecha  tachada  es  la  verda- 
dera del  documento,  surge  duda  de  que  se  haya  co- 
metido el  delito,  en  la  forma  y  modo  en  que  lo  supo- 
ne la  sentencia  combatida  por  Pérez  Moya;" 

2? — Que  de  lo  dicho  no  se  infiere  que  el  Juez  y 
la  Sala  de  instancia  hayan  infringido  los  artículos  778, 
Parte  3?  del  Código  General,  y  36  de  la  Ley  Adicional 
de  17  de  Octubre  de  1864,  por  no  estar  comprobado 
el  cuerpo  del  delito,  como  lo  afirma  sin  razón  el  recu- 
rrente; 

3? — Que  es  correcta  á  juicio  de  esta  Sala  la  de- 
claratoria que  sobre  indemnización  al  procesado  hace 
la  sentencia  en  su  parte  final  y  no  se  ha  incurrido  en 
el  proceso  en  la  nulidad  que  alega  el  recurrente; 

Por  tanto,  de  acuerdo  con  lo  expuesto  y  artícu- 
los 980  y  983,  Código  de  Procedimientos  Civiles,  y 
i9  de  la  ley  numero  19  de  9  de  Junio  de  1899,  declá- 
rase sin  lugar  la  casación  demandada  y  devuélvanse 
los  autos  á  la  Sala  de  su  procedencia  con  certificación 
de  la  presente. — A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — 
Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Matías  Trejos. 
— Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 

Villalobos  Campos 

(3  10'  p.  m. — Abril  6  ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  del  Crimen 
de  Alajuela,  contra  Antonio  Villalobos  Campos,  ma- 
yor, agricultor  y  vecino  de  dicho  lugar,  por  atribuír- 
sele el  delito  de  abigeato  de  dos  bueyes  pertenecien- 
tes á  Joaquín  Murillo  Campos,  en  la  cual  son  partes 
además,  como  defensor  del  reo  el  señor  Licenciado 
Ramón  Loria  Iglesias,  mayor,  abogado  y  vecino  de 
esta  ciudad,  y  él  representante  del  Ministerio  Público; 

Resultando: 

1 9 — Que  el  Juez  del  Crimen  falló  á  las  dos  de  la 
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tarde  del  diez  y  ocho  de  Octubre  del  año  próximo 
pasado,  condenando  al  reo  Villalobos  Campos,  por  el 
delito  dicho,  á  la  pena  de  dos  años,  ocho  meses  y 
veintitjn  días  de  presidio,  con  rebaja  del  tiempo  de 
prisión,  en  San  Lucas,  debiendo  quedar  durante  ese 
tiempo  inhabilitado  para  cargos  y  oficios  públicos,  y 
absoluta  y  perpetuamente  para  derechos  políticos; 
todo  con  apoyo  en  los  artículos  14,  15,  25,  33,  37, 
39,  66  y  83  del  Código  Penal,  y  873,  Parte  III  del 
General,  y  en  estas  conclusiones:  "a)  que  el  reo  no  ha 
justificado,  ni  aun  intentado  justificar  la  certeza  de  la 
afirmación  respecto  á  la  compra  de  los  bueyes  que 
dice  haberle  hecho  á  Eh'as  Alvarez,  y  por  consiguien- 
te subsiste  en  su  contra  la  presunción  de  culpabili- 
dad establecida  \>ox  el  artículo  478  del  Código  Penal, 
la  cual  no  puede  ser  desvirtuada  ni  aun  combatida 
con  la  prueba  de  su  buena  conducta  anterior,  porque 
ésta,  á  lo  sumo,  obligaría  á  aceptar  como  cierto  el 
dicho  de  aquél  respecto  de  la  compra  y  ello  equi- 
valdría á  admitir  un  absurdo,  tanto  porque  Elias  Al- 
varez,  en  la  fecha  indicada,  lo  mismo  que  antes  y 
después  de  ella,  se  encontraba  en  el  presidio  é  impo- 
*sib¡litado  para  celebrar  el  pretendido  contrato,  cuan- 
to porque  el  hurto  fué  cometido  seis  meses  después 
-de  la  época  en  que  asegura  Villalobos  haber  realiza- 
do la  compra;  b)  que  en  tal  virtud  debe  declararse  al 
reo  responsable  del  delito,  de  acuerdo  con  los  artícu- 
los 18  de  la  ley  de  8  de  Julio  de  1902  y  2?  de  la  de 
3  de  Julio  de  1903,  debiendo  computarse  en  su  favor 
la  atenuante  14?  del  artículo  11,  Código  Penal,  que 
ha  sido  lujosamente  probada;  c)  que  no  habiendo 
-agravantes  y  sí  una  atenuante  muy  calificada,  esta 
autoridad,  haciendo  uso  de  la  facultad  que  le  conce- 
den los  artículos  74  y  y6  ibídem,  estima  justo  impo- 
ner en  su  mínimum  la  pena  de  presidio  interior  me- 
nor en  su  grado  máximo,  asignada  al  delito  por  el 
artículo  468,  inciso  2?,  en  armonía  con  el  472  del 
mismo  Código;" 

2? — La  Sala  Segunda  de  Apelaciones,  quien  co- 
noció de  la  causa  en  virtud  de  recurso  que    interpuso 
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el  defensor,  dictó  sentencia  á  las  tres  de  la  tarde  det 
doce  de  Enero  último,  en  la  que  cambió  la  pena  prin- 
cipal por  dos  años  de  presidio  en  San  Lucas,  y  las 
inhabilitaciones  á  que  se  refiere  la  sentencia  de  pri- 
mera instancia,  por  suspensión  de  cargo  ú  oficio  pú- 
blico por  el  tiempo  de  la  condena.  Dicha  Sala  con- 
sideró: **i?  que  aunque  la  defensa,  á  fin  de  establecer 
que  la  pretendida  compra  de  ios  bueyes  por  An- 
tonio Villalobos  á  Elias  Álvarez  se  verificó  en  Di- 
ciembre de  mil  novecientos  uno,  rindió  prueba  en  es- 
ta instancia  de  haber  sido  en  esa  época  cuando  aquél 
se  fracturó  una  pierna,  y  así  lo  afirman  Atanasio  He- 
rrera y  Alejo  Alvarez,  este  Tribunal  no  estima  bien 
probado  el  punto,  porque  á  su  juicio  los  testigos  no 
merecen  entero  crédito,  con  mayor  razón  si  se  atien- 
de á  que  Villalobos  y  sus  testigos  de  la  compra,  Ba- 
silio Gómez  y  José  Álfaro,  declararon  en  Noviembre 
y  Diciembre  de  mil  novecientos  dos  y  dijeron  que 
había  sido  hecha  hacía  como  dos  años;  de  seguro  que 
de  estar  bajo  la  impresión  de  que  ese  hecho  sucedió 
en  Diciembre  de  mil  novecientos  uno,  no  hubieran 
vacilado  en  fijar  su  fecha,  ni  tenido  dificultad  en  re- 
cordarla por  ser  del  año  inmediato  anterior  y  hubie- 
ran dicho:  *'el  año  pasado  tuvo  lugar  esa  compra 

etcétera;'*  pero  se  remontan  á  dos  años,-á  Diciembre 
de  mil  novecientos — en  cuanto  á  la  compra  y  la  frac- 
tura de  la  pierna:  y  es  de  advertir  que  habiendo 
declarado  en  fecha  más  próxima  á  la  de  los  sucesos, 
han  tenido  que  ser  más  exactos  que  los  dos  primeros 
testigos  citados.  Están  por  lo  tanto  en  vigor  los  mo- 
tivos de  hecho  y  derecho  aducidos  por  el  Juez  para 
la  imputación  del  delito  al  reo,  la  cual  en  virtud  de 
ellos,  debe  mantenerse;  2?  que  desde  la  comisión  del 
delito  ha  trascurrido  ya  la  mitad  del  tiempo  necesa- 
rio para  la  prescripción  de  la  acción  penal;  el  hecho 
debe  entonces  considerarse  revestido  de  dos  ate- 
nuantes por  lo  menos,  á  que  se  agrega  la  décima 
cuarta,  reconocida  en  el  fallo,  sin  contrarresto  de  agra- 
vantes (Artículo  123,  Código  Penal);  y  de  acuerdo 
con  el  artículo  74  ¡bídem,  esta  Sala  rebaja    un    grado 
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de  la  pena  normal  y  aplica  presidio  interior  menor 
en  su  grado  medio,  que  ñja  en  dos  años,  con  las  ac- 
cesorias del  artículo  28,  Código  citado;  3?  que  con 
esa  reforma,  debe  conñrmarse  la  sentencia  que  se  exa- 
mina**; 

3? — El  defensor  del  procesado  ha  interpuesto  re- 
curso de  casación  contra  la  sentencia  de  segunda  ins- 
tancia, alegando:  I. — Violación  é  interpretación  erró- 
nea del  artículo  478,  Código  Penal,  cometiendo  ade- 
más error  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba 
de  legítima  adquisición,  con  infracción  del  artículo 
218,  Código  de  Procedimientos  de  1841;  II. — Viola- 
ción de  los  artículos  74  y  123  del  Código   Penal; 

49 — En  los  procedimientos  no  se  nota  incorrec- 
ción; y 

Considerajido: 

I? — El  procesado  demostró  con  los  testigos  Basilio 
Gómez  y  José  Alfaro  la  compra  de  los  bueyes  á  Elias 
Santiago  Alvarez,  y  si  bien  los  Jueces  de  instancia 
desestiman  esa  prueba  y  hasta  hacen  cargos  con  ella 
á  Villalobos  porque  dice  que  la  compra  la  hizo  en 
Diciembre  de  mil  novecientos,  fecha  en  que  Alvarez 
estaba  en  el  presidio  de  San  Lucas,  los  testigos  no 
se  refieren  expresamente  á  ese  tiempo  y  la  indica- 
ción del  procesado  á  ese  respecto  puede  ser  errónea 
por  otros  datos  que  resultan  del  proceso; 

2? — La  base  del  fallo  condenatorio  es  la  inteli- 
gencia dada  al  artículo  478,  Código  Penal,  porque 
éste  presume  autor  de  robo  ó  hurto  de  una  cosa  al 
que  aparece  con  ella,  si  nó  demuestra  su  legítima  ad- 
quisición ó  su  buena  conducta  anterior,  y  esta  pre- 
sunción no  ha  podido  servir  en  este  caso  para  impu- 
tar el  abigeato  á  Villalobos  porque  testigos  de  hon- 
radez notoria  afirman  que  es  de  conducta  irreprocha- 
ble, y  dada  esta  mala  interpretación  del  artículo 
citado,  es  procedente  la  casación  interpuesta; 

Por  tanto,  y  de  conformidad  con  los  artículos  i? 
y  2?  (caso  69)  de  la  ley  número  19  de  9  de  Junio  de 
1899,  y  977  ^^'    Código   de    Procedimientos    Civiles, 
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declárase  con  lugar  la  casación  pedida  y  nula,  por 
consiguiente,  la  sentencia  de  la  Sala  Segunda  de 
Apelaciones. — A.  Alvarado. —  J.  Fed.  González. — 
Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Matías  Tre- 
jos. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


Arias  Quirós 
(3Í<  P-  m.— Abril  6) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  de  lo  Conten- 
cioso-administrativo  contra  Ramón  Arias  Quirós,  de 
cuarenta  años,  artesano  y  vecino  de  Grecia,  por  de- 
pósito de  aguar^lientc  clandestino,  en  la  cual  es  parte, 
además,  como  defensor  del  reo.  el  señor  Pedro  Zum- 
bado Guzmán,  mayor,  pasante  de  abogado  y  de  este 
vecindario; 

Resultando: 

I? — El  hecho  sucedió  así:  el  Jefe  segundo  del 
Resguardo  Fiscal  del  centro.  Pío  Acuña,  se  constitu- 
yó el  catorce  de  Abril  del  año  próximo  anterior,  en 
un  terreno  perteneciente  al  señor  Arias,  situado  en  la 
calle  real  de  Grecia,  y  asociado  del  guarda  Ramón 
Sáenz  y  de  los  testigos  Olegario  Batista  y  Rafael  Rol- 
dan, practicó  un  registro  y  encontró  en  la  casa  de  ha- 
bitación del  mencionado  señor  Arias  una  garrafita  que 
contenía  como  dos  litros  de  aguardiente,  y  en  un  ca- 
ñal de  la  misma  finca,  como  á  veinte  metros  de  la  ca- 
sa, dos  garrafas  como  con  seis  litros  de  aguardiente, 
que  resultó  ser  de  procedencia  clandestina; 

2? — En  sentencia  dictada  por  el  Juez  respectivo 
á  la  una  y  media  de  la  tarde  del  primero*  de  Diciem- 
bre del  expresado  año,  fue  condenado  el  señor  Arias 
Quirós.  como  autor  responsable  del  delito,  á  multa  de 
quinientos  colones,  con  la  aplicación  de  ley.  y  á  con- 
finamiento por  seis  meses  en  la  villa  del  Paraíso,  con- 
vertible tal  multa  en  confinamiento  por  otros  seis  me- 
*ses  en  el  mismo  lugar,  con  abono  del  tiempo  de  pri- 
sión; á  quedar  suspenso  de   cargo   ü   oficio   público 
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mientras  dure  la  condena  de  confinamiento;  á  perder 
los  objetos  aprehendidos;  y  á  satisfacer  todos  los  da- 
ños y  perjuicios  ocasionados  con  su  delito.  En  dicha 
sentencia  se  citan  los  artículos  163,  164  y  882,  Parte 
III  del  Código  General,  y  se  expresan  las  razones  si- 
guientes: "a)  que  el  cuerpo  del  delito  de  depósito  de 
aguardiente  clandestino,  por  que  se  sigue  esta  causa 
y  se  procesa  á  Ramón  Arias  Quirós,  se  encuentra 
comprobado  con  arreglo  á  los  artículos  777,  780  y 
7&1,  Parte  IIJ  del  Código  General,  715  y  716  del  Fis- 
cal, 35  y  36,  Ley  de  17  de  Octubre  de  1864;  b)  que 
de  autos  aparece  plenamente  comprobado  con  testi- 
gos, haber  sido  aprehendido  el  aguardiente  clandesti- 
no, objeto  de  esta  causa,  parte  dentro  de  la  casa  y 
parte  en  el  solar  de  la  misma,  ambos  de  propiedad 
del  procesado  Ramón  Arias  Quirós,  y  en  consecuencia 
debe  tenerse  y  castigarse  á  éste  como  tal  (artículos 
218,  Parte  III  del  Código  General,  é  inciso  i9  del  721 
del  Fiscal  y  7?  de  la  ley  de  18  de  Julio  de  1903);  c) 
que  el  hecho  por  que  se  sigue  esta  causa,  se  encuen- 
tra comprendido  en  el  artículo  2?  de  la  ley  de  18  de 
Julio  de  1903,  que  impone  multa  de  quinientos  colo- 
nes y  seis  meses  de. confinamiento  en  Golfo  Dulce,  ú 
otro  lugar  que  el  tribunal  designe,  distante  por  lo 
menos  cincuenta  kilómetros  del  sitio  en  donde  se  hu- 
biere cometido  el  delito,  á  la  primera  vez;  nuilta  i- 
gual  y  además  seis  meses  de  presidio,  á  la  primera 
reincidencia;  multa  doble  y  extrañamiento  del  país 
por  dos  años  y  medio  á  la  segunda  y  demás  reinci- 
dencias. Si  el  reo  no  tuviere  bienes  con  qué  satisfa- 
cer la  multa,  se  conmutará  en  confinamiento,  presidio 
ó  extrañamiento,  segtin  el  caso,  á  razón  de  un  año  de 
la  pena  por  cada  mil  colones;  ch)  que  la  prueba  eva- 
cuada por  parte  de  la  defensa  no  destruye  el  cargo, 
puesto  que  consta  de  autos  haber  sido  aprehendido  el 
aguardiente  objeto  de  esta  causa,  no  sólo  en  el  cañal 
de  la  misma  finca,  sino  dentro  de  la  casa  del  procesa- 
do, y  en  atención  á  ser  la  primera  vez  y  que  el  pro- 
cesado ha  sido  de  buena  conducta,  estaría  en  el  caso 
de  imponer  la  pena  en  su  grado  mínimo,  mas   siendo 
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ñja  la  aplicable,  tampoco  debe  tenerse  en  cuenta  esa 
disminuyente;  d)  que  también  deben  aplicársele  las 
disposiciones  de  los  artículos  25  y  38,  Código  Penal» 
723  y  725  del  Fiscal"; 

3?  —En  virtud  de  alzada  interpuesta  por  la  de- 
fensa, falló  el  asunto  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones, 
á  las  tres  de  la  tarde  del  veinticinco  de  Enero  del  a- 
ño  en  curso,  confirmando  la  sentencia  de  primera  ins* 
tancia,  por  estimar  que  estaba  arreglada  á  dere- 
cho; 

4? — Contra  el  fallo  de  dicha  Sala,  ha  interpuesto 
recurso  de  casación  el  defensor  del  reo,  por  los  moti- 
vos siguientes:  i? — Violación  de  los  artículos  721  y 
722  del  Código  Fiscal,  reformados  por  el  7?  de  la  ley 
de  18  de  Julio  de  1903,  8?  de  la  misma  ley,  873,  884 
y  885,  Parte  III  del  Código  General;  2?— Aplicadón 
indebida  del  artículo  2?  y  violación  del  3?  de  la  cita- 
da ley  de  18  de  Julio  de  1903; 

S? — En  los  procedimientos  no  se  nota  defecto;  y 

Considerando: 

I?— Que  los  artículos  7?  y  89  de  la  ley  de  18  de 
Julio  de  1903, — que  se  citan  como  violados  por  la 
sentencia  condenatoria, — no  lo  han  sido,  porque  no  es 
el  concreto  un  caso  de  simple  posesión,  y  la  ley  apli- 
cable es  el  artículo  721  del  Código  Fiscal, — carecien- 
do de  oportunidad,  por  lo  mismo,  las  referencias  á  la 
parte  tercera  del  Código  General; 

2? — Que  el  artículo  2?  de  la  citada  ley  se  refiere 
á  expendios,  y  no  á  depósitos  ilícitos; 

Por  tanto,  y  de  acuerdo  con  los  artículos  980  y 
983,  Código  de  Procedimientos  Civiles,  y  i9  de  la  ley 
numero  19  de  9  de  Junio  de  1899,  declárase  sin  lu- 
gar la  casación  demandada,  y  con  certificación  de  la 
presente  vuelvan  los  autos  á  la  Sala  de  su  proceden- 
cia.— A.  Alvarado. — ^J.  Fed.  González. — Manuel  V. 
Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — An- 
te mí, — Alfonso  Jiménez. 
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Rodríguez  Rodríguez 

(2^  p.  m. — Abril  7) 

ETn  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  del  Crimen 
de  la  provincia  de  Heredia,  contra  Juan  Rodríguez 
Rodríguez,  mayor  de  treinta  y  dos  años,  agricultor  y 
vecino  del  distrito  de  San  Joaquín  de  aquella  juris- 
dicción, por  el  crimen  de  homicidio  perpetrado  en  el 
señor  Rafael  Córdoba  Carvajal,  hecho  que  ocurrió  en 
la  noche  del  seis  de  Enero  de  mil  novecientos  uno, 
en  dicho  lugar;  en  la  cual  es  parte  también,  como  de- 
fensor del  reo,  el  Licenciado  Máximo  Fernández  Al- 
varado,  mayor,  abogado  y  vecino  de  esta  ciudad; 

Resultando: 

1 9 — Por  sentencia  dictada  á  la  una  de  la  tarde 
-del  día  treinta  de  Agosto  del  año  próximo  anterior, 
el  Juez  de  la  causa  absolvió  al  procesado  de  toda  pe- 
na y  responsabilidad  por  el  crimen  referido,  sin  lu- 
gar á  indemnización  por  estimar  que  hubo  mérito  pa- 
ra enjuiciarlo,  con  fundamento  en  los  artículos  163, 
778,  781,  873,  882  y  885,  Parte  III  del  Código  Ge- 
neral de  1 841,  36,  Ley  Adicional  de  17  de  Octubre 
-de  1864;  727  y  729,  Código  Civil;  338  del  de  Proce- 
dimientos Civiles;  18  de  la  ley  de  8  de  Julio  de  1902; 
2?  del  decreto  de  3  de  Julio  de  1903  y  il  de  la  ley 
de  1 9  de  Agosto  de  189S; 

29 — Habiéndose  alzado  el  señor  Agente  Fiscal 
respectivo,  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones  falló  á  las 
doce  del  día  diez  de  Enero  de  este  año,  revocando  la 
sentencia  de  primera  instancia  y  condenando  á  Ro- 
dríguez como  autor  responsable  del  crimen  de  homi- 
-cidio  referido,  á  la  pena  de  seis  años  de  presidio  en 
^an  Lucas,  con  abono  del  tiempo  de  prisión;  á  inha- 
bilitación absoluta  perpetua  para  cargos  y  oñcios  pú- 
blicos y  derechos  políticos,  é  inhabilitación  absoluta 
para  profesiones  titulares  durante  el  tiempo  de  la  con- 
dena principal,  y  á  perder  el  arma  con  que  delinquió; 
y  ordenando  testimoniar  las  piezas  conducentes   para 
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el  juzgamiento  de  David  Barrantes,    José   y    Miguel 
Bolaños,  Santos  Vargas  y  Domingo  Valerio,   por  el. 
delito  de  falso  testimonio  que  pudieran  haber   come- 
tido en  sus   declaraciones.     Dicho   tribunal  fundó   su' 
resolución  en  las   conclusiones   siguientes:  **a) — Que 
no  ha  sido  destruido  el  cargo  que  existe  contra  el  reo 
Juan  Rodríguez,  con  las  alegaciones  y  pruebas  hechas 
en  el  proceso  después  de  la  reposición  á  plenario.   Lo 
alegado  para  excusar  la  fuga,  además  de   inverosímil: 
por  las  circunstancias  en  que  se  verificaron  los  hechos,, 
debe  considerarse  destituido  de  prueba  por   las   con- 
tradicciones palmarias  que  existen  entre  las  declaracio- 
nes del  procesado,  las  de  Miguel  y   José   Bolaños   y 
David  Barrantes,  en  cuanto  á  hora,  lugar,  actitud  del 
reo  al  recibir  la  noticia,  personas  que   le   acompaña- 
ban en  aquel  acto  y  lo  que  hizo  después;  b) — Que  la. 
coartada  no  ha  sido  probada,  porque  no   merecen   fe 
los  testigos  de  última  hora.  Santos  Vargas  y  Domingo 
Valerio,  cuyos  nombres  durante  cerca  de  cuatro  años- 
no  aparecieron  en  el  proceso  y  que  deponen  en  abier- 
ta oposición  con  todas  las  resultancias  del  proceso  eiv 
la  parte  que  comprende  la  investigación,  y  que  se  con- 
tradicen entre  sí  y  que  en  varios  puntos   contradicen 
las  declaraciones  del  mismo  procesado,   como  sucede 
en  lo  relativo  á  la  hora  del  paseo  con  Rodríguez,   las. 
personas  que  con  ellos  andaban,  los  lugares  donde  es- 
tuvieron, la  fecha  en  que  se  marchó  Rodríguez  de  su 
vecindario  y  la  en  que  éste  tuvo  noticia  de  la  muerte 
de  Córdoba,  así  como  en  cuanto  á  la  casa  donde  dur- 
mió Vargas  la  noche  del  suceso  de  autos;  c) — Que  el 
homicidio  de  que  se  trata  está  comprendido  en  el  in- 
ciso 2?  del  artículo  414  del  Código  Penal,  que  le  asig- 
na presidio  interior  mayor  en  sus  grados   mínimo   á 
medio,  que  es  de  cuatro  años  y  un  día  á    ocho   años. 
Está  probada  la  atenuante  de  buena  conducta  ante- 
rior del  reo,  prevista  en  el  inciso  14?  del   artículo    1 1 
ibídem  y  no  concurren  agravantes,  y  aplicando  la  re- 
gla del  artículo  75,  Código  citado,  que  en   este   casa 
veda  imponer  la  pena  en  el  máximum,  la  Sala  la  fija. 
en  seis  años,  con  las  accesorias  de  los   artículos   36  y^ 
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39  y  el  abono  que  establece  el  33,  todos,  Código 
Penal; 

3? — El  defensor  del  procesado  ha  interpuesto  re- 
curso de  casación  por  las  razones  siguientes:  L-Error 
de  derecho  al  caliñcar  la  responsabilidad  del  reo,  con 
infracción  de  los  artículos  275,  277.  778,  781  y  885, 
Parte  III  del  Código  General;  II. — Violación  é  in- 
fracción de  los  artículos  14,  15  y  57  del  Código  Pe- 
nal; 

4? — En  los  procedimientos  no  se  nota  defecto;  y 

Considerando: 

I? — En  los  delitos  que  dejan  señales  como  el  de 
homicidio  por  el  cual  se  ha  seguido  esta  causa,  el 
cuerpo  del  delito  se  justiñca  de  conformidad  con  lo 
dispuesto  por  los  artículos  779  y  78 1  de  la  Parte  3? 
del  Código  General  de  1841,  9?  y  10?  de  la  ley  de  31 
de  Mayo  de  1895  Todas  estas  prescripciones  han  si- 
do observadas  en  el  presente  caso  y  por  lo  mismo  no 
ha  habido  la  infracción  de  los  artículos  que  se  citan  á 
este  respecto; 

2? — El  error  de  derecho  que  se  alega  por  el  re- 
currente en  la  calificación  de  la  responsabilidad  del 
procesado,  con  infracción,  según  dice,  de  los  artículos 
275  y  277  del  Código  de  Procedimientos  Penales  de 
1 841,  no  tiene  fundamento  razonable  porque  la  culpa- 
bilidad del  reo  como  autor  del  homicidio  de  Rafael 
Córdoba  está  demostrada  en  los  autos  plenamente  con 
la  declaración  de  un  testigo  presencial,  con  la  fuga  y 
rebeldía  del  mismo  reo  y  con  otros  indicios  que  han 
sido  apreciados  conforme  á  las  reglas  de  una  sana  crí- 
tica en  cumplimiento  de  lo  prevenido  por  el  artículo 
18  de  la  ley  de  8  de  Julio  de  1902; 

3? — Aunque  en  el  recurso  de  casación  interpues- 
to se  citan  también  como  infringidos  los  artículos  14, 
15  y  57  del  Código  Penal  y  885  de  la  Parte  3?  del 
Código  antes  mencionado,  tal  infracción  no  existe 
porque  los  primeros  tres  artículos  sólo  contienen  defi- 
niciones generales  con  respecto  á  los  autores  de  los 
delitos  y  el  último  trata  de  la  absolución  de  los   pro- 

14 
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cesados  cuando  contra  ellos  no  hay  en  los  autos  ni  si- 
quiera una  prueba  semiplena;  pero  esta  disposición, 
por  las  razones  expuestas  en  el  considerando  anterior, 
no  tiene  aplicación  al  caso  concreto; 

Por  tanto  y  de  conformidad  con  los  artículos  980 
y  983  del  Código  de  Procedimientos  Civiles  y  i9  de 
la  ley  numero  19  de  9  de  Junio  de  1899,  declárase 
sin  lugar  la  casación  pedida  y  vuelvan  los  autos  al 
tribunal  de  su  procedencia  con  certiñcación  de  la 
presente. — A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — Ma- 
nuel V.  Jiménez^ — A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamu- 
no. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


Bonilla  Duran 

(  2  50'  p.  m. — Abril  7 ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  primero  del 
Crimen  de  esta  provincia,  contra  Rosa  Bonilla  Du- 
ran, de  cuarenta  años,  agricultor  y  vecino  del  barrio 
de  San  Ignacio  de  Aserrí,  por  lesiones  á  Juan  Fallas 
Alfaro,  hecho  que  ocurrió  como  á  las  once  de  la  ma- 
ñana del  catorce  de  Agosto  de  mil  novecientos  tres,  á 
orillas  del  río  Candelarita,  jurisdicción  de  '^Los  Frai- 
les" del  cantón  de  Desamparados,  en  la  cual  ha  inter- 
venido además,  como  defensor  del  reo,  el  Licenciado 
Jorge  Herrera  Paut,  mayor,  abogado  y  de  este  vecin- 
dario; 

Resultando: 

iT — Por  sentencia  dictada  á  las  cuatro  de  la  tar- 
de del  diez  y  siete  de  Diciembre  del  año  próximo  pasa* 
do,  el  Juez  respectivo  condenó  al  procesado  como 
autor  del  delito  indicado,  á  la  pena  de  arresto  por  se- 
senta días  en  la  Cárcel  de  Varones  de  esta  ciudad,  con 
abopo  del  tiempo  de  prisión,  á  perder  el  arma  con 
que  delinquió  y  á  quedar  suspenso  de  cargo  ú  oficio 
público  durante  el  tiempo  de  la  condena.  Todo  con 
fundamento  en  las  conclusiones  siguientes:  a)  Que 
con  la  confesión  del  reo  y  con  lo   declarado   por   los 
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testigos  á  que  se  refiere  el  resultando  segundo  (Mi- 
caela y  Trinidad  Quirós),  este  tribunal  tiene  por  cier- 
to que  Rosa  Bonilla  causó  á  Juan  Fallas  la  lesión  des- 
crita por  el  Médico  del  Pueblo,  y  en  consecuencia  de- 
be condenarlo  á  las  penas  á  que  se  ha  hecho  acreedor 
con  su  delito.  Artículos  2?  de  la  ley  de  3  de  Julio 
de  1903,  I?,  15  y  57  del  Código  Penal;  b)  Que  el 
hecho  de  autos  se  encuentra  comprendido  en  el  artí  • 
culo  422  del  Código  Penal  y  es  castigado  con  cual- 
quiera de  las  penas  por  esa  ley  establecidas;  c)  Que 
á  favor  del  reo  están  comprobadas  las  atenuantes  lof 
y  14*  del  artículo  11  del  Código  Penal,  y  en  su  con- 
tra ninguna  agravante,  por  lo  cual  hay  que  rebajar 
un  grado  de  la  pena  que  corresponde  al  delito  (artí- 
culo 75,  Código  Penal);  ch)  Que  siendo  alternativa 
la  pena  señalada  por  la  ley  al  delito,  y  hecha  la  reba- 
ja apuntada  en  el  considerando  precedente,  queda  co- 
mo imponible  arresto  en  su  grado  máximo,  cuya  du- 
ración la  fija  este  tribunal  en  sesenta  días  (artículo  76 
ibídem);  d)  Que  con  la  pena  principal  deben  impo- 
nerse al  reo  también  las  accesorias  y  abonársele  el 
tiempo  sufrido  de  prisión  (artículos  33,  38  y  39  del 
Código  Penal); 

2? — La  Sala  Stgunda  de  Apelaciones,  quien  co- 
noció de  la  causa  en  virtud  de  alzada  interpuesta  por 
el  defensor  del  reo,  falló  á  las  tres  y  media  de  la  tar- 
de del  dos  de  Febrero  del  año  en  curso  cambiando  la 
pena  principal  impuesta  al  reo,  por  tres  meses  de  con- 
finamiento en  Santo  Domingo  de  San  Mateo,  por  con- 
siderar que  sólo  debía  abonarse  al  reo  la  atenuante 
14?,  artículo  II,  Código  Penal, y  no  la  10?  ibídem,  en 
virtud  de  que  la  confesión  del  ofendido  no  la  prueba 
legalmente; 

3? — De  la  sentencia  de  segunda  instancia  ha  in- 
terpuesto recucsode  casación  el  defensor  por  los  mo- 
tivos siguientes:  a)  Error  de  hecho  y  de  derecho  en 
la  apreciación  de  la  prueba;  b)  Violación  de  los  ar- 
tículos 1 1,  incisos  9?  y  io9,  y  74  del  Código  Penal;  c) 
Infracción  del  artículo  88,  Código  de  Procedimientos 
Civiles; 


—  212  — 

4? — No  se    nota  defecto  en  los  procedimien- 
tos; y 

Considerando: 

Que  la  Sala  de  instancia  se  ajusta  á  los  princi- 
pios que  reglamentan  el  procedimiento,  al  declarar 
"que  la  confesión  del  ofendido  no  es  prueba  suficien- 
te de  la  atenuante  lo?  del  artículo  1 1,  Código  Penal"; 
que  el  reo  al  confesar  dice  ^'que  no  recuerda  bien  lo 
ocurrido  el  día  que  fué  lesionado  Juan  Fallas  Alfa- 
ro'\  de  modo  que  su  confesión  no  reviste  la  sinceri- 
dad indispensable  para  que  se  le  abone  la  atenuante 
9^  del  artículo  citado,  y  sólo  obra  en  su  favor  la  ate 
nuante  14?,  siendo,  por  lo  mismo,  la  pena  aplicable  al 
procesado  la  que  se  le  impone  en  la  sentencia  recu- 
rrida, en  que  no  se  han  violado  ni  infringido  los  artí- 
culos 1 1,  incisos  9?  y  io9,  y  74  del  Código  Penal  y  el 
88  del  de  Procedimientos  Civiles,  como  lo  añrma  el 
recurrente; 

Por  tanto  y  de  acuerdo  con  los  artículos  980  y 
983,  Código  de  Procedimientos  Civiles,  y  i9  de  la 
ley  número  19  de  9  de  Junio  de  1899,  declárase  sin 
lugar  la  casación  demandada  y  vuelvan  los  autos  á  la 
Sala  de  su  procedencia,  con  certificación  de  la  presen- 
te.— A.  Al  varado. — ^J.  Fed.  González. — Manuel  V. 
Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — An- 
te mí, — Alfonso  Jiménez. 


MaRICHAL  V,  FONSECA  Y  ZAMORA 

(3jS^  p.  m. — Abril  11 ) 

En  el  juicio  ordinario  establecido  en  el  Juzgado 
Civil  de  la  provincia  de  Heredia,  por  el  señor  Licen- 
ciado Alberto  Manchal  Mora,  abogada  y  vecino  de 
esta  ciudad,  contra  Zenón  Fonscca  Rodríguez,  agri- 
cultor y  vecino  de  Santo  Domingo  de  aquella  provin- 
cia, ambos  mayores  de  edad,  éatt  por  sí  y  como  al- 
bacea  de  la  sucesión  de  Juana  Zamora  Arce,  quien 
fué  mayor,  de  oficios  domésticos  y  del  mismo   vecin- 


—  ii3  — 

dario,  para  que  se  declare  que  ciertos  bienes  pertefle* 
cen  á  la  sociedad  conyugal  que  existió  entre  los  cita- 
dos señores  Fonseca  y  Zamora  y  que  por  consiguien- 
te responden  á  las  deudas  de  Fonseca;  en  el  cual  jui- 
cio es  parte  como  apoderado  del  demandado,  el 
Licenciado  Albino  Villalobos  Barquero,  mayor,  abo- 
gado y  vecino  de  Heredia; 

Resultando: 

I? — Que  el  actor  en  su  escrito  de  demanda  dice: 
que  en  el  mismo  Juzgado  se  sigue  un  juicio  ejecutivo 
establecido  por  Joaquín  Rodríguez  Bolaños,  de  quien 
es  cesionario,  contra  Zenón  Fonseca  Rodríguez,  para 
el  pago  de  trescientos  pesos,  intereses  y  costas.  Es- 
tá fírme  la  sentencia  de  remate.  La  liquidación  del 
crédito  y  tasación  de  costas  han  sido  aprobadas  por 
resolución  firme  y  ascienden  á  cuatrocientos  cuaren- 
ta  y  dos  colones  veinticinco  céntimos.  No  ha  reci- 
bido aún  el  pago  de  lo  que  se  le  debe;  y  el  ejecutado 
Fonseca  elude  el  pago,  y  enajenó,  pendiente  el  pre- 
juicio respectivo,  hasta  los  derechos  que  le  correspon- 
dían en  la  mortuoria  de  su  mujer  Juana  Zamora  Ar- 
ce. Como  el  señor  Fonseca  contrajo  matrimonio 
con  la  señora  Zamora  Arce  en  el  año  de  mil  ocho- 
cientos setenta  y  ocho,  esto  es,  cuando  estaba  en  vi- 
gencia la  legislación  anterior,  según  se  comprobó  con 
la  respectiva  partida  de  matrimonio,-y  no  existen 
capitulaciones  matrimoniales,-  se  pidió  y  se  obtuvo 
el  embargo  de  los  bienes  adquiridos  por  compra  den- 
tro de  ese  matrimonio  ó  sea  de  los  bienes  gananciales 
de  la  sociedad  conyugal,-pues  la  deuda  fué  contraída 
cuando  ésta  existía,  mucho  antes  de  la  muerte  de  la 
señora  Zamora  Arce  El  mencionado  Fonseca  como 
albacea  de  la  sucesión  de  su  mujer,  estableció  terce- 
ría excluyente  de  dominio  de  los  bienes  embargados, 
tercería  que  se  declaró  con  lugar,  por  estimarse  que 
debe  resolverse  primero  en  juicio  que  los  bienes  son 
gananciales.  Tales  bienes  son:  tres  derechos  de  dos- 
cientos cincuenta  colones  cada  uno,  proporcionales  á 
cinco  mil  colones  ó  pesos^  en   la  ñnca  inscrita  en  la 


Sección  de  la  Propiedad,  Partido  de  Heredia,  tomo 
cincuenta  y  ocho,  folio  trescientos  noventa  y  tres, 
número  cuatro  mil  doscientos  setenta  y  cuatro,  asien- 
to sifte.  y  otros  tres  derechos  proporcionales  á  nove- 
cientos pesos  ó  colones,  dos  derechos  de  doscientos 
setenta  y  seis  pesos  ó  colones,  sesenta  y  tres  y  un 
tercio  centavos  ó  céntimos  cada  uno;  y  uno  de  seten- 
ta pesos  ó  colones,  diez  centavos  ó  céntimos,  en  la 
finca  de  los  mismos  sección  y  partido  que  la  anterior, 
tomo  ciento  sesenta  y  dos,  folio  quinientos  setenta  y 
cuatro,  número  diez  mil  cuatn)CÍentos  treinta  y  cua- 
tro, asiento  tres;  que  por  ese  motivo  demanda  para 
que  se  declare:  primero  que  los'  derechos  citados  en 
las  fincas  cuatro  mil  doscientos  setenta  y  cuatro  y  diez 
mil  cuatrocientos  treinta  y  cuatro  son  bienes  comunes 
ó  gananciales,  pertenecen  á  la  sociedad  conyugal  que 
existió  entre  los  señores  Fonseca  y  Zamora;  segundo: 
que  como  tales  bienes  comunes  ó  gananciales  deben 
responder  á  las  deudas  contraidas  por  Fonseca,  ad- 
ministrador de  dicha  sociedad  conyugal  durante  el 
matrimonio,  y  por  consiguiente  al  pago  de  la  canti- 
dad adeudada  á  que  se  refiere  el  juicio  ejecutivo  nom- 
brado al  principio;  tercero:  que  la  sola  declaratoria 
hecha  por  el  cónyuge  Fonseca  en  la  escritura  de  ad- 
quisición de  los  derechos  especificados  en  la  finca 
diez  mil  cuotrocientos  treinta  y  cuatro,  asiento  tres, 
de  verificarse  la  compra  con  parafernales  de  su  mujer, 
no  puede  perjudicar  al  actor;  cuarto:  que  deben  can- 
celarse en  el  Registro  Publico  los  mencionados  asien- 
tos en  esas  fincas,  en  cabeza  de  Juana  Zamora  Arce, 
é  inscribirse  tales  derechos  á  nombre  de  la  sociedad 
conyugal  que, existió  entre  los  señores  Fonseca  y  Za- 
mora; quinto:  que  deben  pagarle  daños  y  perjuicios 
y  las  costas  personales  y  procesales  del  presente  jui- 
cio. Funda  su  demanda  en  los  artículos  79.  Código 
Civil  actual,  970, 971  y  972  del  Código  Civil  de  1841; 
2? — Que  el  señor  Fonseca  Rodríguez  contestó 
negativamente  alegando  que  no  existen  gananciales; 
que  su  esposa  adquirió  por  herencia  de  sus  padres  la 
suma  de  tres  mil   cuatrocientos  sesenta  y  siete  pesos 


veintiuno  y  siete  octavos  centavos,^  hoy  colones  y  cun- 
timos, y  que,  á  la  muerte  de  ella  se  hizo  el  avalúo  de 
sus  bienes  inventariados,  el  cual  alcanzó  á  mil  tres- 
cientos noventa  y  ocho  colones  veintiún  céntimos,  de 
manera  que  entre  lo  que  aportó  por  herencia  su  espo- 
sa al  matrimonió  y  lo  que  hoy  aparece  perteneciendo 
á  la  sucesión  de  ella,  hay  una  diferencia  de  dos  mil 
sesenta  y  ocho  colones  noventa  y  seis  y  siete  octavos 
céntimos,  que  la  sociedad  conyugal  queda  á  deber 
á  los  herederos  de  su  esposa,  sin  incluir  además  el 
importe  de  un  crédito  hipotecario  contraído  por  ésta 
á  favor  de  la  señora  Rudesinda  Chacón  Lizano  y  que 
hoy  alcanza  como  á  quinientos  cincuenta  colones; 

3? — Por  sentencia  dictada  á  las  nueve  de  la  ma- 
ñana del  veintidós  de  Noviembre  del  año  próximo 
anterior,  el  Juez  falló  declarando  con  lugar  la  acción 
en  todos  sus  extremos  y  que  son  á  cargo  del  deman  • 
dado  las  costas  personales  y  procesales  del  juicio, 
fundado  en  los  artículos  79,  Código  Civil  actual,  970 
y  971,  Código  Civil  de  1841,  y  1072  y  1073  ^lel  de 
Procedimientos  Civiles;  y  en  las  conclusiones  siguien- 
tes: "I?  Ante  todo  conviene  sentar  que  los  documen- 
tos que  aduce  en  su  descargo  la  parte  demandada  no 
tienen  en  la  presente  contienda  ninguna  eficacia  pro- 
batoria, pues  en  ellos  no  se  alude  en  ninguna  forma  á 
los  derechos  descritos  por  el  actor  y  cuya  propiedad 
se  discute;  2? — Que  aunque  está  comprobado  en  au- 
tos que  la  señora  Zamora  Arce  aportó  al  matrimonio 
la  suma  do^tres  mil  cuatrocientos  sesenta  y  siete  colo- 
nes veintiún  céntimos,  mucho  más  de  lo  inventariado 
en  su  mortuoria,  tal  circunstancia  no  arguye  nada  en 
contra  de  la  acción,  pues  no  se  ha  demostrado  con 
documento  público  que  la  adquisición  de  los  derechos 
en  disputa  se  hiciera  con  el  producto  de  la  venta  de 
sus  bienes  propios  que  aparecen  certificados  (folios 
treinta  y  cuatro  vuelto  á  treinta  y  ocho);  3? — Que  la 
declaración  del  demandado  Fonscca  en  cuanto  se  re- 
fiere á  la  compra  del  derecho  en  la  finca  número  diez 
mil  cuatrocientos  treinta  y  cuatro  (folio  primero  vuel- 
to) no  merece  fe  ni  tiene  valor  alguno  en    la  especie, 


tanto  por  haberse  hecho  después  de  vencida  la  obli- 
gación que  se  reclama,  como  porque  no  se  ha  justifi- 
cado la  paraferna  con  la  prueba  conducente;  4? — Que 
en  consonancia  con  lo  expuesto,  obrando  en  favor  del 
demandado  la  presunción  que  establece  el  artículo 
972,  Código  de  1 84 1,  habiéndose  contraído  la  deuda 
durante  la  sociedad  conyugal  y  antes  de  efectuarse  la 
adquisición  de  los  derechos  á  que  se  contrae  este  liti- 
gio, debe  declararse  procedente  la  demanda  en  todas 
sus  parles;" 

4? — Flabiendose  alzado  el  perdidoso,  la  Sala  Pri- 
mera de  Apelaciones,  á  las  tres  de  la  tarde  del  vein- 
tiocho de  Énerq  del  presente  año,  declaró  sin  lugar  la 
nulidad  que  reclamó  en  segunda  instancia  el  apodera- 
do del  demandado,  y  confirmó  la  sentencia  apelada 
con  costas  personales  y  procesales  de  ambas  instan- 
cias á  cargo  del  vencido,  de  acuerdo  con  ti  artículo 
1074  (inciso  3?)  del  Código  de  Procedimientos  Civi- 
les; 

5? — La  parte  demandada  interpuso  recurso  de 
casación,  el  cual  fué  admitido  sólo  por  los  motivos  de 
fondo,  por  errónea  apreciación  de  la  prueba  con  vio- . 
lación  de  los  artículos  970,  971  y  972,  Código  Civil 
de  1841:  del  primero  porque  no  hay  bienes  ganan- 
ciales durante  el  matrimonio  sino  adquiridos  por  la 
mujer  en  reposición  de  otros  hereditarios  que  vendió 
siendo  ya  casada;  del  segundo,  porque  consiguiente- 
mente tales  bienes  comprados  por  la  esposa,  no  los 
adquirió  con  su  trabajo,  industria,  oficio  ó  profesión, 
ni  son  rentas  ni  frutos  percibidos  de  los  que  ella 
aportó  por  herencia,  sino  que  reponen  parte  de  los 
que  vendió,  según  lo  demuestra  el  proceso;  y  del  ter- 
cero, porque  las  hijuelas  de  la  mujer  junto  con  la  con- 
fesión del  marido  son  documentos  bastante  fehacien- 
tes para  destruir  la  presunción  de  esa  ley,  tomando  en 
cuenta  además  la  certificación  del  Registro  Publico; 

6? — No  se  nota  defecto  en  los  procedimientos;  y 

Considerando: 
I?  No  aparece  de  autos  que  los   bienes  descritos 


en  las  hijuelas  paterna  y  materna  de  la  sefiora  Juana 
Zamora,  fuesen  entregados  en  administración  á  su 
marido  señor  Zenón  Fonseca,  ni  que  sean  los  inventa- 
riados, ni  consta  que  al  venderse  aquellos  se  repusie- 
ran debidamente  con  éstos,  como  se  pretende  en  el 
recurso,  mediante  la  manifestación  de  Fonseca  en  es< 
entura  pública; 

2?  Tampoco  se  ha  comprobado  por  instrumento  a- 
rreglado alas  disposiciones  del  capítulo  i9,  título  2?,  li- 
bro 1?,  Parte,  i?  del  Código  General,  que  los  bienes  de 
la  mortuoria  pertenezcan  exclusivamente  á  la  señora 
Zamora,  como  lo  requiere  el  artículo  972  ibídem,  y 
por  lo  mismo  subsiste  la  presunción  legal  que  lo»  tie- 
ne por  comunes; 

3?  El  error  en  la  apreciación  de  la  prueba  alega- 
do por  el  recurrente,  no  existe,  porque  la  Sala  consi- 
dera con  justicia  que  el  dicho  del  marido  no  perjudi- 
ca al  acreedor  que  lo  era  ya  cuando  se  hizo  tal  añr- 
mación  y  no  .consta  que  los  bienes  que  á  la  muerte 
de  la  esposa  quedaron,  fueran  comprados  con  el  pro- 
ducto de  sus  hijuelas:  la  aplicación  de  las  disposicio- 
nes 970  á  972,  Código  citado,  es  correcta  en  conse- 
cuencia y  la  casación  demandada  no  procede; 

Por  tanto  y  de  confornidad  con  los  artículos  980 
y  983  del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  declára- 
se sin  lugar  la  casación  pedida,  con  costas  á  cargo  de 
la  parte  recurrente,  y  vuelvan  los  autos  al  tribunal  de 
su  procedencia,  con  certificación  de  la  presente. — A 
Alvarado. — J.  Fed,  González. — Manuel  V.  Jiménez. 
A.  Zambrana — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí,  Alfon- 
so Jiménez. 


García  Chaverri 

(  3  20'  p.  m. — Abril  1 1 ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  de  lo  Con- 
tencioso-administrativo,  contra  Antolín  García  Cha- 
verri, mayor,  comerciante  y  vecino  de  la  ciudad  de 
Heredia,  por  venta  de  aguardiente  sin  patente,  hecho 


4ue  ocurrió  en  la  pulpería  que  éste  tenía  en  "El  Ba* 
rreal*',  de  aquella  jurisdicción,  á  las  seis  de  la  maña' 
na  del  diez  y  nueve  de  Agosto  de  mil  novecientos 
cuatro;  en  la  que  es  parte  además  como  defensor  del 
reo,  el  Licenciado  Fabio  Baudrit  González,  mayor, 
abogado  y  de  este  domicilio; 

Resultando: 

1?— Por  resolución  dictada  á  las  nueve  y  media 
de  la  mañana  del  siete  de  Diciembre  Jel  año  próximo 
anterior,  el  Juez  respectivo,  de  conformidad  con  los 
artículos  163,  164  y  882,  Parte  III  del  Código  Gene- 
ral, y  728  del  Fiscal,  condenó  á  García  Chaverri,  co- 
mo responsable  del  delito,  á  pagar  cincuenta  colones 
de  multa,  con  la  aplicación  de  ley,  convertible  en  con- 
finamiento en  Tucurrique,  en  la  proporción  de  dos 
días  por  cada  colón  de  multa,  con  abono  del  tiempo 
de  prisión,  y  le  impuso  las  accesorias  de  ley,  por  los 
motivos  siguientes:  **I.— Que  el  cuerpo  idel  delito  de 
venta  de  aguardiente  sin  patente  ó  sea  clandestina, 
pocque  se  sigue  esta  causa,  se  encuentra  comprobado 
con  arreglo  á  los  artículos  jyy,  780  y  781,  Parte  III 
del  Código  General,  715  y  716  del  Fiscal,  35  y  36,  ley 
de  17  de  Octubre  de  1864;  II. — Que  de  autos  apa- 
rece plenamente  comprobado  con  testigos  haber  sido 
aprehendido  el  aguardiente  á  que  esta  causa  se  re- 
fiere, en  el  establecimiento  de  pulpería  del  señor  An- 
tolín  García  Chaverri  y  consiguientemente  debe  te- 
nérsele y  castigársele  como  tal.  (Artículo  218,  Parte 
III  del  Código  General,  y  721  del  Fiscal);  III. — Que 
el  hecho  por  que  se  sigue  esta  causa  se  encuentra  com- 
prendido en  los  artículos  13,  ley  de  18  de  Julio  de 
1903,  y  322  del  Código  Fiscal,  que  imponen:  multa 
de  cincuenta  á  doscientos  colones,  á  la  primera  vez; 
de  ciento  veinticinco  á  doscientos,  á  la  primera  rein- 
cidencia, y  de  doscientos  colones  á  la  segunda  y  de- 
más reincidencias;  IV. — Que  la  prueba  evacuada  en 
estos  autos  en  nada  favorece  al  procesado,  puesto  que 
con  ella  no  se  desvirtúa  el  cargo  que  contra  él  apa- 
rece; V. — Que  en  atención  á  ser  esta  la  primera  vez, 


se  le  aplica  la  pena  en  el  mínimo  y  se  fija  ésta  en  cin- 
cuenta colones  de  multa,  descontable  en  confinamien- 
to en  Tucurrique,  á  razón  de  dos  días  de  esta  pena 
por  cada  colón  de  multa,  si  ésta  no  la  pagare  en  di- 
nero. (Decreto  número  20  de  22  de  Junio  de  1898); 
VI. — Que  también  deben  aplicársele  las  disposiciones 
de  los  artículos  723  y  725  del  Código  Fiscal"; 

2? — La  Sala  Segunda  de  Apelaciones,  á  quien 
pasaron  los  autos  en  virtud  de  alzada  que  interpuso 
el  defensor,  falló  á  las  tres  y  media  de  la  tarde  del 
treinta  y  uno  de  Enero  del  año  en  curso,  confirmando 
en  todas  sus  partes  la  sentencia  de  primera  instancia; 

3? — El  reo  ha  interpuesto  recurso  de  casación 
contra  la  sentencia  de  la  Sala  de  Apeiacioies,  por 
error  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba,  con 
violación  de  los  artículos  717  y  322  del  Código  Fis- 
cal  y  780  del  de  Procedimientos  en  lo  criminal,  por 
no  haberse  comprobado  el  delito,  pues  no  se  justificó 
el  expendio  al  tenor  de  tale&  artículos; 

4? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

i9 — Que  el  artículo  717  del  Código  Fiscal  no  ha 
podido  infringirse,  porque  no  se  refiere  á  casos  como 
el  del  proceso,  y  en  cuanto  al  322  del  mismo  Código, 
que  es  el  aplicable,  se  ha  obedecido  en    la   sentencia; 

2? — Que  por  lo  que  hace  al  780  del  Código  de 
Procedimientos  en  lo  penal  no  habla  sino  en  térmi- 
nos generales  de  los  medios  de  prueba,  y  no  es  fácil 
comprender  en  qué  concepto  ha  podido  el  recurso  te- 
nerlo por  violado; 

Por  tanto,  y  de  acuerdo  con  los  artículos  980  y 
983,  Código  de  Procedimientos  Civiles,  y  i9  de  la 
ley  número  19  de  9  de  Junio  de  1899,  declárase  sin 
lugar  la  casación  demandada,  y  con  certificación  de 
la  presente,  vuelvan  los  autos  á  la  Sala  de  su  proce- 
dencia.— A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — Manuel 
V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — 
Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


Montero 

(  I  50'  p.  m. — Abril  14) 

Én  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  de  lo  Conten- 
tíoso-administrativo,  contra  Claudio  Motitero,  de  üni  • 
co  apellido,  de  treinta  y  un  años,  agricultor  y  vecino 
de  Barba,  de  la  provincia  de  Heredia,  por  venta  clan- 
destina de  aguardiente;  en'la  cual  es  parte  además 
del  reo  y  el  representante  del  Ministerio  Publico,  el 
Licenciado  Fabio  Baudrit  González,  mayor,  abogado 
y  vecino  de  esta  ciudad,  como  defensor; 

Resultando: 

I? — El  Juez  respectivo  falló  á  las  tres  y  tfcs 
cuartos  de  la  tarde  del  veinticuatro  de  Noviembre  del 
año  próximo  anterior,  condenando  á  Claudio  Monte- 
ro como  autor  del  delito  perseguido  á  multa  de  cin- 
cuenta colones  con  la  aplicación  de  ley,  convertible 
en  confinamiento  en  Tucurrique  en  la  proporción  de 
dos  días  por  cada  colón,  con  abono  del  tiempo  de 
prisión,  y  á  las  accesorias  legales;  con  apoyo  en  los 
artículos  163,  164  y  882  de  la  Parte  3?  del  Código 
General,  y  al  efecto,  el  Juez-  consideró:  **i9 — Que  el 
cuerpo  del  delito  de  venta  clandestina  de  aguardien- 
te, por  el  cual  se  procesa  á  Claudio  Montero,  único 
apellido,  se  encuentra  comprobado  con  arreglo  á  los 
artículos  777  y  7^0,  Código  de  Procedimientos  Crimi- 
nales; 717,  Código  Fiscal, 35  y  36,  ley  de  17  de  Octu- 
bre de  1864;  2? — Que  de  autos  aparece  plenamente 
comprobado  ser  Claudio  Montero,  único  apellido,  res- 
ponsable de  este  delito;  en  consecuencia  debe  tenér- 
sele y  castigársele  como  tal,  (artículos  218  y  863,  Có- 
digo de  Procedimientos  Criminales,  38,  ley  de  17  de 
Octubre  de  1864,  y  717,  Códi^go  Fiscal);  3? — Que  el 
hecho  por  que  se  sigue  esta  causa  y  se  procesa  á  Clau- 
dio Montero,  único  apellido,  se  encuentra  comprendi- 
do en  el  artículo  322  del  Código  Fiscal,  que  impone 
una  multa  de  cincuenta  á  doscientos  colones,  á  la  pri- 
mera vez;  de  ciento  veinticinco  á  doscientos  colones, 
á  la- primera  reincidencia,  y  de  doscientos  colones  á  la 
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segunda  y  demás  reincidencias;  4? — Que  la  prueba 
evacuada  á  pedimento  de  la  defensa,  en  nada  favorece 
al  procesado  sino  en  lo  que  se  reñere  á  disminuyen- 
tes,  puesto  que  con  ella  no  se  destruye  el  cargo  que  le 
resulta  en  contra;  5?  -Que  en  atención  á  ser  ésta  la 
primera  vez,  y  que  el  procesado  es  de  buena  conduc- 
ta, se  le  aplica  la  pena  en  el  mínimo  y  se  ñja  ésta  en 
cincuenta  colones  de  multa;  y  si  no  tuviere  bienes 
con  que  satisfacerla,  á  descontarla  en  confinamiento 
en  Tucurrique,  á  razón  de  dos  días  de  esta  pena  por 
cada  colón  de  multa.  (Decreto  número  20  de  22  de 
Junio  de  1898);  69 — Que  también  deben  aplicársele 
las  disposiciones  de  los  artículos  25  y  38,  Código  Pe- 
nal, 723  y  725,  Código  FiscaP'; 

2? — En  virtud  de  alzada  interpuesta  por  el  de- 
fensor del  procesado,  conoció  de  la  causa  la  Sala  Se- 
gunda de  Apelaciones,  quien  á  las  dos  y  cuarto  de  la 
tarde  del  veinte  de  Enero  del  año  en  curso,  confirmó 
por  estimarla  arreglada  á  derecho,  la  sentencia  de 
primera  instancia; 

3? — Contra  el  fallo  de  dicho  tribunal  ha  inter- 
puesto  recurso  de  casación  el  defensor  por  los  siguien- 
tes motivos:  I. — Interpretación  errónea  de  los  artí- 
culos 322  y  717,  Código  Fiscal,  y  aplicación  indebi- 
da del  primero  de  éstos;  II. — Error  de  hecho  y  dere- 
cho en  la  apreciación  de  la  prueba  con  violación  de 
los  artículos  TTJ  y  780  del  Código  de  Procedimientos 
Criminales; 

4? — No  se  nota  defecto  en  los  procedimiento  s;  y 

Considerando: 

Único. — Los  tribunales  de  instancia  juzgaron 
con  acierto  acerca  de  la  existencia  del  delito  y  de  su 
imputabilidad  al  procesado.  Las  únicas  defensas  que 
el  recurso  alega  son  desechables,  porque:  a) — El  he- 
cho de  que  el  reo  compraba  y  vendía  al  mismo  pre- 
cio la  materia  monopolizada,  es  inverosímil,  en  razón 
de  que  nadie,  en  norm.-íl  uso  de  la  suya,  se  expondría, 
por  operación  tan  estéril,  á  los  peligros  de  un  com^  r- 
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CIO  prohibido;  b.) — Aun  admitiendo  que  alguien  de- 
dicara su  actividad  y  su  tiempo  a  ese  comercio  y  se 
comprometiera  en  sus  riesgos  sin  ánimo  de  lucro, 
siempre  incurriría  en  quebranto  de  la  ley  que  prohi- 
be vender  artículos  estancados  á  quien  no  tenga  auto- 
rizadón  legal  para  ello,  sin  que  la  intención  de  ganar 
poco  ó  mucho  ó  de  trancar  con  pérdida,  por  parte 
del  vendedor,  pueda  tomarse  en  cuenta  para  descar- 
garlo de  una  responsabilidad  indudable  y  claramente 
deñnida;  c.) — El  delito  ha  sido  justificado  con  arre- 
glo al  artículo  7 1 7  del  Código  Fiscal  que  no  pugna 
con  el  322  del  mismo,  sino  que  lo  complementa,  es- 
tableciendo la  forma  en  que  ha  de  probarse  que  el 
sindicado  se  ocupa  del  ilícito  tráfico,  no  siendo  preci  - 
so,  como  parece  entenderlo  el  recurrente,  que  tal  ocu 
pación  sea  la  única-con  exclusión  de  todo  otro  nego- 
cio, trabajo  ó  empleo,  que  el  sindicado  .  ejerza.  En 
consecuencia,  las  leyes  que  se  alegan  como  violadas 
han  sido  bien  entendidas  y  derechamente  aplicadas 
en  armonía  con  las  demostraciones  de  hecho  que  la 
causa  contiene; 

Por  tanto,  y  de  conformidad  con  los  artículos 
980  y  983  del  Código  de  Procedimientos  Civiles  y 
1 9  de  la  ley  número  19  de  9  de  Junio  de  1899,  de- 
clárase sin  lugar  la  casación  pedida,  y  con  certifica* 
ción  de  la  presente,  vuelvan  los  autos  al  tribunal  de 
su  procedencia. — A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — 
Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Orea- 
muño. — Ante  mí, — Alfonso   Jiménez. 

Alvarado 

( I  55'  p.  m. — Abril  14) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  del  Crimen  de 
Alajuela  contra  Rosendo  Alvarado,  de  único  apelli- 
do, de  veintiocho  años,  agricultor  y  vecino  del  barrio 
de  Cirrí  de  Grecia,  por  el  delito  de  lesión  menos  gra- 
ve inferida  á  Leonardo  Zamora,  hecho  que  ocurrió  en 
dicho  barrio,  como  á  la  una  de  la  tarde  del  treinta  y 
uno  de  Julio  del  año  próximo  pasado;  en  la  que   son 
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partes  además  el  representante  del  Ministerio  Público 
y  el  señor  Luis  Soto  Quesada,  mayor,  agricultor  y 
vecino  de  Alajuela,  como  defensor  del  procesado; 

Resultando: 

1? — Que  el  Juez  del  Crimen  de  Alajuela  falló  á 
las  doce  del  día  siete  de  Enero  del  año  en  curso,  con- 
denando al  reo  como  autor  del  delito  referido,  á  la 
pena  de  arresto  por  cuarenta  días  en  la  Cárcel  de  a* 
quella  ciudad,  con  rebaja  del  tiempo  de  prisión,  á  la 
accesoria  de  suspensión  de  cargo  ü  oñcio  público,  y  á 
perder  el  arma  con  que  delinquió.  Se  fundó  el  Juez 
en  los  artículos  14,  15,  33,  38,  76  y  83  del  Código  Pe- 
nal, 873,  Parte  III  del  General,  y  en  las  razones  si- 
guientes: *'i? — Que  de  los  hechos  relatados  y  pre- 
senciados por  los  testigos  indicados  en  el  segundo  re- 
sultando, se  deduce  evidentemente  que  fué  Rosendo 
Alvarado  quien  causó  á  Leonardo  Zamora  la  lesión 
que  se  persigue  en  esta  causa.  2? — Que  á  la  mani- 
festación hecha  por  el  último  no  debe  dársele  acogida 
porque  desvirtúa  en  absoluto  la  declaración  dada  ba- 
jo juramento  y  ante  autoridad  competente,  recién  pa- 
sado el  hecho  y  cuando  naturalmente  no  existían  los 
motivos  particulares  de  interés  en  favor  del  reo,  que 
se  desarrollaron  después,  dadas  las  relaciones  de  fa- 
milia que  los  ligan  á  ambos.  3? — Que  por  el  mismo 
último  motivo  no  cabe  atender  las  declaraciones  de  la 
esposa  é  hijastra  del  reo,  las  que  son  naturalmen- 
te parciales  en  favor  de  éste,  habida  cuenta  de  las 
condiciones  en  qtie  se  desenvolvió  el  drama  de  fami- 
lia que  dio  origen  á  este  proceso, — con  mayor  razón 
si  se  atiende  á  que  la  versión  de  aquéllas  está  virtual - 
mente  contradicha  por  las  declaraciones  de  testigos 
libres  de  toda  excepción,  según  las  cuales  no  pueden 
ser  aceptadas  las  excusas  dadas  por  el  reo  y  sosteni- 
das por  sus  parientes,  acerca  de  que  sólo  le  dio  un 
cintarazo  al  ofendido, — cuando  está  probado  que  hu- 
bo  una  verdadera  riña  entre  ambos, — y  de  qut;  lo  hi- 
rió por  casualidad, — cuando  es  lo  cierto  que    liada  la 
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situación  y  condiciones  de  la  herida,  descritas  por  el 
médico- forense,  es  físicanr?ente  imposible  que  esta  fue- 
ra producto,  no  de  un  acto  deliberado,  sino  de  un  he- 
cho casual,  la  volteadura  del  cuchillo,  como  lo  preten- 
de el  reo  en  su  confesión,  que  no  reviste  ningiín  ca- 
rácter de  sinceridad,  toda  vez  que  fué  hecha  después 
de  haber  negado  en  absoluto  en  su  indagatoria,  é  in- 
dudablemente con  el  objeto  de  procurarse  su  defensa 
ante  los  tribunales  (artículo  1 8  de  la  ley  de  8  de  Julio 
de  1902).  4? — Que  en  tal  virtud  d,ebe  declararse  á 
Rosendo  Alvarado  legalmente  responsable  del  delito 
definido  por  el  artículo  422  del  Código  Penal;  pero  es- 
tando destituido  el  hecho  de  agravantes  y  concurrien- 
do en  favor  del  reo  las  atenuantes  9?,  10?  y  14?  del 
artículo  1 1  ibídem,  procede  rebajar  dos  grados  á  la 
pena  normal  del  delito,  de  acuerdo  con  el  artículo  74 
del  mismo  Código"; 

2? — Elevada  la  causa  en  consulta,  la  Sala  Segun- 
da de  Apelaciones,  por  resolución  de  las  dos  de  la 
tarde  del  diez  y  ocho  de  Febrero  de  este  año,  aumen 
tó  la  pena  de  arresto  impuesta  al  leo  á  sesenta  días, 
por  considerar  que  no  debía  abonarse  al  reo  la  ate- 
nuante de  sinceridad  en  la  confesión,  y  confirmó  en 
sus  demás  disposiciones  la  sentencia  consultada; 

3? — El  defensor  del  reo  ha  interpuesto  recurso 
de  casación  por  violación  y  errónea  aplicación  de  los 
artículos  1 1  (incisos  4?,  5?,  ó9,  7?,  89  y  9?)  y  lo?,  (in- 
cisos 7?,  89,  99  y  io9)  del  Código  Penal; 

49 — No  se  nota  defecto    en    los  procedimien- 
tos; y 

Considerando: 

1 9 — El  defensor  del  reo  alega  en  su  recurso  vio 
lación  del  artículo  1 1  del  Código  Penal  por  no  haber- 
se tomado  en  cuenta  en  la  sentencia  recurrida  seis  a- 
tenuantes  de  las  que  enumera  el  artículo  citado;  pero 
esta  alegación  es  infundada  porque  no  estando  com- 
probadas en  los  autos  más  que  dos  de  las  circunstan- 
cias disminuyentes  que  se  indican,  la  Sala  sentencia- 
dora ha  podido  en  virtud  de  la  facultad  que  conceden 
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los  artículos  74  y  75  del  citado  Código,  rebajar  como 
lo  hizo  un  solo  grado  de  la  pena  aplicable; 

2? — Aunque  también  asegura  el  recurrente  que 
concurrieron  algunas  eximentes  en  la  ejecución  del 
hecho  que  se  juzga,  que  no  fueron  consideradas  por 
la  sentencia  de  segunda  instancia,  no  cita  la  ley  in- 
fringida á  este  respecto,  ni  en  la  causa  aparece  de- 
mostración alguna  que  sirva  de  fundamento  para  apo- 
yar su  afirmación. 

Por  tanto  y  de  acuerdo  con  los  artículos  980  y 
983,  Código  de  Procedimientos  Civiles  y  i9de  la  ley 
número  19  de  9  de  Junio  de  1899,  declárase  sin  lu- 
gar la  casación  demandada,  y  con  certificación  de  la 
presente  vuelvan  los  autos  á  la  Sala  de  su  proceden- 
cia,— A.  Alvarado, — J.  Fed.  González. — Manuel  V. 
Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante 
mí, — Alfonso  Jiménez. 


SiBAjA  V,  Registrador 

(  i^  p.  m. — Abril  19) 

En  las  diligencias  sobre  denegación  formal  de  la 
inscripción  de  un  título  posesorio,  promovidas  por 
la  señora  Teresa  Sibaja  Villalta,  mayor  de  edad, 
de  oficios  domésticos  y  vecina  de  esta  ciudad,  como 
albacea  provisional  de  la  sucesión  de  Toribio  Sibaja 
Fernández,  que  fué  mayor,  agricultor  y  de  este  ve- 
cindario; 

Resultando: 

1? — En  seis  de  Marzo  ultimo,  se  presentó  para 
su  inscripción  en  el  Registro  Publico  un  documento 
marcado  en  el  tomo  setenta  y  ocho  del  Diari,o  con 
el  numero  tres  mil  seiscientos  veintiséis,  que  es  una 
información  posesoria  solicitada  por  Teresa  Sibaja  Vi- 
llalta en  su  carácter  de  albacea  de  la  sucesión  de  To- 
ribio Sibaja  Fernández,  referente  á  una  finca  que  des- 
cribe en  la  solicitud,  documento  que  el  Registrador 
puso  en  espera  por  defectuoso,  é  inconforme   la   soH- 

15 
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citante  pidió  la  revocatoria  de  la  suspensión  ó  la   de- 
negatoria formal  de  la  inscripción; 

2? — El  Registrador,  apoyado  en  los  artículos 
479  del  Código  Civil  y  849,  850  y  85 1  del  de  Proce- 
dimientos Civiles,  la  denegó  y  elevó  los  actuados  á  la 
Sala,  y  ésta,  conociendo  de  dicha  resolución,  la  confir- 
mó en  virtud  de  que  la  prueba  rendida  no  justifica  su- 
ficientemente los  extremos  que-la  ley  exige  compro- 
bar para  que  el  título  supletorio  pueda  inscribirse; 

3? — La  misma  señora  Sibaja  ocurrió  en  casación 
y  alegó  violación  de  los  artículos  264,  278,  280,  28  í 
y  317  del  Código  Civil  y  863  del  de  Procedimientos 
Civiles  y  aplicación  indebida  de  los  artículos  479, 
Código  Civil,  y  849  y  850  del  de  Procedimientos  an- 
tes citado;  y  en  la  actuación  no  hay  nada  que  ob- 
servar; 

Considerando: 

i9 — El  artículo  959  del  Código  de  Procedimien- 
tos Civiles  establece  que  no  pueden  ser  objeto  del 
recurso  de  casación  cuestiones  que  no  han  sido  pro- 
puestas, ni  debatidas  oportunamente  por  los  litigantes 
durante  el  pleito; 

2? — La  índole  del  procedimiento  seguido  para  la 
información  posesoria  conforme  á  los  artículos  50,  58 
y  59  del  Reglamento  del  Registro  Público,  no  permi- 
te entrar  en  otras  cuestiones  que  las  que  considera  el 
Registrador,  las  únicas  que  la  Sala  toma  en  cuenta, 
por  lo  que  son  inoficiosas  en  el  recurso  las  que  se 
fundan  en  otros  artículos  que  los  que  se  citan  para  re- 
clamar su  aplicación  indebida  ^  en  el  final  del  memo- 
rial; 

3? — El  propietario  que  no  tiene  título  escrito  de 
dominio  puede  inscribir  su  derecho  justificando  pre- 
viamente su  posesión  por  más  "de  diez  años  en  la  for- 
ma  indicada  en  el  Código  de  Procedimientos  Civiles; 
y  al  efecto  debe  acreditar  la  posesión  con  dos  ó  más 
testigos  vecinos  propietarios  del  cantón  en  que  estén 
situados  los  bienes,  y  los  testigos  contraer  sus  declara- 
ciones al  hecho  de  poseer  íomo  dueño  aquel  á   cuyo 
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favor  se  pide  el  título  y  al  tiempo  que  haya  durado  la 
posesión;  artículos  479,  Código  Civil,  y  849  y  856  de 
Procedimientos  Civiles; 

4? — En  el  caso  de  autos  Doroteo  Duran  respon- 
de á  las  exigencias  de  la  ley,  pero  el  otro  testigo,  Nar- 
ciso  Campos  Vargas,  sólo  sabe  sobre  el  particular, 
que  hace  un  año  (declara  en  doce  de  Noviembre 
del  año  pasado)  ó  poco  más,  el  Alcalde  tercero  de  es- 
te cantón  entregó  á  Teresa  Sibaja  la  finca  que  se  des- 
cribe y  desde  entonces  la  posee  como  de  ella,  y  no  le 
consta  lo  demás;  en  consecuencia  la  información  po- 
sesoria que  se  pretende  inscribir  está  incompleta  y  ca- 
rece de  los  requisitos  y  ritualidades  de  la  ley  y  el  re- 
curso debe  declararse  improcedente; 

Por  tanto,  y  de  conformidad  con  los  artículos 
980  y  983  del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  de- 
clárase sin  lugar  la  casación  pedida,  con  costas  á  car- 
go de  la  parte  recurrente,  y  vuelvan  los  autos  al  tri- 
bunal de  su  procedencia  con  certificación  de  la  pre- 
sente.— A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — Manuel 
V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — 
Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 

Vargas  v.  Chacón 

(i  so'p.  m. — Abril  19) 

En  el  juicio  ordinario  sobre  reivindicación  y  o- 
tros  puntos,  establecido  en  el  Juzgado  Civil  de  Car- 
tago,  por  Teófilo  Vargas  Gutiérrez  contra  Esteban 
Chacón  Ulloa,  ambos  mayores,  agricultores  y  vecinos 
de  la  ciudad  de  Cartago. — Son  partes  como  apodera- 
dos del  actor  y  demandado,  por  su  orden,  los  señores 
Salvador  Gurdián  Icaza,  procurador,  y  Alfredo  Volio 
Jiménez,  abogado,  los  dos  mayores  de  edad  y  del 
mismo  vecindario; 

Resultando: 

I? — En  el  libelo  respectivo  expresa  el  actor:  ''con 
fecha  quince  de  Diciembre  de  mil  novecientos  dos, 
establecí  ante  V,  demanda  de  deslinde  contra  el  señor 
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Esteban  Chacón  Ulloa,  con  el  objeto  de  que  este  se- 
ñor se  colocara  dentro  de  los  límites  á  que  según  su 
título  de  propiedad  tiene  derecho  en  un  terreno  de 
montes,  situado  en  el  punto  llamado  '*Ch¡verral  ó  Ca- 
chimba de  fierro". — Por  oposición  que  este  señor  hi- 
zo al  juicio  que  me  refiero,  V.  mandó  sobreseer  y  re- 
mitió á  las  partes  al  juicio  ordinario  correspondiente. 
Es  éste,  pues,  el  motivo  que  me  obliga  á  establecer 
esta  demanda.  Los  hechos  son  los  siguientes:  á  los 
herederos  del  Doctor  Ensebio  Figueroa  les  fué  adju- 
dicada la  finca  inscrita  en  el  Registro  de  la  Propie- 
dad, Partido  de  Cartago,  tomo  ciento  ochenta  y  seis, 
folio  cuatrocientos  siete,  número  nueve  mil  setecien- 
tos cincuenta,  asiento  primero,  que  es  un  terreno  de 
montes,  situado  en  el  barrio  del  Carmen,  distrito  ter- 
cero, cantón  primero  de  esta  provincia. — Lindante:  al 
Norte,  con  tierras  baldías;  al  Sur,  propiedad  del  de 
nunciante  Ensebio  Figueroa;  al  Este,  con  tierras  bal- 
días y  propiedades  del  barrio  de  San  Rafael;  y  al  Oes- 
te,  con  tierras  de  los  barrios  de  San  Nicolás  y  el  Car- 
men, y  mide  doscientas  cuarenta  y  ocho  hectáreas, 
treinta  y  seis  áreas,  treinta  centiáreas  y  treinta  y  seis 
decímetros  cuadrados,  que  es  un  terreno  de  montes. — 
Los  herederos  del  Doctor  Figueroa,  doña  Cristina  Es- 
pinach  Bonilla  y  sus  hijos  Cecilia  y  Gonzalo  Figue- 
roa, á  quienes  fué  adjudicada  la  finca  antes  descrita, 
vendieron  al  señor  Esteban  Chacón  un  lote  de  terre- 
no que  mide  setenta  y  tres  hectáreas  y  noventa  y  sie- 
te áreas,  bajo  los  siguientes  linderos:  al  Norte,  terre- 
nos baldíos,  hoy  en  parte  propiedad  de  Nicomedes 
Méndez,  y  por  los  demás  rumbos  el  resto  de  la  finca 
de  que  es  parte  la  presente,  y  está  inscrita  en  el  Re- 
gistro y  Partido  antes  dicho,  tomo  cuatrocientos  siete, 
folio  doscientos  cincuenta  y  uno,  número  quince  mil 
trescientos  ochenta  y  siete,  asiento  primero.  Esta 
venta  se  verificó  con  fecha  trece  de  Setiembre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  cuatro.  Posteriormente,  con 
fecha  cinco  de  Mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y 
cinco,  los  mismos  herederos  me  vendieron  el  último 
resto  de  la  finca  primeramente  descrita,  inscrita  á  mi 


faror  en  el  mismo  Registro  y  Partido,  tomo  cuatro- 
cientos treinta  y  cinco,  folio  dos,  número  quince  mil 
novecientos  veintiuno,  asiento  primero,  y  con  los  si- 
guientes linderos:  al  Norte,  tierras  baldías  y  propie- 
dad de  Esteban  Chacón;  al  Sur,  propiedad  de  la  su- 
cesión de  don  Ensebio  Figueroa;  al  Este,  tierras  bal- 
días y  propiedades  de  Esteban  Chacón  y  dt- 1  barrio 
de  San  Rafael;  y  al  Oeste,  ídem  del  mismo  Chacón  y 
de  los  barrios  de  San  Nicolás  y  del  Carmen.  Mide 
ciento  setenta  y  cuatro  hectáreas,  treinta  y  nueve  á- 
reas,  treinta  centiáreas  y  treinta  y  seis  decímetros  cua- 
drados. Tanto  el  lote  comprado  por  Chacón,  como  el 
último  resto  comprado  por  mí,  están  situados  en  el 
punto  llamado  "Chiverral  ó  Cachimba  de  fierro''  y 
en  el  mismo  distrito  y  cantón  de  la  finca  de  que  fue- 
ron parte  y  están  hoy  parte  de  montes  y  parte  culti- 
vada.— Como  se  ve,  pues,  la  propiedad  de  Chacón  fué 
formada  por  desmembración  de  la  finca  general,  y  la 
mía  por  el  último  resto  de  la  misma  finca  nueve  mil 
setecientos  cincuenta,  primeramente  descrita. — El  de- 
mandado señor  Chacón,  al  hacer  la  división  por  me  • 
dio  de  cercas  con  el  mío,  encerró  dentro  de  sus  cer- 
cas una  cantidad  de  terreno,  como  de  cuarenta  y  cin- 
co hectáreas,  poco  más  ó  menos,  que  me  pertenecen 
por  ser  dueño  del  último  resto  de  finca.  Es  de  ad- 
vertir que  cuando  yo  compré,  aunque  se  había  efec- 
tuado la  medida  del  terreno  del  señor  Chacón,  aun  no 
se  habían  hecho  las  cercas  divisorias,  y  cuando  se  hi- 
cieron supuse  que  ellas  se  hacían  dentro  de  sus  justos 
límites.  Poco  tiempo  después  noté  que  ellas  no  es- 
taban bien  colocadas  y  desde  entonces,  é  instado  el 
referido  Chacón  para  que  amigablemente  llevásemos 
un  agrimensor  para  que  nos  diera  con  vista  de  nues- 
tros respectivos  títulos  de  propiedad,  el  terreno  que  á 
cada  uno  corresponde;  á  dicho  señor  Chacón  su  medi- 
da exacta,  pues  como  primer  comprador  tiene  dere- 
cho á  ello,  y  á  mí  dejándome  el  último  resto,  *  puesto 
que  si  faltase  ó  sobrase  terreno,  sólo  yo  sería  el  que 
perdía  ó  ganaría.  Todas  mis  gestiones  fueron  inúti- 
les y  por  este  motivo  y  los  demás  expuestos,  vengo  á 
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establecer  demanda  ordinaria  de  reivindicación  del  te- 
rreno que  indebidamente  me  ha  quitado  el  señor  Es- 
teban Chacón  UHoa,  para  que  en  sentencia  se  fije  con 
vista  de  la  prueba  que  se  rinda,  la  línea  divisoria  que 
ha  de  servir  de  límite  á  la  propiedad  del  demandado 
y  la  mía;  se  le  obligue  al  referido  Chacón  á  restituir- 
me la  parte  de  finca  que  indebidamente  ocupa  y 
que  lesulte  ser  de  mi  propiedad,  según  deslinde 
que  se  practique;  y  se  condene  al  demandado  Cha- 
cón á  pagarme  á  justa  tasación  de  peritos»  los  daños  y 
perjuicios  que  me  ha  ocasionado  y  además  las  costas 
personales  y  procesales  del  juicio.  Fundo  esta  acción 
en  los  artículos  264,  266,  278,  287,  295,  296,  297, 
316,    317.320,324,325.  327   y    329,  Código  Civil"; 

2? — El  señor  Chacón    Ulloa   contestó   negativa- 
mente la  demanda; 

3? — El  señor  Juez  Civil  de  Cartago,  por  resolu 
ción  dictada  á  las  nueve  de  la  mañana  del  diez  y  nue- 
ve de  Noviembre  del  año  próximo  pasado,  declaró 
sin  lugar  las  excepciones  de  falta  de  personalidad  y 
prescripción  opuestas,  y  con  lugar  la  acción  reivindi- 
catoría promovida,  y,  en  consecuencia,  que  el  deman- 
dado debe  entregar  al  actor  el  lote  de  tierra  de  la  fin- 
ca número  nueve  mil  setecientos  cincuenta  del  Parti- 
do de  Cartago,  marcado  en  el  plano  de  los  agrimen- 
sores Ortiz  y  Picado,  que  obra  en  autos  con  el  núme- 
ro dos,  y  constante  de  cuarenta  y  cinco  hectáreas,  se- 
tenta  y  cinco  áreas  y  cincuenta  y  dos  centiáreas,  por 
pertenecerle  según  los  títulos  inscritos  presentados; 
con  el  pago  de  los  daños  y  perjuicios  causados  al  ac- 
tor, consistentes  en  la  posesión  de  ese  terreno  desde 
la  notificación  de  la  demanda,  exclusión  hecha  de  fru- 
tos, con  costas  procesales  á  cargo  del  demandado. — 
Dicho  Juez  se  fundó  en  los  artículos  316,  320,  327, 
7^9^  735.  737»  738.  Código  Civil,  i9,  7?.  87  y  1,072, 
Código  de  Procedimientos  Civiles,  y  en  las  razones  si- 
guient-es:  **I — Que  está  justificado  debidamente  con 
los  instrumentos  públicos  otorgados  ante  el  Notario 
Licenciado  don  Leónidas  Pacheco,  que  obran  en  au- 
tos, que  de  la  finca  número  nueve  mil  setecientos  cin- 
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cuenta  del   Partido   de   esta  provincia,    llamada   '*£1 
Chiverral  ó  Cachimba  de  fierro"  que  medía  según    la 
certificación  del  Registro  presentada,   cinco   caballe- 
rías, treinta  y  una  manzanas,  seis  mil  ciento  cuarenta 
y  ocho   varas  cuadradas,  6  sean   doscientas   cuarenta 
y  ocho  hectáreas^  treinta  y  cinco  áreas,  sesenta  y  una 
centiáreas,  veintinueve  centímetros   cuadrados,  y  que 
fué  de  propiedad  de  doña  Cristina  Espinach  y  de  sus 
hijos  Gonzalo  y  Cecilia  Figueroa,  se  hicieron  dos  ven- 
tas, una,  la  primera,  á  favor  de    Esteban    Chacón   de 
un  lote  de  setenta  y  tres  hectáreas,  noventa  y  siete  á- 
reas,  con  estos  linderos:  Norte,    terrenos   baldíos,   en 
parte  ya  entonces  de  Nicomedes  Méndez,   y   por  los 
otros  rumbos,  con  el  resto  de  la  finca  reservada;   y  la 
otra,  la  segunda,  hecha  como  un  año  después,  á  favor 
de  Teófilo  Vargas,  expresándose  que  se  traspasaba  el 
resto  de  la  finca,   constante  de  ciento  setenta  y  cuatro 
hectáreas,  treinta  y  nueve  áreas,  treinta   centiáreas   y 
treinta  y  seis  decímetros  cuadrados;  lindante:    Norte, 
baldíos  y  propiedad  de  Esteban  Chacón;  Sur,  ídem  de 
la  sucesión  de  don  Ensebio  Figueroa;  Este,  baldíos  y 
propiedad  de  Esteban  Chacón  y  del   barrio   de   San 
Rafael;  y  Oeste,  ídem  del  citado  Chacón  y  de  los  ba- 
rrios de  San  Nicolás  y  del  Carmen;    II — Que  se  des- 
prende de  esas  ventas  que  en  poder   de   los   antiguos 
dueños  Espinach  y  Figueroa  no  quedó  ningún  reser- 
vado de  la  finca  dicha  nueve  mil  setecientos  cincuen- 
ta, bien  porque  en  la  segunda  venta   expresaron   que 
enajenaban  el  resto,  bien  porque  según  el  cálculo  he- 
cho, la  cabida  asegurada  en  las  dos   ventas   coincide 
más  ó  menos  con  la  que  da  el  Registro,  bien  porque  á 
existir  demasías  en  la  cabida  del  lote   vendido   como 
resto,  dichas  demasías  corresponden  ya  por  el  tiempo 
al  comprador;    III — Que  siendo  eso  así,  es  indispen- 
sable que  por  razón  de  sus  compras  hoy  en   día  son 
dueños  de  la  finca  "El  Chiverral"  los  señores  Chacón 
y  Vargas,  el  primero  por  setenta  y  tres  hectáreas,  no- 
venta y  siete  áreas,  y  el  segundo  por  ciento  setenta  y 
cuatro  hectáreas,  treinta  y  nueve  áreas,    treinta  cen- 
tiáreas y  treinta  y  seis  decímetros   cuadrados;   y   que 
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esas  dos  medidas  llenan  la  cabida  que  tenia   la  íínc<i 
general;  IV — Que  establecido  eso  no   puede   negarse 
sino  aceptarse  el  dominio  que  el  actor    señor   Vargas 
tiene  en  el  resto  de  la  finca  número    siete   mil   nove- 
cientos cincuenta,  con  la  medida  citada  y  bajo  los  lin- 
deros enunciados,  pues  así  le  fué  traspasado,    como  se 
ve  de  una  de  las  escrituras  indicadas,  la  que  encabeza 
los  autos,  cuando  expresa  que  el  resto   de   finca   así 
descrito  es  como  se  vende  (folio  dos   vuelto),  pues  la 
prueba  rendida  sobre  el  particular    resulta   inequívo- 
ca;   V  —Que  aceptado  lo  anterior,   se    sobreentiende 
que  el  dominio  de  Vargas  en  el  terreno  que   formó  la 
finca  general  se  extiende  á  la  cabida  que  se  le  trasmi  - 
tió,  sin  lugar  á  duda,  pues  el  instrumento  público  que 
leda  ese  derecho  no  choca  con  el  que  asegúrala  pro- 
piedad del  demandado,  sino  que  antes  se  armonizan  y 
se  ve  que  se  completan  uno  con  otro, — pues  tanto  en 
los  linderos  como  en  la  medida  dicha,  hay  concordan- 
cia entre  las  dos  enajenaciones  y  la  segunda  no  lesio- 
na  derechos  adquiridos  por   Chacón   en   la   primera; 
VI — Que  obrar  de  otro  modo  apreciando  como   bue- 
nos los  dichos  de  los  vendedores  Espinach  y    Figue- 
roa,  no  es  legal,  porque  se  desvirtuaría    con  declara- 
ciones de  testigos  el  contenido  y  fuerza  probatoria  de 
instrumentos  públicos,  que  son  los  que  en   este   caso 
rigen  la  cuestión,  como  emanados  de  los   vendedores 
y  de  las  partes  en  este  negocio;    VII — Que   por   lo 
expuesto  resulta  que  el  señor  Vargas  con  perfecto  de- 
recho ha  establecido  este  pleito  contra  el    señor  Cha- 
cón, pues  en  su  calidad  de  dueño  de  un   predio  limí- 
trofe al  de  éste,  sin  respicencia    alguna  á  las  negocia- 
ciones que  pudieron  existir  entre  Chacón  y  los  seño- 
res Espinach  y  Figucroa,  que  no  lo  perjudican  según 
su  titulo  de  propiedad  por  no  expresarse  en   él   ni  en 
el  del  demandado, — pudo  ejercitar   cualquier   acción 
de  dominio  para  recuperar  lo  suyo,  sin   más    obliga- 
ción que  la  de  probar  el  cargo;  y  en  esta  demanda  se 
evidencia  que  la  prestación  que  exige  Vargas  de  Cha 
con  no  es  otra  que  la  de  rectificación  de  linderos,  que 
permite  el  artículo  300  del  Código  Civil,  y  que  va  en- 
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vuelta  en  la  reivindicación  y  deslinde  á  que  parece 
referirse  el  actor,  contra  la  cual  no  puede  alegar  el 
reo  prescripción  alguna  por  no  permitirlo  el  artículo 
citado;  VIII — Que  todo  lo  aceptado  como  evidente 
por  esta  autoridad,  se  conñrma  si  se  toma  en  cuenta 
que  Chacón  no  ha  rendido  prueba  concluj^ente  para 
justificar  que  tiene  derecho  en  virtud  de  compra,  á 
conservar  toda  la  cantidad  de  tierra  que  tiene  exclui- 
da actualmente  con  cercas,  pues  no  resaltan  datos  su- 
ficientes en  el  pleito  para  estimar  que  doña  Cristina 
de  Figúeroa  é  hijos  le  hicieran  entrega  por  los  linde- 
ros en  que  van  las  cercas,  único  caso  en  que  podría 
entrar  á  estudiarse  el  aspecto  en  que  quiere  colocar  la 
cuestión  el  abogado  del  demandado,  diciendo  que  la 
señora  Espinach  cuando  tenía  en  su  poder  la  finca 
hizo  las  divisiones  y  formó  dos  fincas  á  su  gusto,  con 
linderos  y  a  conocidos,  y  así  fué  como  trasmitió  después  á 
los  contendientes;  pueseso  equivaldría  á  ir  contra  lo  ase- 
verado en  instrumentos  públicos,  como  se  ha  dicho. 
Además  el  agrimensor  que  midió  las  tierras  que  po- 
see Chacón,  confiesa  que  en  sus  operaciones  no  llegó 
al  lindero  Norte  de  la  finca  general,  que  á  su  vez  de- 
bía quedar  como  lindero.  En  ese  rumbo  de  lo  com- 
prado por  Chacón,  según  su  escritura,  y  es  claro  que 
á  esa  medida  no  puede  atenerse  el  demandado,  por 
ser  inexacta,  pues'no  llena  los  requisitos  de  su  titulo 
sino  que  se  separa  del  contenido  del  mismo.  (Véase 
el  plano  nuevo  levantado  por  el  mismo  agrimensor 
Ortíz  y  su  compañero  el  señor  Picado);  IX — Que 
resta  sólo  destruir  la  alegación  del  demandado  que  se 
apoya  en  el  contenido  de  la  cláusula  de  la  escritura 
de  Vargas  que  dice:  '*qüe  cualquier  reclamo  que  ocu- 
rra por  la  cerca  divisoria  que  separa  la  propiedad  de 
Vargas  con  Chacón  se  *'dará'*  (será  dice  el  reo)  de 
cuenta  de  los  vendedores",  de  la  cual  toma  margen 
para  decir  que  este  litigio  debe  entenderse  con  los  se- 
ñores Espinach  y  Figúeroa;  y  eso  se  destruye:  prime- 
ro, tomando  en  cuenta  que  la  acción  es  reivindicato- 
ría; y  segundo,  que  no  se  refiere  por  consiguiente  á 
reclamo  por  hechura  ó  sostenimiento  de   cercas,   que 
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es  la  mente  de  esa  cláusula,  como  se  aglara  si  se  toma 
en  cuenta  que  Chacón,  comprador  primero,  demandó 
á  la  señora  Espinach  por  hechura  de  cercas,  de  lo 
cual  vino  un  arreglo  en  que  quedó  obligada  á  hacer- 
las  la  expresada  señora.  Ahora  bien,  como  en  esos 
días  contrataba  la  misma  señora  con  Vargas,  aquélla 
probablemente,  para  evitarse  nuevas  cuestiones  con 
Chacón,  le  advirtió  á  Vargas  que  ella  respondía  por 
las  cercas  para  que  no  se  le  ocurriera  molestar  á  Cha- 
cón. (Véanse  las  fechas  de  la  escritura  de  Vargas  y 
del  escrito  de  pruebas  de  Chacón  en  el  pleito  con  do- 
ña Cristina,  certificado  en  este  expediente);  X — Que 
conformándose  la  operación  y  deslinde  hecho  por  los 
agrimensores  con  las  indicaciones  de  los  títulos,  es  el 
caáo  de  aceptarlas  para  la  decisión  del  presente  nego- 
cio y  por  eso  debe  resolverse  que  el  lote  número  dos, 
marcado  en  el  plano,  que  completa  la  cabida  de  lo 
adquirido  por  Vargas,  sin  menoscabo  de  lo  que  se- 
gún su  escritura  es  de  Chacón,  pertenece  al  primero 
y  debe  entregársele  por  Chacón,  quien  tendrá  acción 
contra  sus  vendedores  en  caso  que  éstos  le  hubieran 
vendido  privadamente  lo  que  aparece  vendido  por 
instrumento  público  debidamente  inscrito,  contra  cu- 
ya validez  no  ha  reclamado  Chacón,  estableciendo  ac* 
ción  alguna  (artículo  267,  Código  Civil,  y  297  y  314 
del  Código  de  Procedimientos  Civiles);  XI — Que  los 
daños  y  perjuicios  no  proceden  sino  desde  la  notifi- 
cación de  la  demanda,  y  eso  excluyendo  expresamen- 
te los  frutos  que  se  han  pretendido  cobrar,  pues  se- 
gún el  dictamen  pericial  no  los  ha  habido  por  estar 
de  montaña  la  tierra  retenida  por  Chacón,  porque  és- 
te debe  reputarse  como  poseedor  de  buena  fe,  pues 
los  hechos  que  ha  probado  inducen  á  creerlo  (artículo 
286  del  Código  Civil)'*; 

4? — En  virtud  de  alzada  interpuesta  por  el  de- 
mandado, pasaron  los  autos  á  la  Sala  Primera  de  A- 
pelaciones,  quien  por  sentencia  dictada  á  la  una  de  la 
tarde  del  primero  de  Febrero  de  este  año,  confirmó 
en  todas  sus  partes  la  de  primera  instancia  y  con  a- 
poyo  en  los  artículos  1,073  y  1,074,  Código   de   Pro- 
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cedimientos  Civiles,  condenó  al  apelante  en  las  costas 
personales  y  procesales  de  ambas  instancias; 

5? — El  apoderado  del  demandado  ha  interpues- 
to recurso  de  casación  contra  la  sentencia  de  segunda 
instancia,  por  los  siguientes  motivos:  "i9 — Interpre- 
tación errónea  y  consiguiente  violación  del  artículo 
1 9  del  Código  de  Procedimientos  Civiles;  2? — Viola- 
ción de  los  artículos  1,025  y  1,081  del  Código  Civil; 
264,  265  y  316  en  relación  con  el  719,  todos  del  mis- 
mo Código;  3® — Error  de  hecho  en  la  apreciación 
de  la  prueba  pericial;  4? — Violación  de  los  artículos 
719,  Código  Civil,  y  314  de  Procedimientos  Civiles; 
5? — Error  de  derecho  en  la  apreciación  de  las  decla- 
raciones de  los  vendedores  señores  Cristina  Espinach 
y  Gonzalo  Figueroa,  y  mala  interpretación  del  artí- 
culo 756,  Código  Civil;  69 — Violación  de  los  artícu- 
los 87  y  88,  Código    de    Procedimientos   Civiles";   y 

79 — En  los  procedimientos  no  se  nota  defecto;  y 

Considerando: 

Primero:  en  cuanto  á  la  violación  del  artículo  i9 
del  Código  de  Procedimientos,  que  no  hay  la  falta  de 
personería  pasiva  que  se  pretende,  porque  cada  uno 
de  los  compradores  representa  al  vendedor  en  cuanto 
á  la  parte  de  terreno  vendido  á  ambos  de  que  se  en- 
cuentran respectivamente  en  posesión;  con  lo  que 
queda  contestado  lo  que  á  la  del  1,025  del  Código 
Civil  se  contrae; 

Segundo:  que  como  no  se  trata  en  el  caso  con- 
creto de  aumento  ni  disminución  de  precio,  está  fuera 
de  lugar  la  cita  del  artículo  1,081  del  Código  Civil; 

Tercero:  que  las  demás  citas  relativas  á  infrac- 
ciones de  leyes,  ni  se  explican  debidamente,  ni  po- 
drían referirse  con  vislumbre  de  lógica  á  la  discusión 
en  que  el  litigio  consiste;  siendo  evidente,  por  otra 
parte,  que  por  las  condiciones  en  que  los  dos  contra- 
tos á  la  misma  finca  relativos  se  verificaron,  lo  esta- 
tuido por  la  sentencia  que  e!  recurso  impugna  es  lo 
que  piden  de  consuno  el  derecho  estricto  y  la  equi- 
dad,— que  amparan  nuestras  leyes; 
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Cuarto:  que  ni  error  de  hecho  ni  de  derecho  re- 
sulta demostrado  en  cuanto  á  la  apreciación  de  las 
pruebas;  y 

Quinto:  en  cuanto  á  las  citas  al  Código  de  Pro- 
cedimientos relativas,  que  no  se  está  en  ninguno  de 
los  casos  en  que  por  violación  de  leyes  de  esa  espe- 
cie cabe  el  recurso  de  que  se  trata,  por  lo  que  en  es- 
te asunto  no  ha  debido  entenderse  admitido  en  lo  que 
á  esos  puntos  respecta. 

Por  tanto,  y  de  conformidad  con  los  artículos  980 
y  983  del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  declara-  , 
se  sin  lugar  la  casación  demandada,  con  costas  á  car- 
go del  recurrente,  y  con  certificación  de  la  presente, 
vuelvan  los  autos  al  tribunal  de  su  origen  para  los  e- 
fectos  de  ley. — A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — 
Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Orea- 
muño. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 

Alvarado  Matarrita 

(i  20'  p.  m. — Abril  26) 

En  la  causa  seguida  en  la  Alcaldía  de  Liberia, 
como  Juzgado  del  Crimen  por  ministerio  de  la  ley, 
contra  Lucas  Alvarado  Matarrit?.  de  diez  y  nueve 
años,  telegrafista  y  vecino  de  la  villa  de  Las  Cañas, 
por  el  delito  de  homicidio  en  la  persona  del  señor 
Carlos  Alpízar  Alvarado,  Jefe  Político  de  aquel  can- 
tón, hecho  que  ocurrió  en  dicho  lugar,  como  entre 
las  cuatro  y  cuatro  y  media  de  la  tarde  del  primero 
de  Julio  de  mil  novecientos  tres;  en  la  cual  son  par 
tes,  además  el  representante  del  Ministerio  Público  y 
el  señor  Licenciado  Ricardo  Jiménez  Oreamuno,  ma- 
yor, abogado  y  de  este  vecindario,  como  defensor  del 
reo; 

Resultando: 

1 9 — El  Alcalde  de  Liberia,  con  apoyo  en  los 
artículos  JJJ,  yjt,  779  y  781,  Parte  III  del  Código 
General,  35  y  36  de  la  ley  de  17  de  Octubre  de  1864, 
414  y  10  (incisos  5?  y  9?)  del  Código   Penal,    falló   á 
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las  ocho  de  la  mañana  del  veintiocho  de  Noviembre 
del  año  próximo  pasado,  declarando  autor  del  hecho 
referido  á  Lucas  Alvarado  Matarríta,  con  lugar  las 
eximentes  5?  y  9?  del  artículo  10  del  Código  Penal, 
y,  por  lo  mismo,  exento  de  toda  pena  y  responsabi- 
lidad al  reo  por  ese  hecho; 

2? — En  virtud  de  alzada  interpuesta  por  el  señor 
Agente  Fiscal  de  Liberia,  pasaron  los  autos  á  la  Sala 
Segunda  de  Apelaciones,  quien  á  lass  nueve  y  media 
de  la  mañana  del  trece  de  Febrero  último,  condenó 
á  Lucas  Alvarado  Matarrita,  como  autor  del  crimen 
referido,  á  la  pena  de  seis  meses  de  presidio  interior 
en  San  Lucas,  previa  rebaja  del  tiempo  de  prisión,  y 
á  las  accesorias  de  ley.  Dicha  Sala  se  fundó  en  los 
artículos  18  de  la  ley  de  8  de  Julio  de  1902,  2?  de  la 
ley  de  3  de  Julio  de  1903,  i9,  15  y  33  del  Código  Pe- 
nal, y  en  las  razones  siguientes:  "I — Consta  de  modo 
indudable  en  los  autos,  que  Alfonso  Alvarado  en  va- 
rias ocasiones  se  resistió  á  obedecer  las  órdenes  del 
Jefe  Político  Carlos  Alpízar;  y  que  desobedeció  el 
día  que  ocurrió  el  crimen  la  orden  de  captura  dada 
por  éste  al  policial  Alcibíades  Guerra,  lo  que  provocó 
la  actitud  asumida  por  la  autoridad.  Sin  desconocer 
qáH  el  dicho  Jefe  Político  en  esa  ocasión,  como  en 
otras  varias,  procedió  incorrectamente,  pues  está  de- 
mostrado que  recurría  á  menudo  á  medios  violentos 
para  hacerse  obedecer,  no  puede  admitirse,  sin  gran 
peligro  para  el  orden  publico,  y  sin  falsear  por  su 
base  el  principio  de  autoridad,  que  ciudadano  alguno, 
cualquiera  que  sea  su  posición  y  sus  antecedentes,  se 
enfrente  á  las  autoridades  de  policía  y  las  desobedez- 
ca abiertamente,  pretextando  falta  de  jurisdicción  ó 
alegando  especiales  instrucciones  de  un  Secretario  de 
Estado.  La  ley  brinda  á  todo  miembro  del  cuerpo 
social  remedios  contra  los  abusos  de  los  depositarios 
de  la  autoridad.  Alvarado  debió  obedecer  las  órde- 
nes de  Alpízar  y  si  éstas  eran  ilegales,  le  quedaba 
expedita  la  vía  para  obtener  el  castigo  de  la  arbitra- 
riedad del  funcionario;  pero  en  ningún  caso  tuvo 
derecho  para  desobedecer  á  la  primera  autoridad  del 
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cantón.  Su  negativa  &  comparecer  á  la  Jefatura  Po 
lítica,  primero,  y  á  darse  preso,  después,  fueron  inde- 
bidas, aunque  resultaran  arbitrarias  las  órdenes  de 
presentación  y  captura.  Fué,  pues,  el  señor  Alfonso 
Alvarado  quien  provocó  el  lance  con  la  autoridad;  y 
los  medios,  aunque  violentos,  usados  por  ella  para 
hacerse  respetar,  no  pueden  constituir  la  agresión 
ilegítima  que  la  ley  requiere  para  eximir  de  respon- 
sabilidad al  pariente  en  el  caso  del  inciso  '5?  del  ar- 
tículo 10,  Código  Penal.  II.  —  Aun  admitiendo 
que  existiera  la  agresión  ilegítima,  tampoco  cabria  la 
eximente  citada,  porque  no  podría,  sin  violentar  el 
sentido  de  la  ley  y  sin  echar  por  tierra  las  declara- 
ciones del  proceso,  sostenerse  que  hubo  necesidad 
"racional"  del  medio  empleado  para  repelerla.  Exal- 
tado por  la  resistencia  de  Alfonso  Alvarado,  Alpízar 
le  intimaba  revólver  en  mano  la  orden  de  darse  preso, 
pero  nada  demuestra  que  estuviera  en  peligro  de 
muerte  Alvarado.  A  pesar  de  lo  que  duró  la  brega, 
Alpízar  no  disparó  ni  una  vez  su  revólver,  y  como,  á 
pesar  de  los  esfuerzos  de  la  defensa,  no  se  ha  podido 
demostrar  que  Alpízar  tuviera  instintos  de  asesino,  ni 
antecedentes  que  hicieran  verosímil  que  él  diera 
muerte  á  Alvarado,  la  intimación  en  la  forma  qu^l 
la  hacía  no  pudo  tomarse  racionalmente  como  una 
amenaza  de  muerte  sino  como  un  medio — común- 
mente adoptado  por  la  policía — para  hacerse  obede- 
cer en  trances  difíciles.  Lucas  Alvarado  (véase 
folio  cuarenta  y  dos  vuelto)  llegó  al  lugar  del  lance, 
tomó  nota  del  suceso,  fué  á  armarse  para  resistir  tam- 
bién á  la  policía  y  ha  dado  muerte  á  Alpízar  cuando 
éste  exigía  de  Alfonso  Alvarado,  que  seguía  resis- 
tiendo, que  se  diera  preso.  Del  hecho  de  haber  se- 
guido disparando  y  de  su  resistencia  á  la  policía,  ya 
muerto  Alpízar,  se  deduce  que  no  mató  á  Alpízar 
por  librar  de  la  muerte  sino  por  librar  de  la  prisión  á 
su  padre;  y  hasta  podría  establecerse  que  lo  que  de- 
terminó su  actitud  no  fué  el  temor  de  que  asesinaran 
al  autor  de  sus  días  ó  de  que  siguieran  ultrajándolo, 
sino  el  espíritu  de  rebelión  contra  la  autoridad.  III. — 
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Todos  los  razonamientos  que  contiene  el  fallo  recu- 
rrido para  demostrar  que  la  conducta  del  Jefe  Polí- 
tico Alpízar  fué  incorrecta  y  aun  delictuosa,  no  bas- 
tan a  disculpar  la  desobediencia  de  Alfonso  Alvarado, 
ni  mucho  menos  el  homicidio  perpetrado  por  su  hijo 
Lucas  Alvarado.  El  único  caso  en  que  esa  resisten- 
cia habría  sido  no  sólo  legítima  sino  aun  plausible, 
convirtiendo  en  ilegítima  la  agresión  de  la  autoridad 
y  disculpando  la  conducta  del  matador  de  Alpízar, 
habría  sido  el  de  que  el  Jefe  Político  ordenara  á  Al- 
fonso Alvarado  que  cometiera  un  delito  6  una  acción 
á  las  claras  reñida  con  la  moralidad  ó  las  buenas  cos- 
tumbres. En  todos  los  demás  casos  es  necesario  que 
todo  ciudadano  acate  las  órdenes  de  la  autoridad 
constituida  inmediatamente,  quedándole  á  salvo  su 
derecho  para  acusar  al  funcionario  ante  quien  corres- 
ponda, por  el  abuso,  ó  por  la  violencia,  ó  por  cual- 
quier ilegalidad.  Establecer  otra  cosa,  sería  abrir  la 
puerta  á  innúmeros  abusos  y  dejar  á  las  autoridades 
en  una  posición  siempre  desairada  y  peligrosa.  IV. — 
La  alegación  de  la  fuerza  irresistible,  que  el  fallo  re- 
currido acoge,  carece  de  justificación.  Si  casualmen- 
te se  hubiera  hallado  armado  del  rifle  winchester  Lu- 
cas Alvarado  cuando  ocurrió  el  lance  y  ante  lo  que 
el  pudo  creer  agresión,  ilegítima  contra  su  padre,  hu- 
biera disparado,  podría  pasar  tal  eximente.  Pero  él 
llegó  al  lugar  del  suceso,  fué  á  armarse,  volvió  arma- 
do, disparó  con  puntería  certera,  vio  caer  mortalmen- 
te  herido  á  Alpízar  y  ha  seguido  disparando,  ya  al 
aire,  ya  contra  otras  personas,  y  ha  forcejado  largo 
rato  resistiendo  á  la  policía.  No  aparece  ni  remota- 
mente en  el  hecho  el  elemento  de  la  fuerza  irresisti- 
ble. El  amor  de  hijo  y  la  inexperiencia  de  los  pocos 
años,  si  él  hubiera  visto  realmente  en  peligro  de 
muerte  á  su  padre,  lo  habrían  lanzado  ciego  desde  el 
primer  momento  contra  el  agresor  y  no  le  habrían 
aconsejado  el  ir  á  armarse  de  un  rifle  para  venir  á 
darle  muerte.  Donde  hay  fuerza  irresistible  no  hay 
la  deliberación  que  tan  palmariamente  revela  el  acto 
de  Lucas  Alvarado.     V. — Existe,  en  consecuencia,  l¿i 
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responsabilidad  del  procesado  como  autor  del  homi- 
cidio de  que  se  trata.  El  caso  está  comprendido  en 
el  inciso  2?  del  artículo  414  del  Código  Penal,  y  la 
Sala  tiene  por  comprobadas  en  favor  del  reo  las  ate- 
nuantes 6?,  7?,  9?  y  14?  del  artículo  11  ibídem,  por 
lo  que,  en  atención  á  que  hay  dos  de  esas  atenuantes 
muy  calificadas  y  que  no  concurren  agravantes»  re- 
baja tres  grados  de  la  pena  normal,  (Artículo  75,  Có- 
digocitado)  é  impone  presidio  interior  menor  en  su  gra- 
do mínimo,  que  fija  en  seis  meses,  con  las  accesorias 
de  los  artículos  38  y '39  del  mismo  Código"; 

39 — Eldefensordel  procesadoyel  señor  Fiscal  de 
Corte  han  interpuesto  recurso  de  casación  de  la  sen- 
tencia de  segunda  instancia:  el  primero  por  violación 
del  artículo  10  (incisos  4?,  5?  y  9?)  del  Código  Penal, 
y  error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de 
la  prueba;  y  el  segundo  por  violación  del  artículo  12 
(incisos  I?,  5?,  69  y  13?),  Código  Penal,  al  no  estimar  la 
Sala  de  instancia  en  cuenta  las  circunstancias  á  que 
ellos  se  refieren  y  mala  aplicación  de  la  pena,  con 
violación  del  artículo  74  ibídem; 

4? — En  los  procedimientos  no  se  nota  defecto;  y 

Considerafulo: 
En  cuanto  al  recurso  del  reo: 

1 9 — Para  determinar  la  procedencia  ó  no  de  las 
circunstancias  eximentes  alegadas  por  la  defensa  y 
desconocidas  por  la  Sala  sentenciadora,  precisa  ana- 
lizar la  prueba  constante  en  autos,  de  la  cual  resultan 
justificados:  a) — La  índole  naturalmente  irascible  del 
señor  Alpízar,  que,  acostumbrado  además  á  los  rigo- 
res de  la  disciplina  militar  y  á  los  hábitos  de  mando 
que  la  vida  de  cuartel  cría,  ejercitaba  su  autoridad 
con  el  empleo  de  innecesarias  violencias  y  se  enfure- 
cía con  la  más  ligera  contradicción  á  sus  órdenes  ó 
voluntades;  b) — La  hostilidad  manifiesta  que  desde 
un  principio  puso  en  su  trato  y  relaciones  con  el  se- 
ñor Alfonso  Alvarado,  á  quien  deseaba  humillar  por 
cualquier  medio,  y  quien,  para   eludirla,  se  vio  preci- 
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sado  á  abandonar  temporalmente  la  población  de  su 
domicilio,  c) — La  diligencia  con  que  el  señor  Alva- 
rado  buscó  la  protección  de  las  autoridades  superio- 
res, las  cuales  proveyeron  en  conformidad  con  su 
queja,  pero  de  quienes  no  obtuvo  amparo  efícaz  y 
práctico  contra  las  persecuciones  de  aquel  funciona- 
rio, que  no  quiso  acatar  las  instrucciones  de  sus  jefes 
en  el  respecto,  d)  —El  hecho  de  que  el  señor  Alpí- 
zar,  arrogándose  el  conocimiento  de  un  negocio  ex- 
traño á  su  jurisdicción  y  relacionado  con  el  señor 
Alvarado,  hizo  á  éste  citación  para  que  se  presentara 
en  su  despacho,  sin  que  bastaran  las  requisiciones  de 
sus  jefes,  á  que  aquel  funcionario  desistiera  del  pro- 
pósito de  efectuar  á  todo  trance  y  por  cualquier  me- 
dio la  comparecencia  del  citado,  e) — La  circunstan- 
cia de  que,  sin  acatamiento  á  las  disposiciones  legales 
que  establecen  los  medios  de  compulsión  contra  el 
citado  inobediente,  el  señor  Alpízar  ordenó  la  inme- 
diata captura  del  señor  Alvarado — con  expresión  de 
realizarla — como  hubiera  lugar — frase  que  autorizaba 
á  los  agentes  de  la  fuerza  pública  para  el  empleo  de 
todo  recurso  extremo  y  que  revelaba  en  el  funciona- 
rio ordenador  el  ánimo  de  llevar  el  conflicto  á  sus 
finales  y  más  estragosas  consecuencias,  f) — El  hecho 
de  que  el  señor  Alvarado,  protegido  por  una  comu- 
nicación del  Ministerio,  la  mostró  para  justificar  su 
aparente  inobediencia,  y  el  de  que,  á  ese  tiempo,  é 
imponiéndose  el  Jefe  Político  oficios  propios  de  los 
agentes  subalternos,  se  apersonó  individual  y  empe- 
ñosamente en  el  acto  de  aprisionamiento  que  se  pre- 
tendía, para  evitar  el  cual  el  señor  Alvarado  acudió  á 
la  fuga  y  buscó  refugio  en  el  interior  de  una  casa 
cercana,  g) — La  tenacidad  con  que  el  señor  Alpízar 
fué  en  pos  del  perseguido  y  la  que  lo  condujo,  fuera 
de  todas  las  reglas  observables  en  el  caso,  á  entrar, 
sin  formalidad  alguna,  en  aquella  casa  particular,  con 
sorpresa  de  sus  moradores  y  con  evidente  quebranto 
de  las  garantías  que  amparan  la  inviolabilidad  del 
domicilio,  h) — El  hecho,  á  toda  luz  y  por  todo  ex- 
tremo vituperable,   de  usar   contra   su  perseguido  el 
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bastón  ó  palo  que  portaba,  en  ocasión  en  que  éste  se 
encontraba  indefenso  y  desarmado  y  en  que  era,  por 
lo  mismo,  no  sólo  innecesario  sino  oprobioso,  acudir 
á  tales  sistemas  para  efectuar  la  captura,  i) — La  ac- 
titud amenazante  del  señor  Alpízar,  que  ciego  de 
coraje  y  ostentando  el  revólver  desnudo,  acompañaba 
tales  actos  agresivos,  con  frases  como  la  de  **el  que 
se  meta,  perece",  reveladoras  de  una  intención  hecha 
de  usar  el  arma  ya  dispuesta; 

2? — En  el  ultimo  momento  de  esa  serie  de  actos, 
llega  á  noticia  del  reo  la  situación  de  conflicto  en  que 
se  encontraba  su  padre;  y  si  para  quienquiera  que 
los  presenciara,  ellos  significaban  un  estado  de  peligro 
grave  contra  el  perseguido,  la  certidumbre  del  riesgo 
tenía  que  ser  completa  en  el  ánimo  del  reo,  conoce- 
dor de  los  antecedentes  que  engendraron  los  últimos 
sucesos.  Entre  esas  circunstancias  es  que  el  proce- 
sado acude  al  lugar  de  los  acontecimientos,  ve — ame- 
nazado por  el  revólver  de  un  enemigo,  persistente  en 
sus  determinaciones,  fiero  de  carácter,  aficionado  por 
temperamento  y  por  educación  á  recursos  de  violen- 
cia— á  su  padre  indefenso;  siente,  con  la  natural 
vehemencia  del  amor  filial,  que  su  vida  depende  de 
aquellos  instantes,  y  dispara; 

3? — El  recuento  de  los  hechos  expuestos,  com- 
probados todos  plenamente,  inspira  á  este  Tribunal 
la  convicción  de  que  el  procesado  obró  á  impulso  de 
una  fuerza  irresistible.  Es  instintivo  el  movimiento 
de  defensa  que  un  hijo  emplea  en  la  de  su  padre  á 
quien  considera  en  mortal  peligro;  y  en  hacerlo,  no 
sólo  obedece  al  ímpetu  irreprimible  de  su  amor,  sino 
que  acata  una  ley  moral  á  cuyo  cumplimiento  no 
puede  sustraerse  quien  esté  normalmente  conformado 
en  la  constitución  de  sus  sentimientos.  Verdad  que 
de  obrar  el  reo  con  más  cautela,  pudo  evitarse  toda 
desgracia,  si  el  señor  Alpízar  no  hubiese  llegado  á 
disparar  contra  su  perseguido;  pero  exigfir  que  un 
hijo  en  tales  instantes  hiciera  cálculo  de  las  proba- 
bilidades del  peligro  y  se  mantuviera  en  espera,  que 
importaba  la  posibilidad  de  su  realización  irremedia* 
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ble,  es  desconocer  la  naturaleza  del  sentimiento  que 
lo  dominaba  y  que  tenía  que  operar  en  él  un  arrebato 
inconciliable  con  toda  reflexión; 

4? — Estimando  este  Tribunal  que  en  la  especie 
procede  el  indicado  motivo  de  disculpa  y  que  la  Sala 
de  instancia  erró  de  hecho  y  de  derecho  en  la  apre- 
ciación de  las  pruebas,  es  inútil  analizar  si  la  otra 
causa  de  exención — la  legítima  defensa — aparece  ó 
no  completa  en  sus  requisitos  esenciales. 

En  cuanto  al  recurso  del  Ministerio   Fiscal: 

Ünico. — Alega  esta  demanda  la  mala  gradua- 
ción de  la  pena,  por  mala  cuenta  y  apreciación  de  las 
circunstancias  agravantes  y  de  atenuación  que  condi- 
cionan el  Qaso,  en  concepto  del  recurrente;  pero  pro- 
cediendo en  el  de  esta  Sala,  una  causa  eximente  de 
responsabilidad,  resulta  inoñciosa  toda  consideración 
relativa  á  la  fíjación  de  la  pena; 

Por  tanto,  y  de  acuerdo  con  los  artículos  i9  y  2?, 
caso  5?,  de  la  ley  numero  19  de  9  de  Junio  de  1899, 
y  977  del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  declá- 
rase con  lugar  la  casación  pedida  por  el  defensor  del 
reo  y  nula,  por  consiguiente,  la  sentencia  de  la  Sala 
Segunda,  y  sin  lugar  la  pedida  por  el  señor  Fiscal 
de  Corte. — A.  Alvarado.— J.  Fed.  González. — Nico- 
lás Oreamuno. — Melchor  Cañas. — F.  Aguilar  B. — 
Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


Nota. — El  Conjuez  Aguilar  Barquero  declara 
sin  lugar  el  recurso  del  Ministerio  Público,  porque  no 
militan  las  circunstancias  agravantes  apuntadas  en 
los  incisos  I?,  59,  69  y  13?  del  artículo  12  del  Código 
Penal. 

No  hubo  de  parte  del  procesado  cautela  ni  en- 
gaño alguno;  obró  en  momentos  en  que  el  señor  Jefe 
Político  Alpízar  se  encontraba  armado  y  en  actitud 
amenazante  para  don  Alfonso  Alvarado.  Tampoco 
tenía  la  seguridad  de  herir  sin  riesgo  para  su  persona. 

No  abusó  de  la  superioridad  de   arma,  porque  á 
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corta  distancia,    como    estaban    Alvarado  y  Alpízar^ 
el  arma  de  éste  servía  para  la  defensa. 

No  se  ejecutó  el  delito  con  desprecio  ú  ofensa  de 
la  autoridad,  pues  la  intención  de  Alvarado  fué  la 
de  auxiliar  á  su  padre. 

También  declara  sin  lugar  el  recurso  del  encau- 
sado, en  virtud  de  no  haber  existido  la  necesidad  ra- 
cional del  medio  que  se  empleó,  y  de  faltar  la  fuerza 
irresistible,  en  el  verdadero  sentido  que  ésta  ha  de 
tomarse. 

Hay  fuerza  irresistible  ''cuando  falta  la  voluntad, 
la  libertad  del  individuo.  El  estado  de  arrebato  en 
que  las  pasiones  colocan  á  los  hombres,  es  siempre 
resistible,  mientras  la  voluntad  se  mantenga  física- 
mente libre  ó  no  se  haya  perdido  la  razón*'. 

La  causa  arroja  un  dato  que  aleja  la  eximente 
de  fuerza  irresistible,  cual  es  el  de  que  el  encausado 
cuando  le  dijeron  que  maltrataban  á  su  padre,  ar.tes 
de  ocurrir  al  escenario,  se  dirigió  á  su  casa  para  ar- 
marse: deliberó  y  es  por  esto  que  no  puede  mirársele 
en  el  estado  psicológico  que  impone  la  exención,  y  sí 
con  atenuantes  muy  calificadas,  entre  ellas  la  i?,  4?, 
6?,  7?  del  Código  Penal.— F.  Aguilar  B.— Ante  mí,— 
Alfonso  Jiménez. 

HjtLLWIG  V.   GUZMÁN  Y  TRAUBE 

(i  55'  p.  m. — Abril  27) 

En  las  diligencias  de  ejecución  de  la  sentencia 
recaída  en  el  juicio  ordinario  establecido  en  el  Juzga- 
do Civil  de  Cartago  por  la  señora  Federica  Hellwig 
Muller  de  Jegel,  mayor,  de  oficios  domésticos  y  veci- 
na de  Cartago,  contra  los  señores  Simeón  Guzmán 
Contreras  y  José  Traube  Tichy,  comerciante  y  cerve- 
cero, respectivamente,  mayores  y  del  mismo  vecinda- 
rio, sobre  propiedad  de  una  finca  y  otros  puntos;  en 
las  cuales  aparecen  como  partes  además  de  los  seño- 
res Hellwig  y  Traube,  los  señores  Licenciado  Anto- 
nio Zelaya  Villegas,  mayor,  abogado  y  de  este  vecin- 
dario, como  apoderado  de  aquélla,  y   Salvador   Gur- 
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dián  Icaza,  mayor,  agricultor  y  vecino  de  Cartago, 
como  albacea*  de  la  sucesión  del  señor  Guzmán  y  a- 
poderado  del  señor  Aurelio  López  Calleja  y  Basulto, 
por  sí  y  como  padre  legítimo  de  los  menores  Lidia, 
Amparo  y  Juan  López  Calleja  y  Guzmán; 

^       Resultando: 

i9 — Que  el  expresado  señor  Traube  y  los  here- 
deros del  señor  Guzmán,  en  escrito  de  catorce  de  no- 
viembre de  mil  novecientos  uno,  comparecieron  ma- 
nifestando que  el  fallo  que  deñnió  este  litigio,  conde- 
nó á  la  señora  de  Jegel  á  pagar  á  Simeón  Guzmán  la 
suma  de  ocho  mil  colones,  con  intereses  de  uno  por 
<:iento  desde  la  fecha  del  contrato,  con  deducción  de 
los  abonos  hechos  por  la  deudora, — y  condenó  á  Guz- 
mán á  otorgarle  escritura  de  propiedad  de  la  fábrica 
(Cervecería  del  León),  previo  pago  del  valor  adeuda- 
do por  ella;  y  que  para  que  la  señora  dicha  sepa  el 
^aldo  que  ha  de  pagar  y  reciba  su  escritura,  presen- 
tan la  liquidación  correspondiente  á  fín  de  que  se  le 
dé  el  trámite  de  ley,  la  cual  cuenta  es  así:  cantidad  o- 
riginal  ocho  mil  colones;  intereses  de  uno  por  ciento 
^obre  la  suma  anterior,  desde  el  veintinueve  de  enero 
•de  mil  ochocientos  noventa  y  dos  hasta  esa  fecha  ó 
sea  en  ciento  diez  y  ocho  meses,  nueve  mil  cuatro- 
cientos cuarenta  colones;  total:  diez  y  siete  mil  cua- 
trocientos cuarenta  colones; 

29 — Que  el  apoderado  de  la  señora  de  Jegel  con- 
testó la  audiencia  que  se  le  conñrió,  objetando  las  dos 
partidas  de  capital  é  intereses,  pues  dice  que  de  autos 
consta  que  Guzmán  no  hizo  desembolso  efectivo  de 
los  ocho  mil  colones  que  costó  en  remate  la  Cervece- 
ría del  León,  sino  que  el  precio  fué  cargado  con  inte- 
reses, en  una  cuenta  corriente  con  la  señora  Jegel, 
cuenta  á  la  cual  abonó  laexpresada  señora  más  de  diez 
y  seis  mil  colones,  resultando  por  consiguiente  que 
por  cuenta  de  ese  precio  la  señora  Jegel  no  le  debe  ni 
un  centavo  á  Guzmán  ni  á  nadie,  y  que  tomados  en 
«cuenta  los  abonos  hechos  por  la  misma  y  los  intereses 
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de  esos  abonos  desde  sus  respectivas  fechas,  el  saldo 
de  la  cuenta  corriente  dicha  no  es  ni  puede  ser  el  que 
se  pretende,  ni  ese  saldo,  si  es  que  alguno  resulta,  pue- 
de considerarse  como  precio  ó  parte  del  precio  de  la 
cervecería;  que  la  causa  del  saldo  ó  deuda  que  puede 
resultar  de  la  liquidación  de  la  cuenta  corriente  será 
el  contrato  de  cuenta  corriente,  mas  no  el  de  compra- 
venta de  la  cervecería,  ni  la  del  suplemento  del  dine- 
ro; y,  por  otro  lado,  estando  condenados  Guzmán  y 
Traube  á  pagarle  á  la  Jegel  los  daños  y  perjuicios  que 
le  ocasionaron  con  el  contrato  privado  de  venta  de  la 
cervecería,  dicha  señora  no  puede  ser  deudora  de  a- 
quéllos,  pues  la  diferencia  que  hoy  tienen  las  mejoras 
efectuadas  en  la  cervecería  y  el  que  se  ha  mandado  á 
pagar,  constituye  un  daño  y  perjuicio  que  esos  seño- 
res deben  pagar  por  mitades  en  virtud  de  la  sentencia 
recaída  en  el  juicio;  y  por  todos  esos  motivos  alegó 
extinción  de  la  deuda  que  pueda  resultar  contra  la 
señora  Jegel  de  la  liquidación  que  se  haga  de  la  cuen- 
ta  corriente,  ello  en  la  parte  en  que  la  confusión  ha  de 
tener  efecto;  pues  no  es  su  propósito  renunciar  á  la 
diferencia  que  por  daños  y  perjuicios  puedan  resultar 
á  favor  de  dicha  señora; 

3? — Que  el  Juez  de  Cartago,  con  apoyo  en  los 
artículos  781  y  783  del  Código  Civil,  y  1,054  y  1,072 
del  de  Procedimientos  Civiles,  á  la  una  de  la  tarde 
del  veintinueve  de  junio  del  año  próximo  anterior, 
condenó  á  hi  señora  de  jegel  á  pagar  la  suma  de  sie- 
te  mil  cuarenta  y  dos  colones  por  principal  y  seis  mil 
novecientos  setenta  y  un  colones  cincuenta  y  ocho, 
céntimos  de  intereses  vencidos  hasta  la  fecha  de  la 
iniciación  de  este  incidente,  ó  sea  un  total  en  esa  fe- 
cha de  catorce  mil  trece  colones  cincuenta  y  ocho 
céntimos,  y  las  costas  procesales  del  incidente; 

4? — Que  el  apoderado  de  la  señora  de  Jegel  a- 
peló  de  la  resolución  dicha  y  en  segunda  instancia  ex- 
puso que  ios  herederos  declarados  del  señor  Guzmán 
no  tienen  derecho  ninguno  contra  su  poderdante  ni  en 
este  asunto  ni  en  ninguno  con  él  relacionado,  pues 
existe  una  transacción  general  constante  en  escrito  de 
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doce  de  mayo  de  mil  novecientos  tres,  que  en  lo  con- 
ducente dice:  "Aurelio  López  Calleja  Basulto,  por 
81  y  como  padre  de  sus  tres  menores  hijos  y  como 
tutor  testamentario  de  Gonzalo  Guzmán  Ramírez;  A- 
lejandro  Guzmán  Aguilar,  Hermógenes  y  Elena  Guz- 
mán Ramírez,  únicos  herederos  de  don  Simeón  Guz- 
mán Contreras,  por  una  parte,  y  Federica  Hellwig  de 
Jegel  y  José  Chaves,  de  único  apellido,  por  la  otra, 
han  convenido  en  lo  siguiente:  por  la  suitaa  de  mil 
cien  colones  que  recibirán  de  los  dos  primeros  al  pre- 
sentarse este  escrito  al  Juzgado,  los  segundos  renun- 
cian á  todo  derecho  contra  aquéllos,  por  razón  de  to- 
das las  cuestiones  judiciales  habidas  entre  la  señora  de 
Jegel  y  don  Simeón  Guzmán;  comprendiendo  esta  re- 
nuncia tanto  las  cuestiones  pendientes  como  los  re- 
clamos que  en  lo  futuro  pudieran  venir  por  razón  de 
la  venta  de  la  "Cervecería  del  León*'  hecha  por  don 
Simeón  Guzmán  á  don  José  Traube,  ya  en  lo  princi- 
pal ó  por  daños  y  perjuicios  liquidados  ó  por  liqui- 
darse. La  señora  de  Jegel  y  el  reñor  Chaves  se  re- 
servan todos  sus  derechos  contra  el  señor  Traube  por 
razón  de  los  referidos  asuntos,  y  los  herederos  del  se- 
ñor Guzmán  renuncian  á  todo  reclamo  que  por  estas 
cuestiones  pudieran  tener  contra  la  señora  de  Jegel  y 
el  señor  Chaves.  En  consecuencia,  quedan  autoriza- 
dos los  herederos  del  señor  Guzmán  para  retirar  los 
depósitos  que  han  constituido  en  estos  juicios,  opera- 
ción para  la  cual  comisionan  á  don  Alfredo  Volio  Ji- 
ménez; y  los  exponentes  Hellwig  de  Jegel  y  Chaves 
comisionan  á  don  Ernesto  Martin  Carranza  para  re- 
cibir los  mil  cien  colones  antes  referidos";  y  fundó  su 
gestión  en  los  artículos  1,367,  1,368  y  1,385  del  Códi- 
go Civil  y  239  del  de  Procedimientos  Civiles; 

59 — Que  la  Sala  Primera  de  Apelaciones, por  re- 
solución de  las  tres  de  la  tarde  del  ocho  de  noviem- 
bre del  año  próximo  pasado,  declaró  con  lugar  la  ex- 
cepción de  transacción  alegada  y  que  en  consecuencia 
no  ha  lugar  al  cobro  sobre  que  versa  este  incidente, 
por  las  razones  siguientes:  **i? — Que  los  términos 
generales  y  absolutos  en  que   se   halla   concebida   la 


—  248  — 

transacción  en  referencia,  alejan  toda  duda  en  cuanta 
á  la  intención  de  las  partes  para  concluir  todo  recla- 
mo que,  como  el  presente,  provenga  de  la  compra- 
venta de  la  ''Cervecería  del  León"  que  hizo  don  Simeón 
Guzmán  en  asta  pública  por  cuenta  de  la  señora  Je- 
gel;  2? — Que  la  alegación  de  la  parte  contraria  de 
que  la  transacción  no  tiene  el  alcance  que  quiere  dár- 
sele, que  ella  comprende  los  derechos  que  tenían  los 
sucesores  de-  Guzmán  en  el  momento  de  transar,  pero 
no  los  presentes,  por  habérselos  cedido  el  causante  á 
don  José  Traube,  con  anterioridad,  es  inadmisible  por- 
que lo  cedido  fué  la  acción  rescisoria  por  falta  de  pa- 
go del  precio  de  la  cervecería,  mas  no  el  crédito  que 
ahora  se  reclama"; 

69 — Que  el  señor  Traube  ha  interpuesto  recurso 
de  casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por 
error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  del  do- 
cumento que  prueba  la  transacción,  con  violación  de 
los  artículos  737,  741,  1,022,  1,023,  1,025,  1,061, 
1,110  y  1,372  del  Código  Civil,  y  287  y  1,095  del  de 
Procedimientos  Civiles;  y  que  el  apoderado  especial 
del  señor  López  Calleja  también  ha  interpuesto  el 
mismo  recurso  por  violación  de  los  artículos  1,280, 
1,368  en  relación  con  el  1,061,  todos  del  Código  Ci- 
vil, y  968  del  de  Procedimientos  Civiles; 

79 — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Coftsiderando  : 

1 9 — El  presente  debate  judicial  en  los  procedi- 
mientos de  ejecución  del  fallo  dictado  por  este  Tribu- 
nal el  día  veintitrés  de  junio  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  ocho  y  de  la  sentencia  de  fondo  consiguiente, 
pronunciada  el  once  de  julio  del  mismo  año,  versa 
únicamente  sobre  el  incidente  de  liquidación  del  cré- 
dito del  señor  Simeón  Guzmán  contra  la  señora  Fe- 
derica Hellwig  de  Jegel  por  la  suma  de  ocho  mil 
colones  y  sus  intereses  al  uno  por  ciento,  que  pagó  el 
primero  por  el  remate  verificado  en  él  de  la  "Cerve- 
cería  del   León/'  en  la  ciudad  de  Cartago^  celebrado 
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'él  día  veintinueve  de  enero  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  dos; 

2V — En  cumplimiento  de  los  fallos  mencionados, 
debió  el  señor  Guzmán  presentar  la  cuenta  corriente 
con  la  señora  de  Jegel,  en  la  cual  aparece  cargado  el 
valor  de  los  ocho  mil  colones  y  sus  respectivos  intere- 
ses, é  indicar  el  saldo  definitivo,  aceptado  por  ella  6 
aprobado  por  sentencia  firme,  y  otorgar  la  es- 
critura publica  de  propiedad  de  la  cervecería  en 
favror  de  dicha  señora,  para  cumplir  de  esta  manera 
las  obligaciones  que  le  impusieron  las  sentencias  indi- 
<:adas;  pero  en  vez  de  hacer  eso,  el  señor  Guzmán 
presentó  con  fecha  treinta  y  uno  de  julio  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  ocho  demanda  ordinaria  contra  la 
-señora  de  Jegel  para  que  se  declarase  rescindido  el 
contrato  celebrado  con  ella  de  trasmisión  de  la  pro- 
piedad de  la  cervecería,  sin  estar  aun  perfeccionado 
este  contrato  y  sin  que  Guzmán  por  su  parte  hubiera 
cumplido  con  las  obligaciones  que  le  correspondían. 
En  el  mismo  libelo  de  demanda  cedió  el  señor  Guz- 
mán todos  sus  derechos  para  el  ejercicio  de  la  acción 
rescisoria  al  señor  José  Traube  y  Tichy,  quien  aceptó 
la  cesión  y  continuó  el  juicio  hasta  que  por  sentencia 
ejecutoria  se  declaró  sin  lugar  la  expresada  demanda; 

3? — No  fué  sino  después  de  la  muerte  del  señor 
Guzmán  cuando  sus  sucesores  presentaron  con  fecha 
<:atorce  de  noviembre  de  mil  novecientos  uno  una  li- 
quidación limitada  al  cobro  de  la  suma  de  los  ocho 
mil  colones,  precio  del  remate  de  la  "Cervecería  del 
León,"  y  sus  intereses  al  uno  por  ciento  en  ciento 
diez  y  ocho  meses,  componiendo  un  total  de  diez  y 
siete  mil  cuatrocientos  cuarenta  colones,  para  que  la 
señora  de  Jegel  fuera  oída  sobre  esa  cuenta  y  com- 
probara los  abonos  que  disminuyeran  la  suma  indica- 
ba. La  expresada  señora  se  opuso  á  esa  liquidación, 
exponiendo  que  el  causante  don  Simeón  Guzmán 
cargó  el  precio  de  la  cervecería  á  la  cuenta  corriente 
-que  entre  él  y  ella  existía  y  á  la  cual  cuenta  había 
hecho  la  deudora  abonos  de  mucha  importancia  que 
cubrían  el  valor  de  lo  que  ahora  se  cobra; 
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4^ — Este  incidente  no  debió  continuar  desde- 
que  se  verificó  la  transacción  de  doce  de  mayo  de  mi^ 
novecientos  tres  que  contiene  el  documento  certifica- 
do en  el  desglose  de  segunda  instancia,  transacción 
celebrada  entre  los  herederos  del  señor  Guzmán  y  la 
señora  de  Jegel,  en  virtud  de  la  cual  quedaron  termi- 
nadas todas  las  cuestiones  judiciales  habidas  entre 
ellos,  tanto  los  reclamos  pendientes  como  los  que  en 
lo  futuro  pudieran  venir  por  razón  de  la  venta  de  la 
^'Cervecería  del  León;*'  y  la  Sala  Primera  de  Apela- 
ciones, fundada  en  el  artículo  239  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Civiles,  procedió  correctamente  al  admi- 
tir y  declarar  con  lugar  la  transacción  alegada  y  sii> 
lugar  el  cobro  que  se  pretende,  todo  de  acuerdo  con 
lo  que  disponen  los  artículos  1367,  1371  y  1385  del 
Código  Civil; 

5? — El  señor  Traube  en  su  recurso  de  casación 
expone  muchos  razonamientos  contra  la  sentencia  de 
segunda  instancia  y  alega  violación  de  varias  leyes 
que  dice  se  ha  cometido  en  esa  resolución;  pero  todos 
sus  argumentos  con  respecto  á  la  excepción  de  tran- 
sacción opuesta  pueden  reducirse  á  dos:  i9  que  di- 
cha transacción  no  tiene  el  alcance  que  la  Sala  de 
instancia  ha  querido  darle;  y  2?,  que  ella  no  puede 
perjudicar  los  derechos  que  el  recurrente  tiene  por 
efecto  de  la  cesión  que  Guzmán  le  hizo  de  la  acción 
rescisoria  de  que  se  trata  en  el  considerando  segundo- 
de  esta  resolución.  Contra  estos  argumentos  debe 
decirse:  que  los  términos  absolutos  y  bien  explícitos 
de  la  transacción  manifiestan  claramente  la  intención 
de  las  partes  de  terminar  sus  cuestiones  y  concluir 
con  todo  reclamo,  y  en  cuanto  á  la  cesión  de  derechos 
de  Guzmán  á  Traube,  que  no  fueron  otros  que  los  re- 
lativos á  la  acción  rescisoria  establecida  en  la  deman- 
da de  treinta  y  uno  de  julio  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  ocho,  y  ésta  fué  declarada  sin  lugar  por  la 
sentencia  que  causó  ejecutoria,  de  veintitrés  de  octu- 
bre de  mil  novecientos  uno; 

6? — Alega  el  recurrente  señor  Traube  que  á  pe- 
sar de  haber  perdido  el  pleito  en  que  ejercitó  la  ac- 
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ción  rescisoría,  puede  establecerla  de  nuevo  en  virtud 
de  los  derechos  que  se  le  habían  cedido,  pero  esta 
alegación  es  infundada  porque  la  cesión  se  reñere  úni^ 
camente  á  la  acción  rescisoria  establecida  en  la  de- 
manda de  treinta  y  uno  de  julio  de  mil  ochocientos 
noventa  y  ocho,  de  que  se  ha  hecho  mérito,  y  porque 
el  señor  Guzmán  no  sólo  no  tenía  la  acción  que  cedió, 
conforme  fué  declarado  por  sentencia  fírme,  sino  que 
ni  siquiera  llegó  á  adquirirla  antes  de  su  puertey  por 
consiguiente  no  ha  podido  trasmitirse  á  sus  suceso- 
res, por  no  haber  cumplido  por  su  parte  con  las  obli- 
gaciones del  contrato  de  venta  de  la  Cervecería 
del  León,  celebrado  con  la  señora  de  Jegel  (artículo 
692  del  Código  Civil); 

7? — En  virtud  de  las  consideraciones  anteriores, 
debe  concluirse  con  que  no  ha  habido  la  violación  de 
las  leyes  que  se  citan  en  el  recurso  del  señor  Traube 
y  que  por  lo  mismo,  debe  declararse  improcedente;  y 

8? — En  cuanto  al  recurso  interpuesto  por  el  se- 
ñor Salvador  Gurdián  y  á  la  ampliación  del  mismo 
presentada  en  el  acto  de  la  vista  de  este  negocio,  bas- 
ta decir:  que  los  motivos  de  fondo  alegados  envuel- 
ven cuestiones  que  no  han  sido  propuestas  ni  debati- 
das oportunamente  por  los  litigantes  durante  esta 
contienda  y  por  lo  tanto  no  pueden  ser  objeto  de  esta 
resolución,  de  conformidad  con  lo  dispuesto  por  el 
artículo  959  del  Código  de  Procedimientos  Civiles; 

Por  tanto,  y  de  acuerdo  con  los  artículos  980  y 
983  del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  declárase 
sin  lugar  la  casación  pedida,  con  costas  á  cargo  de  los 
recurrentes,  y  con  certiñcación  de  la  presente  vuelvan 
los  autos  al  tribunal  de  su  procedencia. — A.  Alvara- 
do. — ^J.  Fed.  González. — A.  Zambrana. — Melchor 
Cañas. — F.  Echeverría  G. — Ante  nií, — Alfonso  Jimé- 
nez. 
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Wahle  V.  Muñoz 
(2  p.  m. — Mayo  3) 

En  el  juicio  ordinario  sobre  reivindicación  y  otros 
puntos,  establecido  en  el  Juzgado  Civil  de  la  provin- 
cia de  Cartago,  por  el  señor  Carlos  Walfgang  Wahle 
von  Schoter,  mayor,  casado,  agricultor  y  vecino  de 
esta  ciudad,  contra  Klías  Muñoz  Fonseca,  mayor,  co- 
merciante y  domiciliado  en  la  ciudad  de  Cartago,  en 
el  cual  son  partes  además  los  señores  Licenciados 
Francisco  Aguilar  Barquero  y  Jenaro  Leiva  Quirós, 
ambos  mayores,  abogados  y  de  este  vecindario,  como 
apoderados  del  actor  y  demandado,  respectivamente; 

Resultando: 

I? — Que  el  actor  en  su  escrito  de  demanda  ex- 
presa, que  el  demandado  señor  Muñoz,  según  su  pro- 
pia confesión,  compró  un  día  ''sábado",  diez  y  seis  de 
abril  de  mil  novecientos  cuatro,  á  un  desconocido, 
quien  le  dijo  llamarse  Antonio  Moya,  quince  quinta* 
les,  catorce  libras  de  café  beneñciado,  que  fueron  sus- 
traídos de  la  hacienda  del  exponente,  situada  en  ''Ca- 
chi" de  la  provincia  de  Cartago;  que  el  hurto  y  todos 
los  detalles  que  á  él  se  refieren  constan  de  las  dili- 
gencias certificadas  que  acompaña;  que  en  la  respec- 
tiva causa  que  instruye  el  señor  Juez  del  Crimen  de 
dicha  provincia,  se  ha  dictado  ya  auto  motivado  de 
prisión  y  se  ha  atestiguado  que  el  café  que  compró  el 
señor  Muñoz  salió  del  beneficio  del  actor  y  le  pertene- 
ce; que  la  propiedad,  en  general,  se  trasmite  por  con- 
venio; y  como  no  ha  pactado  con  el  señor  Muñoz,  el 
café  que  existe  en  su  poder  es  sólo  de  su  propiedad; 
que  quien  ha  perdido  una  cosa  mueble,  ó  á  quien  se 
la  han  robado,  puede  reivindicarla  en  el  término  de 
tres  años;  que  la  única  excepción  para  el  poseedor  de 
la  cosa  robada,  es  la  de  haber  comprado  en  feria  ó 
venta  pública  ó  á  un  mercader  que  vende  cosas  se- 
mejantes; que  el  señor  Muñoz  no  compró  en  tales 
condiciones,  pues  median  las  siguientes  circunstan- 
cias:  a)  no  se  llama  feria  ó  venta  pública,  en  el  sen- 
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tido  de  la  ley,  el  establecimiento  que  el  señor  Muñoz 
tiene  en  la  esquina  Sur-Oeste  del  mercado  de  Carta- 
go;  que,  por  otra  parte,  puede  6  no  estar  en  comuni- 
cación con  todo  el  local,  según  que  se  quiera:  b)  que 
en  la  ciudad  de  Cartago,  desde  tiempo  inmemorial  se 
han  designado  para  días  de  feria  6  mercado  los  jue- 
ves y  domingos:  c)  que  el  señor  Muñoz,  según  sus 
palabras,  compró  su  café  en  día  sábado,  como  á  las 
ocho  de  la  mañana;  y  d)  que  el  vendedor  ni  tiene  fin- 
ca de  café,  ni  beneficio,  ni  aun  lo  conocía  el  compra- 
dor, pues  dice  que  le  dijo  llamarse  Antonio  Moya; 
por  lo  que  fundado  en  los  artículos  840,  481  y  264 
del  Código  Civil,  demanda  al  señor  Muñoz  para  que 
se  le  obligue  á  devolverle  la  cantidad  de  café  referida, 
por  pertenecer  al  demandante; 

2? — El  demandado  contestó  negativamente  la 
acción; 

3? — El  Juez  Civil  de  Cartago,  con  apoyo  en  los 
artículos  719  y  763,  Código  Civil,  338,  339  (inciso  5?) 
y  1072  del  de  Procedimientos  Civiles,  falló  á  las  dos 
de  la  tarde  del  treinta  de  noviembre  del  año  próximo 
pasado,  declarando  con  lugar  la  tacha  puesta  al  testi- 
go Félix  Zúñiga,  y  la  demanda  establecida  y,  en  con- 
secuencia, que  el  demandado  señor  Muñoz  está  en  la 
obligación  de  devolver  al  actor  señor  Wahle  los  quin- 
ce quintales,  catorce  libras  de  café  que  tiene  en 
depósito,  una  vez  que  cese  éste;  y  de  pagarle,  además, 
á  título  de  daños  y  perjuicios,  el  interés  legal  sobre  el 
precio  de  dicho  café,  desde  la  notificación  de  esta  de- 
manda, y  las  costas  procesales.  El  Juez  consideró: 
"  1 9 — Que  la  circunstancia  de  haberse  establecido  la 
presente  demanda  en  reclamo  del  café  depositado  en 
el  demandado  de  orden  del  señor  Juez  del  Crimen  de 
esta  provincia,  en  la  causa  que  en  dicho  Juzgado  se 
sigue  por  hurto  de  ese  artículo  al  demandante,  de  su 
beneficio  de  Cachi,  contra  Antonio  Moya,  permite  to- 
mar en  cuenta  las  actuaciones  judiciales  verificadas 
en  ese  proceso  para  estimar  la  identidad  del  café  re- 
clamado y  la  propiedad  que  sobre  el  mismo  tenga  el 
señor  Wahle,  pues  esas  actuaciones  pueden  y   deben 
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tenerse  por  documentos  públicos  con  fuerza  probato- 
ria en  este  juicio»  de  lo  que  en  ellas  consta,  mientras 
el  demandado  no  reclame,  como  no  lo  ha  hecho,  so- 
bre su  autenticidad,  alegando  inexactitud  6  diferencia 
(artículos  202,  209,  210  y  281,  Código  de  Procedi- 
mientos Civiles);  2? — Que  atendido  eso,  se  desprende 
de  la  certificación  acompañada  á  la  demanda  y  de  la 
pedida  en  la  secuela  del  juicio  con  citación  del  de- 
mandado, que  el  café  sobre  que  versa  este  juicio  es  el 
sustraído  del  beneficio  de  Cachi,  del  actor,  en  la  no- 
che del  quince  de  abril  de  este  año,  pues  así  lo  refiere 
Samuel  Moya,  la  persona  que  sirvió  de  porteador  del 
mismo,  y  se  corrobora  con  las  declaraciones  recibidas 
dentro  de  esta  demanda  y  con  el  dictamen  de  peritos 
vertido  en  la  causa  criminal  citada.  Además,  con  la 
confesión  del  señor  Muñoz,  quien  no  niega  que  el  diez 
y  seis  (al  día  siguiente)  le  compró  el  café  al  individuo 
llamado  Antonio  Moya.  3? — Que  sólo  se  nota  una 
marcada  diferencia  de  lo  dicho  con  lo  establecido  en 
la  demanda  y  es  que  en  ésta  se  reclama  café  vendido 
''el  sábado  seis  de  abril  de  este  año"  y  no  el  sábado 
diez  y  seis  de  abril,  como  ocurrieron  los  hechos,  se- 
gún queda  expuesto;  pero  esa  diferencia  se  salva  to- 
mando en  cuenta  que  es  un  error  de  escritura  por 
defecto,  pues  puesta  en  cifra  la  fecha,  indudablemen- 
te lo  que  ocurrió  fué  que  suprimieron  la  cifra  uno  an- 
tes del  seis,  desde  luego  que  el  día  citado,  sábado,  si 
coincide  en  el  almanaque  y  no  calza  ese  mismo  día 
con  el  seis  simplemente.  (Artículo  10 16,  Código  Ci- 
vil). 4? — Que  establecida  la  identidad  del  café  recla- 
mado con  el  que  delictuosamente  salió  del  beneficio 
del  actor,  y  confesado  por  el  señor  Muñoz  que  él  lo 
compró  á  Antonio  Moya,  es  el  caso  de  entrar  á  re- 
solver si  la  compra  de  tal  mueble  ó  muebles  fué  bien 
hecha  como  la  hizo  el  demandado.  5? — Que  para  de- 
cidir sobre  ese  punto,  deben  tomarse  en  cuenta  las 
circunstancias  de  la  venta  evidenciadas  en  autos  y  el 
alcance  legal  en  este  caso  del  artículo  481  del  Código 
Civil.  69 — Que  dentro  de  eso  resulta:  que  la  compra 
la  hizo  Muño¿  á  Antonio  Moya  ^n  el  establecimiento 


—  255  — 

-de  comercio  del  primero,  situado  en  la  esquina  Sur- 
Ocste  del  edificio  del  Mercado  Público  de  Víveres  de 
«sta  ciudad,  un  día  sábado,  como  á  las  ocho  de  la  ma- 
ñana, y  siendo  así,  no  se  llenaron  en  la  negociación 
las  prescripciones  de  ley,  pues  siendo  un  artículo 
mueble  robado  (café)  el  que  sirvió  de  objeto  del  trato» 
para  que  se  hubiera  comprado  bien  con  perjuicio  de 
Wahle  era  necesario  que  la  adquisición  se  hubiera  he- 
■cho  con  las  formalidades  usuales  en  feria  ó  venta  pu- 
blica ó  á  un  comerciante  conocido  como  vendedor  de 
ese  artículo.  Ahora  bien:  debemos  descartar  el  pri- 
mer caso  á^  feria  por  no  haber  en  Costa  Rica  esa  cla- 
se de  comercios;  y  tomando  en  cuenta  el  segundo  de 
venia  pública,  se  nota  que  la  compra  se  efectuó  no  en 
un  establecimiento  dedicado  á  la  venta  sola  ó  especial 
de  dicho  grano,  sino  en  una  vinatería  y  pulpería  co- 
mo cualquiera  otra,  situada  no  en  el  interior  del  Mer- 
cado dicho  sino  en  sus  departamentos  exteriores,  y 
no  por  el  dueño  de  ese  establecimiento  sino  al  con- 
trario que  éste  le  compró  á  un  desconocido.  La  ven- 
ta pública  debe  considerarse  la  que  se  hace  dentro  de 
los  mercados  ó  en  establecimientos  dedicados  al  tráfico 
de  artículos  determinados,  mas  no  la  que  en  este  caso 
se  hizo.  De  otro  lado,  el  vendedor  tampoco  es  cono- 
cido como  comerciante  vendedor  de  café,  y  está  com- 
probado que  ni  hace  ese  comercio  ni  es  dueño  de  ca- 
fé; 7? — Que  expuesto  lo  anterior  debe  dictarse  sen- 
tencia favorable  á  las  pretensiones  de  la  demanda,  por 
ser  el  caso  de  reivindicación  de  muebles  robados  y 
•adquiridos  sin  los  requisitos  de  ley;*' 

4? — La  Sala  Primera  de  Apelaciones,  quien  co- 
noció del  asunto  en  virtud  de  alzada  interpuesta  por 
-el  demandado,  dictó  sentencia  á  la  una  de  la  tarde  del 
diez  de  febrero  del  año  en  curso,  en  la  cual,  con  fun- 
damento en  los  artículos  264,  295,  316  y  320  del  Có- 
digo Civil,  1072  y  1075  del  de  Procedimientos  Civi- 
lesy  confirmó  la  sentencia  apelada,  excepto  en  cuanto 
^  refiere  al  pago  de  intereses,  de  los  que  absolvió  al 
demandado,  con  costas  procesales  del  juicio  á  cargo 
-de  éste; 
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¡9 — El  demandado  ha  interpuesto  recurso  de  ca- 
sación de  la  sentencia  de  segunda  instancia,  por  los 
motivos  siguientes:  i? — Violación  de  los  artículos  720 
en  relación  con  el  691,  9  y  780,  todos  del  Código  de 
Procedimientos  Civiles;  2? — Error  de  hecho  y  de  de- 
recho en  la  apreciación  de  la  prueba,  con  violación  de 
los  artículos  256  ibídem  y  481  y  725,  Código  Civil; 

69 — No  se  nota  defecto  en  los  procedimientos  y 

Considerando: 

I? — Los  artículos  691,  720  y  780,  Parte  tercera 
del  Código  General  de  1841,  no  han  sido  infringidos 
porque  no  rigen  el  caso  de  autos  en  que  el  dueño  con 
acción  de  dominio  pide  la  entrega  del  café  que  se  le 
sustrajo,  acción  que  ha  podido  deducirse  como  conse- 
cuencia del  fallo  dictado  por  la  justicia  represiva 
(Artículo  7?  del  Código  de  P/ocedimientos  Civiles); 
pero  que  también  es  procedente  por  separado  ante  los 
tribunales  civiles  (Artículo  264  del  Código   Civil); 

2? — Los  artículos  725,  Código  Civil,  y  256,  Pro- 
cedimientos Civiles,  no  son  aplicables  al  caso  porque 
no  se  trata  de  cosa  juzgada  y  porque  las  pruebas  han 
sido  pedidas  con  citación  contraria,  y  la  apreciación 
de  ellas  es  correcta,  puesto  que  las  certiñcaciones 
ofrecen  testimonios  sobre  la  sustracción  del  café  y  de- 
ben considerarse  como  documentos  auténticos,  por 
haber  sido  extendidos  por  autoridades  judiciales  y 
han  sido  estimadas  por  los  tribunales  sentenciadores 
entre  las  demás  pruebas  aducidas,  las  cuales,  aun  sin 
tomar  en  cuenta  las  certificaciones,  acreditan  la  pro- 
piedad del  actor  sobre  el  café  reclamado  (Artículos 
732  y  735  del  Código  Civil); 

3? — No  hay  error  de  hecho  ni  de  derecho  en  la 
apreciación  de  la  prueba  con  violación  del  artículo 
481,  Código  Civil,  pues  Muñoz  no  ha  justificado  que 
el  café  le  fuese  vendido  con  las  formalidades  usuaíes 
en  feria  ó  venta  pública  ó  por  mercader  que  vende 
cosas  semejantes;  el  demandado  confiesa  que  compró 
día  sábado»  y  en  Cartago,  donde  se  hizo  el  trato,  los 
días  de  mercado  son  jueves  y  domingo,  y   vendió  un 
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desconocido,  no  un  mercader  de  café,  quien  no  tiene 
hacienda  ni  beneficio  ni  acostumbra  negociar  con  ese 
fruto; 

Por  tanto  y  de  acuerdo  con  los  artículos  980  y 
983  del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  declárase  . 
sin  lugar  la  casación  demandada,  con  costas  á  cargo 
del  recurrente,  y  con  certificación  de  la  presente  vuel- 
van los  autos  á  la  Sala  de  su  procedencia. — A.  Alva- 
rado. — J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A. 
Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfon- 
so Jiménez. 

\         

Rojas  v.  Iglesias 

{2j^  p.  m. — Mayo  4. ) 

En  el  juicio  ordinario  sobre  pago  de  colones  y 
otros  puntos  establecido  en  el  Juzgado  primero  Civil 
de  esta  ciudad  por  el  señor  José  Mercedes  Rojas  Al- 
faro,  mayor  de  edad,  agricultor  y  vecino  de  la  ciudad 
de  Cartago,  contra  los  señores  Fernando,  médico,  Al- 
fonso, empleado  publico,  y  María  Joaquina,  de  oficios 
domésticos,  todos  Iglesias  Tinoco,  mayores  de  edad  y 
de  este  vecindario,  como  herederos  de  la  sucesión  de 
la  señora  Enriqueta  Tinoco  Iglesias.  El  segundo  de 
los  demandados  representa  á  los  otros  dos,  como  apo- 
derado generalísimo; 

Resultando: 

I? — Que  el  actor  manifiesta  en  su  libelo  de  de- 
manda, que  á  la  muerte  de  la  señora  Enriqueta  Tino- 
co Iglesias  entró  en  liquidación  la  sociedad  conyugal 
que  existió  entre  ésta  y  el  señor  Francisco  María 
Iglesias  Llórente,  quedando  un  crédito  á  su  favor  por 
la  suma  de  mil  setecientos  cincuenta  y  seis  colones, 
constante  en  dos  pagaré*  por  valor  uno  de  mil  colones 
y  otro  de  setecientos  cincuenta  y  seis;  ^ue  oportuna- 
mente hizo  gestiones  en  la  mortuoria,  sin  resultado 
favorable,  pues  se  distribuyeron  los  bienes  sin  tomar 
en  cuenta  su  reclamo,  y  aunque  estableció  juicio  eje- 
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cutivf  contra  los  herederos,  fué  revocada  la  ejecución, 
por  lo  que  con  fundamento  en  los  artículos  693,  741, 
1,022,  1,024.  674.  70J  y  704  del  Código  Civil,  deman 
da  á  los  señores  Iglesias  Tinoco,  expresados  anterior- 
mente, para  que  se  declare:  i9,  que  están  obligados  á 
responder  con  ios  bienes  que  heredaron,  de  la  deuda 
á  que  ha  hecho  referencia,  junto  con  los  intereses  á 
razón  de  uno  por  ciento  mensual,  desde  que  ven- 
cieron los  plazos  en  los  documentos  en  que  constan 
las  obligaciones;  2?,  que  deben  cancelarse  en  el  Re- 
gistro Público  las  inscripciones  hechas  en  favor  de  los 
herederos  de  los  bienes  de  la  sucesión  de  la  señora 
Tinoco  Iglesias;  y  3?,  que  han  de  pagársele  las  cosías 
personales  y  procesales  del  juicio; 

2? — Los  demandados  contestaron  negativamente 
la  acción  y  contrademandaron  ,al  actor  para  que  se 
declarase  que  sus  créditos  contra  la  sociedad  conyu- 
gal Iglesias  Llórente  y  Tinoco  Iglesias,  por  ser  escri- 
turarios y  de  fecha  anterior,  tienen  prelación  sobre  el 
que  alega  tener  el  señor  Rojas  Alfaro  contra  Ja  mis- 
ma sociedad;  reconvención  que    fué    negada  por  éste; 

3? — El  Juez  primero  Civil  dictó  sentencia  á  las 
nueve  de  la  mañana  del  veinte  de  setiembre  del  año 
próximo  pasado,  en  la  que  con  apoyo  en  los  artículos 
472,  595.  719,  720,  741  y.  1,024  del  Código  Civil,  ^7, 
348,  538,  589,  1,072  y  1,074  del  de  Procedimientos 
Civiles,  declaró  que  los  señores  Fernando,  Alfonso  y 
María  Joaquina  Iglesias  Tinoco,  como  herederos  de  la 
sucesión  de  la  señora  Enriqueta  Tinoco  Iglesias,  es- 
tán obligados  á  responder  con  los  bienes  que  hereda- 
ron, de  la  deuda  á  que  este  juicio  se  refiere,  junto  con 
sus  intereses  á  razón  del  uno  por  ciento  mensual  des- 
de el  vencimiento  del  plazo  estipulado  en  los  docu- 
mentos en  que  constan  las  obligaciones,  y  que  deben 
ser  canceladas  en  el  Registro  Público  las  inscripcio- 
nes hechas  á  favor  de  los  herederos,  de  los  bienes  de 
la  sucesión  mencionada;  y  condenó  á  los  demanda- 
dos en  las  costas  procesales  del  juicio; 

4? — En  virtud  de  alzada  interpuesta  por  los  de- 
mandados, pasaron  los    autos  á  la   Sala   Primera  de 
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Apelaciones,  quien,  con  cita  de  los  artículos  970  y  si- 
guientes, Parte  I  del  Código  General;  53^,  564,  226 y 
1,163  del  Civil  y  1,072  á  1,074  del  de  Procedimientos 
Civiles,  falló  á  las  dos  de  la  tarde  del  ocho  de  febrero 
del  año  en  curso  declarando  que  los  señores  Alfonso, 
Fernando  y  María  Joaquina  Iglesias  están  obligados 
á  responder  con  la  finca  perteneciente  á  la  sucesión 
de  la  señora  Enriqueta  Tinoco  Iglesi?i?,  situada  en 
Tuis,  al  pago  de  la  deuda  á  que  se  refiere  la  deman- 
da, junto  con  los  intereses  de  uno  por  ciento  mensual 
respecto  al  pagaré  de  setecientos  cincuenta  y  seis  pe- 
sos y  de  seis  por  ciento  al  año  en  lo  tocante  al  de  mil 
pesos;  sin  lugar  la  cancelación  reclamada  y  la  contra- 
demanda establecida,  y  condenó  al  perdidoso  en  las 
costas  procesales.  La  Sala  consideró:  "i9 — Que  la 
obligación  constante  en  los  pagarés  que  sirven  de  ba- 
se al  juicio  fué  contraída  por  el  señor  Francisco  Ma- 
ría Iglesias  en  vida  de  su  esposa  señora  Enriqueta 
Tinoco;  de  suerte  que  la  deuda,  con  arreglo  á  la  le- 
gislación anterior  á  la  actual,  que  es  la  que  regula  el 
caso,  debe  conceptuarse  como  crédito  contra  la  socie- 
dad conyugal;  2? — Que  si  bien  los  sucesores  de  la 
causante  pretenden  tener  mejor  derecho  que  el  actor 
para  que  se  les  paguen  con  bienes  de  la  dicha  sociedad 
cinco  mil  pesos  que  correspondían  como  parafernales 
á  su  señora  madre,  y  nueve  mil  cuarenta  y  nueve  pe- 
sos sesenta  y  cuatro  centavos  procedentes  de  un  cré- 
dito que  fué  de  Otto  Jonathan  Hübbe,  tales  preten- 
siones son  infundadas,  la  primera,  porque  la  suma 
procedente  de  parafernales  quedó  cancelada  en  escri- 
tura de  veintiocho  de  julio  de  mil  novecientos,  en  que 
los  expresados  sucesores  recibieron  en  pago  los  dere- 
chos hereditarios  que  al  cónyuge  sobreviviente  señor 
Iglesias  pertenecían  como  heredero  de  su  consorte  y 
de  sus  hijos  fallecidos;  y  la  segunda,  porque  el  crédi 
to  hipotecario  del  señor  Hübbe  contra  la  sociedad 
conyugal,  adquirido  por  el  heredero  Agustín  Iglesias, 
habiendo  pasado,  por  muerte  de  éste,  á  su  señor  pa- 
dre, quedó  extinguido  por  confusión  desde  que  los 
herederos  Iglesias  asumieron,  por  un  lado,  el  carácter 
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de  acreedores  como  dueños  del  crédito  que  pertenecía 
al  finado  Agustín,  y,  por  otro,  el  de  deudores,  como 
representantes  de  la  sociedad  conyugal,  sobre  la  que 
pesaba  la  obligación  de  satisfacer  la  deuda  á  que  el 
presente  juicio  se  refiere;  3? — Que  aunque  la  mayor 
parte  de  los  bienes  inventariados  y  repartidos  eran 
de  las  sucesiones  de  los  señores  Enrique,  Agustín  y 
Francisco  José  Iglesias  Tinoco,  á  la  mortuoria  de  su 
señora  madre  pertenecía  indudablemente,  como  bien 
ganancial,  la  finca  de  Tuis,  cuyo  valor  tiene  que  apli- 
carse ante  todo  al  pago  de  la  deuda  reclamada;  4? — 
Que  para  hacer  efectivos  los  derechos  del  actor  con- 
tra los  demandados  por  la  responsabilidad  pecuniaria 
á  que  están  sujetos  como  herederos  de  la  señora  Tino- 
co, no  sólo  es  innecesario  mandar  cancelar  las  inscrip- 
ciones de  sus  hijuelas,  sino  que  el  hacerlo  implicaría 
cierta  contradicción  desde  el  momento  que  se  declara 
que  ellos  responden  con  esos  bienes  al  reclamo  del 
demandante.  Además,  no  habiéndose  demandado  la 
nulidad  ó  ineficacia  de  las  adjudicaciones  de  donde 
proceden  las  hijuelas,  sería  impropia  la  cancelación  de 
las  referidas  inscripciones,  una  vez  que  queda  subsis- 
tente el  acto  á  que  deben  su  origen;  5? — Que  respec- 
to al  pago  de  intereses  debe  observarse  que  en  lo  re- 
lativo al  documento  de  setecientos  cincuenta  y  seis 
colones,  sí  corresponde  fijar  los  estipulados  de  uno 
por  ciento  mensual;  pero  que  en  cuanto  al  otro  de  un 
mil  pesos,  no  habiéndose  determinado  interés,  pues  el 
deudor  dejó  al  acreedor  la  facultad  de  hacerlo  como 
quisiera, — estipulación  que  es  contraria  á  derecho, — 
debe  fijarse  el  tipo  legal  del  seis  por  ciento  al  año;" 
S? — Ambas  partes  han  interpuesto  recurso  de 
casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia;  el  ac- 
tor por  los  siguientes  motivos:  i9 — Violación  de  los 
artículos  838  del  Código  Civil  y  87  (inciso  2?)  del  de 
Procedimientos  Civiles,  y  aplicación  indebida  del 
1,163,  Código  primeramente  citado;  y  2? — ^Violación 
é  interpretación  errónea  de  los  artículos  1,073  Y  1*074, 
Código  de  Procedimientos  Civiles.  El  demandado, 
por  infracción  de  los  artículos  719,  785,  826  y  828  en 
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relación  con  el  535,  todos  del  Código  Civil;  87  y  88 
del  de  Procedimientos  Civiles;  970  y  974,  Código  Ci- 
vil de  1 84 1  en  relación  con  el  535  del  Civil  vigente; 
incongruencia  en  el  fallo,  y  error  de  hecho  y  derecho 
en  la  apreciación  de  la  cuenta-partición  de  los  bienes 
de  las  mortuorias  acumuladas  délos  señores  Enrique- 
ta Tinoco,  Enrique,  Francisco  José  y  Agustín  Iglesias 
Tinoco; 

69 — No  se  nota  defecto  en  los  procedimientos;  y 

Considerando: 

1 9 — Que  el  recurso  del  actor  tiene  fundamento 
legal  porque  no  habiéndose  hecho  reclamación  opor- 
tuna contra  el  interés  de  uno  por  ciento  mensual  de 
uno  de  los  créditos  que  se  cobran,  la  sentencia  de  se- 
gunda instancia  no  ha  podido  rebajarlo  como  lo  hace; 

29 — En  cuanto  á  costas,  que  no  se  está  en  nin- 
guno  de  los  casos  en  que  la  condenación  en  costas 
personales  corresponde; 

39 — En  cuanto  al  de  los  demandados,  que  consta 
de  autos  que  han  sido  herederos  de  doña  Enriqueta 
Tinoco  de  Iglesias  y  don  Francisco  María  Iglesias 
por  mayor  suma  de  la  que  en  este  litigio  se  les  cobra, 
y  que  no  siendo  dable  la  preferencia  que  pretenden 
como  herederos  de  doña  Enriqueta,  para  cobrar  cosa 
alguna  de  la  herencia  antes  de  pagar  una  deuda  que 
era  común  de  sus  causantes,  dada  la  sociedad  legal 
que  entre  ambos  existía,  siendo  primero  pagar  que 
heredar,  han  sido  condenados  al  pago  con  justicia; 
pero  que  su  reclamo  es  aceptable  contra  lo  que  dis- 
pone la  sentencia  afectando  una  fínca  especial  á  la 
explicada  obligación,  aunque  ni  la  demanda  contiene 
reclamo  especial  respecto  de  esa  ñnca,  ni  se  trata  aquí 
del  ejercicio  de  una  acción  real  sobre  determinada  es- 
pecie, sino  de  una  acción  puramente  personal,  por  lo 
que  dicha  sentencia  concede,  en  efecto,  lo  que  no  se 
pide; 

Por  tanto,  y  con  presencia  de  los  artículos  963 
^incisos  i9  y  39)  y  977  del  Código  de  Procedimientos 
Civiles,  declárase  con  lugar   la   casación   pedida  por 
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ambas  partes  en  los  términos  referidos  y  nula  la  sen- 
tencia de  la  Sala  Primera. — A,  Alvarado. — J.  Fed. 
González. — A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ma- 
tías Trejos. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 

Rivera  Gamboa 

(  2  20'  p.  m. — Mayo  4 ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  primero  del 
Crimen  de  esta  provincia,  contra  Orlando.  Rivera 
Gamboa,  de  veintiocho  años,  comerciante,  colombia- 
no y  vecino  de  esta  ciudad,  por  el  delito  de  robo  co- 
metido en  perjuicio  de  la  señora  Narcisa  Arburola.. 
Son  partes,  además  del  reo,  su  defensor  señor  Ricar- 
do Brenes  Vo'io.  mayor,  agente  de  negocios  judicia- 
les y  de  este  vecindario,  y  el  representante  del  Minis- 
terio Público; 

Resultando: 

1 9 — Que  el  Juez  primero  del  Crimen  dictó  sen- 
tencia á  la  una  de  la  tarde  del  diez  y  seis  de  enero  de 
este  año,  en  la  que  condenó  al  procesado  como  autor 
del  delito  referido,  á  la  pena  de  un  año,  cinco  meses 
y  once  días  de  presidio  interior,  que  deberá  cumplir 
en  el  de  San  Lucas,  con  abono  del  tiempo  de  prisión; 
á  restituir  á  la  ofendida  los  objetos  robados  ó  pagarle 
su  valor,  así  como  los  daños  y  perjuicios  ocasionados 
con  el  delito,  y  á  quedar  suspenso  de  cargo  lí  oficia 
público  durante  el  tiempo  de  la  condena. — El  Juez 
consideró:  '*i9 — Que  con  la  prueba  testimonial  que 
se  relaciona  en  los  resultandos  segundo  y  tercero, 
(declaraciones  de  Ramona  Segura,  María  Artavia,  Jo- 
sefa Rojas,  Agustina  Cervantes,  Agustín  Sola,  Celina 
Villalta,  Manuel  Mora,  Graciela  Guillen,  Luis.Quirós, 
Ana  Cordero  y  Elisa  Cubero,)  con  lo  dictaminado  por 
los  peritos  don  Roberto  Carazo  y  don  Alberto  León 
Páez  (resultandos  69,  89  y  I29),  este  Tribunal  tie- 
ne por  cierto  que  Orlando  Rivera  le  robó  á  la 
ofendida  los  dos  pañolones  amarillos,  la  guitarra 
y  la  colcha,  y  por  lo    mismo    debe    condenarlo   á 
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las  penas  establecidas  por  la  ley.-— (Artículos  2? 
de  la  ley  de  3  de  julio  de  1903,  i?,  15  y  57  del 
Código  Penal;  2? — Que  no  habiendo  podido  identi- 
ficarse el  prendedor  de  oro  ni  los  dos  metros  de  gé- 
nero de  seda  empeñados  en  la  casa  de  préstamos  '*La 
Conñanza/'  ni  el  par  de  castañetas,  el  abrigo  y  los  dos 
muñecos,  por  no  haber  sido  habidos,  y  aunque  existe 
la  fuerte  presunción  de  que  quien  se  los  robó  fue  tam- 
bién el  procesado  Rivera,  tal  presunción  no  es  prue- 
ba suficiente  para  condenarlo  por  esos  objetos  y,  en 
consecuencia,  debe  absolvérsele  por  ellos  de  toda  pena 
y  responsabilidad.  (Ley  de  3  de  julio  de  1903);  3? 
— Que  el  dictamen  de  los  peritos  del  plenario  en  na- 
da demerita  lo  dictaminado  por  los  peritos  León  y 
Carazo,  pues  más  bien  lo  corroboran  en  cuanto  á  que 
la  cerradura  del  cofre  fué  forzada;  y  cualquier  duda 
que  pudiera  surgir  de  ciertas  afirmaciones  de  los  pri- 
meros queda  destruida  con  la  ampliación  de  los  se- 
gundos. (Resultandos  11  y  1 2.— rArtículo  18  déla 
ley  de  8  de  julio  de  1902).  4? — Que  estando  estima- 
dos por  los  peritos  del  plenario  los  objetos  aprehen- 
didos, en  cuarenta  y  cuatro  colones,  el  hecho  de  autos 
se  encuentra  comprendido  en  el  artículo  465  del  Có- 
digo Penal  y  es  castigado  con  presidio  interior  menor 
en  su  grado  medio.  5? — Que  ni  en  contra  ni  en  favor 
del  reo  existen  circunstancias  que  atenúen  ó  agraven 
la  pena  que  corresponde  al  delito,  razón  por  la  cual 
puede  recorrerse  toda  su  extensión  ai  aplicarla;  y 
aunque  el  señor  Francisco  Valdés  declara  haber  visto 
en  diversas  ocasiones  en  Panamá  á  Orlando  Rivera, 
observando  muy  buena  conducta,  sus  observaciones 
las  hizo  como  transeúnte;  mas  en  contra  de  tal  afir- 
mación está  la  declaración  de  don  Manuel  Antonio 
Serrano,  quien  fué.  informado  de  que  al  mismo  Rive- 
ra se  le  atribuía  el  robo  de  una  custodia  en  dicha  ciu- 
dad. (Artículos  74  del  Código  Penal  y  18  de  la  ley 
de  8  de  julio  de  1902).  69 — Que  en  mérito  de  lo  di- 
cho en  el  considerando  precedente,  este  Juzgado  fija 
la  duración  de  la  pena  á  que  el  reo  se  ha  hecho  acree- 
dor por  su  delito  en  un  año,  cinco  meses  y  once  días. 
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(Artículo  j6  del  Código  Penal).  7? — Que  también 
debe  condenarse  al  reo  á  las  penas  accesoriaiyr  abo- 
nársele la  prisión  sufrida.  (Artículos  25,  33,  38  y  95 
del  Código  Penal);" 

2? — Que  en  virtud  de  alzada  interpuesta  por  el 
defensor  del  procesado,  llegaron  los  autos  á  la  Sala 
Segunda  de  Apelaciones,  quien,  encontrando  arregla- 
da á  derecho  la  sentencia  apelada,  á  las  tres  de  la  tar- 
de del  veinticuatro  de  febrero  último  la  confirmó  en 
todas  sus  partes; 

3?  —Que  el  defensor  del  reo  ha  interpuesto  re- 
curso de  casación  de  la  sentencia  de  segunda  instan- 
cia por  violación  de  los  artículos  454  del  Código  Pe- 
nal, II  (inciso  14?)  255,  891  y  262,  Parte  III,  Código 
General;  y  por  error  de  hecho  en  la  apreciación  de  la 
prueba  testimonial; 

4? — Que  no  se  nota  defecto  en  los  procedimien- 
tos; y 

•   Considerando: 

1 9 — No  incurre  el  fallo  recurrido  en  la  violación 
de  los  artículos  255,  891  y  262  del  Código  de  Proce- 
dimientos Penales,  ni  en  la  del  artículo  454  del  Códi- 
go Penal;  no  en  la  del  primero,  porque  la  disposición 
que  él  establece  no  se  refiere  a  reconocimientos  peri- 
ciales practicados  durante  la  sumaria,  los  cuales  pue- 
den operarse  aun  sin  noticia  del  reo  (I-^y  de  8  de  ju- 
lio de  1902);  no  en  la  del  segundo,  porque  esa  regla 
alude  á  la  práctica  de  una  prueba  nueva  y  no  al  caso 
de  una  mera  ampliación  de  examen  ya  hecho,  la  cual 
pudo  omitirse  sin  perjudicar  la  verdad — en  el  proce- 
so  claramente  establecida-de  ser  de  robo  el  delito  que 
se  juzga,  desde  que,  lejos  de  contradecirse,  se  confor- 
man los  diversos  dictámenes  periciales  en  cuanto  al 
punto  de  que  hubo  fractura  del  cofre,  objeto  del  reco- 
nocimiento, y  porque — aun  teniendo  por  aplicable  ese 
texto — tal  motivo  de  casación,  que  es  de  forma — no 
ocasionaría  la  nulidad  del  fallo  sino  en  el  caso  de  ha- 
berse producido  indefensión  (Artículo  6?,  inciso  3?,  de 
la  ley  de  9  de  junio  de  1899);  no  en  la  del  tercero,  por- 
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que  antes  que  desconocer  su  valor  probatorio,  la 
sentencia  recurrida  concede  al  dictamen  pericial  todo 
el  que  la  ley  le  atribuye;  no  en  la  del  cuarto,  porque 
esa  es  la  ley  que  pena  el  delito  de  robo,  y  es,  por  lo 
mismo,  la  aplicable  á  esta  especie; 

2? — La  Sala  de  instancia  apreció  bien  la  prueba 
relativa  á  la  conducta  anterior  del  reo  acerca  de  la 
<:ual  no  hay  demostración  de  que  fuera  irreprochable, 
porque  sólo  hay  sobre  ese  punto  dos  testimonios  con- 
tradíctorios; 

.  Por  tanto,  y  de  acuerdo  con  los  artículos  980  y 
-983,  Código  de  Procedimientos  Civiles,  y  1 9  de  la  ley 
número  19  de  9  de  junio  de  1899,  declárase  sin  lugar 
la  casación  pedida  y  con  certificación  de  la  presente, 
devuélvanse  los  autos  á  la  Sala  de  su  procedencia. — 
A,  Alvarado. — ^J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jimé- 
nez.— A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, 
^ — Alfonso  Jiménez. 


Zamora  v,  Zamora 

(  2  s'  p.  m. — Mayo  9 ) 

En  el  juicio  ordinario  sobre  preferencia  de  un 
-crédito,  establecido  en  el  Juzgado  Civil  de  la  provin- 
<:ia  de  Heredia,  por  el  señor  Santiago  Zamora  García, 
mayor  de  edad,  agricultor  y  vecino  de  San  Antonio 
•de  Belén,  contra  el  concurso  de  Manuel  Zamora  Ro- 
dríguez, mayor,  agricultor  y  vecino  de  la  ciudad  de 
Santo  Domingo  de  Heredia,  representado  por  su  cu- 
rador suplente  señor  Leónidas  Loria,  de  único  ape- 
llido, mayor,  escribiente  y  vecino  de  la  ciudad  de 
Heredia; 

Resu/íando: 

1 9 — El  fin  de  la  demanda  es  que  se  declare  que 
el  crédito  de  dos  mil  doscientos  cincuenta  colones  é 
intereses  de  demora  estipulados  en  el  pagaré  que  le- 
galizó en  el  concurso  del  citado  Zamora  Rodríguez, 
•debe  ser  pagado  íntegro  con  preferencia  á  todo   otro 
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acreedor  del  concurso.  El  actor  expone  entre  otras 
razones:  que  la  sentencia  firme  cuya  ejecutoria  pre- 
senta, dispone  que  las  fincas á  que  ella  se  refiere  están 
afectas  al  pago  de  la  cantidad  que  se  le  adeuda  y  su& 
intereses  y  que  coq  el  producto  de  ellas,  debe  cubrir- 
se su  crédito  y  las  costas  personales  del  juicio  de  que 
ese  documento  habla,  preferencia  que  le  fué  descono- 
cida por  los  acreedores  del  concurso  en  ia  junta  de 
calificación  de  créditos.  El  actor  fiínda  su  demanda 
en  los  artículos  719,  720,721,  887,  910  y  911  del  Có- 
digo Civil,  645,  656  y  657  del  de  Procedimientos  y 
aduce  como  prueba  la  certificación  y  ejecutoria  que 
agregadas  corren  al  principio  del  juicio; 

2? — La  demanda  fué  contestada  negativamente 
por  el  demandado; 

3? — El  Juez  Civil  de  Heredia  falló  á  las  nueve 
de  la  mañana  del  diez  de  diciembre  del  año  próximo 
anterior,  declarando  sin  lugar  la  preferencia  deman- 
dada, con  costas  procesales  á  cargo  del  actor.  El 
Juez  se  apoyó  en  el  artículo  1072,  Código  de  Proce- 
dimientos Civiles,  y  en  las  razones  siguientes:  **i? — 
Que  la  ejecutoria  en  que  se  apoya  la  preferencia  ale- 
gada por  el  actor,  no  es  eficaz  contra  los  acreedores 
del  concurso  demandado,  pues  éstos  no  fueron  partes 
en  el  juicio  á  que  dicha  ejecutoria  se  contrae:  en  efec- 
to, consta  de  los  autos  de  la  insolvencia  que  la  de- 
manda se  inició  y  desarrolló  en  su  mayor  parte  sin 
que  se  declarara  el  estado  de  concurso  y,  por  lo  tan- 
to, cuando  el  curador  provisional  nombrado  no  asu- 
mía el  carácter  de  representante  de  los  acreedores^ 
sino  del  señor  Zamora  Rodríguez  únicamente,  por 
tratarse  en  aquella  fecha  de  una  simple  insolvencia. 
(Artículo  724,  inciso  i?,  Código  Civil).  2? — Que  el 
artículo  910  del  Código  citado  no  es  aplicable  en  la 
especie,  pues  los  acreedores  en  junta  no  han  renun- 
ciado á  ninguna  acción  rescisoria  ó  de  nulidad.  3? — 
Que  por  las  razones  expuestas,  y  en  razón  á  que  las 
sentencias  sólo  perjudican  á  las  partes  que  litigan,  de- 
be declararse  improcedente  la  demanda  establecida;*'' 

2? — Habiéndose  alzado  el   demandado,   pasaron 
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los  autos  á  la  Sala  Primera  de  Apelaciones,  quien  por 
resolución  dictada  á  las  dos  y  cuarto  de  la  tarde  del 
veinticinco  de  febrero  de  este  año,  confirmó  en  todas 
sus  partes  la  sentencia  apelada  y,  de  acuerdo  con  el 
artículo  1074  del  Código  de  Procedimientos  Civiles, 
condenó  al  perdidoso  en  las  costas  personales  y  pro- 
cesales del  juicio; 

3? — Contra  la  anterior  sentencia  ha  interpuesto 
recurso  de  casación  el  demandado,  alegando  infrac- 
ción de  los  artículos  720,  721,  722,  723,  910  y  925 
del  Código  Civil,  y  violación  de  los  910,  721,  723  y 
724  ibídem; 

4? — En  los  procedimientos  no  se  nota  defecto;  y 

Considerando: 

I? — La  ejecutoria  que  sirve  de  base  al  presente 
juicio.no  es  fundamento  legal  para  reclamar  la  prefe- 
rencia del  crédito  que  cobra  el  recurrente  con  respec- 
to á  los  demás  acreedores  del  concurso  de  Manuel  Za- 
mora Rodríguez,  porque  la  sentencia  que  contiene  la 
expresada  ejecutoría  declara  solamente  que  las  fincas 
inscritas  en  nombre  de  la  señora  Delfina  Campos 
González,  esposa  del  señor  Zamora  Rodríguez,  son 
bienes  de  la  sociedad  conyugal  habida  entre  ellos,  y 
están  afectas  al  pago  de  la  suma  adeudada  al  señor 
Santiago  Zamora  García,  que  fué  actor  en  el  juicio  en 
el  cual  recayó  la  ejecutoria  mencionada.  No  ha  ha- 
bido, por  lo  tanto,  la  infracción  que  se  reclama  de  los 
artículos  720  ,  721,  722  y  723  del  Código  Civil; 

2? — El  motivo  principal  que  se  alega  en  el  re- 
curso de  casación  interpuesto  y  que  se  hace  consistir 
en  la  violación  del  artículo  910  del  citado  Código  Ci- 
vil, carece  de  fundamento  porque  este  artículo  no  tie- 
ne aplicación  al  caso  concreto.  No  se  trata  ahora  ni 
se  trató  en  el  juicio  á  que  alude  el  considerando  an- 
terior de  ninguna  acción  de  nulidad  ó  de  rescisión  de 
enajenaciones  hechas  por  el  concursado  señor  Zamo- 
ra Rodríguez,  únicos  casos  en  que  cabría  aplicar  la 
disposición  del  artículo  citado  y,  por  consiguiente,  no 
ha  podido  violarse  dicho  artículo  en  la  sentencia   re- 
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currida,  así  como  tampoco  el  925  del  mismo  Código» 
que  se  reñere  á  las  facultades  que  tiene  el  curador  de 
un  concurso,  porque  ni  siquiera  estaba  abierto  el  del 
señor  Zamora  Rodríguez  cuando  se  dicto  la  resolu- 
ción ejecutoriada  que  se  aduce  como  prueba  en  este 
juicio.  Por  tanto,  y  de  conformidad  con  los  artícu- 
los 980  y  983  de)  Código  de  Procedimientos  Civiles, 
declárase  sin  lugar  la  casación  pedida,  con  costas  pro- 
cesales á  cargo  del  recurrente. — ^Vuelvan  los  autos  al 
tribunal  de  su  origen  con  certificación. de  la  presente. 
A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jimé- 
nez.— A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, 
— Alfonso  Jiménez. 


Alfaro  León 

(2  10'  p.  m. — Mayo  9 ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  del  Crimen  de 
la  provincia  de  Alajuela,  contra  Néstor  y  Albino  Al- 
faro  León,  de  veintidós  y  diez  y  ocho  años,  respecti- 
vamente, agricultores  y  vecinos  de  Santiago  del  Este 
de  aquella  jurisdicción,  por  el  delito  de  lesión  en  per- 
juicio de  Napoleón  Soto  y  Soto;  hecho  que  ocurrió 
como  á  las  siete  de  la  mañana  del  diez  de  diciembre 
de  mil  novecientos  tres,  en  una  finca  del  señor  Ro- 
sendo Alfaro,  sita  en  el  barrio  de  Desamparados  de 
Alajuela;  son  partes,  además  del  reo,  el  representante 
del  Ministerio  Público  y  el  señor  Licenciado  Manuel 
Bejarano  Solano,  mayor  de  edad,  abogado  y  de  este 
vecindario,  como  defensor  de  los  reos; 

Remltando: 

i9 — Que  el  señor  Juez  del  Crimen  de  Alajuela 
falló  á  las  doce  del  día  once  de  enero  del  año  en  cur- 
so, condenando  á  cada  uno  de  los  procesados,  como 
autores  del  delito  perseguido,  á  multa  de  ciento  un 
colones,  con  la  aplicación  legal,  y  previo  abono  del 
tiempo  de  prisión,  pena  convertible,  en  caso  de  no  te- 
ner con  que  satisfacer  la  multa,  en  arresto,  en  la  pro* 
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porción  de  un  día  por  cada  colón,  quedando  en  este 
caso  suspenso  de  cargo  ú  oñcio  público  durante  el 
lapso  de  la  condena.  El  Juez  se  apoyó  en  los  artícu- 
los 14,  is,  25,  33,  38,  74,  76  y  83  del  Código  Penal  y 
873,  Parte  III  del  Código  General,  y  en  las  razones 
siguientes:  "i? — Que  la  tacha  puesta  al  testigo 
González  es  improcedente  porque  según  dictamen 
médico,  aquél  tiene  la  capacidad  y  desarrollo  intelec- 
tuales necesarios  para  poder  declarar  sobre  lo  que 
presenció,  y  porque  no  se  ha  hecho  ninguna  prueba 
acerca  del  apasionamiento  que  le  atribuye  la  defen- 
sa. 2^ — Que,  por  otra  parte,  esta  autoridad  no  en- 
cuentra motivo  alguno  para  dudar  de  la  veracidad  de 
lo  declarado  por  ese  testigo,  y  en  tal  virtud  concede 
á  su  declaración  el  carácter  de  prueba  completa  (ar- 
ticulo 2?  de  la  ley  de  3  de  julio  de  1903  y  18  de  la 
de  8  de  julio  de  1902);  y  tiene  por  'demostrado  que 
ambos  Alfaros  sonjos  autores  del  delito  que  se  persi- 
gue. 3? — Que  en  la  especie  concurren  la  atenuante 
14?  del  artículo  1 1,  Código  Penal,  y  la  agpravante  12? 
del  artículo  12  ibídem,  circunstancias  que  se  com- 
pensan entre  sí.  4? — Que  por  ese  motivo  el  Juzgado 
puede  al  aplicar  la  pena,  recorrer  toda  la  extensión 
de  la  asignada  al  delito  por  el  artículo  422  del  Códi- 
go citado;" 

2? — Que  en  virtud  de  alzada  interpuesta  por  la 
defensa,  falló  el  asunto  la  Sala  Segunda  de  Apelacio- 
nes á  las  ocho  y  media  de  la  mañana  del  dos  de  mar- 
zo próximo  anterior,  cambiando  la  pena  principal  im- 
puesta á  los  reos  por  ocho  meses  de  reclusión,  con 
suspensión  durante  ese  tiempo  de  cargo  ú  oficio  pú- 
blico, y  confirmó  en  sus  demás  disposiciones  la  sen- 
tencia de  primera  instancia; 

3? — Que  los  reos  interpusieron  recurso  de  casa- 
ción de  la  sentencia  de  segunda  instancia,  por  error 
en  la  apreciación  del  conjunto  de  la  prueba,  tanto  res- 
pecto de  la  imputación  como  de  la  existencia  de  la 
agravante  6?  del  artículo  12  del  Código  Penal,  y  vio- 
lación de  los  artículos  277  y  884  de  la  parte  tercera 
del  Código  General  de  1841  al  estimarse  como  prue- 
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ba  bastante  la  declaración  de  un  solo  testigo.  Y  el 
defensor  ha  ampliado  el  recurso  alegando  infracción 
de  los  artículos  18  de  la  ley  de  8  de  julio  de  1902 '  y 
2?  de  la  de  3  de  julio  de  1903,  al  imputarse  el  delito . 
con  fundamento  en  la  declaración  de  un  testigo  de  ca- 
torce años»  enemigo  de  los  procesados  y  amigo  del  o- 
fendido,  y  al  tener  como  probada  dicha  agravante,  y 
del  artículo  76  del  Código  Penal  al  aplicar  la  pena; 
4? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

Único. — Que  la  Sala  de  instancia  estimó  lá  prue- 
ba, en  cuanto  imputa  el  delito  á  los  procesados  como 
autores,  con  arreglo  á  la  sana  crítica  y  á  las  leyes  de 
8  de  julio  de  1902  y  3  de  igual  mes  de  1903,  y  en 
esto  no  incurrió  en  el  error  de  que  se  queja  el  recu- 
rrente, ni  menos  ha  infringido  las  kyes  citadas;  pero 
sí  cometió  error  al  tener  como  comprobada  la  agra- 
vante 6?  del  artículo  12,  Código  Pend,  puesto  que 
consta  por  la  declaración  del  único  testigo  presencial 
señor  Tito  González,  que  el  ofendido,  en  el  acto  de' la 
riña,  estaba  armado  con  un  cuchillo,  del  que  usó  en 
su  defensa  y,  por  lo  expuesto,  aplicó  mal  el  inciso  y 
artículo  citado  é  infringió  los  75  y  ^6  ibídem; 

Por  tanto  y  de  conformidad  con  los  artículos  i? 
y  2?  (caso  5?)  de  la  ley  número  19  de  9  de  junio  de 
1899,  y  977  del  Código  de  Procedimientos  Civiles, 
declárase  con  lugar  la  casación  demandada  y  nula  la 
sentencia  de  la  Sala  Segunda. — A.  Alvarado. — J. 
Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambra- 
na. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso  Jimé- 
nez. 

Castro  v,  Alvarez  y  Alvarado 

(  2^  p.  m. — Mayo  9  ) 

En  el  juicio  ordinario  sobre  nulidad  de  unas 
inscripciones  y  su  cancelación  respectiva,  seguido  en 
el  Juzgado  Civil   de   la   provincia   de   Alajuela,  por 
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José  de  Jesús  Castro  Rojas  contra  Ricardo  Alvarez 
Fonseca  y  Vicente  Alvarado  Castro,  vecinos,  aquél 
-de  Sarchí  de  Grecia  y  los  otros  dos  de  la  villa  del 
Naranjo,  todos  mayores  y  agricultores.  Son  partes  los 
señores  Alejandro  Fernández  Pérez,  pasante  de  abo- 
gado, y  Leoncio  Martínez  Monje,  agrimensor,  los  dos 
mayores  y  vecinos  de  la  ciudad  de  Alajuela,  como 
apoderados  del  actor  y  demandados,  respectiva- 
mente; 

Resultando: 

I? — Que  en  su  libelo  de  demanda  expresa  el 
actor:  que  según  comprueba  con  el  testimonio  de 
escritura  pública  que  acompaña,  es  dueño  de  la  fínca 
inscrita  en  el  Registro  de  la  Propiedad,  Partido  de 
Alajuela,  folio  cuatrocientos  veinticuatro  del  tomo 
seiscientos,  bajo  el  número  veintiocho  mil  cuatrocien- 
tos ochenta  y  seis,  asiento  uno,  que  es  terreno  cul- 
tivado de  pastos  y'  caña  de  azúcar,  con  do;  casas  en 
«1  ubicadas,  constante  de  cuarenta  y  ocho  hectáreas, 
noventa  áreas,  cuarenta  y  tres  centiáreas  y  setenta  y 
seis  decímetros  cuadrados,  sito  en  "Buena  Vista", 
jurisdicción  de  San  Carlos,  distrito  cuarto,  cantón 
sexto  de  la  provincia  de  Alajuela;  que  adquirió  esa 
finca  en  virtud  de  adjudicación  hecha  á  su  favor  por 
el  Supremo  Gobierno,  según  lo  indican  los  documen- 
tos insertos  en  el  testimonio  de  que  ha  hecho  mérito; 
que  en  atención  á  los  mismos  documentos,  el  expo- 
nente ocupó'la  propiedad  relacionada  desde  el  día 
veintiuno  de  setiembre  de  mil  ochocientos  noventa  y 
«eis,  fecha  en  que  hizo  la  manifestación  de  ley  al  Jefe 
Político  del  Naranjo;  que  á  contar  de  esa  fecha  ha 
poseído  lo  adjudicado  en  concepto  de  dueño  exclu- 
sivo; que  según  consta  de  la  certificación  del  Regis- 
tro, que  también  acompaña,  el  señor  Ricardo  Alva- 
rez Fonseca  levantó  título  supletorio  de  una  finca 
situada  en.  "Buena  Vista"  de  San  Carlos,  y  la  ins- 
cribió en  el  Registro  respectivo,  bajo  el  número 
veinticinco  mil  quinientos  sesenta  y  cinco,  al  folio 
•doscientos  noventa  y  dos  del  tomo  cuatrocientos   no- 
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venta  y  uno,  asiento  primero;  que  esa  fínca  no  es 
otra  cosa  que  un  lote  de  la  anteriormente  descrita  6 
sea  de  la  adjudicada  al  que  habla  por  el  Suprema 
Gobierno;  que  según  la  misma  certiñcación,  la  pro- 
piedad titulada  por  Alvarez  aparece  hoy  inscrita  á 
nombre  de  Vicente  Alvarado  Castro,  a  quien  le  fué 
adjudicada  en  ejecución  que  siguió  contra  el  titulan- 
te, como  lo  expresa  la  inscripción  número  tres,  hecha 
en  el  Registro  y  partido  citados,  al  folio  doscientos 
noventa  y  dos  del  tomo  cuatrocientos  noventa  y  uno; 
que  á  su  juicio  la  inscripción  del  título  y  la  del  re- 
mate son  nulas:  la  primera  por  cuanto  para  practi- 
carla se  falsearon  los  hechos,  pues  no  es  verdad  como 
lo  asegura  Alvarez  Fonseca,  que  él  hubiera  adquirido 
la  ñnca  de  la  información,  por  compra  hecha  al  de- 
mandante, ni  tampoco  lo  es  que  el  primero  la  haya 
poseído  á  título  de  propietario,  como  se  dijo  en  el 
título;  y  la  del  traspaso  en  favor  del  adjudicatario,, 
''por  consecuencia  legal  y  lógica  de  la  nulidad  del 
asiento  primero";  y  que  por  lo  expuesto,  y  apoyada 
en  los  artículos  456,  462,  471,  472  (inciso  2?),  477, 
835,  836,  837,  838  y  847  del  Código  Civil,  demanda, 
en  juicio  ordinario  á  los  expresados  señores  Alvarez 
Fonseca  y  Alvarado  Castro,  para  que  se  declare  la 
nulidad  de  las  inscripciones  hechas  á  su  favor,  á  que 
se  refiere  la  certificación  presentada,  y  se  ordene  la 
cancelación  de  ella; 

2? — Que  la  demanda  se  tuvo  por  contestada  en 
rebeldía  de  los  demandados; 

3? — Que  el  Juez  Civil  de  Alajuela,  por  sentencia 
dictada  á  las  ocho  de  la  mañana  del  diez  de  setiem- 
bre del  año  próximo  pasado,  declaró  con  lugar  la 
demanda  y  nulas,  por  consiguiente,  las  inscripciones 
hechas  en  favor  de  los  señores  Ricardo  Alvarez  Fon- 
seca  y  Vicente  Alvarado  Castro  al  folio  doscientos 
noventa  y  dos  del  tomo  cuatrocientos  noventa  y  uno 
del  Registro  de  la  Propiedad,  Partido  de  Alajuela,  de 
la  finca  número  veinticinco  mil  quinientos  sesenta  y 
cinco;  ordenó  la  cancelación  de  los  asientos  uno  y 
tres  respectivos  y  condenó  á  los   demandados  en  laa 
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costas  personales  y  procesales  del  juicio.  El  Juez  se 
apoyó  en  los  artículos  192  y  siguientes,  220  y  si- 
guientes, 228  y  siguientes,  242,  314.  338,  34S  f  34^, 
1072  y  1074  del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  y 
en  las  razones  siguientes:  **i? — Que  con  la  prueba 
rendida  en  autos  se  ha  demostrado  á  la  vez  que  el 
demandante  es  dueño  de  la  finca  veintiocho  mil  cua- 
trocientos ochenta  y  seis,  descrita  en  el  primer  resul- 
tando, y  que  el  terreno  titulado  por  Ricardo  Alvarez 
forma  parte  de  esa  heredad.  (V.  folios  50  á  59,  63 
á  65,  97  vuelto  y  99).  2? — Que  el  titulante  afirmó 
en  las  diligencias  respectivas  que  había  adquirido  el 
inmueble  por  compra  á  José  de  Jesús  Castro  y  este 
niega  haberle  vendido.  Ante  esa  negativa  de  su 
pretendido  causante,  no  quedaba  otro  recurso  útil  al 
demandado  que  probar  la  existencia  del  traspaso,  y 
ya  se  ha  dicho  que  esa  parte  se  abstuvo  aún  de  ofre- 
cer pruebas  3? — A  tenor  de  lo  expuesto  debe  te- 
nerse por  demostrado  que  el  señor  Alvarez  Fonseca 
se  sirvió  de  un  título  falso  al  promover  la  información 
relacionada;  4? — Que  tampoco  poseyó  dicho  señor 
en  la  forma  y  durante  el  tiempo  que  la  ley  previene. 
(V.  folios  63  á  65  vuelto);  5? — Que  en  razón  de  lo 
expuesto  y  de  acuerdo  con  el  párrafo  2?  del  artículo 
479  del  Código  Civil,  es  nulo,  el  referido  título  y  debe 
ordeparse  al  Registro  su  cancelación.  (Artículo  472, 
inciso  2V,  ibídem);  6? — Que  el  rematarlo  de  la  finca 
titulada  está  subordinado  á  la  misma  condición  jurí- 
dica de  su  predecesor  y,  como  éste,  debe  ceder  en 
todo  ante  un  mejor  derecho.  (Resoluto  jure  dantrs 
resolvitur  jus  accipientis)'*; 

4? — Que  habiéndose  alzado  ambas  partes,  falló 
el  asunto  la  Sala  Primera  de  Apelaciones,  á  las  tres 
y  media  de  la  tarde  del  veintitrés  de  febrero  de  este 
año,  confirmando  en  todas  sus  partes  la  sentencia 
apelada; 

5? — Que  el  apoderado  de  los  demandados  ha 
interpuesto  recurso  de  casación  de  la  sentencia  de 
segunda  instancia  por  error  de  hecho  y  de  derecho 
en  la  apreciación   de  las   pruebas   testimonial  y  peri- 

18 
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dal,  é  interpretación    errónea   y    aplicación  indebida 
de  los  artículos  530  y  siguientes  del  Código  Fiscal; 

69 — Que  no  se  nota  defecto  en  los  procedimien- 
tos;  y 

Considerando'.  ' 

I? — No  existe  el  error  que  acusa  el  demandado 
en  la  apreciación  de  la  prueba  de  testigos  del  actor; 
el  de  hecho,  porque  no  se  ha  demostrado  con  docu- 
mentos ó  actos  auténticos  la  equivocación  evidente 
del  juzgador  (inciso  7?,  artículo  963,  Código  de  Pro- 
cedimientos Civiles);  y  el  de  derecho,  porque  la  prue- 
ba testimonial  cabe  conforme  al  artículo  753,  Código 
Civil,  en  pleitos  de  mayor  cuantía.  Los  testigos  jor- 
naleros pueden  no  ser  capaces  para  declarar  en  asun- 
tos de  tierras  si  se  trata  de  hechos  que  requieran  co- 
nocimientos especiales,  pero  no  aparece  que  la  inter- 
vención habida  en  el  caso  de  autos  sea  de  este 
género; 

2? — La  Sala  no  ha  cometido  error  de  hecho  ni 
de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba  pericial 
ordenada  para  mejor  proveer:  el  artículo  201  del 
Código  de  Procedimientos  Civiles  no  da  á  las  partes 
en  la  ejecución  de  lo  acordado  por  los  jueces  más 
intervención  que  las  que  ellos  les  concedan.  El  es- 
tudio de  la  cuestión  sometida  á  peritos  no  requiere 
por  fuerza  la  visita  del  terreno,  ni  su  mensura  en 
averiguación  del  exceso  ó  defecto  de  su  área,  para 
determinar  si  la  finca  de  uno  está  comprendida  en  la 
del  otro,  y  no  siempre  es  indispensable  el  reconoci- 
miento inmediato  del  lugar,  la  práctica  de  alguna 
operación  ó  el  examen  material  de  la  cosa:  esto  dcr 
pende  de  que  los  peritos  conozcan  de  antemano  los 
Jugares  y  de  la  forma  en  que  el  Juez  les  mande  llenar 
su  cometido  (artículo  308  del  Código  Civil); 

3? — En  el  caso  concreto  lo  esencial  es  saber  si 
la  finca  del  demandado  forma  parte  de  la  del  actor  y 
esa  circunstancia  consta  de  autos,  pues  Alvarez  afir- 
ma en  el  título  por  él  levantado,  que  compró  su  tierra 
al    actor,    quien    contradice  esa    afirmación,  lo  cua! 
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obliga  al  demandado  á  la  prueba,  y  no  aparece  ésta 
de  su  parte.  La  identidad,  además,  está  confesada 
en  las  aserciones  que  el  demandado  hace  en  la  con- 
fesión que  pide  á  Castro  (artículo  262,  Código  de 
Procedimientos  Civiles).  La  prueba  pericial,  pues, 
no  hacía  falta; 

4? — El  argumento  del  recurrente  sobre  interpre- 
tación errónea  y  aplicación  indebida  de  los  artículos 
530  y  siguientes  del  Código  Fiscal,  fundado  en  que 
existen  en  el  terreno  árboles  corpulentos  utilizablcs 
en  la  construcción  de  edificios,  no  tiene  fuerza  algu- 
na, pues  esos  árboles  se  dejan  al  descuajar  las  mon- 
tañas para  cultivos  y  no  son  obstáculo  para  cerrar  y 
cultivar  los  terrenos  ocupados; 

Por  tanto,  y  de  acuerdo  con  los  artículos  980  y 
983  del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  y  1 9  de  la 
ley  numero  19  de  9  de  junio  de  1899,  declárase  sin 
lugar  la  casación  demandada  y  devuélvanse  los  autos 
á  la  Sala  de  su  procedencia  con  certificación  de  la 
presente. — A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — Ma- 
nuel V.  Jiménez.— A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamu- 
no. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 

Valverde  Castillo 

(  2^  p.  m. — Mayo  10  ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  de  lo  Conten- 
cioso-administrativo  contra  Ramón  Valverde  Castillo, 
de  veintinueve  años,  artesano  y  vecino  del  barrio  del 
Carmen  de  Cartago,  por  el  delito  de  fabricación  clan  ' 
destina  de  aguardiente,  en  la  cual  es  parte  como  de- 
fensor del  procesado,  el  señor  Juan  Francisco  Rojas 
Moya,  mayor,  agente  de  negocios  judiciales  y  de  este 
vecindario; 

Resultando: 

i9 — Que  el  Juez  de  lo  Contencioso-administra- 
tivo,  con  apoyo  en  los  artículos  163,  164,  243  y  882, 
Parte  tercera  del  Código  General,  y  728  del  Fiscal,  á 
las  nueve  y  media  de  la  mañana  del  diez    y    ocho  de 
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enero  del  año  en  curso,  condenó  al  reo  como  autor 
del  delito  referido  á  multa  de  mil  colones,  con  la  apli 
cación  de  ley,  y  á  confinamiento  por  un  año  en  Sar 
chí  de  Grecia,  convertible  la  multa,  si  no  tuviere  bie- 
nes con  qué  satisfacerla,  en  otro  año  de  conñnamien- 
to  en  el  lugar  indicado,  con  abono  del  tiempo  de  pri- 
sión; á  la  accesoria  de  suspensión  de  cargo  á  oficio  pú- 
blico; á  perder  los  objetos  aprehendidos;  y  á  pagar 
los  daños  y  perjuicios  causados  con  su  delito;  decla- 
ró además  sin  lugar  la  tacha  puesta  á  los  testigos 
Francisco  Calvo  Barquero,  Gil  Monje,  Julio  Sanabria 
y  Juan  Rivera.  El  Juez  consideró:  **i? — Que  él  cuer- 
po del  delito  de  fabricación  clandestina  de  aguardien- 
te por  que  se  sigue  esta  causa,  se  encuentra  compro- 
bado con  arreglo  á  los  artículos  777,  77g  y  841,  Par- 
te tercera  del  Código  General,  715  y  716  del  Fiscal, 
35  y  36,  ley  de  17  de  octubre  de  1864;  2? — Que  de 
autos  aparece  plenamente  comprobado  con  testigos, 
ser  el  procesado  Ramón  Valverde  Castillo,  el  autor 
responsable  del  relacionado  delito  de  fabricación  clan- 
destina de  aguardiente,  y  en  consecuencia,  debe  te- 
nérsele y  castigársele  como  tal  (Artículos  218,  Parte 
tercera  del  Código  General,  721  y  722  del  Código 
Fiscal;)  3? — Que  la  prueba  evacuada  en  estos  autos  á 
pedimento  del  procesado  y  su  deftnsor  en  nac^íi  favo- 
rece á  aquél,  pues  con  ella  no  se  desvirtúa  el  cargo 
que  contra  él  aparece;  4? — Que  si  bien  aparece  que 
el  testigo  Fran^cisco  Calvo  Barquero  es  hermano  legí- 
timo de  Domingo  de  los  mismos  apellidos,  y  que  Gil 
Monje  es  padrino  del  matrimonio  efectuado  entre  Do- 
mingo y  Cristina  Calvoy  mantiehecon  Domingorela- 
ciones  muy  íntimas,  no  por  esto  hay  motivo  para  do- 
dar  de  sus  declaraciones,  pues  esta  autoridad  da  cré- 
dito á  lo  por  ellos  declarado.  Artículo  18  de  la  ley 
de  8  de  julio  de  1902;  5? — Que  la  tacha  puesta,  igual- 
mente á  Juan  Rivera  y  Julio  Sanabria,  por  no  haber- 
se comprobado  que  éstos  y  Ramón  V.ilverde  Castillo 
sean  enemigos  capitales,  esto  es,  que  aquéllos  hubie- 
sen muerto  á  algún  pariente  de  éste,  ó  intentado  ma- 
tarlo á  él  mismo,  ni  que  lo  hubiese  difamado,    ó   acu- 
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sado  sobre  cosas  dianas  de  pena  corporal  ó  pérdida 
de  bienes,  debe  rechazarse.  Artículo  194,  Parte  terce- 
ra del  Código  General;  &í — Que  si  bien  el  hecho  por 
que  se  sigue  esta  causa  fue'  cometido  bajo  el  imperio 
de  la  ley  numero  7  de  19  de  setiembre  de  1902,  la 
pena  aplicable  es,  por  ser  más  benigna,  la  que  impo- 
ne el  artículo  i9  de  la  ley  número  48  de  18  de  julio 
de  1903,  que  es:  una  multa  de  mil  colones  y  un  año 
de  confinamiento  en  Golfo  Dulce  ú  otro  lugar  que  el 
Tribunal  designe,  distante  por  lo  menos  cincuenta  ki- 
lómetros del  sitio  donde  se  hubiere  cometido  el  deli* 
to.  Si  el  reo  no  tuviere  bienes  con  qué  satisfacer  la 
multa,  se  conmutará  ésta  en  confinamiento,  presidio 
ó  extrañamiento,  según  el  caso,  á  razón  de  un  año 
de  la  pena  por  cada  mil  colones;  7? — Que  por  ser  la 
pena  fija  y  no  tener  grados,  no  se  toman  en  cuenta 
las  atenuantes  ó  disminuyentes  que  á  favor  del  reo 
aparecen  comprobadas,  y  se  fija  la  pena  en  mil  colo- 
nes de  multa  y  un  año  de  confinamiento  en  Sarchí  de 
Grecia;  89 — Que  también  deben  aplicársele  las  dispo 
siciones  de  los  artículos  123  y  125  del  Código  Fiscal;*' 
2? — Que  en  virtud  de  alzada  interpuesta  por  la  de- 
fensa, resolvió  el  asuntóla  Sala  Segunda  de  Apelacio- 
nes, á  las  tres  y  media  de  la  tarde  del  veinticuatro  de 
febrero  del  año  en  curso,  confirmando  en  todas  sus 
partes  el  fallo  apelado; 

3? — Que  el  defensor  del  procesado  ha  interpues- 
to recurso  de  casación  de  la  sentencia  de  segunda 
instancia  por  los  siguientes  motivos:  *'i 9 — Error  de 
derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba;  29 — Violación 
de  los  artículos  281,  289  (inciso  tercero)  y  680,  Có- 
digo de  Procedimientos  Criminales  de  1841;  86,  87  y 
93  de  Procedimientos  Civiles;  39 — Infracción  de  los 
artículos  721  y  722,  Código  Fiscal;  333,  en  su  parte 
final,  y  339  del  Código  de  Procedimientos  Civiles;  229, 
232  y  233  del  de  Procedimientos  Criminales  de  1841; 
49 — Infracción  del  artículo  220  ibídem.  con  error  de 
hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba 
testimonial,  con  violación  del  artículo  18  de  la  ley  de 
8  de  julio  de  1902; 
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4? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando', 

I? — Que  aun  cuando  son  muchas  las  leyes  que 
se  citan  como  infringidas,  no  se  da  con  respecto  á  to- 
das ellas  la  explicación  del  caso,  quejándose  sólo  el  re- 
currente por  falta  de  comentario  menudo  de  la  sen 
tencia  de  primera  instancia  acerca  de  una  prueba  que 
allí  se  recibió;  de  la  aceptación  del  testimonio  de  tes- 
tigos tachados;  de  que  se  le  condene  sin  ser  propieta- 
rio del  terreno  en  que  se  encontró  el  cuerpo  del  deli- 
to y  de  que  no  se  acepte  como  buena  la  justificación 
de  una  coartada  que  intentó  demostrar,  y  ni  nuestro 
derecho  exige,  pena  de  nulidad,  el  comentario  de  las 
pruebas  en  las  condiciones  en  que  él  lo  pretende,  ni 
prohibe  que  se  tome  en  cuanta  la  declaración  de  los 
testigos  que  con  fundamento  legal  se  tachan,  ni  esta- 
blece que  sólo  los  propietarios,  y  no  los  ocupantes  de 
un  terreno,  respondan  por  el  contrabando  que  en  él 
aparezca  cometido,  ni  al  analizar  las  pruebas  se  de- 
muestra error  de  hecho  ni  de  derecho  en  que  se  haya 
incurrido  por  los  tribunales  de  instancia  al  criterio  de 
los  cuales  no  hay  motivo  legal  ni  racional  para  susti- 
tuir el  de  éste; 

Por  tanto,  y  de  acuerdo  con  los  artículos  980  y 
983  del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  y  1 9  de  la 
ley  numero  19  de  9  de  junio  de  1899,  declárase  sin 
lugar  la  casación  pedida,  y  con  certificación  de  la  pre- 
sente, vuelvan  los  autos  á  la  Sala  de  su  procedencia. 
— A.  Al  varado. — J.  Fed.  González.  —Manuel  V.  Ji- 
ménez.— A.  Zambrana.  -  Nicolás  Oreamuno. — Ante 
mí, — Alfonso  Jiménez. 

Mata  Cartín 
(2  50'  p.  m. — Mayo  10) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  de  lo  Conten- 
cioso-administrativo,  contra  Ismael  Mata  Cartín,  de 
veintiséis  años,  jornalero  y  vecino  del  barrio   de   Los 
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Angeles  de  la  ciudad  de  Cartago  por  el  delito  de  de- 
pósito de  aguardiente  clandestino,  en  la  cual  es  parte 
como  defensor  del  reo,  el  señor  Licenciado  Ramón 
Loria  Iglesias;  mayor  de  edad,  abogado  y  de  este  ve- 
cindario; 

\      Resiíltando: 

I? — Que  el  Juez  respectivo  dictó  sentencia  á  la 
una  de  la  tarde  del  catorce  de  diciembre  del  año  pró- 
ximo pasado,  en  la  que,  con  apoyo  en  los  artículos 
163,  164,  218  y  882,  Parte  tercera  del  Código  Gene- 
ral, condenó  al  procesado  como  responsable  del  delito 
dicho  á  la  multa  de  quinientos  colones,  con  la  aplica- 
ción de  ley,  y  á  confinamiento  en  Sarchí  de  Grecia, 
por  seis  meses,  convertible  la  multa  en  otros  seis  me- 
ses de  confinamiento  en  el  lugar  indicado,  con  abono 
del  tiempo  de  prisión,  y  á  las  accesorias  de  ley.  £1 
Juez  se  fundó  en  las  conclusiones  siguientes:  "i?  — 
Que  el  cuerpo  del  delito  de  depósito  de  aguardiente 
clandestino,  por  que  se  sigue  esta  causa,  se  encuentra 
comprobado  con  arreglo  á  los  artículos  jjj — 779. 
Parte  tercera  del  Código  General,  716  del  Fiscal,  35 
y  36  de  la  ley  de  17  de  octubre  de  1864;  2? — Quede 
autos  aparece  plenamente  comprobado  con  testigos 
que  el  aguardiente  objeto  de  esta  causa,  fué  aprehen- 
dido al  señor  Ismael  Mata  Cartín,  y  en  consecuencia 
debe  tenerse  como  responsable  de  este  delito  y  casti 
gársele  como  tal.  Artículos  218  y  873,  Parte  terce- 
ra del  Código  General,  721  del  Fiscal,  y  7?  de  la  ley 
de  18  de  julio  de  1903;  3? — Que  el  hecho  por  que  se 
sigue  esta  causa  se  encuentra  comprendido  en  el  ar- 
tículo 2?  de  la  ley  de  18  de  julio  de  1903,  que  impo- 
ne á  la  primera  vez  multa  de  quinientos  colones  y 
seis  meses  de  confinamiento,  en  un  lugar  distante  por 
lo  menos  cincuenta  kilómetros  del  sitio  en  donde  se 
hubiere  cometido  el  delito;  á  la  primera  reincidencia, 
una  multa  igual  y  además  seis  meses  de  presidio;  y  á 
la  segunda  reincidencia,  una  multa  doble  y  extra- 
ñamiento del  país  por  dos  años  y  medio.  Si  el  reo 
no  tuviere  bienes  con  que  satisfacer  la  multa,   se  des- 
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contará  esta  en  confinamiento,  presidio  ó  extraña- 
miento según  el  caso,  á  razón  de  un  año  de  la  pena 
por  cada  mil  colones;  4? — Que  la  prueba  evacuada 
en  estos  autos  en  nada  desv  irtúa  el  cargo,  y  en  cuan- 
to á  las  atenuantes  no  se  deben  tomar  en  considera- 
ción por  ser  la  pena  fija  y  no  tener  grados.  Y  sien- 
do esta  la  primera  vez,  se  fija  la  pena  en  quinientos 
colones  de  multa  y  seis  meses  de  confinamiento  en 
Sarchí  de  Grecia.  Si  no  pagare  la  multa  en  dinero, 
la  descontará  con  seis  meses  de  confinamiento  en  el 
lugar  antes  citado;  5? — Que  también  deben  aplicár- 
sele las  disposiciones  de  los  artículos  723  y  725  del 
Código  Fiscal;" 

2? — Que  habiéndose  alzado  el  defensor,  falló  el 
asunto  la  Sala  Segunda  á  las  nueve  de  la  mañana  del 
primero  de  marzo  próximo  pasado,  confirmando  en 
un  todo  la  sentencia  del  Juez; 

3? — Que  el  defensor  del  procesado  ha  interpues- 
to recurso  de  casación  de  la  sentencia  de  segunda  ins 
tancia  por  violación  y  aplicación  errónea  de  los  artí- 
culos TTJ — 779,  Parte  tercera  del  Código  General, 
716  del  Fisc^  35  y  36  de  la  Ley  Adicional  de  17 
de  octubre  oe  1864;  ^^,  y  14  de  la  ley  de  18  de  julio 
de  1903;  infracción  del  artículo  tercero  del  decreto  de 
1 9  de  agosto  de  1895;  y  ha  ampliado  el  recurso  ale- 
gando infracción  de  los  artículos  715  y  718  del  Código 
Fiscal,  729  del  Civil,  76  del  de  Procedimientos  Civi- 
les, 191,  193  y  853,  Parte  III  del  Código  General, 
con  error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de 
la  prueba,  y  leyes  de  18  de  julio  de  1903,  artículo  14, 
y  de  21  de  mayo  de  1886; 

4? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

i9 — La  clandestinidad  del  licor  aprehendido  y 
su  medida  están  legalmente  demostradas  con  el  dicta- 
men categórico  de  la  oficina  encargada  de  esos  análi- 
sis, sin  que  el  practicado  adolezca  del  defecto  que  el 
recurso  le  atribuye; 
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2? — No  es  el  artículo  14  de  la  ley  de  18  de  julio 
de  1903  el  aplicable,  pues  no  se  trata  de  persona  sor- 
prendida  en  el  acto  de  la  compra  ó  en  el  de  agotar  la 
sustancia  comprada,  sino  de  persona  en  cuyo  poder 
se  encontró  un  depósito  mayor  de  cinco  litros  de  licor 
clandestino,  sin  que  el  modo  en  que  haya  sido  adqui- 
rido logre  modificar  la  responsabilidad  del  deposita- 
rio. Esta  misma  razón  responde  á  la  queja  por  falta 
de  recibimiento  de  la  prueba  promovida  en  segunda 
instancia;  prueba  que,  aun  evacuada  á  satisfacción  de 
la  defensa,  no  alteraría  la  decisión  jurídica  del  negocio 
y  que  es,  por  lo  mismo,  impertinente; 

3? — La  aprehensión  se  realizó  en  las  condiciones 
exigidas  por  el  artículo  715  del  Código  Fiscal,  cuya 
violación  se  alega;  y  respecto  de  la  hora  en  que  fué 
operada,  cualquiera  es  buena,  porque  no  hay  ley  que 
inhabilite  ninguna  para  la  obra  de  investigar  delitos; 

Por  tanto  y  de  acuerdo  con  los  artículos  980  y 
983,  Código  de  Procedimientos  Civiles,  y  i9  dé  la  ley 
número  19  de  9  de  junio  de  1899,  declárase  sin  lugar 
la  casación  pedida,  y  con  certificación  de  la  presente 
vuelvan  los  autos  á  la  Sala  de  su  procedencia. — A. 
Alvarado. — J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. 
— A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante'  mí, — 
Alfonso.  Jiménez. 

Rodríguez  v.  Navarro 

(  2^  p.  m. — Mayo  18) 

En  el  juicio  ordinario  sobre  reclamo  de  unos  de- 
rechos hereditarios  y  otros  puntos,  seguido  en  el  Juz- 
gado Civil  de  la  provincia  de  Cartago  por  Ana  Ro- 
dríguez Román  contra  Ramón  Navarro  Brenes,  agri- 
cultor, ambos  mayores  de  edad,  cónyuges  y  vecinos 
del  barrio  de  Concepción  de  aquella  jurisdicción; 

Resultando: 

i9 — Que  la  actora,  en  su  libelo  de  demanda  ex- 
presa: que  en  juicio  de  separación  de  cuerpos  segui- 
do por  ella  en  el  Juzgado  Civil  de  Cartago,  contra  su 
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marido  Ramón  Navarro  Brenes,  celebraron  una  tran- 
sacción, por  la  cual  se  obligaba  el  demandado,  entre 
otras  cosas,  á  entregarle  tres  vacas  paridas  y  á  mante- 
nerlas en  los  potreros  que  á  él  le  quedaban;  y  que 
por  el  mismo  convenio  le  cedió  los  derechos  heredi- 
tarios que  le  pudieran  corresponder  en  la  sucesión  de 
Juan  de  Dios  Navarro  Rodríguez,  hijo  de  los  cónyu- 
ges nominados;  que  el  demandado  no  ha  cumplido 
las  obligaciones  que  le  imponía  la  transacción,  pues 
si  bien  le  entregó  las  vacas,  el  día  cinco  de  setiem- 
bre de  mil  novecientos  cuatro  se  las  envió  á  su  casa 
haciéndole  decir  que  no  las  tendría  más  en  sus  potre- 
ros, y  antes  de  enviárselas  las  había  sacado  de  ellos  el 
señor  Navarro  y  las  había  encerrado  en  otro  de  infe- 
rior condición;,  que  si  quiso  en  el  convenio  que  á  ella 
le  quedasen  esas  vacas,  no  por  el  valor  que  tenían, 
pues  de  ser  así  se  habría  aumentado  la  cantidad  de 
dinero  que  en  la  transacción  recibió,  fué  porque  la 
actora  quería  tener  con  ellas  leche  á  diario  para  su 
manutención;  que  como  en  el  reparto  quedaba  sin  po- 
trero, se  convino  en  que  las  vacas  serían  mantenidas 
en  los  de  su  marido,  es  decir,  que  la  actora  se  reserva- 
ba en  los  potreros  adjudicados  á  su  esposo  una  suer- 
te de  usufructo  en  cuanto  al  mantenimiento  de  dichas 
vacas;  que  tampoco  respecto  á  la  cesión  de  derechos 
hereditarios  ha  cumplido  el  demandado  lo  estipulado, 
pues  dispuso  de  un  rastrojo  perteneciente  á  la  suce- 
sión dicha  y  niega  ahora  haber  hecho  la  cesión;  que 
todo  esto  lo  comprueba  con  la  certificación  que  acom- 
paña y  el  prejuicio  de  posiciones  absueltas  por  el  se- 
ñor Navarro  ante  el  señor  Alcalde  Segundo  de  Car- 
tago;  que  con  la  falta  de  cumplimiento  en  lo  conveni- 
do, le  ha  causado  su  esposo,  perjuicios  que  consisten 
en  potrerajes  que  desde  que  recibió  las  vacas  ha  pa- 
gado por  ellas  y  en  el  no  uso  y  aprovechamiento  del 
rastrojo  dicho  y  de  que  dispuso  el  señor  Navarro  sin 
ser  ya  copropietario  en  él;  que  por  lo  tanto  demanda 
al  señor  Navarro  Brenes  para  que  se  declare:  i? — Que 
los  derechos  hereditarios  que'  en  la  sucesión  dicha 
puedan  corresponderle   como   padre   del  causante,  le 
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pertenecen  en  virtud  de  la  cesión  aludida;  2? — Que 
el  demandado  está  obligado  á  seguir  manteniendo  las 
vacas  de  que  se  ha  hablado  en  sus  potreros  mientras 
aquéllos  sean  de  su  propiedad;  3? — Que  en  caso  de 
que  no  quiera  seguir  manteniéndolas  como  se  ha  di- 
cho, debe  pagarle  lo  que  representa  la  entretención 
de  esas  vacas  en  potreros  análogos  á  los  suyos,  calcu 
lado  el  tiempo  de  la  existencia  probable  de  tales  ani- 
males; 4? — Que  como  daños  y  perjuicios  debe  pagarle 
los  potrerajes  del  dicho  ganado  desde  el  día  que  se  lo 
mandó  hasta  el  día  en  que  de  nuevo  los  vuelva  á 
echar  en  sus  potreros,  potrerajes  que  ella  está  pagan- 
do; 59 — Que  debe  pagarle  también  como  daños  y  per- 
juicios el  usufructo  del  rastrojo  de  que  se  ha  hecho 
mérito  desde  el  tiempo  en  que  lo  entregó  á  un  terce- 
ro para  su  explotación.  Funda  su  demanda  en  los  ar- 
tículos 693,  702  y  1022  del  Código  Civil  y  192  y  si- 
guientes del  de  Procedimientos  Civiles; 

2?— Que  el  señor  Navarro  contestó  negativa- 
mente  en  parte  la  demanda  y  á  su  vez  contrademandó 
á  la  actora  para  que  se  declare  cumplida  por  él  la 
condición  que  consta  en  la  escritura  presentada  por 
la  señora  Rodríguez  Román,  por  haber  mantenido 
las  vacas  de  ella  en  sus  potreros  durante  el  tiempo  en 
que  estuvieron  dando  leche,  y  para  el  caso  que  se  es- 
time que  no  era  sólo  por  ese  tiempo  sino  como  dice  la 
demanda  por  todo  el  tiempo  en  que  sean  esas  vacas 
de  propiedad  de  dicha  señora,  se  declare  nula  ó  de 
ningún  valor  esa  disposición  por  ser  contraria  á  la 
ley,  según  lo  determinan  los  artículos  341,  630  y  269 
del  Código  CivH: 

3? — Que  el  Juez  respectivo  con  cita  de  los  artí- 
culos 1385,  1022,  1023,  704,  702,  719,  535,  269,  359, 
y  1072  del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  y  5?  de 
la  Ley  Orgánica  de  Tribunales,  falló  á  las  ocho  de  la 
mañana  del  ocho  de  diciembre  del  año  próximo  pasa- 
do, declarando  que  según  la  transacción  celebrada 
por  las  partes,  certificada  en  autos,  corresponden  á  la 
actora  los  derechos  que  al  demandado  puedan  tocarle 
en  el  juicio  mortuorio   de  Juan  de  Dios  Navarro  Ro- 
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dríguez  y  que  el  uso  ó  usufructo  del  potrero,  que  con 
las  tres  vacas  paridas  que  le  tocaron  en  la  distribución 
de  bienes  hecha  entre  las  partes, — puede  hacer  la  ac- 
tora,  debe  entenderse  por  el  término  que  dichos  ani- 
males permanezcan  en  poder  de  la  actora,  siendo  á 
cargo  de  la  misma,  los  gastos  á  que  se  refiere  el  artí- 
culo 369  del  Código  Civil,  en  la  proporción  legal;  que 
Navarro  debe  hacer  las  indemnizaciones  del  párrafo 
tercero  de  la  demanda  á  la  actora,  si  llegare  el  caso 
allí  especificado,  y  las  del  párrafo  cuarto,  pojr  vía  de 
daños  y  perjuicios;  y  sin  lugar  lo  pedido  en  el  quinto 
extremo  de  la  demanda,  así  como  la  reconvención 
promovida,  con  costas  procesales  del  juicio  á  cargo 
del  demandado.  El  Juez  consideró:  **i? — Que  conve- 
nidas las  partes  en  que  se  resuelva  la  presente  confro- 
versiá  sin  necesidad  de  prueba,  pues  de  común  acuer- 
do convienen  en  que  se  tenga  por  justificado  lo  que 
han  pretendido  comprobar,  debe  entrarse  de  lleno  á 
apreciar  el  valor  de  la  transacción  celebrada  por  los 
esposos  Rodríguez  y  Navarro,  á  que  se  refiere  el  plei- 
to; 2?— rQue  de  acuerdo  con  los  conceptos  de  dicha 
transacción,  que  obra  en  autos  certificada,  es  indiscu- 
tible que  los  derechos  hereditarios  que  á  Ramón  Na- 
varro le  puedan  corresponder  en  la  mortuoria  de  su 
hijo  Juan  de  Dios  Navarro,  pertenecen  á  la  actora, 
pues  así  se  convino,  y  la  transacción  tiene  fuerza  de 
sentencia  entre  las  partes,  y  además  ha  sido  en  ese 
punto  contestada  afirmativamente  la  demanda;  3? — 
Que  con  relación  al  segundo  punto  ó  sea  á  la  obliga- 
ción del  demandado  de  mantener  en  sus  potreros  las 
vacas  que  por  la  transacción  le  tocaron  á  la  actora, 
Ana  Rodríguez,  mientras  sean  de  su  propiedad,  debe 
resolverse  afirmativamente,  porque  estimada  la  vo- 
luntad de  las  partes  que  rige  la  transacción,  se  ad- 
vierte que  la  intención  de  éstas  fué  que  la  esposa  con- 
servara el  disfrute  del  potrero  ó  potreros  que  antes 
poseía  la  sociedad  conyugal,  mientras  permaneciera 
en  su  poder  el  ganado  que  se  le  entregaba  por  razón 
del  convenio,  por  no  corresponderle  finca  de  esa  na- 
turaleza, en  el  reparto  de  bienes  y  serle  indispensable 
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desde  luego  que  le  quedaban  las  vacas  y  no  constar 
que  tuviera  donde  repastarlas.  Por  eso  también  estan- 
do determinado  el  número  de  cabezas  que  recibió  la 
actora,  según  el  convenio,  el  uso  de  los  potreros  debe 
reducirse  al  mantenimiento  de  las  tres  vacas  citadas 
en  el  contrato  y  las  crías  existentes  á  la  hora  del  con- 
venio. Con  lo  expuesto  no  se  hace  otra  cosa  que  obli- 
gar al  contratante  Navarro  á  las  consecuencias  que 
la  equidad,  el  uso  ó  la  ley  hacen  nacer  de  la  obliga- 
ción que  contrajo,  según  la  naturaleza  de  la  misma, 
pues  se  señala  un  justo  término  que  no  lo  grava  en 
forma  ilegal  sino  de  acuerdo  con  lo  que  se  ve  que  fué 
su  intención,  y  no  se  priva  á  la  mujer  de  los  servicios 
del  potrero,  como  antes  los  tenía;  4? — Que  como 
consecuencia  de  lo  expuesto,  son  procedentes  los  ex- 
tremos tercero  y  cuarto  del  cargo  de  demanda,  pues 
ambos  puntos  son  ni  mis  ni  menos  que  daños  y  per- 
juicios determinados  ya,  que  resultan  consecuencias 
directas  de  la  falta  de  cumplimiento  por  Rodríguez 
de  su  obligación;  5? — Que  no  procede  la  declaratoria 
del  extremo  quinto  de  la  acción  porque  la  respuesta 
á  la  pregunta  tercera  del  interrogatorio  que  encabeza 
el  expediente,  como  confesión  no  da  mérito  suficien- 
te para  estimar  que  el  demandado  obró  en  perjuicio 
de  la  actora,  pues  no  hay  una  contestación  categóri- 
ca, y  porque  descartado  eso  no  resulta  obligatoria  la 
entrega  á  la  Navarro  del  rastrojo  ó  de  lo  que  consti- 
tuye los  derechos  que  le  cedió  Rodríguez,  por  éste, 
dado  que  esa  entrega  ~debe  ser  judicial  y  á  expensas 
del  dueño  de  la  herencia,  por  ser  los  gastos  de  liqui- 
dación y  adjudicación  cargas  de  la  herencia  y  no  ga- 
rantizar el  cesionario  en  este  caso  sino  su  calidad  de 
tal;  69 — Que  la  contrademanda  es  improcedente  tam- 
bién: en  su  primera  parte,  por  lo  expuesto  al  tratarse 
de  la  demanda;  y  el  segundo  punto,  porque  no  apa- 
rece la  exigencia  de  la  ley  de  que  se  declare  nulo  un 
contrato  como  el  dicho  cuando  no  se  señala  término. 
La  única  prohibición  es  en  general  que  no  puede  pa- 
sar de  noventa  y  nueve  años,  y  respecto  de  institu- 
ciones, de  treinta   años.  Hay    un   caso  análogo:  el  de 
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arrendamiento  (artículo  1151,  Código  Civil)  y  en  él 
antes  que  prohibido,  se  explica  que  si  no  se  fija  plazo, 
el  punto  puede  resolverse  por  la  naturaleza  del  servi- 
cio especial  á  que  se  destina  la  cosa.  Además  el  caso, 
como  de  uso,  más  bien  que  de  usufructo,  favorece  á 
la  actora  aunque  con  el  cargo  proporcional  de  sufra- 
gar los  gastos  que  señala  el  artículo  369  del  Código 
Civil;" 

4? — Que  habiéndose  alzado  el  perdidoso,  la  Sala 
Primera  de  Apelaciones,  á  las  tres  y  cuarto  de  Ja  tar- 
de del  dos  de  marzo  de  este  año,  confirmó  en  todas 
sus  partes  la  sentencia  apelada,  con  costas  personales 
y  procesales  del  juicio  á  cargo  del  demandado; 

5? — Que  el  señor  Navarro  Brenes  ha  interpuesto 
recurso  de  casación  de  la  sentencia  de  segunda  ins- 
tancia por  los  siguientes  motivos:  i9 — Interpretación 
errónea  del  convenio  constante  en  la  escritura  pública 
certificada  en  autos,  violación  y  mala  aplicación  de 
los  artículos  1022,  1023  y  1151  del  Código  Civil;  2? — 
Violación  de  los  artículos  1372  ibídem  y  1075,  Códi- 
go de  Procedimientos  Civiles; 

69 — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  defec- 
to;  y 

Considerando: 

I? — Que  la  transacción  que  como  prueba  se  re- 
gistra en  el  proceso  ha  sido  interpretada  de  modo  co- 
rrecto, de  acuerdo  con  las  reglas  hermenéuticas,  por 
el  Juez  y  la  Sala  de  instancia,  y.  por  lo  mismo,  no 
existe  el  error  en  su  interpretación,  ni  menos  la  vio- 
lación ni  mala  aplicación  de  los  artículos  1022  y  4023 
del  Código  Civil,  que  sirven  de  apoyo  legal  á  la 
sentencia  recurrida; 

2? — Que  el  artículo  1 151  del  mismo  Código  refe- 
rente al  contrato  de  arrendamiento  no  tiene  siquiera 
relación  con  la  sentencia,  en  que  se  determinan  rela- 
ciones jurídicas  completamente  extrañas  á  este  texto 
legal,  por  lo  que  no  puede  haber  sido  violado  en  ella; 

3? — Que  el  demandado  al  comprometerse  á 
mantener  en  su  potrero   las   tres  vacas  adjudicadas  á 
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su  esposa,  no  hizo  renuncia  alguna,  sino  que  contrajo 
una  obligación  positiva  que  no  se  roza  con  la  disposi- 
ción  del  artículo  1327  ibídem; 

4? — Que  el  artículo  1075,  Código  de  Procedi- 
mientos Civiles,  deja  al  arbitrio  del  Juez  la  condena- 
toria en  costas  procesales  solamente,  ó  también  en 
las  personales,  atendida  la  importancia  de  lo  que  se 
niega  y  la  buena  fe  de  las  partes,  cuando  la  acción 
no  se  declara  procedente  en  su  totalidad,  por  lo  que 
tampoco  se  ha  violado  este  artículo; 

Por  tanto  y  de  acuerdo  con  los  artículos  980  y 
983  del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  declárase 
sin  lugar  la  casación  pedida  con  costas  á  cargo  del 
recurrente,  y  con  certificación  de  la  presente  vuelvan 
los  autos  á  la  Sala  de  su  procedencia. — A.  Alvara- 
do. — J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez.— A. 
Zambrana. — Matías  Trejos. — Ante  mí,  Alfonso  Jimé- 
nez. 


Campos  Gutiérrez 

(  2  35'  p.  m. — Mayo  18) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  Segundo  del 
Crimen  de  esta  provincia,  contra  Miguel  Campos  Gu- 
tiérrez, de  veintitrés  años,  artesano  y  de  este  domicilio, 
por  los  delitos  de  robo  y  abigeato,  cometidos  en  perjui- 
cio de  los  señores  Arcelia  Gutiérrez  de  Gamboa  y  Vir- 
gilio Gairaud  Porcada;  son  partes  además  del  reo,  el 
señor  Antonio  Segura  Cascante,  mayor,  pasante  de 
abogado  y  vecino  de  esta  ciudad,  como  defensor  del 
reo,  y  el  representante  del  Ministerio  Público; 

Resultando'. 

1? — Que  el  Juez  respectivo,  por  resolución  dic- 
tada á  las  ocho  de  la  mañana  del  seis  de  enero  de  es- 
te año,  falló  con  fundamento  en  los  artículos  35  y  36, 
ley  de  17  de  octubre  de  1864,  y  81  del  Código  Pe 
nal,  condenando  al  procesado,  como  autor  de  los  de- 
litos referidos,  é  imponiéndole  diez  y  ocho  mejses    de 
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presidio  por  cada  uno,  previo  abono  del  tiempo  de 
prisión,  y  á  las  accesorias  de  ley;  y  ordenó  testimo- 
niar las  piezas  necesarias  para  averiguar  si  Ezequiel 
Loaiza,  Alejandro  Rueda  y  Miguel  Maroto  han  co- 
metido el  delito  de  falso  testimonio,  y  Segundo  Gam- 
boa el  de  encubrimiento  del  delito  de  robo.  El  Juez 
consideró:  '^i? — La  prueba  rendida  en  el  proceso  se- 
ñala al  reo  Miguel  Campos  Gutiérrez  como  autor  de 
los  delitos  por  que  se  le  juzga  y  en  el  plenario  no  se 
han  podido  desvirtuar  los  cargos  que  contra  él  pesa- 
ban y  aun  cuando  á  última  hora  se  ha  querido  probar 
la  coartada,  las  diligencias  tendientes  á  demostrar  ese 
hecho,  no  tuvieron  resultado  eficaz,  dado  el  cumulo 
de  contradicciones  sustanciales  cometidas  por  los  tes- 
tigos que  á  esa  prueba  se  prestaban  con  sus  declara- 
ciones, en  las  que  de  primera  impresión  se  nota  la 
falsedad  que  las  asiste.  Miguel  Campos  Gutiérrez 
fué  reconocido  por  testigos  que  el  día  del  suceso  lo 
vieron  huyendo  de  la  casa  robada  con  un  cofrecito  en 
la  mano,  que  es  el  reclamado  por  la  ofendida:  fué  se- 
guido en  su  carrera  hasta  que  desapareció,  y  el  cofre- 
cito  robado  se  encontró  en  el  camino  recorrido  por  el 
reo  en  su  fuga  y  hacia  el  lado  de  la  calle  en  que  iba; 
pasó  Campos  Gutiérrez  por  la  Fábrica  de  Hielo  sita  á 
una  orilla  de  la  línea  férrea  que  va  para  Alajuela  y 
vino  á  salir  por  la  calle  de  la  Estación  del  Ferrocarril 
al  Atlántico,  hasta  llegar  al  puente  contiguo  á  la  Fá- 
brica de  Calzado  en  la  calle  dicha,  en  donde  se  reu- 
nió con  Ezequiel  Loaiza  y  Juan  de  Dios  Monje,  para 
¡r  después  á  tomar  un  refresco  que  le  ofreció  Ezequiel 
Loaiza,  pues  Campos  venía  muy  agitado  y  diciendo 
que  traía  mucha  sed.  Pocos  días  después  hurta  el 
caballo  de  propiedad  de  Virgilio  Gairaud  y  empren- 
de la  fuga  hacia  **E1  General,"  sirviéndole  de  guía 
Antonio  Mora,  hablado  por  Segundo  Gamboa  para 
tal  objeto.  En  el  camino  Miguel  Campos  hace  reve- 
laciones á  varias  personas  diciéndoles  unas  veces  que 
anda  en  comisión  de  Segundo  Gamboa,  comprando 
ganado,  hecho  que  éste  niega,  diciendo  que  cuando 
Campos  se  fué  á  despedir  de  él  por  estar   de   viaje  al 
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Copey,  le  dijo  que  si  le  veía  en  el  camino  un  toro  que 
se  le  había  perdido  se  lo  mandara  y  que  no  era  sinoá 
Ezequiel  Loaiza  á  quien  pensaba  mandar  á  ''£1  Gene- 
ral" á  traer  ganado;  otras  veces  dijo  que  huía  y  era 
porque  había  destruido  un  pagaré  de  tres  mil  colo- 
nes de  Segundo  Gamboa  á  favor  de  una  señora,  y 
otras  que  era  reo  de  unas  cortadillas  en  Alajuela.  In- 
dudablemente el  hecho  de  la  fuga  de  Campos  Gutié- 
rrez, así  como  el  haber  indicado  la  existencia  entre 
los  objetos  robados,  de  un  pagaré  en  que  era  deudor 
Segundo  Gamboa  de  una  señora  que  es  la  ofendida, 
— hecho  que  no  podía  haberse  sabido  antes  de  la  con- 
clusión del  sumario, — el  haber  sido  aprehendido  por 
la  autoridad,  estando  oculto  debajo  de  una  cama,  dejan 
fuera  de  duda  que  el  reo  de  esta  causa  es  autor  del  ro- 
bo á  doña  Arcelia  Gutiérrez  de  Gambpa;  2? — Que  con 
las  declaraciones  recibidas  en  el  proceso,  así  como  con 
las  pruebas  periciales  existentes  en  el  mismo,  esta  au- 
toridad tiene  por  comprobado  el  cuerpo  de  los  deli- 
tos de  robo  en  perjuicio  de  Arcelia  Gutiérrez  de 
Gamboa  y  de  abigeato  en  perjuicio  de  Virgilio  Gai- 
raud,  y  que  es  su  autor  responsable  Miguel  Campos 
Gutiérrez,  quien  es  acreedor  á  las  penas  que  la  ley 
señala  para  tales  hechos.  (Artículos  i^  I5  y  57»  Có- 
digo Penal,  y  18  de  la  Ley  de  8  de  julio  de  1902;) 
3?— Que  el  caso  concreto  en  cuanto  al  robo  está 
comprendido  en  el  artículo  463,  en  relación  con  el  in- 
ciso I?  del  462,  ambos  del  Código  Penal,  y  es  casti  • 
gado  con  presidio  interior  menor  en  sus  grados  me- 
dio á  máximo;  y  en  cuanto  al  abigeato,  en  el  inciso 
3?  del  artículo  468,  en  relación  con  el  472,  ambos  del 
Código  Penal,  y  es  castigado  con  presidio  interior 
menor  en  su  grado  medio;  4? — Que  no  existe  com- 
probada á  favor  del  reo  circunstancia  que  atenúe  ó 
agrave  la  pena,  por  lo  que  de  conformidad  con  los 
artículos  74  y  75,  Código  ibídem,  pueden  recorrerse 
las  penas  en  toda  su  extensión  al  aplicarlas;  5? — Que 
esta  autoridad  fija  en  un  año  y  seis  meses  de  presidio 
interior  menor  en  su  grado  medio  la  pena  aplicable 
al  reo  por  el  delito  de  robo  y  en   igual   pena  fija   la 

19 
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que  merece  por  el  delito  de  abigeato,  ambas  descon- 
tables sucesivamente  en  la  isla  de  San  Lucas,  con 
abono  de  la  prisión  sufrida;  69 — Que  con  la  principal 
deben  imponerse  al  reo  las  penas  accesorias.  (Artícu 
lo  83  del  Código  Penal);  7? — Que  debe  ordenarse  se 
testimonie  lo  conducente  para  averiguar  si  los  testi- 
gos Ezequiel  Loaiza,  del  sumario,  y  Alejandro  Rue- 
da y  Miguel  Maroto,  del  plena  rio,  han  incurrido  en 
el  delito  de  falso  testimonio,  pues  aseguran  todos  que 
Miguel  Campos  Gutiérrez  estuvo  en  compañía  de 
ellos,  sin  separárseles  durante  el  tiempo  en  que  pre- 
cisamente se  cometió  el  robo  á  que  el  proceso  se  re- 
fiere. Loaiza,  en  el  sumario  dijo  haber  visto  venir  á 
Campos  Gutiérrez  como  á  las  nueve  de  la  noche^del 
día  del  suceso  y  cuando  se  encontraba  con  Juan  de 
Dios  Monje  en  el  puente  de  la  Fábrica  de  Licores,  y 
del  lado  arriba  de  la  Estación,  diciendo  que  traía  mu- 
cha sed — lo  que  indica  que  Campos  se  había  separa- 
do de  él, — y  en  el  plenario  se  desdice  del  todo  de  su 
aserto,  manifestando  que  Campos  lo  acompañó  toda 
esa  noche  hasta  las  nueve,  sin  separársele  y,  por  con- 
siguiente, no  era  cierto  que  lo  hubiera  visto  llegar 
del  lado  de  la  Estación.  Los  testigos  Rueda  y  Ma- 
roto aun  cuando  no  han  caído  en  contradicción  en  sus 
declaraciones,  sí  están  en  contradicción  con  los  hechos 
posteriores  á  la  comisión  del  delito,  como  la  fuga  del 
reo,  las  circunstancias  de  su  captura  y  el  manifiesto 
deseo  de  huir  cuando  la  autoridad  lo  traía  preso,  etc., 
que  son  indicios  patentes  de  su  culpabilidad,  pues  un 
inocente  no  huye  ni  tampoco  se  esconde  debajo  de 
las  camas  cuando  la  autoridad  que  lo  cree  indiciado 
de  delito  lo  va  á  capturar,  y  es  por  estas  considera- 
ciones que  resaltan  del  proceso,  que  las  declaraciones 
de  estos  testigos  no  han  surtido  efecto  alguno  para  la 
prueba  de  la  inocencia  del  que  ha  aparecido  como 
culpable,  que  en  su  intranquilidad  y  azoramiento  hi- 
zo revelaciones  que  tienenücl  carácter  de  confesión,  y 
aun  cometió  otro  delito,  el  de  abigeato,  por  que  tam- 
bién se  le  ha  juzgado  en  este  proceso,  con  el  objeto 
de  fugarse.  (Artículo  889,  Parte   tercera  del    Código 
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General  de  1841);  8? — Que  debe  asimismo  testimo- 
niarse lo  conducente  para  el  juzgamiento  de  Segundo 
Gamboa  como  encubridor  del  delito  de  robo  á  la  se- 
ñora Arcelia  Gutiérrez,  pues  consta  del  proceso  que 
habló  y  aun  contrató  la  fuga  del  reo  hacia  "El  Gene- 
ral." (Inciso  3?  del  artículo  17  del  Código  Penal)"; 

2? — Que  habiéndose  alzado  el  defensor,  falló  el 
asunto  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones  á  la  una  y 
tres  cuartos  de  la  tarde  del  nueve  de  marzo  último, 
confirmando  en  todas  sus  partes  la  sentencia  apelada; 

3? — Que  el  defensor  del  procesado  ha  interpues- 
to recurso  de  casación  de  la  sentencia  de  segunda  ins- 
tancia por  los  motivos  siguientes:  i9 — Error  de  dere- 
cho en  la  apreciación  de  la  prueba  con  violación  del 
artículo  873,  Código  de  Procedimientos  Criminales; 
2? — Aplicación  indebida  de  los  artículos  468  y  472 
del  Código  Penal,  y  violación  de  los  471  y  ii  (inciso 
io9)  ibídem,  y  163,  678,  680,  837  y  838  del  de  Pro- 
cedimientos en  lo  Criminal; 

4?— Que  no  se  nota  defecto  en  los  procedimien- 
tos; y 

Considerando: 

i9 — No  tiene  razón  el  recurrente  en  los  dos  pri- 
meros puntos  de  su  recurso:  el  artículo  873  de  la 
Parte  3?  del  Código  General  se  ha  cumplido  debida- 
mente, porque  está  justificado  el  cuerpo  de  los  deli- 
tos de  hurto  y  abigeato  objeto  del  proceso,  por  los 
medios  legales,  que  las  sentencias  de  instancia  expo- 
nen, y  también  se  ha  comprobado  plenamente  la  de- 
lincuencia del  procesado.  Los  testigos  han  declarado 
de  modo  categórico  sobre  la  identidad  del  encausado 
y  de  la  cajita  en  que  estaban  los  objetos  sustraídos: 
la  coartada  es  una  simple  pretensión  del  reo,  pues  no 
aparece  la  hora  exacta  en  que  ocurrieron  los  hechos 
punibles,  de  modo  que  no  hay  dificultad  en  estimar 
cierta  la  manifestación  del  reo  de  haber  estado  des- 
pués del  hurto  en  la  compañía  que  indica,  y  los  tes- 
tigos que  así  declaran  incurren  en  contradicciones 
que  les  alejan  crédito  y  hasta  han   merecido    tres  de 
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ellos,  que  se  mande  averiguar  si  han  incurrido  en  fal- 
so testimonio; 

2? — Se  quiere  en  el  tercer  motivo  de  casación 
enmendar  la  califícación  del  abigeato  llamándolo  hur- 
to de  uso,  invocando  para  ello  el  artículo  47 1^  Códi- 
go Penal,  en  relación  con  los  468  y  472  ibídem;  mas 
el  hurto  de  uso  lo  caracteriza  el  tomar  la  cosa  ajena 
sin  ánimo  de  apropiársela  y  devolverla  á  su  dueño  ó 
devolverla  espontáneamente  al  lugar  donde  se  tomó, 
en  los  casos  y  circunstancias  de  aquella  disposición 
legal,  y  en  el  asunto  que  se  analiza,  el  caballo,  que 
hizo  una  larga  jornada  de  varios  días,  vino  á  manos 
del  dueño  por  motivos  ajenos   á  la   voluntad  del  reo; 

3? — Lo  del  inciso  I  o9  del  artículo  11,  Código 
Penal,  no  tiene  razón,  pues  no  aparece  la  reparación 
del  daño  sino  por  la  manifestación  del  ofendido,  lo 
que  no  es  bastante  para  el  objeto; 

4? — Por  ultimo  se  alega  error  de  derecho  en  la 
apreciación  de  la  prueba,  con  violación  del  artículo 
873,  Parte  3?  del  Código  General  de  1841,  lo  cual  no 
es  cierto  según  lo  dicho  en  el  considerando  primero, 
y  por  lo  que  respecta  á  los  demás  artículos  citados  no 
es  más  fundado  el  cargo;  respecto  del  artículo  163 
ibídem,  porque  la  definición  de  lo  que  se  entiende 
por  prueba  no  viene  al  caso;  ni  del  678  del  mismo 
Código,  pues  los  autos  contradicen  esta  pretensión, 
una  vez  que  contienen  prueba  superabundante  para 
imputar  al  reo  los  delitos  por  que  se  le  ha  procesado; 
con  relación  al  artículo  680  porque  la  sentencia  re* 
currida  cita  varías  disposiciones  legales.  Los  artícu- 
los 837  y  838  no  aparecen  infringidos,  pues  el  Juez 
que  recibió  la  instrucción  y  la  examinó,  le  dio  curso 
sin  estimar  defecto  que  la  anule.  Todas  estas  consi- 
deraciones determinan  la  improcedencia  del   recurso. 

Por  tanto,  y  de  acuerdo  con  los  artículos  980  y 
983  del  Código  de  Procedimientos  Civiles  y  1 9  de  la 
ley  número  19  de  9  de  junio  de  1899,  declárase  sin 
lugar  la  casación  pedida.  Con  certificación  de  la  pre- 
sente vuelvan  los  autos  al  tribunal  de  su  procedencia. 
A.  Alvarado. — J.  Fed.    González. — Manuel  V.  Jimé- 
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ttez. — A.  Zambrana. — Matías  Trejos. — ^Ante  mí, — Al- 
fon^  Jiménez. 


Fuentes  y  Solís 

(2^  p.  m. — Mayo  19) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  Primero  del 
Crimen  de  esta  provincia,  contra  Luis  Fuentes  Mu- 
ñoz, mayor  de  veintiún  años,  Miguel  y  Juan  Solís 
Guzmán,  de  treinta  y  tres  y  veintiséis  años  de  edad, 
respectivamente,  todos  agricultores  y  vecinos  de  Es- 
casú,  por  el  delito  de  falso  testimonio  cometido  en  fa- 
vor de  Ramón  Saborío,  de  único  apellido;  en  la  cual 
son  partes  además  de  los  reos,  su  defensor  Juan  Fran- 
cisco  Rojas  Moya,  mayor,  procurador  judicial  y  de 
este  domicilio,  y  el  representante  del  Ministerio  Pú- 
blico; 

Resultando: 

i? — Que  por  sentencia  dictada  á  las  doce  del  día 
treinta  y  uno  de  enero  próximo  pasado,  el  Juez  res- 
pectivo condenó  á  los  procesados,  como  responsables 
del  delito  referido,  á  sufrir  dos  años  de  presidio,  con 
abono  de  la  prisión,  y  á  las  demás  accesorias  de  ley. 
El  Juez  consideró:  "i9 — Que  este  Tribunal  tiene  por 
cierto  que  los  procesados  Luis  Fuentes,  Juan  y  Mi- 
guel Solís  declararon  falsamente  en  favor  de  Ramón 
Saborío,  con  la  siguiente  prueba:  a)  con  las  declara- 
ciones que  rindieron  los  enjuiciados  en  el  proceso 
contra  Saborío,  relacionadas  en  el  resultando  segundo, 
en  las  cuales  afirman  unánimemente  que  su  punto  de 
observación  era  la  orilla  de  la  cerca  fronteriza  al  es* 
tablecimiento  de  José  Sandí,  y  no  obstante  eso^  difie- 
ren notablemente  al  indicar  la  distancia  entre  ellos  y 
el  sitio  del  suceso;  que  estaban  los  tres  juntos  y  ade- 
más el  finado  Nicolás  Solís,  y  consta  de  manera  au- 
téntica que  éste  prestaba  su  servicio  militar  en  uno  de 
los  cuarteles  de  esta  ciudad,  el  cuatro  de  mayo,  fecha 
de  la  comisión  del  delito,  sobre  que  ellos  declararon 


faltando  á  la  verdad,  y  que  en  esa  fecha  no  hubo  li- 
cencia para  ningún  individuo  de  tropa,  de  seguro  por 
la  sublevación  de  cuarteles  del  día  anterior;  b)  con 
los  informes  testimoniales  á  que  se  contraen  los  resul- 
tandos primero  y  tercero  y  con  lo  depuesto  por  Pío 
Delgado  en  este  juicio.  (Resultando  sexto);  c)  con  el 
oficio  de  la  Comandancia  de  esta  Plaza,  á  que  se  con- 
trae el  resultando  cuarto;  d)  con  lo  dictaminado  por 
el  Médico  Forense  (Resultando  quinto),  lo  cual  pone 
más  de  relieve  la  falsedad  de  los  testimonios  de  los 
Solises  y  Fuentes.  En  efecto,  es  materialmente  impo- 
sible, como  se  tiene  dicho,  que  si  Pío  Delgado  tenía 
asido  á  Saborío  por  el  cuerpo  6  los  brazos,  sacudién- 
dolo, y  el  revólver  se  disparó  á  un  sacudión,  el  pro 
yectil  le  atravesara  á  Delgado,  á  la  vez,  el  dedo  me- 
ñique de  la  mano  izquierda,  y  la  mano  derecha,  en  su 
parte  media,  sin  que  Saborío  sufriera  al  mismo  tiem- 
po el  menor  daño;  y  lo  es  más  aún,  que  teniendo  Del- 
gado la  mano  derecha  ocupada  en  sujetar  á  su  con- 
trario, pudiera  el  proyectil  entrarle  por  la  región  paU 
mar  del  mismo  miembro.  (Artículo  2?  de  la  ley  de  3 
de  julio  de  1903);  29 — Que  reputándose  á  los  proce- 
sados autores  del  delito  de  falso  testimonio  de  que 
se  trata,  debe  condenárseles  á  las  penas  establecidas 
por  la  ley.  (Artículos  i9,  15  y  57  del  Código  Penal); 
3? — Que  el  hecho  de  autos  se  encuentra  comprendido 
en  el  artículo  229  del  Código  Penal  y  eS  castigado  con 
presidio  interior  menor  en  su  grado  medio;  4? — Que 
en  el  hecho  no  concurren  circunstancias  que  atenúen 
ó  agraven  la  pena  que  corresponde  al  delito,  y  por  lo 
mismo  puede  recorrerse  toda  su  extensión  al  aplicar- 
la,  pues  aunque  los  testigos  Lorenzo  Mora  y  Pastor 
Umaña  declaran  que  Juan  y  Miguel  Solís  son  de  con- 
ducta irreprochable,  de  las  certificaciones  que  obran  á 
folios  91  y  93  aparece  que  el  primero  ha  sido  penado 
por  la  Policía  y  el  segundo  condenado  dos  veces  por 
el  delito  de  lesiones.  (Artículo  1 1,  inciso  14,  y  74  del 
Código  Penal);  5? — Que  este  Juzgado  fija  en  dos  años 
la  duración  de  la  pena  á  que  los  reos  se  han  hecho 
acreedores  con  su  delito.  (Artículo  ^6  del  Código  Pe- 
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nal);  6? — Que  también  debe  condenarse  á  los  reos  á 
las  penas  accesorias  y  abonárseles  la  prisión  sufrida. 
(Artículos  25,  33,  38  y  95  del  Código  Penal;'') 

2? — Que  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones,  quien 
conoció  de  la  causa  en  virtud  de  alzada  interpuesta 
por  el  defensor  de  los  procesados,  falló  á  las  tres  de  la 
tarde  del  diez  de  marzo  ultimo  cambiando  la  pena 
principal  impuesta  á  éstos  por  un  año,  cinco  meses  y 
once  días  de  presidio  en  San  Lucas,  y  ordenando  tes- 
timoniar  las  piezas  correspondientes  para  averiguar  si 
se  ha  cometido  por  persona  alguna  el  delito  de  falso 
testimonio; 

3? — Que  contra  la  sentencia  de  segunda  instan- 
cia ha  interpuesto  recurso  de  casación  el  defensor  de 
los  procesados  por  los  siguientes  motivos:  a) — Infrac- 
ción de  los  artículos  35  y  36  de  la  ley  de  17  de  octu- 
bre de  1864;  b) — Violación  de  los  artículos  TTJ^  778 
y  780,  Código  de  Procedimientos  Criminales  de  1841; 
163,  164,  275,  678  y  680  ibídem,  y  18  de  la  ley  de  8 
de  julio  de  1902;  c)— Error  de  hecho  y  de  derecho 
en  la  apreciación  de  la  prueba;  d) — Interpretación 
errónea  y  aplicación  indebida  de  los  artículos  i,  15  y 
57  del  Código   Penal; 

4?— Que  en  los  procedimientos  no  se   nota  de^^ 
fecto;  y  ^ 

Considerando: 

I? — Que  resuelto  el  punto  relativo  á  la  aprecia- 
ción de  las  pruebas,  no  hay  para  qué  tomar  en  cuen- 
ta los  demás; — y  que  este  Tribunal  no  tiene  por  pro- 
bada la  culpabilidad  de  los  recurrentes,  porque  los 
fundamentos  con  que  el  delito  se  les  imputa  carecen 
de  la  solidez  que  para  el  caso  es  exigible.  Apre- 
ciar con  algunas  varas  de  diferencia  una  distancia 
que  no  se  mide,  no  puede  tenerse  como  prueba  de 
una  contradicción  mentirosa;  lo  único  que  se  justi- 
fica en  cuanto  á  la  ausencia  del  cuartel  del  proce- 
sado que  murió, — dato  que  se  usa  contra  los  otros,  es 
que  no  pudo  ausentarse  con  constancia  escrita  de  su  per- 
miso para  ello,  y  que,  en  lo  general,  en  ese  día  no  se 


dieron  licencias  de  esa  especie, — lo  que  no  hace  in- 
verosímil el  incidente  que  él  declaró  sobre  el  asunto. 
No  es  cierto  que  difieran  notablemente  los  procesados 
en  cuanto  á  la  distancia  en  que  se  encontraron  del 
lugar  del  suceso.  El  dato  relativo  á  que  los  otros  tes- 
tigos de  los  hechos  no  notaran  la  presencia  de  los  en- 
causados, de  noche,  á  oscuras,  amparados  por  una  cer- 
ca, y  en  los  instantes  en  que  su  atención  estaba  fija  en 
otra  parte,  tiene  .muy  poco  de  decisivo,  así  como  los 
enlazados  con  la  forma  en  que  se  desenvolvieron  los 
incidentes  de  la  lucha;  porque  lo  rápido  de  esta  pudo 
prestarse  á  diversas  apreciaciones  entre  testigos  de  una 
misma  probidad,  como  lo  enseña  á  cada  paso  la  ex- 
periencia; 

2? — Que  á  esta  Sala  corresponde  según  las  leyes 
hoy  vigentes,  apreciar  por  su  parte  la  culpabilidad  ó 
inocencia  de  los  reos  las  sentencias  de  los  cuales  den- 
tro de  su  ministerio  examina; 

Por  tanto,  y  de  acuerdo  con  los  artículos  3?  de  la 
ley  de  3  de  julio  de  1903  y  477  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Civiles,  declárase  con  lugar  la  casación 
demandada  y  nula  la  sentencia  de  la  Sala  Segunda. — 
A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jímé- 
jAnez. — A.  Zambrana. — Matías  Trejos. — Ante  mí, — Al- 
fonso Jiménez. 

Chaverri  Bolaños 

(  2  20'  p.  m. — Mayo  19  ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  de  lo  Conten- 
,  cioso-administrativo,  contra  el  s^ñor  José  María  Cha- 
verri Bolaños,  mayor  de  edad,  comerciante  y  vecino 
de  la  ciudad  de  Grecia,  por  el  delito  de  expendio  de 
aguardiente  clandestino;  en  la  cual  son  partes  además 
del  reo,  su  defensor  señor  Juan  Rafael  Víquez  Segre- 
da,  mayor,  pasante  de  abogado  y  de  este  vecindario, 
y  el  representante  del  Ministerio  Público; 

Resultando: 
1 9 — Que  con  apoyo  en  los  artículos    163,    164, 


2iS  y  882,  toarte  tercera  del  Código  General,  el  juez 
respectivo  dictó  sentencia  á  las  nueve  de  la  mañana 
del  veintiocho  de  diciembre  del  año  próximo  pasado, 
condenando  al  procesado  como  responsable  del  delito 
dicho  á  pagar  quinientos  colones  de  multa  con  la  a> 
plicación  de  ley,  y  á  sufrir  seis  meses  de  confinamien- 
to en  el  pueblo  de  Orosi,  convertible  tal  multa  en  o- 
tros  seis  meses  de  confinamiento  en  el  lugar  indicado, 
y  á  las  demás  accesorias  de  ley.  El  Juez  se  fundó 
también  en  las  razones  siguientes:  **i? — Que  el  cuer- 
po del  delito  de  depósito  de  aguardiente  clandestino 
en  la  pulpería  del  señor  José  María  Chaverri  Bolaños 
y  que  constituye  el  delito  de  venta  del  mismo,  se  en- 
cuentra comp^obado^con  arreglo  á  los  artículos  777, 
780  y  781,  Parte  tercera  del  Código  General,  715  y 
716  del  Fiscal,  35  y  36,  ley  de  17  de  octubre  de 
1864;  2* — Que  de  autos  aparece  plenamente  com- 
probado con  testigos,  que  el  licor  clandestino,  objeto 
de  esta  causa,  fué  aprehendido  en  el  establecimiento 
de  pulpería  del  señor  José  María  Chaverri  Bolaños  y 
en  consecuencia,  debe  tenérsele  y  castigársele  como 
responsable  de  este  delito.  Artículos  2x8,  Parte  ter- 
cera del  Código  General  y  721  del  Fiscal;  3? — Que 
el  hecho  por  que  se  sigue  esta  causa  se  encuentra 
comprendido  en  los  artículos  2?  y  13?  de  la  ley  de  18 
de  julio  de  1903,  que  imponen:  ala  primera  vez  mul- 
ta de  quinientos  colones  y  seis  meses  de  confinamien 
to,  en  un  lugar  distante  por  lo  menos  cincuenta  kiló- 
metros del  sitio  en  donde  se  hubiere  cometido  el  de- 
lito; á  la  primera  reincidencia,  una  multa  igual  y  ade- 
más seis  meses  de  presidio;  y  á  la  segunda  reinciden- 
cia una  multa  doble  y  extrañamiento  del  país  por  dos 
años  y  medio.  Si  el  reo  no  tuviere  bienes  con  qué 
satisfacer  la  multa,  se  conmutará  ésta  en  confinamien 
to,  según  el  caso,  á  razón  de  un  año  de  la  pena  por 
cada  mil  colones;  4? — Que  la  prueba  evacuada  en  es- 
tos autos,  en  nada  desvirtúa  el  cargo,  y  en  cuanto  á 
las  atenuantes  no  se  deben  tomar  en  consideración 
por  ser  la  pena  fija  y  no  tener  grados,  y  siendo  ésta 
la  primera  vez,  se  le  aplica  la  pena  en  quinientos  co- 


Iones  de  multa  y  seis  meses  de  confinamiento  en  el 
pueblo  de  Orosi.  Si  no  pagare  la  multa  en  dinero, 
la  descontará  con  seis  meses  de  confinamiento  en  el 
mismo  lugar  antes  citado;  5? — Que  también  deben 
aplicársele  las  disposiciones  de  los  artículos  723  y  725 
del  Código  Fiscal,  25  y  38  del  Penal;*' 

2? — Que  el  reo  apeló  y  la  Sala  Segunda  de  Ape- 
laciones por  resolución  dictada  á  las  tres  y  media  de 
la  tarde  del  ocho  de  marzo  próximo  pasado,  confirmó 
en  todas  sus  partes  la  sentencia  recurrida; 

3? — Que  el  defensor  del  reo  ha  interpuesto  re 
curso  de  casación  de  la  sentencia  de  segunda  instan- 
cia por  los  siguientes  motivos:  Error  de  hecho  en  la 
apreciación  de  la  prueba,  aplicación  indebida  y  viola- 
ción del  artículo  13,  ley  de  18  de  julio  de  1903;  y 
denegación  de  pruebas  pericial  y  testimonial  ofreci- 
das  en  segunda  instancia; 

4? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  inco- 
rrección; y 

Considerando: 

1 9 — Que  el  artículo  13  de  la  ley  de  18  de  julio 
de  1903,  que  se  cita  como  violado,  establece  que  "la 
mera  existencia  de  licores  de  cualquier  clase  y  en 
cualquier  cantidad  en  tiendas  ó  pulperías  no  autoriza- 
das para  su  expendio,  constituye  el  delito  de  venta 
clandestina  de  los  mismos*';  de  modo  que,  lejos  de  ha- 
ber sido  violado  ese  artículo  en  la  sentencia  recurrida, 
es  uno  de  sus  principales  fundamentos  en  derecho; 

2? — Que  la  prueba  que  el  acusado  solicitó  en  se- 
gunda instancia  fué  pedida  un  día  antes  del  señalado 
para  la  vista  y  por  consiguiente  fué  bien  denegada 
conforme  al  artículo  3?  de  la  ley  de  i9  de   agosto   de 

1895; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  deman- 
dada y  devuélvanse  los  autos  al  tribunal  de  su  origen 
con  certificación  de  la  presente. — A.  Alvarado. — J. 
Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambra- 
na. — Matías  Trejos. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 
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MiTCHELL  V.  DAVIS 
(2  2$'  p,  m. — Mayo  19 ) 

En  la  acusación  establecida  en  la  Alcaldía  de  Li- 
món por  MordinaMitchell  Johnson  contra  Marta  Da  vis 
I^enry,  las  dos  mayores,  de  oficios  domésticos  y  ve- 
cinas de  Limón,  por  injurias  proferidas  como  á  las 
cinco  de  la  tarde  del  trece  de  agosto  del  año  próxi- 
mo pasado,  en  Piuta,  de  aquella  jurisdicción;  en  la 
cual  es  también  parte  el  señor  Salomón  Zacarías 
Aguilera,  mayor  de  edad,  agente  de  negocios  judicia- 
les y  del  mismo  domicilio,  como  apoderado  de  la  acu  - 
sadora; 

Resultando: 


i9 — Que  el  Alcalde  de  Limón  falló,  con  apoyo 
en  los  artículos  437  y  438  del  Código  Penal,  á  las 
nueve  de  la  mañana  del  dos  de  enero  de  este  año, 
condenando  á  la  procesada  como  responsable  del  delito 
dicho  á  multa  de  ciento  un  colones,  con  la  aplicación 
de  ley  ó  en  caso  de  que  no  pueda  satisfacer  la  multa, 
á  la  pena  de  reclusión  por  dos  meses  y  un  día,  y  á  las 
accesorias  legales;  y  al  efecto  consideró:  **iV — Que 
con  las  declaraciones  de  los  testigos  David  Charles  y 
Alexander  Me.  Lean  se  ha  comprobado  la  comisión 
del  simple  delito  de  injurias  graves  en  perjuicio  de 
Mordina  Mitchell  y  ser  Martha  Davis  de  Henry  la 
autora  de  él  (artículos  Jjj  y  778  del  Código  General, 
Parte  tercera,  35  y  36  de  la  Ley  Adicional  de  1864  y 
20  de  la  ley  de  3  de  julio  de  1903);  2? — Que  no  ha- 
biéndose comprobado  circunstancias  agravantes  ni 
atenuantes,  de  acuerdo  con  la  doctrina  de  los  artícu- 
los 74  y  439  del  Código  Penal,  el  infrascrito  estima 
como  pena  bastante  la  multa  de  ciento  un  colones  y 
que  caso  de  que  la  reo  no  la  pueda  satisfacer,  se  le 
aplique  la  de  dos  meses  y  un  día  de  reclusión  menor; 
3? — Que  conforme  con  el  artículo  25  del  Código  Pe- 
nal debe  condenarse  á  la  reo  á  pagar  á  la  ofendida 
los  daños  y  perjuicios  que  le  haya  ocasionado  con  su 
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delito  y  á  pagarle  las  costas  personales  y  procesales 
de  esta  acusación"; 

29 — Que  en  virtud  de  alzada  interpuesta  por  la 
reo  conoció  del  asunto  el  Juez  del  Crimen  de  dicha 
comarca,  quien  por  resolución  de  las  dos  de  la  tarde 
del  once  de  abril  del  año  en  curso,  confirmó  en  todas 
sus  partes  la  sentencia  recurrida; 

3? — Que  la  misma  parte  ha  interpuesto  recurso 
de  casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por 
error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  calificación  del 
delito  y  violación  de  los  artículos  3?,  437  y  438,  (in- 
ciso 5?)  del  Código  Penal,  35  y  36  de  la  Ley  Adicio- 
nal de  1864  y  813  del  Código  General  de  184 1; 

4? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

i9— Los  motivos  que  se  alegan  para  pedir  la  ca- 
sación de  la  sentencia  recurrida  son  dos,uno  de  forma 
y  otro  de  fondo,  el  primero  que  se  hace  consistir  en 
no  haberse  discernido  el  cargo  de  defensor  al  señor 
Alberto  Monje  Reyes  que  fué  nombrado  después  del 
término  probatorio,  en  reposición  del  primer  defensor 
señor  Miguel  Echavarría,  es  improcedente  de  confor- 
midad con  lo  dispuesto  por  el  artículo  49  de  la  ley  de 
9  de  junio  de  1899,  que  sólo  permite  interponer  re- 
cursos de  casación  en  cuanto  al  fondo  contra  las  sen- 
tencias que  dicten  los  Jueces  del  Crimen  en  segunda 
instancia  en  causas  por  simples  delitos;  y 

29 — El  motivo  de  fondo  que  se  alega  en  el  recur- 
so interpuesto  carece  de  fundamento  porque  las  pala- 
bras proferidas  por  la  señora  Marta  Henry  contra  la 
acusadora,  constituyen  el  delito  de  injurias  graves, 
con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  437,  é  in- 
CÍS05  39,  49  y  59  del  438  del  Código  Penal  y  el  cuer- 
po del  delito  así  como  la  responsabilidad  de  la  encau- 
sada se  han  comprobado  debidamente  con  las  decla- 
raciones de  los  testigos  de  la  instrucción  ratificadas  en 
el  plenarío.  En  consecuencia  no   existe   la   violación 


—  30I  — 

que  se  reclama  de  ninguna  de  las   leyes  que   citan  al 
respecto  en  el  recurso  establecido; 

Por  tanto,  y  de  acuerdo  con  los  artículos  980  y 
983  del  Código  de  Procedimientos  Civiles  y  i?  de  la 
ley  ntímero  19  de  9  de  junio  de  1899,  declárase  sin 
lugar  la  casación  pedida  y  devuélvanse  los  autos  al 
Juzgado  de  su  procedencia  con  certificación  de  la  pre- 
sente.— A. — Alvarado. — J.  Fed.  González. — Manuel 
V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Matías  Trejos. — Ante 
mí, — Alfonso  Jiménez. 


Salazar  Soto 

{  3  p.  m. — Mayo  25  ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  del  Crimen 
de  Alajuela,  contra  Juan  Salazar  Soto,  de  veintiún 
años,  agricultor  y  vecino  de  "La  Unión,"  de  San  Car- 
los, por  el  delito  de  lesiones  menos  graves,  inferidas 
al  señor  Celedonio  Rojas  Esquivel;  en  la  cual  son  par- 
tes además  del  reo,  su  defensor  señor  Licenciado  Juan 
Manuel  Rodríguez  Solera,  mayor,  abogado  y  vecino 
de  la  ciudad  de  Alajuela,  y  el  representante  del  Mi- 
nisterio Público; 

Resultando: 

I? — Que  por  sentencia  fundada  en  los  artículos 
14,  15»  33»  38.  74»  76  y  83  del  Código  Penal  y  873, 
Parte  tercera  del  General,  el  Juez  respectivo,  á  las 
dos  y  media  de  la  tarde  del  diez  y  siete  de  enero  de 
este  año  condenó  al  procesado  como  autor  del  delito 
referido,  á  confinamiento  por  nueve  meses  y  veinte 
días  en  Juah  Viñas,  con  abono  del  tiempo  de  prisión, 
y  á  las  accesorias  de  ley;  y  al  efecto  consideró:  **i?— ^ 
Que  sí  bien  la  prueba  de  la  instrucción  no  demostra- 
ba por  manera  evidente  que  Salazar  Soto  hubiera  si- 
do el  autor  del  delito  que  se  persigue,  ese  hecho  ha 
quedado  plenamente  justificado  con  la  declaración  del 
reo,  en  que  éste  confiesa  haber  sido  quien  lesionó  al 
ofendido,  aunque  agrega  que  lo  hizo  en  su  propia  de- 
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fensa;  2? — Que  la  excepción  de  legítima  defensa  in- 
vocada por  el  reo,  no  tiene  apoyo  en  los  autos,  ni  si 
quiera  en  la  misma  confesión,  pues  allí  no  se  relatan 
los  hechos  de  que  pudieran  deducirse  las  tres  circuns- 
tancias exigidas  por  el  inciso  4?  del  artículo  10  del 
Código  Penal,  sino  que  antes  por  el  contrario  aquel 
concepto  está  en  contradicción  con  la  conducta  del  pro- 
cesado, que  después  de  la  riña,  se  sustrajo  á  la  acción 
de  la  justicia,  lo  que  no  habría  hecho  probablemente 
si  sólo  hubiera  herido  en  defensa  legítima  y  necesaria 
de  su  persona.  (Sentencia  de  casación  de  2^  p.  m. 
9  abril  1 90 i);  3? — Que  en  tal  virtud,  debe  declararse 
al  reo  responsable  del  delito  por  el  cual  se  le  Hamo  á 
juicio,  y  castigársele  con  una  de  las  penas  estableci- 
das por  el  articulo  422  ibíd,  sin  que  pueda  argüirse, 
para  combatir  esa  conclusión,  que  ella  quebranta  el 
principio  de  la  indivisibilidad  de  la  confesión,  por 
que  tal  principio  en  materia  criminal  no  es  una  doc- 
trina que  pueda  sostenerse  de  una  manera  absoluta, 
como  en  las  cuestiones  de  derecho  privado:  es  necesa- 
rio que  las  mismas  circunstancias  del  relato,  á  falta  de 
detalles  en  la  prueba,  hagan  verosímil  y  aceptable  la 
confesión;  y  en  la  especie  ni  el  reo  se  ha  cuidado  de 
exponer  los  hechos,  ni  siquiera  al  confesar  extrajudi- 
cialmente  á  Gamboa  y  Esquivel  su  delito,  hizo  inca- 
pié  en  que  había  procedido  obligado  por  la  necesidad 
de  procurarse  su  defensa.  (Sentencia  de  casación  de 
2^  p.  m.  26  enero  de  1904);  4? — Que  en  favor  del 
reo  concurre  la  atenuante  14?  del  artículo  11  ibidem, 
y  no  estando  contrarrestada  por  agravante  alguna,  ca- 
be imponer  la  pena  en  su  mínimum;'' 

2? — Que  en  virtud  de  alzada  interpuesta  por  el 
defensor  del  reo,  falló  el  asunto  la  Sala  Segunda  de 
Apelaciones,  quien  por  sentencia  dictada  á  la  una  y 
tres  cuartos  de  la  tarde  del  cuatro  de  marzo  ultimo, 
cambió  la  pena  principal  impuesta  al  reo  por  seis  me- 
ses de  reclusión  y  confirmó  en  lo  demás  la  sentencia 
apelada; 

3? — Que  la  defensa  ha  interpuesto  recurso  de  ca- 
sación de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por  viola 
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ci6n  de  los   artículos  ii,    inciso  12,  y  74  del  Código 
Penal; 

4? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

CofisideratiiU: 

I? — Que  además  de  la  confesión  extrajudicial  que 
aparece  del  proceso,  consta  por  varias  declaracione's 
de  testigos  que  en  el  barrio  de  su  residencia  era  voz 
pública  que  había  herido  el  reo  á  Celedonio  Rojas,  lo 
cual,  así  como  su  ausencia  dio  mérito  legal  para  abrir 
el  juicio  y  motivó  su  llamamiento  por  edictos  y  la 
consiguiente  declaratoria  de  rebeldía  en  razón  de  su 
contumacia.  (Artículos  275,  277  y  954,  Parte  tercera 
del  Código  General).  No  debe,  pues,  computarse  la 
atenuante  12?,  del  artículo  11,  Código  Penal; 

2? — Que  no  se  ha  infringido  el  artículo  74  ibídem 
porque  sólo  favorece  al  reo  la  circunstancia  14?  del 
artículo  citado,  la  cual  no  amerita  para  rebajar  el  gra- 
do que  pretende  el  recurso,  el   cual  es    improcedente; 

Por  tanto,  y  de  acuerdo  con  los  artículos  980  y 
983  del  Código  de  Procedimientos  Civiles  y    i9  de   la 

5  ley  número  19  de  9  de  junio  de  1899,  declárase  sin 
lugar  la  casación  demandada  y  con  certiñcación  de  ja 
y  presente  vuelvan  los  autos  á  la  Sala  de  su  proceden- 
cia.— A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — Manuel  V. 
Jiménez.— A.  Zambrana. — Matías  Trejos. — Ante  mí, 
Alfonso  Jiménez. 

3     Municipalidad  de  La  Unión  v.  la  de  Cartago 

(  2  25'  p.  m. — Mayo  30 ) 

En  las  diligencias  de  ejecución  de  la  sentencia 
dictada  en  el  juicio  arbitral,  seguido  en  el  Juzgado 
Civil  de  Cartago,  entre  las  Municipalidades  de  La  U- 
nión  y  Cartago,  sobre  deslinde  de  los  terrenos  de  las 
comunidades  de  la  primera  y  el  barrio  de  San  Nico- 
lás, en  que  son  partes  los  señores  Santiago  Jiménez 
Salazar,  agricultor  y  vecino   de  la  ciudad  de  Cartago, 


y  Licenciado  Manuel  Coto  Fernández,  abogado  y  de 
este  vecindario,  ambos  mayores,  como  apoderados  de 
dichas  Municipalidades,  por  su  orden; 

Resultando: 

1 9 — Que  en  memorial  de  veintiséis  de  octubre 
del  año  próximo  pasado  el  Licenciado  Manuel  Coto 
Fernández,  por  las  razones  indicadas  en  dicho  escri- 
to, pidió  que  se  declarara  nulo  lo  actuado  por  el  eje- 
cutor tercero  Licenciado  Alberto  Calvo  Fernández, 
con  las  costas  del  caso  á  su  cargo,  por  haberse  atri- 
buido funciones  que  no  le  estaban  encomendadas,  sa- 
liéndose en  su  ejecución  de  lo  fallado,  á  fin  de  que  se 
reponga  el  estado  del  negocio  al  punto  en  que  se  en- 
contraba antes  de  la  ejecución  del  tercer  perito; 

2? — Que  el  Juez  respectivo  por  resolución  de  las 
nueve  de  la  mañana  del  trece  de  diciembre  de  mil 
novecientos  cuatro,  fundada  en  los  artículos  84,  Ley 
Orgánica  de  Tribunales,  314  y  404  del  Código  de 
Procedimientos  Civiles,  declaró  sin  lugar  el  incidente 
de  nulidad  promovido  por  el  señor   Coto   Fernández; 

3? — Que  en  virtud  de  alzada  interpuesta  por  el 
apoderado  de  la  Municipalidad  de  La  Unión,  resol- 
vió el  asunto  la  Sala  Primera  de  Apelaciones  á  las 
dos  de  la  tarde  del  once  de  enero  del  año  en  curso, 
declarando  que  es  nula  la  diligencia  practicada  por  el 
señor  Calvo,  de  que  se  ha  hecho  referencia,  y  orde- 
nando .devolver  los  autos  al  Juzgado  de  su  origen  pa- 
ra los  efectos  de  ley.  La  Sala  se  apoyó  en  los  artí- 
culos 721,  1385  y  1392  del  Código  Civil,  y  451  del 
de  Procedimientos  Civiles,  y  consideró:  **i9 — Que  el 
plano  presentado  por  el  arbitro  don  Salomón  Escalan- 
te, formando,  como  forma,  parte  integrante  del  lau- 
do dictado  por  el  mismo,  ha  debido  tomarse  co- 
mo norma  por  el  agrimensor  señor  Calvo  para  prac- 
ticar la  operación  de  deslinde  y  amojonamiento  que 
le  fué  encomendada;  2? — Que  no  habiéndose  ajusta- 
do dicho  perito  al  plano  en  referencia,  la  operación 
es  nula  y  así  debe  declararse,  á  fin  de  que  se  proceda 
en  un  todo  con  arreglo  al  fallo  arbitrai;" 
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4? — Que  eh  los  procedimfeiifos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

I? — La  circunstancia  eximente  de  fuerza  irre- 
sistible que  pretende  el  recurrente  haber  concurri- 
do á  favor  del  procesado  en  el  hecho  por  que  se 
ha  seguido  esta  causa,  no  aparece  justiñcada  y  al 
contrarío  de  lab  circunstancias  que  precedieran  y 
acompañaron  al  delito,  se  desprende  que  no  puede* to» 
marse  en  cuenta  dicha  eximente  en  el  caso  concreto; 
así  como  tampoco  aparecen  comprobadas  las  ate- 
nuantes á  que  se  refieren  los  incisos  y^  y  1 19  del  ar- 
tículo 1 1  del  Código  Penal;  no  ha  habido  por  lo  tanto, 
la  violación  que  se  reclama  de  este  artículo  ni  la  del 
ID  del  mismo  Código; 

2? — Los  motivos  3?  y  4?  del  recurso  en  los 
cuales  se  alega  falta  de  personalidad  en  el  acusador 
por  no  haber  demostrado  éste  su  calidad  de  padre  de 
la  ofendida,  son  infundados  porque  tal  calidad  consta 
claramente  en  la  certificación  que  aparece  al  folio  1 5 
de  los  autos. 

3? — El  error  de  derecho  y  la  aplicación  errónea 
del  inciso  i?  del  artículo  420  del  Código  Penal  que 
también  se  alegan,  no  se  han  cometido  en  la  senten- 
cia recurrida,  porque  del  dictamen  médico-legal  prac- 
ticado en  segunda  instancia,  resulta  que  á  la  ofendida 
le  queda  impedimento  de  por  vida,  para  trabajar  co- 
ftio  antes,  en  la  mano  derecha  á  consecuencia  de  la 
lesión  sufrida,  y  ta  pena  que  se  impuso  al  delincuente 
es  la  que  corresponde  aplicar  con  arreglo  á  la  ley  cita- 
da; y 

4?  —De  las  razones  expuestas  se  deduce  que  no 
ha  habido  los  errores  de  hecho  y  de  derecho  que  se 
alegan,  ni  la  violación  de  ninguna  de  las  leyes  que  se 
citan  en  el  recurso. 

Por  tanto,  y  de  acuerdo  con  los  artículos  i?  de 
la  ley  número  19  de  9  de  junio  de  1899,  980  y  983 
del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  declárase  sin 
lugar  la  casación  pedida,  y  devuélvanse  los   autos   al 
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Tribunal  de  donde  proceden,  con  certiñcación  de  la 
presente. — A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — Ma- 
nuel V.  Jiménez, — A.  Zambrana. — Matías  Trejos. — 
Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


Camacho  Madrigal 

{2%   p.  m. — Junio  2 ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  del  Crimen 
de  Alajuela  contra  Ignacio  Camacho  Madrigal,  de 
treinta  y  tres  años,  artesano  y  vecino  de  esta  ciudad, 
por  el  delito  de  estafa  cometido  en  perjuicio  del  se- 
ñor Eduardo  Martín  Alvarado,  el  tres  de  octubre  del 
año  próximo  anterior.  Han  figurado  como  partes, 
además  del  reo,  su  defensor  señor  Ramón  Rodríguez 
Méndez,  mayor,  escribiente  y  vecino  de  Alajuela,  y  el 
representante  del  Ministerio  Público. 

Resultando: 

I? — Que  el  Juez  del  Crimen  de  Alajuela,  apoya- 
do en  los  artículos  14,  15.  33,  38,  57  y  83  del  Códi- 
go Penal,  y  873,  Parte  III  del  General,  á  las  dos  de 
la  tarde  del  diez  de  febrero  del  año  en  curso,  condenó 
al  procesado  como  responsable  del  delito  dicho,  á  la 
pena  de  arresto  por  sesenta  días  en  el  establecimien- 
to respectivo,  con  rebaja  del  tiempo  por  que  haya  es- 
tado preso,  con  las  accesorias  del  caso,  y  al  efecto 
consideró:  "i9 — Que  el  testimonial  de  la  instrucción 
no  desvirtuado  en  el  plenario,  demuestra  plenamente 
que  el  reo  ha  cometido  el  delito  de  estafa  definido  por 
el  artículo  495,  (inciso  i9)  del  Código  Penal,  y  por 
consiguiente,  debe  castigársele  con  una  de  las  penas 
determinadas  por  el  inciso  2?  del  artículo  492  ibid., 
atendido  el  valor  de  la  cosa  estafada;  y  2?— Que  en 
favor  del  procesado  concurren  las  atenuantes  10?  y 
14?  del  artículo  1 1  ibid,  sin  que  estén  contrarrestadas 
por  ninguna  agravante,  y  en  tal  caso,  esta  autoridad 
estima  justo  rebajar  dos  grados  á  la  pena  normal  del 
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<]eHto,  y  la  fija  en  arresto  en  su  grado  máximo.  (Ar- 
tículos 66t  74  y  76  del  mismo  Código);" 

2? — Que  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones,  quien 
conoció  de  la  causa  en  consulta,  falló  á  las  nueve  y 
media  de  la  mañana 'del  veintidós  de  marzo  anterior, 
<:amb¡ando  la  pena  principal  impuesta  al  reo  por  la  de 
reclusión  por  cuatro  meses,  con  las  accesorias  corres- 
pondientes, y  aprobando  en  lo  demás  la  sentencia  con- 
*sultada; 

3? — Que  el  procesado  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia,  por  error 
<le  hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba 
de  la  atenuante  10?,  artículo  11,  Código  Penal,  con 
violación  del  articulo  75  ibídem  al  aplicar  la  pena; 

4? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerandú: 

Que  el  memorial  del  folio  32  del  cinco  de  enero 
líltimo,  sólo  prueba  que  el  procesado  pagó  al  ofendi- 
do cincuenta  y  cinco  colones,  gastados  en  el  recobro 
del  caballo  á  que  se  refiere  el  proceso;  pero  no  de- 
muestra el  celo  ó  eficaz  diligencia  empleada  por  el  reo 
•en  devolver  el  indicado  caballo  á  su  dueño  y  en  la  re- 
paración plena  del  mal  causado,  impidiendo  sus  ulte- 
riores perniciosas  consecuencias;  lo  que  es  indispensa- 
ble para  el  abono  de  la  atenuante  10?  del  artículo  1 1, 
Código  Penal;  y  que  la  Sala  de  Instancia  no  ha  co- 
metido error  en  la  apreciación  del  memorial  arriba  re- 
lacionado, ni  menos  ha  violado  las  leyes  que  cita  el 
recurrente; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida, 
y  devuélvanse  los  autos  al  tribunal  de  su  origen,  con 
certificación  de  la  presente. — A.  Alvarado. — J.  Fed. 
González. — Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — 
Matías  Trejos. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


—  320  — 

Umaña 

(  2  20'  p.  m. — Junto  2 ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  Segundo  del 
Crimen  de  esta  provincia,  contra  Luis  Umaña,  de  tí- 
nico apellido,  de  treinta  y  siete  años,  agricultor  y  ve- 
cino de  Santa  Ana,  por  el  delito  de  lesiones  á  Santana 
Muñoz  Venegas;  en  la  cual  son  partes  además  del  reo^ 
su  defensor  Rafael  Elizondo  Vargas,  mayor  de  edad^ 
procurador  de  negocios  judiciales  y  de  este  vecinda- 
rio, y  el  representante  del  Ministerio  Público; 

Resultando: 

I? — Que  apoyado  en  el  artículo  873,  Código  de 
Procedimientos  Penales,  el  Juez  respectivo  falló  á  las 
dos  de  la  tarde  del  once  de  febcero  del  presente  año,, 
condenando  al  procesado  como  autor  del  delito  de  le- 
siones, á  la  pena  de  arresto  por  cuarenta  días  en  el 
establecimiento  respectivo,  previo  abono  del  tiempo 
de  prisión,  y  á  las  accesorias  correspondientes,  y  con- 
sideró al  efecto: 

''I? — Con  las  declaraciones  recibidas,  dictámenes 
médico-legales  y  confesión  del  reo,  esta  autoridad 
tiene  por  legalmente  constituido  el  cargo  del  delita 
de  lesiones  cometido  en  perjuicio  de  Santana  Muñoz. 
Venegas,  y  que  es  su  autor  responsable  Luis  Umaña,. 
de  único  apellido,  á  quien  como  á  tal  se  debe  castigar 
según  la  ley,  (artículos  1 9,  15  y  57  del  Código  Penal);. 
2? — Que  el  caso  concreto  se  halla  comprendido  en  el 
artículo  432  del  Código  Penal  y  es  castigado  con 
confinamiento,  reclusión  ó  presidio  interior  menor  e» 
su  grado  mínimo  ó  con  multa  de  ciento  uno  á  ciento 
sesenta  y  seis  colones;  3? — Existen  comprobadas  en 
autos  á  favor  del  reo,  las  circunstancias  atenuantes  9? 
y  14?  del  artículo  1 1  del  Código  Penal  y  en  su  con- 
tra ninguna  agravante;  y  de  conformidad  con  el  artí- 
culo  74,  Código  ibídem,  esta  autoridad  baja  en  un 
grado  la  pena  imponible  al  reo;  4? — Que  esta  autori- 
dad fija  en  cuarenta  días  de  arresto  en  su  grado  máxi- 
mo la  pena  á  que  el  reo  se  ha  hecho  acreedor  con  su 
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delito,  previo  abono  de  la  prisión  sufrida;  5? — Que 
junto  con  la  principal  se  deben  imponer  al  reo  las  pe- 
nas accesorias,  (artículo  83,  Código  Penal);" 

2? — Que  en  virtud  de  alzada  interpuesta  por  el 
defensor  del  reo,  conoció  del  asunto  la  Sala  Segunda 
de  Apelaciones,  quien  dictó  sentencia  á  la  una  y  me- 
dia de  la  tarde  del  diez  y  siete  de  marzo  próximo  pa- 
sado, en  que  cambia  la  pena  principal  impuesta  al 
reo,  por  la  de  reclusión  por  dos  meses  >  y  un  día,  y 
conñrma  en  sus  demás  disposiciones  la  sentencia  re- 
currida; 

3? — Que  la  defensa  ha  interpuesto  recurso  de  ca- 
sación de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por  infrac- 
ción de  los  artículos  87,  Código  de  Procedimientos 
Civiles;  i9  y  10?  (inciso  4?)  del  Penal,  el  último  al  no 
tomar  en  cuenta  la  eximente  á  que  el  mismo  se  re- 
fieren. 

4? —  En  los  procedimientos  no  se  nota  defecto;  y 

Considerando: 

I? — La  atenuante  9?,  artículo  11,  Código  Penal, 
no  favorece  al  reo  porque  no  es  sincera  la  confesión 
dada  después  de  haber  negado  el  hecho  en  la  indaga- 
toria, negativa  que  se  disculpa  diciéndose  el  reo  muy 
tomado  de  licor,  lo  cual  no  es  cierto  con  relación  al 
momento  de  practicar  aquella  diligencia,  y  si  bien  en 
la  confesión  con  cargos  se  conñesa  autor  de  las  lesio- 
nes, enseguida  alega  justa  defensa,  por  lo  cual  no  hay 
confesión  sino  excusa  del  delito; 

2? — La  eximente  de  la  justa  defensa  alegada  con 
fundamento  del  inciso  4?,  artículo  10  ibídem,  no  está 
probada:  los  testigos  del  cargo  declaran  sobre  la  riña 
ocurrida  y  uno  de  ellos  afirma  además  que  el  reo  hi- 
zo el  primer  tiro,  mientras  que  de  los  de  la  defensa 
sólo  uno  lo  exculpa,  el  otro  no  es  bueno  porque  aun- 
que dice  que  Muñoz  provocó  á  Umaña,  conoció  á  los 
contendientes  tan  sólo  por  el  sonido  de  sus  voces,  y 
su  declaración  no  es  bastante  para  dar  por  justificada 
la  eximente,  el  hecho  debe  estimarse  como  simple  r¡- 

21 
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Fed.  González. — Manuel  V.   Jiménez, — A.   Zambra- 
na. — Matías  Trejos. — Ante  mí. — Alfonso  Jiménez. 


Rodríguez  v.  Jiménez 

(i  50  p.  m. — Junio  6) 

En  la  cau.sa  seguida  en  Ma  Alcaldía  primera  de 
Heredia,  por  acusación  de  la  señora  David  Rodríguez 
Salas,  mayor,  de  oficios  domésticos  y  vecina  de  San 
Pablo  de  Heredia,  contra  María  Jiménez  Arguello,  de 
sus  mismas  calidades  y  domicilio,  por  el  delito  de  in- 
jurias graves  proferidas  contra  aquélla,  como  alas  tres 
de  la  tarde  del  nueve  de  setiembre  del  año  próximo 
pasado;  en  la  cual  son  partes  además  los  señores  José 
María  Zamora  Flores  y  José  Francisco  Fonseca  Gon- 
zález, ambos  mayores,  escribientes  y  vecinos  de  di- 
cha ciudad,  como  apoderado  de  la  acusadora  y  defen- 
sor de  la  reo,  por  su  orden; 

Resultando: 

I? — Que  los  testigos  José  Chaves  Benavides  y 
Joaquín  Benavides  Viudas  declaran  que  en  el  día,  ho- 
ra  y  lugar  que  expresa  la  ofendida  en  su  escrito  de  a- 
cusación  (nueve  de  setiembre  ultimo,  como  á  las  tres 
de  la  tarde,  frente  á  la  casa  de  enseñanza  del  distrito 
de  San  Pablo  de  Heredia)  la  acusada  injurió  á  aqué- 
lla, que  es  honrada  y  de  buena  conducta,  diciéndole: 
"puta,  bandida"; 

2? — Que  en  su  descargo  la  acusada  alegó  reci- 
procidad de  injurias;  y  para  justificar  este  hecho  pre- 
sentó á  los  testigos  Vicenta  Viudas,  Ismael  Sakzar  y 
Ester  Jiménez,  quienes  declaran:  la  primera,  que  va- 
rias veces  y  en  distintas  épocas  la  señora  Rodríguez 
le  ha  dicho  á  la  declarante  que  la  Jiménez  es  una  pu- 
ta: el  segundo,  que  estando  el  declarante  en  casa  de 
David  Rodríguez  en  San  Pablo  de  Heredia,  le  dijo 
ésta  que  tenía  ganas  de  darle  una  cogida  ó  una  casti- 
gada á  esa  perra  de  María  Jiménez;  y  la  tercera,  que 
varias  veces  ha  oído  expresarse  á  la  acusadora  contra 
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la  acusada  con  palabras  bastante  duras  como  perra  y 
no  recuerda  otras,  pues  siempre  se  están  injuriando 
con  palabras  ofensivas.  No  hay  otros  testigos  que 
declaren  sobre  estos  hechos; 

3? — Que  fundado  en  los  artículoá  2i8,  707,  709 
y  710,  parte  tercera  del  Código  General,  25  y  74  del 
Penal,  94  (inciso  5?)  de  la  ley  de  Educación  de  26  de 
febrero  de  1886,  el  Alcalde  dicho  dictó  sentencia  á 
las  dos  de  la  tarde  del  cuatro  de  febrero  de  este  año, 
condenando  á  la  procesada  como  responsable  del  de- 
lito referido,  á  pagar  ciento  un  colones  de  multa  con 
la  aplicación  respectiva,  las  costas  personales  y  pro- 
cesales, daños  y  perjuicios; 

4? — Que  habiendo  apelado  el  defensor  de  la  pro- 
cesada, conoció  del  asunto  el  señor  Juez  del  Crimen 
de  Heredia,  quien  por  resolución  de  la  una  de  la  tar- 
de del  veintisiete  de  febrero  próximo  pasado,  apoya- 
da en  el  artículo  60  de  la  ley  de  Juicios  Verbales  de 
28  de  julio  de  1869,  confirmó  la  sentencia  recurrida  y 
llamó  la  atención  del  Alcalde  hacia  la  falta  del  ín- 
dice; 

5? — Que  la  reo  ha  interpuesto  recurso  de  casa- 
ción de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por  cuanto 
no  se  declaran  compensadas  las  injurias  y  se  conside- 
ran graves  las  que  no  lo  son,  todo  con  infracción  del 
artículo  452,  Código  Penal,  y  mala  apreciación  de  la 
prueba  y  del  delito  mismo,  é  infracción  de  los  artícu- 
los 38  de  la  ley  adicional  de  1864  y  438,  inciso  5?, 
á  contrario  sensu,  del  Código  citado; 

6? — Que  en  los  procedimientos  sólo  se  nota  una 
falta  de  detalle  sobre  la  cual  ha  llamado  la  atención  el 
Juez  al  Alcalde  en  la  sentencia  de  segunda  instan- 
cia; y 

Cofisiderando: 

I? — Que  las  injurias  acusadas  son  manifiestamen- 
te graves  y  así  no  han  sido  mal  calificadas; 

2? — Que  no  hay  error  en  la  apreciación  de  la 
prueba  relativa  á  reciprocidad  de  las  injurias:  en  e- 
fecto,  mientras  la  acusación  ha  presentado   dos   testi- 
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gos  libres  de  tacha,  contestes  y  que  precisan  el  lugar 
y  hora  de  los  injurias,  la  defensa  se  basa  en  testigos 
singulares:  de  éstos  ninguno  precisa  la  fecha,  circuns- 
tancia necesaria  para  saber  si  la  injuria  sobre  que  de- 
claran está  6  no  prescrita.  Sólo  de  la  declaración  de 
la  testigo  Jiménez  parece  desprenderse  que  los  hechos 
son  contemporáneos,  pero  esta  testigo,  lo  mismo  que 
Ismael  Salazar,  no  pone  en  boca  de  la  acusadora  una 
palabra  tan  injuriosa  como  las  acusadas;  además  éste 
último  declarante  y  la  testigo  Vicenta  Vindas  dicen 
que  la  acusadora  les  dijo  á  ellos  lo  que  declaran,  pero 
no  que  las  frases  injuriosas  fueran  dirigidas  directa- 
mente á  la  acusada,  lo  cual  muda  d€  espede; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida, 
y  con  certificación  de  la  presente  vuelvan  los  autos  al 
Juzgado  de  su  procedencia. — A.  Alvarado. — ^J.  Fed. 
González. — Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — 
Matías  Trejos. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


Vargas  Castro 
( I  55'  p.  m. — ^Junio  6) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  del  Crimen 
de  la  provincia  de  Heredia  contra  Filomena  Vargas 
Castro,  de  veintiún  años  de  edad,  de  oficios  domésti- 
cos y  vecina  del  distrito  de  San  Joaquín  del  cantón 
central  de  dicha  provincia,  por  el  delito  de  abandono 
de  una  niña  hija  de  ella,  hecho  ocurrido  como  á  las 
nueve  de  la  mañana  del  veintisiete  de  diciembre  del 
año  próximo  pasado,  en  un  solar  de  la  casa  del  señor 
Juan  María  Vargas.  Han  ñgitrado  como  partes  ade 
más  de  la  reo,  su  defensor  señor  Nicolás  Hidalgo  Za- 
mora, mayor,  agente  de  negocios  judiciales  y  vecino 
de  Heredia,  y  el  representante  del  Ministerio  Pú- 
blico; 

Resultando: 

I? — Que  el  Juez  respectivo  falló  á  las  ocho  de  la 
mañana  d<rl  seis  de  febrero  del  año  en  curso,  conde- 
nando á  la  procesada  como  autora  del  delito  referido^ 
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á  la  pena  de  arresto  por  sesenta  días  en  su  casa  de 
habitación*  con  suspensión  de  cargo  ú  oficio  publico 
durante  la  condena.-^-EI  Juez  se  apoyó  en  los  artícu* 
los  i9,  15,  69,  74  y  76  del  Código  Penal,  218,  783, 
848  y  882  de  la  Parte  III  del  Código  General,  y  2? 
del  decreto  de  3  de  julio  de  1903,  y  consideró:  "i?--^ 
Que  el  cuerpo  del  delito  de  abandono  de  una  niña 
recién  nacida,  está  legálmente  comprobado,  (artículos 
778  y  781  del  Código  de  Procedimientos  Criminales 
de  1 84 i).  2? — Que  el  mérito  obtenido  del  sumario 
para  llamar  á  juicio  á  Filomena  Vargas  por  el  enun- 
ciado delito  no  ha  sido  desvirtuado,  pues  la  eximente 
invocada  no  existe  en  el  presente  caso,  porque  ni  la 
fuerza  irresistible  ni  el  miedo  insuperable  se  despren- 
den en  la  especie,  lo  primero  porque  ella  tuvoglunpo 
suficiente  de  prever  lo  que  le  había  de  suced  JBesde 
el  momento  que  se  sintió  embarazada;  y  lo  segundo 
porque  no  consta  de  autos  que  su  tío  en  ocasiones  an» 
teriores  mostrara  tirantez  con  ella,  de  lo  que  pudiera 
sospechar  y  temer  un  castigo;  39.— Que  por  lo  ex- 
puesto la  eximente  relacionada  no  existe  y  la  respon- 
sabilidad criminal  imputada  á  la  reo  queda  en  pie  y 
debe  por  consiguiente  imponérsele  la  pena  que  la  ley 
sefiala  en  el  artículo  368  del  Código  Penal,  rebajada 
en  dos  grados  en  atención  á  que  en  favor  de  la  pro- 
cesada obran  las  atenuantes  if,  en  relación  con  U 
eximente  9^  antps  dicha,  la  9^  y  14?  del  artículo  11 
dql  Código  Penal,  quedando  reducida  la  pena  á  arres^ 
to  en  su  grado  máximo;  4?-'^Qu€  en  consideración  4 
que  la  reo  ha  sido  una  joven  honesta,  de  acuerdo  con 
el  artículo  88  del  Código  Penal,  puede  cumplir  la 
condena  en  su  casa  donde  ha  vivido;  5? — Que  tam- 
bién debe  condenársele  á  las  penas  accesorias  deter- 
minadas por  el  artículo  38  del  Código  ibídem"; 

a9-^Que  remitidos  los  autos  ^n  consulta  á  la  Sa- 
la Segunda  de  Apelaciones,  ésta  en  sentencia  de  la 
una  de  la  tarde  del  tres  de  marzo  del  año  en  curso, 
cambió  la  pena  principal  impuesta  á  la  reo  por  la  de 
presidio  por  seis  meses  en  el  establecimiento  res-*- 
pectivo; 
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3? — Que  la  defensa  ha  interpuesto  recurso  de  ca- 
sación de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por  los  si> 
guientes  motivos:  i? — Infracción  del  artículo  ii  (in- 
cisos i9  y  id)  del  Código  Penal;  2? — Violación  del 
artículo  74,  y  aplicación  errónea  del  88,  ambos  del 
mismo  Código; 

4? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

1? — Las  circunstancias  atenuantes  á  que  se  refie- 
ren los  incisos  I?  y  lo?  del  artículo  ii  del  Código 
Penal,  que  el  recurrente  pretende  haber  concurrido  en 
el  hecho  por  que  se  ha  seguido  este  proceso,  no  están 
justifi^das  en  los  autos.  La  fuerza  irresistible  y  el 
miecfliPnsuperable  no  son  motivos  de  exculpación  en 
el  caso  concreto  por  las  razones  expuestas  en  la  sen- 
tencia recurrida,  y  tampoco  se  ha  demostrado  que  la 
encausada  procurara  reparar  con  celo  el  mal  causado 
ó  impedir  sus  ulteriores  perniciosas  consecuencias; 

2? — Conforme  al  artículo  74  del  mismo  Código 
Penal,  cuando  hay  dos  ó  más  circunstancias  atenuan- 
tes comprobadas  y  no  hay  ninguna  agravante,  el  tri- 
bunal podrá  imponer  la  pena  inferior  en  uno  ó  dos 
grados  á  la  señalada  por  la  ley  al  delito  que  se  juzga; 
y  la  Sala  de  instancia,  usando  de  esa  facultad,  rebaja 
un  solo  grado  de  la  pena  imponible;  por  lo  tanto  no 
ha  habido  la  violación  que  se  reclama  del  artículo  74 
mencionado,  ni  la  infracción  y  aplicación  errónea  de 
los  demás  artículos  que  se  citan  en  el  recurso  estable- 
cido; 

Por  tanto,  y  de  acuerdo  con  los  artículos  980  y 
983  del  Código  de  Procedimientos  Civiles  y  i9  de  la 
ley  numero  19  de  9  de  junio  de  1899,  declárase  sin 
lugar  la  casación  demandada  y  con  certificación  de  la 
presente  vuelvan  los  autos  á  la  Sala  de  su  proceden- 
cia.— A.  Alvarado. — ^J.  Fed.  González. — Manuel  V. 
Jiménez. — A.  Zamjjrana. — Matías  Trejos. — Ante  mí,- 
Alfonso  Jiménez. 
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Municipalidad  de  San  José  v,  la  de  Heredia 

( 2^  p.  m. — Junio  7  ) 

En  el  juicio  ordjnario  seguido  en  el  Juzgado  Ci- 
vil de  Heredia,  para  el  pago  de  un  crédito,  por  la  Mu- 
nicipalidad del  cantón  central  de  esta  provincia  con- 
tra la  del  cantón  de  Heredia,  representadas  por  sus 
apoderados  judiciales  señores  Licenciados  Fabio  Bau- 
drit  González  y  Blas  Prieto  Zumbado,  mayores,  abo- 
gados y  vecinos  de  esta  ciudad,  respectivamente; 

Resultando: 

i9 — Que  en  el  escrito  de  demanda  se  expone: 
que  la  Municipalidad  de  Heredia  debe  á  la  de  San 
José,  mil  ciento  tres  colones  treinta  y  tres  céntimos, 
por  alimentos  suministrados  en  las  cárceles  de  esta 
ciudad  á  reos  remitidos  de  las  de  aquélla;  que  hecho 
el  cobro  de  esa  suma  extrajudicialmente,  la  Munici- 
palidad de  Heredia  dio  respuestas  evasivas,  que  po- 
nen á  la  demandante  en  el  caso  de  tener  que  litigar, 
y  por  lo  mismo,  demanda  en  vía  ordinaria  á  la  deu- 
dora para  que  le  pague  tal  crédito,  los  intereses  lega- 
les y  todas  las  costas,  con  apoyo  en  los  artículos  5? 
y  7?  de  la  ley  de  24  de  enero  de  1844,  148,  154  y 
159  del  Reglamento  de  Policía  de  1849,  io43  del  Có- 
digo Civil,  7?,  192,  220  del  de  Procedimientos  Civiles, 
y  17  y  18  de  la  ley  de  5  de  julio  de  1901,  resolución 
de  22  de  marzo  de  1887,  circular  v  de  1 9  de  agosto 
de  1872  y  acuerdo  de  19  de  setiembre  de  1879; 

2? — Que  la  demanda  se  tuvo  por  contestada  en 
rebeldía  de  la  parte  respectiva; 

3? — Que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sen- 
tencia á  las  tres  de  la  tarde  del  veintinueve  de  no- 
viembre del  año  próximo  pasado,  en  que  declara  sin 
lugar  la  nulidad  alegada  por  la  parte  demandada  por 
falta  de  competencia  del  Juzgado,  y  condena  al  Mu- 
nicipio de  Heredia  al  pago  de  la  suma  de  ochocientos 
noventa  y  siete  colones  sesenta  céntimos,  junto  con 
sus  intereses  legales  desde  la  fecha  de  la  demanda,  y 
las  costas  procesales  del  juicio.    El  Juez  se  fundó  en 
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los  artículos  5?  y  7?  de  la  ley  de  24  de  enero  de  1844^ 
148,  154  y  159  del  Reglamento  de  Policía  de  1849, 
632,  693  y  1043,  Código  Civil,  I07S  del  de  Procedi- 
mientos Civiles,  circular  V  de  i9  de  agosto  de  1872 
y  ^cuerdo  de  19  de  setiembre  de  1879;  y  considerar 
'*!? — Que  el  presente  negocio  no  reviste  el  carácter 
que  le  atribuye  la  parte  demandada,  pues  la  jurisdic- 
ción contencioso-administrativa  supone  la  existencia 
de  un  acto  violatorio  de  un  derecho  privado  emana- 
do de  la  administración  pública,  un  conflicto  entre  un- 
interés  publico  y  un  interés  particular,  lo  que  no  su- 
cede en  el  caso  á  la  vista;  2? — Que  el  criterio  en  que 
se  inspira  la  sentencia  de  casación  que  sirve  de  apoya 
á  la  pretensión  de  nulidad,  no  es  aplicable  al  caso 
ocurrente  porque  en  aquel  litigio  se  discutía  una  or- 
den dictada  por  una  autoridad  gubernativa  que  causó- 
agravio  al  derecho,  de  propiedad  de  un  particular,  y 
en  éste,  sólo  se  tr^ta  de  hacer  efectiva  una  obligación 
civil  proveniente  de  un  cuasi-contrato,,  que  es  asunta 
sujeto  á  la  jurisdicción  comú?;  3? — Que  los  funda- 
mentos de  hecho  y  de  derecho  de  la  acción  intentada 
están  plenamente  justificados  con  las  certíñcaciones- 
que  de  autos  constan,  las  cuales  no  han  sido  desvir- 
tuadas por  la  parte  Demandada,  y  con  las  leyes  que 
se  citan  en  el  memorial  de  demanda,  por  lo  que  pro- 
cede  declarar  con  lugar  ésta  y  condenar,  en  conse- 
cuencia, al  Municipio  demandado  al  pago  de  la  suma 
de  ochocientos  noventa  y  siete  colones  sesenta  céur 
timos  y  sus  intereses  legales,  tasando  los  servicios 
prestados  á  razón  de  veinte  céntimos  diarios  por,  per- 
sona, como  lo  prescribe  la  resolución  de  veintidós  de 
marzo  de  1887.    (Certificación  de  folios  40  y  siguien- 

4? — Que  habiéndose  alzado  ambas  partes,  falló> 
c;l  asunto  la  Sala  Primera  de  Apelaciones  á  la  una  y 
media  de  la  tarde  del  nueve  de  marso  próximo  ante- 
rior, absolviendo  á  la  parte  demandada  del  pago  de 
intereses  y  confirmando  en  lo  demás  la  sentencia  re- 
currida; con  costas  procesales  á  cargo  de  dicha  parte; 

5? — Que  las  partes  han  interpuesto  recurso  de. 


—  S5^  — 

casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia,  el  de- 
mandado, por  infracción  de  los  artículos  2?  de  la  ley 
de  22  de  julio  de  1892,  17  y  124  de  la  Ley  Orgánica 
de  Tribunales,  y  835  del  Código  Civilj  y  el  actor  por 
error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de  la 
prueba  (los  mismos  autos  y  el  documento-poder)  y 
violación  consiguiente  de  los  artículos  1074  y  1075 
del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  en  cuanto  no 
condena  al  pago  de  las  costas  personales,  violación 
que  envuelve  error  de  derecho  en  la  apreciación  de 
los  mismos  artículos;  y  violación  de  los  artículos  702, 
327  y  329  del  Código  Civil; 

69 — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  defec- 
to; y 

Considerando: 

En  cuanto  al  recurso  del  demandado: 
I? — Que  el  presente  juicio  no  tiene  por  objeto  pro- 
cedimiento alguno  del  Poder  administrativo  que  le- 
sione derechos  de  particulares,  ni  la  demanda  afecta 
los  intereses  de  la  Hacienda  Pública  Nacional,  á  que 
se  refiere  el  artículo  2?  de  la  ley  de  22  de  julio  de 
1892;  no  siendo  posible  confundir  con  ellos  los  de  los 
fondos  municipales  porque  la  ley  citada  crea  un  fue- 
ro privilegiado  y  es  de  estrecha  interpretación; 

2? — Que  toda  acción  debe  incoarse  ante  el  juez 
ordinario,  salvo  la  que  por  ley  terminante  corres- 
ponda al  fuero  privilegiado;  y  por  eso  el  señor  Juez 
Civil  de  Heredia  ha  tenido  jurisdicción  para  este  jui- 
cio, que  no  es  nulo  como  lo  cree  el  recurrente,  ni  se 
ha  infringido  la  ley  arriba  citada,  ni  los  artículos  117 
y  124  de  la  Ley  Orgánica  de  Tribunales  y  135  del 
Código  Civil; 

En  cuanto  al  recorso  del  actor: 

Que  la  demanda  se  declaró  por  contestada  en  re- 
beldía del  demandado,  quien  no  opuso  excepción  tii 
rindió  prueba  alguna  que  justificase  su  derecho  á  opo- 
nerse á  ella;  por  lo  que  debió  condenársele  en  costas 
personales  y  por  no  haberlo  hecho,  se  han  infringido 
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los  artículos  1074  y  1075  del  Código  de  Procedimien- 
tos Civiles; 

Por  tanto,  y  de  acuerdo  con  los  artículos  980, 
983  y  963  (caso  I?)  ibídem,  declárase  sin  lugar  la  ca- 
sación pedida  por  la  parte  demandada,  y  procedente 
la  reclamada  por  la  actora,  y  nula  por  consiguiente  la 
sentencia  de  la  Sala  Primera. — J.  Fed.  González. — 
Manuel  V.  Jiménez. —  A.  Zambrana. — A.  Venegas. — 
Matías  Trejos. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


Leiva  V.  Corrales  y  Al  varado 

( I  25'  p.  m. — ^Junio  14) 

En  la  causa  seg^uida  en  el  Juzgado  Primero  del 
Crimen  de  esta  provincia,  contra  Sixto  Corrales  Fa- 
llas, agricultor,  y  Águeda  Alvarado  Mesen,  de  oñ- 
cios  domésticos,  ambos  mayores  de  edad,  cónyuges  y 
vecinos  del  barrio  de  San  Juan  de  Dios  del  cantón 
de  Desamparados,  por  el  delito  de  falsiñcación  de  un 
recibo  de  setecientos  colones  en  perjuicio  de  María 
Cerdas  Mora  y  Cornelio  Leiva  Quirós,  mayor,  pa- 
sante en  derecho  y  de  este  vecindario,  quien  se  cons- 
tituyó parte  acusadora;  son  partes  también  el  defen- 
sor de  los  reos,  señor  Licenciado  Juan  Rafael  Mora 
Garita,  mayor,  abogado  y  de  este  domicilio,  y  el  re- 
presentante del  Ministerio  Público; 

Resultando: 

I? — Que  el  Juez  de  la  causa,  en  sentencia  de  las 
dos  de  la  tarde  del  veinte  de  febrero  del  corriente 
año,  declaró  responsables  á  los  procesados  como  au- 
tores del  delito  referido,  y  condenó  á  Corrales  á  la 
pena  de  dos  años,  ocho  meses  y  veinte  días  de  presi- 
dio interior  menor,  y  á  la  reo  Alvarado,  á  la  de  diez 
y  siete  meses  de  igual  pena  en  los  establecimientos 
respectivos,  previo  abono  del  tiempo  de  prisión  sufri- 
da, y  á  las  accesorias  de  ley;  al  efecto  consideró:  "i9 — 
Que  con  la  prueba  testimonial  á  que  se  contraen  los 
resultandos  tercero,  quinto,   sétimo,  octavo  y  noveno 
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(declaraciones  del  Licenciado  José  Ramón  Chavarría, 
Luis  Marín,  Ramón  Méndez,  Pedro  Mora,  Isabel 
Granados,  Toribio  Fallas,  Josefa  Hidalgo,  Gregorio 
Martínez;  Leona,  Eusebio,  Pedro  y  María  Vctoria 
Mora  y  Rafael  Corrales),  con  la  literal  á  que  aluden 
los  resultandos  segundo  y  décimo  (el  recibo  á  que  se 
refiere  la  presente  causa  y  la  certificación  del  folio 
veintiocho),  reforzada  toda  por  la  aceptación  de  la 
demanda  ejecutiva  y  satisfacción  inmediata  del  crédi- 
to, puesto  que  teniendo  un  recibo  de  él,  no  opuso  la 
excepción  de  pago  (Resultando  12),  este  Tribunal 
tiene  por  cierto  que  los  cónyuges  Sixto  Corrales  y 
Águeda  Alvarado  han  cometido  el  delito  de  falsifica- 
ción por  que  se  les  procesa  y  por  lo  tanto  debe  con- 
denarlos á  las  penas  establecidas  por  la  ley.  (Artícu- 
los 2?  de  la  Ley  de  3  de  julio  de  1903,  i9,  IS  y  57 
del  Código  Penal;  2? — Que  este  Juzgado  no  le  da 
crédito  á  la  declaración  de  Pauli»o  Rivera,  por  los 
motivos  que  se  indican  en  el  considerando  segundo 
del  auto  de  enjuiciamiento.  (Artículo  18  déla  Ley 
de  8  de  julio  de  1902);  3? — Que  en  el  escrito  del  folio 
sesenta  y  ocho  se  insinúa  la  pretensión  de  que  Águe- 
da Alvarado  cooperó  á  la  ejecución  del  delito  por  o- 
bediencia  á  su  marido,  pero  debe  tenerse  en  cuenta, 
en  primer  término,  que  el  temor  reverencial  no  exclu- 
ye la  imputación,  aunque  sí  se  impone  al  juzgador  pa- 
ra atenuar  la  pena  al  recorrerla  en  su  extensión;  y  en 
segundo  que  no  consta  de  autos  que  la  Alvarado  vi- 
niera á  esta  ciudad  á  hacer  el  recibo,  obedeciendo  ór- 
denes de  su  marido;  muy  bien  pudo  ser  ella  la  inspi- 
radora ó  instigadora  del  hecho  delictuoso;  4? — Que 
se  pretende  por  la  defensa  que  el  cuerpo  del  delito  de 
falsificación  no  está  comprobado  por  no  haber  habido 
perjuicio  de  tercero;  pero  el  cuerpo  del  delito  quedó 
perfectamente  comprobado,  desde  que  se  hizo  el  re- 
cibo falso  y  se  usó  de  él,  presentándolo  al  Juzgado 
como  prueba  de  excepción  de  pago  de  la  misma  can- 
tidad consignada  en  ese  documento;  y  el  pago  efec- 
tuado por  éste  casi  un  año  después  de  consumado  el 
delito,  en  nada  disminuye   el  carácter  delictuoso  .i^e 


—  334  — 

los  hechos  ejecutados  por  los  reos;  tal  pago  apenas 
significa  la  satisfacción  adelantada  de  parte  de  las  res- 
ponsabilidades civiles  provenientes  del  delito;  pero  sí 
aporta  al  ánimo  del  juzgador  convicción  profunda  de 
que  el  delito  se  cometió  y  de  la  responsabilidad  de 
los  enjuiciados;  5? — Que  el  hecho  de  autos  se  en- 
cuentra comprendido  en  el  artículo  220  del  Código 
Penal  y  es  castigado  con  presidio  interior  menor  en 
cualquiera  de  sus  grados;  6? — Que  en  el  hecho,  en 
cuanto  á  Corrales,  no  concurren  circunstancias  que 
atenúen  ó  agraven  la  pena  que  corresponde  al  delito, 
y  por  eso  puede  recorrerse  toda  su  extensión  al  apli- 
carla (Artículo  75  del  Código  Penal);  7? — Que  á  fa- 
vor  de  la  reo  Alvarado  milita  la  atenuante  14  del  ar- 
tículo 1 1  del  Código  Penal,  y  en  su  contra  ninguna 
agravante,  por  lo  cual  debe  aplicársele  la  pena  con- 
forme á  la  regla  del  articula  75  en  su  segunda  parte 
del  Código  Penal;  89 — Que  siendo  compuesta  de  tres 
grados  de  una  divisible  la  pena  señalada  al  delito,  es- 
te Tribunal  elige  como  imponible  para  el  procesado 
Corrales,  presidio  interior  menor  en  su  grado  medio 
y  fija  su  duración  en  dos  años,  ocho  meses  y  veinte 
días;  y  para  la  reo  Alvarado,  presidio  interior  menor 
en  su  grado  minino,  y  fija  su  duración  en  diez  y  sie* 
te  meses.  (Artículos  75  y  76  del  Código  Penal);  9? — 
Que  también  deben  imponerse  á  los  reos  las  penas 
accesorias  y  abonárseles  la  prisión  sufrida.  (Artículos 
25»  33.  38  y  95  del  Código  Penal;)" 

2? — Que  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones,  quien 
conoció  en  virtud  de  alzada  interpuesta  por  el  defen- 
sor, falló  á  la  una  y  cinco  minutos  de  la  tarde  del  pri- 
mero de  abril  último,  confirmando  en  todas  sus  dis- 
posiciones la  sentencia  recurrida. 
•  3? — Que  la  defensa  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por 
violación,  infracción  y  mala  aplicación  del  articulo 
220  del  Código  Penal,  y  violación  del  artículo  10 
ibídem; 

49 — Que  no  se  nota  defecto  en  los  procedimien- 
tos;  y 
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Considerando: 

1? — No  hay  error  en  la  apreciación  de  la  prue- 
t>a  del  delito,  ni  violacióif  de  los  artículos  35  y  36  de 
la  Ley  de  1 7  de  octubre  de  1864  porque  la  existen^ 
cia  del  cuerpo  del  delito  se  comprueba  con  el  recibo 
falso  que  aparece  fírmado  á  nombre  de  la  señora 
Cerdas,  quien  lo  desconoció  cuando  en  el  Juzgado  le 
fué  presentado,  y  no  es  bastante  para  nuliñcar  el  he- 
cho de  la  falsificación  cometido  en  una  forma  tan  in- 
tencionada, el  que  los  acusados  verificaran  el  pago  de 
lo  adeudado,  no  obstante  el  recibo  falso,  porque  cuan- 
do esto  hicieron  ya  estaban  esclarecidos  los  hechos  y 
pronunciada  la  sentencia  de  remate  en  el  juicio  eje* 
xutívo; 

2? — Se  alega  que  la  ofendida  no  ha  sufrido  el 
perjuicio  que  el  articulo  220,  Código  Penal,  requiere; 
pero  esta  ley  no  exige  para  el  delito  de  falsificación 
de  documento  privado  en  los  casos  del  216  ibídem, 
que  el  ofendiiio  experimente  todo  el  mal  que  el  deli- 
to pudiera  acarrearle  sino  que  se  manifieste  el  perjui- 
cio en  cualquier  forma,  y  en  el  caso  de  autos  es  indu- 
dable que  la  interesada  sufrió  demora  en  el  pago  y 
careció  de  su  dinero  que  no  obtuvo^  en  su  oportuni- 
dad, sino  después  de  recorrer  todo  el  juicio  ejecutivo 
y  aún  teniendo  que  recurrir  á  los  tribunales  de  justi- 
cia represiva,  pues  el  pago  no  se  verificó  mientras  el 
deudor  pudo  sustraerse  de  hacerlo.  Es  manifiesto  el 
perjuicio  y  el  artículo  220  no  ha  sido  infringido; 

3? — La  encausada  pretende  que  por  haber  obra- 
do en  virtud  de  obediencia  á  su  marido  está  exenta 
de  responsabilidad  de  acuerdo  con  el  inciso  1 1  del  ar- 
tículo 10  del  Código  Penal,  mas  la  obediencia  al  ma- 
rido sólo  comprende  los  actos  que  no  sean  contrarios 
á  la  ley  ó  á  la  moral.  Por  otra  parte,  en  el  caso  con- 
creto falta  la  prueba  de  que  la  mujer  cumpliera  las 
órdenes  de  su  marido.  La  eximente  no  procede. 

Por  tanto  y  de  acuerdo  con  los  artículos  980  y 
983  del  Código  de  Procedimientos  Civiles  y  i?  de  la 
Ley  número  19  de  9  de  junio  de  1899,  declárase  sin 
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lugar  la  casación  demandada  y  con  certificación  de  la 
presente  vuelvan  los  autos  á  la  Sala  de  su  proceden- 
cia.— A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. —  Manuel  V, 
Jiménez./— A.  Zambrana. — Matías  Trejos. — Ante  mí^ 
Alfonso  Jiménez. 


Madrigal  v.  Arce 

{i}4  P'  ni. — Junio  14  ) 

En  el  juicio  ordinario  sobre  restitución  de  unos 
bienes  y  otros  puntos,  establecido  en  el  Juzgado  Ci- 
vil de  la  provincia  de  Heredia,  por  Alberto  Madrigal 
Azofeifa,  mayor,  agricultor  y  vecino  de  la  ciudad  de 
Santo  Domingo,  en  su  calidad  de  albacea  provisional 
de  la  sucesión  de  Mercedes  Madrigal  González,  con- 
tra la  menor  Laudencia  Arce,  de  único  apellido,  de 
oficios  domésticos,  representada  por  su  tutor  Nicome- 
des  Rojas  Ocampo,  mayor,  agricultor,  y  ambos  veci- 
nos de  la  ciudad  dicha; 

Resultando: 

I? — Que  el  actor  en  su  libelo  de  demanda  expo- 
ne: que  en  la  Alcaldía  de  Santo  Domingo,  se  siguió  á 
principios  del  año  mil  novecientos,  el  juicio  mortuo- 
rio de  su  padre  Mercedes  Madrigal  González,  juicio  ¿ 
que  debía  servir  de  ley  para  la  distribución  del  haber 
hereditario,  la  disposición  testamentaría  con  que  está 
encabezado,  en  la  cual  fueron  instituidos  herederos  él 
y  sus  hermanas  legítimas  Florinda,  Josefa,  Mercedes 
y  Rafaela,  que  sin  saber  cómo  ni  por  qué,  al  hacer  la 
declaratoria  de  herederos,  se  incluyó  á  la  menor  Lau- 
dencia Arce,  de  único  apellido,  y  en  virtud  de  esa  de- 
claratoria, por  resolución  que  no  fué  notificada  á  las 
partes,  y  que  por  lo  tanto,  á  pesar  del  trascurso  del 
tiempo  y  de  los  hechos,  no  ha  podido  ejecutoriarse,  se 
incluyó  tagibién  en  el  proyecto  de  cuenta  partición  á 
la  menor  indicada;  contra  el  texto  testamentario  y 
causando  grave  perjuicio  á  los  demás  interesados;  que 
siendo  así  los  hechos,  demanda  en  juicio   ordinario  á 
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la  citada  menor,  para  que  se  declare:  primero,  que  la 
expresada  Laudencia  Arce  no  tenía  derecho  á  la  he- 
rencia en  la  sucesión  por  él  representada;  segundo, 
que  en  consecuencia,  dicha  menor,  por  medio  de  su 
representante,  debe  restituir  á  la  sucesión,  los  bienes 
que  de  la  misma  y  sin  ningún  título  se  apropió;  terce- 
ro, que  debe  pagar  á  la  sucesión  indicada  los  frutos 
percibidos  desde  la  época  de  los  recursos  de  revocato- 
ria y  apelación  interpuestos  por  él,  contra  la  declara- 
toria de  herederos  y  el  auto  que  ordenó  la  protocoli- 
zación; cuarto,  que  debe  ordenarse  la  cancelación  en 
el  Registro  de  la  Propiedad,  Partido  de  Heredia,  de 
los  derechos  inscritos  á  nombre  de  la  demandada,  de- 
rivados de  la  sucesión  por  él  representada;  y  para  que 
se  condene  á  aquélla  en  las  costas,  daños  y  perjuicios; 

2? — Que  la  demanda  fué  contestada  negativa- 
mente, y  contra  ella  se  opusieron  las  excepciones  de 
falta  de  personalidad  en  el  actor  y  de  prescripción  de 
la  acción; 

3? — Que  el  respectivo  Juez,  en  sentencia  de  las 
nueve  de  la  mañana  del  veinte  de  octubre  del  año 
próximo  pasado,  apoyada  en  los  artículos  455,  478, 
865  á  868  y  532  Código  Civil  y  564, 590  y  1072  del  de 
Procedimientos  Civiles,  declaró  improcedente  la  ex- 
cepción de  falta  de  personalidad  en  el  actor,  con  lu- 
gar la  prescripción  alegada  é  improcedente  la  deman- 
da establecida,  con  costas  procesales  á  cargo  del  de- 
mandante; 

4? — Habiéndose  alzado  el  actor,  resolvió  el  asun- 
to la  Sala  Primera  de  Apelaciones,  á  las  tres  y  cuarto 
de  la  tarde  del  siete  de  marzo  de  este  año,  revocando 
la  sentencia  de  primera  instancia  en  cuanto  declara  con 
lugar  la  prescripción  y  sin  lugar  la  demanda;  declaran- 
do procedente  la  acción,  y  en  consecuencia,  que  la 
herencia  adjudicada  á  la  menor  Laudencia  Arce  corres- 
ponde á  la  sucesión  actora,  á  quien  le  debe  ser  devuel- 
ta; que  debe  cancelarse  asimismo  en  el  Registro  Pú- 
blico la  inscripción  de  la  hijuela  de  la  referida  menor; 
sin  lugar  los  fi^utos  reclamados,  daños  y  perjuicios,  por 
no  haber  mérito  para  considerar  á  la   demandada  co- 

22 
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mo  poseedora  de  mala  fe;  que  no  procede  la  prescrip- 
ción alegada,  y  que  son  á  cargo  de  la  parte  demanda* 
da  las  costas  procesales  del  juicio.  La  Sala  Primera 
se  fundó  en  el  artículo  533,  Código  Civil,  y  1072  del 
de  Procedimientos  Civile»  y  en  las  conclusiones  si- 
guientes: **  I?  Que  el  punto  de  partida  para  la  de- 
claratoria de  herederos  del  señor  Mercedes  Madrigal 
González,  ha  debido  ser  su  testamento  otorgado  el 
quince  de  agosto  de  mil  ochocientos  ochenta  y  siete, 
y  en  tal  virtud,  al  hacerse  la  declaratoria  de  herede- 
ros se  incluyó  indebidamente  á  la  menor  Laudencia 
Arce,  quien  no  fué  instituida  por  el  causante;  2?  Que 
si  bien  de  autos  aparece  que  la  expresada  menor  fué 
declarada  heredera  de  su  señora  madre  Gabriela  Ar- 
ce, esposa.que  fué  del  señor  Madrigal  González,  ol  in- 
terés que  en  la  mortuoria  de  éste  pueda  tener  la  me- 
nor por  los  gananciales  de  su  expresada  madre,  no  la 
constituye  heredera  y  su  derecho  debe  reclamarlo  en 
otra  forma:  3? — Que  la  prescripción  alegada  no  pue- 
de declararse  con  lugar  por  no  haber  trascurrido  diez 
años  desde  que  se  puso  á  la  menor  en  posesión  de  la 
herencia,  puesto  que  tratándose  en  realidad  de  rei- 
vindicar bienes  indebidamente  adjudicados,  el  término 
para  establecer  la  acción  subsiste  mientras  la  poseedo- 
ra no  haya  adquirido  la  propiedad  mediante  la  pres- 
cripción positiva  conforme  á  lo  establecido  en  el  ar- 
tículo 320  del  Código  Civil;  4? — Que  en  lo  relativo  á 
la  excepción  de  falta  de  personalidad  activa,  la  reso- 
lución objeto  del  recurso  del  demandado  es  legal  y 
debe  confirmarse;" 

5? — Que  contra  el  fallo  de  segunda  instancia,  ha 
interpuesto  recurso  de  casación  el  tutor  de  la  deman- 
dada, por  los  siguientes  motivos:  i^ — Violación  é  in- 
terpretación errónea  de  los  artículos  466,  inciso  4?^ 
548  en  relación  con  el  1255,  549  y  550  del  Código 
Civil,  579,  586,  reformado  por  el  artículo  segundo  del 
decreto  de  26  de  mayo  de  1892,  565  y  581  del  de 
Procedimientos  Civiles;  2?  Violación  é  interpretación 
errónea  de  los  artículos  86$,  866,  867  y  868  del  Có- 
digo Civil; 
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69 — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

I? — Que  la  sentencia  contra  la  cual  se  ha  inter- 
puesto el  recurso  no  ha  podido  violar  las  leyes  que 
como  infringidas  se  citan;  porque  en  lo  general  no 
tiene  relación  con  ellas,-en  los  puntos,  al  menos  en 
que  quepa  mirarse  como  agraviada  la  recurrente,-y 
que  de  lo  que  se  trata  aquí,  como  lo  ha  ñjado  la  Sala 
de  instancia,  es  de  que  la  señora  Laudencia  Arce  no 
pudo  tener  el  carácter  de  heredera  de  Madrigal  Gon- 
zález, y  lo  que  en  ese  concepto  recibió  fué  mal  paga- 
do; sin  que  ello  perjudique  las  reclamacipnes.  que  pue- 
de entablar  como  heredera  de  su  madre; 

2? — Que  en  cuanto  á  la  personería  del  actor  no 
se  ha  violado  tampoco  nuestro  derecho;  porque  la 
demanda  del  albacea  á  lo  que  tiende  es  á  reparar  un 
error  cometido  en  la  distribución  del  haber  heredita- 
rio y  para  ello  su  representación  era  suficiente;  y 

3? — Que  en  cuanto  á  la  prescripción  que  se  ale- 
ga, es  claro,  como  la  Sala  Primera  lo  sostiene,  que  la 
pertinente  no  serta  la  relativa  al  auto  equivocado  que 
no  pudo  crear  derechos  en  favor  de  la  demandada,  sino 
la  positiva  de  diez  años,  que  no  se  da  en  el  caso,  ya 
que  el  auto  en  que  pretende  apoyarse  el  derecho  de  la 
demandada  no  recayó  en  juicio  contradictorio  acerca 
del  particulan-iinica  eventualidad  en  que  pudiera  ser- 
vir de  fundamento  á  las  pretensiones  que  en  él  se  basan; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  deman- 
dada, con  costas  á  cargo  de  la  recurrente.  Vuelvan  los 
autos  al  tribunal  de  su  origen,  con  certificación  de  la 
presente. — A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — Manuel 
V.  Jiménez. — A.  Zambrana.  —Matías  Trejos. — Ante 
mí,  Alfonso  Jiménez. 


Nota: — El  Conjuez  que  suscribe, 

Considerando: 
1 9 — Que  en  el  testamento  del  causante  Mercedes 
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Madrigal,  hecho  conjuntamente  con  su  segunda  espo- 
sa Nicolasa  Azofeifa,  sólo  fueron  instituidos  herede- 
ros, como  era  natural,  los  hijos  de  ambos  que  enton- 
ces existían; 

2? — Que  el  cónyuge  sobreviviente  contrajo  des- 
pués terceras  nupcias;  y  muerto  violentamente  sin 
tiempo  para  reformar  su  testamento,  quedaron  de  he- 
cho excluidos  de  la  herencia  la  nueva  esposa  y  el  hijo 
procreado  de  ese  matrimonio; 

3? — Que  esa  situación  repugna  á  nuestras  cos- 
tumbres y  á  los  antecedentes  de  nuestro  derecho. 
Así,  según  la  legislación  romana,  el  advenimiento  de 
un  hijo  posterior  al  testamento  rompía  éste;  y  durante 
la  vigencia  del  sistema  de  las  legítimas,  ningún  hijo 
podía  quedar  epccluído  de  la  suya  aunque  su  naci- 
miento fuera  posterior  al  testamento; 

4? — Que  esto  explica  el  por  qué  al  hacer  la  decla- 
ratoria de  herederos  en  el  juicio  de  sucesión  del  señor 
Madrigal  se  hubo  por  tales  á  la  esposa  de  terceras 
nupcias,  señora  Gabriela  Arce,  y  al  hijo  procreado  en 
éstas:  lo  último  de  acuerdo  con  el  pedimento  jlel  mis- 
mo albacea  testamentario,  y  todo  por  resolución  de  la 
una  de  la  tarde  del  veinticinco  de  abril  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  tres,  notificado  á  todas  esas  partes 
á  las  cinco  de  la  tarde  del  veintisiete  del  mismo  mes 
y  año,  sin  que  nadie  en  el  largo  curso  del  expediente 
reclamara  contra  ella; 

5? — Que  una  vez  ejecutoriada  dicha  resolución, 
las  partes  no  pudieron  reclamar  contra  lo  en  ella  re- 
suelto sino  en  juicio  separado;  y  como  no  lo  hicieron 
dentro  de  los  diez  años  posteriores,  su  acción  estaba 
prescrita  cuando  se  instauró  la  presente  demanda; 

69 — Que  es  cierto  que  posteriormente  á  la  citada 
declaratoria  de  hei-ederos,  se  hizo  en  el  juicio  de  suce- 
sión del  señor  Madrigal,  una  nueva  y  por  consiguien- 
te indebida  declaratoria,  en  la  cual  por  haber  fallecido 
la  señora  Gabriela  Arce,  tercera  esposa  del  causante, 
se  sustituyó  el  nombre  de  ésta  por  el  de  su  hija  natu- 
ral y  única  heredera,  la  demandada,  quien  en  virtud  de 
esa  adjudicación  vino  á  recibir  los  bienes  que  «hubie- 
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ran  de  adjudicarse  á  su  madre;  y  es  cierto  también 
que  deesa  nueva  resolución  no  ha  trascurrido  el  tér- 
mino de  la  prescripción;  oero  como  de  autos  consta 
que  Laudencia  Arce  es  efectivamente  típica  heredera 
de  la  persona  favorecida  por  el  primer  decreto,  puede 
legalmente  añadir  á  su  prescripción  el  tiempo  que  de 
buena  fe  poseyó  su  causante  el  carácter  de  heredera. 
(Artículo  862,  Código  Civil,  que  junto  con  el  868  ibí- 
dem  han  sido  violados  á  juicio  del  infrascrito); 

7? — Que  esto  sentado  y  habiéndose  de  declarar 
sin  lugar  la  demanda  en  virtud  de  la  prescripción^ 
huelga  examinar  los  argumentos  sobre  la  excepción 
de  falta  de  personalidad  activa,  excepción  que  por 
otra  parte  ha  sido  bien  rechazada; 

Por  tanto  es  su  voto  declarar  con  lugar  la  casa- 
ción.— Matías  Trejos. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez.  • 


Chinchilla  v,  Badilla 

(i  35'  p.  m. — Junio  14)- 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  Primero  del 
Crimen  de  esta  provincia,  por  acusación  del  señor  Nie- 
ves Chinchilla  Salazar,  mayor,  agricultor  y  vecino  del 
barrio  de  Alajuelita  de  esta  ciudad,  contra  José  León 
Badilla  Jiménez,  de  setenta  y  cuatro  años,  agricultor 
y  del  mismo  vecindario,  por  el  delito  de  amenazas  de 
atentado  en  perjuicio  de  aquél;  son  partes  además  el 
defensor  del  procesado  señor  Francisco  Chavarría  Mo- 
ra, mayor,  pasante  de  abogado  y  de  este  domicilio,  y 
el  representante  del  Ministerio  Publico; 

Resultando: 

I? — Que  por  sentencia  dictada  á  las  tres  de  la 
tarde  del  veinticinco  de  febrero  del  año  en  curso,  el 
Juez  Primero  del  Crimen  condenó  al  procesado  como 
autor  del  delito  dicho,  á  dos  meses  y  un  día  de  presi- 
dio interior  en  el  establecimiento  penal  respectivo;  á 
dar  caución  por  seis  meses,  en  cantidad  de  quinientos 
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colones,  de  no  ofender  al  amenazado,  y  en  su  defecto 
á  quedar  sujeto  á  la  vigilancia  de  la  autoridad  por  i- 
gual  término,  no  pudiendo  presentarse  en  el  barrio  de 
Alajuelita,  y  quedando  en  el  deber  de  cumplir  con 
las  cuatro  primeras  obligaciones  que  impone  el  ar- 
tículo 53  del  Código  Penal;  y  á  las  demás  accesorias 
de  ley; 

2? — Que  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones,  á  quien 
pasaron  los  autos  en  virtud  de  alzada  interpuesta  por 
el  defensor,  falló  á  ¡as  dos  de  la  tarde  del  veintisiete 
de  abril  ultimo,  absolviendo  al  procesado  de  toda  pe> 
na  y  responsabilidad,  por  el  delito  á  que  la  causa  se 
refiere,  sin  lugar  á  indemnización  por  haber  habido 
mérito  para  su  enjuiciamiento,  y  ordenando  que  el 
mismo  sea  recluido  en  el  Asilo  Chapuft  La  Sala  fun- 
dó su  resolución  en  que  la  prueba  á  que  se  refieren 
los  resultandos  segundo  y  tercero  de  su  sentencia  (de- 
claraciones de  Rosario  Vargas,  José  Ana  Retana  y 
Emiliano  Badilla,  y  dictamen  médico-legal),  da  méri- 
to para  absolver  al  procesado  y  decretar  su  reclusión 
en  el  Asilo  Chapuí,  por  estaren  el  caso  de  la  eximen- 
te i?  del  artículo  lo.  Código  Penal; 

3? — Que  el  acusador  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia,  en  la 
cual,  según  el  recurrente,  al  declarar  la  eximente  de  lo- 
cura se  incurre  en  error  de  hecho  y  de  derecho  en  la 
apreciación  de  la  prueba  y  del  dictamen  médico-le- 
gal, y  violación  de  los  artículos  i9,  7?,  10,  15,  25,  32, 
53»  57»  74»  95  y  3^9  del  Código  Penal,  18  de  la  ley 
de  3  de  julio  de  1903,  863  y  884  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Criminales  de  1841; 

4? — Que  los  procedimientos  han  sido  correctos;  y 

Considerando: 

Que  el  error  en  la  apreciación  de  la  prueba,  del 
cual  se  derivan  las  demás  quejas  del  recurso,  lo  hace 
consistir  principalmente  la  parte  acusadora  en  que  el 
médico  forense  al  dar  su  dictamen,  no  pudo  precisar 
si  el  desequilibrio  mental  del  reo,  en  que  se  basa  la 
absolución,    existía   ó   no  en  la  fecha  del  delito;  pero 
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como  esta  fecha  no  es  remota  y  existen  comprobados 
en  autos,  antecedentes  de  los  cuales  se  induce  que  tal 
desequilibrio  era  anterior  al  hecho  por  que  se  sigue 
esta  causa,  no  puede  decirse  que  la  Sala  de  instancia 
al  estimarlo  así  haya  incurrido  en  error,  ni  mucho  me- 
nos que  éste  sea  evidente*  ^ 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  deman- 
dada, y  devuélvanse  los  autos  al  tribunal  de  su  proce- 
dencia.— A.  Alvarado. — ^J.  Fed.  González. — Manuel 
V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Matías  Trejos; — Ante 
mí, — Alfonso  Jiménez. 


Marín  y  Soto  • 

( I  40'  p.  m. — ^Junio  14 ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  Primero  del 
Crimen  de  esta  provincia  contra  Ramón  Marín  Rojas 
y  Patrocinio  Soto  Guzmán,  de  treinta  y  tres  y  treinta 
años  de  edad,  respectivamente,  artesanos  y  de  este 
vecindario,  por  el  delito  de  lesiones  recíprocas,  de 
quienes  son  defensores,  por  su  orden,  los  señores  Aní- 
bal Santos  Aguirre,  Abogado,  y  Ricardo  Brenes  Vo- 
lio,  agente  de  negocios  judiciales  y  de  este  domicilio; 
es  parte  además  el  representante  del  Ministerio  Pu- 
blico; 

Resultando: 

1 9 — Que  en  sentencia  de  la  tres  de  la  tarde  del 
veintiuno  de  febrero  de  este  año,  el  Juez  del  Crimen 
declaró  á  Marín  Rojas,  responsable  como  autor  del 
delito,  y  condenóle  á  la  pena  de  presidio  por  diez  me- 
ses, en  el  establecimiento  respectivo,  con  abono  del 
tiempo  de  prisión,  y  á  las  accesorias  de  ley;  y  absol- 
vió á  Soto  de  toda  pena  y  responsabilidad  por  las  le- 
siones inferidas  á  Marín,  sin  lugar  á  ser  indemnizada 
por  haber  habido  mérito  para  enjuiciarlo;  asimismo 
declaró  el  Juez  sin  lugar  la  tacha  puesta  á  los  testigos 
Saúl  García,  Lidia  y  Nemesia  Estrada.  Consideró  dicho 
Juez:  "i9 — Que  este  Tribunal  tiene  por  cierto  que  el 
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motivo  de  enemistad  de  Ramón  Marín  para  con  Patro- 
cinio Soto,  fué  el  haberlo  éste  denunciado  á  su  jefe  de 
haberlo  encontrado  ejecutando  un  acto  inmoral.  De- 
claraciones de  Patrocinio  Soto,  Manuel  Solano,  Saúl 
García  y  Joaquín  Araya  (folios  6,  17,  21  y  83),  corro- 
boradas por  el  procesado  Marín  al  decir  en  su  indaga- 
toria (folios  27-28)  que  estando  arabos  en  servicio 
en  el  Cuartel  de  Artillería,  Soto  le  levantó  una  calum- 
nia, lo  que  había  dado  origen  á  la  enemistad  de  ellos. 
(Artículo  18  déla  ley  de  8  de  julio  de  1902);  29-Que 
con  las  declaraciones  de  Alberto  Carvajal,  Santiago 
Aguirre,  folios  3,  5,  55,  José  María  Sánchez  (9),  Nico- 
medes  Porras  (i  i),  Cristina  Sánchez  (13),  Pablo  Cor- 
dero (14)  y  Mercedes  Jarquín  (20),  con  la  confesión  del 
reo  Marín  y  con  el  dictamen  médico  forense,  este 
Tribunal  tiene  por  cierto  que  Ramón  Marín  atacó  é 
hirió  violentamente  á  Patrocinio  Soto  en  •  la  esquina 
Sudoeste  de  la  plaza  de  la  iglesia  de  la  Merced;  por 
consiguiente  debe  declararlo  responsable  de  ese  hecho 
y  condenarlo  á  las  penas  establecidas  por  la  ley.  (Ar- 
tículos 2?  de  la  ley  de  3  de  julto  de  1903,  y  i9,  15  y 
57  del  Código  Penal);  3? — Que  este  Tribunal  tiene 
por  cierto  que  Ramón  Marín  tenía  premeditado  ata- 
car y  dañar  á  Patrocinio  Soto:  así  lo  manifestó  á  va- 
rias  personas  y  aun  dijo  como  una  hora  antes  de  la 
comisión  del  delito,  que  ese  día  se  bebería  la  sangre 
de  Soto.  (Declaraciones  de  José  María  Sánchez  (fo- 
lio 9),  Elias  Sanabria  (folio  21),  Uladislao  Duran 
(folio  80),  Joaquín  Araya  (  83),  y  Julio  Arana  (86). 
Artículo  18  citado);  4? — Que  con  las  declaraciones 
de  José  María  Sánchez  (folio  9),  José  María  Soto 
(12),  Nemesia  y  Lidia  Estrada  (14),  Mercedes  Jarquín 
(20)  y  Joaquín  Araya  (83),  está  demostrado  que  el 
procesado  Marín,  en  el  acto  que  supo  que  Patrocinio 
Soto  estaba  en  casa  de  Nemesia  Estrada,  tomó  un  cu- 
chillo de  zapatero,  lo  afiló  y  fué  á  apostarse  en  la  es- 
quina formada  por  la  calle  décima  cuarta  y  la  aveni- 
da sétima,  en  acecho  del  mismo  Soto,  y  que  cuando 
lo  vio  salir  y  caminar  en  dirección  Este,  opuesta  á  la 
suya,  abandonó  precipitadamente   el  punto,   caminó 
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hacia  el  Sur,  dio  vuelta  por  la  avenida  octava,  para 
encontrarse  como  se  encontró  con  el  procesado  Soto, 
-en  la  esquina  Sudoeste  de  la  plaza  dicha,  donde  se 
verificó  la  riña.  (Artículo  i8  de  la  ley  de  8  de  julio 
de  1902);  5? — Que  el  procesado  Marín  pretende  dis- 
culparse de  haber  acuchillado  por  la  espalda  á  Patro- 
cinio Soto,  después  que  los  separó  el  testigo  Carvajo, 
diciendo  haber  obrado  por  fuerza  irresistible  al  verse 
él  herido;  pero  tal  alegación  carece  dé  fundamento 
porque  no  es  arrastrado  ala  comisión  de  un  hecho 
por  fuerza  irresistible  quien  como  Marín  premedita  y 
ejecuta  todos  los  actos  preparatorios  del  delito,  de  los 
cuales  se  hace  cita  en  el  considerando  precedente,  y 
sin  causa  justa  y  elevada,  suficiente  á  producir  obse- 
cación  ó  perturbación  del  espíritu,  ataca  violentamen- 
te con  cuchillo  á  su  contrario  y  lo  hiere  en  la  frente 
desde  el  comienzo  de  la  riña.  (Declaraciones  de  Al- 
berto Carvajal,  folio  55,  Santiago  Aguirre,  5,  Nico- 
mcdes  Porras,  n,  y  dictamen  médico  forense,  3,  ar- 
tículo 10,  inciso  9.?,  del  Código  Penal).  69 — Que  el 
delito  cometido  por  el  procesado  Marín  se  encuentra 
comprendido  en  el  artículo  422  del  Código  Penal,  y 
es  castigado  con  cualquiera  de  las  penas  por  esa  ley 
establecidas;  7? — Que  á  favor  del  reo  Marín  no  exis- 
te comprobada  atenuante  alguna  y  sí  en  su  contra  la 
agravante  quinta  del  artículo  12  del  Código  Penal, 
por  lo  cual  debe  aplicársele  la  pena  que  le  correspon- 
de en  el  máximo.  (Artículo  74  del  Código  ibídem); 
39 — Que  siendo  alternativa  la  pena  señalada  por  la 
ley  al  delito  y  por  la  razón  apuntada  en  el  conside- 
rando precedente,  este  Tribunal  elige  como  imponi- 
ble presidio  interior  menor  en  su  grado  mínimo  cuya 
duración  la  fija  en  diez  meses.  (Artículo  ;^6  del  Có- 
digo Penal);  99 — Que  con  la  pena  principal  se  deben 
imponer  al  reo  las  accesorias  y  abonársele  la  prisión 
sufrida.  (Artículos  25,  33,  38  y  95  del  Código  Penal); 
io9 — Que  con  la  misma  prueba  testimonial  que  se  ci- 
ta en  el  considerando  segundo  y  con  la  confesión  con 
cargos  respectiva  (folio  42)  está  demostrado  que  Pa- 
trocinio Soto  le  causó  á   Ramón    Marín   las    lesiones 
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que  le  reconoció  el  Médico  del  Pueblo.  (Artículo  2^ 
de  la  ley  de  de  3"  de  julio  de  1903);  1 1? — Que  está 
demostrado  con  las  declaraciones  de  Santiago  Aguí- 
rre,  Alberto  Carvajal,  Nemesia  Estrada  (61)  y  Ula- 
dislao  Duran  (81),  (folios  5  y  55)  que  el  procesado 
Soto  no  provocó  el  lance  que  motiva  la  presente  cau- 
sa, pues  por  el  contrario  al  encontrarse  Marin  con 
aquél  y  hablarle,  Soto  le  dijo:  "que  él  no  tenía  que 
alegar  nada  ahora,  que  más  tarde  cuando  él  ave- 
riguara cómo  estaban  las  cosas,  se  entenderían*'. 
(Artículo  18  de  la  ley  de  8  de  julio  citado);  12? — 
Que  no  puede  invocarse  como  provocación  sufi- 
ciente de  parte  del  procesado  Soto  lo  ocurrido  por 
el  lado  del  Rastro  viejo,  pues  de  ese  hecho  sólo  dan 
fe  los  contendientes  y  cada  uno  lo  explica  á  su  mane- 
ra (folios  7-25),  ni  tampoco  el  hecho  de  aguardar  So- 
to á  Marín  en  la  esquina  Noroeste  de  la  Merced,  la 
noche  víspera  del  delito,  ni  el  haber  caminado  juntos 
hasta  el  punto  arriba  indicado,  en  forma  amistosa, 
porque  hay  que  tener  en  cuenta  que  Soto  trataba  de 
arreglar  ó  poner  término  con  Marín  á  los  insultos  é 
injurias  que  á  diario  le  dirigían  éste  y  su  concubina 
cuando  él  pasaba  por  el  frente  del  taller  de  zapatería 
de  Pachica  Berrocal  á  tomar  sus  alimentos  en  una  ca- 
sa vecina.  (Declaraciones  de  José  María  Sánchez,  fo- 
lio 9,  Nemesia  y  Lidia  Estrada,  15-16,  Manuel  Sola- 
no y  Elias  Sanabria,  17-21,  Saúl  García,  23.  Artícu- 
lo 18  de  la  ley  de  8  de  julio  citada);  13?— Que  por 
las  razones  consignadas  en  los  considerandos  primero 
á  cuarto,  undécimo  y  duodécimo,  este  Juzgado  tiene 
por  cierto  que  al  herir  Patrocinio  Soto  á  Ramón  Ma- 
rín lo  hizo  en  ejercicio  de  su  legítima  defensa  y  por  lo 
mismo  está  exento  de  responsabilidad  penal  conforme 
á  lo  dispuesto  por  el  inciso  4?  del  artículo  10  del  Có- 
digo Penal;  14? — Que  las  tachas  puestas  á  los  testigos 
Saúl  García,  Nemesia  y  Lidia  Estrada,  son  improce- 
dentes, porque  la  amistad  íntima  con  Soto  que  se  les 
atribuye  no  es  causal  establecida  por  la  ley.  (Artículos 
232  á  235  de  la  Parte  III  del  Código  General);  y  la  ene- 
mistad grave  que  también  se  le  atribuye  á  García  pa- 


—  347  — 

ra  con  Marín  no  tiene  todo   el  alcance  que  exige  el 
artículo  194  del  mismo  Código;" 

2? — Que  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones,  que 
conoció  del  asunto  en  virtud  de  alzada  interpuesta  por 
Marín,  falló  á  las  tres  y  cuarto  de  la  tarde  del  siete  de 
abril  próximo  anterior,  confirmando  en 'todas  sus  par- 
tes la  sentencia  recurrida; 

3? — Que  el  mismo  señor  Marín  ha  interpuesto 
recurso  de  casación  de  la  sentencia  de  segunda  ins- 
tancia  por  error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  aprecia- 
ción de  la  prueba  testimonial  y  violación  de  los  ar- 
tículos 2?  de  la  ley  de  3  de  julio  de  1903,  69,  74  y  75 
del  Código  Penal; 

4? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

1 9 — La  premeditación  con  que  el  procesado  Ra- 
món Marín  ejecutó  el  delito  de  lesiones  en  la  persona 
de  Patrocinio  Soto,  está  bien  comprobada  con  las  de- 
claraciones de  los  testigos  de  la  instrucción  y  del  ple- 
nario  de  esta  causa,  y  esa  premeditación  conocida 
constituye  la  agravante  5?  del  artículo  12  del  Código 
Penal; 

2? — En  favor  del  reo  no  aparece  disminuyente 
alguna  justificada  en  los  autos  y  aunque  es  cierto  que 
confiesa  haber  causado  lesiones  al  ofendido,  también 
lo  es  que  trata  de  disculpar  el  hecho  y  eximirse  de 
responsabilidad  alegando  haber  procedido  en  defensa 
propia;  pero  de  la  prueba  rendida  en  el  juicio  resulta 
que  él  fué  el  que  atacó  primero  á  su  contendiente  y 
por  lo  mismo  no  hay  la  sinceridad  en  la  confesión  del 
delito  que  pudiera  constituir  la  disminuyente  9?  del 
artículo  I  r  del  citado  Código  Penal;  y 

3? — De  lo  expuesto  se  deduce  que  no  ha  habido 
el  error  de  hecho  y  de  derecho  que  se  alega  en  la 
apreciación  de  la  prueba,  ni  la  violación  de  ninguna 
de  las  leyes  que  se  citan  en  el  recurso  establecido; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida 
y  con  certificación  de  la  presente   vuelvan  los  autos  á 
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la  Sala  de  su  procedencia. — A.  Alvrarado. — J.  Fed. 
González. — Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — 
Matías  Trejos. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


Manuel  Barahon A  y  Cía.  v.  Roger 

(  2  p.  m. — Junio  24  ) 

En  el  juicio  ordinario  sobre  nulidad  de  un  título 
supletorio  y  otros  puntos,  establecido  en  el  Juzgado 
de  primera  instancia  de  Puntarenas,  por  el  señor  Ma- 
nuel Barahona  Vargas,  mayor,  comerciante  y  de  aquel 
vecindario,  como  gerente  y  apoderado  generalísimo 
de  la  sociedad  mercantil  que  gira  en  dicho  lugar  ba- 
jo la  razón  social  de  *'Manuel  Barahona  y  Compañía," 
á  quien  representa  actualmente  en  este  juicio  el  se- 
ñor Licenciado  Máximo  Fernández  Alvarado,  mayor. 
Abogado  y  vecino  de  esta  ciudad,  contra  la  señora  Es- 
tela Roger  Duclou,  mayor,  de  oficios  domésticos  y 
vecina  de  la  ciudad  de  Cartago,  de  la  cual  es  apode- 
rado el  señor  Licenciado  Carlos  Brenes  Ortiz,  mayor, 
Abogado  y  vecino  también  de  esta  ciudad; 

Resultando: 

1? — Que  la  demanda  tiene  por  objeto  que  se  declare 
nulo  en  cuanto  abarca  un  terreno  de  que  es  legítima 
poseedora  dicha  compañía,  el  título  levantado  por  la 
señora  Roger  Duclou  de  la  finca  que  se  dirá,  é  inscrito 
en  el  Registro  Publico,  Sección  de  la  Propiedad,  Partido 
de  Puntarenas,  folio  setenta  y  siete,  tomo  seiscientos 
treinta  y  cuatro,  finca  número  cuatro  mil  noventa  y 
ocho,  asiento  uno,  que  es  un  solar  dedicado  á  la  cons- 
trucción, situado  en  el  distrito  central  (sic)  de  la  ciu- 
dad de  Puntarenas,  cantón  único  de  la  comarca  del 
mismo  nombre,  y  que  en  consecuencia  debe  ordenar- 
se la  cancelación  parcial  de  tal  inscripción  en  cuanto 
abarca  el  terreno  de  la  sociedad  expresada,  y  que  la 
señora  Roger  Duclou  debe  pagar  los  daños  y  perjui- 
cios ocasionados  y  las  costas  personales  y  procesales. 
En  el  escrito  de  demanda  se   exponen  los  siguientes 
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hechos:  Por  decreto  niímero  XIV  de  26  de  febrero 
de  1840  y  resolución  de  30  de  agosto  de  1845,  ^1  Su- 
premo Gobierno  destinó  para  la  ubicación  de  alma 
cenes  y  casas  el  centro  de  Puntarenas  y  toda  la  orilla 
del  Estero  hasta  la  Chacarita,  y  dispuso  en  1873  que 
pagara  diez  centavos  por  vara  cuadrada  todo  el  que 
quisiera  adquirir  en  propiedad  solares  con  tal  objeto, 
y  en  1878,  á  pedimento  de  la  Municipalidad  del  lu- 
gar, le  cedió  todos  los  solares  no  comprados,  con  el 
derecho  de  donarlos  graciosamente  con  ciertas  condi- 
ciones. El  26  de  agosto  de  1903,  los  señores  Manuel 
Barahona  y  Compañía  se  presentaron  en  forma  á  la 
Municipalidad  pidiéndole  un  solar  existente  á  orillas 
del  Estero,  de  doce  metros  de  frente,  por  doce  de  fon* 
do,  y  cuyos  linderos  son:  Por  el  Norte,  la  casa  del 
Resguardo  y  el  Estero;  por  el  Sur,  la  casa  de  la  su- 
cesión de  Melisandro  Alvarado;  por  el  Este,  la  playa 
del  Estero;  y  por  el  Oeste,  el  muellecito  del  Go- 
bierno, el  mismo  que  había  sido  donado  el  2  de 
noviembre  de  1897,  á  Benedicto  Castillo,  quien 
no  cumplió  la  obligación  de  ediñcar  dentro  del 
plazo  en  que  debía  hacerlo;  y  por  acuerdo  de 
18  de  setiembre  de  1903,  previos  los  trámites  regla- 
mentarios, la  Municipalidad  cedió  á  esa  sociedad  el 
terreno  dicho,  con  la  cláusula  que  todas  las  donacio- 
nes de  este  género  llevan,  es  decir,  "sin  perjuicio  de 
tercero  de  mejor  derecho".  La  referida  sociedad  pro- 
cedió á  hacer  un  plano  para  sus  oficinas  y  bodegas  y 
á  levantar  en  el  terreno  la  armazón  del  edificio  que 
trataba  de  construir,  y  cuando  iba  á  forrarlo,  recibió 
aviso  de  que  la  señora  Roger  Duclou  acababa  de  ins- 
cribir el  terreno  por  medio  de  un  título  supletorio,  y 
de  que  se  proponía  demandar  la  demolición  de  lo  edi- 
ficado, cosa  que  aun  no  ha  hecho.  El  título  de  dicha 
señora  afirma:  a)  que  su  padre  señor  Francisco  Ro- 
ger Llovera,  primero,  y  ella  después  en  virtud  de  he- 
rencia, han  poseído  por  más  de  diez  años  un  solar  de 
veinte  metros  de  frente  por  veintitrés  de  fondo,  á  ori- 
llas del  Estero,  y  lindante:  al  Norte,  con  el  mismo 
Estero;  al  Sur^  callejón  en  medio,  con  propiedad  de 
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Laura  Cardosa  (respecto  de  lo  cual  debe  observarse 
que  la  señora  Cardosa  tiene  la  fínca  como  albacea  de 
la  sucesión  de  Melisandro  Alvarado,  á  quien  siempre 
perteneció);  al  Este,  con  la  playa  del  Estero;  y  al 
Oeste,  con  el  muellecito;  y  b)  que  dicho  solar  lo  hu- 
bo su  padre  por  compra  hecha  á  los  señores  Lizanos. 
En  el  solar  á  que  el  título  supletorio  se  refiere  queda 
comprendido  completamente  el  que  cedió  la  Munici- 
palidad á  la  Compañía  mencionada,  cuando  ni  el  se- 
ñor Roger  Llovera,  ni  su  hija  han  poseído  jamás  el 
pedazo  de  solar  donado  á  la  sociedad,  ni  es  cierto  que 
los  señores  Lizanos  lo  vendieran  al  señor  Roger  Llo- 
vera, ni  que  en  el  juicio  de  sucesión  de  éste  aparezca 
dicho  pedazo  de  solar,  ni  el  resto  de  él,  inventariado, 
ni  mucho  menos  adjudicado  á  la  señora  Roger  Du- 
clou,  ni  á  ninguna  otra  persona.  Se  apoya  la  deman- 
da en  las  disposiciones  de  los  artículos  279,  305,  322, 
456,  472,  473,  479 — en  relación  con  el  Título  VII, 
Capítulo  único,  Libro  III  del  Código  de  Procedimien- 
tos— y  835  del  Código  Civil,  1072  y  1073  del  de  Pro- 
cedimientos citado; 

2? — Que  la  señora  Roger  Duclou  contestó  nega- 
tivamente la  demanda  y  opuso  las  excepciones  de  fal- 
ta de  personalidad  en  ella  por  no  tener  el  carácter  ó 
representación  con  que  se  le  demanda,  y  de  defecto 
legal  en  la  forma  de  la  demanda; 

3? — Que  en  sentencia  dictada  á  las  nueve  de  la 
mañana  del  veinte  de  diciembre  del  año  próximo  pa- 
sado, el  Juez  Civil  de  Puntarenas  declaró  nulo  el  títu- 
lo levantado  por  la  demandada  para  inscribir  en  su 
nombre  la  finca  número  cuatro  mil  noventa  y  ocho, 
inscrita  en  el  Registro  Público,  Sección  de  la  Propie- 
dad, Partido  de  Puntarenas,  folio  setenta  y  siete,  to- 
mo seiscientos  treinta  y  cuatro,  entendiéndose  que  tal 
nulidad  es  en  cuanto  abarca  el  terreno  de  tque  es  le- 
gítima poseedora  la  Compañía  que  representa  el  ac- 
tor; que  debe  ordenarse  la  cancelación  parcial  de  la 
referida  inscripción  en  la  parte  que  comprende  terre- 
no poseído  por  Manuel  Barahona  y  Compañía;  sin  lu- 
gar las  excepciones   opuestas,   así   como  las   tachas 
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puestas  á  los  testigos  Félix  Rivera  Pití  y  Darío  Zií- 
ñiga  Castro;  condenó  en  costas  procesales,  daños  y 
perjuicios  á  la  demandada;  y  ordenó  testimoniar  lo 
conducente  á  fin  de  que  se  averigüe  si  Juan  Alonso 
Córdoba  Aguirre  y  Rafael  Chavarría  García  han  co- 
metido perjurio  en  daño  de  la  misma  parte.  El  Juez 
s¿  apoyó  en  los  artículos  277,  279,  280,  281,  305, 
322,  327.  338.  473,  479»  835  y  843  del  Código  Civil, 
87.  88,  230.  240,  338,  852,  in  fine,  y  1072  del  de 
Procedimientos  Civiles,  y  consideró:  **i?  Que  con  los 
documentos  de  folios  dos,  tres  y  cuatro  acompañados 
á  la  presente  demanda,  ha  comprobado  el  actor,  si  no 
su  derecho  de  propiedad  en  el  terreno  objeto  de  este 
litigio,  sí  al  menos  el  derecho  con  que  posee  dicho 
terreno  y  construye  en  él;  2?  Que  el  actor  ha  justifi- 
cado con  los  mismos  testigos  que  declararon  en  la 
información  posesoria  cuya  nulidad  se  pide,  que  el  te- 
rreno en  que  actualmente  construyen  Manuel  Baraho- 
na  y  Compañía  un  edificio  es  municipal  y  jamás  ha 
sido  poseído  por  la  demandada  ni  por  su  señor  padre 
Francisco  Roger  Llovera  y  que  el  terreno  que  pose- 
yó este  señor  es  otro  adyacente  situado  al  Este  de 
•dicho  edificio  y  un  tanto  separado  de  éste;  3?  Que 
sobre  los  hechos  á  que  se  refiere  el  anterior  conside- 
rando declararon  en  el  mismo  sentido  ocho  testigos 
más,  de  los  presentados  por  el  actor  y  aun  uno  de  los 
de  la  parte  demandada  (Nieves  Peña);  4?  Que  de  la 
inspección  ocular  practicada  en  el  terreno  y  certifica- 
da en  autos,  aparece  que  entre  el  edificio  en  cons- 
trucción, del  actor,  y  el  lugar  en  donde  aparecen  los 
vestigios  del  terreno  en  donde  se  asentaba  la  bodega 
que  poseyó  el  señor  Francisco  Roger  Llovera,  padre 
de  la  actora,  hay  una  distancia  de  dos  metros  que 
separa  dichas  posesiones;  5?  Que  de  los  testigos  pre- 
sentados por  la  demandada,  sólo  cinco  aseguran  que 
una  parte  del  terreno  en  donde  se  halla  ahora  la  cons- 
trucción del  actor  ha  sido  poseído  por  don  Francisco 
Roger;  69  Que  contradichos  como  están  los  dos  tes- 
tigos (Córdoba  y  Chavarría)  que  declararon  en  la  in- 
formación posesoria  levantada  é  inscrita  per  la  de- 
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mandada,  es  forzoso  concluir  que  tal  información  ha 
caído  por  su  base,  máxime  cuando  mayor  número  de 
testigos  declaran  que  no  ha  habido  tal  posesión  en 
ese  terreno  por  parte  de  doña  Estela  Roger  Duclou 
(se  entiende  sobre  el  terreno  en  donde  está  constru- 
yendo la  Compañía  actora);  y  en  tal  situación  el  juz- 
gador debe  atenerse  al  dicho  del  mayor  número  de 
testigos,  que  viene  á  favorecer  las  pretensiones  de  la 
parte  actora;  7?  Que  siendo  municipal  el  terreno  don- 
de trata  de  construir  la  Compañía  actora,  la  concesión 
que  á  ésta  fué  otorgada  por  el  Municipio  de  este  can- 
tón, la  pone  á  cubierto  del  reclamo  que  intentase  ui> 
tercero  perjudicado  con  tal  concesión,  quien  tendría 
que  reclamar  entonces  al  Municipio  que  entró  á  dis- 
poner de  terrenos  que  talvez  no  le  pertenecían;. 
89  Que  en  este  juicio  no  cabe  entrar  á  resolver  acer- 
ca de  la  validez  del  contrato  de  donación  celebrado 
entre  la  Municipalidad  de  este  cantón  y  Manuel  Ba- 
rabona  y  Compañía,  puesto  que  ese  punto  no  ha  sido 
debatido  ni  es  objeto  de  la  presente  demanda;  9?  Que 
las  excepciones  opuestas  por  la  demandada  no  tienen 
fundamento,  pues  en  autos  aparece  justificado  el  ca- 
rácter con  que  se  le  demanda  á  aquélla,  y  el  defecto 
en  la  forma  de  la  demanda  no  existe,  consiguiente- 
mente deben  desestimarse  dichas  excepciones;  io9  Que 
las  tachas  puestas  por  la  demandada  á  los  testigos  Fé- 
lix Rivera  Pití  y  Darío  Zúñiga  Castro  no  están  sufi- 
cientemente demostradas  en  autos.  En  efecto^  na 
aparece  bien  demostrado  que  Rivera  haya  sido  deu- 
dor de  la  Compañía  actora  al  tiempo  de  dar  su  decla- 
ración en  este  asunto;  en  cuanto  al  señor  Zúñiga  Cas- 
tro no  aparece  de  autos  que  haya  sido  municipe  cuan-- 
do  se  otorgó  la  concesión  del  terreno  en  litigio  á  la 
Compañía  actora,  y  aunque  lo  hubiera  sido,  en  este 
juicio  no  es  parte  interesada  el  Municipio  de  este 
cantón;  por  otra  parte,  la  demandada  aceptó  como 
buenos  los  testimonios  de  esos  testigos  desde  luego 
que  los  repreguntó  ampliamente,  como  puede  verse 
en  los  autos.  Corroborado  como  está  el  dicho  de 
esos  testigos  con  el  de  los  demás  que  han   declarado 
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los  mismos  conceptos»  el  juzgador  tiene  que  darle  cré- 
dito; II?  Que  de  lo  expuesto  en  el  segundo  conside- 
rando se  deduce  que  los  señores  Juan  Alonso  C6rdo< 
ba  Y  Rafael  Chavarria  García  pueden  haber  cometido 
el  simple  delito  de  perjurio  en  perjuicio  de  la  señora 
Estela  Roger  Duclou  y  por  consiguiente  debe  testi- 
moniarse lo  conducente  para  que  la  autoridad  corres- 
pondiente haga  las  investigaciones  del  caso  para  el 
castigo  de  ese  delito;'' 

49 — Que  la  Sala  Primera  de  Apelaciones,  quien 
conoció  del  juicio  en  virtud  de  alzada  interpuesta 
por  la  parte  perdidosa,  por  resolución  de  las  dos  y 
media  de  la  tarde  del  quince  de  abril  próximo  pasado, 
declaró  admisible  un  documento  presentado  por  el 
actor,  y  confirmó  en  todas  sus  disposiciones  la  sen- 
tencia recurrida,  con  costas  personales  y  procesales  á 
cargo  de  la  demandada; 

5? — Que  el  apoderado  de  la  señora  Roger  Du- 
clou ha  interpuesto  recurso  de  casación  de  la  senten- 
cia de  segunda  instancia  por  los  siguientes  motivos: 
I? — Error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación 
de  la  prueba  consistente  en  certificación  de  varias 
declaraciones  de  testigos  recibidas  en  el  interdicto 
que  precedió  á  este  juicio,  promovido  por  dicha  se- 
ñora contra  Manuel  Barahona  y  Compañía,  con  vio- 
lación de  los  artículos  171.  319.  320,  321,  332,  333 
y  338  del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  al  dar 
valor  probatorio  á  ese  documento.  2? — Error  de 
hecho  y  de  derecho  al  apreciar  la  certificación  que  en 
segunda  instancia  presentó  el  apoderado  de  los  acto- 
res,  expedida  por  el  Registro  Publico,  con  violación 
de  los  artículos  202,  203,  inciso  i?,  ibídem,  y  478  del 
Código  Civil,  por  haber  la  Sala  de  instancia  admitido 
ese  documento  á  pesar  de  no  haber  sido  acompañado 
á  la  demanda,  y  haberle  dado  valor  al  mismo.  3? — 
Error  de  hecho  en  la  apreciación  de  las  certificacio- 
nes emanadas  de  la  Municipalidad  de  Puntarenas, 
referentes  á  la  solicitud  de  Manuel  Barahona  y  Com- 
pañía para  que  se  le  donara  un  pedazo  de  terreno,  y 
de  la  resolución  de  conformidad,  de  la  Municipalidad, 

23 
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con  violación  de  los  artículos  835.  837  y  1397  del 
Código  Civil,  al  tener  por  buena  esa  prueba;  y  del 
837  citado,  especialmente  al  haberse  declarado  admi- 
sible  la  certificación  del  Registro  Publico  en  el  caso 
de  que  tenga  por  objeto  demostrar  que  la  donación 
hecha  por  la  Municipalidad  á  Manuel  Barahona  y 
Compañía  y  que  se  quiso  comprobar  con  las  certifi- 
caciones de  la  Municipalidad,  fué  ratificada  con  la 
escritura  á  que  se  refiere  el  certificado  del  Registro. 
4? — Interpretación  errónea  de  la  resolución  del  Po- 
der Ejecutivo  de  8  de  junio  de  1878,  al  dar  á  la  mis- 
ma el  carácter  de  ley.  5? — Violación  de  los  artículos 
I?,  inciso  1?,  y  338  del  Código  de  Procedimientos 
Civiles,  y  719  del  Civil,  al  haberse  declarado  dere- 
chos en  favor  de  los  actores  sin  que  probaran  que  la 
Municipalidad,  de  quien  dice  derivaron  su  derecho, 
sea  propietaria  del  solar  en  disputa,  con  error  de 
hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba  de 
ambas  partes,  y  en  especial  de  la  prueba  de  testigos; 
69 — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

)9 — Que  los  actores  no  han  justificado  su  mejor 
derecho  á  la  posesión  de  la  finca  á  que  se  refiere  la 
demanda  con  el  documento  de  fojas  dos,  con  que  pre- 
tenden comprobar  la  donación  municipal,  porque  és- 
ta no  es  válida  no  habiéndose  extendido  en  escritura 
pública,  y  al  dar  por  buena  esa  prueba,  se  ha  errado 
de  hecho  y  de  derecho,  con  violación  de  los  artículos 
^397»  835  y  837,  Código  Civil:  el  documento  dicho 
está  sujeto  á  inscripción  (inciso  i9  del  artículo  459, 
Código  Civil),  sin  ese  requisito  no  puede  admitirse  en 
los  tribunales  (artículo  478  ibídem);  ambos  artículos 
se  violan  en  la  sentencia  recurrida; 

29 — Que  la  certificación  que  los  actores  acom- 
pañan á  su  escrito  del  quince  de  marzo  ultimo,  sólo 
afirma  que  al  Registro  se  ha  presentado  un  documen- 
to que  comprende  la  donación  de  un  pedazo  de  terre- 
no municipal  etc.,  y  que  tal  documento  está  detenido 
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como  defectuoso;  pero  en  autos  no  aparece  tal  docu- 
mento y  no  puede  conocerse  la  relación  que  tenga 
con  la  pretensión  de  los  demandantes.  Al  estimar 
esta  prueba  como  eñcaz  para  justificar  el  derecho  de 
los  demandantes,  ha  errado  de  hecho  y  de  derecho  y 
violado  el  inciso  i?  del  artículo  203  del  Código  de 
Procedimientos  Civiles; 

3? — Que  las  declaraciones  de  fujas  veintiocho  á 
treinta  y  dos,  certificadas  de  un  interdicto,  carecen 
de  la  fuerza  probatoria  que  la  ley  atribuye  á  la  prue- 
ba testimonial,  porque  no  fueron  pedidas  como  lo 
dispone  el  artículo  319,  Código  de  Procedimientos 
Civiles,  ni  evacuadas  en  este  juicio  en  audiencia  pú- 
blica, con  citación  de  las  partes,  quienes  pudieron  ha- 
cer á  los  testigos  repreguntas  (artículo  321  ibídem), 
ni  menos  se  hizo  á  éstos  el  interrogatorio  prevenido 
por  los  artículos  332  y  333,  Código  citado,  lo  que 
causa  indefensión  para  la  recurrente.  El  señor  Juez, 
en  el  considerando  3?  de  su  sentencia,  tuvo  por  buena 
la  prueba  relacionada,  y  la  Sala  de  instancia  aprobó 
su  criterio,  con  lo  que  se  ha  errado  de  hecho  y  de  de- 
recho en  la  apreciación  de  la  prueba  relacionada  y  se 
han  violado  las  leyes  citadas  en  este  considerando  y 
el  artículo  338  ibídem; 

4? — Que  el  señor  Juez  de  primera  instancia,  en 
el  considerando  69  de  su  sentencia,  declara:  que  los 
testigos  del  título  posesorio  Córdoba  y  Chavarría 
están  contradichos,  y  por  lo  mismo,  la  información 
posesoria  presentada  por  la  recurrente  ha  caído  por 
su  base;  en  lo  que  se  comete  error  en  la  estimación 
de  esta  prueba,  porque  los  testigos  indicados,  en  su 
segunda  declaración,  no  se  refieren  al  terreno  deslin- 
dado y  descrito  en  el  título  posesorio,  sino  á  otro  ad- 
yacente, separado  por  una  distancia  de  dos  metros; 

5? — Que  los  testigos  de  los  demandantes  que 
contestan  afirmativamente  las  preguntas  del  interro- 
gatorio del  veinte  de  mayo  de  mil  novecientos  cuatro, 
no  se  refieren  al  solar  inscrito  por  el  título  posesorio 
de  la  demandada,  sino  á  un  solar  distinto  en  que  Ma- 
nuel Barahona  y   Compañía  levantan   su  edificio,  ad- 


—  asó- 
yacente,  aunque  separado  de  éste  por  una  faja  de  tie- 
rra ó  callejuela  como  de  dos  metros,  y  el  Juez  y  la 
Sala  de  instancia,  al  afirmar  que  los  testigos  dichos 
niegan  que  la  demandada  haya  poseído  la  finca  ins- 
crita en  su  nombre,  cometen  error  de  hecho  en  la  es- 
timación de  esta  prueba,  con  violación  del  artículo 
338,  Código  de  Procedimientos  Civiles: 

Por  tanto,  declárase  con  lugar  la  casación  de- 
mandada y  nula  la  sentencia  de  la  Sala  Primera.. — 
A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jimé- 
nez.— A.  Zambrana. — Matías  Trejos. — Ante  mí, — 
Alfonso  Jiménez. 


Nota. — Los  Magistrados  Alvarado  y  Zambrana  sal- 
varon su  voto  y  lo  motivaron  en  estos  tér- 
minos: 

Considerando: 

I? — Que  de  las  dos  pretensiones  que  se  encuen- 
tran en  este  litigio  en  disputa  con  respecto  al  mismo  te- 
rreno, hay  que  juzgar  según  los  fundamentos  de  cada 
una:  que  la  de  la  demandada  se  basa  en  que  su  padre 
fué  dueño  de  dicho  terreno,  porque,  teniéndolo  como 
municipal,  pudo  hacerlo  suyo,  mediante  ciertas  con- 
diciones que  no  se  ha  comprobado  que  llenara,  sin  que 
tampoco  aparezca  cómo  esa  parte  representa  los  dere- 
chos de  su  padre,  porque  en  el  inventario  de  los  bienes 
de  éste  no  figura  el  derecho  de  que  se  trata,  ni  en  la 
partición  tampoco,  y  no  es  ella  la. única  interesada  en 
la  herencia,  lo  cual  basta  para  anular  por  entero  las 
pretensiones  de  su  representación; 

2? — Que  en  cambio  el  actor  ha  demostrado  que 
puede  disponer  de  las  tierras  en  disputa,  eli  virtud  de 
contrato  con  la  Corporación  Municipal  interesada, 
que  según  las  leyes  del  país  y  los  principios  de  dere- 
cho admitidos  en  todos  los  cultos,  tenía  la  facultad  de 
disponer  io  que  en  esa  convención  dispuso; 

Por  lo  expuesto,  declaran  por  su  parte  sin  lugar 
la  casación  pedida. — A.  Alvarado. — A.  Zambrana. — 
Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 
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Cubillo  Mora 

(2  5'  p.  gi. — Junio  24  ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  segundo  del 
Crimen  de  esta  provincia  contra  Gregorio  Cubillo 
Mora,  como  de  veinticinco  años,  agricultor  y  vecino 
de  San  Rafael  del  Puriscal,  por  el  delito  de  lesiones 
inferidas  á  Justiniano  Jiménez,  de  único  apellido, 
hecho  que  ocurrió  en  "Punta  de  Lanza'*  de  aquella 
jurisdicción,  como  á  las  cinco  de  la  tarde  del  veinti- 
dós de  mayo  del  año  próximo  pasado;  en  la  que  son 
partes  además  del  reo,  su  defensor  señor  Ricardo 
Brenes  Volio,  mayor,  agente  de  negocios  judiciales 
y  de  este  domicilio,  y  el  representante  del  Ministerio 
Público; 

Resultando: 

i9 — Que  en  sentencia  dictada  á  la  una  y  media  d^ 
la  tarde  del  veintidós  de  febrero  del  año  en  curso,  e' 
Juez  respectivo  condenó  al  procesado  como  respon- 
sable del  delito  referido,  á  sufrir  confinamiento  por 
dos  meses  y  un  día  en  Juan  Viñas  del  cantón  de  Ji- 
ménez, previo  el  abono  del  tiempo  de  prisión,  y  á  las 
accesorias  del  caso.  El  Juez  se  fundó  en  e!  artículo 
873,  Código  de  Procedimientos  Penales,  y  consideró: 
**i9 — Con  las  declaraciones  recibidas  y  dictámenes 
médico-legales,  esta  autoridad  tiene  por  comprobado 
el  cuerpo  del  delito  de  lesiones  cometido  en  perjuicio 
de  Justiniano  Jiménez,  de  único  apellido,  y  del  que 
es  autor  responsable  Gregorio  Cubillo  Mora,  á  quien 
se  debe  castigar  según  la  ley  (artículos  i9,  15  y  57  del 
Código  Penal);  2? — El  caso  concreto  está  compren- 
dido en  el  artículo  422  del  Código  Penal,  y  es  casti- 
gado con  confinamiento,  reclusión  ó  presidio  meno- 
res en  sus  grados  mínimos  ó  con  multa  de  ciento  uno 
i  seiscientos  sesenta  y  seis  colones;  3? — Existe  com- 
probada en  autos  á  favor  del  reo  la  circunstancia 
atenuante  14?  del  artículo  1 1  del  Código  Penal,  y  en 
su  contra  ninguna  agravante,  por  lo  que  de  confor- 
midad con   el   artículo   74^   Código  ibídem,  se  debe 
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aplicar  en  el  mínimum  la  pena  imponible  al  reo;  4? — 
Que  esta  autoridad  fija  en  dos  meses  y  un  día  de 
confinamiento  descontable  «n  Juan  Viñas,  la  pena  á 
que  el  -reo  se  ha  hecho  acreedor  con  su  delito,  previo 
abono  del  tiempo  sufrido  de  prisión;  5? — Que  junto 
con  la  principal,  se  deben  imponer  al  reo  las  penas 
accesorias  (artículo  83  del    Código    Penal)"; 

2? — Que  habiéndose  alzado  el  defensor  del  reo, 
conoció  de  la  causa  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones, 
quien  á  las  dos  de  la  tarde  del  siete  de  abril  de  este 
año,  cambió  la  pena  principal  por  tres  meses  de  re- 
clusión y  confirmó  el  fallo  recurrido  en  sus  demás 
disposiciones; 

3? — Que  la  defensa  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia,  por 
error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de  la 
prueba,  y  violación  de  los  artículos  10,  incisos  4?  y 
59;  II,  incisos  i?  y  9?,  y  75  del  Código  Penal; 

4? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

1 9 — De  los  testimonios  de  Clodomiro  Fallas 
Chinchilla,  Jerónimo  Duran  y  en  parte  de  la  decla- 
ración de  Francisco  Vargas  Jiménez,  así  como  del 
propio  dicho  del  ofendido,  aparece  que  éste  provocó 
con  una  broma,  según  él  dice,  de  pegar  con  el  para- 
guas á  Felipe  Cubillo  hasta  quebrárselo  encima,  se- 
gún uno  de  los  testigos,  y  que  enseguida  se  convirtió 
en  un  ataque  á  mano  armada  de  Jiménez  contra 
Cubillo  que  obligó  á  su  hermano  Gregorio  á  interve- 
nir en  su  defensa,  siendo  entonces  éste  el  blanco  del 
ataque  de  Jiménez; 

29 — La  eximente  5?  del  artículo  10,  Código  Pe- 
nal, favorece  al  encausado  Gregorio  Cubillo,  porque 
éste  obró  en  defensa  de  su  hermano  Felipe,  injusta- 
mente acometido,  y  como  Jiménez  cargó  enseguida 
contra  él,  las  heridas  que  le  causó  fueron  ocasionadas 
al  repeler  el  ataque   ilegítimo    de   su  ofensor,  sin  que 
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de  parte  de  ninguno  de  los  dos  hermanos  hubiese 
provocación; 

3? — Procede,  pues,  la  eximente  de  que  se  ha 
hecho  mérito  y  por  esto  huelga  el  análisis  de  los  otros 
puntos  de  casación,  y  el  recurso  interpuesto  debe 
declararse  con  lugar; 

Por  tanto,  y  de  conformidad  con  los  artículos  i? 
y  2?  (caso  5?)  de  la  ley  número  19  de  9  de  junio  de 
1899,  y  977  del  Código  de  Procedimientos  Civiles, 
declárase  con  lugar  la  casación  pedida  y  nula  la  sen- 
tencia de  la  Sala  Segunda. — A.  Alvarado. — ^J,  Fed. 
González.  — Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana.  — 
Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


GÓMEZ  Y  Montes 

(  2  10'  p.  m. — Junio  24) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  de  primera 
instancia  del  circuito  judicial  de  Santa  Cruz,  contra 
Secundino  Gómez  Cárdenas  y  Cruz  Montes  Díaz,  ma- 
yores de  edad,  jornaleros  y  vecinos  de  Nicoya,  por  el 
delito  de  falso  testimonio  en  perjuicio  de  Norberto 
Matarrita  Obando;  en  la  cual  son  partes  además  de 
los  procesados,  el  defensor  de  ellos  señor  Tobías  Gu- 
tiérrez Valverde,  mayor,  pasante  de  abogado  y  veci- 
no de  esta  ciudad,  y  el  representante  del  Ministerio 
Publico; 

Resultando: 

I? — Que  el  Juez  del  Crimen  de  Santa  Cruz  falló 
á  las  ocho  de  la  maijiana  del  veintisiete  de  febrero  de 
este  año,  declarando  á  los  procesados  autores  del  de- 
lito referido  y  condenándolos  á  un  año  y  seis  meses 
de  presidio  interior  menor  en  San  Lucas,  con  abono 
del  tiempo  de  prisión  y  á  la  pena  accesoria  de  sus- 
pensión de  cargo  u  oficio  público;  y  consideró  al  efec- 
to: a)  Entre  las  dos  declaraciones  de  cada  uno  de  los 
procesados  Gómez  y  Montes,  hay  una  contradicción 
absoluta,  concreta  y  clara,  que  revela  la  existencia  de 
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la  falsedad  en  uno  de  sus  testimonios.  La  compro- 
bación del  delito  de  perjurio  es  plena,  y  sin  que  ha- 
ya en  el  caso  dato  alguno  que  establezca  inculpabili- 
dad en  favor  de  los  agentes,  procede  aplicarles  el 
reato  respectivo,  (Artículos  230,  Código  Penal,  777  y 
873.  Parte  III  del  Código  General;)  b)  De  la  falta 
de  instrucción  ó  rusticidad  de  los  reos,  que  la  defensa 
ha  pretendido  probar,  sin  lograrlo,  no  hubiera  sido 
posible  derivar  exención  de  responsabilidad,  ya  que 
nadie  puede  impunemente  infringir  una  ley  debida- 
mente promulgada,  escudándose  en  la  ignorancia  que 
de  ella  tenga,  porque  de  todos  debe  ser  conocida,  y 
los  obliga.  (Artículo  5?,  Código  Penal;)  c)  La  causa 
principal,  de  la  cual  se  originó  ésta,  terminó  por  la 
absolución  del  reo  Matarrita,  apoyada  en  el  dicho  de 
tres  testigos  que  sostuvieron  su  inculpabilidad,  por  fal- 
ta de  voluntad  maliciosa.  Consiguientemente,  en  pre- 
sencia del  resultado  de  aquella  información,  debe  con- 
cluirse que  los  perjuros  Gómez  y  Montes,  faltaron  á 
la  verdad  en  su  primer  dicho  en  que  aseguraron,  el 
uno  que  Matarrita  le  asestó,  y  el  otro,  que  le  descar- 
gó un  tiro  con  su  cutacha  á  Obando,  hiriéndolo.  Así 
queda,  pues,  establecido  evidentemente  que  las  depo- 
siciones falsas  fueron  dadas  en  contra  del  procesado. 
Por  lo  cual  como  aquella  causa  en  que  fueron  dadas 
se  seguía  por  simple  delito,  la  punición  que  corres- 
ponde al  perjurio  ocurrente  es  presidio  interior  menor 
en  su  grado  máximo.  (Artículo  230  citado,  segundo 
párrafo),  d)  La  situación  jurídica  de  ambos  reos  es 
idéntica;  la  delincuencia  que  se  les  imputa  sólo  está 
modificada  por  las  atenuantes  9  y  14  del  artículo  11, 
Código  Penal,  la  concurrencia  de  las  cuales  sin  con- 
trarresto alguno  y  conforme  á  la  regla  establecida  por 
el  artículo  74  ibídem,  autorizan  para  imponer  la  pena 
inferior  en  un  grado  al  señalado.  En  tal  virtud,  el 
Juzgado,  descendiendo  de  la  escala  N9  i  del  artícu- 
lo 66  ibídem,  llega  á  presidio  interior  menor  en  su 
grado  medio,  que  fija  en  un  año  y  seis  meses,  descon- 
tables en  San  Lucas,  con  accesorias  de  ley.  (Artícu- 
lo 38,  Código  Penal);" 
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2?— Que  habiéndose  alzado  el  defensor  de  los 
reos,  pasaron  los  autos  á  la  Sala  Segunda  de  Apela- 
ciones, quien  á  las  dos  y  tres  cuartos  de  la  tarde  del 
siete  de  abril  próximo  anterior,  confirmó  en  todas  sus 
disposiciones  el  fallo  apelado; 

3? — Que  la  defensa  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por  vio- 
lación del  artículo  2?  del  Código  Penal; 

4? — Que  no  se  nota  defecto  en  los  procedimien- 
tos; y 

Considerando: 

Que  la  infracción  de  ley  única  que  se  achaca  por 
^1  recurso  á  la  sentencia,  y  que  por  error  manifiesto 
se  apellida  de  hecho  y  de  derecho,  no  ha  podido  rea- 
lizarse al  aplicar  el  artículo  correspondiente  de  nues- 
tro Código  Penal  á  personas  que  en  dos  distintas  de- 
claraciones se  contradicen  en  lo  sustancial,  sin  que 
aparezca  en  el  asunto  elemento  alguno  que  haga  pen- 
sar en  otra  cosa  que  en  un  designio  deliberado  de  en- 
gañar á  la  justicia  del  país,  con  tanto  mayor  motivo 
cuanto  que  los  testimonios  que  dieron  en  contra  del 
procesado,-  á  quien  más  tarde  se  propusieron  excul- 
par, están  corroborados  por  otros  datos  fidedignos; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida; 
y  con  certificación  de  la  presente,  vuelvan  los  autos  á 

la  Sala  de  su  procedencia. A.  Alvarado. — J.  Fed. 

González. —  Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — 
Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


Campos  Chaves 

(  2^  p.  m. — Junio  24) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  de  lo  Conten- 
cioso-administrativo,  por  los  delitos  de  fabricación  y 
depósito  de  aguardiente  clandestino,  contra  Pablo 
Campos  Chaves,  de  treinta  y  seis  años,  agricultor  y 
vecino  del  barrio  de  San  Rafael  de  Esparta,  de  quien 
es  defensor  el  Licenciado  Jorge  Herrera  Paut,  mayor, 
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abogado  y  vecino  de  esta  ciudad,  y  en  la  cual  es  par- 
te además  el  representante  del  Ministerio  Público; 

Resultando: 

1 9 — Que  el  respectivo  Juez,  apoyado  en  los  ar- 
tículos 163,  164  y  882.  Parte  III  del  Código  General 
y  728  del  Fiscal,  falló  á  las  tres  y  tres  cuartos  de  la 
tarde  del  catorce  de  marzo  del  año  en  curso  conde- 
nando al  procesado  como  autor  de  los  delitos  mencio- 
nados, por  el  primero  á  multa  de  mil  colones,  con  la 
aplicación  de  ley,  á  confinamiento  por  un  año  en  la 
villa  del  Paraíso,  y  en  caso  de  que  no  pagare  la  mul- 
ta, á  confinamiento  por  otro  año  en  el  lugar  dicho;  y 
por  el  segundo,  á  multa  de  cincuenta  colones,  ó  si  no 
la  pagare,  á  arresto  por  quince  días  en  la  cárcel  de 
esta  ciudad,  con  las  accesorias  legales  y  previo  el  abo- 
no del  tiempo  por  que  haya  estado  preso; 

2? — Que  en  virtud  de  alzada  interpuesta  por  la 
defensa,  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones,  á  las  dos  de 
la  tarde  del  quince  de  abril  próximo  anterior,  revocó- 
la sentencia  recurrida,  dejándola  sin  efecto  en  cuanto 
al  delito  de  depósito,  y  la  confirmó  en  todo  lo  que 
se  refiere  al  delito  de  fabricación;  la  mencionada  Sa- 
la consideró:  "i? — Que  en  el  presente  caso  el  depó- 
sito de  aguardiente  'clandestino  está  implícito  tn  el 
delito  de  fabricación  y  no  tiene  más  trascendencia  que 
constituir  una  prueba  de  éste,  por  lo  cual  no  hay  ra- 
zón para  castigarlo  por  separado.  Todo  fabricante  de 
licor  clandestino  es  además  depositario  de  tal  licor^ 
así  como  de  titiles  y  aparatos  destinados  á  la  destila- 
ción; y  no  sería  racional  ni  justo  castigar  á  tal  fabri- 
cante con  pena  separada  por  cada  uno  de  esos  delitos, 
pues  los  últimos  son  consecuencia  ó  medio  necesario 
del  primero;  2? — Que  la  condenatoria  del  reo  por  el 
delito  de  fabricación  de  aguardiente  clandestino,  que 
es  el  único  hecho  punible  que  se  da  en  la  especie,  es- 
tá bien  fundada  en  el  mérito  del  proceso  y  en  las  ra- 
zones que  aduce  el  Juez  a  quo\'' 

3? — Que  el  defensor  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  déla  sentencia  de  segunda  instancia  por  los 
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siguientes  motivos:  i9 — Violación  de  los  artículos  10 
y  722  de  la  ley  de  18  de  julio  de  1903,  é  infracción 
del  artículo  42  de  la  Constitución  Política;  29 — Vio- 
lación del  Capítulo  único,  Título  2?  del  Libro  1?  del 
Código  Penal  y  aplicación  indebida  del  artículo  i9  de 
la  ley  de  18  de  julio  de  1903;  39 — Violación  de  los 
artículos  87  y  88  del  Código  de  Procedimientos  Ci- 
viles; 49 — Error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  apre- 
ciación de  la  prueba; 

49 — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  defec- 
to; y 

Considerando: 

i9 — El  texto  del  artículo  10  de  la  ley  de  18  de 
julio  de  1903  que  se  cita  como  violado,  exige  para  la 
condenación  del  reo,  las  circunstancias  que  él  mismo 
enumera;  pero  no  quita  á  los  jueces  la  apreciación  de 
los  demás  indicios  que  condicionen  el  caso  y  que 
constituyan,  como  en  éste,  la  prueba  plena  del  cargo. 
Y  la  existencia  de  un  camino  trajinado  de  á  pie  entre 
la.  fábrica  aprehendida  y  la  casa  de  habitación  del  pro- 
cesado, acompañada  de  las  significativas  circunstan- 
cias de  la  proximidad  de  ambos  lugares,  de  haber  si- 
do sorprendido  el  señor  Campos  en  ese  mismo  cami- 
no y  de  haber  procurado  ocultarse — traspasando  el 
obstáculo  de  una  cerca  de  alambre — dentro  de  un  ca- 
fetal vecino,  de  haberse  encontrado  en  su  casa  licor 
que  el  análisis  químico  declaró  clandestino  y  de  la 
aserción  testimonial  que  acusa  al  reo  como  vendedor 
de  aguardiente  de  contrabando,  son  motivos  que  fun- 
daron la  convicción  racional  de  los  jueces  para  hacer 
la  imputación  del  delito,  la  cual  encuentra  este  Tri- 
bunal arreglada  á  derecho; 

29 — Tampoco  procede  el  recurso  por  motivo  de 
forma,  porque  la  resolución  dada  al  negocio  define  y 
concluye  todas  las  cuestiones  propuestas  por  la  de- 
fensa; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  deman- 
dada y  con  certificación  de  la  presente  vuelvan  los  au- 
tos á  la  Sala  de  su  procedencia. — A.   Alvarado. — J. 
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Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambra- 
na, — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí. — Alfonso  Jimé- 
nez. 


Castro  v.  Bonilla  y  Castro 
(  2  p.  m. — Junio  27 ) 

En  el  juicio  ordinario  establecido  en  el  Juzgado 
Segundo  Civil  de  esta  provincia  por  José  Castro  Bo- 
nilla, mayor  de  edad,  agricultor  y  de  este  vecindario, 
'contra  la  señora  María  Bonilla,  de  único  apellido, 
mayor  y  vecina  de  esta  ciudad,  y  la  sucesión  de 
Basilio  Castro  Montero,  que  fué  mayor,  agricul- 
tor y  también  de  este  vecindario,  representada  por  su 
albacea  específico  señor  Encarnación  Castro  Bonilla, 
de  sus  mismas  calidades  y  domicilio,  sobre  otorga- 
miento de  una  escritura  y  otros  puntos; 

Resultando: 

I? — Que  en  el  escrito  de  demanda  expone  el 
actor:  que  con  fecha  veintinueve  de  noviembre  de 
mil  novecientos  dos,  compró  á  su  señora  madre  Ma- 
ría Bonilla,  las  fincas  inscritas  en  el  Registro  de  la 
Propiedad,  Partido  de  San  José,  tomos  quinientos 
cuarenta  y  cuatro  y  ciento  veintinueve,  folios  noven- 
ta y  ocho  y  cuatrocientos  ocho,  números  treinta  y 
dos  mil  quinientos  ochenta  y  cuatro  y  once  mil  no- 
vecientos treinta  y  nueve,  asientos  uno  y  cinco,  que 
son  un  terreno  de  café  con  una  casa  en  él  ubicada,  y 
un  terreno  de  potrero,  por  trescientos  y  doscientos 
colones,  respectivamente,  cuyo  total  de  quinientos 
colones  le  pagó  al  contado,  y  desde  entonces  está  en 
la  plena  propiedad  y  posesión  de  dichas  fincas;  que 
tal  contrato  consta  del  documento  privado  marcado 
con  la  letra  "A"  que  presenta  para  que  se  agregue  y 
se  tenga  como  prueba;  que  esas  fincas,  según  la  es- 
critura que  también  presenta  marcada  con  la  letra 
"B,"  aparecen  inscritas  en  el  Registro  en  nombre  de 
su  señora  madre,  siendo  casada  con   su   padre  señor 
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Basilio  Castro  Montero,  hoy  finado;  que  el  contrato 
antes  referido  se  verificó  en  vida  de  su  citado  padre 
y  con  el  consentimiento  de  éste;  pero  por  dificultades 
del  momento,  sea  por  el  mal  estado  de  salud  en  que 
él  se  encontraba  en  aquella  época,  no  se  pudo  hacer 
constar  en  escritura  pública,  no  obstante  lo  cual  en- 
tró en  posesión  de  las  fincas  en  el  acto  y  se  le  otorgó 
el  documento  privado  "letra  A",  antes  dicho;  que 
poco  tiempo  después  murió  su  citado  padre  y  enton- 
ces se  hizo  ya  imposible  el  otorgamiento  de  la  escri- 
tura, pues  la  vendedora  perdió  su  personalidad  por 
razón  de  la  viudez;  que  abierto  el  juicio  de  sucesión 
de  su  padre,  ella,  como  albacea,  solicitó  la  autoriza- 
ción judicial  para  formalizar  el  contrato  referido,  y 
esa  autorización  le  fué  denegada  por  razón  de  que 
algunos  interesados  á  ello  s«  opusieron;  pero  en  sen- 
tencia de  las  tres  y  media  de  la  tarde  del  trece  de 
setiembre  ultimo,  se  le  deja  el  derecho  de  ventilar 
su  acción  en  juicio  ordinario,  y  como  consecuencia  de 
lo  expuesto  demanda  en  vía  ordinaria  á  la  sucesión 
de  Basilio  Castro  Montero,  representada  por  su  alba- 
cea  específico,  y  á  la  señora  Bonilla,  para  que  en  sen- 
tencia se  declare:  i9 — Que  el  contrato  de  venta  de 
las  fincas  citadas,  constante  en  el  documento  privado 
que  presenta,  "letra  A",  es  perfecto.  2? — Que  ha- 
biendo perdido  la  señora  Bonilla  la  personalidad,  por 
razón  de  la  viudez,  para  otorgarle  la  escritura  públi- 
ca respectiva,  debe  verificarlo  hoy  la  sucesión  "Basi- 
lio Castro  Montero'',  por  medio  de  su  albacea.  3? — 
Que  los  demandados  deben  pagar  las  costas  del  juicio; 

2? — Que  la  demanda  fué  contestada  afirmativa- 
mente por  parte  de  la  señora  Bonilla,  y  en  sentido 
contrario  por'el  albacea  específico  de  la   sucesión; 

3? — Que  el  Juez  Segundo  Civil,  con  fundamento 
en  los  artículos  693,  735,  1022,  1023  y  1049  del  Có- 
digo Civil,  y  1072  del  de  Procedimientos  Civiles,  dic- 
tó sentencia  á  la  una  de  la  tarde  del  primero  de  fe- 
brero de  este  año,  declarando  que  la  sucesión  del  se- 
ñor Basilio  Castro  Montero,  está  en  la  obligación  de 
otorgar  en  favor  del  actor  la  escritura  pública  inscri- 
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bible  de  las  fincas  á  que  el  contrato  privado  se  refie- 
re, siendo  las  costas  procesales  á  cargo  de  la  misma 
sucesión;  y  al  efecto  consideró:  "i9-Que  segiín  el  artí- 
culo 741  del  Código  Civil,  los  documentos  privados 
reconocidos  judicialmente  ó  declarados  reconocidos 
conforme  á  la  ley,  hacen  fe  entre  las  partes"  y 
con  relación  á  terceros  en  cuanto  á  las  declara- 
ciones en  ellos  contenidas,  salvo  prueba  en  con- 
trario; 2? — Que  en  el  presente  caso  el  documento 
privado  que  sirve  de  base  á  esta  demanda  tiene  la 
fuerza  del  documento  publico,  no  sólo  por  lo  expues- 
to en  el  anterior  considerando,  sino  por  el  conoci- 
miento del  contrato  hecho  por  algunos  de  los  here- 
deros en  la  reunión  convocada  con  tal  objeto  y  certi- 
ficada de  la  mortual  respectiva,  á  la  cual  está  acumu- 
lado este  juicio;  3? — Que  habiéndose  comprobado 
debidamente  los  fundamentos  de  la  acción  estableci- 
da, debe  declararse  procedente  en  todos  sus  extre- 
mos"; 

4? — Que  en  virtud  de  alzada  interpuesta  pgr  el 
señor  Roberto  Córdoba  Castro,  pasaron  los  actuados 
á  la  Sala  Primera  de  Apelaciones,  quien,  á  las  doce  y 
cuarto  del  día  diez  y  ocho  de  abril  ultimo,  confirmó  en 
todos  sus  extremos  la  sentencia  recurrida;  y  condenó 
al  apelante  en  las  costas  procesales  del  recurso; 

5? — Que  el  mismo  señor  Córdoba  Castro,  ha  in- 
terpuesto recurso  de  casación  de  la  sentencia  de  se- 
gunda instancia,  por  infracción  de  los  artículos  79, 
548,  549,  550,  1049,  1061  y  1255  del  Código  Civil  y 
973  de  la  Parte  I  del  Código  General  de  1841;    y 

69 — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

I? — Los  artículos  741  y  742  del  Código  Civil  no 
han  sido  infringidos  como  pretende  el  recurrente, 
porque  el  primero  establece  que  los  documentos  pri- 
vados reconocidos  judicialmente  ó  declarados  por  re- 
conocidos conforme  á  la  ley,  hacen  fe  entre  las  partes 
y  con  relación  á  terceros  en  cuanto  á  las   declaracio- 
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Ties  en  ellos  contenidas,  salvo  prueba  en  contrario,  y 
esta  disposición  justamente  es  la  que  ha  servido  de 
base  á  la  sentencia  recurrida,  que  se  funda  en  el  do- 
cumento privado  del  folio^  i?  de  los  autos,  que  ha  si- 
do reconocido  judicialmente  y  contra  el  cual  no  se 
ha  rendido  prueba  alguna  en  este  juicio.  En  cuanto 
al  segundo  de  los  artículos  citados  al  principio  de 
-este  considerando,  que  trata  de  la  fecha  cierta  de  un 
documento  privado  contra  terceros,  debe  decirse  que 
no  es  aplicable  al  caso  concreto  porque  el  albacea  y 
los  herederos  en  una  sucesión  no  pueden  considerarse 
<:omo  terceros  con  respecto  á  las  obligaciones  del 
causante. 

2? — Las  alegaciones  que  se  hacen  con  funda- 
mento en  los  artículos  973  de  la  Parte  i?  del  Código 
General  de  1841  y  79  del  Civil  vigente,  envuelven 
cuestiones  que  no  han  sido  propuestas  ni  debatidas 
oportunamente  por  los  litigantes  durante  el  pleito  y 
por  lo  mismo  no  pueden  ser  objeto  de  este  recurso 
de  casación,  de  conformidad  con  lo  dispuesto  por  el 
artículo  959  del  Código  de  Procedimientos   Civiles;  y 

3? — Aunque  se  citan  también  como  infringidos 
los  artículos  548,  549,  550.  1049,  1061  y  1255  del 
Código  Civil,  que  se  refieren  á  las  facultades  de  los 
albaceas  y  á  la  venta  de  cosa  ajena,  estos  artículos 
no  tienen  aplicación  en  el  presente  juicio,  no  sólo  por 
no  haber  sido  discutidas  oportunamente  las  cuestio- 
nes que  se  proponen  con  relación  á  esas  leyes,  sino 
también  porque  no  se  trata  de  actos  de  enajenación 
verificados  por  el  albacea  de  la  mencionada  sucesión, 
el  cual  ha  sido  demandado  tínicamente  para  la  rati- 
ficación de  un  contrato  de  compra-venta  realizado 
-antes  de  la  muerte  del  causante  señor  Basilio  Castro 
Montero. 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pedi- 
da, con  costas  á  cargo  del  recurrente,  y  devuélvanse 
los  autos  al  tribunal  de  su  origen  con  certificación 
<Je  la  presente. — A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — 
Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Orea- 
muno. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 
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Herrera  Marín 

(2  5'  p.  m.  — Junio  27 ) 

En  la  causa  seguida  ea  el  Juzgado  Primero  del 
Crimen,  de  esta  provincia,  contra  Carlos  y  Jesús  He- 
rrera Marín,  de  veintitrés  y  veinticuatro  años  de  e- 
dad,  comerciante  y  agricultor,  respectivamente,  y  ve-  • 
cinos  de  la  villa  de  Guadalupe,  por  los  delitos  de  falsi- 
ficación y  hurto  cometidos  en  perjuicio  de  Ramón  Ci« 
rilo  Zeledón  Méndez,  en  la  que  son  partes  además  de 
los  reos,  su  defensor,  señor  Licenciado  Luis  Cruz  Me- 
sa, mayor,  abogado  y  vecino  de  esta  ciudad,  y  el  re- 
presentante del  Ministerio  Público; 

Resultando*, 

1 9 — Que  en  sentencia  que  dictó  el  respectivo 
Juez,  á  las  dos  de  la  tarde  de}  veintidós  de  diciembre 
del  año  próximo  pasado,  fueron  condenados  los  pro- 
cesados, como  autores  responsables  de  los  delitos  de 
falsificación  y  hurto  en  perjuicio  del  señor  Zeledón 
Méndez,  á  sufrir  tres  años  de  presidio  interior  menor 
en  el  establecimiento  correspondiente,  y  á  las  acceso- 
rias de  ley. — Dicho  Juez  consideró: 

"1 9 — Que  con  la  prueba  testimonial  que  se  reía- 
ciona  en  los  resultandos  segundo  á  sexto  inclusivCi. 
décimo  y  undécimo,  con  la  confesión  hecha  por  Car- 
los Herrera  en  su  indagatoria,  con  lo  confesado  por 
Jesús  Herrera  al  Alcalde,  Licenciado  don  Demetria 
Sanabria,  ante  don  Jorge  Guardia,  (Resultando  89),  y 
con  los  dictámenes  sobre  cotejo  de  letras,  efectuado 
por  los  peritos  don  Manuel  Quirós  y  don  Clodomiro 
Salas,  don  Roberto  Carazo  y  don  Francisco  Calderón, 
este  Juzgado  tiene  por  cierto  que  los  mencionados 
Carlos  y  Jesús  Herrera  sustrajeron  los  cuatro  recibos 
de  café,  de  propiedad  de  don  Ramón  Cirilo  Zeledón,  y 
que  cometieron  falsedad  en  el  giro  expedido  por  don 
Roberto  Esquive!,  contra  el  Banco  de  Costa  Rica,  al 
darle  el  mismo  señor  Zeledórt-para  obtener  su  pago- 
una  intervención  que  no  tuvo,  aun  fingiéndole  la  fir- 
ma.— (Artículo  1 8  de  la  ley  de   8   de  julio  de  1902^. 


—  369  — 

2^  de  la  de  3. de  julio  de  1903  y  i9,  IS  y  57  del  Có- 
digo» Penal);  2?  Que  aunque  los  testigos  Silverio  Or- 
tiz,  Isidoro  Sequeira  y  Anastasio  Montero,  en  la  rati- 
ficación de  sus  declaraciones,  y  al  responder  á  interro- 
gaciones del  defensor  de  los  reos,  acerca  de  la  preci- 
sión de  la  fecha  de  la  presentación  de  los  recibos  del 
café  del  señor  Zeledón,  y  de  la  obtención  del  giro  a- 
tras  citado,  se  mostraron  vacilantes  y  olvidadizos;  tal 
cosa  se  debió  en  parte  al  tiempo  que  medió  entre  su 
declaración  y  ratificación,  y  más  que  todo,  al  estado 
de  atolondramiento  en  que  cayeron  al  ser  acosados 
con  multitud  de  repreguntas  hasta  impertinentes  y 
capciosas,  al  extremo  de  llegar  uno  de  ellos- Montero- 
hasta  olvidarse  del  nombre  de  los  meses  y  de  cuantos 
comprende  el  año;  mas,  á  pesar  de  tal  circunstancia, 
los  dichos  de  esos  testigos  merecen  entero  crédito, 
porque  aunque  campesinos  sencillos,  de  talento  limi- 
tado, no  se  nota  en  ellos  el  deseo  ni  la  malicia  de  fal- 
tar á  la  verdad:  lejos  de  eso,  sus  deposiciones  están 
por  completo  de  acuerdo  con  lo  declarado  por  el  se- 
ñor Esquivcl,  y  con  la  fecha  del  libramiento  y  pago 
del  giro  por  el  cajero  del  Banco,  don  Enrique  Goicoe- 
chea;  además  están  corroboradas  por  los  reos,  pues 
Carlos  Herrera  confiesa  haber  visto  á  su  primo  Silve- 
rio Ortiz,  á  quien  saludó,  y  enseguida  se  retiró,  el 
diez  y  siete  de  febrero  de  mil  novecientos  dos,  en  el 
mismo  beneficio  de  café  atrás  mencionado. — (Resul- 
tando sétimo);  y  Jesús  Herrera  confesó  ante  el  Al- 
calde don  Demetrio  Sanabria  y  don  Jorge  Guardia 
por  que  el  lunes  diez  y  siete  del  propio  febrero,  al 
pasar  una  finca  en  Guadalupe,  vio  á  Silverio  Ortiz 
trabajando  y  como  es  su  primo,  se  le  aproximó,  se 
saludaron  y  hablaron  acerca  de  peones. — (  Resultan- 
do 89). — Artículo  18  de  la  ley  de  3  de  julio  citada; 
3?  Que  este  Tribunal  estima  que  los  peritos  coteja- 
dores  don  Manuel  Quirós  y  don  Clodomiro  Salas,  don 
Roberto  Carazo  y  don  Francisco  Calderón  están  en 
lo  cierto,  y  acepta  sus  conclusiones,  contra  lo  opinado 
por  los  peritos  don  Julio  Castro  y  don  Félix  Acosta, 
no  sólo  porque  es  más  natural  que  acierte  mayor  nú- 

24 
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mero  de  pareceres  cimentados  en  la  inteligencia  y  pe- 
ricia, sino  también  porque  el  estudio  y  análisis  de  la 
cuestión  hechos  por  los  peritos  Carazo  y  Calderón, 
están  muy  por  encima  del  trabajo  presentado  por  los 
señores  Castro  y  Acosta,  cuyo  dictamen  no  sólo  con- 
tiene puntos  contradictorios,  sino  que  también  se  ha- 
cen en  él  añrmaciones  insostenibles  en  cuanto  á  la 
comparación  de  letras:  según  estos  dos  últimos  peri- 
tos sólo  pueden  cotejarse  las  letras  de  los  buenos  ca- 
lígrafos, que  son  los  que  poseen  un  sistema  determi- 
nado de  escritura:  la  letra  de  los  chapuceros,  la  de  los 
que  apenas  escriben,  sin  sujeción  á  ninguna  regla  del 
arte,  esa  no:  es  así  que  para  ellos  los  rasgos,  la  incli- 
nación, los  gruesos,  los  perfiles,  las  vueltas,  los  ángu- 
los y  ciertos  otros  distintivos  característicos,  constan- 
tes, de  la  escritura  particular  de  cada  individuo,  de 
nada  sirven  para  el  cotejo. — Más  imposible  seria  aún 
para  esos  peritos  la  comparación  y  análisis  si  el  falsi- 
ficador al  ejecutar  su  acto  delictuoso  varía  ó  disfraza 
la  forma  de  letra,  aunque  ésta  pertenezca  á  un  tipo 
determinado  como  la  inglesa,  spenceriana  ó  francesa; 
y  adc  más  porque  los  dictámenes  de  la  mayoría  se  ar- 
monizan y  corresponden  mejor  con  los  hechos  indis- 
pensables para  llevar  el  acto  doloso,-hurto,-hasta  sus 
últimas  consecuencias. — (Artículos  2?  y  i8  de  las  le- 
yes de  8  de  julio  de  1902  y  3  de  julio  de  1903); — 4? 
— Que  ninguna  fuerza  probatoria  le  concede  este  Tri- 
bunal á  la  declaración  de  Moisés  Herrera,  hermano 
de  los  procesados,  por  las  siguientes  razones:  a)  Por- 
que está  demostrado  su  estado  de  pobreza,  al  extre- 
mo de  que  apenas  puede  comprar  uno  ó  dos  cerdos 
para  destazar  uno  por  semana  para  mantener  su  ne- 
gocio de  carnicería;  b)  Porque  se  concibe  con  toda 
claridad  que  Moisés  estaba  exhausto  de  dinero,  pues  se 
vio  en  la  necesidad  de  tomarle  en  arrendamiento  á  Je- 
sús Valverde  doscientos  cincuenta  colones  en  el  mes 
de  enero,  precedente  á  la  fecha  del  hurto  de  los  reci- 
bos, para  hacer  un  pago,  porque  el  plazo  ya  lo  aho- 
gaba; de  manera,  pues,  que  no  puede  decirse  que  esa 
suma  fuera  parte  de  los  trescientos  colones  destinada 
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á  la  supuesta  compra  de  los  cerdos;  c)  Porque  no  es 
creíble  que  á  un  negocio  tan  raquítico  como  el  de 
Moisés  se  destinaran  sólo  para  gastos  de  viaje  á  Car- 
tago  treinta  colones;  d)  Porque  el  comercio  de  gana- 
dos en  Cartago  tiene  lugar  los  jueves,  y  Carlos  se  fué 
el  lunes  diez  y  siete  de  febrero  citado  á  esa  ciudad  á 
dormir  en  hotel  para  regresar  al  día  siguiente,  sin 
cerdos,  y  sin  saber  siquiera  á  quién  se  los  iba  á  com- 
prar, y  por  fin  á  nadie  le  habló  del  negocio;  e)  Por  la 
aparición  misteriosa  de  Jesús,  en  Cartago,  el  mismo 
lunes,  y  por  las  contradicciones  en  que  ambos  incu- 
rren; f)  Porque  se  colige  sin  dificultad  que  habiendo 
equivocado  el  Jefe  Político  de  Goicoechea,  señor  José 
Filadelfo  Rojas,  la  fecha  de  la  pretendida  entrega  de 
los  trescientos  colones,  cuando  sobre  eso  interrogó  á 
Moisés,  éste  quedó  alerta,  y  ya  en  inteligencia  con 
sus  hermanos,  se  presentó  á  declarar  procurándoles  su 
salvación;  5? — Que  el  hurto  de  los  recibos  se  encuen- 
tra comprendido  en  el  artículo  468,  inciso  2?,  del  Có- 
digo Penal,  y  es  castigado  con  presidio  interior  me- 
nor en  su  grado  medio;  y  el  hecho  de  la  falsificación, 
en  la  parte  segunda  del  220,  en  armonía  con  el  216, 
incisos  I?  y  2?,  ambos  del  Código  citado,  y  es  penada 
con  presidio  interior  menor  en  su  grado  máximo. 
(Artículo  162  de  la  ley  de  25  de  noviembre  de  1902). 
6? — Que  el  delito  de  falsificación  no  se  efectuó  sino 
como  medio  necesario  para  que  el  hurto  de  los  reci- 
bos del  café  llegara  hasta  sus  últimos  extremos:  la 
conversión  en  dinero;  y  en  ese  concepto  sólo  debe 
imponerse  á  los  procesados  la  pena  mayor,  esto  es,  la 
asignada  á  la  falsificación.  (Artículo  82  del  Código 
Penal).  7? — Que  ni  en  contra  ni  á  favor  de  los  reos 
existen  circunstancias  que  agraven  ó  atenúen  su  res- 
ponsabilidad, por  lo  cual  puede  recorrerse  toda  la  ex- 
tensión de  la  pena  al  aplicarla,  pues  este  Tribunal  es- 
tima que  con  la  prueba  evacuada  acerca  de  la  con- 
ducta de  los  procesados  Carlos  y  Jesús  Herrera,  éstos 
no  la  han  tenido  irreprochable  y  menos  el  segundo, 
á  quien  este  mismo  Juzgado  hace  poco  tiempo  conde- 
nó por  hurto  cometido  un  año  antes  que  los  delitos 


—  372  — 

de  que  trata  la  presente  sentencia.  (Artículo  74  del 
Código  Penal  y  18  dé  la  ley  de  8  de  julio  de  1902). 
— (Resultandos  15  y  16);  8? — Que  siendo  presidio 
interior  menor  en  su  grado  máximo,  la  pena  aplicable  á 
ambos  delicuentes,  el  infrascrito  juzgador  fija  su  du- 
ración en  tres  años.  (Artículo  y6  del  Código  Penal). 
9? — Que  también  debe  condenarse  á  los  reos  á  la^  pe- 
nas accesorias  y  abonárseles  la  prisión  sufrida.  (Artí- 
culos 25,  33,  37  y  95  del  Código  Penal);  10?— Que 
la  tacha  puesta  al  testigo  don  Roberto  Esquivel  es 
improcedente,  porque  ningún  interés  tiene  en  el  presen- 
te juicio,  no  sólo  porque  así  lo  ha  manifestado,  sino 
porque  eso  se  desprende  de  la  naturaleza  misma  de 
los  hechos  y  de  la  simple  lectura  de  los  autos;  apre- 
ciación jurídica  es  ésta,  sólo  reservada  como  tal  al  cri- 
terio de  los  tribunales. — En  efecto,  si  el  señor  Esqui- 
vel se  hubiese  considerado  con  alguna  responsabilidad 
c¡vil,-que  no  la  tiene,- como  librador  del  giro,-«^  á  la 
orden^  su  empeño,  para  rehuirla,  habría  sido  tratar  de 
convencer  que  á  quien  pagó  los  propios  recibos  del 
café,  fué  al  señor  Zeledón,  y  no  á  Carlos  Herrera. 
— Además  no  se  descubre  en  el  señor  Esquivel,-per- 
.sona  honorable,-el  perverso  deseo  de  atribuirle  un  de- 
lito á  un  inocente,  á  quien  ni  siquiera  conocía. — Fue- 
ra de  e.so,  aunque  las  declaraciones  del  señor  Esqui 
vel  adolecieran  de  defectos  que  las  hicieran  tachables, 
siempre  la  tacha  habría  que  rechazarla  porque  el  de- 
fensor en  el  acto  de  la  ratificación  repreguntó  al  tes- 
tigo. (Artículo  237  de  la  Parte  tercera  del  Código 
General);  11? — Que  aun  teniendo  el  señor  Esquivel 
en  el  presente  asunto  todo  el  interés  que  el  defensor 
de  los  reos  quiera  atribuirle,  este  Juzgado  siempre  es- 
timaría sus  declaraciones,-como  las  estima,-la  expre- 
sión sincera  de  la  verdad.  (Artículo  18  de  la  ley  de 
8  de  julio  de  1902)''; 

2?  Que  en  virtud  de  recurso  interpuesto  por  el  de- 
fensor de  los  reos,  pasó  el  asunto  á  la  Sala  Segunda 
de  Apelaciones,  quien  por  resolución  dictada  á  las 
dos  y  cuarto  de  la  tarde  del  diez  y  seis  de  marzo  últi- 
mo, confirmó  en  todas  sus  parte  la  sentencia  apelada; 
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3? — Que  el  defensor  de  los  procesados  ha  ínter- 
puesto  recurso  de  casación  de  la  sentencia  de  segunda 
instancia,  por  los  siguientes  motivos:  i9 — Violación 
del  artículo  230,  Código  General,  en  relación  con  el 
339,  inciso  69.  del  Código  de  Procedimientos  Civiles; 
778  del  Código  primeramente  citado,  y  18  de  la  ley 
de  8  de  julio  de  1902;  2? — Aplicación  indebida  y  vio- 
lación del  artículo  468,  inciso  2?,  Código  Penal,  con 
error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de  la 
prueba,  y  del  216  ibídem;  3? — Violación  del  artículo 
844  del  Código  General,  con  error  de  hecho  y  de  de- 
recho en  la  apreciación  de  la  prueba; 

4? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  defec- 
to; y 

Considerando: 

I? — Que  el  Juez  con  razón  declaró  sin  lugar  la  ta- 
cha puesta  al  testigo  don  Roberto  Esquivel,  quien  no 
es  interesado  en  el  asunto  como  lo  dice  el  recurrente,  y 
por  lo  mismo  no  se  han  violado  en  la  sentencia  recu- 
rrida los  artículos  230  de  la  parte  tercera  del  Código 
General,  é  inciso  6?  del  artículo  339,  Código  de  Pro- 
cedimientos Civiles; 

2? — Que  el  cuerpo  del  delito  está  comprobado 
con  arreglo  á  derecho,  y  la  prueba  de  indicios,  bas- 
tante para  condenar  á  los  procesados,  ha  sido  estima- 
da por  el  Juez  y  la  Sala  de  instancia  con  arreglo  á  la 
sana  crítica,  por  lo  que  I09  artículos  778,  parte  terce- 
ra  del  Código  General,  y  18  de  la  ley  de  8  de  julio  de 
1902,  lejos  de  haberse  violado,  se  han  aplicado  debi- 
damente; 

3? — Que  del  mismo  modo  el  Juez  y  la  Sala  de 
instancia  han  estimado  de  acuerdo  con  la  sana  crítica 
los  indicios  bastantes  para  calificar  á  los  procesados 
como  autores  del  hurto,  y  no  ha  habido  el  error  de 
hecho  y  de  derecho  en  la  estimación  de  esa  prueba, 
ni  menos  la  aplicación  indebida  y  violación  del  inciso 
2^  del  artículo  468  del  Código  Penal,  y  lo  mismo  ha 
de  decirse  en  cuanto  á  la  violación  y  aplicación  inde- 
bida que  se  reclama  del  artículo  216  ibídem; 


4^ — Que  el  Juez  y  la  Sala  de  instancia  han  exa- 
minado la  prueba  en  su  conjunto  y  en  la  relación  y 
correspondencia  de  la  testimonial  con  la  confesión  de 
los  reos  y  con  los  dictámenes  de  peritos  arriba  rela- 
cionados, de  acuerdo  con  las  leyes  de  3  de  julio  de 
1902  y  3  del  mismo  mes  de  1903,  en  lo  que  no  apa- 
rece error  de  hecho  ni  de  derecho,  y  como  la  estiman 
como  plena,  han  condenado  á  los  reos  sin  violar  el  ar- 
tículo 844,  parte  tercera  del  Código  General; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  deman- 
dada y  con  certificación  de  la  presente,  vuelvan  los 
autos  á  la  Sala  de  su  procedencia. — A.  Al  varado. — J. 
Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. 
— Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí,  Alfonso  Jiménez. 


AUTOS 

Alvarez  V,  Brais 

(3J¿  p.  m. — Enero  5  ) 

Resultando: 

Que  el  señor  Licenciado  Ramón  Zelaya  Ville- 
gas, como  apoderado  del  señor  Manuel  Alvarez,  úni- 
co apellido,  ha  interpuesto  recurso  de  casación  en  el 
juicio  de  desahucio  establecido  por  el  segundo  contra 
los  señores  Santiago  Miguel  y  Julián  Miguel  Brais, 
para  que  desocupen  parte  de  una  casa,  de  la  resolu- 
ción dictada  por  la  Sala  Primera  de  Apelaciones,  con- 
ñrmatoría  de  la  sentencia  que  dictó  el  Juez  Civil  de 
Puntarenas,  por  la  cual  se  declara  improcedente  la  de- 
manda de  desahucio;  y 

Considerando: 

Que  no  procede  el  recurso  interpuesto,  confor- 
me al  artículo  966,  Código  de  Procedimientos  Civi- 
les, porque  tratándose  de  juicio  sumario  sólo  se  da  el 
recurso  de  casación  por  motivos  de  forma,  y  los  invo- 
cados en  el  presente  se  refieren  al  fondo  del  a- 
sunto; 

Por  tanto,  y  de  conformidad  con  el  artículo  972, 
Código  citado,  recházase  el  recurso  de  casación  refe- 
rido, y  devuélvanse  los  autos  á  la  Sala  primera,  para 
los  efectos  de  ley. — A.  Alvarado. — ^J.  Fed.  Gonzá- 
lez.— Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana.— Nicolás 
Oreamuno» — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 
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Rodríguez  Mürillo 
(3  p.  m. — Enero  10) 

Resultando: 

Que  el  señor  Licenciado  Leoncio  Martínez  Mon- 
je, como  defensor  de  Bernabé  Rodríguez  Murillo,  por 
escrito  recibido  en  la  secretaría  á  las  diez  de  la  ma- 
ñana del  cuatro  del  corriente,  ha  interpuesto  recurso 
de  casación  en  la  causa  seguida  contra  Rodríguez, 
por  depósito  de  fermentos  propios  para  la  destilación 
de  aguardiente,  de  la  sentencia  dictada  por  la  Sala 
Segunda  de  Apelaciones,  la  cual  quedó  notiñcada  á  las 
nueve  de  la  mañana  del  veintiuno  de  diciembre  úl- 
timo; y 

Considerando: 

Que  el  recurso  dicho  ha  sido  interpuesto  fuera 
del  término  de  diez  días  que  señala  el  artículo  970 
del  Código  de  Procedimientos  Civiles; 

Por  tanto,  y  con  presencia  del  artículo  i?  de  la 
ley  número  19  de  9  de  junio  de  1899,  recházase  el 
recurso  de  casación  relacionado,  y  pasen  los  autos  á 
la  Sala  Segunda,  para  los  efectos  de  ley. — A.  Alvara- 
do. — J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A. 
Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso 
Jiménez. 


Agüero  v.  Meléndez 
(  2  p.  m. — Enero  21) 

Resultando: 

Que  el  señor  Pedro  Meléndez  Ocampo  ha  inter- 
puesto recurso  de  casación  en  el  juicio  ordinario  de 
menor  cuantía  establecido  por  Gordiano  Agüero  Ro- 
dríguez contra  Meléndez  para  que  se  declare  que  una 
cureña  con  eje  de  hierro,  con  ruedas   encontradas  de 
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madera,  embargada  por  Meléndez  en  ejecución  segui- 
da contra  Esteban  Agüero  Bermúdez,  es  de  propiedad 
del  actor,  y  sobro  otros  puntos.  La  resolución  contra 
la  cual  recurre  es  la  dictada  en  el  incidente  de  nuli- 
dad promovido  por  el  mismo  Meléndez  para  que  se 
declaarse  nula  la  notificación  que  se  le  hizo  de  la  sen- 
tencia recaída  en  dicho  juicio;  y 

Considerando: 

Que  según  el  artículo  197,  Código  de  Procedi- 
mientos Civiles,  la  resolución  que  se  diere  en  una  ter- 
cería ó  incidente  de  menor  cuantía,  no  tiene  ulterior 
recurso;  y  que  no  se  trata  de  resolución  dada  por  el 
Juez  en  primera  y  única  instancia  (Artículo  967  del 
mismo  Código);  ' 

Por  tanto,  y  de  conformidad  con  el  artículo  972 
ibídem,  recházase  el  recurso  de  casación  relacionado; 
y  devuélvanse  los  autos  al  Juzgado  Segundo  Civil  de 
esta  provincia,  para  los  efectos  de  ley. — A.  Al  vara- 
do.— J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A. 
Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso 
Jiménez. 


Arias  v.  Silva  y  Chacón 

(  3  p.  m. — Enero  21  ) 

Resultando: 

Que  el  señor  Licenciado  Manuel  Bejarano  Sola- 
no, como  apoderado  de  Manuel  Arias,  interpuso  re- 
curso de  casación  del  incidente  de  excusa  del  señor 
Magistrado  Dávila  en  estos  autos,  el  cual  recurso  ad- 
mitió este  Tribunal  por  auto  de  las  tres  y  media  de  la 
tarde  del  veintiséis  de  noviembre  próximo  pasado;  y 
que  el  mismo  señor  Solano  interpuso  igual  recurso 
contra  la  sentencia  definitiva  dictada  por  Ja  Sala  i?  de 
Apelaciones;  y 

Considerando: 

I? — Que  si  bien  conforme  al  artículo  46   del  Có-" 
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digo  de  Procedimientos  Civiles,  se  da  el  recurso  de 
casación  contra  la  resolución  que  decide  el  incidente 
de  excusa,  tal  disposición  debe  entenderse,  en  armo- 
nía con  las  de  los  artículos  28  y  964  (caso  9?)  ibídem, 
en  el  sentido  de  que  ello  constituye  un  motivo  de  ca- 
sación de  forma  que  puede  invocarse  al  recurrir  de  la 
sentencia  dictada  en  el  pleito; 

2? — Que  en  el  presente  caso,  el  mismo  recurren- 
te ha  establecido  por  separado  recurso  de  casación 
contra  la  sentencia  de  segunda  instancia,  y  ha  invo- 
cado al  efecto,  entre  otros  motivos,  el  referente  á  la 
resolución  de  la  excusa  del  Magistrado  Dávila,  como 
de  forma; 

3? — Que  en  consecuencia,  no  ha  debido  admi- 
tirse el  recurso  interpuesto  contra  el  auto  de  las 
nueve  y  treinta  minutos  de  la  mañana  del  siete  de  no- 
viembre del  año  anterior;  y  procede  admitir  el  esta- 
blecido contra  la  sentencia  (Artículos  970  á  973,  Có- 
digo citado,  y  2?  de  la  ley  de  26  de  mayo  de 
1892); 

Por  tanto,  revócase  el  auto  de  este  Tribunal,  de  las 
tres  y  media  de  la  tarde  del  veintiséis  de  noviembre 
referido,  y  en  su  lugar  recházase  el  recurso  que  allí 
se  admite. — Admítese  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto en  escrito  de  cinco  de  diciembre  ultimo;  y  pa- 
sen los  autos  á  la  Sala  Primera  de  Apelaciones,  para 
la  citación  y  emplazamiento  de  partes. — A.  Alvara- 
do. — J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A. 
Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso 
Jiménez. 


Nota. — El  señor  Magistrado  Zambrana  sostie- 
ne el  auto  de  este  Tribunal,  dictado  á  las  tres  y  me- 
dia de  la  tarde  del  veintiséis  de  noviembre  último,  cu- 
ya revocatoria  se  ha  declarado,  por  considerar  que 
dicho  auto  está  arreglado  á  derecho. — A.  Zambra- 
na.— Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 
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Arrieta  V.  Junta  de  Educación  de  Lagunilla 

(  I2J^  p.  m. — Enero  24) 

Resultando: 

Que  el  señor  Antonio  Arrieta  Molina  ha  inter- 
puesto recurso  de  casación  del  auto  dictado  por  el 
Juez  del  Crimen  de  Santa  Cruz  de  la  provincia  de 
Guanacaste,  por  el  cual  se  confirma  el  sobreseimiento 
pronunciado  por  el  Alcalde  del  cantón  referido,  en  la 
sumaria  seguida  por  acusación  del  señor  Arrieta  con- 
tra la  Junta  de  Educación  de  "Lagunilla",  por  los  de- 
litos de  exacción  ilegal  y  detención  arbitraria  come- 
tidos en  perjuicio  del  acusador;  y 

Considerando: 

Que  por  ser  el  asunto  de  materia  verbal  y  no  re- 
currirse  de  sentencia  condenatoria  por  el  reo  ó  su  de- 
fensor, conforme  al  artículo  4?  de  la  ley  piimero  19 
de  9  de  junio  de  1899,  no  es  admisible  el  recurso  in- 
terpuesto por  el  acusador; 

Por  tanto,  y  de  acuerdo  con  los  artículos  972^ 
Código  de  Procedimientos  Civiles,  y  i9  déla  ley  cita- 
da, recházase  el  presente  recurso  de  casación,  y  de- 
vuélvanse los  autos  al  Juzgado  de  donde  proceden, 
para  los  efectos  de  ley. — A.  Alvarado. — ^J.  Fed.  Gon- 
zález.— Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás 
Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


ZúÑiGA  Y  OTRO  V.  García 
(  2  p.  m. — Febrero  i9 ) 

s. 

Resultando: 

Que  los  señores  Jesús  García  Vega  y  su  apode- 
rado José  María  Zumbado  Guzmán  han  interpuesto 
recurso  de  casación  de  la  resolución  dictada  por  la 
Sala  Primera  de  Apelaciones  confirmando  la  del  Juez 
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Civil  de  Heredia  que  ordena  entregar  la  finca  dispu- 
tada en  el  juicio  ordinario  establecido  por  el  señor  E- 
zequiel  Ziíñiga  González  y  la  casa  "William  Le  La- 
cheur  &  Son''  contra  el  primero  de  los  recurrentes  y 
el  señor  Sebastián  García  Fonseca,  sobre  propie- 
dad de  una  finca;  y 

Considerando: 

Que  el  recurso  interpuesto  no  es  admisible,  por- 
que no  se  está  en  ninguno  de  los  casos  del  artículo 
968  del  Cádigo  de  Procedimientos  Civiles; 

Por  tanto,  y  de  acuerdo  con  el  artículo  972  del 
Código  citado,  recházase  el  presente  recurso,  y  de- 
vuélvanse los  autos  á  la  Sala  de  donde  proceden,  pa- 
ra los  efectos  de  ley. — A.  Alvarado. — J.  Fed.  Gonzá- 
lez.— Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás 
Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


SÁNCHEZ  V,  Espinosa 

( 3  p.  m. — Febrero  1 1 ) 

Resultando-, 

Que  el  señor  Licenciado  Blas  Prieto  Zumbado, 
en  concepto  de  apoderado  del  señor  José  Espinosa 
Ramírez,  ha  pedido  que  se  declare  mal  admitido  por 
este  Tribunal  en  su  auto  de  las  dos  de  la  tarde  del 
veinticinco  de  enero  último,  el  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  el  señor  Mateo  Sánchez,  en  el  juicio  or- 
dinario establecido  por  éste  contra  Espinosa,  sobre 
reclamación  de  daños  y  perjuicios;  y  que  conferida 
audiencia  al  recurrente,  no  la  contestó;  y 

Considerando: 

I? — Que  los  artículos  i>P43  y  1,054  del  Código 
Civil  y  843  del  de  Procedimientos  Civiles,  citados  en 
el  escrito  en  que  interpuso  el  señor  Sánchez  el  recur- 
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so  de  casación,  no  tienen  relación  alguna  con  este  a- 
sunto,  y  por  consiguiente,  no  han  podido  expresarse 
las  razones  de  su  infracción; 

2? — Que  por  lo  dicho,  no  se  han  cumplido  las 
prescripciones  del  artículo  971  del  Código  de  Proce- 
dimientos Civiles,  adicionado  por  el  2?  del  decreto  de 
26  de  mayo  de  1892; 

Por  tanto,  revócase  el  auto  de  las  dos  de  la  tar- 
de del  veinticinco  de  enero  citado:  y  de  conformidad 
con  el  artículo  972  del  mismo  Código  de  Procedi- 
mientos, recházase  el  recurso  de  casación  interpues- 
to.— Vuelvan  los  autos  á  la  Sala  Primera,  para  los  e- 
fectos  de  ley. — A.  Alvarado. — ^J.  Fed.  González. — 
Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Orea- 
muño. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


González  v.  Soto 

(  3  p.  m. — Febrero  16 ) 

Resultando: 

Que  el  señor  Juan  Rafael  González  Zamora  ha 
interpuesto  recurso  de  casación  del  auto  de  sobresei- 
miento dictado  por  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones  á 
las  dos  y  media  de  la  tarde  del  treinta  y  uno  de  ene-t 
ro  ultimo,  en  la  sumaria  seguida  en  virtud  de  acusa- 
ción presentada  por  el  mismo  señor  González  contra 
el  Licenciado  Cipriano  Soto  Chaves,  Juez  primero  del 
Crimen  de  esta  provincia,  por  el  delito  de  prevarica- 
to, por  haber  actuado  de  oñcio  en  la  acusación  que  el 
señor  Tranquilino  Uiloa  Paniagua  estableció  contra  el 
señor  González  por  injuria  por  la  prensa;  y 

Considerando: 

Que  el  recurso  es  inadmisible,  según  el  artículo 
4?  de  la  ley  número  19  de  9  de  junio  de  1899,  por- 
que el  asunto  por  su  naturaleza  es  verbal,  no  obstan- 
te que  por  la  categoría  del  empleado  acusado  ha  co- 
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nocido  de  la  acusación  la  Sala  Segunda  de  Apelacio- 
nes conforme  á  la  ley,  y  porque  no  se  trata  de  sen- 
tencia condenatoria; 

Por  tanto,  recházase  el  presente  recurso  y  vuel- 
va el  proceso  al  tribunal  de  su  origen. — A.  Álvara- 
do. — J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A. 
Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso 
Jiménez. 


Castro  v.  '*J.  R.  R.  Troyo  y  Cía". 

(2  55  p.  m.— Febrero  17) 

Resultando: 

1 9 — El  Licenciado  Alberto  Pacheco  Cabezas,  en 
concepto  de  liquidador  de  la  casa  *'J.  R.  R.  Troyo  y 
Compañía"  de  este  comercio,  estableció  en  dos  de  no- 
viembre último,  recurso  de  casación  de  la  sentencia 
que  en  segunda  instancia  dictó  la  Sala  Primera  de  A- 
pelaciones  á  las  dos  de  la  tarde  del  ocho  de  octubre 
anterior,  en  el  juicio  ordinario  que  contra  dicha  casa, 
representada  por  su  gerente  Rafael  Ángel  Rojas  Tro- 
yo, estableció  ante  el  Juez  Primero  Civil  de  esta  pro- 
vincia el  señor  Julio  Castro  Solórzano  para  la  indem- 
nización de  una  suma  de  dinero; 

2? — El  señor  Alberto  Pacheco  Cabezas,  según 
escritura  visible  al  folio  sesenta  y  nueve  del  expedien- 
te de  primera  instancia,  sustituyó  en  siete  de  julio  de 
mil  novecientos  cuatro,  en  el  Licenciado  José  Luis 
Sáenz  Pacheco,  el  poder  de  la  casa  Troyo  que  consta 
en  escrituras  otorgada  en  Cartago  ante  el  Notario  Al- 
fredo Volio  Jiménez,  á  las  tres  y  media  de  la  tarde 
del  diez  de  marzo  de  tpil  novecientos  tres,  y  en  esta 
ciudad  ante  el  Notario  Carlos  Lara  Iraeta,  á  las  tres 
de  la  tarde  del  veinticuatro  de  abril  del  mismo  año. — 
Al  señor  Pacheco  Cabezas,  según  la  certificación  del 
folio  sesenta  del  mismo  expediente,  se  le  sustituyeron 
los  poderes  que  el  Licenciado  Leónidas  Pacheco   Ca- 
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bezas  tenía  como  apoderado  generalísimo  de  Rafael 
Ang^l  Troyo  Pacheco  y  en  concepto  también  de  a- 
poderado  con  poder  judicial  de  J.  R.  R.  Troyo  y 
Compañía»  según  escritura  otorgada  en  esta  ciudad  el 
dia  primero  de  julio  de  mil  novecientos  dos  ante  el 
Notario  Manuel  Coto  Fernández,  inscrita  como  las  o- 
tras  en  el  Registro  respectivo; 

3? — En  la  expresada  demanda,  este  Tribunal  dic- 
tó el  auto  de  las  tres  de  la  tarde  del  cinco  de  noviem- 
bre próximo  pasado  admitiendo  el  recurso  y  orde- 
nando darle  la  tramitación  prevenida  por  la  ley;  y 

Considerando: 

I? — Que  el  Licenciado  Pacheco  Cabezas,  al  esta- 
blecer la  demanda  de  casación  de  que  se  ha  hecho 
mérito,  no  era  ya  apoderado  liquidador  de  la  casa 
Troyo  y  Compañía,  por  haber  sustituido  su  poder  en 
el  Licenciado  Sáenz; 

2? — Que  si  bien  el  mismo  señor  Pacheco  figura- 
ba como  apoderado  sustituto  de  Rafael  Ángel  Troyo, 
por  no  aparecer  sustituido  ni  revocado  el  poder  que 
el  Licenciado  Leónidas  Pacheco  le  confiriera  á  nom- 
bre de  aquél,  ni  usó  ese  poder  al  presentar  este  re- 
curso porque  terminantemente  expresó  que  lo  inter- 
ponía en  concepto  de  liquidador,  ni  podía  invocar  ese 
documento  para  representar  al  gerente  señor  Troyo, 
porque  esto  sería  ilógico,  una  vez  que  estaba  soste- 
niendo que  Troyo,  de  donde  derivaría  su  personali- 
dad, no  era  ya  gerente  de  la  casa  demandada; 

3? — Que  habiéndose  presentado  el  recurso  sin 
personería  por  la  falta  del  poder,  el  Tribunal  .no  de- 
bió admitirlo,  y  habiéndolo  hecho,  procede  revocar  el 
auto  respectivo  para  rechazarlo  de  acuerdo  con  los 
artículos  961  y  972,  Código  de  Procedimientos  Ci- 
viles; 

Por  tanto,  revócase  el  auto  dictado  por  la  Sala  á 
las  tres  ds  la  tarde  del  cinco  de  noviembre  último,  por 
el  cual  fué  admitido  el  recurso  de  casación,  y  declára- 
se que  este  es  improcedente. — Devuélvanse  los  autos 


—  384— 

al  tribunal  de  su  origen  para  los  efectos  de  ley.-— A. 
Alvarado. — J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. 
—  A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — 
Alfonso  Jiménez. 


Sequeira  y  Barrantes 

(  2  p.  m. — Febrero  2 1 ) 

Resultando: 

Que  el  señor  Francisco  Isauro  Briceño,  como  de- 
fensor de  Domingo  Sequeira,  ha  interpuesto  recurso 
de  casación  de  la  resolución  dictada  por  la  Sala  Se- 
gunda de  Apelaciones  á  las  tres  de  la  "tarde  del  dos 
del  mes  en  curso,  en  la  causa  seguida  contra  Sequei- 
ra y  Ambrosio  Barrantes  Rosales  por  abigeato,  por- 
que revoca  el  auto  dictado  por  el  Juez  del  Crimen  de 
Santa  Cruz  á  las  ocho  y  media  de  la  mañana  del  ca 
torce  de  noviembre  del  año  próximo  pasado,  en  cuan- 
to sobresee  á  favor  de  Sequeira,  por  estimar  que  hay 
mérito  para  proceder  contra  el  mismo,  y  manda  de- 
volver la  causa  al  Juzgado  para  lo  que  haya  lu- 
gar; y 

Considerando: 

Que  el  recurso  de  casación  es  inadmisible,  por  no 
estarse  en  ninguno  de  los  casos  de  la  ley  número  19 
de  9  de  junio  de  1899; 

Por  tanto,  declárase  que  es  improcedente  el  re- 
curso establecido  y  devuélvanse  los  autos  al  tribunal 
de  su  ofigen. — A.  Alvarado.— ^J.  Fed.  González. — 
Manuel  V.  Jiménez, — A.  Zambrana. — Nicolás  Orea- 
muno.— Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 
<%         

RUDRÍGUEZ  7'.  SiBAJA 

(12^  p.  m. — Marzo   i9) 
Resultando: 
Que  el  señor  Ramón  Rodríguez  Umaña,  conoci- 
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do  como  acusador  en  la  sumaría  seguida  contra  Zaca- 
rías Sibaja  Soto,  Jefe  Político  de  Atenas,  por  los  deli- 
tos de  prevaricato  y  usurpación  de  atribuciones,  ha 
interpuesto  recurso  de  casación  de  la  resolución  dicta^ 
da  por  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones  ¿  las  tres  de 
la  tarde  del  quince  de  febrero  último,  en  que  confirma 
el  auto  de  sobreseimiento  dictado  por  el  Juez  del  Crí* 
men  de  Alajuela;  y 

Considerando: 

Que  el  recurso  es  inadmisible,  según  el  artículo 
4?  de  la  ley  número  19  de  9  de  junio  de  1899; 

Por  tanto,  declárase  improcedente  el  expresado 
recurso  y  devuélvanse  los  autos  al  tribunal  de  su  ori- 
gen para  lo  que  haya  lugar. — A.  Alvarado. — J.  Fed. 
González. — Manuel  V.  Jiménez.— A.  Zambrana. — 
Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


Canales  y  Alvarez 

( I  p.  m. — Marzo  i? ) 

Resultando: 

Que  el  señor  Francisco  Isauro  Briceño  Alvarez, 
como  defensor  de  Paulino  Canales,  en  la  causa  segui- 
da contra  éste  y  Lorenzo  Alvarez  por  robo  á  Satur- 
nino Vásquez,  ha  interpuesto  recurso  de  casación  de 
la  resolución  dictada  por  la  Sala  Segunda  de  Apela- 
ciones á  las  dos  y  media  de  la  tarde  del  diez  y  siete 
de  febrero  último,  en  que  anula  por  prematuro  el  au- 
to de  sobreseimiento  á  favor  del  mbmo  Canales,  dic- 
tado por  el  Juez  del  Crimen  de  Santa  Cruz;  y 

Considerando: 

Que  el  recurso  es  inadmisible  porque  no  se  está 
ca  ninguno  de  los  casos  dé  la  ley  número  19  de  9  de 
yamiOi  de  18991. 

25 
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Por  tanto,  declárase  improcedente  el  recurso  de 
<:asaci6n  interpuesto  y  devuélvanse  los  autos  al  tribu- 
nal de  su  origen. — A.  Alvarado. — ^J.  Fed.  Gonzá- 
lez.— Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás 
Oreamuno, — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


Arce  v.  Bolaños 

(  15^  p.  m. — Marzo  i?) 

Resultando: 

Que  el  señor  Pilar  Arce  Vargas,  como  acusador 
«n  la  causa  seguida  contra  Rafael  Bolaños  Villalobos 
por  perjurio  en  materia  civil,  ha  interpuesto  recurso 
de  casación  de  la  sentencia  dictada  por  el  Juez  del 
Crimen  de  Heredia  á  la  una  de  la  tarde  del  diez  y  o- 
cho  de  febrero  líltimo,  en  que  absuelve  al  procesa- 
do; y 

Considerando: 

Que  no  procede  el  recurso  de  casación  en  este 
caso  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  4?  de  la 
ley  número  19  de  9  de  junio  de  1899; 

Por  tanto,  recházase  el  presente  recurso  y  de- 
vuélvanse los  autos  al  Juzgado  de  su  origen. — A.  Al- 
varado. — ^J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — 
A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Al- 
fonso Jiménez. 


Vega  v,  Sánchez  y  otros 

(9j^  a.  m — Marzo  8) 

Resultando: 

Que  el  señor  Juan  Vega  Ureña  ha  interpuesto 
recbrso  de  casación,  en  el  juicio  de  desahucio  que  si- 
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gue  contra  Juan  Sánchez,  Venancio  Naranjo  Guerre- 
ro, Gregorio  Quesada,  Francisco  y  Juan  Pedro  Na- 
ranjo, Ramón  Cordero,  Juan  Pedro  y  Ezequiel  Ar- 
guedas,  de  la  resolución  dictada  por  la  Sala  Primera 
de  Apelaciones,  á  las  dos  y  media  de  la  tarde  del  diez 
y  seis  de  febrero  último,  en  que  confirma  la  que  dictó 
el  Juez  Primero  Civil  de  esta  provincia,  declarando  sin 
lugar  el  desalojamiento  demandado,  y  al  efecto  ha  a- 
legado  violación  de  los  artículos  731  y  732,  inciso  2?, 
Código  de  Procedimientos  Civiles,  y  error  en  la  apre- 
ciación de  la  prueba;  y 

Considerando: 

Que  el  juicio  á  que  este  recurso  se  refiere  es  su- 
mario y  que  los  motivos  que  invoca  el  recurrente  no 
están  comprendidos  en  ninguno  de  los  casos  del  artí- 
culo 964  del  Código  citado,  por  lo  que  no  procede 
tal  recurso  conforme  ál  artículo  966  ibídem; 

Por  tanto,  declárase  improcedente  el  recurso  es- 
tablecido y  devuélvanse  los  autos  al  tribunal  de  su  o- 
rigen  para  lo  que  haya  lugar. — A.  Alvarado. — ^J. 
Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambra- 
na. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso  Jimé- 
nez. 


Cascante  v.  Calvo  y  Mesa 

(3  p.  m. — Marzo  18  ) 

Resultando: 

Que  el  señor  Francisco  Fidel  Castro,  como  apo- 
derado del  señor  Jesús  Cascante,  ha  interpuesto  re- 
curso de  casación  de  la  resolución  dictada  por  el  Juz- 
gado Primero  Civil  de  esta  provincia  á  las  ocho  de  la 
mañana  del  diez  del  corriente,  en  las  diligencias  de 
ejecución  de  la  sentencia  recaída  en  el  juicio  ordina- 
rio seguido  por  Cascante  contra  Zenón  Calvo  y  Si- 
meona Mesa,  sobre  reivindicación  de  una  finca;  reso- 
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lución  en  la  cual  declara  con  lugar  el  incidente  de 
compensación  promovido  por  el  mismo  señor  Ca$tro^ 
pero  hasta  por  la  suma  de  cincuenta  y  cuatro  colones 
cincuenta  céntimos,  con  lo  que  a  Cascante  cobra  el 
señor  Licenciado  Aníbal  Santos,  apoderado  de  los  se* 
ñores  Mesa  y  Calvo  y  cesionario  de  los.  derechos  de 
éste,  por  costas;  y 

Considerando: 

Que  dicha  resolución  no  es  casable,  por  tratarse 
de  un  incidente  de  menor  cuantía  en  diligencias  de  e- 
jecución,  conforme  al  artículo  197  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Civiles,  y  no  estarse  en  el  caso  del  924 
ibídem;  y  que,  por  otra  parte,  el  recurso  es  informal 
porque  en  el  escrito  respectivo  no  se  cita  ley  alguna 
como  infringida  con  tal  resolución,  (artículo  971  ddi 
Código  citado,  según  la  ley  de  26  de  mayo  de 
1892); 

Por  tanto,  declárase  improcedente  el  recurso  es- 
tablecido, y  vuelvan  los  autos  al  Juzgado  de  su  orí- 
gen  para  lo  que  haya  lugar. — A.  Alvarado. — J.  Fed. 
González. — Manuri  V.  Jiménez. — A.  Zambrana.-^ 
Matías  Trcjos. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


Navarro  Trigueros 

( 2^  p.  m. — Marzo  22  ) 

Resultando: 

I? — Que  por  auto  de  las  dos  y  media  de  la  tarde 
del  ocho  de  este  mes,  fué  admitido  el  recurso  de  ca- 
sación interpuesto  por  el  señor  Tranquilino  Chacón 
Chaverri,  como  defensor  de  Cecilio  Navarro  Trigue- 
ros, en  la  causa  contra  éste  seguida  por  homicidio 
frustrado  en  perjuicio  de  Marcelo  Rojas,  de  la  senten- 
cia de  segunda  instancia; 

29 — Que  dicho  reo  en  su  escrito  que  antecede, 
manifiesta  que  ha  sido  condenado  como  reo  ausente. 
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pues  lo  ha  estado  desde  el  principio  de  la  causa  y  no 
lia  sido  aprehendido  hasta  ha  pocos  días,  por  lo  que 
debe  devolverse  el  proceso  al  respectivo  Juzgado  del 
Crimen  para  los  efectos  de  ley;  y 

Considerando: 

Que  en  efecto,  como  asegura  el  reo,  este  ha  sido 
juzgado  como  ausente  desde  el  principio  del  proceso, 
de  modo  que  puede  establecer  el  recurso  que  conce- 
de la  ley  de  31  de  agosto  de  1900,  con  el  objeto  de 
que  sea  repuesta  la  causa  al  estado  que  corresponda, 
y  al  efecto  debe  procederse  como  lo  determina  el  ar- 
tículo 3?  de  esa  ley;  y  que  por  lo  mismo  es  improce- 
dente el  recurso  de  casación; 

Por  tanto,  revócase  el  auto  referido  y  declárase 
improcedente  el  recurso  de  casación  establecido  por 
el  defensor. — Devuélvanse  los  autos  á  la  Sala  Segun- 
da de  Apelaciones  para  lo  que  haya  lugar  con  arre* 
glo  á  derecho. — A.  Alvarado. — ^J.  Fed.  González. — 
Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Matías  Tre- 
jos. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


Bonilla  v.  Morales 

( 3  p.  m. — Abril  1 1 ) 

Resultando: 

Que  por  auto  de  las  dos  de  la  tarde  del  primero 
de  marzo  tíltimo,  el  Tribunal  admitió  el  recurso  de 
casación  interpuesto  por  el  señor  José  Demetrio  Caá- 
maño,  como  apoderado  de  la  señora  Cayetana  Mora- 
les Obando,  de  la  sentencia  dictada  por  el  Juez  de 
primera  instancia  del  circuito  de  Santa  Cruz,  en  el 
juicio  seguido  contra  la  misma,  por  el  señor  Cleto  Bo* 
nilla,  sobre  pago  de  ser\'¡cios  como  director  y  apode- 
rado de  ella  en  asuntos  judiciales,  á  las  dos  de  la  tar- 
de del  dos  de  diciembre  del  año  próximo  pasado;  y 
que  en  el  escrito  respectivo  cita  el  recurrente  como 
infringidos  los  artículos  87  y  368  del  Código   de  Pro- 
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cedímientos  Civiles,  porque  la  demandada  no  ha  sido 
citada  y  emplazada  en  la  forma  legal  y  porque  no  ha 
sido  contestada  legalmente  la  demanda,  ni  han  podi- 
do ser  materia  del  debate  las  pretensiones  del  ac- 
tor; y 

Considerando: 

Que  las  leyes  expresadas,  únicas  que  en  el  escri- 
to en  que  se  establece  el  presente  recurso  se  citan  co- 
mo violadas  en  la  sentencia,  no  tienen  relación  algu- 
na con  el  asunto,  y  por  consiguiente  falta  en  dicho  es- 
crito el  requisito  que  previene  el  artículo  97 1  del  Có- 
digo de  Procedimientos  Civiles,  reformado  por  el  29 
de  la  ley  de  26  de  mayo  de  1 892,  y  el  recurso  no  ha 
debido  ser  admitido; 

Por  tanto,  revócase  el  auto  referido  y  declárase 
inadmisible  el  recurso  de  casación  interpuesto. — 
Vuelvan  los  autos  al  Juzgado  de  su  procedencia  para 
lo  que  haya  lugar. — A.  Alvarado. — J.  Fed.  Gonzá- 
lez,— Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás 
Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


Duran  v.  Navarro 
(  1 5^  p.  m. — Abril  14  ) 
Resultando: 

Que  el  señor  Doroteo  Duran  ha  interpuesto  re- 
curso  de  casación  de  la  resolución  dictada  por  la  Sala 
Segunda  de  Apelaciones  á  las  tres  de  la  tarde  del 
veintinueve  de  marzo  último,  en  la  sumaria  seguida 
contra  el  señor  Licenciado  José  Navarro,  Alcalde  Se- 
gundo de  San  José,  por  atribuírsele  el  delito  de  pre- 
varicato en  perjuicio  del  recurrente,  resolución  en  que 
confirma  el  auto  del  Juez  Primero  del  Crimen  de  esta 
provincia,  en  que  á  su  vez  declara  inadmisible  la  a- 
cusación  establecida  contra  el  señor  Navarro,  y    nulo 
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todo  lo  practicado  por  el  Alcalde  Tercero  de  este  can- 
tón, en  la  presente  causa;  y 

Considerando: 

Que  el  recurso  de  casación  es  inadmisible,  según 
el  artículo  4?  de  la  ley  número  19  de  9  de  junio  de 
1899,  por  ser  el  juicio  por  su  naturaleza  verbal  y  por 
no  recurrirse  de  sentencia  condenatoria  por  el  reo  d 
su  defensor; 

Por  tanto^  declárase  improcedente  el  recurso  de 
casación  interpuesto,  y  devuélvanse  los  autos  al  tri- 
bunal de  su  origen  para  lo  que  haya  lugar. — A.  Al- 
varado. — J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — 
A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Al- 
fonso Jiménez. 

PiRiE  V.  Solano 

( I  50'  p.  m. — Abril  14 ) 

Resultando: 

Que  el  señor  Salvador  Gurdlán  Icaza,  como  a- 
poderado  de  Rafael  Solano  en  el  juicio  ejecutivo  hi- 
potecario que  le  siguen  los  señores  Alfredo  y  Guiller- 
mo Pirie,  ha  establecido  recurso  de  casación  de  la  re- 
solución dictada  por  la  Sala  Primera  de  Apelaciones 
á  las  dos  de  la  tarde  del  veintiuno  de  marzo  último, 
en  la  cual  revoca  el  auto  del  Juez  Civil  de  Cartago 
que  declara  nulos  el  remate  efectuado  y  todos  los  trá- 
mites posteriores  al  mismo;  y 

Considerando:  • 

Que  tanto  por  la  naturaleza  de  la  resolución  re- 
ferida, que  no  es  casable,  como  porque  se  trata  de 
juicio  ejecutivo  y  los  motivos  de  casación  alegados 
son  de  fondo,  el  recurso  es  inadmisible  conforme  al 
artículo  966  del  Código  de  Procedimientos  Civi- 
les; 

Por  tanto,  declárase  improcedente  el  recurso  in- 
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terpuesto  y  devuélvanse  los  aatos  al  tribunal  úe  su 
origen,  para  lo  que  haya  lugan — A.  Alvarado. — ^J. 
Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambra- 
na. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso  Jimé- 
nez. 


SoLÓRZANO  V.  Campos 

{i}4  p.  m. — Abril  i8) 

Resultando: 

Que  el  señor  Licenciado  Recaredo  Dobles  Sáenz 
ha  interpuesto  recurso  de  casación  de  la  resolución 
dictada  por  el  Juez  Civil  de  Heredia,  á  las  dos  de  la 
tarde  del  veintiuno  de  marzo  último,  en  el  juicio  or- 
dinario establecido  por  Simón  Solórzano  Campos 
contra  María  Campos,  de  único  apellido,  sobre  cadu- 
cidad de  un  derecho  de  usufructo  en  ciertas  ñncas, 
entrega  de  las  mismas,  etcétera,  en  la  cual  resolución 
se  declara,  fuera  de  otras  cosas,  sin  lugar  la  exclu- 
sión pedida  por  el  recurrente  de  la  suma  que  dice  le 
corresponde  por  honorarios  de^  abogado,  en  la  canti- 
dad embargada  por  el  actor  como  de  propiedad  de  la 
demandada  para  asegurar  las  resultas  del  pleito;  y 
que  según  consta  del  expediente  respectivo,  tal  reso- 
lución quedó  legalmente  notiñcada  á  las  partes  á  la 
una  de  la  tarde  del  veinticuatro  del  expresado  mes  de 
marzo;  y 

Considerando: 

Que  el  recurso  de  casación  es  inadmisible,  tanto 
porque  la  resolución  referida  no  tiene  el  carácter  de 
sentencia  conforme  al  artículo  82,  caso  2?,*del  Códi- 
go de  Procedimientos  Civiles,  como  porque  el  escrito 
en  que  se  interpone  el  recurso  ha  sido  presentado 
después  de  vencido  el  término  de  diez  días  que  señala 
el  artículo  970  ibídem; 

Por  tanto,  de  conformidad  con  las  leyes  citadas 
y  artículo  972  del  mismo  Código,  declárase  improce- 
dente el  recurso  establecido  y  devuélvanse   los   autos 
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al  tribunal  de  su  origen  para  lo  que  haya  lugar. — A. 
Alvarado. — J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. 
— Nicolás  Oreamuno. — F.  Aguilar  B. — Ante  mí, — 
Alfonso  Jiménez. 

Herrera  z/.  Alpízar 

( i^  p.  m. — Abril  19) 

Resultando: 

Que  por  auto  dictado  á  las  nueve  de  la  mañana 
del  primero  de  marzo  último,  el  tribunal  admitió  el 
recurso  de  casación  interpuesto  por  el  señor  Licencia- 
do Manuel  Bejarano,  como  apoderado  de  Francisco 
Alpízar  Vargas,  en  el  juicio  ordinario  de  deslinde  es- 
tablecido contra  éste  por  Plácido  Herrera  Vargas,  de 
la  sentencia  de  segunda  instancia,  que  revoca  la  de 
primera  y  declara  que  la  demarcación  de  ambas  ñu- 
cas debe  ser  cierta  línea,  sin  especial  condenación  en 
costas,  y  sin  perjuicio  de  lo  que  se  resuelva  en  cuanto 
á  preferencia  de  títulos  y  propiedad;  y 

Considerando: 

Que  tanto  en  la  sentencia  de  primera  como  en  la 
de  segunda  instancia,  se  dice  que  está  pendiente  entre 
las  mismas  partes  un  juicio  para  que  se  declare  cuál 
de  sus  títulos  contrapuestos  debe  prevalecer;  y  que 
según  el  artículo  966  del  Código  de  Procedimientos 
Civiles,  en  los  pleitos  después  de  los  guales  pueda  se- 
guirse otro  juicio  sobre  lo  mismo  que  haya  sido  obje- 
to de  ellos,  no  se  da  recurso  de  casación  fundado  en 
ser  la  sentencia  contraria  á  la  ley,  y,  por  consiguien- 
te, no  ha  debido  admitirse  el  recurso  de  casación  re- 
lacionado; 

Por  tanto,  revócase  el  auto  referido  y  declárase 
improcedente  el  recurso  de  casación  interpuesto  por 
el  señor  Bejarano. — Vuelvan  los  autos  al  tribunal  de 
su  origen  para  lo  que  haya  lugar. — A.  Alvarado. — J. 
Fed.  González. — Manuel  V.   Jiménez. — A.   Zambra- 
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na. — Nicolás  Oreamuno. — Ante   mí, — Alfonso  Jimé- 
nez. 

Del  auto  que  antecede  pidió  el  apoderado  del  se- 
ñor Francisco  Alpízar  Vargas  revocatoria,  la  cual  fué 
denegada  á  las  tres  de  la  tarde  del  diez  y  ocho  de 
mayo  del  propio  año,  por  las  mismas  razones  consig- 
nadas en  dicho  auto;  pero  por  mayoría  de  votos,  por 
haber  salvado  el  suyo  el  Conjuez,  que  integraba  el 
Tribunal,  como  se  ve  de  la  siguiente 

"Nota: — El  Conjuez  que -suscribe. 

Considerando: 

I? — Que  el  presente  es  un  juicio  ordinario  y  la 
sentencia  ejecutoria.  (Artículo  722  del  Código  C¡- 
vü); 

2? — Que  la  sentencia  aprobatoria  del  deslinde 
decide  definitivamente  cuál  es  la  linea  divisoria  de  los 
fundos  de  la  disputa  en  el  supuesto  de  que  los  títulos 
de  ambos  litigantes  sean  válidos  y,  por  consiguiente, 
en  ese  supuesto  no  cabe  discusión  posterior  sobre  la 
mismo  que  ha  sido  objeto  de  esta  cuestión,  único  caso 
en  que  podría  rechazarse  el  recurso.  (Artículo  966, 
Código  de  Procedimientos  Civiles); 

3? — Que  se  alega  que  hay  juicio  pendiente  sobre 
nulidad  de  uno  de  los  títulos;  pero  esa  es  una  cuestión 
enteramente  distinta  de  la  que  aquí  se  debate; 

Por  tanto,  es  su  voto  declarar  con  lugar  la  revo- 
catoria solicitada. — Matías  Trejos. — Ante  mí, — Al- 
fonso Jiménez". 


Knowi.es  V,  Sultán 

{3j4  P'  m. — Abril  25  ) 

ResuUaftdo: 

Que  el  señor  William  Sultán  en  su  calidad  de  al- 
bacea  de  la  sucesión  de  Justina  Sultán,  ha  interpuesto 
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recurso  de  casación  de  la  resolución  dictada  por  el 
señor  Juez  de  primera  instancia  de  Limón,  á  las  tres 
y  veinte  minutos  de  la  tarde  del  siete  del  corriente, 
en  el  juicio  ejecutivo  que  contra  ésta  sig^e  David 
Knowles  Robinson;  en  la  cual  resolución  señala  día  y 
hora  para  verificar  el  remate  de  los  bienes  embarga- 
dos, y  ordena  que  se  presente  la  certificación  de  los 
gravámenes  que  tengan  dichos  bienes;  y 

Considerando: 

Que  dicha  resolución  no  es  casable  porque  no 
tiene  el  carácter  de  sentencia,  según  el  artículo  82, 
caso  2?,  del  Código  de  Procedimientos  Civiles; 

Por  tanto,  y  de  conformidad  con  el  artículo  972 
ibídem,  declárase  improcedente  el  recurso  de  casación 
interpuesto  y  devuélvanse  los  autos  al  Juzgado  de  su 
procedencia  para  lo  que  haya  lugar. — A.  Alvara- 
do. — J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A. 
Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso 
Jiménez. 


Rodríguez  Carvajal 

(  3  p.  m. — Mayo  10) 

Resultando: 

Que  el  señor  Luis  Rodríguez  Carvajal  ha  inter- 
puesto recurso  de  casación  de  la  sentencia  dictada  por 
la  Sala  Segunda  de  Apelaciones  á  la  una  y  media  de 
la  tarde  del  quince  de  abril  último,  en  la  causa  contra 
él  seguida  por  depósito  de  aguardiente  clandestino, 
porque  tal  sentencia  se  limita  á  confirmar  la  de  pri- 
mera instancia,  y  ninguna  contiene  análisis  de  las 
pruebas  de  la  defensa,  ni  la  decisión  recae  sobre  las 
cosas  litigadas,  y  falta  la  exposición  sumaria  de  los 
hechos  y  derecho,  y  al  efecto  cita  el  artículo  69,  inci- 
so 4?,  de  la  ley  número  19  de  9  de  junio  de  1899;  Y 

Considerando: 

Que  el  motivo  de  casación  de  forma  que  se  invo- 
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ca  con  fundamento  en  el  artículo  6?,  caso  4?,  de  la  ley 
citada,  no  es  clbrto  porque  la  sentencia  de  primera 
instancia,  que  la  de  segunda  confirma,^  expresa  bien 
los  hechos  que  tiene  por  probados;  y  que,  aun  supo- 
niendo que  fuera  cierto  el  motivo  referido,  no  consta 
que  se  reclamara  en  segunda  instancia  la  reparación 
de  la  falta,  conforme  dispone  el  artículo  965  del  Có- 
digo de  Procedimientos  Civiles,  por  lo  que  el  recurso 
de  casación  establecido  es  inadmisible; 

Por  tanto,  declárase  improcedente  el  recurso  in- 
terpuesto y  vuelvan  los  autos  al  tribunal  de  su  origen 
para  lo  que  haya  lugar. — A.  Alvarado. — ^J.  Fed.  Gon- 
zález.— Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nico- 
lás Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


Herrera  v,  Córdoba 

( i^  p.  m. — Mayo  18  ) 

Resultando: 

Que  el  señor  Zenón  Herrera  Arias  ha  interpues- 
to recurso  de  casación  del  auto  dictado  por  el  Juez 
del  Crimen  de  Heredia  á  la  una  de  la  tarde  del  cua- 
tro de  este  mes,  en  que  aprueba  el  sobreseimiento  de- 
cretado por  el  Alcalde  de  Santa  Bárbara  en  la  causa 
seguida  contra  Ruñna  Córdoba  Campos  por  allana- 
miento de  la  morada  del  recurrente;  y 

Considerando: 

Que  el  recurso  es  inadmisible  según  el  artículo  4? 
de  la  ley  número  19  de  9  de  junio  de  1899,  por  no 
ser  el  caso  de  sentencia  condenatoria  y  tratarse  de 
causa  verbal; 

Por  tanto,  declárase  improcedente  el  recurso  de 
casación  interpuesto  y  devuélvanse  los  autos  al  tribu- 
nal de  su  origen  para  lo  que  haya  lugar. — A.  Alvara- 
do.— ^J.    Fed.    González. — Manuel   V.   Jiménez. — A. 


Zambrana. — ^Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso 
Jiménez. 


Dk  la  Paz  v.  Blanco 

(  2  p.  m. — Mayo  19  ) 

Resujtando: 

Qtie  el  señor  Licenciado  Ramón  Zelaya,  como  a- 
poderado  del  señor  Ignacio  Blanco,  en  el  juicio  ejecu- 
tivo que  contra  éste  sigue  el  señor  Manuel  de  la  Paz, 
para  el  pago  de  una  cantidad  de  dinero,  ha  interpues- 
to recurso  de  casación  de  la  resolución  dictada  por  la 
Sala  Primera  de  Apelaciones  á  las  diez  de  la  mañana 
del  tres  del  corriente,  en  que  confirma,  con  costas  per- 
sonales y  procesales,  la  que  ordena  continuar  la  eje- 
cución contra  el  señor  Blanco  por  la  suma  de  tres* 
cientos  cincuenta  colones,  intereses  y  costas;  y  que  en 
el  escrito  respectivo  alega  el  recurrente  interpretación 
errónea  del  artículo  453  del  Código  de  Procedimien- 
tos Civiles,  en  relación  con  el  articulo  729  del  Código 
Civil,  ^  apreciar  la  confesión  del  demandado;  y 

Considerando: 

Que  d  rectfrso  de  casación  establecido  es  inad^- 
misiblo  porque  el  motivo  alegado  es  de  fondo,  y  con- 
forme al  artículo  966  del  Código  de  Procedimientos 
Civiles  en  los  juicios  ejecutivos  sólo  procede  el  recur- 
so de  casación  por  motivos  de  forma; 

Por  tanto,  declárase  improcedente  dicho  recurso 
y  devuélvanse  los  autos  al  tribunal  de  su  origen. — A. 
Alvarado. — ^J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — 
A.  Zambrana. — Matías  Trejos. — Ante  mí, — Alfonso 
Jiménez. 
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Arritola  V,  Sanabria 

( 3  p.  m. — ^Junio  i? ) 

Resultando: 

Que  el  señor  Juan  Francisco  Rojas  Moya,  como 
apoderado  de  la  señora  Rosalía  Arritola  Vargas,  ha 
interpuesto  recurso  de  casación  de  la  sentencia  dicta- 
da por  el  Juez  Segundo  del  Crimen  de  esta  provincia 
en  la  causa  seguida  por  acusación  de  la  misma'  contra 
el  señor  Juan  Rafael  Sanabria  León,  por  injurias,  en 
que  declara  desierta  la  instancia  y  condena  a  la  acu- 
sadora en  las  costas  personales  y  procesales;  y 

Considerando: 

Que  el  recurso  de  casación  es  inadmisible  en  es- 
te caso,  según  el  artículo  4®  de  la  ley  numero  19  de 
9  de  junio  de  1899,  conforme  al  cual  sólo  el  reo  ó  su 
defensor  pueden  establecerlo  en  causas  como  la  pre- 
sente, de  las  sentencias  en  que  se  condene  al  reo; 

Por  tanto,  declárase  improcedente  el  recurso  in- 
terpuesto, y  devuélvanse  los  autos  al  Juzgado  Segun- 
do del  Crimen  para  lo  que  haya  lugar. — A.  Alvara- 
do. — ^J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A. 
Zambrana. — Matías  Trejos. — Ante  nüí, — Alfonso  Ji- 
ménez. 


Rodríguez  z/.  Mora 

(  2jS^  p.  m.— Junio  9) 

Resultando: 

Que  el  señor  Licenciado  Ramón  Zelaya,  como 
apoderado  del  señor  Fidel  Rodríguez  Solís,  ha  inter- 
puesto recurso  de  casación  de  la  resolución  dictada 
por  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones  á  las  tres  y  cuar- 
to de  la  tarde  del  veinticuatro  de  mayo  último,   en  la 
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oual  confirma  el  auto  de  sobreseimiento  que  dictó  el 
Juez  del  Crimen  de  Alajuela  en  la  sumaria  instruida 
de  oficio  y  continuada  por  acusación  del  mencionado 
señor  Rodríguez  y  de  los  señores  Francisco  Piedra 
C^tro  y  Domingo  Muríllo  Rojas  para  averiguar  si  el 
señor  Marco  Tulio  Mora  Arias,  Jefe  Político  de  Poás, 
ha  cometido  los  delitos  de  detención  arbitraría  de  los 
acusadores  y  atentado  contra  la  libertad  electoral,  y 

Considerando: 

Que  el  recurso  interpuesto  es  inadmisible,  según 
-«1  artículo  4?  de  la  ley  número  19  de  9  de  junio  de 
1899,  que  establece  que  procede  el  recurso  de  casa- 
ción en  cuanto  al  fondo  contra  las  sentencias  en  cau- 
sas por  simples  delitos,  cuando  en  ellas  se  condene  al 
reo,  y  que  solamente  pueden  interponerlo  el  reo  ó  su 
<lefensor;  y  que  la  naturaleza  de  la  presente  causa  no 
ha  cambiado  por  el  hecho  de  que  haya  conocido  de 
ella  la  Sala  Segunda,  porque  esto  se  debe  á  la  prerro* 
gativa  que  tienen  los  Jefes  Políticos  conforme  al  artí- 
culo 67  de  la  Ley  Orgánica  de  Tribunales; 

Por  tanto,  declárase  improcedente  el  recurso  de 
casación  establecido,  y  devuélvanse  los  autos  al  tribu- 
nal de  su  procedencia. — A.  Alvarado. — J.  Fed.  Gon- 
zález.— Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Matías 
Trejos. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


Nota: — El  Conjuez  que  suscribe  salvó  su  voto  y 
lo  consignó  en  los  términos  siguientes: 

Considerando: 

i9 — Que  la  ley  al  hablar  del  recurso  de  .  casación 
en  lo  criminal,  lo  concede  contra  las  resoluciones  de  la 
Sala  Segunda  que  la  misma  ley  determina,  sin  distin- 
guir si  la  Sala  ha  entrado  á  conocer  de  la  causa  si- 
guiendo el  fuero  común  ó  si  lo  ha  hecho  en  virtud  de 
íuero  privilegiado  (Artículos  2?  y  3?  de  la  ley  de  9 
<]c  junio  de  1899). 


2f — Que  Cuando  la  ley  no  distingue,   los   jueces 
no  deben  distinguir»  sobre  todo  si  esa  distinción  ha  de^ 
tener  como  resultado  la  negativa  de  un  recurso,   ma* 
teria  en  la  cual  debe  juzgarse  siempre  con  un  criterio^ 
amplio  y  no  restrictivo. 

3? — Que  la  doctrina  sentada  por  la  mayoría  en. 
este  caso  y  que  ha  sido  siempre  la  del  Tribunal,  pare- 
ce simpática  á  primera  vista  porque  cierra  un  reci^rso- 
contra  una  sentencia  absolutoria;  pero  no  lo  es  en  el 
fondo  si  se  atiende  á  que  el  recurso  se  le  deniega  á  un 
particular  que  se  ha  creído  agraviado  por  un  funcio- 
nario público,  y  en  estos  casos  es  de  desear  la  más 
amplia  discusión  para  el  resguardo  de  los  derechos 
individuales  y  la  debida  protección  de  las  libertades 
públicas. 

Por  tanto,  es  su  voto  admitir  el  recurso  inter- 
puesto.— Matías  Trejos. — Ante  mí, — Alfonso  Jimé- 
nez. 


Mora  v.  Vargas  y  Mora 
( 3  p.  m. — ^Junio  9 ) 
Resultando: 

I? — Que  el  sefíor  Primitivo  Mora  Mora  interpa- 
so recurso  de  casación  de  la  resolución  dictada  por  la. 
Sala  Segunda  de  Apelaciones  á  la  una  de  la  tarde  del 
veintiuno  de  julio  del  año  próximo  anterior,  en  que 
confirma  el  auto  de  sobreseimiento  que  dictó  el  Juez. 
Primero  del  Crimen  de  esta  provincia  á  las  nueve  de 
la  mañana  del  veintiséis  de  mayo  del  mismo  año,  ea 
la  sumaria  instruida  para  averiguar  si  Filomena  Var- 
gas Mora  é  Ignacio  Mora  Vargas  cometieron  fidsiñ- 
cación  y  estelionato  en  perjuicio  del  recurrente; 

2? — Que  el  Tribunal  admitió  el  recurso  en  auta 
de  las  tres  y  cuarto  de  la  tarde  del  primero  de  este 
mes,  pero  por  error  se  dijo  en  ate  que  la*  resolución 
de  que  se  recurría  era  la  de  las  dos  de  la  tarde  del 
diez  y  ocho  de  mayo  del  afio  pasado; 
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3? — Que  el  señor  Ricardo  Brenes  Volío  como 
defensor  de  los  indiciados,  y  la  señora  Vargas  perso- 
nalmente,  se  presentaron  pidiendo'que  se  revoque  el 
auto  de  admisión  del  recurso,  porque  Primitivo  Mora 
no  es  parte  y  el  auto  recurrido  está  ñrme; 

4? — Que  el  recurrente  se  opone  á  la  pretensión 
expresada,  fundado  en  los  artículos  904  y  961  del 
CcSdigo  de  Procedimientos  Civiles,  ley  de  casación  en 
lo  criminal  y  artículo  11  de  la  de  i?  de  agosto  de 
1 895 y  y  pide  que  se  rectifique  el  error  cometido  res- 
pecto de  la  fecha  de  la  resolución  á  que  el  recurso  se 
refiere;  y 

Considerando: 

I? — Que  debe  rectificarse  la  equivocación  en  que 
se  incurrió  al  consignar  la  fecha  del  auto  recu- 
rrido; 

2? — Que  el  recurso  de  casación  ha  sido  inter- 
puesto después  de  vencido  el  término  que  al  efecto 
señala  el  artículo  970  del  Código  de  Procedimientos 
Civiles,  por  lo  que  no  ha  debido  admitirse,  sin  que 
contra  esto  valga  la  alegación  hecha  por  el  recurrente 
de  que  no  tuvo  noticia  del  auto  de  veintiuno  de  julio 
hasta  el  día  de  la  fecha  del  escrito  en  que  interpuso  el 
recurso,  puesto  que  si  tenía  interés  en  el  nogocio  de- 
bió vigilar  el  curso  del  mismo,  para  poder  establecer 
en  tiempo  oportuno  los  recursos  legales; 

3? — Que  en  consecuencia,  es  el  caso  de  revocar 
el  auto  anterior  del  Tribunal; 

Por  tanto,  se  ha  por  rectificado  el  error  cometido 
en  el  auto  de  las  tres  y  cuarto  de  la  tarde  del  primero 
del  corriente;  revócase  dicho  auto  y  recházase  el  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  Primitivo  Mora.-^ 
Devuélvanse  los  autos  al  tribunal  respectivo. — A.  Al- 
varado. — ^J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — 
A.  Zambrana. — Matías  Trejos. — Ante  mí, — ^Alfonso 
Jiménez. 


26 


—  402  — 

Rodríguez  v.  Echavarría 

( ijí  p.  m. — ^Junio  21 ) 

Resultando: 

Que  el  señor  Abi;aham  Rodríguez  Bolaños  ha 
interpuesto  recurso  de  casación  <le  la  resolución  dic- 
tada por  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones  á  la  una  de 
la  tarde  del  doce  de  este  mes,  en  la  sumaria  seguida 
contra  el  señor  Raimundo  Echavarría  Murillo,  Jefe 
Político  de  Santo  Domingo  de  Heredia,  por  allana- 
miento de  la  morada  del  señor  Rodríguez,  en  la  cual 
confirma  el  auto  de  sobreseimiento  que  dictó  el  Juez 
dd  Crimen  de  Heredia;  y 

Consiálerando: 

Que  el  recurso  de  casación  es  inadmisible  en  el 
presente  caso  conforme  al  artículo  4?  de  la  ley  núme- 
ro 19  de  9  de  junio  de  1899,  segán  el  cual  procede 
el  recurso  dicho  en  causas  por  simples  delitos  cuando 
en  ellas  se  condene  al  reo,  y  en  tal  caso  sólo  pueden 
interponerlo  el  mismo  ó  su  defensor;  y  que  la  natura- 
leza de  la  causa  no  ha  cambiado  por  el  hecho  de  que 
haya  conocido  de  ella  la  Sala  Segunda  de  Apelacio- 
nes» porque  esto  se  debe  á  la  prerrogativa  que  tienen 
los  Jefes  Políticos  con  arreglo-  al  artículo  67  de  la 
Ley  Orgánica  de  Tribunales; 

Por  tanto,  se  rechaza  el  recurso  de  casación  in- 
terpuesto y  devuélvanse  ios  autos  á  la  Sala  de  su 
procedencia. — A.  Alvarado.  — J.  Fed.  González. — 
Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Orea- 
mtmo. — Ante  mí,— Alfonso  Jiménez. 


Ch ACÓN  V.  Villalobos  y  otros 
(2  p.  m. — ^Junio  24 ) 
Resultando: 
Que  el  señor  Román  Francisco  Córdoba  Lizano, 
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como  albacea  de  la  sucesión  de  Isidro  Chacón  Cha^ 
con,  ha  interpuesto  recurso  de  casación  de  la  resolu* 
ción  de  U  Sala  Primera  de  Apelaciones,  dictada  á  la 
una  y  media  de  la  tarde  del  doce  de  este  mes,  en  el 
prejuicio  que  promovió  contra  Juan  Villalobos  Bola- 
a4>8,  Antonio  Chacón  Bolafios  y  Camilo  Sánchez  Var- 
ga5,  con  el  objeto  de  que  nombren  representante  le- 
gal de  la  sociedad  ó  compañía  que  tienen  entre  sí,  pa- 
ra establecer  el  juicio  que  le  convenga;  resolución  en 
que  conñrma  el  auto  del  Juez  Civil  de  Heredia  que 
declara  sin  lugar  la  solicitud  referida,  con  apoyo  en 
el  articulo  i(7i  del  Código  de  Procedimientos  Ci- 
viles; y 

Considerando: 

Que  la  resolución  expresada  no  es  casable,  por- 
que no  es  sentencia  ni  auto  que  tenga  el  carácter  de 
tal,  de  acuerdo  con  los  artículos  954,  955  y  957  ibí- 
dem; 

Por  tanto,  recházase  el  presente  recurso  y  de- 
vuélvanse ios  autos  á  la  Sala  mencionada. — A.  Alva- 
rado. — J.  Fed.  González.— Manuel  V.  Jiménez. — A, 
Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso 
Jiménez. 


Rodríguez  v.  Barquero 

(  3  p.  m. — Junio  29) 

Resultando: 

Que  el  señor  Abraham  Rodríguez  Bolaños  ha 
interpuesto  recurso  de  casación  de  la  resolución  dic- 
tada por  el  Juez  del  Crimen  de  Heredia,  á  las  doce  y 
media  del  día  doce  del  mes,  en  curso  en  la  causa  se- 
guida contra  el  señor  Romilio  Barquero  Montesdeo- 
ca  por  allanamiento  cometido  en  su  perjuicio;  y 

Considerando: 

Que  el  recurso  de  casación  es  inadmisible  en  el 
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presente  caso  conforme  al  artículo  4?  déla  ley  núme- 
ro 19  de  9  de  junio  de  1899  porque  no  se  trata  cié- 
sentencia  condenatoria,  ni  el  recurso  ha  sido  inter- 
puesto por  el  reo  6  su  defensor; 

• 

Por  tanto,  recházase  el  presente  recurso  y  de — 
vuélvanse  los  autos  al  Juzgado  de  su  procedencia. — 
A.  Al  varado. — J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jimé— 
nez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mi^ 
— Alfonso  Jiménez. 
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EDICIÓN  OFICIAL==ANO  1905 


San  José.— Tip.  Nacional 


Castro  y  otro  v,  Bolaños 

(2  p.  m.— Julio  1?) 

En  el  incidente  de  nulidad  de  un  remate  verifi- 
cado en  el  concurso  á  bienes  del  señor  Tranquilino  g 
Bolaños  Jiménez,  mayor,  agricultor  y  vecino  de  San- 
to Domingo  de  Heredia,  tramitado  en  el  Juzgado 
Civil  de  aquella  provincia;  en  que  son  partes  el  cu- 
rador señor  Francisco  González  Zumbado,  mayor, 
agricultor  y  vecino  de  la  ciudad  de  Heredia,  de  quien 
es  apoderado  el  Licenciado  Alberto  Manchal  Mora, 
mayor,  abogado  y  de  este  vecindario,  y  la  señora 
Trinidad  Castro  Umaña,  mayor  de  edad,  de  oficios 
domésticos  y  vecina  de  Santo  Domingo,  como  acree- 
dora del  concurso; 

Resultando: 

1? — Que  el  concursado  y  la  señora  Cíistro  Uma- 
ña abrieron  incidente  para  que  se  declarara  la  nuli- 
dad del  remate  de  los  bienes  de  la  masa,  verificado  á 
las  doce  y  media  del  día  veintidós  de  febrero  del  año 
en^  curso,  por  cuanto  los  acreedores  hipotecarios  no 
fueron  citados  y  por  prohibir  la  ley  que  la  venta  del 
inmueble  se  practique  mientras  no  haya  trascurrido 
el  término  de  la  citación  y  por  haberse  hecho  la  ven- 
ta sin  previo  afianzamiento  de  resultas;  y  que  pidió 
además  la  señora  Castro  que  se  decretara  embargo 
en  bienes  del  concurso  de  su  marido  señor  Bolaños 
Jiménez,  fundada  en  el  crédito  que  reclama,  el  cual 
consta  en  documento  público  que  es  ejecutivo,  á  pe- 
sar del  desconocimiento  de  los  acreedores; 

2? — Que  conferida  al  curador  del  concurso  la 
audiencia  del  caso,  la  contestó  oponiéndose  á  la  nu* 
Kdad  reclamada; 

3? — Que  el  Juez  Civil  de  Heredia,  apoyado  en 
los  artículos  765,  790,  inciso  i?,  798,  836,  inciso   2?, 
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838  y  955  ^^'  Código  Civil,  resolvió  el  incidente  á 
las  doce  y  media  del  día  veintiuno  de  marzo  de  este 
año,  declarando  sin  lugar  la  nulidad  así  como  el  em- 
bargo solicitados  y  aprobando  el  remate  eAfctuado; 
y  consideró:  ''i? — Que  el  artículo  417  del  Código 
Civil  regula  un  interés  privado  y  en  tal  virtud  la  nu- 
lidad que  su  inobservancia  entraña  es  relativa  y 
puede  válidamente  subsanarse  por  los  acreedores  cu- 
ya citación  se  hubiera  omitido.  Por  lo  demás,  el 
auto  de  apertura  del  concurso  y  las  otras  publicacio- 
nes que  en  forma  legal  se  han  hecho  en  el  presente 
juicio,  equivalen  en  cierto  modo  al  llamamiento  que 
se  echa  de  menos  por  los  articulantes;  2? — Que  el 
afianzamiento  de  resultas  no  era  exigible  para  la  su- 
basta, toda  vez  que  una  sentencia  ya  inconmovible 
ha  declarado  que  la  señora  Castro  no  tiene  derecho 
real  sobre  los  bienes  rematados  y  que  éstos  pertene- 
cen exclusivamente  al  concurso;  3? — Que  las  leyes 
prohibitivas  tienen  por  fundamento  razones  de  orden 
público  y  por  lo  tanto,  no  lo  es  la  del  artículo  515, 
Código  de  Procedimientos,  la  cual  sólo  tiene  en  mira 
la  proteccióíi  de  los  derechos  de  los  acreedores  hipo- 
tecarios, quienes  pueden  renunciar  el  recurso  que  la 
ley  les  brinda  por  la  razón  de  la  irregularidad  cometi- 
da en  estos  procedimientos;  4? — Que  estando  en  liti- 
gio la  cantidad  y  prelación  del  crédito  de  la  pétente, 
tampoco  podía  ésta  hacer  postura  en  abono  de  dicho 
crédito,  ni  el  concurso  está  obligado  legalmente  á  es- 
perar la  resolución  definitiva  de  su  demanda  para 
proceder  á  la  realización  de  los  bienes,  pues  como  se 
ha  resuelto  ya,  dicha  señora  sólo  tieae  derecho  al 
producto  de  la  venta  y  no  en  los  bienes  subastados; 
5? — Que  siendo  legal  en  el  sentir  de  esta  auto- 
ridad la  aprobación  del  remate,  estando  desconocida 
la  cantidad  del  crédito  de  la  señora  Castro  y  prohi- 
biendo la  ley  que  los  acreedores  del  concurso  inicien 
y  continúen  separadamente  procedimientos  judiciales- 
para  el  pago  de  su  respectivo  crédito,  debe  desesti- 
marse la  instancia  de  embargo  de  que  se  ha  hecho 
mérito.  (Artículo  920,  Código  Civil)*'; 


4? — Que  la  Sala  Primera  conoció  del  asunto  en 
virtud  de  alzada  interpuesta  por  la  señora  Trinidad 
Castro  Umaña,  y  á  las  tres  de  la  tarde  del  once  de 
abril  próximo  anterior  confirmó  en  todas  sus  partes 
él  auto  apelado,  con  costas  procesales  del  recurso  á 
cargo  de  la  apelante; 

5? — Que  la  misma  señora  Castro  Umaña  ha  in- 
terpuesto  recurso  de  casación  de  la  resolución  de  se- 
gunda instancia  por  los  siguientes  motivos:  en  cuanto 
á  la  forma,  por  violación  de  la  ley  de  7  de  julio   de 

1896,  y  artículos  143  y  302  y  496  a  parí,  514,  5 1 S  y 
474,  a  pan,  del  Código  de  Procedimientos  Civiles;  y 
con  respecto  al  fondo  y  la  forma,  por  violación  de  los 
artículos  178  y  siguientes  y  453,  Código  de  Procedi- 
mientos Civiles; 

69 — Que  en  los  procedimientos  no  se    nota   de- 
fecto; y  j 
Considerando: 

1 9 — Que  el  auto  recurrido  tiene  el  carácter  de 
sentencia,  porque  pone  término  al  principal  objeto 
del  pleito  haciendo  imposible  su  continuación,  y  en 
este  concepto,  la  Sala  sentenciadora  ha  .infringido  el 
artículo  950  del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  en 
relación  con  el  1 9  dq}   decreto  de    19   de   agosto  de 

1897,  porque  no  señaló  como  la  ley  previene  día  pa- 
ra la  vista  del  asunto  en  segunda  instancia.  (Artícu- 
los 348,  407  y  964,  inciso  59,  Código  citado); 

29 — Que  siendo  este  motivo  de  forma  el  que  ló- 
gicamente afecta  en  primer  término  el  auto  recurrido, 
el  Tribunal  se  abstiene  de  analizar  los  demás  del  re- 
curso, que  es  procedente  por  el  indicado; 

Por  tanto,  y  de  acuerdo  con  el  artículo  978  del 
Código  de  Procedimientos  Civiles,  declárase  con  lu- 
gar la  casación  demandada  y  nula  la  sentencia  de  la 
Sala  Primera;  vuelvan  los  autos  á  la  misma  para  los 
efectos  de  ley. — A.  Alvarado. — ^J.  Fed.  González. — 
Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Orea- 
muno. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 
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Soto  Méndez 
(2  s'  p.  m. — Julio  4) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  de  lo  Conten- 
cioso Administrativo,  contra  el  señor  Ramón  Soto 
Méndez,  de  veintiséis  años,  agricultor  y  vecino  de 
San  Isidro  de  esta  provincia,  de  quien  es  defensor  el 
Licenciado  José  María  Chinchilla  Gutiérrez,  mayor,  a- 
bogado  y  de  este  vecindario,  por  el  delito  de  deposita 
de  útiles  destinados  á  la  fabricación  de  licores; 

Resultando: 
• 
1 9 — Que  en  sentencia  dictada  por  el  Juez  respec- 
tivo, á  las  dos  y  media  de  la  tarde  del  diez  de  marzo 
de  este  año,  fué  condenado  Soto  Méndez,  como  res- 
ponsable del  delito  referido,  á  pagar  la  multa  de  qui- 
nientos colones  con  la  aplicación  de  ley,  y  á  sufrir 
confinamiento  por  seis  meses  en  Santo  Domingo  de 
San  Mateo,  convertible  la  multa,  si  no  tuviere  el  reo 
con  qué  satisfacerla,  en  otros  seis  meses  de  confina- 
miento en  el  lugar  indicado,  todo  con  abono  del  tiem- 
po por  que  haya  estado  preso,  y  á  las  penas  acceso- 
rias correspondientes. — El  Juez  se  fundó  en  los  artícu» 
los  163,  164  y  882,  Parte  III  áel  Código  General  de 
1 841,  y  consideró:  "i9 — Que  el  cuerpo  del  delito  de 
depósito  de  útiles  destinados  á  la  fabricación  de  licores 
por  que  se  sigue  esta  causa  y  se  procesa  á  Ramón 
Soto  Méndez,  se  encuentra  comprobado  con  arreglo 
á  los  artículos  777,  7^QY  781,  Parte  3?  del  Código 
General;  715  y  716  del  Fiscal;  35  y  36,  ley  de  17  de 
octubre  de  1864;  2? — Que  de  autos  aparece  plenamen- 
te comprobado  haber  sido  aprehendidos  los  objetos  á 
que  esta  causa  se  refiere,  en  la  casa  de  habitación  del 
procesado  Ramón  Soto  Méndez,  y  en  consecuencia 
debe  tenérsele  y  castigársele  como  responsable  de  este 
delito.— (Artículi>s  218,  Parte  3?  del  Código  General, 
721  del  Fiscal  y  7?,  ley  de  18  de  julio  de  1903); 
3? — Que  el  hecho  por  que  se  sigue  esta  causa  y  pro- 


cesa  al  señor  Ramón  Soto  Méndez,  se  encuentra 
comprendido  en  los  artículos  470  del  Código  Fiscal  y 
2?,  ley  de  18  de  julio  de  1903,  que  imponen  multa 
de  quinientos  colones  y  medio  año  de  confinamiento 
en  un  lugar  distante,  por  lo  menos,  cincuenta  kilóme- 
tros del  sitio  en  donde  se  hubiere  cometido  el  delito, 
á  la  primera  vez;  multa  igual  y  seis  meses  de  presi- 
dio, á  la  primera  reincidencia;  multa  doble  y  extraña- 
miento del  país  por  dos  años  y  medio,  á  la  segunda  y 
demás  reincidencias;  4? — Que  con  la  prueba  evacua- 
da en  estos  autos  no  se  desvirtúa  el  cargo:  a)  Porque 
no  fué  posible  encontrar  á  Abel  Hernández  para  exa- 
minarlo, y  en  vano  se  le  citó  por  medio  de  un  edicto, 
circunstancia  que  viene  á  reagravar  la  condición  del 
procesado  Soto  Méndez;  b)  Porque  á  más  de  eso,  hay 
algunas  divergencias  en  la  declaración  del  procesado, 
en  su  indagatoria  y  en  la  de  los  testigos  citados  por 
él,  que  hacen  sospechar  mucho  de  su  veracidad;  y 
c)  Porque  lo  dicío  por  Soto  en  su  citada  declaración 
destruye  lo  de  á  escondidas;  y  si  Soto  no  hubiese  ma- 
liciado acerca  de  aquel  depósito,  no  se  habría  provis- 
to de  antemano  de  testigos  presenciales;  y  en  lo  to- 
cante á  disminuyentes,  no  deben  tomarse  en  conside- 
ración por  ser  la  pena  fija  y  no  tener  grados;  5® — Que 
en  atención  á  ser  esta  la  primera  vez  que  se  le  proce- 
sa, se  fija  la  pena  en  quinientos  colones  de  multa,  y 
medio  año  de  confinamiento  en  Santo  Domingo  de 
San  Mateo. — Si  no  tuviere  bienes  con  qué  satisfacer 
la  multa,  á  descontarla  con  otro  medio  año  de  confi- 
namiento en  el  lugar  antes  , dicho;  69 — Que  también 
deben  aplicársele  las  disposiciones  de  los  artículos  25 
y  38,  Código  Penal  723  y  725,  Código  Fiscal;" 

2? — Que  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones,  quien 
conoció  del  asunto  en  virtud  de  alzada  interpuesta 
por  el  defensor,  á  la  una  y  cuarto  de  la  tarde  del  quin- 
ce de  abril  último  confirmó  en  todas  sus  partes  la 
sentencia  recurrida; 

3? — Que  la  defensa  ha  interpuesto  recurso  de  ca- 
sación de  la  sentencia  de  segunda  instancia,  por  los 
siguientes  motivos:   i? — Violación  y  aplicación  inde- 
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bida  de  los  artículos  7?  de  la  ley  de  18  de  julio  de 
1903  y  218,  Parte  3?  del  Código  General  de  184F; 
2? — Error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de 
la  prueba,  y  violación  de  los  artículos  873,  163,  164, 
678  y  730,  Parte  3?  del  Código  General;  3? — Infrac- 
ción de  los  artículos  715  y  718  del  Código  Fiscal; 

49 — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  defec- 
to; y 

Considerando', 

1 9— Que  á  pesar  de  seguirse  en  el  recurso  el  mal 
hábito  de  citar  como  infringidas  muchas  de  nuestras 
leyes,- la  cuestión  principal  que  en  él  se  provoca  es 
la  relativa  á  las  palabras  de  la  de  8  de  julio  de  1903, 
artículo  7^,  según  las  cuales  es  responsable,  en  casos 
como  el  del  proceso,  "el  dueño  ó  poseedor"  de  los 
instrumentos  que  sirven  para  cometer  el  delito  de 
contrabando,  ó  de  las  especies  que  demuestran  haber- 
se cometido; -pretendiendo  que  no*  basta,  para  tener 
como  existente  la  delincuencia,  la  simple  posesión  de 
ellos,  sino  que  es  indispensable  llevar  á  cabo  una  in- 
vestigación acerca  de  la  propiedad  antes  de  castigar 
la  posesión, — lo  que  no  da  el  recto  sentido  de  la 
disposición  citada,  bastando,  por  lo  contrario,  la  pose- 
sión para  la  responsabilidad,  á  reserva  de  que  el  po- 
seedor pueda  ju^tiñcar  lo  inocente  y  transitorio  de  la 
tenencia,-  lo  que  en  este  caso  no  se  ha  hecho;  sino  que 
lo  que  dicen  los  testigos  con  que  la  irresponsabilidad 
del  procesado  intentó  justificarse,  es  indigno  de  tomar- 
se en  cuenta,  pues,  ó  no  es  cierto,  ó  inmediatamente 
que  se  notó  que  el  portador  de  los  objetos  de  que  se 
trata  persistió  en  introducirlos  en  la  casa,  debió  darse 
parte  de   lo   ocurrido  á  la  autoridad  correspondiente; 

2? — Que  en  cuanto  á  la  aprehensión  de  los  obje- 
tos que  constituyen  el  cuerpo  del  delito,  nada  se  ha 
justificado  que  inhabilite  á  los  testigos  que  de  ella  dan 
fe,  y  en  lo  que  se  refiere  á  las  averiguaciones  que  se 
echan  de  menos,  nada  puede  invocarse  para  funda- 
mentar en  eso  la  nulidad  de  los  procedimientos  ó  de 
ia  sentencia; 
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Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida 
y  devuélvanse  los  autos  á  la  Sala  de  su  procedencia 
con  certificación  de  la  presente. — A.  Alvarado. — ^J. 
Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. 
— Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí,  Alfonso  Jiménez. 


Castro  v.  Vargas 

(  2^  p.  m. — Julio  4 ) 

En  el  juicio  seguido  en  el  Juzgado  Civil  de  He- 
redia,  por  Juan  de  la  Rosa  Castro  Rojas,  vecino  de 
San  Isidro  de  aquella  jurisdicción,  contra  Indalecio 
Vargas,  de  único  apellido,conocido  también  por  Inda- 
lecio Vargas  Masís,  vecino  de  la  ciudad  de  Santo  Do- 
mingo, ambos  mayores  de  edad  y  agricultores,  para 
<]ue  se  declare  que  cierta  finca  está  libre  de  una  ser- 
vidumbre de  pasaje.  Son  partes  los  señores  Licencia- 
dos Alberto  Marichal  Mora,  vecino  de  esta  ciudad  y 
Albino  Villalobos  Barquero,  de  la  de  Heredia,  los 
<ios  mayores  y  abogados,  como  apoderados  del  actor 
y  demandado,  respectivamente; 

Resultando: 

I? — Que  el  actor,  en  su  libelo  de  demanda,  pide 
que  se  declare:  i9 — Que  la  finca  número  veintidós 
mil  seiscientos  setenta  y  cinco,  tomo  seiscientos  se- 
senta y  uno,  folio  trescientos  diez  y  ocho,  asiento  uno 
de  la  Sección  de  la  Propiedad,  Partido  de  Heredia, 
«stá  libre  He  servidumbre  de  pasaje,  en  favor  de  la 
del  señor  Vargas,  inscrita  en  la  misma  Sección  y  Par- 
tido, número  quince  mil  trescientos  treinta  y  cinco,  fo- 
lio quinientos  cincuenta  y  tres,  tomo  doscie  ntos  cua- 
renta y  siete,  asiento  uno;  2? — Que  en  consecuencia 
•debe  abstenerse  el  señor  Indalecio  Vargas  de  pasar 
por  su  mencionada  finca;  y  3? — Que  el  mismo  debe 
pagarle  las  costas  personales  y  procesales  del  presen- 
te juicio.  Acompañó  el  demandante  su  escritura  de 
propiedad  y  certificaciones  del  Registro;  fundó  su  ac* 
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ción  en  los  artículos  2,  12,  349  y  350  de  la  Ley  Hi- 
potecaría; 430,  Código  Civil  de  1841;  379  del  vigen- 
te, y  1072  y  1073  del  de  Procedimientos  Civiles;  y 
expuso  lo  siguiente:  que  es  dueño  de  la  mencionada 
finca  nuriiero  veintidós  mil  seiscientos  setenta  y  cinco^ 
que  es  terreno  de  pastos  y  agricultura,  situado  en  Ti- 
bás  del  Raicero  y  Tures,  distrito  tercero,  cantón  ter- 
cero de  la  provincia  de  Heredia,  la  cual  es  par- 
te de  la  numero  nueve  mil  doscientos  noventa  y  nue- 
ve, tomo  ciento  cuarenta  y  cinco,  folio  treinta  y  uno„ 
asiento  uno,  de  la  Sección  y  Partido  dichos,  la  que  á 
su  vez  es  parte  de  la  inscrita  en  el  tomo  ochenta  y 
ocho,  folio  quinientos  sesenta  y  tres,  número  seis  mil 
cuarenta  y  dos,  asiento  uno,  en  nombre  de  José  Cas- 
cante Alvarez.  Esta  última  finca  fué  inscrita  en  el  Re- 
gistro el  año  de  mil  ochocientos  setenta  y  tres,  con 
título  supletorio  levantado  por  dicho  señor  Cascante, 
quien  probó  haberla  poseído  por  más  de  treinta  años^ 
á  nombre  propio,  y  que  no  tenía  gravámenes.  Las 
mencionadas  fincas  números  nueve  mil  doscientcs  no- 
venta y  nueve  y  veintidós  mil  seiscientos  setenta  y 
cinco,  derivadas  de  la  número  seis  mil  cuarenta  y  dos,, 
están  inscritas  igualmente  sin  gravamen  alguno,  se- 
gún puede  verse  de  las  certificaciones  del  Registro 
Público  que  acompaña.  El  señor  Vargas  es  dueño  de 
la  finca  que  colinda  con  la  del  actor,  por  el  lado  Este,. 
ó  sea  con  la  número  quince  mil  trescientos  treinta  y 
cinco,  finca  que  es  parte  de  la  número  tres  mil  sete~ 
cientos  sesenta  y  tres,  tomo  cincuenta,  folio  doscien- 
tos cincuenta  y  nueve,  asiento  uno,  la  cual  fué  inscri- 
ta el  año  de  mil  ochocientos  setenta  y  uno,  con  título 
supletorio  levantado  por  Pablo  Aguilar  y  Rosa  Gon- 
zález, quienes  dijeron  que  hacía  más  de  siete  años 
que  la  poseían  y  que  no  tenía  gravámenes.  El  señor 
Vargas,  á  pesar  de  las  protestas  del  actor,  pasa  por  su 
finca  á  pie,  á  caballo  ó  con  ganado  para  ir  á  la  finca 
de  su  propiedad,  ejerciendo  así,  sin  derecho  alguno, 
una  verdadera  servidumbre  de  pasaje  que  no  debe  so- 
portar su  predio; 

2? — Que  el  señor  Vargas  contestó  negntivamen- 
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te  la  demanda  y  opuso  la  excepción  de  prescripción 
por  cuanto  la  servidumbre  á  que  se  contrae  el  pleito 
se  halla  establecida  desde  hace  más  de  cincuenta  años, 
y  durante  este  tiempo  se  ha  usado  de  ella,  quieta,  pa- 
cíficamente y  sin  interrupción  de  ningún  género,  y 
contrademandó  al  actor  para  que  se  declare  que  está 
obligado  á  darle  la  servidumbre  de  pasaje  aludida, 
por  cuanto  su  ñnca  está  enclavada  entre  otras  sin  más 
salida  á  la  vía  pública  que  la  que  tiene  por  la  propie- 
dad del  actor; 

3? — Que  la  reconvención  fué  negada  por  el  de- 
mandante;- 

4? — Que  el  Juez  Civil  de  Heredia,  con  funda- 
mento en  los  artículos  2,  12,  349  y  350  de  la  Ley  Hi- 
potecaria, 314  y  1072  del  Código  de  Procedimientos 
Civiles,  falló  á  las  doce  y  media  del  día  ocho  de  mar- 
zo de  este  año,  declarando  improcedente  la  excepción 
de  prescripción  opuesta  por  el  demandado,  con  lugar 
la  demanda  en  todas  sus  partes  y  la  excepción  de 
prescripción  negativa  alegada  por  el  actor,  y  sin  lu- 
gar la  reconvención,  con  costas  procesales  del  juicio 
á  cargo  del  demandado; 

5? — Que  en  virtud  de  alzada  interpuesta  por  el 
apoderado  del  señor  Vargas,  pasaron  los  autos  á  la 
Sala  Primera  de  Apelaciones,  quien,  con  apoyo  en  los 
artículos  852  del  Código  Civil  y  1072  del  de  Procedi- 
mientos Civiles,  revocó  la  sentencia  recurrida,  absol- 
vió del  cargo  al  demandado,  en  virtud  de  haber  éste 
adquirido  por  prescripción  la  servidumbre  en  referen- 
cia, declaró  improcedente  la  excepción  opuesta  por 
el  actor,  al  que  condenó  en  las  costas  procesales.  Di- 
cha Sala  consideró:  **i? — Que  con  arreglo  al  artículo 
430,  Parte  i?  del  Código  General,  las  servidumbres 
discontinuas,  como  lo  es  la  que  en  este  juicio  se  dis- 
puta, podían  adquirirse  por  prescripción  inmemorial, 
tiempo  que  comprendía  el  período  de  treinta  años, 
según  antigua  jurisprudencia  de  nuestros  Tribunales; 
2? — Que  en  vista  de  la  prueba  rendida  por  el  deman- 
dado, no  puede  menos  de  estimarse  satisfactoriamen- 
te comprobada  la  posesión  que  por   más   del   tiempo 
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dicho  ha  tenido  de  esa  servidumbre  la  parte  demanda- 
da y  sus  causantes;  de  modo  que  al  amparo  de  la  ci- 
tada disposición  legal,  que  es  la  que  rige  la  especie 
por  tratarse  de  un  asunto  cuyo  término,  de  prescrip- 
ción adquisitiva  trascurrió  antes  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  ocho,  época  en  que  entró  en  vigor  la  nue- 
va legislación,  el  señor  Vargas  adquirió  la  propiedad 
del  derecho  real  en  referencia,  sin  que  pueda  comba- 
tirse su  adquisición  por  haber  dicho  los  anteriores  due- 
ños del  predio  dominante,  al  levantar  el  título  en 
mil  ochocientos  setenta  y  uno,  que  en  la  finca  no  exis- 
tía ninguna  servidumbre  activa  ni  pasiva,  puesto  que 
en  aquella  fecha  no  se  había  adquirido  todavía  la  ser- 
vidumbre por  faltar  para  ello  bastante  espacio  de  tiem- 
po; 3? — Que  la  prescripción  negativa  alegada  por  el 
actor  consistente  en  no  haberse  reclamado  la  servi- 
dumbre dentro  de  diez  años,  después  de  adquirido,  es 
inadmisible  porque  sólo  en  caso  de  que  el  demandado 
hubiera  perdido  la  posesión  por  espacio  de  diez  años, 
habría  prescrito  su  derecho,  circunstancia  que  no  se 
ha  realizado,  porque  de  la  prueba  aparece  que  nunca 
se  ha  interrumpido  el  ejercicio  de  la  servidumbre"; 

6? — Que  el  representante  del  actor  ha  interpues- 
to recurso  de  casación  de  la  sentencia  de  segunda  ins- 
tancia por  los  siguientes  motivos:  i9 — Error  de  he- 
cho y  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba  y 
violación  é  interpretación  errónea  de  los  artículos  430 
y  432  del  Código  Civil  de  1841,  porque  según  la  doc- 
trina de  estos  artículos,  las  servidumbres  discontinuas, 
como  la  de  pasaje,  no  podían  constituirse  por  la  sola 
posesión  inmemorial,  sino  que  necesitaban  en  defecto 
de  título  el  reconocimiento  emanado  del  propietario 
del  fundo  sirviente;  y  en  el  caso  de  autos,  no  sola- 
mente no  está  comprobada  la  posesión  inmemorial, 
sino  que  no  existe  título  ni  reconocimiento  de  níngu  • 
na  especie;  2? — Violación  é  interpretación  errónea  de 
los  artículos  2?,  inciso  2?,  12,  21,  349  y  350  de  la  Ley 
Hipotecaria,  y  error  de  hecho  y  de  derecho  en  la 
apreciación  de  la  prueba  de  los  documentos  que  justi- 
fican de  una  manera  fehaciente,  que  nunca  se  ha  ins- 
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crito,  no  ya  la  propiedad,  pero  ni  siquiera  la  posesión 
de  la  servidumbre  discontinua  de  pasaje  que  se  pre- 
tende que  exista,  de  modo  que  no  se  ha  probado  que 
empezara  á  correr  el  término  de  treinta  años  requeri- 
do para  la  prescripción;  3? — Violación  de  los  artícu- 
los 929  del  Código  Civil  de  1841  y  752  del  vigente, 
al  desatenderse  esas  disposiciones,  y  aceptar  en  este 
pleito  como  buena  la  prueba  testimonial  lisa  y  llana- 
mente siendo  el  negocio  de  mayor  cuantía;  4? — In- 
fracción del  artículo  279,  inciso  i9,  Código  Civil  vi- 
gente, y  aún  error  de  derecho  en  la  apreciación  de  la 
prueba,  tanto  de  documentos  como  testimonial  con 
que  se  ha  demostrado  que  Indalecio  Vargas  ó  sus  an- 
tecesores sólo  ejercían  actos  de  simple  tolerancia,  al 
considerarse  tales  actos  como  suficientes  para  dar  el 
derecho  de  posesión,  lo  que  es  inadmisible;  S? — Vio- 
lación é  interpretación  errónea  de  los  artículos  865, 
868  y  883  del  Código  Civil  vigente,  en  relación  con 
los  artículos  852  y  379  ibídem,  al  negarse  que  se  ha- 
I  ya  operado  la  prescripción  negativa  de  la  acción  para 
establecer  la  servidumbre  discontinua,  no  obstante  ha- 
ber trascurrido  mucho  más  de  diez  años  desde  el 
día  en  que  Indalecio  Vargas  ó  sus  antecesores  debie- 
ron ejercitar  su  acción  hasta  el  día  en  que  Vargas  la 
ejercitó,  y  además  error  de  hecho  y  de  derecho  en  la 
apreciación  de  la  prueba,  por  los  mismos  motivos,  de- 
mostrado el  primero  con  el  escrito  de  contestación  á 
la  demanda,  en  que  Vargas  opuso  la  excepción  de 
prescripción  de  la  servidumbre  discutida; 

7? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

1? — Es  una  inteligencia  equivocada  de  los  artícu- 
los 430  y  432  del  Código  Civil  de  1841  aquella  que 
establezca  que  una  servidumbre  discontinua  no  pudo 
crearse  sino  por  virtud  de  un  título-y  en  defecto  de 
éste,-por  virtud  de  un  reconocimiento  emanado  del 
propietario  del  fundo  sirviente,  porque  darle  tal  senti  - 
do  á  esos  textos  legales  fuera  borrar  el  precepto  cate- 
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górico  de  que  "las  servidumbres  discontinuas  no  pue- 
den constituirse  sino  por  títulos  ó  prescripción  inmemo- 
riar\  El  artículo  430  reconoce,  pues,  dos  sistemas  de 
adquirir  el  derecho  á  una  servidumbre  de  tal  calidad: 
uno,  el  de  título;  otro,  el  de  posesión  inmemorial.  Y  el 
artículo  432  no  destruye,  como  resultaría  de  la  pre- 
tensión del  recurrente,  el  modo  de  ganar  ese  derecho . 
por  prescripción  extraordinaria,  sino  que  ñja  el  prin- 
cipio de  que  todas  las  veces  que  se  adquiere  por  título, 
éste  sólo  es  reemplazable  por  un  reconocimiento  ema- 
nado del  propietario; 

29— Las  leyes  que  disponían  ^artículos  2,  12,  21, 
349»  350  de  la  Ley  Hipotecaria  de  1865),  acerca  de  la 
inscripción  de  derechos  reales  en  garantía  de  terceros, 
no  han  podido  infringirse,  porque:  a)  no  ha  de  consi- 
derarse extraño  á  los  actos  generadores  de  la  servidum- 
bre á  quien  los  consintió  por  más  de  veinte  años:  b)  la 
ley.de  1865  no  imponíala  obligación  de  inscribir  una 
posesión  incompleta  como  en  aquel  entonces  era  la  del 
demandado  y  la  que  sólo  constituía  una  esperanza  de 
adquirir:  y  más  bien  del  contexto  de  esas  leyes  y  del 
de  las  que  hoy  reglan  esa  materia  (artículos  852,  854 
y  861  del  Código  Civil)  se  deriva  la  idea  de  que  el 
requisito  de  inscripción  sólo  cabe,  cuando  por  cumpli- 
do el  término  de  la  prescripción  se  ha  ganado  el  de- 
recho inscribible; 

3? — Desecha  el  Tribunal  el  reparo  que  el  recurso 
hace  á  la  sentencia  por  haberse  admitido  prueba  tes- 
timonial para  demostrar  el  ejercicio  de  la  servidumbre, 
porque  ese  es  un  hecho  puro  y  simple^  susceptible, 
por  eso,  de  tal  medio  de  prueba,  con  el  cual  se  ha  jus- 
tificado cumplidamente  la  posesión  de  cincuenta  años 
alegada  por  el  reo; 

4? — La  regla  del  artículo  279  del  Código  Civil 
es  inaplicable  al  caso,  porque  ésta-como  las  demás  le^ 
yes  actuales-al  ser  emitidas,  encontraron  un  derecho 
constituido  y  perfeccionado  al  amparo  de  leyes  ante- 
riores; 

5? — No  hay  infracción  de  los  artículos  86$,  868, 
883,  852  y  379  del  Código  Civil,  porque:  a)  á  su  apa- 
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rición  estaba  ganada  ya  por  el  fundo  dominante  la 
servidumbre  que  se  discute:  b)  ninguna  acción  ha 
ejercitado  el  reo  cuya  gestión  se  limitó  á  negar  las 
pretensiones  de  la  demanda  y  á  oponer  las  defensas 
■que  guardan  su  derecho; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida, 
con  costas  á  cargo  del  recurrente,  y  vuelvan  las  autos 
á  la  Sala  de  su  procedencia  con  certiñcación  de  la  pre- 
sente.— A.  Alvarado. — J.  Fed.  González.—  Manuel  V. 
Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante 
mí,  Alfonso  Jiménez. 


Jiménez  Gamboa 

(2  35'  p.  m.— Julio  4) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  segundo  del 
Crimen  de  esta  provincia,  contra  Elíseo  Jiménez  Gam- 
boa, de  veinticinco  años,  artesano  y  vecino  de  Desam- 
parados, por  el  delito  de  lesiones  en  perjuicio  de  Juan 
Antonio  Duran  Duran,  en  la  cual  son  partes  además 
del  reo,  su  defensor  Licenciado  Máximo  Fernández 
Alvarado,  mayor,  abogado  y  de  este  vecindario,  y  el 
representante  del  Ministerio  Publico; 

Resultando: 

I? — Que  el  Juez  respectivo,  en  sentencia  dictada 
4  las  cuatro  de  la  tarde  del  quince  de  junio  del  año 
próximo  pasado,  condenó  á  Jiménez  Gamboa  como 
autor  responsable  del  delito  dicho,  á  confinamiento 
por  un  año,  cinco  meses  y  diez  días  en  la  aldea  de 
San  Carlos,  con  abono  del  tiempo  por  que  haya  esta- 
do preso,  y  á  las  accesorias  de  ley;  y  ordenó  testimo- 
niar las  piezas  conducentes  para  averiguar  si  Pedro 
Gamboa  Ureña,  Cipriano  Fernández  García  y  Eze- 
•quiel  Araya  Fernández  han  cometido  el  delito  de  fal- 
so testimonio;  todo  por  las  siguientes  razones:  "i?  Que 
del  estudio  del  proceso  resultan  comprobados  contra 
•el  reo  los  siguientes  graves  indicios:  a)  que  era  el 
único  que  en  la  riña  tenía  puñal,  y  con  él  amenazaba» 
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tanto  que  hubo  que  emplear  la  fuerza  para  quitárselo; 

b)  fué  el  único  que  se  fugó  la  noche  del   suceso,  de- 
mostrando con  ello  temor  de  acercarse  á  la  autoridad; 

c)  negó  llevar  arma  esa  noche,  siendo  así  que  el   he- 
cho contrario  está  probado  con  creces  en  el  proceso; 

d)  es  de  malos  antecedentes,  á  extremo  de  tener  en 
contra  suya,  sentencia  por  homicidio  perpetrado  en  la 
persona  de  Rafael  Fonseca  Castro;  2*  Que  los  ante- 
riores indicios  no  han  podido  ser  destruidos  con  las- 
declaraciones  de  los  testigos  Pedro  Gamboa  Ureña^ 
Cipriano  Fernández  García  y  Ezequiel  Araya  Fer- 
nández, quienes  aseguran  que  el  reo  ni  portaba  armas 
la  noche  del  suceso,  ni  huyó,  ni  tomó  parte  en  el  bo- 
chinche que  dio  origen  á  esta  causa,  pues  que  en  su 
contra  tienen  el  dicho  de  la  mayoría  de  los  testigos 
del  sumario  y  aun  el  del  mismo  reo  cuando  en  su  de- 
claración indagatoria  asegura,  al  folio  diez  y  nueve 
vuelto,  que  siguió  ''solo  para  Desamparados,  pues  na 
encontró  á  sus  compañeros,"  y  no  como  lo  dicen  los 
testigos  de  la  defensa  "que  se  fué  con  ellos  para  los 
Desamparados  cuando  concluyó  el  bochinche;"  •?  Que 
los  indicios  apuntados  en  el  considerando  trasanterior, 
dictamen  médico  legal  y  declaraciones  recibidas,  esta, 
autoridad  tiene  por  comprobado  el  cuerpo  del  delito 
de  lesiones  inferidas  á  Juan  Antonio  Duran  y  que  es 
su  autor  responsable  Eliseo  Jiménez  Gamboa,  á  quien 
se  le  deben  aplicar  las  penas  establecidas  por  la  ley. 
(Artículos  18  de  la  ley  de  8  de  julio  de  1902;  2?  de 
la  ley  de  3  de  julio  último;  i9,  15  y  S7  del  Código» 
Penal;)  4?  Que  el  caso  concreto  se  halla  comprendi- 
do en  el  artículo  422  del  Código  ibídem  y  es  castiga- 
do entre  otras  penas,  con  la  de  confinamiento  en  su 
grado  mínimo;  .  5?  Que  no  existe  en  favor  del  reo^ 
circunstancia  alguna  que  atenúe  la  pena  y  sí  en  su  con- 
tra la  agravante  16?  del  artículo  12  del  Código  Penal,, 
por  lo  cual  de  conformidad  con  el  artículo  74  del  mis- 
mo Código,  debe  aplicarse  la  pena  en  el  máximum  de 
su  extensión;  6?  Que  esta  autoridad  fíja  en  un  año,, 
cinco  meses,  diez  días  de  confinamiento  en  la  aldea  de 
San  Carlos  de  la  provincia  de  Alajuela,  la  pena  á  que 
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el  reo  se  ha  hecho  acreedor  con  su  delito;  7*  Que 
con  la  pena  principal  se  deben  imponer  al  reo  las  ac- 
cesorias. (Artículo  83  del  Código  Penal;)  8?  Que  de- 
be testimoniarse  lo  conducente  para  averiguar  si  Pe- 
dro Gamboa  Ureña,  Cipriano  Fernández  García  y 
Ezequiel  Araya  Fernández  han  incurrido  en  el  delito 
de  falso  testimonio,  pues  que  además  de  lo  consigna- 
do en  el  considerando  segundo,  existe  en  contra  de 
su  dicho  el  de  los  compañeros  del  reo  el  día  del  suce- 
so,- José  y  Rafael  Araya  Fernández,-  cuando  asegu- 
ran en  sus  declaraciones  (folios  16  á  19)  "que  andu- 
vieron solos  los  tres  paseando  durante  el  día",  de  lo 
que  se  deduce  que  el  reo  no  anduvo  en  compañía  de 
los  testigos  de  la  defensa;" 

2® — Que  habiéndose  alzado  el  defensor  del  reo, 
conoció  del  asunto  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones, 
quien  á  las  dos  de  la  tarde  del  diez  y  siete  de  abril  de 
este  año,  conñrmó  la  sentencia  recurrida,  excepto  en 
cuanto  ordena  el  juzgamiento  de  los  testigos  Pedro 
Gamboa  Ureña,  Cipriano  Fernández  García  y  Eze- 
quiel Araya  Fernández,  disposición  que  suprimió; 

3? — Que  el  procesado  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia;  en  cuan- 
to al  fondo,  por  infracción  del  artículo  1 5  del  Código 
Penal,  y  violación  de  los  artículos  884  y  885  del  de 
Procedimientos  de  1841;  y  respecto  á  la  forma,  por 
violación  de  los  artículos  281  y  289  ibídem.  86  y  93 
del  Código  de  Procedimientos  Civiles  y  8?  de  la  ley 
de  8  de  julio  de  1902; 

4? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota,  de- 
fecto; y 

Considerando: 

lí — El  motivo  de  forma  que  se  alega  y  la  viola- 
ción de  los  artículos  281  y  289  de  la  parte  3?  del  Có- 
digo General  de  i84i,  86  y  93  del  de  Procedimientos 
Civiles  y  8?  de  la  ley  de  8  de  julio  de  1902,  que  el  re- 
currente pretende  haberse  cometido  por  las  sentencias 
de  primera  y  segunda  instancia  por  falta  de  análisis 
de  la  prueba  de  la  defensa,   carecen   de  fundamento, 

2 
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no  sólo  porque  esas  disposiciones  han  sido  observa- 
das y  cumplidas  en  lo  esencial,  sino  también  porque 
aunque  hubiera  faltado  alguna  de  las  formalidades  se- 
cundarias que  prescriben  los  artículos  citados,  tal  de- 
fecto no  constituye  motivo  de  forma  de  los  que  esta- 
blece el  artículo  6?  de  la  ley  de  9  de  junio  de  1899;  y 
2? — La  infracción  del  artículo  1 5  del  Código  Pe- 
nal y  la  violación  de  los  artículos  884  y  885  del  Có- 
digo de  Procedimientos  Penales,  que  también  se  ale- 
gan para  pedir  la  casación  de  la  sentencia  recurrida, 
no  aparecen  justificadas,  porque  la  calificación  de  au- 
tor del  delito  de  lesiones  que  se  atribuye  al  procesa- 
do Eliseo  Jiménez,  es  la  que  corresponde  con  arreglo 
á  la  ley,  dada  la  participación  inmediata  y  directa  que 
tuvo  en  el  lance  del  cual  resultó  lesionado  el  ofendi- 
do, y  porque  los  indicios  graves  que  resultan  compro- 
bados en  la  causa,  apreciados  por  los  jueces  de  ins- 
tancia conforme  á  las  reglas  de  la  sana  crítica,  de 
acuerdo  con  lo  dispuesto  por  el  artículo  18  de  la  ley 
de  8  de  julio  de  1,902,  dan  mérito  bastante  para  dic- 
tar contra  el  reo  sentencia  condenatoria. 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida 
y  con  certificación  de  la  presente  vuelvan  los  autos 
al  tribunal  de  su  procedencia. —  A.  Alvarado. — J. 
Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. 
— Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


Piedra  Soto 

(i  so'  p.  m. — ^JuHo  8) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  del  Crimen  de 
Alajuela  contra  Víctor  Piedra  Soto,  de  treinta  y  un 
años  de  edad,  agricultor  y  vecino  de  Sabanilla  de  la 
provincia  de  Alajuela,  por  el  crimen  de  homicidio 
perpetrado  en  la  persona  de  Liberato  Maroto,  hecho 
ocurrido  como  á  la  seis  de  la  tarde  del  treinta  de  no- 
viembre de  mil  novecientos  tres  en  la  Ceiba  del  ba- 
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rrio  de  Itiquís  de  dicha  provincia;  es  parte  además  del 
reo,  el  representante  del  Ministerio  Público; 

Resultando: 

I? — Que  el  respectivo  Juez  dictó  sentencia  á  las 
cinco  de  la  tarde  del  veintiuno  de  febrero  del  año  en 
curso,  en  la  que  de  acuerdo  con  los  artículos  14,  15, 
33»  36.  57  y  83  del  Código  Penal  y  873,  Parte  tercera 
del  General,  condenó  al  procesado  como  autor  del  de- 
lito referido  á  la  pena  de  presidio  interior,  por  cuatro 
años  y  un  día,  previo  abono  del  tiempo  de  prisión,  y  á 
las  accesorias  de  ley,  y  consideró: 

"I? — Que  el  testimonio  de  Francisco  Ugalde  Sa- 
borío,  robustecido  con  los  indicios  que  se  desprenden 
de  las  declaraciones  de  Felicitas  Saborío,  Caridad 
Ugalde,  Casilda  Artavia,  Rosa  Herrera  y  Julián  Ro- 
jas, demuestra  que  fué  Víctor  Piedra  quien  dio  muer- 
te á  Liberato  Maroto.  (Artículos  18  de  la  ley  de  8 
de  julio  de  1902  y  2?  de  la  de  3  de  julio  de  1903); 
2? — Que  en  tal  virtud  debe  declararse  á  dicho  señor 
Piedra  autor  del  crimen,  y  castigársele  como  tal  con 
la  pena  determinada  por  el  artículo  414,  inciso  2?,  del 
Código  Penal;  3? — Que  en  la  especie  no  concurren 
circunstancias  que  agraven  la  responsabilidad,  y  sí  la 
atenuante  8?  del  artículo  11  ibid.,  motivo  por  el  cual 
esta  autoridad,  en  uso  de  la  facultad  que  le  conceden 
los  artículos  75  y  76  del  mismo  Código,  estima  justo 
imponer  la  pena  en  su  menor  extensión;'' 

2? — Que  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones,  quien 
conoció  del  asunto  en  virtud  de  alzada  que  interpuso 
el  defensor  del  procesado,  falló  á  las  tres  de  la  tarde 
del  cuatro  de  mayo  último,  confirmando  en  todas  sus 
partes  la  sentencia  recurrida; 

3? — Que  el  reo  ha  interpuesto  recurso  de  casa- 
ción de  la  sentencia  de  segunda  instancia,  por  los  mo- 
tivos siguientes:  i? — Error  de  hecho  y  de  derecho  en 
la  apreciación  de  la  prueba,  con  infracción  de  los  artí 
culos  218  y  873,  Parte  3?  del  Código  Generalde 
1841,  y  aplicación  indebida  del  artículo  18  de  la  ley 
de  8   de  julio   de    1902   y  2?  de   la  de  3  de  julio  de 


—  20  — 

1903;  2? — Violación  del  artículo  3?  de  la  ley  de  i9 
de  agosto  de  1895;  3^ — Infracción  de  los  artículos 
II,  incisos  89  y  14?,  74  y  75  del  Código  Petial; 

4? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  defec- 
to; y 

Considerando: 

I? — Que  en  la  sentencia  recurrida  se  han  estima- 
do correctamente  la  declaración  del  testigo  presencial 
Francisco  Ugalde  Saborío  y  los  indicios  que  se  deri 
van  de  las  declaraciones  de  Felicitas  Saborío,  Caridad 
Ugalde,  Casilda  Artavia,  Rosa  Herrera  )•  Julián  Ro- 
jas; y  esas  pruebas  son  bastantes  para  declarar  al  pro- 
cesado autor  del  delito,  por  lo  que  no  existe  el  error 
de  que  se  queja  el  recurrente,  ni  menos  la  infracción 
de  los  artículos  218  y  873  de  la  Parte  tercera  del  Có- 
digo General,  como  tampoco  la  aplicación  indebida 
de   las   leyes   de  8  de  julio  de    1902  y  3  de  julio  de 

1903; 

2? — Que  la  testigo  Felicitas  Saborío  es  presen- 
cial de  los  hechos  que  relata  en  su  declaración,  la  que 
no  tiene  los  defectos  que  le  atribuye  el  recurrente;  y 
la  Sala  de  instancia  denegó  la  prueba  pedida  en  el 
párrafo  primero  del  memorial  del  treinta  y  uno  de 
marzo  de  este  año,  por  considerarla  impertinente,  en 
lo  que  procedió  de  acuerdo  con  la  ley,  y  no  violó  el 
artículo  39  del  decreto  de  i9  de  agosto  de  189S; 

3?  Que  las  circunstancias  atenuantes  están  bien 
estimadas  en  el  considerando  segundo  de  la  sentencia 
recurrida,  y  la  graduación  de  la  pena  está  de  acuerdo 
con  las  leyes  allí  citadas,  que  no  se  han  infringido; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida 
y  devuélvanse  los  autos  al  tribunal  de  su  procedencia 
con  certificación  de  la  presente. — A.  Alvarado. — J. 
Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. 
— Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí,  Alfonso  Jiménez. 


Parra  Moya 

(i  55  p.  m. — Julio  8  ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  del  Crimen 
de  Alajuela,  contra  Ignacio  Parra  Moya,  de  veintiséis 
años,  agricultor  y  vecino  de  Turrúcares  de  aquella 
jurisdicción,  por  el  crimen  de  homicidio  perpetr>ido 
en  la  persona  de  Domitilo  Agüero;  en  la  cual  son  par- 
tes además  del  reo,  su  defensor  señor  Víctor  Rojas 
Sancho,  mayor,  agente  de  negocios  judiciales  y  veci- 
no de  la  ciudad  de  Alajuela,  y  el  representante  del 
Ministerio  Público; 

Resultando: 

1 9 — Que  el  hecho  ocurrió  en  la  noche  del  doce 
al  trece  de  noviembre  del  año  próximo  pasado,  fren- 
te á  la  casa  de  Josefa  Alvarez,  sita  en  Quebrada  Se- 
ca del  barrio  de  San  Rafael  de  Alajuela; 

2? — Que  el  respectivo  Juei  falló  á  las  cinco  de 
la  tarde  del  diez  y  ocho  de  marzo  del  año  en  curso, 
condenando  al  procesado,  como  autor  del  crimen  re- 
ferido, á  seis  años  de  presidio  interior  en  el  estableci- 
miento correspondiente,  y  á  las  penas  accesorias  de 
ley,  y  declarando  sin  lugar  la  tacha  puesta  al  testi 
go  José  Araya,  con  apoyo  en  los  artículos  14.  15,  33, 
36,  57,  74,  7^y  83  del  Código  Penal,  y  873,  Parte 
3?  del  Código  General,  por  las  razones  siguientes: 
'*i? — El  testimonio  de  la  señora  Alvarez  y  Delgado 
es  evidentemente  parcial  en  cuanto  favorece  al  reo, 
porque  de  autos  consta  que  Amelia  es  concubina  de 
éste,  y  que  las  otras  dos  moraban  en  la  misma  casa, 
manteniendo  estrechas  relaciones  de  amistad  con  el 
mismo;  y  porque  si  los  hechos  hubieran  pasado  tal  y 
como  ellas  lo  refieren,  no  los  habrían  ocultado  ni  á 
ios  vecinos  ni  mucho  menos  á  la  autoridad  de  policía 
hasta  el  punto  de  que  fué  preciso  arrestarlas  para  de- 
cidirlas á  declarar.  Por  otra  parte,  la  aseveración  de 
dos  de  ellas  respecto  á  violencia  material  usada  por 
los  señores  Araya  y  Chavarría  para  entrar  á  la  casa, 
está  contradicha  por  el  dictamen  pericial  de  fojas  diez 
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y  ocho  vuelto.  Por  manera  que  del  dicho  de  esas  tes- 
tigos sólo  pueden  aceptarse  los  hechos  puros  y 
simples  de  que  fué  el  reo  quien  h¡7,o  el  disparo'  que  hi- 
rió á  Agüero,  por  cuanto  ello  está  confesado  también 
por  dicho  reo,  y  de  que  Domitilo  Agüero  no  come- 
tió  ninguna  falta  en  casa  de  ellas  durante  la  noche 
del  suceso,  en  lo  cual  están  contestts  las  tres;  2? — 
Prescindiendo  del  testimonio  de  esas  tres  mujeres,  que 
muy  poco  crédito  merecen,  no  hay  otra  prueba  que 
abone  la  tacha  invocada  contra  José  Araya,  pues  su 
declaración,  á  la  que  también  recurre  el  defensor  pa- 
ra impugnarlo,  no  revela  motivo  alguno  que  lo  indu- 
jera á  faltar  á  la  verdad,  y  por  consiguiente  cabe  de- 
sechar la  tacha  puesta.  Sin  embargo,  dada  la  excep- 
cionalidad,  por  defecto  de  elementos  probatorios, — 
del  caso  de  autos,  esta  autoridad  no  se  decide  á  acep- 
tar por  entero  el  testimonio  del  citado  Araya,  para 
fundamentar  en  él  un  fallo  condenatorio,  y  prefiere 
recurrir  al  análisis  racional  de  la  propia  confesión  del 
reo,  para  deducir  de  ella  la  responsabilidad  ó  irres- 
ponsabilidad que  pueda  caberle;  3? — De  la  relación 
que  hace  el  procesado  se  evidencia  que  al  disparar  so- 
bre Agüero  lo  hizo  de  manera  deliberada,  es  decir,  di- 
rectamente sobre  él,  pues  dice  que  era  "quien  más  lo 
atacaba,"  y  para  corroborar  esta  conclusión,  basta  to- 
mar  en  cuenta  la  enemistad  que  según  afirma,  existía 
entre  él  y  el  occiso.  Ahora  bien,  las  tres  compañe- 
ras del  reo  aseguran  que  el  señor  Agüero  ni  entró  ni 
cometió  ninguna  falta,  y  en  tai  caso  forzoso  es  con 
cluir  no  sólo  que  Parra  le  dio  muerte  deliberadamen- 
te, sino  que  lo  hizo  sin  motivo  alguno  que  excusara 
su  proceder,  aun  en  la  hipótesis  (inadmisible,  puesto 
que  está  desvirtuada  con  el  dictamen  pericial)  de  que 
los  compañeros  del  occiso  hubieran  entrado  violenta- 
mente á  la  casa.  Por  otro  lado,  la  fuga  del  reo  cons- 
tituye una  nueva  prueba  de  la  culpabilidad  de  su  ac- 
ción (Sentencia  de  Casación  de  la  i  y  20  p.  m.  del  i? 
de  febrero  de  1905),  puesto  que  si  las  cosas  hubieran 
pasado  en  la  forma  en  que  él  mismo  y  sus  parciales 
las  refieren,  es  natural  que   considerándose,  como  de« 


bía  considerarse,  inocente,  habría  puesto  los  he- 
chos en  conocimiento  de  la  justicia,  en  vez  de  huir  y 
ocultarse.  Alega  en  su  descargo  que  no  recurrió  á  la 
autoridad  por  ignorancia,  y  aun  podría  argüir  que  su 
fuga  fué  motivada  por  el  miedo  que  se  apoderara  de 
él  en  el  momento  de  disparar;  pero  ambas  alegacio- 
nes no  merecen  tomarse  en  cuenta,  la  una  por  invero- 
símil y  la  otra  porque  el  mismo  confiesa  que  poco  ra- 
to después  volvió  al  lugar  del  acontecimiento  y  se 
convenció  de  que  estaba  muerto  el  señor  Agüero; 
4? — En  el  plenario  se  planteó  formalmente  la  eximen- 
te 4?  del  artículo  lo  del  Código  Penal,  y  para  pro- 
bar su  existencia  recurrió  la  defensa  al  testimonio  de 
las  señoras  Alvarez  y  Delgado,  las  cuales  contestaron 
afirmativamente  á  todas  las  preguntas  que  les  fueron 
hechas  con  ese  objeto,  contrariando  en  puntos  impor- 
tantes sus  primeras  declaraciones.  En  efecto,  María 
Delgado  cuando  declaró  por  primera  vez,  recién  pa- 
sado el  hecho,  no  dijo  que  Agüero  y  sus  compañeros 
entraran  á  la  casa,  y  las  otras  dos,  Amelia  y  Josefa 
Alvarez,  sostienen  que  dicho  señor  ni  entró  ni  tomó 
parte  en  la  agresión;  y  al  responder  afirmativamente 
á  las  preguntas  4?,  6?  á  9?  y  13?  á  15?  del  memorial 
de  fojas  cuarenta  (párrafo  i?),  no  sólo  sostienen  que 
Agüero  penetró  á  la  casa  sino  que  fue  uno  de  los 
agresores.  Esta  contradicción,  y  más  que  todo  la  sos- 
pecha vehemente  de  parcialidad  que  obra  en  contra 
de  las  testigos,  invalida  por  completo  su  dicho  y  en 
consecuencia  la  excepción  alegada  queda  en  absoluto 
destituida  de  prueba;  5? — Por  las  razones  expuestas, 
y  de  acuerdo  con  los  artículos  18  de  la  ley  de  8  de 
julio  de  1902  y  2?  de  la  de  3  de  julio  de  1903,  este 
tribunal  tiene  como  probado  que  Ignacio  Parra  es 
responsable  del  crimen  que  se  le  ha  atribuido,  y  por 
'  consiguiente  debe  castigársele  como  autor,  con  la  pe- 
na señalada  por  el  artículo  414,  inciso  2?,  del  Código 
citado;  6? — En  la  especie  no  concurren  agravantes  ni 
tampoco  atenuantes,  puesto  que  ni  la  conducta  del 
reo  ha  sido  irreprochable,  según  se  deduce  de  la  de- 
claración de  varios  testigos  del  sumario,  ni   su  confe- 
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sion  reviste  el  carácter  de  sinceridad  requerido  por  la 
ley;" 

39 — Que  el  defensor  del  procesado  apeló  y  la  Sa- 
la Segunda  de  Apelaciones,  á  las  tres  y  media  de  la 
tarde  del  diez  de  mayo  próximo  anterior,  conñrmó  en 
todas  sus  partes  el  fallo  recurrido; 

4? — Que  el  reo  ha  interpuesto  recurso  de  casa- 
ción de  la  sentencia  de  segunda  instancia,  por  los  si- 
guientes motivos:  i? — Error  de  derecho  en  la  apre- 
ciación de  las  pruebas  con  infracción  de  los  artículos 
218  y  221  del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  10, 
inciso  4?,  y  11,  incisos  i9,  4?,  5?,  7?  y  9?,  del  Código 
Penal;  2? — Aplicación  indebida  del  artículo  74,  é  in- 
fracción del  75,  aparte  3?,  ambos  del  Código  Penal, 
por  interpretación  errónea  del  inciso  2?,  artículo  414 
ibídem;  3? — Porque  la  Sala  de  instancia,  al  denegar  la 
prueba  ofrecida  por  el  reo,  le  ha  causado  indefensión; 

5? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

1 9 — La  eximente  de  justa  defensa  (inciso  49,  ar- 
tículo 10,  Código  Penal)  no  procede  porque  aunque 
de  autos  consta  que  Agüero  acompañaba  á  Araya  y 
á  Chavarría  al  llegar  á  la  casa  de  las  Alvarez,  la  no- 
che del  doce  al  trece  de  noviembre  ultimo,  no  apare- 
ce que  cometiera  ninguna  falta  ni  hiciera  la  menor 
provocación:  las  mismas  mujeres  no  lo  acusan; 

29 — Se  hace  punto  de  casación  el  haberse  omiti- 
do unas  pruebas  solicitadas  por  el  defensor,  quien  ase- 
gura que  su  falta  implica  indefensión,  pero  este  acá- 
pite del  recurso  carece  de  cita  de  ley; 

39 — Se  dice  que  no  es  lógico  y  está  en  pugna 
con  la  justicia  el  razonamiento  de  las  sentencias  de 
instancia  que  dcsatieftde  las  declaraciones  de  las  tres 
mujeres  por  ser  favorables  al  reo  y  las  acepta  para 
comprobar  lo  ocurrido,  mas  no  se  cita  ley  infringida 
á  este  respecto,  ni  hay  razón  para  el  reclamo  porque 
fuera  de  los  dichos  de  esos  testigos  parciales,  respec- 
to á  los  hechos  existen  la  declaración  de  José  Araya 
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y  el  dicho  del  reo  que  aunque  trata  de  exculparse,  re- 
fiere el  lance,  y  su  malicia  aparece  además  de  la  soli- 
citud en  ocultarse,  porque  el  inocente  se  denuncia  á 
la  autoridad  y  no  se  esconde; 

4? — El  cargo  de  error  de  derecho  en  la  aprecia- 
ción de  las  pruebas  con  infracción  de  los  artículos  218 
y  221,  Parte  3?  del  Código  General  de  1841,  carece 
del  desarrollo  necesario  para  juzgar  en  qué  consiste, 
pues  la  Sala  á  despecho  de  las  disposiciones  dichas  y 
no  obstante  las  declaraciones  de  que  se  hace  mérito, 
cita  el  artículo  18  de  la  ley  de  8  de  julio  de  1902  en 
favor  de  la  facultad  que  tienen  los  jueces  de  instancia 
de  estimar  la  prueba  en  la  forma  que  rezan  las  sen- 
tencias indicadas; 

5V — No  han  sido  infringidos  los  incisos  i9,  4?,  5?, 
7?  y  9?  del  artículo  ii.  Código  Penal:  el  primero, 
porque  no  aparece  que  hayan  concurrido  en  parte  las 
circunstancias  ó  requisitos  del  inciso  4?,  artículo  10, 
ibídem;  el  segundo,  porque  no  se  ha  probado  que  hu- 
biera* precedido  inmediatamente  de  parte  del  ofendi- 
do provocación  ó  amenaza  proporcionada  al  delito;  el 
tercero,  porque  por  las  circunstancias  del  hecho  no  re- 
sulta que  el  delincuente  no  tuviera  intención  de  causar 
todo  el  mal  que  produjo;  el  cuarto,  porque  no  se  dice 
qué  clase  de  estímulos  fueron  los  que  impulsaron  al 
reo  á  obrar  en  el  caso;  y  el  quinto,  por  no  ser  sincera 
la  confesión  de  quien  se  disculpa  por  haber  obrado  en 
justa  defensa»  £1  cargo  además  está  simplemente 
iniciado  con  la  cita  de  ley,  pero  sin  dar  la  razón  de  la 
infracción,  como  lo  requiere  el  articulo  2?  de  la  ley  de 
26  de  mayo  de  1892; 

6? — ^También  se  alega  aplicación  indebida  del  ar- 
tículo 74  y  se  dice  que  debió  citarse  el  75;  pero  como 
se  ha  considerado  por  los  tribunales  de  instancia  el 
hecho  desnudo  de  atenuantes  y  agravantes,  en  nada 
influye  el  cambio,  en  la  aplicación  del  castigo  del  in- 
ciso 2?,  artículo  414,  Código  Penal,  é  impuestos  seis 
años,  esta  pena  está  entre  los  límites  de  la  imponible 
por  no  ser  caso  de  bajar  grados; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  deman- 
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dada  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Sala  de  su  proce- 
dencia con  certificación  de  la  presente. — A.  Alvara- 
do. — ^J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A. 
Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí. — Alfonso 
Jiménez. 


Ángulo  Briceño 

(  2  p.  m. — Julio  8) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juagado  dé  primera 
instancia  del  circuito  judicial  de  Santa  Cruz,  contra 
José  Ángel  Ángulo  Briceño,  de  veintiún  años,  jorna- 
lero y  vecino  del  Arenal  de  aquella  jurisdicción,  por 
el  delito  de  falso  testimonio  en  favor  de  Simón  Viales 
Ruiz.  Son  partes  además  del  reo,  su  defensor  Fran 
cisco  Isauro  Briceño  Alvarez,  mayor,  agente  de  ne 
gocios  judiciales  y  vecino  de  Santa  Cruz,  y  el  repre- 
sentante del  Ministerio  Público; 

Resultando: 

I? — Que  el  Juez  del  Crimen  de  Santa  Cruz  dic- 
tó sentencia  á  las  cuatro  de  la  tarde  del  diez  y  ocho 
de  marzo  de  este  año,  en  que  condena  al  procesado 
como  autor  del  delito  referido  á  la  pena  de  un  año  y 
seis  meses  de  presidio  interior  menor,  con  abono  del 
tiempo  por  que  haya  estado  preso,  y  á  la  accesoria  de 
suspensión  de  cargo  ú  oficio  pública;  y  considera: 
**a)  Las  aludidas  afirmaciones  juradas  (leí  testigo  Án- 
gel Ángulo,  están  en  abierta  contradicción,  pues  en 
una  sostuvo  qué  no  oyó  siquiera  el  disparo  que  Si- 
món Viales  hizo  á  Ramón  Cabalceta,  y  en  la  otra 
aseguró  que  sí  lo  oyó:  esa  notable  diferencia  entre 
ambos  testimonios  comprueba  que  en  uno  de  ellos  se 
ha  faltado  á  la  verdad,  lo  cual  constituye  el  delito  de 
perjurio;  b)  Aunque  el  reo  pretexta  que  fué  impeli- 
do á  mentir  por  la  intimidación  que  le  hicieron  unas 
personas,  tal  circunstancia  no  tiene  en  el  proceso  nin- 
gún apoyo  que  la  compruebe.  Los  datos  que  arroja 
la  defensa  están  muy  lejos  de  revelar  que  Ángulo  de- 
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clarara  sin  voluntad  libre,  bajo  el  imperio  de  un  mie- 
do de  que  no  pudiera  sustraerse»  en  razón  de  la  se- 
riedad ó  verosimilitud  de  amenazas.  La  mera  induc- 
ción y  la  intimidación  no  constituye  la  fuerza  moral 
que  se  requiere  para  eximir  de  pena:  ella  ha  de 
ser  insuperable,  que  es  condición  bien  excepcional. 
Articulo  ID,  inciso  9?,  Código  Penal;  c)  Para  esta- 
blecer si  el  falso  testimonio  fué  dado  en  favor  ó  en 
contra  del  reo,  debe  observarse:  el  sobreseimiento  de 
la  sumaría  que  originó  esta  causa,  sienta  la  convic- 
ción de  que  el  testigo  Ángel  Ángulo  oyó  efectiva- 
mente el  disparo;  y  así,  su  deposición  que  lo  negó, 
es  la  falsa;  es  decir,  la  que  dio  favoreciendo  al  indi- 
ciado Simón  Viales.  Esto  no  obstante,  la  confesión 
del  reo,  quien  sin  duda  para  concertar  con  el  ataque 
de  la  defensa,  y  como  artificio  de  ésta,  trata  de  ha- 
cer aparecer  como  violentado  su  segundo  dicho,  ig- 
norando talvez  que  con  eso  agrava  su  situación.  De- 
be concluirse,  pues,  que  el  perjurio  fué  dado  en  favor 
del  reo.  Artículo  229,  Código  Penal;  d)  En  la  cau- 
sa en  que  se  faltó  á  la  verdad,  se  perseguía  el  sim- 
ple delito  de  homicidio  frustrado,  por  lo  cual  la  pena 
señalada  para  el  perjurio  ocurrente,  es  presidio  inte- 
rior menor  en  su  grado  medio.  (229,  58,  22.66  y  414, 
inciso  2?,  Código  Penal)»  La  imputación  no  la  mo- 
difica otra  circunstancia  fuera  de  la  atenuante  14  del 
articulo  1 1  ibídem,  porque  aunque  este  sea  el  primer 
delito  que  se  atribuye  á  Ángulo,  su  confesión  no  ha 
sido  sincera,  y  si  carece  de  instrucción  general,  come- 
tió el  delito  cuando  era  ya  mayor.  Incisos  tercero  y 
noveno  ibídem.  Siguiendo,  pues,  la  regla  del  artí- 
culo 74  del  propio  Código,  debe  aplicarse  el  míni- 
mum de  la  pena  señalada,  que  este  Juzgado  fija  en 
un  año  y  seis  meses,  descontables  en  San  Lucas, 
con   accesoria  de  ley.     38  ibídem"; 

2? — Que  el  reo  y  su  defensor  apelaron,  y  la  Sa- 
la Segunda  de  Apelaciones,  á  las  tres  y  cuarto  de  la 
tarde  del  diez  de  mayo  del  año  en  curso,  confirmó  el 
fallo  recurrido; 

3?     Que  el  procesado  ha  interpuesto  recurso  de 


Casación  de  la  sentencia  de  segunda  instaticia  por  in- 
fracción de  los  artículos  229,  230  715  del  Código 
Penal,  y  885  de  la  parte  tercera  del  Código  General 
de  1841; 

4?  Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

Que  la  contradicción  entre  las  dos  declaraciones 
del  reo  es  palmaria,  y  él  ha  confesad^  que  mintió  en 
la  segunda,  alegando  haberlo  hecho  por  miedo,  sin 
que  llegara  á  justificar  la  existencia  de  los  motivos 
que  justamente  lo  acobardaran;  por  lo  que  las  infrac- 
ciones acerca  de  las  cuales  se    reclama  no  existen; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  deman- 
dada y  devuélvanse  los  autos  á  la  Sala  de  su  proce- 
dencia con  certificación  de  la  presente. — A.  Alvara- 
do. — J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A 
Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí,  Alfonso 
Jiménez  R. 


Guillen  Méndez 

(2j^  p.  m. — Julio  8  ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  Segundo  del 
Crimen  de  esta  provincia  contra  Aurelio  Guillen  Mén- 
dez, como  de  veintitrés  años,  comerciante  y  vecino  de 
Las  Pavas,  de  quien  es  defensor  el  señor  José  Anto- 
nio Retana  Sáenz,  mayor,  pasante  de  abogado  y  ve- 
cino de  esta  ciudad,  por  el  delito  de  lesiones  inferidas 
al  señor  Ramón  González  Rodríguez,  hecho  que  suce- 
dió el  veinticuatro  de  setiembre  del  año  próximo  pa- 
sado; es  parte  además  el  Ministerio  Publico; 

Resultando: 

1? — En  sentencia  de  la  una  de  la  tarde  del  vein- 
titrés de  marzo  del  corriente  año,  el  Juez  respectivo 
condenó  al  procesado  como  responsable  del  delito  re- 
ferido á  confinamiento  en 'Juan  Viñas  por  dos  meses 
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y  un  día,  con  las  accesorias  de  ley,  previo  abono  del 
tiempo  de  prisión;  y  al  efecto  consideró:  **i9 — Que 
con  las  declaraciones  recibidas  y  dictamen  médico-le- 
gal, esta  autoridad  tiene  por  comprobado  el  cuerpo 
del  delito  de  lesiones  cometido  en  perjuicio  de  Ra- 
món González  Rodríguez  y  que  es  su  autor  respon- 
sable Aurelio  Guillen  Méndez,  á  quien  como  á  tal  se 
le  deben  imponer  las  penas  establecidas  por  la  ley; 
(artículos  i9,  15  y  57  del  Código  Penal);  2? — Que  el 
caso  de  autos  se  encuentra  comprendido  en  el  artícu- 
lo 422  del  Código  Penal  y  es  castigado,  entre  otras 
penas,  con  la  de  confinamiento  menor  en  su  grado 
mínimo;  3? — Que  existe  comprobada  á  favor  del  reo 
la  circunstancia  atenuante  8^  del  artículo  1 1  del  Có- 
digo Penal  y  en  su  contra  ninguna  agravante,  por  lo 
que,  de  acuerdo  con  el  artículo  74,  Código  ibidem, 
debe  aplicarse  la  pena  en  el  mínimum  de  su  extensión; 
4? — Que  esta  autorii^ad  fija  en  dos  meses  y  un  día  de 
confinamiento  en  el  cantón  de  Juan  Viñas  la  pena  á 
que  el  reo  se  ha  hecho  acreedor  con  su  delito,  previo 
abono  de  la  prisión  sufrida;  5? — Que  con  la  principal 
se  deben  imponer  al  reo  las  penas  accesorias;  (artícu- 
lo 83  del  mismo  Código);" 

2? — El  defensf)r  apeló,  y  la  Sala  respectiva,  por 
resolución  de  las  tres  y  media  de  la  tarde  del  cuatro 
de  mayo  ultimo,  cambió  la  pena  principal  impuesta  al 
reo  por  seis  meses  de  reclusión  y  confirmó  en  sus  de- 
más partes  la  sentencia  recurrida; 

3? — Contra  el  fallo  de  segunda  instancia  ha  in- 
terpuesto recurso  de  casación  la  defensa,  por  los  mo- 
tivos siguientes: 

1 9 — Violación  de  los  artículos  281  y  289  tlel  Código 
de  Procedimientos  Criminales,  86  y  93  del  de  Proce- 
dimientos Civiles;  2? — Error  de  hecho  y  de  derecho 
en  la  apreciación  de  la  prueba,  con  violación  de  los 
artículos  11,  inciso  i9,  y  75  del  Código  Penal; 

4? — En  los  procedimientos  no  se  nota  defecto;  y 

Considerando: 
Único. — El  fallo  de  la  Sala  Segunda  no  ha  incu- 
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rrtdo  en  las  violaciones  legales,  ni  en  los  errores  de 
apreciación  de  las  pruebas  á  que  al(Ude  el  recurso, 
porque:  a)  la  sentencia  de  primera  instancia,  acogi- 
da por  la  de  segunda,  analiza  esas  pruebas  y  mencio- 
na expresamente  los  testimonios  que  la  fundan;  b)  no 
hay  demostración  dé  que  el  ofendido  provocara  la 
agresión  del  heridor,  antes  bien  consta  que,  ya  en  el 
momento  en  que  éste  la  efectuó,  aquél  se  retiraba 
del  sitio  en  que  pasaba  la  disputa;  c)  sólo  hay  justi- 
ficación de  una  circunstancia  atenuante;  y  en  ese  con- 
cepto, con  arreglo  al  artículo  65  del  Código  Penal, 
que  se  cita  como  infringido,  el  cual  sólo  preceptúa 
que  en  caso  tal  no  se  imponga  el  máximo  de  la  pena, 
la  Sala  sentenciadora  la  fijó  dentro  de  límites  legales; 
Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida 
y  con  certificación  de  la  presente  vuelvan  los  autos  al 
tribunal  de  su  procedencia. — A.  Alvarado. — J.  Fcd. 
González. — Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — 
Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí.-  -Alfonso  Jiménez. 


Mora 
(  1  55'  p.  m. — Julio  12) 

En  las  causas  acumuladas  seguidas  en  el  Juzga- 
do de  lo  Contencioso-administrativo,  contra  José  Ma- 
ría Mora,  de  único  apellido,  de  treinta  y  nueve  años, 
jornalero  y  vecino  de  San  Roque  de  Grecia,  por  fa- 
bricación clandestina  de  aguardiente,  de  quien  es  de- 
fensor el  Licenciado  Luis  Cruz  Meza,  mayor,  aboga- 
do y  de  este  vecindario;  es  parte  además  el  represen- 
tante del  Ministerio  público; 

Resultando: 

1 9 — Que  el  Juez  de  la  causa,  en  sentencia  dicta- 
da á  las  tres  y  media  de  la  tarde  del  diez  y  ocho  de 
marzo  de  este  año,  condenó  al  procesado  como  autor 
de  los  delitos  dichos  á  multa  de  mil  colones  y  un  año 
de  confinamiento  en  San  Marcos  de  Tarrazú,  por  ca- 
da delito,  convertible  aquélla,  si  no  tuviere  bienes  con 


a 
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qué  satisfacerla,  en  otro  año  de  confínamiento  en  el 
mismo  lugar,  previo  abono  del  tiempo  de  prisión,  y  á 
las  accesorias  legales.  (Artículos  163,  164  y  882, 
Parte  3?  del  Código  General  y  728  del  Fiscal); 

2? — Que  el  defensor  apeló  y  la  Sala  Segunda  de 
Apelaciones,  á  las  tres  y  cuarto  de  la  tarde  del  vein- 
tisiete de  abril  ultimo,  declaró  nulo  el  fallo  recurrido 
en  lo  referente  á  la  fabricación  por  que  fué  incoado  el 
proceso  de  siete  de  diciembre  de  mil  novecientos  cua- 
tro, por  no  haberse  recibido  la  prueba  que  indica  el 
inciso  3?  del  artículo  89  de  la  Ley  de  18  de  julio  de 
1903,  y  lo  confirmó  respecto  al  otro  delito  de  fabrica- 
ción de  aguardiente,  iniciado  el  primero  de  febrero 
del  presente  año,  excepto  en  cuanto  al  lugar  del  con- 
fínamiento, que  cambió  por  Buena  Vista  del  Naranjo 
La  Sala  se  fundó  en  las  conclusiones  siguientes:  '^i 
Que  el  juicio  realizado  por  la  fabricación  que  el  Res- 
guardo Fiscal  aprehendió  el  cinco  de  diciembre  de 
mil  novecientos  «':uatro  en  la  finca  de  caña  de  azúcar 
y  potrero  cercana  á  la  habitación  del  procesado,  no 
ofrece  todos  los  datos  necesarios  para  condenar  á  és- 
te. Puesto  que  no  se  obtuvo  prueba  efectiva  de  la 
responsabilidad  de  Mora,  sólo  podría  condenársele  en 
virtud  de  la  presunción  de  que  el  hecho  pasaba  con 
su  tolerancia  demostrada  en  los  autos  con  arreglo  al 
artículo  89  de  la  ley  de  1 8  de  julio  de  1903;  pero  no 
hay  en  autos  prueba  de  la  circunstancia  3?  de  dicho 
artículo,  y  las  tres  son  indispensables  para  constituir 
la  presunción  enunciada.  Él  fallo  en  cuanto  á  este 
delito  es  prematuro;  2?  Que  la  sentencia  de  prime- 
ra instancia  resuelve  con  acierto  la  causa  que  versa  so- 
bre el  delito  de  fabricación  de  aguardiente  clandesti- 
no aprehendido  el  primero  de  febrero  último,  pero  se- 
ñalando la  Sala  el  confinamiento  en  Buena  Vista  del 
Naranjo;" 

39 — Que  la  defensa  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por  los 
motivos  siguientes:  i9,  Violación  y  aplicación  inde- 
bida, con  error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  aprecia- 
ción de  la  prueba,  del  inciso  i9  del   artículo    721    del 
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que  cuando  murió  el  Presbítero  Méndez  todavía  le 
servía;  que  él  nunca  le  pagó  sus  servicios,  pues  fuera 
por  conservarla  en  su  casa,  fuera  siguiéndola  costum- 
bre de  otras  casas  en  que  pagan  á  sus  sirvientes  cuan- 
do salen  del  empleo,  es  lo  cierto  que  jamás  le  entre- 
gó suma  alguna  en  pago  de  sus. servicios,  ni  siquiera 
en  cualquier  otra  forma;  que  sí  le  prometía  remune- 
rarle con  largueza  cuando  él  muriera;  que  indudable- 
mente ese  era  un  modo  de  retenerla  obligada  á  su 
empico;  y  en  virtud  de  lo  expuesto  deínnrída  en  vía 
ordinaria  á  la  expresada  sucesión  para  que  en  defini- 
tiva se  declare:  que  debe  pagarle  su?  servicios  domés- 
ticos prestados  durante  los  diez  años  al  señor  Méndez 
en  su  casa  de  habitación,  conforme  á  regulación 
de  peritos  nombrados  por  ambas  partes.  Fundó 
su  demanda  en  los  artículos  548,  693,  753.  880, 
inciso  2?,  del  Código  Civil;  y  pidió  ademadla  conde- 
natoria en  costas,  daños  y  perjuicios; 

2? — Que  el  albacea  de  la  expresada  sucesión  con- 
testó negativamente  la  demanda  y  opuso  la  excep- 
ción de  prescripción; 

3? — En  sentencia  de  las  doce  y  media  del  día 
veintidós  de  noviembre  del  año  próximo  pasado,  el 
Juez  respectivo  declaró  sin  lugar  .la  excepción  de 
prescripción  opuesta,  y  con  lugar  la  demanda,  excep- 
to en  cuanto  al  pago  de  daños  y  perjuicios;  en  conse- 
cuencia condenó  á  la  sucesión  del  Presbítero  Méndez 
á  pagar  á  la  señora  Calvo  los  servicios  que  prestó  á 
éste  durante  diez  años,  á  razón  de  diez  colones  men- 
suales, y  las  costas  procesales  del  juicio.  Dicho  Juez 
se  apoyó  en  los  artículos  5*5,  706,  719,  880,  inciso 
6?,  y  1043  del  Código  Civil.  338,  314,  1072  y  1091 
del  de  Procedimientos  Civiles,  y  consideró: 

'*i9 — Que  han  sido  justificados  debidamente  los 
hechos  narrados  en  la  demanda  sobre  efectividad  de 
servicios  y  tiempo  y  forma  en  que  fueron  prestados 
al  causante  Presbítero  Méndez;  y  de  su  existencia  se 
deriva  naturalmente  un  cuasi  contrato  que  obliga  á  la 
sucesión  demandada  como  heredera  de  aquél  á  remu- 
nerar esos  servicios;     2?  Que  no   puede   atenderse  la 
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excepción  de  prescripción  opuesta  porque  no  consta 
que  la  actora  interrumpiera  la  prestación  de  sus  ser- 
vicios en  forma  que  la  hiciera  perder  su  calidad  de 
continuados;  y  como  sirviente  doméstica  hasta  la 
muerte  del  señor  Méndez  no  le  corrió  prescripción; 
3?  ,  Que  los  servicios,  por  lo  expuesto,  deben  man- 
darse pagar  á  razón  de  Hiez  colones  según  el  dicta- 
men de  la  mayoría  de  los  peritos,  durante  el  tiempo 
que  indica  la  demanda;  4?  Que  no  procede  la  de- 
manda en -cuanto  al  pago  de  daños  y  perjuicios  por- 
que siendo  en  este  caso  sólo  el  interés  sobre  la  suma 
mandada  á  pagar,  no  percibida,  no  cabe  tal  condena- 
toria, pues  la  sucesión  no  debía  suma  líquida  y  no 
•hay  morosidad;" 

4? — Que  el  apoderado  de  la  parte  demandada  se 
alzó  paralante  la  Sala  Primera  de  Apelaciones,  quien 
á  las  tres  áe  la  tarde  del  vemtitrés  de  febrero  del  año 
en  curso,  confirmó  en  todas  sus  disposiciones  la  sen- 
tencia recurrida; 

5? — Que  la  misma  parte  ha  interpuesto  recurso 
<ie  casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por 
los  siguientes  motivos:  1?  Violación  de  los  artículos 
7^9  y  752  del  Código  Civil;  y  2?  Interpretación  erró- 
nea y  consiguiente  violación  del  artículo  1043  ibídem. 

6? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  defec- 
to; y  . 

Considerando'. 

I? — Que  la  prueba  testimonial  á  que  se  refiere  el 
recurrente,  se  contrae  á  hechos  puros  y  simples  que 
originan  un  cuasi  contrato,  y  es  admisible  según  el 
artículo  753,  Código  Civil,  por  lo  que  no  se  ha  viola- 
do en  la  sentencia  recurrida  el  artículo  752  ibídem, 
puesto  que  no  se  trata  de  convención  ó  acto  jurí- 
dico; 

2?  -  Que  la  acción  se  ha  justificado  con  la  prue- 
ba pericial  y  la  testimonial,  estimadas  con  sana  crítica 
por  la  Sala  de  instancia,  y  por  lo  mismo,  no  se  ha 
violado  el  artículo  719  del  Código  citado; 

3? — Que  el  derecho  de  la  actora    no    dimana  de 
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contrato  sino  del  hecho  lícito  y  voluntario  de  haber 
prestado  sus  servicios  al  Presbítero  José  de  Jesús 
Méndez,  y  ese  hecho  produce,. sin  necesidad  de  con- 
vención, derechos  y  obligaciones  civiles;  y,  lejos  de 
violarse  en  la  sentencia  recurrida  el  artículo  1043  ^^1 
Código  Civil,  se  ha  interpretado  y  aplicado  justa- 
mente; 

Por  tanto  y  de  conformidad  con  los  artículos  08o' 
y  983  del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  declára- 
se sin  lugar  la  casación  demandada,  con  costas  á  car- 
go del  recurrente,  y  vuelvan  los  autos  á  la  Sala  Pri- 
mera con  certificación  de  la  presente. — A.  Alvarado, 
— ^J.  Fed.  González. — Manuel  V.Jiménez. — A.-Zam~ 
brana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso  Ji- 
ménez. 


Nota. — Los  Magistrados  Jiménez  y  Oreamuno  sal- 
varon su  voto  y  lo  motivaron  en  estos  térmi- 
nos: 

Considerando: 

El  arrendamiento  de  servicios  es  un  contrato,  so- 
metido, en  cuanto  á  la  prueba  de  los  deberes  y  dere- 
chos que  entraña,  á  los  principios  generales  que  go 
biernan  la  prueba  de  las  obligaciones.  La  naturaleza, 
calidad  y  extensión  de  los  servicies,  su  duración,  su 
recompensa,  su  pago,  son  materia  contractual  y  no 
hechos  puros  y  simples;  y  por  lo  mismo,  un  reclamo 
procedente  de  ese  convenio,  tiene  que  ajustarse  según 
su  cuantía,  á  las  reglas  comunes  que  determinan  la. 
admisibilidad  y  valor  de  la  prueba  testimonial.  Na 
ha  podido  justificarse  una  reclamación  de  mayor 
cuantía  con  esa  clase  de  prueba,  ni  tenemos  por  ra- 
zonable atribuir  á  las  obligaciones  que  nacen  de  un 
contrato  nominado  en  derecho  y  reglado  especial- 
mente por  nuestro  Código,  la  fuente  de  un  cuasi  con- 
trato, para  sustraer  el  caso  del  imperio  de  las  leyes 
generales  sobre  prueba; 

Por  tanto,  declaran  con  lugar  la  casación  pedida 
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y  nula  la  sentencia  de  segunda  instancia. — Manuel  V. 
Jiménez. — Nicolás  Oreamuno.— Ante  mí, —  Alfonso 
Jiménez. 


Camacho  y  otros  V,  Alfaro 

(2  5'  p.  m. — Julio  12) 

En  el  juicio  ordinario  sobre  nulidad  de  un  re- 
mate y  otros  puntos  establecido  en  el  Juzgado  Civil 
de  Heredia  por  Luis  Camacho  Bejarano,  mayor,  agri- 
cultor y  vecino  de  San  Joaquín  de  Heredia,  por  sí  y 
como  apoderado  de  sus  hermanos  Francisca  Camacho 
Bejarano,  Joaquín  y  Dorila  Vargas  Bejarano,  y  alba- 
cea  de  las  sucesiones  de  Simón  Camacho  Alfaro  y 
Lucía  Bejarano  Castro,  contra  Manuel  Alfaro  Ro- 
dríguez, de  sus  mismas  calidades  y  domicilio.  ^  Figu- 
ran como  partes  además  los  señores  Licenciados 
Adán  García  García  y  Máximo  Fernández  Alvarado, 
mayores,  abogados  y  de  este  vecindario,  como  apo- 
derados del  actor  y  demandado,  respectivamente; 

Resultando: 

I? — Que  el  actor  expresa  en  su  libelo  de  deman- 
da: que  según  comprueba  con  el  documento  que  pre- 
senta, su  señora  madre  Lucía  Bejarano  Castro  tenía 
en  la  ñnca  número  once  mil  noventa  y  nueve  un  de- 
recho de  sesenta  y  seis  colones  noventa  y  ocho  cén- 
timos y  tres  quintos  de  céntimo,  que  á  la  muerte  de 
ella  obtuvo  en  remate  el  señor  Manuel  Alfaro  Rodrí- 
guez, quien  procedió  á  la  división  material  de  la  finca, 
lo  cual  dio  origen  á  la  número  diez  y  ocho  mil  qui- 
nientos ochenta  y  nueve,  en  la  que  no  aparece  casa 
alguna;  que  el  señor  Alfaro  fijó  por  lindero  Oeste  de 
su  nueva  finca,  una  casa  y  solar  de  su  propiedad;  que 
como  el  citado  Alfaro  no  adquirió  entre  lo  rematado 
la  casa  y  solar  dichos,  lo  demanda  en  vía  ordinaria 
para  que  se  declare:  i?que  el  remate  del  referido 
derecho  de  sesenta  y  seis  colones  noventa  y  ocho 
céntimos  y  tres  quintos  de  céntimo  en   la  finca  nú- 
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mero  once  mil  noventa  y  nueve,  es  nulo  por  no  haber 
sido  el  caso  ni  haberse  llenado  las  formalidades  de 
ley;  29  que  no  habiendo  el  demandado  obtenido  en 
remate  más  que  un  derecho  indeterminado  é  incor- 
poral debe  restituirles  la  casa  y  solar  del  lindero  Oeste 
antes  expresados,  porqué  dichas  casa  y  solar  los  ocu- 
paba, por  ser  dueña  de  ellos,  su  madre  Lucía  Bejara- 
no,  según  consta  de  la  confesión  del  demandado  y 
por  no  tener  éste  título  traslativo  de  dominio;  3?  que 
el  señor  Alfaro  debe  pagar  los  daños  y  perjuicios 
ocasionados  desde  que  ilegítimamente  ocupa  la  casa 
y  solar  referidos,  y  las  costas  del  presente  juicio; 

2? — Que  el  demandado  contestó   negativamente 
la  demanda  y  opuso  la  excepción  de  prescripción; 

3? — Que  el  Juez  Civil  de  Heredia  dictó  senten- 
cia á  las  doce  y  media  de!  día  diez  y  seis  de  agosta 
del  año  próximo  pasado,  en  la  que  declaró  con  lugar 
la  pVescripción  en  cuanto  al  derecho  indiviso  y  por  lo 
tanto,  improcedente  la  nulidad  del  remate;  y  proce- 
dente la  acción  en  sus  demás  extremos,  y  en  conse- 
cuencia que  el  demandado  debe  devolver  á  la  suce- 
sión actora  dentro  de  quince  días,  la  construcción  y^ 
solar  de  que  se  ha  hecho  mérito,  lo  mismo  que  la  su- 
ma de  doscientos  veintinueve  colones  cincuenta  cén- 
timos, á  título  de  daños  y  perjuicios;  y  que  son  á  car- 
go del  demandado  las  costas  procesales  del  juicio. 
Él  Juez  se  fundó  en  los  artículos  285,  324  y  329^ 
Código  Civil,  314  y  1072  de  Procedimientos  Civiles, 
y  consideró:  '*i9 — Que  si  bien  es  verdad  que  el  de- 
recho en  la  finca  número  pnce  mil  noventa  y  nueve 
no  fué  objeto  de  la  venta  ni  estaba  inventariado  é 
incluido  en  el  cartel  y  acta  de  remate,  es  cierto  tam- 
bién que  en  virtud  del  convenio  celebrado  á  las  tres 
de  la  tarde  del  catorce  de  octubre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  dos,  ante  el  Notario  señor  Manuel  Bejara- 
no,  ese  derecho  se  inscribió  en  nombre  del  deman- 
dado, quien  no  ha  tenido  motivo  para  dudar  de  la 
legitimidad  dé  su  adquisición  toda  vez  que  aparegía 
y  aparece  en  cabeza  de  la  causante,  inscripción,  que 
se  ha  hecho  inconmovible  por  el  efecto  de  la  prescrip- 
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ción  (2  de  noviembre  de  1892,  fecha  de  la  inscripción, 
á  25  de  setiembre  de  1903,  fecha  de  la  demanda). 
Artículos  456,  837,  853  y  860,  Código  Civil;  2?— Que 
no  acontece  lo  propio  en  cuanto  á  la  casa  y  solar, 
pues  se  ha  demostrado  con  la  prueba  documental  que 
obra  en  autos  (certificación  de  fojas  9?  á  16^),  que  el 
rematario  tenía  pleno  conocimiento  de  que  esos  bie- 
nes no  pertenecían  exclusivamente  á  la  mortuoria  en 
cuyo  nombre  se  realizó  la  venta:  la  prescripción  ale- 
gada á  este  respecto  es  improcedente,  pues  la  pose- 
sión del  demandado  ha  sido  de  mala  fe  y  sin  justo 
título  desde  luego  que  el  remate  se  limitó  á  un  dere- 
cho indiviso  y  no  á  parte  determinada  de  la  finca; 
3? — Que  por  lo  expuesto  anteriormente  y  habiéndose 
justificado  el  derecho  de  la  sucesión  actora  en  la  edi- 
ficación y  solar  mencionados,  debe  ordenarse  al  de- 
mandado la  restitución  de  dichos  bienes,  con  los  da- 
ños y  perjuicios  que  se  han  irrogado  y  que  se  fijan  en 
la  suma  de  doscientos  veintinueve  colones  cincuenta 
céntimos,  de  acuerdo  con  el  dictamen  uniforme  de  los 
peritos"; 

4? — Que  el  demandado  se  alzó,  y  la  Sala  Prime- 
ra de  Apelaciones,  á  las  dos  y  media  de  la  tarde  del 
veinticinco  de  abril  de  este  año,  confirmó  el  fallo  re- 
currido y  condenó  al  perdidoso  en  las  costas  persona- 
les y  procesales  del  juicio; 

5? — Que  la  misma  parte  ha  interpuesto  recurso 
de  casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia  ale- 
gando: I?  Violación  de  los  artículos  87  y  88  del 
Código  de  Procedimientos  Civiles  y  996,  Parte  I  del 
General  de  184 1;  2?  Aplicación  indebida  del  ar- 
tículo 1017  ibídem:  3?  Interpretación  errónea  y  apli- 
cación  indebida  de  los  artículos  970,  971  y  973^ 
Parte  i?  del  mismo  Código; 

6?  —  Que  el  recurso  fué  ampliado  alegando: 
I?  Error  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  aprueba 
documental  con  violación  del  artículo  Tn,  Código  Ci- 
vil; 2?  Error  en  la  apreciación  de  la  misma  prueba  y 
violación  de  los  artículos  971,  972  y  996,  Parte  I  del 
Código  General  de  1841;  3?  Violación  de  los  artícu- 
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los  88,  963,  incisos  4?  y  5?,  del  Código  de  Procedi- 
mientos Civiles  y  721  del  Civil;  4?  Violación  de  los 
artículos  509  y  719  ibídem; 

7? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

1? — La  sentencia  recurrida  resuelve  afirmativa- 
mente uno  de  los  puntos  de  la  demanda  y  negativa- 
mente el  otro:  no  hay,  pues,  la  incongruencia  que  se 
pretende  ni  violación  de  los  artículos  87  y  88  del  Có- 
digo de  Procedimientos  Civiles; 

2? — Se  trata  del  matrimonio  de  Simón  Camacho 
y  Lucía  Bejarano  celebrado  antes  de  la  emisión  de 
los  códigos  vigentes.  El  artículo  996,  Parte  primera 
del  Código  General,  no  rige  el  caso,  pues  los  bienes 
del  patrimonio  de  cada  uno  se  presumen  comunes  si 
una  escritura  pública  no  establece  lo  contrario,  según 
el  artículo  972  ibídem,  y  esa  escritura  no  aparece  en 
los  autos,  porque  la  otorgada  ante  el  notario  Bejarano 
sólo  comprueba,  mediante  la  prescripción  que  lo  con- 
solida, el  traspaso  del  derecho,  una  vez  que  las  partes 
del  juicio  consintieron  la  declaratoria  en  primera  ins- 
tancia á  este  respecto  no  alzándose  de  ella,  pero  en  lo 
que  se  refiere  á  los  demás  bienes  inventariados  ape- 
laron dicha  sentencia,  la  prescripción  fué  desechada 
por  falta  de  título  y  buena  fe,  y  la  venta  declarada 
nula  por  defecto  de  formalidades  legales.  No  ha 
habido,  en  consecuencia,  mala  interpretación  ni  apli* 
cación  indebida  de  los  artículos  970,  971  y  973,  Có- 
digo citado; 

3? — Tampoco  ha  violado  la  Sala  sentenciadora 
el  artículo  10 17  ibídem  porque  inventariados  los  bie- 
nes en  las  mortuorias  acumuladas  "Camacho  Bejara- 
no,'* fueron  rematados  sin  la  voluntad  de  sus  herede- 
ros, es  decir,  son  ajenos  respecto  del  vendedor,  excep- 
ción hecha  del  derecho  insrito  en  el  Registro,  por  lo 
dicho  en  el  considerando  anterior; 

4? — El  pretendido  error  de  hecho  y  de  derecho 
en  la  apreciación  de   la   prueba  no  resulta  del   do- 
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cumento  con  que  se  pretende  demostrarlo,  porque 
este  es  una  simple  protocolización  del  remate  efectua- 
•do  y  si  se  modificaron  sus  términos  no  fué  intervi- 
niendo la  representación  de  las  mortuorias  Camacho- 
Bejarano,  sino  la  de  la  sucesión  de  Ramón  Bejarano, 
que  no  es  dueño  según  los  autos,  de  dichos  bienes, 
puesto  que  el  solar  se  presume  bien  común  de  la  so- 
ciedad CamachoBejarano,  por  lo  que  dispone  el  ar- 
tículo 972  citado,  y  la  casa  fué  construida  según  re- 
sulta de  los  autos,  por  Simón  Camacho.  primer  ma- 
rido de  Lucía  Bejarano,  quien  vivió  y  murió  en  ella, 
sin  que  aparezca  que  fuera  después  de  Ramón  Beja 
rano.  No  ha  habido,  por  lo  tanto,  violación  de  los 
artículos  737,  Código  Civil,  971,  972  y  996  antes  ci- 
tados. Aunque  se  pretende  que  los  bienes  remata- 
dos fueron  habidos  por  la  señora  Bejarano  siendo  ca- 
sada en  segundas  nupcias  con  Jo?é  Vargas,  parte  por 
herencia  y. parte  por  compra  de  Ramón  Bejarano, 
cuando  éste  murió  ya  no  existía  Simón  Camacho  en 
cuya  mortuoria  figuraban  los  bienes  referidos.  La 
simple  afirmación  incidental  en  la  escritura  otorgada 
ante  el  Notario  Bejarano  está  contradicha  con  la 
prueba  que  obra  en  los  autos; 

5? — La  sentencia  recurrida  no  es  contraria  á  la 
co.sa  juzgada:  en  efecto,  la  firmeza  del  fallo  respecto 
del  derecho  rematado  no  contradice  la  nulidad  de  la 
venta  de  la  casa  y  solar:  lo  primero  significa  que  Lu- 
cía Bejarano  es  condueña  de  la  finca  rematada  inde- 
bidamente, con  un  derecho  de  sesenta  y  seis  colones 
noventa  y  ocho  y  tres  quintos  céntimos  respecto  de 
un  valor  determinado:  lo  segundo  establece  que  ese 
derecho  no  está  localizado  aún,  porque  para  dividir 
la  finca  han  de  concurrir  todos  los  comuneros  y  ob- 
servar las  formalidades  establecidas  para  el  caso; 

69 — El  cargo  que  Fe  hace  con  apoyo  del  artículo 
719.  Código  Civil,  carece  de  razón:  de  prueba  abun- 
dante en  los  autos  y  aun  de  escritos  (certificados  en 
ellos)  del  señor  Alfaro,  aparece  que  los  bienes  objeto 
del  remate  existían  en  poder  de  la  sen  ^ra  Bejarano 
siendo  aún  viuda  de  su  orimer  marido  Simón    Cama- 
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cho,  y  no  es  cierto  por  lo  tanto  que  su  segundo  espo- 
so José  Vargas  construyese  la  casa  Bicha,  pues  lo 
hizo  Camacho:  no  hay,  por  lo  mismo,  constancia  al- 
guna de  que  dichos  bienes  tengan  la  calidad  de  pa- 
rafernales; 

7^ — Lo  que  se  dice  con  fundamento  del  artículo 
509  del  Código  Civil  no  ha  sido  debatido  en  el  pleito 
y  no  puede  ser  objeto  del  recurso  de  casación  (ar- 
tículo 959,  Código  de  Procedimientos  Civiles); 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida, 
con  costas  á  cargo  del  recurrente  y  devuélvanse  les 
autos  á  la  Sala  de  su  procedencia  con  certificación  de 
la  presente. — A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — Ma- 
nuel V.  Jiménez. — A,  Zambrana. — Nicolás  Oreamu- 
no. — Ante  mí,  Alfonso  Jiménez. 

SÁNCHEZ  V,  JARQUÍN  Y  SOL^ 

(2^  p.  m. — Julio  14) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  Segundo  del 
Crimen  de  esta  provincia,  contra  Mercedes  Jarquín 
Malespín,  de  veintiséis  años,  y  José  Sol  Aguilera,  de 
veintinueve,  natural  de  San  Salvador,  ambos  artesanos 
y  de  este  vecindario,  por  el  delito  de  hurto  en  per- 
juicio de  Roberto  Sánchez  Carmona,  mayor  de  edad,, 
artesano  y  vecino  de  esta  ciudad,  y  el  cual  es  parte 
como  acusador  y  está  representado  en  los  autos  por 
su  apoderado  señor  Tobías  Gutiérrez  Valverde,  ma- 
yor, pasante  de  abogado  y  de  este  vecindario: 

Resultando: 

1 9 — Que  á  la  una  de  la  tarde  del  diez  y  ocho  de- 
enero de  este  año,  el  respectivo  Juez  declaró  á  loa 
procesados  autores  responsables  del  delito  referido,  y 
los  condenó  á  presidio  interior  menor  por  dos  años, 
con  las  accesorias  de  ley,  previo  el  abono  del  tiempo- 
por  que  hayan  estado  presos; 

2? — Que  en  virtud  de  alzada  interpuesta  por  los 
reos,  con  apoyo  en  los  artículos  i?  de  la  Ley  de  la 
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de  noviembre  de  1892  y  117  de  la  Ley  Orgánica  de 
Tribunales,  falló  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones,  de- 
clarando la  nulidad  de  la  causa  desde  el  auto  de  pri- 
sión inclusive,  por  la  siguiente  razón:  "Que  los  reos 
son  responsables  de  hurto  solamente  por  los  dos  pa- 
res de  zapatos  aprehendidos,  reconocidos  como  suyos 
por  el  ofendido  y  que  aun  se  ha  justificado  que  le 
pertenecen,  pues  no  hay  ninguna  otra  prueba  de  que 
lo  sean  en  cuanto  á  los  demás  pares  que  el  mismo 
ofendido  dice  le  fueron  sustraídos  de  su  venta  del 
Mercado.  Los  referidos  dos  pares  de  calzado  han 
sido  justipreciados  en  el  plenario,  á  solicitud  del  pro- 
cesado José  Sol,  por  los  respectivos  peritos  (folios  33 
y  34)  en  siete  colones  y  medio"; 

3? — Que  el  apoderado  del  acusador  y  ofendido 
ha  interpuesto  recurso  de  casación  de  la  resolución  de 
segunda  instancia,  por  los  siguientes  motivos:  1? — 
Violación  é  interpretación  errónea  del  artículo  18  de 
la  ley  de  B  de  julio  de  1902;  2? — Error  en  la  inter- 
pretación de  la  prueba  y  violación  de  los  artículos 
478  del  Código  Penal,  784  del  General  de  i?4i,  35  y 
36  de  la  ley  de  17  de  octubre  de  1864,  y  262  del 
Código  de  Procedimientos  penales  en  relación  con  el 
inciso  2?  del  artículo  468,  Código  Penal; 

4? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

Que  aun  cuando  se  tenga  al  ofendido  por  perso- 
na de  aquellas  en  cuyo  testimonio  fía  la  ley  para  dar 
por  probada  la  preexistencia  de  las  cosas  hurtadas, 
darlas  por  existentes  en  este  caso  no  puede  racional- 
mente tenerse  por  equivalente  á  la  evidencia  de  que 
los  procesados  las  hurtaron,  pues  nada  tiene  de  im- 
probable que  otros  hurtaran  también  pares  de  zapa- 
tos; y  á  ellos  no  puede  hacérseles  responsables  sino 
de  lo  que  moralmente  por  lo  menos,  conste  que  sus- 
trajeron; y  que  como  todas  las  leyes  que  se  citan  co- 
mo violadas  lo  son  sobre  la  base  de  un  raciocinio  á  la 
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inversa  del  sentado,  no  hay  más  que  decir  para  recha- 
zar las  alegaciones  del  recurso; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  deman- 
dada y  con  certiñcacion  de  la  presente  vuelvan  los 
autos  al  tribunal  de  su  procedencia. — A.  A I  varado. — 
J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zam- 
brana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí,  Alfonso  Ji- 
ménez. 


Camacho  Ulate 

(3j<p.m.- Julio  15) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  de  lo  Contcn- 
cioso-administrativo,  contra  Jacinto  Camacho  Ulate, 
de  treinta  años,  agricultor  y  vecino  de  San  Roque  del 
cantón  de  Barba,  de  quien  es  defensor  el  Licenciado 
Blas  Prieto  Zumbado,  mayor,  abogado  y  vecino  de 
esta  ciudad,  por  el  delito  de  depósito  de  fermentos 
preparados  para  la  fabricación  de  aguardiente  clan- 
deslino;  en  la  que  figura  como  parte  además  del  reo^ 
el  representante  del  Ministerio  Publico; 

Resultando: 

i9 — Que  el  Juez  de  lo  Contencioso-administra- 
tivo,  á  las  doce  del  día  diez  de  abril  ultimo,  condenó 
al  procesado  como  responsable  del  delito  referido  á 
multa  de  cien  colones,  con  la  aplicación  de  ley,  con- 
vertible en  confinamiento  en  Turrialba  en  la  propor- 
ción de  dos  días  por  cada  colón,  y  á  la  pérdida  de  los 
objetos  aprehendidos,  con  fundamento  en  los  artícu- 
los 882  y  883  de  la  Parte  3?  del  Código  General  de 
1841,  por  las  siguientes  razones:  **if — Que  el  cuerpo 
del  delito  de  depósito  de  fermentos  preparados  para 
destilación,  por  que  se  sigue  esta  causa  y  se  procesa  á 
Jacinto  Camacho  Ulate,  se  encuentra  comprobado  con. 
arreglo  á  los  artículos  777  y  781  del  Código  de  Pro- 
cedimientos en  lo  criminal;  71$  y  716  del  Código  Fis- 
cal y  35  y  36  de  la  ley  de  17  de  octubre  de  1864; 
2? — Que  con  las  declaraciones  y  dictamen  pericial  del 
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siimario,  este  Juzgado  tiene  por  comprobado  que  Ja- 
cinto Camacho  Ulate  es  autor  del  delito  de  depósito 
de  fermentos  para  destilación,  en  virtud  de  que  la 
aprehensión  se  hizo  en  terreno  adyacente  á  la  habita- 
ción del  mismo  procesado,  encontrándose  el  licor  en 
un  aparato  de  bastante  tamaño,  situado  en  punto  in- 
mediato á  terreno  limpio  en  parte  y  de  agricultura  en 
lo  demás,  en  virtud  de  lo  cual  está  el  caso  concreto 
bajo  el  dominio  de  la  presunción  legal  del  artículo 
9?  de  la  ley  de  i8  de  julio  de  1903,  en  relación  con 
el  10?  y  7?  de  la  misma  ley;  presunción  que  no  ha 
sido  desvirtuada  con  las  afirmaciones  de  los  testigos 
del  plenario  evacuadas  á  instancia  del  defensor  del 
reo,  ni  con  el  dictamen  pericial  evacuado  á  pedimen- 
to del  mismo;  prueba  que  se  limitó  á  hacer  constar 
que  el  procesado  y  terreno  de  la  habitación  del  mis- 
mo, reúnen  las  condiciones  á  que  se  contrae  el  resul- 
tando 7?;  y  á  que  el  trillo  existente  en  el  terreno  re- 
lacionado y  otros  trillos  que  existen,  reúnen  las  con- 
diciones explicadas  en  el  resultando  89;  3? — Que  en 
virtud  de  lo  expuesto  en  el  anterior  considerando, 
-queda  prueba  efectiva  de  la  responsabilidad  del  refe- 
rido Camacho  Ulate.  (Artículos  9?.  ley  de  18  de  ju- 
lio citada,  y  doctrina  del  273  del  Código  de  Procedi- 
mientos Criminales);  4?— Que  la  pena  imponible  es  la 
establecida  por  el  artículo  470  del  Código  Fiscal,  que 
no  fué  reformado  por  la  ley  de  18  de  julio  de  1903,  la 
cual  no  fija  pena  al  depositario  de  fermentos  prepara- 
dos para  la  destilación;  ese  artículo  impone  al  depo- 
sitario de  tales  sustancias  la  mitad  de  la  pena  que  to- 
ca al  fabricante  de  licor  clandestino,  que  según  el  ar- 
tículo 468  del  Código  Fiscal,  modificado  por  la  ley 
citada,  castigaba  con  multa  de  doscientos  á  mil  colo- 
nes por  primera  vez,  y  es  equitativo  atenerse  á  esta 
estimación  porque  la  modificación  de  ese  artículo  cas- 
tiga con  más  severidad;  5? — Que  en  virtud  de  ser  el 
procesado  hombre  honrado  y. reunir  las  demás  condf- 
ciones  de  que  se  hizo  mérito  en  el  considerando  (sic) 
7?,  respecto  á  la  misma  conducta,  y  no  aparecer  que 
haya  sido  reincidente,  se  fija  la  pena  en  su  mínimum» 
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cien  colones  de  multa  á  favor  de  la  Hacienda  Pública; 
y  si  no  tuviere  con  qué  satisfacerla,  á  descontarla  en 
confinamiento  á  razón  de  dos  días  por  cada  colón;  ley- 
de  22  de  junio  de  1898;" 

29 — Que  habiéndose  alzado  el  defensor  del  reo, 
falló  el  asunto  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones  á  las 
nueve  y  tres  cuartos  de  la  mañana  del  diez  y  seis  de 
mayo  próximo  anterior,  confirmando  en  todas  sus  par- 
tes la  sentencia  recurrida; 

3? — Que  la  defensa  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por  error 
de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba,  con  viola- 
ción del  artículo  9?  de  la  ley  de  18  de  julio  de  1903, 
en  relación  con  el  7?  y  lo?  de  la  misma  ley,  al  dar 
por  probada  la  presunción  que  dicho  artículo  estable- 
ce, no  obstante  estar  desvirtuada  en  el  plenario  con 
declaraciones   de  testigos  y  con  el  dictamen  pericial; 

4*^ — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

No  existe  el  error  de  derecho  de  que  el  recurren-  ' 
te  se  queja,  en  cuanto  el  fallo  recurrido  aprecia  como 
existente  la  presunción^establecida  por  el  artículo  9? 
de  la  ley  de  18  de  julio  de  1903,  porque  todas  las  cir- 
cunstancias demostradas  en  la  causa  han  tenido  que 
inspirar  al  juzgador  la  convicción  de  la  responsabili- 
dad del  reo.  No  se  acepta,  racionalmente,  en  efecto, 
la  hipótesis  que  el  recurso  presenta  de  que  á  distan- 
cia de  varas  de  su  habitación,  en  terreno  cultivado  y 
por  lo  mi?»mo  examinado  á  diario,  en  lugar  no  sólo 
adyacente  á  su  casa,  sino  de  su  propiedad,  en  sitio 
directamente  comunicado  por  sendero  trajinado  y  por 
una  gradería  hecha  en  la  tierra  para  el  cómodo  des- 
censo de  una  pendiente,  existieran,  sin  noticia  del  reo, 
un  depósito  de  cuatrocientos  litros  de  fermentos  y 
una  hornilla.  Y  si  alguna  vacilación  dejaran  en  el  áni- 
mo tan  vehementes  indicaciones  de  culpabilidad,  ella 
se  disiparía  con  el  hecho,  comprobado  por  la  existen- 
cia de  una  canoa,  de  que  el  agua  para  los  servicios  de 
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la  fabricación  se  tomaba  de  una  paja  6  acequia  en 
punto  visible  y  frecuentemente  visitado,  puesto  que 
para  el  fácil  paso  hacia  la  fábrica,  hay  sobre  ella  una 
tabla  que  sirve  de  puente.  Y  si  la  naturaleza  y  volu- 
men del  depósito  bastan  por  sí  solos  á  fundar  la  pre 
sunción  de  la  ley,  ésta  resulta  fortalecida  en  el  caso 
por  otros  calificados  indicios. 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida 
y  con  certificación  de  la  presente,  vuelvan  los  autos  á 
la  Sala  de  su  procedencia. — A.  Alvarado. — J.  Fed. 
González.-r-Manuel  V.  Jiménez. — A,  Zambrana. — 
Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 

Mata  v.  Mata 

(  I  50'  p.  m. — Julio  19) 

En  el  juicio  ordinario  sobre  reclamo  de  una  su- 
ma de  dinero  y  otros  puntos,  establecido  en  el  Juzga- 
do de  primera  instancia  de  Puntarenas,  por  Francisco 
Mata  Carrillo,  vecino  de  Juan  Viña.s,  contra  el  señor 
Juan  Bautista  de  iguales  apellidos,  vecino  de  Punta- 
renas, los  dos  mayores  de  edad  y  agricultores.  Son 
partes  además  los  seíiores  Francisco  Ocampo  Otáro- 
la,  ágeme  de  negocios  judiciales  y  vecino  también  de 
Puntarenas,  y  Licenciado  Alfredo  Volio  Jiménez, 
abogado  y  domiciliado  en  la  ciudad  de  Cartago,  am- 
bos mayares  de  edad,  como  apoderados  del  actor  y 
demandado,  respectivamente; 

¡Resultando: 

1 9 — Que  el  actor  en  su  libelo  de  demanda,  de 
catorce  de  diciembre  de  mil  novecientos  tres  expone: 
que  según  comprueba  con  el  documento  que  acompa- 
ña, es  condueño  con  el  señor  Juan  Bautista  Mata  Ca- 
rrillo de  la  finca  inscrita  en  ¿1  Registro  de  la  Propie- 
dad, Partido  de  Puntarenas,  tomo  cuarenta  y  siete, 
folio  ciento  sesenta  y  siete,  numero  dos  mil  ochocien- 
tos cincuenta  y  nueve,  asientos  dos,  que  es  una  casa 
-de  dos  pisos,  con  el  solar  en  que   está  ubicada,   en  la 
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cual  corresponde  á  él  un  derecho  de  ochocientos  cin- 
cuenta colones  noventa  y  cinco  céntimos  y  al  deman- 
dado otro  por  valor  de  mil  doscientos  ochenta  y  dos- 
colones  sesenta  y  cinco  céntimos;  que  éste  per- 
cibió desde  el  ,  veintiuno  de  diciembre  de  mil 
ochocientos  no>^enta  y  cinco  al  veinticinco  de  di- 
ciembre de  mil  novecientos  tres,  ó  sea  durante 
noventa  y  seis  meses,  tres  mil  ochocientos  cua^ 
renta  colones  por  alquileres,  los  cuales  correspon- 
den á  los  dos  como  condueños,  en  proporción  al  valor 
de  cada  uno  de  sus  derechos,  deduciendo '  ciento  se- 
senta colones  que  él  ha  recibido;  que  como  el  señor 
Juan  Bautista  Mata  no  le  ha  entregado  la  suma  res- 
pectiva, lo  demanda  en  vía  ordinaria  para  que  en  de- 
finitiva se  le  condene  á  pagarle  mil  trescientos  seten^ 
ta  colones,  sesenta  y  dos  céntimos  que  le  debe,  pro- 
venientes de  los  alquileres  de  la  finca  referida  y  que 
ha  retenido  indebidamente;  los  intereses  legales  de 
esa  suma  desde  el  tiempo  que  ha  recibido  las  men- 
sualidades y  las  costas  que  le  ha  ocasionado  y  ocasio- 
ne, comprendiendo  además  las  cantidades  que  reciba. 
mientras  dure  el  pleito,  á  razón  de  quince  colones  y 
novecientos  cuarenta  y  seis  milésimos  de  colón  y  sus 
intereses;  funda  su  acción  en  los  artículos  701,  702^ 
704,  706,  804,  1043  y  1044  del  Código  Civil,  192^ 
1072  y  1073  del  de  Procedimientos  Civiles; 

2? — Que  el   señor  Juan  Bautista  Mat% Carrillo 
contestó  negativamente  la  demanda; 

3? — Que  el  Juez  Civil  de  Puntarenas,  en  senten- 
cia dictada  á  las  nuevo  de  la  raaiiana  del  veinte  de  ju- 
lio del  año  próximo  pasado,  condenó  ai  demandado  á. 
pagar  al  actor  la  suma  .de  mtl  trescientos  ochenta  y 
tres  colones  quinientos  ochenta  y  cuatro  milésimos  de 
colón,  los  intereses  de  la  misma  suma  desde  la  fe/cha 
en  que  se  estableció  el  juicio,  y  las  costas  procedes» 
del  mismo,  con  fundamento  en  los  artículos  270,  271^ 
287,  288,  706,  735,  1043,  1044  y  1 166  del  Código  Ci- 
vil, 5?  de  la  Ley  Orgánica  de  Tribunales,  87,  261,  262^ 
727,  1072  y  1075  del  Código  de  Procedimientos  Ci- 
viles, y  en  las  siguientes  razones:  "i? — Que  el  de-^ 
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mandado  ha  confesado:  que  desde  <^1  veintiuno  de  di- 
ciembre de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco  adminis- 
tra la  casa  de  alto  que  tiene  en  arriendo  en  esta  ciu- 
dad el  chino  José  Hío,  casa  que  pertenece  en  común 
al  confesante  y  al  actor;  que  el  precio  del  alquiler  de 
dicha  casa  es  de  cuarenta  colones  mensuales;  que  des- 
de la  fecha  que  administra  esa  casa,  la  cantidad  que 
real  y  efectivamente  ha  recibido  del  ínquilino  Hío  es 
de  tres  mil  doscientos  diez  colones,  setenta  y  dnco 
céntimos;  que  de  esa  suma  hay  que  rebajar  lo  que  ha 
gastado  en  reparaciones  de  la  casa  (trescientos  diez 
y  siete  colones);  comisión  del  diez  por  ciento  al  re- 
caudador de  los  alquileres  (ciento  nueve  colones,  se- 
tenta y  cinco  céntimos);  más  la  cantidad  de  noventa 
y  nueve  colones  treinta  y  un  céntimos  que  le  corres- 
ponde en  proporción  á  su  derecho  de  los  ciento  se- 
senta colones  que  el  actor  percibió  íntegrameiUe  du- 
rante cuatro  meses  de  arrendamiento  de  la  casa  en 
cuestión,  cantidad  aquélla  que  aun  le  debe  el  actor 
según  éste  conñesa;  que  las  demás  cantidades  que  no 
ha  recibido  y  que  forman  parte  del  precio  del  arren- 
damiento de  la  ñnca  objeto  de  esta  demanda,  las  de- 
be el  Ínquilino  Hío.  (Véase  confesión  del  demanda- 
do, folios  doce,  trece,  treinta  y  cinco  y  treinta  y  seis 
del  expediente);  2? — Que  con  los  documentos  públi- 
cos presentados  por  las  partes  en  este  juicio,  está 
comprobado  que  el  demandado  tiene  dos  derechos  en 
la  ñnca  de  que  se  trata,  los  cuales  juntos  ascienden  á 
mil  trescientos  noventa  y  dos  colones,  sesenta  y  cinco 
céntimos;  y  de  igual  modo  aparece  justificado  que  el 
actor  tiene  sobre  la  misma  ñnca  un  derecho  de  ocho- 
cientos cincuenta  colones  noventa  y  cinco  céntimos; 
3? — Que  desde  la  fecha  que  egipezó  el  demandado  á 
administrar  la  ñnca  hasta  el  trece  de  mayo  de  este  año, 
fecha  en  que  se  vendió  la  ñnca  según  conñesa  el  ac- 
tor (véase  folio  treinta  y  tres)  han  trascurrido  cien  me- 
ses, veintiún  días,  tiempo  que  ha  estado  alquilada 
aquélla  al  precio  dicho,  produciendo,  en  consecuencia. 
Una  renta  de^atro  mil  veintiocho  colones;  pero  co- 
mo el  acto^' recogió  íntegro  el  producto  de  cuatro  me- 
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ses  de  esos  alquileres,  según  él  confiesa,  resulta  que 
el  demandado  ha  de  haber  percibido  únicamente  el 
producto  correspondiente  á  noventa  y  seis  meses  vein- 
tiún días,  ó  sean  tres  mil  ochocientos  sesenta  y  ocho 
colones.  De  esta  suma  el  demandado  tiene  derecho 
á  reservarse  noventa  y  nueve  colones  trescientos  do- 
ce milésimos  de  colón,  en  proporción  de  sus  derechos 
sobre  los  ciento  sesenta  colones  que  recaudó  íntegra- 
mente el  actor  de  alquileres  del  inmueble.  Como  el 
demandado  confiesa,  y  da  testimonio  de  ello  el  inqui- 
lino  José  Hío,  que  ha  hecho  gastos  en  reparaciones 
de  la  finca  indivisa  y  estima  esos  gastos  en  trescientos 
diez  y  siete  colones  pagados  por  él,  no  es  justo  que 
esos  gastos  los  soporte  sólo  el  actor,  como  pretende 
el  demandado,  desde  luego  que  la  finca  pertenece  á 
ambos;  en  consecuencia,  cada  uno  debe  pagar  dichos 
gastQ3  en  proporción  á  su  derecho,  correspondiendo 
al  demandado  ciento  noventa  y  seis  colones,  trescien- 
tos sesenta  y  tres  milésimos  de  colón,  y  ciento  vein- 
te colones  seiscientos  treinta  y  siete  milésimos  de  co 
Ion  al  actor;  4? — Que  de  la  suma  reclamada  por  el  de- 
mandado por  gastos  de  comisión  pagados  al  recauda- 
dor de  los  alquileres,  no  existe  comprobante,  ni  prueba 
alguna  en  autos  fuera  del  dicho  del  reclamante,  y  en 
tal  concepto  debe  desestimarse  ese  reclamo;  5? — Que 
aunque  el  demandado  dice  que  el  inquilino  Hío  no  ha 
pagado  una  parte  de  los  alquileres  en  este  juicio  recla- 
mados, es  lo  cierto  que  Hío  declaró  que  no  debe  un 
céntimo  de  alquileres  atrasados,  y  consiguientemente 
preciso  es  convenir  en  que  el  demandado  sí  ha  de  ha- 
ber recibido  íntegro  el  producto  de  los  tales  alquile- 
fes,  con  excepción  de  las  cuatro  mensualidades  reci- 
bidas  por  el  actor;  6? — Que  sustrayendo  de  la  suma 
recaudada  por  el  demandado  la  cantidad  de  doscien- 
tos diez  y  nueve  colones  novecientos  cuarenta  y  nue- 
ve milésimos  de  colón  conforme  á  lo  dicho  en  el  con- 
siderando tercero,  queda  en  definitiva  para  ser  repar* 
tida,  proporcionalmente  á  sus  derechos  en  la  finca,  en- 
tre actor  y  demandado,  la  suma  de  tres  mil  seíscien* 
tos  cuarenta  y' ocho   colones,  cincuenta  y  un  milési- 
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mos  de  colón,  suma  existente  en  poder  del  demanda- 
do; 7? — Que  practicados  los  cálculos  necesarios  y 
rectificados  algunos  errores  en  que  tanto  el  actor  co- 
mo el  demandado  han  incurrido  en  sus  apreciaciones 
particulares  sobre  lo  que  á  cada  uno  corresponde,  re- 
sulta que  de  la  cantidad  existente  en  poder  del  de- 
mandado, como  producto  de  la  renta  de  alquileres  de 
la  casa  en  cuestión,  le  corresponden  á  éste  en  propor- 
ción á  sus  derechos  sobre  dicho  inmueble  dos  mil  dos- 
cientos sesenta  y  cuatro  colones,  cuatrocientos  se- 
senta y  siete  milésimos  de  colón,  y  al  actor  correspon- 
de la  suma  de  mil  trescientos  ochenta  y  tres  colones, 
quinientos  ochenta  y  cuatro  milésimos  de  colón;  8^— * 
Que  en  cuanto  á  lo^  intereses  que  cobra  el  actor  no 
cree  justo  esta  autoridad  que  deba  pagarlos  el  deman- 
dado en  la  forma  pedida:  primero,  porque  la  suma 
perteneciente  al  actor  y  que  existe  en  poder  del  de- 
mandado, ha  llegado  á  manos  de  éste  en  pequeñas 
partidas  mensuales  de  cuarenta  colones;  segundo,  por- 
que de  autos  no  consta  de  un  modo  preciso  y  claro 
que  haya  sido  la  intención  del  actor  cobrar  á  su  her- 
mano, quien  administraba  la  finca  indivisa  de  ambos, 
ningún  interés  por  el  dinero  que  colectaba,  ni  apare- 
ce tampoco  que  el  demandado — administrador  haya 
tenido  intención  de  cobrar  á  aquél  honorarios  por  su 
administración;  y  tercero,  porque  no  se  ve  mala  fe  en 
el  demandado  al  retener  en  su  poder  la  suma  que  se 
le  cobra,  desde  luego  que  ha  confesado  llanamente 
que  debe,  pero  que  por  falta  de  una  liquidación  equi- 
tativa de  cuentas,  no  había  pagado  lo  que  en  justicia 
adeuda  al  actor;  9? — Que  en  virtud  de  lo  expuesto 
en  el  anterior  considerando,  esta  autoridad  sí  cree  que 
desde  la  fecha  en  que  se  entabló  la  presente  deman- 
da debe  pagar  intereses  legales  sobre  el  total  de  la 
suma  que  retiene  en  su  poder,  perteneciente  al  actor, 
desde  luego  que  éste  no  consiente  por  más  tiempo  en 
tal  retención;" 

4? — Que  el  demandado  apeló  y  la  Sala  Primera 
de  Apelaciones,  á  las  dos  y  media  de  la  tarde  del 
ocho  de  abril  del  presente  año,  confirmó   el  fallo  re- 
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currído,  con  costas   personales  y  procesales  á  cargo 
del  apelante; 

5? — Que  el  apoderado  del  perdidoso  ha  inter- 
puesto recurso  de  casación  de  la  sentencia  de  segunda 
instancia,  por  error  en  la  apreciación  de  la  confesión 
del  demandado,  con  violación  de  los  artículos  719, 
727  y  729  dd  Código  Civil; 

6? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

I? — El  actor  en  este  juicio  ha  justificado  la  ac- 
ción intentada  con  la  prueba  documental  aducida  y 
especialmente  con  la  confesión  ej^lícita  del  demanda- 
do, que  ha  sido  apreciada  debidamente  por  los  jueces 
de  instancia  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  por  el  Códi- 
go Civil;  y 

2? — Aunque  el  recurrente  alega  violación  del  ar- 
tículo 719,  en  relación  con  los  727  y  729  del  mismo 
Código,  diciendo  que  la  confesión  del  demandado  ha 
sido  dividida  contra  la  prohibición  de  la  ley,  esta  ale- 
gación es  infundada,  porque  si  bien  es  'cierto  que  el 
señor  Juan  Bautista  Mata,  después  de  confesar  los  he- 
chos principales  en  que  se  funda  la  obligación  que  se 
le  demanda,  agrega  que  sólo  ha  recibido  una  parte  de 
los  alquileres  de  la  casa  que  se  reclaman  y  que  la  otra 
parte  la  debe  el  inquilino  Josó  Hio,  tal  aserción  está 
combatida  no  sólo  con  la  declaración  del  mismo  in- 
quilino, que  niega  deber  un  solo  centavo  por  dichón 
alquileres,  sino  también  con  las  razones  expuestas  en 
el  considerando  segundo  de  la  sentencia  recurrida,  de 
todo  lo  cual  se  deduce  que  no  ha  habido  error  en  la 
apreciación  de  la  prueba,  ni  la  violación  de  las  leyes 
que  se  citan  en  el  recurso; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida, 
con  costas  á  cargo  del  fecurrente  y  devuélvanse  los 
autos  á  la  Sala  Primera  con  certificación  de  la  presen- 
te.— A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — Manuel  V. 
Jiménez. — A.  Zambrána. — Nicolás  Oreamuno. — An- 
te  mí, — Alfonso  Jiménez. 


-Sí- 
Cubero  V.  Rico 
( I  55'  p.  m. — ^JuHo  19 ) 

En  el  juicio  ordinario  de  menor  cuantía  seguido 
en  el  Juzgado  Primero  Civil  de  esta  provincia  por  el 
señor  Ricardo  Brenes  Volio,  mayor,  agente  de  nego- 
cios judiciales  y  de  este  vecindario,  en  concepto  de 
cesionario  del  señor  Jesús  Cubero,  acreedor  del  con- 
curso de  José  Rico  Mira,  contra  dicho  concurso  re- 
presentado por  el  curador  definitivo  señor  Licenciado 
Carlos  María  Jiménez  Ortiz,  mayor  de  edad,  abogado 
y  vecino  de  esta  ciudad;  es  parte  también  el  señor 
Licenciado  Mariano  Alvarez  Melgar,  mayor,  abogado 
y  de  este  vecindario,  á  quien  el  actor  ha  cedido  tSl- 
timamente  sus  derechos. 

Resultando : 

I? — Que  la  demanda  tiene  por  objeto  que  se 
condene  al  concurso  de  Rico  Mira  á  pagar  al  actor 
la  suma  de  ciento  sesenta  colones  que  debía  á  su 
cedente  por  alquiler  de  una  casa,  previo  abono  de 
cincuenta  colones  que  le  fueron  pagados  anterior- 
mente, y  las  costas  personales  y  procesales  del  juicio 
y  que  se  declare  además  la  preferencia  de  su  crédito 
al  de  los  demás  acreedores; 

2? — Que  la  demanda  fué  contestada  negativa- 
mente por  el  curador  del  concurso; 

3? — Que  el  Juez  respectivo  falló  á  las  doce  del 
día  veintitrés  de  marzo  de  este  año,  declarando  que 
el  demandado  está  en  la  obligación  de  pagar  al  actor 
los  ciento  diez  colones  reclamados  y  las  costas  pro- 
cesales del  juicio;  y  que  es  improcedente  el  privilegio 
en  favor  de  ese  crédito,  con  fundamento  en  los  ar- 
tículos 314^  338  y  1,072  del  Código  de  Frocedimien 
tos  Civiles,  719  y  720  del  Civil,  y  en  las  conclusiones 
siguientes:  "i? — Que  por  haberse  justificado  con  la 
prueba  testimonial  rendida  que  el  señor  José  Rico 
tuvo  su  establecimiento  de  comercio  en  la  casa  de  don 
Jesús  Cabero  durante  el  período  á  que  la  demanda 
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se  reñere,  debe  condenarse  á  la  quiebra  á  pagar  el 
valor  del  arrendamiento  del  local  durante  ese  tiempo; 
2? — Que  por  estimarse  equitativo  el  justiprecio  dado 
por  los  peritos  á  dicho  arrendamiento,  debe  fijarse 
en  ciento  sesenta  colones  lo  que  ¡a  quiebra  debe  pa- 
gar; 3? — Que  por  no  fígurar  en  la  Ley  de  Quiebras 
de  5  de  julio  de  1901,  ni  el  Código  de  Comercio,  el 
privilegio  alegado  por  el  demandante,  debe  declararse 
sin  lugar  la  demanda  en  ese  punto.  Además,  el  actor 
no  hizo  uso  de  la  retención  á  que  se  refiere  el  articulo 
993  del  Código  Civil  en  su  inciso  4?"; 

4? — Que  el  actor  ha  interpuesto  recurso  de  ca- 
sación de  dicha  sentencia  por  violación  é  interpreta- 
ción errónea  de  los  artículos  16  y  35  de  la  Ley  de 
Quiebras  de  15  de  octubre  de  1901  y  493,  inciso  5?, 
del  Código  Civil; 

5? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto,  y 

Considerando  : 

1? — Que  el  recurrente  sólo  ha  podido  ejercitar 
su  privilegio  sobre  el  valor  de  los  frutos  de  la  cosa 
arrendada,  existentes  en  la  finca,  y  en  los  objetos  de 
que  el  arrendatario  la  haya  provisto  (inciso  5?  del 
artículo  993,  Código  Civil)  y  consta  de  autos,  aún 
por  afirmación  del  demandante,  que  no  existen  tales 
objetos,  pues  lo  único  que  se  está  dividiendo  en  el 
concurso  demandado  es  la  multa  impuesta  al  fiador 
del  quebrado.  Por  lo  dicho,  en  la  sentencia  recurrida 
no  se  ha  violado  la  ley  citada  que  le  sirve  de  funda- 
mento legal,  ni  menos  el  artículo  493  del  mismo  Có- 
digo, citado  en  la  ampliación  del  recurso,  talvez  por 
equivocación,  ya  que  no  tiene  ni  la  más  remota  apli- 
cación á  este  negocio; 

2?-  Que  el  artículo  35  de  la  Ley  de  Quiebras 
del  15  de  octubre  de  1901  se  refiere  á  los  acreedores 
del  concurso  y  el  recurrente  no  puede  considerarse 
como  tal  en  cuanto  reclama  privilegio;  (Artículo  493 
Código  Civil)  y,  como  la  parte  resolutiva  de  la  senten- 
cia es  justa,  por  lo  dicho  en   el   considerando  ante- 
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rior,  no  existe  el  motivo  de  queja  que  el  recurrente 
invoca; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pe- 
dida, con  costas  á  cargo  del  recurrente,  y  con  certifí- 
cación  de  la  presente  vuelvan  los  autos  al  Juzgado 
de  su  procedencia. — A.  Alvarado. — J.  Fed.  Gonzá- 
lez.— Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás 
Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


Corrales  v.  Corrales 

( 2  s'  p.  m. — ^Julio  20 ) 

En  el  juicio  ordinario  sobre  pago  de  servicios 
domésticos,  seguido  en  el  Juzgado  Civil  de  Cartago, 
por  el  señor  Juan  Cancio  Quesada,  mayor,  pasante 
de  abogado  y  vecino  de  la  villa  del  Paraíso,  como  al- 
bacea  de  la  sucesión  de  Josefa  Victoriana  Corrales 
Quirós,  contra  Zenón  Corrales  Quirós,  mayor,  agri- 
cultor y  vecino  de  este  lugar,  en  su  calidad  de  here- 
dero del  señor  Diego  Corrales  Quirós;  en  el  cual  son 
partes  además  las  señoras  Francisca  Corrales  Quirós 
y  Esmeralda  Corrales  Marín,  mayores,  de  oficios  do- 
mésticos y  vecinas  de  dicha  villa,  el  señor  Federico 
Quesada  Corrales,  mayor,  agricultor  y  vecino  de  esta 
ciudad,  y  el  señor  Licenciado  Alfredo  VoHo  Jiménez, 
mayor,  abogado  y  vecino  de  la  de  Cartago,  como 
apoderado  de  los  señores  Corrales  Marín  y  Quesada 
Corrales; 

Resultando: 

1? — Que  en  el  escrito  de  demanda  se  expresa 
que  la  señora  Josefa  Victoriana  Corrales  Quirós  pres- 
tó servicios  de  cocinera  al  señor  Diego  Corrales  Qui- 
rós, sin  interrupción,  por  más  de  veinte  años  y  hasta 
como  cuatro  meses  antes  de  su  muerte;  que  ella  mu- 
rió en  suma  pobreza  sin  que  le  hubieran  sido  paga- 
dos los  servicios  dichos;  que  el  señor  Diego  Corrales 
tuvo  en  ella  la  confianza  de  su  casa,  un  apoyo  en  sus 
días  de  vida  y  un  elemento  de  gran  economía  para 
las  atenciones  domésticas;   que  la  muerte  del  señor 
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Corrales  ocurrió  cuatro  meses  después  de  la  de  Jose- 
fa y  con  tal  motivo  se  abrió  su  juicio  de  sucesión  y 
se  declaró  heredero  de  él,  entre  otros,  al  demandado 
Zenón  Corrales,  quien  recibió  su  hijuela  por  más  de 
mil  colones,  suma  suñciente  para  oübrir  este  reclamo; 
que  como  la  falta  de  pago  de  ios  referidos  servicios 
de  cocina,  da  derecho  á  la  sucesión  de  la  señora  Co- 
rrales para  cobrarlos,  demanda  al  expresado  Zenón 
Corrales,  como  heredero  del  deudor,  para  que  en  sen- 
tencia se  le  condene  a  pagarlos  á  justa  tasación  de 
peritos,  más  las  co^as  personales  y  procesales  del 
presente  juicio;  y  se  advierte  que  aunque  ha  pasado 
un  año  desde  que  se  inició  el  juicio  de  sucesión  del 
deudor,  el  reclamo  no  ha  podido  hacerse  hasta  ahora, 
y  sólo  contra  el  heredero  mencionado,  porque  hace 
poco  se  abrió  el  juicio  de  sucesión  de  la  causante  y 
se  le  dio  representación  legal,  por  lo  cual  el  derecho 
que  se  reclama  nn  está  comprendido  en  la  disposición 
del  artículo  674,  inciso  2?,  del  Código  Civil,  según  lo 
dispone  el  inciso  5?,  articulo  880  ibídem.  Fundase  la 
demanda  en  los  artículos  citados  y  en  los  548,  664, 
693  y  1043  del  mismo  Código; 

2? — Que  el  actor  negó  la  demanda,  opuso  la  ex- 
cepción de  prescripción,  y  pidió  se  citara  á  los  demás 
herederos,  pero  sólo  se  apersonaron  los  señores  Fe- 
derico Quesada,  Francisca  y  Esmeralda  Corrales, 
quienes  contestaron  en  igual  forma; 

3? — Que  el  Juez  Civil  de  Cartago,  á  las  doce  del 
día  doce  de  enero  de  este  año  declaró  sin  lugar  las 
excepciones  opuestas  y  procedentes  las  acciones  esta- 
blecidas por  la  sucesión  actora  contra  Zenón  Corra- 
les y  por  éste  contra  sus  coherederos;  que  en  conse- 
cuencia, condena  al  primero  á  pagar  á  la  parte  actora 
la  suma  de  novecientos  sesenta  colones,  valor  de  los 
servicios  prestados  á  su  causante  durante  veinte  años 
por  Josefa  Victoriana  Corrales,  á  razón  de  cuatro  co- 
lones mensuales;  y  á  los  coherederos  de  Zenón  Corra- 
les, á  satisfacerle  á  éste  4  su  vez  la  suma  que  les  co- 
rresponda en  proporción  á  la  herencia  que  recibieron, 
y  las  costas  que  pueda  satisfacer,  también  proporcio- 
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nalmente;  y  qu^  las  costas  procesales  del  juicio  son 
á  cargo  del  señor  Zenón  Corrales,  á  quién  le  queda 
su  derecho  á  salvo  para  reclamar  de  los  herederos  no 
apersonados  lo  que  por  ellos  deba  satisfacer,  todo  con 
apoyo  en  los  artículos  719  del  Código  Civil,  ^38,  314, 
362  y  1072  del  de  Procedimientos  Civiles; 

4? — Que  los  demandados  apelaron  y  la  Sala  Pri- 
mera de  Apelaciones,  á  las  tres  de  la  tarde  del  trece 
de  mayo  ultimo  revocó  el  fallo  recurrido,  absolvió  del 
cargo  á  la  parte  demandada  y  condenó  á  la  actora  en 
las  costas  procesales  del  juicio,  con  fundamento  en  los 
artículos  719,  Código  Civil,  338  y  1072  del  de  Pro- 
cedimientos  Civiles,  por  las  razones  siguientes:  "i? — 
Que  en  vista  de  la  prueba  que  de  autos  aparece  y 
tomada  en  cuenta  la  circunstancia  del  estrecho  paren- 
tesco que  unía  al  señor  Diego  Corrales  con  la  causan- 
te Josefa  Victoriana  de  igual  apellido,  se  llega  al  con- 
vencimiento de  que  esta  última  no  tenía,  en  casa  de 
aquél,  carácter  de  sirviente  domestica,  pues  aunque 
ordinariamente  hacía  algunos  oñcios  domésticos,  no 
era  en  concepto  de  criada  ó  sirviente,  sino  en  com- 
pensación de  los  beneñcios  qué  de  la  casa  recibía,  y 
por  el  interés  que  en  el  gobierno  de  la  misma  tenía 
naturalmente,  una  vez  que  dicha  señora  formaba  par- 
te de  la  familia  del  señor  Corrales.  2? — Que  además, 
aun  considerando  á  la  señora  Josefa  Victoriana  Co- 
rrales como  sirviente  doméstica,  el  sueldo  de  cuatro 
colones  asignados  por  la  mayoría  de  los  peritos,  esta- 
ría satisfecho,  aún  con  exceso,  por  constar  de  la  prue- 
ba rendida  que  el  señor  Corrales  cada  año  después  de 
la  recolección  de  la  cosecha,  daba  á  su  hermana  la 
suma  de  cincuenta  colones,  para  que  dispusiera  de 
ella  como  á  bien  tuviera,  cantidad  que  sobrepasa  á  la 
de  cuarenta  y  ocho  colones  que  corresponderían  por 
año  á  la  expresada  señora  Corrales  por  sus  servicios, 
de  acuerdo  con  el  dictamen  pericial"; 

S? — Que  el  albacea  de  la  sucesión  actora  ha  in- 
terpuesto recurso  de  casación  de  la  sentencia  de  se- 
gunda instancia  por  los  siguientes  motivos:  i9 — Error 
de  hecho  y  de  derecho  en   la  apreciación  de  la  prue- 
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ba  testimonial  con  violación  del  artículo  1043  del  Có- 
digo Civil.  2? — Violación  y  aplicación  indebida  del 
artículo  719  ibídero.  3? — Violación  del  artículo  1072 
del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  al  condenar  á 
dicha  parte  en  costas  procesales  no  obstante  litigar 
como  pobre  y  que  según  el  artículo  168  ibídem  no 
estaría  obligada  á  pagarlas  sólo  que  hubiese  litigado 
con  temeridad.  4? — Violación  del  artículo  338  del 
mismo  Código,  al  no  apreciar  conforme  á  las  reglas 
de  la  sana  crítica  el  dicho  de  los  testigos  de  la  parte 
demandante.  5? — Violación  del  artículo  1044  en  re- 
lación con  el  1043  del  Código  Civil,  al  no  estimar 
comprendidos  entre  los  casos  de  ese  artículo  los  ser- 
vicios de  la  señora  Corrales,  no  obstante  la  circuns- 
tancia del  parentesco.  6^ — Violación  del  artículo  754 
in  ñne  del  Código  Civil,  por  haberse  admitido  prueba 
de  testigos  para  justiñcar  pagos  parciales  cuya  suma 
excede  de  doscientos  cincuenta  colones,  y  error  de 
hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de  las  declara- 
ciones de  los  testigos  del  demandado  con  infracción 
del  artículo  338  citado.  7? — Error  en  la  apreciación 
del  escrito  de  demanda  con  violación  del  artícelo  255 
del  Código  de  Procedimientos  Civiles; 

69— Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

I? — Que  en  este  juicio  no  se  invoca  contrato 
formal  de  arrendamiento  de  servicios,  y  el  cuasi  con- 
trato no  existe;  porque  una  hermana  que  vive  en  la 
casa  de  su  hermano  y  cocina  para  los  dos,  siendo 
atendida  en  sus  gastos»  y  recompensada  á  veces  con 
obsequios  de  dinero,  como  en  los  autos  está  suficien- 
temente demostrado,  no  es  lógico  que,  sin  convención 
alguna,  devengue  un  salario,  como  por  el  recurso  se 
pretende;  no  habiéndose  violado  por  lo  mismo,  los 
artículos  que  como  infringidos  se  citan,  y  siendo  de 
notar  que  hay  una  extraña  contradicción  en  sostener 
que  los  oficios  de  la  demandante  puedan  probarse  con 
testigos,  pero  no  las  recompensas  que  se  le  otorgaron; 
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2? — Que  el  reclamo  referente  á  las  costas  es  per- 
fectamente fundado  porque  quien  litiga  como  pobre 
no  las  debe,  si  no  es  en  el  caso  de  temeridad,  que  no 
aparece  en  el  litigio; 

Por  tanto,  declárase  con  lugar  la  casación  deman- 
dada y  nula  la  sentencia  de  la  Sala  Primera. — A.  Al> 
varado. — J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — 
A.  Zambrana.  —  Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — 
Alfonso  Jiménez. 


Castro  v.  Registrador 

(  15^  p.  m. — Julio  21 ) 

En  las  diligencias  sobre  denegación  de  una  ins- 
cripción, promovidas  por  el  señor  Notario  Licenciado 
Luis  Castro  Ureña,  abogado  y  de  este  vecindario; 

Resultando: 

i^ — Que  se  presentaron  en  el  Registro  Público, 
para  su  inscripción,  dos  testimonios  de  las  escrituras 
otorgadas  ante  el  expresado  notario  á  la  una  y  media 
de  la  tarde  del  dos  de  mayo  del  año  en  curso,  en  que 
Juana  Adelina  Azofeifa  Barquero  vende  á  Filadelfo 
Villalobos  Arce  y  Daniel  Rubí  Villalobos  ciertos  de- 
rechos en  la  ñnca  inscrita  en  dicho  Registro,  Sección 
de  la  Propiedad,  Partido  de  Heredia,  al  folio  ciento 
cuarenta  y  dos  del  tomo  cuatrocientos  noventa  y  dos, 
número  veinte  mil  doscientos  cuarenta  y  seis,  asiento 
uno;  y  habiéndose  suspendido  la  inscripción  por  esti- 
marse defectuosos  los  documentos  referidos,  el  nota- 
rio pidió  revocatoria  de  la  orden  de  suspensión  ó  la 
denegación  en  forma  de  la  inscripción; 

29— Que  el  jefe  del  Registro  resolvió  á  las  doce 
del  día  veintitrés  de  mayo  citado,  denegando  formal- 
mente la  inscripción  solicitada,  con  apoyo  en  los  artí- 
culos 50,  58,  59  y  66,  inciso  69,  del  Reglamento  del 
Registro  Público,  en  atención  á  ''que  la  vendedora  se- 
ñora Juana  Adelina  Azofeifa  Barquero   no  tiene  de- 
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terminado  en  e!  Registro,  ni  e^  'dinero  ni  en  especie 
el  valor  del  dinero  que  le  corresponde  en  la  casa  y  te- 
rreno de  café;  que  aunque  con  valor  especial  de  cua» 
trocientos  colones  la  casa  y  de  mil  setecientos  el  cafe- 
tal, hay  otros  condueños  interesados  en  esos  valores; 
que  conforme  al  artículo  270  del  Código  Civil,  cuando 
una  cosa  pertenece  simultáneamente  á  dos  ó  más  per- 
sonas, los  dueños  ejercen  conjuntamente  todos  los 
derechos  del  propietario  singular  en  proporción  á  la 
parte  que  cada  uno  tenga  en  la  propiedad  común. — 
Esa  proporción  no  ha  sido  determinada  en  la  especie, 
ni  en  juicio  divisorio,  ni  por  consentimiento  mutuo  de 
los  comuneros;  que  conforme  al  mismo  artículo  antes 
citado  "el  condueño  no  puede  disponer  de  una  parte 
determinada  de  la  cosa  sin  que  antes  le  haya  sido  ad- 
judicada en  la  respectiva  división.  En  la  venta  de 
que  se  trata  el  condueño  vendedor  por  sí  y  ante  sí, 
viene  disponiendo  de  una  parte  determinada,  ciento 
sesenta  y  cuatro  colones  cincuenta  y  dos  céntimos  y 
diez  y  seis  veintiún  avos  en  la  casa  y  seiscientos  no- 
venta y  nueve  colones,  veinticuatro  céntimos  y  cinco 
veintiún  avos  en  el  terreno  solo,  sin  que  haya  prece- 
dido la  división  y  reconocimiento  mutuo  del  derecho 
de  cada  condueño  en  forma  legal  y  su  correspondien- 
te  inscripción  en  el  Registro.  Este  no  está  llamado  á 
hacer  declaratoria  alguna  de  derechos  á  favor  de  na- 
die: su  «misión  se  limita  á  fotografiar^  digámoslo  así, 
el  acto  constante  en  los  documentos  públicos  ó  autén- 
ticos que  estén  legalmente  formalizados  y  en  concor- 
dancia con  el  Registro;  que  entre  las  circunstancias 
que  conforme  al  artículo  460  del  Código  Civil  deben 
contener  los  asientos  que  se  practiquen  en  el  Regáis- 
tro,  figura  **el  valor"  del  derecho  que  se  inscribe,  pe- 
ro reconocido  y  determinado  previamente  en  nombre 
del  trasmitente*"*; 

3? — Que  la  Sala  Primera  de  Apelaciones,  cono- 
ciendo en  grado  de  la  resolución  anterior,  la  confirmó 
á  la  una  y  cuarto  de  la  tarde  del  diez  y  nueve  de  jif- 
nio  último; 

4?-^  Que  el  señor  Castro  Ureña  ha  interpuesto 
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recurso  de  casación  de  lo  resuelto  por  la  Sala  de  ins- 
tancia, por  aplicación  indebida  de  los  artículos  270  y 
460  del  Código  Civil,  y  violación  del  459  ibídem; 

5? — Que  en  los  procedimientos   no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

Único. — El  Registro  padece  error  en  asegurar 
que  la  vendedora  no  tiene  determinado,  ni  en  especie 
ni  en  dinero,  el  derecho  de  que  dispone,  ya  que  de 
las  propias  inscripciones  á  que  el  auto  de  denegación 
alude, — consta  que  la  enajenante  es  dueña  de  un  de- 
recho de  ochocientos  sesenta  y  tres  colones  setenta  y 
siete  céntimos  en  un  terreno  y  casa  que  valen  dos  mil 
cien  colones,  correspondiendo  cuatrocientos  colones 
como  estimación  de  ésta  y  mil  setecientos  como  va- 
lor de  aquél.  La  determinación,  pues,  del  tanto  de 
derecho  que  á  la  vendedora  toca  en  uno  y  otro  in- 
muebles, es  materia  de  una  elemental  operación  arit- 
mética veriñcada  en  los  instrumentos  sometidos  al 
estudio  del  Registro;  operación  de  que,  en  siendo  co- 
rrecta, resulta  esa  exacta  determinación  que  el  Regis- 
tro echa  dámenos,  sin  que  ella  alcance  á  lesionar  en 
ningún  caso  el  derecho  de  los  demás  copropietarios 
en  la  ñnca,  ni  implique  por  parte  de  la  enajenante 
disposición  de  porción  alguna  determinada  de  la  cosa 
común,  ni  importe  por  parte  del  Registro  la  función 
de  hacer  declaratoria  de  derechos,  toda  vez  que  éste 
se  limita  á  trasmitir  en  el  adquirente  la  acción  que 
aparece  en  nombre  de  la  vendedora,  no  habiendo  otra 
particularidad  en  el  caso,  que  la  de  hacerse  en  los 
documentos  rechazados  una  proporción  numérica  á 
que  el  Registro  no  puede  negarse,  á  menos  que  se 
estableciera  que  él  no  debe  operar  aritméticamente 
para  las  necesidades  de  su  funcionamiento,  lo  cual  es 
contrario  á  la  lógica  y  á  la  ley  (artículo  66,  inciso  3?, 
del  Reglamento  respectivo),  que  faculta  indistintamen- 
te lo  mismo  para  presentar  el  resultado  de  una  ope- 
ración efectuada  que  para  ofrecer  sólo  los  datos  indis 
pensables   para   elaborarla.     La   sentencia  recurrida 
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aplica  mal  los  articulos  270  y   460  y  viola  el  459  del 
Código  Civil; 

Por  tanto,  declárase  con  lugar  la  casación  de* 
mandada  y  nula  la  sentencia  de  la  Sala  Primera. — 
A.  Alvarado. — ^J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jimé- 
nez.— A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, 
— Alfonso  Jiménez. 


MONTEMIRANDA 

(2^  p.  m. — Julio  22  ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  Segundo  del 
Crimen  de  esta  provincia,  contra  Simón  Montemiran- 
da,  de  único  apellido,  de  veintiséis  años,  artesano,  na- 
tural de  Colombia  y  vecino  de  esta  ciudad,  por  el  de- 
lito de  lesiones  inferidas  á  Eliseo  Alejandro  Prado, 
mayor  de  edad,  artesano  y  del  mismo  domicilio,  quien 
se  ha  apersonado  como  acusador.  Son  partes  además 
el  defensor  del  reo  Licenciado  Ramón  Loria  Iglesias, 
mayor,  abogado  y  de  este  domicilio,  y  el  represen- 
tante del  Ministerio  Público; 

I 

Resultando: 

I? — Que  el  hecho  sucedió  entre  las  doce  del  dia 
y  una  de  la  tarde  del  quince  de  agosto  del  año  próxi- 
mo pasado,  en  "El  Paso  de  la  Vaca"  de  esta  ciudad, 
un  poco  hacia  el  Norte  de  la  pulpería  "El  Poás"; 

2? — Que  el  Juez  Segundo  del  Crimen  de  esta 
provincia  falló  á  las  nueve  de  la  mañana  del  veintiu« 
no  de  marzo  del  año  en  curso,  condenando  al  proce- 
sado como  responsable  del  delito  referido  á  sufrir,  pre- 
vio abono  del  tiempo  de  prisión,  un  año,  cinco  meses 
y  diez  días  de  presidio  interior  menor,  con  las  acceso- 
rias de  ley,  por  las  razones  siguientes:  "i? — Que 
con  las  declaraciones  recibidas,  dictámenes  médico-le- 
gales y  confesión  del  reo,  esta  autoridad  tiene  por 
comprobado  el  cuerpo  del  delito  de  lesiones  cometido 
en  perjuicio  de  Eliseo  Alejandro  Prado  y   que   es  su 
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autor  responsable  Simón  Montemiranda,  de  único  a- 
peludo,  y  como  tal  se  le  deben  imponer  las  penas  es- 
tablecidas por  la  ley.  (Artículos  i  ^  IS  y  S7»  Código 
Penal);  2? — Que  el  caso  que  se  juzga  se  halla  com- 
prendido en  el  artículo  422  del  Código  Penal  y  es  cas- 
tigado entre  otras  penas,  con  la  de  presidio  interior 
menor  en  su  grado  mínimo;  3? — Que  no  existe  com- 
probada á  favor  del  reo  ninguna  circunstancia  ate- 
nuante y  sí  en  su  contra  la  agravante  primera  del  ar- 
tículo 12  del  Código  Penal,  y  de  acuerdo  con  lo  ex- 
puesto en  el  artículo  74  del  Código  citado,  debe  apli- 
carse la  pena  en  el  máximum  de  su  extensión;  4? — 
Que  esta  autoridad  ñja  en  un  año,  cinco  meses,  diez 
días  de  presidio  interior  menor  la  pena  á  que  el  reo 
se  ha  hecho  acreedor  con  su  delito,  descontable  en  el 
de  San  Lucas,  con  abono  del  tiempo  sufrido  de  pri- 
sión; 5?— Que  con  la  pena  principal  se  deben  impo- 
ner al  reo  las  accesorias.     (Artículo  83  ibídem"); 

3? — Que  el  reo  y  su  defensor  apelaron,  y  la  Sala 
Segunda  de  Apelaciones  por  sentencia  dictada  á  las 
nueve  y  media  de  la  mañana  del  diez  y  seis  de  mayo 
ultimo,  confírmó  en  todas  sus  disposiciones  la  de  pri- 
mera instancia; 

4? — Que  el  defensor  del  reo  ha  interpuesto  re- 
curso de  casación  de  la  sentencia  de  segunda  instan- 
cia por  los  siguiente^'  motivos:  i9 — Violación  de  los 
artículos  281,  289,  848,  853  y  871,  Parte  tercera  del 
Código  General  de  1841;  86,  87  y  93  del  de  Procedi- 
mientos Civiles;  3?  del  decreto  de  1 9  de  agosto  de 
1895  y  89  de  la  ley  de  8  de  julio  de  1902;  29 — ^Viola- 
ción de  los  artículos  11,  inciso. 149,  74  y  75  del  Códi- 
go Penal  y  218,  Parte  tercera  del  Código  General  de 
1 84 1,  con  error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  aprecia- 
ción de  la  prueba;  39 — Violación  del  artículo  11,  in- 
ciso 99,  del  Código  Penal,  con  error  de  hecho  y  de 
derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba,  é  infracción 
de  los  artículos  74  y  75  ibídem  y  218,  Parte  tercera, 
Código  citado;  49 — Aplicación  indebida  de  los  artícu- 
los 12,  inciso  1 9,  74  y  75  del  Código  Penal,  con  error 
de  hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de  la 
prueba; 
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5? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  defec- 
to; y 

Consideratido: 

I? — Los  motivos  de  forma  que  se  invocan  en  el 
recurso  para  pedir  casación  de  la  sentencia  de  segun- 
da instancia  no  son  admisibles  por  las  razones  si- 
guientes: a)  la  ratiñcación  de  testigos  del  sumario  se 
practicó  sin  asistencia  del  reo  porque  éste  no  solicitó 
estar  presente  en  ese  acto,  porque  tácitamente  con- 
sintió en  que  se  verificaran  las  diligencias  del  caso,  sin 
alegar  nada  contra  ellas  á  pesar  de  habérsele  notifi- 
cado las  providencias  respectivas,  y  porque  aun  re- 
nunció la  que  faltaba  de  algunos  testigos  como  se  ve 
de  su  escrito  del  folio  46  de  los  autos:  b)  la  prueba 
que  se  ofreció  en  segunda  instancia  para  justificar  la 
atenuante  14?^  del  artículo  1 1  del  Código  Penal  fué 
bien  rechazada  por  extemporánea  é  impertinente  por- 
que la  solicitud  á  este  respecto  se  presentó  con  poste- 
rioridad al  día  señalado  para  la  visca  de  la  causa,  y 
porque  era  inútil  la  recepción  de  dicha  prueba  en  vis- 
ta de  la  certificación  que  aparece  al  folio  38  del  expe- 
diente, en  la  cual  consta  que  el  reo  ha  sido  juzgado 
por  faltas  de  Policía;  y  c)  los  fallos  de  primera  y  se- 
gunda instancia  contienen  las  formalidades  necesarias 
que  prescriben  los  artículos  89  dft  la  ley  de  8  de  julio 
de  1902,  86  y  93  del  Código  de  Procedimientos  Ci- 
viles, 281  y  289  de  la  parte  III  del  Código  General 
de  1 84 1  que  se  citan  como  violados  y  porque  aun- 
que faltara  algún  detalle  secundario  en  las  expresa- 
das formalidades,  eso  no  sería  razón  para  anular  la 
sentencia  recurrida  y  por  lo  mismo,  no  ha  habido  la 
violación  que  se  pretende  ni  la  de  los  demás  artículos 
que  se  citan  en  los  primeros  cuatro  párrafos  del  escri- 
to del  recurso  interpuesto; 

2? — La  violación  que  se  alega  de  los  artículos  74 
y  7S  del  Código  Penal,  218  y  848  del  de  Procedi- 
mientos de  1 84 1  por  no  haberse  tomado  en  cuéntalas 
disminuyentes  9?  y  14?  del  mismo  Código  Penal,  no 
existe  porque  el  reo  estuvo  negativo  en   la  declara- 
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ción  indagatoria  y  en  la  confesión  con  cargos,  no  fué 
sino  después  del  término  probatorio  cuando  confesó 
su  delito  y  trató  de  disculparse  alegando  ofuscación  á 
consecuencia  de  haber  tomado  mucho  licor  el  día  an- 
terior al  hecho  que  se  juzga;  y  con  respecto  á  la  ate- 
nuante de  conducta  irreprochable  debe  decirse  que  no 
sólo  no  está  justificada  sino  que  aparece  comprobado 
por  la  certificación  de  que  se  hace  mérito  en  el  consi; 
derando  anterior,  que  el  rea  ha  sido  juzgado  y  penado 
por  faltas  de  policía;  y 

3? — Aunque  se  alega  por  último  que  ha  habido 
aplicación  indebida  del  artículo  12  del  Código  Penal 
porque  la  Sala  de  instancia  estimó  comprobada  la 
primera  circunstancia  agravante  de  las  que  enumera 
dicho  artículo,  con  error  de  hecho  y  de  derecho  en  la 
apreciación  de  las  pruebas,  tal  alegación  es  infunda- 
da porque  en  los  delitos  contra  las  personas  hay  a- 
levosía  no  solamente  cuando  se  ponen  en  práctica 
maquinaciones  cautelosa-^  y  ocultas  contra  la  vida  ó  la 
seguridad  de  alguno,  sino  también  cuando  se  le  aco- 
mete con  sorpresa  estando  desprevenido,  como  sucedió 
en  el  caso  que  se  examina,  en  que  el  ofendido  fué  le- 
sionado cu.mdo  menos  lo  esperaba  y  sin  dar  motivo 
para  semejante  atentado  según  aparece  de  las  decla- 
raciones de  los  testigos  presenciales  del  delito;  por  lo 
tanto  no  ha  habido  aplicación  indebida  del  artículo  12 
antes  citado,  ni  error  alguno  en  la  apreciación  de  las 
pruebas; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  deman- 
dada y  devuélvanse  los  autos  á  la  Sala  de  su  proce- 
dencia con  certificación  de  la  presente. — A.  Alvara- 
do. — J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A. 
Zanibrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso 
Jiménez. 

ROBINSON  JACKSON 

( 2  50'  p.  m. — Julio  22  ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  de  primera 
instancia  de  Limón,  contra  Jorge  Robinson  Jackson, 
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mayor  de  edad,  cocinero,  natural  de  Jamaica  y  veci- 
no de  Guádmo  de  aquella  jurisdicción,  de  quien  es 
defensor  el  señor  Salomón  Zacarías  aguilera  Hernán- 
dez, mayor,  colombiano,  Agente  de  negocios  judicia- 
les y  vecino  de  la  ciudad  de  Limón,  por  el  delito  de 
robo  en  perjuicio  del  señor  Roberto  Eduardo  White; 
en  la  cual  es  parte  además  el  representante  del  Mi- 
nisterio Público;  • 

Resultando: 

I? — El  hecho  fué  cometido  en  la  noche  del  vein- 
ticinco de  agosto  del  año  próximo  pasado,  en  la  (inca 
Guácimo,  propiedad  de  la  United  Fruit  Company; 

2?— El  Juez  del  Crimen  de  Limón  en  sentencia 
dictada  á  las  nueve  de  la  mañana  del  veintidós  de 
marzo  del  año  en  curso,  condenó  al  procesado  como 
autor  del  delito  referido  á  sufrir,  previo  abono  del 
tiempo  porque  haya  estado  preso,  la  penn  de  presidio 
interior  menor  por  dos  años,  ocho  meses  y  veinte 
días»  y  las  accesorias  legales. — El  Juez  se  fundó  en  los 
artículos  25,  38,  468,  inciso  2?,  y  478  del  Código  Pe-  • 
nal,  784  y  873,  Parte  3*  del  Código  General  de  1841, 
9?  y  18  de  la  ley  de  8  de  julio  de  1902;  y  al  efecto 
consideró:  "i? — Se  ha  comprobado  plenamente  con 
las  actuaciones  del  sumario  la  preexistencia  de  los  ob- 
jetos en  poder  del  ofendido,  así  como  la  honradez  y 
buena  fama  de  éste, — lo  que  establece  la  comproba- 
ción del  cuerpo  del  delito;  2? — En  poder  del  procesa- 
do se  encontraron  los  objetos,  sin  que  él  haya  demos- 
trado su  legítima  adquisición,  ni  haya  dato  alguno 
que  abone  su  conducta  y  que  sea  bastante  para  des- 
virtuar la  presunción  legal  que  lo  sindica  como  autor 
del  hecho,  sino  que  antes  bien  los  hay  en  contrario, 
lo  que  demuestra  su  culpabilidad;  3? — La  identidad 
de  los  objetos  así  como  su  valor  de  cuatrocientos  cin- 
cuenta y  nueve  colones  sesenta  y  siete  céntimos,  se 
han  fijado  también,  pero  con  exclusión  de  la  caja  de 
hierro  que  no  se  encontró  en  poder  del  procesado,  ni 
él  pudo,  "dada  su  edad  y  constitución  sacar  eo  peso 
ni  trasportarla  de  la  casa  del  ofendido  al  lugar  donde 
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se  encontró  rota",  y  que  ha  sido  justipreciada  en  se- 
senta colones;  4? — El  hecho  se  ha  calificado  de  robo, 
pues  el  ofendido  '^encontró  abierta  una  puerta  del  sa- 
lón, la  cual  había  cerrado  y  asegurado  la  víspera;** 
mas  los  peritos  del  sumario  dicen  "que  no  hubo  vio- 
lencia para  abrir  la  puerta  de  la  casa  donde  se  perpe- 
tró el  hecho  porque  había  una  puerta  que  no  tenía 
tranca,  por  donde  se  sospecha  que  entró  el  ladrón**. 
Por  lo  que,  en  la  duda,  debe  estarse  á  lo  que  favorece 
al  reo,  sin  que  ellosignifique  su  indefensión  por  la  ca- 
lificación defectuosa  que  se  haya  hecho  del  delito,  y  á 
que  la  defensa  ha  podido  hacerse  cargo  bien  del  ata- 
que; 59 — En  consecuencia,  el  caso  está  comprendido 
en  el  inciso  2?  del  artículo  468  del  Código  Penal; 
^9 — Es  inatendible  la  prueba  rendida  por  el  procesa- 
do en  el  plenario  sobre  su  conducta  anterior  irrepro- 
chable, en  frente  de  las  declaraciones  del  sumario  que 
destruyen  su  fuerza;  79 — Como  no  hay  atenuante  ni 
agravante,  el  Juzgado  debe  aplicar  la  pena  en  su  gra- 
do medio  coa  lafi  accesorias  correspondientes,  pudien- 
do  al  hacerlo  recorrer  toda  su  extensión*'; 

39--Que  el  defensor  del  reo  y  el  señor  Agente 
Fiscal  de  Limón  apelaron  y  la  Sala  Segunda  de  Ape- 
laciones, á  las  tres  de  la  tarde  del  diez  y  nueve  de 
mayo  último,  imputó  al  reo  el  hecho  con  el  título  de 
Toho  y  confirmó  en  sus  demás  partes  la  sentencia  re- 
currida;  * 

4fth-Que  la  defensa  ha  interpuesto  recurso  de  ca- 
sación del  falIo.de  segunda  instancia  por  los  siguien- 
tes motivos:  i9 — Violación  del  artículo  873  en  rela- 
ción con  el  218,  ambos  del  Código  General  de  1841, 
Parte  3?;  29 — Aplicación  indebida  del  artículo  468 
del  Código  Penal,  y  error  de  hecho  y  de  derecho  en 
la  apreciación  de  la  prueba; 

59 — En  los  procedimientos  no  se  nota  defec- 
to; y « 

Considerando: 

i9 — Que  el  cuerpo  del  delito  está  justificado  con 
arreglo  á  derecho  (artículos  780  y  784,  Parte  III    del 
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Código  General^;  que  contra  el  procesado  obran  mu- 
chos y  graves  indicios,  estimados  con  sana  crítica  en 
la  sentencia  recurrida  (ley  de  8  de  julio  de  1902  y  de 
3  del  mismo  mes  de  1903)  y  detallados  en  los  resul- 
tandos de  la  sentencia  de  primera  instancia;  y  en  esa  vir- 
tud se  imputó  al  reo  el  delito,  como  autor,  sin  que  se 
hayan  violado  los  artículos  873  y  218,  Parte  III  del 
Código  General; 

2? — Que  la  pena  señalada  en  el  artículo  46S  del 
Código  Penal  es  la  que  ha  debido  -aplicarse  al  proce- 
sado, y  no  hay  mala  aplicación  de  esta  ley  en  la  sen- 
tencia; y  tampoco  existe  la  indebida  apreciación  de  la 
prueba  sobre  conducta  de  folios  56  y  57  del  proceso, 
pues  dicha  prueba  fué  desestimada,  en  atención  á  la 
de  mayor  importancia  que  obra  en  autos  contra  el 
reo;  de  modo  que  no  existe  el  error  en  la  estimación 
de  la  prueba  de  que  se  queja  el  recurrente; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación,  y  con 
certificación  de  la  presente  vuelvan  los  autos  al  tribu- 
nal de  su  procedencia. — A.  Al  varado.  ^-J.  Fed.  Gon- 
zález.— Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nico- 
lás Oreamuno, — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 

Agüero  Guillen 

( 3  40'  p.  m. — Julio  28  ) 

En  la  cau.sa  seguida  en  el  Juzgado  Primero  del 
Crimen  de  esta  provincia,  contra  Manuel  Agüero 
Guillen,  de  sesenta  y  nueve  años,  agricultor  y  vecino 
de  Tabarcia  del  cantón  de  Mora,  por  el  delito  de  a- 
menazas  de  atentado  cometido  en  perjuicio  de  Mar- 
cos Delgado  Altamirano;  en  la  cual  son  partes  ade- 
más del  reo,  su  defensor  Licenciado  Ramón  Loria  I  - 
glesias,  mayor  de  edad,  abogado  y  vecino  de  esta  ciu- 
dad, y  el  representante  del  Ministerio  Público; 

Resultando: 

i9 — Que  el  hecho  fué  cometido  en  la  noche  del 
dos  de  noviembre  de  mil  novecientos  tres,  en  casa  de 


-69- 

Loreozo  Céspedes,  sita   en  "El  Corralar"  de  la  aldea 
de  Santa  Ana; 

2? — Que  el  Juez  Primero  del  Crimen,  á  las  nue- 
ve de  la  mañana  «leí  once  de  abril  de  este  año,  conde- 
nó al  procesado  como  autor  del  delito  referido  á  su- 
frir dos  meses  y  un  día  de  presidio  interior  menor, 
con  abono  del  tiempo  por  que  haya  estado  preso;  á 
dar  caución  por  un  año,  en  cantidad  de  ciento  cincuen- 
ta colones,  de  no  ofender  al  amenazado,  ó  en  caso  de 
que  no  presentare  fiador  ó  garantía  hipotecaria,  á  re- 
clusión en  la  cárcel  de  esta  ciudad,  equivalente  á  la 
cuantía  de  la  fianza,  regulándose  un  día  por  cada  co- 
lón; y  á  las  demás  accesorias  de  ley;  y  al  efecto  consi- 
deró: **i9  Que  con  lo  declarado  por  los  testigos  que  se 
relacionan  en  los  resultandos  segundo,  tercero  y  cuar- 
to, (Luis  Solano,  Ramón  Alvarez,  Francisco  Alvarez, 
María  Guadamuz,  Pilar  Jiménez,  José  Valenciano  Ba- 
ñes y  Pascual  Anchía)  este  tribunal  imputa  á  Manuel 
Agüero  el  delito  de  amenazas  de  atentado  de  que  se 
ha  hecho  relación,  y  en  consecuencia,  debe  condenar- 
lo á  las  penas  á  que  se  ha  hecho  acreedor  con  su 
transgresión.  (Artículos  2V  de  la  ley  de  3  de  julio 
de  1903  y  i9,  15  y  57  del  Código  Penal);  2?  Que  el 
hecho  de  autos  se  encuentra  comprendido  en  el  inci- 
so 3?  del  artículo  319  del  Código  Penal,  y  es  castiga- 
do con  presidio  interior  menor  en  su  grado  mínimo, 
y  aún  con  pena  de  caución;  3?  Que  en  el  hecho  no 
existen  circunstancias  que  atenúen  ó  agraven  la  pena 
que  corresponde  al  delito  y  por  lo  mismo  puede  re- 
correrse toda  su  extensión  al  aplicarla.  (Artículo  74 
del  Código  Penal);  4?  Que  este  tribunal  fija  en  dos 
meses  y  un  día  la  duración  de  la  pena  de  presidio  á 
que  el  reo  se  ha  hecho  acreedor  con  su  delito.  (Ar- 
tículo ^6  del  Código  Penal);  5?  Que  este  tribunal 
también  condena  al  reo  á  dar  caución  por  el  término 
de  un  año,  de  no  ofender  al  amenazado,  en  las  condi- 
ciones prescritas  por  el  artículo  54  del  Código  Penal; 
6?  Qtie  también  deben  imponerse  al  reo  las  penas 
accesorias  y  abonársele  la  prisión  que  sufra.  (Artículos 
25.  33.  38  y  95  <iel  Código   Penal);" 
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3?— Que  el  defensor  del  procesado  apeló»,  y  la 
Sala  Segunda  de  Apelaciones  conñrmó  dicha  senten- 
cia á  las  dos  y  media  de  la  tarde  del  veintiséis  de  ma  - 
yo  ultimo; 

4? — Que  la  dcrfensa  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  de  la  sentencia  de  segunda  intancia  por  apli- 
cación indebida  del  artículo  319  del  Código  Penal,  é 
infracción  de  los  20,  218,  281,  ^^^  y  780,  rarte  terce- 
\  ra  del  Código  General  de  184 1,  35  y  36  de  la  ley  de 
17  de  octubre  de  1864,  con  error  de  hecho  y  de  de- 
recho en  la  apreciación  de  las  pruebas; 

5? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

Los  testigos  del  proceso  deponen  satisfactoria- 
mente sobre  los  dos  conceptos  que  niega  el  recurren- 
te, pues  citan  las  palabras  proferidas  por  Agüero,  que 
constituyen  las  amenazan,  y  afirman  al  propio  tiempo 
que  en  su  concepto  es  capaz  de  ejecutarlas,  y  aunque 
para  disminuir  el  valor  de  las  declaraciones  referentes 
á  la  verosimilitud,  se  dice  que  los  testigos  deponen 
por  creencia,  esto  no  es  defecto  en  el  caso,  porque 
no  hay  otro  medio  de  estimarla,  una  vez  que  los  infor- 
mantes, después  de  manifestar  lo  que  conocen  acerca 
de  la  conducta  y  antecedentes  del  encausado,  aplican 
su  propio  criterio  para  decir  de  la  capacidad  del  reo 
de  cumplir  las  amenazas.  El  cargo  contra  los  artí- 
culos 35  y  36  de  la  ley  de  17  de  octubre  de  1864, 
218,  281,  77 7  y  780,  Parte  tercera  del  Código  Gene- 
ral, y  319  del  Penal,  es  infundado,  pues  los  testigos, 
tratándose  de  una  trasgresión  que  no  deja  señales, 
comprueban  no  sólo  la  existencia  del  cuerpo  del  deli- 
to, sino  que  el  hecho  tiene  las  dos  condiciones  consti- 
tutivas de  amenazas  de  atentado  y  que  es  imputable 
al  reo  conforme  al  Código  Penal.  No  es  procedente  la 
casación  demandada; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  deman- 
dada; y  con  certificación  de*  la  presente  vuelvan  los 
autos  á  la  Sala  de  su  procedencia. — A.  A K  arado. — J. 
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Fed.    González. — Manuel  V.  Jiménez. — A.   Zambra- 
na. — Nicolás  Oreamuno.-Ante  mí,-Alfonso  Jiménez. 


GÓMEZ  Gutiérrez 
iS^ÁP'  m,— Julio  28) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  de  primera 
instancia  de  Santa  Cruz,  contra  Audencia  Gómez  Gu- 
tiérrez, de  veinte  años,  de  ocupaciones  domésticas  y 
vecina  de  ''Veintisiete  de  Abril"  de  aquella  jurisdic- 
ción, por  el  delito  de  lesiones  graves  cometido  en  per- 
juicio de  Luisa  Gutiérrez  Matarríta;  en  la  cual  son 
partes  además  de  la  reo,  su  defensor  señor  José  De- 
metrio Caamaño  Soto,  mayor,  agente  de  negocios  ju- 
diciales y  vecino  de  la  ciudad  de  Liberia,  y  el  repre- 
sentante del  Ministerio  Público; 

Resultando: 

1? — El  hecho  ocurrió  en  el  patio  de  la  propia 
casa  de  la  reo  como  á  las  once  de  la  mañana  del  diez 
de  enero  de  este  año; 

2? — El  Juez  del  Crimen  de  Santa  Cruz,  en  sen- 
tencia dictada  á  las  diez  de  la  mañana  del  trece  de 
marzo  del  año  en  curso,  condenó  á  la  procesada,  co- 
mo responsable  del  delito  referido,  á  arresto  por  se- 
senta días  en  la  cárcel  del  mismo  lugar,  con  abono 
del  tiempo  de  prisión,  y  á  las  accesorias  legales; 

3? — La  Sala  Segunda  de  Apelaciones,  quien  co- 
noció de  la  causa  en  consulta  del  fallo  condenatorio^ 
á  las  ocho  de  la  mañana  del  trece  de  abril  último, 
con  fundamento  en  el  artículo  9?  de  la  ley  de  8  de 
julio  de  1902,  a  contrario  scnsUj  declaró  la  nulidad  de 
todo  lo  actuado,  por  ser  homicidio  y  no  lesiones  el 
delito  cometido  por  la  procesada,  pues  del  dictamen 
médico-legal  se  desprende  que  la  muerte  de  la  ofen- 
dida fué  consecuencia  inmediata  de  la  herida  que  en 
el  vientre  le  causó  la  enjuiciada,  y  no  se  ha  determi- 
nado bien  el  cargo; 
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4? — Que  la  procesada  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  de  lo  resuelto  por  la  Sala  de  instancia  por 
haberse  interpretado  erróneamente  los  artículos  414 
y  420,  Parte  3?  del  Código  General  de  1841,  come- 
tiendo además  error  de  derecho  en  la  calificación  del 
delito;  y  haberse  violado  también  los  artículos  873  y 
1015  ibfdem  y  85  del  Código  de  Procedimientos  Ci- 
viles; 

5? — En  los  procedimientos  no  se  nota  defecto;  y 

Considerando: 

Que  el  recurso  tiene  buen  fundamento;  porque 
ni  la  muerte  fué  resultado  inevitable  de  las  lesiones 
causadas  por  la  reo,  ni  en  ésta  puede  suponerse  ra- 
cionalmente la  intención  de  matar  sino  la  de  hacer 
cesar  el  agudo  dolor  que  sufría,  hiriendo  sin  saber 
dónde  y  sólo  con  el  objeto  indicado;  por  lo  cual  la 
sentencia  es  nula,  con  tanto  mayor  motivo,  cuanto 
que,  de  acuerdo  con  el  artículo  9?  de  la  ley  de  8  de 
julio  de  1902,  si  hubiera  sido  equivocada  la  aprecia- 
ción jurídica  del  Juez  de  primera  instancia,  la  Sala 
sentenciadora  no  estaba  en  el  caso  de  declararla  nula, 
como  lo  ha  hecho,  sino  de  rectificarla; 

Por  tanto,  declárase  con  lugar  la  casación  pedi- 
da, y  vuelvan  los  autos  á  la  Sala  Segunda  para  que 
pmceda  con  arreglo  á  derecho. — A.  Al  varado. — ^J. 
Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambra- 
na. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso  Jimé- 
nez. 


Castro  v.  Agüero 

(  2  p.  m. — Agosto  I? ) 

En  el  juicio  ordinario  sobre  rescisión  de  un  con- 
trato, seguido  en  el  Juzgado  Primero  Civil  de  esta 
provincia,  por  Jesús  Benito  Castro  Jiménez,  vecino  de 
Aserrí,  de  esta  jurisdicción,  contra  Evaristo  Agüero 
Varona,  domiciliado  en  la  ciudad  de  Cartago,  ambos 
mayores  de  edad  y  agricultores.    Son  partes   además 
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los  señores  bachiller  Francisco  Chavarría  Mora,  pa- 
sante de  abogado,  y  Licenciado  Francisco  Aguilar 
Barquero,  abogado,  lus  dos  mayores  y  de  este  ve- 
<:indar¡ü,  como  apoderados  del  actor  y  demandado, 
respectivamente; 

Resultando'. 

I? — En  el  libelo  de  demanda  expresa  el  actor: 
que  según  aparece  del  documento  que  acompaña,  el 
señor  Agüero  Varona  le  vendió  una  finca  situada  en 
Navarro,  jurisdicción  de  Cartago,  inscrita  en  dos  sepa- 
raciones, en  el  Registro  de  la  Propiedad,  con  la  con- 
dición desque  tal  finca  debía  estar  libre  de  graváme- 
nes; que  antes  de  hacer  el  trato,  fuéá  verla  finca,  ob- 
servó una  especie  de  camino  dentro  de  ella  é  interro- 
gó sobre  el  particular  al  señor  Agüero,  quien  le  con- 
testó que  era  un  camino  de  la  finca,  no  una  servidum- 
bre, pues  por  allí  sólo  pasaba  la  persona  á  quien  él 
diera  permiso;  que  ya  instalado  en  la  finca,  empezó  á 
observar  que  todo  el  que  quería  pasaba  por  allí,  y  ha- 
biéndose opuesto  á  ello,  los  transeúntes  le  manifesta- 
ron que  no  tenía  derecho  de  impedirlo,  porque  el  ca 
mino  era  una  servidumbre  de  la  finca;  que  ocurrió  al 
Registro  y  encontró  que  efectivamente  la  separación 
inscrita  bajo  el  número  doce  mil  quinientos  treinta  y 
dos  está  gravada  con  un  camino  público  que  la  atra- 
viesa, y  con  una  hipoteca  inscrita  en  el  antiguo  Oficio 
de  Hipotecas;  que  con  el  gravamen  tan  incómodo  del 
camino  público,  la  finca  es  completamente  inadecua- 
da para  el  fin  que  tuvo  en  mira  al  comprarla,  que 
es  hacer  en  ella  una  cría  de  cerdos,  porque  los  que 
tienen  derecho  de  pasar  por  el  camino,  transitan  por 
allí  con  frecuencia  y  dejan  siempre  abiertos  los  porto- 
nes de  entrada;  que  por  lo  expuesto,  y  de  conformi- 
dad con  los  artículos  692,  1034  y  1082  del  Có  ligo 
Civil  y  192  y  siguientes  del  de  Procedimientos  Civi- 
les, demanda  en  vía  ordinaria  al  sriñor  Agü.*ro  p^ra 
que  se  declare  rescindido  y  de  ningún  valor  el  contra- 
to de  compraventa  relacionado,  por  haber  faltado  el 
vendedor  á  las  condiciones  estipuladas;  y  subsidiaria- 
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mente,  para  el  caso  de  que  ese  extremo  no  se  crea 
procedente,  para  que  se  declare:  i9 — Que  si  el  contrato 
debe  llevarse  adelante,  el  demandante  tiene  derecho 
á  que  se  rebaje  el  precio  en  una  suma  igual  al  demé- 
rito de  la  ñnca  á  causa  de  la  servidumbre,  demérito 
que  estimarán  peritos  tomando  como  base  del  valor 
de  la  finca,  suponiéndola  sin  gravámenes,  el  precio  del 
contrato  de  venta,  para  hacer  la  reducción  de  la  suma 
en  que  se  estime  el  demérito;  2? — Que  debe  rebajar 
se  asimismo  del  precio  una  suma  igual  á  lo  que  cues- 
te libertar  la  finca  del  gravamen  con  que  aparece  en 
el  antiguo  Oficio  de  Hipotecas,  calculado  también  ese 
valor  por  peritos;  y  3? — Que  el  demandado  |iebe  pa- 
garle todos  los  daños  y  perjuicios  que  se  le  causen, 
junto  con  las  costas  personales  y  procesales  del  juicio; 

2? — El  señor  Agüero  contestó  negativamente  la 
demanda; 

3? — En  sentencia  de  las  tres  de  la  tarde  del  ca- 
torce de  febrero  del  corriente  año,  el  Juez  respectivo, 
con  fundamento  en  los  artículos  719,  720  y  741  del 
Código  Civil,  87,  220,  348  y  1072  del  de  Procedi- 
mientos Civiles,  declaró  procedente  la  demanda  en 
cuanto  á  la  rescisión  del  contrato,  por  no  haberlo  cum- 
plido por  su  parte  el  demandado,  y  en  consecuencia^ 
rescindido  tal  contrato  de  compraventa  celebrado  y 
á  que  se  refiere  este  juicio,  y  sin  lugar  dicha  deman- 
da en  cuanto  se  solicita  que  se  declare  de  ningún  va- 
lor ese  contrato;  y  condenó  en  costas  procesales  al 
demandado; 

4? — El  demandado  se  alzó  y  la  Sala  Primera  de 
Apelaciones  revocó  á  las  dos  de  la  tarde  del  diez  y 
nueve  de  mayo  último,  la  sentencia  recurrida,  absol- 
vió del  cargo  al  apelante  y  condenó  al  actor  en  las 
costas  procésales  del  juicio.  Al  efecto  consideró  dicho 
tribunal:  "i9 — Que  la  existencia  de  servidumbre  en 
el  fundo  vendido  daría  derecho  al  actor  para  reclamar 
al  demandado  la  supresión  de  ellas,  si  le  fuere  posible, 
ó  la  reducción  del  precio  de  la  venta,  en  caso  de  que 
no  quisiere  ó  no  pudiere  efectuar  la  liberación  del  in- 
mueble; pero  no    sería    causa   legal   para   rescindir  el 
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contrato  por  no  estarse  en  ninguno  de  los  casos  del 
artículo  836  del  Código  Civil;  2? — Que  el  camino  pu- 
blico que  atraviesa  la  ñnca  en  uno  de  sus  extremos, 
de  Oriente  á  Occidente,  no  constituye  servidumbre 
en  el  sentido  del  artículo  370  del  Código  citado,  pues 
no  hay  predio  dominante.  Seria  una  desmejora  por 
las  molestias  que  púdica  ocasionar  al  comprador,  ó 
por  la  pérdida  de  terreno;  pero  dado  que,  según  el 
dictamen  pericial,  dicho  camino  en  nada  perjudica  al 
fundo  vendido,  que,  como  aparece  de  autos,  el  adqui- 
rente  tuvo  conocimiento  de  su  existencia,  no  sólo  por 
la  constancia  del  Registro,  cuyos  libros  consultó,  sino 
también  porque  el  camino  queda  enfrente  y  á  corta 
distancia  de  la  casa  de  la  finca,  donde  el  señor  Castro 
permaneció  por  varios  días  cuando  estaba  con  el  ven- 
dedor en  los  preliminares  del  trato;  y  que,  finalmente, 
el  demandante  ha  obtenido  ya  del  demandado  una  re- 
baja de  quinientos  colones  por  la  menor  cabida  de  la 
finca,  no  puede  menos  de  estimarse  improcedente  el 
reclamo  sobre  disminución  de  precio,  formulado  con 
carácter  subsidiario  en  el  escrito  de  denian»ia;'* 

5? — El  apoderado  del  actor  ha  interpuesto  recur- 
so de  casación  de  la  sentencia  de  segun^ia  instancia, 
por  los  siguientes  motivos:  l? — Violación  del  artículo 
692  del  Código  Civil;  2?— -Violación  del  artículo  1022 
ibídem;  3? — Interpretación  errónea  del  artículo  836 
ibídem  con  error  en  la  apreciación  de  la  prueba;  4? — 
Aplicación  indebida  del  artículo  370,  Código  citado, 
y  error  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba  re- 
ferente á  la  existencia  de  la  servidumbre; 

6? — En  los  procedimientos  no  se  nota  defecto;  y 

Considef  ando:     - 

La  sentencia  recurrida  no  viola  ninguno  de  los 
artículos  del  Código  Civil  citados;  no  el  artículo 
692,  porque  la  facultad  de  pedir  la  rescisión  de  un 
contrato  sólo  la  confiere  esa  ley  á  la  parte  que  ha 
cumplido  las  obligaciones  que  él  le  impone,  pero  no 
á  quien  ha  faltado  á  deber  tan  esencial  en  uno  de  com- 
praventa como  es  el  pago  del    precio;  no   el    artículo 
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I022,  porque  el  fallo  reconoce  la  fuerza  legal  del  con- 
venio como  ley  entre  las  partes;  no  el  artículo  836, 
porque  no  se  ve  imperfección  aPguna  en  el  consenti- 
miento del  comprador  que  visitó  la  finca^  la  examinó 
á  su  contento,  pasó  en  ella  diversos  días,  conoció  el 
camino  de  cuya  existencia  ahora  se  queja,  convino  en 
la  compraventa  con  noticia  de  ese  defecto  de  la  cosa 
y,  con  posterioridad  al  recibo  de  la  fínca,  lejos  de  ale- 
gar el  motivo  que  hoy  invoca  para  la  rescisión,  se 
conformó  con  cierta  disminución  de  precio  por  defec- 
to en  la  cabida  y  se  ha  mantenido  en  goce  y  explota- 
ción del  inmueble;  no  el  artículo  370,  porque  una  vía 
publica  no  constituye  una  servidumbre  en  el  sentido 
técnico  de  la  palabra; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación,  con 
costas  á  cargo  del  recurrente;  y  con  certificación  de  la 
presente  vuelvan  li»s  autos  á  la  Sala  de  su  proceden  - 
cia. — A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — Manuel  V. 
Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — An- 
te mí, —  Alfonso  Jiménez. 


GuzMÁN  Carrillo 

(2  5'  p.  m. — Agosto  i9) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  del  Crimen  de 
Alajuela,  contra  Rafael  María  Guzmán  Carrillo,  de 
treinta  y  dos  años,  agricultor  y  vecino  de  San  Juani- 
llo del  cantón  del  Naranjo,  por  el  delito  de  lesión  á 
Aquiles  Jiménez  Barrantes;  en  la  cual  son  partes,  a- 
demás  del  reo,  su  .  defensor  Licenciado  Ramón  Lo- 
ria Iglesias,  mayor,  abogado  y  vecino  de  esta  ciudad, 
y  el  representante  del  Ministerio  Público; 

Resultando: 

1? — Que  el  Juez  del  Crimen  de  Alajuela,  á  las 
cinco  de  la  tarde  del  once  de  marzo  próximo  pasado, 
condenó  al  procesado  como  autor  del  delito  referido  á 
la  pena  «de.  presidio  interior  menor  por  el   término  de 
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un  año,  cinco  meses  y  diez  días,  con  rebaja  del  tiem- 
po por  que  haya  estado  preso,  y  á  las  accesorias  de 
suspensión  de  cargo  ú  oñcio  público  y  de  la  pérdida 
del  arma  respectiva,  con  fundamento  en  los  artículos 
33.  38  y  83  del  Código  Penal,  y  S73,  Parte  3?  del 
General;  y  al  efecto  consideró:  "i? — Que  las  pruebas 
enumeradas  en  el  res.ultando  3?  (declaraciones  de 
Leona  y  Leandro  Morales,  María  Castillo,  Justo  A- 
guilar  y  Guadalupe  Miranda)  y  la  confesión  del  reo, 
examinadas  con  el  criterio  de  realidad  instituido  por 
las  leyes  de  8  de  julio  de  1902  y  3  de  julio  de  1903-, 
demuestran  que  fué  Rafael  Guzmán  Carrillo  quien 
hirió  á  Jiménez,  y  en  tal  virtud  debe  castigársele  con 
una  de  las  penas  asignadas  por  el  artículo  422  del 
Código  Penal,  puesto  que  las  justificaciones  rendidas 
no  apoyan  en  manera  alguna  la  eximente  de  respon- 
sabilidad alegada,  (artículos  14,  15  y  57,  ibíd.)í  29-a 
Que  las  atenuantes  8?,  9?  y  1 4f  del  artículo  11  del 
Código  Penal,  que  pretendió  demostrar  el  defensor, 
deben  desestimarse:  la  primera  porque  no  se  probó 
que  el  reo  en  el  momento  de  delinquir,  estuviera  e- 
brio,  y  porque  aunque  se  hubiese  justificado  ese  ex- 
tremo, consta  de  autos  que  el  referido  reo  se  embria- 
ga con  relativa  frecuencia;  la  segunda,  porque  no  ha 
habido  sinceridad  en  la  confesión  desde  luego  que  en 
la  indagatoria  negó  rotundamente  el  delito;  y  la  ter- 
cera, porque  no  cabe  admitir  como  irreprochable'  la 
conducta  de  un  individuo  que  se  embriaga  frecuente- 
mente y  que  cuando  lo  hace  es  provocativo  y  pen- 
denciero; 3? — Que  tampoco  aparecen  agravantes  en 
contra  del  reo,  pero  atendiendo  á  la  extensión  del  da- 
ño causado,  esta  autoridad,  de  acuerdo  con  los  artícu- 
los 74  y  y6  ibíd.,  estima  justo  elevar  la  pena  á  su 
máximum'*; 

2? — Que  el  defensor  del  reo  apeló  y  la  Sala  Se- 
gunda de  Apelaciones,  en  sentencia  pronunciada  á  las 
dos  y  media  de  la  tarde  del  veintisiete  de  abril  últi? 
mO|  confirmó  en  todas  sus  disposiciones  la  sentencia 
recurrida; 

3? — Que  la  defensa  ha  interpuesto  recurso  de  ca- 
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sación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia,  por  Ic^ 
motivos  siguientes:  i? — Infracción  de  los  artículos  lo» 
inciso  4?,  II,  incisos  89,  9?  y  14?,  y  218,  Parte  3?,  del 
Código  General;  2? — Error  de  hecho  y  de  derecho  en 
la  apreciación  de  la  prueba  referente  á  las  atenuantes 
dichas;  y  violación  de  los  artículos  1 1,  inciso  i?,  74, 
75  y  76  del  Código  Penal,  729  del  Civil  y  873  de  la 
Parte  3?  del  Código  General;  y  3? — Violación  del  ar- 
tículo 1 1  del  Código  Penal,  en  sus  incisos  i9,  .  1 1?  y 
12?; 

4? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

iV — Con  la  declaración  de  Leona  Morales,  testi- 
go presencial  de  la  riña  habida  entre  Rafael  Guzmán 
y  Aquiles  Jiménes,  y  los  indicios  que  resultan  de  las 
demás  declaraciones  de  los  otros  testigos  del  sumario 
en  esta  causa,  aparece  comprobado  que  Guzmán  es 
autor  responsable  de  la  lesión  causada  á  Jiménez,  a* 
preciada  como  debe  apreciarse  la  prueba  conforme  á 
las  reglas  de  la  sana  crítica,  de  acuerdo  con  lo  dis- 
puesto por  las  leyes  de  8  de  julio  de  1902  y  3  del 
mismo  mes  de  julio  de  1903; 

2? — La  reclamación  que  se  hace  alegando  in- 
fracción del  artículo  11,  en  sus  incisos  8?,  9?  y  14? 
del  Código  Penal,  por  no  haberse  abonado  al  reo  las 
disminuyentes  á  que  se  refieren  tales  incisos,  carece  de 
fundamento  por  las  razones  expuestas  en  el  conside- 
rando segundo  de  la  sentencia  de  primera  instancia,  y 
porque  con  respecto  á  la  confesión  debe  decirse  que 
no  sólo  no  fué  sincera  sino  que  no  debe  estimarse  co- 
mo confesión  del  delito,  desde  luego  que  el  procesado 
afirma  que  fué  atacado  por  el  ofendido  y  que  proce- 
dió en  defensa  propia,  afirmación  que,  por  otra  parte, 
no  aparece  justificada  en  los  autos;  por  todo  lo  cual 
no  existe  la  infracción  que  se  alega  del  artículo  cita- 
do, ni  la  violación  de  las  demás  leyes  que  se  mencio- 
nan en  el  recurso  de  casación  interpuesto; 

Por  tantOy  declárase  sin  lugar  la   casación   pedi- 
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da. — Vuelvan  los  autos  al  tribunal  de  su  origen,  con 
•certificación  de  la  presente. — A.  Alvarado. — ^J.  Fed. 
González. — Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Ni- 
colás Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


Mora  v.  Avila 
(  3  25'  p.  m.— Agosto  4 ) 

En  el  juicio  ordinario  sobre  rescisión  de  un  con- 
trato y  otros  puntos,  establecido  en  el  Juzgado  Pri- 
mero Civil  de  esta  provincia,  por  José  Mora  Romero, 
jardinero,  contra  Luisa  Avila  Zeledón,  de  oficios  do- 
mésticos, ambos  mayores  y  vecinos  de  esta  ciudad;  en 
el  cual  ha  intervenido  además  el  señor  Licenciado  Jo- 
sé Luis  Sáenz  Pacheco,  mayor,  abogado  y  de  este  do* 
micilio,  como  apoderado  del  actor; 

Resultando: 

I? — Que  el  actor  en  su  libelo  de  demanda  expre- 
sa: que  según  el  documento  que  acompaña,  vendió  á 
la  señora  Avila  Zeledón  una  casa  con  el  solar  en  que 
está  ubicada;  lindante:  al  Norte,  con  propiedad  de  Is- 
mael Rojas;  al  Sur,'  con  ídem  de  Rafael  Guzmán;  al 
Este,  con  la  linea  del  Ferrocarril  al  Pacífico;  y  al  Oes- 
te, calle  en  medio,  con  potrero  de  Marcelo  Brenes;  so- 
lar que  mide  como  cuatro  metros  y  medio  de  frente 
por  veinte  metros  y  medio  de  fondo;  que  en  dicho 
contrato  se  estipuló  que  si  la  compradora  no  podía 
pagar  el  precio  de  la  venta,  él  volvería  á  tomar  la  fin- 
ca, reconociéndole  la  demandada  un  alquiler  propor- 
<:ionado  por  el  tiempo  que  tuviese  la  finca  en  su  po- 
der; que  la  señora  Avila  no  ha  cumplido  con  su  obli- 
gación, pues  hace  mucho  tiempo  que  no  paga  las 
mensualidades  convenidas,  y  es  el  caso  de  que  pre- 
vios los  trámites  de  ley,  se  declare  rescindido  el  con- 
trato de  compraventa  relacionado  y  en  consecuencia, 
-que  la  finca  debe  volver  á  su  poder,  y  debe  la  señora 
Avila  pagarle,  á  justa  tasación  de  peritos,  los  alquile- 


—  So- 
res de  !a  finca  desde  el  veíntisefis  de    c»ctubre    de    mil 
ochocientos  noventa  y  nueve,  fecha  del  contrato  refe- 
rido, hasta  el  día  en  que  dicha  finca  le   sea   devuelta, 
con  las  costiís  personales  y  procesales  del  juicio; 

2? — Que  la  demanda  fué  contestada  negativa^ 
mente  por  la  señora  Avila  Zeledón,  quien  opuso  la 
excepción  de  transacción  y  contrademandó  al  actor 
para  que  se  le  obligue  al  cumplimiento  del  ct)ntrato 
expresado  y  consiguientemente  á  otorgarle  la  respec- 
tiva escritura  de  propiedad  de  la  finca  disputada;  re- 
convención que  negó  el  demandante: 

3? — Que  el  Juez  Primero  Civil,  en  sentencia  dic- 
tada á  las  doce  del  día  diez  y  ocho  de  agosto  del  año 
próximo  pasado,  declaró  con  lugar  la  demanda  y,  en 
consecuencia,  rescindido  el  contrato  á  que  este  juicio 
se  refiere;  que  la  finca  en  referencia  debe  ser  devuelta 
al  actor,  á  quien  debeiá  la  demandada  reconocer  un 
interés  mensual  á  jusia  tasación  de  peritos,  desde  la 
fecha  del  contrato  hasta  que  le  sea  entregada  la  finca; 
improcedente  la  contrademanda  en  todos  sus  puntos, 
siendo  las  costas  procesales  del  juicio  á  cargo  de  la 
demandada.  El  Juez  se  fundó  en  el  artículo  1,072,. 
Código  de  Procedimientos  Civiles,  y  consideró  lo  si- 
guiente: "I? — Que  con  el  documento  privado  recono- 
cido y  con  las  posiciones  absueltas  tn  rebeldía  de  la 
demandada,  el  actor  ha  justificado  plenamente  su  ac- 
ción, la  cual  debe  declararse  procedente  y  que  en 
consecuencia  queda  rescindido  el  contrato  contenido 
en  el  expresado  documento,  debiendo  volver  la  finca 
á  poder  del  actor,  teniendo  la  demandada  que  reco- 
nocer un  alquiler  mensual  de  la  finca  desde  la  fecha 
de  la  celebración  del  contrato  ó  sea  desde  el  veintiséis 
de  octubre  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  hasta 
el  día  en  que  sea  devuelta,  á  justa  tasación  de  peri- 
tos. (Artículos  719,  720,  727  y  741  del  Código  Ci- 
vil, 1?,  220,  261  y  348  del  de  Procedimientos  Civiles); 
2? — Que  por  no  haberse  justificado  la  contrademan- 
da, debe  declararse  sin  lugar  en  todos  sus  extre- 
mos"; 

49 — Que  la  demandada  apeló  y  la  Sala  Primera. 
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de  Apelaciones,  á  las  dos  y  media  de  la  tarde  del 
nueve  de  mayo  del  año  en  curso,  confirmó  el  fallo  re- 
currido, con  la  rectificación  de  que  la  frase  "interés 
mensual/'  se  sustituye  con  la  de  "alquiler  mensual/' 
que  es  la  que  corresponde  según  lo  establecido  en  el 
primer  considerando  de  dicha  sentencia; 

5? — Que  la  misma  parte  demandada,  ha  inter- 
puesto recurso  de  casación  de  la  sentencia  de  segun- 
da instancia  por  los  motivos  siguientes:  i9 — Violación 
del  artículo  229,  inciso  4?,  Código  de  Procedimien- 
tos Civiles,  en  relación  con  el  79,  Código  Civil  vigen- 
te, y  las  disposiciones  del  Título  5?,  Parte  III  del  Có- 
digo General  de  1 841;  2? — Violación  del  articulo  239 
del  Código  de  Procedimientos  Civiles;  3? — Infracción 
del  artículo  108  ibídem,  en  relación  con  los  261  y  277 
del  mismo  Código;  4? — Infracción  del  artículo  167, 
inciso  12  de  la  Ley  Orgánica  de  Tribunales;  5? — E- 
rror  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba,  con 
violación  del  artículo  721),  incisos  2?  y  3?,  Código 
Civil,  en  relación  con  el  ^2^  ibídem;  6? — Interpreta- 
ción errónea  y  aplicación  indebida  del  artículo  692, 
Código  Civil;  y  7? — Violación  del  693  del  mismo  Có- 
digo; 

69 — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

1 9 — Que  no  tiene  razón  el  recurrente  al  suponer 
violado  el  artículo  229,  Código  de  Procedimientos 
Civiles,  en  su  inciso  49,  en  relación  con  el  artículo  79^ 
Código  Civil,  y  el  Título  59  del  Libro  i9,  Parte  3?  del 
Código  General,  porque  el  articulo  78  del  Código  Ci- 
vil estatuye:  que  la  mujer  no  necesita  autorización  del 
marido  ni  del  Juez  para  contratar  ni  para  compare- 
cer enjuicio  y  extiende  esta  disposición  aun  á  los 
matrimonios  contraídos  bajo  la  legislación  ante- 
rior; 

2? — Que  en  la  sentencia  recurrida  no  se  ha  vio^ 
lado  el  articulo  239,  Código  de  Procedimientos  Civi- 
les, porque  consta  de  autos  que  la  excepción  de  tran* 
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sacción  se  tramitó  como  incidente,  de  acuerdo  con  la 
ley. — Tampoco  se  han  violado  los  artículos  io8,  261 
y  277,  Código  citado,  porque  la  demandada  fué  cita- 
da para  las  posiciones,  de  acuerdo  con  el  primero  de 
estos  artículos. — Tampoco  se  ha  violado  el  artículo 
167  de  la  Ley  Orgánica  de  Tribunales  en  su  inciso 
12°,  porque  el  Magistrado  Dávila  se  excusó  oportu- 
namente y  fué  declarado  hábil,  por  auto  de  las  doce 
del  día  veinte  de  diciembre  de  mil  novecientos  cua- 
tro; 

3? — Que  no  existe  el  error  de  hecho  en  la  apre- 
ciación de  la  prueba  con  violación  del  artículo  720, 
incisos  2?  y  3?,  en  relación  con  el  727,  ambos  del  Có- 
digo Civil,  que  el  recurrente  funda  en  que:  consta  por 
el  documento  privado  del  26  de  octubre  de  1899.  ^^^ 
el  actor  recibió  en  la  fecha  del  documento,  trescientos 
cincuenta  colones;  y  el  mismo  actor  en  posiciones  de 
la  una  y  media  de  la  tarde  del  ocho  de  abril  último, 
conñesa  que  recibió,  por  el  precio  de  la  casa  vendí- 
da,  de  manos  del  esposo  de  la  demandada,  don  Eus- 
taquio Quirós,  las  sumas  de  trescientos  cincuenta  colo- 
nes, más  treinta  y  cinco,  más  quince  colones;  de  modo 
que  según  el  recurrente,  el  actor  ha  recibido  setecien- 
tos cincuenta  colones,  es  decir:  cien  colones  más  del 
monto  del  precio,  que  eran  seiscientos  cincuenta. — 
Si  así  fuera  es  claro  que  la  demandada  habría  opues- 
to la  excepción  de  pago  y  no  .se  habría  empeñado  en 
la  de  transacción,  consistente  en  rebaja  de  cien  colo- 
nes del  monto  del  precio,  etcétera. — No  se  explica 
por  qué  la  compradora  pag;^  cien  colones  más;  tampo- 
co el  por  qué  afirma  en  la  ¿rcgunta  sétima  de  su  inte- 
rrogatorio de  posiciones,  que  el  demandante  recibió 
todo  el  precio  de  la  casa  '*.según  el  convenio  de  reba- 
ja", de  modo  que  asegura  que  recibió  seiscientos  cin- 
cuenta colones,  menos  los  cien  colones  (fue  afirma  que 
el  actor  se  comprometió  á  rebajar,  y  la  aserción  dicha 
debe  estimarse  como  confesión  de  la  demandada;  (ar- 
tículo 262,  Código  de  Procedimientos  Civiles). — El  ac- 
tor negó  la  pregunta  relacionada  y,  dando  á  su  con- 
fesión el  sentido  que  resulta  de  la  totalidad  de  las  res- 
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puestas  y  en  su  relación  con  las  demás  pruebas,  se 
.deduce:  que  los  trescientos  cincuenta  colones  expre- 
sados en  la  pregunta  quinta  del  interrogatorio  de  po- 
siciones de  que  se  ha  hecho  mérito,  son  los  mismos 
trescientos  cincuenta  colones  de  que  se  trata  en  el  do- 
cumento privado; 

4? — Que  no  se  ha  interpretado  erróneamente  con 
aplicación  indebida  el  artículo  692,  Código  Civil,  por- 
que el  actor  ha  justificado  plenamente  los  motivos  le- 
gales de  su  acción  y  la  demandada  no  ha  rendido  o- 
tra  prueba  que  la  confesional  analizada  arriba;  y  por 
el  mismo  motivo,  es  injusta  la  queja  que  hace  el  re- 
currente de  la  violación  del  artículo  693  del  Código 
Civil,  puesto  que  la  demandada  no  ha  comprobado  el 
pago  de  la  totalidad  del  precio; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida 
y  devuélvanse  los  autos  á  la  Sala  de  su  procedencia 
con  certificación  de  la  presente. — A.  Alvarado. — J. 
Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambra- 
na. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso  Jimé- 
nez. 

Alfaro  V.  Gutiérrez 

(3^  p.  m. — Agosto  4) 

En  el  juicio  ordinario  seguido  en  el  Juzgado  Ci- 
vil de  Heredia  por  el  señor  José  Francisco  Fonseca 
González,  mayor,  agente  de  negocios  judiciales  y  ve- 
cino de  dicho  lugar,  como  curador  definitivo  del  con- 
curso de  Julián  Alfaro  Ugalde,  contra  la  señora  Irene 
Gutiérrez  Arias,  mayor  de  edad,  de  oficios  domésti- 
cos y,  vecina  de  Santa  Bárbara,  por  sí  y  como  madre 
legítima  de  los  menores  Rogelio,  Leopoldo,  Amelia, 
Victoriana  y  Silverio  Ugalde  Arias;  en  el  cual  es  par- 
te además  el  Licenciado  Blas  Prieto  Zumbado,  ma- 
yor, abogado  y  de  este  vecindario,  en  representación 
de  la  demandada; 

Resultando: 

I? — Que  el  juicio  fué  establecido  por  Lorenzo 
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Ugalde  Zumbado,  Enrique  Campos  Salas  y  Víctor 
Campos  Ugalde,  quienes  cedieron  sus  derechos  á  Ju-  ^ 
Han  Alfaro  Ugalde,  y  que  en  el  escrito  respectivo  se 
expone:  Que  los  señores  Pedro  Ugalde  Arias  y  AÍa- 
ría  de  los  Angeles  Zumbado  Aróstegui,  cónyuges, 
otorgaron  su  testamento  en  Santa  Bárbara,  á  las  once 
de  la  mañana  del  primero  de  agosto  de  mil  ochocien- 
tos ochenta  y  siete,  ante  Cleto  Arias  Arias,  Alcalde 
único  de  dicho  lugar,  en  el  cual  testamento,  cláusulas 
quinta  y  sexta,  instituyeron  como  únicos  herederos  á 
sus  cuatro  hijos,  Lorenzo,  María  del  Pilar,  Melchor  y 
Francisco  Ugalde  Zumbado,  y  en  codicilo  otorgado 
ante  Francisco  Sanabria,  también  Alcalde  de  Santa 
Bárbara,  á  las  dos  de  la  tarde  del  veinticuatro  de 
agosto  de  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho,  reforma- 
ron su  anterior  testamento,  otorgado  el  primero  de 
agosto  de  mil  ochocientos  ochenta  y  siete,  en  esta 
forma:  **que  en  caso  de  fallecimiento  de  cualquiera  de 
los  dos,  el  que  sobreviva  será  el  heredero  legítimo  del 
ñnado  en  las  cuatro  quintas  partes  de  sus  bienes;  pero 
advierten  que  después  del  fallecimiento  de  los  dos, 
entonces  entrarán  en  vigor  las  cláusulas  que  aquí  refor- 
man, ó  lo  que  es  lo  mismo,  heredarán  sus  hijos  indi- 
cados conforme  ellos  lo  consignan;"  que  habiendo  fa- 
llecido la  testadora,  su  viudo  Pedro  Ugalde  contrajo 
segundas  nupcias  con  la  señora  Irene  Gutiérrez  Arias, 
con  quien  tuvo  los  hijos  que  en  este  juicio  representa, 
ya  citados,  y  el  mismo  señor  Ugalde  Arias,  en  testa- 
mento otorgado  ante  Miguel  Córdoba,  Alcalde  del 
propio  lugar,  á  las  tres  de  la  tarde  del  catorce  de  julio 
de  mil  novecientos  tres,  revocó  sus  anteriores  disposi- 
ciones testamentarias  é  instituyó  como  únicos  herede- 
ros á  su  segunda  esposa  y  á  los  hijos  habidos  con 
ella;  que  el  señor  Ugalde  Arias  falleció  también;  que 
de  la  cláusula  del  codicilo  se  desprende  claramente 
que  la  intención  de  la  señora  Zumbado  fué  dejar  sus 
bienes  en  usufructo  á  su  marido,  para  que  á  la  muerte 
de  éste,  pasaran  á  sus  hijos,  á  quienes  desde  el  pri- 
mer testamento  había  indicado  como  Jierederos;  que 
en  caso  de  que  se  declare  que  tal  cláusula  contiene 
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una  sustitución,  habría  que  conaderar  si  la  nulidad 
de  la  condición  impuesta  por  ella  al  heredar  á  su  ma- 
rido, envuelve  la  nulidad  de  toda  la  institución,  lo 
que  es  evidente,  pues  se  ve  que  dicha  condición  fué  la 
causa  impulsiva  y  determinante  que  indujo*á  la  testa- 
dora á  instituir  único  heredero  á  su  marido;  que  por 
lo  ejcpuesto,  demanda  á  la  señora  Gutiérrez  Arias,  en  . 
su  propio  nombre  y  como  madre  legítima  de  los  me- ' 
ñores  indicados:  i? — Para  que  se  declare  que  la  ins- 
titución de  herederos  hecha  por  la  señora  Zumbado 
Aróstegui  á  favor  de  sus  hijos,  Lorenzo,  María  del 
Pilar,  Melchor  y  Francisco  Ugalde  Zumbado,  en  su 
testamento  otorgado  en  Santa  Bárbara  el  primero  de 
agosto  de  mil  ochocientos  ochenta  y  siete,  y  en  el 
respectivo  codicilo  es  válida,  y  que  por  consiguiente 
sus  citados  hijos  son  los  únicos  llamados  á  heredarla; 
2? — Subsidiariamente  para  que  se  declare  nula  toda 
la  cláusula  del  codicilo  otorgado  por  los  causantes  en 
que  reformaron  su  primer  testamento  antes  mencio- 
nado; 3? — Para  que  se  condene  á  la  demandada  en 
las  costas  procesales  y  personales  del  juicio; 

2? — Que  la  demanda  fué  contestada  negativa- 
mente;   . 

3? — Que  el  Juez  Civil  de  Heredia  falló  á  las  nue- 
ve de  la  mañana  del  cinco  de  abril  de  este  año,  decla- 
rando nula  toda  la  cláusula  del  codicilo  otorgado  por 
los  cónyuges  Ugalde  Arias  y  Zumbado  Aróstegui,  á 
las  dos  de  la  tarde  del  veinticuatro  de  agosto  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  ocho,  y  que  son  á  cargo  de  la 
demandada  las  costas  procesales  del  juicio,  con  funda- 
mento en  los  artículos  lo,  522,  582  y  x,oo8  del  Códi- 
go Civil  y  1,072  del  de  Procedimientos  Civiles,  por 
las  razones  siguientes: 

"I? — Que  la  cláusula  del  testamento  adicional 
otorgado  por  los  causantes  contiene  una  sustitución 
fideicomisaria  prohibida  por  nuestro  derecho,  pues 
instituye  herederos,  en  lugar  del  cónyuge  sobrevi* 
viente-heredero  universal-á  los  señores  Lorenzo,  Ma- 
ría del  Pilar,  Melchor  y  Francisco  Ugalde  Zumbado; 
2? — Que  del  testamento  y  codicilo  resulta* que  la  in- 
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tención  predoraináinte  en  la  testadora  fué  favorecer 
con  la.  hereixci»  de  sus  bienes  á  sus  mencionados  hijos, 
por  lo  que,¿brahdo  en  justicia  y  acatando  la  voluntad 
de  dicha  testadora,  es  preciso  pronunciar  la  nulidad 
de  toda  la^láusula  del  codicilo  en  referencia. — (Doc- 
trina del  artículo  615,  parte  final,  .Código  Civil);" 

4? — Que  el  apoderado  de  la  parte  demandada 
apeló  y  la  Sala  Primera  de  Apelaciones,  á  las  tres  y 
cuarto  de  la  tarde  del  veinte  de  mayo  último,  declaró 
con  lugar  la  nulidad  en  referencia;  pero  sólo  en  cuan- 
to á  lá  institución  de  herederos  hecha  en  beneficio  de 
los  nominados  Lorenzo,  María  del  Pilar,  Melchor  y 
Francisco  Ugalde  Zumbado,  y  sin  lugar  la  demanda 
en  lo' demás,  y  absolvió  en  consecuencia  del  cargq  á 
la  demandada.  En  esto^  términos  reformó  la  senten- 
cia de  primera  instancia,  siendo  las  costas  procesales 
del  juicjo  á  cargo  de  la  parte  demandante.  La  Sala 
se  apoyó  en  los  artículos  582  y  615  del  Código  Civil 
y  1,07-2  del  de  Procedimientos  Civiles,  y  consideró: 
VQue  la  nulidad  de  la  cláusula  testamentaría  en  que  la 
péñora  María  de  los  Angeles  Zumbado  nombra  por 
su  único  heredero  á  su  cónyuge  Pedro  Ugalde  y  dis- 
pone qiib  después  del  fallecimiento  de  éste,  h'eí'edarán 
•sus  hijos  .Melchor,  María  del  Pilar,  Lorenzo  y  Francis- 
co, es  procedente  en  lo  que  se  refiere  á  este  última 
punto,  por  envolver  una  sustitución  prohibida  por  la 
ley;  pero  no. en  lo  demás,  ó  sea  respecto  al  nombra- 
miento de  heredero  recaído  en  el  señor  Pedro  Ugalde, 
•  porque  no  consta  de  una  manera  clara  que  esta  últi- 
ma institución  se  hiciera  subordinándola  á  la  eficacia 
de  la  institución  subsidiaria  en  favor  de  sus  hijos;  y^ 
antes  por  el  contrarío,  aparece  del  codicilo  otorgada 
por  tos  cónyuges,  que  ellos  quisieron  ante  todo  favo- 
recerse mutuamente  con  la  herencia,  por  no  tener 
ningún  -hijo  menor  de  edad  ni  incapacitado; 

. '  '  5? — Que  el  curador  del  concurso  mencionado  ha 
interpuesto  recurso  de  casación  de  la  sentencia  de  se- 
gunda instancia,  por  violación  de  los  artículos  579^ 
615,  ^ooS'y  1,015  del  Código  Civil; 
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6? — Que  en  los  protecümientos  119  ^eu  defcc 

to;y  •      '.^    V   .        •     • 

Considerando: 

i9 — Que  así  del   testamento, como  ddj¿[¡ciio 
aparece  la  intención  de  los  cónyuges  íe^  á  la 
muerte  del  sobreviviente  la  herencia  P^c«  afijos 
y  la  disposición  del  codicilo  que  instituye  hery^  ^\ 
que  de  los  dos  sobreviva  es  condicional,  pudi  q^^ 
manda  que  después  de  sus  días  se  traspasen  Í|)¡e. 
nes  á  sus  hijos  conforme  á  las  cláusulas  quinta  ^^^ 
del   testamento   que   dejan  [en   vigor  en-  el  cO¡]q^ 
Siendo   condicional  esta  institución  es  nula  por^^^^ 
prohibida  por  la  ley,  y  nula  en  todo  porque  el  y¡j 
que  la  impulsa  es  el  traspaso  de  la  herencia  á  los_ 
jos  después  de  la  muerte  del  cónyuge  sobreviví^ 
(artículo   615,  Código  Civil).     La  consideración^ 
estrecho  vínculo  entre  ascendientes  y  descendiente^ 
el  gran  cariño  que  sobre  todo  las  madres  ^rofesai\ 
sus  hijos,  alejan  toda  duda  acerca  de  la  voliintad.  i 
heredarlos  que  domina  en  estos  instrumentos,  y  - ; 
la  señora  Zumbado  hubiera  temido  la  ineficacia  de  s^ 
mandato,  sin  dejar  de  beneficiar  á  su  marido,  habría 
encontrado  el  medio  para  no  poner  en  peligro  la  he-* 
rencia  de  sus  hijos,  de  modo  que  esta  tendencia  era  el ', 
móvil  de  la  institución,  y  la  violación  y. mala  inter.-  ^-^ 
pretación  del  artículo  615  citado  hace  procedente  la    \ 
casación  demandada;  \ 

2? — Con  relación  al  reclamo  fundado' en  los  artí- 
culos 579,  1,008  y  1,015  del  Código  Civil,  estas- dis- 
posiciones no  afectan   directamente  la  cuestión,  pues 
la  primera  hace  aplicables  á  los  testamentes  las  reglas  * 
generales  del  consentimiento;  la  segunda  lo  regpla  in- 
dicando su  forma  y  condiciones;  y  la  tercera  establece  * 
los  casos  en  que  es  anulable  el  contrato  por  error  d^ 
dicho  consentimiento;  pero  el  caso  de  autos  eslá  com-   * 
prendido  en  el  615  citado,  según  el  cual  las  cohdkcio-* 
nes   imposibles  ó  ilícitas  se  tienen   por  no   puestas; 
pero  si  se  reconoce,  como  aquí,  que  la  condición  es  la*  ^ 

causa  de  la  liberalidad  es  nula  toda  la  disposición; 
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p^anta^  declárase  con  lugar  la  casación  pedí- 
da  y  n  ^^  sentencñi  de  segunda  instancia. — A.  Al- 
varadr  J-  ^^*  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A. 
Zaiob^»'^'^'^^^^^  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso 
Jímér  ^  

González  Ramírez 

(3  35' pm— Agosto  4) 

-  £n  ]a  causa  seguida  en  el  Juzgado  de  primera 
¡^icia   de   Puntarenas,   contra   Rodolfo   González 
^rezy  mayor,  agricultor  y  vecino  de  Miramar,  por 
^lito  de  lesiones  inferidas  á  Ramón  Chacón  Gó- 
¿,  hecho  ocurrido    en  el  camino  que   conduce  al 
'  acimal  de  aquella  jurisdicción,  como  entre  once  y 
ce  del  día  diez  de  agosto  del  año  próximo  pasado; 
i  la  cual  son  partes  además  del  reo,  su  defensor,  se- 
■ór  Jesús  María  Guzmán  Mora,  mayor,  agente  de  ne- 
gocios judiciales  y  vecino  de  Puntarenas,  y  el  repre- 
sentante del  Ministerio  Publico; 

Resultando: 

I? — Que  el  Juez  del  Crimen  de  Puntarenas,  en 
sentencia  de  la  una  de  la  tarde  del  treinta  y  uno  de 
marzo  de  este  año,  condenó  al  procesado,  como  autor 
y  único  responsable  del  delito  referido,  á  la  pena  de 
presidio  interior  mayor,  por  cuatro  años  y  un.  día, 
con  abono  del  tiempo  de  prisión,  y  á  las  accesorias  de 
suspensión  de  cargo  ú  oñcio  público,  y  pérdida  del 
arma  respectiva,  con  fundamento  en  los  artículos  i,  1 1, 
inciso  14;  12,  indso  12?;  18,  33,  38,  39,  42,  57,  63  y 
66  (escala  n?  i?)  del  Código  Penal,  273,  yyj,  778, 
873.  y  882  del  General  de  1,841;  35  y  36,  Ley  adicio- 
nal de  1864,  y  18  de  la  de  8  de  julio  de  1902; 

2? — Que  el  defensor  se  alzó  y  la  Sala  Segunda 
de  Apelaciones,  á  la  una  y  media  de  la  tarde  del  do- 
ce de  junio  último,  calificó  el  delito  de  lesiones  menos 
graves,  y  condenó  al  reo  á  seis  meses  de  presidio  in- 
terior menor,  con  la  accesoria  de  suspensión  de  cargo 
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ú  oficio  público,  y  confirmó  en  lo  demás  la  sentencia 
recurrida,  por  las  siguientes  razones:  "i*—  (jne  de  la 
prueba  que  copsta  en  autos  sobre  la  nataralt^  y  con- 
secuencias de  la  lesión  que  se  persigue,  no  aparece 
que  el  ofendido  quedara  "notablemente  defrAípe,"  y 
en  tal  virtud  sólo  resulta  de  ella  que  el  hecho- reviste 
el  carácter  de  lesión  menos  grave.  El  caso  es,  pues, 
el  del  artículo  422,  Código  Penal;  2? — Que  n6  tiene 
el  reo  la  agravante  12?  del  artículo  12  y  sí  la  ate- 
nuante 14?  del  artículo  11  citados,  por  lo  cual  lapena 
<lebe  aplicarse  en  el  mínimum  (artículo  74  ibídem)  y 
siendo  la  imponible  una  cualquiera  de  las  que  aájlgna 
el  artículo  422  dicho,  la  Sala  elige  la  de  presidio  inte- 
rior menor  en  su  grado  mínimo,  que  fija  en  seis  me- 
ses; 3? — Que  en  lo  demás  y  ya  que  á  esta  pena  prin- 
cipal corresponde  la  accesoria  del  artículo  38,  Código 
Penal,  indebidamente  impuesta  por  el  Juez,  dada  la 
pena  á  que  condenó  al  reo,  no  hay  modificación  que 
hacer  á  la  sentencia;" 

3? — Que  la  defensa  ha  interpuesto  recurso  de  ca- 
sación de  la  sentencia  de  segunda  instancia,  por  los 
siguientes  motivos:  i? — Violación  de  los  artículos  36 
de  la  Ley  Adicional  de  17  de  octubre  de  1864  y  88S| 
Parte  3?  del  Código  General,  al  dar  por  comprobada 
la  culpabilidad  del  reo  no  habiendo  datos  suficientes  • 
para  ello;  2? — Interpretación  errónea  de  los  artículos 
273  y  873  ibídem,  porque  se  ha  condenado  al  reo  en 
virtud  de  simples  presunciones,  no  habiendo  la  prue- 
ba plena  que  exige  la  ley;  3? — Error  de  hecho  y  de 
derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba  testimonial,  en 
<iue  se  basa  la  condenatoria,  con  violación  del  artícu- 
lo 18  de   la  ley  de  8  de  julio  de  1902; 

4? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  defec- 
to; y 

Consiéürando: 

Que  en  el  recurso  se  sostiene  que  no  está  com- 
probada la  culpabilidad  del  procesado,  sin  que  esta 
aseveración  se  acompañe  de  análisis  alguno,  ni  se  se- 
Hale   determinado  error,  de  hecho  ó  de  derecho  en  la 
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apreciaciifi  que  de  las  pruebas  se  censura,  contentán- 
dose conjdecir  el  recurrente  que  basta  examinar  ese 
punto  í^ra  comprender  el  error  de  los  juzgadores, 
procedidnento  enteramente  impropio  de  quien  usa 
este  recurso  extraordinario,  que  es  suficiente  dejar 
marcaáp  para  que  una  resolución  adversa  se  justi- 
fique; ' 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida 
y  devjiélvanse  los  autos  á  la  Sala  de  su  procedencia, 
con  certificación  de  la  presente. — A.  Alvarado.— J. 
Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana^ 
Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


* ' '  GoDÍNEz  V.  Registrador 

(2^  p.  m.  —Agosto;) 

En  las  diligencias  ^obre  denegación  de  una  ins- 
^'cripción  promovidas  por  el  señor  Antonio  Godínez 
jAgüero,  mayor  de  edad,  agricultor   y  vecino  de  San 

V- Ignacio  de  Áseirí; 

/  Resultando: 

\  I? — Que  el  trece  de  junio  de   este  año  Antonio 

Godínez  presentó  en  el  Registro  de  la  Propiedad  pa- 
ra su  inscripción,  el  documento  á  que  se  refiere  el 
asiento  hecho  en  el  tomo  setenta  y  nueve  del  Diario 
número  mil  cuatrocientos  cincuenta  y  cinco,  y  que  es 
una  información  de  posesión  de  la  finca  que  describe 
así:  terreno  en  montaña,  rastrojo,  caña  y  pastos,  que 
mide  próximamente  cincuenta  hectáreas,  situado  ea 
el  Palmichal  del  cantón  de  Aserrí  y  lindante  por  to- 
dos rumbos  con  terrenos  de  su  propiedad; 

2? — Que  el  documento  fué  detenido  por  defec- 
tuoso y  el  señor  Godínez  pidió  que  se  levantara  la  de- 
tención ó  se  denegara  formalmente  la  respectiva  ins- 
cripción; 

3?— Que  á  las  diez  de  la  mañana  del  tres  de  ju- 
lio último,  con  apoyo  en  los  artículos  50.  58,  59  y  66 
del  reglamento  respectivo,  el    Registrador   denegó  la 
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inscripción  por  las  razones  siguientes:  ''Que  confor- 
me al  inciso  i9  del  artículo  460  del  Código  Civil,  to- 
da inscripción  que  se  haga  en  el  Registr9  debe  ex- 
presar *'/os  linderoí'  del  inmueble  objeto  de  la  ins- 
cripción. En  el  título  presentado  no  aparefccn;  que 
el  artictilo  citado  es  copia  fíel  del  artículo  8?  do  la  Ley 
Hipotecaria  de  31  de  octubre  de  1865.  Este^artícu- 
lo  fué  reglamentado  por  el  22  del  Reglamento  Hipo- 
tecario de  4  de  abril  de  1 866,  en  cuya  regla  segunda 
se  estableció  que  "A?j  linderos'  *  se  expresen  por  **las 
cuatro  puntos  cardinales,'*  con  el  objeto  de  dar^á  co- 
nocer con  toda  exactitud  las  ñncas  que  se  inscriban  en 
el  Registro.  La  Ley  Hipotecaría  y  su  reglamento 
fueron  á  su  vez  copia  ñel  de  la  legislación  hipoteca- 
ria española;  y  cualquiera  que  consulte  la  palabra 
"linderos  de  inmuebles"  en  el  diccionario  de  aq^uella 
legislación,  encontrará  que  al  hablar  de  linderos  se 
entiende  siempre  de  **los  cuatro  puntos  cardinales*' 
(Pantoja  y  Lloret,  tomo  3?,  folio  280);  que  en  cum- 
plimiento de  las  reglas  antes  citadas,  el  uso  constan^ 
te  del  Registro  en  los  treinta  y  ocho  años  que  lleva 
de  existencia,  ha  sido  el  de  expresar  los  linderos  por'* 
los  cuatro  puntos  cardinales:  En  la  especie  se  ha  fal-' 
tado  á  esa  inteligencia  y  á  esas  regias,  pues  aunque  .' 
en  el  título  se  habla  de  **todos  rumbos,'*  no  se  deter- 
minan los  cuatro  puntos  cardinales.  Tampoco  son 
sinónimas  las  palabras  "Linde"  que  se  deriva  de  *' Li- 
mes, LimitiSy'  que  signiñcan  límite,  término  ó  línea 
que  divide  una  heredad  de  otra;  y  rumbo  que  se  de- 
riva de  "Rhombu¿^  que  significa  "dirección"  consi- 
derada ó  trazada  en  el  plano  del  horizonte  y  princi- 
palmente cualquiera  de  las  comprendidas  en  la  rosa 
náutica  (ver  el  diccionario  de  la  Academia  Española). 
Para  el  Registro  no  se  usa  la  rosa  náutica:  se  usan 
los  cuatro  puntos  cardinales  conocidos  aun  por  los 
principiantes,  con  los  nombres  de  Norte,  Sur,  Este  y 
Oeste;  que  para  cumplir  con  las  reglas  citadas  basta 
atenerse  á  las  definiciones  de  la  ciencia  del  derecho;" 
4? — Que  la  Sala  Primera  de  Apelaciones,  cono- 
ciendo en  grado  de  la  resolución  que  precede,  á  las 
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tres  y  cuarto  de  la  tarde  del  doce  de  julio  citado  re- 
vocó la  orden  de  suspensión  y  mandó  hacer  la  ins- 
cripción solicitada,  de  acuerdo  con  el  articulo  846» 
inciso  I?,  del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  por 
estimar  que  al  expresarse  en  el  escrito  en  que  se  pro- 
mueve la  información  posesoria  que  el  terreno  de  cu- 
ya inscripción  se  trata,  linda  por  todos  los  rumbos 
con  terrenos  del  titulante,  se  cumple  con  la  exigencia 
de  la  ley  en  lo  relativo  á  la  fijación  de  linderos,  pues- 
to que  lo  mismo  hubiera  significado  que  se  hubiese 
dicho  que  por  el  Norte,  Sur,  Este  y  Oeste,  linda  el 
lote  que  desea  inscribirse  con  propiedad  del  mismo 
interesado; 

S? — Que  el  Registrador  General  ha  interpuesto 
recurso  de  casación  de  la  resolución  de  segunda  ins- 
tancia por  violación,  infracción  é  interpretación  erró- 
nea de  los  artículos  460,  inciso  i?,  del  Código  Civil, 
846,  inciso  I?,  del  de  Procedimientos  Civiles  y  66,  in- 
ciso 4?,  del  Reglamento  del  Registro  Público,  porque 
en  esas  disposiciones  no  se  habla  de  rumbos  sino  de 
linderos; 

69 — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

Este  Tribunal  no  encuentra  la  infracción,  viola- 
ción é  interpretación  errónea  de  las  disposiciones  le- 
gales que  el  recurrente  cita,  las  cuales  establecen  los 
casos  en  que  un  inmueble  ha  de  ser  determinado  por 
la  expresión  de  sus  linderos.  El  documento  en  exa- 
men cumple  esos  preceptos  porque  manifiesta  que  el 
terreno  es  uno  lindante  por  todos  rumbos  con  propie- 
dades del  pétente.  La  discusión  gramatical  creada 
acerca  del  valor  de  la  palabra  rumbo  y  de  su  disputa- 
ble sinonimia  con  la  voz  lindero  está  fuera  de  propó- 
sito, porq^ue  en  el  lenguaje  común  vale  lo  mismo  de- 
cir limites,  linderos,  colindancias,  rumbos,  sin  que  el 
empleo  de  esas  expresiones  deba  aquilatarse  con  todo 
rigor  en  su  significación  técnica,  bastando,  para  cum- 
plir con  la  exigencia  de  la  ley  en  relación  con  las  ne- 
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cesidades  del  Registro,  que  se  diga  de  un  modo  in- 
dudable qué  límites  definen  el  inmueble.  Y  así  suce- 
de en  este  caso,  puesto  que  si  el  terreno  pega  en  to- 
dos sus  contornos  con  propiedades  del  titulante,  es 
claro  que  pega  con  ellas  por  el  Norte,  por  el  Sur,  por 
el  Este  y  por  el  Oeste; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida 
y  devuélvanse  los  autos  á  la  Sala  de  su  procedencia, 
con  certificación  de  la  presente. — A.  Alvarado. — J. 
Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambra- 
na. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso  Jimé- 
nez. 


Arias  y  Jaubert 

{2)4  p.  m. — Agosto  9) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  del  Crimen 
de  Cartago  contra  los  señores  José  María  Anas  Mo- 
rúa,  de  veinticuatro  años,  y  José  Manuel  Jaubert 
Arias  de  veintidós  años,  agricultores  y  vecinos  de  esta 
ciudad,  de  quienes  es  defensor  José  Arias  Morúa, 
mayor,  escribiente  y  vecino  de  la  ciudad  de  Cartago, 
por  el  delito  de  abigeato  en  perjuicio  de  José  María 
Calderón  Calderón,  hecho  que  ocurrió  aproximada- 
mente á  principios  del  mes  de  octubre  de  mil  nove- 
cientos tres  en  **Ochomogo"  de  aquella  jurisdicción; 
es  parte  además  el  representante  del  Ministerio  Pu- 
blico; 

Resultando: 

1? — Que  á  las  ocho  de  la  mañana  del  tres  de 
mayo  de  este  año,  el  Juez  respectivo  declaró  sin  lu- 
gar la  tacha  puesta  á  los  peritos  Rafael  Obando  y  Jo- 
sé María  Vega,  y  condenó  á  los  procesados  como  res- 
ponsables del  delito  referido,  á  la  pena  de  presidio 
interior  menor  por  un  año,  cinco  meses  y  once  días, 
con  las  accesorias  de  ley^  y  previo  abono  del  tiempo 
por  que  hayan  estado  presos.  El  Juez  se  fundó  en 
los  artículos  i9,  15,  25,  33,  38  y  95  del  Código  Penal, 
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^^^,  780,  784  y  873,  Parte  III  del  Código  General  de 
1841,  y  18  de  la  ley  de  8  de  julio  de  1902,  y  en  las 
razones  siguientes:  "i* — Que  cun  el  testimonio  de 
los  señores  Lucas  Chacón,  Vital  Vega,  José  María 
Vega,  Rafael  Obando,  Ruperto  Rojas  y  Rafael  Acu- 
ña, tiene  este  Juzgado  por  comprobados  los  siguien- 
tes hechos:  a) — que  la  potranca  retinta,  coluda,  que 
vendieron  los  procesados  sin  autorización  en  el  Mer- 
cado de  San  José,  el  tres  de  octubre  de  mil  nove- 
cientos tres,  pertenecía  al  señor  José  María  Calderón; 
b) — que  el  semoviente  en  cuestión  fué  tomado  de  un 
potrero  situado  en  Ochomogo,  perteneciente  á  la  su- 
cesión del  señor  Carmen  Arias,  abuelo  del  procesado 
Arias,  y  c) — que  los  procesados  ocultaron  dicho 
semoviente  en  una  casa  que  uno  de  ellos  (Jaubert) 
tenía  alquilada  en  la  estación  del  Mojón,  y  que  de  ese 
lugar  la  sacaron  para  llevarla  al  Mercado  de  San  José, 
junto  con  otra  bestia  perteneciente  á  don  Juan  Ma- 
nuel Carazo;  2? — Que  la  prueba  presentada  por 
Arias  para  demostrar  que  la  señora  Elena  Valverde  lo 
había  comisionado  para  efectuar  la  venta  del  referido 
semoviente,  no  la  estima  buena  este  Juzgado  para 
desvirtuar  el  cargo,  porque  los  testigos  Justo  Velás- 
quez,  Francisco  Marín  y  Juan  Aguilar,  que  declara- 
ron acerca  de  ese  hecho,  lo  hacen  de  un  modo  vago  y 
sin  haber  tenido  á  la  vista  la  yegua  cuya  venta  dicen 
les  recomendó  la  Valverde;  3? — Que  lo  manifestado 
por  el  procesado  Arias  en  su  declaración,  de  haberle 
entregado  la  referida  yegua  a  un  desconocido,  sim- 
plemente porque  éste  le  manifestó  que  pertenecía  á 
José  María  Calderón,  es  inverosímil  porque  su  deber 
era  haberse  cerciorado  bien  á  quien  pertenecía  el  se- 
moviente antes  de  haberlo  entregado  á  ese  descono- 
cido. Por  otra  parte,  dice  Arias  que  Jaubert  le  en- 
tregó la  yegua  en  el  Mercado  y  que  luego  se  fué  á 
buscar  el  dinero  con  que  pagar  el  piso.  Esta  afirma- 
ción está  contradicha  por  el  mismo  Jaubert,  quien 
asegura  que  una  vez  que  entregó  la  bestia  á  Arias,  él 
se  retiró  del  Mercado  y  no  volvió:  que  Arias  debía 
pagarle  al  muchacho  que  condujo  la  bestia  al  Merca- 
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do,  su  servicio.  Afirma  además  el  procesado  Arias 
que  la  dicha  yegua  no  la  vendió,  y  de  autos  consta 
que  la  vendió  á  unos  jóvenes  de  San  Antonio  de 
Belén;  4?— Que  el  procesado  Jaubert  asegura  en  su 
declaración  que  la  Valverde  lo  comisionó  para  sacar 
-de  la  caballeriza  de  don  Adolfo  Sáenz,  la  yegua  y 
llevarla  al  Mercado  para  que  José  María  Arias  la  ven- 
diera. Estas  afirmaciones  están  contradichas  por  el 
testimonio  de  Adolfo  Sáenz  y  Tobías  Arias,  quienes 
aseguran  que  no  conocen  á  la  Valverde  ni  á  Jaubert 
y  que,  por  consiguiente,  no  es  cierto  que  recibieran 
orden  de  la  Valverde  para  entregarle  á  Jaubert  la  ye- 
gua de  que  se  trata.  Consta  además  en  los  autos  que 
Jaubert  tomó  la  yegua  para  llevarla  al  Mercado,  de 
una  casa  que  tenía  alquilada  en  el  Mojón,  y  no  de  la 
caballeriza  de  don  Adolfo  Sáenz,  como  asegura  enfá- 
ticamente en  su  declaración.  La  señora  Elena  Val- 
verde,  concubina  hace  algún  tiempo  de  Jaubert,  nie- 
ga haber  comisionado  á  los  procesados  para  vender 
la  dicha  yegua  y  dice  que  en  varías  ocasiones  vio  que 
tanto  Jaubert  como  Arias  llegaban  á  la  casa  con  ani- 
males y  que  los  vendían  después  de  haberles  puesto 
otro  fierro  encima  del  que  tenían;  5? — Que  la  pena 
aplicable  á  los  procesados  es  la  indicada  en  el  articulo 
472,  en  relación  con  el  inciso  3?  del  468  del  Código 
Penal,  toda  vez  que  los  peritos  valoraron  la  yegua 
hurtada  en  veinte  colones;  6? — Que  á  favor  de  los 
procesados  sólo  está  comprobada  la  atenuante  14  del 
artículo  II,  Código  citado.  Los  señores  Guillermo 
Mata,  Francisco  J.  Oreamuno,  Miguel  A.  Robles, 
Isidro  Marín,  Manuel  Leiva  y  Adriano  Villavicencio 
declaran  que  la  conducta  anterior  de  los  procesados 
ha  sido  irreprochable.  La  atenuante  9?  del  artículo 
ya  citado  no  la  toma  en  cuenta  este  Juzgado  porque 
los  procesados  no  han  confesado  su  delito,  circuns- 
tancia indispensable  para  que  dicha  atenuante  pudie- 
ra favorecerles.  De  autos  no  aparecen  circunstancias 
agravantes  que  apreciar;  7? — Que  no  concurriendo 
en  el  hecho  circunstancias  agravantes  y  sí  una  ate- 
nuante, la  pena  aplicable  debe  imponerse  en  su  grados 
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mínimo,  de  acuerdo  con  lo  que  dispone  el  artículo  74. 
del  Código  antes  citado,  la  cual  fija  este  Juzgado  en 
un  año,  cinco  meses  y  once  días  de  duración;  8? — Que 
las  tachas  puestas  á  los  peritos  son  improcedentes 
toda  vez  que  no  hay  ley  que  se  oponga  á  que  un 
testigo  pueda  ser  á  la  vez  perito  en  la  misma  causa; 
9? — Que  á  los  procesados  se  les  deben  imponer  á  más 
de  la  pena  principal  las  accesorias  de  ley;" 

2? — Que  los  procesados  y  su  defensor  apelaron 
y  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones  confirmó  en  todas 
sus  partes  la  sentencia  recurrida,  á  las  dos  y  media  de 
la  tarde  del  ocho  de  junio  ultimo; 

3? — Que  la  defensa  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por  los 
siguientes  motivos:  i? — Violación  de  los  artículos 
454  y  478  del  Código  Penal;  2? — Error  de  hecho  y 
de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba  tendiente  á 
justificar  la  comisión  dada  á  los  procesados  para  la 
venta  del  semoviente  objeto  de  esta  causa,  con  viola- 
ción de  los  artículos  35  y  36  de  la  ey  de  17  de  oc- 
tubre de  1864;  3? — Violación  de  los  artículos  22,. 
129  y  203  del  Código  Civil,  784»  y  705,  inciso  2?, 
Parte  3?  del  Código  General,  al  haberse  dado  curso  á 
la  causa  por  delación  de  un  menor,  y  haberse  tenido 
por  comprobado  el  cuerpo  del  delito  no  estándolo; 

4? — Que  posteriormente  amplió  el  defensor  la 
demanda  de  casación  alegando:  i9 — Violación  del 
artículo  784,  Parte  III,  Código  General  de  1841,  con 
error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de  las 
declaraciones  de  Cristóbal  Hernández,  José  María 
Vega  y  Rafael  Obando;  2? — Error  de  derecho  en  la 
apreciación  de  la  prueba  de  testigos,  con  violación  de 
los  artículos  129  del  Código  Civil,  784  antes  citado  y 
18  de  la  Ley  de  8  de  julio  de  1902;  y  3? — ^Violación 
del  artículo  1 8  ibídem  al  no  aceptar  la  prueba  de  los 
testigos  Francisco  Marín  Brenes,  Justo  Velásquez  y 
Juan  Aguil^r; 

5? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 
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Considerando: 

I? — El  cuerpo  del  delito  en  esta  causa  está  suñ- 
cientemente  comprobado  con  la  declaración  del  ofen-  ^ 

dido,  que  es  persona  honrada,  cuyo  dicho  merece 
crédito,  según  aparece  justiñcado,  y  con  las  de  los 
testigos  de  la  instrucción,  de  conformidad  con  las  dis* 
posiciones  del  Capítulo  i9,  Título  3?,  de  la  Parte  3? 
del  Código  General  de  1841; 

2? — El  artículo  454  del  Código  Penal  no  ha  sido 
violado  como  pretende  el  recurrente,  porque  el  se- 
moviente hurtado,  que  pertenece  al  ofendido,  no  sólo  •  ^ 
se  encontró  en  poder  de  los  procesados,  sino  que  --  .  . 
éstos  dispusieron  de  él  sin  haber  justiñcado  su  legí- 
tima adquisición,  como  aparece  demostrado  en  el  pro- 
ceso con  las  declaraciones  de  varios  testigos  y  con 
muchos  indicios  graves,  precisos  y  concordantes,  apre- 
ciadas estas  pruebas  por  los  jueces  de  instancia  con- 
forme á  las  reglas  de  una  sana  crítica,  de  acuerdo  con* 
lo  dispuesto  por  el  artículo  18  de  la  ley  de  8  de  julio 
de  1902; 

3? — Tampoco  ha  habido  la  violación  que  se  ale- 
ga del  artículo  478  del  mismo  Código  Penal,  porque 
este  artículo  no  ha  servido  de  fundamento  al  fallo 
recurrido  ni  tiene  aplicación  al  caso  concreto,  pues  el 
semoviente  objeto  del  hurto  que  se  persigue,  fué  ven- 
dido por  los  procesados  en  la  plaza  del  mercado  de 
ganado  de  esta  ciudad  el  día  tres  de  octubre  de  mil 
novecientos  tres,  y  aunque  pretendieron  probar  que 
procedieron  en  virtud  de  comisión  que  les  dio  para 
esa  venta  la  señora  Elena  Valverde,  con  los  testigos 
Francisco  Marín  y  Juan  Aguilar,  éstos  afírman  sola- 
mente que  oyeron. una  conversación  entre  esos  seño- 
res, en  que  se  proponía  dicha  comisión;  pero  no  pre- 
senciaron la  entrega  del  semoviente,  ni  está  demos- 
trado en  autos  que  se  formalizara  y  se  diera  cuenta 
del  cumplimiento  de  la  expresada  comisión; 

49 — Las  objeciones  que  se  hacen  en  el  recurso 
de  casación  y  en  la  ampliación  del  mismo  contra  la 
personalidad  del   ofendido,  afirmando   que  por  ser 
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menor  de  edad  no  pudo  hacer  delación  del  delito  se- 
,  ;  gtín  lo  dispuesto  en  el  artículo  705  de  la  Parte  3?  del 

t  '  Código  General   de    1841,    carecen   de   fundamento 

9  '  porque  si  bien  es  cierto  que  José  María  Calderón  ma- 

I  nifestó  en   su    primera   declaración   ad-inquirendum 

que  tenía  como  veinte  años  de  edad,  en  su  segunda 
declaración  dada  ante  la  autoridad  competente,  ase> 
guró  ser  mayor,  y  no  se  justificó  en  la  causa  con  el 
documento  respectivo  qué  tuviera  menos  de  veintiún 
años,  fuera  de  que  en  ambos  casos  no  hizo  denuncia 
ó  delación  formal  del  hecho  delictuoso  sino  que  pres- 
tó su  declaración  como  parte  ofendida,  para  lo  cual 
tenía  perfecto  derecho;  por  todo  lo  cual  no  ha  habido 
error  alguno  en  la  apreciación  de  la  prueba  ni  la  vio- 
lación que  se  alega  de  ninguna  de  las  leyes  que  se 
citan  en  el  recurso; 

Por  tanto:  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida 
y  devuélvanse  los  autos  á  la  Sala  de  su  procedencia, 
con  certificación  de  la  presente. — A.  Alvarado. — J. 
Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez.' — A.  Zambra- 
na. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso  Jimé- 
nez. 


ESQÜIVEL  Rüiz 

(2  35'  p.  m.— Agosto  9) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  de  primera 
instancia  de  Limón,  contra  Rafael  Esquivel  Ruiz,  de 
treinta  y  cinco  años,  jornalero  y  vecino  de  San  Ra- 
fael de  Heredia,  de  quien  es' defensor  el  señor  Licen- 
ciado Luís  Cruz  Mesa,  mayor,  abogado  y  vecino  de 
esta  ciudad,  por  el  delito  de  tentativa  de  homicidio 
en  perjuicio  del  señor  Jesús  Alpízar  Ramírez,  hecho 
sucedido  el  diez  de  octubre  del  año  próximo  pasado, 
y  en  la  cual  es  parte  además  el  representante  del 
Ministerio  Público; 

Resultando: 

I? — Que  el  Juez  del  Crimen  de  Limón,  con  apo- 
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yo  en  los  artículos  n,  inciso  14?,  25,  36,  39,  59,  75 
y  4i4,inc¡so  2?, de!  Código  Penal, 873  de  la  parte  ter- 
cera del  Código  General  de  1841,  y  ley  de  8  de  julio 
de  1902,  fallo  á  la  una  de  la  tarde  del  tres  de  abril  de 
este  año,  condenando  al  procesado  como  autor  del 
delito  dicho  á  la  pena  de  presidio  interior  mayor  por 
cuatro  años  y  un  día,  con  las  accesorias  de  ley  y 
previa  rebaja  del  tiempo  por  que  hubiere  estado  preso; 
2? — Que  el  reo,  su  defensor  y  el  señor  Agente 
Fiscal  de  Limón  se  alzaron  y  la.  Sala  Segunda  de 
Apelaciones,  á  las  dos  y  media  de  la  tarde  del  tres 
de  junio  último,  revocó  la  sentencia  de  primera  ins- 
tancia y  declaró  al  procesado  responsable  del  delito 
de  amenazas  de  atentado  en  perjuicio  del  señor  AU 
pízar,  por  lo  que  le  impuso  presidio  interior  menor 
por  dos  meses  y  un  día,  y  las  penas  accesorias  co- 
rrespondientes, con  fundamento  en  ios  artículos  2? 
de  la  ley  de  3  de  julio  de  1903  y  18  de  la  de  8  de 
julio  de  1902,  por  las  razones  siguientes:  **i? — Que 
en  el  auto  motivado  de  prisión  se  llamó  á  juicio  á 
Rafael  Esquivel  Ruiz  imputándole  el  delito  de  tenta- 
tiva de  homicidio  en  perjuicio  de  Jesús  Alpízar  Ra- 
mírez, con  fundamento  en  lo  siguiente:  a)  que  de 
las  declaraciones  de  Pedro  González  y  Carlos  Dávila 
se  infiere  que  una  persona  atacó  con  cuchillo  desen- 
vainado á  Alpízar  y  quesi  no  lo  hirió  fué  porque 
este  último  arrendó  el  caballo;  b)  lo  declarado  por 
Rafael  Delgado  y  Pastor  Jiménez,  que  aseguraron 
que  el  indiciado  dijo  que  aunque  el  ofendido  se  había 
escapado  del  primer  ataque,  no  viviría  mucho  tiempo. 
Esta  Sala  confirmó  tal  auto  y  la  causa  se  ha  seguido, 
por  tanto,  bajo  el  título  de  tentativa  de  homicidio; 
2? — Que  en  el  plenario  no  se  ha  robustecido  en  forma 
alguna  la  prueba  indiciarla  del  sumario,  si  suficiente 
para  llamar  á  juicio  al  procesado  por  el  delito  dicho, 
asaz  débil,  sin  embargo,  para  condenarlo  en  defini- 
tiva. Esta  Sala  estima  que  con  arreglo  á  la  sana 
crítica,  cabe  dar  por  demostrado  que  efectivamente 
Esquivel  trató  de  herir  á  Alpízar;  pero  no  cabe  con 
la  sola  prueba  obtenida,  afirmar  que  el  acto  revistiera 
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í , 

-    ;  los  caracteres  de  una   tentativa   de  homicidio,  desde 

I  luego  que  lo  único  que  revelaría  la   precisa  intención 

/  de  matar  de  que  estuviera  animado  el  reo  al  verificar 

f   '  el  hecho,  es  su  propia  declaración  extrajudicial.    Ad- 

mitido que  el  hecho  sea  una  tentativa  de  lesiones,, 
aunque  en  teoría   caiga   bajo  la   sanción   penal,  en  la 

,    ;  práctica   resulta   legalmente    imposible   su    punición,. 

,  porque  la  ley  no    ha   establecido   pena  especial  para 

ese  delito;  y  siendo  las  lesiones  un  hecho  que  según 
los  casos  puede  pasar  desde  la  categoría  de  crimen  á 
la  de  simple  falta,  no  hay  manera  racional  de  castigar 
la  tentativa,  por  la  indiscutible  imposibilidad  de  de- 
terminar la  pena  normal  que  correspondería  al  hecho 
consumado.  Por  lo  dicho,  hay  que  descartar  todo  lo 
relativo  á  la  tentativa  y  examinar  los  hechos  desde  el 
punto  de  vista  de  las  amenazas  de  atentado.  Estas  sí 
están  plenamente  comprobadas  con  el  dicho  de  los 
testigos  Delgado  y  Jiménez;  y  la  verosimilitud  de 
ellas  la  tiene  esta  Sala  por  completamente  establecida: 
I?  Con  lo  declarado  por  Pedro  González,  folio  pri- 
mero, respecto  á  lo  ocurrido  entre  él  y  el  indiciado; 
2?  Con  el  mismo  lance  entre  el  señor  Alpízar  y  el 
reo,  lance  que  esta  Sala  tiene  como  verificado,  aunque 
no  le  dé  el  alcance  jurídico  de  tentativa  de  homicidio 
por  falta  de  prueba  absolutamente  concluyente  acerca 
del  carácter  de  la  agresión;  3?  Aunque  con  mucho 
menor  importancia,  con  la  certificación  de  la  autori- 
dad de  Policía  que  obra  en  el  proceso  como  prueba 
de  antecedentes   del  reo.     Cree  la  Sala  que  dadas  las 

'^  circunstancias,  no  es  obstáculo    para  la  determinación 

'  de  la  verosimilitud  el  haber  declarado  dos  testigos,  á 

solicitud  de  la  defensa,  en  sentido  contrario,  pues 
aparte  de  que  es  harto  dudoso  el  valor  de  tal  prueba 
en  la  generalidad  de  los  casos,  ella  en  el  presente  re- 
sulta incox)4ucente  á  todas  luces,  habida  consideración 
de  los  antecedentes  expuestos;  3? — En  el  hecho  no 
concurren  ni  agravantes  ni  atenuantes.  El  fallo  admi- 
te la  atenuante  de  buena  conducta  anterior,  pero  la 
ley  exige  no  buena  conducta,  sino  conducta  irrepro- 
chable, y  ésta  no  puede  existir  con    un  juzgamiento 
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de  Policía  como  el  certiñcado  en  autos^  £1  caso  exa- 
minado es  el  deñnído  por  el  inciso  3?  del  artículo 
319  del  Código  Penal,  que  impone  presidio  interior, 
menor  en  su  grado  mínimo;  y  cabe  recorrer  la  exten- 
sió»  de  la  pena  (artículo  74  ibídem);  y  aunque  el 
proceso  se  ha  seguido  por  tentativa  de  homicidio  y  no 
por  amenazas  de  atentado,  ello  no  importa  nulidad  des- 
de luego  que  en  el  auto  en  que  se  llamó  ajuicio  al  pro- 
cesado se  especificaron  con  toda  claridad  los  hechos 
imputados  (artículo  9?  de  la  ley  de  8  de  julio  de  1902); 

3? — Que  la  defensa  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por  los 
motivos  siguientes:  i9 — Violación  y  aplicación  inde- 
bida del  inciso  3?,  artículo  319,  Código  Penal,  con 
error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de  la 
prueba  al  dar  por  comprobado  con  el  testimonio  de 
Rafael  Delgado  y  Pastor  Jiménez,  que  no  son  testi- 
gos presenciales  del  hecho,  el  delito  de  amenazas  de 
atentado;  2? — Violación  del  artículo  985,  parte  ter- 
cera del  Código  General,  con  error  de  hecho  y  de 
derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba,  porque  siendo 
indivisible  la  confesión  del  procesado,  quien  asegura 
que  si  llamó  al  señor  Alpízar  fué  sólo  para  cobrarle 
una  cuenta,  y  no  habiendo  otra  prueba  contra  él,  ha 
debido  absolvérsele  del  cargo; 

4? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

1? — Que  Carlos  Dávila  vio  que  el  procesado 
atacó  al  ofendido  con  cuchillo  desenvainado  y  Pedro 
González  oyó  al  mismo  ofendido  la  relación  de  este 
hecho  inmediatamente  después  de  haberse  realizado; 
que  estos  testigos  declaran  que  el  procesado  huyó 
inmediatamente  y  fué  capturado  en  "Do^.  Novillos" 
y  lo  mismo  se  comprueba  con  las  declaraciones  de 
Manuel  y  Rafael  Delgado,  Pastor  Jiménez  y  Antonio 
Bazo,  y  la  fuga  forma  una  semiplena  prueba  contra 
el  reo; 

2? — Que  Rafael  Delgado  oyó  al  procesado  decir 
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—•refiriéndose  al  ofendido:  ^*De  ésta  se  ha  escapado, 
'  í  .  .*  /  pero  cuando  esté  libre  (el  procesado)  no  vivirá  mucho 
í  ^  •tiempo'*.     Pastor  Jiménez,   en  el  mismo  acto  oyó  al 

^  *  «procesado   proferir   la   misma  amenaza,  que  formula 

,  así:  *'De  ésa  se   habr^  escapado,    pero   de  otra  nó  se 

^'        .  escapará*'.     Las  pruebas  relacionadas,  estimadas  con 

7    '  sana   crítica,  han   dado   mérito   para   que  la  Sala  de 

f  '    '    '        '  instancia  tenga  por  comprobado  el  cuerpo   del  delito 
de  amenazas  de   atentado,   que  imputa  al  procesado 
,  ^    ^  como   autor;  estimando   verosímil   la  ejecución  de  la 

^  amenaza  por  lo  dicho   en  el   primer  considerando  y 

por  otros  datos  que  arroja  el  proceso,  relativos  al 
carácter  y  cofnducta  del  reo.  No  se  ha  cometido  en 
la  sentencia  recurrida  el  error  de  hecho  y  de  derecha 
en  la  apreciación  de  la  prueba,  ni  la  violación  y  apli- 
cación indebida  del  inciso  3?  del  artículo  319.  Código 
Penal,  ni  del  artículo  885,  parte  tercera  del  Código 
General,  de  que  se  queja  el  recurrente; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida^ 
y  con  certificación  de  la  presente  vuelvan  los  autos  á 
la  Sala  de  su  procedencia. — A.  Alvarado. — ^J.  Fed. 
González. — Manuel  V.  Jiménez, — A.  Zambrana. — 
Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 

Ramírez  Cruz 

( 2  40'  p.  m.— Agosto  9  ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  del  Crimen 
de  Alajuela,  contra  Salvador  Ramírez  Cruz,  de  trein- 
ta años,  agricultor  y  vecino  del  barrio  de  San  Isidro 
del  cantón  de  Grecia,  por  el  delito  de  violación  de  la 
niña  María  Espinosa  Monje,  de  dos  años  y  medio  de 
edad,  cometido  en  dicho  barrio  entre  tres  y  cuatro  de 
la  tarde  del  veintidós  de  enero  del  año  en  curso;  en 
la  cual  han  intervenido  el  reo  personalmente,  j'  el  re- 
presentante del  Ministerio  Público; 

ResuUafido: 

1 9 — En  sentencia  que^  dictó  el  Juez  respectivo  á 
las  doce  del  día  catorce  de  abril  de  este  año,  fué  con- 
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denado  el  reo  como  responsable  del  referido  delito,  á 
la  pena  de  presidio  interior  menor  por  cuatro  años, ' 
con  abono  del  tiempo  por  que  haya  estado  preso,  y  á 
las  accesorias  de  inhabilitación  absoluta  perpetua  pa- 
rí derechos  políticos  y  absoluta  para  cargos  y  oficios 
públicos  durante  el  tiempo  de  la  condena  principal. 
El  Juez  se  fundó  en  los  artículos  14,  15,  33,  37,  57, 
74,  76  y  83  del  Código  Penal  y  873,  Parte  III  del 
General,  y  en  las  conclusiones  siguientes:  "1? — Que 
la  sumaria  arroja  contra  el  procesado  los  siguientes 
indicios:  a),  varios  testigos  vieron  que  aquél  estuvo  el 
día  del  hecho,  en  la  casa  de  los  padres  de  la  ofendida, 
poco  antes  de  la  hora  en  que  se  dice  fué  cometido; 
b),  los  niños  Manuel  Zamora  y  Rafael  Espinosa,  al 
salir  de  la  casa  vieron  que  el  reo  tomó  á  la  niña,  que 
se  encontraba  en  el  patio  y  se  la  llevó  para  el  interior 
de  la  casa,  que  estaba  sola  en  esos  momentos;  c),  la 
madre  de  la  niña  al  volve^  á  la  casa,  de  cierta  dili- 
gencia, encontró  que  el  reo,-que  huyó  en  seguida,-te- 
nía  á  la  niña  ''sentada  sobre  los  regazos,  llorando  y 
derramando  sangre",  ya  completamente  estuprada;  y 
d),  al  Agente  de  Policía  de  Santa  Gertrudis  le  mani- 
festó el  reo,  en  el  momento  de  ser  capturado  4entro 
de  unos  cafetales  por  donde  huía,  que  ''no  se  había 
ido  porque  no  le  habían  dado  tiempo,  pero  que  hasta 
la  cobija  la  tenía  lista  dentro  dé  un  bagazal".  Elsos 
indicios  están  robustecidos  con  las  evasivas  del  reo» 
quien  en  vez  de  sostener  su  inculpabilidad  con  la  en-^ 
tereza  é  indignación  con  que  indudablemente  habría 
procedido  en  caso  de  ser  inocente  de  un  delito  tan 
atroz,  se  limita  á  manifestar  que  no  recuerda  ninguna 
de  los  hechos  que  aparecen  bien  probados,  excusando 
su  falta  de  memoria  con  la  embriaguez  á  que  dice  se 
entregó  el  día  del  crimen,  sin  que  á  tal  ci^-cunstancia 
hagan  referencia  los  testigos  que  lo  vieron  poco  antes 
de  la  comisión  de  éste,  al  entrar  á  la  casa  de  los  pa- 
dres de  la  ofendida,  ni  el  Agente  de  Policía  que  lo 
capturó  poco  después;  2? — Que  todos  esos  indicios, 
apreciados  conjuntamente,  con  el  criterio  de  realidad 
instituido  por  la  ley  de  8  de  julio   de    1902,  constitu- 
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yen  elementos.de  convicción  moral  y  de  legal  justifi- 
cación, bastantes  para  tener,  como  se  tiene,  por  de- 
mostrado que  el  señor  Salvador  Ramírez  es  autor  del 
delito  que  se  persigue;  y  en  tal  virtud,  debe  castigár- 
sele con  la  pena  establecida  por  el  artículo  382,  inoí* 
so  3?,  del  Código  Penal,  ta  cual  puede  ser  impuesta 
en  toda  su  extensión  por  no  existir  atenuantes,  así 
como  tampoco  agravantes,  puesto  que  la  6?  del  artícu- 
lo 12  ibid,  que  invoca  el  señor  Agente  Fiscal,  es  in- 
herente al  delito  especial  que  se  castiga"; 

2? — Remitidos  los  autos  en  consulta  á  la  Sala  Se- 
gunda de  Apelaciones,  ésta  á  las  dos  de  la  tarde  del 
diez  y  nueve  de  mayo  último,  en  atención  á  la  grave- 
dad del  delito  y  á  la  edad  de  la  ofendida,  elevó  la  pe- 
na principal  á  ocho  años  de  presidio  en  San  Lucas, 
con  la  accesoria  de  inhabilitación  absoluta  perpetua 
para  cargos  y  oficios  públicos  y  derechos  políticos,  é 
inhabilitación  absoluta  para  profesiones  titulares,  du- 
rante el  tiempo  de  la  condena; 

3? — El  procesado  ha  interpuesto  recurso  de  ca- 
sación de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por  los 
siguientes  motivos:  i? — Violación  de  los  artículos  191, 
192,  193,  195,  212,  213  y  873,  Parte  III  del  Código 
General  de  1841,  al  habérsele  declarado  responsable 
del  delito  sin  que  haya  siquiera  semiplena  prueba; 
2? — Error  de  hecho  en  la  apreciación  de  la  prueba 
que  aparece  de  la  instrucción;  3? — Infracción  del  ar- 
ticulo 853,  Código  citado,  porque  la  Sala  de  instancia 
omitió  declarar  la  nulidad  del  proceso,  que  procedía 
en  virtud  de  no  haberse  ratificado  en  su  presencia  las 
declaraciones  del  sumario; 

4? — En  los  procedimientos  no  se  nota  defecto;  y 

Considerando: 

I? — La  irresponsabilidad  del  procesado  alegada 
en  el  recurso  con  mérito   de   los   artículos   191,  192,  . 
193»  195.  212  y  213,  Parte  III   del   Código  de  1841, 
carece  de  fundamento,  porque  la  imputación  tiene  por 
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base  no  sólo  el  dicho  de  los  testigos  Zamora  y  Espi- 
nosa, quienes  vieron  al  reo  alzar  á  la  niñita  en  el  pa- 
tío de  la  casa  de  los  padres  de  ésta  y  llevársela  al  in- 
terior, que  estaba  solo,  sino  el  de  la  señora  Esmeralda 
Monje,  quien  encontró  á  su  hija  en  los  regazos  del 
estuprador,  y  de  allí  la  tomó  llorosa  y  ensangrentada, 
así  como  los  demás  indicios  que  puntualiza  el  consi- 
derando primero  de  la  sentencia  de  primera  instancia, 
entre  los  cuales  está  la  fuga  del  reo  que  por  sí  sola 
constituye  un  principio  de  prueba; 

2? — Tampoco  hay  error  de  hecho  ni  de  derecho 
en  la  apreciación  de  la  prueba:  no  lo  primero,  porque 
ni  se  dice  en  qué  consiste,  ni  se  señalan  los  documen- 
tos ó  actos  auténticos  que  demuestren  la  equivocación 
del  juzgador;  no  lo  segundo,  porque  la  estimación  de 
la  prueba  está  en  perfecto  acuerdo  con  las  disposicio- 
nes referidas,  aplicadas  con  sumisión  á  las  reglas  de 
una  sana  crítica,  (artículo  i8  de  la  ley  de  8  de  julio 
<le  1903); 

3? — Alega  el  recurrente  la  nulidad  de  tcdo  lo 
actuado  por  no  haber  estado  presente  á  la  ratificación 
de  los  testigos  de  la  sumaria  como  lo  solicitó  de 
acuerdo  con  el  artículo  853,  Parte  III,  Código  Gene- 
ral, mas  esa  nulidad  ni  es  de  orden  publico,  "ni  está 
expresamente  determinada  por  la  ley  y  aunque  el  reo 
quería  repreguntar  á  los  testigos  al  practicar  la  ratifi- 
cación, las  diligencias  á  este  efecto  fueron  encomen- 
dadas  al  Alcalde  de  Grecia  para  evitarles  el  viaje  á 
Alajuela,  el  Juez  denegó  la  traslación  del  reo  por  la 
inseguridad  de  las  cárceles  de  aquel  lugar,  y  el  auto 
proveído  en  la  solicitud  respectiva  se  le  notificó  en 
persona  oportunamente  y  lo  consintió,  puesto  que  no 
apeló  de  él  ni  mostró  su  inconformidad  en  primera  ni 
en  segunda  instancia,  por  lo  que  no  habiendo  sido 
reclamada  la  falta  en  una  y  otra,  como  manda  el  ar- 
tículo 965,  Código  de  Procedimientos  Civiles,  no  pro- 
cede la  casación  por  este  motivo; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casac:ón  inter- 
puesta, y  con  certificación  de  la  presente,  vuelvan  los 
autos  á  la  Sala  de   su  procedencia. — A.  Alvarado. — 
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J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zam- 
brana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí,-r-AIfonso  Ji- 
ménez. 


BoLAXos  V.  Barquero 
( 2  ^  p.  m. — Agosto  1 5  ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  del  Crimen 
de  Heredia,  contra  el  señor  Romilio  Barquero  Mon-> 
tes  de  Oca,  mayor,  pasante  de  abogado  y  vecino  de 
la  ciudad  de  Santo  Domingo  de  Heredia,  por  atribuír- 
sele el  delito  de  falsedad  de  una  notificación,  como- 
Alcalde  de  dicho  lugar,  en  perjuicio  de  Generosa  Vi- 
llalobos;  en  la  cual  son  partes  el  representante  del 
Ministerio  Público  y  el  señor  Pedro  Bolaños  Chacón» 
mayor,  agricultor  y  del  mismo  vecindario,  como  acu- 
sador; 

Resultando: 

1? — Que  á  las  nueve  y  media  de  la  mañana  del 
diez  y  ocho  de  mayo  de  este  año,  el  respectivo  Juez 
del  Crimen  sobreseyó  en  el  procedimiento,  con  fun- 
damento en  los  artículos  778  y  841  de  la  Parte  terce- 
ra del  Código  General,  36  de  la  ley  de  17  de  octubre 
de  1864  y  6?  del  decreto  de  8  de  julio  de  1902; 

2? — Que  en  virtud  de  recurso  interpuesto  por  el. 
acusador,  conoció  del  presente  juicio  la  Sala  Segunda 
de  Apelaciones,  quien  confirmó  el  auto  de  sobresei- 
miento, á  las  dos  de  la  tarde  del  veintisiete  de  junio  úU 
timo; 

3? — Que  el  acusador  ha  establecido  recurso  de  ca- 
sación de  la  resolución  de  segunda  instancia  por  vio- 
lación del  artículo  278  del  Código  Penal,  al  descono- 
cerse en  ella  la  existencia  del  delito  á  que  la  causa  se 
refiere  y  que  lo  constituye  el  haber  el  Alcalde  men- 
cionado hecho  suponer  que  la  señora  Ester  Bolaños 
había  interpuesto  el  recurso  de  apelación  de  una  re- 
solución que  le  era  adversa,  no  habiéndolo  estableci- 
do en  el  término  legal;  recurso  falsamente  interpuesto 
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y  que  fué  admitido  en  perjuicio  de  la  parte  contraria, 
quejo  era  Generosa  Villalobos,  cuando  ya  ésta  había 
adquirido  derechos  á  la  sombra  de  dicha  resolución; 
4? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y    ^ 

Considerando: 

Que  de  lo  único  de  que  ha  podido  acusarse  ra- 
cionalmente al  procesado  es  de  un  error  pasajero,  sin 
trascendencia  en  perjuicio  de  quien  lo  acusa,  y  per- 
fectamente explicable  dadas  las  circunstancias  del 
caso; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida, 
y  con  certificación  de  la  presente  vuelvan  los  autos  al 
tribunal  de  su  procedencia. — A.  Alvarado- — J.  Fed. 
González. — Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — 
Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


Soto  Murillo 

(2j^  p.  m. — Agosto  17  ) 

En  \\  causa  seguida  en  el  Juzgado  del  Crimen 
de  Alajuela  contra  Lisímaco  Soto  Murillo,  de  treinta 
años,  agricultor  y  vecino  de  aquella  ciudad,  por  el 
delito  de  abigeato  en  perjuicio  del  señor  Francisco 
Jinesta  Aqueche;  en  la  cual  son  partes  además  del  reo, 
su  defensor  Licenciado  Ramón  Loria  Iglesias,  mayor, 
abogado  y  vecino  de  esta  ciudad,  y  el  representante 
del  Ministerio  Público; 

Rtsultandox 

1? — En  sentencia  dictada  á  las  cinco  de  la  tarde 
del  seis  de  febrero  del  año  en  curso,  el  Juez  respec- 
tivo condenó  al  procesado  como  responsable  del  delito 
referido  á  presidio  interior  menor  por  dos  años,  previa 
rebaja  del  tiempo  por  qcRe  haya  estado  preso,  y  á  sus- 
pensión de  cargo  ü  oficio  público  durante  la  condena; 
y  ordenó  entregar  á  quien  corresponda  el  caballo  y 
aperos  aprehendidos.  El  Juez  se  apoyó  en  los  artícu- 
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los  14,  15,  33,  57.  76  y  83  del  Código  Penal,  y  873, 
Parte  III  del  General,  y  consideró:  "i? — Que  com- 
probado como  está  que  durante  los  veintidós  días  an* 
tenores  al  en  que  fué  hecha  la  venta  al  señor  David 
Chacón,  Lisímaco  Soto  tuvo  en  su  poder  el  caballo 
hurtado  al  señor  Jinesta,  debe  considerársele  como 
autor  del  abigeato,  salvo  que  por  uno  de  los  dos  me- 
dios indicados  por  el  artículo  478  del  Código  Penal, 
haya  destruido  la  presunción  de  responsabilidad  esta- 
blecida en  su  contra  por  dicha  ley,  y  sin  que  contra 
esta  conclusión  pueda  invocarse  el  hecho  de  que  quien 
hizo  la  venta  no  fué  Soto  sino  el  tal  Julián  Vargas, 
porque  habiendo  ocurrido  esto  después  de  haber  teni- 
do  el  primero  en  su  poder  la  cosa  hurtada,  es  á  el  á 
quien  le  corresponde  principalmente  demostrar  su  le- 
gítima adquisición;  2? — Que  la  conducta  anterior  del 
reo,  antes  que  desvirtuar  la  presunción  legal  apuntada, 
la  corrobora  (certificación  de  fojas  49),  y  por  consi- 
guiente sólo  queda  por  examinar  si  con  la  prueba 
testifical  ha  logrado  descargarse  de  responsabilidad; 
3? — Que  de  los  testigos  ofrecidos  para  probar  la 
coartada,  solamente  Ezequiel  Fallas,  María  Vargas, 
María  Solano,  Joaquín  Mora  y  Maximino  Castrillo, 
declaran  que  el  reo  se  encontraba  en  Esparta  el  cinco 
de  mayo  del  año  pasado;  pero  prescindiendo  de  lo 
sospechoso  del  testimonio  de  esas  personas,  que  en 
ciertos  detalles  se  contradicen  entre  sí  y  que  recuerdan 
con  seguridad  completa  el  día  y  la  fecha  apuntada  y 
no  la  en  que  salieron  de  esta  ciudad,  tal  prueba  no 
puede  hacer  prosperar  la  coartada,  porque  no  se  sabe 
si  fué  el  tres  ó  el  cuatro  de  mayo  el  día  en  que  se 
cometió  el  hurto;  sólo  consta  que  el  cinco  en  la  ma- 
ñana notó  el  ofendido  la  desaparición  del  caballo;  4? 
Que  para  probar  que  con  fecha  seis  de  mayo  tomó 
en  alquiler  el  caballo  hurtado  presentó  el  reo  á  los 
testigos  señores  Espíritusanto  Cuadra,  Rafael  Gutié- 
rrez, José  García  Salazar,  Bmulio  Badilla  y  Agapito 
Quirós:  los  dos  primeros  dicen  que  en  una  fecha  que 
no  recuerdan  presenciaron  que  alquiló  el  reo  á  un 
desconocido,  un  caballo  cuyas  señas  se  parecen  á  las 
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del  hurtado;  el  tercero  niega  haber  presenciado  ese 
hecho;  y  los  otros  dos  st  declaran  á  satisfacción  del 
reo;  pero  estos  testigos,  que  por  sus  condiciones  per- 
sonales no  merecen  ninguna  fe  al  insfrascrito,  no  al- 
canzan á  destruir  la  culpabilidad  del  procesado,  por- 
que si  éste  hubiera  real  y  legítimamente  tomado  en 
alquiler  el  caballo  para  venir  á  San  Ramón,  no  se  ex- 
plica por  qué  en  vez  de  hacer  el  viaje  convenido  con 
el  arrendante,  encerró  el  caballo  en  el  potrero  de 
Ambrosio  Alvarado,  en  psparta,  donde  lo  tuvo  vein- 
tidós días,  es  decir,  hasta  la  víspera  precisamente  del 
día  de  la  venta  hecha  en  San  Ramón,  ni  mucho  me- 
nos la  razón  por  la  cual  tomó  un  nombre  que  no  era 
suyo  cuando  llevó  y  sacó  el  caballo  del  potrero  de 
Alvarado.  Estas  dos  circunstancias  demuestran  por 
manera  evidente  que  su  conducta  en  este  asunto  no 
era  en  manera  alguna  correcta;  $9 — Que  por  esas  ra- 
zones y  de  acuerdo  con  los  artículos  1 8  de  la  ley  de 
8  de  julio  de  1902  y  2?  de  la  de  3  de  julio  de 
1903,  procede  declarar  responsable  a  Soto  del  delito 
dicho,  y  castigarlo  con  la  pena  determinada  por  el 
artículo  468,  inciso  3?,  en  armonía  con  el  472,  ambos 
del  Código  Penal;  6? — Que  el  hecho  está  destituido  de 
atenuantes,  así  como  de  agravantes,  pues  la  de  reinci- 
dencia no  debe  tomarse  en  cuenta  por  oponerse  á  ello 
el  artículo  124  ibídem,  y  por  esa  razón  puede  el  Juz- 
gado recorrer  toda  la  escala  de  la  pena  al  aplicarla, 
(artículo  74  ibídem)"; 

2? — El  procesado  apeló  y  la  Sala  Segunda  de 
Apelaciones,  á  las  dos  y  tres  cuartos  de  la  tarde  del 
ocho  de  junio  último,  confírmó  en  todas  sus  partes  la 
sentencia  recurrida; 

3? — El  defensor  del  reo  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia,  por 
los  siguientes  motivos:  i? — Error  de  derecho  en  la 
apreciación  de  la  prueba,  con  infracción  de  los  artí- 
culos 218  y  275,  Código  de  Procedimientos  de  1841; 
2? — Violación  é  interpretación  errónea  del  artículo 
478,  Código  Penal;  3? — Violación  del  artículo  218, 
Parte  III  del  Código  General  de   1841,  al  no  haberse 
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tenido  por  comprobada  la  coartada,  que  se  justificó 
con  las  declaraciones  indicadas  en  el  considerando  ter- 
cero de  la  sentencia  de  primera  instancia;  4? — Viola- 
ción de  los  artículos  873  y  885  ibídem,  y  aplicación 
indebida  del  18  de  la  ley  de  8  de  julio  de  1902  y  2? 
de  la  de  3  de  julio  de  1903;  5? — ^Infracción  del  ar- 
tículo I?,  Código  Penal,  con  error  de  hecho  y  de 
derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba,  al  castigar 
al  reo  por  un  hecho  lícito,  cual  es  el  de  haber  alquila- 
do  la   bestia: 

4? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  defec- 
to; y 

Considerando*, 

Tal  como  el  hecho  justiciable  aparece  constituido 
en  los  autos,  fuera  Julián  Vargas  el  autor  del  delito, 
porque  es  él  quien  entrega  el  caballo  hurtado  á  Lisí- 
maco  Soto  á  título  de  arrendamiento  y  quien  lo  vende 
á  David  Chacón.  Y  si  bien  la  conciencia  moral  del 
juzgador  puede  encontrar  nublado  y  sospechoso  el 
contrato  de  alquiler  con  el  primero  en  cuyo  poder,  por 
otra  parte,  no  se  encontró  el  semoviente  y  quien,  por 
lo  mismo,  está  fuera  de  la  presunción  de  responsabili- 
dad legal,  y  aiín  conjeturar  que  la  persona  del  arren 
dador  es  un  ente  imaginado  para  la  combinación  del 
fraude,  iguales  sombras  caen  sobre  el  negocio  de  la 
compra  que,  de  ser  imaginaria,  comprometería  en  res- 
ponsabilidad al  adquirente  Chacón,  contra  quien  la  jus- 
ticia, sin  embargo,  no  se  atrevió  á  dirigir  su  persecu- 
ción. En  el  caso,  rompe  con  toda  lógica  consecuencia 
el  criterio  que  acepte  como  existente  y  lícita  la  venta 
hecha  por  Vargas  y  que  se  niegue  á  considerar  como 
posible  y  lícito  el  arrendamiento  por  el  mismo  Vargas 
convenido  con  el  reo;  arrendamiento  justificado  con 
testimonios  contestes  á  los  cuales  los  tribunales  de  ins- 
tancia no  atribuyen  fuerza  alguna  probatoria  por  la 
calidad  personal  de  los  testigos,  sin  que  conste  cuál 
sea  esa  calidad,  ni  cuáles  sean  los  motivos  que  abonen 
tal  opinión,  que  este  tribunal  tiene  por  ¡lógica  en  la 
especie  porque  la  amplitud  con  que  las  últimas  leyes 
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-entregan  á  la  discreción  del  Juez  la  calificación  y  va- 
lor de  las  pruebas,  no  ha  de  extremarse  en  manera  que 
venga  á  ser  discreción  arbitraria  y  exenta  del  deber, 
«sencial  en  todo  juzgador,  de  exponer  y  motivar  los 
fundamentos  racionales  de  su  decisión.  Cree  esta  Sa- 
la que  ha  habido  el  error  alegado  en  la  apreciación  de 
las  pruebas  y  la  infracción  de  los  artículos  478  del  Có- 
digo Penal,  18  y  29  de  las  leyes  de  18  de  julio  de 
1902  y  de  3  de  julio  de  1903,  respectivamente; 

Por  tanto,  declárase  con  lugar  la  casación  deman- 
dada, y  nula  por  consiguiente,  \S  sentencia  de  la  Sala 
Segunda. —A.  Alvarado. — ^J.  Fed.  González. — Ma- 
nuel V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamu- 
Tio. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


Conejo  Carazo 

(2  20'  p.  m. — Agosto  17  ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  del  Crimen 
de  Alajuela  contra  Rosendo  Conejo  Carazo,  de  vein- 
ticuatro años,  agricultor  y  vecino  de  Turrúcares  de 
dicho  lugar,  por  el  delito  de  lesión  grave  al  señor  Ra- 
fael Araya,  de  único  apellido,  hecho  que  tuvo  lugar 
como  á  las  ocho  de  la  noche  del  veinticuatro  de  octu- 
bre del  año  próximo  pasado  en  el  patio  de  la  casa  del 
señor  Juan  Campos,  sita  en  el  barrio  de  Desampara- 
dos de  la  provincia  de  Alajuela;  en  la  cual  son  partes 
además  del  reo,  su  defensor  Licenciado  Ramón  Loria, 
mayor,  abogado  y  de  este  vecindario,  y  el  represen- 
tante del  Mmisterio  Público; 

Resultando: 

1 9 — Que  en  sentencia  que  dictó  el  Juez  del  Cri- 
men de  Alajuela,  á  las  cinco  de  la  tarde  del  veinti- 
siete de  Febrero  de  este  año,  fué  condenado  el  pro- 
cesado como  autor  del  delito  referido  á  la  pena  de 
presidio  interior  mayor  por  cuatro  años  un  día,  con 
las  accesorias  de  ley  y  previo  abono  del  tiempo  de 
prisión,  con  fundamento   en  los   artículos  14,  15,  25, 
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33.  74.  76  y  83  del  Código  Penal  y  873,  Parte  III  del 
Código  General  de  1841,  por  las  razones  siguientes: 
•'I? — Que  con  la  misma  confesión  de  los  testigos  Ara- 
ya  y  Madrigal  y  Sotfcro  Alvarado,  ha  justificado  el 
reo  que  la  primera  es  hija  del  ofendido  y  los  dos  res- 
tantes, sus  amigos  íntimos,  y  por  consiguiente  proce- 
de declarar  con  lugar  la  tacha  contra  ellos  estableci- 
da, pero  ello  no  obsta  para  que  el  Juzgado  dé  crédito- 
ai  dicho  de  los  dos  testigos,  puesto  que  no  aparece 
motivo  alguno  que  haga  desconfiar  de  su  testimonio. 
Respecto  de  Benjamín  Alvarado,  no  se  ha  justificado 
la  certeza  de  la  causal  invocada,  y  debe,  en  conse- 
cuencia, declararse  sin  lugar  la  tacha  contra  él  pues- 
ta. (Artículos  339  y  344,  Código  de  Procedimientos 
Civiles);  2? — Que  el  dicho  del  ofendido  merece  entera 
crédito  al  infrascrito  Juez  porque  no  se  ha  demostra- 
do, ni  alegado  siquiera,  que  entre  Conejo  y  Araya 
existiera  enemistad  anterior  ó  alguna  otra  causa  bas- 
tante de  donde  deducir  que  por  venganza  ú  otro  sen- 
timiento innoble,  el  primero  imputara  maliciosamente 
al  segundo  la  comisión  del  delito,  y  en  consecuencia, 
sería  absurdo  suponer  que  prefiriera  al  verdadero  cul- 
pable para  arrojar  la  responsabilidad  del  hecho  sobre 
un  tercero  inocente.  De  manera  que  examinada  la 
afirmación  del  ofendido  á  la  luz  de  la  sana  critica,  es 
perfectamente  aceptable,  y  la  acepta  por  entero  el 
Juzgado  como  buen  elemento  probatorio,  con  mayor 
razón  si  se  atiende  á  que  está  robustamente  confirma- 
da con  los  indicios  concluyentes  suministrados  por  los 
testigos  Benjamín  y  Sotero  Alvarado;  y  3? — Que  en 
tal  virtud  y  en  uso  de  la  amplia  facultad  que  para  la 
apreciación  de  las  pruebas  le  concede  el  artículo  2?  de 
la  ley  de  3  de  julio  de  1903,  en  armonía  con  el  18  de 
la  de  8  de  julio  de  1902,  esta  autoridad  tiene  por  pro- 
bado que  quien  hirió  á  Rafael  Araya  fué  Rosendo 
Conejo;  y  en  tal  caso  éste  debe  ser  castigado  comO" 
autor  del  delito  de  lesión  grave,  con  la  pena  determi- 
nada por  el  inciso  1?  del  artículo  420  del  Código  Pe* 
nal,  la  cual  ha  de  ser  impuesta  en  su  mmimum,  pues- 
to que  en  favor  del  reo  concurre,  sin  que  esté  contra- 
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rrestada  por   agravante  alguna,  la  atenuante    14  del 
artículo  II  ibid"; 

2? — Que  el  procesado  apeló  y  la  Sala  Segunda 
de  Apelaciones  falló  á  las  tres  y  cuarto  de  la  tarde 
del  diez  y  nueve  de  mayo  último,  confirmando  en  to- 
das sus  disposiciones  la  sentencia  recurrida; 

3? — Que  el  defensor  del  reo  ha  interpuesto  re- 
curso de  casación  de  la  sentencia  de  segunda  instan- 
cia: I? — Por  violación  de  los  artículos  39  de  la  Cons- 
titución Política,  y  873,  Parte  III  del  Código  General 
de  1 84 1,  con  error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  apre- 
ciación de  la  prueba;  2? — Por  violación  y  aplicación 
indebida  del  artículo  420,  inciso  i?,  del  Código  Penal; 
3? — Por  error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  aprecia- 
ción de  los  dictámenes  médico- legales,  el  de  derecho 
por  infracción  délos  artículos  314  del  Código  de 
Procedimientos  Civiles,  262,  Parte  III  del  Código 
General,  y  espíritu  del  artículo  420,  inciso  1?,  Códi- 
go Penal;  4? — Por  violación  del  artículo  3?  del  decre- 
to de  I?  de  agosto  de  1895;  5? — Infracción  del  artí 
culo  422  del  Código  Penal,  con  error  de  hecho  y  de 
derecho  en  la  apreciación  de  las  pruebas  y  consi- 
guiente violación  de  los  artículos  74  y  75  ibídcni;  69 — 
Violación  y  aplicación  indebida  del  artículo  420,  in- 
ciso 1 9,  Código  Penal; 

4? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Cdfisideramlo: 

1 9 — La  responsabilidad  del  procesado  en  esta 
causa  está  comprobada  con  las  declaraciones  de  los 
testigos  Sotero  7  Benjamín  Alvarado,  presenciales  en 
parte  de  la  riña  de  la  cual  resultó  lesionado  el  ofen- 
dido, y  con  los  indicios  graves  y  concluyentes  que 
aparecen  del  proceso,  apreciadas  estas  pruebas  de 
conformidad  con  lo  dispuesto  por  los  artículos  18  de 
la  ley  de  8  de  julio  de  1902  y  29  de  la  de  3  de  julio 
de  1903; 

29 — Los  jueces  de  instancia  han  calificado  bien 
el  delito  por  estar  comprendido  el  caso  en  el  inciso  i9 

8' 
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del  artículo  420  del  Código  Penal,  pues  de  los  dictá- 
menes médico-legales  que  aparecen  á  los  folios  cua- 
tro y  treinta  y  cinco  de  los  autos  resulta  que  la  lesión 
causada  al  ofendido  le  produjo  una  cicatriz  visible  en 
el  lado  izquierdo  de  la  cara  y  la  pérdida  del  ojo  del 
mismo  lado  con  la  consiguiente  deformidad,  que  es 
bien  notable  por  tratarse  de  un  órgano  muy  impor- 
tante en  el  cuerpo  humano;  y 

3? — El  motivo  de  forma  que  se  invoca  para  pe- 
dir casación  de  la  sentencia  recurrida  por  no  haberse 
admitido  las  pruebas  solicitadas  en  segunda  instancia, 
carece  de  fundamento  porque  la  circunstancia  dismi- 
nuyente  que  se  trataba  de  probar  estaba  justificada  y 
fué  tomada  en  cuenta  por  la  Sala  sentenciadora  y 
porque  la  nueva  declaración  del  ofendido  que  se  pi- 
dió, era  impertinente  desde  luego  que  del  diclamen 
médico  legal  que  para  mejor  proveer  ordenó  la  Sala 
Segunda  de  Apelaciones,  consta  que  la  lesión  fué 
causada  con  instrumento  cortante;  y 

4? — De  todo  lo  expuesto  se  deduce  que  no  ha 
habido  error  alguno  en  la  apreciación  de  la  prueba,  ni 
la  violación  y  aplicación  indebida  de  las  leyes  que  se 
citan  en  el  recurso  interpuesto; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida, 
y  devuélvanse  los  autos  á  la  Sala  de  su  procedencia 
con  certificación  de  la  presente. — A.  Alvarado. — ^J. 
Fcd.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. 
— Nicolás  Oreamuno. — Ante   mí, — Alfonso  Jiménez. 


•SÁNCHEZ 

(  2  40'  p.  m. — Agosto  22 ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  Segundo  del 
Crimen  de  esta  provincia,  contra  José  María  Sánchez, 
de  único  apellido,  de  diez  y  ocho  años,  jornalero  y 
vecino  de  Alajuelita,  por  el  delito  de  abigeato  en  per- 
juicio de  Jacinto  Jiménez  Villarreal;  en  la  cual  son 
partes  además  del  reo,  su  defensor  Bachiller  Francis- 
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co  Chavarría  Mora,  mayor,  pasante  de  abogado  y  de 
este  vecindario,  y  el  representante  del  Ministerio  Pú- 
blico; 

Resultando: 

I? — Que  á  las  dos  de  la  tarde  del  diez  y  nueve 
de  mayo  del  año  en  curso,  el  respectivo  Juez  del  Crí- 
'  men  condeno  al  procesado  como  responsable  del  de- 
lito mencionado,  á  presidio  interior  menor  por  tres 
meses,  previo  abono  del  tiempo  por  que  haya  estado 
preso,  y  á  la  accesoria  de  suspensión  de  cargo  ú  ofi- 
cio público  durante  la  condena,  con  apoyo  en  el  artí- 
culo 873  del  Código  de  Procedimientos  Penales  y  en 
las  conclusiones  siguientes:  "i^ — Que  con  las  decla- 
raciones del  sumario,  prueba  de  la  preexistencia  del 
semoviente  hurtado  en  el  lugar  de  donde  faltó  y  dic- 
tamen pericia],  esta  autoridad  tiene  por  legalmente 
constituido  el  cargo  contra  el  reo  de  esta  causa,  y  es 
preciso  aplicarle  las  penas  que  la  ley  designa  (artícu- 
los I?,  15  y  57,  Código  Penal);  2? — Que  valorado  el 
novillo  en  cuarenta  y  cinco  colones,'  el  caso  que  se 
juzga  está  comprendido  en  el  artículo  472  en  relación 
con  el  inciso  3?  del  artículo  468,  ambos  del  Código 
Penal,  y  es  castigado  con  presidio  interior  menor  en 
su  grado  medio;  3? — De  la  prueba  á  que  se  contraen 
los  resultandos  doce  y  trece  (declaraciones  de  Manuel 
Monje  Fallas,  Mariano,  Valerio  y  Bernardo  Rojas  y 
Jacinto  Jiménez),  resultaron  demostradas  en  autos  á 
favor  del  reo  las  circunstancias  atenuantes  3?^,  lo?  y 
14?  del  artículo  1 1  del  Código  Penal  y  en  su  contra 
ninguna  agravante,  por  lo  que  esta  autoridad,  de 
acuerdo  con  el  artículo  74  del  mismo  Código,  baja 
un  grado  de  la  pena  imponible  y  la  lija  en  tres  meses 
de  .presidio  interior  menor  en  su  grado  mínimo,  des- 
contable en  el  de  San  Lucas,  con  abono  del  tiempo 
sufrido  de  prisión;  4? — Que  á  la  pena  principal  se 
deben  agregar  las  accesorias  (artículo  83  del  Código 
Penal)"; 

2? — Que  el  defensor  del  procesado  se  alzó  y 
la  Sala  Segunda  de  Apelaciones,  á  las  tres  de  la  tar- 
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de  del  veintitrés  de  junio  último  aumentó  á  cinco 
meses  el  término  de  la  pena  de  presidio,  por  conside- 
rar que  no  le  favorecía  la  atenuante  ro?  ibídem,  3* 
conñrmó  en  lo  demás  la  sentencia  de  primera  instancia; 

3? — Que  la  defensa  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por 
violación  del  artículo  11,  inciso  10,  Código  Penal,  por- 
que la  Sala  respectiva  negó  la  existencia  de  esa  ate- 
nuante, estando   comprobada   en   autos; 

4? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  defec- 
to; y 

Considerando: 

Que  el  daño  producido  con  el  delito  afecta  tíni- 
camente la  propiedad  del  ofendido,  quien  en  memt)- 
rial  del  once  de  abril  ultimo  manifiesta:  "que  el  reo 
ha  procurado  con  toda  diligencia  reparar  el  daño  que 
le  causó  y  le  ha  indemnizado  de  todos  los  gastos  que 
tuvo  que  hacer  con  motivo  de  la  desaparición  del 
novillo."  El  ofendido  confirmó  lo  dicho  bajo  jura- 
mento, en  declaración  visible  á  folios  diez  y  nueve  del 
proceso,  que  es  prueba  suficiente  para  eximir  al  pro- 
cesado del  pago  de  daños  y  perjuicios;  y  esta  Sala 
estima  como  comprobante  de  la  atenuante  10?  del 
artículo  1 1  del  Código  Penal,  que  no  se  abonó  al  reo 
en  la  sentencia  recurrida,  por  mala  apreciación  de  la 
prueba  de  que  se  ha  hecho  mérito,  con  infracción  de 
la  ley  citada; 

Por  tanto,  declárase  con  lugar  la  casación  de- 
mandada y  nula  por  consiguiente  la  sentencia  de  la 
Sala  Segunda. — A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — 
Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Orea- 
muno. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


TaMES  V,  MONKSTEL 

( 2  45  p.  m. — Agosto  22  ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  del  Crimen 
de  Cartago,  contra  Juan  Monestel  Picado,  de  treinta 
y  cinco  años,  agricultor  y  vecino  del  Tablón  de  aque- 


Ha  jurisdicción,  de  quien  es  defensor  el  señor  Fran- 
cisco José  Oreamuno,  mayor,  agricultor  y  vecino  de 
la  ciudad  de  Cartago,  por  el  delito  de  lesiones  en 
perjuicio  de  Sixto  Tames  Campos,  quien  se  apersonó 
como  acusador  y  es  mayor  de  edad,  agricultor  y  del 
mismo  vecindario  que  el  reo; 

*"         Resultando: 

1? — Que  el  respectivo  Juez  del  Crimen,  á  las 
ocho  de  la  mañana  del  once  de  mayo  del  presente 
año,  condenó  á  Monestel  como  responsable  del  deli- 
to referido,  á  confinamiento  en  Santo  Domingo  de 
San  Mateo  por  un  año,  cinco  meses  y  diez  días,  pre- 
vio abono  del  tiempo  por  que  haya  estado  preso,  y  á 
las  accesorias  correspondientes,  y  declaró  improceden- 
te la  tacha  puesta  á  los  testigos  Lucas  Picado.  Ri- 
cardo Navarro  y  Demetrio  Balderramos.  El  Juez  se 
fundó  en  los  artículos  iV  y  1$  del  Código  Penal,  275, 
777^  77^*  77%  873,  882,  Parte  III  del  Código  Gene- 
ral de  1841  y  18  de  la  ley  de  8  de  julio  de  1902,  y  al 
efecto  consideró:  ''i? — Que  está  comprobado  en  au- 
tos con  el  testimonio  de  los  señores  Leopoldo  y  To- 
más Montero,  José  Alejo  Picado  y  Eleuteria  Corde- 
ro, que  el  autor  de  las  lesiones  causadas  á  Sixto  Ta- 
mes el  seis  de  setiembre  de  mil  novecientos  tres,  co- 
mo á  las  tres  de  la  tarde,  es  el  procesado  Juan  Mo- 
nestel Picado;  2® — Que  la  pena  imponible  en  el  pre- 
sente caso  es  una  de  lasque  indica  el  artículo  422  del 
Código  Penal  y  este  Juzgado  elige  el  confinamiento; 
3? — Que  á  favor  del  reo  sólo  aparece  comprobada  la 
atenuante  14?  del  artículo  1 1  del  Código  citado.  Las 
atenuantes  4?,  8?  y  9?,'no  están  justificadas  como  pre- 
tende el  defensor  del  reo.  No  la  cuarta,  porque  las 
frases  de  "hombre,  Juan,  tanto  que  se  mete  usted  á 
defender  á  un  fuerero^  siendo  usted  hermano  de  mi 
esposa,  que  ésta  no  ha  sido  hermana  suya  sino  que  ha 
sido  su  madre,"  no  pueden  calificarse  á  juicio  de  este 
Juzgado  de  provocación  proporcionada  al  delito.  No 
la  octava,  porque  sólo  un  testigo  declara  que  Mones- 
tel estaba  embriagado  el  día  del  suceso;  y  no  la  no- 


vena,  porque  el  procesado  no  ha  confesado  su  delito 
con  sinceridad;  4?—  Que  contra  el  procesado  aparece 
comprobada  la  circunstancia  agravante  de  ser  el  ofen- 
dido su  cuñado  (artículo  13  del  Código  citado);  5? — 
Que  concurriendo  en  el  hecho  una  atenuante  y  una 
agravante  y  hecha  la  compensación  á  que  se  refiere 
el  artículo  74  del  mismo  Código,  el  caso  debe  consi- 
derarse despojado  de  esas  circunstancias  y  facultado 
el  tribunal  para  recorrer  toda  la  extensión  de  la  pena 
al  aplicarla  (artículo  75,  Código  citado);  6? — Que  por 
lo  dicho,  este  Juzgado  estima  que  el  confinamiento 
debe  imponerse  en  su  máximum,  en  atención  al  pa- 
rentesco entre  el  ofendido  y  ofensor,  y  á  las  demás 
circunstancias  que  mediaron  en  el  delito;  7? — Que  las 
tachas  puestas  á  los  testigos  Lucas  Picado,  Ricardo 
Navarro  y  Demetrio  Balderramos  son  improcedentes 
en  razón  de  no  estar  comprobadas  legalmente;  89 — 
Que  al  procesado,  á  más  de  la  pena  principal,  se  le 
deben  imponer  las  accesorias  de  ley  (artículos  25,  38, 
39  y  95»  Código  Penal); 

2? — Que  el  reo  se  alzó  y  la  Sala  Segunda  de 
Apelaciones,  á  las  dos  y  tres  cuartos  de  la  tarde  del 
veintitrés  de  Junio  ultimo^  cambió  la  pena  principal 
impuesta  al  procesado  por  ocho  meses  de  reclusión, 
y  confirmó  en  lo  demás  la  sentencia  apelada; 

3? — Que  el  reo  ha  interpuesto  recurso  de  casa- 
ción de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por  los  mo' 
tivos  siguientes:  i9 — Violación  del  artículo  18  de  la 
ley  de  8  de  julio  de  1902  y  apreciación  errónea  de  la 
prueba  de  la  atenuante  8?,  artículo  11,  Código  Penal; 
2? — Error  de  hecho  en  la  apreciación  de  su  confe- 
sión, con  violación  del  artículo  69  ibídem,  al  no  to- 
marse en  cuenta  en  su  favor  la  atenuante  9?  del  ar- 
tículo lí  citado;  3? — Violación  del  artículo  75  del 
Código  Penal; 

4? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

I? — Que  no  es  lógico  decir,  como  lo  pretende  el 


recurrente,  que  conforme  al  artículo  1 8  de  la  ley  de  8 
de  julio  de  1903,  un  testigo  baste  para  hacer  forzosa- 
mente prueba  de  la  existencia  de  un  hecho  determi- 
nado, pues  esa  disposición  sólo  faculta  para  tenerlo  ó 
no  por  verídico  aplicando  las  reglas  de  la  sana  crítica 
sin  atender  precisamente  al  número  de  los  declaran- 
tes; el  criterio  de  los  Jueces  se  forma  con  los  elemen- 
tos de  convicción  que  suministran  los  autos  y  ha  de 
respetarse  si  no  aparece  el  error  en  la  apreciación  de 
la  prueba  (artículo  963,  inciso  7?,  del  Código  de  Pro 
cedimientos  Civiles);  el  Tribunal  no  puede  sustituir 
su  criterio  en  el  caso  de  autos  porque  no  consta  que 
los^  Jueces  errasen  al  no  tener  como  ebrio  al  reo  al 
tiempo  de  la  comisión  del  delito,  cuando  hasta  de  su 
indagatoria  resulta  mérito  para  estimar  lo  contrario  á 
ese  respecto,  como  lo  hicieron  los  Jueces  de  instancia; 
2? — Que  tampoco  le  favorece  la  atenuante  9?, 
artículo  II,  Código  Penal,  porque  la  indagatoria  no 
contiene  un  solo  pasaje  del  que  pueda  deducirse  la 
confesión  sincera  por  no  manifestarse  el  reo  delin- 
cuente; en  la  indagatoria  se  deñende  y  en  la  confe- 
sión con  cargos  lo  niega  todo.  No  hay,  pues,  violación 
de  las  citadas  disposiciones  ni  de  las  demás  que  el  re- 
curso menciona  y  que  tienen  por  base  lo  ya  ana- 
lizado; 

Por  tanto,  declárase  sir  lugar  la  casación  demanda- 
da y  devuélvanse  los  autos  á  la  Sala  de  su  proceden- 
cia, con  certificación  de  la  presente. — A.  Alvarado.  - 
J.  Fed.   González.—  Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zam 
brana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso  Ji- 
ménez. 


Monje  v.  Monje 

( 2  25  p.  m. — Agosto  23  ) 

£n  el  juicio  ordinario  sobre  otorgamiento  de  una 
escritura,  seguido  en  el  Juzgado  Civil  de  Alajuela, 
por  José  María  Monje  Monje  contra  Francisco  Mon- 
je Chaverri,  los  dos  mayores  de  edad,  agricultores    y 


vecinos  del  barrio  de  'Tacares"  de  Grecia;  en  el  cual 
es  parte  además  el  señor  Víctor  Rojas  Sancho,  ma- 
yor, agente  de  negocios  judiciales  y  vecino  de  la  ciu- 
dad de  Aiajuela,  como  apoderado  del  actiir; 

Resultando: 

I? — En  el  libelo  de  demanda  expresa  el  actor: 
'•Hace  como  ocho  años  que  el  señor  Francisco  Mon- 
je Chaverri,  mayor  de  edad,  hoy  viudo,  agricultor  y 
de  mi  mismo  vecindario,  me  vendió  por  valor  de  se- 
tecientos colones,  un  terreno  de  charral  situado  en  el 
punto  llamado  '*E1  Desparramadero''  en  el  barrio  de 
Concepción  de  Grecia,  constante  ese  terreno  como  de 
tres  hectáreas  y  cincuenta  áreas,  con  estos  linderos 
actuales:  Norte,  propiedad  de  Joaquín  López;  Sur, 
ídem  de  Juan  Rojas;  Este,  calle  pública  en  medio» 
propiedad  de  Francisco  Monje:  y  Oeste,  propiedad 
de  Joaquín  López.  Desde  el  día  en  que  verifícanfos 
el  trato  entré  y  he  estado  en^  posesitm  de  dicha  ñnca, 
pues  más  bien  le  pagué  al  señor  Monje  Chaverri  más 
de  su  valor,  en  dinero  efectivo,  tanto  como  deudor 
en  ese  contrato  y  como  su  fíador  en  dos  obligaciones 
por  él  contraídas.  Según  consta  del  testamento  otor- 
gado por  dicho  señor  Monje  y  su  esposa  Juana  To- 
masa Monje  á  las  seis  y  media  de  la  tarde  del  diez  y 
nueve  de  abril  de  mil  novecientos  uno,  ante  Juan  Ve- 
ga Lizano,  Alcalde  del  cantón  de  Grecia,  es  cierta  di- 
cha venta,  con  la  notable  diferencia  de  que  sólo  hi- 
cieron constar  en  su  cláusula  sétima  el  pago  de  seis- 
cientos quince  colones,  en  vez  de  toda  la  cantidad. 
Varias  veces  he  instado  al  señor  Monje  Chaverri  pa- 
ra qué  me  otorgue  la  escritura  correspondiente  del 
inmueble  descrito,  por  estar  á  su  nombre  en  el  Regis- 
tro, y  se  ha  negado  rotundamente  á  otorgármela,  sin 
tener  derecho  para  ello.  Por  lo  expuesto  y  con  fun- 
damento en  el  artículo  693  y  siguientes  del  Código 
Civil,  demando  en  vía  ordinaria  al  señor  Francisco 
Monje  Chaverri,  á  fin  de  que  por  sentencia  se  le  obli- 
gue á  otorgarme  la  escritura  aludida;" 
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29 — El  señor  Francisco  Monje  dice  en  su  contes- 
tación á  la  demanda:  que  es  cierto  que  vendió  al  ac- 
tor la  finca  á  que  se  refiere  y  que  le  entregó  el  dia  de 
la  venta;  pero  como  quedó  debiéndole  ochenta  y  cin- 
co colones,  que  no  quiere  pagarle,  no  le  ha  otorgado 
la  escritura  respectiva,  lo  que  hará  cuando  se  los  pa- 
gue; que  en  la  época  de  la  venta  era  casado  y  ahora 
es  viudo,  como  lo  reconoce  el  actor  en  su  demanda  y 
ha  debido,  pues,  demandarlo  como  viudo  y  albacea 
que  es  de  la  sucesión  de  Juana  Tomasa  Monje,  que 
fué  su  esposa,  por  lo  que  opone  la  excepción  de  falta 
de  personalidad  activa,  por  no  tener  el  carácter  y  re- 
presentación con  que  se  le  demanda; 

3? — El  Juez  respectivo  falló  á  las  once  de  la  ma- 
ñana del  diez  y  ocho  de  abril  del  presente  año,  decla- 
rando sin  lugar  la  demanda  y  la  excepción  relaciona- 
das, y  condenando  al  actor  en  las  costas  procesales  del 
juicio,  fundado  en  los  artículos  192  y  siguientes,  220 
y  siguientes,  230,  238,  338,  y  1072  del  Código  de 
Procedimientos  Civiles,  y  en  las  conclusiones  siguien- 
tes: "1? — Que  la  excepción  opuesta  no  tiene  sentido, 
desde  que,  llamándose  ^'activa''  se  refiere  á  la  perso- 
nalidad del  demandado;  y  también  por  aludir  á  la  re- 
presentación con  que  se  le  demanda,  cuando  se  le  ha 
demandado  personalmente.  Bien  se  adivina  cuál  fué 
la  intención  del  excepcionista,  pero  el  Juez  no  puede 
hacer  que  prevalezca  esa  intención  cuando  se  han  usa- 
do términos  que  la  desvirtúan,  como  en  el  presente 
caso,  entre  otras  muchas  razones  porque  esa  interven- 
ción oficiosa  está  vedada  por  las  leyes.  (Artículos  87 
y  88  del  Código  de  Procedimientos  Civiles);  2? — Que 
el  actor  no  ha  probado  el  pago  del  remanente  de 
ochenta  y  cinco  colones  que  su  contraparte  reclama 
para  dar  recibo  del  precio  estipulado  y  otorgar  enton- 
ces la  escritura  que  se  le  exige.  En  efecto,  se  hace 
necesario  excluir  del  cómputo  de  lo  pagado  l()s*si- 
guientes  factores:  1? — Los  doscientos  colones  del  pa- 
garé que  encabeza  el  legajo  de  pruebas,  por  cuanto 
no  se  demostró  que  hubiese  sido  cancelado  por  el  de- 
mandante; 2? — Los  cien  colones  pagados  á  José  Ve- 
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gá,  porque  habiendo  dicho  el  demandado  que  esa  can- 
tidad se  incluyó  en  el  documento  de  cuatrocientos 
quince  colones  fírmado  en  marzo  de  mil  ochocientos 
noventa  y  seis,  no  se  combatió  en  declaración  acceso- 
ria; y  3? — Los  ciento  diez  y  nueve  colones  que  dice 
Agapito  Jiménez  haber  pagado  al  demandado  por 
cuenta  del  actor,  porque  de  ese  descargo  solamente  da 
fe  un  testigo,  hermano  del  citado  Agapito.  Des- 
cartados así  esos  sumandos,  quedan  reconocidos  los 
cuatrocientos  quince  colones  del  documento  antes  re- 
ferido y  los  ciento  diez  y  nueve  colones  que  confiesa 
el  demandado  haber  recibido  en  presencia  de  José 
Manuel  Monje  y  Simona  Alpízar,  más  ochenta"  y  un 
colones  que  tácitamente  reconoce  pagados  al  darsepor 
satisfecho  de  seiscientos  quince  colones  en  su  escrito 
de  litis  contestación;  3? — Que  quien  por  su  parte  no 
ha  satisfecho  las  prestaciones  á  que  se  obligó  en  un 
contrato,  no  puede  exigir  de  su  copermutante  el  cum- 
plimiento del  convenio,  según  el  artículo  692,-á  con- 
trario sensu,-del  Código  Civil  (Cas.  30  ab.  97).  Así, 
en  la  especie,  el  actor  no  tendrá  derecho  al  otorga- 
miento que  solicita  mientras  no  compruebe  que  ha  sa- 
tisfecho el  total  del  precio;" 

4? — Que  la  Sala  Primera  de  Apelaciones,  para 
ante  quien  recurrió  el. apoderado  del  actor,  á  las  dos 
y  medía  de  la  tarde  del  veinticuatro  de  junio  último, 
confirmó  en  todas  sus  partes  la  sentencia  recurrida, 
con  costas  personales  y  procesales  á  cargo  del  mis- 
mo; 

5? — La  misma  parte  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia,  por  los 
siguientes  motivos:  i9  Error  de  hecho  y  de  derecho 
en  la  apreciación  de  la  prueba  de  testigos  evacuada 
para  probar  el  pago  del  valor  del  contrato,  con  viola- 
ción de  los  artículos  720,  inciso  4?,  del  Código  Civil, 
y  *339  del  de  Procedimientos  Civiles;  2?  Infracción 
de  los  artículos  692  y  1066,  Código  Civil,  porque 
no  se  obliga  al  demandado  á  otorgar  al  actor  la  res- 
pectiva escritura,  habiendo  éste  cumplido  la  obliga- 
ción del  contrato;  3?  Infracción  de  los  artículos   720, 
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inciso  6?,  727  y  759  del  Código  Civil,  al  desatender  la 
presunción  legal  de  que  el  demandado  recibió  á  bue- 
na cuenta  del  precio  del  terreno  la  suma  de  doscien- 
tos colones  pagados  por  el  actor  como  fiador  de 
aquél  á  José  Vega,  comprobada  con  las  distintas 
confesiones  del  demandado;  4?  Violación  del  decreto 
de  26  de  mayo  de  1892; 

6? — En  los  procedimientos  no  se  nota  defecto;  y 

4  Considerando: 

Que  la  acción  se  ha  dirigido  mal,  según  el  crite- 
rio de  la  sentencia  qué  ha  dado  origen  al  recurso,  y 
que  ese  punto  no  se  trata  en  él,  por  lo  que  deja  de 
ser  oportuno  examinar  todos  aquellos  á  que  se  refie- 
re, dado  que  desde  que  no  hay  acción  bien  dirigida 
no  hay  demanda,  y  por  lo  mismo,  no  hay  sentencia 
acerca  de  lo  principal  de  la  disputa; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  deman- 
dada y  devuélvanse  los  autos  á  la  Sala  de  su  proce- 
dencia, con  certificación  de  la  presente. — A.  Alvarado. 
— ^J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zam- 
brana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso  Ji- 
ménez. 


Aguilar 

{2j4  p.  m.— Agosto  23  ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  del  Crimen 
de  Alajuela,  contra  Pacífico  Aguilar,  de  único  apelli- 
do, de  veinticinco  años,  agricultor  y  vecino  de  Turrií- 
cares  de  aquella  jurisdicción,  por  el  delito  de  lesión 
menos  grave  inferida  al  señor  Antonio  Calderón 
Agüero,  hecho  que  ocurrió  en  dicho  barrio  en  la  no* 
che  del  nueve  de  marzo  de  mil  novecientos  uno;  en  la 
cual  son  partes  además  del  reo,  su  defensor  señor  Víc- 
tor Rojas  Sancho,  mayor,  agente  de  negocios  judiciu- 
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les  y  vecino  de  la  ciudad  de  Alajuela.  y  el   represen- 
tante del  Ministerio  Publico; 

Resultando: 

1 9 — En  sentencia  que  dictó  el  Juez  respectivo  á 
las  dos  de  la  tarde  del  veinticuatro  de  mayo  de  este 
año,  fué  condenado  Aguilar  como  responsable  del  de- 
lito referido  á  arresto  por  sesenta  días  en  la  cárcel  co- 
rrespondiente y  las  accesorias  del  caso.  El  Juez  se 
apoyó  en  los  artículos  1 8  de  la  ley  de  8  de  julio  de 
1902  y  2?  de  la  de  3  de  julio  de  1903,  y  al  efecto  con- 
sideró: "i9 — Que  los  señores  Macario  Monje,  Emi- 
lio Quesada  y  Marcelino  Fonseca  presenciaron  el 
momento  en  que  Aguilar  hirió  á  Calderón  y  explican 
el  hecho  así:  Estando  varias  personas  en  la  taquilla 
de  Rafael  López,  el  procesado  tomó  del  cuello  á  Ru- 
decindo  González  y  lo  estaba  ahorcando  cuando  se  lo 
quitó  Calderón  y  quedaron  en  buena  armonía;  Calde 
ron  marchó  después  á  la  casa  de  Víctor  Arguello,  que 
es  el  lugar  donde  vivía,  y  al  pasar  frente  á  la  habita- 
ción de  Calderón  le  salió  al  encuentro  y  dijo:  ''ahora 
sí  la  vamos  á  ver"  y  descargó  un  machetazo  en  la  ma- 
no  de  Aguilar;  2? — Que  el  testigo  Rudecindo  Gon- 
zález reconoce  ser  verdad  que  Aguilar  lo  quiso  ahor- 
car; y  que  á  raíz  del  suceso,  los  señores  Rafael  López, 
Juan  Ramón  Guzmán^  Ezequiel  Oses,  Víctor  Argüe- 
lio,  declaran  haber  visto  herido  á  Calderón  y  recono- 
cer éste  que  su  heridor  fué  el  encausado;  3? — Que  el 
defensor  presentó  dos  testigos  ó  sea  á  los  señores  Jo- 
sé Martínez  y  Julián  González  para  demostrar  que  su 
cliente  obró  ei>  legítima  defensa,  y  esta  autoridad  con- 
sidera que  el  dicho  de  esos  señores  no  es  cierto  en  ra- 
zórf  de  que  habiendo  trascurrido  tanto  tiempo,  han 
venido  á  declarar  detalles  con  gran  exactitud,  y  de 
que  en  la  instrucción  no  fueron  mencionados  esos  tes- 
tigos, todo  lo  cual  hace  pensar  que  fueron  traídos  ad 
hoc\  4V — Que  en  cuanto  á  la  tacha  de  los  testigos  que 
indica  el  procesado,  el  infrascrito  cree  que  procede  la 
del  señor  Macario  Monje  por  ser  ofendido,  según 
consta  de  autos,  pero  no  en  cuanto  a  los  otros,  por  lo 
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expuesto  en  el  considerando  anterior.  Esto  no  obs- 
tante, el  infrascrito  hace  fe  del  testimonio  de  Ma- 
cario Monje,  pues  está  en  perfecta  coordinación  con 
los  testigos  presenciales  del  hecho;  5? — Que  por  lo 
indicado  en  los  considerandos  que  anteceden  y  dada 
la  ausencia  del  reo  del  lugar  de  su  domicilio  después 
de  haber  delinquido,  esta  autoridad  considera  que  el 
reo  cometió  el  delito  que  se  le  imputa  y  que  procedió 
por  venganza  y  no  en  legítima  defensa;  6^ — Que  la 
confesión  del  reo  po  es  sincera  por  haber  dicho  que 
obró  en  legítima  defensa,  lo  que  no  ha  lograjdo  pro- 
bar; y  que  á  su  favor  demostró  la  atenuante  14?  del 
artículo  1 1  del  Código  Penal.  En  cambio  existen  en 
su  contra  las  agravantes  5?  y  6?  del  artículo  12  del 
Código  Penal,  pues  obró  con  premeditación  conocida 
y  abusó  de  sus  armas  al  grado  que  el  ofendido  no  pu- 
do defenderse  con  probabilidad  de  repeler  la  ofensa; 
7? — Que  de  acuerdo  con  la  rebaja  que  debe  hacerse 
se^iín  el  artículo  123  del  expresado  Código,  á  la  pe- 
na que  fíja  el  artículo  422  ibídem,  esta  autoridad  im- 
pone sesenta  días  de  arresto  y  las  penas  accesorias  de 
ley;" 

29^-El  defensor  apeló  y  la  Sala  Segunda  de  Ape- 
laciones, á  la  una  y  cuarto  de  la  tarde  del   tres  de  ju 
lio  próximo  pasado,  confirmó   en   todas   sus   disposi- 
ciones la  sentencia  recurrida; 

3? — La  defensa  ha  interpuesto  recurso  de  casa- 
ción de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por  los  mo- 
tivos siguientes: — 19  Apreciación  errónea  de  la  prue- 
ba con  violación  del  artículo  10,  inciso  4?,  del  Código 
Penal,  al  no  estimar  la  eximente  á  que  dicho  inciso  se 
refiere,  no  obstante  haberse  comprobado  en  autos;  2? 
Infracción  délos  artículos  2?,  inciso  3?,  y  69,  inciso  $9, 
de  la  ley  de  9  de  junio  de  1899,  porque  la  sentencia 
no  resuelve  un  punto  de  la  defensa,  cual  es  la  eximen- 
te referida; 

49 — En  los  procedimientos  no  se  nota  defecto;  y 

Considerando: 
Esta  Sala  desecha  el   presente   recurso   fundado 
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en  la  mala  apreciación  de  las  pruebas  y  en  la  infrac- 
ción de  Ids  leyes,  que  establecen  la  exención  de  res* 
ponsabilidad  cuando  se  obra  en  propia  defensa,  por- 
que lejos  de  encontrar  que  ios  Jueces  de  instancia  ha* 
yan  errado  en  la  estimación  racional  de  los  hechos  y 
circunstancias  que  condicionan  el  delito,  juzga  que 
éstos  han  sido  apreciados  con  acierto.  Contra  la  prue^ 
ba  abundante,-recogida  á  raíz  del  suceso-que  justifi- 
ca la  culpabilidad  del  reo,  no  puede  darse  crédito  á 
dos  declaraciones  obtenidas  años  después,  proceden- 
tes de  personas  que  en  oportunidad  nadie  mencionó 
siquiera  en  el  proceso  como  testigos,  concertantes, 
con  sospechosa  uniformidad,  en  particularidades  que 
no  es  dable  retener  por  tan  largo  tiempo  en  la  memo- 
ria y  animadas  en  la  disculpa  de  un  hombre  que,  en 
vez  de  presentarse  á  la  autoridad  para  informarla  del 
lance  en  que  se  viera  precisado  á  herir  en  su  legítima 
defensa  y  para  evidenciar  su  descargo  con  los  diver- 
sos testigos  presenciales  del  hecho,  se  ausenta  duran- 
te cuatro  años  y  elude  los  llamamientos  y  persecucio- 
nes de  la  Justicia.  Los  Jueces  de  instancia  han  apre- 
ciado bien  la  prueba  y  aplicado  correctamente  las  le- 
yes que  definen  la  responsabilidad  penal  del  caso; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida 
y  devuélvanse  los  autos  á  la  Sala  de  su  procedencia, 
con  certificación  de  la  presente. — A.  Alvarado. — ^J. 
Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambra- 
na. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso  Jimé- 
nez. 


Sancho  Chacón 

(  3  p.  m.— Agostp  2$ ) 

Eñ  la  causa  seg^uida  en  el  Juzgado  de  primera 
instancia  del  circuito  judicial  de  San  Ramón,  contra 
José  Sancho  Chacón,  de  treinta  años  de  edad,  agri- 
cultor  y  vecino  de  Ramadas  del  cantón  de  San  Ma- 
teo, de  quien  es  defensor  el  señor  Rafael  Rodríguez 
Salas,  mayor,  agente  de  negocios  judiciales  y    vecino 
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de  aquel  lagar,  por  el  delito  de  lesiones  inferidas  á  la 
señora  Trinidad  Méndez  Fernández,  hecho  que  ocu- 
rrió  en  diciembre  del  año  próximo  pasado,  y  en  la 
cual  es  parte  el  representante  del  Ministerio   Público; 

Resultando: 

i9 — Que  el  señor  Juez  del  Crimen  de  San  Ra- 
món  á  las  dos  de  la  tarde  del  tres  de  junio  del  año 
en  cursp,  condenó  á  Sancho  como  responsable  del 
delito  referido,  á  confinamiento  por  seis  meses  en 
Facaca  del  cantón  de  Mora,  previo  abono  del  tiempo 
por  que  haya  estado  preso,  y  á  los  accesorias  de  sus- 
pensión de  cargo  ú  oficio  público  durante  la  condena 
y  pago  de  los  daños  y  perjuicios  causados  con  su  de- 
lito, fundado  en  los  artículos  i9,  14,  25,  34,  57,  76 
del  Código  Penal,  873  de  la  Parte  III  del  Código 
General,  y  leyes  de  8  de  julio  de  1902  y  de  3  de  ju- 
lio de  1903,  y  en  las  razones  siguientes:  '*  i?  Que 
con  el  dictamen  médico-legal,  queda  comprobado  el 
cuerpo  del  delito  de  lesiones  menos  graves  inferidas 
por  José  Sancho  á  Trinidad  Méndez;  2?  Que  obran 
las  siguientes  pruebas  en  contra  del  reo:  á)  la  decla- 
ración de  Emigdia  Campos,  quien  afirma  que  presen- 
ció que  el  procesado  golpeó  á  la  ofendida  el  día  del 
suceso;  b)  el  dicho  del  testigo  José  María  Montoya, 
quien  asegura  que  el  reo  le  confesó  que  había  maltra- 
tado á  la  ofendida;  c)  la  afirmación  del  mismo  en  su 
confesión  con  cargos,  en  donde  dice  que  le  dio  tres 
golpes  á  la  señora  Trinidad  Méndez,  á  principios  de 
diciembre  próximo  pasado;  3? — Que  esas  declaracio- 
nes relacionadas  entre  sí  constituyen,  en  concepto  del 
inffascrito  Juez,  prueba  completa  de  la  culpabilidad 
del  delincuente  y,  por  lo  tanto,  debe  castigársele  de 
acuerdo  con  el  artículo  422,  Código  Penal,  que  esta- 
blece para  este  caso  las  penas  de  confinamiento,  re- 
clusión ó  presidio  menores  en  sus  grados  mínimos  ó 
multa  de  ciento  un  colones  á  seiscientos  sesenta  y  seis 
colones;  4^ — Que  aunque  la  defensa  ha  pretendido 
probar  en  favor  del  reo  las  atenuantes  9?  y  14?  del 
artículo  II,  Código  Penal,  esta  autoridad  no  las  con* 
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ceptúa  abonables  porque  la  confesión  del  reo  no  ha  si- 
do sincera,  aunque  está  probado  que  es  el  primer  de- 
lito que  comete  (declaraciones  de  Manuel  Valenciano, 
José  Rodríguez.  Fernando  Solano  y  Casiano  Beoavi* 
des)  y  porque,  aunque  esos  mismos  testigos  afirman 
que  es  honrado  y  trabajador  y  de  buena  conducta,  el 
reo,  la  irrcjjrochabilidad  de  aquélla  no  se  ha  demos- 
trado; 5? — Qu:^  el  suscrito  funcionario  elige  la  pena 
de  confinamiento  y,  de  acuerdo  con  el  artículo  74, 
Código  Penal,  fija  su  duración  en  seis  meses  deseen* 
tables,  previo  abono  de  la  prisión  sufrida,  en  Pacaca 
del  Cantón  de  Mora;  6?— Que  debe  sufrir  además  el 
sentenciado  la  accesoria  del  articulo  38,  Código  Pe- 
nal;" 

2? — Que  el  defensor  del  reo  se  alzó  y  la  Sala 
Segunda  de  Apelaciones,  á  las  tres  de  la  tarde  del  o- 
cho  de  julio  próximo  anterior  cambió  por  la  de  pre- 
sidio interior  menor  por  ocho  meses,  la  pena  principal 
impuesta  al  procesado,  con  la  accesoria  de  suspensión 
de  cargo  lí  oficio  público  durante  el  tiempo  de  la  con- 
dena; 

3? — Que  la  defensa  ha  interpuesto  recurso  de  ca- 
sación de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por  los 
motivos  siguientes:  1 9 — Infracción  del  artículo  519, 
inciso  5?,  del  Código  Penal,  y  6t^  inciso  i?,  de  la  Ley 
Orgánica  de  Tribunales,  y  aplicación  indebida  del 
422,  Código  Penal,  porque  el  Juez  a-quo  no  ha  teni- 
do jurisdicción  para  castigar  un  hecho  que  según  el 
dictamen  médico-legal  constituye  una  falta;  2?— Vio- 
lación del  artículo  11,  inciso  14?,  ibídem,  al  no  tomar 
en  cuenta  la  Sala  en  favor  del  reo  la  atenuante  res- 
pectiva á  pesar  de  haberse  comprobado  en  autos;  39~ 
Violación  del  artículo  5 1 5    del   mismo   Código; 

4? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

I? — Según  el  dictamen  médico-legal*  practica- 
do en  el  sumario  de  esta  causa,  las  lesiones  causadas 
á  la  ofendida   le   produjeron   enfermedad   que  duró 
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doce  días  para  sanar,  y  el  caso  se  encuentra  compren- 
dido en  el  artículo  422  del  Código  Penal,  que,  por  lo 
mismo,  no  ha  sido  mal  aplicado  en  la  sentencia  recu- 
rrida, ni  ha  habido  la  infracción  que  se  alega  de  los 
artículos  519  del  mismo  Código  y  67  de  la  Ley  Or- 
gánica de  Tribunales;  y 

2? — La  violación  del  inciso  14  del  artículo  1 1 
del  Código  citado,  que  también  se  alega  en  el  recur- 
so, no  ha  sido  cometida  como  se  pretende,  por  la  Sa- 
la sentenciadora,  porque  la  circunstancia  disminuyen- 
te  de  conducta  irreprochable  del  procesado,  anterior 
á  la  comisión  del  delito,  no  ha  sido  justificada  debi- 
damente en  los  autos,  y  la  calificación  de  las  lesiones 
y  graduación  de  la  pena  impuesta  son  las  que  corres- 
ponden con  arreglo  á  las  leyes  que  han  servido  de 
fundamento  al  fallo  recurrido. 

Por  tanto:  declárase  sin  lugar  la  casación  deman- 
dada y  con  certificación  de  la  presente  devuélvanse 
los  autos  al  tribunal  de  su  origen. — A.  Alvarado. — J. 
Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambra- 
na. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí,  Alfonso  Jiménez. 

Rojas  Salazar 
(3^  p.  m.— Agosto  30) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  Segundo  del 
Crimen  de  esta  provincia,  contra  Casilda  Rojas  Sala- 
zar,  de  veinticinco  años,  de  oficios  domésticos  y  veci- 
na de  esta  ciudad,  á  quien  defiende  el  señor  Rafael  Eli- 
zondo  Vargas,  mayor,  procurador  y  de  igual  domici- 
lio, por  el  delito  de  lesiones  á  Adelaida  López  Ulloa, 
hecho  que  ocurrió  en  la  noche  del  primero  de  enero 
del  año  próximo  pasado; 

Resultando: 

i9 — A  la  una  de  la  tarde  del  veinte  de  octubre  del 
año  próximo  anterior,  el  Juez  respectivo  condenó  á  la 
procesada  como  responsable  del  delito  referido,  á  la 
pena  de  reclusión  por  el  término  de  seis  meses,  previo 

9 
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abono  del  tiempo  por  que  haya  estado  presa,  y  á  las 
accesorias  de  ley,  por  las  siguientes  razones:  ^'i^ — 
Que  con  las  declaraciones  recibidas,  dictámenes  mé- 
dico-legales y  confesión  de  la  reo,  esta  autoridad  tie- 
ne por  comprobado  el  cuerpo  del  delito  de  lesiones  á 
Adelaida  López  Ulloa,  y  que  es  su  autora  respon- 
sable Casilda  Rojas  Salazar,  á  quien  se  le  deben  im- 
poner las  penas  establecidas  por  la  ley,  (artículos  i?, 
15  y  57  del  Código  Penal);  2* — Que  el  caso  concreto 
se  halla  comprendido  en  el  artículo  422  del  Código 
Penal,  y  es  castigado  entre  otras  penas,  con  la  de  re- 
clusión menor  en  su  grado  mínimo;  3^---Que  no  exis- 
te comprobada  en  favor  de  la  reo  ni  en  su  contra,  cir- 
cunstancia alguna  que  atenúe  ó  agrave  la  pena,  por 
lo  que  de  conformidad  con  el  artículo  74  del  mismo 
Código,  se  puede  recorrer  la  pena  en  toda  su  exten- 
sión al  aplicarla;  4^ — Que  esta  autoridad  fija  en  seis 
meses  de  reclusión  la  pena  á  que  la  reo  se  ha  hecho 
acreedora  con  su  delito,  descontable  en  la  Cárcel  de 
Mujeres  de  esta  ciudad,  con  abono  del  tiempo  sufrido 
de  prisión;  5^ — Que  con  la  pena  principal,  se  deben 
imponer  á  la  reo  las  accesorias  (artículo  83  del  Códi- 
go Penal;") 

2? — En  virtud  de  alzada  interpuesta  por  la  reo, 
conoció  del  proceso  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones, 
quien  á  las  dos  de  la  tarde  del  cinco  de  julio  ultimo, 
considerando  el  hecho  revestido  de  una  circunstancia 
agravante,  cambió  por  la  de  presidio  interior  menor, 
la  pena  principal  impuesta  en  la  sentencia  recurrida,  y 
confirmó  dicha  sentencia  en  sus  demás  disposiciones; 

39 — El  defensor  de  la  procesada  ha  interpuesto 
recurso  de  casación  de  la  sentencia  de  segunda  instan- 
cia, por  los  motivos  que  se  dirán:  i? — ^Violación  del 
artículo  218,  Parte  iii  del  Código  General  de  Í1841, 
porque  habiendo  sido  probada  la  buena  conducta  de 
la  reo,  la  Sala  sentenciadora  guardó  silencio  en  cuan- 
to á  ese  punto  se  refiere;  2? — Aplicación  indebida  de 
los  artículos  422,  con  error  en  la  apreciación  de  la 
prueba,  y  12,  inciso  6?,  con  violación  del  ii^  casos  4?, 
89  y  149,  todos  del  Código  Penal; 
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4? — En   los  procedimientos  no  se  nota  defecto;  y 
Considerando'. 

I? — Que  consta  por  el  dictamen  médico  de  fojas 
dos  que  las  lesiones  de  la  ofendida  Adelaida  López 
Ulloa  fueron  producidas  con  instrumento  cortante;  y 
como  la  procesada  es  autora  de  esas  lesiones,  es  ló- 
gico deducir  que  ésta  usó  del  arma  indicada.-^Del 
reconocimiento,  fojas  tres,  aparece  que  Casilda  Rojas 
sufrió  contusiones  leves»  una  punzada  y  algunos  aru- 
ños,  y  no  declara  el  Médico  que  se  hayan  causado  con 
arma  alguna;  se  deduce  de  dicho  dictamen  y — aten- 
dida la  levedad  de  las  lesiones — que  no  fueron  cau- 
sadas con  arma  y  que  la  López  no  la  portaba.  Está 
justificada  contra  la  procesada  la  agravante  6?  del  ar- 
tículo 12  del  Código  Penal,  en  cuya  aplicación  no  ha 
cometido  error  la  Sala  de  instancia; 

2? — Que  José  María  Céspedes  y  Francisca  Gar- 
banzo no  declaran  que  la  conducta  de  la  procesada 
haya  sido  irreprochable,  y  el  primero  afirma:  ''que 
aunque  ha  oído  decir  que  es  mujer  pública,  ha  obser- 
vado buena  conducta  dentro  de  esa  esfera,"  de  modo 
que  la  Sala  de  instancia  estimó  con  sana  crítica  la 
prueba  relacionada  y  aplicó  debidamente  el  artículo 
281,  Parte  3?  del  Código  General; 

3? — Que  aparece  por  las  declaraciones  de  la  ins- 
trucción^  que  la  procesada  y  ofendida  se  injuriaban  re- 
cíprocamente y  la  primera  arrojó  un  vaso  contra  la 
segunda  momentos  antes  de  la  riña  que  dio  ocasión 
al  delito,  por  lo  que  no  ha  podido  abonársele  la  ate- 
nuante 4^,  artículo  II,  Código  Penal;  tampoco  la 
8?  del  mismo  artículo  porque  no  está  comprobado 
que  la  procesada  estuviese  ebria  al  tiempo  de  come- 
ter el  delito;  y  menos  la  atenuante  14  ibídem  por  lo 
dicho  en  el  considerando  anterior,  y  no  se  ha  violado 
en  la  sentencia  recurrida  este  artículo,  como  lo  afirma 
el  recurrente; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida 
y  devuélvanse  los  autos  al  tribunal  de  su  procedencia, 
con  certificación  de   la  presente. — A.   Alvarado. — ^J. 
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Fed.  González.  -Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambra- 
na. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso  Jimé- 
nez. 


Barrientos  V.  Barrientos  y  Chavarría 

(3  35'  P-  »n- — Agosto  30) 

En  el  juicio  ordinario  promovido  en  el  Juzgado 
Civil  de  Alajuela  y  continuado  en  el  de  Heredia,  en 
virtud  de  convenio  de  las  partes,  por  los  señores  Su- 
sana, Adela,  Bernabé,  Delfín  y  Wenceslao  Barrientos 
Soto,  mayores,  los  varones  agricultores,  de  oficios  do- 
mésticos las  mujeres,  y  vecinos  de  San  Joaquín  de 
Heredia,  excepto  Bernabé,  que  lo  es  de  Sabanilla  de 
Alajuela,  por  medio  de  su  apoderado  Alejo  Ugalde 
González,  mayor,  agricultor  y  vecino  también  de  San 
Joaquín,  contra  los  señores  José  Barrientos  Quirós  y 
María  Chavarría  Zúñiga,  mayores,  cónyuges  y  veci- 
nos en  la  actualidad  del  barrio  de  San  Juan  de  este 
cantón,  acerca  de  la  nulidad  de  un  contrato  y  otros 
puntos;  en  el  cual  juicio  son  parces  además  el  Licen  • 
ciado  Adán  García  García,  mayor,  abogado  y  de  este 
vecindario,  y  los  señores  José  Francisco  Fonseca 
González,  agente  de  negocios  judiciales,  y  Juan  Ra- 
fael González  Zamora,  pasante  de  abogado,  mayores 
y  vecinos  de  la  ciudad  de  Heredia,  como  apoderados 
del  señor  Ugalde  y  de  los  demandados,  respectiva- 
mente; 

Resultando: 

1? — Que  en  el  libelo  de  demanda  expresa  el  ac- 
tor: Entre  los  señores  José  Barrientos  Quirós  y  Sin- 
forosa  Soto,  padres  de  Susana,  Adela,  Bernabé,  Del- 
fín y  Wenceslao  Barrientos  Soto,  existió  una  socie- 
dad conyugal  que  no  se  ha  liquidado.  La  expresada 
señora  Soto  murió  el  día  cuatro  de  agosto  de  mil  o- 
chocier.tos  noventa  y  cinco,  y  el  viudo  señor  Barrien- 
tos Quirós  contrajo  nuevo  matrimonio  el  diez  y  nue- 
ve del  mismo  mes  y  año,  es  decir,   quince   días  des- 


pues»  con  la  señora  María  Chavarría  Zúñiga.  En  es- 
te estado  y  perteneciendo  á  la  sociedad  conyugal  de 
los  señores  Barrientos  y  Soto  dos  fincas,  sin  haberse 
practicado  previamente  la  liquidación  de'  dicha  socie- 
dad, sin  ser  albacea  y,  por  consiguiente,  sin  estar  le- 
galmente  autorizado  para  ello,  el  señor  Barrientois 
Quiros  celebró  con  la  señora  Chavarría  Zuñiga  un 
contrato  de  dación  en  pago,  por  el  cual  ésta  adquirió 
la  finca  inscrita  en  el  Registro  de  la  Propiedad,  Parti- 
do de  Heredia,  tomo  doscientos  noventa  y  nueve,  fo- 
lio trescientos  diez  y  nueve,  numero  nueve  mil  quinien- 
tos ochenta  y  cinco^  asientos  cinco  y  seis,  que  es  ca- 
fetal, sito  en  el  distrito  de  San  Joaquín,  y  que  perte- 
nece en  parte  á  la  finada  señora  Soto.  En  nombre, 
pues,  de  los  señores  Susana.  Adela,  Delfín,  Wences- 
lao y  Bernabé  Barrientos  Soto,  su  apoderado  viene  á 
manifestar  lo  siguiente:  La  finca  á  que  se  ha  referi- 
do fué  adquirida  durante  la  sociedad  conyugal  de  los 
señores  Barrientos  y  Soto  por  compra  á  Juan  Toribio 
Herrera  Alfaro  y  otro,  el  día  cinco  de  enero  de  mil 
ochocientos  noventa  y  tres,  según  consta  de  escritura 
firmada  ante  el  Notario  José  Lorenzo  Madrigal  Bo- 
nilla. La  señora  Soto,  como  queda  dicho  antes,  mu- 
rió el  cuatro  de  agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y^ 
cinco,  después  de  dos  años  de  adquirida  la  finca  y  con 
más  de  treinta  años  de  esfuerzos  y  sacrificios  en  la  so- 
ciedad conyugal  para  llegar  á  adquirir  las  dos  fincas 
expresadas.  Luego,  estas  fincas  debieron  formar 
parte  de  la  sucesión  de  ella  (artículo  521,  Código  Ci- 
vil). Por  consiguiente,  el  señor  Barrientos  Quirós 
carecía  de  capacidad  legal  para  otorgar  una  escritura 
en  que  disponía  de  bienes  de  la  causante  señora  Soto 
y  sin  embargo,  lo  hizo  por  escritura  otorgada  ante  el 
Notario  Licenciado  Cleto  González  Víquez  el  día  diez 
y  siete  de  enero  de  mil  novecientos  dos.  No  puede 
alegar  la  adquirente  que  ignoraba  el  estado  de  viu  - 
dedad  del  señor  Barrientos,  pues  es  su  segunda  espo- 
sa y  conocía  á  la  señora  Soto,  como  conoce  á  los  hi- 
jos de  k>s  señores  Barrientos  y  Soto;  así  consta  del 
prejuicio  de  posiciones  que  acompaña,  en   que   la  se- 


ñora  Chavarría  Züñiga  confiesa  haber  conocido  á  la 
señora  Soto  como  esposa  de  Barrientos,  haber  sabido 
su  defunción,  estar  entendida  de  la  ocultación  que  de 
su  estado  hizo  Barrientos  ante  el  Notario  González 
Víquez,  manifestando  ser  casado  simplemente  y  no  en 
segundas  nupcias,  no  haberse  convencido  de  que  Ba- 
rrientos hubiera  hecho  liquidación  de  la  sociedad  con- 
yugal, y  conocer  á  sus  poderdantes.  La  señora  Cha- 
varría Züñiga  niega  que  la  primera  hija  de  su  matri- 
monio con  Barrientos  nació  como  á  los  cinco  meses 
de  celebrado  dicho  matrimonio;  pero  con  la  certifica- 
ción que  del  señor  Registrador  General  del  Estado 
Civil  presenta,  comprueba  que  el  matrimonio  dicho 
se  verificó  á  las  seis  de  la  mañana  del  diez  y  nueve  de 
agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco  y  que  Ma- 
ría Josefa  Sara  de  Jesús,  hija  de  este  matrimonio,  na- 
ció á  las  cinco  de  la  mañana  del  veintisiete  de  enero 
de  mil  ochocientos  noventa  y  seis,  es  decir,  á  los  an- 
co meses  y  ocho  días  de  casados.  Estos  hechos  ex- 
plican un  estado  de  relaciones  ilícitas  entre  los  seño- 
res Barrientos  y  Chavarría  desde  en  vida  de  la  seño- 
ra Soto;  el  señor  Barrientos  se  halla  en  el  caso  del 
que  comete  ofensa  grave  contra  la  persona  ú  honra 
del  causante  (articulo  523,  inciso  i?,  del  Código  Ci- 
vil) y,  por  lo  tanto,  debe  figurar  entre  los  de  la  cate- 
goría de  los  indignos  de  recibir  por  sucesión  testa- 
mentaria ó  legítima.  Es  más:  en  la  escritura  de  da- 
ción en  pago,  los  contratantes  Barrientos  y  Chava- 
rría, no  contentos  con  haber  ocultado  el  estado  de 
viudedad  de  aquél,  para  que  la  expresada  escritura 
puiliera  ser  inscrita  en  el  Registro  de  la  Propiedad, 
han  supuesto  deuda  de  Barrientos  á  favor  de  la  seño- 
ra Chavarría,  y  este  hecho  no  es  cierto,  pues  la  ad- 
quirente  nunca  contó  con  la  herencia  paterna  de  que 
hace  alarde,  y  si  bien  este  aspecto  de  la  cuestión  no 
reviste  grande  importancia  para  el  caso,  quiere  ha- 
cerlo constar  para  que  se  descubra  hasta  donde  llegó 
el  mal  deseo  de  perjudicar  á  sus  poderdantes  los  hijos 
de  la  señora,  la  legítima  y  verdadera  dueña  de  la  fin- 
ca citada  antes  por  su  inscripción.     Debe  advertir 
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que  esta  ñnca  fué  incluida  en  el  inventario  de  la  suce* 
si6n  de  la  señora  Soto,  del  que  la  extrajo  en  virtud  de 
juicio  sumario,  la  señora  Chavarría  Zúñiga.  Por  lo 
expuesto  y  fundado  en  los  artículos  20,  29,  ^^^  100, 
316,  329»  S20,  S2I,  523>  525.  549.  SSo,  552. 701,  835» 
inciso  i9,  837,  844  y  1,061  del  Código  Civil,  i9  y  220 
del  de  Procedimientos  Civiles,  demanda  en  vía  ordi- 
naria á  los  citados  Barrientos  Quirós  y  Chavarría  Zü- 
ñiga,  para  que  se  declare  nulo  el  contrato  de  dación 
en  pago  de  la  referida  ñnca,  la  cual  volverá  á  incluir- 
se en  los  bienes  de  la  sucesión  de  la  señora  Soto,  pa- 
ra que  se  paguen  á  esta  sucesión  los  frutos  percibidos 
desde  la  muerte  de  la  causante,  se  declare  á  dicho 
Barrientos  Quirós  indigno  de  recibir  por  razón  de  es- 
ta sucesión,  y  para  que  se  condene  á  los  demandados 
al  pago  de  las^ostas  personales  y  procesales,  daños  y 
perjuicios; 

2? — Que  la  demanda  fué  contestada  negativa- 
mente por  los  señores  Barrientos  Quirós  y  Chavarría 
Zúñiga,  quienes  opusieron  la  excepción  de  falta  de 
personalidad  en  el  actor,  por  cuanto  los  herederos  de 
Sinforosa  Soto  no  han  podido  establecer  la  presente 
demanda  porque  la  representación  de  una  sucesión 
indivisa  le  corresponde  exclusivamente  al  albacea;  y 
expusieron  además  que  como  en  el  presente  caso  el 
albacea  estaba  en  opuesto  interés  al  de  la  sucesión, 
procedía  el  nombramiento  de  un  albacea  especifico; 

3? — Que  por  escrito  de  dos  de  enero  del  año 
próximo  pasado  los  señores  Susana,  Wenceslao,  Del- 
fín y  Bernabé  Barrientos  Soto  desistieron  de  la  de- 
manda establecida  y  pidieron  se  les  tuviera  por  sepa- 
rados del  juicio; 

4? — Que  el  señor  Juez  Civil  de  Heredia  falló  á 
las  tres  de  la  tarde  del  veintinueve  de  setiembre  del 
año  próximo  anterior,  declarando  con  lugar  la  excep- 
ción de  falta  de  personalidad  opuesta,  é  improcedente 
la  demanda,  con  costas  personales  y  procesales  á  car- 

Í\o  de  la  parte  actora,  con  apoyo  en  los  artículos   543 
in  fíne),\Código  Civil,  1,072  y  1,073  del  de  Procedi- 
mientos Civiles,  y  por  las  razones  siguientes:     "i? — 


Que  los  interesados  en  un  juicio  de  sucesión  en  curBO 
no  pueden  asumir  la  representación  legal  de  ella,  por 
corresponder  esa  facultad  al  albacea,  de  conformidad 
con  el  artículo  548,  Código  Civil;  2? — Que  en  el  ca- 
so á  la  vista,  el  ejercicio  de  la  acción  incumbe  privati- 
vamente á  un  representante  específico  en  razón  de 
que  su  actual  albacea  señor  Barrientos  Quirós  tiene 
interés  propio  opuesto  á  la  sucesión  en  cuyo  nombre 
se  ha  incoado  esta  demanda;  3? — Que  la  manifesta- 
ción del  señor  García,  del  trece  de  abril  del  año  pa- 
sado (folio  2y)  no  desvirtúa  la  excepción  formulada, 
porque  dicho  señor  García  no  ha  ratificado  la  deman- 
da en  su  carácter  de  albacea  específico,  no  ha  dado 
por  bueno  lo  practicado  anteriormente,  ni  como  tal 
albacea  se  le  tuvo  en  el  juicio;  4? — Que  por  las  razo- 
nes consignadas  debe  declararse  procedente  la  excep- 
ción de  falta  de  personalidad  ad  causam  y  omitirse, 
en  consecuencia,  resolver  las  cuestiones  de  fondo  que 
entraña  este  debate''; 

5? — Que  el  apoderado  de  la  parte  actora  se  alzó 
para  ante  la  Sala  Primera  de  Apelaciones  y  ésta,  á  las 
nueve  de  la  m<iñana  del  treinta  de  junio  del  año  en 
curso,  confirmó  en  todas  sus  partes  la  sentencia  recu- 
rrida y  condenó  al  apelante  en  costas  procesales  y 
personales  de  ambas  instancias; 

69 — Que  la  misma  parte  ha  interpuesto  recurso 
de  casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por 
los  siguientes  motivos:  i9 — Violación  de  los  artículos 
87  y  88  del  Código  de  Procedimientos  Civiles  é  in- 
congruencia en  el  fallo,  por  no  resolver  éste  todas  las 
cuestiones  objeto  del  juicio;  2? — Interpretación  erró- 
nea y  violación  del  artículo  230  ibídem,  con  .error  de 
hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba, 
porque  habiéndose  alegado  como  perentoria  la  excep- 
ción de  falta  de  personalidad  activa  y  habiéndose  de- 
mostrado que  es  el  albacea  específico  de  la  sucesión 
de  Sinforosa  Soto  quien  reclama,  la  Sala  de  instancia 
ha  desconocido  su  personalidad;  3? — Violación  de  los 
artículos  348  en  relación  con  el  49,  y  "63,  todos  del 
Código  dicho;  4? — Violación  del  artículo  837  del  Có- 
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digo  Civil,  porque  siendo  nulo  el  contrato  celebrado 
entre  José  Barrientos  y  María  Chavarría,  ha  omitido 
la  Sala  declarar  tal  nulidad; 

7? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

Que  declarada  procedente  la  excepción  de  falta 
de  personería  activa  opuesta  por  el  demandado  y  no 
refiriéndose  á  ella  el  recurso  de  casación  interpuesto, 
es  inoficiosa  la  declaratoria  de  nulidad  del  contrato 
que  pretende  el  recurrente  con  mérito  de  los  artículos 
87  y  88  del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  pues- 
to que  ni  siquiera  consta  en  los  autos  la  cali'la^i  de 
heredera  de  la  demandante  respecto  de  la  señora  Sin- 
forosa  Soto  y  los  reclamos  fundados  en  los  artículos 
230.  348  en  relación  con  el  49, y  el  63  ibíciem,  así  co- 
mo el  8^7,  Código  Civil,  no  tienen  importancia  alguna, 
puesto  que  no  estando  bien  establecida  la  demanda 
es  inconducente  la  discusión  de  las  cuestiones  pro- 
puestas, y  la  casación  debe  declararse  sin  lugar; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida, 
con  costas  á  cargo  del  recurrente.  Con  certificación 
de  la  presente  vuelvan  los  autos  al  tribunal  de  su  ori- 
gen.— A.  Alvarado. — J.  Fed,  González. — Manuel  V. 
Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Orcamuno. — An- 
te mí, — Alfonso  Jiménez. 


Frutos  v.  Frutos 

(  2^  p.  m. — Setiembre  2  ) 

En  el  incidente  de  rendición  de  cuentas  del  se- 
ñor José  Ramón  García,  único  apellido,  mayor,  agri- 
cultor y  vecino  de  la  ciudad  de  Cartago,  como  albacea 
de  la  sucesión  de  María  Frutos  Marín,  promovido  en 
el  Juzgado  Civil  de  aquella  provincia,  por  el  Licen- 
ciado Ramón  Zelaya  Villegas,  mayor,  abogado  y  de 
este  vecindario,  como  apoderado  de  las  señoras  Jua- 


fia  de  la  Cruz  y  Josefa  Frutos  Marín,  mayores»  de 
oficios  domésticos  y  vecinas  de  la  misma  ciudad  de 
Cartago; 

Resultando: 

I? — Que  el  Juez  respectivo,  á  las  dos  de  la  tar- 
de del  diez  de  abril  de  este  año,  con  fundamento  en 
los  artículos  210,  231,  561,  719  y  727  del  Código 
Civil;  192,  261,  591,  592  y  1054  del  de  Procedimien- 
tos Civiles,  declaró  "que  el  señor  José  Ramón  García 
debe  depositar  á  la  orden  de  las  señoras  Josefa  y  Jua- 
na de  la  Cruz  Frutos,  la  suma  de  ciento  treinta  y 
cinco  colones  noventa  céntimos,  sin  perjuicio  de  que 
haga  contra  ellas  los  reclamos  que  tenga,  como  sea 
de  derecho.  *  En  lo  demás  se  aprueban  las  cuentas 
rendidas  con  las  salvedades  á  que  se  refiere  el  sexto 
considerando  y  con  un  saldo  á  favor  del  señor  Gar- 
cía de  un  colón  y  ochenta  céntimos;"  al  ejecto,  el 
Juez  consideró:  "i? — Que  se  trata  de  la  rendición 
de  cuentas  de  la  administración  tenida  por  José  Ra- 
món García,  como  albacea  testamentario  que  fué  en 
este  juicio  mortuorio;  2? — Que  no  debe  en  la  reso- 
lución del  punto  tomarse  en  cuenta  lo  concerniente 
á  negocios  que  existan  entre  las  señoras  María  Josefa 
y  Juana  de  la  Cruz  Frutos  Marín  y  el  expresado 
García,  particularmente,  ni  lo  relativo  á  los  bienes  de 
los  inhábiles  Pantaleón  y  Filiberta  de  aquellos  ape- 
llidos, porque  lo  primero  debe  ser  materia  de  un  jui  • 
cío  separado,  y  lo  segundo  de  otra  rendición  de  cuen- 
tas en  el  expediente  de  cúratela  respectivo  cuan^ 
llegue  la  ocasión;  3? — Que  sentadas  esas  bases  y 
examinada  la  cuenta  de  administración  rendida  por 
el  señor  García,  se  nota  que  está  concebida  en  los 
mismos  términos  que  la  de  partición  de  bienes,  que 
fué  aprobada  por  petición  de  todos  los  herederos,  con 
diferencias  insignificantes,  como  se  dirá,  pues  apare- 
cen las  mismas  entradas  y  salidas  que  allí  se  expu- 
sieron; 4? — Que  habiéndose  aprobado  expresamen- 
te esa  cuenta  distributiva  (liquidación)  por  las  mis- 
mas partes  que  ahora  la  impugnan  en  lo  relativo  á 


—  139  — 

bajas  y  entradas,  el  presente  incidente  huelga  en  vir*' 
tud  de  aquella  aprobación,  pues  siendo  las  particio- 
nes diligencias  que  ponen  ñn  á  las  mortuorias,  cuan  - 
do  ellas  han  abrasado  como  en  este  caso  la  cuestión 
bajas  en  su  totalidad  y  ha  habido  aprobación,  es  in- 
necesario que  el  albacea  vuelva  á  rendir  cuentas,  co- 
mo ha  ocurrido  aquí;  5? — Que  á  mayor  abunda- 
miento, puede  decirse  que  todas  y  cada  una  de  las 
partidas  sobre  bajas  están  comprobadas  y  que  el  pro- 
ducto de  las  ventas  autorizadas  y  hechas  por  el  al- 
bacea, que  indica  éste  como  partida  de  entradas,  está 
conforme  con  lo  que  de  los  autos  aparece;  69 — Que 
por  lo  expuesto,  debe  impartirse  de  nuévo,-para  de- 
finir el  incidente,-la  aprobación  que  corresponde  á 
esas  cuentas,  con  las  siguientes  salvedades:  por  man- 
da de  hospital  no  se  pagaron  trescientos  siete  colones 
treinta  y  cinco  céntimos,  sino  treinta  céntimos  menos; 
en  los  gastos  de  administración  de  fincas  y  pago  de 
un  detalle,  deben  rebajarse  tres  colones  treinta  cén- 
timos, porque  según  los  recibos  hay  error  en  el  que 
se  dice  de  diez  colones,  que  no  es  sino  de  seis  coló 
nes  setenta  céntimos;  y  el  saldo  del  dinero  producto 
de  la  venta  de  las  fincas  no  se  distribuyó  sólo  entre 
María  Josefa  y  Juana  de  la  Cruz,  como  lo  indica  el 
albacea,  sino  que  le  tocó  á  cada  heredero  sesenta  y 
siete  colones  noventa  y  cinco  céntimos;  7? — Que 
por  lo  demás,  de  los  otros  puntos  tocados  por  el  apo- 
derado de  las  expresadas  señoras  Frutos,  como  al- 
quiler de  unas  piezas  á  unas  señoras  García  y  valor 
de  algunas  cosechas  de  café,  no  puede  hacerse  mérito 
por  falta  de  prueba;  8? — Que  sin  embargo  de  lo  di- 
cho,^ para  cumplir  con  lo  ordenado  por  el  artículo  593 
del  Código  de  Procedimientos  Civiles  y  no  constan- 
do en  autos  la  entrega  por  el  señor  García  á  las  men- 
cionadas Frutos  de  los  sesenta  y  siete  colones  noven- 
ta y  cinco  céntimos  que  á  cada  una  de  ellas  dos 
correspondió  en  la  partición,  debe  ordenarse  á  dicho 
señor  García  el  depósito  de  esas  cantidades,  para  que 
se  le  entreguen  á  sus  dueños,  sin  perjuicio  de  que  si 
cree  tener  derecho  á  ellas,  el  señor  García,  por  prés- 


—  Uó- 
tamos  u  otra  razón,   ventile   el   asunto   como  sea  de. 
derecho,  pues  en  este  incidente  no  puede  darse  valor 
a  los   recibos   en   que  funda  su  quita  el  ex-albacea, 
dado  que  ellos  indican    otras   negociaciones   habidas 
entre  los  contendientes;" 

2? — Que  á  las  tres  de  la  tarde  del  siete  de  julio 
último,  la  Sala  Primera  de  Apelaciones,  quien  cono- 
ció del  negocio  por  haberse  alzado  el  actor,  confirmó 
la  resolución  recurrida  y  condenó  á  éste  en  las  costas 
procesales  de  la  apelación; 

3?— Que  la  misma  parte  ha  interpuesto  recurso 
de  casación  de  la  resolución  de  segunda  instancia, 
por  los  siguientes  motivos:  i9 — Error  de  hecho  y 
de  derecho  en  la  apreciación  de  las  pruebas  relativas 
á  la  partida  de  gastos  de  administración  de  fincas; 
2? — Error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación 
de  las  pruebas  relativas  á  la  partida  de  honorarios  de 
albacea,  con  violación  del  artículo  557  del  Código 
Civil,  porque  se  calcularon  los  honorarios  sobre  el 
capital  bruto  de  la  sucesión  en  vez  del  liquido;  3?-El 
mismo  error  en  la  apreciación  de  las  pruebas  que  ver- 
san sobre  la  partida  de  procuración,  con  violación  del 
artículo  antes  citado; 

4? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

Que  los  reparos  que  se  hacen  á  las  cuentas  del 
albacea  no  son  pertinentes,  los  unos  porque  los  pun- 
tos á  que  se  refieren  fueron  tratados  oportunamente 
antes  de  que  dichas  cuentas  se  aprobaran  en  la  mor- 
tual respectiva;  y  el  otro,  el  relativo  á  los  inhábiles, 
porque  no  puede  examinarse  sino  en  un  expediente 
especial,  que  no  es  él  en  el  que  ha  recaído  la  senten- 
cia que  se  impugna;  por  loque  no  hay  que  examinar 
especialmente  las  infracciones  legales  en  que  el  re- 
curso pretende  fundamentarse; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida, 
con  costas  á  cargo  del  recurrente,  y  vuelvan  los  au- 
tos á  la  Sala  de  su   procedencia. — A.   Alvarado. — ^J. 


Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambra- 
na, — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso  Jimé- 
nez. 

Leitón  V.  Prieto  y  Méndez 

(  2  20'  p.  ni. — Setiembre  2  ) 

En  el  juicio  ordinario  sobre  nulidad  de  una  ven- 
ta y  otros  puntos,  establecido  en  el  Juzgado  Primero 
Civil  de  esta  provincia  por  el  señor  Melchor  Leitón 
Fernández,  agricultor,  de  quien  es  apoderado  el  Li- 
cenciado Antonio  Zelaya  Villegas,  abogado,  ambos 
mayores  de  edad  y  de  este  vecindario,  contra  los  se- 
ñores Blas  Prieto  Zumbado,  abogado  y  del  mismo  ve- 
cindario, y  Reyes  Méndez,  único  apellido,  de  oficios 
domésticos  y  vecina  del  barrio  de  San  Vicente  de  es- 
te cantón,  los  dos  mayores; 

Resultando:  ' 

1 9 — Que  en  el  escrito  de  demanda  se  expres/ií 
que  según  consta  de  la  certificación  que  se  acompaña, 
el  primero  de  setiembre  de  mil  novecientos  tres,  la 
'  señora  Reyes  Méndez  vendió  al  señor  Prieto,  por 
cuatrocientos  colones  recibidos,  la  finca  inscrita  en  el 
Registro  Público,  Sección  de  la  Propiedad,  Partido  de 
San  José,  tomo  treinta  y  dos,  folio  quinientos  setenta 
y  uno,  número  tres  mil  doscientos  cincuenta  y  siete, 
asiento  cinco,  que  es  solar  plantado  de  café  y  plátano, 
con  una  casa  en  él  ubicada,  sita  en  La  Puebla  de  esta 
ciudad,  distrito  tercero,  cantón  primero  de  esta  provin- 
cia; y  consta  también  que  el  mismo  día  y  á  la  misma 
hora,  dicha  señora  vendió  por  igual  suma,  al  señor 
Prieto,  la  finca  inscrita  en  el  Registro,  Sección  y  Par- 
tido citados,  tomo  trescientos  sesenta  y  uno,  folio 
ciento  setenta  y  cuatro,  número  veinticinco  mil 
novecientos  ochenta  y  uno,  asiento  cuatro,  que  es  un 
solar  con  unas  pocas  matas  de  café,  situada  como  la 
finca  anterior;  que  en  el  asiento  expresado  de  la  se- 
gunda finca,  se  refiere  que  la  señora  Méndez  declaró 
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haber  construido  en  el  terreno  una  casa,  que  com- 
prende todo  el  frente  del  solar,  por  ocho  metros  de 
fondo,  poco  más  ó  menos,  la  cual  fué  fabricada  á  sus 
expensas,  de  paredes  de  bahareque  y  tejas  de  zinc  y 
barro,  y  está  di  vidida  en  seis  departamentos,  cada  uno 
con  sala,  cuarto  y  cocina,  todos  con  frente  á  la  calle 
dieciséis  Sur;  que  ambos  contratos  son  falsos  y,  por 
consiguiente,  nulos,  y  hechos  en  fraude  de  los  intere- 
ses del  señor  Leitón,  pues  no  es  cierto  que  en  la  finca 
tres  mil  doscientos  cincuenta  y  siete  haya  sólo  la  casa 
referida,  sino  que  hay  otra,  construida  de  bahareque 
y  adobes,  de  techo  de  zinc  y  teja  de  barro,  de  made- 
ra de  cuadro,  que  comprende  sala  y  cuarto,  con  un 
frente  á  la  calle  dicha  de  seis  metros,  por  otros  tan- 
tos de  fondo,  más  6  menos,  y  tampoco  es  cierto  que 
la  finca  veinticinco  mil  novecientos  ochenta  y  uno 
tenga  seis  departamentos,  sino  sólo  cuatro,  y  además 
en  el  fondo  del  solar  hay  un  corredor  de  horcones  y 
zinc,  de  nueve  metros  de  largo  por  tres  y  medio  de 
ancho,  más  ó  menos;  que  ambas  fincas  fueron 
compradas  directamente  por  el  sefior  Leitón,  la  nú- 
mero veinticinco  mil  novedentos  ochenta  y  uno,  á 
los  señores  Licenciados  Carlos  Sáenz  y  Joaquín  Agui- 
lar,  y  la  otra,  en  la  mortuoria  de  Nicolasa  Carmona, 
en  virtud  de  remate  que  le  cedió  el  Doctor  Pedro  ^ 
León  Páez;  que  las  cuatro  casas  de  la  finca  veinticin- 
co mil  novecientos  ochenta  y  uno,  lo  mismo  que  el^ 
corredor  y  la  casa  nueva  de  la  finca  tres  mil  doscien- 
tos cincuenta  y  siete,  son  del  señor  Leitón  exclusiva- 
mente, porque  las  construyó  con  dinero  suyo»  de  bue  - 
na  fe,  como  que  lo  hacía  en  terreno  propio,  y  públi- 
camente, sin  más  intervención  que  la  de  los  opera- 
rios y  vendedores  de  materiales;  que  ambas  fincas,  por 
motivo  que  no  es  del  caso  contar,  las  compró  el  se- 
ñor Leitón  como  se  ha  dicho,  pero  indicó  á  los  ven- 
dedores para  que  compareciera  como  compradora  á 
la  señora  Méndez,  quien  carece  y  ha  carecido  siempre 
de  bienes,  y  las  construcciones  nuevas  las  hizo  el  se- 
ñor Leitón  á  sus  expensas;  que  nunca  la  señora  Mén- 
dez ha  ejercido  posesión  en  ninguna   dé  las  fincas,   y 
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nadie  la  ha  visto  administrándolas,  y  aun  las  autori . 
dades  han  tenido  y  tienen  como  dueño  de  ellas  al  se- 
ñor Leitón,  y  aun  los  propios  documentos  en  que 
dicha  señora  ha  fundado  sus  derechos,  nunca  han  sa- 
lido de  poder  de  él,  por  más  de  diez  años;  y  que  por 
las  razones  expuestas  en  el  escrito,  el  señor  Leitón 
demanda  en  vía  ordinaria  á  los  señores  Méndez  y 
Prieto  para  que  en  sentencia  definitiva  se  declare:  a) 
que  las  dos  compraventas  referidas  son  nulas  en  cuan- 
to comprenden  la  enajenación  hecha  por  ella  al  últi- 
mo, de  las  cinco  casas  y  el  corredor  construidos  por 
Leitón;  b)  que  en  consecuencia  los  dos  demandados  es- 
tán en  la  obligación  de  pagar  al  actor  el  valor  de  las 
construcciones  á  justa  tasación  de  peritos,  ó  á  tenerlo 
como  condueño  de  ambas  fincas  proporcionalmente  á 
su  valor  sin  tales  nuevas  construcciones,  y  al  valor  de 
éstas,  todo  á  justa  tasación  de  peritos,  y  de  otorgarle 
el  respectivo  título  inscribible;  c)  subsidiariamente, 
que  las  obligaciones  dichas  son  á  cargo  de  cualquiera 
de  los  dos  que  en  definitiva  sea  tenido  como  dueño 
de  las  fincas;  y  A)  que  deben  los  demandados  pagarle 
los  daños  y  peijuícios  que  le  han  causado  con  sus  dos 
contratos  de  compraventa,  y  las  costas  personales  y 
procesales  de  este  juicio;  2?  Que  el  señor  Prieto,  ma- 
nifestó en  el  escrito  de  contestación,  lo  siguiente: 
"Compré  las  fincas  en  cuestión,  porque  sabía  que  eran 
de  propiedad  de  la  Méndez,  no  sólo  por  lo  que  atesti- 
guaba el  Registro  de  la  Propiedad,  sino  porque  el  de- 
mandante así  lo  manifestó  infinidad  de  ocasiones, 
cuando  estaba  de  buenas  con  la  Méndez  á  quien  lla- 
maba él  su  peona.  Compré  esas  fincas  porque  colindo 
al  Norte  con  ellas  y  necesitaba  darsolarámi  propiedad, 
allí  existente,  que  carece  de  él;  y  compré  esas  fincas 
porque  conceptué  que  eran  relativamente  baratas;  pe- 
ro con  conocimiento  de  que  las  construcciones  exis- 
tentes no  valían  un  comino;  precisamente  compré  ha- 
ciéndome cargo  de  adquirir  solar.  Hace  nueve  años 
que  Melchor  Leitón  explota  sin  derecho  las  fincas  á 
que  esta  demanda  se  refiere,  cobrando  él  los  alquile- 
res de  las  casas  y  haciendo  que  mi  vendedora  pagara 
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las  cargas  que  pesaban  sobre  ellas.  Tal  injustícia  es 
sin  duda  lo  que  obligó  á  Reyes  á  vender.  Como  el 
que  compra  sustituye  al  vendedor  en  todos  sus  dere- 
chos y  acciones,  contrademando  ai  actor,  señor  Mel- 
chor Leitón  Fernández,  para  que  me  pague  el  valor 
de  los  alquileres  de  las  ñncas  antes  dichas,  durante  los 
nueve  años  que  ha  durado  su  explotación  indebida. 
Contesto  negativamente  el  cargo  contra  mí  formulado 
y  cito  de  evicción  á  mi  vendedora"; 

3? — Que  el  actor  nególa  contrademanda  y  por 
no  haber  la  señora  Méndez  contestado  la  demanda  y 
la  citación  de  evicción  en  el  término  correspondiente, 
se  le  declaró  rebelde; 

4? — Que  á  las  ocho  de  la  mañana  del  diez  de 
abril  de  este  año,  el  Juez  Primero  Civil  declaró  sin 
lugar  la  demanda  y  contrademanda  establecidas,  con 
las  costas  procesales  que  á  la  demanda  corresponden 
á  cargo  del  actor,  ordenó  levantar  el  embargo  hecho 
á  solicitud  de  éste,  á  quien  condenó  en  los  daños  y 
perjuicios  causados  con  tal  embargo.  En  la  resolución 
respectiva  se  citan  los  artículos  719,  720,  753,  727, 
Código  Civil,  1072  y  1075  del  de  Procedimientos  Ci- 
viles y  se  consignan  los  siguientes  fundamentos  de  de- 
recho: "i9 — Que  con  los  documentos  públicos  mar- 
cados A,  C  y  E  se  justiñca  plenamente  que  las  ñncas 
vendidas  por  la  señora  Reyes  Méndez  al  Licenciado 
don  Blas  Prieto  eran  de  su  exclusiva  propiedad,  y  que 
por  consiguiente,  tuvo  perfecto  derecho  para  verificar 
el  contrato  de  compra-venta  relacionado.  (Artículos 
732  y  735  del  Código  Civil);  2V — Que  por  disponer 
el  artículo  506  del  Código  citado  que  toda  siembra, 
plantación  ú  obra  hecha  en  un  terreno,  pertenecen  á 
su  propietario,  si  no  se  prueba  lo  contrario,  el  com- 
prador señor  Prieto,  tuvo  fundamento  legal  para  pre- 
sumir que  las  construcciones  por  él  compradas,  eran 
de  propiedad  de  su  vendedora,  desde  luego  que  se 
encontraban  en  terreno  que  le  pertenecía,  y  por  con- 
siguiente, la  nulidad  de  la  compra-venta  que  se  recla- 
ma en  el  primer  punto  A)  de  la  demanda,  -es  impro- 
cedente y  así  debe  declararse;  pues  en  el    expediente 
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no  existe  demostración  de  que  el  mencionado  señor 
Prieto  al  tiempo  del  contrato  tuviera  conocimiento  de 
que  las  edificaciones  pertenecían  al  demandante,  ni 
otro  motivo  legal  que  justifique  la  nulidad  que  se  solí- 
cita del  contrato  celebrado  con  todas  las  formalidades 
exigidas  por  la  ley.  (Artículos  264,  293,  835  y  836 
del  Código  Civil);  3? — Que  aunque  el  actor  ha  de- 
mostrado con  la  prueba  testifical  rendida  en  autos» 
que  las  construcciones  verificadas  en  las  fincas,  des- 
pués que  éstas  pertenecen  á  la  señora  Reyes  Méndez, 
son  de  su  propiedad,  por  haberlas  llevado  á  cabo  con 
dinero  propio,  debe  también  declararse  sin  lugar  la 
acción  en  su  punto  segundo  B,  demandado  como  con- 
secuencia del  primero,  que  se  declara  sin  lugar,  des- 
de luego  que  no  sería  racional  ni  legal  ordenar  el  pa- 
go de  construcciones  que  no  existen  desde  antes  de 
establecerse  este  juicio,  por  haberlas  destruido  el  ac- 
tor, según  lo  afirma  éste  en  el  párrafo  octavo  del  es- 
crito de  demanda  y  en  la  confesión  que  rindió  en  aca- 
tamiento del  auto  para  mejor  proveer  dictado,  y  los 
peritos  en  su  informe.  Lo  dicho  se  refiere  por  supues- 
to, a  la  demandada,  porque  con  respecto  al  señor  Prieto, 
aun  cuando  las  construcciones  existieran,  él  nunca  ten- 
dría responsabilidad  alguna,  por  no  haberse  hecho  la 
demostración  de  que  cuando  compró  hubiera  sabido 
que  esas  edificaciones  no  pertenecían  á  su  vendedora. 
(Artículos  508  y  509  del  Código  ibídem);  4?— Que 
aunque  el  señor  Leitón  tendría  derecho  para  reclamar 
el  valor  de  los  materiales  procedentes  de  las  edifica- 
ciones destruidas,  que  se  incluyeron  en  la  venta,  sien- 
do de  su  propiedad,  por  no  haberse  establecido  la  de- 
manda en  esa  forma,  no  puede  hacerse  esa  concesión, 
por  no  permitirlo  el  artículo  87  del  Código  de  Proce- 
dimientos Civiles;  5? — Que  como  consecuencia  de  lo 
dicho  en  los  «anteriores  considerandos,  debe  también 
declararse  sin  lugar  ia  demanda  subsidiaria;  pues  no 
hay  motivo  para  que  el  señor  Prieto,  que  es  el  que  en 
definitiva  ha  de  quedar  como  dueño  de  las  fincas,  pa- 
gue daños  y  perjuicios,  ni  quede  responsable  de  nin- 
guna obligación  á  favor  del  actor,  como  consecuencia 
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del  contrato  celebrado  en  toda  forma;  6V — Que  por 
no  haberle  trasmitido  la  señora  Reyes  Méndez  al  se- 
ñor Prieto  con  la  propiedad  de  las  fincas,  los  dere- 
chos personales  que  por  razón  del  usufructo  de  ellas 
pudiera  tener  contra  el  demandante  en  este  litigio, 
no  ha  tenido  derecho  el  mencionado  señor  Prieto  pa- 
ra establecer  la  contrademanda,  la  cual  debe  declarar- 
se sin  lugar;  pues  aunque  la  demandada,  en  su  escrito 
de  traslado,,  ratificó  lo  hecho  por  el  contraciemandan- 
te,  éste  lo  verificó  después  de  cerrado  el  debate  y  no 
debe  tomarse  en  cuenta.  (Artículos  287  del  Código 
Civil  y  223,  242  y  240  del  de  Procedimientos  Civiles)"; 

5? — Que  en  virtud  de  alzada  interpuesta  por  el 
apoderado  del  actor,  la  Sala  Primera  de  Apelaciones 
conoció  del  presente  negocio  y  á  las  tres  y  cuarto  de 
la  tarde  del  cuatro  de  julio  último  confirmó  en  todas 
sus  disposiciones  la  sentencia  de  primera  instancia, 
sin  especial  condenación  en  costas,  por  haber  apelado 
ambas  partes;  | 

69 — Que  la  misma  parte  ha  interpuesto  recurso 
de  casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por 
los  siguientes  motivos:  i9 — Infracción  de  los  arrtculos 
506  y  760  del  Código  Civil,  porque  á  pesar  de  que 
esos  textos  establecen  al  mismo  tiempo  que  una  pre- 
sunción, el  derecho  de  combatirla  con  toda  clase  de 
prueba,  sostiene  la  Sala  que  el  derecho  que  en  la  pre- 
sunción se  apoya  no  puede  desvirtuarse  aunque  ésta 
desaparezca  por  abundante  prueba  en  contrario;  2? — 
Infracción  del  artículo  1061  en  relación  con  la  dis- 
posición final,  á  contrario  sensu,  del  artículo  456,  am- 
bos del  Código  Civil,  porque  no  obstante  que  ha  apro- 
bado plenamente  la  propiedad  de  Leitón  en  las  cons- 
trucciones vendidas  por  Reyes  Méndez  al  señor  Prie- 
to, y  á  pesar  de  que  no  se  trata  de  bienes  inscritos  en 
nombre  de  la  vendedora,  la  Sala  de  instancia  omitió 
declarar  la  nulidad  de  dicha  venta;  3?  —Interpreta- 
ción errónea  de  los  artículos  508  y  509  del  Código 
Civil,  porque  la  Sala  sentenciadora  cayó  en  un  error 
al  creer  que  esos  artículos  sólo  permiten  reclamar  d 
valor  ó  propiedad  de  mejoras  hechas  en  suelo  ajeno. 
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cuando  el  fundo  permanece  en  el  dominio  de  quien 
consintió  la  mejora,  siendo  así  que  estos  artículos  só- 
lo hablan  del  dueño  del  suelo  en  general; 

7? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

I? — La  Sala  de  instancia  estimó  como  dudoso  el 
hecho  de  que  el  demandante  hubiera  fabricado  á  su 
costa  las  construcciones  sobre  que  versa  el  litigio;  y 
esa  apreciación  que  lejos  de  entrañar  en  la  de  las 
pruebas  un  error  evidente  y  justificado  con  documen- 
tos ó  actos  auténticos,  responde  á  lo  que  la  sana  crí- 
tica en  el  caso  aconseja,  bastaría  para  desechar  el 
recurso; 

2? — No  existe  la  infracción  de  las  leyes  citadas 
en  el  recurso,  porque  ninguna  se  opone  al  criterio  que 
sustenta  la  sentencia  recurrida  y  que  esta  Sala  acoge. 
En  efecto,  es  sólo  una  facultad  la  que  el  propietario 
del  suelo  tiene  para  inscribir  las  construcciones  ú 
,obras  por  él  edificadas;  porque  la  presunción  legal 
de  ser  suyas,  por  ser  suyo  el  suelo  en  que  están,  no 
deja  dependiente  de  la  formalidad  de  una  inscripción 
la  perfección  de  su  derecho;  y  es  el  tercero  que  edifi- 
ca ó  siembra  en  fundo  ajeno  y  que  tiene  contra  sí  la 
presunción  legal  que  al  dueño  favorece  quien  debe 
cuidar  de  que  el  Registro  Público  anuncie  y  proteja 
su  derecho  y  advierta  a  quien  adquiera  el  suelo,  que 
aquellas  construcciones  ó  siembras  están  fuera  dé  la 
regla  general  que  las  atribuye  al  dominio  del  propie- 
tario del  fundo; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  deman- 
dada, con  costas  á  cargo  del  recurrente.  Devuélvanse 
ios  autos,  al  tribunal  de  su  origen  con  certificación 
de  la  presente. — A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — 
Manuel  V.  Jiménez.^ -^ A.  Zambrana. — Nicolás  Orea- 
muno. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 
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Ramírez  v.  Piedra 

(  2  35'  p.  HL — Setiembre  S  ) 

En  el  juicio  ordinario  sobre  propiedad  de  un  es- 
tablecimiento comercial,  seguido  en  el  Juzgado  Civil 
de  la  provincia  de  Cartago,  por  Juan  Ramírez  Ra- 
mírez contra  Manuel  Piedra  Robles,  ambos  mayores, 
agricultores  y  vecinos  de  Cachi  y  Concepción  de 
aquella  jurisdicción,  respectivamente,  en  el  cual  es 
parte,  además,  el  señor  Licenciado  Ramón  Zelaya  Vi- 
llegas, mayor,  abogado  y  vecino  de  esta  ciudad,  co- 
mo 'apoderado  del  actor; 

Resultando'. 

I? — Que  el  actor  en  su  libelo  de  demanda  pre- 
sentado el  diez  y  siete  de  junio  de  mil  novecientos 
cuatro,  expresa:  "El  doce  de  julio  de  mü  novecien- 
tos uno  compré  al  señor  Rafael  Alian  Ly,  mayor, 
casado,  comerciante  y  de  este  vecindario,  por  la  su- 
ma de  mil  quinientos  colones,  un  establecimiento  de 
comercio  que  el  vendedor  tenía  en  el  lugar  de  mi  do- 
micilio y  en  casa  de  don  Ismael  Alvarado  EchandL 
Desde  el  mismo  día  de  la  compra  entré  en  posesión 
del  establecimiento,  como  oportunamente  lo  proba- 
ré; mas  luego,  en  quince  de  octubre  de  ese  mismo 
año,  para  asegurar  esa  venta  contra  terceros  acree- 
dores que  pudieran  molestar  mis  derechos,  hice  po- 
ner fecha  cierta,  ante  Notario  Público,  al  documento 
por  cuyo  medio  había  adquirido  la  propiedad  del  es- 
tablecimiento. Es  el  caso  que,  tjltimamente,  en  8  de 
abril  de  este  año,  el  señor  Manuel  Piedra  Robles,  de 
calidades  y  vecindario  que  diré,  persiguiendo  bienes 
del  señor  Rafael  Alian  Ly  antes  dicho,  embargó  el 
establecimiento  de  comercio  de  mi  propiedad,  sin 
ningún  derecho  para  ello,-embargo  cuya  certiñcación 
adjunto  á  la  presente  dematida,  y  en  la  que  consta 
la  inmediata  protesta  que  de  él  hice  en  el  mismo  ac- 
to. No  conforme  con  la  advertencia  que  hice,  cuatro 
días  más  tarde  me  presenté  ante  esa  autoridad,  inter- 
poniendo la  respectiva  tercería  excluyente   de  domi- 
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nio  de  dicho  establecimiento.  Habiendo  ^ido  el  se- 
ñor Alian  Ly  dueño  del  establecimiento  en  referen** 
cia  hasta  la  fecha  en  que  yo  compré  (doce  de  julio 
de  mil  novecientos  uno),  compra  atestiguada  de  ma* 
ñera  auténtica,  según  pieza  certificada  adjunta,  el 
contrato  es  perfectamente  válido,  pues  bien  vende 
quien  es  dueño.  Siendo  yo  propietario  desde  mucho 
tiempo  antes,  del  establecimiento  de  comercio  en 
cuestión,  á  la  fecha  en  que  fué  embargado  (cuatro  de 
abril  de  este  año),  el  embargo  es  perfectamente  nulo, 
puesto  que  si  el  deudor  es  el  señor  Alian  Ly,  y  no 
yo,  son  bienes  de  aquél  y  no  míos,  los  que  puede 
perseguir  el  señor  Piedra  Robles.  El  haber  protes- 
tado en  el  mismo  acto  del  embargo,  de  la  temeridad 
de  ese  hecho,  protesta  robustecida  luego  con  la  ter- 
cería excluyente  de  dominio  que  establecí  en  su  opor- 
tunidad en  el  juicio  ejecutivo  del  expresado  Piedra 
Robles  contra  el  antes  dicho  Alian  Ly,  pone  á  salvo 
mi. derecho  y  hace  incurrir  al  actor  Piedra  Robles  en 
daños  y  perjuicios  por  embargar  bienes  que  no  per- 
tenecían á  su  deudor,  á  sabiendas  ^e  ello.  En  tal 
virtud  me  presento  demandando  en  vía  ordinaria  al 
mencionado  señor  Manuel  Piedra  Robles,  mayor  de 
edad,  casado,  agricultor  y  de  este  domicilio,  para  que 
en  sentencia  se  declare:  que  el  establecimiento  de  co- 
mercio sito  en  Cachi,  embargado  por  el  señor  Piedra 
Robles,  como  de  propiedad  del  señor  Alian  Ly,  es 
de  mi  exclusiva  propiedad  por  compra  hecha  á  éste 
el  doce  de  julio  de  mil  novecientos  uno;  que  al  ser  yo 
dueño  de  dicho  establecimiento,  fui  mal  embargado 
por  el  señor  Piedra  Robles,  desde  luego  que  no  ha 
justificado  que  sea  su  deudor,  ni  que  contra  mí  era 
dirigida  la  acción  ejecutiva;  que  el  embargo  practica- 
do á  que  me  he  referido  es  nulo  de  pleno  derecho,  y 
que,  en  consecuencia,  al  haber  embargado  mal,  es 
responsable  de  daños  y  perjuicios,  costas  personales 
y  procesales,  no  sólo  las  de  este  juicio,  sino  de  las 
que  hayan  derivado  de  su  temerario  hecho;  y  por  úl- 
timo, que  siendo  de  mi  pertenencia  el  est^lecimíen- 
to  de  comercio  en  cuestión   debe  ponérseme   nueva-^ 
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mente  en  posesión  de  él.  Fundo  mi  demanda  en  los 
artículos  18 1,  182,  inciso  2?;  185,  a  contrario  sensu^ 
191,  209,  inciso  3?,  Código  de  Comercio  vigente:  481, 
482,  1045,  1049  y  1065.  Código  Civil;  182,  82,  inciso 
29,  1072,  1073  y  1074  de  Procedimientos  Civiles. 
Acompaño  á  esta  demanda  las  certificaciones  legales 
que  ratifican  lo  dicho  arriba;" 

2? — Que  el  señor  Piedra  contestó  negativamente 
la  demanda  y  contrademandó  subsidiariamente  al  ac- 
tor para  que  se  declare  que  éste  no  ha  hecho  al  señor 
Rafael  Alian  Ly  buen  pago  de  la  cantidad  de  mil 
quinientos  colones  en  que  le  compró  su  estableci- 
miento de  comercio  de  Cachi,  á  que  se  refiere  la  ven- 
ta en  que  el  señor  Ramírez  funda  su  acción,  y  se  con- 
dene al  actor  en  las  costas,  daños  y  perjuicios; 

3? — Que  la  contrademanda  fué  á  su  vez  contes- 
tada negativamente  por  el  señor  Juan  Ramírez; 

4? — Que  el  Juez  Civil  de  Cartago  dictó  senten  • 
cia  á  las  ocho  de  la  mañana  del  veinticuatro  de  di- 
ciembre del  año  próximo  pasado,  declarando  sin  lu- 
gar la  demanda  establecida,  y  que  no  procede  exa- 
minar la  reconvención  entablada  subsidiariamente, 
con  costas  procesales  á  cargo  del  actor;  todo  con  apo- 
yo en  los  artículos  759  y  siguientes  del  Código  Civil, 
338  y  1072  del  de  Procedimientos  Civiles; 

5? — Que  en  virtud  del  recurso  interpuesto  por  el 
actor,  pasó  el  negocio  al  conocimiento  de  la  Sala  Pri- 
mera de  Apelaciones,  la  cual,  á  las  dos  de  la  tarde 
del  cuatro  de  mayo  del  año  en  curso,  "con  apoyo  en 
los  artículos  745,  763  y  1049  d^l  Código  Civil  y  1073 
del  de  Procedimientos  Civiles,  revocó  la  sentencia  de 
primera  instancia  y  declaró  con  lugar  la  acción,  ex- 
cepto en  cuanto  al  cobro  de  daños  y  perjuicios,  con 
costas  á  cargo  del  demandado.  Dicha  Sala  conside- 
ró: "i9 — Que  á  juicio  de  la  Sala  no  hay  motivo  su- 
ficiente para  conceptuar  como  falsa  la  fecha  que  lleva 
el  documento  aducido  por  el  actor  como  prueba  de 
su  derecho.  Las  razones  que  el  Juez  expone  en  apo- 
yo de  la  tesis  de  que  el  expresado  documento  fué 
antedatado,  son  inaceptables:  primero,  porque  tal  opi- 
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nion  se  basa  en  simples  presunciones,  inadmisibles  en 
el  presente  caso,  por  tratarse  de  un  asunto  de  mayor 
cuantía;'  segundo,  porque  no  existe  oposición  alguna 
contra  la  circunstancia  de  que  el  trato  se  efectuara 
en  "Cachi,"  en  presencia  de  los  señores  Préndegas^ 
Bonilla,  Batista  y  Hernández,  y  la  de  que  el  docu- 
mento se  otorgara  en  Cartago  y  lo  suscribiera  el  se- 
ñor Ismael  Alvarado,  en  calidad  de  testigo;  y  terce- 
ro, porque  el  haber  expresado  el  señor  Alian  Ly,  en 
otro  juicio,  como  asevera  el  Juez,  con  posterioridad 
á  dicha  venta,  que  el  establecimiento  de  Cachi  era 
suyo,  en  nada  puede  perjudicar  los  derechos  del  ac- 
tor; 2? — Que,  en  consecuencia,  por  tener  el  dicho 
documento  fecha  cierta  desde  el  día  en  que  aparece 
otorgado,  en  virtud  de  consignar  una  operación  mer- 
cantil, y  por  ser  esa  fecha  anterior  á  la  emisión  de  la 
ley  sobre  venta  de  establecimientos  de  comercio,  no 
ha  habido  necesidad  de  publicar  el  aviso  que  aquella 
ley  prescribe,  y  la  acción  está  comprobada  con  arre- 
glo á  derecho;  3? — Que  en  cuanto  á  los  daños  y 
perjuicios  reclamados  en  la  demanda,  con  motivo  del 
embargo,  ellos  no  proceden,  atendiendo  á  que  el  ven- 
dedor era  conocido  como  dueño  del  establecimiento, 
y  á  [que  no  consta  que  el  demandado  tuviera  cono- 
cimiento perfecto  de  la  venta  celebrada  entre  Alian 
Ly  y  Juan  Ramírez;  4? — Que  respecto  á  la  contra- 
demanda, el  reclamo  carece  de  fundamento,  una  vez 
que  se  basa  en  la  falta  de  publicación  del  aviso,  por- 
que, como  queda  dicho,  esa  formalidad  no  reza  con 
el  negocio  en  discusión,  pues  la  ley  no  tiene  efecto 
retroactivo;" 

6? — Que  el  demandado  ha  interpuesto  recurso 
de  casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por 
apreciación  indebida  del  artículo  763,  Código  Civil,  y 
error  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba; 

7? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

Que  el  único  motivo  que  se  invoca  para  pedir 


casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia  es,  se- 
gún se  dice  en  el  recurso,  la  mala  apreciación  del 
artículo  763  del  Código  Civil,  y  probablemente  se 
quiso  decir:  la  mala  aplicación  ó  interpretación  erró^ 
nea  del  expresado  artículo;  pero  este  motivo  carece 
de  fundamento,  porque  precisamente  la  disposición 
citada  es  aplicable  al  caso  concreto  y  la  que  sirvió 
de  base  á  la  sentencia  recurrida  para  revocar  la  de 
primera  instancia  que  se  fundaba  en  presunciones  no 
establecidas  por  la  ley,  que  sólo  son  admisibles  cuan- 
do lo  fuere  la  prueba  testimonial;  y  no  en  el  presente 
juicio  en  que  se  trata  de  un  asunto  de  mayor  cuantía; 
Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  demanr 
dada,  con  costas  á  cargo  del  recurrente,  y  devuelvan* 
se  los  autos  á  la  Sala  de  su  procedencia,  con  certiñ- 
cación  de  la  presente, — A.  Alvarado. — J.  Fed.  Gon- 
zález.— Manuel  V,  Jiménez. — A.  Zambrana. — Luis 
Anderson. — Ante   mí, — Alfonso  Jiménez, 


PiRiE  V.  Rojas 

(i)^  p.  m. — Setiembre  7  j 

En  el  incidente  sobre  daños  y  perjuicios  ocasio- 
nados con  un  embargo  practicado  para  asegurar  las 
resultas  del  juicio  que  acerca  del  pago  de  un  crédito, 
siguió  el  señor  Doctor  Alejandro  Fraser  Pirie  Booth, 
mayor,  médico  y  vecino  de  la  ciudad  de  Cartago, 
contra  Alfredo  y  Adolfo  Rojas  Velázquez  y  la  suce- 
sión de  Juan  Francisco  Rojas  Alvarado,  promovido  el 
incidente  en  el  Juzgado  Civil  de  Cartago,  por  el  señor 
Salvador  Gurdián  Icaza,  mayor,  agricultor  y  vecino 
de  dicho  lugar,  como  albacea  de  la  sucesión  referida 
y  depositario  de  los  bienes  embargados,  contra  dicho 
señor  Pirie  Booth,  de  quien  es  apoderado  judicial  el 
señor  Francisco  María  Peña  Villar,  mayor,  agricultor 
y  del  mismo  domicilio; 

Resultando: 

I? — Que  el  Juez  Civil  de  Cartago,  fundado  en 
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los  artículos  704  7/19  del  C<Sdigo  Civil^  1054  y  1072 
del  de  Procedimientos  Civiles,  resolvió  ¿  las  dos  de  la 
tarde  del  primero  de  junio  último,  declarando  impro-^ 
•ceden te  el  cobro  de  setecientos  veintiún  colones  cin*- 
<:uenta  céntimos,  que  por  via  de  daños  y  perjuicios, 
honorarios  y  gastos  hechos  por  el  depositario,  hace 
•dicho  albacea,  y  condenó  en  las  costas  procesales  del 
incidente  á  la  parte  que  lo  promovió; 

2? — Que  el  articulante  55e  alzó  y  la  Sala  Primera 
de  Apelaciones,  á  las  dos  y  cuarto  de  la  tarde  del 
veinticuatro  del  mismo  mes,  con  apoyo  en  los  artícu- 
los 182  y  1072  del  Código  de  Procedimientos  Civiles, 
condenó  al  embargante  á  pagar  la  suma  de  doscientos 
cincuenta  colones  por  todo  daño  y  perjuicio  causado 
con  el  embargo,  y  las  costas  procesales  del  incidente; 
por  las  siguientes  razones:  "1? — Que  es  indudable  que 
con  el  embargo  practicado  se  causaron  perjuicios  á 
los  dueños  del  fundo,  puesto  que  á  causa  de  él,  es 
natural  se  retrajeran  de  hacer  cultivos  las  personas 
que  acostumbraban  sembrar  en  aquel  terreno,  por  la 
inseguridad  en  que  estaban  respecto  á  sus  derechois; 
2?—  Que  teniendo  en  cuenta  el  dictamen  pericial,  la 
cantidad  de  terreno  y  el  tiempo  que  duró  el  embargo, 
deben  fijarse  dichos  perjuicios  en  la  suma  de  doscien* 
tos  cincuenta  colones; — 3?  Que  en  cuanto  á  las  otras 
partidas  cobradas  por  el  señor  Gurdián,  no  procede 
ordenar  su  pago,  por  no  ser  daños  y  perjuicios  efecti- 
vos y  directamente  causados  con  el  embargo;" 

3? — Que  el  apoderado  del  demandado  ha  interpues- 
to recurso  de  casación  de  la  resolución  de  segunda 
instancia  por  los  motivos  siguientes:  i9  Interpretación 
errónea  del  artículo  179  del  Código  de  Procedimien- 
tos Civiles  y  violación  del  704  del  Civil,  porque  la 
Sala  ordena  el  pago  de  daños  y  perjuicios,  fundada 
únicamente  en  la  suposición  de  que  telo  embargo 
causa  perjuicios,  sin  haberse  comprobado  éstos;  2? 
Error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de  la 
prueba  rendida  para  comprobar  que  con  el  embargo- 
no  se  causaron  perjuicios,  con  violación  del  artículo 
338  del  Código  de  Procedimientos  Civiles;  y  de  la  del 
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representante  de  la  sucesión  Rojas,  pues  esa  prueba^ 
no  demuestra  que  hubiera  habido  solicitudes  para  el 
arrendamiento  de  ñncas  u  otros  hechos  que  causarais 
los  supuestos  daños  y  perjuicios,  con  la  abstención  de 
ejecutarlos;  3?  Error  de  hecho  y  de  derecho  en  la 
apreciación  de  la  prueba  que  resulta  de  los  escritos 
del  albacea  señor  Gurdián  de  veintiuno  de  noviembre 
y  diez  y  nueve  de  diciembre  de  mil  novecientos  cua- 
tro, con  violación  de  los  artículos  262  y  1095  del  Códi- 
go de  Procedimientos  Civiles  y  727  del  Civil;  4?  Error 
de  hecho  y  de  derecho,  con  violación  del  artículo  338 
del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  al  apreciar  las 
declaraciones  de  los  testigos  en  cuanto  á  la  cantidad 
de  terreno  de  las  fincas;  5?  Error  de  hecho  y  de  dere- 
cho en  la  apreciación  de  la  prueba  pericial,  con  viola- 
ción del  artículo  314  del  mismo  Código; 

4? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  defecto;  y 

Considerando'. 

1 9  Que  el  artículo  179  del  Código  de  Procedi- 
mientos Civiles  obliga  á  los  embargantes  á  garantizar 
los  daños  y  perjuicios  que  se  causen  con  el  embargo^ 
y  el  704,  Código  Civil,  establece  la  indemnización  de 
los  perjuicios  que  sean  cdtisecuencia  inmediata  y  di- 
recta de  la  falta  de  cumplimiento  de  la  obligación;  en 
el  caso  de  autos  no  se  dice  el  por-  qué  de  la  mala  in- 
terpretación del  primero  de  los  artículos  que  la  sen- 
tencia no  cita,  ni  de  la  violación  del  segundo  que 
tampoco  aplica.  La  Sala  se  funda  en  el  182,  Códi- 
go de  Procedimientos  Civiles,  mediante  el  cual  una 
vez  desechada  la  acción  por  sentencia  firme  el  actor 
está  obligado  al  pago  de  daños  y  perjuicios  irrogados 
y  que  el  tribunal  sentenciador  considera  existentes 
por  el  retraimiento  de  los  que  acostumbran  sembrar 
el  terreno  embargado  en  virtud  de  la  inseguridad  de 
sus  derechos:  en  estas  apreciaciones,  no  demuestra  el 
recurrente  el  error  que  pretende  con  mérito  del  inciso 
7?,  artículo  963,  Código  de  Procedimientos  Civiles,  ni 
dice  en  qué  consiste  el  de  derecho  alegado; 

2?  Que  igualmente  se  reclama  error  de  hecho  y^ 


—  155  — 

de  derecho  en  la  estimación  de  la  prueba  de  testigos 
con  infracción  del  artículo  338,  Código  últimamente 
citado,  sin  decir  cuáles  son  los  documentos  ó  actos 
auténticos  que  demuestren  el  primero,  ni  determinar 
los  testimonios  sobre  que  versa  la  saña  crítica  para 
apreciarla  y  decir  que  está  mal  aplicada; 

39  Que  no  puede  afirmarse  la  existencia  de  error 
de  hecho  ó  de  derecho  en  la  apreciación  de  los  escri- 
tos del  albacea  de  la  sucesión  Rojas  sin  puntualizar 
los  hechos  discutidos,  pues  el  artículo  262,  Código  de 
Procedimientos  Civiles,  trata  de  aserciones  ó  asevera- 
ciones de  un  interrogatorio  en  que  se  relatan  hechos 
del  interrogante  para  tenerlos  por  confesos,  ni  se  dice 
respecto  del  artículo  1095  ibídem  el  objeto  de  la  cita 
ni  el  porqué  de  la  violación  del  338  del  mismo  Código 
y  á  este  respecto  generalizar  tanto  como  sería  preciso 
para  comprender  el  dicho  de  todos  los  testigos  sin 
presentarlo  detalladamente  para  aplicar  á  él  la  sana 
crítica; 

4?  Que  por  lo  que  mira  á  la  prueba  pericial  se- 
ría indispensable  que  la  sentencia  la  hubiera  tomado 
en  cuenta  como  base  del  fallo  y  el  recurso  está  mal 
presentado  al  acusar  la  estimación  errónea  de  ella  sin 
apreciarla  la  Sala; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida, 
con  costas  á  cargo  del  recurrente,  y  con  certificación 
de  la  presente  vuelvan  los  autos  al  tribunal  de  su 
procedencia. — A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — Ma- 
nuel V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamu- 
no. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


Guevara  y  Carranza 

( 3  Jí(  p.  m. — Setiembre  8  ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  Segundo  del 
Crimen  de  esta  provincia,  contra  Pedro  Guevara  Gra- 
nados, de  veintisiete  años  y  artesano,  y  Horacio  Ca- 
rranza Ramírez,  de  veintinueve  años  y  dependiente 
de  comercio,  ambos  vecinos  de  esta  ciudad,  por  el 
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delito  de  lesiones  inferidas  al  señor  Rogelio  Fernán- 
dez Güel;  en  la  cual  son  partes  además  de  los  reos,  el 
señor  Cornelio  Leiva  Quirós,  mayor,  pasante,  de  abof 
gado  y  de  este  vecindario,  como  defensor  de  Gueva- 
ra, y  el  representante  del  Ministerio  Público; 

Resultando: 

1 9— Que  el  hecho  ocurrió  en  el  Parque  Central 
de  esta  ciudad,  como  á  las  diez  de  la  mañana  del  diez 
de  abril  de  mil  noveci<:ntos  dos; 

29— Que  el  Juez  respectivo,  en  sentencia  dictada 
á  la  una  de  la  tarde  del  veintinueve  de  junio  del  año 
en  curso,  condenó  á  Guevara  Granados  como  autor 
responsable  drl  delito  dicho,  á  confinamiento  por  un 
año  en  la  ciudad  de  Esparta,  previo  abono  del  tiempo 
por  que  hubiere  estado  preso,  y  á  las  accesorias  de 
ley;  y  absolvió  al  otro  procesado  de  toda  pena  y  res- 
ponsabilidad, por  las  siguientes  razones:  **i* — Con  las 
declaraciones  recibidas  y  dictamen  médico  legal,  esta 
autoridad  tiene  por  comprobado  el  cuerpo  del  delito  de 
lesiones  inferidas  á  Rogelio  Fernández  Güel,  y  que 
es  su  autor  responsable  Pedro  Guevara  Granados,  á 
quien  como  tal  se  le  deben  imponer  las  penas  esta- 
blecidas por  la  ley.  (Artículos  i9,  15  y  57  del  Código 
Penal);  2? — En  cuanto  al  reo  Horacio  Carranza,  no 
habiendo  en  su  contra  ni  aun  semiplena  prueba,  debe 
absolvérsele  de  toda  pena  y  responsabilidad,  sin  lu- 
gar á  ser  indemnizado  por  haber  habido  mérito  para 
proceder  contra  él.  (Artículo  885,  Código  de  Procedi- 
mientos Penales);  3? — Que  el  caso  concreto,  en  cuan- 
to á  Pedro  Guevara,  está  comprendido  en  el  artículo 
422  del  Código  Penal  y  es  castigado  entre  otras  pe- 
nas con  confinamiento  menor  en  su  grado  mínimo; 
4? — Que  no  existe  comprobada  en  autos,  ninguna 
circunstancia  atenuante  y  sí  en  su  contra  la  agra- 
vante 6?  del  artículo  12  del  Código  Penal,  por  lo 
que,  de  conformidad  con  el  artículo  74  del  mismo  Có- 
digo, debe  imponerse  la  pena  en  el  máximum  al 
aplicarla;  5?-^Que  esta  autoridad  fija  en  un  año  de 
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confinamiento  en  Esparta,  la  pena  á  que  el  reo  se  ha 
*  hecho  acreedor  con  su  delito,  previo  abono  del  tiem- 
po sufrido  de  prisión;  6? — Que  con  la  pena  principal 
se  deben  imponer  al  reo  las  accesorias  (artículo 
83,  Código  Penal);" 

3? — Que  elevados  los  autos  en  consulta  á  la  Sala 
Segunda  de  Apelaciones,  á  las  nueve  de  la  mañana 
del  veintisiete  de  julio  ultimo,  dicho  tribunal  cambió 
por  la  de  presidio  interior  menor  por  el  iénbino  de 
seis  meses,  la  pena  principal  impuesta  al  procesado 
Guevara  Granados,  y  aprobó  en  sus  demás  disposi- 
ciones la  sentencia  de  primera  instancia; 

4? — Que  el  señor  Leiva  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por  los  si- 
guientes motivos:  i9 — Aplicación  indebida  de  los  ar- 
tículos 74  y  422,  Código  Penal,  y  violación  de  los  65 
y  75  tbídem,  porque  la  Sala  al  imponer  la  pena  debió 
haberlo  hecho  conforme  á  este  último  artículo  y  no 
con  arreglo  á  aquél;  2? — Violación  del  artículo  123 
del  mi^mo  Código  por  cuanto  no  se  abonó  al  reo 
la  media  prescripción  que  le  favorecía;  3? — Aplica- 
ción indebida  del  artículo  12,  inciso  69,  del  Código 
Penal,  porque  la  Sala  de  instancia  consideró  el  caso 
revestido  de  una  circunstancia  agravante,  la  de  ese 
inciso,  sin  estar  legalmente  comprobada  en  autos; 
4? — Violación  del  artículo  70  in-fine  del  mismo  Códi- 
go; 

5? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  defec- 
to; y 

Considerando: 

i9 — Que  aunque  el  artículo  75  del  Código  Penal 
que  trata  de  la  graduación  de  las  penas  compuestas  al 
aplicarlas  en  los  casos  ocurrentes  no  se  cita  expre- 
samente en  la  sentencia  recurrida,  es  indudable  que  la 
Sala  de  instancia  lo  tuvo  en  cuenta  al  imponer  la  pe- 
na que  impuso  al  procesado  Guevara  porque  justa- 
mente es  la  que  corresponde  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto en  el  párrafo  segundo  del  precitado  artículo, 
estando  comprobada  como  lo  está  en  los  autos  la  cir- 
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cunstancia  agravante  6^  del  artículo  12  del  mismo 
Código  Penal  y  por  lo  tanto  no  ha  habido  la  viola- 
ción que  el  defensor  del  reo  alega  haberse  cometido 
de  las  leyes  que  cita  en  los  primeros  párrafos  de  su 
escrito  de  casación;  y 

2? — Que  tampoco  ha  habido  la  violación  que  se 
reclama  del  artículo  123  del  Código  Penal  que  se  re- 
fiere al  caao  de  haber  trascurrido  la  mitad  del  térmi- 
■o  de  la  acción  penal  para  el  efecto  de  rebajar  grados 
de  la  pena  al  reo,  porque  ese  artículo  no  tiene  aplica- 
ción al  caso  concreto,  siendo  así  que  no  ha  trascurri- 
do el  tiempo  necesario  desde  que  se  cometió  el  deli- 
to para  tomar  en  cuenta  la  media  prescripción,  y  de 
ninguna  manera  puede  darse  al  expresado  artículo  la 
interpretación  arbitraria  que  pretende  el  recurrente; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida 
y  con  certiñcación  de  la  presente  vuelvan  los  autos  al 
tribunal  de  su  origen. — A.  Alvarado. — J.  Fed.  Gon- 
zález.— Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nico- 
lás Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez* 


Monje  v.  Corrales 

(2?^  p.  m. — Setiembre  12) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  Segundo  del 
Crimen  de  esta  provincia,  contra  Emiliano  Corrales 
Valverde,  de  veintiséis  años  de  edad,  agricultor  y 
vecino  del  barrio  de  San  Juan  de  Dios  del  cantón  d« 
Desamparados,  por  el  delito  de  lesiones  inferidas  á 
Raimundo  Monje  Rivera,  mayor,  jornalero  y  del  mis- 
mo domicilio,  hecho  que  ocurrió  en  el  lugar  de  su 
domicilio,  el  seis  de  agosto  del  año  próximo  pasado, 
entre  cinco  y  seis  de  la  tarde,  yendo  éste  para  su  casa 
de  habitación;  en  la  cual  son  partes  además  del  reo,  su 
defensor  señor  Francisco  Chavarría  Mora,  mayor, 
pasante  de  abogado  y  de  este  vecindario;  el  Licen- 
ciado Isidro  Marín  Calderón,  mayor,  abogado  y  ve- 
cino también   de  esta   ciudad,   como   apoderado  del 
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ofendido,  que  es  parte   acusadora;  y  el   representante 
del  Ministerio  Público; 

Resultando: 

i9 — Que  el  Juez  respectivo,  á  la  una  de  la  tarde 
del  ocho  de  junio  de  este  año,  condenó  al  reo  como 
responsable  del  delito  referido,  á  confinamiento  por 
dos  meses  y  un  día  en  la  ciudad  de  Esparta,  previo 
abono  del  tiempo  por  que  haya  estado  preso,  y  á  las 
accesorias  de  ley;  y  declaró  sin  lugar  la  tacha  puesta 
á  los  testigos  Ramón  Valverde  y  Bernabé  Corrales, 
todo  por  las  razones  siguientes:  "i* — Que  con  las 
declaraciones  de  los  testigos  del  sumario,  dictámenes 
médico  legales  y  confesión  del  reo,  esta  autoridad 
tiene  por  plenamente  demostrado  que '  el  responsable 
de  las  lesiones  sufridas  por  Raimundo  Monje  y  á,que 
esta  causa  se  contrae,  es  Emiliano  Corrales  Valverde, 
á  quien  se  le  deben  imponer  las  penas  que  la  ley  de- 
signa, (Artículos  1 9,  15  y  57,  Código  Penal,  848  y 
.  873  del  Código  de  Procedimientos  Penales);  2? — Que 
«I  t^aso  concreto  se  halla  comprendido  en  el  artículo 
422  del  Código  Penal  y  es  castigado  entre  otras  pe- 
nas con  la  de  confinamiento  menor  en  su  grado  mí- 
nimo; 3? — Que  existe  comprobada  á  favor  del  reo  • 
la  atenuante  9?  del  artículo  11  del  Código  Penal  y 
en  su  contra  ninguna  agravante,  por  lo  que  de  con- 
formidad con  el  artículo  74  del  mismo  Código,  debe 
aplicarse  la  pena  en  el  mínimum  de  su  extensión; 
4? — Que  esta  autoridad  fija  en  dos  meses  y  un^lía  de 
confinamiento  en  Esparta,  la  pena  á  que  el  reo  se  ha 
hecho  acreedor  con  su  delito,  previo  abono  de  la  pri- 
sión sufrida;  5? — Que  en  cuanto  á  las  tachas  á  que 
se  refiere  el  resultando  octavo,  deben  declararse  sin 
lugar:  la  puesta  á  Ramón  Valverde,  porque  el  motivo 
que  para  tacharlo  se  invoca  no  está  comprendido  entre 
los  que  la  ley  designa  como  tales,  (artículos  232  á  236 
del  Código  de  Procedimientos  Penales);  y  la  del  tes- 
tigo Bernabé  Corrales,  por  no  estar  demostrada  en 
autos  la  enemistad  grave  que  la  ley  exige  que  exista 
^artículo  194  ibídem)  y  no  ser  la  amistad  íntima  mo- 
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tivo  de  tacha,  y  caso  que  lo  fuera,  no  está  probada;^ 
6f — Que  con  la  pena  principal  deben  imponerse  las 
accesorias  (artículo  83,  Código  Penal)"; 

2? — Que  el  apoderado  del  acusador  se  alzó  y  la 
Sala  Segunda  de  Apelaciones,  á  las  dos  y  cuarto  de 
la  tarde  del  diez  y  ocho  de  julio  último,  elevó  á  cinco 
meses  la  pena  principal  impuesta  al  reo  y  conñrmd 
en  sus  demás  partes  la  sentencia  recurrida; 

.39 — Que  el  defensor  del  procesado  y  el  acusador 
han  interpuesto  recurso  de  casación  de  la  sentencia, 
de  segunda  instancia  por  los  siguientes  motivos:  Vio- 
lación del  artículo  ii,  incisos  9?,  11?  y  14?,  del  Có- 
digo Penal,  con  apreciación  errónea  de  la  prueba 
referente  á  este  inciso;  infracción  del  artículo  75  ibí- 
dem,  porque'  la  Sala  sentenciadora  debió  rebajar  uiv 
grado  al  menos  de  la  pena  imponible  por  estar  com- 
probada en  autos  en  favor  del  procesado  una  atenuante 
sin  agravante  alguna;  error  de  hecho  y  de  derecha 
en  la  apreciación  del  dictamen  pericial,  con  violación 
de  los  artículos  9?  de  la  ley  de  31  de  mayo  de  1895» 
18  de  la  de  8  de  julio  de  1902,  ley  de  3  de  julio  de 
1903,  y  262,  parte  tercera  del  Código  General  de 
1 84 i;  violación  é  interpretación  errónea  del  artículo 
'420,  inciso  2?,  del  Código  Penal;  aplicación  inde- 
bida del  artículo  422  del  mismo  Código; 

4? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

En  cuanto  al  recurso  del  defensor: 

Que  el  recurrente  añrma  que  la  Sala  de  instancia 
infringió  el  artículo  1 1  del  Código  Penal,  incisos  1 1  y 
14,  por  no  haber  abonado  al  procesado  las  atenuantes 
á  que  dichos  incisos  se  refieren,  pero  no  estando  com« 
probadas  en  autos,  no  existe  tal  infracción  y  el  recurso- 
es  improcedente. 

En  cuanto  al  del  ofendido: 

Que  las  lesiones  sanaron  en  menod  de  treinta 
días,  y  el  impedimento  del  ofendido  es  i^tivo,  segtia 
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el  dictamen  del  Médico,  interpretado  con  sana  crítica, 
teniendo  en  cuenta  los  artículos  9?  de  la  ley  de  3 1  de 
mayo  de  189S  y  18  de  la  ley  de  8  de  julio  de  1902, 
la  ley  de  3  de  julio  de  1903  y  el  artículo  262  de  la 
parte  tercera  del  Código  General  de  1841,  que  no 
se  han  infringido.  Que,  por  lo  dicho,  no  se  ha  vio- 
lado ni  mal  interpretado  el  artículo  420  del  Códi- 
go Penal,  inaplicable  á  la  especie,  que  se  ha  fallado 
de  acuerdo  con  el  artículo  422  ibídem,  debidamente 
aplicado; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  deman- 
dada por  una  y  otra  parte,  y  con  certificación  de  la 
presente  devuélvanse  los  autos  á  la  Sala  de  su  proce- 
dencia.— A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — Manuel 
V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — 
Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


Solano  v.  Salas 

(  2  50'  p.  m. — Setiembre    12) 

En  el  juicio  ordinario  sobre  indignidad  para  he- 
redar y  otros  puntos,  establecido  en  el  Juzgado  Civil 
de  Cartago  por  Federica  Solano  Quesada,  contra  Jua- 
na Salas  Brenes,  ambas  mayores  de  edad,  de  oficios 
domésticos  y  vecinas  de  la  villa  del  Paraíso;  en  el 
cual  han  sido  partes  los  señores  Ismael  Alvarado 
Echandi,  agricultor  y  de  aquel  vecindario,  y  el  Li- 
cenciado Jenaro  Leiva  Quirós,  abogado  y  vecino  de 
esta  ciudad,  los  dos  mayores,  como  apoderados  áe  la 
actora  y  demandada,  por  su  orden; 

Resultando: 

• 

I? — Que  en  su  libelo  de  demanda  expresa  la  ac- 
tora: Que  es  hija  legítima  del  señor  Raimundo  So- 
lano Madriz,  que  fué  mayor,  casado,  agricultor  y  de 
su  mismo  domicilio;  que  su  citado  padre  contrajo  ma- 
trimonio en  segundas  nupcias  con  la  señora  Juana 
Salas  Brenes,  quien  al  contraer  matrimonio  no  apor- 

II 
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tó  en  absoluto  nada,  y  era  de  esperarse,  ya  que  el 
señor  Solano  era  persona  de  recursos  y  le  daba  bue- 
na y  cómoda  vida,  un  buen  comportamiento  por  par- 
te de  ella;  pero  no  fué  así,  sino  que  sin  motivo  osten- 
sible y  caprichosamente  abandonó  el  hogar  conyugal 
varias  veces;  que  últimamente,  hará  cerca  de  tres  años 
o  poco  más,  huyó  de  la  casa  sin  motivo  alguno,  pues 
estaba  en  buena  armonía  con  su  marido  y  vagó  por 
la  ciudad  de  Cartag«>,  la  de  San  José  y  otros  lugares, 
llevando  vida  nada  correcta  por  más  de  quince  meses, 
y  cuando  la  necesifiad  la  obligó  volvió  á  casj  de  su 
esposo  á  suplicarle  que  la  recibiera  de  nuevo,  ofre- 
ciéndole portarse  bien  en  lo  sucesivo;  que  el  señor 
Solano,  hombre  anciano,  generoso  y  de  buenos  senti- 
mientos, se  condolió  de  la  Salas  y  la  recibió  Je  nuevo 
en  la  casa,  pero  ya  dicha  señora  iba  en  estado  intere- 
sante y  á  los  tres  ó  cuatro  meses  de  haber  vuelto  al 
hogar,  dio  á  luz  á  su  hija  Leticia  Consuelo,  á  quien 
quiere  hacer  pasar  como  hija  de  su  marido,  no  pu- 
diendo  ser  así  desde  luego  que  esa  señora  estuvo  por 
más  de  quince  meses  ausente  del  hogar  sin  entender- 
se con  él  á  quien  dejó  en  completo  abandono;  que  esa 
hija  es  pues,  adulterina  y  aunque  la  hubiera  hecho 
inscribir  como  hija  del  matrimonio  no  pudo  ser  hija 
del  señor  Solano,  menos  habiendo  manifestado  la  se- 
ñora Salas  su  adulterio  y  que  su  hija  lo  era  de  otra 
persona  que  no  fué  su  marido;  que  al  poco  tiempo  de 
haber  nacido  esa  niña,  el  señor  Solano  enfermó  gra- 
vemente, y  ya  en  ese  estado  quiso  hacer  su  testa- 
meiftc  para  lo  cual  ordenó  se  llamara  al  Alcalde  carr 
tulario  de  la  villa  del  Paraíso,  pero  la  Salas  se  opuso 
de  manera  terminante  á  que  fuera  dicho  funcionario, 
mientras  aquél  no  se  comprometiera  á  instituirla  co- 
mo heredera  de  determinados  bienes  que  ella  ínisma 
indicaba,  como  una  hacienda  en  Cachi,  unas  casas  en 
la  villa  dicha,  etc.,  y  como  el  señor  Solano  se  negó 
á  hacerlo  y  le  manifestó  que  esos  bienes  que  la  de- 
mandada exigía  los  había  adquirido  con  su  primera 
esposa,  madre  de  la  actora,  y  no  podía  disponer  así 
de  ellos,  la  Salas  montó  en  cólera  y  se  opuso  á  gritos 
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á  que  se  üamase  al  cartulario  y  como  consecuencia 
de  la  molestia,  él  perdió  el  conocimiento  y  murió  po- 
cas horas  después  sin  haber  podido  testar  como  lo 
deseaba;  que  con  vista  de  los  hechos  manifestados 
demaníia  á  la  señora  Salas  Brenes  por  sí  y  en  su  cali- 
dad de  madre  y  tutriz  de  su  hija  Leticia  Consuelo, 
como  de  veinte  meses  de  edad,  para  que  en  sentencia 
se  declare:  i9  que  dicha  señora  ha  perdido  el  dere- 
cho de  heredar  y  que,  por  consiguiente,  es  indigna 
de  heredar  al  señor  Solano;  2?  que  su  hija  Leticia 
Consuelo  es  adulterina,  no  es  hija  del  señor  Solano 
y,  p<»r  Ci»nsiguiente,  no  es  heredera;  3?  que  no  tiene 
derecho  alguno  para  figurar  en  el  juicio  de  sucesión; 
y  4?  que  debe  condenársele  á  pagar  las  costas  perso- 
nales y  procesales  de  este  litigio.  Funda  su  acción 
en  ios  artículos  100,  104,  106,  107,  523,  inciso  5?, 
525,  526  y  543,  aparte  segundo,  Código  Civil,  1072 
y  1073  del  de  Procedimientos  Civiles; 

2? — Que  la  señora  Salas  Brenes  contestó  negati- 
vamente la  demanda  y  opuso  la  excepción  de  falta 
de  personalidad  en  la  actora  para  demandarla; 

3? — Que  el  Juez  Civil  de  Cartago,  fundado  en 
los  artículos  104,  105,  106,  232  y  235  del  Código  Ci- 
vil, i9,  348  y  1072  del  de  Procedimientos  Civiles,  fa- 
lló á  las  ocho  de  la  mañana  del  ocho  de  mayo  último, 
declarando  que  la  actora  no  ha  tenido  derecho  para 
establecer  la  demanda  de  impugnación  de  legitimidad 
de  la  menor  Leticia  Consuelo  Solano  Salas  y  por 
consiguiente  que  no  debe  conocerse  de  ella;  y  sin  lu- 
gar la  demanda  relativa  á  indignidad  de  la  demandada 
para  'heredar  de  su  esposo  señor  Raimundo  Solano, 
con  costas  procesales  á  cargo  de  la  actora,  por  los  si- 
guientes motivos:  '*i9  Que  en  autos  está  reconocido 
que  el  domicilio  del  señor  Raimundo  Solano  fué  la 
villa  del  Paraíso  y  existen  certificaciones  por  las  cua- 
les consta  que  la  menor  Leticia  Consuelo  nació  el 
diez  y  nueve  de  octubre  de  mil  novecientos  dos  y  que 
su  padre  Raimundo  Solano  murió  el  siete  de  febrero 
de  mil  novecientos  cuatro  en  la  población  citada; 
2?  Que  debiendo  intentarse  toda  reclamación  del  ma- 
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rido  contra  la  legitimidad  del  hijo  nacido  de  su  mujer 
dentro  de  sesenta  días  contados  desde  aquel  en  que 
tuvo  conocimiento  del  parto,  y  presumiéndose  en  el 
presente  caso,  por  lo  explicado  en  el  primer  conside- 
rando, que  el  señor  Solano  supo  inmediatamente  que 
ocurrió,  el  nacimiento  de  la  niña  Leticia  Consuelo^ 
debe  terminarse  por  resolver  que  la  demanda  de  im- 
pugnación de  legitimidad  establecida,  lo  ha  sido  fuera 
del  término  de  ley;  3?  Que  no  puede  argüirse  en 
contra  de  lo  manifestado,  que  la  demanda  de  que  se 
ha  hecho  referencia  no  ha  sido  establecida  por  el  ma- 
rido, sino  por  una  de  sus  hijas  ó  herederas,  porque 
precisamente  los  herederos  no  pueden  establecer  de- 
mandas de  impugnación  sino  dentro  del  término  cita- 
do, cuando  el  marido  hubiese  fallecido  antes  de  la 
expiración  de  aquél  y  comiencen  á  verse  perturbados 
en  la  posesión  de  la  herencia,  pero  no  cuan  lo  ese 
término  ha  vencido  tan  ventajosamente  como  lo  indi- 
can las  certificaciones  en  que  constan  las  fechas  del 
nacimiento  de  la  niña  y  de  defunción  del  marido; 
4?  Que  no  debiendo  resolverse  en  el  fondo  esa  de- 
manda por  no  estar  en  tiempo,  procede  entrar  á  co- 
nocer de  la  otra  demanda  sobre  indignidad  de  recibir 
herencia,  que  aunque  indebidamente,  se  estableció 
conjuntamente  con  la  anterior,  y  en  relación  con  ella 
debe  decirse  analizando  el  caso  desde  el  punto  de  vis- 
ta del  inciso  5?  del  artículo  523  del  Código  Civil,  que 
es  como  se  ha  establecido,  que  no  procede,  porque  no 
consta  en  forma  suficiente  que  la  señora  Juana  Salas 
hiciera  uso  de  medios  reprobados  para  impedir  ó  evi- 
tar que  el  señor  Raimundo  Solano  hiciera  su  testa- 
mento y  porque  no  consta  de  autos  en  ninguna  for- 
ma  la  fuerza  ó  fraude  que  la  demandada  pudiera  ha- 
ber ejercitado  según  los  términos  de  la  ley,  para  es- 
torbar que  aquél  testara.  La  escena  de  familia  á  la 
cual  pretenden  haber  asistido  algunos  declarantes  y 
de  la  cual  toma  margen  la  actora  para  desarrollar  su 
demanda,  no  puede  tener  la  importancia  que  le  atri- 
buye la  demandante  para  el  éxito  de  su  acción,  pues 
los  cuadros  en  que  se  despliegan  actos  de  violencia 


-i65- 

por  motivo  de  intereses  y  que  surgen  con  frecuencia 
en  el  seno  de  las  familias»  no  signiñcan  ni  signiñcar 
pueden  para  el  legislador  un  fraude  ó  una  fuerza  ca- 
paz de  los  efectos  que  en  este  caso  quiere  atribuirse. 
Más.bien  si  la  esposa  hubiese  estado  intranquila,  se 
hubiera  conformado  con  lo  que  dice  la  actora  que 
pretendía  dejarle  á  la  demandada  su  padre;" 

4? — Que  en  virtud  de  alzada  interpuesta  por  el 
apoderado  de  la  actora,  la  Sala  Primera  de  Apelacio- 
nes, á  las  tres  y  cuarto  de  la  tarde  del  veinticuatro  de 
julio  próximo  pasado,  conñrmó  en  todas  sus  partes  la 
sentencia  recurrida,  y  de  conformidad  con  el  artícu- 
lo 1074,  inciso  3?,  del  Código  de  Procedimientos  Ci- 
viles, condenó  al  apelante  en  las  costas  personales  y 
procesales  del  juicio  en  ambas  instancias; 

5? — Que  la  misma  pane  ha  interpuesto  recurso 
de  casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por 
los  motivos  siguientes:  i?  Error  de  hecho  y  de  dere- 
cho en  la  interpretación  del  artículo  232  en  relación 
con  los  artículos  243,  244  y  735  del  Código  Civil^ 
porque  no  obstante  que  existe  litigio  sobre  la  auten- 
ticidad de  un  asiento  del  Registro  del  Estado  Civil,  el 
Juez  y  la  Sala  de  instancia  le  dan  á  dicho  asiento  el 
carácter  de  documento  público,  lo  aceptan  y  desesti- 
man las  pruebas  en  su  contra;  2?  Error  de  hecho  y 
de  derecho  en  la  apreciación  de  las  declaraciones  de 
Silvestre  y  Diego  Quirós  Meneses,  Cayetano  Polo, 
Diego  Solano  Solano,  Valerio  Segura  Barquero,  Del- 
fín Fonseca  Moya  y  Narciso  Marín  Mesa,  recibidas 
para  probar  la  indignidad  dp  Juana  Salas  Brenes,  con 
palmaria  violación  del  artículo  523,  incisos  i9  y  5?, 
del  Código  Civil; 

&Í — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

i9 — Que  no  tiene  razón  el  recurrente  al  traer  á 
discusión  el  punto  sobre  autenticidad  de  la  partida 
del  Registro  Civil  que  comprueba  el  nacimiento  de  la 
menor  Leticia  Consuelo  Solano,  porque  los   artículos 
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232,  243.  244  y  735  del  Código  Civil,  aunque  no  ci- 
tados  en  la  sentencia  recurrida,  no  han  sido  infringí- 
dos,  y  bajo  ese  punto  de  vista  ni  siquiera  mira  la 
cuestión  la  Sala,  pues  se  limita  á  decir  que  no  proce- 
de la  demanda  de  impugnación  de  paternidad  porque 
la  legitimidad  de  los  hijos  sólo  puede  ser  discutida^ 
según  el  artículo  104  ibídem,  por  el  marido  personal- 
mente ó  su  apoderado  especialísimo,  y  muerto,  por 
sus  herederos;  pero  dentro  de  los  sesenta  días  conta- 
dos desde  que  el  cónyuge  tuvo  conocimiento  del  par- 
to (artículo  105  del  mismo  Código),  y  como  la  señora 
Salas  dio  á  luz  el  treinta  de  octubre  de  mil  novecien- 
tos dos  en  la  propia  casa  conyugal,  Solano  tuvo  tiem- 
po para  establecer  el  juicio  de  impugnación  puesto 
que  vivió  hasta  el  siete  de  febrero  de  mil  novecientos 
cuatro.  No  hay,  pues,  el  error  de  hecho  ni  de  dere- 
cho acusados  con  fundamento  de  los  artículos  citados; 

2? — Que  no  es  más  razonable  el  recurrente  en  el 
otro  cargo  contra  la  sentencia  de  segunda  instancia, 
porque  el  tribunal  estima  con  justicia  que  no  obstante 
el  incidente  habido  entre  los  cónyuges  discutiendo 
sobre  qué  bienes  debía  heredar  la  mujer,  el  marido 
pudo  hacer  llamar  al  Alcalde  cartulario  y  otorgar  li- 
bremente su  testamento,  sin  que  sea  dable  decir  lógi- 
camente que  se  coartó  su  voluntad; 

3? — Que  el  artículo  523,  inciso  5?,  Código  Civil, 
exige  fraude  ó  fuerza  para  estorbar  que  el  causante 
otorgue  testamento  con  la  mira  de  recibir  quien  hace 
la  fuerza  ó  el  fraude,  herencia  ó  legado,  y  la  prueba 
rendida,  que  se  dice  erróneamente  apreciada,  no  al- 
canza á  justificar  el  fraude  ó  la  fuerza  que  la  ley  re- 
quiere: al  estimarlo  así  la  Sala  con  vista  de  la  prueba 
que  cita  el  recurrente,  no  ha  cometido  el  error  acu- 
sado; 

Por  tanto:  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida, 
con  costas  á  cargo  del  recurrente,  y  devuélvanse  los 
autos  á  la  Sala  de  su  procedencia,  con  certificación 
de  la  presente. — A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — 
Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Orea- 
muno. —  Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 
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GÓMEZ  Gutiérrez 

(  2  20'  p.  m. — Setiembre  23  ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  de  primera 
instancia  de  Santa  Cruz,  contra  Audencia  Gómez  Gu- 
tiérrez, de  veinte  años,  de  ocupaciones  domésticas  y 
vecina  de  "Veintisiete  de  Abril,"  de  aquella  jurisdic- 
ción, por  el  delito  de  lesiones  graves  cometido  en  per- 
juicio de  Luisa  Gutiérrez  Matarrita;  en  la  cual  son 
partes  además  de  la  reo,  su  defensor  señor  José  De- 
metrio Caamaño  Soto,  mayor,  agente  de  negocios  ju- 
diciales y  vecino  de  la  ciudad  de  Liberia,  y  el  repre- 
sentante del  Ministerio  Público; 

Resultando: 

i9 — Que  el  hecho  ocurrió  en  el  patio  de  la  pro- 
pia casa  de  la  reo,  como  á  las  once  de  la  mañana  del 
diez  de  enero  de  este  año.  Juan  Evangelista  Gutié- 
rrez Cruz,  padre  de  la  ofendida  y  abuelo  de  la  reo, 
refiere  en  su  declaración:  que  habiendo  Zacarías  Gu- 
tiérrez, padre  de  Audencia,  tratado  de  aclarar  unos 
cuentos  que  perjudicaban  la  reputación  de  ella,  llegó 
Luisa,  cuya  presencia  era  necesaria  para  la  tal  aclara- 
ción; pero  sin  esperar  nada  se  encolerizó,  se  abalanzó 
sobre  Audencia  y  le  dio  de  pescozones;  luego  se  aga- 
rraron las  dos  al  tercio^  y  Audencia  sacó,  no  sabe  el 
declarante  cómo,  una  cuchilla,  é  hirió  á  Luisa;  y  para 
que  no  continuara  la  riña,  el  declarante  y  Zacarías  las 
separaron,  y  agrega  que  entre  ambas  había  anteceden- 
tes de  enemistad  por  cuestión  de  unos  cerdos.  La  pro- 
cesada dice  que  Luisa  Gutiérrez  la  agarró  por  detrás 
y  le  mordió  con  tanta  fuerza  la  oreja  izquierda,  que 
para  obligarla  á  que  la  soltara,  le  tiró  dos  reveses  con 
su  cuchilla,  y  ni  aun  así  quería  soltarla  hasta  que  in- 
tervino su  abuelo,  que  las  separó.  Luisa  Gutiérrez 
falleció  á  los  dos  días.  Según  el  respectivo  dictamen 
médico-legal,  la  muerte  fué  debida  á  la  lesión  causa- 
da en  el  vientre,  que  produjo  peritonitis,  y  á  la  falt^ 
de  asistencia  inmediata  con  todas  las  reglas  de  la  Ci- 
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rugía;  herida,  pues,  de  carácter  grave,  pero  no  nece- 
sariamente mortal; 

2? — Que  el  Juez  del  Crimen  de  Santa  Cruz,  ea 
sentencia  dictada  á  las  diez  de  la  mañana  del  trece  de 
marzo  del  año  en  curso,  condenó  á  la  procesada,  co- 
mo responsable'del  delito  de  lesiones  referido, i  la  pe- 
na de  arresto  por  sesenta  días  en  la  cárcel  del  mismo 
lugar,  con  abono  del  tiempo  de  prisión,  y  á  las  acce- 
sorias legales; 

3? — Que  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones,  quien 
conoció  de  la  causa  en  consulta  del  fallo  condenato- 
rio, á  las  ocho  de  la  mañana  del  trece  de  abril,  con 
fundamento  en  el  artículo  9?  de  la  ley  de  8  de  julio  de 
1902,  á  contrario  sensu,  declaró  la  nulidad  de  todo  lo 
actuado,  por  ser  homicidio  y  no  lesiones  el  delito  co- 
metido por  la  procesada,  pues  del  dictamen  médico- 
legal  se  desprende  que  la  muerte  de  la  ofendida  fué 
consecuencia  inmediata  de  la  herida  que  en  el  vientre 
le  causó  la  enjuiciada,  y  no  se  ha  determinado  bien  el 
cargo;  y  que  interpuesto  recurso  de  casación,  este  Tri- 
bunal casó  á  las  tres  y  tres  cuartos  de  la  tarde  del 
veintiocho  de  julio,  la  sentencia  de  segunda  instancia 
y  mandó  devolver  los  autos  á  la  Sala  Segunda  para 
que  procediese  con  arreglo  á  derecho,  por  los  siguien- 
tes motivos:  **  i9  Que  el  recurso  tiene  buen  funda- 
mento, porque  ni  la  muerte  fué  resultado  inevitable 
de  las  lesiones  causadas  por  la  reo,  ni  en  ésta  puede 
suponerse  racionalmente  la  intención  de  matar  sino  la 
de  hacer  cesar  el  agudo  dolor  que  sofría,  hiriendo  sin 
saber  dónde  y  sólo  con  el  objeto  indicado;  por  lo  cual 
la  sentencia  es  nula,  con  tanto  mayor  motivo,  cuanto 
que  de  acuerdo  con  el  artículo  9?  dé  la  ley  de  8  de  ju- 
lio de  1902,  si  hubiera  sido  equivocada  la  apreciación 
jurídica  del  Juez  de  primera  instancia,  la  Sala  senten- 
ciadora no  estaba  en  el  caso  de  declararla  nula,  como 
lo  ha  hecho,  sino  de  rectiñcaria:" 

4? — Que  la  Sala  Segunda  tle  Apeladones,  en  su 
nuevo  fallo  de  las  nueve  de  ]a>  mañana  del  catorce  de 
a^sto,  cambió  la  pena  princT[>al  impuesta  á  la  proce- 
sada, por  la  de   presidio   interior  menor  por  un  año. 
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<¡nco  meses  y  dttz  días,  que,  previa  rebaja  del  tiempo 
por  que  haya  estado  presa,  deberá  cumplir  en  la  Casa 
de  Reclusión  de  Mujeres  de  esta  capital,  con  la  acce- 
soria de  suspensión  de  cargo  ú  oficio  público;  y  con- 
firmó en  sus  demás  disposiciones  la  sentencia  consul- 
tada, por  las  siguientes  raz'  mes:  "  i?  Que  siendo  un 
punto  establecido  en  eslos  autos  que  el  hecho  que  se 
Juzga  constituye  el  delito  de  lesiones  graves,  su  califi- 
cación é  imputación  en  los  términos  consignados  en 
la  sentencia  del  Juez,  están  bien  fundadas;  2?  Que 
no  consta  que  la.  delincuente  procurara  con  celo  repa- 
rar el  mal;  sólo  está  demostrado  que  su  padre  fué  á 
buscar  á  un  empírico;  pero  no  que  ella  lo  enviara  ó 
fuera  por  cuenta  de  ella.  Tampoco  consta  que  se  pre- 
sentara á  la  autoridad;  al  contrario,  la  misma  procesa- 
da dice  que  la  Policía  la  sacó  de  su  casa.  Entre  los 
datos  sobre  conducta  de  la  reo  se  tienen  en  el  proce- 
so los  siguientes:  que  abandonó  á  sus  padres  y  se  fué 
con  un  hombre  (declaración  de  Feliciano  Gutiérrez); 
que  ha  tenido  relaciones  maritales  con  Rubén  Agiii- 
lar  (declaración  de  éste);  que  tiene  un  hijo  (manifesta- 
ción de  la  reo  en  su  escrito  del  folio  diecisiete);  y  que 
era  de  buena  conducta  cuando  estuvo  al  lado  de  sus 
padres  (declaración  de  Rosa  Tijerino).  La  mujer  sol- 
tera de  tal  historia  no  es  de  conducta  irreprochable. 
Üeben,  por  consiguiente,  desestimarse  las  atenuantes 
lO?,  II?  y  14?  del  artículo  11,  Código  Penal.  Queda 
la  atenuante  9?  y  aun  se  computa  la  6?  del  mismo  ar- 
tículo, en  consideración  al  motivo  que  originó  el  suce- 
so; y  no  se  toma  en  cuenta  lo  de  la  mordedura  de  la 
oreja,  porque  este  detalle  ni  siquiera  lo  mencionan  los 
testigos  en  la  sumaria,  ni  hay  dictamen  médico  alguno 
que  establezca  su  certeza,  y  por  otra  parte,  no  podría 
en  casó  alguno  servir  de  eximente  porque  de  ninguna 
manera  habria  habido  proporcionalidad  entre  el  ata- 
que y  la  defensa;  3?  Que  concurriendo  Hos  atenuan- 
tes y  ninguna  agravante,  lu  Sala  baja  un  grado  de  la 
pena  asignada  al  delito,  por  el  artículo  420,  inciso  2?, 
del  Código  Penal, é  impone  presidio  interior  menor  en 
isu  grado    mínimo,  que  fija   en  un  año,  cinco  meses  y 
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once  días,  en  atención  á  la  gravedad  del  mal  causado^ 
(artículos  74  y  j6  íbídem);  4?  Que  en  virtud  de  la 
sentencia  de  casación  antes  relacionada,  los  procedi- 
mientos del  Juez  a  quo  sobre  homicidio,  inclusive  el 
auto  motivado  de  prisión,  posteriores  á  la  primera  sen- 
tencia de  esta  Sala,  quedan  sin  efecto;" 

5? — Que  la  defensa  ha  interpuesto  recurso  de  ca- 
sación de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por  los 
motivos  siguientes:  i?  Aplicación  errónea  del  artículo 
414  del  Código  Penal,  apreciando  erróneamente  la 
comprobación  del  cuerpo  del  delito,  que  califica  de  ho- 
micidio en  vez  de  lesiones  graves;  y  apreciación  é  in- 
terpretación erróneas  del  artículo  420  ibídem  (sic);  2? 
Violación  de  los  artículos  i9y  420,  Código  Penal,  que 
son  los  aplicables  de  acuerdo  con  los  dictámenes  mé- 
dico-legales, 873,  882  y  1015,  parte  tercera  del  Códi- 
go General  de  184 1;  87,  Código  de  Procedimientos 
Civiles,  y  5?  de  la  ley  de  30  de  julio  de  1891; 

69 — Que  la  reo  amplió  el  recurso  de  casación  a- 
legando  violación  de  los  incisos  5?,  io9,  Il9  y  149, ar- 
tículo II,  Código  Penal,  porque  la  Sala  no  abona  ei> 
su  favor  las  disminuyentes  respectivas;  y  aplicación 
errónea  del  artículo  74  ibídem; 

79 — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  defec- 
to; y 

Considerando: 

Único. 

No  se  toma  en  cuenta  el  recurso  interpuesto  el 
veintiocho  de  agosto  próximo  pasado,  porque  todas 
sus  quejas  se  formularon  en  el  errado  concepto  de 
que  la  sentencia  insistía  en  calificar  el  delito  como  ho- 
micidio; y  en  cuanto  á  la  ampliación  hecha  el  día  de 
la  audiencia  tampoco  es  atendible  porque  computadas 
como  fueron  en  el  fallo  dos  atenuantes,  el  reconoci- 
miento de  las  que  el  recurso  pretende  en  nada  alcan- 
zaría á  modificar  una  pena  para  cuya  fijación  usó  el 
juzgador  del  arbitrio  prudente  qué  le  confiere  el  ar- 
tículo 74  del  Código  Penal; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida; 
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y  con  certificación  de  la  presente  devuélvanse  los  au- 
tos á  la  Sala  de  su  procedencia. — A.  Alvarado. — J. 
Fed.  González. — Manuel  V,  Jiménez. — A.  Zambrana. 
— Nicolás   Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


González  Morera 

(  2  25'  p.  m. — Setiembre  23  ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  de  lo  Conten- 
cioso Administrativo,  contra  el  señor  Miguel  Gonzá- 
lez Morera,  de  cuarenta  y  tres  años,  agricultor  y  ve- 
cino de  **La  Ribera",  de  San  Antonio  de  Belén,  por 
el  delito  de  depósito  de  aguardiente  clandestino;  en 
la  cual  son  partes  además  del  reo,  su  defensor  señor 
Leoncio  Martínez  Monje,  mayor,  agrimensor  y  veci- 
no de  Alajuela,  y  el  representante  del  Ministerio  Pú- 
blico: 

Resultando: 

t9 — Que  en  sentencia  dictada  á  las  tres  de  la 
tarde  del  siete  de  junio  último,  con  apoyo  en  ios  artí- 
culos 163,  164  y  882,  parte  tercera  del  Código  Ge- 
neral, 18  de  la  ley  de  18  de  juliode  1903  y  728  del 
Código  Fiscal,  el  Juez  respectivo  condenó  al  procesa- 
do como  autor  responsable  del  delito  dicho,  á  multa 
de  cien  colones  con  la  aplicación  de  ley  y  en  caso  de 
que  no  la  pagare,  á  la  de  confinamiento  por  treinta 
y  seis  días  en  la  ciudad  de  Limón;  y  á  las  accesorias 
correspondientes;  y  dispuso  que  no  podrá  el  reo  em- 
pezar á  cumplir  la  pena  de  confinamiento  mientras  no 
hayan  trascurrido  los  treinta  días  fijados  para  la  satis- 
facción de  la  multa  y  durante  los  cuales  permanecerá 
en  arresto  en  la  Cárcel  de  esta  ciudad,  con  abono  de 
la  prisión  sufrida. 

El  Juez  consideró  al  efecto:  "i9  Que  el  cuerpo 
del  delito  de  depósito  de  aguardiente  clandestino,  por 
que  se  sigue  esta  causa,  se  encuentra  comprobado 
con  arreglo  á  los  artículos  T/y,  780  y  781,  parte  ter- 
cera del  Código  General,  716  del  Fiscal,  35  y  36,  ley 
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de  17  de  octubre  de  1864;  2?  Que  de  autos  aparece 
plenamente  comprobado,  haber  sido  aprehendido  el 
aguardiente  á  que  se  refiere  esta  causa  dentro  de  la 
casa  en  que  habita  y  de  que  es  jefe  el  procesado  Mi- 
guel González  Morera,  y  en  consecuencia  debe  tenér- 
sele y  castigársele  como  responsable  del  relacionado 
delito.  [Artículos  218,  parte  tercera  del  Código  Ge- 
neral, 721  del  Fiscal  y  7V  de  la  ley  de  18  de  julio  de 
1903;] — 3?  Que  por  no  llegar  á  cinco  litros  el  licor 
aprehendido,  la  pena  aplicable  al  presente  caso  es  la 
señalada  en  el  artículo  3?  de  la  ley  de  18  de  julio  de 
1903,  que  impone  multa  de  cien  á  doscientc»s  cincuen- 
ta colones.  Si  pasaren  treinta  días  desde  la  sentencia 
firme  y  el  reo  no  pagare  la  multa,  sufrirá  un  confina- 
miento de  treinta  y  seis  á  noventa  días  en  un  lugar 
distante  lo  menos  cincuenta  kilómetros  del  sitio  en 
donde  se  hubiere  cometido  el  delito.  Si  el  reo  rein- 
cidiere se  le  impondrá  doble  multa  ó  doble  confina- 
miento. El  reo  no  podrá  pretender  comenzar  á 
descontar  el  confinamiento  mientras  no  hayan  trascu- 
rrido los  treinta  días  señalados  para  satisfacer  la  multa 
y  durante  los  cuales  permanecerá  en  arresto; — 4?  Que 
en  pro  ni  en  contra  del  procesado  aparecen  compro- 
badas agravantes  ni  atenuantes,  y  siendo  ésta  la  pri- 
mera vez  que  se  le  juzga,  se  le  fija  la  pena  en  cien 
colones  de  multa,  descontables  con  treinta  y  seis  días 
de  confinamiento  en  la  ciudad  de  Limón; — 5?  Que 
también  deben  aplicársele  las  disposiciones  de  los  ar- 
tículos 723  y  725  del  Código  Fiscal;" 

2? — Que  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones,  quien 
conoció  del  negocio  en  virtud  de  alzada  interpuesta 
por  el  defensor  del  reo,  confirmó  la  sentencia  recurri- 
da á  las  tres  y  tres  cuartos  de  la  tarde  del  doce  de 
julio  próximo  pasado; 

3? — Que  la  defensa  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia,  por  los 
siguientes  motivos: — 19  Error  de  hecho  y  de  derecho 
en  la  apreciación  de  la  prueba  del  delito;  é  indefensión 
al  no  haberse  recibido  unas  pruebas  ofrecidas  por  el 
reo;  2?  Error  de  derecho  en  la  redacción  de  la  senten^ 
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cía,  porque  ese  documento  nojesuelve  de  una  mane- 
ra detallada  todos  los  puntos  objeto  del  negocio,  y 
violación  del  artículo  69,  inciso  4?,  de  la  ky  de  9  de 
junio  de  1899; 

4? — Que  no  se  nota  defecto  en  los  procedimien- 
tos; y 

Considerando: 

I? — Que  el  delito  de  depósito  de  aguardiente 
clandestino  por  que  se  ha  seguido  este  broceso  está 
bien  comprobado  de  conformidad  con  lo  dispuesto 
por  los  artículos  715,  716  del  Código  Fiscal,  y  18  de 
la  ley  de  18  de  julio  de  1903;  y 

2? — Que  si  bien  es  cierto  que  no  se  ordenó  eva- 
cuar la  prueba  que  se  pidió  para  demostrar  la  exis- 
tencia de  la  disminuyente  de  conducta  irreprochable 
en  favor  del  procesado,  este  defecto  carece  de  impor- 
tancia en  el  presente  caso,  porque  la  sentencia  recu- 
rrida impuso  la  pena  en  el  grado  mínimo  con  arreglo 
al  artículo  74  del  Código  Penal,  que  es  la  que  corres- 
ponde aplicar  cuando  se  ha  justificado  una  sola  cir- 
cunstancia atenuante  y  no  hay  ninguna  agravante 
contra  el  reo;  por  lo  tanto  no  ha  habido  los  errores 
que  se  alegan  en  la  apreciación  de  la  prueba,  ni  la 
infracción  de  las  leyes  que  se  citan  en  el  recurso  de 
casación  interpuesto; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida, 
y  devuélvanse  los  autos  á  la  Sala  de  su  procedencia, 
con  certificación  de  la  presente. — A.  Alvarado. — J. 
Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. 
— Nicolás  Oreamuno. — Ante    mí, — Alfonso  Jiménez. 


SaíNDí  Guerrero 

( 2  10'  p.  m. — Semtiebre  26 ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  Segundo  del 
Crimen  de  esta  provincia,  contra  Jenaro  Sandí  Gue- 
rrero, mayor  de  diez  y  siete  años,  agricultor  y  vecino 
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de  Escasd,  por  el  delito  de  violación  de  la  menor 
Amparo  Azofeifa  Montoya,  hecho  que  ocurrió  como 
á  la  una  de  la  tarde  del  diez  y  siete  de^ febrero  de  mil 
novecientos  dos,  en  un  cerco  de  la  casa  de  la  ofendi- 
da. Son  partes,  además  del  reo,  su  defensor  Licen- 
ciado Luis  Cruz  Meza,  mayor,  abogado  y  vecino  de 
esta  ciudad,  y  el  representante  del  Ministerio  Público; 

Resultando: 

1? — Que  el  Juez  Segundo  del  Crimen,  en  sen- 
tencia de  las  tres  de  la  tarde  del  seis  de  julio  de  este 
año,  condenó  á  Sandí  como  autor  responsable  del 
delito  referido,  á  la  pena  de  arresto  por  cuarenta  y 
cinco  días  en  la  Cárcel  de  Varones  de  esta  ciudad, 
previo  abono  del  tiempo  por  que  haya  estado  preso, 
y  á  las  accesorias  de  suspensión  de  ca^rgo  ú  oficio  pu- 
blico y  á  pagar  á  la  ofendida  los  daños  y  perjuicios 
causados  con  su  delito,  por  las  razones  siguientes: 
"I? — Que  con  la  prueba  existente  en  el  sumario  que- 
da demostrado  que  Jenaro  Sandí  Guerrero  es  el  autor 
del  delito  de  violación  cometido  en  perjuicio  de  Am- 
paro Azofeifa  y  como  tal  se  le  deben  aplicar  las  pe- 
nas señaladas  por  la  ley.  (Artículos  i9,  15  y  57,  Có- 
digo Penal,  35  y  36,  ley  adicion/il  de  17  de  octubre 
de  1864  y  18  de  la  ley  de  8  de  julio  de  1902);  2? — El 
caso  de  autos  está  comprendido  en  el  inciso  3?  del 
artículo  382,  en  relación  con  el  383,  ambos  del  Códi- 
go Penal,  y  es  castigado  con  presidio  interior  menor 
en  su  grado  máximo  ó  con  presidio  interior  mayor 
en  su  grado  medio  (véase  certificación,  al  folio  ocho 
vuelto);  3? — Que  existe  comprobada  á  favor  del  reo 
la  atenuante  14  del  artículo  11  del  Código  Penal  y 
como  consta  que  el  reo  cuando  cometió  el  delito  era 
menor  de  diez  y  ocho  años  (véase  certificación  al  fo- 
lio veinticuatro),  esta  autoridad,  de  acuerdo  con  lo 
dispuesto  en  el  artículo  80  del  mismo  Código,  baja  la 
pena  en  tres  grados  y  la  aplica  en  el  mínimum  de  su 
extensión.  (Artículos  74  y  ^6,  Código  ibídem);  4? — 
Que  esta  autoridad  fija  en   cuarenta  y  cinco  días  de 
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arresto  en  su  grado  máximo,  la  pena  á  que  el  reo  se 
ha  hecho  acreedor  con  su  delito,  descontable  en  la 
Cárcel  Pública  de  Varones  de  esta  ciudad,  previo 
abono  del  tiempo  sufrido  de  prisión;  5? — Que  con  la 
pena  principal  se  deben  aplicar  las  accesorias  (artícu- 
lo 83,  Código  Penal)"; 

2? — Que  remitida  la  causa  en  consulta  á  la  Sala 
Segunda  de  Apelaciones,  este  tribunal  falló  á  las  ocho 
y  media  de  la  mañana  del  tres  de  agosto  último, 
cambiando  la  pena  principal  impuesta  al  procesado 
por  la  de  presidio  interior  menor  por  el  término  de 
seis  meses  y  confirmando  en  sus  demás  partes  la  sen- 
tencia consultada;  para  ello  consideró  la  Sala:  Que  en 
uso  de  la  facultad  concedida  por  el  artículo  80,  apar- 
te 2?,  del  Código  Penal,  y  en  atención  á  la  naturaleza 
y  circunstancias  especiales  del  delito  no  deben  reba- 
jarse sino  dos  grados  de  la  pena  normal,  con  motivo 
de  la  edad,  quedando  así  reducida  á  presidio  interior 
menor  en  su  grado  mínimo,  el  cual  fija  en  seis  meses; 

3? — Que  la  defensa  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  de  la  sentencia  de  segundea  instancia  por  los 
siguientes  motivos:  i9 — Violación  del  artículo  778, 
parte  tercera  del  Código  General  de  1841,  con  error 
de  hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba, 
porque  con  la  que  de  autos  aparece  no  se  ha  compro- 
bado legalmente  el  cuerpo  del  delito;  2? — Infracción 
de  los  artículos  TTJ,  parte  tercera  del  Código  General 
de  i84T,y  35  de  la  ley  de  17  de  octubre  de  1864,  por 
igual  razón; 

4? — Que  en  memorial  presentado  el  día  de  la 
vista  el  defensor  del  reo  amplió  su  recurso:  i9 — Por 
violación  y  aplicación  indebida  de  los  artículos  i9  y 
15  del  Código  Penal,  con  error  de  hecho  y  de  dere« 
cho  en  la  apreciación  de  la  prueba;  2? — Por  violación 
y  aplicación  indebida  del  artículo  18  de  la  ley  de  8 
de  julio  de  1902,  con  error  de  hecho  y  de  derecho  en 
la  apreciación  de  la  prueba;  3? — Por  violación  de  los 
artículos  ii,  incisos  2?  y  89,  y  74  del  Código  Penal, 
>porque  no  se  abonan  al  reo  las  disminuyentes  á  que 
tales  incisos  se  refieren; 
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$9 — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  defec- 
to; y 

Considerando: 

I? — Que  en  favor  del  reo  están  justificadas  las 
atenuantes  8?  y  14?  del  artículo  11  del  Código  Penal 
y  no  existe  agravante  en  su  contfa,  por  lo  que  puede 
el  Tribunal  aplicar  la  pena  inferior  en  uno  ó  dos  gra- 
dos á  la  señalada  para  el  delito  (artículo  74,  Códiga 
citado);  que  está  comprobado  que  el  procesado  era 
menor  de  diez  y  ocho  años  cuando  cometió  el  delito 
y,  de  acuerdo  con  el  artículo  80  ibídem,  debe  impo- 
nérsele una  pena  discrecional,  pero  siempre  inferior 
en  uno,  dos  ó  tres  grados,  por  lo  menos,  al  mínimum 
de  la  señalada  por  la  ley  al  delito;  que  aparece  por  el 
dictamen  médico  que  la  violación  no  se  consumó, 
porque  la  ofendida  está  virgen  y  el  daño  ocasionado 
con  el  delito  es  insignificante,  lo  que  determinó  el  re- 
bajo de  tres  grados  en  la  sentencia  de  primera  ins- 
tancia; 

2? — Que  en  la  sentencia  recurrida,  sin  razón  jus- 
ta y  concreta,  se  reforma  la  sentencia  dictada  por  el 
señor  Juez  del  Crimen  y  se  condena  á  presidio  al 
menor  procesado,  contra  la  equidad  y  con  infracción 
de  las  leyes  arriba  citadas; 

Por  tanto,  declárase  con  lugar  la  casación  de- 
mandada y  nula  la  sentencia  recurrida. — A.  Alvara- 
do. — J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A. 
Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfon- 
so Jiménez. 


Agüero  v.  Ramírez 
(  2^  p.  m. — Setiembre  26 ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  Segundo  del: 
Crimen  dé  esta  provincia,  contra  Rafael  Ramírez. 
Monje,  de  diez  y  ocho  años  de  edad,  agricultor  y  ve- 
cino del  barrio  de  San  Sebastián,  por  el  delito  de 
lesiones  inferidas  á  Manuel  Agüero  Meléndez;  en  la. 
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cual  son  partes  además  del  reo,  su  defensor  señor 
Juan  Francisco  Rojas  Moya,  mayor  de  edad,  agente 
de  negocios  judiciales  y  de  este  domicilio;  el  señor 
Francisco  Fidel  Castro  González,  de  las  mismas  cali- 
dades, como  apoderado  del  ofendido,  quien  se  aper- 
sonó como  parte  acusadora,  y  el  representante  del 
Ministerio  Público; 

Resultando: 

1 9 — Que  el  hecho  ocurrió  en  dicho  barrio,  como 
á  las  siete  y  media  de  la  mañana  del  veinticinco  de 
setiembre  del  año  próximo  anterior; 

2? — Que  el  Juez  respectivo,  apoyado  en  el  ar- 
tículo 873,  Parte  tercera  del  Código  General  de  1841, 
falló  á  las  dos  de  la  tarde  del  catorce  de  julio  de  este 
año,  condenando  al  procesado  como  autor  responsa- 
ble del  delito  referido,  á  confinamiento  por  dos  meses 
y  un  día  en  Orosi.de  la  provincia  de  Cartago,  previo 
abono  del  tiempo  por  que  haya  estado  preso,  y  á  las 
accesorias  correspondientes,  por  las  siguientes  razo- 
nes: "I? — Con  los  dictámenes  médico-forenses  vi- 
sibles en  autos  y  las  declaraciones  á  que  se  contraen 
los  resultandos  29,  3?  y  4?  (del  ofendido,  Paulino  Que- 
sada,  Agustín  Céspedes,  Fermín  y  Pablo  Meléndez, 
Cupertina  Sánchez  y  Angelina  Cordero),  esta  autori- 
dad tiene  por  bien  constituido  el  cargo  del  delito  de 
lesiones  cometido  en  perjuicio  de  Manuel  Agüero  y 
que  es  su  autor  responsable  Rafael  Ramírez  Monje, 
á  quien  se  le  deben  imponer  las  penas  de  ley  (artícu- 
los i?,  15  y  57  del  Código  Penal);  2? — El  cajio  con- 
creto está  comprendido  en  el  artículo  422  del  Código 
dicho  y  es  castigado  cnn  cualquiera  de  las  penas  que 
allí  se  indican;  3? — No  hay  demostrada  en  autos 
ninguna  circunstancia  que  agrave  la  responsabilidad 
del  reo  y  sí,  lujosamente  comprobada  en  su  favor,  la 
atenuante  14  del  artículo  1 1  del  Código  Penal,  por  lo 
que  según  el  artículo  74  del  mismo  Código,  debe 
aplicarse  la  pena  en  el  mínimum;  4? — Esta  autori- 
dad, haciendo  á  un  lado  la  pena  de  presidio,  imponi- 
ble en  casos  de  notoria  degeneración   del   agente,   y 
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la  de  reclusión,  impropia  en  el  estado  actual  de  núes* 
tros  establecimientos  carcelarios,  mayormente  cuan- 
do, como  en  el  presente  caso,  el  reo  es  de  anteceden- 
tes limpios  y  muy  joven  (diez  y  ocho  años),  elige 
como  pena  imponible  la  de  confinamiento,  que  fija  en 
dos  meses  y  un  día,  descontables  en  Orosi  del  cantón 
del  Paraíso  de  la  provincia  de  Cartago;  5? — Que 
con  la  principal  deben  imponerse  al  reo  las  penas  ac- 
cesorias (artículos  25,  38  y  39  del  Código  Penal); 

3? — Que  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones  cuno- 
ció  del  asunto  en  consulta  de  la  sentencia  de  primera 
instancia,  y  á  las  ocho  de  la  mañana  del  once  de 
agosto  ultimo,  elevó  á  cuatro  meses  de  confinamiento 
la  pena  principal  impuesta  al  reo  y  confirmó  en  sus 
demás  disppsiciones  la  sentencia  consultada; 

4? — Que  el  defensor  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por  in- 
fracción de  los  artículos  74  y  422  del  Código  Penal, 
cometida  por  la  Sala  sentenciadora  al  subir  la  pena 
impuesta  en  el  fallo  consultado; 

5? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de-, 
fecto;  y 

Considerando: 

Que  si  bien  la  relativa  pequenez  del  mal  produ*» 
cido  con  el  delito,  la  edad  de  diez  y  ocho  años  del 
delincuente  y  sus  buenos  antecedentes  han  podido 
influir  en  el  tribunal  de  segunda  instancia  para  usar 
menor  severidad  en  el  castigo,  no  por  eso  puede  de- 
cirse que  la  pena  impuesta  esté  en  contradicción  con 
los  artículos  74  y  422,  Código  Penal,  porque  existien- 
do una  atenuante  se  ha  aplicado  una  de  las  penas  del 
último,  observando  las  reglas  del  primero,  y  el  crite- 
rio del  tribunal  debe  respetarse  una  vez  que  ni  si* 
quiera  se  alega  error  en  la  apreciación  de  la  prueba. 
No  se  han  inft-ingido  los  artículos  citados  y  la  casa- 
ción es  improcedente; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida 
y  devuélvanse  los  autos  al  tribunal  de  su  proceden- 
cia, con  certificación   de  la  presente. — A.    Alvarado. 
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J.  Fed.  González. -^Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zam- 
brana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso  Ji- 
ménez. 


Villalobos  v.  Barquero 

(  2  20'  p.  m. — Setiembre  26 ) 

En  el  juicio  ordinario  en  cohío  de  colones  segui- 
do en  el  Juzgado  Civil  de  la  provincia  de  Heredia, 
por  Félix  Villalobos  Barquero,  mayor,  artesano  y 
vecino  de  la  ciudad  de  Alajuela,  contra  la  señora  Sal- 
vadora Barquero  González,  mayor  de  edad,  de  oficios 
domésticos  y  vecina  de  San  Isidro  de  aquella  provin- 
cia, por  sí  y  como  tínica  heredera  del  señor  Manuel 
María  Villalobos  Paniagua;  en  el  cual  son  partes  los 
señores  Licenciado  Víctor  Trejos  Castro,  abogado  y 
vecino  de  esta  ciudad,  y  José  Francisco  Fonseca 
González,  agente  de  negocios  judiciales  y  vecino  de 
Heredia,  los  dos  mayores  de  edad,  como  apoderados 
del  actor  y  la  demandada,  respectivamente; 

Resultando: 

1 9 — Que  en  el  libelo  de  demanda  (á  fojas  cua- 
renta y  una)  se  expresa:  que  la  señora  Salvadora  Bar- 
quero González,  en  la  cláusula  cuarta  de  su  testamen- 
to, otorgado  á  las  doce  del  día  catorce  de  setiembre 
de  mil  novecientos,  ante  el  IJotario  señor  Licenciado 
José  Gregorio  Trejos  Gutiérrez,  se  comprometió  apa- 
gar á  su  hijo  señor  Félix  Villalobos  Barquero  la  suma 
de  setecientos  colones  que  le  debía  la  sociedad  conyu- 
gal que  ella  tuvo  con  su  marido  Manuel  María  Villa- 
lobos Paniagua,  obligándose  á  pagar  esa  deuda  de  la 
masa  de  sus  bienes;  que  dicha  sociedad  conyugal  de- 
bía efectivamente  á  Villalobos  Barquero  los  gastos  de 
dos  juicios  que  ella  siguió  contra  Vicente  Chaves  en 
«1  mismo  Juzgado  de  Heredia,  y  además  los  gastos 
de»alimentación  y  vestuario  que  aquél  suministró  á 
los  mencionados  esposos   durante   cuatro  años;    que 
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para  satisfacer  esa  deuda  se  comprometió  la  deman- 
dada á  pagar  al  actor  la  suma  de  mil  colones,  de  los 
cuales  pagó  doscientos  colones,  y  después,  creyendoha- 
ber  cancelado  trescientos,  sólo  reconoció  á  éste,  al  prac- 
ticar los  inventarios  de  su  esposo,  así  como  al  otorgar 
el  testamento  indicado,  la  suma  de  setecientos  colones; 
que  la  señora  Barquero  González  fué  declarada  única 
heredera  en  el  juicio  mortuorio  de  su  esposo,  y  como 
tal  recibió  todos  los  bienes  de  la  sucesión,  y  omitió 
incluir  en  la  respectiva  cuenta  partición  el  crédito  del 
actor;  que  por  los  motivos  expuestos,  como  por  ha- 
berse comprometido  expresamente  la  señora  Barquero 
á  pagar  la  deuda  que  la  referida  socieda-i  conyugal 
tenía  á  favor  de  Villalobos  Barquero,  éste  la  demanda 
para  que  en  definitiva  se  declare:  i9^  que  la  señora 
Barquero  González  debe  pagar  al  señor  Villalobos 
Barquero  la  suma  de  setecientos  culones;  2?,  que  debe 
pagarle,  como  daños  y  perjuicios,  lob  intereses  legales 
desde  el  ocho  de  abril  de  mil  ochocientos  noventa  y 
siete,  día  en  que  fué  aprobada  la  cuenta  partición  de 
los  bienes  en  la  mortuoria  de  Manuel  María  Villalo- 
bos Paniagua,  y  las  costas  personales  y  procesales  del 
juicio;  y  3?,  que  debe  confirmarse  el  embargo  que  se 
practicó  en  el  juicio  ejecutivo  á  que   éste  se  refiere; 

2? — Que  el  apoderado  de  la  señora  Barquero 
contestó  negativamente  la  demanda  y  opuso  la  ex- 
cepción de  prescripción  por  cuanto  la  deuda  existe 
desde  hace  como  veinticuatro  años; 

3? — Que  el  Juez  Ciivil  de  Heredia,  en  sentencia 
de  las  dos  de  la  tarde  del  diez  y  seis  de  mayo  de 
este  año,  declaró  improcedente  la  excepción  de  pres- 
cripción opuesta,  con  lugar  la  demanda  en  todas  sus 
partes  y,  en  ccnsecuencia,  que  la  señora  Barquero 
debe  pagar  al  actor  Villalobos  la  suma  de  setecientos 
colones  é  intereses  legales  de  esa  suma  desde  el  ocho 
de  abril  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete;  confirmó 
el  embargo  practicado  y  condenó  á  la  demandada  á 
pagar  las  costas  procesales  del  juicio,  con  apoyo  en 
los  artículos  521,  627,  693,  730,  735  y  740  del  Có- 
digo Civil;  338  y  1072  del  de  Procedimientos  Civiles^ 
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por  las  siguientes  razones:  '*i? — Que  la  excepción 
opuesta  por  )a  demandada  es  improcedente,  porque 
la  prescripción  se  interrumpió  con  el  testamento  otor- 
gado en  el  año  de  mil  novecientos,  en  el  cual  se  reco- 
noce ¿1  crédito  que  se  discute  (artículo  876,  inciso  i?, 
Código  Civil);  2? — Que  la  razón  especial  que  indujo 
á  la  señora  Barquero  al  reconocimiento  de  la  deuda 
consignada  en  el  acta  de  inventario  de  su  esposo  y 
en  el  testamento  aludido,  y  por  ende,  la  causa  que 
legitima  las  pretensiones  del  actor  está  claramente 
patentizada  con  la  prueba  testimonial  recibida,  de  la 
cual  se  desprende  que  el  crédito  reclamado  proviene 
de  costas  suplidas  por  el  demandante  en  dos  juicios 
seguidos  por  el  señor  Villalobos  Paniagua  y  su  esposa, 
la  demandada,  contra  el  señor  Vicente  Chaves,  y  de 
gastos  de  alimentación  y  vestuario  de  los  mismos 
cónyuges  durante  varios  años;  3? — Que  el  testamento 
revocatorio  del  dos  de  julio  de  mil  novecientos  tres 
no  tiene  valor  legal  alguno  en  cuanto  al  punto  que  se 
cuestiona,  desde  luego  que  no  se  ha  justificado  el  error 
que  se  alega  y  lejos  de  eso,  el  actor  ha  demostrado 
hasta  la  evidencia  la  causa  determinante  de  la  obliga- 
ción que  trata  de  establecer,  aparte  de  que  tal  revoca- 
toria sólo  es  eficaz  en  lo  que  se  refiere  á  las  disposicio- 
nes de  ultima  voluntad  y  no  en  cuanto  al  crédito  en 
contienda,  y  de  que  éste  consta  además  en  los  autos 
mortuorios  de  su  marido;  4? — Que  por  las  razones 
consignadas  debe  ordenarse  el  pago  de  la  suma  re- 
clamada, con  los  intereses  legales  de  esa  suma  desde 
la  fecha  en  que  se  aprobó  la  cuenta  divisoria  de  los 
bienes  del  señor  Villalobos  Paniagua;  artículos  702  y 
706,  Código  citado*'; 

4? — Que  el  apoderado  de  la  demandada  se  alzó 
para  ante  la  Sala  Primera  de  Apelaciones,  quien  á  la 
una  de  la  tarde  del  quince  de  julio  último,,  declaró 
que  los  intereses'  legales  deben  pagarse  no  desde  la 
fecha  indicada  por  el  Juez  sino  desde  la  de  la  deman- 
da, y  confirmó  en  sus  demás  disposiciones  la  senten- 
cia recurrida,  sin  especial  condenación  en  costas;  y 
dicho  tribunal  consideró  al  efecto:   **i9 — Que  la  exis- 
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tencia  de  la  deuda  cobrada  se  comprueba,  no  sólo 
con  el  testamento  otorgado  por  la  señora  Barquero, 
sino  también  con  los  inventarios  que  se  practicaron  en 
la  mortuoria  del  señor  Manuel  María  Villalobos  Pa- 
nlagua; y  que  en  cuanto  á  la  causa  de  la  obligación 
reconocida,  ella  está  justifícada  legalmente  con  las 
declaraciones  de  testigos  constantes  en  autos;  2? — Que 
en  lo  relativo  á  la  prescripción  conviene  observar  que 
la  declaratoria  expresada  en  el  referido  testamento, 
implica  renuncia  del  derecho  á  alegar  la  citada  excep- 
ción, puesto  que  de  una  manera  espontánea  la  testa- 
dora declaró  la  existencia  de  la  deuda,  que  hizo  to- 
talmente suya,  y  ordenó  fuese  pagada;  y  si  bien  es 
cierto  que  dicha  señora  ha  sostenido  posteriormente 
que  hubo  error  de  su  parte  al  hacer  la  declaratoria 
en  referencia,  tal  circunstancia  carece  de  la  debida 
comprobación  en  el  juicio;  3? — Que  el  pago  de  intere- 
ses cobrados  por  el  actor  es  procedente,  mas  no  desde 
la  fecha  que  el  Juez  señala,  smo  desde  que  se  estableció 
la  demanda,  porque  antes  de  este  juicio  el  título  para 
el  cobro  era  dudoso,  pues  no  ha  venido  á  fijarse  la  o- 
bligacion  de  la  demandada,  sino  en  el  presente  juicio"; 

5?  -Que  el  apoderado  de  la  demandada  ha  inter- 
puesto recurso  de  casación  de  la  sentencia  de  segun- 
da instancia  por  los  siguientes  motivos:  i? — Error  de 
hecho  en  la  apreciación  del  acta  de  inventario  de 
la  mortuoria  del  señor  Manuel  María  Villalobos, 
con  infracción  del  artículo  735  del  Código  Civil 
y  del  763  ibídem  en  relación  con  los  752  y  756  del 
mismo  Código;  2? — Error  de  derecho  en  la  aprecia- 
ción del  primer  testamento  de  la  sen»  ;ra  Salvadora 
Barquero,  con  infracción  de  los  artículos  604  in  fine  y 
621  del  Código  Civil;  3? — Infracción  de  los  artículos 
752  y  758  ibídem;  y  49 — Infracción  de  los  artículos 
87  y  88  del  Código  de  Procedimientos  Civiles; 

69 — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

Que  el  recurrente   parece  confundir    las  disposi- 
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dones  de  un  testamento  relativas  á  la  sucesión  en  los 
bienes  del  causante,  con  las  declaraciones  que  en  ése, 
como  en  otro  cualquier  documento  auténtico,  pueden 
hacerse,  quedando  lo  primero  sujeto  á  libre  revoca- 
ción; pero  no  lo  segundo.  No  tratándose,  por  otra 
parte,  en  el  caso  concreto  de  un  legado  de  crédito, 
pues  por  otros  conceptos,  resulta  en  el  expediente  la 
constancia  no  sólo  racional,  sino  jurídica  de  que  el 
crédito  que  en  su  testamento  derogado  reconoció  la 
causante,  existía  realmente,  quedando,  con^  lo  que  se 
deja  dicho,  resueltas  en  el  fondo  todas  las  cuestiones 
á  que  el  recurso  se  refiere; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida, 
y  con  certificación  de  la  presente  devuélvanse  los  au- 
tos á  la  Sala  de  su  procedencia, — A.  Alvarado. — J. 
Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambra- 
na. — Nicolás  Oreamuno.  ^-  Ante  mí, — Alfonso  Ji- 
ménez. 


Pomares  y  Cushman  v.  Cabezas 
(  2  40'  p.  m. — Setiembre  29  ) 

En  el  juicio  ordinario  sobre  cobro  de  un  crédito 
y  otros  puntos,  establecido  en  el  Juzgado  Primero 
Civil  de  esta  provincia,  por  los  señores  "Pomares  y 
Cushman"  del  comercio  de  Nueva  York,  contra  el 
señor  José  Cabezas  Bonilla,  mayor,  agricultor  y  ve- 
cino de  Libería;  en  el  cual  son  partes  los  señores  Li- 
cenciados Claudio  González  Rucavado  y  Aníbal  San- 
tos Aguirre,  ambos  mayores  de  edad,  abogados  y  de 
este  domicilio,  como  apoderados  de  los  actores  y  del 
demandado,  respectivamente; 

Resultando: 

1 9 — Que  en  el  libelo  de  demanda  se  expresa: 
que  los  señores  Pomares  y  Cushman  celebraron  con 
el  señor  José  Cabezas  Bonilla  un  contrato  el  catorce 
de  octubre  de  mil  novecientos    uno,  que   consta   del 
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documento  marcado  con  la  letra  A  que  se  presenta, 
en  el  cual  abrieron  al  demandado  un  crédito  por  va- 
lor de  tres  mil  setecientos  cincuenta  pesos  oro  ame- 
ricano; que  por  no  haberse  realizado  las  estipulacio- 
nes de  ese  contrato,  el  señor  Cabezas  otorgó  en  esta 
ciudad  el  documento  que  se  presenta  marcado  con  la 
letra  B,  en  veintisiete  de  febrero  demil  novecientos  tres; 
que  por  ese  documento  el  señor  Cabezas  traspasó  á 
dichos  señores  la  propiedad  de  trescientas  toneladas 
de  cocobolo,  cuatrocientas  toneladas  de  madera  de 
mora  y  ochocientas  de  cedro,  para  quf!  cr.n  su  pro- 
ducto se  pagaran  el  crédito  abierto,  de  que  se  ha  he- 
cho referencia;  que  esa  madera  debía  tenerla  li<ta  eí 
señor  Cabezas  en  puertos  hábiles  de  la  provincia  de 
Guanacaste  á  más  tardar  ei  diez  de  abril  de  mil  nove- 
cientos tres,  pudiendo  los  actores  nombrar  á  una  per- 
sona que  por  ellos  recibiera  la  madera;  que  según  la 
carta,  también  presentada,  del  señor  Francisco  Rohr- 
moser,  comisionado  para  el  recibo  de  la  madera,  el 
señor  Cabezas  no  le  entregó  hasta  á  principios  de  ma- 
yo de  mil  novecientos  tres,  sino  mil  seiscientos  ochen- 
ta y  dos  bultos  de  cedro  á  buena  cuenta  de  la  canti- 
dad á  que  estaba  obligado,  y  no  le  dio  aviso  de  ha- 
ber alistado  el  saldo;  que  llegada  la  época  en  que  de- 
bía estar  lista  toda  la  madera,  no  lo  estuvo,  y  no  hu- 
bo de  parte  de  Cabezas  sino  un  principio  tardío  de 
ejecución  de  la  obligación;  que  el  recomendado  de  los 
actores  no  pudo,  por  lo  tanto,  darles  aviso  como  se 
preveía  en  el  contrato,  de  estar  lista  la  madera,  y 
ellos  no  enviaron  buque  para  que  el  señor  Cabezas  la 
embarcara,  y  de  este  modo  cumpliera  con  su  abliga- 
ción  de  entrega;  que  de  lo  expuesto  se  desprende  que 
el  señor  Cabezas  no  ha  cumplido  con  su  obligación  y 
no  ha  pagado  á  los  señores  Pomares  y  Cushman  los 
tres  mil  setecientos  cincuenta  pesos  oro  adeudados, 
por  lo  que  le  demandan  para  que  en  difinitiva  se  de- 
clare: 1?  que  debe  r.^embolsar  á  los  actores  la  suma 
detresmilsetecientoscincuénta  pesos  oro  americano;  2? 
que  debe  pagar  los  intereses  legales  de  demora  á  par- 
tir del  diez  de  abril  de  mil  novecientos  tres;  y  3?  que 
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les  debe  los  otros  daños  y  perjuicios  que  les  haya  cau- 
sado con  la  falta  de   cumplimiento  de  su   obligación; 

2? — Que  el  señor  Cabezas,  por  medio  de  su  apo- 
derado, contestó  negativamente  la  demanda  estableci- 
da y  reconvino  á  los  actores  para  que,  por  cuanto 
ellos  Hícibieron  de  Cabezas  mil  seiscientos  ochenta  y 
dos  bultos  de  cedro  para  venderlos  en  Nueva  York, 
con  objeto  de  pagar  el  créiito  que  le  abrieron,  y  con 
la  obligación  de  entregar  el  í^aldo  á  los  señores  Kates 
y  Bok,  también  de  Nueva  York,  y  en  vez  de  cumplir 
lo  estipulado,  abandonaron  el  cedro  en  las  playas  del 
Guanacaste  en  los  puertos  de  Brasilito,  Potrero  y 
Barco  Quebrado,  en  donde  por  el  total  descuido  en 
que  lo  dejaron,  se  quemó  y  perdió  en  parte,  y  el  res- 
to se  halla  podrido,  inservible  é  impropio  para  la  ex- 
portación á  que  estaba  destinado,  se  declare  que  de- 
ben devolverle  el  saldo,  junto  con  los  intereses  legales, 
y  las  costas  personales  y  procesales  del  juicio; 

3V — Que  la  contrademanda  fué  á  su  vez  contes- 
tada en  sentido  negativo; 

4?— Que  el  Juez  primero  Civil  de  esta  provincia, 
con  apoyo  en  las  artículos  i9,  192.  220,  240  y  1072 
*del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  falló  á  las  doce 
del  día  trece  de  junio  del  año  en  curso,  declarando 
sin  lugar  la  demanda  establecida  y  procedente  la  re- 
<:onvención  en  cuanto  pide  se  declare  que  los  señores 
Pomare-^  y  Cushman  están  obligados  á  devolver  al 
demandado  el  saldo  que  resulte,  después  de  pagarse 
con  el  producto  de  la  madera  que  recibieron,  el  cré- 
dito de  tres  mil  setecientos  cincuenta  pesos  oro  ame- 
ricano, que  éste  les  adeuda,  y  condenó  á  éstos  en  las 
<:ostas  procesales  del  juicio,  por  las  razones  siguientes: 
*'!?/— Que  del  contrato  celebrado  el  veintisiete  de  fe- 
brero de  mil  novecientos  tres,  por  los  señores  Poma- 
res y  Cushman  y  don  José  Cabezas,  aparece  que  éste 
se  comprometió  á  lo  siguiente:  i9,  á  tener  lista  para 
ser  embarcada  en  puertos  hábiles  de  la  provincia  de 
Guanacaste,  la  madera  que  menciona  el  convenio,  á 
más  tardar  el  diez  de  abril  del  añ(^  antes  dicho,  y  2?, 
Á  verificar  el  embarque  cuando  los   actores   enviasen 
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el  buque;  2? — Que  los  demandantes  como  tinica. 
prueba  de  que  el  señor  Cabezas  no  cumplió  con  su 
compromiso,  presentaron  con  la  demanda  una  carta 
en  que  el  señor  F.  Rohrmoser  manifiesta  al  señor  don 
José  Lujan,  con  fecha  veintiocho  de  octubre  de  mil 
novecientos  tres,  que  él  como  comisionado  de  los  se- 
ñores Pomares  y  Cushman  para  recibir  la  madera  que 
les  debía  entregar  Cabezas,  recibió  de  éste,  por  me- 
dio del  sub-comisionado  don  José  Ángulo,  y  á  prin- 
cipios de  mayo  de  este  año,  mil  seiscientos  ochenta  y 
dos  bultos  de  cedro,  y  que  si  el  resto  no  se  recibió,  fué 
porque  el  señor  Cabezas  no  le  avisó  tenerla  lista;  pero 
ni  del  contrato  aparece  que  el  demandado  tuviera  obli- 
gación de  dar  tal  aviso,  ni  consta  de  autos  que  el  se- 
ñor Rohrmoser  en  la  fecha  en  que  la  madera  debía 
estar  lista,  según  el  contrato,  hubiera  sido  ya  comisio- 
nado para  verificar  el  recibo,  ni  que  el  señor  Cabezas 
en  esa  fecha  hubiera  sabido  que  el  señor  Rohrmoser 
era  el  comisionado  de  los  actores  para  verificar  el  re- 
cibo de  la  madera,  para  que  hubiera  podido  darle  el 
aviso  á  que  se  refiere  la  carta.  Además,  el  demanda- 
do probó  con  sus  testigos  que  sí  tuvo  lista  la  madera; 
3? — Que  por  no  haberse  comprobado  que  el  diez  de 
abril  de  mil  novecientos  tres,  fecha  en  que  la  madera 
debía  estar  lista,  según  el  contrato,  ya  hubiera  sido- 
designado  el  señor  Rohrmoser,  por  los  señores  Poma- 
res y  Cushman  para  recibirla,  ni  menos  que  éste  en  la 
fecha  indicada  se  hubiera  presentado  en  los  puntos 
donde  dicha  madera  debía  ser  entregada,  con  el  ob- 
jeto de  recibirla,  y  que  no  estaba  lista,  debe  declarar- 
se sin  lugar  la  demanda,  por  no  haberse  justificado  los 
hechos  en  que  se  funda;  pues  la  carta  de  que  se  ha 
hecho  mérito  se  refiere  á  una  fecha  posterior  á  la  fija- 
da por  el  contrato,  y  no  prueba  los  hechos  alegados 
(artículos  719  y  720  del  Código  Civil);  4? — Que  por 
estar  comprobado,  tanto  con  la  manifestación  hecha 
en  el  escrito  de  demanda,  como  con  la  carta  presenta- 
da, que  los  señores  Pomares  y  Cushman,  recibieron 
del  señor  Cabezas  mil  seiscientos  ochenta  y  dos  bul- 
tos de  cedro,  que  se  perdieron  después  por  su  descui- 
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do,  la  contrademanda  es  procedente  en  cuanto  soli- 
cita se  declare  que  con  el  valor  de  la  referida  madera 
debe  cubrirse  el  crédito  que  el  demandado  adeuda  á 
los  actores,  quienes  deben  devolver  el  saldo;  pues  los 
señores  Pomares  y  Cushman,  como  comisionistas  son 
responsables  de  la  conservación  de  la  madera  recibi- 
da, según  lo  disponen  los  artículos  62,  63,  6y,  68,  70, 
75»  77^  93  y  94  ^^1  Código  de  Comercio,  702,  1022  y 
1023  del  Código  Civil;  5? — Que  por  tratarse  hasta 
ahora  de  fijar  el  saldo  que  los  actores  deben  al  de- 
mandado, y  no  habiendo  sido  por  lo  tanto  deudores 
de  cantidad  líquida,  no  es  el  caso  de  condenai'los  en 
los  intereses,  por  cuyo  motivo  la  contrademanda  en 
esa  parte  es  improcedente  y  así  debe  declararse;" 

5? — Que  el  apoderado  de  los  actores  apeló  y  la 
Sala  Primera  de  Apelaciones,  á  la  una  y  media  de  la 
tarde  del  ocho  de  agosto  ultimo  declaró  que  los  seño- 
res Pomares  y  Cushman  deben  al  demandado  el  va- 
lor de  mil  seiscientos  ochenta  y  dos  bultos  de  cedro  á 
razón  de  diez  colones  cada  uno;  que  el  señ^r  Cabe- 
zas á  su  vez  les  debe  tres  mil  setecientos  cincuenta 
pesos  oro  americano,  procedente  del  contrato  que  ha 
dado  origen  á  este  juicio;  que  hay  compensación  de 
ambas  deudas,  de  manera  que  la  diferencia  que  resul- 
te, hechas  las  reducciones  y  demás  cálculos  del  caso, 
al  ejecutarse  la  sentencia,  será  el  saldo  que  queda  en 
contra  de  los  señores  Pomares  y  Cushman,  con  inte- 
reses desde  el  día  de  la  demanda;  que  el  señor  Cabe- 
zas debe  á  los  actores  los  daños  y  perjuicios  que  les 
haya  ocasionado  con  la  no  entrega  del  resto  de  la  ma- 
dera que  se  comprometió  á  poner  á  su  disposición  y 
que  deberán  ser  comprobados  al  ejecutarse  el  fallo,  sin 
especial  condenatoria  en  costas.  Dicho  tribunal  con- 
sideró: "I? — Que  aunque  los  demandantes  no  esta- 
ban obligados  á  recibir  por  partes  la  madera  que  el 
demandado  se  comprometió  á  entregarles,  habiendo  el 
comisionado  de  dichos  señores,  don  Francisco  Rohr- 
moser,  recibido  mil  doscientos  ochenta  y  dos  bultos 
de  cedro,  á  principios  de  mayo  de  mil  novecientos 
tres,  esa  madera   corrió    desde  entonces  de  cuenta  y 
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riesgo  de  los  actores,  puesto  que  la  tradición,  sea  que 
se  les  considere  dueños  de  la  madera  recibida,  ó  sim- 
ples comisionistas,  les  dio  facultad  para  disponer 
de  ella,  como  á  bien  tuviesen,  y  la  pérdida  sobreveni- 
da por  el  abandono  de  la  madera  tiene  que  ceder  en 
contra  de  los  demandantes;  artículos  482  y  772  del 
Código  Civil;  2? — Que  si  bien  se  ha  justificado  con 
prueba  testimonial  que  el  demandado  alistó  la  made- 
ra del  contrato,  eso  no  es  suficiente  para  tener  por 
cumplida  la  obligación  del  señor  Cabezas,  pues  ni 
consta  la  entrega  efectiva,  ni  siquiera  el  que  hubiese 
dado  aviso  en  tiempo  oportuno  á  los  señores  Poma- 
res y  Cushman,  ó  á  su  representante,  de  hallarse  en 
las  debidas  condiciones  aquellos  objetas  para  ser  em- 
barcados, por  manera  que  el  señor  Cabezas  es  res- 
ponsable de  todos  los  daños  y  perjuicios  que  con  su 
falta  de  cumplimiento  parcial  haya  podido  causar  á 
sus  contrarios,  (artículos  702,  704,  764  y  766  ibídem;") 
6? — Que  el  apoderado  de  los  actores  y  el  del  de- 
mandado han  interpuesto  recurso  de  casación  déla  sen- 
tencia de  segunda  instancia,  el  se^un io  por  los  si- 
guientes motivos:  a) — Error  de  hecho  y  de  derecho 
en  la  apreciación  de  la  prueba  testimonial  recibida, 
con  violación  del  artículo  338  del  Código  de  Príjcedi 
mientos  Civiles,  porque  fc  le  condena  a  pagar  daños 
y  perjuicios,  estando  comprobado  en  autos  que  si  la 
madera  no  se  entregó  fué  por  culpa  del  encargado 
que  no  quiso  recibirla;  b) — Violación  del  artículo 
719  del  Código  Civil;  c) — Error  de  hecho  y  de  dere- 
cho en  la  apreciación  del  contrato  de  veintisiete  de 
febrero  de  mil  novecientos  tres  y  de  la  caita  del  se- 
ñor Francisco  Rohrmoser,  con  violación  del  artículo 
741  del  Código  Civil,  porque  tal  contrato  no  expresa 
que  se  le  diera  aviso  á  dicho  señor,  y  la  carta  de  éste 
no  prueba  que  no  se  les  haya  dado  á^  los  actores;  d) 
— Violación  del  artículo  1074  del  Código  de  Procedi- 
mientos Civiles  al  absolver  á  los  actores  del  pago  de 
las  costas  del  juicio,  á  pesar  de  no  haber  probado  su 
acción;  y  los  demandantes  por:  i9 — Error  de  hecho  y 
de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba  documen- 
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tal  aducida  por  éstos,  y  consiguientemente  mala  apli- 
cación de  los  artículos  482  y  772  del  Código  Civil; 
2? — Error  de  hecho  al  llegar  á  la  conclusión  de  que 
los  señores  Pomares  y  Cushman  consintieron  en  reci- 
bir por  partes  el  pago  de  su  crédito;  y  aplicacipn  in- 
debida del  artículo  772  del  Código  Civil; 

7? — Que  el  apoderado  de  los  actores  amplió  el 
recurso  de  casación  alegando:  a) — Aplicación  indebi- 
da de  los  artículos  S06  y  807  del  Código  Civil  al  de- 
clararse que  hasta  la  concurrencia  de  la  suma  que 
adeuda  el  señor  Cabezas  á  Pomares  y  Cushman,  hay 
compensación  con  el  valor  de  los  bultos  de  cedro  que 
aquél  reclama,  porque  éstos  no  son  deudores  del  ce- 
dro desde  luego  que  no  fué  embarcado  por  culpa  de 
aquél;  b) — Violación  del  artículo  764  del  Código 
Civil,  en  relación  con  el  87  del  de  Procedimientos  Ci- 
viles, al  no  declararse  con  lugar  la  demanda  en  los 
puntos  que  separadamente  pide;  c) — Violación  del 
artículo  720,  Código  Civil,  en  relación  con  el  297  del 
de  Procedimientos  Civiles,  al  establecer  la  sentencia 
recurrida  que  los  señores  Pomares  y  Cushman  adeu- 
dan al  señor  Cabezas  el  valor  dado  por  los  peritos  á 
los  bultos  de  cedro,  cuyas  condiciones  para  ser  apre- 
ciados, no  constan  en  autos;  d) — Exceso  de  jurisdic- 
ción con  violación  del  artículo  5?,  Ley  Orgánica  de 
Tribunales,  porque  la  Sala  sentenciadora  modificó  la 
sentencia  de  primera  instancia,  sin  haber  apelado  el 
señor  Cabezas,  condenando  á  los  actores  á  pagar  al 
demandado  intereses  desde  la    fecha  de  la  demanda; 

8? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  defec- 
to; y 

En  cuanto  al  recurso  de  los  actores: 

Considerando: 

1? — Es  infundada  la  queja  por  error  en  la  apre- 
ciación de  la  prueba  con  violación  de  los  artículos  482 
y  772  del  Código  Civil,  porque:  a) — A  los  deman- 
dantes correspondía  la  prueba  del  hecho  sobre  el 
cual  construyen   esencialmente  toda   su   acción — de 
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que  el  demandado  no  tuvo  lista  para  su  entrega  en  el 
tiempo  ñjado  en  el  convenio,  toda  la  madera  contra* 
tada;  b) — Del  documento  traído  á  los  autos  por  los 
mismos  actores  y  por  ellos  aducido  como  buena  prue- 
ba, consta  que  el  señor  Rohrmoser  era  el  recomen- 
dado— cuyo  nombramiento  se  previo  en  el  contra- 
to— para  recibir  de  Cabezas  la  madera;  c) — No  es 
imputable  á  éste  la  demora  con  que  el  encargado  se 
presentó  á  recibirla,  ni  es  responsable  de  que  ese  re- 
presentante recibiera  mal  ó  no  recibiera  por  su  óulpa 
todos  los  objetos  listos  para  la  entrega,  ni  puede  des- 
conocerse el  valor  de  una  tradición  efectuada  con 
quien  tenía  para  ese  acto  la  representación  de  los  de- 
mandantes; tradición  que  ios  constituía  desde  luego 
en  la  obligación  de  cuidar  las  cosas  que  recibieron, 
ora  en  concepto  de  dueños,  ora  en  el  de  comisionistas; 
d) —  La  obligación  que  Cabezas  tenía  de  efectuar  el 
embarco  de  la  madera  no  lo  ponía  en  la  de  cuidarla 
después  de  la  entrega,  pues  del  texto  del  contrato  se 
desprende  que  los  actores  la  recibirían  por  medio  de 
un  encargado  al  efecto,  antes  de  la  operación  del  em- 
barco; 

2? — Los  artículos  806  y  807  del  Código  Civil,  le- 
jos de  haberse  violado,  fueron  aplicados  correctamen- 
te en  cuanto  el  fallo  dispone  una  compensación  de 
valores,  porque  los  señores  Pomares  y  Cushman  tie- 
nen que  pagar  el  precio  de  la  madera  que  recibieron 
y  dejaron  perder — viniendo  en  lo  tanto  á  ser  am- 
bas partes  de  este  pleito  recíprocamente  acreedoras 
de  sumas  determinadas  de  dinero; 

3? — Tampoco  han  sido  violados  los  artículos  720 
del  Código  Civil  y  297  del  de  Procedimientos,  por  • 
que  de  autos  constan  legalmente  el' numero  y  calidad 
de  las  cosas  materiales  que  fueron  objeto  del  recono- 
cimiento pericial. 

En  cuanto  al  recurso  del  demandado; 

Considerando: 
1 9 — El  fallo  viólalos  artículos  719  y  741  del  Có- 
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•<Jigo  Civil,  porque  tiene  por  demostrado  un  hecho  que 
"no  lo  está  y  cuya  justiñcación  tocaba  á  la  parte  de- 
mandante, cual  es,  el  de  que  Cabezas  tenía  obligación 
de  dar  aviso  de  que  la  madera  estaba  lista  para  su  en- 
trega; y  por  el  contrario  de  la  redacción  del  contrato 
que  es  la  ley  de  este  negocio,  se  ve  que  es  el  reco- 
mendado ó  representante  de  los  señores  Pomares  y 
Cushman  el  que  toma  á  su  cargo  el  deber  de  darles 
-esa  noticia; 

2? — Él  fallo  incurre  en  mala  apreciación  de 
la  prueba  y  en  violación  del  artículo  338  del  Código 
de  Procedimientos  Civiles,  al  desconocer  el  hecho  pu- 
ro y  simple — y  en  lo  tanto  demostrado  legalmente 
con  prueba  de  testigos — de  que  Cabezas  tenía  lista, 
al  tiempo  en  que  el  recomendado  de  los  actores  se 
presentó  á  recibirla,  la  madera  convenida,  y  al  impo- 
nerle responsabilidades  por  uné^  falta  de  cumplimiento 
que  no  ha  sido  por  los  actores  justificada; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida 
por  los  actores  y  procedente  la  solicitada  por  el  de- 
mandado y  nula,  por  consiguiente,  la  sentencia  recu- 
rrida.— A.  Alvarado. — ^J.  Fed.  González. — Manuel 
V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno.— 
Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


Castro  v.  Boi-años 

(  2  p.  m. — Octubre  3  ) 

En  el  juicio  ordinario  sobre  cobro  de  un  crédito, 
establecido  en  el  Juzgado  Civil  de  Heredía,  por  la 
señora  Trinidad  Castro  Umaña,  mayor  de  edad,  de 
oficios  domésticos  y  vecina  de  Santo  Domingo  de 
dicha  provincia,  contra  el  concurso  á  bienes  del  se- 
ñor Tranquilino  Bolaños  Jipiénez,  mayor,  agricultor 
y  de  su  propio  domicilio,  representado  por  su  cura^ 
dor  señor  Francisco  González  Zumbado,  mayor,  agri- 
cultor y  vecino  de  la  ciudad  de  Heredia,  de  quien  es 
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apoderado    ti    señor    Licenciado    Alberto    Marichat> 
Mora,  mayor,  abogado  y  de  este  vecindario; 

•     Resultando: 

I? — Que  en  el  libelo  de  demanda  exprtsa  la  ac- 
tora:  que  los  bienes  ocupados  en  el  concurso  referido^ 
son  de  su  propiedad  porque  los  compró  con  bienes 
propios  de  ella;  que  el  concursado,  por  escrituras 
otorgadas  en  la  ciudad  de  San  José,  á  las  nueve  de  la 
mañana  del  catorce  de  junio  de  mil  ochocientos  no  • 
venta  y  ocho  y  á  las  tres  de  la  tarde  del  veintidós  de 
octubre  del  mismo  año,  se  constituyó  deudor  de  los 
señores  **Eliinger  Brothers"  del  comercio  de  Nueva 
York,  por  la  suma  de  cuatro  mil  cuatrocientos  pesos 
noventa  y  seis  centavos,  oro  americano,  primero,  y 
después,  de  tres  mil  veinte  pesos  cuarenta  y  dos  cen- 
tavos oro  americano,  suma  en  la  cual  iba  incluido  un 
saldo  de  mil  quinientos  veinte  pesos  oro  americano,, 
procedente  del  crédito  anterior;  que  los  señores  Ellin- 
ger  Brothers  ejecutaron  al  deudor  señor  Bolaños  ante 
el  Juez  Segundo  Civil  de  San  José  y  cobraron  una 
parte  de  su  crédito,  quedando  un  saldo,  según  liqui- 
dación aprobada  por  el  Juzgado,  de  siete  mil  nove- 
cientos siete  colones  noventa  y  nueve  céntimos;  que 
los  acreedores,  por  escritura  otorgada  á  las  dos  de  la 
tarde  del  tres  de  octubre  del  año  próximo  pasado,  an- 
te  el  Notario  Carlos  Brenes,  le  cedieron  dicho  saldo;, 
que  antes  de  verificarse  tal  cesión,  y  por  escritura 
otorgada  en  San  José,  á  las  diez  de  la  mañana  del 
veintinueve  de  julio  del  mismo  año,  ante  el  Notario 
Víctor  Trejos.  renunció  á  la  sociedad  conyugal  de 
bienes  que  tenía  con  su  esposo  señor  Bolaños;  que 
por  escrito  presentado  al  Juez  Civil  de  Heredia  el 
treinta  y  uno  del  expresado  mes  de  octubre,  pidió  la 
declaratoria  de  insolvencia  del  señor  Bolaños  y  re- 
clamó desde  luego  el  pago  del  referido  crédito  con  el' 
privilegio  que  le  asigna  su  fecha  cierta,  anterior  á  la 
de  todos  los  demás  créditos  contra  el  concurso;  siib 
embargo,  los  acreedores  en  junta  celebrada  el  vein- 
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tiocho  de  diciembre  del  año  próximo  anterior,  des- 
conocieron su  crédito  y  su  privilegio,  alegando  que 
aquél  está  confundido  y  que  no  fué  legalizado  opor- 
tunamente; que  acompaña  las  respectivas  escrituras 
en  que  constan  los  hechos  expuestos;  con  fundamen- 
to en  los  cunles,  siendo  ejecutivo  el  título  que  pre- 
senta y  estando  claramente  establecido  por  la  ley  el 
privilegio  que  reclama,  de  acuerdo  con  los  artículos 
73S»  999  y  I022  del  Código  Civil  y  453  del  de  Pro- 
cedimientos Civiles,  demanda  para  que  se  declare  que 
tiene  derecho  á  cobrar  )a  suma  de  siete  mil  novecien- 
tos siete  colones  noventa  y  nueve  céntimos,  saldo' del 
crédito  expresado  de  los  señores  Ellinger  Brothers, 
con  el  privilegio  que  le  da  su  fecha  cierta  anterior  á 
la  de  cualquier  otro  documento  contra  el  concurso 
de  Tranquilino  Bolaños; 

2? — Quf.  el  apoderado  del  curador  negó  la  de- 
manda, y  con  apoyo  en  los  artículos  75,  79  y  951  del 
Código  Civil  vigente;  970,  971  y  972  del  Civil  de 
1841;  630,  632,  1072  y  1073  del  de  Procedimientos 
Civiles,  reconvino  á  la  actora  para  que  se  declarase: 
**I) — Que  la  sociedad  conyugal  de  los  matrimonios 
celebrados  bajo  la  legislación  anterior,  se  regirá  por 
ella,  pero  pueden  los  cónyuges  alterar  ó  hacer  cesar 
esa  sociedad,  aun  respecto  de  dotes,  mediante  capitu- 
laciones matrimoniales;  II) — Que,  por  consiguiente, 
la  sociedad  conyugal  constituida  antes  de  1888,  salvo 
el  caso  de  capitulaciones  matrimoniales,  está  sujeta  á 
la  legislación  de  1841;  III) — Que  la  sociedad  conyu- 
gal de  la  demandante  Trinidad  Castro  Umaña  y  el 
quebrado  Tranquilino  Bolaños  Jiménez,  está  sujeta  á 
la  legislación  de  1841;  IV) — Que  la  manifestación 
hecha  por  sólo  la  señora  Castro  Umaña  por  escritura 
pública  ante  el  Notario  Víctor  Trejos  Castro,  firmada 
á  las  diez  de  la  mañana  del  veintinueve  de  julio  de 
mil  novecientos  cuatro,  no  constituye  capitulaciones 
matrimoniales;  V) — Que  son  bienes  gananciales  los 
que  cualquiera  de  los  cónyuges  adquiera  con  su  tra- 
bajo, industria,  oficio  ó  profesión  y,  por  consiguiente, 
que  es  bien  ganancial  de  la  sociedad  nombrada^  el  cré- 

13 
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dito  adquirido  por  la  señora  Castro  Umaña  de  Ellin-* 
ger  Brothers,  por  escritura  pública  de  las  dos  de  la 
tarde  del  tres  de  octubre  de  mil  novecientos  cuatro» 
ante  el  Notario  Carlos  Brenes  Ortiz;  VI) — Que  la 
sociedad  conyugal  referida  no  debe  hoy  el  crédito  ce- 
dido, por  pertenecerle.  Que  dicho  crédito  está  pa- 
gado y  la  obligación  extinguida;  VII) — Que  la  de- 
mandante no  es,  pueS)  dueña  del  crédito  que  reclama 
en  el  concurso  demandado;  VIII) — Que  la  actora, 
Trinidad  Castro  Umaña.  debe  pagar  las  costas  perso- 
nales y  procesales  de  todo  este  juicio.  Y  subsidiaria- 
mente para  que  se  «leclare:  I) — Que  el  término  para  la 
legalización  de  los  créditos  délos  acreedores  residentes 
en  la  República — en  el  concurso  demandado. — se 
cuenta  desde  el  día  veinte  de  noviembre  de  mil  nove 
cientos  cuatro,  fecha  de  la  primera  publicación  del 
edicto  en  que  se  hizo  el  llamamiento  en  el  periódico 
judicial;  II) — Que  la  señora  Castro  Umaña  no  ka  le- 
galizado el  crédito,  objeto  de  la  demanda,  ni  tampoco 
reclamado  el  privilegio  de  él,  en  ese  plazo  de  treinta 
días,  y  ha  perdido  la  preferencia  que  tuviera  y  que- 
dado reducida  á  la  clase  de  acreedor  coman;  III) — 
Que  debe  la  actora  pagar  las  costas  personales  y 
procesales  de  tolo  este  juicio,  que  comprende  la  de- 
manda y  reconvención"; 

3? — Que  la  demandante  contestó  afirmativamen- 
te los  primeros  tres  puntos  de  la  contrademanda  y 
en  sentido  contrario  los  demás; 

4? — Que  el  Juez  Civil  de  Heredia,  con  apoyo  en 
los  artículos  826,  Código  Civil,  970,  971  y  972,  Có- 
digo Civil  de  1 84 1,  68,  por  analogía,  y  70,  Ley  de 
Concurso  de  1865,  Y  ^072  del  Código  de  Procedi- 
mientos Civiles,  falló  á  las  dos  de  la  tarde  fiel  catorce 
de  junio  del  año  en  curso,  declaró  sin  lugar  la  deman- 
da establecida  y  procedente  en  todas  sus  partes  la  re- 
convención, con  costas  procesales  del  juicio  á  cargo  de 
la  actora; 

5? — Que  en  virtud  de  alzada  interpuesta  por  la 
demandante,  la  Sala  Primera  de  Apelaciones  conoció 
de  este  pleito,  y  á  las   nueve  de   la  mañana  del  ocho 
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de  aprosto  último,  revocó  la  sentencia  recurrida  y  de- 
claró procedente  la  demanda,  excepto  en  cuanto  se 
reñcre  á  los  quinientos  colones  de  que  trata  el  consi- 
derando cuarto,  quedando  resuelta  también  implíci- 
tamente la  contrademanda  en  los  puntos  que  requie- 
ren dtclaratoria  expresa,  sin  especial  condenatoria  en 
costas,  con  fundamento  en  el  artículo  1072,  Código 
de  Procedimientos  Civiles,/  al  efecto  consideró:  ''iV — 
Que  celebrado  como  fué  el  matrimonio  de  los  cónyu- 
ges Tranquilino  Bolaños  y  Trinidad  Castro,  baje  el 
régimen  c-e  la  legislación  anterior  á  la  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  ocho,  la  mujer  en  uso  del  privile- 
gi>  que  le  acordaba  el  artículo  974,  Parte  ir  del  Có- 
digo General  de  1841,  ha  podido  válidamente  renun- 
ciar á  la  sociedad  conyugal,  para  evitar  que  con  sus 
bienes  se  paguen  deudas  del  marido;  2V — Que  la 
enunciada  disposición  puede  aplicarse  como  se  ha 
dicho,  porque  si  bien  el  artículo  79  del  Código  Civil 
vigente  dispone  que  los  matrimonios  antiguos  podían 
hacer  cesar  la  sociedad  conyugal  por  medio  de  las 
capitulaciones  matrimoniales,  tal  disposición  no  im- 
pide  el  que  se  haga  la  renuncia  dicha,  pues  por  una 
parte,  no  hay  oposición  formal  entre  ambas  leyes,  y 
por  otra,  los  esposos  que  conforme  á  la  legislación 
antigua  tenían  aquel  privilegio,  no  lo  han  perdido 
por  virtud  de  la  nueva  ley,  siendo  así  que  no  puede 
darse  á  ésta  efecto  retroactivo;  3? — Que.  adquiri- 
do el  crédito  de  los  señores  Ellinger  Brothers 
por  la  señora  Castro  después  de  hecha  la  renuncia 
aludida,  el  reclamo  correspondiente  formulado  por 
la  adquirente  de  ese  crédito,  es  fundado,  excep- 
to en  cuanto  á  la  suma  de  quinientos  colones 
en  que  se  compró  el  crédito,  porque  no  habién- 
dose liquidado  la  sociedad  conyugal  cuandose  hizo  la 
adquisición,  Yii  justificado  por  la  demandante  que  esa 
suma  le  perteneciera  exclusivamente, es  de  presumirse 
que  fuera  de  la  sociedad  conyugal,  y  en  ese  sentido 
se  produjo  confusión  legal  por  reunir  en  el  momento 
de  la  compra,  la  expresada  sociedad,  los  caracteres 
de  acreedora  y    deudora  al  mismo  tiempo.  (Artículo 
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826  del  Código  Civil);  4? — Que  con  referencia  al  va- 
lor del  crédito  que  fué  de  Ellinger  Brothers  en  la 
parte  que  excede  de  los  quinientos  colones  dichas, 
él  pertenece  á  ia  señora  Castro,  porque  la  t  onipra  si 
bien  fué  efectuada  con  «linero  ajeno,  la  hizo  en  su 
propio  nombre  y  bajo  su  responsabilidad,  no  pudien- 
do  considerársela  como  gestora  de  negocios  ajenos 
por  no  aparecer  así  en  la  respectiva  escritura;  5? — 
Que  por  ser  escriturario  y  de  fecha  anterior,  el  cré- 
dito cedido  á  la  actora,  es  indudable  ei  privilegio  que 
se  alega  contra  los  otros  acreedores  comunes  del  con- 
curso^ de  fecha  posterior.  (Artículo  999  del  Código 
Civil);  6? — Que  la  falta  de  legalización  que  alegaron 
los  acreedores  que  rechazaron  la  reclamación  de  la 
señora  Castro  en  la  junta  de  examen  y  reconocimien- 
to de  créditos,  no  existe  á  la  verdad,  siendo  así  que 
con  macha  anticipación  y  desde  el  comienzo  deljuicio 
del  concurso,  la  interesatla  reclamó  el  pago  de  su 
crédito  con  la    preferencia   que    en    su  sentir  le  da  la 

ley"; 

6? — Que  el  apoderado  del  curador  del  concurso 
demandado  ha  interpuesto  recurso  de  casición  de  la 
sentencia  de  segunda  instancia  por  los  siguientes  mo- 
tivos: I. — Violación  é  interpretación  errónea  de  los 
artículos  79  y  final  del  Código  Civil,  porque  éste  de- 
roga el  Código  Civil  emitido  el  30  de  julio  de  1841  y 
demás  leyes  que  traten  de  las  mismas  materias  que  el 
Código  Civil  vigente;  y  el  primero  dispone  que  la  so- 
ciedad conyugal  de  los  matrimonios  celebrados  bajo 
la  legislación  anterior  se  rige  por  ella,  pero  con  la 
restricción  de  que  para  alterar  ó  hacer  cesar  e:>a  so- 
ciedad, aun  respecto  de  dotes,  deben  los  cónyuges 
hacer  capitulaciones  matrimoniales;  II. — Aplicación 
indebida  del  artículo  974,  Parte  i?  del  Código  Gene- 
ral de  1 841,  derogado  por  el  artículo  final.  Código 
Civil  vigente;  III. — Violación  é  interpretación  erró- 
nea del  artículo  79,  Código  Civil  actual,  porque  según 
ese  texto,  es  potestativo  de  los  cónyuges  alterar  á 
hacer  cesar  la  sociedad  conyugal  de  los  matrimonios 
celebrados  bajo  la  legislación  anterior,  pero  exige  que 
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se  haga  mediante  capitulaciones  matrimoniales.  Y  la 
Sala  sentenciadora  cree  que  al  interpretar  dicho  ar- 
tículo  en  esta  formarse  le  da  efecto  retroactivo;  IV. — 
Violación  é  interpretación  errónea  del  artículo  826 
del  Código  Civil,  porque  cuando  se  reúnen  en  una 
misma  persona  las  calidades  de  acreedor  y  deudor,  se 
confunden  los  derechos  y  se  extinguen  el  crédito  y  la 
deuda,  operándose  la  confusión  totalmente  y  de  pleno 
derecho;  y  la  Sala  á  pesar  de  reconocer  que  en  el 
momento  de  la  compra  del  crédito  de  Ellinger  Bro- 
thers, reunió  la  sociedad  conyugal  Bolaños- Castro 
Umaña  los  caracteres  de  acreedora  y  deudora  al  mis- 
mo tiempo,  cree  que  la  confusión  fué  solamente  par- 
cial; V. — Violación  de  los  artículos  837  y  901,  inciso 
29,  Código  Civil,  al  admitirse  como  buena  la  liquida- 
ción del  crédito  de  los  señores  Ellinger  Brothers, 
presentada  por  la  actora,  liquidación  que  es  absolu- 
tamente nula  porque  fué  hecha  entre  el  insolvente  y 
su  mujer  la  señora  Castro  Umaña,  después  de  decla- 
rada la  insolvencia  legal  conforme  al  artículo  888  ibí- 
dem;  VI. — Error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  apre- 
ciación de  la  prueba  y  violación  de  los  artículos  951, 
Código  Civil,  629,  630  y  632  del  de  Procedimientos 
Civiles,  porque  la  Sala  al  considerar  bien  legalizado 
el  pretendido  crédito  de  la  actora,  desatiende  absolu- 
tamente esas  disposiciones;  y  el  error  de  hecho  es 
manifiesto  porque  con  los  documentos  acompañados 
tanto  por  la  actora  como  por  la  parte  demandada,  se 
demuestra  que  la  actora  no  sólo  no  legalizó  el  crédito 
que  reclama,  dentro  del  preciso  término  que  marca 
la  ley  (artículo  630  citado)  sino  que  no  lo  ha  legaliza- 
do desde  que  se  abrió  el  concurso  con  el  auto  de  aper- 
tura de  fecha  cuatro  de  noviembre.  La  Sala  comete 
error  al  añrmar  que  con  mucha  anticipación  y  desde 
el  comienzo  del  juicio  de  concurso  la  interesada  re- 
clamó el  pago  del  crédito,  lo  que  no  es  cierto  porque 
la  señora  Castro  Umaña  no  presentó  otro  escrito  que 
el  en  que  pidió  la  declaratoria  de  insolvencia  de  su 
marido,  pero  no  el  pago  del  crédito  que  reclama; 
VIL  — Violación   del   artículo   999,   Código  Civil,  en 
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relación  con  el  95 1  ibídem,  al  declarar  la  Sata  de 
instancia  privilegiado  el  crédito  de  la  actora,  privile— 
gio  que  perdió  al  no  haberlo  reclamado  oportuna- 
mente como  lo  quieren  los  artículos  629,  630  y  632,. 
Código  de  Procedimientos  Civiles; 

7? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  defec- 
to; y 

Considerando: 

I? — Que  el  punto  capital  délas  cuestiones  pro- 
puestas en  los  motivos  que  se  alegan  para  pedir  ca- 
sación de  la  sentencia  de  segunda  instancia  en  este 
negocio,  se  refiere  á  la  violación  del  artículo  79  del 
Código  Civil  vigente  y  á  la  indebida  aplicación  del 
974  de  la  Parte  i?  del  Código  General  de  1841,  por 
haber  aceptado  como  buena  la  Sala  sentenciadora  la 
renuncia  hecha  por  la  demandante  en  este  juicio  de 
su  sociedad  conyugal  con  el  señor  Tranquilino  Bola- 
ños,  en  un  acto  jurídico  unilateral,  en  vez  de  hacerlo 
en  capitulaciones  matrimoniales; 

*  2? — Que  según  el  artículo  79  citado  la  sociedad 
conyugal  de  los  matrimonios  celebrados  bajo  la  legis- 
lación anterior  se  regirá  por  ella;  pero  pueden  los. 
cónyuges  alterar  ó  hacer  cesar  esa  sociedad,  aun  res- 
pecto de  dotes,  mediante  capitulac¡<)nes  matrimonia- 
les, y  esta  disposición,  si  no  deroga,  por  lo  menos 
modifica  ó  reforma  el  artículo  974  del  Código  Civil 
de  1 84 1,  introduciendo  una  condición  ó  formalidad 
que  debe  observarse  al  ejercitar  un  derecho  faculta-  . 
tivo  como  lo  es  el  que  concede  el  inciso  4?  de  este 
artículo; 

3? — Que  tanto  de  la  prescripción  del  artículo  79 
antes  mencionado  como  de  lo  dispuesto  en  la  parte 
final  del  77  del  mismo  Código  Civil,  se  desprende  cla- 
ramente que  el  legislador  quiso  que  en  lo  sucesivo  la 
cesación  voluntaría  ó  renuncia  de  la  sociedad  conyugal 
se  hiciera  por  medio  de  capitulaciones  matrimonia- 
les, sin  que  pueda  decirse  que  esta  disposición  tendría 
carácter  retroactivo  si  se  aplicara  á  los  matrimonios 
celebrados  bajo  el  imperio  de  la  legislación    anterior, 
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porque  esta  materia  es  de  interés  general  y  en  ella 
podrían  estar  afectados  derechos  de  terceros,  y  porque 
es  bien  sabido  que  conforme  á  los  principios  de  dere- 
cho y  de  buena  doctrina  jurídica  no  hay  efecto  re- 
troactivo en  las  leyes  nuevas  sino  cuando  cambian  lo 
pasado  con  perjuicio  de  derechos  adquiridos, y  tratán- 
dose de  derechos  facultativos  como  lo  es  la  renuncia 
que  puede  hacer  la  mujer  casada  de  su  sociedad  con- 
yugal, no  se  adquieren  derechos  sino  cuando  se  ha 
ejercitado  la  facultad  que  la  ley  concede.  En  el  caso 
concreto  la  señora  Castro  Umaña  hizo  su  renuncia  el 
veintinueve  de  julio  del  año  próximo  pasado,  mucho 
tiempo  después  de  estar  en  vigencia  los  nuevos  Có- 
digos; 

4? — Que  no  habiéndose  ajustado  la  Sala  Primera 
de  Apelaciones  en  su  sentencia  á  la  doctrina  legal 
que  rige  la  materia  de  renuncias  de  las  sociedades 
conyugales,  violó  el  artículo  79  tantas  veces  citado  y 
aplicó  indebidamente  el  974  de  la  Parte  i?  del  Código 
General  de  1841,  por  lo  cual  debe  ser  casada  la  sen- 
tencia recurrida; 

5? — £n  cuanto  á  la  violación  é  interpretación 
errónea  que  se  alega  del  artículo  826  del  Código  Ci- 
vil, es  indudable  que  si  la  señora  Castro  Umaña  no 
hizo  una  renuncia  válida  de  sus  derechos  en  la  socie- 
dad de  bienes  con  su  marido  por  no  haber  observado 
en  ese  acto  la  forma  correspondiente,  la  negociación 
del  crédito  que  verificó  con  la  casa  EUinger  Brothers, 
pertenece  á  la  sociedad  legal  Bolaños-Castro  y  desde 
que  se  reunieron  en  ésta  las  calidades  de  acreedora  y 
de  deudora  se  confundieron  los  derechos  y  se  extin- 
guieron en  su  totalidad  el  crédito  y  la  deuda  y  no 
parcialmente  en  cuanto  al  monto  de  la  cantidad  que 
costó  dicho  crédito,  como  lo  resuelve  la  sentencia  que 
se  examina,  con  violación  é  interpretación  errónea 
del  artículo  citado;  y 

69 — Que  resueltos  como  quedan  en  favor  del 
recurrente  los  puntos  principales  de  su  recurso,  es 
innecesario  entrar  á  examinar  y  resolver  los  otros 
que  propone    como   subsidiarios  sobre  legalización  y 
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liquidación  del  crédito,  comprado  por  la  señora  Cas- 
tro, que  sólo  cabria  examinar  en  el  caso  de  que  ella 
pudiera  cobrarlo  como  suyo  exclusivamente  en  el 
concurso  de  su  marido; 

Por  tanto,  y  de  conformidad  oon  el  artículo  977 
del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  declárase  con 
lugar  la  casación  pedida  y  nula,  por  consiguiente,  la 
sentencia  de  la  Sala  Primera  de  Apelaciones. — A. 
Alvaraiio. — ^J.  Fed  González. — Manuel  V.  Jiménez. 
— A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — 
Alfonsu  Jiménez. 


Nota. — Los  señores  Magistrados  González  y 
Oreamuno  salvan  su  voto  y  lo  consignan  en  estos 
términos: 

Considerando: 

1 9 — Decidir  si  el  artículo  974  del  Código  Civil 
de  1 841  está  vigente  ó  derogado  para  el  régimen  de 
matrimonios  celebrados  bajo  su  imperio,  es  decidir 
en  esencia  la  presente  contienda. 

2? — No  hay  entre  esa  disposición  y  la  del  artículo 
79  del  Código  Civil  actual  la  contradicción  que  se 
supone,  en  manera  de  que  ésta  sea  con  aquélla  incon- 
ciliable; porque  la  facultad  que  el  legislador  de  1888 
atribuyó  á  los  cónyuges  de  matrimonio  anterior  para 
modifícar  las  condiciones  de  su  sociedad  por  medio 
de  capitulación  matrimonial,  no  significa  que  sola- 
mente y  exclusivamente  por  ese  medio  hubiera  de 
realizarse  toda  modificación,  ni  significa  que  tal  fa- 
cultad, simple  facultad  que  los  cónyuges  ejercitarían 
ó  no,  los  privara  de  las  ventajas  y  derechos  que  la  ley 
de  su  contrato  les  acordaba,  ley  que  no  ha  de  consi- 
derarse viva  en  cuanto  mantiene  la  comunidad  de 
bienes  que  compromete  en  las  responsabilidades  de 
la  sociedad  los  que  adquiere  la  mujer  con  su  trabajo 
ó  industria,  y  muerta  en  cuanto  descarga  á  la  mujer 
6  la  alivia  de  esas  mismas  responsabilidades. 

3? — El    mismo   artículo  79,    por  cuya  virtud  se 
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^íene  por  derogada  la  antigua  disposición,  da  argu- 
^nento  para  considerarla  viva,  porque  en  falta  de  ca- 
pitulación matrimonial  la  sociedad  de  los  matrimonios 
^celebrados  bajo  la  legislación  anterior  se  regirá  por 
ella\  pero  no  por  ella  sólo  en  parte,  sino — como  la 
5ala  dtí  instancia  con  acitrto  la  aplica — por  toda  ella, 
así  en  lo  que  perjudique  como  en  lo  que  favorezca  á 
las  partes  del  convem'o  matrimonial. 

4?— Aun  aceptando  la  hipótesis  de  que  la  dispo- 
sición del  88  es  inconciliable  con  la  del  41  y  de  que 
{a  voluntad  del  legislador  fué  abrogar  la  ultima,  el 
legislador  habría  carecido  de  competencia  para  dar  á 
•esa  ley  un  efecto  retroactivo  con  violación  del  artículo 
26  de  la  Constitución;  y  Qn  tal  inadmisible  supuesto,  el 
Juez  habría  de  cumplir  la  obligación  que  el  artículo 
89  de  la  Ley  Orgánica  de  Tribunales  le  impone  de 
negar  aplicación  á  leyes  que  contraríen  los  preceptos 
'del  Código  Fundamental. 

5? — Que  vuelva  sobre  lo  pasado,  y  que  vuelva 
•con  daño  de  derechos  adquiridos,  son  las  dos  condi- 
ciones que  determinan  el  efecto  retroactivo  de  una  ley 
absolutamente  prohibido  por  la  Constitución;  y  am- 
bas condiciones  nos  parecen  en  evidente  concurrencia 
•en  el  caso,  porque  la  mujer  que  se  casó  bajo  el  im- 
"perio  del  artículo  479  del  Código  de  1841,  adquirió 
— como  una  estipulación  de  su  contrato — el  derecho 
de  renuncia  hecha  a  tiempo  de  celebrarse  el  matrimo- 
nio ó  después,  en  cuyo  caso  no  debe  pagar  las  deudas 
contraidas  durante  él  Y  es  claro  que  si  la  mujer  hu- 
biera hecho  esa  renuncia  al  tiempo  de  celebrar  su 
matrimonio,  los  jueces  no  encontrarían  argumento 
para  invalidar  ese  acto  ó  para  negarle  sus  legales 
consecuencias,  lo  cual  nos  fortalece  en  la  idea  de  que 
ese  acto  tiene  igual  valor  /techo  después,  porque  para 
hacerlo  después  hay  autorización  expresa  de  la  ley; 
tanto  más,  cuanto  que  la  mujer  no  pretende  salvar 
con  los  efectos  de  su  renuncia  bienes  que  estuvieran 
-en  el  patrimonio  social  y  que  fueran  prenda  común 
^e  las  obligaciones  de  la  sociedad,  sino  que  reclama 
:su  derecho  á  una  cosa  adquirida   después   de   esa  re- 
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nuncía,  que  no  estaba  en  su  dominio  cuando  los- 
acreedores  contrataron  sus  créditos  y  que  no  pudo 
ser  por  ellos  tomada  en  cuenta  como  garantía  de  sos 
operaciones. 

69 — No  cabe  decir  que  esa  disposición  del  41 
atribuía  á  la  mujer  una  simple  facultad  y  que  en  cuan- 
to á  leyes  facultativas  sufre  excepción  el  principio  de 
no  retroactivídad,  porque,  en  primer  lugar  es  arbi- 
trario entre  nosotros  ese  distingo  fundado  en  el  ca- 
rácter de  la  ley  que — seg^n  la  Constitución — y  cual- 
quiera que  sea  su  clase,  nunca  debe  regir  lo  pasada 
con  daño  de  derechos  creados,  y  en  segundo  lugar 
porque  aun  dentro  de  la  legislación  francesa  en  la. 
cual  no  es  canon  constitucional  como  en  la  nuestra  el 
principio  de  no  retroactividad,  la  jurisprudencia  acep- 
ta como  caso  de  excepción  sólo  el  de  leyes  meramen- 
te facultativas,  es  decir,  de  aquellas  que  atribuyen^ 
unB,  ¿gracia,  un  beneficio^  un  favor,  pero  no  en  tratan* 
dose  de  facultades  adquiridas  onerosamente,  por  vir- 
tud de  las  prestaciones  de  un  contrato,  el  cual  se 
rige  siempre  y  absolutamente  por  las  leyes  que  lo 
condicionaron  en  su  celebración  y  nunca  por  nuevas, 
leyes. 

7? — Tampoco  sirve  el  argumento  de  que  el  ar- 
tículo 79  del  Código  actual  no  le  quitó  derecho  al- 
guno á  la  mujer,  puesto  que  sólo  cambió  la  forma 
de  hacer  esa  renuncia  imponiendo  la  de  capitulación 
matrimonial,  porque  la  capitulación  es  bilateral,  su- 
pone la  concurrencia  del  marido  sin  cuya  voluntad  es> 
impracticable,  mientras  que  la  renuncia  á  que  la  mu- 
jer adquirió  derecho  en  virtud  de  su  contrato  y  del 
cual  no  pudo  despojarla  ningún  legislador  sin  violar 
la  Ley  Fundamental,  era  ejercitable  por  ella  sola,  en 
acto  unilateral,  sin  subordinación  á  la  voluntad  del 
marido  ni  á  otra  ajena  voluntad. 

89—  Las  conclusiones  anteriores  que  se  confor- 
man con  nuestro  criterio  de  justicia,  encuentran  ade- 
más sustento  en  la  jurisprudencia  española  y  en  la 
francesa,  de  las  cuales  reproducimos — entre  las  mu- 
chas adaptables — las  siguientes  doctrinas: 
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"Duranton  T.  I  n9  59.  En  cuanto  á  derechos 
atribuidos  por  unaley,  precisa  distinguir  entre  los  que 
resultan  de  ella  por  medio  de  un  acto  de  que  son 
consecuencia  y  los  que  sólo  son  un  puro  beneficio  de 
la  ley.  Así,  una  mujer  casada  antes  del  17  nivoso 
año  II,  puede  reclamar  bajo  la  nueva  ley  lo  que  le 
daba  la  de  la  época  de  su  matrimonio  y  lo  que  la  úl- 
tima desconoce,  porque  no  se  la  podría  privar  sin  dar 
á  esta  ley  un  efecto  retroactivo  sobre  un  derecho  ad- 
quirido irrevocablemente  el  día  del  matrimonio,  de- 
recho que  tiene  que  considerarse  como  una  conven- 
ción matrimonial  tácita  cuyo  principal  carácter  es  la 
¡rrevocabilidad.  Poco  importa  que  ese  derecho  fuera 
condicional^  porque  no  por  eso  es  menos  derecho". 

Aubry  et  Rau  T.  i9,  pg.  70,  párrafo  3V  •*Los 
derechos  que  nacen  de  un  hecho  del  hombre  consti- 
tuyen derechos  adquiridos  cuando  no  puede  por  su 
sola  voluntad  modificar  los  efectos  jurídicos  que  de 
ese  hecho  se  derivan  para  otra  persona.  Tales  son 
los  derechos  que  proceden  de  contrato.  Por  contrato 
se  entiende,  no  sólo  las  convenciones  expresa-^  de  las 
partes,  sino  las  disposiciones  legales  que  ellas  adop- 
tarbn.  Tal  sucede  cuando  los  esposos  no  reglaron 
de  manera  especial  sus  convenciones  matrimoniales. 
En  ese  caso  el  régimen  de  derecho  común  en  vigor 
al  tiempo  de  la  celebración  del  matrimonio  constituye 
para  los  esposos  un  verdadero  contrato  fundado  en 
su  voluntad  presunta.  De  allí  resulta  que  una  ley 
nueva  que  alterara  ese  régimen  de  derecho  común  ó 
lo  reemplazara  por  otro  diferente,  no  modificaría  los 
derechos  de  los  esposos,  los  cuales  permanecerían 
como  estaban  bajo  las  reglas  de  la  ley  del  tiempo  en 
que  se  casaron.  Los  derechos  y  ventajas  que  las  le- 
yes declarativas  de  la  voluntad  de  las  partes  incorpo- 
ran á  un  contrato,  constituyen  derechos  adquiridos. 
Los  derechos  procedentes  de  contrato,  aÚ4i  los  sim- 
plemente eventuales,  ó  sea,  sometidos  á  condiciones 
ó  hechos  futuros,  se  consideran  adquiridos.  Esos 
derechos  eventuales  quedan  fuera  del  alcance  de  toda 
ley  nueva,  á  pesar  de   que  las  condiciones   ó  hechos 
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de  que  dependen,  no  se  realicen  sino  después  de  su 
promulgación". 

Diccionario  de  Legislación  y  Jurisprudencia. — 
Escriche — Efecto  retroactivo^  pgs.  y6l  y  764,  T.  2? 
"El  principio  de  la  no  retroactividad  puede  aplicarse 
á  la  espectativa,  á  la  esperanza  que  por  razón  de  un 
hecho  ya  pasado  ó  por  cierto  estado  de  cosas  tenemos 
concebida  de  gozar  de  un  derecho  futuro?  En  otros 
términos:  esta  esperanza  constituj'e  por  sí  misma  un 
derecho  adquirido?  Esto  depende  de  la  naturaleza 
del  hecho  ó  del  estado  de  cosas  de  que  la  tenemos. 
Podemos  tenerla  i? 4?  de  un  contrato.  La  es- 
pectativa que  resulta  de  un  contrato  está  siempre 
fuera  de  tiro  de  las  leyes  posteriores,  porque  todo 
contrato  forma  un  vínculo  legal  que  pone  á  las  partes 
en  la  necesidad  de  dar  ó  hacer  aquello  á  que  se  obli- 
garon  Los  derechos  que  resultan  de  los  con- 
tratos, ora  sean  actuales  y  efectivos,  ora  sean  sólo  es- 
pectativos  y  eventuales,  están  fuera  del  alcance  de 
toda  ley  posterior.  Esta  regla  se  aplica,  no  solamen- 
te á  los  pactos  expresos  en  el  contrato,  sino  también 
á  los  que  se  sobrentienden  en  virtud  de  la  ley  bajo  la 
cual  se  ha  celebrado", 

Demante  T.  i9,n.9  bis,  pg.46.  •Toda  la  doctrina 
de  la  no  retroactividad  se  condensa  en  esta  proposi- 
ción: la  ley  nueva  no  puede  agravar  las  consecuen- 
cias de  un  hecho  anterior  ni  perjudicar  derechos  ad- 
quiridos. ,  ^ n?  9  bis  X.  Bajo  el  nombre  de  de- 
rechos adquiridos  y  contra  los  cuales  nada  puede  la 
ley  nueva,  se  comprenden  los  derechos  eventuales 
cuando  reposan  en  la  base  inmutable  de  un  contrato "« 

Laurent  T.  i?  n?  179.  **La  doctrina  'y  la  juris- 
prudencia admiten  que  para  saber  si  la  mujer,  casada 
antes  del  Código,  puede  enajenar  sus  bienes  dótales, 
hay  que  consultar  el  antiguo  derecho  que  estaba  en 
vigor  cuando  contrató  su  matrimonio,  porque  aquí 
no  se  trata  del  estado  ni  capacidad  de  la  mujer,  sino 
de  si  las  convenciones  hechas  antes  del  Código  se 
rigen  por  el  antiguo  ó  por  el  nuevo  derecho.  Es  una 
cuestión  de  derecho  patrimonial  y  no  de  estado  per- 
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sonal. 199.  Merlín  dice  que  los  derechos  facultati- 
vos no  son  derechos  adquiridos Eso  es  cierto  cuan- 
do las  facultades  son  una  gracia  6  don  del  legislador, 
pero  fío  cuando  resultan  de  un  contrato,  porque  en- 
tonces toman  el  carácter  de  derechos  contractuales, 
importando  poco  que  las  partes  los  hayan  estipulado 
ó  que  la  ley  los  haya  establecido,  porque  en  los  con- 
tratos se  sobrentiende  lo  que  el  legislador  ha  dicho: 
la  facultad  legal  se  convierte  en  facultad  contractual. 
Sea  ó  no  ejercida  bajo  el  imperio  de  la  antigua  ley, 
una  ley  nueva  no  puede  despojar  de  ella  á  los  contra- 
tantes. El  contrato  ha  de  recibir  todos  los  efectos 
que  las  partes  tuvieron  en  vista,  sean  eventuales,  sean 
facultativos.  En  vano  se  dirá  que  no  hay  derecho 
antes  del  ejercicio  de  la  facultad:  en  materia  de  con- 
venios el  legislador  y  el  juez  deben  respetar  no  sólo 
los  derechos  adquiridos,  sino  todo  lo  que  los  contra- 
tantes previeron  y  quisieron". 

9? — Se  desechan  las  alegaciones  del  recurso  por 
inoportunidad  en  la  legalización  del  crédito  y  por  ca- 
rencia de  personalidad  legal  de  la  señora  Castro  en 
los  actos  de  liquidación  del  mismo,  porque  la  sanción' 
qu«  el  artículo  632  del  Código  de  Procedimientos  es- 
tablece y  por  virtud  de  la  cual  se  pierden  las  preferen- 
cias y  privilegios,  cae  sobre  el  crédito  que  se  legaliza 
después,  pero  no  sobre  el  que  se  legaliza  antes  de 
esos  plazos,  y  porque  es  la  sociedad  conyugal  y  no 
la  persona  de  la  señora  Castro  la  que  sufrió  la  decla- 
ración dtí  insolvencia. 

Por  tanto,  es  nuestro  voto  declarar  sin  lugar  la 
casación  demandada,  con  costas  á  cargo  del  recurren- 
te.— J.  Fed.  González. — Nicolás  Oreamuno. — Ante 
mí, — Alfonso  Jiménez. 


Monje  z^.  Solano 

(  2  10'  p.  m. — Octubre  3  ) 

En  el  juicio  ordinario  sobre  desocupación   de  un 
lote  de  terreno,  establecido  en  el   Juzgado   Segundo 


—  2o6 

Civil  de  esta  provincia,  por  el  señor  Manuel  Monje 
Fallas,  contra  Francisco  Solano  Agüero,  ambos  ma- 
yores de  edad,  agricultores  y  vecinos  del  barrio  de 
Alajuelita; 

Resultando: 

1? — En  el  escrito  de  demanda  expresa  el  acton 
que  es  dueño  de  la  ñnca  inscrita  en  el  Registro  de  la 
Propiedad,  Partido  de  San  José,  en  el  tomo  seiscien- 
tos cincuenta  y  cuatro,  folio  trescientos  veintiuno,  ba- 
jo el  número  treinta  y  seis  mil  setecientos  cuarenta  y 
seis,  asiento  uno,  que  es  terreno  cultivado  de  café, 
con  una  casa  ubicada  en  él,  sito  en  ''El  Tejar*'  de 
Alajuelita,  distrito  décimo  del  cantón  primero  de  esta 
provincia;  lindante:  al  Norte,  calle  en  medio,  con 
propiedad  de  Valeriano  Monje;  al  Sur,  en  parte  calle 
en  medio,  con  propiedad  de  Simón  Naranjo,  y  en  lo 
demás,  y  sin  calle  en  medio,  con  propiedad  de  la  su- 
cesión de  Josefa  Monje;  al  Este,  calle  en  medio,  con 
propiedad  de  Jesús  Rojas  y  Esteban  Mora,  y  sin  ca- 
lle en  medio,  con  propiedad  de  Gabriela  Díaz;  y  al 
Oeste,  en  parte  con  propiedad  de  la  sucesión  de  Jose- 
fa Monje  Fallas,  y  en  lo  demás,  con  propiedad  del  se- 
ñor Ramón  Chinchilla  Arias;  que  mide  el  terreno  co- 
mo sesenta  y  nueve  áreas,  ochenta  y  ocho  centiáreas 
y  noventa  y  seis  decímetros  cuadrados,  y  la  casa  co- 
mo cinco  metros,  ochocientos  cincuenta  y  dos  milí- 
metros de  frente,  por  seis  metros,  seiscientos  ochenta 
y  ocho  milímetros  de  fondo;  que  hace  algunos  años 
permitió  á  su  yerno  Francisco  Solano  Agüero  que  en 
una  parte  de  dicha  ñnca  construyera,  como  en  efecto 
construyó  provisionalmente,  una  casa  para  que  se  alo- 
jara en  ella  con  su  familia,  pero  con  la  condición  de 
que  debía  desocupar  el  terreno  y  llevarse  los  mate- 
riales de  la  casa  cuando  á  él  no  le  conviniera  más  su 
permanencia  en  la  finca;  que  el  terreno  ocupado  por 
su  yerno  consta  de  sesenta  y  dos  metros,  novecientos 
milímetros  cuadrados,  con  estos  linderos:  Norte,  Sur 
y  Oeste,  el  resto  de  la  finca  general;  y  Este,  calle  en 
medio,  propiedad  de  Jesús  Rojas,  y  la  casa  que  cons- 
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"truyó  mide  como  seis   metros,    seiscientos   ochenta  y 
-ocho  milímetros  de  frente,  por  igual  fondo;   que   por 
no  convenirle  más.  la  permanencia  del   señor   Solano 
en  la  parte  de  (inca  prestada,  en  razón  de  que  se  per* 
Judica  el  resto  de  ella,  lo   ha   requerido   para  que  la 
desocupe;  pero  se  ha  negado   á   verificarlo;  y  por  ese 
motivo,  con  fundamento  en   los   artículos   264,    277, 
279,  inciso  i^  29S,  316.   332  y  508  del  Código  Civil, 
79,  192  y  1072  del  de  Procedimientos  Civiles,  deman- 
da al  señor  Solano  para  que  en  sentencia  se   declare: 
I? — Que  ha  terminado  ya  el  derecho  de  usufructo' de 
*'la  parte  de  terreno  ocupada  por  el  señor  Solano   con 
su  casa,  por  la  simple  voluntad  del  dueño   del  fundo; 
2? — Que,  por  consiguiente,  el  señor  Solano  debe  des- 
-ocupar  la  parte  de  terreno  dicha,  llevarse  los  materia- 
les de  la  casa  allí  construida,   ó   vendérselos  á  justa 
tasación  de  peritos;  3? — Que  debe  el  señor  Solano  pa- 
gar las  costas  personales  y  procesales  de  este  juicio; 

2? — El  señor  Solano  negó  la  demanda  y  recon* 
vino  al  actor  para  que  se  le  obligue  á  pagarle  ^1  valor 
<[ue  le  ha  costado  la  casa, si  quisiere  hacerla  suya,  y  de 
no,  para  que  se  declare  que  la  propiedad  de  la  finca 
indicada  en  la  demanda  será  común  á  los  dos  en  pro- 
porción al  valor  del  terreno  antes  de  construir  el  edi-^ 
ficio; 

3? — El  señor  Monje  Fallas  al  contestar  la  re- 
convención dijo:  "No  entiendo  el  fundamento  de  esta 
acción  porque  precisamente  en  mi  demanda  pido  que  ' 
se  declare  ese  mismo  extremo,  esto  es,  que  el  señor 
Solano  debe  desocupar  el  terreno,  llevarse  los  mate- 
riales de  la  casa  allí  construida  ó  vendérmelos  á  justa 
liquidación  de  peritos.  De  modo,  pues,  que  sobre  ese 
particular  nos  encontramos  de  acuerdo  él  y  yo"; 

4? — El  Juez  Segundo  Civil  de  esta  provincia, 
con  apoyo  en  los  artículos  314  y  338,  Código  de  Pro- 
cedimientos Civiles,  falló  á  las  dos  de  la  tarde  del  cin- 
co de  abril  de  este  año,  "declarando  con  lugar  la  de- 
manda en  su  primer  extremo,  es  decir,  que  el  deman» 
•dado  está  obligado  á  desocupar  la  porción  de  terreno 
-ocupada  en  su  construcción;  sin  lugar  los  demás;  y 
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que  el  actor  está  obligado  á  pagar  al  demandado  el 
valor  de  la  construcción  cuyo  monto  es  el  señalado- 
por  Jos  peritos  ó  en  caso  que  no  le  conviniere,  la  pro- 
piedad debe  considerarse  como  común  en  los  térmi- 
nos t  xpuestos  en  el  considerando  segundo;  sin  espc~ 
cial  condenatoria  en  costas; 

5? — El  actor  se  alzó  para  ante  la  Sala  Primera, 
de  Apelaciones,  quitn  a  la  una  de  la  tarde  del  vein- 
tiocho de  julio  ultimo  confirmó  el  fallo  apelado  ea 
cuanto  lo  fué  por  el  actor,  á  quien  condenó  al  pago- 
de  las  costas  personales  y  procesales  del  juicio,  coa 
cita  del  artículo  1074,  iuciso  3?,  del  Código  de  Proce- 
dimientos Civiles,  por  las  siguientes  razones:  **i? — 
Que  no  habiendo  justificado  el  actor  que  el  deman- 
dado construyera  la  casa  bajóla  condición  que  ex- 
presa la"  demanda,  esto  es,  que  el  terreno  se  desocu- 
paría tan  luego  lo  exigiera  el  concesionario,  en  ma- 
nera alguna  puede  accederse  á  lo  pedido  en  el  segun- 
do extremo  de  la  demanda,  por  no  estarse  en  el  caso 
del  artículo  508  del  Código  Civil,  referente  á  la  cons« 
trucción  hecha  de  mala  fe;  2? — Que  por  haberse  lle- 
vado á  cabo  la  expresada  construcción  á  ciencia  y 
paciencia  del  dueño  del  suelo,  el  conflicto  tiene  que 
resolverse  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artículo 
509  ibídem;  3? — Que  si  bien  en  la  parte  resolutiva 
del  fallo  hay  cierta  incongruencia  al  decirse  que  el  se- 
ñor Solano  está  obligado  á  desocupar  la  porción  de 
terreno  ocupada  con  su  construcción;  y  después,  que 
el  actor  debe  pagarle  el  valor  del  expresado  edificio; 
sin  embargo  este  Tribunal  no  puede  modificar  el  fallo^. 
respecto  al  primer  punto,  por  hallarse  firme,  una  vez. 
que  el  demandado  no  interpuso  apelación;*' 

69 — El  demandante  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por  in- 
fracción de  los  artículos  87  y  88  del  Código  de  Pro- 
cedimientos Civiles,  porque  no  habiendo  demandado 
el  señor  Solano  en  su  reconvención  suma  ninguna  de 
dinero,  y  habiéndose  limitado  por  él  contrario  á  pe- 
dir que  se  le  condenara  al  pago  de  una  construcción^ 
la  Sala  de  instancia  ha  debido  limitarse  á  declarar  qtle^ 
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el  actor  está  obligado  á  pagar  el  precio  de  la  cons- 
trucción, reservando  para  la  ejecución  de  la  sentencia 
la  especificación  ó  liquidación  de  ese  valor,  conforme 
á  los  artículos  104271046  del  Código  de  Procedi- 
mientos Civiles; 

79 — En  los  procedimientos  no  se  nota  defecto;  y 

Considerandfi: 

Que  reconvenido  el  actor  para  el  pago  del  costo 
de  la  casa,  si  opta  por  hacerla  suya,  de  acuerdo  con 
el  artículo  509  del  Código  Civil,  la  sentencia  que  á 
ello  lo  obliga  es  congruente  con  las  pretensiones  que 
decidan  y  no  infringe  Jos  artículos  %7  y  88  del  Códi- 
go de  Procedimientos  Oviles,  rtiferentes  á  que  los  fa- 
llos resuelvan  los  puntos  debatidos  con  separación, 
claridad  y  congruencia,  ya  que  las  circunstancias  re- 
feridas no  se  echan  de  menos  en  el  recurrido,  y  la 
prueba  sobre  el  monto  de  lo  adeudado,  rendida  con 
la  intervención  contraria  en  el  curso  del  juicio,  ser- 
virá en  su  G{)ortunidad  para  la  liquidación  que  se  prac- 
tique en  ejecución  de  sentencia  y  aunque  hubiera  po- 
dido hacerse  entonces  conforme  á  los  artículos  1042 
y  1046  ibídem,  el  haberlo  hecho  antes  no  es  motivo 
de  nulidad,  pues  no  hay  disposición  alguna  que  así  lo 
ordene; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  deman- 
dada, con  costas á  cargo  del  recurrente,  y  con  certifi- 
cación de  la  presente  devuélvanse  los  autos  al  tribu- 
nal de  su  procedencia. — A.  Alvarado. — ^J.  Fed.  Gon- 
zález.— Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nico- 
lás Oreamuno. — Ante  mí. — Alfonso  Jiménez. 

SÁNCHEZ  Duran 

(2  35'  p.  m. — Octubre  7 ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  de  lo  Conten- 
doso-administrativo  contra  el  señor  Juan  Sánchez 
Duran,  de  cuarenta  y  ocho  años,  jornalero  y  vecino 
de  San  Juanillo  del  cantón  del  Naranjo,  por  el  delito 

14 
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de  depósito  de  aguardiente  clandestino;  en  la  cual 
son  partes  además  del  reo,  su  defensor  señor  Leoncio 
Martínez  Monje,  mayor,  agrimensor  y  vecino  de  la 
ciudad  de  Alajuela,  y  el  representante  del  Ministerio 
Público; 

Resultando: 

I? — Que  el  Jue#  respectivo^  á  las  tres  de  la  tar- 
de del  seis  de  julio  de  e<te  año,  declaró  al  procesado 
responsable  del  delito  referido  y  le  impuso  multa  de 
quinientos  colones,  con  la  aplicación  de  loy;  confina- 
miento por  seis  meses  en  San  Vicente  de  este  can  toa, 
previo  abono  del  tiempo  porque  haya  esiadu  preso: y  1 

para  el  caso  de  que  no  pagare  la  multa,  confinamiento 
por  otros  seis  meses  en  el  mismo  lugar,  y  las  acceso-  | 

rías  de  suspensión  de  cargo  il  oficio  público,  pérdida  i 

del  licor  aprehendido   y  satisfacción  de  todos    los  da-  ! 

ños  y  perjuicios  causados  con  su  delito;  todo  con  apo- 
yo de  los  artículos  163,164,  218,777,  779X^^2» 
Parte  III  del  Código  General  de  184 1;  35  y  36  de  la 
ley  de  17  de  octubre  de  1864,  715,  716,  723  y  725 
del  Código   Fiscal  y    2?   de  la  ley   de  18  de  julio  de 

1903; 

2? — Que  en  virtud  de  alzada  interpuesta  por  el 
defensor  del  procesado,  la  Sala  Segunda  de  Apela- 
ciones conoció  de'  la  causa  y  á  las  cuatro  de  la  tarde 
del  catorce  de  agosto  último  imputó  al  reo  el  hecho 
como  expendio  de  aguardiente  clandestino  y  con  esta 
advertencia,  confirmó  la  sentencia  recurrida,  por  la  ra- 
zón siguiente:  "Que  para  la  calificación  y  punición 
del  hecho  que  se  juzga  es  requisito  indispensable  la 
aplicación  del  artículo  472,  párrafo  2?,  del  Código 
Fiscal,  puesto  que  se  trata  de  un  depósito  de  más  de 
cinco  litros  de  licor  clandestino,  y  en  este  caso,  por 
disposición  de  esa  ley,  el  delito  debe  ser  considerado 
como  expendio  de  tal  licor.  El  Juez  debió  llenar  esa 
formalidad  en  la  sentencia,  ya  que  funda  la  condena 
en  el  artículo  2?  de  la  ley  de  18  de  julio  de  190*,  que 
castiga  el  expendio  dicho.  Sin  embargo,  la  pena  es- 
tá bien  impuesta,  cabe  mantener  la  sentencia  apelada» 
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llamándole  la  atención  á  aquel  funcionario  por  el  de- 
fecto;" 

3? — Que  la  defensa  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por  vio- 
lación de  los  artículos  722  del  Código  Fiscal  y  9?  de 
la  ley  de  18  de  julio  de  1903,  y  por  interpretación 
errónea  de  la  prueba,  porque  el  fallo  condenatorio  no 
se  apoya  en  hechos  probados  sino  en  el  dicho  de  los 
empleados  del  resguardo  fiscal; 

4? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  defec- 
to; y 

Considerando: 

Que  el  artículo  722  del  Código  Fiscal  no  se  ha 
violado,  porque  el  licor  clandestino  á  que  se  refiere 
la  causa  fué  aprehendido  están  Jo  en  posesión  del  pro- 
cesado y  sin  que  éste  explique  satisfactoriamente  el 
hecho  de  poseerlo;  y  que  por  lo  mismo,  no  se  han  in- 
fringido los  demás  que    se  citan; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida, 
y  con  certificación  de  la  presente  vuelvan  los  autos  á 
la  Sala  de  su  procedencia. — A.  Alvarado. — J.  Fed. 
González. — Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Ni- 
colás Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 

RoTHE  V  García 

(  2  40'  p.  m. — Octubre  7  ) 

En  el  juicio  ordinario  sobre  nulidad  de  un  con- 
trato, establecido  en  el  Juzgado  Civil  de  Heredia, 
por  el  señor  Fernando  Rothe  Lange.  vecino  de  Bar- 
ba, contra  el  señor  Rafael  García  Burbán,  vecino  de 
San  Isidro  de  aquella  jurisdicción,  ambos  mayores  de 
edad  y  agricultores;  en  el  cual  interviene  además  el 
Licenciado  Alberto  Marichal  Mora,  mayor,  abogado 
y  vecino  de  esta  ciudad,  como  apoderado  del  señor 
García; 

Resultando: 

1 9 — El  actor  en  su  libelo   de  demanda   expresa: 
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que  en  un  prejuicio  que  obra  en  el  Juzgado  Civil  de 
Heredia,  el  señor  García  reconoció  unos  documentos 
y  absolvió  posiciones,  relativos  á  un  pn)yecto  .'e  con- 
venio de  disolución  de  una  compañía  que  fundaron 
por  escritura  pública  otorgada  en  la  villa  de  Barba,  á 
las  cinco  de  la  tarde  del  seis  de  junio  del  año  próxi- 
mo pasado,  para  la  compra,  beneficio  y  exportación 
de  café;  que  esa  escritura  contiene  el  reglamento  pa- 
ra el  manejo  del  interés  del  señor  García  y  de  él,  so- 
bre un  contrato  de  arrendamiento  del  patio  de  bene- 
ficio de  San  Joaquín,  firmado  con  la  señ«>rita  Catali- 
na Espinach  Rucavado,  según  escritura  de  las  tn  s  y 
media  de  la  tarde  del  primero  de  junio  a^tes  dicho,  y 
de  las  tres  y  tres  cuartos  de  la  tarde  del  tres  tlel  mis- 
mo mes;  que  convino  con  García  en  que  ti  proyecto 
de  disolución  de  la  compañía  antes  referida,  fuera  ele- 
vado á  escritura  pública  el  veinticuatro  de  octubre 
del  año  pasado;  que  tal  proyecto  consta  en  documen- 
to privado  de  las  cuatro  y  tres  cuartos  de  la  tarde  del 
veintiuno  de  octubre  citado,  y  por  dificultades  de  fa- 
milia y  por  ser  ilegal  el  proyecto  de  disolución  de  la 
compañía,  según  las  condiciones  de  los  contratos  de 
arrendamiento  con  la  señorita  Espinach  Rucavado,  y 
de  constitución  de  la  compañía,  él  no  compareció  el 
veinticuatro  de  octubre  á  otorgar  la  escritura  de  di- 
solución; que  el  veinticinco  de  octubre  se  encontró 
con  el  señor  García  á  eso  de  medio  día  en  la  oficina 
del  Licenciado  Adán  García  en  esta  ciudad,  y  le  ma- 
nifestó que  la  escritura  de  disolución  no  podían  fir- 
marla tal  como  estaba  porque  ib-i  contra  las  condi- 
ciones de  las  escrituras  de  arrendamiento  y  de  cons- 
titución de  la  compañía,  y  que  él  necesitaba  que  la 
señorita  Espinach  Rucavado  lo  relevara  de  las  obli- 
gaciones como  coarrendatario,  pues  de  otro  moda 
quedaría  sin  derechos  y  sí  comprometido;  que  el  se- 
ñor García  estuvo  de  acuerdo  con  lo  expresadc^  y 
ambos  convinieron  en  que  á  las  tres  y  media  de  la 
tarde  del  mismo  día  dicho  señor  tendría  lista  la  escri- 
tura de  cancelación  por  parte  de  la  señorita  Espinach 
á  su  favor,  y  que  entonces  firmarían   la   escritura   de 
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disolución  de  la  compañía;  que  como  el  señor  García 
no  cumplió  con  la  obligación  de  obtener  de  la  citada 
Espinach  la  escritura  de  cancelación,  consideró  sin 
efecto  y  nulo  por  consiguiente  el  proyecto  de  disolu- 
ción de  la  compañía;  y  fundado  en  los  hechos  expues- 
tos y  en  los  artículos  627,  693,  702,  1007,  1008,  1246 
del  Código  Civil,  i9,  192.  198  y  220  del  de  Procedi- 
mientos Civiles,  demanda  en  vía  ordinaria  al  señor 
García  para  que  se  declare:  i?,  que  el  proyecto  de  di- 
solución de  la  compañía  á  que  se  refiere  el  documen- 
to por  él  reconocido  es  ilegal  y  nulo;  2?,  que  existe 
y  obliga  al  demandado  el  contrato  de  compañía  cons- 
tituida en  escritura  de  seis  de  junio  del  año  inmedia- 
to anterior;  3?,  que  conforme  al  referido  contrato  de 
compañía  el  demandado  debe  rendir  cuentas  del  tiem- 
po que  no  lo  ha  hecho;  y  4°,  que  el  demandado  debe 
pagarle  todas  las  costas; 

^9 — ^^El  señor  García  contestó  negativamente  la 
demanda;  expuso  que  la  verdad  del  negocio  es  lo  si- 
guiente: A  las  cinco  de  la  tarde  del  seis  de  junio  de 
dicho  año,  celebraron  el  señor  Rothe  y  él  un  conve- 
nio de  asociación  para  comprar  y  beneficiar  café.  Se- 
gún la  respectiva  escritura,  García  estaba  obligado, 
entre  otras  cosas:  I  A  abrir  á  Rothe  un  crédito  has- 
ta por  diez  mil  colones,  que  retiraría  éste  por  partes 
y  en  ciertas  épocas;  II  A  suministrar  á  Rothe  **to- 
dos  los  fondos  necesarios  para  comprar  y  beneficiar 
café  en  las  cosechas  de  este  año,  hasta  la  suma  de 
tres  mil  fanegas  de  café";  y  tenía  derecho,  entre  otros, 
á  exigir  de  Rothe  que  hipotecara  por  diez  mil.  colo- 
nes determinada  finca  inscrita  en  nombre  de  la  esposa 
de  éste,  señora  Enriqueta  Conejo,  y  en  efecto  dicha 
señora  le  otorgó  hipoteca  de  una  casa  y  solar  situa- 
dos en  la  primera  manzana  al  Norte  de  la  iglesia  de 
Barba;  y  presentado  el  testimonio  de  la  escritura  de 
asociación  é  hipoteca,  por  el  encargado  de  hacerlo,  al 
Registro,  fué  retirado  sin  inscribir,  sin  su  consenti- 
miento, el  veintiséis  de  julio  del  expresado  año.  A 
mediados  de  octubre.  García  no  sabía  que  el  testimo- 
nio hubiera  sido  retirado  del  Registro  sin   inscribir,  y 


—  214  — 

había  entreg'ado  á  Rothe  más  de  los  diez  mil  colones 
convenidos;  y  no  fué  sino  después  que  habló  al    mis- 
mo inculpándolo  por  su  proceder,  que  se  presentó  de 
nuevo  ese  documento  al  Registro.     Como    no    podía 
haber  ya  armonía  entre  ambos,  entraron   en  discusio- 
nes y  en  fórmulas  de  arreglo,  y  firmaran   el  veintiuno 
de  octubre  dos  document<.)S  privados   como    medidas 
preliminares.      En  ese  mismo  día  vinieron  á  esta  ciu- 
dad y  tras  larga  discusión,  convinieror*.  en    las    nueve 
cláusulas  del  contrato  de   disolución    de    la    sociedad 
celebrada  entre  ellos,  según  aparece   del    documento 
reconocido  judicialmente  por  el  señor    Rothe.     Con- 
vinieron en  tal  contrato,   que    Rothe    recibiría   como 
beneficio  reportado  por  él  de  la    compañía,    dos    mil 
colones,  que  le  pagaría  García    si    las    utilidades    del 
paño  de  beneficio  de  jiropiedad  de  la  señorita  Catali- 
na Espinach,  montaban  ó  excedían  én  la    cosecha    de 
fines  del  año  y  principios  del  corriente,  de  la  suma  de 
nueve  mil  colones;  y  que  si  no  llegaban  á  esa  cantidad, 
Rothe  no  recibiría  nada  y  renunciaba  á  todo  reclamo 
contra  García.     Convinieron  también  en  que    García 
continuaría  en  posesión  del  beneficio  de  café  dicho  y 
cumpliría  el  contrato  de  arrendamiento  celebrado. con 
la  propietaria.     Se  consignó  en  el  documento    que  el 
contrato  de  disolución  sería  elevado    á  escritura    pú- 
blica el  día  veinticuatro  del  propio  mes  de  octubre;  y 
aunque  con  tal  objeto  estuvo  García  casi  todo    el    día 
expresado  en  la   oficina    del    notario   señor   Alberto 
Marichal,  Rothe  no  compareció.     Al  día  siguiente  se 
reunieron  los  dos  en  la  misma  oficina  y  Rothe    dijo  á 
García  que  antes  de  elevar  lo  estipulado   á   escritufa 
pública,  debían  entenderse  con  la  señorita    Espinach, 
por  ser  él  la  persona  obligada  en  los  contratos    de   a- 
rriendo.     García  se    negó  á    esta    nueva   pretensión, 
pues  una  cosa  era  el  convenio  hecho  por  ellos    y  otra 
completamente    distinta    el   arreglo  con   la   señorita 
Espinach;   pero    sin  embargo,  aseguró  á  Rothe    que 
solicitaría  de  ella  que  lo  relevara  de  sus  obligaciones, 
lo  que  repitió  luego  en  la  oficina  del    Licenciado    A- 
dán  García»  mas  sin  subordinar  la   escritura   pública 
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de  su  definitivo  arreglo,  á  )a  escritura  de  novación  de 
deudor  para  con  lá  señorita  Espínach.  Rothe  pare- 
ció inclinado  á  aceptar  la  seguridad  que  García  le  da- 
ba, y  le  dijo  que  volvería  á  la  oficina  del  señor  Mari- 
chal  para  otorgar  la  escritura,  el  mismo  día  á  las  tres 
y  media  de  la  tarde,  pero  no  lo  hizo,  por  lo  que  Gar- 
cía pidió  al  día  siguiente  el  reconocimiento  judicial 
del  contrato.  Cuando  dijo  García  á  Rothe  que  soli- 
citaría de  la  señorita  Espinach  que  lo  relevara  de  sus 
obligaciones,  ya  había  obtenido  el  consentimiento 
verbal  de  ella  de  verificarlo  una  vez  que  se  hubiera 
hecho  la  escritura  con  las  cláusulas  del  documento 
privado;  tanto  es  así,  que  después  de  haber  reconoci- 
do Rothe  el  documento  privado,  ella  lo  eximió  de  su 
obligación  por  escritura  pública.  Y  por  lo  expuesto, 
fundado  en  los  artículos  727,  741,  1009,  1022,  1025^ 
474  del  Código  Civil.  236,  240,  1072  y  1073  del  de 
Procedimientos  Civiles,  García  contrademanda  á  Ro- 
the para  que  se  declare:  i? — Que  el  documento  cons- 
titutivo del  contrato  privado  que  se  firmó  en  San  Jo- 
sé á  las  cuatro  y  tres  cuartos  de  la  tarde  del  veintiu- 
no de  octubre  del  año  pasado,  está  judicialmente  re- 
conocido por  el  señor  Rothe;  2? — Que  ese  contrato 
tiene  fuerza  de  ley  entre  Rothe  y  él,  únicas  partes 
contratantes;  3? — Que  par  consiguiente  está  disuelta 
la  sociedad  celebrada  entre  ellos  por  escritura  públi- 
ca otorgada  á  las  cinco  de  la  tarde  del  seis  de  junio 
del  mismo  año  ante  el  notario  Adán  García;  4? — 
Que  está  cancelada  la  garantía  hipotecaria  constitui- 
da á  su  favor  por  la  señora  Enriqueta  Conejo  Conejo, 
á  que  se  obligó  el  señor  Rothe;  5? — Que  únicamente 
él  tiene  derecho,  y  no  el  señor  Rothe,  á  poseer  por  el 
término  del  arriendo  el  beneficio  de  café  de  San  Joa- 
quín, á  que  este  juicio  se  refiere;  y  que  el  señor  Ro- 
the en  cambio,  ha  sido  relevado  de  sus  obligaciones 
como  coarrendatario  que  era;  69 — Que  debe  pagarle 
las  costas  personales  y  procesales  del  presente  juicio. 
Tal  reconvención-fué  negada  á  su  vez  por  el  señor 
Rothe; 

3? — En  sentencia  de  las  tres  de  la  tarde   del  dos 
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de  junio  del  presente  año,  en  que  cita  los  artículos 
474.  719»  T^-l,  ^009.  1022  y  124S  del  Código  Civil  y 
1072  del  de  Procedimientos  Civiles,  el  Juez  Civil  de 
Heredia  declaró  improcedente  la  demanda  en  todas 
sus  partes,  con  lugar  la  reconvención,  y  en  conse- 
cuencia que  el  documento  privado  de  las  cuatro  y 
tres  cuartos  de  la  tarde  del  veintiuno  de  octubre  del 
año  anterior,  está  reconocido  judicialmente  por  el  se- 
ñor Rothe,  tiene  fuerza  de  ley  entre  las  parces  con- 
tratantes y  por  consiguiente,  que  está  disuelta  la  so- 
ciedad celebrada  entre  las  partes  por  escritura  de  las 
cinco  de  la  tarde  del  seis  de  junio  del  citado  año  y 
cancelada  la  garantía  hipotecaria  constituida  por  la 
señora  Enriqueta  Conejo  á  favor  del  señor  García, 
quien  tiene  derecho  á  poseer  de  modo  exclusivo  y 
por  el  término  del  arriendo,  el  beneficio  de  café  de 
San  Joaquín,  á  que  este  litigio  se  refiere,  y  que  el  se- 
ñor Rothe  ha  sido  relevado  de  sus  obligaciones  como 
co- arrendatario;  y  condenó  al  actor  en  las  costas  pro- 
cesales del  juicio,  por  las  siguientes  razones:  **if — En 
cuanto  á  la  demanda:  se  desprende  del  libelo  respec- 
tivo, que  el  actor  considera  sin  valor  legal  el  conve- 
nio de  disolución  de  la  compañía  de  veintiuno  de  oc- 
tubre anterior,  desde  el  momento  en  que  el  señor 
García  Burbán  no  llevó  á  término,  el  día  señalado,  el 
compromiso  de  obtener  de  la  señorita  Espinach  la 
escritura  de  cancelación  de  las  obligaciones  que  le 
impuso  el  contrato  de  arrendamiento  del  patio  de  be- 
neficio de  San  Joaquín,  compromiso  que  de  ser  cier- 
to, le  dio  facultad  para  exigir  el  cumplimiento  del 
convenio  ó  pedir  su  resolución  con  daños  y  perjuicios, 
de  acuerdo  con  la  doctrina  del  artículo  692  del  Có- 
digo Civil;  pero  hay  que  observar  que  en  el  caso  que 
se  cuestiona,  el  señor  Rothe  no  tuvo  derecho  para 
ejercitar  ninguna  de  esas  acciones,  pues  consta  de  la 
escritura  pública  de  novación  de  deudor  (documento 
de  fojas  63)  que  á  la  fecha  de  la  iniciación  del  pleito 
(doce  de  diciembre)  ya  había  cumplido  con  esa  obli- 
gación, si  es  que  la  contrajo,  y  toda  vez  que  la  resci- 
sión no  se  opera  de  pleno  derecho   y   puede   librarse 
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-de  sus  efectos  quien  al  ser  requerido  en  juicio,  llena 
la  omisión,  siempre  que  el  contrato  incumplido  no 
adolezca  de  vicio  intrínseco  alguno  que  determine  su 
nulidad;  2? — Que  en  virtud  de  lo  expuesto,  y  demos- 
trado como  está  que  el  demandado  cumplió  con  el 
único  requisito  que  el  actor  echó  de  menos  en  el  con- 
trato de  disolución  y  que  en  su  concepto  era  preciso 
para  elevarlo  á  escritura  pública,  según  consta  de  su 
propia  confesión,  (folios  i9  vuelto  y  19), y  habiéndose 
•celebrado  dicho  convenio  con  las  formalidades  esen- 
ciales de  la  contratación  (artículo  627,  Código  ibídem) 
y  sin  que  se  haya  justificado  circunstancia  alguna  que 
lo  invalide,  procede  desestimar  la  nulidad  reclamada 
en  la  demanda  y  por  lo  tanto,  los  demás  extremos  de 
la  misma  que  son  su  consecuencia;  3? — Que  siendo 
infundada  la  pretensión  de  nulidad  del  convenio  en 
cuestión  y  estando  éste  legalmente  reconocido  por  el 
señor  Rothe  (folio  56  vuelto)  y  haciendo  plena  prue- 
ba tal  convenio  de  las  declaraciones  en  él  consigna- 
das por  los  contratantes,  debe  atenderse  la  reconven 
•ción  en  todos  sus  puntos.  (Artículo  741,  mismo  Có- 
digo)"; 

4? — Anibas  partes  se  alzaron  para  ante  la  Sala 
Primera  de  Apelaciones,  quien  á  las  tres  de  la  tarde 
del  dos  de  agqsto  último  confirmó  en  todas  sus  dis- 
posiciones la  sentencia  recurrida  y  con  apoyo  en  el 
-artículo  1074,  inciso  39,  del  Código  de  Procedimien- 
tos Civiles,  condenó  al  demandante  en  las  costas  per- 
sonales y  procesales  del  juicio; 

5? — El  aíítor  ha  interpuesto  recurso  de  casación 
de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por  los  siguien- 
tes motivos:  i? — Error  de  hecho  y  de  derecho  en  la 
apreciación  de  la  prueba,  con  violación  del  artículo 
1397  del  Código  Civil,  al  mantener  en  favor  del  de- 
mandado el  derecho  ilegalmente  donado;  2? — Viola- 
ción de  los  artículos  835,  inciso  2?,  y  837  del  Código 
Civil,  al  no  haber  la  Sala  de  instancia  declarado  la 
nulidad  absoluta  demandada,  cuando  para  las  donacio- 
nes hechas  á  favor  de  García  en  el  documento  pri- 
"vado,  faltó  el  requisito  exigido  por  la  ley;  3? — Viola- 
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ción  del  artículo  693,  Código  Civil,  porque  habiéndo- 
se pedido  que  la  contraparte  rindiera  las  cuentas, 
prevenidas  por  los  estatutos  de  la  compañía,  los  tri^ 
bunales  de  instancia  han  negado  ese  derecho; 

6? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

iV — Que  la  cuestión  traída  al  estudio  del  Tribu- 
nal no  puede  ser  tomada  en  cuenta,  porque  el  punto 
de  que  el  convenio  por  documento  privado  sobre  el 
cual  se  discMte  importe  una  donación,  no  fué  propues- 
to ni  debatido  en  ninguna  de  las  estaciones  inferiores 
del  juicio,  ni  es,  por  lo  mismo,  materia  útil  en  este 
recurso  (artículo  959  del  Código  de  Procedimientos 
Civiles); 

2? — Que  á  mayor  abundamiento,  el  contrato  de 
rescisión  del  de  sociedad  hecho  por  documento  pri- 
vado, no  tiene  ninguno  de  los  caracteres  de  una  do- 
nación, pues  las  cosas  que  recibe  el  señor  García  las 
obtiene  onerosamente,  no  sólo  porque  suministró  y 
expuso  á  riesgos  el  capital  para  la  organización  del 
negocio,  sino  porque  tomó  á  su  cargo  todas  las  obli- 
gaciones de  la  empresa  y  la  de  pagar  al  señor  Rothe 
un  tanto  como  beneficio  reportado  de  la  asociación» 
en  determinadas  y  previstas  condiciones.  No  han 
podido  ser  infringidas,  por  consiguiente,  las  leyes  que 
el  recurso  cita  y  que  se  refieren  á  los  requisitos  que 
debe  cumplir  un  contrato  de  donación  y  á  la  nulidad 
que  la  ausencia  de  esos  requisitos  apareja; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida» 
con  costas  á  cargo  del  recurrente;  y  con  certificación  de 
la  presente  vuelvan  los  autos  ala  Sala  de  su  proceden- 
cia.— A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — Manuel  V. 
Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — An* 
te  mí, — Alfonso  Jiménez. 
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Vargas  Monje 

(3  p.  m. — Octubre  10) 

En  U  causa  seguida  en  el  Juzgado  de  lo  Conten- 
cioso-administrativo,  contra  el  señor  Ricardo  Vargas 
Monje,  mayor  de  edad,  agricultor  y  vecino  de  Sarchí 
Norte  del  cantón  de  Grecia,  por  el  delito  de  depósito 
de  fermentos  para  la  destilación  de  aguardiente;  en 
la  cual  son  partes  el  señor  Licenciado  Luis  Cruz 
Mesa,  mayor,  abogado  y  de  este  vecindario,  como 
defensor  riel  reo,  v  el  representante  del  Ministerio 
Público; 

Resultando: 

1 9 — Que  en  sentencia  de  las  nueve  de  la  mañana 
del  veintisiete  de  junio  del  presente  año,  en  que  se 
citan  los  artículos  163,  164  y  882  de  la  Parte  urcera 
del  Código  General,  18  de  la  ley  de  18  de  julio  de 
1903  y  728  del  Código  Fiscal,  el  Juez  respecti\o  de- 
claró a  Vargas  responsable  del  delito  indicacio  y  le 
impu^'o  estas  penas:  multa  de  quinientos  colo'^-s,  con 
la  aplicación  de  ley;  confiníimiento  p<»r  seis  nu'>es  en 
la  ciudad  de  Limón,  y  para  el  caso  de  que  no  sati>fa- 
ga  la  multa,  confinamiento  por  otros  seis  meses  en  el 
mismo  lugar,  con  rebaja  del  tiempo  por  que  haya  es- 
tado preso,  más  las  accesorias  de  suspensión  de  cargo 
ú  oficio  público,  pérdida  de  las  cosas  aprehendivias  y 
pago  de  los  daños  y  perjuicios  causados  con  su  deli- 
to, por  las  siguientes  razones:  **i?  Que  el  cuerpo  del 
delito  de  depósito  de  fermentos  preparados  para  la 
destilación,  por  que  se  sigue  esta  causa,  se  encuentra 
comprobado  con  arreglo  á  los  artículos  TT}^  780  y 
781,  Parte  tercera  del  Código  General,  715  y  716  del 
Fiscal,  35  y  36  de  la  ley  de  18  de  julio  de  1903; 
2?  Que  de  autos  aparece  plenamente  comprobado 
haber  sido  aprehendido  el  depósito  de  fermentos  en 
el  solar  de  propiedad  del  señor  Ricardo  Vargas  Mon- 
je y  á  corta  distancia  de  la  casa  de  este,  y  en  cense 
cuencia,  debe  tenérsele  y  castigársele  como  responsa- 
ble del  relacionado  delito.  (Artículos  218,  Parte  terce- 
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rsL  del  Código  Qeneral,  72 1  del  Fiscal  y  7?  de  la  ley 
de  18  de  julio  de  1903;)  3*  Que  si  bien  los  peritos 
Joaquín  Álpízar  y  Emilio  Serrano  dictaminan  que  no 
es  imputable  el  delito  que  se  persigue  al  señor  Ricar- 
do Vargas  Monje,  por  no  ser  éste  dueño  del  terreno 
donde  tuvo  lugar  la  aprehensión,  ni  detentador  del 
mismo,  ni  tampoco  jefe  de  la  casa,  dicha  afirmación 
no  merece  crédito,  en  razón  de  estar  contra  lo  dicho 
por  el  procesado  en  su  indagatoria,  y  la  prueba  peri- 
cial evacuada  en  el  sumario;  4?  Que  la  pena  aplica- 
ble al  presente  caso,  es  la  establecida  por  el  artículo 
470  del  Código  Fiscal  en  combinación  con  el  i?  y  29 
de  la  ley  de  18  de  julio  de  1903,  que  impone  la  mi- 
tad de  la  pena  que  impone  al  fabricante  y  es:  qui- 
nientos colones  de  multa  y  seis  meses  de  confinamien- 
to en  un  lugar  distante  por  lo  menos  cincuenta  kiló- 
metros del  sitio  en  donde  se  hubiere  cometido  el  de- 
lito, á  la  primera  v<.  z;  el  que  reincidiere,  multa  igual  y 
seis  meses  de  presidio;  el  que  reincidiere  segunda  vez, 
multa  doble  y  extrañamiento  del  país  por  dos  años  y 
medio.  Si  el  reo  no  tuviere  bienes  con  que  satisfa- 
cerla, se  conmutará  ésta  en  confinamiento,  presidio  ó 
extrañamiento,  según  el  caso,  á  razón  de  un  año  de 
la  pena  por  cada  mil  colones;  5?  Que  las  atenuantes 
que  aparecen  comprobadas  no  se  toman  en  considera 
ción  por  ser  la  pena  fija,  y  siendo  la  primera  vez,  se 
le  condena  á  pagar  quinientos  colones  de  multa  á  fa- 
vor del  Tesoro  Nacional  y  á  sufrir  seis  meses  de  con- 
finamiento en  la  ciudad  de  Limón,  y  si  no  pagare  la 
multa,  la  descontará  con  otros  seis  meses  de  confina- 
miento en  el  mismo  lugar;  6?  Que  también  deben 
aplicársele  las  disposiciones  de  los  artículos  723  y  725 
del  Código  Fiscal; ' 

2? — Que  en  virtud  de  alzada  interpuesta  por  el 
defensor  del  procesado,  falló  el  asunto  la  Sala  Segun- 
da de  Apelaciones  á  las  tres  de  la  tarde  del  ocho  de 
agosto  ultimo  cambiando  el  lugar  del  confinamiento 
por  Buena  Vista  del  cantón  del  Naranjo,  y  confir- 
mando en  sus  demás  partes  la  sentencia  recurrida; 

3? — Que  el  procesado  ha  interpuesto  recurso  de 
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casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por  los 
siguientes  motivos:  i9  Violación  del  artículo  8?  de 
la  ley  de  8  de  julio  de  1902,  con  error  de  hecho  y  de 
derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba,  porque  el  caso 
de  autos  no  está  comprendido  en  ninguno  de  los  in- 
dicados en  dicho  artículo  y  por  consiguiente,  la  tole- 
rancia de  que  habla  el  artículo  722  del  Código  Fiscal, 
que  ha  servido  de  base  para  condenarlo,  no  está  de- 
mostrada; 2?  Violación  de  los  artículos  TTT^  780, 
781  y  782,  Parte  tercera  del  Código  General,  con 
error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de  las 
pruebas  de  indicios,  testigos  y  peritos,  porque  éstas 
no  prueban  el  delito  perseguido;  3**  Violación  del 
artículo  721  del  Código  Fiscal,  porque  se  le  ha  decla- 
rado responsable  del  delito  de  contrabando  sin  ser 
dueño  ójefe  de  la  casa  ó  patio,  que  es  á  quienes  la 
ley  castiga  por  tales  delitos; 

4? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

I? — Que  el  delito  de  contrabando  por  que  se  ha 
seguido  esta  causa  está  bien  comprobado  de  confor- 
midad con  lo  dispuesto  por  los  artículos  715,  716  del 
Código  Fiscal  y  18  de  la  ley  de  18  de  julio  de  1903; 

2? — Que  la  responsabilidad  del  procesado  está 
demostrada  con  la  prueba  rendida  en  los  autos,  y  las 
sentencias  de  primera  y  segunda  instancia  contienen 
los  requisitos  necesarios  que  prescribe  el  artículo  89 
de  la  ley  de  8  de  julio  de' 1902;  por  lo  tanto  no  ha 
sido  violado  e^lc  artículo  como  pretende  eF recurren- 
te, ni  ha  habido  error  alguno  en  la  apreciación  de  la 
prueba,  así  como  tampoco  existe  la  violación  que  se 
alega  de  las  demás  leyes  que  se  citan  en  el  recurso 
de  casación  interpuesto; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida, 
y  con  certificación  de  la  presente,  devuélvanse  los  au- 
tos á  la  Sala  de  su  procedencia. — A.  Alvarado. — J. 
Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. 
— Nicolás  Oreamuno. — Ante  mf, — Alfonso  Jiménez. 
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Acuña  v.  Ara  ya 

{2}^  p.'  m. — Octubre  13  ) 

En  el  juicio  ordinario  sobre  nulidad  de  un  juicio 
ejecutivo  y  otros  puntos,  seguido  en  el  Juzgado  de 
primera  instancia  de  Puntarenas,  por  el  señor  Pío 
Acuña  Chaves,  mayor  de  edad,  comerciante  y  vecino 
de  esta  ciudad,  de  quien  son  cesionarios  los  señores 
Felipe  J.  Alvarado  y  Compañía,  contra  el  señor  Ra- 
món Araya  Vargas,  comerciante,  de  quien  es  apode- 
rado el  señor  Carlos  Castro  Solórzano,  agente  de  ne- 
gocios, ambos  mayores  y  vecinos  de  aquella  comarca; 

Resultando: 

I? — Que  el  actor  en  su  libelo  de  demaoda,  ex- 
presa: que  el  señor  Ramón  Araya  lo  demandó  ejecuti- 
vamente en  la  Alcaldía  de  Puntarenas  é  hiao  rematar 
en  sí  todos  los  objetos  que  fueron  embargados;  que 
ese  juicio  es  nulo  porque  contiene  varias  violaciones 
del  procedimiento,  como  falta  de  notificación  del  auto 
dé  las  ocho  y  veinte  minutos  del  día  treinta  de  se- 
tiembre de  mil  novecientos  tres,  que  tiene  el  carácter 
de  sentencia,  y  de  la  sentencia  dictada  por  el  respec- 
tivo Alcalde  á  las  nueve  de  la  mañana  del  veintidós 
de  diciembre  del  mismo  año;  que  una  vez  declarada 
tal  nulidad,  él  tiene  derecho  para  ser  restituido  al 
mismo  estado  en  que  se  hallaría  no  habiendo  existido 
esa  serie  de  actos  nulos,  f  p<^r  lo  tanto  para  que  se  le 
paguen  los  daños  y  perjuicios  ocasionados  con  esa 
violación  de  su  derecho;  que  |K>r  lo  expuesto  y  con 
apoyo  en  los  artículos  iV,  aparte  2?,  y  1045  del  Có- 
digo Civil,  demanda 'en  juicio  ordinario  al  citado  Ara- 
ya para  que  en  sentencia  se  declare:  i?  que  el  juicio 
ejecutivo  que  siguió  ante  el  Alcalde  de  Puntarenas» 
ya  expresado,  es  absolutamente  nulo,  toda  vez  que 
se  ha  incurrido  en  las  nulidades  también  referidas» 
que  implican  que  se  ha  despachado  la  ejecución  sin 
titulo  ejecutivo;  2?  que  se  le  deben  entregar  los  objetos 
embargados;  3?  que  él   demandado  debe   pagarle  los 
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tlaños  y  perjuicios  ocasionados  con  tal  proceder;  y 
4?  que  también  debe  pagarle  las  costas  de  dicho  juicio 
y  del  presente; 

2? — Que  el  señor  Araya  contestó  negativamente 
la  demanda; 

3? — Que  el  Juez  respectivo,  con  fundamento  en 
los  artículos  115  de  la  Constitución  Política,  192  (a 
contrario  sensu)  y  1072  del  Código  de  Procedimien- 
tos Civiles,  falló  á  las  nueve  de  la  mañana  del  veinti- 
siete de  diciembre  del  año  próximo  pasado,  absol- 
viendo del  cargo  al  demandado,  con  costas  del  juicio 
á  cargo  del  demandante,  por  las  siguientes  razones: 
**i? — Que  la  nulidad  de  todas  ó  parte  de  las  actua- 
ciones de  un  juicio,  no  puede  declararse  en  otro  sino 
•en  el  mismo  en  que  se  haya  cometido  la  nulidad, 
porque  de  Iq  contrario  equivaldría  á  abrir  un  proceso 
fenecido,  contrario  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  1 1 S 
de  nuestra  Constitución  Política;  2?— Que  el  actor 
pudo  en  el  juicio  cuya  nulidad  se  pide,  interponer 
apelación  para  alegar  en  segunda  instancia  los  vicios 
de  procedimiento  de  que  se  queja;  3? — Que  de  po- 
derse anular  lo  hecho  en  un  juicio  ejecutivo,  en  uno 
ordinario,  equivaldría  á  declarar  que  es  ilusoria  la  vía 
ejecutiva  para  reclamar  un  derecho  y  que  además  de 
los  recursos  señalados  por  la  ley  habría  este  otro,  tá- 
cito, no  sujeto  á  término  alguno,  para  reparar  las  irre- 
gularidades cometidas  en  un  juicio;  4? — Que  no  sien- 
do procedente  la  nulidad  demandada,  su  consecuen- 
cia, que  es  el  resarcimiento  de  daños  y  perjuicios,  en- 
trega de  bienes  rematados  /  pago  de  costas,  tampo- 
co procede;'* 

4?- — Que  en  virtud  de  alza4^  interpuesta  por 
parte  de  los  señores  Felipe  J.  Alvarado  y  Compañía, 
dictó  sentencia  la  Sak  Primera  de  Apelaciones  á  las 
tres  de  la  tarde  del  diez  y  seis  de  mayo  del  presente 
año,  confirmando  en  un  todo  la  sentencia  apelada,  y 
condenando  á  los  recurrentes,  de  conformidad  coa 
los  artículos  1073  Y  1074  del  Código  de  Procedi- 
mientos Civiles,  en  las  costas  perspnales  y  procesales 
>dd  juicio; 
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interior  menor,  con  abono  del  tiempo  porque  hubiere 
estado  preso,  y  á  las  penas  accesorias  de  ley;  absolvió 
de  toda  pena  y  responsabilidad  á  Feiix  Alfaro  Cam- 
pos, sin  lugar  á  indemnización  por  haber  habido  mé- 
rito para  su  enjuiciamiento;  y  sobreseyó  en  los  pro- 
cedimientos á  favor  de  Samuel  Moya  Marín;  declaró 
improcedentes  las  tachas  puestas  á  los  testigos  Boni- 
facio Solano,  Luis  Irola,  Higinio  'Arias  y  Juan  As- 
tüa,  y  procedentes  las  puestas  á  Enrique  Volio  y 
Guillermo  Whde;  y  ordenó  testimoniar  lo  conducente 
para  averiguar  si  Samuel  Moya  ha  cometido  el  delito 
de  perjurio;  todo  por  estas  razones:  "i? — Que  este 
Juzgado  estima  comprobados  los  siguientes  hechos: 
a),  Antonio  Moya,  cuando  ocurrió  el  h  :cho  de  autos, 
prestaba  sus  servicios  como  peón  en  la  hacienda  de 
don  Carlos  Wahle,  situada  en  Cachi;  b),  que  en  dicha 
hacienda  se  cometían  frecuentes  robos  de  café  bene- 
ficiado; c),  que  Antonio  Moya  el  diez  y  seis  de  abril 
de  mil  novecientos  cuatro  vendió  á  don  EUas  Muñoz 
quince  quintales  de  café  de  igual  clase  al  que  bene- 
ficia el  señor  Wahle  en  su  hacienda  de  Cachi;  d),  que 
el  referido  Antonio  Moya  es  pobre  y  no  tiene  hacien- 
da alguna  de  café;  e),  que  el  café  vendido  por  Moya 
al  señor  Muñoz  salió  de  la  hacienda  del  señor  Wahle; 
y  f),  que  Moya,  apenas  tuvo  conocimiento  de  que  la 
autoridad  trataba  de  averiguar  los  hechos  que  han 
dado  origen  á  esta  causa,  abandonó  sigilosamente  su 
domicilio,  habiéndose  cambiado  su  verdadero  nombre 
por  el  de  Braulio  Ulloa;  2? — Que  por  lo  dicho,  el  in- 
frascrito Juez  tiene  como  autor  del  hecho  que  se  per- 
sigue al  reo  Antonio  Moya  y  debe  en  consecuencia 
castigársele  con  la-  pena  eje  presidio  interior  menor  en 
su  grado  máximo,  toda  vez  que  el  café  hurtado  fué 
valorado  por  peritos  en  trescientos  dos  colones  ochen- 
ta céntimos.  (Artículos  472  y  468  del  Código  Penal); 
3?-Que  de  acuerdo  con  el  artículo  74  del  referido  Có- 
digo, la  pena  dicha  debe  aplicarse  en  su  extremo  menor 
por  no  concurrir  en  el  hecho  agravantes  y  sí  la  ate- 
nuante 14?  del  artículo  il  del  Código  ya  citado;  4? — 
Que  al  procesado   Moya  se  le   deben  imponer  á  más 
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^e  la  pena  principal,  las  accesorias  de  ley.  (Artículos 
2S»  37»  83  y  95,  Código  citado);  5?-— Que  en  lo  que 
se  refiere  al  procesado  Félix  Alfaro,  este  Juzgado 
estima  que  si  bien  hubo  mérito  bastante  para  encau- 
sarlo, no  lo  hay  para  condenarlo,  toda  vez  que  la 
única  declaración  que  lo  perjudicaba,  la  de  Samuel 
Moya,  dada  en  el  sumario,  queda  desvirtuada  en  el 
plenario,  en  donde  afirma  el  testigo  que  Félix  Alfaro 
no  es  la  persona  que  acompañaba  á  Moya  la  noche 
del  hecho  y  que  si  en  su  primera  declaración  dijo 
todo  lo  contrario,  fué  por  consejo  del  referido  Moya; 
6? — Que  aunque  la  conducta  de  Samuel  Moya  no 
puede  considerarse  como  correcta  al  hacerse  cargo 
del  trasporte  del  café  en  las  condiciones  en  que  se 
llevó  á  efecto,  no  es  motivo  suficiente  para  enjuiciarlo 
como  cómplice  ó  encubridor  de  ese  hecho  y  en  lo 
tanto  debe  sobreseerse  á  su  favor;  7? — Que  las  de- 
claraciones dadas  por  el  testigo  Samuel  Moya  á  fojas 
quince  y  ciento  catorce  son  contradictorias  en  puntos 
esenciales  y  en  lo  tanto,  debe  testimoniárselo  condu- 
cente para  averiguar  si  el  expresado  Moya  ha  come- 
tido el  delito  de  perjurio;  8? — Que  las  tachas  puestas 
á  los  testigos  Bonifacio  Solano,  Luis  Irola,  Juan  As- 
túa  é  Higinio  Arias  no  proceden  por  cuanto  no  cons- 
ta que  estos  señores  sean  sirvientes  del  señor  Whale. 
La  tacha  puesta  á  los  testigos  Enrique  Volio  y  Gui- 
llermo Whde  es  procedente  en  razón  de  ser  estos 
señores  sirvientes  dej  ofendido,  pero  no  obstante  esa 
circunstancia,  este  Juzgado  les  da  entero  crédito  á 
esos  testimonios  porque  no  se  ve  que  tengan  interés 
directo  en  el  asunto,  ni  que  hayan  faltado  á  la  verdad 
en  la  narración  de  los  hechos  (artículos  233,  Parte  3?, 
Código  de  1841,  y  de  la  ley  de  8  de  julio  de  1902)"; 

3? — Que  en  virtud  de  recurso  interpuesto  por  el 
procesado  Antonio  Moya,  la  Sala  Segunda  de  Ap'e- 
laciones,  á  las  tres  de  la  tarde  del  veintitrés  de  agosto 
próximo  pasado,  confirmó  en  todas  sus  partes  la  sen- 
tencia recurrida; 

4? — Que  el  mismo  reo  ha  interpuesto  recurso  de 
•casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por  los 
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motivos  siguientes:  i? — Indefensión  al  declarar  imper- 
tinente una  prueba  propuesta  para  desvanecer  el  car- 
go, con  violación  del  artículo  3?  del  decreto  de  i9  de 
agosto  de  1895;  2? — Violación  del  artículo  233,  Parte 
tercera  del  Código  de  1841,  al  no  declararse  con  lu- 
gar la  tacha  puesta  á  los  testigos  Bonifacio  Solano, 
Luis  Irola,  Higinio  Arias.  Juan  Astúa,  Enrique  Vo- 
lio  y  Guillermo  Whde;  3? — Violación  de  los  artículos 
233.  873  y  889,  Parte  tercera  del  Código  de  1841.  y 
ley  de  18  de  julio  de  1902;  4? — Infracción  de  los  ar- 
tículos 275,  276  y  277  ibídem;  5? — Violación  del  ar- 
tículo 193  de  la  Parte  III  del  mismo  Código  Genera^ 
con  error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación 
de  las  pruebas;  6? — Violación  de  los  artículos  163, 
275,  873  y  884  del  Código  General  de  1841,  Parte 
tercera,  con  error  de  hecho  y  de  dert-cho  en  la  apre- 
ciación de  las  pruebas,  porque  se  le  condena  sin  ha- 
ber siquiera  en  su  contra  un  principio  de  prueba; 
7? — Violación  de  los  artículos  35  y  36  de  la  Ley 
Adicional  de  17  de  octubre  de  1864,  con  error  de 
hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba; 

5? — Que  el  reo  en  el  acto  de  la  vista,  por  medio 
de  su  abogado  amplió  el  recurso  de  casación  alegando 
infracción  del  artículo  478  del  Código  Penal,  porque 
comprobada  en  autos  su  conducta  irreprochable,  se 
ha  desvanecido  la  presunción  legal  establecida  por 
dicha  ley,  y  por  consiguiente  la  Sala  debió  absolverlo 
de  toda  pena  y  responsabilidadf  puesto  que  en  su 
contra  no  hay  más  prueba  que  la  declaración  de  Elias 
Muñoz,  quien  es  directamente  interesado  en  este  jui- 
cio; 

6? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

1 9 — Que  la  prueba  denegada  á  que  se  refiere  la 
queja  del  reo,  fué  tenida  como  impertinente  con  pre- 
sencia del  artículo  3?  del  decreto  de  1 9  de  agosto  de 
1895,  por  constar  de  autos  que  el  objeto  sustraído  fué 
café  y  no  maíz; 
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2? — Que  el  artículo  233,  Parte  tercera  del  Có- 
digo General,  se  ha  cumplido,  ya  que  en  virtud  de  lo 
que  dispone  se  declaró  la  improcedencia  de  las  tachas 
alegadas. contra  los  testigos  Bonifacio  Solano,  Luis 
Irola,  Higinio  Arias  y  Juan  Astiía,  así  como  la  pro- 
cedencia de  las  puestas  á  Enrique  Volio  y  Guillermo 
Whde,  no  obstante  que  por  las  razones  que  express^ 
la  sentencia  y  en  atehción  á  lo  dispuesto  en  el  artículo 
18  de  la  ley  de  8  de  julio  de  1902,  el  mérito  de  sus 
declaraciones  sirve  para  determinar  la  responsabilidad 
del  reo; 

3? — Que  el  artículo  873,  Parte  tercera,  Código 
General  de  1 841,  requiere  para  la  condenatoria  del 
reo  la  completa  justificación  del  cuerpo  del  delito,  así 
como  la  prueba  de  que  el  procesado  es  delincuente. 
En  el  caso  de  autos  las  dos  circunstancias  constan  en 
el  proceso,  según  se  dice  en  la  parte  considerativa  de 
la  sentencia  de  primera  instancia,  con  mérito  de  los 
artículos  780,  Código  dicho,  35  y  3I5  de  la  ley  de  17 
de  octubre  de  1864  y  18  de  la  de  8  de  julio  antes 
citado; 

4? — Que  en  el  recurso  00  se  dice  el  por  qué  de 
la  infracción  del  artículo  889  ibídem,  pero  como  la 
sentencia  manda  testimoniar  lo  conducente  para  ave- 
riguar si  el  testigo  Samuel  Moya  cometió  el  delito  de 
perjurio,  es  de  presumir  que  á  eso  se  contrae  el  recu- 
rrente, y  estando  ordenado  en  la  sentencia,  no  hay 
mérito  para  tener  por  infringido  el  mencionado  ar- 
tículo; 

5? — Que  no  están  violados  los  artículos  275,  276 
y  277  del  propio  cuerpo  de  leyes,  porque  el  Juzgado 
considera  comprobados  los  hechos  y  aunque  se  dice 
que  en  la  estimación  de  la  prueba  ha  habido  error,  no 
aparece  demostrado  por  documentos  ó  actos  autén- 
ticos, que  ni  siquiera  se  citan,  como  lo'requiere  el 
inciso  7?  de!  artículo  963  del  Código  de  Procedimien- 
tos Civiles; 

69 — Que  se  dice  que  la  declaración  de  Elias  Mu- 
ñoz es  la  únic^  que  compromete  á  Moya;  pero  no  es 
verdad,  porque  además  de  estar  apoyado  el  dicho  de 
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este  testigo  por  Paula  Valverde,  Samuel  Moya,  Félix 
Alfaro  y  otros  bajo  varios  respectos,  el  cúmulo  de 
indicios  de  que  se  hace  mérito  en  la  sentencia  recu- 
rrida no  da  base  á  la  duda;  además,  para  tener  como 
autor  del  delito  al  procesado,  bastaría  el  haberse 
ocultado  inmediatamente  después  de  iniciada  la  causa 
y  estar  escondido  por  más  de  tres  meses  hasta  que 
fué  capturado,  pues  ésto  lo  estima  suficiente  el  artícu- 
lo 954,  Parte  tercera  del  Código  General,  restablecido 
por  la  ley  de  31  de  agosto  de  1900,  para  tenerlo 
por  convicto  en  razón  de  su  contumacia,  una  vez  que 
habiendo  sido  llamado  por  edictos,  no  se  presentó  á 
estar  á  derecho; 

7? — Que  la  buena  conducta  del  reo  recono<;K)a 
en  la  sentencia  recurrida  sería  bastante  para  contra- 
rrestar la  presunción  del  artículo  478  del  Código 
Penal,  si  fuera  con  sólo  este  apoyo  que  se  le  ha  hecho 
responsable;  pero  como  es  en  virtud  del  mérito  de  la 
prueba  que  los  autos  arrojan,  que  se  le  imputa  el  de- 
lito, no  es  razonable  el  reclamo  á  este  respecto; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  deman- 
dada y  devuélvanse  los  autos  á  la  Sala  de  su  proce— 
dencia  con  certificación  de  la  presente. — A.  Alvarado. 
— J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zam 
brana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso  Ji- 
ménez. 


Castro  v.  Bolaños 

(  2^  p.  m. — Octubre  17) 

En  el  incidente  de  nulidad  de  un  remate  verifi- 
cado en  ei  concurso  á  bienes  del  señor  Tranquilino 
Bolaños  Jiménez,  hiayor,  agricultor  y  vecino  de  San- 
to Domingo  de  Heredia,  tramitado  en  el  Juzgada 
Civil  de  aquella  provincia,  en  que  son  partes  el  cura- 
dor señor  Francisco  González  Zumbado,  mayor,  agri- 
cultor y  vecino  de  la  ciudad  de  Heredia,  de  quien  es 
apoderado  el  Licenciado  Alberto  Marichal  Mora, 
mayor,    abogado   y    de    este   vecindario,  y  la  señora 
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Trinidad  Castro  Umaña,  mayor  de  edad,  de  oficios 
domésticos  y  vecina  de  Santo  Domingo,  como  acree- 
dora del  concurso; 

Resultando: 

i9 — Qu«  los  señores  Bolaños  y  Castro  abrieron 
incidente  para  que  se  declarara  la  nulidad  tlel  remate 
de  los  bienes  de  la  masa,  verificado  á  las  doce  y  me- 
dia del  día  veintidós  de  febrero  del  año  en  curso,  por 
cuanto  los  acreedores  hipotecarios  no  fueron  citados 
y  por  prohibir  la  ley  que  la  venta  del  inmueble  se 
practique  mientras  no  haya  trascurrido  el  término  de 
la  citación  y  por  haberse  hecho  la  venta  sin  previo 
afianzamiento  de  resultas;  y  que  pidió  además  la  se- 
ñora Castro  que  se  decretara  embargo  en  bienes  del 
concurso  de  su  marido  señor  Bolaños,  fundada  en  el 
crédito  que  reclama,  el  cual  consta  en  documento 
público,  ({ue  es  ejecutivo,  á  pesar  del  desconocimiento 
de  los  acreedores; 

2? — Que  el  curador  del  concurso,  al  contestar  la 
audiencia  respectiva,'  se  opuso  i  la  nulidad  reclamada; 

3? — Que  el  Juez  Civil  de  Heredia,  con  apoyo  en 
los  artículos  765,  790,  inciso  i?,  798,  836,  inciso  2?, 
838  y  955  del  Código  Civil,  resolvió  el  incidente  á 
las  doce  y  media  del  día  veintiuno  de  marzo  de  este 
año,  declarando  sin  lugar  la  nulidad  así  como  el  em- 
bargo solicitado,  y  aprobando  el  remate  efectuado, 
por  las  razones  siguientes:  "i? — Que  el  artículo  417 
del  Código  Civil  regula  un  interés  privado  y  en  tai 
virtud  la  nulidad  que  su  inobservancia  entraña,  es  re- 
lativa y  puede  válidamente  subsanarse  por  los  acree- 
dores, cuya  citación  se  hubiera  omitido.  Por  lo  de- 
más, el  auto  de  apertura  del  concurso  y  las  otras  pu- 
blicaciones que  en  forma  legal  se  han  hecho  en  el 
presente  juicio,  equivalen  en  cierto  modo  al  llama- 
miento que  se  echa  de  menos  por  los  articulantes; 
2? — Que  el  afianzamiento  de  resultas  no  era  exigible 
para  la  subasta,  toda  vez  que  una  sentencia  ya  incon- 
movible ha  declarado  que  la  señora  Castro  no  tiene 
derecho  real  sobre  los  bienes   rematados   y  que  éstos 
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pertenecen  exclusivamente  al  concurso;  3* — Que  las 
leyes  prohibitivas  tienen  por  fundamento  razones  de 
orden  público,  y  por  lo  tanto,  no  lo  es  la  del  artículo 
515,  Código  de  Procedimientos,  la  cual  sólo  tiene  en 
mira  la  protección  de  los  derechos  de  los  acreedores 
hipotecarios,  quienes  pueden  renunciar  el  recurso  que 
la  ley  les  brinda  por  la  razón  de  la  irregularidad  co- 
metida  en  estos  procedimientos;  4? — Que  estando  en 
litigio  la  cantidad  y  prelación  del  crédito  de  la  peten- 
te,  tampoco  podía  ésta  hacer  postura  en  abono  de 
dicho  crédito,  ni  el  concurso  está  obligado  legalmente 
á  esperar  la  resolución  definitiva  de  su  demanda  para 
proceder  á  la  realización  de  los  bienes,  pues  ct»mo  se 
ha  resuelto  ya,  dicha  señora  sólo  tiene  derecho  al 
producto  de  la  venta  y  no  en  los  bienes  subastados; 
5? — Que  siendo  legal  en  el  sentir  de  esta  autoridad  la 
aprobación  del  remate,  estando  desconocida  la  canti- 
dad del  crédito  de  la  señora  Castro  y  prohibiendo  la 
ley  que  los  acreedores  del  concurso  inicien  y  conti- 
núen separadamente  procedimientos  judiciales  para 
el  pago  de  su  respectivo  crédito,  debe  desestimarse  la 
instancia  de  embargo  de  que  se  ha  hecho  mérito. 
(Artículo  920,  Código  Civil)"; 

4? — Que  la  Sala  Primera  de  Apelaciones  conoció 
del  asunto  en  virtud  de  alzada  interpuesta  por  la  se- 
ñora Castro  y  á  las  tres  de  la  tarde  del  once  de  abril 
confirmó  en  todas  sus  partes  el  auto  recurrido,  con 
costas  procesales  del   recurso  á  cargo  de  la  apelante; 

5? — Que  habiendo  la  señora  Castro  interpuesto 
recurso  de  casación,  el  Tribunal  anuló  la  resolución 
de  segunda  instancia  por  motivo  de  forma,  y  devuel- 
tos que  fueron  los  autos  á  la  Sala  Primera  de  Ape- 
laciones, ésta  á  las  tres  de  la  tarde  del  quince  de 
agosto  confirmó  de  nuevo  el  auto  apelado  y  condenó 
á  la  apelante  en  las  costas  procesales  del  recurso; 

6^ — Que  la  misma  señora  Castro  ¡ha  interpuesto 
recurso  de  casación  del  fallo  de  segunda  instancia  por 
los  siguientes  motivos:  i9 — Denegación  de  una  dili- 
gencia  de  prueba  al  no  admitir  que  ella,  como  dueña 
de  las  fincas  que  iban  á  subastarse,  interviniera  en  el 
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Tiombramiento  de  peritos,  con  violación  de  los  artícu- 
los 302  y  496  a  pari.  Código  de  Procedimientos  Ci- 
viles; 2? — Falta  de  emplazamiento  de  personas  que 
-debieron  haber  sido  citadas  para  el  juicio,  porque 
contra  lo  dispuesto  en  el  artículo  514  del  Código  Ci- 
vil, se  efectuó  la  subasta  sin  la  previa  citación  de  los 
acreedores  hipotecarios;  3? — Falta  de  personalidad 
«n  el  litigante,  porque  la  persona  que  instó  la  verifi- 
cación del  remate,  carecía  de  personalidad  para  ello, 
puesto  que  estaba  pendiente  una  apelación  admitida 
en  el  efecto  devolutivo  y  no  se  habían  afianzado  las 
resultas,  como  lo  previene  el  artículo  474  a  pari.  Có- 
digo de  Procedimientos  Civiles,  que  por  tal  motivo 
ha  sido  violado;  4? — Incompetencia  de  jurisdicción  y 
falta  de  personalidad  en  los  litigantes  contraríos,  con 
violación  de  los  artículos  178  y  siguientes  y  453,  Có- 
digo de  Procedimientos  Civiles,  porque  se  aprobó  la 
venta  judicial  sin  decretarse  previamente  el  embargo 
solicitado;  5? — Incompetencia  de  jurisdicción,  por- 
gue los  jueces  carecen  de  personalidad  para  actuar^ 
mientras  no  se  hayan  llenado  las  formalidades  que  las 
-leyes  exigen; 

7? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando-, 

Que  los  artículos  302  y  496  del  Código  de  Pro- 
'Cedimientos  Civiles  no  han  sido  violados,  porque  el 
marido  representa  la  sociedad  conyugal  en  todo  lo 
que  á  ésta  se  refiere,  y  al  marido  concursado  el  cura- 
dor respectivo;  que  la  falta  de  emplazamiento  á  que 
hace  referencia  el  recurso  es  de  personas  que  no  re  • 
presenta  la  parte  recurrente;  que  las  diligencias  á  qué 
se  contrae  la  supuesta  violación  de  ciertos  artículos 
que  el  recurso  cita,  así  como  la  falta  de  jurisdicción  á 
que  la  alegación  de  otros  se  refiere,  son  tan  correctas 
las  primeras  como  insostenible  la  segunda,  tratándose 
en  este  litigio  de  la  poseedora  de  un  supuesto  crédito 
•que  no  se  aceptó  por  quien  tenía  derecho  á  rechazar- 
lo, y  no  estando  habilitado  quien  en  esas  condiciones 
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se  encuentra  para  impedir  remates  de  bienes  del  con^ 
curso,  sino  para  usar  otros  caminos  que  aquí  no  se^ 
han  seguido; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida 
y  devuélvanse  los  autos  á  la  Sala  de  su  procedencia 
con  certificación  de  la  presente.— A.  Alvarado. — J. 
Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. 
— Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso   Jiménez^ 


González  y  otros  v,  Elizondo  y  otros 
(  3  25'  p.  m. — Octubre  19) 

En  el  juicio  ordinario  sobre  propiedad  y  pose- 
sión de  una  finca,  establecido  en  ti  Juzgado  Civil  de- 
Alajuela,  por  los  señores  José  María,  Zacarías  y  Do-* 
mingo  González  Blanco,  José  González  González^ 
María  y  Victoria  González  López,  Angelina  Gonzá- 
lez Saborío  y  Casimira  Saborío  González,  ésta  en  re- 
presentación de  sus  hijos  los  menores  Jesús,  Antonia» 
Matilde  y  Ana  González  Saborío,  contra  lo>  señores. 
Teodora  Porras  González,  por  sí  y  como  albacea  de 
la  sucesión  de  Simón  Elizondo  Molina,  María  de  Je- 
sús y  Cipriano  Jiménez  López,  Elíseo  y  Horacio  Eli- 
zondo Porras  y  Joaquín  Soto  Alfaro,  mayores,  agri- 
cultores los  hombres,  las  mujeres  de  oÜcios  domésti- 
cos, y  vecinos  de  la  ciudad  de  Alajuela;  en  el  cual 
intervienen  los  señores  Avelino  González  Castro,  Jai- 
me González  Ulate,  mayores,  agricultores  y  del  mis- 
mo vecindario;  Vicenta  Rojas,  de  único  apellido,  ma- 
yor, de  oficios  domésticos  y  vecina  del  barrio  de  Con- 
cepción, de  la  misma  jurisdicción,  y  Juan  González 
Jiménez,  mayor,  agricultor  y  vecino  del  cantón  de 
Poás,  como  albacea  de  las  sucesiones  de  José  María 
González  Blanco,  Cipriano  Jiménez  López,  Dominga 
González  Blanco  y  Rafaela  Jiménez  Castro,  respecti- 
vamente; y.  los  señores  Leoncio  Martínez  Monje,  ma- 
yor,  agrimensor  y  vecino  también  de  Alajuela,  y  Li- 
cenciado Luis  Anderson  Morúa,   mayor,    abogado   y 
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de  este  vecindario,  como  apoderado  de  Avelino  Gon- 
zález y  Joaquín  Soto;  ^ 

Resultando: 

i9 — En  el  libelo  de  demanda  se  expresa:  que 
María  de  Jesiís  y  Cipriano  Jiménez  López  levantaron 
información  posesoria  para  inscribir  en  el  Registro 
Público  dos  derechos  por  valor  de  ciento  veintisiete 
colones,  noventa  y  tres  céntimos  y  tres  cuartos  de 
céntimo  cada  uno,  proporcionales  á  trescientos  colo- 
nes en  que  fué  valorado  un  terreno  situado  en  el  ba- 
rrio de  Concepción,  distrito  cuarto  del  cantón  prime 
ro  de  la  provincia  de  Alajuela,  que  tiene  est  s  linde- 
ros: Norte,  el  segundo  brazo  del  rio  Poás;  Sur,  el  pri- 
mer brazo  de  dicho  rio;  Este,  el  camino  que  conduce 
á  la  legua  del  expresado  cantón;  y  Oeste,  terreno  de 
los  herederos  de  Valentín  González;  derech'^s  que 
fueron  inscritos,  uno  en  nombre  de  ella,  al  folio  tres- 
cientos veinticinco  del  tomo  doscientos  diez  y  seis, 
bajo  el  número  catorce  mil  seiscientos  setenta*  y  nue- 
ve, asirnto  uno;  y  el  otro  á  nombre  de  él.  al  f^^lio  cua- 
trocientos siete  del  tomo  doscientos  cincuenta  y  cua- 
tro, bajo  el  número  diez  y  seis  mil  setecientos  ochen- 
ta y  cuatro,  asiento  uno:  quedó  sin  inscribir  un  dere- 
cho de  cuarenta  y  cuatro  colones  doce  céntimos  y 
medio,  proporcional  al  precio  de  dicha  finca;  que  los 
señores  Jiménez  López  vendieron  sus  relacionados 
derechos  á  Simón  Elizondo  Molina,  como  se  ve  de 
los  asientos  segundos  de  las  inscripciones  antes  cita- 
das; que  por  haber  muerto  Elizondo  se  adjudicaron 
tales  derechos  á  la  señora  Teodora  Porras  González, 
quien  los  inscribió  á  su  nombre  según  aparece  de  los 
asientos  terceros  de  la  finca  referida,  y  los  vendió 
luego  por  iguales  partes,  á  sus  hijos  Horado  y  Eli- 
seo  Elizondo  Porras,  quienes  á  su  vez  los  vendieron 
al  señor  Joaquín  Soto  Alfaro,  en  cuyo  nombre  apa- 
recen inscritos  actualmente  en  el  Registro  de  la  Pro- 
piedad, Partido  de  Alajuela,  tomo  quinientos  cuaren- 
ta y  nueve,  folios  trescientos  seis  y  trescientos  diez, 
números  catorce  mil   seiscientos  setenta  y  diez  y  seis 
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mil  setecientos  ochenta  y.  cuatro,  asientos  quintos; 
que  en  diciembre  del  año  mil  novecientos  dos  promo- 
vió el  señor  Soto  Alfaro  un  juicio  sumario  de  des- 
ahucio contra  José  María  González  Blanco  y  obtuvo 
el  desalojamiento  y  que  se  le  pusiera  en  posesión  de 
una  faja  de  terreno  que  pertenece  en  común  á  todos 
los  demandantes,  en  la  proporción  que  se  indica  en 
la  certificación  del  Registro  que  acompañan;  que  la 
ñnca  de  los  demandantes  está  inscrita  en  el  Registro 
y  partido  dichos,  al  folio  doscientos  veintitrés  del  to- 
mo doscientos,  bajo  el  número  trece  mil  seiscientos 
treinta  y  siete,  asiento  uno,  y  es  un  terreno  de  mon- 
taña, agricultura  y  potrero,  situado  entre  los  brazos 
del  río  Poás,  en  el  punto  llamado  ''El  Setillar*,  aldea 
de  Sabanilla,  distrito  cuarto  del  cantón  primero  de 
esta  provincia;  y  mide  cuarenta  y  siete  hectáreas,  se- 
senta y  nueve  áreas,  noventa  y  seis  centiáreas  y  cin- 
cuenta y  dos  decímetros  cuadrados,  más  ó  menos; 
que  los  derechos  reclamados  por  Soto  Alfaro  apare- 
cen inscritos  en  una  tinca  imaginaría;  pero  como  se- 
gún los  linderos  de  su  título,  quedan  comprendidos 
dentro  de  la  tinca  de  los  actores,  de  conformidad  con 
los  artículos  138,  264,  472,  inciso  2?,  y  548  del  Códi- 
go Civil,  demandan  á  las  personas  indicadas;  i?  para 
que  se  declare  que  la  propiedad  y  posesión  de  la  tin- 
ca número  trece  mil  seiscientos  treinta  y  siete  corres 
ponde  á  los  actores,  que  tienen  mejor  derecho  que 
los  demandados  para  poseer  dicha  finca;  que  debe  el 
señor  Soto  Alfaro  ponerlos  en  posesión  del  terreno 
de  que  los  ha  despojado;  que  son  nulos  y  de  ningún 
valor  legal  los  títulos  levantados  por  María  de  Jesús 
y  Cipriano  Jiménez  López;  que  deben  cancelarse  los 
asientos  uno  á  cinco  de  las  tincas  catorce  mil  seis- 
cientos setenta  y  nueve  y  diez  y  seis  mil  setecientos 
ochenta  y  cuatro,  porque  esas  operaciones  se  hicie- 
ron sobre  una  base  falsa;  y  2?  para  que  se  condene  á 
los  demandados  á  pagarles  los  costos  personales  y 
procesales,  tanto  por  la  detentación  como  por  la  ma- 
licia con  que  se  procedió  en  el  levantamiento  del  ti- 
tulo. 
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2? — La  demanda  fué  contestada  negativamente 
y  contra  ella  opusieron  los  demandados  las  excep- 
ciones siguientes:  a)  de  defecto  legal  en  la  forma  de 
la  misma;  b)  falta  de  personalidad  activa  en  la  actora 
Casimira  Saborío  González,  por  no  haber  comproba- 
do su  calidad  de  viuda,  ni  que  esté  en  ejercicio  de  la 
patria  potestad  de  sus  menores  hijos;  c)  falta  de  per- 
sonalidad pasiva  en  el  señor  Cipriano  Jiménez  López 
y  en  la  albacea  de  la  sucesión  de  Simón  Elizondo.  El 
demandado  Soto  por  separado  opuso  la  excepción  de 
prescripción  positiva  en  cuanto  á  su  adquisición  del 
dominio  y  negativa  por  lo  que  hace  á  la  acción  con- 
tra él  ejercitada,  y  contrademandó  para  que  se  decla- 
re: I — Que  debe  hacerse  la  división  material  entre 
la  linca  número  trece  mil  seiscientos  treinta  y  siete  y 
la  que  contiene  sus  derechos,  ó  subsidiariamente  en- 
tre ella  y  la  cabida  proporcional  á  sus  derechos,  to- 
mando como  base  para  la  medida  los  linderos  y  ex- 
tensión de  la  fínca  matriz,  ó  sea  la  numero  cuatro  mil 
quinientos  ochenta  y  cuatro  según  el  título  que  cons- 
ta en  la  certificación  marcada  con  la  letra  "c",  que 
aparece  en  autos  á  folios  Veintidós;  II — Que  deben 
pagársele  á  justa  tasación  de  peritos,  los  frutos  perci- 
bidos por  los  actores  durante  todo  el  tiempo  que  in- 
debidamente poseyeron  sus  derechos  ó  todos  los  fru- 
tos que  pudieron  producir  con  una  prudente  admi- 
nistración;  y  subsidiariamente:  III — Que  si  medido 
el  terreno  resultare  que  sus  derechos  están  compren- 
didos en  la  finca  de  los  actores,  ésta  debe  dividirse 
proporcionalmente  entre  ellos  y  el  expcnente.  de 
acuerdo  con  los  títulos,  por  ser  éstos  igualmente  vá- 
lidos; y  IV — Que  deben  los  actores  las  costas  perso- 
nales y  procesales  de  la  demanda  y  contrademanda  y 
daños  y  perjuicios; 

3? — La  reconvención  fué  á  su  vez  negada  por 
los  actores,quienes  opusieron  la  excepción  de  la  tacha 
de  personalidad  en  los  que  reconvienen; 

4? — Por  escrito  de  veinticinco  de  febrero  del  año 
próximo  pasado  todos  los  demandados  desistieron  de 
todas  sus  excepciones,  pero  el  señor  Soto  Alfaro,    en 
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su  escrito  de  nueve  de  marzo  ultímo,  opuso  de  nuevo 
la  de  prescripción  negativa; 

5? — En  sentencia  dictada  á  las  ocho  de  la  ma- 
ñana del  once  de  marzo  de  este  año,  con  fundamento 
en  los  artículos  295  y  316  del  Código  Civil,  192,  202» 
220,  221,  224,  236,  240,  241,  243  y  siguientes,  297 
f  siguientes,  314,  345  á  348  y  1072  del  de  Procedi- 
mientos Civiles,  el  Juez  Civil  de  Alajuela  declaró  pro- 
cedentes los  extremos  I  y  III  de  la  contrademanda, 
así  como  la  excepción  de  prescripción  negativa  opues* 
ta  por  el  demandado  Soto  y  desestimó  la  demanda  y 
el  resto  de  la  reconvención;  que  debe  procederse,  en 
tal  virtud,  á  la  división  material  de  las  propiedades 
de  las  partes,  con  costas  procesales  del  juicio  á  cargo 
de  los  actores,  por  las  conclusiones  que  se  dirin: 
"I? — Que  los  títulos  supletorios  inscritos  no  puedea 
ser  invalidados  sino  por  quien  demuestre  en  forma 
legal  su  derecho  de  propiedad,  siendo  inoficiosa  en  el 
juicio  de  nulidad  correspondiente  toda  prueba  que  no 
se  concrete  á  la  comprobación  del  dominio  (Casación 
de  veintiuno  de  octubre  de  mil  ochocientos  noventa 
y  ocho).  Tal  doctrina  excluye  de  la  presente  con- 
tienda, como  materia  baldía,  todas  las  alegaciones  y 
probanzas  encaminadas  á  saber  cuál  de  las  partes  ha 
poseído  los  bienes  que  se  disputan;  2? — Así  restrin- 
gidos los  límites  del  debate,  se  ofrece  desde  luego, 
como  única  tesis  importante  para  el  fallo  del  presen- 
te negocio,  el  análisis  comparativo  de  los  títulos  que. 
alimentan,  las  pretensiones  de  los  litigantes,  á  fín  de 
conocer  y  apreciar  las  condiciones  legales  de  esos  tí  • 
tulos,  para  determinar  primero  si  son  compatibles  ó 
contradictorios,  y  resolver  en  este  último  extremo 
cuál  de  ellos  debe  prevalecer,  ó  á  qué  términos  de 
conciliación  debe  acudirse  para  dirimir  el  conflicto; 
3? — La  finca  número  trece  mil  seiscientos  treinta  y 
siete,  según  puede  verse  de  los  documentos  respecti- 
vos (folio  veintidós  vuelto),  nació  de  resultas  de  una 
desmembración  de  la  número  cuatro  mil  quinientos 
ochenta  y  cuatro,  titulada  en  mil  ochocientos  setenta 
y   dos   por  Valentín  González  Castro,  y  á  la  cual  se 


—  239  — 

tlió  una  capacidad  superñcial  como  de  setenta  man- 
.jfanas\  4? — Segiín  se  comprueba  con  el  informe  ver* 
tido  por  los  peritos  señores  Reyes  y  Calvo  (folio 
ochenta  y  cuatro),  que  este  Tribunal  acoge,  el  terre- 
no ocupado  hoy  por  los  actores,  dueños  de  los  dos 
lotes  que  formaban  la  finca  numero  cuatro  mil  qui- 
nientos ochenta  y  cuatro,  mantiene  un  exceso  de 
'Quince  manzanas  y  tres  cuartos  en  la  cabida,  equiva- 
lentes á  once  hectáreas,  setecientos  setenta  y  dos  me- 
tros y  ochenta  decímetros  cuadrados.  Por  esa  cir- 
cunstancia, no  menos  que  por  los  estudios  técnicos  y 
por  la  verificación  de  los  linderos,  estiman  los  agri- 
mensores que  el  predio  del  demandado  Soto  se  en- 
cuentra comprendido  dentro  de  la  zona  que  ocupan 
los  actores,  si  bien  en  todos  los  fundos  reunidos  exis- 
te un  déficit  de  cabida  igual  á  dos  hectáreas,  noventa 
-decímetros  cuadrados  y  una  fracción;  5? — De  ahí  se 
infiere  que  los  títulos  de  las  partes  no  se  contradicen 
sino  en  una  superficie  relativamente  pequeña;  resta 
^aber  si  en  esa  medida  en  que  se  excluyen,  debe  al- 
guno ceder  en  provecho  del  otro,  C  si  ambos,  por  ser 
•<ie  igual  linaje  jurídico,  deben  soportar  la  reducción 
proporcional.  Esta  conclusión  es  irrefragable  en  de- 
recho, porque  la  posesión  sin  título  del  mencionado 
excedente'  por  los  demandantes,  no  pudo  jamás  con- 
ducirlos á  su  adquisición,  con  perjuicio  del  dueño  ti- 
tular. A  ese  respecto  debe  desde  luego  declararse  im- 
procedente la  demanda  de  nulidad,  ya  que  los  títulos 
de  Soto,  inscritos  desde  el  año  mil  ochocientos  ochen- 
ta y  tres  (véase  folio  veintitrés),  se  han  afianzado  en 
eí  Registro  y  son  hasta  cierto  punto  invulnerables, 
con  arreglo  al  espíritu  del  inciso  segundo  del  artículo 
479  del  Código  Civil  (Casación  de  veinte  de  febrero 
de  mil  ochocientos  noventa  y  dos,  veintinueve  de  ma- 
yo de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco,  veintiséis  de 
diciembre  del  mismo  año,  y  siete  de  julio  de  mil  no- 
vecientos tres);  6? — Una  vez  demostrado  como  ha 
sido  que  los  terrenos  del  demandado  Soto  se  hallan 
incorporados  de  hecho  á  los  que  hoy  ocupan  los  ac- 
tores, se  hace  necesario,  de  acuerdo  con  los  artículos 
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272  y  296  ibídem,  acceder  á  la  división  material  que- 
pide  la  reconvención;  7? — La  finca  general  de  los  ac- 
tores fué  vendida  en  treinta  y    uno   dé  julio   de   mil 
ochocientos   cincuenta   y   seis,   como  limitadamente 
constante  de  una  caballería  de  tierra,  al  General  don 
Florentino  Alfaro  (véase  fojas  setenta  y  ocho  frente  y^ 
vuelto),  y  de  éste  la  hubo  el  señor   Valentín   Gonzá- 
lez, causante  de  los  actores,  quien  al  titularla  aumen- 
tó su  capacidad  superficial  á  setenta  manzanas  (véase 
folio  veintidós,  línea  vigésima).  De  donde  puede  cole- 
girse que  el  defecto  que  aparece  en  la  citada  cabida  de 
los  dos  fundos  reunidos,  señalado  en   el  considerando 
cuarto,  obedece  exclusivamente  á  una  errada  declara- 
ción, en  virtud  de  la  cual  el   predio  de  los  actores  fué- 
aumentado  en  más  de  cinco  manzanas,  con  detrimen- 
to  de  los  dueños  del  terreno    contiguo,  que  es  hoy  de 
Soto,  el  cual  sufrió  una  merma   correlativa.  Ese   he- 
cho entraña  una  absorción  ilegítima;  pero  al  presente- 
el  mal  no  tiene  correctivo,  en   primer  término  porque 
el  despojo  se  encuentra  protegido  por  un    título   ins- 
crito hace  más  de  treinta  años,  y  luego  porque  la  de- 
volución de  esa  tierra  y  la  corrección   de   la   medida 
que   acreció   la   heredad   de  los  actores,  no  han  sido 
materia  del  presente  juicio.  En   tal   predicado   debe 
recurrirse,  y  así  se  hará  al  practicarse  la  división  ma- 
terial del  caso,  á  lo  que  dispone  el   artículo    299  del' 
Código  Civil,  distribuyendo  la  extensión  que  falta,  de 
modo  que  ambas  partes  sufran  proporcionalmente  lai 
pérdida;  8? — I^  excepción   de  prescripción  extintiva. 
es  también  fundada,  pues  á  tenor  del  artículo  868  d^l 
mismo  Código,  la  acción  de  nulidad  de  un  título   su- 
pletorio no  puede   pro.sperar  si  no  se  ejercita  dentro 
de  los  diez  años  de  su  matrícula  en  el  Registro.  Debe 
observarse   que   el   expresado  medio  de  defensa  fué 
oportunamente  opuesto  en  el  último   escrito   de  ios- 
autos,  de  concierto  con  el  artículo  85 1  del  Código  Ci- 
vil, que  es  el  que  fija,  como  ley  sustantiva,  el  alcance 
y  duración  del  derecho  de  alegar  prescripciones.  (Ca- 
saciones de  cinco  de  julio  de  mil  ochocientos  noventa. 
y  siete,  veintisiete  de  noviembre  de   mil   ochocientos^ 


—  241  — 

noventa  y  cuatro  y  trece  de  diciembre  de  mil  nove- 
cientos dos;  9? — Debe  desestimarse  la  parte  de  la 
reconvención  en  que  se  pide  el  valor  de  los  frutos 
que  hayan  podido  percibir  los  actores  durante  el^iem- 
po  en  que  poseyeron  las  tierras  de  Soto,  porque  éste 
no  demostró  la  f^  de  los  ocupantes  (artículos  286  y 
327  del  Código  Civil).  También  es  improcedente  la 
contrademanda  en  cuanto  se  refiere  al  resarcimiento 
de  daños  y  perjuicios,  por  no  estarse  en  él  caso  del 
artículo  324  ibid.  y  por  las  mismas  razones  preinser- 
tas;" 

6? — En  virtud  de  recurso  interpuesto  por  el  se- 
ñor Leoncio  Martínez  Monje,  la  Sala  Primera  de 
Apelaciones,  á  las  dos  y  cuarto  de  la  tarde  del  vein- 
ticuatro de  julio,  confirmó  en  todas  sus  disposiciones 
la  sentencia  recurrida,  declaró  sin  lugar  las  nulidades 
alegadas  por  el  señor  Avelino  González,  y  de  con- 
formidad con  los  artículos  1073  y  1074  del  Código 
de  Procedimientos  Civiles,  condenó  al  apelante  en 
las  costas  personales  y  procesales  del  juicio,  por  las 
siguientes  razones:  *'i? — Que  en  presencia  de  las 
pruebas  constantes  en  autos  se  viene  en  conocimien- 
to de  que  las  conclusiones  á  que  llega  el  Juez  de  pri- 
mera instancia  en  su  sentencia  son  correctas  y  se  ajus- 
tan en  un  todo  á  las  prescripciones  del  derecho;  2? — 
Que  las  nulidades  alegadas  en  esta  instancia  por  el 
señor  Avelino  González,  consistentes,  una  en  no  ha- 
berse notificado  á  algunos  de  los  actores  desde  las 
dos  de  la  tarde  del  diez  y  ocho  de  noviembre  de  mil 
novecientos  tres  hasta  las  doce  del  día  catorce  de 
marzo  de  mil  novecientos  cuatro,  las  resoluciones  re- 
caídas en  autos;  y  otra  en  no  haberse  notificado,  en 
persona,  á  algunos  de  los  demandados  la  resolución 
en  que  se  les  declaró  rebeldes,  no  proceden,  la  pri- 
mera porque  el  articulante  no  tiene  personalidad  pa- 
ra  establecer  el  reclamo,  que  sólo  incumbe  á  las  par- 
tes que  no  fueron  notificadas,  reclamo  que  no  han 
hecho  á  pesar  de  habérseles  notificado  las  resolucio- 
nes recaídas  con  posterioridad  á  la  fecha  últimamente 
citada;  y  la  segunda  porque  tratándose  de   la   recon- 

16 
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sos  no  pueden  eximirse  de  la  condenación  en  costas 
en  frente  de  dos  sentencias  conformes  de  toda  confor- 
midad; 

Por  tanto  declárase  sin  lugar  la  casación  deman- 
dada, con  costas  á  cargo  de  los  recurrentes,  y  con 
certificación  de  la  presente,  devuélvanse  los  autos  á 
la  Sala  de  su  procedencia. — A.  Alvarado. — J.  Fed. 
González. — A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ge- 
rardo Castro. — Ante  mí,  Alfonso  Jiménez. 

Agüero  Guillen 

(  3>¿  p.  tn. — Octubre  19) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  Primero  del 
Crimen  de  esta  provincia,  contra  Manuel  Agüero 
Guillen,  de  cincuenta  y  ocho  años,  agricultor  y  veci- 
no de  Tabarcia  del  cantón  de  Mora,  por  el  delito  de 
abigeato  cometido  en  perjuicio  de  Marcos  Delgado 
Altamirano;  en  la  cual  son  parte  además  del  reo,  su 
defensor  Licenciado  Ramón  Loria  Iglesias,  mayor, 
abogado  y  de  este  vecindario,  y  el  representante  del 
Ministerio  Público; 

Resultando: 

1 9 — Que  el  respectivo  Juez,  en  sentencia  dicta- 
da á  las  doce  del  día  catorce  de  julio  último,  declaró 
responsable  á  Agüero  como  autor  del  delito  y  le  im- 
puso presidio  interior  menor  por  dos  años,  previo 
abono  del  tiempo  por  que  hubiere  estado  preso,  y 
las  accesorias  de  suspensión  de  cargo  ú  oñcio  público 
y  pago  al  ofendido  del  valor  del  semoviente  hurtado, 
así  como  los  daños  y  perjuicios  causados  con  el  deli- 
to, por  las  razones  siguientes:  "i? — Que  con  la  prue- 
ba testimonial  relacionada  en  los  resultandos  segun- 
do, tercero,  quinto,  sétimo,  noveno  y  décimo  (decla- 
raciones de  José  Blanco,  Juan  Zamora,  Francisco  Al- 
varado,  María  Guadamuz,  José  Pérez,  Luis  Solano, 
Ramón  Alvarez,  Cleto  Morales,  Pioquinto  Matamo- 
ros, Benjamín  Morales,  Abel   Zamora,   Rafael   Jimé- 
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nez,  Bruno  Ureña  y  Antonio  Porras),  y  con  la  inda- 
^[atoría  del  reo,  este  tribunal  tiene  por  cierto  que  el 
procesado  Manuel  Agüero  hurtó  á  Marcos  Delgado 
el  toro  á  que  estos  autos  se  contraen;  y,  por  consi- 
guiente, debe  condenarlo  á  las  penas  á  que  se  ha  he- 
cho acreedor  con  su  delito.  (Artículos  i9,  15  y  57 
del  Código  Penal,  y  2?  de  la  ley  de  3  de  julio  Je 
1903;^  2? — Que  el  reo  trata  de  hacer  aparecer  que  la 
<:arne  á  que  se  reñere  el  testigo  José  Blanco  procedía 
de  un  novillo  de  Cleto  Morales,  que  se  le  desbarran- 
có; pero  consta  que  esto  ocurrió  como  un  año  antes, 
en  marzo  de  mil  novecientos  dos,  y  que  el  toro  del 
ofendido  Delgado  desapareció  en  el  mes  de  marzo 
del  año  siguiente,  mil  novecientos  tres;  3^ — Que  en 
el  hecho  no  concurren  circunstancias  que  atenúen  ó 
agraven  la  pena  que  corresponde  al  delito  y,  por  lo 
mismo,  puede  recorrerse  toda  su  extensión  al  apli- 
carla; y  aunque  se  ha  justificado  que  cuando  el  pro- 
cesado Agüero  cometió  el  abigeato  por  que  se  le 
juzga  contaba  cincuenta  y  cinco  años  de  edad,  aun 
ahora  no  se  le  puede  estimar  como  persona  decrépita. 
(Artículos  II,  inciso  15,  y  74  del  Código  Penal);  4? — 
Que  estando  estimado  el  toro  en  treinta  colones, 
(resultando  3?)  el  hecho  de  autos  se  encuentra  com- 
prendido en  cj  artículo  472  en  relación  con  el  inciso 
2?  del  468,  ambos  del  Código  Penal,  y  es  castigado 
con  presidio  interior  menor  en  su  grado  medio,  cuya 
duración  la  ñja  este  tribunal  en  dos  años.  (Artículo 
j6y  Código  ibídem);  5? — Que  también  debe  conde- 
narse al  reo  á  las  penas  accesorias,  y  abonársele  la 
prisión  sufrida.  (Artículos  25,  33,  38  y  95  del  Códi- 
go Penal)"; 

2? — Que  en  virtud  de  apelación  interpuesta  por 
el  defensor  del  reo,  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones, 
á  las  tres  de  la  tarde  del  veinticinco  de  agosto  ultimo, 
confirmó  en  todas  sus  partes  la  sentencia  recurrida; 

3? — Que  la  defensa  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia,  por  los 
siguientes  motivos:  i9 — Error  de  hecho  y  de  dere- 
cho en  la  apreciación  de  la  prueba,  con    violación  del 
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artículo  785,  parte  tercera  del  Código  General  de 
1841,  al  condenarse  al  reo  sin  estar  justificada  plena- 
mente su  responsabilidad;  2? — Violación  de  los  ar- 
tículos 35  y  36,  ley  adicional  de  17  de  octubre  de 
1864,  y  778,  parte  tercera  del  Código  General  de 
1 841,  y  aplicación  indebida  de  los  454  y  472  del  Có- 
digo Penal,  con  error  de  hecho  y  de  derecho  en  la 
apreciación  de  las  pruebas,  porque  la  Sala  de  instan- 
cia omitió  declarar  nulo  el  proceso  desde  el  auto  de 
enjuiciamiento,  no  obstante  haberse  dictado  éste  sin 
estar  legalmente  comprobado  el  cuerpo  del  delito;  3? 
— Violación  de  los  artículos  i9  y  478  del  Código  Pe- 
nal y  873,  parte  tercera  del  Código  General  de  1841, 
y  error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de 
las  pruebas  (declaraciones  de  Rafael  Jiménez,  Cleto 
Morales  y  del  mismo  indiciado);  4?—  Infracción  del 
artículo  II,  incisos  14  y  15,  Código  Penal,  con  error 
de  hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prue- 
ba, porque  no  se  abonaron  en  favor  del  procesado  las 
disminuyentes  á  que  dichos  incisos  se  refieren,  no 
obstante  haberse  comprobado  en  autos;  5? — Error  de. 
hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba,  é 
infracción  de  los  artículos  865,  200,  201  y  245  del 
Código  de  Procedimientos; 

4? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de^ 
fecto;  y 

Considerando: 

I? — Que  conforme  al  artículo  784  de  la  parte  3* 
del  Código  General  de  1841,  para  justificar  en  los  de- 
litos de  hurto  la  preexistencia  y  falta  de  la  cosa  hur- 
tada, en  defecto  de  testigos,  bastará  la  declaración 
jurada  del  interesado,  siendo  hombre  honrado  y  de 
buena  fama  como  lo  es  el  ofendido  en  esta  causa,  se- 
gún aparece  demostrado  en  los  autos; 

2? — Que  aunque  en  el  proceso  no  pudo  compro- 
barse por  medio  de  peritos  el  valor  del  semoviente 
hurtado,  sí  fué  estimado  en  treinta  colones  por  la  de- 
claración de  dos  testigos  contestes  y  esta  prueba  es 
bastante  para  el  caso,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  por 
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el  artículo  480  del  Código  Penal;  por  lo  tanto  carecen- 
de  fundamento  legal  las  objeciones  hechas  por  el  re- 
currente contra  la  comprobación  del  cuerpo  del  deli- 
to, y  no  ha  habido  la  violación  que  se  pretende  de  las 
leyes  que  citan  á  este  respecto; 

3? — Que  los  defectos  anotados  en  el  recurso  en 
cuanto  á  la  ratificación  de  algunos  testigos  y  en  las 
declaraciones  de  otros  recibidas  por  el  Alcalde  de 
San  Mateo,  no  tienen  importancia  alguna  ni  constitu- 
yen ninguno  de  los  motivos  de  forma  enumerados  por 
el  artículo  69  de  la  ley  de  9  de  junio  de  1899,  porque 
los  defectos  indicados  no  han  producido  indefensión; 

4? — Que  en  cuanto  á  la  prueba  relativa  á  la  res- 
ponsabilidad del  reo,  ella  ha  sido  apreciada  por  los 
jueces  de  instancia^  conforme  a  las  reglas  de  la  sana 
cfítica  con  arreglo  á  lo  establecido  por  el  artículo  18 
de  la  ley  de  8  de  julio  de  1902,  tanto  en  lo  que  se  re- 
fiere á  la  imputación  del  delito  como  á  las  circuns- 
tancias disminuyentes  que  se  dice  concurrieron  en  el 
hecho  que  se  juzga  y  que  en  realidad  no  fueron  com- 
probadas, por  todo  lo  cual  no  ha  habido  error  alguno 
en  la  apreciación  de  la  prueba,  ni  la  infracción  de  las 
leyes  que  se  citan  en  el  recurso; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  de- 
mandada y  devuélvanse  los  autos  á  la  Sala  de  su  pro- 
cedencia con  certificación  de  la  presente.-r-A.  Alva- 
rado. — ^J.  Fed.  González.-— Manuel  V.  Jiménez. — A. 
2^ambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonsa 
Jiménez. 


MoRRAis  V.  White  y  Cutbott 

(  2>¿  p.  m. — Octubre  21 ) 

En  el  juicio  ordinario  sobre  restitución  de  unos^ 
derechos  y  otros  puntos,  establecido  en  el  Juzgado 
Civil  de  Limón,  por  la  señora  Griselda  Elizabeth  Mo- 
rr^is,  mayor,  jamaicana  y  vecina  de  dicho  lugar,  con- 
tra los  señores  Sarah  White  Patts,  de  sus  propias  ca- 
lidades y  vecindario  y^  Daniel  Clarke,  de  único  ape- 
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mostrado  con  documento  fehaciente  su  compra  á  lar 
causante  del  terreno  objeto  de  la  demanda,  y  su  ¡den-  | 

tidad  con  el  terreno  que  fué  depositado  en  el  deman-  . 

dado  en  su  carácter  de   albacea  y  que  posee  la  de>  | 

mandada,  también  resulta  demostrada  con  las  confe- 
siones  de  ambos  demandados  (folios  7,  47  y  48  de  los 
autos);  2? — En  la  especie  no  es  necesaria  la  inscrip- 
ción de  ese  título,  ni  para  discutir  su  validez,  por  la 
situación  del  terreno  en  la  milla  marítima,  han  perso- 
nería los  demandados:  se  invoca  contra  el  represen- 
tante de  la  vendedora  y  contra  la  persona  que  en  su* 
nombre  posee  el  inmueble,  y  ninguno  de  los  dos  es 
personero  del  Fisco;  3? — Son  de  ninguna  fuerza  en 
este  litigio  el  título  de  propiedad  de  la  señora  Wille- 
mena  Connell  Luiburys  y  su  confesión  con  respecto 
á  la  tenencia  de  su  terreno  por  la  demandada,  pues< 
ella  es  aquí  un  tercero  ya  que  su  personería  como  ga- 
rante ha  sido  rechazada  por  auto  fírme  (folios  9,  10» 
27  y  28);  4? — De  modo  que  son  improcedentes  las 
excepciones  opuestas  por  los  demandados  é  ineñcaces 
las  pruebas  en  que  las  fundan,  de  documentos  y  tes^ 
tigos;  5? — Pero  no  debe  considerarse  á  los  deman- 
dados como  poseedores  de  mala  fe  para  el  efecto  de- 
la  devolución  de  frutos  é  indemnización  de  deterioros 
sino  desde  la  fecha  de  la  uotiñcación  de  la  demanda» 
puesto  que  el  demandado  entró  en  la  posesión  del  te- 
rreno en  virtud  de  una  disposición  judicial  y  la  de- 
mandada ha  poseido  con  el  consentimiento  de  aquét 
y  bajo  su  responsabilidad  de  albacea^ 

4? — El  apoderado  de  la  señora  White  y  el  de- 
mandado señor  Clarke  se  alzaron  para  ante  la  Sal^ 
Primera  de  Apelaciones,  la  cual,  á  las  dos  de  la  tarde 
del  treinta  de  agosto  próximo  pasado  confirmó  en  to- 
das sus  partes  la  sentencia  recurrida,  con  las  costas 
personales  y  procesales  del  juicio  á  cargo  de  los  ape- 
lantes; 

5? — Las  mismas  partes  han  interpuesto  recursa 
de  casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia»  por 
los  siguientes  motivos:  i9 — Violación  del  articula 
719,  Código  Civil,  porque  la  actora  no  ha  probado  su. 
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acción;  2? — Violación  de  los  artículos  297,  Código 
de  Procedimientos  Civiles,  porque  debió  haberse  com- 
probado por  peritos  la  identidad  de  la  finca  cuya  res- 
titución se  demanda,  y  264,  266,  268,  278  y  280  del 
Código  Civil;  3? — Violación  de  los  artículos  860  y 
861  del  Código  Civil,  porque  comprobada  como  ha 
sido  la  posesión  por  más  de  diez  años  de  la  finca  dis« 
putada,  ha  debido  declararse  con  lugar  la  excepción 
de  prescripción  opuesta;  4? — Violación  del  artículo 
287,  Código  Civil,  porque  la  actora  no  ha  presentado 
título  suficiente  para  ejercitar  el  mejor  derecho  de 
poseer  que  pretende  adquirir,  y  la  escritura  exhibida 
no  surte  los  efectos  legales  por  faltarle  el  requisito  de 
inscripción; 

69— ^En  los  procedimientos  no  se  nota  defecto;  y 

Considerando: 

I? — Que  la  actora  justificó  su  acción  con  la  es- 
critura, confesiones  y  acta  de  inventarios,  folios  7,  47, 
48  y  5,  respectivamente,  y  por  tanto  no  ha  sido  vio- 
lado el  artículo  719  del  Código  Civil  en  la  sentencia 
recurrida;  de  esas  mismas  pruebas  se  evidencia  que  la 
finca  reclamada  no  es  la  inscrita  en  cabeza  de  Wille- 
mena  Connell  y  la  declaración  de  ésta  al  respecto,  no 
tiene  importancia  alguna; 

2? — Que  consta  por  la  confesión  de  los  deman- 
dados, que  la  finca  reclamada  es  la  poseída  por  los 
mismos  y  no  se  ha  necesitado  dictamen  pericial  para 
justificar  la  identidad  y  no  ha  podido  ser  violado  el 
artículo  789,  Código  de  Procedimientos  Civiles;  el  re- 
clamo sobre  violación  de  los  artículos  264,  266,  268, 
278  y  280  del  Código  Civil,  procede  de  la  confusión 
que  hace  el  recurrente  de  la  finca  reclamada  con  la 
del  título  inscrito  por  la  Connell,  por  lo  que  es  ina- 
tendible; asi  como  es  injusto  el  reclamo  relativo  á  vio- 
lación de  los  artículos  860  y  861  ibídem,  fundándose 
en  que  el  título  arriba  indicado  está  inscrito  desde  el 
diez  y  nueve  de  julio  de  1892,  siendo  así  que  dicho 
título  no  se  roza  con  los  derechos  ventilados  en  este 
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juicio.  El  artículo  267  ibídem  no  se  ha  violado  por- 
que la  acción  se  refiere  á  la  posesión  y  no  á  la  pro- 
piedad; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida, 
con  costas  á  cargo  de  los  recurrentes,  y  con  certifica- 
ción de  la  presente  devuélvanse  los  autos  al  tribunal 
de  su  procedencia. — A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. 
— Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  O- 
reamuno. — Ante  mí, — ^Alfonso  Jiménez. 


Arguedas  González 

( 2^  p.  m. — Octubre  25  ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  primero  del 
Crimen  de  esta  provincia,  contra  Víctor  Arguedas 
González,  de  diez  y  nueve  años,  panadero  y  de  este 
vecindario,  por  el  delito  de  robo  en  perjuicio  del  se- 
ñor Miguel  Coronado  Jiménez;  en  la  cual  son  partes 
además  del  reo,  su  defensor  Bachiller  Jorge  Guardia 
Carazo,  mayor,  pasante  de  abogado  y  vecino  de  esta 
ciudad,  y  el  representante  del  Ministerio  Público; 

Resultando: 

1? — Que  el  hecho  ocurrió  en  el  establecimiento 
de  comercio  que  el  ofendido  tenía,  contiguo  á  la  pa- 
nadería El  Gallito,  en  la  noche  del  diez  y  siete  de  e- 
nero  de  este  año; 

2? — Que  el  Juez  primero  del  Crimen  falló  á  las 
cuatro  de  la  tarde  del  veintiséis  de  julio,  declarando 
responsable  á  Arguedas  como  autor  del  delito  referi- 
do, é  imponiéndole  la  pena  de  presidio  interior  me- 
nor por  cuatro  meses,  con  rebaja  del  tiempo  por  que 
hubiere  estado  preso,  y  las  accesorias  de  ley.  Al 
efecto  consideró  el  Juez:  I  "Que  con  la  prueba  testi- 
monial que  se  relaciona  en  los  resultandos  segundo, 
cuarto  y  quinto;  con  la  indagatoria  del  reo  y  con  el 
dictamen  pericial  á  que  se  contrae  el  resultando  sex- 
to, este  Tribunal  tiene  por  cierto '  que  el  enjuiciado 
Víctor  Arguedas  cometió  el  robo   en   esta  sentencia 
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relacionado;  y  por  ese  hecho  debe  en  consecuencia, 
condenarlo  á  las  penas  establecidas  por  la  ley.  (Ar- 
tículos 2?  de  la  ley  de  3  de  julio  de  1903,  i9,  15  y  57 
del  Código  Penal);  II — Que  el  hecho  de  autos  se 
encuentra  comprendido  en  el  artículo  465  en  relaci4n 
con  los  463  y  464,  todos  del  Código  Penal,  y  es  cas- 
tigado con  presidio  interior  menor  en  su  grado  medio. 
(Resultando  69);  III — Que  á  favor  del  reo  militan 
las  atenuantes  tercera  y  décima  cuarta  del  artículo  11 
del  Código  Penal,  y  en  su  contra  ninguna  agravante, 
por  lo  cual  debe  rebajarse  un  grado  de  la  pena  que 
corresponde  al  delito.  (Artículo  74  del  Código  Pe- 
nal. Resultando  9°);  IV — Que  hecha  la  rebaja  a- 
puntada,  queda  como  pena  imponible  presidio  inte- 
rior menor  en  su  grado  mínimo,  cuya  duración  la  fíja 
este  Tribunal  en  cuatro  meses.  (Artículo  ^6  del  Có- 
digo Penal);  V — Que  también  debe  condenarse  al 
reo  á  las  penas  accesorias  y  abonársele  la  prisión  su- 
frida. (Artículos  25,  33,  38  y  95  del  Código   Penal);'' 

3? — Que  en  virtud  de  recurso  interpuesto  por  el 
defensor,  pasó  el  asunto  á  la  Sala  Segunda  de  Apela- 
ciones, quien  á  las  tres  de  la  tarde  del  diez  y  seis  de 
setiembre,  por  estimarte  justo,  elevó  á  seis  meses  de 
presidio  la  pena  principal  impuesta  al  reo,  y  confirmó 
en  sus  demás  disposiciones  la  sentencia  recurrida; 

4? — Que  la  defensa  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por  vio- 
lación de  los  artículos  478  y  74  del  Código  Penal,  de 
éste  por  cuanto  no  se  bajó  en  dos  grados  la  pena  im- 
ponible al  reo,  á  pesar  de  estar  comprobadas  en  au- 
tos dos  circunstancias  atenuantes; 

^9 — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

1 9 — Que  el  artículo  478  del  Código  Penal  no  ha 
sido  violado  por  la  Sala  sentenciadora,  porque  la  pre- 
sunción que  establece  contra  el  tenedor  de  la  cosa  sus- 
traída no  es  en  este*caso  la  que  sirve  para  determinar 
la  responsabilidad  del  delincuente,  contra  quien   obra 
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en  el  proceso  prueba  bastante,  y  la  buena  conducta 
anterior,  que  aparece  demostrada,  sólo  le  sirve  como 
atenuante; 

2? — Que  tampoco  ha  sido  mal  interpretado  el  ar- 
tículo 74  ibídem,  porque  la  pena  impuesta  es  la  que 
establece  el  artículo  465,  Código  citado,  en  propor- 
ción á  la  entidad  de  lo  robado,  bajando  un  grado 
por  existir  dos  atenuantes  sin  ninguna  agravante.  Es 
verdad  que  la  Sala  reconoce  que  la  pena  está  bien  re- 
gulada en  el  fallo  de  primera  instancia  y  no  obstante 
esto  aumenta  dos  meses  de  lo  que  aquél  ñja,  sin  dar 
para  este  aumento  razón  formal,  sino  simplemente  por 
estimarlo  de  justicia;  pero  con  ello  no  se  altera  el  gra- 
do imponible,  que  se  extiende  desde  dos  meses  y  un 
día  hasta  un  año,  cinco  meses  y  diez  días;  de  modo 
que  no  se  ha  violado  ni  mal  interpretado  el  artículo 
74  dicho,  ni  puede  el  Tribunal  entrar  en  la  aprecia- 
ción del  criterio  de  la  Sala  para  alterarlo  porque  á  e- 
se  respecto  ni  hay  gestión  en  el  recurso,  ni  ley  citada 
<jue  se  infrinja  en  el  cambio; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  deman- 
dada, y  con  certificación  de  la  presente  vuelvan  los 
autos  á  la  Sala  de  su  procedencia. — A.  Alvarado. — J. 
Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambra- 
na. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso  Jimé- 
nez. 


Nota. — El  señor  Magistrado  Zambrana  salva  su  vo- 
to y  lo  consigna   en  estos  términos: 

Considerando: 

I? — Que  según  declaró  no  ha  mucho  esta  Sala, 
una  sentencia  de  segunda  instancia  que  modifica  una 
de  primera,  viola  nuestro  derecho  si  no  explica  los 
fundamentos  en  que  se  apoya  para  modificarla;  y 

2? — Que  esa  nulidad  está  implícitamente  recla- 
mada en  el  recurso  de  que  se  tratk  al  dar  por  sentada 
la  violación  del  artículo  74  del  Código  Penal,  siempre 
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^ue  ello  se  entienda  con  el  amplio  criterio  que  en  esta 
materia  corresponde; 

Por  tanto,  es  mí  mi  voto  declarar  con  lugar  la 
-casación. — A.  Zambrana. — Ante  mí, — Alfonso  Jimé- 
4iez. 


Vega  v.  Vega 

(  2  50'  p.  m. — Octubre  2$) 

En  el  juicio  ordinario  sobre  restitución  de  una 
suma  de  dinero  y  otros  puntos,  establecido  en  el  Juz- 
gado Civil  de  la  provincia  de  Heredia,  por  Florenti- 
no Vega,  de  único  apellido,  mayor  de  edad,  agricul- 
tor y  vecino  de  San  Joaquín  de  aquella  jurisdicción, 
^omo  albacea  provisional  de  la  sucesión  de  la  señora 
Francisca  Vega  Céspedes,  contra  el  señor  Francisco 
Vega  Céspedes,  mayor^  agricultor  y  del  mismo  do- 
micilio; en  el  cual  son  partes  los  señores  Licenciados 
Adán  García  García,  vecino  de  esta  ciudad,  y  Albino 
Villalobos  Barquero,  de  la  de  Heredia,  ambos  mayo- 
res y  abogados,  como  apoderados  del  actor  y  del  de- 
mandado, respectivamente; 

Resultando: 

1 9 — Que  el  actor,  con  fundamento  en  los  artícu- 
los 316,  62;^  y  693  del  Código  Civil,  i9,  198,  refor- 
mado, y  220  y  siguientes  del  de  Procedimientos  Ci- 
viles, demanda  en  vía  ordinaria  al  señor  Francisco 
Vega  Céspedes  para  que  se  declare:  i?  que  la  finca 
inscrita  en  el  Registro  de  la  Propiedad,  Partido  de 
Heredia,  tomo  doscientos  sesenta  y  tres,  folio  qui- 
nientos trece,  número  quince  mil  ochocientos  noventa 
y  siete,  asiento  uno,  que  es  casa  de  habitación  con  el 
terreno  en  que  está  ubicada,  situado  en  el  barrio  de 
San  Joaquín,  distrito  sétimo,  cantón  primero  de  la 
provincia  de  Heredia,  pertenecía  por  partes  iguales 
como  coherederos  á  su  señora  madre  Francisca  Vega 
Céspedes  y  al  demandado,  y  que  por  lo  tanto,  éste 
debió  haber  levantado  en  nombre  de  los  dos  la  infor- 
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mación  posesoria  que  sirvió  para  hacer  la  primera 
inscripción  del  inmueble  citado  en  el  Registro;  2?  que 
perteneciendo  el  inmueble  dicho  á  los  señores  Fran- 
cisca y  Francisco  Vega  Céspedes,  el  producto  de  las 
ventas  parciales  que  de  ese  inmueble  hizo  éste,  debió- 
repartirse  por  iguales  partes  entre  la  expresada  suce- 
sión y  el  demandado,  y  en  consecuencia  el  demanda- 
do está  obligado  á  restituir  á  la  sucesión  la  mitad  del 
producto  y  los  intereses  desde  la  época  de  las  ventas- 
parciales  de  la  ñnca; 

2? — Que  la  demanda  fué  contestada  negativa- 
mente por  el  señor  Vega  Céspedes,  quien  opuso  la 
excepción  de  prescripción  negativa,  pues  su  título  su- 
pletorio está  ñrme  y  extinguida  toda  reclamación  que 
contra  él  pudiera  hacerse,  con  el.  trascurso  de  mucho 
más  tiempo  del  exigido  por  la  ley; 

3? — Que  el  Juez  Civil  de  Heredia  apoyado  e» 
los  artículos  719  del  Código  Civil  y  1072  del  de  Pro- 
cedimientos Civiles,  á  las  dos  de  la  tarde  del  veinti- 
cuatro ae  marzo  de  este  año,  declaró  sin  lugar  la  ex- 
cepción de  prescripción,  así  como  la  demanda,  coa 
las  costas  procesales  del  juicio  á  cargo  del  actor,  por 
las  siguientes  razones:  "i? — Que  la  prescripción  libe- 
ratoria opuesta  por  el  demandado  es  improcedente 
por  tratarse  de  una  acción  reivindicatoría  que  sólo  se 
extingue  por  la  prescripción  positiva.  (Artículo  320, 
parte  final,  del  Código  Civil);  2? — Que  el  fundamen- 
to principal  de  la  acción  intentada  no  está  compro- 
bado, pues  el  demandante  no  exhibe  documento  al- 
guno que  justifique  el  dominio  que  tuvo  la  señora 
Vega  Céspedes  en  la  finca  á  que  alude  la  demanda^ 
ni  ha  combatido  de  modo  auténtico  las  confesiones 
del  demandado  y  la  prueba  resultante  del  título  po- 
sesorio que  éste  aduce  en  su  descargo,  ni  es  eficaz  la 
testimonial  recibida  para  comprobar  propiedad  en 
contiendas  de  esta  índole;  3? — Que  por  lo  dicho  en 
el  considerando  anterior  y  estando  en  consecuencia 
destituida  de  prueba,  la  acción,  procede  la  absolución 
del  demandado;" 

4? — Que   en    virtud  de  recurso  de  la  parte  acto^ 
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ra,  la  Sala  Primera  de  Apelaciones,  á  las  dos  y  me- 
dia de  la  tarde  del  dos  de  agosto  próximo  pasado, 
declaró  improcedente  la  excepción  de  prescripción 
negativa  alegada  por  ej  demandado  en  segunda  ins- 
tancia y  conñrmó  la  sentencia  recurrida,  con  costas 
procesales  del  juicio  á  cargo  del  demandante.  Dicha 
Sala  consideró  al  efecto:  **i® — Que  con  la  prueba 
rendida  en  autos  no  se  ha  justificado  satisfactoria- 
mente el  derecho  que  tenga  la  parte  demandante  pa- 
ra reclamar  lo  que  según  ella  le  corresponde  en  el 
valor  de  la  finca  que  ha  dado  origen  al  reclamo,  por- 
que no  consta  que  á  la  señora  Francisca  Vega  se  le 
hubiera  adjudicado  en  la  mortuoria  de  sus  padres 
Tomás  Vega  y  Florentina  Céspedes  parte  alguna  en 
la  expresada  finca,  habiendo  incertidumbre  hasta  en 
el  tanto  que  le  correspondiera  por  herencia;  2? — Que 
la  prescripción  opuesta  en  primera  instancia  por  la 
parte  demandada  no  debe  tomarla  en  cuenta  este 
Tribunal,  por  no  haber  establecido  recurso  de  apela- 
ción la  parte  demandada  acerca  de  lo  resuelto  sobre 
el  particular  en  primera  instancia;  y  con  referencia  á 
la  excepción  de  igual  índole  alegada,  después  de  ha- 
berse celebrado  la  vista,  ella  no  procede  por  tratarse 
de  derechos  derivados  de  una  herencia  yacente  que 
ha  carecido  de  albacea  (articulo  88o,  inciso  5?,  del 
Código  Civil;'* 

5? — Que  los  apoderados  del  actor  y  demandado 
han  interpuesto  recurso  de  casación  de  la  sentencia 
de  segunda  instancia,  el  primero  por  los  siguientes 
motivos:  a)  Error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  apre- 
ciación de  la  prueba  documental  rendida  y  de  las 
confesiones  del  demandado,  con  violación  del  artícu-  . 
lo  727  del  Código  Civil,  porque  éste  reconoció  judi- 
cialmente que  la  señora  Francisca  Vega  Céspedes  te- 
nía derecho  en  la  finca  cuyo  producto  se  ha  reclama- 
do en  cuanto  á  la  mitad,  y  á  pesar  de  ello  los  tribu- 
nales de  instancia  niegan  la  demanda,  con  lo  cual  in-. 
fringen  la  citada  ley;  b)  Violación  de  los  artículos 
759»  763  en  armonía  con  los  S71  y  572,  inciso  i9,  to- 
dos del   Código  Civil;   con  error  de  derecho  en  la 
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apreciación  de  la  prueba  testimonial,  y  violación  del 
artículo  753  ibídem;  el  segundo,  por  infracción  del 
artículo  1074,  inciso  3?,  en  relación  con  el  1073,  am- 
bos del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  porque  la 
Sala  sentenciadora  no  condenó  al  actor  en  las  costas 
personales  del  juicio,  no  obstante  haber  confirmado 
en  todos  sus  puntos  la  sentencia  de  primera  instancia; 

69 — Que  no  se  nota  defecto  en  los  procedimien- 
tos; y 

En  cuanto  al  recurso  del  actor: 

Considerando:  que  el  carácter  con  que  hace  su 
reclamo,  que  es  de  heredero  de  determinada  persona, 
no  está  justificado  en  autos,  y  huelga,  por  lo  mismo, 
examinar  las  cuestiones  á  que  se  refiere; 

En  cuanto  al  recurso  del  demandado: 

Considerando:  que  las  leyes  que  penan,  ya  se 
trate  de  lo  civil,  ya  de  lo  criminal,  son  de  interpreta- 
ción estrecha,-y  que  las  costas  personales  en  casos 
como  el  f>resente  no  se  deben  sino  cuando  hay  per- 
fecta conformidad  en  ambos  fallos  sobre  lo  sustancial 
de  lo  resuelto,-lo  que  no  sucede  en  el  concreto: 

Por  tanto:  declárase  sin  lugar  la  casación  deman- 
dada, con  costas  á  cargo  de  los  recurrentes;  y  con 
certificación  de  la  presente  vuelvan  los  autos  al  tri- 
bunal de  su  origen. — A.  Alvarado. — ^J.  Fed.  Gonzá- 
lez.— Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás 
Oreamuno. — Ante  mí,  Alfonso  Jiménez. 


Salazar  Rojas 

(  3  10'  p.  m. — Octubre  26) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  de  lo  Conten- 
cioso-administrativo,  contra  Lino  Salazar  Rojas,  de 
treinta  años,  agricultor  y  vecino  del  Agua  Caliente  de 
la  provincia  de  Cartago,  por  depósito  de  aguardiente 
clandestino,  en  la  cual  es  parte  además  del  reo,  el  re- 
presentante del  Ministerio  Público; 

Resultando: 

i9 — Que  el  Juez  respectivo,  con  fundamento  en 
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los  artículos  ^^^  á  781,  882  y  885,  Parte  tercera  del 
Código  General  de  1841,  715,  716  y  722  del  .Fiscal, 
35  y  36  de  la  ley  de  17  de  octubre  de  1864  y  7?  de 
la  de  18  de  julio  de  1903,  falló  á  las  nueve  de  la  ma- 
ñana del  diez}'  ocho  de  julio  de  este  año,  absolviendo 
al  procesado  de  toda  pena  y  responsabilidad  por  el 
delito  referido,  sin  lugar  á  indemnización  por  haber 
habido  mérito  para  enjuiciarlo; 

2? — Que  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones,  quien 
conoció  del  asunto  en  virtud  de  recurso  interpuesto 
por  el  Agente  Fiscal  de  Cartago,  á  la  una  y  me- 
dia de  la  tarde  del  veintiocho  de  agosto  próximo  pa- 
sado, revocó  la  sentencia  de  primera  instancia,  decla- 
ró al  procesado  responsable  del  delito  de  depósito  de 
aguardiente  clandestino  y  le  condenó  a  multa  de  cien 
colones  con  la  aplicación  de  ley,  ó  confinamiento  por 
el  término  de  treinta  y  seis  días  en  Santo  Domingo 
de  San  Mateo,  pena  ésta  que  no  podrá  principiar  á 
cumplir  antes  de  que  trascurran  los  treinta  días  que  se 
le  señalan  para  el  pago  de  la  multa,  durante  los  cua- 
les deberá  permanecer  en  arresto  en  la  cárcel  de  esta 
ciudad;  con  abono  del  tiempo  por  que  hubiere  estado 
preso;  á  perder  los  objetos  aprehendidos  y  á  pagar 
los  daños  y  perjuicios  causados  con  su  delito.  Al  efec- 
to consideró  dicho  tribunal:  "I.  Que  en  la  especie 
hay  prueba  suficiente  para  condenar  al  procesado  por 
el  delito  que  se  persigue,  en  razón  de  que  está  bien 
demostrada  con  el  dictamen  pericial  de  fojas  cincuen- 
ta y  una  vuelta  y  cincuenta  y  dos,  de  que  se  hace  re- 
lación en  segundo  término  en  el  resultando  segundo, 
la  circunstancia  de  que  el  depósito  era  fácilmente  vi- 
sible, y  esto  basta  para  la  imputación,  de  conformidad 
con  los  artículos  7?,  párrafo  penúltimo,  y  9?,  párrafo 
final,  de  la  ley  de  18  de  julio  de  1903;  II.  Que  el 
caso  de  autos  está  comprendido  en  el  artículo  3?  de 
la  ley  de  18  de  julio  de  1903,  y  como  es  primera  vez, 
pues  no  consta  que  el  reo  sea  reincidente,  le  corres- 
ponde multa  de  cien  á  doscientos  cincuenta  colones, 
que  si  no  fuere  pagada  hasta  treinta  días  después  de 
la  sentencia  firme,  se  cambiará  por  confinamiento  de 
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treinta  y  seis  á  noventa  días  en  lugar  distante  lo  me- 
nos dncuenta  kilómetros  del  en  que  se  cometió  el  de- 
Uto,  sin  que  pueda  el  reo  comenzar  á  cumplir  esta 
segunda  pena  mientras  no  hayan  trascurrido  los  trein- 
ta días  señalados  para  el  pago  de  la  multa  y  durante 
los  cuales  debe  permanecer  en  arresto;  III.  Que  por 
estar  probado  que  el  reo  ha  sido  de  conducta  irrepro- 
chable, se  le  fija  la  pena  en  el  mínimum,  y  se  designa 
para  que  llegado  el  caso  cumpla  el  confinamiento  en 
el  barrio  de  Santo  Domingo  de  San  Mateo.  La  con- 
dena debe  también  ajustarse  á  lo  dispuesto  por  los 
artículos  723  y  725  del  Código  Fiscal"; 

39 — Que  el  procesado  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por  los 
siguientes  motivos:  a)  Violación  de  los  artículos  722 
del  Código  Fiscal  y  7?  de  la  ley  de  1 8  de  julio  de  1903, 
con  error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de 
las  pruebas,  porque  con  las  recibidas  no  ha  podido 
declararse  su  responsabilidad  para  condenarlo  legal- 
mente;  b)  Error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  apre- 
ciación de  la  prueba  pericial  y  aplicación  errónea  del 
artículo  9?,  parte  final,  ley  de  18  de  julio  de  1903; 

4? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Consideran¿io: 

Único. — El  dictamen  pericial  en  que  descansa 
principalmente  el  fallo  recurrido,  no  es  uniforme.  Unos 
peritos  estiman  como  evidente  el  depósito  por  su  vo- 
lumen y  por  su  proximidad  á  la  vivienda  del  proce- 
sado; otro  establece  que  bien  pudo  ser  allí  colocado 
sin  n-^ticia  del  reo.  El  depósito,  en  efecto,  era  peque- 
ño y  por  lo  mismo  de  fácil  ocultación;  y  demostradas 
las  circunstancias  de  que  aquel  solar  estaba  abierto  á 
la  entrada  de  personas  extrañas  por  falta  de  cercas 
que  lo  guardaran,  de  que  la  vasija  se  encontró  medio 
enterrada  y  escondida  en  un  platanar  y  de  que  el  reo 
es  hombre  de  bien  y  no  sospechado  de  contrabandis- 
ta, es  muy  dudoso  que  él  fuera  el  autor  de  ese  depó- 
sito ó  que  éste  existiera  allí  con  su  tolerancia.     Esta 
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Sala,  estimando  el  conjunto  de  la  prueba,  no  la  en- 
cuentra suficiente  para  imputar  el  delito  á  Salazar  y 
cree  que  el  tribunal  de  instancia  erró  en  la  aprecia- 
ción de  ella  y  violó  los  artículos  722  del  Código  Fis- 
cal y  7?  y  9?  de  la  ley  de  í8  de  julio  de  1903; 

Por  tanto,  declárase  con  lugar  la  casación  pedida 
y  nula,  por  consiguiente,  la  sentencia  de  la  Sala  Se- 
gunda.— A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. —  Manuel 
V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — 
Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 

VÍCTOR  V.  EL  Fiscal 

(  3  Jí^  p.  m. — Octubre  26 ) 

En  el  expediente  promovido  en  el  Juzgado  de 
lo  Contencioso-administrativo,  por  el  señor  José  de 
Jesús  Víctor,  mayor,  agricultor  y  vecino  de  Colorado, 
jurisdicción  de  Limón;  á  quien  representa  su  apode- 
rado señor  Licenciado  Ramón  Zelaya  Villegas,  ma- 
yor, abogado  y  de  este  vecindario,  con  el  objeto  de 
ju.stifícar  la  existencia  de  ciertos  cultivos  que  dice  le 
pertenecen; 

Resultando: 

I? — Que  en  el  memorial  respectivo  expresa  el 
señor  Víctor  que  desde  hace  más  de  diez  años  posee 
en  las  orillas  del  río  Colorado,  por  compra  á  Remigio 
Hennin,  de  sus  mismas  calidades  y  vecindario,  unos 
cultivos  de  cacao  y  plátanos,  en  un  terreno  como  de 
trece  hectáreas,  noventa  y  siete  áreas  y  setenta  y  cin- 
co centiáreas,  libre  de  gravámenes,  con  los  siguientes 
linderos:  Norte,  el  río  San  Juan;  Sur,  terrenos  baldíos; 
Este,  propiedad  de  Eduardo  Dabson;  y  Oeste,  pro- 
piedad del  señor  Carlos  Tilmann;  que  su  vendedor  no 
pudo  darle  título  auténtico  por  no  haber  en  el  lugar 
cartulario  de  ninguna  clase;  y  que  con  el  fin  de  ad- 
quirir un  título  legal  de  sus  derechos  como  legítimo 
poseedor  de  los  referidos  cultivos,  pide  se  levante  la 
respectiva  información,  de  acuerdo  con  el  artículo 
479  en  relación  con  el  263  del  Código  Civil; 
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2? — Que  el  señor  Promotor  Fiscal  se  opuso  á  las 
pretensiones  del  pétente,  y  el  apoderado  de  éste  en 
memorial  de  veinticinco  de  agosto  último  manifestó 
que  su  poderdante  no  se  proponía  levantar  título  po- 
sesorio de  propiedad,  sino  una  información  ad  perpé- 
tuam  para  tener  una  justificación  ó  prueba  legal  de 
que  todos  los  cultivos  á  que  se  refiere  su  solicitud  son 
de  su  propiedad,  y  pidió  se  tuviera  por  hecha  esa 
aclaración  y  se  confiriera  de  nuevo  audiencia  al  repre- 
sentante del  Ministerio  Público;  pero  decretada  tal 
audiencia,  éste  no  la  contestó; 

3? — Que  el  Juez  de  lo  Contencíoso-administrati- 
vo,  en  resolución  de  las  diez  de  la  mañana  del  siete 
de  julio  de  este  año,  declaró  improcedente  la  solicitud 
del  señor  Víctor  y  ordenó  archivar  las  diligencias,  con 
apoyo  en  las  disposiciones  del  título  XVI  del  Código 
Fiscal,  por  la  siguiente  razón:  "Que  tratándose  de  tie- 
rras baldías,  es  esta  autoridad  la  competente  para  co- 
nocer de  las  solicitudes  que  se  ajusten  á  los  procedi- 
mientos establecidos  para  poder  adquirir  la  propiedad 
sobre  las  mismas;  pero  no  ajustándose  la  solicitud  de 
que  se  trata  á  esos  procedimientos,  es  el  caso  de  de- 
clararla improcedente  por  no  habier  disposición  algu- 
na legal  que  la  autorice;'* 

4? — Que  en  virtud  de  recurso  interpuesto  por  el 
apoderado  del  actor,  la  Sala  Primera  de  Apelaciones 
á  las  tres  de  la  tarde  del  treinta  de  agosto  confirmó 
la  resolución  relacionada,  por  estimar  que,  teniendo 
carácter  de  información  ad  perpetuara  la  promovida 
por  el  apelante  señor  Víctor,  el  Juez  de  lo  Contencio- 
so-administrativo  carece  de  jurisdicción  para  conocer 
de  ella,  siendo  así  que  sus  funciones  se  limitan  á  co- 
nocer de  los  negocios  que  interesen  á  la  Hacienda 
Pública,  conforme  á  los  trámites  establecidos  por  la 
ley; 

S? — Que  el  apoderado  de  la  misma  parte  ha  in- 
terpuesto recurso  de  casación  de  la  resolución  de  se- 
gunda instancia,  por  los  siguientes  motivos:  i? — Vio- 
lación é  interpretación  errónea  del  artículo  509  del 
Código  Fiscal  en  relación  con  los   artículos  68   de  la 
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Ley  Orgánica  de  Tribunales  y  261  del  Código  Civil; 
2? — Violación  de  los  artículos  264,  inciso  i?,  y  279,  in- 
ciso 2?,  del  Código  Civil  en  relación  con  el  509  del 
Fiscal,  al  declarar  la  Sala  de  instancia  la  incompeten- 
cia del  Juez,  porque  no  se  trata  sino  de  la  posesión 
de  una  cosa  pública,  y  por  lo  tanto  siendo  el  Juez  de 
lo  Contencioso-administrativo  competente  para  cono- 
cer de  las  cuestiones  de  propiedad  de  las  cosas  publi- 
cas, tiene  que  serlo  para  conocer  de  los  asuntos  con- 
cernientes á  la  posesión'  de  las  mismas; 

69 — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  defec 
to;y 

Considerando: 

Que  además  de  las  razones  expuestas  por  el  Juez 
de  lo  Contencioso-administrativo  én  la  resolución 
que  declara  improcedente  la  solicitud  á  que  se  refieren 
estos  autos,  la  Sala  Primera  de  Apelaciones  que  con- 
firma dicha  resolución,  agrega  que  el  expresado  Juez 
carece  de  jurisdicción  para  conocer  de  este  asunto,  y 
aunque  no  cita  ley  á  este  respecto,  es  indudable  que 
tal  conclusión  se  desprende  claramente  de  los  artícu- 
los 149  y  150  de  la  Ley  Orgánica  de  Tribunales  y  de 
la  de  27  de  setiembre  de  1887.  En  consecuencia,  no 
ha  habido  la  interpretación  errónea,  ni  las  violaciones 
que  se  alegan  de  ninguna  de  las  leyes  que  se  citan  en 
el  recurso  de  casación  establecido; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  de- 
mandada, y  con  certificación  de  la  presente  devuél- 
vanse los  autos  al  tribunal  de  su  procedencia. — A. 
Alvarado. — J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. 
A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Al- 
fonso Jiménez. 


SoLÍs  Carbonero 

(  2  25'  p.  m. — Octubre  28  ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  del  Crimen 
de  la  provincia  de  Heredia,  contra  el  señor  Ángel 
Solís  Carbonero,  de  sesenta  años,  agricultor  y  vecino 
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del  barrio  de  Jesús  del  cantón  de  Santa  Bárbara,  por 
el  delito  de  lesión  causada  á  Liberato  Carvajal  Ramí- 
rez como  á  las  ocho  y  media  de  la  mañana  del  veinti- 
nueve de  marzo  de  este  año;  en  la  cual  intervienen 
además  el  señor  Miguel  Córdoba,  de  único  apellido, 
mayor,  agente  de  negocios  judiciales  y  vecino  de  San- 
ta Bárbara,  como  defensor  del  reo,  y  el  representante 
del  Ministerio  Púbiico; 

Resultando: 

i9 — El  Juez  del  Crimen  respectivo,  fundado  en 
los  artículos  244,  275  y  88$.  Parte  \ll  del  Código 
General  de  1841,  18  del  decreto  de  8  de  julio  de 
1902  y  i9  del  de  3  de  julio  de  1903,  falló  á  las  dos  de 
la  tarde  del  diez  y  nueve  de  julio,  declarando  proce- 
dente la  tacha  puesta  á  la  testigo  Juana  Rodríguez 
Carvajal,  por  ser  esposa  del  ofendido,  y  absolviendo 
al  procesado  Ángel  Solís  Carbonero  de  toda  pena  y 
responsabilidad,  por  no  haber  prueba  que  lo  condene 
como  autor  del  delito  de  lesión  inferida  á  Liberato 
Carvajal  Ramírez,  sin  lugar  á  indemnización  por  ha- 
ber habido  mérito  para  llamarlo  á  juicio; 

2? — La  Sala  Segunda  de  Apelaciones,  quien  co- 
noció en  consulta,  á  las  ocho  de  la  mañana  del  veinti- 
trés de  agosto,  revocó  la  absolución  decretada  en 
primera  instancia;  declaró  responsable  al  procesado 
Solís  Carbonero  como  autor  del  delito  de  lesión  me- 
nos grave  inferida  á  Carvajal  Ramírez,  y  le  condenó 
á  reclusión  por  cuatro  meses,  previo  abono  del  tiempo 
por  que  hubiere  estado  preso,  con  las  accesorias  de 
ley,  y  aprobó  en  lo  referente  á  la  tacha  la  sentencia 
consultada.  Al  efecto  consideró  la  Sala:  **i? — La 
Sala  tiene  por  demostrado  que  Ángel  Solís  es  el  au- 
tor de  la  lesión  causada  á  Liberato  Carvajal,  y  se  fun- 
da para  ello  en  lo  siguiente:  Ni  remotamente  aparece 
que  el  ofendido  y  su  esposa  tuvieran  motivo  para  de- 
clarar falsamente;  no  se  ha  probado  ni  indicado  si- 
quiera un  antecedente  que  autorice  semejante  suposi- 
ción, y  si  bien  es  verdad  que  con  la    sola   declaración 
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del  ofendido  y  su  esposa  sería  injusto  é  ilegal  conde- 
nar al  procesado,  también  lo  es  que  si  á  esas  declara- 
ciones se  agrega  lo  dicho  por  el  indiciado,  quien  no 
niega  que  se  hallaba  en  el  lugar  en  donde  se  cometió 
el  delito,  á  las  ocho  y  media  de  la  mañana  del  veinti- 
nueve de  marzo  líltimíí,  esto  es,  precisamente  cuando 
fué  herido  el  ofendido,  según  la  declaración  de  éste,  y 
que  reconvino  al  mismo  ofendido  en  ese  momento  por 
estar  trabajando  en  una  zanja  de  su  propiedad,  cabe 
en  buena  lógica  y  de  acuerdo  con  la  ley,  imputar  ¿I 
hecho  al  procesado.  Este  no  dice  que  viera  en  ese 
acto  á  otra  persona  á  qjien  pudiera  atribuirse  el  he- 
cho, y  establecido  por  las  declaraciones  del  ofendido 
y  del  procesado  que  á  la  hora  dicha  estuvieron  ellos 
juntos,  hay  presunción  vehemente,  con  sólo  esa  cir- 
cunstancia, de  la  responsabilidad  de  Solís.  Si  efecti- 
vamente se  hubiera  limitado  éste,  como  lo  asegura,  á 
reconvenir  al  ofendido  y  retirarse  después,  porque  se- 
gún dice,  éste  no  estaba  en  su  sano  juicio,  la  herida 
de  Carvajal  ¿quién  la  produjo,  no  habiendo  en  el  acto 
otra  persona  allí?  Si  se  objetara  que  pudo  producír- 
sela él  mismo,  debe  considerarse  que  tal  cosa  es  inve- 
rosímil, tratándose  de  un  hombre  que  no  se  ha  inten- 
tado decir  siquiera  que  tuviera  interés  alguno  por 
venganza  ó  cualquier  otro  motivo  en  aparecer  como 
lesionado  por  Solís.  Lo  manifestado  por  éste  sobre 
su  entrevista  con  Carvajal,  no  resiste  al  menor  exa- 
men atento  é  imparcial.  Dice  que  halló  á  Carvajal 
trabajando  en  una  zanja  de  su  propiedad  (de  Solís): 
que  se  dirigió  á  él  para  manifestarle  que  no  trabajara 
allí,  y  como  Carvajal  le  dijera  que  era  suya  (de  Car- 
vajal) se  retiró,  porque  él  conoce  que  Carvajal  no  es- 
tá en  su  sano  juicio.  Ese  proceder  no  es  natural  en 
ningún  dueño  de  una  propiedad  que  halla  á  una  per- 
sona usurpando  sus  derechos;  y  no  es  natural  tampoco 
que  sabiendo  uno  que  un  individuo  no  está  en  su  sa- 
no juicio,  vaya  á  reconvenirlo  para  dejarlo  seguir  en 
su  usurpación  con  la  sola  respuesta  de  que  sí  tiene 
derecho  de  hacer  lo  que  está  haciendo.  La  declara- 
ción del  ofendido  solamente  no  basta   para   atribuir  á 
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una  persona  un  delito,  ni  tampoco  basta  la  del  indi- 
ciado, ni  serviría  de  nada  por  sí  sola  la  de  la  esposa 
del  ofendido;  pero  si  examinadas  las  tres  conjunta- 
mente, del  contexto  de  todas  ellas  resulta  convicción 
completa  de  que  el  procesado  es  el  autor  del  delito, 
conforme  á  las  leyes  vigentes,  pueden  los  tribuales 
tener  por  plenamente  demostrados  los  hechos  impu- 
tados é  imponer  la  condena  respectiva;  2? — La  tacha 
puesta  a  la  esposa  del  ofendido  es  procedente;  pero 
este  Tribunal  da  crédito  al  dicho  de  esa  testigo:  i? — 
porque  sudeclaración  aparece  completamente  espontá- 
nea y  verdadera,  dados  los  términos  en  que  está  con- 
cebida. A  haber  procedido  maliciosamente  esa  tes- 
tigo, habría  dicho  que  vio  que  Solís  hirió  á  su  esposa 
y  no  habría  atribuido  á  éste  palabras  de  ofensa  con- 
tra Solís,  mas  ella  dice  que  no  vio  á  Solís  causar  la 
herida,  sino  que  lo  vio  cuando  con  un  chuzo  en  la 
mano  perseguía  á  Carvajal,  que  ya  estaba  herido,  y 
que  oyó  á  Carvajal,  **seguro  dirigiéndose  á  Solís,*^ 
cuando  ella  llegaba  al  terreno,  decir  una  expresión 
ofensiva;  2? — porque  la  declaración  de  esa  testigo  en 
cuanto  á  un  punto  capital,  cual  es  el  que  á  la  hora 
dicha  arriba  se  encontraban  juntos  el  ofendido  y  el 
reo,  coincide  con  la  declaración  de  éste;  3? — porque 
no  aparece  motivo  especial  alguno  para  que  dicha 
testigo  faltara  á  la  verdad  en  sus  aseveraciones.  La 
esposa  del  ofendido  es  tachable  como  testigo,  pero  su 
declaración  es  recibible:  la  declaración  testimonial  que 
no  puede  legalmente  recibirse  es  la  de  la  esposa  con- 
tra el  marido  (artículo  39  de  la  Constitución);  y  á  pe- 
sar de  la  tacha  pueden  los  tribunales  en  el  primer 
caso  darle  crédito,  según  las  circunstancias  (artículo 
18  de  la  ley  de  8  de  julio  de  1902);  3? —  El  delito  por 
que  se  juzga  al  procesado  es  el  definido  en  el  artículo 
422,  Código  Penal.  En  favor  del  reo  está  comproba- 
da la  atenuante  14*  del  artículo  11  ibídem,  sin  con- 
trarresto de  agravantes.  Tiene  él  más  de  sesenta 
años,  mas  no  aparece  ningún  dato  que  compruebe 
decrepitud.  Apreciando  así  el  caso  de  que  se  trata, 
la  Sala  elige  la  pena  de  reclusión  menor  en   su  grado 
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mínimo  y  la  fija,  por  concurrir  una  atenuante,  en  cua- 
tro meses,  con  las  accesorias  de  los  artículos  25,  33, 
38,    39  y  95»  Código  Penal;" 

3? — El  defensor  del  procesado  ha  interpuesto 
recurso  de  casación  de  la  sentencia  de  segunda  ins- 
tancia por  violación  de  los  artículos  884  y  885,  parte 
tercera  del  Código  General  de  1841,  é  infracción  de 
los  artículos  35  y  36  de  la  ley  de  17  de  octubre  de 
1864,  porque  se  castiga  al  procesado  por  un  delito 
que  no  se  ha  comprobado  legalmente; 

4? — En  los  procedimientos  no  se  nota   defecto;  y 

Considerando: 

I? — Que  Juana  Rodríguez  Salazar  declara:  que 
como  á  las  ocho  y  media  de  la  mañana  del  veintinue- 
ve de  marzo  último,  en  los  "Potrerillos'*  de  Santo 
Domingo  de  Santa  Bárbara,  Ángel  Solís,  armado  de 
un  chuzo,  perseguía  al  ofendido,  cuando  acababa  de 
ser  herido,  y  oyó  la  amenaza  del  reo,  al  retirarse,  di- 
ciendo al  mismo  ofendido,  *'  que  ''algún  día  llegaría 
solo;"  la  Sala  de  instancia  da  crédito  á  esta  testigo,  á 
pesar  de  haber  sido  tachada,  por  la  espontaneidad  de 
su  declaración  concordante  con  las  •emás  pruebas,  y 
por  la  ausencia  de  motivo  que  pueda  inducirla  á 
mentir  en  cuanto  al  autor  del  delito.  (Artículo  18  de 
la  ley  de  8  de  julio  de  1902); 

2? — Que  el  ofendido  asegura  que  en  el  día,  hora 
y  lugar  arriba  citados,  el  procesado,  armado  de  un 
cuchillo,  le  hizo  varios  tiros  y  le  causó  la  herida  de 
que  adolece.  Esta  declaración  se  robustece  con  la 
del  procesado,  folios  seis,  quien  afirma  haber  estado 
en  el  mismo  lugar,  día  y  hora  antes  expresados  y 
haber  reconvenido  al  ofendido  para  que  suspendiera 
el  trabajo  que  hacía  en  una  zanja  que  el  reo  asegura 
ser  suya.  En  la  sentencia  recurrida  se  estima  como  in- 
dicio vehemente  contra  el  reo,  el  que  resulta  de  la  co- 
rrespondencia  de  estas  dos  declaraciones;  y  considera 
que  este  indicio  con  la  declaración  de  la  testigo  y 
demás  datos  que  arroja  el  proceso,  dan   mérito   para 
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considerar  con  sana  crítica,  como  autor  del  delito  al 
procesado  y  por  tal  motivo,  e«ta  Sala  declara:  qoe 
no  se  han  violado  los  artículos  884  y  88$,  parte  ter- 
cera del  Código  General  de  1841; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  deman- 
dada y  con  certiñcación  de  la  presente,  devuélvanse 
los  autos  al  tribunal  de  su  procedencia. — A.  Alvara- 
do. — J.  Fed.  González. — Manuel  V.Jiménez  . — A. 
Zambrana. — Nicolás  Dreamuno. — Ante  mí,  Alfonso 
Jiménez. 


Alpízar  V,  Vargas 

{2}4  p.  m. — Octubre  28 ) 

En  el  juicio  ordinario  sobre  pago  indebido,  segui- 
do en  el  Juzgado  Primero  Civil  de  esta  provincia,  por 
el  señor  Jesús  Alpízar  Bolaños,  mayor,  agricultor  y 
vecino  del  barrio  de  San  Juan  de  este  cantón,  contra 
la  señora  Amelia  Vargas  'Chacón  viuda  de  Cordero, 
mayor,  de  oficios  domésticos  y  vecina  de  esta  ciudad; 

0      Resultando: 

I? — Que  el  actor,  en  su  escrito  de  demanda,  ex- 
pone: que  celebró  con  la  señora  Vargas  Chacón  un 
contrato  de  arrendamiento  de  una  finca,  siendo  él  ca- 
sado con  la  señora  María  de  Jesús  Vargas  Rojas,  la 
cual  falleció  el  día  diez  y  siete  de  agosto  de  mil  nove- 
cientos dos;  que  él  traspasó  sus  derechos  de  arrenda- 
tario  al  señor  Dolores  López  Piedra,  quien  se  hizo 
cargo  de  sus  obligaciones  de  tal,  y  al  vencimiento  del 
arriendo,  no  devolvió  la  finca,  como  estaba  pactado; 
por  lo  que  la  señora  Vargas  Chacón  demandó  al  ex- 
ponente, cuando  ya  era  viudo,  reclamándole  los  da- 
ños y  perjuicios  provenientes  de  la  falta  de  cumpli- 
miento, en  parte,  del  contrato  referido;  que  como  á  él 
le  constaba  el  incumplimiento  de  López,  y  sin  acor- 
darse de  que  le  faltaba  personalidad,  pues  hizo  el  con- 
trato siendo  casado,  y  la  demanda  se  dirigió  contra  él 
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personalmente,  á  pesar  de  ser  viudo,  reconoció  la  pro- 
cedencia de  la  acción,,  cuya  demanda  fué,  en  conse- 
cuencia, declarada  con  lugar;  que  en  virtud  de  la  sen- 
tencia recaída  en  dicho  juicio,  debe  pagar  á  la  señora 
Vargas  Chacón  trescientos  colones  y  las  costas  proce- 
sales del  pleito,  á  cuenta  de  lo  cual  le  ha  dado  ya 
cuarenta  colones,  y  además  un  pagaré  de  cincuenta 
colones  que  ella  conserva  en  su  poder;  y  que  con  fun- 
damento en  los  artículos  970,  973,  1217,  12 18,  1221, 
1222,  1223  y  1225,  Parte  I  del  Código  General  de 
1841;  79,  803,  805,  836,  838  á  844  del  Código  Civil 
actual,  demanda  en  vía  ordinaria  á  la  señora  Vargas 
Chacón  para  que  se  declare  que  debe  devolverle  los 
cuarenta  colones  y  el  pagaré  referidos,  más  cinco  co- 
lones que  á  título  de  intereses  le  ha  dado;  y  que  por 
no  tener  ella  derecho  para  exigirle  personalmente  el 
pago  de  esa  deuda,  debe  devolverle  cualquier  otra  su- 
ma que  por  motivo  del  juicio  de  ella  contra  él  tenga 
que  pagarle; 

2? — Que  el  cargo  fué  contestado  negativamente 
por  la  demandada,  quien  opuso  la  excepción  de  cosa 
juzgada; 

3? — Que  el  Juez  Primero  Civil  de  esta  provincia, 
fu«dado  en  los  artículos  724,  incisos  2?  y  3?,  del  Có- 
digo Civil,  8?  y  1072  del  de  Procedimientos  Civiles, 
dictó  sentencia  á  la  una  y  cuarto  de  la  tarde  del  vein- 
ticinco de  mayo  de  este  año,  declarando  sin  lugar  la 
excepción  de  cosa  juzgada  y  la  demanda  establecida, 
con  las  costas  procesales  del  juicio  á  cargo  del  actor, 
por  las  razones  siguientes:  "  i?  Que  por  no  haber 
identidad  de  objeto,  ni  de  causa  entre  este  negocio  y 
el  á  que  se  reñere  la  sentencia  certificada  en  autos, 
debe  declararse  sin  lugar  la  excepción  de  cosa  juzga- 
da opuesta  por  el  demandado,  artículo  724,  incisos  2? 
y  3?,  de!  Código  Civil;  2?  Que  por  no  constituir  las 
excepciones  alegadas  como  fundamento  de  esta  de- 
manda hechos  por  los  cuales  se  hubiera  extinguido  la 
obligación  declarada  en  el  juicio  á  que  se  refiere  la 
sentencia  que  corre  certificada  en  autos,  caso  de  ha- 
ber sido  alegados  en  él,  no  procede  reclamar«como 
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pago  indebido  lo  satisfecho  por  el  actor  en  ejecución 
de  esa  sentencia,  por  lo  que  debe  declararse  sin  lugar 
esta  demanda,  de  conformidad  con  el  artículo  8?  del 
Código  de  Procedimientos  Civiles;" 

4? — Que  en  virtud  de  recurso  del  actor  la  Sala 
Primera  de  Apelaciones,  á  las  dos  de  la  tarde  del  pri- 
mero de  setiembre  anterior,  confirmó  el  fallo  apelado, 
en  la  parte  que  lo  ha  sido,  con  costas  personales  y 
procesales  del  juicio  á  cargo  de  la  parte  apelante,  con 
fundamento  en  los  artículos  65 1  del  Código  Civil, 
1073  j  1074  del  Código  de  Procedimientos  Civiles. 
Al  efecto  consideró  la  Sala:  "  i9  Que  aunque  está 
comprobado  que  el  contrato  que  celebraron  las  par- 
tes litigantes  y  dio  origen  al  juicio  anteriormente  se- 
guido entre  las  mismas,  se  celebró  cuando  el  deman- 
dante era  casado,  tal  circunstancia,  si  bien  pudo,  ha- 
biéndose alegado  en  tiempo,  cuando  se  tramitaba  aquel 
juicio,  impedir  que  la  condenatoria  recayera  exclusi- 
vamente en  el  señor  Alpízar,  no  habiendo  éste  hecho 
ninguna  reclamación  á  ese  respecto,  la  sentencia  con- 
tra él  dictada  le  perjudica  en  un  todo,  puesto  que  él 
aceptó  la  situación  de  manera  voluntaria,  de  suerte 
que  cualquier  reclamo  que  tenga  que  hacer  en  razón 
de  haberse  comprometido  á  satisfacer  lo  cobrado  por 
la  actora  en  el  primer  juicio,  tiene  derecho  á  hacerlo 
no  contra  la  señora  Vargas,  sino  contra  la  sucesión  de 
su  esposa,  en  la  parte  correspondiente;  2?  Que  en 
lo  relativo  á  la  excepción  de  cosa  juzgada,  la  Sala  no 
entra  á  conocer  de  lo  resuelto  en  primera  instancia, 
por  hallarse  firme  ese  punto  desde  luego  que*no  re- 
currió contra  él  la  demandada,  contra  quien  fué  re- 
suelto;" 

59 — Que  la  misma  parte  ha  interpuesto  recurso 
de  casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por 
los  motivos  siguientes:  i9  Violación  del  articulo  803 
del  Código  Civil,  pues  consta  de  autos  que  el  actor 
pagó  á  la  demandada  una  suma  que  no  le  debía,  no 
obstante  lo  cual  se  le  niega  el  derecho  de  repetir  ese 
pago;  2?  Aplicación  indebida  del  artículo  65 1  del 
Código  Civil,  tanto  porque  la  demandada  no  ha  invo- 
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cado  en  su  auxilio  esa   disposición,   como   porque  no        ^ 
tiene  relación  con  el  punto  cuestionado,  puesto  que  el 
demandante  no  ha  sido  codeudor  de  la  obligación  que 
pagó  á  la  demandada,  ni  este  artículo  excluye  ó  des-      *  >*  ' 
virtüa  el  precepto  del  803  citado; 

69 — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  defec- 

Considerando:  -í" 

Que  el  artículo  803  del  Código  Civil  concede  ac-  * 

ción  para  repetir  lo  pagado  por  error  de  hecho  ó  de 
derecho,  ó  por  cualquier  otro  motivo,  al  que  paga  lo 
que  no  debe:  en  el  caso  de  autos  aparece  comprobado 
que  el  contrato  que  motiva  el  crédito  cuya  repetición 
se  pretende,  lo  celebraron  las  partes  cuando  una  de 
ellas,  el  demandante  en  este  juicio,  era  casado;  pero 
no  habiendo  alegado  en  el  juicio  respectivo  el  cambio 
de  estado  sufrido  por  la  muerte  de  su  esposa,  para 
que  la  condenatoria  no  recayese  tan  sólo  contra  él 
como  administrador  que  había  sido  de  la  sociedad 
conyugal  Alpízar- Vargas,  regida  por  las  leyes  de 
1 841,  sino  contra  la  sucesión,  acepto  voluntariamente 
la  calidad  de  deudor  y  la  sentencia  pronunciada  en 
aquel  juicio  le  perjudica  á  reserva  de  reclamar  en  con- 
sonancia de  lo  dispuesto  en  el  artículo  65 1  ibídem,  la 
parte  correspondiente  á  la  sucesión;  ese  artículo  cita- 
do en  la  sentencia  recurrida,  aunque  no  expresamente 
apKcado,  es  buen  fundamento  de  ella  y  no  procede  el 
recurso  interpuesto; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  deman- 
dada, coa  costas  á  cargo  del  recurrente,  y  devuélvanse 
los  autos  á  la  Sala  de  su  procedencia  con  certifícación 
de  la  presente. — A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — 
Manuel  V.  Jiménez. — A,  Zambrana. — Nicolás  Orea- 
muno. — Ante  mí,^-Alfonso  Jiménez. 
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Banco  Comercial  de  C<^>sta  Rica  r. 
Registrador 

(  2  35'  p.  m. — Octubre  28  ) 

En  las  diligencias  sobre  denegación  formal  de 
una  inscripción  de  una  escritura  de  hipoteca,  promovi- 
das por  el  señor  Emile  Challe  Loubet,  mayor,  comer- 
ciante, ciudadano  francés  y  de  este  vecindario,  como 
Administrador  del  Banco  Comercial  de  Costa  Rica; 

Resultando: 

1 9 — Que  en  seis  de  setiembre  último  se  presen- 
tó para  su  inscripción  en  el  Registro  Público,  un  do- 
cumento á  que  se  refiere  el  asiento  número  tres  mil 
novecientos  setenta  y  dos,  al  folio  cuatrocientos  diez 
y  nueve  del  tomo  setenta  y  nueve  del  Diario,  que  es 
una  escritura  de  hippteca  otorgada  por  el  señor  Enri- 
que Me  Adam  Revelo  á  favor  de  dicho  Banco,  docu- 
mento que  el  Registrador  puso  en  espera  en  virtud 
de  que  en  el  asiento  de  adjudicación  de  la  «finca  hipo- 
tecada, aparece  un  legado  de  una  pensión  aun  no  ga- 
rantizada y  á  cuya  seguridad  debe  constituirse  una 
hipoteca  sobre  esa  finca,  la  cual  no  se  ha  constituido; 
e  inconforme  el  solicitante  con  la  suspensión,  pidió 
que  se  revocara  la  orden  p  sc  denegara  formalmente 
la  inscripción; 

2? — Que  el  Registrador,  fundado  en  los  artículos 
50,  58  y  59,  del  Reglamento  del  Registro  Público; 
269,  409,  425.  614,  615,  692  y  835  del  Código  Civil, 
denegó  la  inscripción  y  elevó  los  actuados  á  la  Sala 
Primera  de  Apelaciones',  y  ésta,  con  apoyo  en  los  ar- 
tículos 4SS  á  458,  Código  Civil,  y  50,  Reglamento 
del  Registro  Público,  revocó  la  resolución  del  Regis- 
trador y  declaró  que  debe  llevarse  á  efecto  la  inscrip- 
ción relacionada,  sin  perjuicio  de  los  derechos  ante- 
riores adquiridos  en  el  inmueble  relacionado  por  el 
señor  Trinidad  Salazar  y  Angelina  Salazar  Leiva  en 
seguridad  de  sus  pensiones  alimenticias;  para  lo  cual 
consideró:  **Que  la  obligación  impuesta  por  el  cau- 
sante Alfonso  Salazar,  á  que  se  refiere  la  resolución 


del  Registrador,  no  es  obstáculo  para  la  inscripción 
de  la  hipoteca,  puesto  que  por  aparecer  en  el  Regís- 
tro  Público  la  condición  ó  gravamen  de  que  se  trata, 
él  tiene  que  perjudicar  á  los  terceros  que  con  poste- 
rioridad adquieran  derechos  en  la  finca  El  Viejo  ad- 
judicada á  la  heredera  Laura  Angelina  Salazar  Agui- 
lar,  pues  tales  derechos  los  adquieren  sin  perjuicio 
del  expresado  gravamen;" 

3? — Que  el  Registrador  ha  interpuesto  recurso 
de  casación  de  la  resolución  de  segunda  instancia  por 
aplicación  indebida  de  los  artículos  455,  456  y  458 
del  Código  Civil  y  violación  del  6i4  del  mismo  Có- 
digo; 

4? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto;  y 

Considerando'. 

1 9 — Que  el  derecho  vigente  no  reconoce  otros 
gravámenes  que  los  que  de  un  modo  específico  y  de- 
terminado en  el  respectivo  Registro  aparecen,  (artí- 
culos 455  y  456,  Código  Civil); 

2? — Considerando,  por  otra  parte,  que  la  adqui- 
sición de  dominio  hecha  por  la  consorte  de.  don  En- 
rique  Me  Adam,  en  nombre  de  quien  obra  éste,  está 
>  sujjita  á  la  condición,  en  realidad  suspensiva,  de  ase- 
gurar con  hipoteca  unas  pensiones;  y  que  mientras 
no  se  cumpla  con  ella,  no  puede  tenerse  á  la  obligada 
poí-  verdadera  señora  de  la  cosa  que  ahora  se  preten- 
de hipotecar;  por  todo  lo  que  el  reparo  del  Registra- 
dor está  justificado,  y  debe  declararse  nula  la  senten- 
cia que  lo  desconoce; 

Por  tanto,  declárase  con  lugar  la  casación  de- 
mandada y  nula  la  sentencia  recurrida. — A.  Alvara-i 
do. — ].  Fed.  -González. — Manuel  V.  Jiménez. — A. 
Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí,  Alfonso 
Jiménez. 


18 
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ViNDAS  V,  Arta  VIA 

(3  20'  p.  m. — Octubre  31  ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  Primero  del 
Crimen  de  esta  provincia,  contra  José  María  Artavia 
Salazar,  de  cuarenta  y  ocho  años,  artesano  y  de  este 
vecindario,  por  el  delito  de  estafa  en  perjuicio  de  Ra- 
mona Vindas  Rodríguez,  de  veinte  años,  de  oficios 
domésticos  y  también  de  este  vecindario;  la  cual  es 
parte  como  acusadora  y  á  quien  representa  su  apo- 
derado bachiller  Tobías  Gutiérrez  Valverde,  mayor, 
pasante  de  abogado  y  vecino  de  esta  ciudad;  causa 
en  que  intervienen  además  el  Licenciado  Juan  Rafael 
Mora  Garita,  mayor,  abogado  y  del  mismo  domicilio, 
como  defensor  del  reo,  y  el  representante  del  Minis- 
terio Público; 

Resultando: 

I? — Que  el  hecho  atribuido  á  Artavia  consiste 
en  que  habiendo  recibido  de  la  señora  Vináas  una 
cama,  que  ha  sido  justipreciada  por  peritos  en  ciento 
setenta  y  cinco  colones,  para  que  la  charolará,  no  se 
la  devolvió  sino  que  la  vendió  á  otra  persona  y  se 
apropió  el  precio; 

2? — Que  el  Juez  del  Crimen  respectivo,  en  sen- 
tencia de  las  diez  de  la  mañana  del  tres  de  julio  úl- 
timo, declaró  á  Artavia  responsable  como  autor  del 
delito  referido  y  le  condenó  á  confinamiento  por  díez 
y  ocho  meses  en  la  ciudad  de  Limón,  con  abono  del 
tiempo  por  que  hubiere  estado  preso;  á  devolver  la 
cama  á  la  ofendida  ó  pagarle  su  valor,  así  como  las 
costas  personales  y  procesales  del  juicio,  y  á  quedar 
suspenso  de  cargo  ú  oficio  público  durante  el  tiempo 
de  la  condena.  Al  efecto  citó  el  Juez  los  artículos 
2?  de  la  ley  de  3  de  julio  de  1903,  18  de  la  ley  de  18 
de  julio  de  1902,  213  y  784,  Parte  tercera  del  Código 
General  de  1841,  i9,  11,  inciso  io9,  15,  25,  33,  38, 
57,  74,  95,  492,  inciso  2?,  y  495  del  Código  Penal; 

3? — Que  en  virtud  de  alzada  interpuesta  por  el 
reo  y  su  defensor,  la  Sala   Segunda  de  Apelaciones, 


—  275  — 

con  apoyo  en  los  artículos  i8  de  la  ley  de  8  de  julio 
de  1902,  y  884,  Parte  tercera  del  Código  General  de 
1841,  á  las  tres  de  la  tarde  del  cinco  de  setiembre 
anterior,  revocó  la  sentencia  recurrida,  absolvió  de  la 
instancia  al  procesado,  y  ordenó  testimoniar  lo  con- 
ducente para  juzgar  si  han  perjurado  los  testigos  José 
Bonilla,  Juan  Bautista  Arguedas  y  José  María  Car- 
bonero. Consideró  dicha  Sala:  "i9 — Que  la  prueba 
del  cargo  y  la  del  descargo  en  contradicción,  dejan  el 
asunto  en  situación  verdaderamente  dudosa  en  cuanto 
á  si  es  ó  no  responsable  de  estafa  el  acusado.  La 
primera  es  bastante  para  establecer  que  Artavia  reci- 
bió la  comisión  que  origina  la  causa;  mas,  opuesta  la 
excepción  de  haber  sufrido  modiñcación  el  convenio 
de  las  partes,  se  ha  producido  por  la  defensa  no  poca 
prueba  del  nuevo  contrato,  bastante  en  cantidad,  de 
declarantes  que  afirman  ya  en  una  forma,  ya  en  otra,  la 
efectividad  de  la  venta  con  que  se  escuda  el  procesado; 
aunque  es  cierto  que  á  esta  prueba  le  faltan  calidades 
para  reputarla  inequívoca,  por  los  defectos  mismos  que 
le  puntualiza  el  Juez  a  quo,  es  en  sentir  de  la  Sala  no 
completa  para  absolver  al  encausado  de  modo  abso- 
luto; pero  tampoco  cabe  desestimarla  por  la  sola  di- 
vergencia que  en  sus  detalles  se  le  nota.  En  virtud 
de  lo  expuesto,  haciendo  aplicación  en  el  caso,  del 
artículo  18  de  la  ley  de  8  de  julio  de  1902,  y  de 
acuerdo  con  el  884,  Parte  tercera  del  Código  Gene- 
ral, debe  absolverse  de  la  instancia  al  procesado;  2? — 
Que  hay  mérito  para  disponer  se  testimonie  lo  nece- 
sario para  juzgar  si  han  perjurado  los  testigos  José 
Bonilla,  según  sus  declaraciones  de  folios  doce,  vein- 
tinueve y  ochenta  y  tres;  Juan  Bautista  Arguedas,  en 
su  respectiva  del  folio  ciento  siete,  y  José  María  Car- 
bonero, en  las  suyas  visibles  á  folios  diez  y  veintitrés 
de  los  autos"; 

4? — Que  el  apoderado  de  la  acusadora  ha  inter- 
puesto recurso  de  casación  de  la  sentencia  de  segunda 
'  instancia  por   los  siguientes   motivos:     i9 — Error  de 
derecho  en  la  apreciación  de  la   prueba   rendida   por 
la  defensa,  con  violación   de  los   artículos  873  y  874, 
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Parte  tercera  del  Código  General  de  1841,  y  el  495 
del  Código  Penal;  2? — Interpretación  errónea  de  los 
artículos  3?  de  la  ley  de  3  de  julio  de  1903,  y  18  de 
la  de  8  de  julio  de  1902,  y  violación  de  los  artículos 
213  y  884,  Parte  tercera  del  Código  General  de  1841; 
5^ — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

Único. — El  fallo  no  viola  las  leyes  que  el  recu- 
rrente cita.  £1  tribunal  de  instancia,  en  ejercicio 
discreto  de  su  facultad  de  apreciar  la  prueba,  no  tuvo 
la  de  autos  por  suficiente  para  declarar  la  existencia 
de  un  delito.  Hay,  en  efecto,  motivos  racionales  de 
duda  respecto  de  si  hubo  ó  no  el  contrato  de  com*- 
praventa  que  el  acusado  alega;  y  la  Sala  Segunda 
adoptó  la  única  solución  que  un  criterio  prudente 
aconseja  en  el  caso,  cual  es  la  de  mantener  abierto  el 
juicio-por  medio  de  la  absolución  de  la  instancia-4 
la  posibilidad  de  nuevas  justiñcaciones  que  aclaren  la 
prueba  oscura;  solución  que,  por  otra  parte,  deja  á 
salvo  la  acción  civil  que  corresponda  respecto  del  do- 
minio del  mueble  ó  de  su  precio; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  deman- 
dada y  devuélvanse  los  autos  á  la  Sala  de  su  proce- 
dencia con  certificación  de  la  presente — A.  Alvarado. 
-J.  Fed.  González. — Manuel  V.Jiménez. — A.  Zambra- 
na. — -Nicolás  Oreamuno.  —  Ante  mí, — Alfonso  Ji- 
ménez. 


Obando  Bonilla 

(ij^  p.  m. — Noviembre  i9) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  Primero  del 
Crimen  de  esta  provincia,  contra  Manuel  Obando 
Bonilla,  de  treinta  y  siete  años,  agricultor  y  vecino 
del  barrio  de  £1  Zapjote  de  este  cantón,  por  el  delito 
de  lesiones  inferidas  á  Juan  Fonseca  González,   en  la 
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cual  son  psirtes  además  del  reo,  su  defensor  Licencia- 
<lo  Pedro  León  Fáez  Marchena,  mayor,  abogado  y 
de  este  domicHio,  y  el  representante  del  Ministerio 
Público; 

Resultando: 

1 9 — Que  el  hecho  ocurrió  como  entre  cinco  y 
seis  de  la  tarde  del  veintisiete  de  noviembre  del  año 
próximo  pasado,  estando  el  ofendido  sentado  con 
otras  personas  por  fuera  del  establecimiento  del  se- 
ñor Rafael  Calderón,  en  San  Francisco  de  Dos  Ríos, 
también  de  este  cantón: 

2? — Que  el  respectivo  Juez  del  Crimen,  á  las 
cuatro  de  la  tarde  del  seis  de  julio  del  año  en  curso, 
declaró  á  Obando  responsable  come  autor  del  delito 
referido  y  le  condenó  á  arresto  por  sesenta  días  en  la 
cárcel  de  varones  de  esta  ciudad, con  abonodel  tiempo 
por  que  hubiere  estado  preso;  á  lajpérdida  de  las  armas 
con  que  cometió  el  delito,  y  á  quedar  suspenso  de 
cargo  á  oficio  público  durante  el  tiempo  de  la  con- 
dena; omitió  la  condenatoria  en  los  daños  y  perjui- 
cios, por  haber  confesado  el  ofendido  que  le  han  sido 
satisfechos;  declaró  compensada  la  agravante  6?  del 
artículo  12  del  Código  Penal  con  la  atenuante  8?  del 
artículo  1 1  del  mismo  Código;  y  ordenó  testimoniar 
lo  conducente  respecto  de  la  lesión  leve  inferida  á 
dicho  reo,  para  que  sea  juzgado  el  hecho  por  la  auto- 
ridad de  Policía,  por  las  siguientes  razones:  **I. — Que 
con  las  declaraciones  de  los  testigos  que  se  citan  en 
el  resultando  segundo  (Trinidad,  Rafael  y  Ramón 
Calderón,  Bernabé  Granados,  Víctor  Manuel  Chacón, 
Juan  Guevara,  Alberto  Castillo  y  Alfonso  Castro)  y 
lo  confesado  por  el  reo,  este  tribunal  tiene  por  cier- 
to que  Manuel  Obando  le  causó  á  Juan  Fonseca  las 
lesiones  que  le  reconoció  el  Médico  forense,  y  en 
consecuencia,  debe  condenarlo  á  las  penas  á  que  se 
ha  hecho  acreedor  con  su  delito.  (Artículos  i9,  15  y 
57  del  Código  Penal,  873  del  de  Procedimientos  Pe- 
nales, y  18  de  la  ley  de  8  de  julio  de  1902);  II. — Que 
el  hecho  de   autos  se   encuentra   comprendido  en   el 
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artículo  419,  inciso  2?,  del  Código  Penal,  y  es  casti- 
gado con  presidio  interior  menor  en  sus  grados  míni- 
mo á  medio;  III. — Que  a  favor  del  reo  militan  las 
atenuantes  octava,  décima  y  décima  cuarta  del  artí- 
culo 1 1  del  Código  Penal,  y  en  su  contra  la  agravan- 
te  sexta  del  artículo  12  del  mismo  Código,  circuns- 
tancia que  este  [tribunal  compensa  con  la  atenuante 
citada  en  primer  término.  (Artículo  74  del  Código 
Penal);  IV. — Que  este  Juzgado  califica  en  contra  del 
reo  la  agravante  sexta,  porque  es  evidente  que  el 
ofendido  no  pudo  defenderse  con  el  pequeño  cuchillo 
con  que  afrontó  el  ataque  que  se  le  hizo  con  un  lar- 
go machete.  (Declaraciones  de  folios  6,  8,  lO^  II  y 
13);  V. — Que  aunque  el  reo  confesó  su  delito  en  últi- 
mo término,  él  no  obró  con  la  sinceridad  que  la  ley 
requiere,  pues  cuando  el  Juzgado  lo  llamó  para  ha- 
cerle cargos  de  ser  autor  del  delito,  se  mostró  nega- 
tivo. (Artículo  II,  inciso  9?,  del  Código  Penal); 
VI. — Que  quedando  á  favor  del  reo  dos  atenuantes, 
procede  rebajarle  un  grado  de  la  pena  que  correspon- 
de al  delito.  (Artículo  75  del  Código  Penal);  VIL — 
Que  hecha  la  rebaja  apuntada,  queda  como  imponi- 
ble arresto  en  su  grado  máximo,  cuya  duración  la 
fija  este  tribunal  en  sesenta  días.  (Artículo  j6  del 
Código  Penal);  VIII. — Que  con  la  pena  principal  se 
deben  imponer  al  reo  las  accesorias  y  abonársele  la 
prisión  sufrida.  (Artículos  33,  38  y  95  del  Código 
Penal);  IX. — Apareciendo  del  dictamen  médico  fo- 
rense que  el  procesado  Manuel  Obando  sufrió  una 
contusión  en  la  nariz,  curable  en  nueve  días,  y  di- 
ciendo Obando  que  esa  lesión  se  la  causó,  ocho  días 
antes  del  suceso,  Juan  Fonseca,  y  por  constituir  ese 
hcho  una  falta  de  Policía,  debe  testimoniarse  lo  con- 
ducente para  su  juzgamiento  por  la  autoridad  respec- 
tiva.    (Ley  de  10  de  noviembre  de  1892)"; 

3? — Que  en  virtud  de  alzada  interpuesta  por  el 
defensor,  conoció  de  la  causa  la  Sala  Segunda  de 
Apelaciones,  quien  á  las  tres  y  media  de  la  tarde  del 
veintitrés  de  agosto  último  imputó  al  reo  el  delito 
con  el  título  de  lesiones  menos  graves;  cambió  la  pena 
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principal  impuesta  al  mismo  por  la  de  reclusión  por 
cuatro  meses,  y  confirmó  en  sus  demás  disposiciones 
la  sentencia  recurrida;/  al  efecto  consideró:  *'i9 — Que 
no  es  correcta  la  calificación  del  hecho  de  que  se  tra- 
ta con  el  caso  2?  del  artículo  419  del  Código  Penal, 
puesto  que  el  todo  de  esta  ley  está  sujeto  á  la  cir- 
cunstancia de  malicia,  ó  sea  la  intención  de  muti- 
lar, y  ella  no  aparece  probada  en  autos.  El  delito 
es,  pues,  el  definido  por  el  artículo  422,  Código  Penal, 
vista  la  mayor  duración  para  sanar  de  una  de  las  le- 
siones, que  es  de  veintidós  días;  2? — Que  el  solo  di- 
cho del  ofendido  no  es  prueba  de  la  atenuante  10  del 
artículo  II,  Código  Penal,  y  por  este  motivo  no  pue- 
de ser  computada  en  favor  del  reo;  3? — Que  en  lo 
demás  el  Juez  aprecia  bien  el  mérito  de  los  autos;  y 
concurriendo  dos  atenuantes  y  una  agravante,  que  se 
compensa  con  una  de  aquéllas,  queda  sólo  una  ate- 
nuante, por  lo  cual  la  Sala  aplica,  de  las  penas  seña- 
ladas por  el  articulo  422  citado,  la  de  reclusión  m«- 
nor  en  su  grado  mínimo,  y  la  fija  en  cuatro  meses. 
(Artículo  74,  Código  Penal)'*; 

49 — Que  el  reo  ha  interpuesto  recurso  de  casa- 
ción de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por  los  si-, 
guientes  motivos:  i9 — Violación  del  artículo  11,  inci- 
so 10?,  del  Código  Penal,  al  negarse  la  existencia  de 
la  atenuante  á  que  dicho  inciso  se  refiere;  2? — Infrac- 
ción del  artículo  12,  inciso  69,  Código  Penal^  porque 
se  ha  dado  por  comprobada  la  agravante  respectiva 
sin  estar  comprobada  legalmente  en  los  autos;  39 — 
Aplicación  indebida  del  artículo  74  del  Código  Penal, 
porque  no  concurriendo  en  la  especie  la  agravante  6?, 
artículo  12  ibídem,  no  debió  la  Sala  sentenciadora 
compensarla  con  la  atenuante  8?^  artíct^lo  1 1  del  mis- 
mo Código;  y  error  de  derecho  en  la  apreciación 
de  la  prueba  de  las  circunstancias  disminuyente  10? 
y  agravante  6^  relacionadas,  é  infracción  del  mismo 
artículo  74,  porque  siendo  tres  las  atenuantes,  sin 
agravante  alguna,  debió  el  Tribunal  de  instancia  im- 
poner la  pena  inferior  en  uno  ó  dos  grados  á  la  fijada 
por  la  ley  al  delito; 
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5? — Que  en  los  procedimientos  no   se    nota    de- 
fecto; y 

Considerando: 

I? — Que  la  violación  que  se  alega  del  artículo 
12  dd  Código  Penal  por  haberse  computado  contra 
el  reo  la  agravante  sexta  de  este  artículo,  carece  de 
fundamento  porque  de  las  declaraciones  de  los  testi- 
gos presenciales  del  delito  aparece  que  el  procesado 
abusó  de  la  superioridad  del  arma  con  que  atacó  al 
ofendido  y  por  lo  mismo  éste  no  pudo  repeler  la 
ofensa;  y 

2? — Que  sí  está  bien  justifica-ia  la  atenuante  lo? 
del  artículo  1 1  del  mismo  Código  Penal  con  el  escrito 
presentado  por  el  ofendido  al  folio  19  de  los  autos, 
ratificado  con  su  declaración  jurada  del  folio  30  vuel- 
to, que  equivale  á  confesión  de  parte  legítima  cop  res- 
pecto á  la  acción  civil  proveniente  del  delito  por  in- 
demnización de  los  daños  y  perjuicios  ocasionados 
con  las  lesiones  que  sufrió  el  mismo  ofendido,  quien 
manifiesta  de  modo  terminante  en  el  escrito  indicado, 
que  el  reo  procuró  con  celo  reparar  el  mal  causado  ó 
«impedir  sus  ulteriores  perniciosas  consecuencias;  por 
otra  parte,  en  la  causa  no  aparece  el  menor  indicio  de 
que  sea  falsa  tal  manifestación,  y  al  no  tomar  en  cuen- 
ta la  Sala  sentenciadora  la  circunstancia  atenuante  de 
que  se  ha  hecho  mérito,  violó  el  artículo  1 1  del  Có- 
digo antes  citado  y  por  esta  razón  debe  ser  casada  la 
sentencia  recurrida; 

Por  tanto,  declárase  con  lugar  la  casación  pedi- 
da y  nula  la  sentencia  recurrida. — A.  Alvarado. — ^J. 
Fed.  González. — A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. 
— Luis  Anderson. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


Monje  v.  Morales 

(  2  25'  p.  m. — Noviembre   3  ) 

En  el  juicio  ordinario  por  el  pago  del  valor  de 
una  construcción  seguido  en  el  Juzgado  Primero  Ci- 
vil de  esta  provincia  por  el  señor  Juan  Monje  Ureña, 
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•  agricultor,  contra  el  señor  Diego  Morales  García, 
profesor  de  enseñanza  primaria,  ambos  mayores  y  de 
este  vecindario; 

Resultando: 

I? — Que  el  actor  expone  en  el  escrito  respecti- 
vo, fechado  el  trece  de  abril  de  mil  novecientos  cua- 
tro: que  en  el  mes  de  noviembre  de  mil  novecientos, 
su  suegro,  señor  Morales,  lo  autorizó  para  construir 
una  casita  en  un  solar  de  que  es  dueño,  cuya  situa- 
ción expresa,  y  en  el  mismo  mes  y  año  construyó  la 
casa  que  describe,  públicamente,  á  vista  y  paciencia 
del  señor  Morales,  quien  vivía  en  una  casa  ubicada 
en  el  mismo  solar;  que  en  la  casa  que  hizo  ha  vivido 
desde  su  construcción,  disfrutando  de  ella  plenamen- 
te, hasta  hace  unos  veinticinco  días  en  que  fué  ex- 
pulsado de  la  casa  por  el  señor  Morales,  el  cual  está 
en  la  creencia  de  que  el  hecho  de  ser  dueño  del  te- 
rreno lo  autoriza  para  despojarlo  de  la  casa;  y  que  por 
lo  expuesto  y  con  apoyo  en  lr>s  artículos  316,  324, 
325  y  509  del  Código  Civil,  demanda  en  vía  ordina- 
ria al  señor  Morales  para  que  se  declare  que  el  actor 
es  condueño  de  la  finca  citada  en  una  proporción 
igual  al  valor  del  terreno  antes  de  edificar  y  á  su  va- 
lor después  de  construida  la  casa  á  que  se  refiere  este 
juicio;  y  subsidiariamente,  para  que  se  obligue  al  se- 
ñor Morales  á  pagarle  el  precio  de  la  casa  á  justa  ta- 
sación de  peritos,  junto  con  los  daños  y  perjuicios 
que  le  haya  causado  y  las  costas  personales  y  proce- 
sales del  litigio; 

2? — Que  el  señor  Morales  García  contestó  nega- 
tivamente la  demanda  y  sus  fundamentos,  y  en  de- 
fensa de  sus  derechos  y  apoyo  de  su  negativa,  pre- 
sentó un  documento  privado  firmado  por  el  actor  el 
siete  de  noviembre  de  mil  novecientos,  con  dos  razo- 
nes firmadas  por  el  mismo,  una  al  pie  del  documento 
principal,  del  día  veintinueve  del  citado  mes  y  año,  y 
otra  áe  cancelación,  á  través  del  mismo,  con  fecha 
dos  de  julio   de  mil  novecientos  dos;  documento  que 
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el  actor  adujo  como  prueba  de  su  parte  y  en  el  cual 
consta  el  convenio  celebrado  entre  ambos; 

3? — Que  el  Juez  Primero  Civil,  con  fundamento 
en  los  artículos  719,  720  y  741  del  Código  Civil,  87, 
88,  192  y  220  del  de  Procedimientos  Civiles,  á  las 
tres  de  la  tarde  del  veintiuno  de  junio  del  año  en  cur* 
so  declaró  sin  lugar  la  demanda  establecida,  con  cos- 
tas procesales  á  cargo  del  actor;  y  al  efecto  conside- 
ró: **i? — Que  por  constar  del  documento  acompaña- 
do por  el  demandado  á  su  contestación  á  la  demanda 
y  que  el  actor  reconoció  y  adujo  como  prueba  de  su 
acción,  que  éste  verificó  la  construcción  que  la  de- 
manda menciona,  de  acuerdo  con  las  estipulacio- 
nes del  contrato  que  contiene  el  documento  indicado, 
para  resolver  este  litigio  hay  que  estarse  á  los  térmi- 
nos del  mencionado  convenio,  mientras  tanto  no  se 
resuelva  ó  anule;  pues  los  contratos  tienen  fuerza  de 
ley  entre  las  partes  contratdntes.  (Artículo  1022  del 
Código  Civil;)  2? — Que  conforme  al  contrato  en  refe- 
rencia, la  demanda  es  improcedente  por  no  haberse 
cumplido  ninguna  de  las  condiciones  resolutorias  pre- 
vistas por  las  partes  como  término  del  contrato,  y 
que  verificadas  obligarían  al  señor  Morales  á  hacer 
suya  la  construcción  del  actor  pagándole  su  valor. 
(Artículos  6^7,  688,  689  y  690  del  Código  Civil); 
3? — Que  aunque  el  demandante  hubiera  probado  que 
el  demandado  lo  despidió  de  la  casa  por  él  construi- 
da, que  es  el  hecho  alegado  como  fundamento  de  la 
acción,  la  demanda  siempre  sería  improcedente  por 
no  haberse  solicitado  en  primer  término  la  rescisión 
del  contrato;  pero  es  el  caso  que  el  actor  no  ha  justi- 
ficado el  hecho  indicado;  pues  sólo  la  esposa  de  él  y 
el  señor  Pablo  Segura  declaran  que  es  cierto.  (Artí- 
culo 338  del  Código  de  Procedimientos  Civiles);*' 

4? — Que  en  virtud  de  recurso  interpuesto  por  el 
actor,  la  Sala  Primera  de  Apelaciones  falló  á  las  dos 
de  la  tarde  del  once  de  setiembre  último,  revocando 
la  sentencia  apelada  y  declarando  que  el  señor  Mo- 
rales debe  pagar  el  valor  de  la  construcción  en*  refe- 
rencia, ó  sea  la  suma  de  doscientos  veinte  colones  en 
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que  la  estímaron  los  peritos,  y  si  no  le  conviniere  ha- 
cer el  pago,  la  propiedad  total  del  inmueble,  es  decir, 
la  casa  y  solar,  se  hará  común  á  los  litigantes,  en  pro- 
porción al  valor  que  haya  costado  el  inmueble  y  al 
del  terreno  antes  de  hacerse  en  él  la  construcción,  y 
condenó  al  demandado  en  las  costas  procesales  del 
juicio,  por  las  siguientes  razones:  **i? — Que  no  ha- 
biéndose comprobado  ninguna  de  las  causales  que 
según  el  contrato  celebrado  entre  las  partes  autori- 
zarían al  demandado  para  exigir  la  desocupación  del 
terreno  en  que  se  construyó  la  casa  objeto  del  recla- 
mo, y  habiendo  quedado  de  hecho  por  voluntad  del 
demandado,  quien  da  por  cancelado  el  documento 
respectivo,  sin  efecto  la  concesión  con  que  favoreció 
al  actor,  es  el  caso  de  resolver  con  apoyo  en  el  ar- 
tículo 509  del  Código  Civil,  de  acuerdo  con  lo  pedido 
en  la  demanda  en  su  primero  y  segundo  extremo, 
pero  invirtiendo  el  orden  para  acomodar  el  fallo  á  los 
preceptos  de  la  ley;  2? — Que  en  punto  al  reclamo 
de  daños  y  perjuicios,  no  puede  establecerse  la  con- 
denatoria, por  no  haberse  demostrado  su  existencia, 
ni  haberse  expresado  siquiera  en  qué  consisten;" 

S? — Que  el  demandado  ha  interpuesto  recurso 
de  casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por 
estos  motivos:  i9 — Infracción  y  violación  del  artículo 
1022  del  Código  Civil,  porque  siendo  la  base  del  jui- 
cio el  contrato  que  rige  las  relaciones  de  las  partes, 
á  él  hay  que  atenerse  y  no  buscar  la  resolución  del 
asunto  en  las  reglas  generales  aplicables  solamente 
en  los  casos  en  que  no  existe  convenio  entre  las 
partes;  2? — Infracción  del  artículo  719  ibídem,  por- 
que el  actor  no  justificó  el  fundamento  de  su  acción, 
cual  es  el  que  él  lo  expulsara  de  la  casa;  3?—  Infrac- 
ción del  artículo  741  del  Código  Civil,  porque  el  do- 
cumento presentado  hace  fe  entre  las  partes,  y  la 
sentencia,  rompiendo  esa  fe,  declara  otra  cosa  distin- 
ta de  la  que  los  contratantes  han  querido,  y  que  de- 
be subsistir  mientras  no  se  pruebe  lo  contrario; 

69 — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 
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Consiékrando: 

1 9 — Que  el  documento  reconocido  por  el  actor 
y  acompañado  á  la  contestación  de  la  demanda  hace 
fe  entre  las  partes,  y  el'  contrato  que  comprende  es 
ley  entre  las  mismas;  y  en  la  sentencia  recurrida  se 
desatienden  las  estipulaciones  de  ese  contrato  y  se 
hace  caso  omiso  del  documento,  con  lo  que  se  viola 
el  artículo  1022  y  se  infringe  el  741  del  Código  Ci- 
vil; 

aP— Que  la  prueba  testimonial  rendida  por  el 
actor  se  concreta  á  justificaf  que  el  demandado  ex- 
pulsó al  señor  Monje  de  la  casa  á  que  se  refiere  la 
demanda;  y  sólo  la  esposa  del  demandante  y  otro 
testigo  afirman  este  hecho,  que  no  aparece  plena- 
mente justificado,  teniendo  en  cuenta  las  circunstan- 
cias de  lo^  testigos.  (Artículo  338,  Código  de  Procedis- 
mientos  Civiles).  Añádase  á  lo  dicho  que  el  hecho 
referido  sería  conducente,  si  el  actor  hubiese  enta- 
blado acción  resolutoria  del  contrato;  pero  no  en  la 
presente  demanda,  de  modo  que  ha  habido  infrac- 
ción del  artículo  719,  Código  Civil; 

Por  tanto,  declárase  con  lugar  la  casación  deman- 
dada y  nula  la  sentencia  de  la  Sala  Primera. — A.  Al- 
varado. — J.  Fed,  González.  —Manuel  V.  Jiménez. — 
A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Al- 
fonso Jiménez. 


GUELF  Y  Reíd 

(  2^  p.  m. — Noviembre  3  ) 

En  la  causa  seguida  en  la  Alcaldía  de  Limón, 
contra  Princeps  Guelf  Smart  y  Josefina  Reíd  de 
Hemniings,  ambas  mayores  de  edad,  jamaicanas,  de 
oficios  domésticos  y  vecinas  de  dicho  lugar,  por  in- 
jurias recíprocas;  en  la  cual  intervienen  además  d« 
ellas,  sus  defensores  señores  Lucas  Daniel  Alvarado 
Echandi    y   Salomón   Zacarías  Aguilera  Hernández, 


mayores,  agentes  de   negocios  judiciales  y  del  propio 
vecindario; 

Resultando: 

I? — Que  en  la  sentencia  de  primera  instancia, 
dictada  por  el  respectivo  Alcalde  á  la  una  de  la  tarde 
del  treinta  y  uno  de  marzo  del  año  en  curso,  se  ab- 
suelve de  toda  pena  y  responsabilidad  á  Princeps 
Guelf  Smart;  se  declara  autora  y  única  responsable 
del  delito  de  injurias  graves  en  perjuicio  de  ésta,  á 
Josefina  Reid  de  Hemmings,  por  lo  que  se  le  conde« 
na  á  la  multa  de  ciento  un  colones,  con  la  aplicación 
de  ley,  6  á  la  pena  de  arresto  por  el  término  de  vein- 
te días,  en  la  cárcel  de  la  ciudad  de  Limón,  y  á  pa- 
gar las  costas  personales  y  procesales  del  juicio;  se 
declara  con  lugar  la  tacha  de  los  testigos  Eduard  y 
Alice  Jones,  y  se  dispone  testimoniar  lo  conducente 
para  averiguar  si  los  mismos  han  cometido  el  delito 
de  falso  testimonio; 

2? — Que  en  virtud  de  alzada  interpuesta  por  el 
defensor  de  Josefina  Reid,  conoció  de  la  causa  el 
Juez  del  Crimen  de  aquella  comarca,  y  á  las  nueve 
de  la  mañana  del  dos  de  setiembre  ultimo  confirmó 
la  sentencia  recurrida,  excepto  en  cuanto  manda  sacar 
testimonio  para  procesar  á  los  testigos  Eduard  y 
Alice  Jones,  y  condenó  á  lá  Reid  en  los  daños  y  per- 
juicios causados  con  el  delito  y  las  costas  personales 
y  procesales  de  ambas  instancias,  por  las  siguientes 
razones:  "i? — Que  el  Alcalde  en  su  fallo  consideró 
que  está  plenamente  probado  el  delito  de  injurias 
graves  en  perjuicio  de  Princeps  Guelf  Smart,  así  co- 
mo también  que  la  autora  de  ese  delito  es  Josefina 
Hemmings  (artículos  437  y  438  del  Código  Penal); 
2? — Que  si  bien  es  cierto  que  las  declaraciones  de  los 
testigos  Eduard  y  Alice  Jones,  recibidas  en  la  ins« 
trucción  de  la  causa  contra  Princeps  Guelf,  difieren 
de  las  que  esos  mismos  rindieron  en  el  plenario,  pues 
en  las  primeras  dijeron  que  la  acusada  injurió  á  la 
Hemmings  llamándola  puta,  y  en  las  ultimas  mani- 
festaron que  no  se  ratificaban  en  sus  anteriores  de- 
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claraciones,  porque  ellos  no  dijeron  eso;  el  infrascrito 
Juez  no  observa  en  los  testigos  la  intención  de  faltar 
á  la  verdad,  ni  la  malicia  que  los  hubiera  inducido  á 
declarar  posteriormente  á  favor  de  la  reo,  máxime 
tratándose  de  ratificación  de  declaraciones  recibidas 
cuando  la  causa  se  encontraba  en  estado  de  sumario^ 
las  cuales  se  tomaron  sin  citación  de  la  parte  contra- 
ria, y  los  testigos  han  podido  perfectamente  quitar, 
añadir  ó  enmendar  cualquier  concepto  que  les  hubie- 
ra parecido,  caso  de  haber  padecido  al  principio  al- 
gún olvido  ó  error;  3? — Que  el  testigo  Daniel  W¡- 
Iliam,  presentado  por  la  Hemmings  en  su  querella 
contra  la  Guelf,  al  ratificarse  en  la  declaración  que 
rindió  en  la  instrucción  dijo  que  no  declaró  precisa- 
mente que  ésta  insultara  á  aquélla  llamándola  ''puta'', 
sino  "wictch",  que  el  declarante  considera  como  si- 
nónima de  *'puta*',  en  lo  cual  no  está  en  lo  cierto, 
pues  esa  palabra  significa  "ruin,  miserable,"  que  aun- 
que es  injuriosa,  no  constituye  una  ofensa  grave  que 
pueda  perjudicar  considerablemente  la  fama,  crédito 
é  intereses  de  la  agraviada  (artículo  438,  inciso  3?, 
del  Código  Penal);  4?^ — Que  es  potestativo  de  los  jue- 
ces conforme  al  artículo  18  de  la  ley  número  29  de  8 
de  julio  de  1902,  apreciar  en  los  procesos  criminales 
el  dicho  de  los  testigos  al  compararlos  entre  sí  y 
con  otras  pruebas,  sujetando  su  dicho  á  las  reglas 
de  la  sana  crítica;  este  Juzgado  da  más  crédito  á  los 
testigos  Annie  Mary  Smith,  Thomas  Smith  Starlong 
y  Samuel  Brown  Giford,  presentados  por  Princeps 
Guelf,  que  no  han  sido  tachados;  y  estima  como  pro- 
bado el  hecho  de  que  ambas  acusadas  se  insultaron, 
habiendo  sido  más  grave  la  expresión  de  puta  que  la 
Hemmings  lanzó  contra  la  Guelf;  5? — Que  el  caso 
que  se  juzga  es  el  comprendido  en  el  artículo  452  del 
Código  Penal,  por  lo  que  hay  que  dar  por  compen- 
sadas las  injurias  que  merecen  igual  pena,  é  impo- 
ner la  correspondiente  bajando  un  grado  de  la  que 
debería  aplicarse  á  la  más  grave  de  las  injurias; 
6? — Que  conforme  al  artículo  25  del  Código  citado, 
toda  sentencia  en  materia  criminal  lleva  envuelta  la 
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obligación  de  pagar  los  daños  y  perjuicios  que  el  delito 
ocasionare,  pena  accesoria  con  que  debe  agravarse  la 
condena,  y  que  se  omitid  en  el  fallo  de  primera  ins- 
tancia;" 

3? — Que  el  defensor  ha  interpuesto  recurso 
de  casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por 
los  siguientes  motivos:  i9 — Violación  de  los  artícu-^ 
los  91,  391,  párrafo  2?,  909  del  Código  de  Procedi- 
mientos Civiles,  y  117  de  la  Lej''  Orgánica  de  Tribu- 
nales; 2? — Violación  de  los  artículos  218,  778,  873  y 
884,  parte  tercera  del  Código  General  de  1841;  3? — 
Violación  y  aplicación  indebida  de  los  artículos  218, 
parte  tercera  del  Código  General  de  1841,  70,  438  y 
439  del  Penal,  con  error  de  hecho  y  de  derecho  en 
la  apreciación  de  la  prueba; 

j       4? — Que   en   los  proc^imientos  no  se  nota  de- 
tecto; y 

Considerando: 

i9 — Que  la  resolución  de  las  dos  y  media  de  la 
tarde  del  cinco  de  junio  próximo  pasado  que  declara 
la  nulidad  de  todos  los  actuados,  inclusive. la  senten- 
cia de  primera  instancia,  aunque  ge  dice  fallo,  no  de- 
be tenerse  en  ese  concepto  porque  no  se  refiere  al 
asunto  en  lo  principal  y  por  lo  mismo,  el  auto  que  la 
revoca  dictado  en  diez  y  siete  de  julio  ultimo  no  in- 
fringe los  artículos  91,  391,  párrafo  2?,  y  907  del  Có- 
digo de  Procedimientos  Civiles  y  1 17  de  la  Ley  Or- 
gánica de  Tribunales,  invocados  por  el  recurrente, 
por  no  ser  aplicables; 

2? — Que  tampoco  hay  en  la  sentencia  recurrida 
infracción  de  los  artículos  218,  778,  873  y  884,  par- 
te tercera  del  Código  General,  pues  las  declaraciones 
que  obran  en  el  proceso,  estimadas  con  el  libre  crite- 
rio que  autoriza  el  artículo  18  del  decreto  de  8  de 
julio  de  1902,  justifican  las. injurias  proferidas  de  una 
y  de  otra  parte,  las  que  si  no  iguales,  son  de  la  mis- 
ma índole  y  perfectamente  compensables  teniendo  en 
cuenta  las  reglas  del  artículo  452  del  Código  Penal  y 
la  doctrina  de  los  artículos   438  y  439  ibídem,  díspo- 
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siciones  que  por   haber  sido    mal   interpretadas  dan 
mérito  á  la  declaratoria  de  nulidad  solicitada; 

Por  tanto,  declárase  con  lugar  la  casacicSn  de- 
mandada y  nula  la  sentencia  del  Juez  del  Crimen  de 
Limón. — A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — Manuel 
V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — 
Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


Saborío  V,  Registrador 

(  2  35'  p.  m. — Noviembre  3  ) 

En  las  diligencias  para  la  denegación  formal  de 
la  inscripción  de  un  poder,  promovidas  por  el  Notario 
señor  Licenciado  Adán  Saborío  Quesada,  mayor  de 
edad,  abogado  y  de  este  vecindario;  ' 

Resultando: 

i9 — Que  el  veintiséis  de  junio  último,  se  presen- 
tó para  su  inscripción  en  el  Registro  de  Personas  el 
documento  á  que  se  refiere  el  asiento  mil  ochocientos 
sesenta  y  dos,  tomo  setenta  y  nueve  del  Diario,  que 
es  una  escritura  autorizada  por  el  Notario  señor  Sa- 
borío Quesada,  en  que  él  mismo  confiere  poder  gene- 
ralísimo á  su  hermano  señor  Ismael  Saborío  Quesada; 
pero  fué  suspendida  la  inscripción  en  virtud  de  estar 
autorizado  el  documento  por  el  mismo  poderdante  en 
su  calidad  de  Notario  Público;  é  inconforme  el  solici- 
tante, pidió  que  se  revocase  la  orden  de  suspensión  ó 
que  se  denegara  formalmente  la  inscripción  pedida; 

2? — Que  el  Registrador,  con  apoya  en  los  artí- 
culos 50,  58  y  59  del  Reglamento  del  Registro  Públi- 
co,27  de  la  Ley  Orgánica  de  Notariado,  y  1251,  1261 
á  1277  del  Código  Civil,  denegó  la  inscripcióh  solici- 
tada y  elevó  los  actuados  á  la  Sala  Primera  de  Ape- 
laciones, quien  á  las  tres  de  la  tard^  del  doce  de  julio 
confirmó  la  denegación,  por  las  razones  siguientes: 
''I? — Que  si  bien  la  constitución  de  agoaerado  es  ua 
acto  unilateral  del  poderdante,  mientras  el  mandata- 
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rio  no  ha  aceptado  el  poder,  ejercitándolo»  tal  acto  se 
convierte  en  un  verdadero  contrato  bilateral,  desde  el 
momento  en  que  el  apoderado  entra  en  el  ejercicio  de 
sus  facultades,  siendo  fuente  para  él  de  derechos  y 
obligaciones;  2? — Que  tratándose  en  el  caso  presen- 
te de  un  poder  otorgado  ante  sí,  por  el  mismo  Nota- 
rio á  favor  de  su  hermano,  se  está  dentro  de  la  prohi- 
bición del  artículo  2^  de  la  Ley  de  Notariado,  que  lo 
inhabilita  para  autorizar  ese  acto,  por  las  obligaciones 
que  él  entraña  á  favor  del  apoderado;  3? — Que,  por 
otra  parre,  el  citado  artículo  27  no  autoriza  directa- 
mente al  Notario,  para  que  extienda  escrituras  á  su 
favor  ó  al  de  sus  parientes  cuando  no  contienen  obli- 
gaciones que  los  favorezcan,  y  no  es  sino  por  un  argu- 
mento a  contrario  sensu  que  se  ha  interpretado  que 
el  Notario  puede  autorizar  sus  propias  escrituras  cuan- 
do en  ellas  contrae  obligaciones  y  no  derechos;  pero 
esa  interpretación  no  cabe  ampliarla  en  el  presente 
caso  en  que,  al  menos  la  letra  del  artículo  citado 
prohibe  el  acto,  por  extenderse  el  poder  á  favor  del 
hermano  del  Notario*'; 

3? — Que  el  señor  Saborío  ha  interpuesto  recurso 
de  casación  de  la  resolución  de  segunda  instancia  por 
violación  é  interpretación  errónea  del  artículo  27  de 
la  Ley  Orgánica  del  Notariado  y  violación  del  50  del 
Reglamento  del  Registro  Público; 

4? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

Que  un  oficial  publico  no  puede  intervenir,  como 
tal,  en  actos  que  establezcan  derechos  á  su  favor,  se- 
gún lo  dicen  los  mismos  artículos  que  equivocada- 
mente s¿  citan  como  violados,  y  las  leyes  del  sentido 
común  de  modo  más  estricto,  y  que  el  mandato  es 
fuente  de  derechos  y  obligaciones  así  para  la  una  co- 
mo para  la  otra  persona  que  en  él  intervienen; 

Por  taftto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida, 
con  costas  á  cargo  del  recurrente,  y  devuélvanse  los 
autos  á  la  6ala  de  su  procedencia  con  certificación  de 

19 
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la  presente. — A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — Ma- 
nuel V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamu- 
no. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 

El  señor  Magistrado  Oreamuno  salvó  su  voto  y 
lo  consignó  en  estos  términos: 

Considerando: 

Único.— El  caso  actual  no  está  comprendido  en 
el  artículo  27  de  la  Ley  Orgánica  del  Notariado,  por- 
que: a) — El  otorgamiento  autorizado  por  el  Notario 
Saborío,  por  sí  mismo,  no  crea  derecho  alguno  en  su 
favor,  pues  el  contrato  de  poder  no  comienza  sino  en 
el  momento  en  que  el  mandatario,  por  actos  propios 
y  voluntarios  y  sin  intervención  del  mandante,  ejerci- 
ta el  poder.  Tanto  es  así  que,  de  no  haber  aceptado 
el  mandatario  el  encargo,  el  otorgamiento  fué  un  acto 
estéril  y  el  apoderado  no  contrajo  ninguna  obligación; 
b) — El  artículo  27  citado  no  debe  ampliarse  en  su  al- 
cance; y  el  propósito  que  inspiró  su  redacción  fué  el 
de  impedir  que  el  Notario,  por  un  acto  propio,  pu- 
diera obligar  á  otra  persona  en  favor  suyo  ó  de  sus 
parientes,  sin  crear  á  la  vez  obligaciones  correlativas 
á  su  cargo  ó  á  cargo  de  esos  parientes.  En  el  caso 
concreto,  aun  habiendo  comparecido  el  mandatario 
al  otorgamiento  y  creado  desde  ese  instante  con  su 
aceptación  expresa  las  relaciones  del  contrato,  el  acto 
no  sería  nulo  sino  simplemente  anulable,  pues  que  ese 
convenio  engendra  derechos,  pero  también  obligacio- 
nes para  el  Notario;  y  el  Registrador,  que  puede  re- 
chazar contratos  ó  actos  nulos  (artículo  50  del  Regla- 
mento del  Registro  Público),  no  tiene  igual  facultad 
respecto  de  los  que  sólo  son  rescindibles,  porque  eso 
equivaldría  á  atribuir  al  Registro  (inciso  6?  del  ar- 
tículo 93  y  artículos  94  y  95  de  la  Ley  Orgánica  del 
Notariado)  un  derecho  que  es  privativo  de  las  perso* 
ñas  en  cuyo  favor  ha  establecido  la  ley  esa  nulidad 
relativa  (artículo  838  del  Código  Civil); 

Por  tanto,  es  su  voto  declarar  con   lugar  la  casa- 
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ción  pedida  y  anular  la  sentencia  de  la  Sala  Primera. 
—  Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


MÉNDEZ  V.  Gutiérrez 

(2j^  p./m. — Noviembre  7) 

En  el  juicio  ordinario  sobre  divorcio  y  otros  pun- 
tos, establecido  en  el  Juzgado  Primero  Civil  de  eáta 
provincia,  por  la  señora  Zoila  Méndez,  de  único  ape- 
llido, de  oficios  domésticos,  contra  el  señor  Manuel 
Gutiérrez  Chinchilla,  comerciante,  ambos  mayores  y 
de  este  vecindario;  en  el  cual  intervienen  los  señores 
Licenciados  Adán  García  García  y  Carlos  Brenes  Or- 
tiz,  mayores  de  edad,  abogados  y  vecinos  de  esta  ciu- 
dad, como  apoderados  de  la  actora  y  demandado,  res- 
pectivamente; 

Resultando: 

1 9 — Que  la  actora  en  su  libelo  de  demanda,  fe- 
chado eí  diez  y  siete  de  mayo  de  mil  novecientos  cua- 
tro, expone:  que  con  la  certificación  del  Registro  Ci- 
vil que  acompaña,  comprueba  que  contrajo  matrimo- 
nio con  el  señor  Gutiérrez  Chinchilla  el  veintiséis  de 
julio  de  mil  novecientos;  que  su  expresado  marido  so- 
lamente duró  cumpliendo  con  sus  obligaciones  por  es- 
pacio de  unos  siete  meses,  después  de  lo  cual  las  a- 
bandonó  y  según  tiene  noticia,  desde  hace  algunos 
días  se  ha  mantenido  en  concubinato  escandaloso  con 
una  persona  cuyo  nombre  omite  decir;  que  además  de 
ese  hecho  y  como  una  consecuencia  del  abandono  que 
deja  apuntado,  su  dicho  marido  ha  dejado  de  cumplir 
con  la  obligación  de  alimentar  á  la  demandante  y  al 
niño  Carlos,  que  es  el  hijo  habido  en  el  matrimonio; 
que  la  ley  impone  al  marido  la  obligación  de  dar  ali- 
mentos á  su  cónyuge;  y  siendo  padre,  la  de  alimentáis-- 
y  educar  á  sus  hijos,  y  determina  como  causa  de  diso- 
lución del  vínculo  matrimonial  el  concubinato  escan- 
daloso del  marido,  lo  mismo  que  la  sevicia  y  las  ofen- 
sas graves,  caso  en  que  se  halla,  por  haberlas  cometido 
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su  expresado  marido;  que  fundada  en  los  hechos  ex- 
puestos y  en  los  artículos  8o,  incisos  2?  y  4?;  8r,  84, 
85.  86,  H7,  88,  90,  138,  in  fine,  149,  150,  160,  i6i  y 
162,  inciso  I?,  del  CódijTO  Civil,  i9,  192,  J98,  220  y 
siguientes,  1,072  y  siguientes  del  de  Procedimientos 
Civiles,  demanda  en  vía  ordinaria  al  señor  Gutiérrez 
Chinchilla  para  que  en  sentencia  se  declare:  l9  di- 
suelto el  vínculo  matrimonial  celebrado  con  la  expo- 
nente; 2?  que  el  demandado  ha  perdido  el  derecho  de 
patria  potestad  sobre  su  hijo  Carlí>s;  3?  que  debe  pa- 
garle una  pensión  para  ella  y  su  citado  hijo,  conforme 
lo  determina  la  ley;  4?  que  debe  pagarle  los  daños  y 
costas; 

2? — Que.  el  señor  Gutiérrez  Chinchilla  en  el  es- 
crito de  contestación,  expone:  que  los  hechos  que  re- 
lata la  actora  y  en  los  cuales  pretende  fundar  su  de- 
manda, no  son  ciertos:  que  si  la  ley  permitiera  el  di- 
vorcio por  mutuo  acuerdo  de  los  cónyuges,  él  no  ten- 
dría obstáculo  ninguno  para  satisfacer  de  plano  los 
deseos  de  la  demandante;  pero  exigiéndose,  como  se 
exigen,  determinadas  causales  para  la  disolución  del 
matrimonio  y  por  ser  falsas  las  que  ella  alega,  no 
puede  menos  que  negar  la  demanda;  que  no  ha  sido 
él  sino  su  esposa  quien  ha  faltado  á  las  obligaciones 
provenientes  del  matrimonio;  que  el  veintiuno  de  ma- 
yo de  mil  novecientos  uno,  la  señora  Méndez  aban-- 
donó  sin  motivo  alguno  el  domicilio  conyugal,  y  co- 
mo no  valieron  ruegos  para  que  volviera  á  la  casa,  él 
tuvo  que  recurrir  á  la  autoridaí-i  de  Policía;  mas  á  pe- 
sar de  eso,  todo  fué  inútil,  y  tal  era  el  deseo  de  ella 
de  romper  definitivamente  con  él,  que  rehusó  el  auxi- 
lio pecuniario  que  dtsde  el  primer  momento  le  ofreció 
para  evitar  que  fuera  de  su  casa,  donde  tenía  todas 
las  comodidades  que  p(.»día  proporcionarle,  carecie- 
ra de  dinero;  que  el  seis  de  junio  siguiente  nació  el 
hijo  único  de  su  matrimonio,  pero  él  no  supo  el  naci- 
miento sino  como  tres  meses  después  por  un  conduc- 
to particular;  que  apenas  recibió  la  noticia,  trató  él  de 
conocer  al  niño  y  al  efecto  fué  á  Alajuela  donde  .se 
encontraba  su  esposa,  mas  fué  recibido  por  el   dueño 
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de  la  casa  con  palabras  groseras  y  amenazas  si  no  se 
retiraba  innnediatamente,  y  no  le  permitieron  al  me- 
nos dejar  dinero  para  los  gastos  que  pudieran  ofrecer- 
se; que  en  enero  de  mil  novecientos  tres  pudo  volver 
á  reunirse  con  su  esposa;  pero  no  duró  la  vida  de  ho^ 
gar  más  allá  del  tres  de  mayo,  pues  en  esa  fecha  y  en 
momentos  en  que  se  encontraba  él  enfermo  de  suma 
gravedad,  abandonó  nuevamente  su  esposa  el  domi- 
cilio conyugal  y  se  llevó  á  su  hijo,  y  aunque  estando 
todavía  en  cama,  mandó  á  ofrecerle  auxilios  pecunia- 
rios, ella  los  rehusó;  y  que  para  el  caso  probable  de 
que  llegue  á  declararse  que  no  procede  el  divorcio, 
contrademanda  á  la  señora  Méndez  para  que  se  decla- 
re la  separación  de  cuerpos  y  alega  como  causales  los 
hechos  referidos,  que  constituyen  abandono  volunta- 
rio y  malicioso  de  parte  de  ella,  y  los  hechos  relata- 
dos en  la  demanda,  que  estima  como  verdaderas  o- 
fensas  graves,  y  cita  los  artículos  91,  incisos  i?  y  2?, 
80,  inciso  4?;  87,  90  y  94  del  Código  Civil; 

3? — Que  la  actora  contestó  á  su  vez  la  contrade- 
manda negando  las  afirmaciones  hechas  por  el  de- 
mandado, y  manifestó  que  por  no  tener  más  interés 
que  el  de  que  se  le  haga  justicia,  que  se  defina  la  si- 
tuación en  que  se  hallan  ambos  cónyuges  y  se  garan- 
ticen los  derechos  adquiridos  por  su  hijo  y  por  ella, 
prescinde  del  divorcio,  está  conforme  con  la  separa- 
ción de  cuerpos  y  deja  en  pie  los  otros  extremos  de  la 
demanda; 

4? — Que  en  virtud  de  haberse  opuesto  el  deman- 
dado al  desistimiento  de  la  demanda  de  divorcio,  fué 
declarado  sin  lugar  tal  desistimiento;  y  si  bien  la  de- 
mandante interpuso  del  auto  correspondiente  los  re- 
cursos de  revocatoria  y  apelación,  quedó  sin  resolver 
el  primero  y  tampoco  se  proveyó  acerca  de  la  apela- 
ción; 

5? — Que  el  Juez  Primero  Civil,  con  apoyo  en  los 
artículos  80,  86,  87,  88,  90,  140,  719  y  720  del  Códi- 
go Civil,  I?,  87,  192,  202,  220,  240,  348  y  1,072  del 
de  Procedimientos  Civiles,  á  las  doce  y  media  del  día 
diez  y  seis  de  junio  del  año  en  curso,  declaró  con  lu- 
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gar  la  demanda,  sin  lugar  la  reconvención,  y  en  con- 
secuencia, disuelto  el  vínculo  matrimonial  existente 
entre  los  señores  Gutiérrez  Chinchilla  y  Méndez;  que 
á  ésta  corresponde  la  guarda,  crianza  y  educación  del 
hijo  habido  en  el  matrimonio,  debiendo  estarse  en 
cuanto  á  patria  potestad  á  lo  dispuesto  en  el  artículo 
140  del  Código  Civil;  y  que  el  demandado  debe  pa- 
gar á  la  actora  una  pensión  alimenticia,  de  modo  que 
ésta  conserve  la  posición  pecuniaria  que  tenía  durante 
el  matrimonio,  y  las  costa,  procesales  del  juicio;  por 
las  siguientes  razones:  "i? — Que  con  la  certificación 
presentada,  expedida  por  el  Registrador  General  del 
Estado  Civil,  se  ha  comprobado  el  matrimonio  con- 
traído entre  la  actora  y  demandado.  (Artículos  732 
y  735  del  Código  Civil);  2? — Que  á  juicio  del  ínfras- 
crito,  con  las  declaraciones  de  los  señores  Juan  Loai- 
za,Juan  Rafael  Bonilla,  José  Carvajal  y  Jorge  Saborío, 
que  contestan  afirmativamente  á  la  pregunta  segunda 
del  párrafo  tercero  del  escrito  de  pruebas  de  la  acto- 
ra, en  que  se  les  interroga  sobre  si  es  cierto  que  el  de- 
mandado vive  pública  y  maridalmente  con  una  con- 
cubina", se  ha  justificado  la  causal  segunda  del  artí- 
culo 80  del  Código  Civil,  alegada,  entre  otros  motivos 
como  fundamento  de  la  demanda.  Los  dos  primeros 
testigos  declararon  que  don  Andrés  Gutiérrez,  her- 
mano del  demandado,  los  había  llamado  para  decirles 
que  éste  último  se  había  llevado  á  su  mujer  y  que  los 
llevó  á  la  casa  para  que  se  convencieran  de  que  allí  le 
tenía  a  su  esposa  todo  lo  necesario  para  la  vida  y  de 
que  ella  rio  estaba  en  la  casa,  hechos  que  ellos  evi- 
denciaron. Los  otros  dos  testigos  y  doña  Zoila  de 
Obregón  afirman  que  es  publico  y  notorio  en  el  vecin- 
dario que  el  demandado  vive  pública  y  maridalmente 
con  la  mujer  de  su  hermano,  añadiendo  el  testigo  Sa- 
borío que  él  ha  visto  á  la  concubina  del  demandadlo 
del  brazo  de  él  y  en  sus  regazos.  Declara  además 
el  testigo  Carvajal  que  á  él  como  vecino  le  consta  que 
el  demandado  vive  con  su  cuñada  como  si  fueran  ca- 
sados. Manuel  Sánchez  García  dice  que  él  juzga  que 
es  cierto  el  amancebamiento    porque  lo  ha  oído  dedr 
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y  porque  ha  visto  viviendo  juntos  al  señor  Manuel 
Gutiérrez  y  á  su  concubina,  siendo  únicamente  el  tes- 
tigo José  Rojas  el  que  declara  limitándose  á  decir  so- 
bre el  hecho  de  que  viven  juntos  solamente.  (Artícu- 
los 338  del  Código  deProcedimientosCivilesy753  del 
Civil);  3? — Que  la  prueba  en  referencia  no  ha  sido 
contradicha,  pues  el  demandado  se  limitó  á  compro- 
bar que  su  esposa  lo  abandonó,  negándose  ávol ver  á  la 
casa  y  á  recibir  de  él  recursos  para  \cl  subsistencia  de 
ella  y  de  un  hijo,  hechos  muy  naturales  y  justificados 
por  la  indignación  que  debe  haber  experimentado  la 
actora  al  tener  conocimiento  de  las  relaciones  que  su 
esposo  llevaba  dentro  de  su  mismo  hogar  con  su  cu- 
ñada, y  que  robustecen  la  impresión  que  en  el  ánimo 
dejan  las  declaraciones  examinadas  en  el  primer  con- 
siderando; 4? — Que  el  escándalo  del  concubinato  á 
que  estos  autos  se  refieren  resulta  del  hecho  de  ser  el 
demandado  cuñado  de  la  concubina  y  de  la  publici- 
dad y  notoriedad  de  las  relaciones  (sentencia  de  casa- 
ción de  las  dos  y  media  de  la  tarde  del  treinta  de  ma- 
yo último);  5? — Que  declarándose  con  lugar  la  de- 
manda, como  debe  hacerse  en  virtud  de  lo  dicho  en 
las  consideraciones  anteriores,  no  tiene  objeto  entrar 
á  examinar  la  contrademanda  ni  los  demás  funda- 
mentos de  la  acción"; 

69 — Que  la  parte  demandada  se  alzó  para  ante 
la  Sala  Primera  de  Apelaciones,  quien,  á  las  tres  de 
la  tarde  del  ocho  de  setiembre  Jiimo,  confirmó  en 
todas  sus  partes  el  fallo  recurrido,  con  costas  persona- 
les y  procesales  á  cargo  del  apelante,  y  llamó  la  a- 
tención  del  Juez  a  quo  por  haber  omitido  resolver  los* 
recursos  de  revocatoria  y  apelación  interpuestos  por 
la  actora  contra  el  auto  que  declaró  improcedente  el 
desistimiento.  Al  efecto  consideró  dicho  tribunal: 
"1 9 — Que  la  prueba  rendida  por  la  parte  demandante 
demuestra  suficientemente  en  concepto  del  Tribunal, 
la  existencia  del  concubinato  invocado  como  funda- 
mento de  la  acciói^-  y  que  la  calificación  de  escanda- 
loso que  le  ha  dado  el  Juez  en  su  sentencia,  es  correc- 
ta en  su  sentido  legal^  porque  dado  el  estrecho  puren- 
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tcscode  afinidad  existente  entre  el  demandado  y  la 
mujer  con  quien  ha  mantenido  relaciones  ilícitas,  y  la 
notoriedad  del  hecho,  no  puede  menos  de  estimarse 
comprendido  el  caso  en  el  inciso  2?  del  artículo  80 
del  Código  Civil;  2? — Que  aunque  en  el  procedí 
miento  se  observa  que  el  Juez  dejó  de  resolver  los  re- 
cursos de  revocatoria  y  apt^lación  que  del  auto  en  que 
se  declaró  sin  lugar  el  desistimiento  interpuso  la 
actora,  tal  omisión  sólo  constituiría  nulidad  relativa, 
que  lejos  de  ser  alegada  por  dicha  parte,  tácitamente 
ha  sido  consentida  por  la  misma  al  seguir  gestionan- 
do sin  reclamación  alguna  á  ese  respecto  durante  el 
curso  del  juicio,  por  manera  que  no  cabe  decretar  de 
oficio  la  nulidad  apuntada'*; 

7? — Que  el  demandado  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  déla  sentencia  de  segunda  instancia  por  los 
siguientes  motivos:  i9 — Error  de  derecho  en  la  apre- 
ciación de  la  prueba  del  concubinato  escandaloso,  con 
violación  del  artículo  338  del  Código  de  Procedimien- 
tos Civiles,  porque  con  fundamento  en  ella  se  ha  de- 
clarado con  lugar  la  acción;  2? — Violación  del  artícu- 
lo 80,  inciso  2?,  Código  Civil;  3? — Error  de  derecho 
en  la  apreciación  de  la  prueba  rendida  por  él,  con 
violación  del  artículo  338  del  Código  citado; 

89 — Que  el  recurrente  amplió  su  recurso  el  día 
de  la  vista,  alegando  error  de  hecho  y  de  derecho  en 
la  apreciación  de  las  pruebas  testimonial  y  documen- 
tal, con  violación  c^  artículo  338,  Código  de  Proce- 
dimientos Civiles,  en  cuanto  á  la  primera  y  del  741  del 
Civil  en  la  que  resulla  del  escrito  de  demanda;  inter- 
pretación errónea  y  violación  consiguiente  dvl  artícu- 
lo 80,  inciso  2?,  del  Código  Civil,  porque  el  fallo  re- 
currido considera  escandaloso  el  concubinato  que  da 
por  probado;  violación  del  artículo  81,  Código  Civil, 
porque  declaró  procedente  el  divorcio  no  siendo  como 
ao  lo  es  la  actora  inocente  para  establecer  tal  acción; 

9V — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  defec- 

*  ^  Considerando:  . 

1 9 — Que- todos  los  reclamos  del   recurso  son  por 
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error  en  la  apreciación  de  Ins  pruebas,  sin  que  aparez- 
ca que  la  Sala  sentenciadora  lo  haya  cometido  al  a- 
valuar  los  múltiples  testimonios  en  que  ambas  partes 
del  pleito  apoyaron  sus  pretensiones  y  al  estimar  una 
diversidad  de  pormenoresy  circunstancias  que  se  pres- 
tan lógicamente  á  diversos  sentidos.  Acaso  la  prue- 
ba del  concubinato — invocado  como  causal  de  la  de- 
manda—  no  sea  tan  directa,  completa  y  persuasiva 
que  no  deje  una  posibilidad  lejana  de  que  el  juz^^ador 
se  haya  equivocado  al  tenerlo  por  justificado;  pero  no 
hay  documentos  ni  actos  auténticos  que  demuestren 
un  error  de  los  juects,  y  mucho  menos  un  error  evi- 
dente  como  tendría  que  ser  para  que  este  Tribunal 
pudiera  corregir  la  apreciación  establecida  por  el  de 
instancia; 

2? — Que  aceptado  el  hecho  del  concubinato,  no 
puede  dudarse  en  este  caso  de  su  calidad  de  escanda- 
loso, no  sólo  por  los  vínculos  de  parentesco  que  ligan 
á  los  comprometidos  en  él,  sino  porque  en  el  mismo 
hogar  conyugal  vivió  la  concubina,  haciendo  con  eso 
mayor  ofensa  á  la  dignidad  de  la  esposa  y  al  respeto 
de  la  sociedad; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  de- 
mandada, con  costas  á  cargo  del  recurrente,  y  devuél- 
vanse los  autos  á  la  Sala  de  su  procedencia  coa  certi- 
ficación de  la  presente. — A.  Alvarado. — J.  Fed.  Gon- 
zález.— Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nico- 
lás Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


Arias  y  Jaubert 

(  2  50'  p.   m. — Noviembre  7  ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  del  Crimen  de 
Cartago,  contra  los  señores  José  María  Arias  Morüa, 
de  veinticuatro  años,  y  José  Manuel  Jaubert  Ari^s, 
de  veintidós  años,  agricultores  y  vecinos  de  esta  ciu- 
dad, á  quienes  defiende  el  sAor  José  Arias  Morúá, 
mayor,  escribiente  y  vecino  de  la  ciudad  de  Cartago, 
por  el  delito  de  abigeato  en  perjuicio  óe   José    Marí^ 
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Calderón  Calderón;  y  en  la  cual  interviene  además  el 
representante  del  Ministerio  Público; 

Resultando: 

I? — Que  en  resolución  dictada  á  las  ocho  y  me- 
dia de  la  mañana  del  treinta  de  agosto  último,  el  Juez 
del  Crimen  de  Cartago  resolvió  que  á  dichos  reos  les 
queda  como  pena  líquida  que  cumplir,  la  de  uo  año^ 
dos  meses  y  cuatro  días  de  presidio,  á  partir  del  vein- 
te de  junio  de  este  año,  por  las  siguientes  razones: 
I? — Que  la  duración  de  las  penas  temporales  empie- 
za a  contarse  desde  el  día  de  la  notificación  al  reo,  de 
la  sentencia  que  cause  ejecutoria,  abonándole  á  este 
el  tiempo  sufrido  de  prisión  (artículo  33  del  Código 
Penal);-^? — Que  los  reos  han  permanecido  presos 
desde  el  veintinueve  de  agosto  del  año  de  mil  nove- 
cientos cuatro,  hasta  el  veinte  de  junio  del  corriente 
año,  fecha  en  la  cual  quedó  ejecutoriada  la  sentencia 
de  segunda  instancia,  ó  sea  durante  nueve  meses 
veintiún  días;  3? — Que  para  abonar  á  los  reos  la  pri- 
sión sufrida  deben  seguirse  las  reglas  indicadas  en  el 
artículo  34  del  mismo  Código;  4? — Que  según  esas 
reglas  los  nueve  meses  veintiún  días  que  los  reos  han 
permanecido  presos,  equivalen  á  tres  meses,  siete  días, 
de  la  pena  impuesta;  5? — Que  deducidos  esos  tres  me- 
ses, siete  días,  del  año,  cinco  meses,  once  días  á  que 
fueron  condenados,  les  queda  por  descontar  á  partir  del 
veinte  de  junio  último,  un  año,  dos  meses  ycuatro  días; 

2? — Que  los  reos  apelaron  de  la  resolución  ex- 
presada, y  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones,  á  la  una 
de  la  tarde  del  veintiséis  de  setiembre  próximo  pasa- 
do, la  confirmó  en  todas  sus  partes; 

3? — Que  el  defensor  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  de  la  resolución,  de  segunda  instancia  por 
violación  é  interpretación  errónea  de  los  artículos  33 
y  34  del  Código  Penal; 

49 — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  defec- 

to*  V  * 

'  ^  Considerando: 

Que  la  liquidación  practicada  por  el  Juez  de  pri- 


1 
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mera  instancia,  de  la  pena  de   presidio  impuesta  á  los 
reos  en  esta  causa,  y  aprobada  por  la   resolución   de 
la  Sala  Segunda  de  Apelaciones  contra  la  cual  se  ha 
interpuesto  este  recurso,  es  la  que   corresponde   con 
arreglo  á  las  leyes  de  la  materia,   porque   conforme  á 
los  artículos  33  y  34  del  Código  Penal,  la  prisión,  de- 
tención ó  arresto  de  los  procesados  se  equiparan  para 
el  efecto  del  abono  de  la  prisión  sufrida,  con    relación 
á  la  pena  impuesta  en  la  sentencia  que  causa  ejecuto- 
ria.    No  ha  habido,  por  lo  tanto,  error   alguno   en  la 
liquidación  impugnada,  ni  se  ha  cometido  la  violación 
que  se  alega  de  los  artículos  citados  y  mucho    menos 
de  los  722  y  730  de  la  Parte  3?  del  Código  de  1841, 
que  no  tienen  aplicación  al  caso  concreto; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  deman- 
dada, y  devuélvanse  los  autos  á  la  Sala  Segunda  de 
Apelaciones,  con  certificación  de  la  presente. — A. 
Alvarado. — J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. 
— A.  Zambrana. — Nicolás  Oroamuno. — Ante  mí, — 
Alfonso  Jiménez. 


Hidalgo  v.  Salazar  y  Padilla 

(  3  p.  m. — Noviembre  10 ) 

En  los  juicios  acumulados  sobre  mejor  derecho 
de  poseer  una  finca  y  otros  puntos,  establecidos  en  el 
Juzgado  Civil  de  Cartago,  el  uno  por  Cornelio  Hidal- 
go Herrera,  mayor,  agricultor  y  vecino  del  punto  lla- 
mado "El  Corralillo"  del  barrio  de  Concepción,  como 
albacea  de  la  sucesión  de  Rafael  Hidalgo  Araya,  con- 
tra la  sucesión  de  Pedro  Salazar  Cordero  y  Prota  Pa- 
dilla Gamboa,  representada  por  su  albacea  señor  Juan 
Salazar  Padilla,  mayor,  agricultor  y  vecino  del  mismo 
barrio;  y  el  otro,  por  esta  sucesión  contra  aquélla; 
han  intervenido  en  el  juicio  los  señores  Licenciados 
Jenaro  Leiva  Quirós,-  de  este  domicilio,  y  Arturo 
Sáenz  Pacheco,  vecino  de  la  ciudad  de  Cartago,   am- 
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bos  mayores  y  abogados,  en  representación  de  dichos 
albaceas,  respectivamente; 

Resultando: 

lO—Que  el  señor  Corneiio  Hidalgo  Herrera,    en 
escrito  de  fecha  diez  y  siete  de  enero    de    ni.l    noye- 
dentos  cuatro  expresa:  que  es  albacea  de  la  suces.on 
de  su  padre  Rafael  Hidalgo  Araya,  muerto  hace    co 
tno  ocho  meses,  quien  poseyó   tranquilamente    como 
dueño  la  finca  que  descnbe  y  que  compro  en  subasta 
pública  hecha  de  bienes  del  señor  Pedro  Salazar  Cor- 
dero; que  después  de  la  muerte  de  su  padre  s.gmeron 
él  y  los  demás  herederos,  como  representantes  de    la 
sucesión,  poseyendo  dicha  finca;  que  el  nueve  de  no- 
viembre de  mil  novecientos  tres    «l/^nor  Juan   Sala- 
zar  Padilla,  albacea  de  la  sucesión  de    Pedro    Salazar 
Cordero   y  Prota  Padilla  Gamboa,  hizo  inventariar  la 
referida  finca  como  propiedad  de  la  sucesión  que  re- 
presenta, y  en  el  acta  de    las    doce    del    mismo    a.a. 
puesta  en  la  respectiva  mortuoria,  se  <:«"^'|"°  2"^j° 
inventariado  se  depositaba  en  el  mencionado  albacea 
que  éste  inmediatamente  promovió   titulo    supletono 
del  inmueble,  invocando  una  posesión  que  no  había  te- 
nido; y  como  era  natural,  él  se  opuso  alam  ormac.on 
é  inscripción  solicitada;  por  lo  que  el    Juez  le  ordeno 
que  estableciera  el  juicio  correspondiente;   y  que  por 
lo  expuesto,  de  acuerdo  con  los    artículos    279,    281, 
oS.    ÍI7    Í18    ^22  y  479  del   Código   Civil   y    198 
T^^r^'^  L'^p'rocedimientos    Civiles,    de- 
í,anda  en  vía  ordinaria  á  la  sucesión  de  P^^ro    Sala- 
zar  V  Prota  Padilla,  para  que  se  declare,    i .- yue  de- 
be restituirse  á  la  sucesión  de  que  el    es   albacea.   la 
posesión  de  la    finca  mencionada,  por  haber  adquiri- 
do ese  derecho  por  el  ejercicio  de  muchos  ^nos,  2^- 
Que  de  consiguiente,  debe  dejarse  sm  efecto  el  depo 
sito  que  de  la  finca  se  hizo  por  acta  de  las    doce   del 
día  nueve  de  noviembre  dicho;  /"Q- P^^^^^j  ¿*/. 
ber  poseído  la  finca  la  sucesión  demandada  por  el  ter 
min J  del  artículo  479  ¿el  Código  Civil,  no   podía  co- 
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mo  lo  hizo,  levantar  título  supletorio  para  inscribirla 
en  su  favor;  4? — Que  no  ha  habido  jactancia  en  la 
oposición  que  se  hizo  al  título,  toda  vez  que  la  suce- 
sión demandante  poseía  como  dueña,  ó  al  menos  su 
derecho  de  propietaria  lo  hacía  presumir  su  larga  po- 
sesión del  inmueble;  5? — Que  por  lo  dicho,  el  auto 
referido  que  en  el  título  manda  establecer  demanda, 
no  obliga  á  la  sucesión  actora,  la  cual  queda  descar- 
gada con  establecer  la  presente; 

29^--Que  tal  demanda  fué  contestada  negativa- 
mente por  el  albacea  de  la  sucesión  de  los  señores  Sa- 
lazar  Cordero  y  Padilla  Gamboa; 

3? — Que  el  señor  Salazar  Padilla  en  su  escrito  de 
demanda,  fechado  el  veintidós  de  mayo  de  mil  nove- 
cientos cuatro,  expone:  que  es  albacea  provisional  de 
la  sucesión  de  sus  padres  Pedro  Salazar  Cordero  y 
Prota  Padilla  Gamboa,  quienes  durante  su  matrimo- 
nio adquirieron,  hace  como  cuarenta  años,  por  com- 
pra á  Jesús  María  Gamboa,  una  finca  situada  en  el 
punto  llamado  Corralillo,  del  barrio  de  Concepción, 
distrito  sétimo  del  cantón  primero  de  Cartago,  con- 
sistente en  un  terreno  de  potrero,  café  y  caña,  cons- 
tante como  de  cuatro  hectáreas  y  veinte  áreas,  que 
hoy  tiene  los  siguientes  linderos:  Norte,  río  Conejo 
en  medio,  propiedad  de  Justo  Padilla;  Sur  y  Oeste, 
calle  en  medio,  propiedad  de  Andrés  Padilla;  y  Este, 
propiedad  de  la  sucesión  de  Rafael  Hidalgo;  y  cons- 
truyeron en  ella  los  causantes  una  casa  de  trece  me- 
tros de  frente,  por  ocho  de  fondo,  y  una  galera  con- 
tigua de  doce  metros  de  frente,  por  ocho  de  fondo,  en 
la  que  colocaron  un  trapiche,  allí  existente;  que  ha- 
biendo fallecido  Pedro  Salazar,  continuó  su  dicha  espo- 
sa con  los  tres  hijos  que  tuvo  con  aquél  en  su  matri- 
monio y  que  forman  la  sucesión  del  mismo,  poseyen- 
do la  finca  en  calidad  de  propietarios;  que  más  tarde, 
la  viuda  señora  Padilla  contrajo  matrimonio  en  se- 
gundas nupcias  con  Rafael  Hidalgo  Araya,  quien  por 
tal  motivo  pasó  á  habitar  en  la  finca  dicha;  que  poco 
tiempo  después  falleció  la  señora  Padilla,  dejando  dos 
hijos  de  su  segundo  matrimonio  y  tres   del   primero, 
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todos  menores  de  edad;  que  el  señor  Hidalg^o  duran- 
te su  viudez  siguió  habitando  en  la  casa  y  es  posible 
que  administrando  la  ñnca,  pues  los  herederos  de  tal 
ínmueble,-que  lo  son  los  cinco  hijos  de  Prota  por  la 
parte  de  ésta,  y  los  tres  hijos  de  Pedro  Salazar,  eran 
entonces  menores  todavía;  que  pasado  algún  tiempo 
Hidalgo  contrajo  matrimonio  en  segundas  nupcias 
con  Manuela  Herrera  y  la  llevó  á  vivir  á  dicha  ñnca, 
donde  permanecieron  con  los  hijos  nacidos  de  ese  ma- 
trimonio, hasta  que  murió  Hidalgo,  hace  como  un 
año,  y  su  viuda  siguió  habitando  en  la  casa  hasta  hace 
tres  ó  cuatro  meses  que  se  puso  al  exponentc  en  po- 
sesión de  la  ñnca  como  albacea  de  la  sucesión  de  sus 
padres;  que  en  tal  carácter  intentó  á  riñes  del  año  pa- 
sado levantar  título  supletorio  de  dicha  ñnca  en  nom- 
bre de  la  sucesión  que  representa;  pero  publicados  los 
edictos  correspondientes,  el  señor  Cornelio  Hidalgo 
Herrera  se  opuso  al  título,  alegando  que  la  referida 
ñnca  pertenecía  en  propiedad  á  Rafael  Hidalgo  y  por 
muerte  de  éste,  á  sus  herederos;  que  hechas  las  ges- 
tiones del  caso  por  su  parte,  se  obligó  al  albacea  de 
la  sucesión  Hidalgo,  por  jactancioso,  á  establecer 
demanda  dentro  del  término  de  ley;  mas  este  señor, 
burlando  el  mandato  judicial,  en  vez  de  establecer 
una  acción  petitoria,  puesto  que  su  jactancia  se  con- 
traía á  la  propiedad  de  la  ñnca  por  parte  del  causan- 
te, se  limitó  á  establecer  una  acción  posesoria,  pre- 
tendiendo recobrar  la  posesión  de  que  judicialmente 
fué  despojado;  por  lo  que,  con  apoyo  en  los  artículos 
301,  303,  449.  905,  907,  908,  1,455,  ^468.  1, 4/ o, 
parte  primera  del  Código  General  de  1,841,  2?,  inciso 
2^;  3,  5,  II.  22,  ii4  y  115  de  la  Ley  Hipotecaria  de 
31  de  octubre  de  1865;  264,  266,  277,  278,  279,  295, 
316,322,409  y  410  del  Código  Civil  vigente,  de- 
manda en  vía  ordinaria  ala  sucesión  de  Rafael Hidal 
go  Araya,  para  que  en  sentencia  se  declare:  1? — Que 
la  finca  á  que  esta  demanda  se  contrae,  pertenecía  en 
propiedad  á  los  causantes  Pedro  Salazar  Cordero  y 
Prota  Padilla  Gamboa;  2? — Que  por  muerte  de  éstos, 
pertenece  hoy  la  ñnca  en   propiedad   á   su   sucesión; 
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3? — Que  la  sucesión  demandante  tiene  en  consecuen- 
cia mejor  derecho  de  poseer  que  la  sucesión  de  Rafael 
Hidalgo  Araya,  y  debe  mantenerse  en  la  posesión 
que  de  la  relacionada  finca  se  le  dio  judicialmente  en 
el  juicio  de  sucesión  de  Pedro  Salazar  Cordero  y  Fro- 
ta Padilla  Gamboa;  4? — Que  la  sucesión  demandada 
debe  ser  condenada  al  pago  de  los  frutos  y  de  las  cos- 
tas procesales  y  personales  de  la  demanda; 

4? — Que  el  albacea  de  la  sucesión  Hidalgo  con- 
testó negativamente  y  expuso:  que  la  finca  en  cues- 
tión la  compró  su  padre  en  un  remate  verificado  el 
veinte  de  noviembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  tres 
en  el  juicio  de  sucesión  del  señor  Pedro  Salazar  Cor- 
dero, y  entonces  había  en  ella  una  casita  en  mal  esta- 
do y  una  pequeña  galera  destinada  para  trapiche  y  el 
resto  del  terreno  estaba  sin  cultivo;  que  su  padre,  des- 
de  que  adquirió  la  finca,  la  cultivó  con  esmero,  cons- 
truyó la  casa  que  hoy  existe,  costeó  el  trapiche  é  hizo 
el  galerón  que  le  sirve  de  abrigo  desde  hace  quince  ó 
veinte  años,  y  compró  entonces  la  paila  y  demás  úti- 
les para  el  trapiche;  que  en  el  largo  espacio  de  más 
de  treinta  años  que  su  padre  poseyó  la  finca  como 
dueño  que  era,  plantó  una  parte  de  café,  otra  de  caña 
e  hizo  el  potrero  que  allí  existe  en  perfecto  estado  de 
limpieza,  y  además  cerró  la  finca  con  cercas  de  alam- 
bre y  una  zanja;  que  para  el  caso  de  que  se  declare 
que  dicha  finca  pertenece  á  la  sucesión  actora,  recon- 
viene á  ésta  para  que  en  definitiva  se  declare:  que  es- 
tá obligada  á  pagar  á  la  sucesión  que  él  representa  el 
valor  de  las  mejoras  especificadas  hechas  en  la  finca, 
y  que  mientras  no  se  haga  el  pago  deberá  estar  ésta 
en  poder  de  él,  ó  que  la  propiedad  de  la  finca  tal  co- 
mo hoy  está  corresponde  á  la  sucesión  de  que  el  mis- 
mo es  albacea,  en  cantidad  igual  al  valor  de  tales  me- 
joras; • 

5? — Que  el  Juez  Civil  de  Cartago,  fundado  en 
los  artículos  28$,  286,  320,  322,  327,  328  y  719  del 
Código  Civil,  y  338  del  de  Procedimientos  Civiles,  fa- 
lló á  las  ocho  de  la  mañana  del  seis  de  julio  «le  este 
año,  d^larando  que  la  sucesión   de   Rafael    Hidalgo 
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ha  cumplido  la  prevención  de  establecer  juicio  que  le 
hizo  su  autoridad  y  está  descargada  de  responsabili- 
dad al  respecto;  que  la  finca  á  que  se  refiere  el  juicio, 
por  haber  sido  de  Pedro  Salazar  Cordero,  pertenece 
hoy  en  pro[)iedad  á  su  sucesión  y  á  ella  corresponde 
el  derecho  de  poseerla  C(>>n  exclusión  de  la  sucesión 
de  Rafael  Hidalgo;  que  esta  sucesión  debe  pagar  á  la 
de  Salazar  los  frutos  percibidos  de  la  finca  d¿sde  el 
día  de  la  notificación  de  la  demanda,  como  se  explica 
en  el  cr)nsiderando  undécimo  (que  se  dirá),  inclusive 
los  del  cafetal  y  según  rendición  de  cuentas  del  de- 
positario, y  que  por  mejoras  adeuda  la  sucesión  Sa- 
lazar á  la  de  Hidalgo  las  cantidades  que  se  explican 
también  en  el  considerando  citado;  y  como  consecuen- 
cia, resolviendo  que  la  finca  puede  serretenida  por  la 
sucesión  Hidalgo  mientras  no  se  le  abone  el  valor  de 
las  mejoras,  sin  especial  condenatoria  en  costas.  Con- 
sideró al  efecto  dicho  Juez:  "I. —  Que  los  extremos 
primero  á  tercero  cuya  declaración  solicita  en  su 
demanda  la  sucesión  de  Rafael  Hidalgo,  deben  resol- 
verse conjuntamente  con  los  correspondientes  de  la 
demanda  promovida  por  la  mortuoria  de  Pedro  Sala- 
zar  y  Prota  Padilla,  porque  versan  todos  ellos  sobre 
mejor  derecho  de  posesión  de  la  finca  en  cuestión; 
II. — Que  para  proceder  con  ese  orden  cabe  estimar 
primero  los  puntos  cuarto  y  quinto  de  la  demanda  de 
la  sucesión  Hidalgo  y  luego  entrar  á  examinar  la  pro- 
cedencia ó  improcedencia  de  lo  pedido  en  la  otra  de- 
manda, con  lo  cual,  como  se  ha  dicho,  resultará  ave- 
riguada la  razón  ó  error  de  la  sucesión  Hidalgo  res- 
pecto de  los  puntos  relativos  á  posesión;  III. — Que 
los  puntos  cuarto  y  quinto  referidos  son  procedentes 
á  juicio  de  e-ta  autoridad,  tanto  por  no  ser  evidente- 
mente cierto  que  la  sucesión  de  líidalgo  alegara  pro- 
piedad sobre  la  finca  cuando  se  opuso  al  título  suple- 
torio que  se  levantaba,  como  puede  verse  del  escrito 
resf.eciivo  ceitificado  en  autos,  cuanto  porque  en  ca- 
so de  ser  así  debe  decirse  que  con  el  establecimiento 
del  juicio  sobre  mejor  derecho  de  posesión,  dicha  su- 
cesión   ha  cumplido  suficientemente  el  mandato  judi- 
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cial,  desde  luego  que  si  fuera  favorable  la  sentencia  á 
sus  pretensiones  impediría  la  inscripción  del  título, 
pues  lo  que  se  inscribe  es  la  posesión  de  diez  años  y 
no  la  propiedad,  y  en  tal  caso  una  riiej>or  posesión 
desvirtúa  la  otra;  IV. — Qué  la  demanda  sobre  do- 
minio de  la  finca  y  otros  extremos  instaurada  por  la 
sucesión  de  Salazar,  tiene  fundamento  legal:  en  cuan- 
to á  la  propiedad  que  en  ella  tuvo  el  causante  Sala- 
zar,  porque  así  se  desprende  de  la  escritura  certifica- 
da por  el  señor  Archivero  general,  la  cual  se  robus- 
tece en  cuanto  á  identidad  con  el  dictamen  de  peritos 
respectivo  y  con  la  prueba  testimonial  evacuada;  y 
en  cuanto  á  la  propiedad  misma,  con  la  escritura  de 
hipoteca  y  recibo  aducidos  como  prueba  por  la  suce- 
sión Salazar  y  también  con  las  declaraciones  recibid 
das.  (Artículo  480  Código  Civil);  V. —  Que  en  refe- 
rencia con  el  dominio  que  pueda  corresponder  hoy  de 
esa  finca  á  la  sucesión  Salazar,  el  punto  también  es 
claro,  pues  justificado  el  fallecimiento  de  Salazar,  co- 
^p  está,  los  artículos  520  y  521  del  Código  Civil  así 
lo  determinan;  VI. — Que  la  cuestión  discutible  es  la 
del  mejor  derecho  de  posesión  sobre  la  finca,  alegado 
por  ambas  partes  en  sus  respectivas  demandas,  pues 
en  esa  materia  debe  verse  el  título  con  que  cada  par- 
te pretende  mejorar  su  derecho.  Examinado  eso,  re- 
sulta que  ambas  sucesiones  contendientes  se  refieren 
á  la  herencia  y  por  consiguiente,  que  es  necesario  di- 
lucidar cuál  de  ellas  debe  excluirse  de  la  herencia  di- 
cha. En  cuanto  á  la  sucesión  de  Hidalgo  pretende 
haber  heredado  toda  la  finca,  de  su  causante,  por  ha- 
berla comprado  éste  en  remate  de  bienes  de  Salazar, 
no  es  posible  resolver  así,  porque  salvo  el  edicto  cer- 
tificado y  alguna  que  otra  declaración  que  apenas  in- 
dican la  posibilidad  de  la  compra  dicha,  el  punto  es- 
tá por  lo  demás  completamente  destituido  de  justifi- 
cación para  poder  decir  que  la  propiedad  de  la  finca 
correspondió  alguna  vez  á  Rafael  Hidalgo;  VII. — 
Que  la  cuestión  dicha,  pues,  hay  que  reducirla  á  exa- 
minar si  los  Hidalgo  tieien  derecho  de  poseer,  por 
ejemplo,    en    virtud   de   que   su  padre  como  cónyu- 

20 
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ge  sobreviviente  tuviera  derecho  á  gananciales  de  su 
matrimonio  con  Frota  Padilla  y  que  pudieran  heredar 
como  hijos;  pero  no,  porque  lo  más  que  pudiera    ha- 
ber sucedido  habría  sido  que  Frota    introdujera  en  su 
matrimonio  con  Hidalgo  la  mitad  de  la  finca  como  ga- 
nancial   de   su  matrimonio  con  Salazar;  mas  esa  mi- 
tad de  finca  en  su  segundo  matrimonio  resultaría  pa- 
rafernal  y  entonces  ningún  derecho  tendría  sobre  ella 
Hidalgo  para  trasmitirlo  á  sus  hijos  Hidalgo  Herrera, 
sino  que  sólo  tendrían  derecho  á  ella  como  herederos 
forzosos  según  la  legislación  antigua,  los  Salazar    Pa- 
dilla é  Hidalgo   Padilla,  los  cuales  en  el  juicio  respec- 
tivo aparecen  hoy  herederos   legítimos;  VUI. —  Que 
descartado  eso,  desaparece  el  derecho  á   la   posesión 
de  la  finca,  alegada  por  la  sucesión  Hidalgo  Herrera, 
por  corresponder  de  preferencia  ese  derecho  á  la  su- 
cesión Salazar  Padilla  en  razón  del  dominio    que    so- 
bre la  finca  tiene  esa  sucesión,  como  se  ha  explicado; 
y  así  debe  declararse,  por  no  haber  sido  prescrita    la 
finca  por  la  sucesión  Hidalgo  ó  su  causante.  (Artículo 
264,  Código  Civil);    IX. — Que  la  cuestión    de    frutos 
puesta  al  debate  por  la  sucesión  Salazar  y    en    ia    de 
mejoras  propuesta  por  la  sucesión  Hidalgo,   hay   que 
averiguar  la  efectiva  existencia  de  las  mejoras    recla- 
madas y  calificar  si  los   poseedores    señores    Hidalgo 
han  tenido  buena  ó  mala  fe  en  su  posesión.  En  cuan- 
to á  la  existencia  de  las  mejoras,  debe  decirse   que   sí 
existen,  pero  no  en  el  número  en  que  han  sido  alega- 
das. De  las  declaraciones  recibidas  sólo    resulta    bien 
justificada  la  existencia  de  un  cafetal  de  una  hectárea, 
más  ó  menos,  y  de  cercas  de  alambre  y   zanjas.     Lo 
demás  como  refecciones,   reedificaciones,    limpias   de 
potreros  existentes  y  asistencia  de  cultivos  venidos  á 
menos  por  el  abandono    de  la  finca,  y   reemplazo  de 
útiles    del  trapiche,  no  pueden  aceptarse  como  mejoras 
porque  efectivamente  su  existencia  apenas  obedece  al 
mantenimiento  de  la  finca    en    su    primitivo    estado. 
(Véanse  declaraciones    de    Onofre    Chaves,    Zacarías 
Piedra,  Pedro  Vencgas,  Manuel  Mora,  Antonio  Sola- 
no, Bernardo,  Francisco  y  Agapito  Navarro,    Ramón 
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Nicomedes  llama,  Sixto  Padilla,  Domingo  Rivera, 
Rafael  Ureña,  Santiago  Fallas,  Francisco  Porras,  Juam 
Castillo  y  Justo  Rojas).  En  cuanto  á  la  buena  ó  mala 
fe  en  la  posesión,  esas  mismas  declaraciones  y  otras 
aseguran  que  Hidalgo  poseyó  tranquilamente,  como 
dueño  y  que  por  tai  se  le  tenía,  y  la  existencia  del 
edicto  certificado  que  se  publicó,  con  todas  las  de- 
inás  circunstancias  del  proceso,  permiten  tenerla  co- 
mo de  buena  fe,  por  haber  en  todo  caso  duda  al  res- 
pecto; X. — Que  habiendo  estado  en  tal  condición  los 
poseedores,  cabe  condenarlos  solamente  al  pago  dé 
los  frutos  habidos  desde  la  notificación  de  la  deman- 
da respectiva,  con  sujeción  á  las  cuentas  del  embargo, 
y  á  los  reivindicadores  al  pago  de  las  mejoras  útiles 
aceptadas  por  esta  autoridad;  XI. — Que  en  la  estima- 
ción del  valor  de  los  frutos  y  mejoras  debe  estarse  á 
\o  dicho  por  los  peritos,  con  algunas  modificaciones 
que  hace  el  infrascrito  en  razón  de  equidad,  por  la 
situación  de  la  finca  y  la  baja  del  valor  de  los  frutos 
y  propiedad,  así:  producto  de  la  hectárea  de  caña  en 
un  año,  cincuenta  colones;  de  la  de  potrero,  veinticin- 
co colones;  de  la  casa,  doce  colones;  y  del  trapiche, 
veinticuatro  colones.  Valor  de  las  mejoras:  la  hectá- 
rea de  café,  doscientos  colones;  alambre  de  cercas  y 
postura,  veinticinco  colones;  y  hechura  de  las  zan- 
jas, diez  colones.  Extensión:  potrero,  dos  hectáreas; 
café,  una  hectárea,  y  caña,  nueve  áreas;  XII. — Que 
resuelto  así  no  es  necesario  conocer  del  tercer  extre- 
mo de  la  reconvención,  el  cual  por  otro  lado,  no  pro- 
cedería por  no  ser  el  caso  del  artículo  509  del  Código 
Civ¡l,-y  en  cuanto  al  segundo  extremo  de  esa  recon- 
vención, debe  decidirse  favorablemente  porque  la  ley 
autoriza  la  retención  solicitada;" 

69 — Que  ambas  partes  se  alzaron  para  ante  la 
Sala  Primera  de  Apelaciones,  quien  á  las  tres  y  me- 
dia de  la  tarde  del  cinco  de  setiembre  último,  con  c¡ 
ta  de  los  artículos  287  del  Código  Civil  y  1076  del  de 
Procedimientos  Civiles,  declaró  en  cuanto  á  los  pun- 
tos apelados:  qtie  la  sucesión  de  Salazar  tiene  dere- 
cho á  percibir  los  frutos  de  la  finca  que  ésta  ha)*a  pro- 
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ducído  en  poder  del  depositario;  confírmó  el  fallo  ape- 
lado en  lo  que  se  refiere  á  jactancia  y  pago  de  frutos 
anteriores  á  la  demanda;  y  declaró  que  las  mejoras 
dichas  deben  entenderse  compensadas  con  las  desme- 
joras de  que  se  ha  hecho  mérito,  todo  sin  especial 
condenatoria  en  costas;  por  los  siguientes  motivos: 
**i9 — Que  reJucida  como  está  la  apelación,  por  una 
parte  al  pago  de  frutos  posteriores  á  la  demanda,  y 
por  otra  á  la  jactancia,  pago  de  frutos  anteriores  al 
establecimiento  de  la  acción  y  á  la  satisfacción  de  me- 
joras, sobre  esos  puntos  únicamente  debe  recaer  el 
fallo  de  la  Sala;  2? — Que  si  bien  como  consecuencia 
del  dominio  que  la  sucesión  de  Pedro  Salazar  Corde- 
ro tiene  sobre  el  inmueble  objeto  del  litigio,— á  ella 
corresponden  los  frut-^s  que  el  mismo  haya  producido 
desde  el  establecimiento  de  la  demanda,  constando, 
como  consta  de  autos,  que  á  poco  de  establecida  la 
acción,  la  finca  pasó  á  poder  de  un  depositario  judi- 
cial, no  procede  obligar  á  la  sucesión  de  Hidalgo  a 
satisfacer  dichos  frutos,  sino  declarar  simplemente 
que  la  parte  demandada  tiene  derecho  á  reclamarlos 
del  depositario;  3? — Que  lo  resuelto  en  la  sentencia 
recurrida  en  orden  á  la  jactancia  y  pago  de  frutos  an- 
teriores al  establecimiento  de  la  demanda,  es  lo  que 
procede  con  arreglo  á  las  prescripciones  de  la  ley; 
4? — Que  en  relación  al  pago  de  mejoras,  apareciendo 
del  dictamen  de  la  mayoría  de  los  peritos,  que  las 
mejoras,  tal  como  en  la  actualidad  se  encuentran  ape- 
nas alcanzarán  á  compensar  las  desmejoras  sufridas 
por  la  finca  durante  el  tiempo  que  ella  estuvo  en  po- 
der de  Hidalgo  y  de  su  sucesión,  es  el  caso  de  no  con- 
denar al  pago  de  las  mismas  como  pretende  la  suce- 
sión demandante  ó  sea  la  de  Hidalgo;" 

7? — Que  ambas  partes  han  interpuesto  recurso 
de  casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia:  el 
apoderado  de  la  sucesión  Salazar  Cordero  y  Padilla 
Gamboa  por  estos  motivos:  i9 — Error  de  hecho  y  de 
derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba,  con  violación 
del  artículo  285  del  Código  Civil;  2?— Violación  de 
^os  artículos  87,  88  y  179,  Código  de  Procedimientos 
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Civiles;  3? — Violación  é  infracción  de  los  artículos 
479  del  Código  Civil  y  4?  del  de  Procedimientos  Ci- 
viles, é  interpretación  errónea  del  artículo  85 1  ibídem. 
El  apoderado  de  la  sucesión  Hidalgo  Araya  alega 
violación  de  los  artículos  87,  inciso  2?,  del  Código  de 
Procedimientos  Civiles,  327  y  329  del  Civil  y  error 
de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba  pericial; 

8? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

En  cuanto  al  recurso  de  la  sucesión  Salazar: 
I? — Que  el  artículo  285  del  Código  Civil  estima 
como  poseedor  de  buena  fe  al  que  en  el  acto  de  la  to- 
ma de  posesión  creía  tener  derecho  de  poseer,  y  no 
exige  como  lo  pretende  el  recurrente,  que  la  posesión 
sea  á  título  de  dominio,  mediante  un  contrato  de  que 
pudiera  derivarse  la  propiedad,  y  en  la  sentencia  re- 
currida se  han  apreciado  legítimamente  los  hechos 
que  caracterizan  la  buena  fe  en  la  posesión  de  que  se 
trata,  por  1q  que  no  se  ha  violado  el  artículo  arriba 
dicho.  La  duda  de  que  se  hace  mérito  en  el  fínal  del 
considerando  noveno  de  la  sentencia  de  primera  ins- 
tancia, está  fundada  en  motivos  lógicos  que  justifican 
la  aplicación  del  artículo  286  ibid.  El  recurrente  se 
qireja  de  la  mala  apreciación  de  la  prueba  y  no  alega 
error  de  derecho  ó  de  hecho,  resultante  de  documen- 
tos ó  autos  auténticos,  que  demuestren  la  equivoca 
ción  del  juzgador; 

2? — Que  en  la  sentencia  recurrida  se  resuelven 
todos  y  cada  uno  de  los  puntos  en  debate  en  segun- 
da instancia  y  no  se  han  violado  los  artículos  87,  88 
y  179  del  Código  de  Procedimientos  Civiles; 

3? — Que  el  Juez  de  primera  instíincia,  fundado  en 
lo  que  expresa  en  el  considerando  tercero  de  su  sen- 
tencia, declaró  que  la  sucesión  de  Rafael  Hidalgo  ha 
cumplido  la  prevención  que  se  le  hizo  de  establecer 
juicio  y  está  descargada  de  responsabilidad  al  respec- 
to; y  la  sentencia  recurrida,  al  confirmar  la  de  prime- 
ra instancia  en  este  particular,  no    ha   violado   el  ar- 
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tículo  4?,  Código  de  Procedimientos  Civiles,  ni  ha  in- 
terpretado erróneamente  el  85 1  ibídem,  ni  ha  violado 
el  479  del  Código  Civil; 

En  cuanto  al  recurso  de  la  sucesión  Hidalgo: 
Que  la  sentencia  recurrida,  al  declarar  que  las 
mejoras  deben  entenderse  compensadas  con  las  des- 
mejoras, implícitamente  decide:  que  no  existe  aumen- 
to en  el  valor  venal  de  la  cosa,  y,  como  tal  declara- 
toria ha  sido  motivada  por  la  gestión  de  la  contrade- 
manda y  la  de  la  contestación  de  folios  ochenta  y 
tres,  no  ha  fallado  contra  lo  dispuesto  por  el  artículo 
87,  aparte  segundo  del  Código  de  Procedimientos  Ci- 
viles. Tampoco  ha  violado  los  artículos  327  y  329  del 
Código  Civil,  ya  que  el  fallo  no  se  apoya  en  la  culpa 
de  la  sucesión  Hidalgo  sino  en  razones  de  otro  gé- 
nero; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida 
por  ambas  partes,  con  costas  procesales  á  cargo  de 
los  recurrentes;  y  con  certificación  de  la  presente,  de- 
vuélvanse los  autos  al  tribunal  de  su  procedencia. — 
A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jimé- 
nez.— A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, 
— Alfonso  Jiménez. 

Peñaranda  Murillo 

(  2  10'  p.  m. — Noviembre  14) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  de  lo  Con- 
tencioso-administrativo,  contra  Jpsé  Peñaranda  Mu- 
rillo, de  cuarenta  años,  agricultor  y  vecino  del  barrio 
de  San  Juan  del  cantón  de  Santa  Bárbara,  de  quien 
es  defensor  el  señor  Leoncio  Martínez  Monje,  mayo  r 
de  edad,  agrimensor  y  vecino  de  la  ciudad  de  Alajue- 
la,  por  los  delitos  de  depósito  de  aguardiente  clan - 
destino;  en  que  interviene  además  el  representante  del 
Ministerio  Público; 

Resultando: 

i9— Que  los  delitos  se  coniétieron   en  el  solar  de 
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la casa  del  reo,  sita  en  el  barrio   de  su  domicilio,  uno 
el  veintidós  de  diciembre  del  año    próximo  pasado  y 
el  otro  el  catorce  de  enero  del  año  en  curso; 

2? — Que  en  sentencia  dictada  á  las  tres  y  media 
de  la  tarde  del  trece  de  julio  de  este  año,  el  Juez  res- 
pectivo declaró  al  procesado  responsable  de  los  rela- 
cionados delitos,  y  en  consecuencia,  lo  condenó  a  pa- 
gar la  multa  de  setecientos  colones  con  la  aplicación 
de  \ey,  6  en  su  defecto  á  confinamiento  por  doscien- 
tos cincuenta  y  dos  días  en  Tucurrique,  previo  abono 
del  tiempo  por  que  hubiere  estado  preso;  á  quedar 
suspenso  de  cargo  ú  oficio  público;  á  perder  los  obje- 
tos que  le  fueron  aprehendidos  y  pagar  los  daños  y 
perjuicios  causados  con  sus  delitos;  dispuso  que  no 
podrá  el  reo  cumplir  la  pena  de  confinamiento  mien- 
tras no  hayan  trascurrido  los  treinta  días  señalados 
para  satisfi^cer  la  multa,  y  durante  los  cuales  perma- 
necerá en  arresto  en  la  Cárcel  Publica  de  esta  ciudad. 
En  tal  sentencia  se  citan  los  artículos  163,  164,  218, 
y 77,  780,  781  y  882,  parte  tercera  del  Código  Gene- 
ral de  1841;  721,  723,  725  y  728,  Código  Fiscal;  35  y 
36  de  la  ley  de  17  de  octubre  de  ii?64,  3^i  7^*9^7  18 
dé  la  de  18  de  julio  de  1903; 

3? — Que  en  virtud  de  recurso  interpuesto  por  el 
defensor,  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones,  á  las  nue- 
ve de  la  tfíañana  del  trece  de  setiembre  último,  decla- 
ra que  no  debía  tenerse  al  procesado  como  reinciden- 
te  de  li.s  delitos  por  que  se  le  juzgs  y  cambió  por 
multa  de  doscientos  cincuenta  colones  ó  confinamien- 
to por  noventa  días  la  pena  principal  impuesta  al 
mismo  en  primera  instancia,  y  confirmó  en  sus  demás 
disposiciones  el  fallo  recurrido,  por  las  siguientes  ra- 
zones: "Que  fué  en  mil  novecientos  uno  cuando  se 
verificó  el  delito  de  depósito  de  aguardiente  clandes- 
tino que  el  Juez  toma  en  cuenta  para  aplicar  la  multa 
considerando  al  reo  como  reincidente.  Pero  el  artícu- 
lo 3?  c^e  la  ley  de  18  de  julio  de  1903,  que  establece 
la  punición  respectiva  evidentemente  se  refiere,  dada 
su  redacción  al  hablar  de  reincidencias,  al  caso  de  que 
tanto  el  primero  como    los   posteriores  delitos  se  co- 
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n.etan  después  de  la  vigencia  de  la  ley.  Deben,  pues, 
considerarse  los  hechos  perseguidos  en  estos  autos 
como  primeras  delincuencias,  aun  respecto  del  ultimo, 
pues  para  que  éste  constituyera  reincidencia  en  ei 
sentido  legal,  sería   preciso  que   cuando  el  reo  lo  co-  í 

metió  hubiera  sido  ya  condenado  en  firme  por  el  pri-  \ 

mero.     Este   Tribunal  en  tal  virtud   reforma  la  sen 
tencía  en  cuanto  á  la  punición  y  fija  por  cada  delito 
multa  de  ciento  veinticinco   colones  ó  confinamiento 
por  cuarenta  y  cinco  días.     En  lo  demás  estima  arre- 
glada á  derecho  la  sentencia"; 

4? — Que  la  defensa  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por  los 
siguientes  motivos:  i9 — Apreciación  errónea  de  las 
pruebas  testimonial  y  pericial;  2? — Aplicación  indebi- 
da é  interpretación  errónea  del  artículo  722  del  Códi- 
go Fiscal  porque  no  existe  para  condenar  al  reo, 
prueba  efectiva  de  su  culpabilidad,  pues  éste  no  era 
ni  es  poseedor  ni  propietario  del  terreno  en  cuya  cer- 
ca fué  encontrado  el  contrabando; 

5? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

I? — Que  con  respecto  al  primer  motivo  alegado 
no  se  cita  ley  infringida  contra  lo  prevenido  en  el  ar- 
tículo 971  del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  ni  se 
alega  error  de  hecho  ó  de  derecho  como  lo  manda  el 
inciso  7?  del  artículo  963  ibídem:  se  queja  el  recu- 
rrente de  interpretación  errónea  de  la  prueba  testi- 
monial afirmando  que  los  testigos  no  dicen  que  el 
depósito  se  encontraba  en  solar  del  procesado  sino  en 
la  cerca  divisoria  de  ese  solar  con  la  otra  propiedad, 
alegando  que  la  responsabilidad  del  hecho  lo  mismo 
puede  atribuírsele  á  él  que  al  otro  vecino;  pero  lo 
enunciado  no  tiene  apoyo  en  los  autos,  porque  los 
testigos  aseguran  que  encontraron  en  el  solar  de  Pe-, 
ñaranda  y  ocultas  por  las  cercas  de  piñuela,  dos  ga- 
rrafas con  aguardiente  clandestino,  una  en  cantidad 
considerable  y  la   otra  con   menor  contenido,  sin  que 
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los  detalles  que  echa  de  menos  el  recurso  sobre  habi- 
tación de  la  casa,  falta  de  trillo  al  sitio  ocupado  y  el 
no  haberse  probado  que  Peñaranda  es  propietario  del 
fundo,  hagan  falta  para  la  imputación  del  depósito, 
puesto  que  los  peritos  informan  que  desde  la  casa  de 
Peñaranda  es  imposible  dejar  de  ver  los  objetos  apre- 
hendidos, y  los  testigos  se  refieren  con  entera  claridad 
al  solar  del  encausado; 

2? — Que  tampoco  precisa  saber  determinada- 
mente el  contenido  de  cada  envase,  que  fué  revuelto, 
y  que  el  dictamen  de  los  peritos  hace  constar  que 
era  aguardiente  clandestino,  lo  cual  es  bantante  para 
tener  por  comprobado  el  cuerpo  del  delito,  y  las  pe- 
queneces que  se  alegan  como  defectos  en  el  segundo 
motivo  sobre  facilidad  tanto  de  un  lado  como  de  otro 
para  llegar  al  lugar  donde  se  encontró  el  depósito,  así 
como  el  no  haberse  puesto  razón  de  recibido  al  dic- 
tamen de  los  peritos,  que  tiene  toda  la  autenticidad 
legal  que  necesita,  son  circunstancias  de  poca  monta 
que  la  ley  no  considera  motivos  de  nulidad; 

3? — Que  la  presunción  del  artículo  722  del  Có- 
digo Fiscal,  en  virtud  de  la  cual  se  tiene  por  autor 
del  delito  al  dueño  ó  poseedor  del  campo  ó  solar  don- 
de se  encuentran  los  artículos  estancados,  es  en  este 
caso  buen  fundamento  de  la  imputación  á  Peñaranda, 
porque  los  testigos  dicen  que  en  el  solar  estaba  el 
contrabando,  lo  cual  es  tanto  más  notable  cuanto  que 
el  año  de  mil  novecientos  uno  fué  juzgado  y  conde- 
nado por  delito  de  la  misma  naturaleza.  La  sentencia 
cita  el  artículo  referido  y  es  correcta  su  aplicación  é 
interpretación; 

El  recurso  debe  declararse  improcedente; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  deman- 
dada y  con  certificación  de  la  presente,  devuélvanse 
los  autos  al  tribunal  de  su  procedencia. — A.  Alvara- 
do. — J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A. 
Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfon- 
so Jiménez. 
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Araya  Rodríguez 

(  2J^  p.    m. — Noviembre  14) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  del  Crimen 
de  Alajuela,  contra  Jovino  Araya  Rodríguez,  de  vein- 
tinueve años  de  edad,  agricultor  y  vecino  del  cantón 
del  Naranjo,  de  quien  es  defensor  el  señor  Víctor  Ro- 
jas Sancho,  mayor,  agente  de  negocios  judiciales  y 
vecino  de  la  ciudad  de  Alajuela,  por  el  delito  de 
hurto  de  un  reloj  de  bolsillo,  en  perjuicio  de  Ezequiel 
Solís  Velis,  hecho  que  ocurrió  en  abril  ó  mayo  de  mil 
novecientos  uno,  en  el  camino  de  San  Juan  á  la  Ba- 
rranca, de  dicho  cantón;  en  que  interviene  además  el 
representante  del  Ministerio  Público; 

Resultando: 

I? — Que  el  Juez  respectivo,  con  apoyo  en  los 
artículos  II  (incisS  14?),  15,25,38,57,74,76,83, 
468  (inciso  3?)  y  478  del  Código  Penal,  784  y  873. 
parte  tercera  del  Código  General  de  1841,  18  de  la 
ley  de  8  de  julio  de  1902  y  2?  de  la  de  3  de  julio  de 
1903,  á  las  dos  de  la  tarde  del  dos  de  agosto  del  año 
en  curso,  declaró  al  procesado  responsable  como  au- 
tor del  delito  referido  y  le  impuso  la  pena  de  arresto 
por  cuarenta  y  un  días  en  la  cárcel  de  Alajuela,  con 
las  accesorias  de  suspensión  de  cargo  ú  oficio  público 
y  pago  de  los  daños  y  perjuicios  causados  con  el  de- 
lito, con  abono  del  tiempo  por  que  haya  estado  preso. 
Dicho  Juez  consideró:  *m9 — La  identidad  del  reloj, 
objeto  de  la  delación,  así  como  la  propiedad  sobre  él 
del  delator,  ó  su  preexistencia  y  falta,  se  han  justifica- 
do con  la  confesión  jurada  del  ofendido  y  con  el  tes- 
timonio de  los  señores  Carlos  Beer,  Leonardo  Zamo- 
ra, Domingo  Rodríguez,  Eduardo  Oreamuno  y  Ra- 
fael Blanco,  comprobantes  del  cuerpo  del  delito  de 
hurto;  2? — La  presunción  legal  contra  Mariano  Solís, 
por  haberse  encontrado  en  su  poder  el  reloj,  ha  des- 
aparecido con  la  propia  confesión  del  ofendido  y  con 
la  de  Jerónimo  Navarro,  pues   de  ahí  resulta   demos- 
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trada  la  legitimidad  de  su  tenencia  de  la  cosa  y  co- 
rroborada la  verdad  de  su  dicho  á  ese  respecto;  3? — 
La  presunción  legal  contra  Jerónimo  Navarro,  por 
haber  dado  á  Mariano  Solís  el  reloj  en  comisión  de 
venta,  ha  cedido  también  ante  las  declaraciones  de 
los  señores  Daniel  y  Jacinto  Montero,  pues  de  ahí 
resulta  comprobada  la  legitimidad  de  su  tenencia  de 
la  cosa  y  corroborada  la .  verdad  de  su  dicho  á  ese 
respecto;  4? — En  lo  que  hace  á  la  responsabilidad 
criminal  del  procesado,  en  quien  recae  entonces  la 
presunción  legal  de  ser  el  autor  del  hecho,  hay  con- 
tra él  el  indicio  que  resulta  de  su  negativa  sobre  la 
circunstancia  comprobada  con  las  declaraciones  con- 
testes de  los  Monteros — de  haber  dado  en  prenda  el 
reloj  á  Navarro;  presunción  é  indicio  que  no  han  sido 
desvirtuados  por  las  pruebas  rendidas  por  la  defen3a 
en  el  plenario,  ya  que  la  buena  conducta  anterior  del 
procesado,  por  sí  sola,  sin  la  confesión  de  esa  circuns- 
tancia, apenas  constituye  en  la  especie  una  atenuante, 
aunque  muy  caliñcada  por  los  otros  conceptos  que 
exponen  los  testigos  en  favor  del  reo;  5? — Según  lo 
considerado  y  el  ¡nfcírme  de  los  peritos,  el  caso  se 
pena  con  presidio  interior  menor  en  su  grado  mínimo; 
pero  con  la  rebaja  de  un  grado  en  atención  también  á 
la  poca  gravedad  del  mal  causado  por  el  delito,  lo  qué 
hace  caer  la  pena  en  arresto  eil  su  grado  máximo  y 
en  su  extremo  menor;  imputación  que  lleva  consi- 
go las  accesorias  correspondientes;" 

2? — Que  en  virtud  de  alzada  interpuesta  por  el 
defensor  del  reo,  conoció  del  asunto  la  Sala  Segunda 
de  Apelaciones,  quien  á  las  tres  y  cuarto  de  la  tarde 
del  veintiuno  de  setiembre  último,  cambió  la  pena 
principal  impuesta  al  reo  por  la  de  presidio  interior 
menor  por  seis  meses,  elevó  á  igual  tiempo  la  suspen- 
sión de  cargo  ú  oficio  público  y  confirmó  en  lo  demás 
la  sentencia  apelada,  por  la  siguiente  razón:  "Que 
con  una  sola  atenuante  no  cabe  en  el  presente  caso 
degradación  de  la  pena  normal,  y  de  acuerdo  con  el 
artículo  74,  Código  Penal,  esta  Sala  se  limita  á  impo- 
nerla en  el  mínimum  y  la  fija  en  seis  meses  de  presi- 
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ducido  en  poder  del  depositario;  confirmó  el  fallo  ape- 
lado en  lo  que  se  refiere  á  jactancia  y  pago  de  frutos 
anteriores  á  la  demanda;  y  declaró  que  las  mejoras 
dichas  deben  entenderse  compensadas  con  las  desme- 
joras de  que  se  ha  hecho  mérito,  todo  sin  especial 
condenatoria  en  costas;  por  los  siguientes  motivos: 
**i9 — Que  reducida  como  está  la  apelación,  por  una 
parte  al  pago  de  frutos  posteriores  á  la  demanda,  y 
por  otra  á  la  jactancia,  pago  de  frutos  anteriores  al 
establecimiento  de  la  acción  y  á  la  satisfacción  de  me- 
joras, sobre  esos  puntos  únicamente  debe  recaer  el 
fallo  de  la  Sala;  2? — Que  si  bien  como  consecuencia 
del  dominio  que  la  sucesión  de  Pedro  Salazar  Corde- 
ro tiene  sobre  el  inmueble  objeto  del  l¡tigio,-á  ella 
corresponden  los  frutas  que  el  mismo  haya  producido 
desde  el  establecimiento  de  la  demanda,  constando, 
como  consta  de  autos,  que  á  poco  de  establecida  la 
acción,  la  finca  pasó  á  poder  de  un  depositario  judi- 
cial, no  procede  obligar  á  la  sucesión  de  Hidalgo  á 
satisfacer  dichos  frutos,  sino  declarar  simplemente 
que  la  parte  demandada  tiene  derecho  á  reclamarlos 
del  depositario;  3? — Que  le  resuelto  en  la  sentencia 
recurrida  en  orden  á  la  jactancia  y  pago  de  frutos  an- 
teriores al  establecimiento  de  la  demanda,  es  lo  que 
procede  con  arreglo  á  las  prescripciones  de  la  ley; 
4? — Que  en  relación  al  pago  de  mejoras,  apareciendo 
del  dictamen  de  la  mayoría  de  los  peritos,  que  las 
mejoras,  tal  como  en  la  actualidad  se  encuentran  ape- 
nas alcanzarán  á  compensar  las  desmejoras  sufridas 
por  la  finca  durante  el  tiempo  que  ella  estuvo  en  po- 
der de  Hidalgo  y  de  su  sucesión,  es  el  caso  de  no  con- 
denar al  pago  de  las  mismas  como  pretende  la  suce- 
sión demandante  ó  sea  la  de  Hidalgo;'* 

7? — Que  ambas  partes  han  interpuesto  recurso 
de  casación  de  la  seijtencia  de  segunda  instancia:  el 
apoderado  de  la  sucesión  Salazar  Cordero  y  Padilla 
Gamboa  por  estos  motivos:  i9 — Error  de  hecho  y  de 
derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba,  con  violación 
del  artículo  285  del  Código  Civil;  2? — Violación  de 
los  artículos  87,  88  y  179,  Código  de  Procedimientos 
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Civiles;  3? — Violación  é  infracción  de  los  artículos 
479  del  Código  Civil  y  4?  del  de  Procedimientos  Ci- 
viles, é  interpretación  errónea  del  artículo  85 1  ibídem. 
El  apoderado  de  la  sucesión  Hidalgo  Araya  alega 
violación  de  los  artículos  87,  inciso  2?,  del  Código  de 
Procedimientos  Civiles,  327  y  329  del  Civil  y  error 
de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba  pericial; 

89 — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

En  cuanto  al  recurso  de  la  sucesión  Salazar: 
1 9 — Que  el  artículo  285  del  Código  Civil  estima 
como  poseedor  de  buena  fe  al  que  en  el  acto  de  la  to- 
ma de  posesión  creía  tener  derecho  de  poseer,  y  no 
exige  como  lo  pretende  el  recurrente,  que  la  posesión 
sea  á  título  de  dominio,  mediante  un  contrato  de  que 
pudiera  derivarse  la  propiedad,  y  en  la  sentencia  re- 
currida se  han  apreciado  legítimamente  los  hechos 
que  caracterizan  la  buena  fe  en  la  posesión  de  que  se 
trata,  por  Iq  que  no  se  ha  violado  el  artículo  arriba 
dicho.  La  duda  de  que  se  hace  mérito  en  el  final  del 
considerando  noveno  de  la  sentencia  de  primera  ins- 
tancia, está  fundada  en  motivos  lógicos  que  justifican 
la  aplicación  del  artículo  286  ibid.  El  recurrente  se 
qireja  de  la  mala  apreciación  de  la  prueba  y  no  alega 
error  de  derecho  ó  de  hecho,  resultante  de  documen- 
tos ó  autos  auténticos,  que  demuestren  la  equivoca 
ción  del  juzgador; 

29 — Que  en  la  sentencia  recurrida  se  resuelven 
todos  y  cada  uno  de  los  puntos  en  debate  en  segun- 
da instancia  y  no  se  han  violado  los  artículos  87,  88 
y  179  del  Código  de  Procedimientos  Civiles; 

39 — Que  el  Juez  de  primera  instancia,  fundado  en 
lo  que  expresa  en  el  considerando  tercero  de  su  sen- 
tencia, declaró  que  la  sucesión  de  Rafael  Hidalgo  ha 
cumplido  la  prevención  que  se  le  hizo  de  establecer 
juicio  y  está  descargada  de  responsabilidad  al  respec- 
to; y  la  sentencia  recurrida,  al  confirmar  la  de  prime- 
ra instancia  en  este  particular,  no   ha   violado   el  ar- 
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tículo  4?,  Código  de  Procedimientos  Civiles,  ni  ha  in- 
terpretado erróneamente  el  851  íbídem,  ni  ha  violado 
el  479  del  Código  Civil; 

En  cuanto  al  recurso  de  la  sucesión  Hidalgo: 
Que  la  sentencia  recurrida,  al  declarar  que  las 
mejoras  deben  entenderse  compensadas  con  las  des- 
mejoras, implícitamente  decide:  que  no  existe  aumen- 
to en  el  valor  venal  de  la  cosa,  y,  como  tal  declara- 
toria ha  sido  motivada  por  la  gestión  de  la  contrade- 
manda y  la  de  la  contestación  de  folios  ochenta  y 
tres,  no  ha  fallado  contra  lo  dispuesto  por  el  artículo 
87,  aparte  segundo  del  Código  de  Procedimientos  Ci- 
viles. Tampoco  ha  violado  los  artículos  327  y  329  del 
Código  Civil,  ya  que  el  fallo  no  se  apoya  en  la  culpa 
de  la  sucesión  Hidalgo  sino  en  razones  de  otro  gé- 
nero; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida 
por  ambas  partes,  con  costas  procesales  á  cargo  de 
los  recurrentes;  y  con  certificación  de  la  presente,  de- 
vuélvanse los  autos  al  tribunal  de  su  procedencia. — 
A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jimé- 
nez.— A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, 
— Alfonso  Jiménez. 


Peñaranda  Murtllo 

(  2  10'  p.  m. — Noviembre  14) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  de  lo  Con  - 
tencioso- administrativo,  contra  Jpsé  Peñaranda  Mu- 
rillo,  de  cuarenta  años,  agricultor  y  vecino  del  barrio 
de  San  Juan  del  cantón  de  Santa  Bárbara,  de  quien 
es  defensor  el  señor  Leoncio  Martínez  Monje,  mayo  r 
de  edad,  agrimensor  y  vecino  de  la  ciudad  de  Alajue- 
la,  por  los  delitos  de  depósito  de  aguardiente  clan  - 
destino;  en  que  interviene  además  el  representante  del 
Ministerio  Público; 

Resultando: 

i9— Que  los  delitos  se  cometieron   en  el  solar  de 


—  sil- 
la casa  del  reo,  sita  en  el  barrio    de  su  domicilio,  uno 
el  veintidós  de  diciembre  del  año   próximo  pasado  y 
el  otro  el  catorce  de  enero  del  año  en  curso; 

2? — Que  en  sentencia  dictada  á  las  tres  y  media 
de  la  tarde  del  trece  de  julio  de  este  año,  el  Juez  res- 
pectivo declaró  al  procesado  responsable  de  los  rela- 
cionados delitos,  y  en  consecuencia,  lo  condenó  á  pa- 
gar la  multa  de  setecientos  colones  con  la  aplicación 
de  ley,  ó  en  su  defecto  á  confinamiento  por  doscien- 
tos cincuenta  y  dos  días  en  Tucurrique,  previo  abono 
del  tiempo  por  que  hubiere  estado  preso;  á  quedar 
suspenso  de  cargo  ú  oficio  publico;  á  perder  los  obje- 
tos que  le  fueron  aprehendidos  y  pagar  los  daños  y 
perjuicios  causados  con  sus  delitos;  dispuso  que  no 
podrá  el  reo  cumplir  la  pena  de  confinamiento  mien- 
tras no  hayan  trascurrido  los  treinta  días  señalados 
para  satisfacer  la  multa,  y  durante  los  cuales  perma- 
necerá en  arresto  en  la  Cárcel  Pública  de  esta  ciudad. 
En  tal  sentencia  se  citan  los  artículos  163,  164,  218, 
yyjf  780,  781  y  882,  parte  tercera  del  Código  Gene- 
ral de  1841;  721,  723,  725  y  728.  Código  Fiscal;  35  y 
36  de  la  ley  de  17  de  octubre  de  1^64^  3?,  7^,9^  y  18 
dé  la  de  18  de  julio  de  1903; 

3? — Que  en  virtud  de  recurso  interpuesto  por  el 
defensor,  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones,  á  las  nue- 
ve de  la  tfíañana  del  trece  de  setiembre  último,  decla- 
ró que  no  debía  tenerse  al  procesado  como  reinciden- 
te de  li.s  delitos  por  que  se  le  juzgs  y  cambió  por 
multa  de  doscientos  cincuenta  colones  ó  confinamien- 
to por  noventa  días  la  pena  principal  impuesta  al 
mismo  en  primera  instancia,  y  confirmó  en  sus  demás 
disposiciones  el  fallo  recurrido,  por  las  siguientes  ra- 
zones: **Que  fué  en  mil  novecientos  uno  cuando  se 
verificó  el  delito  de  depósito  de  aguardiente  clandes- 
tino que  el  Juez  toma  en  cuenta  para  aplicar  la  multa 
considerando  al  reo  como  reincidente.  Pero  el  artícu- 
lo 3?  de  la  ley  de  18  de  julio  de  1903,  que  establece 
la  punición  respectiva  evidentemente  se  refiere,  dada 
su  redacción  al  hablar  de  reincidencias,  al  caso  de  que 
tanto  el  primero  como    los    posteriores  delitos  se  co- 
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bado  según  los  artículos  778.  779  y  784  del  Código 
de  Procedimientos  Crimínales,  35  y  36  de  la  Ley 
Adicional  de  17  deoctubre  de  1864;  II. — Que  las  prue- 
bas rendidas  por  la  defensa  no  han  desvirtuado  en 
manera  alguna  el  cargo  imputado  á  los  procesados 
José  Chaves  Araya,  Rafael  Hernández  Acosta  y 
Francisco  Ulate  Hernández  y  aunque  la  defensa  qui- 
so demostrar  la  coartada,  las  pruebas  ofrecidas  al 
efecto  resultaron  adversas  á  sn  pretensión,  quedando 
en  pie  por  consiguiente  el  dicho  ó  confesión  del  pro- 
cesado Chaves  Araya.  corroborada  por  la  declaración 
délos  testigos  Juan  Pedro  Montero,  Teresa  Benavides 
y  Alejandro  Román,  de  cuyos  testimonios  se  des- 
prende claramente  que  los  tres  procesados  son  los 
autores  del  delito  de  robo  á  que  se  contrae  esta  causa; 
III. — Que  por  lo  expuesto,  los  procesados  dichos  son 
acreedores  al  castigo  que  la  ley  señala  á  su  delito, 
comprendido  en  el  artículo  463  del  Código  Penal,  que 
impone  presidio  interior  menor  en  sus  grados  medio 
á  máximo;  IV. — Que  en  favor  de  los  procesados  no 
se  ha  justificado  ninguna  circunstancia  atenuante, 
pues  aunque  el  defensor  de  Alvarez  alega  la  9?  del 
artículo  1 1  del  Código  Penal,  no  puede  tomarse  en 
cuenta  porque  carece  de  uno  de  sus  requisitos  esen- 
ciales, á  saber:  *'ser  el  primer  delito  por  que  se  le 
procesa",  pues  de  autos  consta  lo  contrario;  V. — 
Que  en  cambio  «^í  existen  comprobadas  en  autos  en 
contra  de  los  reos  las  agravantes  12?  y  16?  del  artí- 
culo 12  del  Código  citado;  y  en  contra  de  Chaves 
ademá.s  de  éstas,  existe  la  15?  del  mismo  artículo; 
VI — Que  en  vista  de  las  agravantes  enumeradas,  el 
Juzgado  podría  aplicar  la  pena  inmediatamente  supe- 
rior en  grado  al  máximo  designado  por  la  ley  según  el 
artículo  75  del  Código  Penal;  pero  en  atención  al  po- 
co  mal  producido  con  el  delito,  puesto  que  el  ofendido 
recobró  la  mayor  parte  de  lo  robado,  el  infrascrito  fija 
la  pena  en  tres  años  de  presidio  interior  menor  des- 
contable en  el  de  San  Lucas;  VII. — Que  también  de- 
ben aplicarse  á  los  reos  las  accesorias  determinadas 
por  los  artículos    37,  92  y  95  del  Código  Penal"; 
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3? — Que  en  virtud  de  recurso  interpuesto  por 
los  defensores,  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones,  á  la 
una  y  media  de  la  tarde  del  veintidós  de  setiem- 
bre último,  con  cita  del  artículo  36  del  Código  Penal, 
cambió  la  pena  principal  impuesta  al  reo  José  Cha- 
ves Araya  por  la  de  presidio  interior  mayor  por  cin- 
co años,  con  inhabilitación  absoluta  perpetua  para 
cargos  y  oficios  públicos  y  derechos  políticos  y  abso- 
luta para  profesiones  titulares  mientras  dure  la  conde- 
na, y  confirmó  en  sus  demás  partes  el  fallo  apelado, 
por  las  razones  siguientes:  **I. — Que  de  autos  sólo 
consta  como  agravante  común  á  los  tres  procesados 
la  12?  del  artículo  12,  Código  Penal.  La  16?  que  el 
Juez  da  por  comprobada  como  agravante  comuna  los 
tres  reos,  no  lo  está  más  que  respecto  de  José  Cha- 
ves Araya,  según  certificación  visible  al  folio  cin- 
cuenta y  seis  y  siguientes.  No  existe  comprobación 
alguna  que  abone  el  dicho  del  Juez  respecto  de  exis- 
tir esa  agravante  en  cuanto  á  Francisco  Ulate,  acer- 
ca del  cual  no  hay  constancia  alguna  de  que  haya 
sido  penado  por  otro  delito.  Y  en  cuanto  á  Rafael 
Hernández  lo  que  consta  es  que  fué  castigado  con 
confinamiento  por  el  delito  de  lesiones  (certificación 
citada),  delito  que  no  es  de  la  especie  del  que  se  tra- 
ta en  estos  autos  y  por  el  cual  tampoco  se  puede  es- 
timar en  su  contra  la  agravante  15?,  porque  ese  delito 
tiene  pena  menor  que  el  de  robo.  También  es  gratui- 
ta la  imputación  en  contra  de  Chaves  de  la  dicha 
agravante  15?,  porque  ni  el  delito  de  hurto  á  que  se 
refiere  la  certificación  citada  tiene  igual  ó  mayor  pe- 
na que  el  de  robo  por  que  ahora  se  le  juzga,  ni  aun- 
que tuviera  igual  ó  mayor  pena  dicho  hurto,  podría 
servir  un  solo  hecho  para  computar  dos  agravantes,  la 
de  reincidencia,  que  ya  queda  estimada  (agravante 
16^)  y  la  de  haber  sido  castigado  anteriormente  por 
delito  á  que  la  ley  señala  igual  ó  mayor  pena 
(agravante  15?);  II. — Por  consiguiente  sólo  existe 
en  contra  de  los  tres  procesados  la  agravante  12?, 
pues  el  hecho  delictuoso  fué  ejecutado  no  sólo  de  no- 
che  sino  también  en  despoblado,  y  dada  la  naturaleza 
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y  accidentes  del  delito,  estimadla  Sala  que  está  bien 
imputada  esa  agravante;  y  en  contra  sólo  de  Chaves, 
además  la  agravante  l6?,  por  estar  demostrado  que 
es  reincidente  en  delito  de  la  misma  especie.  La 
pena  imponible  es  la  del  artículo  463,  Código  Penal, 
esto  es,  presidio  interior  menor  en  sus  grados  medio 
á  máximo;  que  respecto  de  Chaves,  estima  la  Sala 
que  debe  agravarse  con  el  aumento  de  un  grado  por 
la  importancia  de  las  dos  agravantes  que  existen  en  sa 
contra  y  por  no  existir  ninguna  atenuante  (artí- 
culo 75  ibídem);  y  por  consiguiente  es  el  caso  de  ím- 
poner  la  pena  de  presidio  interior  mayor  en  su  gra- 
do mínimo  (Escala  número  i  del  artículo  66  ibídem). 
Respecto  de  los  otros  dos  delincuentes  cabe  mantener 
la  punición  impuesta  por  la  sentencia,  no  por  los  mo- 
tivos que  ésta  expresa,  para  no  agravar  la  pena  con 
el  aumento  de  un  grado,  sino  porque  según  queda 
expuesto,  no  hay  contra  ellos  más  que  una  agravante. 
No  se  impone  la  pena  en  el  extremo  mayor  respecti- 
vo á  ninguno  de  los  procesados,  por  la  consideracióa 
que  hace  el  Juez  del  poco  daño  causado,  siendo  de 
advertir  que  no  debe  extenderse  á  otro  efecto  el  al- 
cance de  tal  consideración,  y  que  por  lo  tanto  no  es 
aceptable  el  criterio  de  la  sentencia  examinada  que 
se  funda  en  ella,  como  si  se  tratara  de  una  atenuante, 
para  no  aumentar  en  un  grado  la  pena"; 

4? — Que  el  defensor  de  Ulate  y  Hernández 
Acosta  ha  interpuesto  recurso  de  casación  de  la  sen- 
tencia de  segunda  instancia  por  los  siguientes  moti- 
vos: I? — Apreciación  errónea  de  hecho  y  de  derecho 
en  la  prueba  constante  en  autos;  2V — Aplicación  in- 
debida de  los  artículos  730  y  840,  parte  tercera  del 
Código  General  de  1841,  36  de  la  Ley  Adicional  y 
463  del  Código  Penal;  3? — Violación  é  infracción  del 
artículo  16  del  Código  Penal; 

5? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  defec- 
to; y 

Considerando: 

I? — Que  los  procesados  Francisco   Ulate  y   R'a-    ' 
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fael  Hernández  son  coautores  en  el  delito  de  robo 
por  que  se  ha  seguido  esta  causa,  por  haber  tomado 
parte  inmediata  y  directa  en  la  ejecución  del  hecho, 
y  la  apreciación  de  la  prueba  rendida  á  este  respecto 
corresponde  á  los  jueces  de  instancia  de  acuerdo  con 
las  reglas  de  una  sana  critica,  conforme  lo  dispone 
el  artículo  1 8  de  la  ley  de  8  de  julio  de  1902; 

29-^Que  este  Tribunal  no  puede  sustituir  su 
propio  criterio  al  de  la  Sala  sentenciadora  si  no  es 
por  error  de  hecho  ó  de  derecho  en  la  apreciación  de 
las  pruebas,  y  en  el  presente  caso  no  aparece  error  al- 
guno demostrado  en  los  autos;  por  lo  tanto,  no  puede 
declararse  la  aplicación  indebida  que  se  reclama  de 
los  artículos  730  y  840  de  la  parte  tercera  del  Código 
General  de  1841  y  453  del  Código  Penal,  ni  ha  habi- 
do la  violación  ó  infracción  que  también  se  alega 
del  artículo  16  del  mismo  Código  Penal; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida 
y  devuélvanse  los  autos  al  tribunal  de  su  proceden- 
cia con  certificación  de  la  presente. — A.  Alvarado. — 
J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zam- 
brana, — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso  Ji- 
ménez. 

Muñoz  v.  Cascante,  y  Cedeño 

{  i}4  P'   ni. — Noviembre  21) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  2?  del  Cri- 
men de  esta  provincia,  contra  Tarsicio  Cascante  Fon- 
seda,  de  veintiséis  años,  agricultor;  Luis  Cedeño  Cas- 
tro, de  treinta  y  cinco  años,  artesano,  y  Darío  Cas- 
cante Arias,  de  cuarenta  y  tres  años,  agricultor,  todos 
vecinos  del  barrio  de  San  Sebastián  de  este  cantón, 
por  el  delito  de  lesiones  á  Esteban  Agüero  Bermd- 
dez.  Agente  de  Policía  del  lugar,  mayor,  agricultor 
y  del  mismo  vecindario;  en  la  cual  han  intervenido 
además  de  los  reos,  su  defensor  señor  Ricardo  Brenes 
Volio,  agente  de  negocios  judiciales,  el  señor  Basileo 
Muñoz  Castro,  pasante  en  derecho,  como   apoderado 
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del  ofendido,  quien  ñgura  como  parte  acusadora,  am- 
bos mayores  y  de  este  vecindario;  y  el  representante 
del  Ministerio  Público; 

Resultando: 

i^ — Que  el  hecho  ocurrió  como  á  las  ocho  de  la 
noche  del  cinco  de  abril  de  mil  novecientos  tres,  cer- 
ca del  puente  del  río  "María  Aguilar".  en  el  camino 
que  conduce  de  esta  ciudad  al  barrio  de  San  Sebas- 
tián; 

2? — Que  en  la  sentencia  de  primera  instancia, 
dictada  á  las  tres  y  media  de  la  tarde  del  trece  de  ju- 
nio de  este  año,  se  declara  sin  lugar  la  tacha  puesta 
á  los  testigos  Pedro  Meléndez  y  Federico  Arias  Gue- 
vara, y  con  lugar  la  puesta  á  Ramón  Meléndez,  Ur* 
baño  Arias  y  Eduardo  Mora;  y  que  son  responsables 
como  autores  del  delito  los  procesados,  á  quienes  se 
condena  á  la  pena  de  arresto  por  cuarenta  días  en  la 
Cárcel  Pública  de  esta  ciudad,  previo  abono  del  tiem- 
po por  que  hubieren  estado  presos;  á  quedar  suspea- 
sos  de  cargo  ú  oficio  público  mientras  dure  la  conde- 
na y  á  la  pérdida  del  arma  con  que  lo  cometieron.  Al 
efecto  el  Juez  consideró:  **I. — Que  con  las  declara- 
ciones recibidas  y  dictámenes  médico  legales,  esta 
autoridad  tiene  por  legalmenie  constituido  el  cargo 
del  delito  de  lesiones  cometido  en  perjuicio  de  Este- 
ban Agüero  y  del  que  son  autores  responsables,  Luis 
Cedeño  Castro,  Darío  Cascante  Arias  y  Tarsicio  Cas- 
cante Fonseca,  á  quienes  se  debe  castigar  con  la  pe- 
na señalada  por  la  ley  (artículos  r9,  15  y  57,  Código 
Penal);  II. — El  caso  concreto  se  halla  comprendido 
en  el  artículo  422  en  relación  con  el  aparte  2?  del 
artículo  425,  ambos  del  Código  Penal,  y  es  castiga- 
do con  arresto  en  su  grado  medio;  III. — Que  no 
existe  comprobada  en  autos  ninguna  circunstancia 
que  atenúe  la  responsabilidad  penal  y  sí  la  agravante 
13  del  artíí:ulo  12  del  Código  ibídem  y  de  acuerdo 
con  el  artículo  74,  mismo  Código,  se  debe  aplicar  en 
el  máximum  la  pena  imponible  á  los  reos;  IV. — Que 
esta  autoridad  fija  en  cuarenta  días  de   arresto   en  su 
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grado  medio,  descontable  en  la  Cárcel  Pública  de 
Varones  de  esta  ciudad,  la  pena  á  que  los  reos  se  han 
hecho  acreedores  com  su  delito,  previo  abono  del 
tiempo  sufrido  de  prisión;  V. — Que  junto  con  la 
principal  se  deben  imponer  á  los  reos  las  penas 
accesorias  (artículo  83  del  Código  Penal);  VI. — La 
tacha  puesta  al  testigo  Pedro  Meléndez  debe  decla- 
rarse sin  lugar  por  no  ser  la  enemistad  que  para  fun- 
damentarla se  alegó,  á  la  que  se  reñere  el  artículo  194 
del  Código  de  Procedimientos  Penales.  La  tacha 
puesta  al  testigo  Federico  Arias  Guevara  debe  de- 
clararse sin  lugar  por  cuanto  consta  de  autos  que 
cuando  declaró  sí  tenía  la  edad  que  para  ser  testigo 
exige  la  ley  (artículo  192,  Código  de  Procedimientos 
Penales).  La  tacha  puesta  á  los  testigos  Ramón  Me- 
léndez y  Urbano  Arias  debe  declararse  con  lugar, 
pero  esta  autoridad  da  crédito  al  dicho  de  estos  tes- 
tigos de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  18 
de  la  ley  de  8  de  julio  de  1902.  La  tacha  puesta 
al  testigo  Eduardo  Mora  debe  declararse  con  lugar 
por  cuanto  esta  autoridad  nota  que  existe  contradic- 
ción en   sus  declaraciones"; 

3? — Que  en  virtud  de  recurso  interpuesto  por  el 
defensor  de  los  procesados  conoció  de  la  causa  la  Sa- 
la Segunda  de  Apelaciones,  quien  falló  á  la  una  de 
la  tarde  del  veinte  de  setiembre  último,  confirmando 
en  todas  sus  partes  la  sentencia  recurrida,  por  consi- 
derar que  está  arreglada  al  mérito  del  proceso  y 
ajustada  á  las  leyes  en  que  se  funda; 

4? — Que  ambas  partes  han  interpuesto  recurso 
de  casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia.  El 
acusador  alega  error  de  hecho  y  de  derecho  en  la 
aplicación  de  la  pena  y  violación  del  artículo  74,  Có- 
digo Penal,  porque  existiendo  dos  agravantes  además 
de  la  considerada  por  el  Juez,  contra  los  reos,  debió 
habérseles  impuesto  la  pena  superior  en  un  grado  á 
la  aplicada;  error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  aprecia- 
ción de  las  pruebas,  con  violación  de  los  artículos  12, 
incisos  I?  y  69,  y  74  del  Código  Penal,  y  como  con- 
secuencia, error  de  derecho  al  aplicar   indebidamente 
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que  Pedro  Sánchez,  poco  tiempo  ante>  de  su  falleci- 
miento, se  hospedó  en  su  casa,  permaneció  en  ella 
durante  su  enfermedad  hasta  su  muerte,  ó  sea  desde 
el  veintiséis  de  agosto  hasta  el  diez  y  ocho  de  noviem- 
bre del  año  próximo  pasado  en  que  murió;  que  en 
todo  ese  lapso  él  le  suministró  de  su  propio  peculio, 
los  alimentos  y  le  prestó  los  auxilios  necesarios,  in- 
clusive sus  servicios  personales,  los  de  su  espKisa  é  hi- 
jos, con  todo  el  cuidado  y  esmero  que  demandaba  su 
grave  enfermedad,  y  después  de  la  muerte  del  señor 
Sánchez,  hizo  los  gastos  de  entierro,  funerales,  nove- 
nario y  demás  que  se  ocasionarv>n;  que  iniciad  o  el 
juicio  de  sucesión,  á  solicitud  de  él  fué  acumulado  al 
de  Joaquina  y  Valentín  Sánchez;  que  siendo  albacea 
provisional  de  dichas  sucesiones,  suplió  costas  por 
valor  de  veintitrés  colones  treinta  céntimos,  y  Fran- 
cisco Quirós  le  pagó  ciento  cuatro  colones  que  adeu- 
daba á  Pedro  Sánchez,  y  de  esa  suma  aplicó  parte  á 
cubrir  la  de  costas,  y  el  resto,  hasta  donde  alcanzó,  al 
pago  de  los  gastos  de  entierro,  etc.;  que  oportuna- 
mente reclamó  ciento  cuarenta  colones  diez  céntimos 
por  gastos,  y  ochenta  y  dos  colones  por  servicios,  y 
también  el  valor^de  las  costas;  pero  como  en  la  junta 
de  interesados,  se  desconoció  el  hecho  de  que  los  gas- 
tos y  costas  hayan  sido  pagados  con  dinero  suyo, 
dando  por  razón  el  que,  según  ellos,  Pedro  Sánchez 
tenía  dinero  en  efectivo  al  tiempo  de  su  muerte;  y 
que  por  lo  expuesto,  demanda  á  la  sucesión  para  que 
se  declare:  i? — Que  e¿  en  deberle  la  suma  de  ciento 
cuarenta  colones  diez. céntimos  á  que  ascie1)de  su  re- 
clamo de  gastos  de  entierro,  funerales  y  novenario 
del  causante  Pedro  Sánchez  Sánchez;  2?,  que  es 
en  deberle  igualmente  la  suma  de  ochenta  y  dos  co- 
lones á  que  asciende  su  reclamo  por  servicios  presta- 
dos al  mismo  Pedro  Sánchez,  ó  en  su  defecto  la  suma 
que  fijen  peritos;  3?,  que  también  es  en  deberle  la 
suma  de  veintitrés  colones  treinta  céntimos  á  que  as- 
cienden las  costas  suplidas  por  él  en  la  mortuoria;  y 
49,  que  debe  pagarle  como  cantidad  líquida,  el  saldo 
que  resulte  de  sus  predichos  reclamos,  deducidos   los 
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ciento  cuatro  colones,  valor  del  papfaré  de  Francisco 
Quirós,  más  las  costas  personales  y  procesales  de  esta 
demanda,  la  cual  funda  en  los  artículos  548,  125$, 
inciso  69  (sentencia  de  casación  de  4  de  octubre  de 
1889),  693  y  1043  t^el  Código  Civil  y  i9  del  de  Pro- 
cedimientos Civiles; 

29 — El  albacea  de  la  sucesión  demandada  con- 
testó negativamente  la  demanda  estabkcida,  y  mani- 
festó que  el  causante  tenía  al  tiempo  de  su  muerte 
dinero,  pues  el  veintitrés  de  setiembre  del  año  pasa- 
do les  señores  Nicolás  Hernández  y  Ramona  Torres 
le  pagaron  ciento  noventa  colones,  y  el  mismo  día  de 
su  fallecimiento  entregó  la  señora  Nemesia  Quirós  á 
Jacinto  Valverde,  cuarenta  colones  que  adeudaba  al 
.  causante;  y  que  en  resumen  daba  la  misma  contesta- 
ción de  desconocimiento  que  dio  en  la  junta  referida; 
39 — El  Juez  Civil  de  Cartago,  quien  conoció  del 
juicio  en  única  instancia,  á  las  tres  de  la  tarde  del 
diez  y  seis  de  setiembre  último,  con  apoyo  en  los  artí- 
culos 535,  763,  1043  ^*^^  Código  Civil,  338  y  1072 
del  de  Procedimientos  Civiles,  declaró  con  lugar  la 
demanda  establecida  y  el  incidente  que  indica  el  con- 
siderando primero  que  se  dirá,  y  en  consecuencia 
condenó  á  la  sucesión  demandada  á  pagar  al  actor 
las  sumas  siguientes:  veintitrés  colones  treinta  cénti- 
mos, valor  de  las  costas  suplidas  en  la  mortuoria;  cien- 
to cuarenta  colones  diez  céntimos,  valor  de  les  gastos 
de  funeral,  entierro  y  otros  que  se  especifican  en  los 
recibos  presentados,  y  ochenta  y  un  colones  como 
honorarios  por  servicios  prestados  al  causante,  ó  sea 
un  total  de  doscientos  cuarenta  y  cuatro  colones 
cuarenta  céntimos,  del  cual  debe  deducirse  la  can- 
tidad de  ciento  cuatro  colones,  á  que  se  refiere  el 
cuarto  extremo  de  la  demanda;  y  condenó  á  la 
parte  demandada  en  las  costas  procesales  del  juicio. 
Al  efecto  consideró  dicho  Juez:  **i9 — Que  debe  de- 
clararse con  lugar  la  nulidad  alegada  por  la  parte 
demandada  en  el  incidente  cuya  resolución  se  re- 
servó para  este  fallo,  por  haberse  evacuado  la  dili- 
gencia cometida  al   Juez   Primero  Civil    de  San  Jo- 
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sé,  sin  el  señalamiento  de  día  necesario  para   que    la 
parte  articulante  pudiera  haber  concurrido  á  ella;  pero 
sin  mayor  consecuencia  por  parte  del    actor    respecto 
de  la  influencia  de  los  recibos  respectivos  por    haber 
sido  reconocidos  como  se  ve  en  la  contestación    de  la 
demanda;   2?— Que  refiriéndose  en  parte  la  demanda 
al  cobro  de  veintitrés  colones  treinta  céntimos,  valor 
de  unas  costas,  y  de  ciento  cuarenta  colones  diez  cén- 
timos, valor  de  los  gastos  de  funeral    y    entierro    del 
causante,  y  otros,  de  los  cuales  se    desconocieron    se- 
senta y  nueve  colones  diez  céntimos    de    la    segunda 
porción  y  se  reconocieron    los    demás,    á    reserva   de 
que  se  comprobara  que  Valverde  los  había  sufragada 
de  su  propio  peculio;  y  estando  justificado  con  el  re- 
conocimiento de  los    recibos    rechazados,    hecho  por 
las  personas  que  los  extendieron,  la  certeza   del    des- 
embolso de  la  cantidad  de  sesenta    y    nueve    colones 
diez  céntimos,  el  caso  queda  simplificado  á  averiguar 
SI  con  la  demás  prueba  rendida  puede  resolverse   que 
el  demandante  hizo  los  gastos  á  que  alude  su  reclamo 
con  dinero  propio  y  no  del  causante  Pedro    Sánchez, 
como  lo  pretende  la  parte  demandada;     3?_Que   en 
ese  orden  hay  que  decidir  que  sí  es  favorable  la  prue- 
ba evacuada,  á  Valverde,  pues  aparte  de  aparecer  de 
realce  su  condición  de  hombre  honrado,  trabajador  y 
de  un  relativo  acomodo,  su  exposición  de  hechos  ex- 
plicativa de  la  intervención  tenida  en  los  negocios  de 
Sánchez  al  recibir  algunas  cantidades   por  su  cuenta, 
satisface,  pues  se  ve  claramente  la  inversión  de   ellas' 
y  por  los  autos  se  corrobora,  pues  se  evidencia  el  ca- 
mino seguido  por  el  dinero  en    diferentes  préstamos. 
Frente  á  lo  expuesto  sólo  se  alza  la  voz    de  una   de- 
clarante, Nemesia  Quirós,  quien  afirma  que  le  entregó 
sumas  diferentes  de  dinero  á  Valverde.  de   pertenen- 
cia de  Pedro  Sánchez;  pero  esa  afirmación  no  es  aten- 
dible, tanto  por  el  relativo  interés  que  en    afirmar   la 
entrega  del  dinero  pudiera   tener   la    testigo,    cuanta 
porque  su  dicho  en  el  particular  es  único  y   se  refiere 
á  una  época  en  que  Sánchez  todavía  no   estaba   hos- 
pedado en  casa  de  Valverde,  sino   que   trabajaba   en 
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"La  Línea".  Las  otras  declaraciones  que  se  pudie- 
ran llamar  adversas,  de  Nicolás  Hernández,  Ramona 
Torres,  Francisco  y  Juan  Quirós  y  Venancio  Ramí- 
rez, tienen  su  explicación,  pues  compaginadas  unas 
con  otras  no  están  en  desacuerdo  con  lo  explicado 
por  Valverde,  dado  que  en  claro  sólo  resulta  la  en- 
trega de  ciento  noventa  colones  que  quedaron  redu- 
cidos á  ciento  cuatro  como  del  expediente  puede  ver- 
se. Lo  único  que  se  puede  deducir  por  otro  lado  de 
ellas  es.  no  que  Valverde  hiciera  los  gastos  que  cobra 
con  dinero  de  Sánchez,  sino  que  éste  daba  á  interés 
sus  economías  ganadas  al  jornal;  4? — Que  por  todo 
lo  expuesto,  lo  lógico  es  aceptar  que  los  pagos  fueron 
hechos  con  dinero  propio  de  Valverde,  ya  que  den- 
tro de  los  posibles  recursos  con  que  podría  contar 
una  persona  como  el  actor,  no  es  remoto  asegurar 
que  pueda  sufragar  el  gasto  de  una  suma  relativa- 
mente pequeña  como  á  la  que  monta  el  reclamo,  bien 
sea  por  medio  del  crédito  ó  en  otra  forma.  Además, 
lo  fundamental  es  que  la  presunción  de  que  el  que 
paga,  paga  con  dinero  propio,  no  ha  sido  desvirtuada 
en  este  caso  y  por  consiguiente  favorece  á  Val- 
verde,  quien  sí  ha  demostrado  con  el  dicho  de  las 
personas  que  extendieron  los  recibos,  en  que  se  de- 
talla la  cuenta,  que  hizo  los  desembolsos  en  cuestión 
sin  intervención  de  otras  personas;  5? — Que  en  cuan- 
to ai  pago  de  los  gastos  hechos  para  celebrar  los 
nueve  días,  como  es  costumbre  en  el  pueblo,  no  pue- 
de dejar  de  mandarse  hacer  atendiendo  á  la  posible 
observación  de  ser  gastos  innecesarios  con  que  se 
carga  á  la  sucesión,  porque  fuera  de  la  costumbre  que 
los  autoriza,  parece  que  en  este  caso  influyera  en  el 
ánimo  4e  Valverde  al  hacerlos,  el  evitar  la  censura 
del  vecindario"  tildándolo  de  descuidado  en  la  no  ce- 
lebración de  los  nueve  días  de  una  persona  muerta 
en  su  casa  y  á  quien  tal  vez  podría  heredar;  6? — Que 
en  cuanto  la  acción  se  dirige  al  cobro  de  servicios, 
también  debe  declararse  procedente,  porque  hay  justi- 
ficación plena  de  la  asistencia  prestada  al  causante 
por  Valverde  y  su  familia,  tanto  en  su  lecho  de  muer- 
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te  como  antes  durante  un  término  de  dos  meses  y 
tres  semanas.  La  estimación  dada  por  los  peritos  y 
hecha  por  el  demandante,  antes  que  exagerada,  pa- 
rece módica,  pues  en  el  cobro  va  envuelto  el  valor  de 
los  alimentos;  y  la  circunstancia  que  resulta  en  con- 
tra de  algunas  declaraciones  en  que  se  asegura  haber 
visto  en  pie  y  en  la  calle  al  enfermo  durante  el  tiem- 
po á  que  alude  la  demanda,  no  es,  sino  aparente,  pues 
fuera  de  que  la  asistencia  siempre  puede  hacerse  y  se 
hace  de  personas  que  pueden  valerse  por  si  mismas,  es 
la  verdad  que  la  dieta  que  se  exige  es  módica  y  con- 
cuerda con  los  servicios  que  aun  en  esa  forma  pudie- 
ron prestarse;*' 

49 — El  albacea  de  las  sucesiones  demandadas  ha 
interpuesto  recurso  de  casación  de  la  sentencia  de  pri- 
mera instancia,  por  aplicación  é  interpretación  erró- 
nea del  artículo  338,  Código  de  Procedimientos  Civi- 
les, porque  el  Juez  da  por  probado  que  en  favor  de 
Sánchez  se  hicieron  varios  gastos  como  los  de  funeral 
y  entierro  del  causante,  y  otros,  por  el  solo  reconoci- 
miento de  los  respectivos  recibos,  siendo  que  el  texto 
citado  exige  la  pluralidad  cuando  menos  de  dos  tes- 
tigos; error  de  derecho  en  la  apreciación  de  las  prue- 
bas y  violación  del  artículo  719  del  Código  Civil,  al 
declararse  con  lugar  la  acción; 

5? — La  misma  parte  amplió  su  recurso  el  día  de 
la  vista  alegando:  a)  Aplicación  indebida  y  violación 
del  artículo  1043  del  Código  Civil  al  tener  por  existen- 
te un  cuasicontrato  de  arrendamiento  de  servicios 
entre  Jacinto  Val  verde  y  Pedro  Sánchez  Sánchez;  b) 
Interpretación  errónea  y  violación  del  artículo  1043, 
Código  Civil,  al  condenar  á  la  sucesión  de  éste  á  pa- 
gar al  señor  Jacinto  Valverde  la  suma  de  ochenta  y  un 
colones  por  valor  de  sus  servicios,  y  violación  del  ar- 
tículo 719  ibídem,  pues  tales  servicios  no  se  deben  ni 
existe  en  autos  justificación  de  ellos;  c)  Interpreta- 
ción errónea  y  violación  del  artículo  1043  ^^^  Código 
Civil  al  ordenar  á  la  sucesión  demandada  el  pago  de 
todos  los  gastos  que  Jacinto  Valverde  dice  hizo  en 
los  nueve  días  de  Pedro   Sánchez;  d)     Error  de   de- 
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recho  en  la  apreciación  de  las  pruebas  en  lo  referente 
al  pago  de  servicios,  pues  no  consta  siquiera  desde 
cuándo  principiaron  á  prestarse,  y  el  Juez  a  quo  da 
por  comprobado  un  período  ñjo,  al  cual  ordenó  darle 
estimación; 

6? — En  los  procedimientos  no  se  nota  defecto;  y 

Considerando: 

1 9 — Que  no  se  aplica  indebidamente  ni  se  inter- 
preta mal  en  la  sentencia  recurrida  el  artículo  338  del 
Código  de  Procedimientos  Civiles,  porque  el  Juez  da 
por  probado  el  monto  de  los  gastos  hechos  en  la  asis- 
tencia personal  de  Pedro  Sánchez  en  su  funeral,  en- 
tierro y  demás  que  hizo  Jacinto  Valverde,  no  sola- 
mente en  vista  de  los  recibos  reconocidos  como  pre- 
tende el  recurrente,  sino  también  en  virtud  de  otros 
testimonios  que  comprueban  que  Valverde  los  hizo  de 
sus  propios  fondos  y  conforme  al  uso  corriente  en 
esos  casos  entre  las  gentes  de  su  clase,  y  el  criterio 
del  juzgador  informado  por  las  pruebas  del  proceso, 
está  bien  fundado  conforme  á  las  reglas  de  la  sana 
crítica  y  no  debe  modificarse,  puesto  que  no  se  ha  de- 
mostrado con  documentos  ó  actos  auténticos  la  equi- 
vocación evidente,  ni  aparece  el  error  de  derecho  co- 
metido en  la  violación  del  artículo  719  jlel  Código  Ci- 
vil (963,  inciso  7?,  Código  de  Procedimientos  Civiles); 

2? — Que  tampoco  se  ha  interpretado  mal  ni  a- 
pilcado  indebidamente  ni  violado  el  artículo  1043, 
Código  Civil,  que  enuncia  la  doctrina  de  que  los  he- 
chos lícitos  y  voluntarios  producen,  sin  necesidad  de 
convención,  derechos  ú  obligaciones  civiles  en  cuanto 
aprovechan  ó  perjudican  á  terceros,  porque  la  suce- 
sión de  Sánchez  se  ha  aprovechado  de  los  prestados  á 
su  causante  erí  vida  asistiéndolo  y  alimentándolo  per- 
sonalmente y  después  de  su  muerte  enterrándolo  y 
tributándole  los  honores  consiguientes  conforme  la 
costumbre  de  su  clase  social;  la  sentencia  recurrida 
debe  mantenerse  declarándose  la  improcedencia  del 
recurso  interpuesto; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  deman- 


I 
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dada  y  con  certificación  de  la  presente,  devuélvanse 
los  autos  al  tribunal  de  su  procedencia.  Son  á  car- 
go del  recurrente  las  costas  del  recurso.  A.  Alvara- 
do. — J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A. 
Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí,  Alfonso 
Jiménez. 


Espinosa  y  Mora 

('2^  p.  m. — Noviembre  22  ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  2?  del  Cri- 
men de  esta  provincia  contra  José  Espinosa  Mena,  de 
veintinueve  años,  agricultor  y  vecino  de  Monte  Re- 
dondo, del  cantón  de  Aserrí,  por  el  delito  de  lesiones 
á  Manuela  Mora  Fallas,  y  contra  Rafael  Mora,  de  úni- 
co apellido,  de  diez  y  seis  años,  agricultor  y  del  mismo 
domicilio,  por  lesiones  inferidas  al  primero;  en  la  cual 
han  intervenido  además  de  los  procesados,  los  señores 
Ricardo  Brenes  Volio,  procurador,  y  licenciado  Víctor 
Trejos  Castro,  abogado,  ambos  mayores  de  edad  y  de 
este  vecindario,  como  defensores  de  Espinosa  y  Mora, 
respectivamente,  y  el  representante  del  Ministerio  Pú- 
blico; 

Resultando: 

1 9  — Que  los  hechos  á  que  la  causa  se  refiere  ocu- 
rrieron en  la  casa  de  la  ofendida  como  á  las  seis  de  la 
mañana  del  diez  y  nueve  de  marzo  del  año  próximo 
pasado; 

2?— Que  el  Juez  Segundo  del  Crimen,  á  la  una  de 
la  tarde  del  diez  y  nueve  de  junio  del  año  en  curso; 
declaró  á  Espinosa  autor  responsable  de  las  lesiones 
causadas  á  la  señora  Mora,  y  le  condenó  á  la  pena  de 
presidio  interior  por  seis  meses,  con  abono  del  tiempo 
por  que  hubiere  estado  preso;  á  perder  el  arma  con 
que  cometió  el  delito;  á  pagar  los  daños  y  perjuicios 
ocasionados  con  el  mismo  y  á  quedar  suspenso  de  car- 
go u  oficio  publico  durante  la  condena;  y  absolvió  á  Ra- 
fael Mora  de  toda  pena  y  responsabilidad  par  las  lesio- 
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nes  causadas  á  Espinosa.  (Artículos  i,  i o,  (inciso  5?), 
II,  (^inciso  4?),  12,  (inciso  69),  15,  57-74,  83  y  422  del 
Código  Penal,  y  873  de  la  parte  III  del  Código  General 
de  1841); 

39 — Que  en  virtud  de  recurso  interpuesto  por 
•el  defensor  de  Espinosa,  conoció  de  la  causa  la  Sala 
Segunda  de  Apelaciones,  quien  á  las  tres  y  cuarto  de 
la  tarde  del  veintinueve  de  setiembre  ultimo,  cambió 
la  pena  principal  impuesta  al  reo  por  la  de  reclusión 
por  seis  meses;  confirmó  en  lo  demás  el  fallo  apelado; 
y  previno  al  Juez  a  quo  que  á  la  brevedad  posible  ele- 
vara la  causa  en  consulta  de  la  sentencia  en  la  parte 
correspondiente;  y  al  efecto  consideró  la  Sala:  '*I — 
Que  el  Juez  ha  apreciado  bien  el  mérito  de  los  autos 
en  lo  relativo  á  la  situación  jurídica  del  procesado  Jo- 
sé'Espinosa  Mena.  Siendo  la  pena  que  corresponde 
al  delito  una  cualquiera  de  las  que  asigna  el  artículo 
422,  Código  Penal,  y  dado  que  hecho  el  cómputo  de 
atenuantes  y  agravantes  no  queda  ninguna  agravante 
contra  el  reo,  la  Sala  estima  propio  aplicar  la  reclu- 
sión menor  en  su  grado  mínimo,  por  el  tiempo  fijado 
en  la  sentencia  (artículos  65,  74,  75  y  ^6,  Código  ci- 
tad^); II  ~  Que  determinada  así  la  punición  en  con- 
diciones de  que  no  sólo  se  beneficia  al  reo  con  el  cam- 
bio en  la  calidad  de  la  pena  sino  que  se  le  aplica  en 
el  mínimum,  en  concepto  de  esta  Sala  no  habría  lugar 
á  una  resolución  más  favorable  sí  se  hubiera  proba- 
do otra  atenuante  y  por  esta  razón  hace  caso  omiso 
de  la  falta  de  la  prueba  pedida  en  esta  instancia"; 

4? — Que  el  defensor  de  Espinosa  ha  interpuesto 
recurso  de  casación  de  la  sentencia  de  segunda  ins- 
tancia por  los  siguientes  motivos:  i9 — Error  de  he- 
cho y  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba,  con 
violación  del  artículo  18  de  la  ley  de  8  de  julio  de 
1902;  29 — Violación  de  los  artículos  873  y  885  del 
Código  General  de  1841;  39 — Violación  del  artículo 
10,  inciso  49,  del  Código  Penal;  49 — Violación  del  ar- 
tículo 217  del  Código  Civil; 

59 — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 
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Considerando: 

1 9 — En  cuanto  á  los  errores  de  hecho  que  á  la 
sentencia  impugnada  se  achacan,  que  la  frase  que  el 
recurso  contradice  se  refiere  á  las  lesiones  causadas  á 
Manuela  Mora,  y  el  recurrente  acepta  que  en  ese  con- 
cepto es  exacta; 

2? — Que  la  hipótesis  que  el   recurso  presenta  de 
que  la  Mora  fuera  herida  por  su  hijo,  en    ningún    ra- 
,.  cional  fundamento  se  basa,  y  la  apreciación,  que  para 

r  combatir  la  de  la   Sala,  hace    de    los    testim«»nios   del 

''  t  proceso  es  tan  irracional    como    arbitraria.     Se    pre- 

,  tende  en  resumen,  en  la  versión  de  los   hechos  que  el 

recurso  sustenta,  que  el  procesado  hirió  bajo  el  influjo 
de  las  amenazas  de  palabra  y  de  hecho  de  una  débil 
mujer,  lo  que  ni  está  demostrado,  ni  puede  discreta- 
mente presumirse,  resultando  de  todas  las  circunstan- 
cias evidentes  del  caso  en  cuestión  que  la  versión  de 
los  hechos  que  acepta  la  Sala  sentenciadora  es  la  úni- 
ca que  puede  tenerse  por  aceptable,  sin  que  se  señale 
motivadamente  por  el  recurso  error  de  hecho  ni  de 
derecho  que  la  vicie; 

3? — Que  dado  ese  fundamento  en  lo  que  á  los 
hechos  se  refiere,  el  análisis  de  circunstancias  eximen- 
tes ó  atenuantes  que  el  recurso  presenta  es,  por  ente- 
ro, inaceptable,  habiendo  en  la  sentencia  recurrida 
perfecto  enlace  entre  los  hechos  que  acepta  y  el  de- 
recho que  aplica,  y  apareciendo  notoria  contradicción 
entre  los  hechos  que  el  recurso  supone  y  el  vario  de- 
recho que  para  eximirlos  de  responsabilidad  ó  ate- 
nuar ésta,  pretende  que  es  el  aplicable; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida 
y  con  certificación  de  la  presente,  devuélvanse  los  au- 
tos al  tribunal  de  su  procedencia.  A.  Alvarado. — 
J.  Fed.  González. — ^Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zam- 
brana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí,  Alfonso  Ji- 
ménez. 
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Moya  v.  Arias 

(  I  50'  p.  m. — Noviembre  23  ) 

En  el  juicio  sobre  cobn>  de  gananciales  y  ali- 
mentos seguido  en  el  Juzgado  Civil  de  Cartago,  por 
la  señora  Elena  Moya,  de  único  apellido,  mayor,  de 
oficios  domésticos  y  vecina  de  dicho  lugar,  quien  ce- 
dió sus  derechos  en  cuanto  á  los  gananciales  que  re- 
clama, al  señor  Doctor  José  Caballero  Rivas,  mayor 
de  edad,  abogado  y  vecino  de  la  ciudad  de  Limón, 
contra  la  sucesión  del  señor  Ignacio  Arias  Roldan, 
representada  por  su  albacea  señora  Adelina  Arias 
Martínez,  mayor  de  edad,  de  oficios  domésticos  y 
vecina  también  de  Cartago;  en  el  cual  interviene  en 
representación  de  la  actora  el  señor  Licenciado  Jena- 
ro Leiva  Quirós,  mayor,  abogado  y  vecino  de  la  ciu- 
dad de  Cartago; 

Resultando: 

1 9 — La  actora  en  su  libelo  de  demanda  expresa: 
que  según  certificación  del  Registro  Civil,  que  pre- 
sentó en  el  juicio  de  sucesión  del  señor  Ignacio  Arias  - 
Roldan,  que  se  sigue  en  el  mismo  Juzgado,  consta 
que  ella  contrajo  matrimonio  con  el  causante  Arias 
el  día  tres  de  mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y  sie- 
te; que  del  testamento  que  obra  en  dicha  mortuoria 
consta  que  su  marido  instituyó  por  su  universal  he- 
redera á  Adelina  Arias  Martínez;  que  en  tal  mortuo- 
ria reclamó  que  en  la  liquidación  del  haber  heredita- 
rio se  le  diera  la  mitad  de  los  gananciales  de  la  so- 
ciedad conyugal,  y  su  reclamo  fué  desatendido;  que 
de  pleno  derecho  son  gananciales  las  fincas  que  du- 
rante el  matrimonio  adquirió  su  esposo,  los  créditos 
activos,  muebles,  existencias  metálicas  y  semovientes 
inventariados;  que  de  acuerdo  con  los  artículos  TT^ 
566,  567  y  595  del  Código  Civil,  demanda  en  vía  or- 
dinaria á  la  sucesión  de  su  esposo  Ignacio  Arias  Rol- 
dan para  que  se  declare  que  la  mitad  de  esos  ganan- 
ciales y  todo  lo  que  por  derecho  tenga  ese  carácter 
le  corresponde  y  debe   asignársele    en   la   liquidación 

22 
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que  se  practique;  que  pa^a  el  caso  de  que  por  alguna 
circunstancia  no  tenga  éxito  su  acción  ó  de  que  lo 
que  se  le  asigne  como  gananciales,  sea  insuficiente 
para  asegurarle  la  vida,  demanda  para  que  del  cau- 
dal hereditario  se  le  dé  una  pensio'n  alimenticia,  mien- 
tras la  necesite,  apartándose  al  efecto  los  bienes  sufi- 
cientes; 

2? — El  representante  de  la  sucesión  demandada 
contestó  negativamente  la  demanda,  en  cuanto  al 
primer  punto  por  no  haber  habido  gananciales,  por- 
que aunque  según  el  Registro  aparecen  algunos  bie- 
nes adquiridos  durante  el  matrimonio,  y  además  hay 
documentos  por  dinero  otorgados  después  de  ese  he- 
cho, esto  se  debe  á  traspasos  sucesivos  de  unos  y 
otros;  la  venta  de  unas  fincas  produjo  dinero  siendo 
soltero  el  causante,  para  la  compra  de  otras  cuando 
era  ya  casado;  el  pago  de  documentos  por  dinero  re- 
cibido antes  del  matrimonio,  sirvió  para  que  se  otor- 
garan otros  siendo  casado;  y  porque  durante  el  ma- 
trimonio no  se  aumentó  el  capital  de  él,  debido  á  los 
malos  manejos  de  ella,  quien  no  trabajó  y  abandonó 
el  hogar  conyugal;  y  en  cuanto  ílI  segundo  plinto, 
porque  la  esposa  del  causante  no  necesita  de  pensión 
alimenticia,  por  ser  una  mujer  jovqn  y  fuerte,  bien 
dotada  para  el  trabajo,  que  muy  bien  puede  ganarse 
el  sustento  con  una  ocupación  honrada;  y  además 
porque  la  actora  infirió  al  causante  ofensas  muy 
graves;  y  de  acuerdo  con  los  artículos  i?,  90,  91  (in- 
cisos I?  y  2?)  y  523  (inciso  i?)  del  Código  Civil  y  la 
cláusula  undécima  del  testamento  del  señor  Ignacio 
Arias  Roldan,  reconvino  á  la  demandante  para  que 
si  fuere  admitida  su  demanda,  se  declare  que  ella  es 
indigna  de  recibir  por  sucesión  testamentaria  ó  legí- 
tima de  su  esposo  señor  Arias  Roldan,  y  que  perdió 
su  derecho  á  los  gananciales  que  hubieran  producido 
los  bienes  de  su  cónyuge  por  haber  cometido  contra 
él  y  su  honor  ofensas  graves,  en  el  primer  punto;  y 
por  haber  cometido  adulterio  y  haber  abandonado 
voluntaria  y  maliciosamente  el  hogar  conyugal  y  á 
su  esposo,  en  cuanto  al  segundo; 
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3? — El  apoderado  de  la  acfora  negó  la  reconven- 
ción por  no  ser  ciertos  los  hechos  en  que  se  funda,  y 
manifestó:  que  su  mandante  no  reclama  derechos  de 
herencia  sino  sus  gananciales,  que  no  puede  haber 
indignidad  de  recibir  lo  que  es  propio  y  que  el  artícu- 
lo 90  del  Código  Civil  no  tiene  aplicación  en  el  jui- 
cio porque  no  se  trata  de  declaratoria  de  divorcio  ó 
separación  de  cuerpos; 

4?  —El  Juez  Civil  de  Cartago,  con  apoyo  en  los 
artículos  59,  77,  86,  169  del  Código  Civil  y  1072  del 
de  Procedimientos  Civiles,  falló  á  las  nueve  de  la  ma- 
ñana del  diez  y  siete  de  junio  de  este  año,  declarando 
con  lugar  la  demanda  sobre  cobro  de  gananciales  y 
sin  lugar  la  relativa  á  alimentos,  así  como  la  recon- 
vención establecida;  que  la  actora  Elena  Moya,  como 
esposa  legítima  de  Ignacio  Arias,  tiene  derecho  á  per- 
cibir la  mitad  de  los  gananciales  habidos  durante  su 
matrimonio  con  aquél,  según  liquidación  que  debe 
efectuarse  en  el  juicio  mortuorio;  y  condenando  á  la 
parte  demandada  en  las  costas  procesales  del  jui- 
cio; 

S? — En  virtud  de  recurso  interpuesto  por  la  al- 
bacea  de  la  sucesión  demandada,  conoció  del  juicio 
la  Sala  Primera  de  Apelaciones,  quien  á  las  tres  de 
la  tarde  del  once  de  setiembre  último,  revocó  la  sen- 
tencia recurrida  en  cuanto  lo  había  sido  y  declaró  sin 
lugar  la  demanda  en  lo  concerniente  al  cobro  de  ga- 
nanciales, por  las  siguientes  razones:  "i? — Que  la 
comunidad  de  bienes  á  que  alude  el  artículo  77  del 
Código  Civil,  se  funda  no  en  la  mera  circunstancia 
del  matrimonio,  como  acontecía  bajo  el  imperio  del 
Código  de  1 84 1,  sino  en  el  supuesto  del  trabajo  co- 
mún de  los  cónyuges,  de  suerte  que  cuando  falta  la 
cooperación  de  uno  de  ellos,  por  vivir  separado  del 
otro,  no  puede  conceptuarse  que  ha  habido  ganancia- 
les repartibles  por  igual;  2? — Que  en  el  caso  con- 
creto, estando  demostrado  que  sólo  el  marido  llevó 
bienes  al  matrimonio,  y  que  fué  corto  el  tiempo  que 
la  mujer  estuvo  al  lado  de  su  esposo,  por  haber  ella 
abandonado  de  hecho  el  domicilio  conyugal,   carece 
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de  valor  á  los  ojos  de  la  ley  el  reclamo  de  bienes  ga- 
nanciales formulado  por  la  demandante;  3? — Que 
en  lo  relativo  á  la  pensión  alimenticia  pedida  subsi- 
diariamente, el  Tribunal  carece  de  jurisdicción  para 
conocer  de  la  misma,  puesto  que  al  ser  denegada  per 
el  Juez  y  al  no  apelar  la  actora  de  lo  allí  resuelto, 
quedó  firme  el  fallo  en  ese  particular;" 

69 — El  señor  Caballero  ha  interpuesto  recurso 
de  casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por 
los  siguientes  motivos:  1? — Interpretación  errónea 
del  artículo  T¡  del  Código  Civil;  2? — Violación  del 
artículo  TT,  Código  Civil,  y  por  analogía,  del  90  ibí- 
dem;  3? — Violación  é  interpretación  errónea  del  ar- 
tículo TJ  del  Código  Civil,  porque:  a) — El  hecho  de 
haber  sólo  el  marido  aportado  bienes  al  matrimonio 
no  priva  al  otro  cónyuge  de  la  parte  de  los  bienes  no 
aportados  y  adquiridos  durante  la  sociedad  conyugal; 
b) — El  tiempo  largo  ó  corto  que  vivieran  juntos  los 
esposos  no  es  argumento  para  no  admitir  que  en  an 
mes,  ó  en  un  día,  ó  en  un  instante  dado,  en  que  la 
unión  subsistió,  se  hubieran  adquirido  bienes  que  en 
derecho  no  se  deban  considerar  como  parafernales, 
sino  como  simplemente  gananciales;  c) — La  prueba 
del  adulterio,  admisible  en  casos  de  divorcio,  además 
de  no  estar  plenamente  demostrada,  no  debió  siquie- 
ra admitirse,  por  estar  en  pugna  su  aceptación  con  la 
clara  y  terminante  disposición  del  artículo  81  del  Có- 
digo citado,  que  sólo  da  derecho  de  ofrecer  esa  clase 
de  probanza,  al  marido;  4? — Violación  de  los  ar- 
tículos  77  y  81  del  Código  Civil,  al  tener  la  Sala  por 
demostrado  que  sólo  el  marido  aportó  bienes  al  ma- 
trimonio, que  fué  corto  el  tiempo  que  la  mujer  estu- 
vo al  lado  de  su  esposo,  por  haber  ella  abandonado 
el  domicilio  conyugal; 

7? — En   los  procedimientos  no  se   nota  defec- 
to; y 

Considerando: 

1 9 — Consta  de  autos  que  el  señor   Arias  aportó 
al  matrimonio  un  caudal  compuesto  de  bienes  de  di- 
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versa  clase,  y  entre  otros,  de  dinero  y  de  créditos 
activos,  sin  que  la  mujer  aportara  ningún  valor.  No 
se  ha  demostrado  en  forma  alguna  que  los  inmuebles 
acerca  de  los  cuales  se  cuestiona  representen  ganan- 
ciales habidos  durante  el  matrimonio;  y  antea  bien, 
del  conjunto  de  la  prueba  rendida  por  la  parte  de- 
mandada, se  viene  en  conocimiento  de  que  el  valor 
de  esos  inmuebles  fué  introducido  por  Arias  en  espe-» 
cies  metálicas  y  en  créditos; 

2? — Las  leyes  que  instituyen  y  reglan  los  bienes 
gananciales  han  de  entenderse  aplicables  cuando  el 
matrimonio  ha  existido  normalmente,  es  decir,  cuan- 
do ha  habido  comunidad  de  vida  y  los  cónyuges  han 
cumplido  el  fin  esencial  de  prestarse  mutuo  auxilio; 
pero  no  cuando  uno  de  ellos  se  desentiende  de  los 
deberes  matrimoniales.  Está  justificado  el  hecho  de 
que  la  demandante,  lejos  de  poner  en  la  vida  conyu- 
gal la  cooperación  que  á  la  esposa  toca  de  cariñosa 
asiftencia  para  su  marido  y  de  cuidado  por  la.  honra, 
buen  orden  y  economía  del  hogar,  los  abandonó  de 
un  modo  absoluto,  poco  tiempo  después  de  celebran- 
do el  matrimonio.  La  ley  no  puede  acordar  ventajas 
en  una  sociedad  al  socio  que,  en  vez  de  cpntribuir 
al  buen  régimen  y  prosperidad  de  ella,  falta  á  todas 
las  obligaciones  que  su  contrato  le  impone.  El  fallo 
recurrido  entendió  y  aplicó  bien  las  leyes  de  cuya 
violación  se  queja  el  recurrente,  y  no  procede,  por  lo 
mismo,  la  nulidad  que  de  él  se  reclama; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida, 
con  costas  á  cargo  del  recurrente,  y  devuélvanse  los 
autos  á  la  Sala  de  su  procedencia,  con  certificación 
de  la  presente. — A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — 
Manuel  V.Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Orea- 
muno. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


Marín  v,  Sandí 

(  I  55  p.  m. — Noviembre  23  ) 

En  la  causa  seguida  en    el  Juzgado  Segundo  del 
Crimen    de   esta  provincia,    contra    Lorenzo   Sandí 
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León,  de  treinta  años,  agricultor  y  vecino  del  barrio 
de  San  Antonio  del  cantón  de  Escasú,  por  el  delito 
de  lesiones  á  Jran  Marín  Córdoba,  de  veintitrés  años, 
jornalero  y  del  mismo  vecindario,  quien  es  parte  a- 
cusadora  y  está  representado  por  su  apoderado  señor 
Aurelio  Castro  Melcndcz,  mayor,  agente  de  negocios 
judiciales  y  de  este  vecindario;  en  la  cual    han    inter-  ¡ 

venido  además  el  señor  Licenciado  José  Ramón  Cha- 
varría  Mora,  mayor,  abogado  y  vecino  de  esta  ciu- 
dad, como  defensor  del  reo,  y  el  representante  del  Mi- 
nisterio Público; 

Resultando: 

I? — Que  el  hecho  ocurrió  según  dice  el  ofendi- 
do, como  á  la  una  de  la  tarde  del  diez  y  seis  de  julio 
del  año  próximo  pasado,  en  la.  casa  del  señor  Cruz 
Sandí,  donde  había  un  baile; 

2? — Que  el  Juez  respectivo,  en  sentencia  dictada 
á  las  tres  de  la  tarde  del  veintiocho  de  julio  de  este 
año,  declaró  á  Sandí  responsable  como  autor  del  de- 
lito referido,  y  le  impuso  las  penas  de  presidio  inte- 
rior mayor  por  seis  años,  previo  abono  del  tiempo 
por  que  hubiere  estado  preso;  pérdida  del  arma  con 
que  delinquió;  inhabilitación  absoluta  perpetua  para 
cargos  y  oficios  públicos,  y  absoluta  para  profesiones  • 
titulares  mientras  dure  la  condena,  y  pago  al  ofendi- 
do de  los  daños  y  perjuicios  causados  con  el  delito;  y 
declaró  sin  lugar  la  tacha  puesta  á  los  testigos  José 
Vargas  Montes,  Esteban  Vargas  y  José  Sandí  Azofei- 
fa,  y  procedente  la  puesta  á  Joaquín  Marín  Araya, 
por  las  siguientes  razones:  •*!? — Que  con  las  declara- 
ciones del  sumario  y  dictámenes  médico-legales,  esta 
autoridad  tiene  por  comprobado  que  Lorenzo  Sandí 
León  es  el  ai.tor  de  las  lesiones  causadas  á  Juan  Ma- 
rín Córdoba  y  á  que  este  proceso  se  refiere;  en  conse- 
cuencia se  le  deben  imponer  al  reo  las  penas  que  la 
ley  designa,  (artículos  i?,  15  y  57  del  Código  Penal  y 
18  de  la  ley  de  8  de  julio  de  1902);  2? — Que  el  caso 
concreto  se  halla  comprendido  en  el  inciso  I?  del  ar- 
tículo 420  del  Código  citado  y  es    castigado  con  pre- 
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sidio  interior  mayor  en  su  grado  mínimo;  3? — Que 
existe  comprobada  en  favor  del  reo,  la  circunstancia 
atenuante  14?  del  artículo  ii  del  Código  Penal  y  en 
su  contra  ninguna  agravante,  por  lo  que,  de  acuerdo 
con  el  artículo  74  del  mismo  Código,  debe  aplicarse 
la  pena  en  el  mínimo  de  su  extensión;  4? — Que  esta 
autoridad  fija  en  seis  años  de  presidio  interior  mayor 
en  su  grado  mínimo  la  pena  á  que  el  reo  se  ha  hecho 
acreedor  con  su  delito,  descontable  en  el  de  San  Lu- 
cas, previo  abono  del  tiempo  sufrido  de  prisión  (artí- 
culo i9  de  la  ley  de  21  de  julio  de  1887);  5? — Que 
con  la  principal  se  deben  imponer  al  reo  las  acceso- 
rias; 6?—  Que  la  tacha  puesta  al  testigo  Joaquín  Ma- 
rín Araya  se  debe  declarar  con  lugar  por  haber  de- 
clarado él  mismo  ser  padre  legítimo  del  ofendido,  y 
las  puestas  á  José  Vargas  Montes,  Esteban  Vargas  y 
José  Sandí  Azofeifa,  sin  lugar  por  no  ser  la  enemis- 
tad íntima  alegada  como  motivo  de  ellas,  causal  legal 
de  tacha,  ni  tampoco  haberse  hecho  prueba  sobre 
el  asunto  (artículos  232  á  235,  Código  de  Procedi- 
mientos Crimiiiales;)" 

3? — Que  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones,  quien 
conoció  de  la  causa  en  virtud  de  alzada  interpuesta 
por  el  defensor  del  reo,  falló  á  las  tres  de  la  tarde  del 
veintiuno  de  setiembre  ultimo,  rebajando  á  cuatro  a- 
ños  y  medio  de  presidio  la  pena  principal  impuesta  al 
procesado,  en  primera  instancia,  con  inhabilitación 
absoluta  perpetua  para  cargos  y  oficios  públicos  y  de- 
rechos políticos  é  inhabilitación  absoluta  para  profe- 
siones titulares  mientras  dure  la  condena,  con  costas 
personales  y  procesales  á  cargo  del  reo;  y  confirman- 
do en  sus  demás  disposiciones  la  sentencia  recurrida; 
al  efecto  consideró  la  Sala:  *'Que  siendo  la  pena  nor- 
mal en  el  presente  caso,  presidio  interior  mayor  en 
su  grado  mínimo,  que  es  de  cuatro  años  y  un  día  á 
seis  años;  y  no  debiendo  imponerse  en  el  máximum, 
no  ha  debido  fijarse  su  duración  en  seis  años.  La 
Sala,  de  acuerdo  con  el  artículo  74,  Código  Penal,  fi- 
ja la  pena  en  cuatro  años  y  medio,  con  las  accesorias 
del  artículo  36,  Código  Penal,  que  no  aplicó   bien  el 
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Juez,  y  con  la  conf^enatoria  al  pago  de  las  costas  per- 
sonales y  procesales  de  acuerdo  con  el  artículo  25  i- 
bídem;" 

4? — La  defensa  ha  interpuesto  recurso  de  casa- 
ción de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por  inter- 
pretacióiT  errónea  del  dictamen  médico- legal  y  viola- 
ción de  los  artículos  422  del  Código  Penal,  porque  el 
ofendido  no  ha  quedado  impedido  para  trabajar,  y 
884,  parte  tercera  del  Código  General  de  1841,  por- 
que contra  el  reo  no  hay  ni  semiplena  prueba; 

5?— Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

I?— Que  el  artículo  422  del  Código  Penal  trata 
del  delito  de  lesiones  menos  graves  y  no  ha  sido  vio- 
lado como  pretende  el  recurrente  porque  según  d  dic 
tamen  médico-legal  del  folio  sesenta  y  ocho  de  los 
autos,  la  lesión  causada  al  ofendido  en  el  codo  del 
brazo  izquierdo,  dejó  impedido  del  todo  para  el  tra- 
bajo dicho  brazo.  En  consecuencia  el  caso  está  com- 
prendido en  el  artículo  420  y  no  en  el  423  del  Códi- 
go citado; 

2? — Que  la  imputación  del  delito  y  la  responsa- 
bilidad del  procesado  están  bien  fundadas  en  las  de- 
claraciones de  los  testigos  del  sumario,  que  han  sido 
apreciadas  por  los  jueces  de  instancia  de  acuerdo  con 
las  reglas  de  una  sana  crítica,  conforme  lo  dispone  el 
artículo  18  de  la  ley  de  8  de  julio  de  1902,  y  no  ha 
habido  por  lo  tanto  la  violación  que  se  alega  del  ar- 
tículo 884,  parte  tercera  del  Código  General  de 
1841; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  deman- 
dada, y  devuélvanse  los  autos  á  la  Sala  de  su  proce- 
dencia con  certificación  de  la  presente. — A.  Alvara- 
do. — J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A. 
Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso 
Jiménez. 
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Soto  v.  Saborío  y  Cruz 

(  2  20'  p.  m. — Noviembre  28 ) 

En  el  juicio  ordinario  sobre  nulidad  de  una  es- 
critura y  otros  puntos,  establecido  en  el  Juagado  Ci- 
vil de  Alajuela  por  el  señor  Maurílio  Soto  Alfaro, 
mayor,  agricultor  y  vecino  de  dicho  lugar,  contra  el 
señor  Ramón  Saborío,  único  apellido,  veíinó  del  ba- 
rrio de  San  Isidro  del  cantón  primero  de  aquella  pro- 
vincia, y  el  insolvente  señor  Vicente  Cruz  Jiménez, 
vecino  de  San  José  del  citado  cantón,  representado 
por  el  curador  señor  Alejandro  Fernández  Pérez, 
mayor,  pasante  de  abogado  y  vecino  de  la  ciudad  de 
Alajuela;  en  el  cual  han  intervenido  además  los  seño- 
res Tranquilino  Chacón  Chaverri,  Notario  Público,  y 
Víctor  Rojas  Sancho,  agente  de  negocios  judiciales, 
ambos  mayores  de  edad  y  vecinos  de  la  misma  ciu- 
dad, como  apoderados  del  actor  y  demandado  señor 
Saborío,  respectivamente; 

Resultando: 

I? — Que  el  señor  Soto  expone  en  su  escrito  de 
dos  de  febrero  del  presente  año  los  hechos  siguientes: 
Antes  de  disolverse  la  sociedad  conyugal  que  existió 
entre  él  y  la  ^señora  Cecilia  Cantón  Alvarado,  los  se- 
ñores Manuel  González  Vargas,  Juan  González  Gó- 
mez y  Vicente  Cruz  Jiménez  constituyéronse  solida- 
riamente sus  deudores  por  la  suma  de  ciento  noventa 
y  nueve  colones  quince  céntimos,  que  les  dio  en  a- 
rrendamiento,  y  otorgaron  el  respectivo  pagaré  el 
veintiocho  de  abril  de  mil  novecientos  dos,  con  plazo 
aLveintiocho  de  octubre  del  mismo  año.  El  veintiu- 
no de  enero  de  mil  novecientos  cuatro,  solicitó  en  la 
Alcaldía  segunda  de  Alajuela,  el  reconocimiento  del 
pagaré  y  embargo  preventivo  de  bienes  de  González 
Vargas  y  Cruz  Jiménez,  é  insistió  en  que  sin  pérdida 
de  tiempo  se  anotara  en  el  Registro  de  la  Propiedad 
el  decreto  de  embargo;  y  así  se  dispuso  y  al  día  si- 
guiente se  presentó  el  mandamient^j*  correspondiente. 
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Advirti<>  que  los  bienes  de  González  Vargas    eran  in- 
suficientes por  sí  solos  para  cubrir  la   deuda,    por  es- 
tar gravados  con  hipoteca;  y  que,  por  consiguiente,  su 
gestión  debía  dirigirse  contra    Cruz   Jiménez    i)rinci- 
pálmente,  cuyos  bienes  estaban  libres  y  podían  cubrir 
el  crédito.      Practicada  la  primera    diligencia  rebtiva 
al  embargo,  Cruz  Jiménez  se   molestó  al  extremo    de 
decir  que  le  quedaría  el  gusto  de  no  pagar  ni  un  cén- 
timo, aunque  le  costara  más  que  la    misma    deuda,  y 
desde  entonces  se  notó  cierta  connivencia  de    él    con 
el  co  deudor  González  Vargas,   único    que    concurrió 
al  reconocimiento  del  pagaré,  como  que  ya    no    tenía 
nada  que  perder,  mientras  que  el  otro    no    concurrió, 
por  lo  que  se  le  declaró  coiífeso  en   rebeldía.      Decla- 
rado rebelde  á  las  dos  de  la  tarde  del  quince  de  febre- 
ro de  mil  novecientos  cuatro.  Cruz  Jiménez    apeló    el 
diez  y  ocho,  y  le  fué  admitido    el    recurso    el    diez  y 
nueve  de  ese  mes;  así  comenzó  sus  dilatorias  tendien 
tes  á  eludir  el  pago,  con  la  expiración  del  término  de 
treinta  días  dentro  del  cual  podía  practicarse    el    em- 
bargo, cuyo  decreto  se  h.il)ía  anotado  en  el    Registro 
el  veintidós  de  enero.     El  treinta  y  uno    de    enero  ó 
sea  nueve  días  después  de  presentado  en  el    Registro 
el  mandamiento  de  anotación,    Cruz  Jiménez    vendió 
los  inmuebles  que  debían  embargarse  y    otro    terreno 
que  tenía  en  San  Isidro,  á  Ramón   Saborjo.    de  único 
apellido,  según  escritura  otorgada  ante  el  Notario  Jo- 
sé Saborío  Alfcro;  y  el  comprador    dejó    dos    inmue- 
bles en  manos  del  mismo  vendedor  en    calidad    de  a- 
rrendamiento,  lo  cual,  junto  con  el  exiguo  precio  que 
se  dio  á  los  bienes,  demuestra  que  nada  en    el    fondo 
ha  sido  real  y    efectivo.     Las    dos    escrituras    fueron 
presentadas  al  Registro,  una  á  las    doce  y  media   ó^ 
día  cinco  de  marzo,  y  otra  á  las  doce   y    tres    cuartos 
del  día  doce  de  julio  de  mil  novecientos  cuatro.     Co- 
mo Cruz  Jiménez  vendió  por  un    precio   que    apenas 
será  la  quinta  parte  del    verdadero    valor  de    los  in- 
muebles, quedándose  por  completo    insolvente,    hubo 
de  declarársele  en  estado  de  insolvencia.     Habiendo 
apelado  Cruz  Jiméhcz  del  auto  en  que  se  le    declara- 
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ba  rebelde,  pasó  el  expediente  al  Juzgado  respectivo, 
y  á  solicitud  del  apoderado  del  acreedor  señor  Soto, 
se  señaló  día  para  la  vista;  pero  Cruz  Jiménez  pidió 
confesión,  no  del  actor,  que  era  la  única  parte  contra- 
ria, sino  de  su  amigo  y  co-deudor  Manuel  González 
Vargas,  y  no  hizo  nada  para  que  se  llevase  á  cabo  la 
diligencia.  Cuando  el  Juez  previno  á  Cruz  Jiménez 
que  activara  la  diligencia  de  la  citación,  desistió  de 
su  solicitud,  y  el  Juzgado  pudo^resolver  confirmando 
el  auto  de  rebeldía  con  costas  personales  y  procesales 
á  cargo  del  apelante.  Devuelto  el  prejuicio  á  la  Al- 
caldía, el  cinco  de  junio  se  estableció  la  ejecución 
respectiva  y  se  pidió  que  se  declarara  firme  el  embar- 
go preventivo;  se  proveyó  de  conformidad,  y  al  día 
siguiente  el  Alcalde  efectuó  el  embargo  de  bienes  de 
Cruz  Jiménez,  quien  aceptó  el  cargo  de  depositario, 
sin  hacer  observación  alguna  respecto  á  estar  vendi- 
dos los  bienes  embargados;  y  el  diez  y  nueve  se  pre- 
sentó en  el  Registro  el  mandamiento  de  anotación  del 
embargo.  Dictada  sentencia  de  remate  contra  Gon- 
zález Vargas  y  Cruz  Jiménez,  fué  declarada  firme  el 
dos  de  agosto  y  se  mandó  valorar  los  bienes  del  últi- 
mo, porque  al  primero  ya  no  le  quedaba  ninguno  en 
virtud  de  que  sus  acreedores  hipotecarios  perseguían 
los  que  tenía.  A  petición  del  acreedor  se  amplió  ei 
embargo  de  los  bienes  de  Cruz  Jiménez  á  una  finca 
que  le  quedaba,  y  el  nuevo  mandamiento  de  anota- 
ción se  presentó  en  el  Registro  el  día  veinticuatro  de 
agosto.  Cuando  se  iba  á  verificar  el  avalúo,  se  noti- 
ficó al  señor  Soto  Alfaro  la  tercería  establecida  por 
Ramón  Saborío,  y  que  Cruz  Jiménez  se  apresuró  á 
contestar  de  acuerdo  con  la  pretensión  del  tercerista. 
La  escritura  de  venta  otorgada  por,  Cruz  Jiménez  á 
favor  de  Saborío,  el  treinta  y  uno  de  enero,  no  se  pre- 
sentó al  Registro  hasta  el  día  cinco  de  marzo,  lo  cual 
es  vehementísima  presunción  de  que  Saborío  sabía 
que  los  bienes  que  había  comprado  eran  perseguidos 
por  Soto  Alfaro  como  acreedor  del  vendedor,  que  no 
estaban  libres  de  gravámenes,  puesto  que  el  decreto 
de  embargo  estaba  anotado.     Aunque   en    sentencia 
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se  declaro  con  lugar  la  tercería,  esa  sentencia  no  pro- 
duce ejecutoria.  Por  lo  expuesto,  con  fundamento 
en  los  artículos  268,  455.  470  Y  9^5  ^^  Código  Civil  1 

y  117,  párrafo  final  del  de  Procedimientos   Civiles,  el  I 

señor  Soto  demanda  en  vía  ordinaria  al  insolvente  se- 
ñor Cruz  Jiménez,  representado  por  su  curador,  y  al 
señor  Saborío,  para  que  se  declare:  i?—  Que  el  tér- 
mino de  treinta  días  que  la  ley  le  concedía,  pata  la 
práctica  del  embargo  que  solicitó  el  veintiuno  de  ene- 
ro de  mil  novecientos  cuatro,  fué  interrumpido  mali^ 
ciosamente  por  el  deudor  Cruz  Jiménez  el  diez  y  o- 
cho  de  febrero  dé  ese  año,  al  apelar  del  auto  en  que 
se  dio  por  reconocido  en  su  rebeldía  el  pagaré  de  que 
se  ha  hecho  mérito,  y  reanudado  el  cinco  de  julio  del 
mismo  año,  siendo  por  consiguiente,  valederos  los  a* 
sientos  quinientos  doce  del  tomo  setenta  y  seis,  mil 
cuatrocientos  diez  y  ocho  y  dos  mil  seiscientos  seten* 
ta  y  uno  del  tomo  setenta  y  siete  del  diario  del  Re- 
gistro Público,  pues  no  podía  correrle  ese  término 
habiéndolo  interrumpido  dicho  deudor  dolosamente; 
29 — Que,  en  consecuencia,  es  nula  la  escritura  otor- 
gada por  Cruz  Jiménez  á  Saborío,  la  misma  que  ex« 
presa  el  asiento  mil  ochocientos  setenta  y  tres  del  to- 
mo  setenta  y  seis  del  Diario,  por  lo  cual  debe  cance- 
larse ese  asiento,  junto  con  el  mil  doscientos  tres  del 
tomo  setenta  y  siete,  referente  á  la  escritura  de  a- 
rrendamiento  otorgada  por  Saborío  al  mismo  Cruz 
Jiménez  y  certificada,  lo  mismo  que  la  de  venta,  en 
el  documento  presentado  y  marcado  con  la  letra  C; 
y  3? — Que  Cruz  Jiménez  y  Saborío  deben  pagarle  los 
daños  y  perjuicios  que  le  han  causado  con  su  dolo,  á 
justa  tasación  de  peritos,  y  las  costas  personales  y 
procesales; 

2? — Que  el  señor  Saborío  contestó  negativamen 
te  la  demanda,  opuso  la  excepción  perentoria  de  falta 
de  personalidad  activa  en  el  demandante,  porque  co* 
rrespondia  al  albacea  de  la  sucesión  de  la  señora  es- 
posa de  éste  y  no  á  él,  promover  la  demanda.  No  ha- 
biendo contestado  el  curador  del  insolvente,  se  dio  por 
contestada  la  demanda  por  su  parte  en   rebeldía; 
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3? — El  Juez  Civil  de  Alajuela,  fundado  en  los  ar- 
tículos 192  y  siguientes,  220  y  siguientes,  236,  238, 
240,  243  y  siguientes,  345  á  348,  1,072  y  1.074  del 
Código  de  Procedimientos  Civiles,  falló  á  las  nueve  de 
la  mañana  del  veintiocho  de  junio  del  año  en  curso, 
declarando  nulas  y  de'  ningún  valor  ni  efecto  las  es- 
crituras de  venta  y  arrendamiento  otorgadas  respecti- 
vamente á  las  tres  y  media  de  la  tarde  del  treinta  y 
uno  de  enero  de  tnil  novecientos  cuatro  y  á  la  una  del 
día  once  de  julio  del  mismo  año;  que  deben  cancelar- 
se en  el  Registro  de  la  Propiedad  los  asientos  mil  o- 
chocientos  setenta  y  tres  del  tomo  setenta  y  seis  del 
Diario  y  mil  doscientos  tres  del  tomo  setenta  y  siete 
del  mismo  libro;  improcedentes  la  demanda  en  su  pri- 
mer extremo,  así  como  la  excepción  de  falta  de  per- 
sonalidad activa  opuesta  por  el  demandado  señor  Sa- 
borío;  con  costas  personales  y  procesales  del  juicio  á 
cargo  de  ambos  demandados.  Consideró  el  Juez: 
"i9 — Que  las  anotaciones  practicadas  en  el  Registro 
Público  perjudican  á  terceros  desde  la  fecha  de  la  pre- 
sentación del  mandamiento  respectivo  (artículo  470 
del  Código  Civil).  De  suerte  que  desde  el  día  vein- 
tidós de  enero  de  mil  novecientos  cuatro — fecha  en 
que  ingresó  al  Registro  el  decreto  de  embargo  librado 
contra  bienes  de  Cruz  Jiménez,  y  hasta  un  mes  des- 
pués,— surtió  la  anotación  del  mismo  todos  sus  efec- 
tos legales,  entre  otros  el  de  dar  á  conocer  al  público 
la  persecución  entablada  contra  los  referidos  bienes, 
haciendo  refluir  las  consecuencias  de  la  misma  sobre 
cualquiera  que  adquiriese  esos  bienes  durante  el  tér- 
mino de  esos  efectos.  Si  en  lugar  de  comprar  el  señor 
Saborío  nueve  días  después  de  registrado  el  decreto 
de  embargo,  «egún  se  expresa  en  el  resultando  pri- 
mero, compra  treinta  y  un  días  después  de  la  fecha 
indicada,  habría  hecho  en  tal  caso  un  trato  firme  an- 
te las  leyes  del  Registro;  pero  su  adquisición  es  ne- 
cesariamente deleznable  conforme  á  esas  mismas  le- 
yes, que  si  en  la  tesis  supuesta  le  habrían  defendido 
como  tercero  delante  de  una  anotación  caduca,  en^el 
caso  ocurrente  deben  amparar  al  anotante  contra   un 
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convenio  que,  parándole  perjuicio,  fué  celebrado  den- 
tro de  los  treinta  días  de  la  primacía  de  sus  derechos; 
2? — Que  las  consecuencias  de  un  traspaso  hecho  en 
las  condiciones  del  que  se  analiza  son  á  veces  inme- 
diatas, como  lo  habrían  sido  para  el  adquirente  si  se 
llega  á  confirmar  el  embargo  preventivo  antes  de  la 
expiración  del  término  que  la  ley  señala  al  intento; 
pero  esas  consecuencias  pueden  también  ser  de  otro 
orden  legal,  y  lo  son  en  la  presente  coyuntura,  desde 
que  se  trata  no  ya  de  la  mayor  ó  menor  eficacia  de 
una  inscripción  en  frente  de  otra,  sino  del  alcance  de 
la  institución  del  Registro  como  órgano  de  informa- 
ción. ¿Puede  ó  no  el  comprador  Saborío  pretender 
utilmente  que  al  tiempo  de  tratar  no  conocía  los  e- 
ventos  que  amenazaban  al  enajenante?  No  lo  puede, 
porque  el  Registro  es  obligatoriamente  publico,  como 
la  ley  es  obligatoriamente  conocida;  y  siendo  ese  el 
carácter  esencial  de  esa  institución,  no  se  ve  por  dón- 
de pudo  sustraerse  el  comprador  á  la  vnecesidad  de 
saber  que  adquiría  bienes  sobre  los  cuales  debía  re- 
caer muy  pronto  una  acción  ejecutiva;  así  como  tam- 
poco pudo  ignorar  que,  resultando  ese  hecho  de  una 
declaración  explícita  del  Registro,  quedaba  por  ahí 
como  adquirente  sujeto á  sufrirlas  resultas  consiguien- 
tes, cualesquiera  que  ellas  fuesen,  en  los  mismos  tér- 
minos en  que  las  habría  sufrido  su  causante  (artículo 
456,  a  contrario  sensu^  del  Código  Civil);  3? — Lo  ex- 
puesto conduce  á  que  se  tenga  por  averiguado  que  el 
comprador  sabía,  en  el  acto  de  celebrar  el  contrato, 
que  el  señor  Cruz  Jiménez  otorgaba  la  venta  con  el 
fin  de  sustraer  el  valor  de  sus  bienes  á  la  persecución 
de  su  acreedor  el  señor  Soto.  A  ese  contrato  le  es 
entonces  aplicable  la  disposición  del  inciso  2?  del  ar- 
tículo 905  del  Código  Civil.  Si  á  esto  se  añade  la  cir- 
cunstancia de  no  haberse  presentado  al  Registro  la 
escritura  de  traspaso  sino  algunos  meses  después  de  su 
otorgamiento-lo  que  no  es  de  uso  corriente  cuanda 
se  compra  inmuebles-y  la  de  haberse  valido  las  partes 
de  un  contrato  de  arriendo  para  dejar  los  bienes  en 
poder  del  enajenante,  circunstancias  ambas  que  en  la 
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especie  son  indicios  vehementísimos  de  confabulación, 
se  viene  en  la  seguridad  de  que  el  contrato  Cruz  Sa- 
borío  fué  colusoriamente  confeccionado  entre  los  com- 
parecientes, para  burlar  las  gestiones  del  acreedor  del 
primero  (artículo  978  Civil);  4? — También  es  nula  la 
referida  compra- venta  con  arreglo  al  inciso  i?  del  ar- 
tículo 905  ibídem,  puesto  que  en  la  escritura  respec- 
tiva se  consignó  que  los  bienes  trasmitidos  se .  halla- 
ban libres  de  gravámenes,  lo  que  no  era  cierto  á  la 
sazón,  puesto  que  en  'él  Registro  constaba  y  surtía 
sus  efectos  el  .decreto  de  embargo;  5? — En  vi^^ta  de 
las  razones  que  preceden,  debe  declararse  procedente 
el  segundo  extremo  de  la  demanda,  en  cuanto  á  las 
dos  escrituras  á  que  se  contrae,  puesto  que  la  nulidad 
de  la  primera  apareja  necesariamente  la  de  la  otra; 
6? — La  parte  en  que  pide  la  demanda  que  se  declare 
maliciosamente  interrumpido  un  término,  no  ha  po- 
dido prosperar,  desde  que  para  ello  habría  sido  preci- 
so demostrar  que  hubo  tal  malicia,  y  esa  prueba  no 
se  hizo,  ni  era  fácil  de  hacer;  7? — La  excepción  o- 
poesta  por  el  apoderado  señor  Rojas  fué  totalmente 
desvirtuada  con  la  hijuela  del  folio  veinticuatro,  en 
que  se  comprueba  que  el  juicio  de  sucesión  de  la  es- 
posa del  actor  se  hallaba  fenecido  el  día  en  que  se  en- 
tabló la  acción;" 

4? — En  virtud  de  recurso  interpuesto  por  el  a- 
poderado  del  demandado  señor  Saborío,  conoció  del 
juicio  la  Sala  Primera  de  Apelaciones,  quien  por  sen- 
tencia de  las  dos  y  media  de  la  tarde  del  treinta  de 
setiembre  último,  confirmó  el  fallo  apelado  en  la  par- 
te que  lo  fué,  con  costas  personales  y  procesales  á 
cargo  del  apelante; 

5?  —El  señor  Rojas  Sancho  ha  interpuesto  re- 
curso de  casación  de  la  sentencia  de  segunda  instan- 
cia por  los  siguientes  motivos:  i? — Violación  é  inter- 
pretación errónea  del  artículo  903  del  Código  Civil,  é 
infracción  de  dicho  artículo  a  contrario  sensu,  porque 
no  es  procedente  la  nulidad  del  contrato  en  cuestión 
desde  el  momento  que  se  ha  justificado  la  efectiva  en- 
trega del  precio  de  la  venta;  2? — Infracción   y   apli- 
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cación  indebida  del  artículo  905,  Código  Civil;  3? — 
Infracción  y  aplicación  indebida  del  artículo  901  del 
Código  Civil,  y  consiguiente  violación  de  los  884  y 
888  ibídem,  á  contrario  sensu;  4? — Error  de  hecho  y 
de  derecho  en  !a  apreciación  de  la  prueba  documen 
tal.  porque  habiéndose  justificado  con  la  escritura  de 
venta  referida  que  Saborío  pagó  el  precio  del  contra- 
to al  señor  Cruz  y  que  de  la  entrega  de  ese  precio 
dio  fe  el  Notario,  se  prescinde  de  tal  prueba  ó  se 
aprecia  erradamente;  5? — Infracción  é  interpretación 
errónea  de  los  artículos  4Ó8,  inciso  4?,  y  475  del  Có- 
digo Civil,  y  desconocimiento  de  lo  resuelto  por  sen- 
tencia de  casación  de  la  una  y  tres  cuartos  de  la  tar- 
de del  veintiséis  de  mayo  de  mil  ochocientos  noven- 
ta y  ocho;  69 — Violación  de  los  artículos  229.  inciso 
29,  dt]  Código  de  Procedimientos  Civiles  y  548  del 
Civil  é  infracción  del  artículo  59,  Ley  Orgánica  de 
Tribunales; 

69 — La  misma  parte  amplió  su  recurso  el  día  de 
la  vista  alegando:  i9 — Violación  de  los  artículos  202, 
203  y  212  del  Código  de  Procedimientos  Civil^  2fi — 
Violación  de  los  artículos  87  y  88,  Código  de  Proce- 
fiimientos  Civiles; 

79 — En  los  procedimientos  no  se  nota  defecto;  y 

Considerando: 

1 9 — Que  en  la  sentencia  recurrida  se  declara  nu- 
la la  venta  á  que  se  refiere,  á  pesar  de  haberse  justifi- 
cado el  pago  del  precio,  con  lo  que  se  viola  el  artícu- 
lo 903  dt.l  Código  Civil,  y  también  se  aplica  mal  en 
el  fallo,  por  cuanto  el  vendedor  no  había  sido  decla- 
rado insolvente  al  tiempo  de  verificar  la  venta  indi- 
cada; 

29 — Que  aunque  el  vendedor  dice  en  la  escritu- 
ra: '^que  vende  libre  de  gravamen",  con  tal  manifes- 
tación no  niega  que  la  finca  haya  sido  objeto  de  un 
mandamiento  de  embargo,  y  aunque  lo  negara,  sería 
manifestación  de  una  parte  y  no  de  las  "parles",  como 
lo  exige  la  ley  para  que    exista  simulación  en  el  con- 
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trato.  Tampoco  se  ha  justificado  que  la  venta  se  hizo 
con  el  fin  de  sustraer  la  finca  de  la  persecución  de  los 
acreedores  del  vendedor,  siendo  el  comprador  sabe- 
dor de  tales  hechos,  por  lo  que  se  ha  infringido  el  ar- 
tículo 905  ibídem,  que  es  además  ajeno  á  la  especie 
por  no  existir  la  declaratoria  de  la  insolvencia  contra 
el  vendedor  al  tiempo  de  la  venta,  como  se  dijo  ante- 
riormente, y  por  igual  motivo  se  ha  aplicado  mal  el 
artículo  901  del  mismo  Código; 

3? — Que  en  la  sentencia  recurrida  no  se  ha  to- 
mado en  cuenta  la  manifestación  que  hizo  el  Notario 
en  la  escritura  de  venta,  de  haberse  hecho  efectivo  el 
pago  del  precio  en  su  presencia,  lo  que  constituye 
error  de  hecho  evidente  en  la  estimación  de  la  prue- 
ba, que  ocasionó  error  de  derecho  en  su  aplicación 
en  daño  del  recurrente; 

4? — Que  los  artículos  468,  inciso  4?,  y  475,  Có- 
digo citado,  declaran:  que  la  inscripción  del  decreto 
de  embargo  de  bienes  raíces  dura  treinta  días  y  que- 
da cancelado  por  el  trascurso  de  ese  término,  sin  pre- 
sentar el  embargo;  y  en  la  sentencia  recurrid»  se  de- 
clara que  la  jnscripción  del  decreto  de  embargo  per- 
judica á  terceros,  no  obstante  el  vencimiento  de  los 
treinta  días,  sin  que  se  presentara  al  Registro  el  em- 
bargo verificado,  por  lo  que  se  han  infringido  los  ar- 
tículos citados; 

S? — Que  los  artículos  229,  inciso  2?,  y  545  del 
Código  Civil,  no  han  sido  violados  porque  el  actor 
oportunamente  rectificó  su  demanda  y  ejercitó  ac- 
ción personal  acompañando  la  hijuela  que  esto  acre- 
dita; 

Por  tanto,  declárase  con  lugar  la  casación  de- 
mandada y  nula  la  sentencia  de  la  Sala  Primera. — A. 
Alvarados-^J.  Fed  González.—  Manuel  V.  Jiménez. — 
A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Al- 
fonso Jiménez. 


23 
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Camacho  Fallas 
(  2  25' p.  m. — Noviembre  28  ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  Primero  del 
Crimen  de  esta  provincia,  como  Juzgado  de  lo  Con- 
tencioso-administrativo  por  ministerio  de  la  ley,  con- 
tra el  señor  Pedro  Dolores  Camacho  Fallas,  de  vein- 
tiséis años,  agricultor  y  vecino  de  Patarra,  del  cantón 
de  Desamparados,  por  el  delito  de  fabricación  clan- 
destina de  aguardiente;  en  la  cual  han  intervenido 
además  del  reo,  su  defensor  Bachiller  Tobías  Gutié- 
rrez Valverde,  mayor,  pasante  en  derecho  y  de  este 
vecindario,  y  el  representante  del  Ministerio  Público; 

Resultando: 

1?— Que  el  hecho  de  la  aprehensión  ocurrió  co- 
mo á  las  seis  de  la  mañana  del  ocho  de  noviembre  de 
mil  novecientos  cuatro;  y  en  ese  acto  fué  muerto  Ho- 
norio Mesen,  que  junto  con  Camacho  se  encontraba 
en  la  fábrica: 

29-i— Que  el  Juez  respectivo,  fundado  en  los  artí- 
culos i9,  15,  25,  33,  38,  57,  72  y  95  del  Código  Pe- 
nal, 723  y  725  del  Fiscal,  2?  de  la  ley  de  3  de  julio 
de  1903  y  I?  y  7?  de  la  de  18  de  julio  de  1903,  á  las 
tres  de  la  tarde  del  diez  y  seis  de  agosto  de  este  año, 
condenó  al  procesado  como  responsable  del  delito  re- 
ferido á  multa  de  mil  colones  con  la  aplicación  de  ley, 
y  á  confinamiento  por  un  año  en  la  ciudad  de  Limón, 
convertible  la  multa  en  otro  año  de  esta  pena  en  la 
misma  ciudad,  con  abono  del  tiempo  por  que  hubiere 
estado  preso;  á  la  pérdida  de  los  objetos  aprehendidos 
y  á  quedar  suspenso  de  cargo  ú  oficio  público  mien- 
tras dure  el  confinamiento;  y  á  pagarlos  daños  y  per- 
juicios causados  con  el  delito; 

3? — Que  el  defensor  del  reo  se  alzó  para  ante  la 
Sala  Segunda  de  Apelaciones,  quien  á  las  tres  y  me- 
dia de  la  tarde  del  diez  y  siete  de  octubre  último, 
con  apoyo  en  el  artículo  884,  parte  tercera  del  Códi- 
go General  de  1841,  revocó  la  sentencia  recurrida  y 
absolvió  de  la  instancia  al  procesado,  por  las  siguien- 
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tes  razones:  **i? — Con  las  declaraciones  á  que  alude 
el  resultando  segundo  (de  José  y  Juan  Picado,  Ricar- 
do y  Juan  de  Dios  Monje  y  Ramón  Sáenz),  la  Sala 
admite  que  José  y  Juan  Picado  concurrieron  á  la 
aprehensión  de  la  fábrica  motivadora  de  este  proceso 
no  como  testigos  sino  como  guardas.  No  en  otro  con- 
cepto se  expresan  sus  jefes  Ricardo  y  Juan  de  Dios 
Monje,  el  guarda  Ramón  Sáenz  y  ellos  mismos  en  el 
expediente  relativo  á  la  muerte  de  Honorio  Mesen, 
invocando  precisamente  la  circunstancia  de  encontrar- 
se en  ejercicio  de  dicho  cargo  como  causal  de  excusa 
por  su  conducta  respecto  al  homicidio,  y  esa  prueba  y 
la  del  cargo  que  obra  en  la  presente  causa,  son  una 
misma  cosa  por  la  estrecha  relación  que  une  al  homi- 
cidio con  la  aprehensión.  El  hecho  de  que  aparezcan 
dichos  señores  Picados  en  este  proceso  como  testigos, 
tanto  porque  así  declaran  como  porque  el  Inspector 
General  de  Hacienda  sostiene  que  lo  eran,  en  su  cer- 
tificación, y  porque  de  la  certificación  aportada  á  los 
autos  en  esta  instancia  consta  que  cobraron  sueldo 
como  tales  en  aquellos  días,  no  desvirtúa  la  conclu- 
sión sentada,  porque  no  se  explica  que  fueran  guar- 
das y  no  lo  fueran,  y  lo  único  que  significa  es  que  hay 
guardas  á  quienes  en  determinados  casos  se  da  el  ca- 
rácter de  simples  testigos.  Es  innegable,  por  otra 
parte,  que  los  dos  citados  deponentes  son  interesados 
en  el  asunto,  porque  por  el  papel  que  desempeñaron 
fueron  coindiciados  en  la  muerte  de  Honorio  Mesen; 
2? — En  las  circunstancias  expuestas  no  hay  en  esta 
causa  prueba  completa  contra  el  procesado  José  Do- 
lores Camacho,  en  primer  lugar  porque  la  aprehen^ 
sión  no  se  verificó  á  presencia  de  dos  testigos  como 
lo  ordena  el  artículo  715  del  Código  Fiscal,  siendo 
así  que  el  testimonio  de  los  individuos  del  Resguardo 
sólo  forma  semiplena  prueba  (artículo  718  ibídem),  y 
en  segundo  lugar,  porque  dado  el  interés  de  los  seño- 
res José  y  Juan  Picado,  su  dicho  carece  de  fuerza 
probatoria  en  cuanto  al  delito  de  fabricación;  3? — Si 
bien  el  artículo  18  de  la  ley  de  8  de  julio  de  1902  y 
el  I?  de  la  ley  de  3  de  julio  de  1903,  dan  á  los  tribu- 


—  356  — 

nales  la  facultad  de  apreciar  la  prueba  con  entera  li 
bertad  de  criterio,  sin  sujeción  á  otras  reglas  acerca 
del  particular,  esas  disposiciones  son  de  carácter  ge- 
neral y  no  rigen  en  materia  fiscal,  porque  sobre  ésta 
hay  ley  especial  que  no  puede  ser  reformada  sino  por 
otra  ley  especial;  4? — No  estando  bien  justificado  el 
cargo,  ni  del  todo  destituido  de  justificación,  es  el  ca- 
so de  absolver  de  la  instancia  al  procesado;" 

4? — Que  el  señor  Fiscal  de  Corte  ha  interpuesto 
recurso  de  casación  de  la  sentencia  de  segunda  ins- 
tancia por  los  siguientes  motivos:  i? — Incongruencia 
en  el  fallo,  con  violación  del  artículo  88  del  Código 
de  Procedimientos  Civiles,  aplicable  en  su  caso  á  lo 
criminal;  2? — Error  en  la  apreciación  de  la  prueba  é 
infracción  del  artículo  3?  de  la  ley  de  3  de  julio  de 
1903;  3? — Infracción  de  los  artículos  728  del  Código 
Fiscal,  18  de  la  ley  de  8  de  julio  de  1902  y  i9  de  la 
de  3  de  julio  de  1903; 

5? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

I? — Que  las  declaraciones  de  Juan  y  José  Pica- 
do que  obran  á  los  folios  tres  y  cuatro  de  la  causa, 
comprueban  plenamente  que  la  fábrica  de  aguardien- 
te clandestino  fué  tomada  en  la  mañana  del  ocho  de 
noviembre  del  año  próximo  pasado  á  Dolores  Cama* 
cho  Fallas,  y  aunque  se  ha  pretendido  desvirtuar  la 
prueba  de  los  hechos  constitutivos  del  delito  expresa- 
do, negando  á  los  señores  Picado  la  calidad  de  testi- 
gos con  que  intervinieron  en  la  aprehensión  y  apli- 
cando al  caso  el  artículo  718  del  Código  Fiscal,  que 
es  una  garantía  que  el  legislador  estableció  para  evi- 
tar los  fraudes  é  injusticias  que  pudieran  cometer  con- 
tra los  particulares  las  personas  llamadas  á  perseguir 
los  contrabandos,  se  hace  caso  omiso  de  la  certifica- 
ción expedida  por  el  Jefe  de  la  Contabilidad  Nacio- 
nal, visible  en  el  desglose  de  segunda  instancia,  que 
justifica  la  equivocación  del  juzgador  al  tomar  las  de- 
posiciones dichas  como   dadas  por  guardas  cuando 
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fué  en  concepto  de  testigos  como  declararon  los  cita- 
dos señores  Picado  (inciso  7?,  artículo  963,  Código  de 
Procedimientos  Civiles); 

2? — Que  además,  la  amplitud  de  criterio  que  au- 
toriza el  artículo  18  de  la  ley  de  8  de  julio  de  1902 
conduce  en  vista  de  la  resultancia  de  autos  á  tener 
por  bien  demostrado  el  cuerpo  del  delito  de  contra- 
bando, así  como  la  responsabilidad  del  procesado,  por 
lo  cual  se  ha  infringido  también  dicho  artículo  y 
procede  la  casación  demandada  por  el  señor  Fiscal  de 
Corte; 

Por  tanto,  declárase  con  lugar  la  casación  pedi- 
da y  nula  la  sentencia  de  la  Sala  Segunda. — A.  Al- 
varado. — J.  Fed.  Go^^ález. — Manuel  V.  Jiménez. — 
A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Al- 
fonso Jiménez. 


Rodríguez  v,  Méndez 

(  2  20'  p.   m. — Noviembre  30 ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  Primero  del 
Crimen  de  esta  provincia,  contra  Juan  Domingo  Mén- 
dez Esquí vel,  de  sesenta  y  seis  años,  y  Ricardo  Mén- 
dez Castro,  conocido  también  por  Ricardo  Castro,  de 
diez  y  siete  años,  ambos  agricultores  y  vecinos  del 
barrio  de  San  Juan  de  este  cantón,  por  el  delito  de 
lesiones  inferidas  á  Celso  Rodríguez  Rojas,  mayor, 
agricultor  y  del  mismo  domicilio,  quien  fígura  en  au- 
tos como  acusador;  en  la  cual  han  intervenido  ade- 
más de  los  reos,  su  defensor  Licenciado  Gerardo  Cas- 
tro Méndez,  mayor,  abogado  y  de  este  vecindario,  y 
el  representante    del  Ministerio  Público; 

Resultando: 

1 9 — Que  según  expresa  el  ofendido,  el  hecho 
ocurrió  como  á  cuarenta  metros  de  la  carretera,  en  el 
camino  que  conduce  al  Tornillal  del  barrio  de  San  Je- 
rónimo de  este  cantón,  el  diez  y  siete  de  setiembre  de 
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mil  novecientos  tres,  á  las  nueve  de  la  mañana  próxi- 
mamente; 

2? — Que  el  Juez  Primero  del  Crimen,  en  senten- 
cia dictada  á  las  dos  de  la  tarde  del  diez  de  agosto 
ultimo,  declaró  responsables  á  los  procesados  como 
autores  del  delito  referido;  condenó  al  primero  á  la 
pena  de  confinamiento  menor  por  dos  meses  y  un  día, 
en  Juan  Viñas,  y  al  segundo,  á  la  de  arresto  por  diez 
días  en  la  cárcel  de  esta  ciudad,  previo  abono  del 
tiempo  por  que  hubieren  estado  presos;  á  pagar  al 
ofendido  un  jornal  diario  por  todo  el  tiempo  en  que 
no  pudo  trabajar  á  causa  de  las  lesiones,  los  gastos  de 
curación  y  todos  los  demás  daños  y  perjuicios  oca- 
sionados con  su  delito;  á  perdei^^l  arma  con  que  lo 
cometieron;  á  quedar  suspensos  de  cargo  ú  oficio  pú- 
blico durante  el  tiempo  de  la  condena,  y  apagar  tam- 
bién las  costas  personales  y  procesales  del  juicio;  y 
declaró  sin  lugar  la  tacha  puesta  al  testigo  Carlos 
Barquero.  Dicho  Juez  consideró:  **I. — Que  con  lo 
dictaminado  por  el  Médico  forense,  (Resultando  3?), 
con  la  prueba  testimonial  relacionada  en  los  resultan- 
dos segundo,  octavo  y  noveno,  (declaraciones  de  Je- 
rónimo Ocampo,  Antonio  León  y  Carlos  Barquero), 
con  la  indagatoria  de  los  reos  y  con  la  confesión  con 
cargos  de  Ricardo  Méndez  (Resultandos  4?  y  59),  es- 
te tribunal  imputa  á  Juan  Domingo  y  Ricardo  Mén- 
dez el  delito  de  lesiones  de  que  se  ha  hecho  referen- 
cia y  por  eso  debe  condenarlos  á  las  penas  estableci- 
das por  la  ley.  (Artículos  i?,  15  y  S7  del  Código  Pe- 
nal y  2?  de  la  ley  de  3  de  julio  de  1903);  II. — Que 
este  tribunal  tiene  por  cierto  joon  lo  declarado  por 
Celso  Martín  y  David  Rodríguez  (Resultandos  i?  y 
II?),  que  Ricardo  Castro  ó  Méndez  es  notoriamente 
conocido  como  hijo  ilegítimo  de  Juan  Domingo  Mén- 
dez. (Artículo  18  de  la  ley  de  8  de  julio  de  1902); 
III. — Que  la  defensa  alega  que  Ricardo  Méndez  hirió 
á  Celso  Rodríguez  por  defender  á  su  padre  Juan  Do- 
mingo Méndez,  pero  este  tribunal  cree  que  esa  cir- 
cunstancia dirimente  no  favorece  á  aquel  procesado, 
por  los  siguientes  motivos:    a.) — Porque  no  hay  dato 
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alguno  que  sugiera,  aunque  sea  débilmente,  la  idea  de 
que  Rodríguez  agredió  ilegítimamente  á  Juan  Domin- 
go Méndez:  lo  que  sí  aparece  según  lo  declarado  por 
aquél  y  corroborado  por  los  testigos  Jerónimo  Odkm- 
pG  y  Antonio  León  (Resultandos  i?,  2?  y  69),  es  que 
Juan  Domingo  retó  á  Celso  á  que  combatiesen,  y 
aceptado  el  desafío,  principió  el  duelo  á  cuchillo,  en 
el  cual  llevó  la  peor  parte  el  primero:  b.) — Porque 
Rodríguez  sólo  le  tiró  de  cintarazos  á  su  adversario; 
y  por  eso  no  más  se  explica  que  no  saliera  herido  de 
la  riña:  c). — Porque  aunque  este  tribunal  acepta  co- 
mo verdad  que  el  propósito  de  Ricardo  Méndez,  al 
dirigirse  al  lugar  de  la  reyerta  y  pegarie  una  pedrada 
á  Celso,  fué  por  auxiliar  á  su  padre,  que  ya  caminaba 
en  retirada,  es  incontrovertible  que  se  convirtió  en 
verdadero  reaccionario  ó  agresor  de  Rodríguez  desde 
que  éste,  por  razón  de  la  pedrada,  cesó  de  combatir  ó 
de  acometer  á  Juan  Domingo  Méndez:  es  decir,  Ri- 
cardo se  convirtió  en  colaborador  de  la  riña,  conti- 
nuándola en  ataque  rudo  con  su  cuchillo,  que  tiraba 
ó  dirigía  de  ñlo,  hasta  el  extremo  de  no  satisfacerse 
con  haber  herido  á  Rodríguez  en  el  brazo  derecho, 
desde  el  primer  instante  de  su  agresión,  sino  que  per- 
sistió en  ella  hasta  inferirle  otra  herida  en  la  mano 
izquierda;  y  quién  sabe  á  qué  resultados  más  graves 
hubiera  llegado  si  la  intervención  del  comisario  Jeró- 
nimo Ocampo  no  hubiera  puesto  término  á  su  ataque. 
(Resultando  9?).  (Artículo  lo,  incisos  4?  y  5?,  del  Có- 
digo Penal);  IV. — Que  el  hecho  de  autos  se  encuen- 
tra comprendido  en  el  artículo  422  del  Código  Penal, 
y  es  castigado  con  cualquiera  de  las  penas  por  esa  ley 
establecidas;  V. — Que  en  el  hecho  relativo  á  Juan 
Domingo  Méndez  no  concurren  circunstancias  que 
atenúen  ó  agraven  la  pena  que  corresponde  al  delito, 
y  por  lo  mismo  puede  recorrerse  toda  su  extensión  al 
aplicarla.  (Artículo  74  del  Código  Penal);  VI. — Que 
siendo  Ricardo  Méndez  menor  de  diez  y  ocho  años 
cuando  cometió  el  delito,  este  tribunal  le  rebaja  dos 
grados  de  la  pena  que  le  corresponde,  de  acuerdo  con 
el  artículo  80  del  Código  Penal;    VIL — Que   además 
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Tavorecen  al  mismo  procesado  Ricardo  las  atenuantes 
sétima  y  novena  del  artículo  1 1  del  Código  Penal,  y 
no  existe  en  su  contra  ninguna  agravante,  por  lo  cual 
deb%  rebajársele  un  grado  más  de  la  pena  que  le  co- 
rresponde, fuera  de  la  rebaja  apuntada  en  el  conside- 
rando precedente.  (Artículo  74  del  Código  Penal); 
VIII. — Que  siendo  alternativa  la  pena  señalada  por 
la  ley  al  delito,  este  tribunal  elige  como  imponible  pa- 
ra Juan  Domingo  Méndez  confinamiento  menor  en  su 
grado  mínimo,  cuya  duración  la  fija  en  dos  meses  y 
un  día,  que  compurgará  en  la  villa  de  Juan  Viñas. 
(Artículo  '¡6  del  Código  Penal);  IX. — Que  por  las  re- 
bajas apuntadas  en  los  considerandos  sexto  y  sétimo, 
queda  como  pena  imponible,  para  Ricardo  Méndez, 
arresto  en  su  grado  mínimo,  cuya  duración  la  fija  este 
tribunal  en  diez  días.  (Artículos  66  escala  I,-y  j6  del 
Código  Penal);  X. — Que  también  deben  imponerse  á 
los  procesados  las  penas  accesorias  y  abonárseles  la 
prisión  sufrida.  (Artículos  25,  33,  38,  39  y  95  del  Có- 
digo Penal);  XI. — Que  la  tacha  puesta  al  testigo  Car- 
los Barquero  es  improcedente  porque  la  calidad  de 
peón  no  es  motivo  de  tacha,  y  no  se  ha  demostrado 
que  fuera  sirviente  ó  doméstico  ó  comensal  de  al- 
guno de  los  procesados.  (Artículo  223  del  Código  de 
Procedimientos  Penales);" 

3? — Que  el  ofendido  y  el  defensor  de  los  proce- 
sados se  alzaron,  y  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones, 
á  las  tres  de  la  tarde  del  cuatro  de  octubre  último, 
confirmó  en  todas  sus  partes  la  sentencia  recurrida 
por  estimarla  arreglada  al  mérito  del  proceso; 

4? — Que  el  ofendido  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por  los 
siguientes  motivos:  i9 — Aplicación  indebida  por  in- 
terpretación errónea,  del  artículo  11,  incisos  7?  y  9?, 
del  Código  Penal,  en  lo  referente  al  procesado  Ricar- 
do Castro,  al  rebajar  tres  grados  de  la  pena  que  co- 
rresponde á  su  delito;  2? — Error  de  derecho  en  la 
apreciación  de  la  prueba  oral,  porque  de  ella  no  apa- 
rece que  el  reo  confesara  con  sinceridad  el  delito,  ni 
que  obrara  por  estímulos  muy  poderosos;  3? — Viola- 
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ción  del  artículo  18  de  la  ley  de  8  de  julio  de  1902  al 
aceptar  como  fehaciente  el  dicho  de  los  testigos  Da- 
vid y  Martín  Rodríguez,  ñadores  de  cárcel  de  los  pro- 
cesados, en  cuanto  á  que  Juan  Domingo  sea  padre 
de  Ricardo  Méndez;  4? — Violación  del  articulo  18  de 
la  ley  de  8  de  julio  de  1902  al  admitir  como  buena, 
sin  excepción  ni  reserva  alguna,  la  declaración  del 
testigo  Carlos  Barquero,  quien  en  la  fecha  de  la  co- 
misión del  delito  era  peón  y  comensal  del  reo  Juan  Do- 
mingo Méndez;  5? — Violación  del  artículo  12,  inciso 
16?,  Código  Penal,  al  no  declarar  como  agravante  en 
contra  de  Juan  Domingo  Méndez  el  hecho  de  ser 
reincidente  en  delito  de  la  misma  especie  que  el  de 
autos;  esta  violación  trae  por  consecuencia  la  del  ar- 
tículo 74  ibídem  porque  desde  el  momento  que  haya 
una  agravante  contra  dicho  reo,  la  Sala  no  tiene  fa- 
cultad para  aplicar  la  pena  correspondiente  en  el  mí- 
nimum sino  en  el  máximo,  pues  no  hay  atenuante  al- 
guna que  favorezca  á  Méndez;  69 — Violación  del  ar- 
tículo 76  del  Código  Penal,  pues  al  imponer  á  los 
reos  la  pena  de  su  delito,  los  Jueces  de  instancia  no 
han  tomado  en  cuenta  la  extensión  del  mal  causado 
por  la  trasgresión  de  los  procesados; 

S? — Que  el  defensor  también  ha  interpuesto  re- 
curso de  casación  de  dicha  sentencia  alegando  que 
ha  habido  error  en  la  imputación  del  hecho  y  se  han 
violado  los  artículos  i9,  14,  15,  16  y57  del  Código 
Penal,  en  cuanto  á  Juan  Domingo  Méndez;  que  res- 
pecto á  Ricardo  Méndez  se  han  violado  los  artículos 
I?  y  10  del  Código  Penal,  al  no  tomar  en  cuenta  pa- 
ra eximirlo  de  toda  pena  y  responsabilidad,  la  cir- 
cunstancia eximente  5?  del  artículo  10  citado;  y  que 
también  viola  la  sentencia  el  artículo  25  del  mismo 
Código,  al  imponer  como  reagravación  de  la  pena,  la 
de  pagar  las  costas  personales  y  procesales  del  juicio; 

69 — Que  no  se  nota  defecto  en  los  procedi- 
mientos; y 

Considerando: 

En  cuanto  al  recurso  de  la  parte  acusadora: 
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I? — El  reo  Ricardo  Méndez  obró  movido  por  es- 
tímulos poderosos:  acudió  en  desagravio  de  su  padre— 
no  en  las  condiciones  que  la  ley  exige  para  que  ese  ac- 
to fuera  uno  de  legítima  defensa-pero  sí,  animado  de 
un  sentimiento  generoso  y  vehemente.  £1  fallo  es  co- 
rrecto en  cuanto  aprecia  esa  atenuación  de  la  pena, 
y  no  viola  la  ley  citada  por  el  acusador; 

2? — Las  declaraciones  de  testigos  afectadas  de 
un  motivo  legal  de  tacha  han  sido  bien  apreciadas 
por  el  tribunal  de  instancia,  porque  ellas  conciertan 
con  otras  comprobaciones  indudables  del  proceso; 

3^ — La  calidad  de  fiadores  de  cárcel  de  los  tes- 
tigos Ramírez  y  la  de  peón  del  testigo  Barquero  no 
son  causa  legal  de  tacha;  ni  de  serlo  habría  impedido 
que  los  jueces  atribuyeran  una  fe  racional  á  sus  testi- 
monios, sin  que  ello  implicara  violación  de  la  ley  de 
8  de  julio  de  1902; 

4? — No  existe  la  circunstancia  agravante  á  que 
se  refiere  el  inciso  16?  del  artículo  12  del  Código  Pe- 
nal, porque  no  hay  comprobación  de  que  el  reo  Juan 
Domingo  Méndez  haya  cometido  antes  delito  de  la 
misma  especie; 

En  cuanto  al  recurso  por  parte  de  la  defensa: 

5? — No  existe  el  error  alegado  en  la  apreciación 
de  las  pruebas,  ni  la  infracción  de  los  artículos  1,10, 
14,  15.  16  y  25  del  Código  Penal.  Respecto  del  reo 
Juan  Domingo  Ménd^  no  sólo  hay  justificación  de 
que  provocó  la  pelea,  sino  de  que  concurrió  después 
conjuntamente  con  su  hijo  al  ataque  contra  Rodríguez. 
El  acto  del  reo  Ricardo  Méndez  no  puede  excusarse: 
a). — Porque  su  padre  provocó  la  riña:  b.) — Porque 
mientras  Rodríguez  sólo  empleaba  su  cuchillo  á  plan, 
él  tiraba  de  filo:  c.) — porque  en  el  instante  en  que  él 
intervino  en  la  lucha,  su  padre-aunque  lesionado-iba 
ya  en  fuga  y  estaba  libre  de  todo  peligro,  lo  cual  ha- 
cía innecesaria  su  defensa; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  deman- 
dada por  ambas  partes,  y  concertificación  de  la  pre- 
senté  devuélvanse  los  autos  á  la  Sala  de  su  proceden- 
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cia. — A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — Manuel  V. 
Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — An- 
te mí, — Alfonso  Jiménez. 

QuiRÓs  Valverde 

(  2  25'  p.  m. — Noviembre  30 ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  del  Crimen 
de  Cartago,  contra  Estanislao  Quirós  Valverde,  de 
veintidós  años,  artesano  y  vecino  de  dicha  ciudad, 
por  el  delito  de  lesiones  al  señor  Pedro  Segura  Var- 
gas, hecho  que  ocurrió  en  el  mismo  lugar  como  á  las 
siete  y  media  de  la  noche  del  quince  de  agosto  del 
año  próximo  pasado;  en  la  cual  ¿on  partes  además 
del  reo,  su  defensor  Licenciado  Rogelio  Chacón  Ro- 
mán, mayor,  abogado  y  vecino  de  aquella  ciudad,  y 
el  representante  del  Ministerio  Publico; 

Resultando: 

i9 — Que  el  Juez  respectivo,  con  apoyo  en  los  ar- 
tículos 1 9  y  15,  Código  Penal,  218,  777,  77Í,  779, 
873  y  882,  parte  tercera  del  Código  General  de  1841, 
falló  á  las  nueve  de  la  mañana  del  doce  de  agosto  del 
año  en  curso,  condenando  al  procesado  por  el  delito 
referido  á  la  pena  de  arresto  por  veintiún  días  en  la 
cárcel  de  la  ciudad  de  Cartago,  con  abono  del  tiempo 
por  que  hubiere  estado  preso;  á  pagar  los  daños  y 
perjuicios  ocasionados  con  su  delito,  y  á  quedar  sus- 
penso de  cargo  ú  oñcio  público  durante  la  condena; 
todo  por  las  siguientes  razones:  "  i?  Que  está  compro- 
bado en  autos  con  el  testimonio  de  los  señores  Teden- 
cio  Leiva,  Francisco  Redondo  y  Arturo  Arrieta,  que 
el  autor  de  la  lesión  causada  á  Segura  en  la  noche 
del  quince  de  agosto  de  mil  novecientos  cuatro,  fué 
el  procesado  Estanislao  Quirós  Valverde;  2?  Que  la 
pena  aplicable  al  caso  de  que  se  trata,  es  una  de  las 
que  indica  el  artículo  422  del  Código  Penal,  toda  vez 
que  la  lesión  pudo  haber  sanado  en  diez  días,  y  este 
Juzgado  elige  la  reclusión;     3?  Que  á  favor  del  reo 
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están  comprobadas  las  atenuantes  9^  y  14^  del  artfou- 
lo  1 1  del  Código  citado,  sin  que  hayan  en  su   contra, 
circunstancias  agravantes  que  apreciar;     4?-  Que     no 
concurriendo  en  el  hecho  circunstancias  agravantes  y 
sí  dos  atenuantes,  la  pena  debe  aplicarse  con  arreglo 
á  lo  que  dispone  el  artículo  75  del  Código  ya  citacio, 
y  en  consecuencia  procede  bajar  á  juicio   del   infras- 
crito Juez,  dos  grados  á  la  pena  imponible,  quedando 
ésta  convertida  en  arresto  y  en  la  duración  de  vein- 
tiún días.  (Escala  número  II  del  artículo  66,  Códíg-o 
Penal);     5?  Que  al  reo  se  le  deben  imponer  á  más  cié 
la  pena  principal,  las  accesorias  de  ley  (artículos   25, 
33»  39  y  95 1  Código  citado);" 

2? — Que  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones,  quien 
conoció  de  la  causa.en  virtud  de  recurso  interpuesto 
por  el  defensor,  á  las  dos  y  media  de  la  tarde  del  seis 
de  octubre  último  elevó  á  cuarenta  y  un  días  la  pena 
principal  impuesta  al  procesado,  y  confirmó  en  lo  de- 
más la  sentencia  apelada,  por  esta  razón:  '*Que  está 
bien  apoyada  en  los  autos  la  imputación  del  delito  al 
procesado.  Teniendo  éste  dos  atenuantes  y  ninguna 
agravante,  el  Tribunal  estima  de  justicia  la  rebaja  á 
que  autoriza  el  artículo  75,  Código  Penal,  pero  no  de 
dos  grados  sino  de  uno  solo,  quedando  arresto  en  su 
grado  máximo,  que  fija  en  cuarenta  y  un  días;" 

3? — Que  la  defensa  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por  los 
siguientes  motivos:  I  Violación  de  los  artículos  i9  y 
io9,  inciso  10,  Código  Penal,  al  suponer  en  el  reo 
malicia  y  voluntad  de  delinquir,  y  al  desconocer  que 
el  mismo  obró  en  cumplimiento  de  su  deber  como 
policial;  II  Error  ^  de  hecho  y  de  derecho  en  la  apre- 
ciación de  las  pruebas,  con  violación  del  artículo  426 
del  Código  Penal,  pues  constando  de  autos  que  varios 
hicieron  uso  de  armas  capaces  de  producir  la  lesión  y 
no  habiéndose  sabido  por  la  oscuridad  de  la  noche  y 
otras  causas,  cuál  de  los  golpes  la  produjo,   debe   im-  i 

putarse  su  comisión  á  quienes  hicieron  uso  de  armas  J 

capaces  de  producirla,  con  dos  grados   menos   de   la 
pena  imponible;  I 
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4^ — Que  la  misma  parte  amplió  su  recurso  ale- 
gando violación  de  los  artículos  1 9,  4,  5  y  13  del  Có- 
digo de  Justicia  Militar  que  dispone  terminantemente, 
que  los  hechos  imputados  á  los  militares,  serán  juzga- 
dos por  las  autoridades  militares  y  no  por  las  civiles, 
y  violación  de  las  leyes  de  6  de  agosto  de  1892,  23 
de  junio  de  1885  Y  ^8  de  octubre  de  1889; 

5? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

I? — Que  la  excepción  de  incompetencia  de  los 
tribunales  comunes  para  juzgar  en  esta  causa,  pro- 
puesta en  la  ampliación  del  recurso,  es  improcedente 
no  sólo  por  no  haber  sido  alegada  y  debatida  oportu- 
namente en  el  juicio  conforme  á  lo  dispuesto  por  el 
artículo  959  del  Código  de  Procedimientos  Civiles, 
sino  también  porque  habiéndose  declarado  incompe- 
tente Ja  autoridad  militar  para  conocer  de  este  asun- 
to, fué  consentida  esta  resolución  y  se  está  en  el  caso 
previsto  por  el  inciso  69  del  artículo  69  de  la  ley  de  9 
de  julio  de  1899; 

29 — Que  la  imputación  del  delito  y  la  responsa- 
bilidad consiguiente  del  procesado  están  bien  justiñ- 
cadas  con  las  declaraciones  del  sumario,  apreciadas 
debidamente  conforme  á  las  reglas  de  una  sana  críti- 
ca, de  acuerdo  con  lo  establecido  por  el  artículo  18 
de  la  ley  de  8  de  julio  de  1902,  y  la  eximente  10?  del 
artículo  10,  Código  Penal,  que  el  defensor  del  reo  ale- 
ga haber  concurrido  en  el  caso  concreto^  no  tiene 
apoyo  alguno  en  los  autos.  En  consecuencia  no  ha 
habido  el  error  de  hecho  ni  de  derecho  que  se  recla- 
ma, ni  la  violación  de  las  leyes  citadas  en  el  recurso 
que  se  examina; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida, 
y  con  certificación  de  la  presente  devuélvanse  los  au- 
tos á  la  Sala  de  su  procedencia. — A.  Alvarado. — 
J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambra- 
na. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso  Jimé- 
nez. 
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Nota. — Los  Magistrados  Jiménez  y  Oreamuno 
salvaron  su  voto  y  lo  consignaron  en  estos  términos: 

Considerando: 

I? — En  cuanto  el  recurso  alega  falta  de  jurisdic- 
ción en  esta  Sala  por  corresponder  el  conocimiento 
del  negocio  á  los  tribunales  militares,  adoptamos  las 
consideraciones  del  fallo  anterior; 

2? — No  vemos  en  el  hecho  que  se  juzga  nada 
que  pueda  caracterizarlo  como  delito.  Consta  que 
Quirós  fué  llamado  en  auxilio  de  su  jefe,  á  quien  en- 
contró tendido  en  el  suelo  y  debajo  de  Pedro  Segura 
Vargas,  que  había  logrado  derribarlo.  La  luz  escasa 
que  alumbraba  el  lugar  de  la  riña  no  le  permitía  ha- 
cerse cargo  al  pronto  de  los  detalles  de  la  pelea,  para 
calcular  racionalmente  el  tanto  de  peligro  que  corría 
en  ella  su  compañero,  y  creyó  que  el  caso  exigía  de 
su  parte  una  acción  eñcaz  y  enérgica.  Su  acto,  indu- 
dablemente excesivo,  fué  producto  de  un  error  en  la 
inteligencia  de  su  obligación  y  de  una  precipitación 
imprudente  en  aquel  momento  de  conflicto.  Es  segu- 
ro que  si  Quirós  no  hubiera  sido  llamado  en  ayuda 
de  su  jefe,  no  habría  acudido  al  lugar  del  pleito  y 
que  de  la  misma  manera  se  habría  conducido  con 
cualquier  otro  que  con  el  ofendido,  con  quien  no  te- 
nía antecedente  de  enojo  ni  relación  alguna  que  haga 
sospechosa  su  acción  como  una  de  venganza,  represa- 
lia, enemistad  u  otra  pasión  innoble.  Hubo  falta  de 
serenidad  é  imprudencia,  que  serán  materia  de  correc- 
ción con  arreglo  á  las  establecidas  para  la  disciplina 
del  cuerpo  de  Policía,  pero  no  materia  de  delito,  que 
no  puede  producirse  sin  dolo.  El  fallo  en  esto  erró 
en  la  apreciación  de  la  prueba  y  violó  el  artículo  i9 
del  Código  Penal  al  estimar  como  delito  un  hecho 
que  no  lo  es.  Lo  dicho  hace  innecesario  el  examen 
de  los  demás  puntos  del  recurso; 

Por  tanto,  es  nuestro  voto  declarar  con  lugar  la 
casación  demandada  y  nula  la  sentencia  de  la  Sala 
Segunda. — Manuel  V.  Jiménez. — Nicolás  Oreamuno. 
— Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 
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MoLiNARi  V,  EL  Estado 
(2^  p,  m. — Diciembre  i9) 

En  el  juicio  establecido  en  el  Juzgado*  de  lo  Con- 
tencioso-administrativo,  para  que  se  declare  que  es 
ilegal  la  resistencia  de  ciertas  autoridades  á  cumplir 
unas  órdenes  de  embargo,  seguido  por  el  señor  Her- 
megildo  Molinari  Zuccoli,  mayor  de  edad,  artesano  y 
vecino  de  la  ciudad  de  Alajuela,  contra  el  Estado,  á 
quien  representa  el  señor  Licenciado  Pedro  Loria  Igle- 
sias, mayor,  abogado  y  vecino  de  esta  ciudad,  como 
Promotor  Fiscal  de  la  República; 

Resultando: 

\^ — Que  en  el  libelo  de  demanda  expresa  el  ac- 
tor: que  en  juicios  ejecutivos  seguidos  por  él  contra 
los  señores  Ernesto  Alvarado,  Segundo  Romo,  Mi- 
guel González,  José  Núñez,  Joaquín  Moy^,  Juan  Ra- 
mírez, José  Murillo  y  Máximo  Alfaro,  individuos  de 
los  cuerpos  de  bandas  de  Alajuela  y  Heredia,  las  au- 
toridades que  de  tales  juicios  conocen,  han  decretado 
embargo  de  la  tercera  parte  de  los  sueldos  que  esos 
empleados  devengan;  pero  los  Comandantes  de  Pía-, 
za  de  dichos  lugares,  que  son  lostjue  giran  contra  el 
Tesoro  Público  por  los  sueldos  de  tales  empleados,  se 
han  resistido  á  cumplir  las  órdenes  de  embargo  ema- 
nadas de  las  autoridades  judiciales;  que  los  ejecutados, 
con  excepción  de  Miguel  González,  solicitaron  de  la 
autoridad  judicial  que  decretara  el  embargo  pedido 
por  él;  que  la  razón  que  los  Comandantes  exponen 
para  desatender  las  órdenes  de  embargo  libradas,  es 
que  conforme  á  la  ley  numero  41  de  24  de  julio  de 
1874,  que  consideran  vigente,  son  inembargables  los 
sueldos  de  los  músicos  de  las  bandas  militares;  que 
llevado  el  asunto  al  conocimiento  de  la  Secretaría  de 
Estado  en  el  Despacho  de  Guerra,  ésta  declaró  **le- 
gal  y  correcta"  la  conducta  y  resolución  de  los  Co- 
mandantes de  Plaza  indicados;  que  aun  en  el  supues-  > 
to  de  que  la  ley  de    1874  estuviese   vigente  después                    A 
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del  decreto  de  29  de  noviembre  de  1882,  es  lo  cierto 
que  esa  vigencia  habría  cesado  en  virtud  de  la  dispo- 
sición final  del  artículo  i?  de  la  ley  de  28  de  setiem- 
bre de  1887  y  de  los  artículos  981,  982  y  984  del 
Código  Civil;  y  en  todo  caso  teniendo  el  dueño  de 
un  sueldo  el  derecho  de  disponer  de  éste  á  su  antojo, 
no  hay  razón  legal  para  eludir  la  entrega  de  una  par- 
te de  esos  sueldos  á  una  autoridad  judicial  cuando  los 
dueños  de  tales  sueldos  así  lo  han  dispuesto  y  pedido 
(artículos  264,  291,292,  159  y  1 102  del  Código  Civil;) 
que  por  lo  expuesto,  demanda  en  vía  contencioso-ad- 
ministrativa  á  la  Administración  del  Estado  para  que 
en  definitiva  se  declare  que  es  ilegal  la  resistencia  de 
las  autoridades  administrativas  á  que  se  ha  referido, 
á  cumplir  las  órdenes  de  embargo  libradas  por  lasau 
toridades  judiciales  sobre  la  tercera  parte  de  los  suel- 
dos de  los  empleados  militares  antes  citados; 

2? — Que  el  Promotor  Fiscal  contestó  negativa- 
mente la  demanda  por  las  siguientes  razones : 

Primera. — La  ley  número  41  de  24  de  julio  de 
1874  es  una  ley  especial,  dictada  en  mérito  de  muy 
fuertes  razones,  en  favor  no  sólo  de  las  personas  á  que 
se  refiere  sino  como  una  medida  eficaz  y  necesaria 
para  mantener  el  orden  y  la  buena  disciplina  en  imü- 
viduos  que  devengan  un  pequeño  sueldo^  y  que  nece- 
sitan indispensablemente  de  disponer  de  él  para  sus 
más  apremiantes  nedbsidades,  y  estar  siempre  en  dis- 
posición de  poder  prestar  sus  servicios  con  la  expe- 
dición y  regularidad  con  que  militarmente  les  son 
exigidos;  la  ley  de  que  se  trata  es,  pues,  especialísima 
y  sólo  con  otra  de  la  misma  índole  puede  ser  deroga- 
da: Segunda. — No  existe  una  ley  que  especialmente 
haya  derogado  la  de  24  de  julio  de  1874.  Las  leyes 
citadas  por  el  señor  Molinari  son  generales,  y  por  tal 
motivo  ninguna  de  ellas  puede  haberla  derogado: 
Tercera. — El  decreto  dictado  por  el  Poder  Ejecutivo 
en  29  de  noviembre  de  1882,  se  refiere  sólo  á  regla- 
mentar el  procedimiento  que  debe  seguirse  para  ha- 
cer efectivos  los  embargos  de  sueldos  en  la  parte  per- 
mitida por  la  ley,  de   ninguna   manera  puede,  pues, 
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juzgarse  que  ese  decreto  haya  dejado  sin  vigor  la  ley 
de  que  se  trata,  ni  aunque  así  lo  hubiera  establecido 
claramente,  puesto  que  un  decreto  del  Poder  Ejecu- 
tivo, dictado  constitucionalmente  no  podría  nunca  te- 
ner fuerza  bastante  para  derogar  una  ley  de  la  Re- 
pública: Cuarta:  —Tampoco  puede  considerarse  dero- 
gada la  ley  referida  por  la  de  28  de  setiembre  de 
1887,  puesto  que  especialmente  no  viene  tratando  de 
ella  y  ni  siquiera  la  menciona;  esa  ley  sólo  viene  á 
poner  en  vigor  leyes  generales,  y  á  dejar  sin  fuerza 
otras  generales  también.  Quinta. — Los  artículos  981, 
982  y  984  del  Código  Civil,  citados  también  por  el  so 
nor  Molinari  en  apoyo  de  su  derecho,  no  pueden  ser- 
vir de  argumento  para  tener  como  derogada  la  ley  de 
1874;  ninguno  de  esos  artículos  se  refiere  á  esta  ley, 
pues  el  inciso  6?  del  artículo  984.  que  dispone  qu^ 
no  pueden  embargarse  los  uniformes  y  equipos  mili- 
tares, .se  refiere  á  jefes  y  oficiales,  y  de  ninguna  ma- 
nera á  soldados  ó  individuos  de  las  bandas  militares, 
puesto  que  sus  uniformes  y  equipos  han  pertenecido 
y  siguen  perteneciendo  al  Gobierno,  que  es  quien  los 
suministra.  Sexta. — Los  artículos  262,  291,  292,  159 
y  1 102  del  Código  Civil,  tampoco  vienen  á  dar  fuer- 
za alguna  al  demandante  en  sus  gestiones,  puesto  que 
la  ley  de  1874  no  se  hizo  solamente  para  establecer 
un  privilegio  en  favor  de  los  agraciados,  sino  también 
para  establecer  en  los  cuarteles  un  buen  servicio  y 
una  buena  disciplina,  así  es  que  no  son  derechos  que 
pueden  renunciarse  por  una  sola  de  las  partes;  por 
otra  parte,  si  los  señores  individuos  de  banda  á  que  el 
caso  concreto  se  refiere,  quieren  entregar  al  señor 
Molinari  su  dinero,  una  vez  que  lo  hayan  recibido, 
nadie  les  puede  impedir  hacer  esto,  y  si  ellos  están  de 
acuerdo,  no  se  sabe  por  qué  el  señor  Molinari  se  em- 
peña en  que  ti  caso  sea  resuelto  por  los  tribunales; 
3? — Que  el  Juez  délo  Contencioso-administrati- 
vo,  á  las  tres  y  media  de  la  tarde  del  veintisiete  de 
abril  de  este  año,  declaró  sin  lugar  la  demanda  esta- 
blecida y  condenó  al  actor  en  las  costas  personales  y 
procesales  del  juicio,  con  apoyo  en   la  ley  número  41 

24 
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de  24de  julio  de  1874   y  artículos  1072  y   1074  del 
Código  de  Procedimientos  Civiles; 

4? — Que  la  Sala  Primera  de  Apelaciones,    quien 
conoció  del  juicio  en  virtud  de  recurso  interpuesto  por 
el  apoderado  del  actor,  á  las  doce  y  media  del  día  diez 
de  julio  último,  confirmó  la  sentencia   recurrida,  con 
costas  personales  y  procesales  de  ambas   instancias    á 
cargo  del  demandante,  y  al  efecto  consideró:"!? — Que 
al  no  expresarse  en  el  decreto  de  24  de  julio  de  1874, 
que  lo  allí  dispuesto  era  por  el  tiempo  que  durase  vi- 
gente la  tarifa  de  sueldos  que  entonces    regía,  no  hay 
motivo  para  atribuir  á  aquella  disposición  legal  el  ca- 
rácter puramente   transitorio  que   pretende  darle    la 
parte  demandante.     Dicha  ley  tiene  por  el  contrario, 
fines  permanentes,  pues  se  funda,  como  lo  dice  el  pre- 
ámbulo déla  misma,  en  la  conveniencia  de  dictar  pro- 
videncias que  aseguren  un  buen  servicio  militar;   2? — 
Que  al  estatuir  aquella  ley  sobre  un   punto   especial, 
cual  es,  la  prohibición  de  embargar   el   sueldo  de  los 
músicos  de  las  bandas  militares  y  el  de  los  demás  in- 
dividuos de  tropa,  para  conceptuarla   derogada,  sería 
preciso  que  una  ley  posterior   hubiera  hecho  la  dero- 
gatoria de  modo  expreso,  ó  que  estatuyendo  sobre  el 
mismo  punto,  las  nuevas  disposiciones  fueran  contra- 
rias á  las  anteriofes   en   términos  que   impidiesen    su 
observancia.     La  ley  de  introducción    de  los  actuales 
Códigos  Civil  y  de  Procedimientos  Civiles,  emitida  el 
veintiocho  de  setiembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
siete,  en  parte  alguna  deroga  la  citada   ley,  pues  di- 
chos Códigos  no  proveen  nada  respecto  al  embargo 
de  los  sueldos   de   aquellos   empleados.     El  artículo 
984  del  Código  Civil,  al  referirse  á  los  sueldos  de  em- 
pleados en  el  servicio  público  ó  particular,  lo  hace  en 
términos  generales:  su  intención    no   puede  ser  otra 
que  tomar  en  cuenta  los  sueldos  que  devengan  la  ge- 
neralidad de  los  empleados,  no  los  correspondientes  á 
las  personas  de  que  aquí  se  trata,  pues  á  ese  respecto 
existen  leyes  especíales,  determinantes    de  un    orden 
de  cosas  diferente.     Por  su  parte  el  artículo   524  del 
Código  de  Procedimientos  Civiles  al  establecer  reglas 
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para  la  distribución  del  tanto  embargable  de  los  suel- 
dos, se  refiere,  naturalmente,  á  aquellos  emolumentos 
que  son  perseguiblcs  conforme  á  la  ley  civil  y  no  á 
los  que  se  hallan  exceptuados  por  disposiciones  par- 
ticulares; 3? — Que  si  bien  del  párrafo  final  del  artícu- 
lo 137  del  Código  de  Justicia  Militar,  aparece  que  el 
prest  de  que  disfrutan  los  individuos  de  tropa,  no  es 
perseguible,  lo  que  pudiera  inducir  á  creer  que  el  de 
los  músicos  de  banda  sí  lo  es,  pues  no  los  menciona, 
debe  observarse,  primero,  que,  como  queda  dicho  an- 
teriormente, por  ser  especial  la  ley  de  1874,  no  pue- 
de entenderse  derogada  sino  por  disposición  expresa 
ó  formalmente  contraria;  y  segundo,  que  es  induda- 
ble que  en  la  denominación  de  tropa  se  incluye  siem- 
pre á  los  individuos  de  la  banda,  pues  por  razón  de 
las  funcione;5  que  desempeñan,  son  partes  del  ejército 
y  se  hallan  subordinados  á  la  ley  militar;  además,  si 
alguna  duda  pudiera  abrigarse  á  este  respecto,  ella  se 
desvanece  por  completo  en  vista  del  artículo  único  de 
la  indicada  ley  de  1874.  en  que  califica  de  tropa  á  los 
músicos  de  las  bandas  militares,  como  claramente  re- 
sulta de  la  expresión,  **ni  á  los  demás  individuos  de 
clase  de  tropa  en  actual  servicio,"  usada  después  de 
referirse  á  los  músicos  de  banda;  4? — Que  la  aquies- 
eíicia  de  los  deudores  para  que  pueda  embargarse 
parte  de  su  sueldo,  nada  significa,  ya  porque  lo  he- 
cho contra  las  leyes  prohibitivas  es  de  ningún  valor 
(artículo  10  del  Códigp  Civil),  ya  porque  la  disposi- 
ción de  la  ley  de  24  de  julio  de  1874  tiene  hasta  cier- 
to punto  carácter  de  orden  público,  desde  luego  que 
tiende  á  asegurar  la  subsistencia  de  individuos  que  se 
encuentran  sujetos  al  régimen  militar,  de  suyo  exi- 
gente, y  que  prestan  servicios  que  se  estiman  de  todo 
punto  necesarios  para  la  conservación  del  orden  y  se- 
guridad de  las  instituciones  públicas.  Si  esos  pactos 
fueran  permitidos,  dada  la  presión  que  de  ordinario 
ejercen  los  prestamistas  sobre  los  deudores  cuyo  úni- 
co patrimonio  se  reduce  á  un  pequeño  sueldo^  llega- 
ría á  hacerse  corriente  la  derogatoria  del  privilegio, 
en  los  casos  siifii lares  al  presente,  y   á  derogarse  por 
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modo  indirecto,  la  ley  que  se  ha  propuesto  sustraer  á 
los  individuos  del  ejército  á  las  angustias  de  la  mise- 
ria;" 

5? — Que  el  actor  ha  interpuesto  recurso  de  casa- 
ción de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por  los  si- 
guientes motivos:  i9 — Interpretación  errónea  y  apli- 
cación indebida  de  la  ley  de  24  de  julio  de  1874  por- 
que á  pesar  de  que  esa  ley  estaba  destinada  á  reg^ir 
tan  sólo  mientras  rigiese  la  Tarifa  General  de  sueldos 
entonces  vigente,  romo  se  evidencia  del  preámbulo  de 
dicha  ley  y  por  los  términos  y  motivos  de  la  exposi- 
ción del  Suprejno  Poder  Ejecutivo  en  que  dicha  ley 
se  apoya  expresamente,  la  Sala  de  instancia  ha  creí- 
do que  dicha  ley  rige  aún  después  de  1882,  fecha  en 
que  dejó  de  regir  la  referida  Tarifa;  2? — Infracción  de 
los  artículos  i9  del  decreto  de  28  de  setiembre  de 
1887  y  506  del  Código  de  Justicia  Militar,  porque 
conforme  á  la  primera  disposición  legal,  y  aun  supo- 
poniendo  que  la  ley  de  24  de  julio  no  hubiese  dejado 
de  regir  junto  con  la  Tarifa  General  de  sueldos  á  que 
el  Poder  Ejecutivo  y  la  Comisión  del  Congreso  se  re- 
firieron, es  evidente  que  la  ley  de  1874  quedó  total- 
mente derogada  por  el  Código  Civil,  dado  que  éste 
legisló  en  su  Capítulo  I,  Título  89.  Libro  III,  sobre  lo 
que  se  puede  y  lo  que  no  se  puede  embargar  á  los 
empleados  civiles  y  militares;  lo  cual  está  además  ex- 
plícitamente corroborado  por  el  artículo  506  del  Có- 
digo de  Justicia  Militar  antes  citado; 

69 — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  defec- 
toi'y 

Considerando: 

i9 — Que  carece  de  razón  el  recurrente  en  decir 
que  se  ha  interpretado  erróneamente  y  aplicado  mal 
la  ley  de  24  de  julio  de  1874,  porque  ni  en  ella  ni  en 
sus  antecedentes  consta  que  se  destinara  á  regir  por 
tiempo  limitado  y  más  bien  aparece  emitida  para  ase- 
gurar de  modo  permanente  el  buen  servicio  militar, 
por  lo  cual  es  desautorizada  la  interpretación  del  re- 
curso que  la  concreta  á  la  vigencia  de  la  tarifa  de  1882; 
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2? — Que  la  Sala  sentenciadora  no  infringe  el 
artículo  i9  de  la  ley  de  28  de  setiembre  de  1887  por- 
que la  cesación  que  dispone,  se  reñere  á  las  partes  vi- 
gentes del  Código  General  de  1841  y  á  las  demás  le- 
yes y  reglamentos  que  tratan  de  las  mismas  materias 
que  el  Código  Civil,  el  de  Procedimientos  Civiles  y  la 
ley  Orgánica  de  Tribunales,  que  rigen  desde  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  ocho:  la  ley  de  julio  de  1874  ga- 
rantiza el  buen  desempeño  prohibiendo  los  embargos 
de  parte  de  .sueldos  de  los  músicos  de  las  bandas  mi- 
litares é  individuos  que  determina  de  la  clase  de  tropa 
en  actual  servicio,  teniendo  en  cuenta  el  decoro  de  la 
institución  y  consultando  sólo  el  interés  común:  no 
existe  ninguna  otra  disposición  á  este  respecto; 

3? — Que  el  reclamo  de  que  con  la  Tarifa  de  suel- 
dos dejó  de  regir  la  re/crida  ley  no  está  apoyado  en 
ninguna  de  las  dos  disposiciones  y  el  Captíulo  I,  Tí- 
tulo VIII,  Libro  III  del  Código  Civil  no  se  refiere  ni 
indirectamente  al  punto  que  está  hoy  en  controversia; 

4? — Que  tampoco  infringe  el  artículo  506  del 
Código  de  Justicia  Militar,  pues  éste  deroga  las  leyes 
sobre  las  materias  que  él  trata  y  aunque  el  artículo 
137  ibídem  hace  referencia  al  prest  de  que  goza  la 
tropa,  no  es  del  modo  concreto  y  especial  que  la  ley 
de  1874; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida, 
con  costas  á  cargo  del  recurrente,  y  con  certificación 
de  la  presente,  devuélvanse  los  autos  al  tribunal  de 
su  procedencia. — A.  Al  varado. — J.  Fcd.  González. — 
Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Orea- 
muno. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


Moreno  v.  Barrantes 
(  3/í  P-  ^^' — Diciembre  5  ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  de  primera 
instancia  de  Santa  Cruz,  contra  Eligió  Barrantes,  de 
único  apellido,  de  veintisiete  años,  jornalero  y  vecino 
de  Porte  Golpe  de  dicho  cantón,  por  el  delito  de  rap- 
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to  de  la  menor  Porfiría  Moreno  Peraza;  en  la  cual 
han  intervenido  el  señor  José  Dennetrio  Caamaño  So- 
to, mayor,  agente  de  negocios  judiciales  y  de  aquel 
vecindario,  como  apoderado  del  señor  Reyes  Moreno 
Vallejos,  mayor,  agricultor  y  vecino  de  Tempate,  acu- 
sador como  padre  de  la  ofendida,  y  el  representante 
del  Ministerio  Público; 

Resultando: 

I? — Que  según  dice  el  padre  de  la  ofendida,  el 
hecho  ocurrió  próximamente  el  veinte  de  mayo  del 
año  en  curso; 

2? — Que  el  Juez  del  Crimen  de  Santa  Cruz,  con 
apoyo  en  los  artículos  35  y  36,  Ley  de  17  de  octubre 
de  1864,  69  y  89  de  la  de  8  de  julio  de  1902.  841  y 
842,  parte  tercera  del  Código  General  de  1841,  á  las 
dos  de  la  tarde  del  veintiséis  de  agosto  sobreseyó  en 
los  procedimientos  por  no  haberse  comprobado  de- 
lincuencia; y  ordenó  testimoniar  lo  conducente  para 
juzgar  si  la  ofendida  Porfiría  Moreno  Peraza  ha  incu- 
rrido en  perjurio;  y  consideró  al  efecto:  **iV — De  las 
resultancias  de  la  investigación  aparece  absolutamen- 
te destituido  de  comprobantes  el  cargo  respectivo  á 
la  violencia  física  que  se  ejerciera  en  la  raptada  para 
hacerla  salir  de  la  casa  de  sus  padres,  pues  no  hay 
dato  alguno  que  informe  su  falta  de  anuencia  ni  para 
deducir  que  fué  sustraída  contra  su  voluntad.  El  caso 
no  puede,  pues,  comprenderlo  el  artículo  379  del  Có- 
digo Penal;  29 — Tampoco  es  legalmente  definible  el 
hecho  que  se  juzga,  con  arreglo  at  artículo  380  del 
citado  Código,  porque  en  la  delincuencia  que  esa 
disposición  prevé,  se  requiere  la  virginidad  de  la 
raptada,  y  tanto  por  el  dictamen  del  facultativo  que 
oportunamente  la  examinó,  cuanto  por  el  prim-r  di- 
cho  de  la  ofendida,  que  parece  acercarse  más  á  la 
verdnd,  es  forzoso  concluir  que  Porfiría  Moreno  no 
era  ya  doncel'a  cuando  huyó  con  su  amante,  de  la 
casa  de  su  padre-;  por  lo  cual  tratándose  de  una  me- 
nor de  veinte  años,  pero  mayor  de  doce,  el  hecho 
ejecutado  no  es  la  acción  que  la  ley  pena  como  rapto;" 
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3? — Que  el  señor  Caamaño  se  alzó  para  ante  la 
Sala  Segunda  de  Apelaciones,  quien  á  las  tres  y  cuar- 
to de  la  tarde  del  veinticuatro  de  octubre  último  con- 
firmó en  todas  sus  partes  el  auto  recurrido; 

4? — Que  el  acusador  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  de  la  resolución  de  segunda  instancia  por 
los  siguientes  motivos:  iV — Violación  del  artículo  730, 
Código  General  de  1841,  en  relación  con  el  2?  de  la 
ley  de  3  de  julio  de  1903.  porque  en  autos  existe 
prueba  suficiente  para  llamará  juicio  al  reo;  2? — Vio- 
lación del  artículo  780  del  Código  Penal;  3? — Error 
de  hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba; 
4? — Aplicación  errónea  de  los  artículos  780  y  841, 
parte  tercera  del  Código  General,  con  error  de  dere- 
cho en  la  apreciación  de  la  prueba,  sobre  todo  al  dar- 
se á  la  declaración  de  Porfiria  Moreno  una  fuerza  que 
no  tiene,  en  favor  del  procesado;  5? — Violación  del 
artículo  229  del  Código  Penal  porque  se  da  valor  á  la 
primera  declaración  de  la  menor  ofendida,  que  se 
mandó  reponer  porque  carecía  de  las  formalidades 
exigidas  por  lus  artículos  1015,  parte  tercera  del  Có- 
digo General  de  1841.  y  835,  Código  Civil; 

5? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

Que  el  raciocinio  de  la  resolución  impugnada 
por  el  recurso  acerca  de  la  doncellez  de  la  interesada, 
y  las  pruebas  (jue  la  fundamentan,  demuestran  ple- 
namente la  racionalidad  de  sobreseer  en  este  asunto,- 
sin  necesidad  de  que  se  dé  al  atestado  de  la  raptada 
otro  valor  que  el  que  de  acuerdo  con  nuestras  leyes 
le- corresponde; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  deman- 
dada y  con  certificación  de  la  presente,  devuélvanse 
los  autos  al  tribunal  de  su  procedencia. — A.  Alvara- 
do. — J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A. 
Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí,  Alfonso 
Jiménez. 
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Nota: — El  señor  Magistrado  Oreamuno  saIv<S 
su  voto  y  lo  consignó  en  estos  términos: 

Considerando: 

1 9 — Que  hay  prueba  fehaciente  de  que  Eligió 
Barrantes  raptó  á  la  menor  Porfiria  Moreno,  )a  cual 
contaba  sólo  diez  y  ocho  años  y  unos  días  de  edad 
al  tiempo  del  hecho  que  se  juzga; 

2? — Que  también  hay  prueba  de  que  esa  niña 
era  bien  reputada  en  su  vecindario  por  recatada  y 
por  honesta; 

3? — Que  en  este  caso  se  dan  las  mismas  condi- 
ciones que  en  el  del  rapto  de  Teresa  Granados,  acer- 
ca del  cual  motivé  el  veintiuno  de  enero  de  este  año 
un  voto  especial  cuyas  razones  reproduzco  ahora  pa- 
ra explicar  mi  opinión  de  que  en  el  presente  caso 
procede  el  recurso  por  violación  del  artículo  380  del 
Código  Penal; 

Por  tanto,  es  mi  voto  declarar  procedente  la  ca- 
sación pedida  y  nula  la  resolución  recurrida. — Nico- 
lás Oreamuno. — Ante  mí,  Alfonso  Jiménez. 

Solano  Brenes 

(  3  20'  p.  m. — Diciembre  5  ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  del  Crimen 
de  Cartago,  contra  Simplicio  Solano  Brenes,  de  vein- 
tinueve años,  agricultor  y  vecino  de  "Llano  del  Ti- 
gre", de  aquella  jurisilicción,  por  el  delito  de  lesiones 
menos  graves  inferidas  á  Zacarías  Ccciliáno  Castro, 
quien  ejercía  las  funciones  de  Comisario  Civil;  en  la 
cual  ha  intervenido  además  el  representante  del  Mi- 
nisterio Publico; 

Resultando: 

I? — Que  en  la  sentencia  de  primera  instancia, 
dictada  á  las  cuatro  de  la  tarde  del  diez  de  julio  de 
este  año,  en  que  se  citan  los  artículos  i9,  15  y  57  del 
Código  Penal,  777,  77^,  781  y  873,   Parte  tercera  del 
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Código  General  de  1841,  18  de  la  ley  de  8  de  julio 
de  1902  y  i',  de  la  ley  de  10  de  noviembre  de  1892, 
el  Juez  respectivo  coíídenó  al  procesado  como  res- 
.ponsable  del  delito  referido,  á  presidio  interior  mayor 
por  cuatro  años  y  un  día,  previo  abono  del  tiempo 
por  que  hubiere  estado  preso;  á  pagar  los  daños  y  per- 
juicios ocasionados  con  el  delito,  y  perder  el  arma 
con  que  lo  ejecutó,  cuando  fuere  habida;  á  inhabilita- 
ción absoluta  perpetua  para  cargos  y  oficios  públicos 
y  derechos  políticos;  y  á  inhabilitación  absoluta  para 
profesiones  titulares  mientras  dure  ia  con'^ena;  y  or- 
denó testimoniar  lo  conducente  para  que  la  autoridad 
respectiva  conozca  de  las  lesiones  inferidas  al  mismo* 
procesado.  Dicho  Juez  consideró:  **i?  Que  está  ple- 
namente justificado  en  autos  con  el  testimonio  de  los 
señores  Crisanto  Sánchez,  Cornclio  HideUgo,  Ramón 
y  Jerónimo  Forras,  y  el  diclamen  del  medico  forense, 
que  el  autor  de  las  lesiones  causadas  al  ofendido  es  ^1 
señor  Simplicio  Solano  Rrenes; — 2?  Del  estudio  dete- 
níalo del  proceso  aparecen  comprobados  los  siguientes 
hechos:  19  que  el  día  del  suceso,  como  entre  cinco  y 
seis  de  la  tarde,  el  reo  Solano,  quien  se  encontraba  en 
estado  de  ebriedad,  reñía  armado  de  un  cuchillo  con 
el  señor  Jerónimo  Porras;  119  que  en  los  momentos 
en  que  se  consumaba  ese  hecho,  los  señores  Crisanto 
Sánchez  y  Cornelio  Hidalgo,  pretendiendo  evitar  la 
contienda,  intervinieron  en  ella,  interponiéndose  en- 
tre ambos  combatientes  (Solano  y  Porras),  armados 
con  sendos  cuchillos;  y  II 19  que  el  señor  Zacarías 
Ccciliano  Castro,  Comisario  civil  de  Llano  del  Tigre, 
tratando  de  imponer  la  voz  de  su  autoridad  ,  ante  el 
espectáculo  que  se  estaba  realizando,  reconvino  al  reo 
Solano  á  fin  de  que  se  sosegara,  y  éste  indignado  por 
tal  reconvención,  le  hizo  tiros  de  cuchillo  á  Castro,  de 
los  cuales  resultó  éste  herido; — 39,  Las  lesiones  inferi- 
das al  señor  Castro,  según  consta  de  los  dictámenes 
del  médico  forense,  á  los  folios  3  y  42,  tardaron  para 
sanar  tres  semanas,  quedando  la  rhano  derecha  inútil 
para  el  trabajo,  de  por  vida; — 49  Las  heridas  causadas 
al  señor  Solano  sólo  tardaron  seis  días  para  sanar,  sin 
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dejar  ningiin  impedimento,  por  lo  que  debe  ordenarse 
testimoniar  lo  conducente  para  que  la  autoridad  res- 
pectiva conozca  de  ese  hecho; — 5?  Que  á  fcivor  del 
procesado  se  han  justificado  las  atenuantes  8?  y  14? 
del  artículo  1 1  del  Código  Penal  y  en  su  contra  exis- 
te la  agravante  18  del  artículo  12  del  mismo  Có»Jigo, 
toda  vez  que  el  hecho  se  ejecutó  con  ofensa  de  una 
autoridad  pública; — 6?  Que  la  pena  asignada  al  deli- 
to es  la  que  determina  el  inciso  I?  del  artículo  420 
del  Código  Penal  (presidio  interior  mayor  en  su  gra- 
do mínimo)  en  virtud  de  que  queda  el  ofendido  impe- 
dido de  un  miembro  importante  como  es  la  mnoo; 
7?  Que  concurriendo  en  el  hecho  dos  circunstancias 
atenuantes  y  una  agravante,  el  infrascrito  Juez,  cun 
la  facultad  que  le  confiere  el  aparte  final  del  artículo 
74,  Código  ibídem,  compensa  una  atenuante  con 
la  circunstancia  agravante  indicada  anteriormente; — 
89  Que  practicada  la  compensación  que  antecede,  só- 
lo queda  al  reo  una  circunstancia  disminuyente  que  le 
favorece  para  la  imposición  de  la  cantidad  de  la  pena, 
la  cual  debe  aplicarse  en  su  extremo  menor  (artículo 
74  del  Código  Penal); — y  9?  Que  al  procesad»»,  á  más 
de  la  pena  principal  se  le  deben  imponer  las  acceso- 
rias de  ley  (artículos  25,  36,  39  y  95  del  Código  Pe- 
nal);" 

2? — Que  en  virtud  de  recurso  interpuesto  por  el 
procesado,  conoció  de  la  causa  la  Sala  Segunda  de 
Apelaciones,  quien  á  las  dos  y  media  de  la  tarde  del 
veinticuatro  de  octubre  ultimo  imputó  al  reo  el  delito 
con  el  título  de  lesiones  menos  graves  causadas  á  au- 
toridad pi'iblica;  cambió  la  pena  principal  impuesta  al 
mismo  por  la  de  presidio  interior  menor  por  un  año, 
cinco  meses  y  diez  días,  así  como  las  inhabilitaciones, 
por  suspensión  de  cargo  ü  oficio  ptíblico  durante  el 
tiempo  de  la  condena,  y  confirmó  la  sentencia  recu- 
rrida en  sus  demás  partes,  por  las  siguientes  razones: 
**i?  Que  de  conformidad  con  los  dictámenes  de  la 
Facultad  Médica  relacionados,  las  lesiones  á  que  esta 
causa  se  refiere  son  menos  graves,  de  veinte  días  de 
duración  para  sanar.     Fueron   causadas   á    autoridad 
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pública,  por  lo  cual  el  caso  está  comprendido  en  el 
artículo  424,  Código  Penal,  y  de  las  penas  que  esta 
ley  asigna,  se  elige  el  presidio  interior  menor  en  sus 
grados  mínimo  á  medio;  2?  Que  no  está  demostra- 
da la  conducta  anterior  irreprochable  del  reo.  Exis- 
tiendo la  atenuante  8?  del  artículo  1 1  ibídem,  sin  con- 
trarrestb,  pues  la  agravante  18?  del  artículo  12  del 
mismo  Código  está  considerada  en  el  delito,  la  Sala, 
de  acuerdo  con  los  artículos  64,  65,  75  y  yó.  Código 
citado,  impone  la  pena  en  su  grado,  mínimo,-  que  es 
el  mínimum  de  la  pena,  sin  rebaja  alguna  de  grado, 
tanto  porque  en  todo  caso  es  facultativo  y  no  obliga- 
torio rebajar  por  la  concurrencia  de  atenuantes,  cuan- 
to porque  en  el  caso  concreto,  según  terminante  dis- 
posición de  la  ley,  debe  imponerse  una  de  las  penas 
allí  consignadas,  (artículo  424  citado),  y  fija  la  dura- 
ción en  un  año,  cinco  meses  y  diez  días  en  atención  á 
la  gravedad  del  mal  causado,-  con  las  accesorias  del 
artículo  38,  Código  Penal;" 

39 — Que  el  reo  ha  interpuesto  recurso  de  casa- 
ción de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por  error  de 
hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de  las  pruebas, 
y  violación  de  los  artículos  1 1,  incisos  $9,  9?  y  io9,  y 
422  del  Código  Penal,  por  cuanto  se  ha  probado  en 
autos  que  es  el  primer  delito,  que  lo  ha  confesado  con 
sinceridad  y  que  procuró  con  celo  reparar  el  mal  cau- 
sado; 

49 — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

1 9 — Que  tanto  de  los  dictámenes  médicos  refe- 
rentes á  la  consecuencia  que  dejó  la  herida  como  de 
la  manifestación  del  perjudicado  resulta  que  el  impe- 
dimento, si  bien  vitalicio,  es  relativo  sólo  al  dedo  pul- 
gar y  que  en  nada  dificulta  al  ofendido  los  actos  de 
su  trabajo  habitual; 

29 — Que  no  obstante  lo  leve  de  la  consecuencia, 
hay  un  impedimento  de  por  vida,  por  lo  cual   no  co- 
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rresponde  aplicar  el  artículo  422  sino  el  420  del  C6- 
digo  Penal  en  su  inciso  2?; 

3? — Que  consta  que  el  reo  ha  procurado  celosa- 
mente reparar  el  mal  causado  con  el  delito,  que  es  el 
primero  que  comete  y  que  lo  confesó  con  sinceridad, 
todo  lo  cual  condiciona  el  caso  con  dos  nuevas  dr- 
cunstancias  de  atenuación  que  el  fallo  de  instancia  no 
computó,  incurriendo  por  eso,  en  la  violación  alegada 
de  los  incisos  99  y  io9  del  artículo  11  del  Código 
dicho: 

Por  tanto,  declárase  con  lugar  la  casación  deman- 
dada y  nula  la  sentencia  de  la  Sala  Segunda. — Á.  Al- 
varado. — J.  Fed.  González. —  Manuel  V.  Jiménez. — 
A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Al- 
fonso Jiménez. 

Apeztegui  V.  Matarrita 
(  3  p.  m. — Diciembre  7  ) 

En  el  juicio  ordinario  sobre  cobro  de  unos  daños 
y  perjuicios,  establecido  en  el  Juzgado  de  primera  ins- 
tancia de  Santa  Cruz,  por  el  señor  Federico  Apezte- 
gui Gómez,  mayor,  comerciante  y  vecino  de  Nicoya, 
contra  la  sucesión  del  señor  Juan  José  Matarrita  Gu- 
tiérrez, representada  por  su  albacea  testamentario,  se- 
ñor José  Pablo  Matarrita,  línico  apellido,  mayor,  agri- 
cultor y  vecino  de  Zapote  del  cantón  de  Nicoya;  en 
el  cual  ha  intervenido  como  apoderado  del  deman- 
dante, el  señor  Cleto  Bonilla  Gutiérrez,  mayor,  pasan- 
te de  abogado  y  vecino  de  la  villa  de  Santa  Cruz; 

Resultando: 

1 9 — Que  en  el  escrito  de  demanda  dice  el  actor: 
que  según  consta  de  la  certificación  que  acompaña, 
expedida  con  citación  de  partes  por  el  Secretario  del 
Juzgado  de  Liberia,  el  señor  Roberto  Matarrita  le 
debía  el  treinta  y  uno  de  diciembre  de  mil  nove- 
cientos la  suma  de  ciento  sesenta  y  ocho  colones, 
importe  de  un  pagare  firmado  por  éste  á  su  favor,  por 
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valor  de  doscientos  veintiocho  colones,  vencido  en  di- 
cha fecha,  previa  deducción  de  un  abono  de  sesenta 
colones;  que  con  el  fin  de  hacer  efectivo  el  referido 
documento  acudió  á  la  Alcaldía  de  Nicoya  deman- 
dando el  reconocimiento  judicial  del  documento  y  de 
la  deuda;  pero  cuando  ya  había  conseguido  su  objeto, 
desaparecieron  de  la  Alcaldía  el  expediente  respecti- 
vo y  el  pagaré  que  le  dio  origen;  que  denunció  el  he- 
cho á  la  autoridad  competente  y  ésta  falló  en  defini- 
tiva sobreseyendo  en  la  causa  criminal  por  no  apare- 
cer persona  alguna  responsable  del  delito  de  sustrac- 
ción, pero  le  dejó  su  derecho  á  salvo  para  que  lo 
ejercitase  ^n  la  vía  civil  contra  el  señor  Juan  José  Ma- 
tarrita  Gutiérrez,  quien  desempeñaba  el  cargo  de  Al- 
calde de  Nicoya  cuando  ocurrieron  tales  hechos;  que 
por  haberse  extraviado  el  referido  pagaré,  ha  careci- 
do y  carece  de  título  para  hacer  efectiva  la  suma  que 
el  señor  Roberto  Matarrita  le  adeuda,  y  por  no  haber 
recibido  esa  suma,  ha  dejado  de  percibir  los  intereses 
de  ella  en  todo  el  tiempo,  cosa  á  que  no  se  aviene  en 
su  calidad  de  comerciante;  que  de  todo  lo  antes  ex- 
puesto resulta  que  el  extravío  del  documento  se  debe 
á  falta,  imprudencia,  negligencia  ó  dolo  del  referido 
señor  Matarrita  Gutiérrez  en  el  desempeño  del  cargo 
de  Alcalde  de  Nicoya,  y  que  esa  falta,  imprudencia, 
negligencia  ó  dolo  le  ha  causado  daños  y  perjuicios, 
los  cuales  está  obligado  á  repararle  el  señor  Matarrita 
Gutiérrez  ó  sus  herederos;  y  por  consiguiente,  con 
apoyo  en  los  artículos  1045  Y  ^046  del  Código  Civil, 
demanda  en  vía  ordinaria  á  la  sucesión  del  señor  Ma- 
tarrita Gutiérrez,  para  que  se  declare:  i?,  que  dicha 
sucesión  debe  pagarle  la  suma  de  ciento  sesenta  y 
ocho  colones,  resto  del  capital  del  pagaré  extraviado; 
2?,  que  debe  pagarle  además  los  intereses  respectivos 
á  razón  del  uno  por  ciento  mensual,  según  estaba  es- 
tipulado en  él,  ó  al  tipo  legal,  desde  el  treinta  y  uno 
de  diciembre  de  mil  novecientos  hasta  que  sea  cance- 
lada la  deuda;  3?,  que  igualmente  debe  pagarle  los 
gastos,-  á  justa  tasación  de  peritos,-  que  le  ocasionó 
la  denuncia  ó  acusación  que  hizo  para   averiguar   la 
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sustracción  mencionada;  y  4?,  que  asimismo  debe  pa- 
garle las  costas  personales  de  esta  acción; 

2? — Que  el  albacea  de  la  sucesión  demandada 
negó  el  cargo  y  expuso:  que  la  certiñcación  presenta* 
da  por  el  actor  como  documento  para  basar  la  de- 
manda, es  precisamente  la  prueba  del  descargo  de  to- 
da responsabilidad  por  parte  de  la  sucesión  demanda- 
da; en  efecto,  de  dicha  certiñcación  consta  que  no  es 
á  Juan  José  Matarrita  á  quien  debe  imputársele  el 
hecho  de  la  sustracción  del  prejuicio  y  documento 
respectivos,  y  á  lo  único  á  que  se  concretó  la  senten- 
cia de  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones,  fué  á  dejar  al 
ofendido  libre  la  acción  para  exigir  la  responsabilidad 
civil,  y  en  tal  caso  la  demanda  sería  extemporánea  y 
el  derecho  del  actor  estaría  prescrito  de  acuerdo  con 
el  artículo  200  de  la  Ley  Orgánica  de  Tribunales,  que 
establece  que  la  demanda  no  podrá  establecerse  un 
año  después  de  que  se  hubiere  dictado  sentencia  ó 
auto  firme;  que  opone,  por  consiguiente,  la  excepción 
de  prescripción  de  que  habla  el  artículo  referido  y 
como  prueba  aduce  la  certificación  presentada  por  la 
parte  actora;  que  además  el  artículo  81  del  Código  de 
Procedimientos  Civiles  dice  que  los  autos  que  se  per- 
dieren serán  repuestos  á  costa  del  responsable,  quien 
pagará  los  daños  y  perjuicios;  en  el  presente  caso  el 
hecho  de  haberse  sobreseído  en  la  sumaria  respectiva, 
demuestra  muy  á  las  claras  que  Juan  José  Matarrita 
no  era  el  responsable  de  la  pérdida  del  expediente,  y 
en  ese  caso  no  es  el  responsable  de  los  daños  y  per- 
juicios, pues  si  lo  hubiera  sido,  la  sentencia  habría  si- 
do condenatoria;  que  la  afirmación  hecha  por  el  de- 
mandante de  que  por  parte  del  señor  Juan  José  Ma- 
tarrita hubo  dolo,  falta,  imprudencia  ó  negligencia,  es 
unri  ilusión  de  aquél;  que  opone  igualmente  la  excep- 
ción de  falta  de  personalidad  pasiva  por  parte  de  la 
sucesión  demandada,  porque  el  actor  hizo  reponer 
los  autos,  comprobó  la  existencia  del  pagaré  y  se  hi- 
cieron las  demás  diligencias  á  costa  de  Juan  José  Ma- 
tarrita, á  pesar  de  no  estar  obligado  á  ello;  y  para 
demostrar  la  existencia   del   pagaré,  tiene   el  señor 
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Apeztegui  y  ha  tenido  siempre  expedita  su  acción 
contra  el  deudor  señor  Roberto  Matarrita,  como  lo 
comprueba  con  la  certificación  que  acompaña  expe- 
dida por  el  Alcalde  de  Nicoya,  en  que  consta  lo  que 
deja  relacionado;  que  pide  se  prevenga  al  señor  Apez- 
tegui que  exhiba  en  su  despacho  las  diligencias  á  que 
se  refiere  y  que  se  certifiquen  todas  ellas,  lo  que  adu- 
ce desde  luego  como  prueba;  y  que  como  la  demanda 
se  establece  á  título  de  daños  y  perjuicios,  ó  al  me- 
rlos así  debió  establecerse,  opone  la  excepción  de  os- 
curidad en  la  misma  de  acuerdo  con  el  artículo  126, 
inciso  3?,  Ley  Orgánica  de  Tribunales,  por  no  haber 
sido  estimados; 

3? — Que  en  la  sentencia  de  primera  instancia, 
dictada  á  las  tres  de  la  tarde  del  veintiuno  de  julio  del 
presente  año.  se  absuelve  del  cargo  á  la  sucesión  de- 
mandada y  se  declaran  improcedentes  las  excepciones 
que  opuso,  con  costas  procesales  del  juicio  á  cargo 
del  actor,  con  fundamento  en  los  artículos  25  del  Có- 
digo Penal,  719.  1045  7  ^^4^  ^^^  Código  Civil,  90, 
inciso  7?,-  126-  inciso  3?-  y  200  de  la  Ley  Orgánica 
de  Tribunales,  81  y  1072  del  Código  de  Procedimien- 
tos Civiles; 

4? — En  virtud  de  recurso  interpuesto  por  el  apo- 
derado del  actor,  conoció  del  juicio  la  Sala  Primera  de 
Apelaciones,  quien  á  las  dos  y  media  de  la  tarde  del 
veintidós  de  setiembre,  con  apoyo  en  los  artículos  1045 
del  Código  Civil,  1073  y  1074  del  de  Procedimientos 
Civiles,  confirmó  en  todas  sus  partes  la  sentencia  re- 
currida y  condenó  al  apelante  en  las  costas  persona- 
les y  procesales  del  juicio;  y  al  efecto  consideró: 
*'i9  Que  lo  resuelto  en  la  sentencia  dictada  por  el 
Juez  del  Crimen  de  Liberia  á  la  una  de  la  tarde  del 
veinte  de  julio  de  mil  novecientos  tres,  está  lejos  de 
tener  el  alcance  que  quiere  darle  la  parte  demandan- 
te; allí  no  se  condena  al  señor  Juan  José  Matarrita  á 
la  satisfacción  de  daños  y  perjuicios  por  la  pérdida 
del  expediente,  habiéndose  limitado  el  Juez  á  dejar  al 
ofendido  su  derecho  á  salvo  para  su  reclamo  en  la  vía 
civil,  lo  que  por  sí  mismo  no  implica  condenaturia; — 
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2?  Que  para  que  pudiese  prosperar  la  demanda  civil, 
sería  preciso  que  el  actor  hubiese  demostrado  que  por 
falta,  negligencia  ó  imprudencia  del  demandado  se  hi- 
zo imposible  el  cobro  de  la  deuda,  lo  que  en  manera 
alguna  está  comprobado,  pues  la  circunstancia  de  ha- 
berse perdido  el  expediente  no  determina  de  una  ma- 
nera absoluta  la  imposibilidad  de  repetir  el  cobro, 
puesto  que  existen  otros  medios  legales  de  prueba 
que  no  ha  puesto  en  ejercicio  el  señor  Apeztegui;" 

5V — Que  la  parte  actora  ha  interpuesto    recurso 
de  castición  de  la  sentencia  de  segunda   instancia  por 
los  siguientes  motivos:   I — Error  de  hecho  y  de  dere- 
cho en  la  apreciación  de  la  prueba,  con    violación  de 
la  sentencia  de  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones   que 
obra  certificada  en  autos  (fulios  i  á  10)  y  de   los   ar- 
tículos 725  y  726,  Código  Civil,  y  9?  de  Procedimien- 
tos Civiles;     II — Violación  de  los  artículos  752  y  756» 
Código  Civil;    III — Violación   de  los   artículos   897, 
898  y  1 102,  in  fine,  del  Código  de  Procedimientos  Ci- 
viles;  IV — Como  consecuencia  de  la  violación  á   que 
se  refiere  el   motivo  anterior,   infracción   del    artículo 
256.  Código  Fiscal;  V — Violación  de  los  artículos  202 
y  203  del  Código  de  Procedimientos  Civiles; 

6? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

I? — Los  motivos  de  forma  que  se  invocan  para 
pedir  casación  de  la  sentencia  recurrida  son  inadmisi- 
bles por  no  encontrarse  comprendidos  en  ninguno  de 
los  casos  enumerados  en  el  artículo  964  del  Código 
de  Procedimientos  Civiles,  y  de  conformidad  con  el 
972  ibídem,  debe  rechazarse  el  recurso  por  la  falta  de 
formalidades  que  se  dice4iaberse  cometido  en  los  pro- 
cedimientos del  juicio; 

29 — El  documento  que  sirve  de  base  a  la  acción 
establecida  no  tiene  el  alcance  que  el  actor  le  atribu- 
ye, porque  la  resolución  que  contiene  el  certificado 
que  encabeza  el  juicio  no  condena  al  causante  de  la 
sucesión  demandada  á  pagar  los   daños   y   perjuicios 
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que  se  reclaman,  sino  que  se  limitó  á  dejar  su  dere- 
cho á  salvo  al  ofendido  señor  Federico  Apeztegui, 
para  que  reclame  en  la  vía  civil,  del  ex- Alcalde  de 
Nicoya,  don  Juan  José  Matar  rita,  los  daños  y  perjui- 
cios que  haya  recibido  con  la  pérdida  del  documento 
presentado  á  la  Alcaldía  para  su  reconocimiento,  lo 
cual  no  implica  una  condenatoria; 

3? — Por  otra  parte,  el  fundamento  de  la  acción 
que  en  el  presente  caso  se  hace  consistir  en  el  dolo, 
falta,  negligencia  ó  imprudencia  del  señor  Matarrita 
en  la  pérdida  del  documento  de  que  se  trata,  no  se  ha 
justificado  en  manera  alguna  porque  la  única  prueba 
aducida,  la  resolución  de  que  se  hace  mérito  en  el 
considerando  anterior,  no  es  una  sentencia  de  los  tri- 
bunales de  justicia  represiva  con  las  condiciones  que 
requieren  los  artículos  725  y  726  del  Código  Civil; 

49 — Las  alegaciones  que  se  hacen  contra  la  prue- 
ba testimonial  rendida  por  la  parte  demandada,  care- 
cen de  fundamento,  no  sólo  porque  tal  prueba  es  ad- 
misible cuando  se  trata  de  justificar  hechos  puros  y 
simples,  cilalquiera  que  sea  la  cuantía  del  negocio,  con- 
forme lo  dispone  el  artículo  753  del  Código  Civil,  sino 
porque  la  sentencia  de  segunda  instancia  se  funda  úni- 
camente en  la  falta  de  prueba  de  la  acción   ejercitada; 

59 — De  lo  expuesto  se  deduce  que  no  ha  habido 
error  de  hecho  ni  de  derecho  en  la  apreciación  de  las 
pruebas  en  este  juicio,  ni  tampoco  la  violación  de  las 
leyes  que  se  citan  en  el  recurso  interpuesto; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  deman- 
dada, con  costas  á  cargo  del  recurrente;  y  con  certifi- 
cación de  la  presente,  devuélvanse  los  autos  al  tribu- 
nal de  su  procedencia. — A.  Alvarado. — J.  Fed.  Gon- 
zález.— Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nico- 
lás Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 

Castro  v,  Bolaños 
(  3  20'  p.  m. — Diciembre  8 ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  segundo  del 
Crimen  de  esta  provincia^  contra  Tranquilino  Bolaños 
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Jiménez,  de  treinta  y  ocho  á  cuarenta  aSos  y  vecino 
de  Santo  Domingo  de  Heredia,  por  el  delito  de  ho- 
micidio frustrado  en  perjuicio  de  Juan  de  la  Rosa 
Castro  Rojas»  mayor  de  edad  y  vecino  de  San  Isidro 
de  dicha  provincia»  ambos  agricultores;  en  la  cual  han 
intervenido  además  del  reo,  su  defensor  Licenciado 
Ramón  Loria  Iglesias»  mayor»  abogado  y  de  este  ve 
cindarío»  el  ofendido  como  parte  acusadora  y  el  re- 
presentante del  Ministerio  Público; 

Resultando: 

I? — Que  el  hecho  ocurrió  como  á  las  doce  y 
cuarto  del  día  cuatro  de  febrero  del  corriente  año»  en 
la  carretera  que  del  barrio  de  San  Juan  de  este  can- 
tón conduce  al  de  Santo  Domingo  de  la  provincia  de 
Heredia; 

2? — Que  el  respectivo  Juez  del  Crimen  fundado 
en  los  artículos  i9,  ii,  inciso  14?,  15,  25,  29,  33,  35, 
39.  53»  57»  58,  63,  74,  83,  95  y  414  del  Código  Pe- 
í^alj  35  y  36,  l^y  de  17  de  octubre  de  1864,  y  ley  de 
18  de  julio  de  1887,  ^  '^s  dos  de  la  tarde  del  diez  de 
agosto  de  este  año,  condenó  al  reo  como  autor  res- 
ponsable del  referido  delito  á  presidio  en  San  Lucas 
por  seis  años,  previo  abono  del  tiempo  de  prisión;  i 
perder  el  arma  con  que  cometió  el  delito;  á  pagar  los 
daños  y  perjuicios  ocasionados  con  el  mismo;  á  inha- 
bilitación absoluta  perpetua  para  cargos  ti  oficios  pú- 
blicos, derechos  políticos  y  profesiones  titulares;  á  su- 
jeción á  la  vigilancia  de  la  autoridad  por  tres  a- 
ños; 

3? — Que  en  virtud  de  recurso  interpuesto  por  el 
defensor  del  procesado,  conoció  de  la  causa  la  Sala 
Segunda  de  Apelaciones,  quien  á  las  dos  de  lá  tarde 
del  dos  de  octubre  revocó  la  sentencia  recurrida;  ab- 
solvió al  señor  Bolaños  Jiménez  de  toda  pena  y  res- 
ponsabilidad por  el  delito  á  que  los  autos  se  refieren» 
sin  lugar  á  indemnización  porque  hubo  mérito  para 
llamarlo  á  juicio;  declaró  sin  lugar  la  nulidad  alegada 
y  ordenó  testimoniar  lo  conducente  para  que   se  juz- 
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gue  por  quien  corresponda  del  hecho  de  simples  dis* 
paros  con  arma  de  fuego.  Dicha  Sala  consideró  al  e« 
fecto:  "I? — Existen  como  únicos  testigos  presencia- 
les de  algo  relativo  al  hecho  juzgado,  Juan  Chavarría 
y  Teodoro  Sánchez,  que  no  vieron  quién  disparó  los 
tiros  de  revólver,  que  apenas  los  oyeron  á  alguna  dis- 
tancia después  que  habían  pasado  del  lugar  donde  es- 
taba un  hombre  desmontado  arreglándole  la  crin  á  su 
caballo,  y  que  vieron  que  ese  hombre  subía  á  escape 
la  cuesta  del  Virilla,  asi  como  también  vieron,  cuando 
Juan  de  la  Rosa  Castro  se  les  unió  y  les  preguntó  si 
habían  visto  quién  disparó,  unas  señales  en  el  som- 
brero de  éste  que  parecían  rastros  de  bala.  Las  de- 
claraciones de  esos  testigos  apenas  pueden  producir 
indicio  de  responsabilidad  contra  Solanos,  con  las  que 
dieron  ampiándolas  á  folios  trece,  en  que  reconocie- 
ron en  Tranquilino  Bolaños  al  hombre  á  que  se  refe- 
rían en  aquellos  incidentes;  2? — El  indicio  expresado 
adquirió  fuerza  de,  vehemente  por  haber  declarado 
peritos  al  folio  tres, — con  vista  de  un  sombrero  pre- 
sentado por  el  ofendido  en  concepto  de  ser  el  que  u- 
saba  el  día  del  suceso, — que  los  huecos  que  en  el 
sombrero  había,  denotaban  por  su  posición  que  los 
disparos  que  se  hubiesen  dirigido  al  ofendido  (se- 
gun  la  declaración  de  éste)  lo  fueron  á  la  cabeza;  3? — 
Con  tales  elementos  en  la  sumaria  pudo  sustentarse 
el  auto  motivado  de  prisión  por  homicidio  frustrado  y 
la  apertura  del  proceso,  y  quizá  aún  la  condenatoria 
contra  el  reo,  de  que  conoce  la  Sala;  pero  la  prueba 
rendida  por  la  defensa  en  esta  instancia,  consistente 
en  lo  que  expresa  el  resultando  sexto,  ha  destruido  la 
que  condenaba  á  Bolaños  como  autor  del  enunciado 
delito  y  también  el  cuerpo  del  delito  en  la  calidad  ex- 
presada, quedando  reducida  la  déla  sumaria  á  una 
posibilidad  apenas,  de  que  fuera  Bolaños  quien  hizo 
los  disparos  de  autos,  por  no  aparecer  que  en  el  cami- 
no  los  testigos  Chavarría  y  Sánchez  hubiesen  visto  á 
otra  persona  que  á  él  y  á  Juan  de  la  Rosa  Castro 
cuando  les  preguntaba  éste  si  habían  visto  quién  dis- 
paró; 4? — Que  por  lo  dicho,    y   con   el   criterio   que 
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permite  el  artículo  1 8  de  la  ley  de  8  de  julio  de  1902, 
conceptuando  que  no  existe  ya  ninguna  prueba   del 
hecho  imputado  en  autos  al  procesado,   sino  sólo  un 
indicio  de  que  hizo  disparos  de  arma  de  fuego,   aten- 
didos también  los  otros  datos  de  que  habla  el   resul- 
tando tercero  del  fallo  que  se  examina,  es  el  caso    de 
absolver  al  procesado,  con  fundamento  en  el   artículo 
885  del  Código  de    Procedimientos  en  lo  criminal,    y 
disponer  lo  conveniente  para  que  se  juzgue  por  quien 
corresponda  del  hecho  de  simples  disparos  con   arena 
de  fuego;  $9 — Que  por  cuanto  la  causa  se  ha  seguido 
en  un  todo  de  oficio,  á  lo  cual  no   se  opone  el  que  se 
hayan  evacuado  algunas  pruebas  por   indicación   del 
ofendido,  y  éste  se  ha  presentado   en   el    mismo  con- 
cepto por  medio  de  un  apoderado  haciendo   las  ges- 
tiones que  ha  efectuado,   auxiliando  de  ese   modo  la 
acción  de  la  justicia  en  un  asunto  por  su   naturaleza 
de  carácter  represivo  en  que  se  persigue  un  delito  pü* 
blico,  aparte  de  ser  en  él  el  señor  Rojas  interesado  co- 
mo ofendido,  debe  declararse  sla  lugar  la   nulidad  a- 
legada;" 

4? — Que  el  acusador  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por  los 
siguientes  motivos:  i9 — Error  de  hecho  y  de  derecho 
en  la  apreciación  de  la  prueba  al  admitir  la  Sala  en 
eljconsiderando  segundo  de  su  sentencia,  que  la  prue- 
ba testimonial  rendida  por  la  defensa  en  segunda  ins- 
tancia ha  destruido  la  que  condenaba  á  Bolaños  co- 
mo autor  del  hecho  de  autos,  así  como  el  cuerpo  del 
delito,  y  violación  del  artículo  218,  á  contrario  sensu, 
de  la  parte  III  del  Código  General  de  1841;  2V — Vio- 
lación del  artículo  18  de  la  ley  de  8  de  julio  de  1902 
al  no  apreciarse  como  im  principio  de  prueba  de  la 
culpabilidad,  la  fuga  del  reo,  según  el  artículo  277, 
parte  tercera  del  Código  General  de  1841;  3? — Error 
de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba  al  no  esti- 
mar como  plena  contra  el  procesado  los  indicios  que 
de  culpabilidad  aparecen  en  autos,  y  violación  del  ar- 
tículo 275,  parte  tercera  del  Código  General  de  1841, 
y  18  de  la  ley  de  8  de  julio   de    1902,  en   su   ultima 
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parte  á  contrario  sensu;  4? — Violación  de  los  artícu- 
los 7?  y  58  del  Código  Penal,  porque  se  absuelve  al 
reo  estando  probado  que  puso  de  su  parte  todo  lo  ne- 
cesario para  consumar  el  homicidio  y  si  éste  no  se  ve- 
riñcó  fué  por  causas  independientes  de  su  voluntad;  y 
del  873  de   la  Parte  III  del  Código  General  citado; 

59 — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

I? — Que  el  recurrente  alega  error  de  hecho  en 
la  estimación  de  la  prueba  testimonial,  pero  tal  error 
no  aparece  demostrado  por  documentos  ó  actos  au- 
ténticos que  demuestren  la  equivocación  del  juzgador 
(artículo  963,  inciso  7?,  Código  Civil).  La  Sala  de 
instancia  ha  estimado  esa  prueba  con  sana  crítica  (ar- 
tículo 18  de  la  ley  de  8  de  julio  de  1902)  y  no  ha  vio- 
lado el  artículo  218,  parte  tercera  del  Código  Gene- 
ral, que  debe  interpretarse  y  aplicarse  en  el  sentido 
que  resulta  de  la  combinación  de  ambas  leyes; 

2? — Que  también  alega  el  recurrente  error  de  he- 
cho en  la  estimación  de  la  prueba  pericial;  pero  no  es- 
tá demostrado  tal  error  y  el  artículo  3i4  del  Código 
Civil  atribuye  á  los  jueces  y  tribunales  la  apreciación 
de  esa  prueba,  segiín  las  reglas  de  la  sana  crítica,  sin 
estar  obligados  á  sujetarse  al  dictamen  de  los  peritos; 

39 — Que  la  Sala  de  instancia,  ha  determinado 
prolijamente  el  numero  de  los  indicios  justificados  en 
autos,  su  dependencia  recíproca  y  su  concurrencia  al 
hecho  principal  de  que  se  ha  tratado  de  justificar,  y 
en  esa  virtud  estimó  insuficiente  la  prueba  contra  el 
reo,  sin  violación  del  artículo  275,  parte  tercera  del 
Código  General  y  menos  de  los  artículos  7?  y  58,  Có- 
digo Penal; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  deman- 
dada y  devuélvanse  los  autos  á  la  Sala  de  su  proce- 
dencia, con  certificación  de  la  presente. — A.  Alvara- 
do. — J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A. 
Zambrana, — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso 
Jiménez. 
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Eggers  y  Stallforth  V,  Campos  y  otros 

(  25^  p.  m. — Diciembre  1 1  ) 

En  el  juicio  ordinario  sobre  propiedad  de  unos 
bienes,  establecido  en  el  Juzgado  Civil  de  Heredia, 
por  el  señor  Licenciado  Ricardo  Jiménez  Oreamuno» 
mayor,  abogado  y  de  este  vecindario,  como  apoderado 
generalisimo  judicial  de  los  señores  Eggers  y  Stall- 
forth, del  comercio  de  Bremen,  contra  los  señores  Ig- 
nació  Campos  García,  agricultor,  y  Melchora  Sán- 
chez Chacón,  de  oficios  domésticos,  los  dos  mayores 
y  vecinos  de  Santo  Domingo  de  Heredia;  en  que  in- 
tervienen además  los  señores  Licenciado  Antonio  Ze- 
laya  Villegas,  abogado  y  de  este  vecindario,  y  José 
Francisco  Fonseca  González,  agente  de  negocios  ju- 
diciales y  vecino  de  la  ciudad  de  Heredia,  ambos  ma- 
yores, en  representación  de  los  demandados  Campos 
y  Sánchez,  respectivamente;  y  el  señor  Nicolás  Hi- 
dalgo Zamora,  mayor  de  edad,  agente  de  negocios 
judiciales  y  vecino  también  de  Heredia,  como  cura- 
dor provisional  de  la  mortuoria  concursada  del  señor 
Martín  Zamora  García; 

Resultando: 

1 9 — Que  el  señor  Jiménez  en  escrito  de  dos  de 
octubre  de  mil  novecientos  dos,  expone:  que  en  la  e- 
jecución  seguida  en  el  mismo  Juzgado  por  Ignacio 
Campos  García  y  Melchora  Sánchez  Chacón,  fué  em- 
bargada, entre  otras  cosas,  una  maquinaria  de  café, 
compuesta  de  un  chancador,  un  destripador  y  sus  ac- 
cesorios, un  clasificador,  un  aventador  y  el  galerón 
bajo  el  cual  se  hallan  esos  objetos,  que  está  construi- 
do en  una  finca  que  hoy  es  de  propiedad  de  sus  man- 
dantes; que  tales  bienes  no  pueden  servir  para  pagar 
las  deudas  de  dicha  señora  á  favor  de  Campos  Gar- 
cía, porque  no  son  de  ella  sino  que  pertenecen  á  los 
señores  Eggers  y  Stallforth  como  dueños  que  son  de 
la  finca  en  que  están  incorporados;  que    dichos   obje- 
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tos  6  fueron  puestos  en  la  fínca  por  su  ex-propietarío 
señor  Martín  Zamora,  6  fueron  puestos  por  la  suce- 
sión de  éste  y  con  fondos  6  créditos  de  la  misma,  y 
en  ese  concepto  son  de  sus  poderdantes,  quienes  ad- 
quirieron la  finca  en  remate,  segtin  lo  comprueba  la 
escritura  que  acompaña;  que  aun  en  el  supuesto  de 
que  el  galerón  y  máquinas  hubieran  sido  costeados 
por  la  señora  Sánchez  de  su  propio  peculio,  la  verdad 
es  que  eso  ni  le  daría  derecho  á  la  propiedad  de  esos 
bienes  sino  simplemente  un  crédito  personal  contra  la 
sucesión,  ni  menos  le  da  derecho  á  ella  ni  á  su  acree- 
dor, para  considerar  esos  bienes  como  propios  de  ella 
con  relación  á  terceros  que  justifican  con  título  inscri- 
to su  dominioen  la  finca;  que  la  regla  es  que  el  que  adquie- 
re un  inmueble,  adquiere  todo  el  terreno  que  lo  com- 
pone junto  con  todas  aquellas  construcciones  ti  obje- 
tos que  por  estar  adheridos  á  la  tierra  ó  unidos  á  los 
edificios  de  una  manera  fija  y  permanente,  son  repu- 
tados por  la  ley  parte  integrante  del  suelo  (artículo 
255  del  Código  Civil);  que  es  regla  también  que  toda 
sienibra,  plantación  ú  obra  hecha  en  un  terreno  se 
presume  hecha  por  el  propietario  y  que  le  pertenece, 
si  no  se  prueba  lo  contrario  (artículo  506,  ibídem); 
que  por  consiguiente  los  objetos  dichos  pertenecen  á 
Éggers  y  Stallforth,  como  dueños,  por  haberlos  com- 
prado junto  con  la  finca,  y  caso  de  que  no  fueran  ta- 
les dueños,  ese  hecho  no  puede  tenerse  por  compro- 
bado  por  los  tribunales  mientras  en  virtud  de  una  sen- 
tencia no  se  declare  que  no  fueron  de  la  sucesión  del 
señor  Martín  Zamora  sino  que  son  de  propiedad  de  su 
viuda;  que  en  consecuencia,  fundado  en  las  leyes  ci- 
tadas y  artículos  295  y  316  del  Código  Civil,  521,  522 
y  526  del  de  Procedimientos  Civiles,  promueve  terce- 
ría excluyente  de  dominio,  á  fin  de  que  se  declare  in- 
subsistente el  embargo  que  en  la  ejecución  dicha  se 
hizo  de  los  bienes  referidos,  con  lo  cual  cesa  toda  a- 
menaza  en  la  posesión  en  que  sus  representantes  se 
hallan  de  esos  objetos  y  la  cual  se  le  dio  por  la  auto- 
ridad judicial,  como  consecuencia  del  remate  del  cual 
adquirieron  la  finca; 
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2? — Que  declarad^  sia  lugar  la  tercena  y  remiti- 
das las  partes  al  juicio  ordinario,  el  apoderado  de  los 
actores  en  escrito  de  fecha  dos  de  octubre  de  mil  no- 
vecientos dos,  pidió  se  diera  á  aquélla  el  trámite  de 
demanda  ordinaria,  y  para  el  caso  de  que  el  Juez  fa- 
llare que  sus  mandantes  no  tienen  derecho  excluyen- 
te  á  los  objetos  embargados  en  virtud  de  su  derecho 
de  acreedores  hipotecarios,  solicita  que  en  la  senten- 
cia se  declare  que  esos  bienes  pertenecen  á  la  suce- 
si6n  del  señor  Martín  Zamora  García  y  que  por  ser 
sus  mandantes  acreedores  escriturarios  de  éste,  tiendi 
preferencia  para  ser  pagados  con  esos  bienes  antes 
que  el  ejecutante  y  la  ejecutada,  aun  en  el  caso  de  que 
aquél  fuera  acreedor  de  la  sucesión  del  señor  Za- 
mora; 

3? — Que  el  curador  de  la  mortuoria  concursada 
del  señor  Martín  Zamora  García,  en  memorial  de  seis 
de  octubre  del  mismo  año,  con  apoyo  en  los  artículos 
79»  521  y  264  del  Código  Civil,  se  presentó  también 
como  parte  actora  pidiendo  para  el  caso  de  que  fuera 
desechada  la  demanda  del  señor  Jiménez  en  su  pri- 
mer extremo,  se  declare  que  los  bienes  á  que  éste  se 
refiere  pertenecen  al  concurso  que  él  representa; 

4? — Que  la  demanda  fué  contestada  negativa- 
mente por  los  demandados,  quienes  la  objetaron  por 
haber  sido  estimada  en  menos  de  lo  que  los  bienes  en 
litigio  valen,  y  opusieron  además  la  excepción  de  de- 
fecto en  la  forma  de  la  demanda  en  razón  de  que  la 
ley  no  permite  que  sean  ordinariadas  las  tercerías  si- 
no las  ejecuciones  cuando  la  sentencia  resulta  adversa 
al  actor  (artículo  462,  Código  de  Procedimientos  Ci- 
viles), motivo  por  el  que  la  demanda  debió  haberse 
establecido  por  separado  de  la  tercería  y  con  todas 
las  formalidades  de  ley  (artículo  220  ibídem).  En  el 
escrito  de  contestación  manifiestan  además  los  de- 
mandados que  los  objetos  reclamados  no  pertenecen 
al  actor  ni  á  la  sucesión  de  Martín  Zamora,  sino  á  la 
demandada  señora  Sánchez  por  haberlos  colocado  por 
su  propia  cuenta  en  la  finca  después  de  constituida  la 
hipoteca,  la  cual  no  pudo  constituirse,  por  haber  me- 
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nores  interesados  en  la  mortuoria,  sin  justificar  pre* 
viamente  la  utilidad  y  necesidad  de  verificar  ese  acto 
(artículos  206,  549,  550,  835  y  836  del  Código  Civil, 
821,  822,  823,  824  y  827  del  de  Procedimientos  Civi- 
les). Y  que  además  la  casa  actora  renunció,  por  me- 
dio de  su  representante,  cualquier  derecho  que  pu- 
diera tener  sobre  las  cosas  en  litigio,  al  consentir  que 
éstas  continuaran  embargadas,  abandonándolas  á  la 
ejecución,  con  tal  de  que  se  desembargara  el  café,  co- 
mo en  efecto  se  hizo; 

59 — Que  el  Juez  Civil  de  Heredia,  á  las  dos  de 
la  tarde  del  veintisiete  de  marzo  de  este  año,  declaró 
que  los  bienes  en  litigio  pertenecen  á  la  sucesión  con- 
cursada del  señor  Martín  Zamora  García,  y  respon- 
den de  preferencia  al  crédito  de  la  casa  Eggers  y 
Stallforth  por  ser  escriturario,  y  condenó  á  los  de- 
mandados á  pngar  los  daños  y  perjuicios  y  las  costas 
procesales  del  juicio,  con  apoyo  en  los  artículos  316, 
324,  411,  506  y  759  del  Código  Civil.  338  y  1,072 
del  de  Procedimientos  Civiles  y  sentencias  de  casa- 
ción de  10  de  julio  de  1901  y  7  de  junio  de 
1904; 

69 — Que  en  virtud  de  recurso  interpuesto  por  el 
apoderado  del  señor  Ignacio  Campos  García,  conoció 
del  juicio  la  Sala  Primera  de  Apelaciones,  quien  á  las 
dos  y  media  de  la  tarde  del  diez  y  ocho  de  setiembre 
declaró  sin  lugar  la  excepción  de  transacción  alegada 
por  éste  en  segunda  instancia,  é  inadmisible  el  docu- 
mento presentado  para  probarla  y  confirmó  la  senten- 
cia apelada  en  cuanto  lo  había  sido,  con  costas  perso- 
nales y  procesales  del  juicio  á  cargo  del  apelante;  se 
apoyó  la  Sala  en  los  artículos  719  del  Código  Civil, 
202,  1,073  y  1,074  del  de  Procedimientos  Civiles,  y 
en  las  razones  siguientes:  "I. — Que  la  señora  Mel- 
chora  Sánchez  no  ha  justificado  que  los  bienes  á  que 
la  presente  demanda  se  refiere  pertenecieran  á  ella  ex- 
clusivamente; y  antes,  por  el  contrario,  todo  induce  á 
creer  que  ellos  pertenecían  á  la  sucesión  de  su  esposo 
Martín  Zamora  por  haber  sido  pagados  con  fondos 
de  la  misma.     Aun  en  el  supuesto  de  que   fueran  de 


—  394  — 

la  reclamante,  ésta  tendría  un  derecho  personal  con* 
tra  la  mortuoria  cuyas  deudas  habría  cubierto  en  par* 
te  con  el  producto  de  esos  bienes,  mas  no  un  derecho 
real  que  la  autorizase  á  establecer  juido  reivindicato- 
río, desde  luego  que  las  mejorías  están  comprendidas 
en  Ja  hipoteca,  según  lo  establece  el  artículo  41 1  del 
Código  Civil;  II. — Que  con  referencia  á  la  transac- 
ción opuesta  en  esta  instancia  por  la  parte  apelante, 
la  reclamación  carece  de  fundamento,  por  no  haberse 
rendido  á  ese  respecto  la  prueba  necesaria,  y  aunque 
se  hubiera  justificado  que  Eggers  y  Stallforth  convi- 
nieron con  la  señora  Sánchez  en  la  exclusión  de  algu- 
nos de  los  objetos  embargados,  eso  no  podrá  perjudi- 
car á  la  mortuoria  de  Martín  Zamora,  que  es  á  la  que 
pertenecen,  según  lo  declarado  en  el  fallo  recurrido  y 
que  va  á  ser  confirmado  por  la  Sala;  III. — Que  en  lo 
relativo  á  la  cuenta  presentada  en  esta  instancia  en  a- 
poyo  de  la  transacción,  ella  no  puede  admitirse  como 
prueba,  tanto  por  no  estar  comprobada  su  legitimi- 
dad, como  porque  refiriéndose,  como  se  refiere,  á  los 
objetos  sobre  que  versa  la  demanda,  debió  ser  presen- 
tada al  contestar  ésta,  siendo  así  que  es  muy  anterior 
á  la  fecha  de  la  contestación;  IV. — Que  el  primer  ex- 
tremo de  la  demanda  sobre  pjopiedad  de  los  objetos 
mencionados  por  ser  parte  integrante  de  la  finca  que 
compraron  los  señores  Eggers  y  Stallforth,  está  fuera 
del  conocimiento  del  Tribunal,  por  haberse  los  acto- 
iies  conformado  con  la  sentencia  que  rechazó  ese  pun- 
to de  una  manera  implícita;" 

7? — Que  el  apoderado  del  señor  Ignacio  Campos 
ha  interpuesto  recurso  de  casación  de  la  sentencia  de 
segunda  instancia  por  infracción  de  los  artículos  420 
y  506  del  Código  Civil,  é  interpretación  errónea  y  a- 
plicación  indebida  del  411  ibídem; 

8? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

Que  la  Sala  sentenciadora  no  ha  infringido  los 
artículos  420  y  506  del  Código  Civil  y  por  el   contra- 
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río  ha  aplicado  correctamente  el  41 1  ¡bidem,  al  decla- 
rar que  la  señora  Sánchez  no  es  dueña  de  los  bienes 
demandados  porque  ellos  pertenecen, á  la  sucesión  de 
Martín  Zamora  García  y  responden  al  pago  del  crédi- 
to de  ésta  en  favor  de  la  casa  Eggers  y  Stallforth, 
pues  la  referida  señora  no  ha  demostrado  que  los  pa- 
gos de  las  mejoras  fueran  hechos  en  su  propio  nom- 
bre; no  es  tercera  la  señora  Sánchez,  conocía  que  la 
hif'Oteca  estaba  constituida  en  favor  de  la  casa  de- 
mandante cuando  se  hicieron  las  obras;  y  la  presun- 
ción de  que  el  dueño  del  terreno  lo  es  de  las  mejoras 
está  fortalecida  en  este  caso  con  la  prueba  que  obra 
en  autos  de  que  eran  de  la  sucesión  Zamora  García, 
de  quien  la  señora  Sánchez  era  albacea.  En  conse- 
cuencia, la  casación  debe  declararse  improcedente; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  deman- 
dada, con  costas  á  cargo  del  recurrente,  y  devuélvan- 
se los  autos  al  tribunal  de  su  procedencia,  con  certifi- 
cación de  la  presente. — A.  Alvarado. — J.  Fed.  Gon- 
zález.— Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nico- 
lás Oreamuno. — Ante  mí,  —Alfonso  Jiménez. 


Santos  v.  Hurtado 

(  2^  p.  m. — Diciembre  14) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  segundo  del 
Crimen  de  esta  provincia,  para  averiguar  si  el  señor 
Pedro  Joaquín  Hurtado  Vallejos,  mayor  de  edad,  co- 
merciante, nicaragüense  y  residente  en  esta  ciudad, 
cometió  los  delitos  de  perjurio  y  estafa  en  perjuicio 
del  señor  Licenciado  Aníbal  Santos  Aguirre,  'mayor, 
abogado  y  de  este  vecindario,  quien  interviene  comb 
acusador; 

Resultando: 

1 9 — Que  á  las  dos  de  la  tarde  del  catorce  de 
agosto  de  este  año,  el  Juez  segundo  del  Crimen  so- 
breseyó en  los  procedimientos  á  favor  del  indiciado, 
con  cita  de  los  artículos  841,  parte  tercera  del    Códi- 
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go  General  de  1841,  6^  y  i89  de  la  ley  de  8  de  julio 
de  1902; 

2? — Que  en  virtud  de  recurso  interpuesto  por  el 
acusador,  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones,  á  las  dos  y 
media  de  la  tarde  del  veintisiete  de  setiembre  último 
declaró  nulo  el  auto  de  sobreseimiento  apelado,  con 
apoyo  en  el  artículo  1 17  de  la  Ley  Orgánica  de  Tri- 
bunales, por  las  siguientes  razones:  *'ií  Que  esta  Sa- 
la estima  que  de  haber  habido  estafa  en  el  hecho  de 
autos,  el  caso  estaría  comprendido  en  el  artículo  498 
del  Código  Penal,  que  lo  castiga  con  reclusión  ó  con- 
finamiento menores  en  sus  grados  mínimos  ó  mul- 
ta de  ciento  uno  á  doscientos  treinta  y  tres  pesos; 
2?  Que  el  perjurio  en  materia  civil  y  en  hecho  propio 
está  penado  con  reclusión  menor  en  sus  grados  medio 
ó  mínimo,  según  que  el  valor  de  la  demanda  exceda 
de  doscientos  cincuenta  colones  ó  no  llegue  á  esa  su- 
ma (artículo  2?  de  la  ley  de  15  de  julio  de  1885); 
3?  Que  los  Jueces  del  Crimen  no  son  competentes 
para  juzgar  hechos  que  no  constituyan  crimen  ó  no 
estén  penados  con  presidio  (decreto  de  10  de  noviem- 
bre de  1892);" 

3? — Que  el  acusador  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por  los 
siguientes  motivos:  i9  Violación  del  artículo  495,  Có- 
digo Penal,  y  aplicación  indebida  del  498  ibídem,  al 
declarar  que  los  delitos  acusados  no  están  penados 
con  presidio;  2?  Violación  del  artículo  232,  Código 
Penal,  y  aplicación  indebida  del  2?,  ley  de  1 5  de  ju- 
lio de  1885,  al  declarar  la  Sala  que  el  acusado  mintió 
en  hecho  propio;  3?  Violación  del  artículo  i?  de  la 
ley  de  10  de  noviembre  de  1892  al  declarar  la  Sala 
de  instancia  que  el  juzgamiento  corresponde  á  los 
Alcaldes; 

4? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

Único. — Si  en  el  presente  caso  existen  los  deli- 
tos acusados  son  los  definidos  en  los  artículos  498  del 
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Código  Penal  y  2?  de  la  ley  de  1$  de  julio  de  1905. 
Los  hechos  que  se  imputan  al  señor  Hurtado  no  ca- 
ben, como  el  recurrente  lo  pretende,  en  los  artículos 
495  y  232  del  Código  dicho,  porque  ninguno  de  los 
siete  incisos  que  el  primero  contiene  alude  á  la  forma 
de  fraude  que  el  señor  Santos  acusa  y  porque  el  falso 
testimonio  á  que  se  refiere  el  segundo  no  es  el  acto 
de  confesión  judicial  á  que  fué  sometido  el  señor 
Hurtado.  Las  penas  aplicables  á  los  delitos  para  cu- 
ya investigación  se  ha  formado  esta  causa  determinan 
que  el  Juez  careció  de  jurisdicción  en  ella,  por  lo  cual 
es  de  la  aprobación  de  esta  Sala  el  auto  traído  á  su 
examen; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida 
y  devuélvanse  los  autos  á  la  Sala  de  su  procedencia, 
con  certificación  de  la  presente. — A.  Alvarado. — J. 
Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. 
— Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


Montes  v.  Corrales 

(  2  20'  p.  m. — Diciembre  14 ) 

En  el  juicio  ordinario  sobre  cobro  de  una  suma 
de  dinero,  establecido  en  el  Juzgado  primero  Civil  de 
esta  provincia,  por  la  señora  Tremedal  Montes  Mora, 
de  oficios  domésticos,  contra  el  señor  José  María  Co- 
rrales Arias,  agricultor,  ambos  mayores  y  vecinos  de 
Escasú;  en  el  cual  interviene  el  señor  Licenciado  Luis 
Cruz  Meza,  mayor  de  edad,  abogado  y  de  este  vecin- 
dario, como  apoderado  de  la  actora; 

Resultando: 

I? — En  el  libelo  de  demanda  exprésala  actora: 
que  por  escritura  pública  otorgada  ante  el  Notario 
público  Licenciado  Francisco  María  Fuentes,  vendió 
al  señor  José  María  Corrales  Arias,  por  la  suma  de 
trescientos  colones,  una  finca  de  su  propiedad;  que 
confiada  en  la  buena  fe  de  su  comprador,  no  obstan- 
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te  que  él  no  le  había  pagado  el  precio,  se  hizo    cons- 
tar en  la  escritura  que  lo  había  hecho;  que  al  salir  de 
la  oficina  del  Notario  el  comprador  le   entregó    vein- 
ticinco  colones,   ofreciéndole  completar  el  pago  á  su 
regreso  á  Escasú;  pero  pasaron  muchos  días  y    aun 
meses  sin  que  cumpliera  su  compromiso,    motivo  por 
el  cual  le  ha  pedido  confesión  sobre  la  falta  de  pago, 
y  de  ella  aparece  que  aunque  su   deudor  excusa    sn 
falta  diciendo  que  pagó  al  marido  de  la    actora,  tam* 
bien  ha   confesado  que  á  ella  no  le  ha  pagado  suma 
alguna;  que  tal  confesión  contrarresta  lo  dicho  acerca 
de  pago  en  la  escritura,  de  manera  que  abonando  los 
veinticinco  colones  que  le  pagó  el  día  del  otorgamien- 
to de  la  escritura,  resulta  que  aun  le  debe  la  diferen- 
cia de  doscientos  setenta  y  cinco  colones;  que   por  lo 
expuesto  y  de  acuerdo  con  los   artículos    i9,    2?  y  3? 
del  Código  de  Procedimientos  Civiles,   demanda  en 
vía  ordinaria  ai  señor  Corrales  Arias   para   que   se  le 
obligue  á  pagarle  la  cantidad  de  doscientos   setenta  y 
cinco  colones  que  le  debe; 

2?—  El  demandado  negó  el  cargo  y  manifestó 
que  compró  la  finca  al  marido  de  la  actora,  quien  se 
dio  por  recibida  del  valor  respectivo  y  le  otorgó  la 
escritura  cuyo  testimonio  acompaña; 

3? — El  Juez  primero  Civil,  con  apoyo  en  los  ar- 
tículos 693,  719.  720,  727.  732,  735,  1.022  y  1,023 
del  Código  Civil  y  1,072  del  de  Procedimientos  Civi- 
les, falló  á  las  tres  de  la  tarde  del  once  de  julio  de  es- 
te año,  declarando  procedente  la  demanda  estableci- 
da y  en  consecuencia,  que  el  señor  José  María  Corra- 
les Arias  debe  pagar  á  la  actora  la  suma  de  doscien- 
tos setenta  y  cinco  colones,  y  condenando  á  aquél  á 
pagar  las  costas  procesales  del  juicio; 

4? — En  virtud  de  recurso  interpuesto  por  el  de- 
mandado, conoció  del  juicio  la  Sala  Primera  de  Ape- 
laciones, quien  á  la  una  y  media  de  la  tarde'  del  vein- 
tiocho de  setiembre  ultimo  revocó  la  sentencia  de  pri- 
mera instancia  y  absolvió  del  cargo  al  demandado, 
con  costas  procesales  á  cargo  de  la  actora.  Al  efec- 
to consideró  dicha  Sala:     *'Que  si  bien  de  autos  apa- 
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rece  que  el  precio  de  la  venta  no  fué  entregado  en 
pers-^na  á  la  vendedora,  como  de  la  confesión  del  de- 
mandado, que  es  la  única  prueba  que  existe  sobre  el 
particular,  aparece  que  el  contrato  fué  celebrado  con 
el  marido  de  la  actora,  á  quien  se  le  pagó  el  precio, 
no  puede  tener  efecto  la  demanda,  por  haber  la  ven- 
dedora consentido  en  la  venta  y  dádose  por  recibida 
del  precio,  en  escritura  pública  (artículo  1,063  ^^1 
Código  Civil);" 

S? — La  actora  pide  que  se  case  la  sentencia  de 
segunda  instancia  por  violación  y  aplicación  indebida 
del  artículo  1,063  ^^1  Código  Civil,  con  error  de  he- 
cho y  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba,  pues 
no  se  trata  de  nulidad  de  venta  de  cosa  ajena,  ni  de 
ratifícación  de  enajenación,  sino  que  se  trata  del  pago 
de  una  cantidad,  precio  de  una  venta  que  según  pro- 
pia confesión  del  demandado  no  se  verificó;  por  vio- 
lación del  artículo  693  del  mismo  Código,  con  error 
de  hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prue- 
ba, al  desconocerse  la  acción  que  dicho  artículo  da  al 
acreedor;  y  por  violación  del  artículo  ^6^  del  Código 
citado,  al  entenderse  que  la  escritura  referida  es  una 
ratificación  de  la  venta  que  dice  Corrales  le  hizo  el 
marido  de  la  deman^iante; 

69 — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

1 9 — La  acción  establecida  en  este  juicio  para  re- 
clamar el  precio  de  la  venta  constante  en  la  escritu- 
ra pública  que  se  acompañó  á  la  demanda,  no  está 
justificada  porque  la  única  prueba  aducida  para  de-  ^ 
mostrar  que  el  precio  dicho  no  se  ha  pagado,  á  pesar 
de  que  en  la  escritura  manifiesta  la  vendedora  haber- 
lo recibido,  es  la  de  las  posiciones  del  prejuicio  de 
confesión  del  demandado,  en  las  cuales  afirma  éste 
que  él  contrató  con  el  marido  de  la  actora  á  quien 
pagó  el  precio  de  la  finca  que  compró,  y  esta  confe- 
sión es  indivisible  conforme  á  lo  dispuesto  por  el  artí- 
culo 729  del  Código  Civil; 
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2? — Ninguna  prueba  se  ha  rendido  para  comba.- 
tir  las  afirmaciones  que  hace  el  demandado  en  su  con- 
fesión, y  antes  al  contrarío,  la  demandante  confiesa  al 
contestar  una  de  las  repreguntas  formuladas  por  aquel 
en  el  acto  de  absolver  las  posiciones,  que  su  marido 
estuvo  presente  al  extenderse  la  escritura  pública  de 
que  se  ha  hecho  mérito,  y  esto  implica  una  ratifica- 
ción de  la  venta,  de  acuerdo  con  lo  establecido  por 
el  artículo  767  del  citado  Código  Civil; 

3? — La  violación  y  aplicación  indebida  que  se  a- 
lega  del  artículo  1,063  ^^1  Código  Civil  no  es   funda- 
mento razonable  del  recurso  porque  al   citar   la    Sala 
sentenciadora  en  apoyo  de  su    resolución    el    artículo 
expresado,  lo  hace  por  vía  de  doctrina  legal  para  dar- 
le fuerza  al  argumento  de  analogía  que   emplea,  pues 
efectivamente  si  la  venta  de  cosa  ajena  no   es    nula 
cuando  el  verdadero  propietario  ratifica   la  enajena- 
ción, la  misma  razón   existe   cuando   el  precio  de   la 
venta  de  una  cosa  se  paga  á  un  tercero  y  el  dueño  de 
la  cosa  ratifica  la  venta  dándose  por  recibido  del  pre- 
cio.    Por  lo  tanto,  no  ha  habido  el  error  de  hecho  ni 
de  derecho  que  se  alega  en  la  apreciación  de  la  prue- 
ba, ni  las  violaciones  que  se  reclaman  de  los  artículos 
que  se  citan  en  el  recurso  y  en  la  ampliación  del  mis- 
mo presentada  en  el  día  de  la  vista; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  deman- 
dada, con  costas  á  cargo  de  la  recurrente,  y  devuél- 
vanse los  autos  á  la  Sala  de  su  procedencia  con  certi- 
ficación de  la  presente. — A.  Alvarado. — J.  Fed.  Gon- 
zález.— Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nico- 
lás Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


Valerín  V,  Marín 
( 2  20'  p.  m. — Diciembre  15) 

En  el  juicio  ordinario  de  menor  cuantía,  en  re- 
clamo de  unos  muebles,  seguido  en  el  Juzgado  pri- 
mero Civil  de  esta  provincia,  por  Herminia  Valerín, 
único  apellido,  de  oficios  domésticos,  contra  el  se- 
ñor Proceso  Marín,  comerciante,  ambos  mayores  de 
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edad  y  de  este  vecindario,  éste  como  albacea  de  la 
sucesión  de  Crisanto  Marín,  quien  fué  mayor,  artesa- 
no y  del  mismo  vecindario; 

Resultando: 

I? — El  objeto  de  la  demanda  es  que  de  confor- 
midad con  los  artículos  538,  inciso  3?,  539  y  542,  Có- 
digo de  Procedimientos  Civiles,  sean  devueltos  á  la 
actora,  por  ser  de  su  propiedad,  los  bienes  siguientes, 
que  fueron  inventariados  en  la  mortuoria  de  Crisan- 
to Marín:  una  máquina  de  coser  "Singer''  marca 
''B  359,857/'  cinco  sillas  de  madera,  una  lámpara  de 
cuerda  y  un  fonógrafo  con  doce  cilindros; 

2? — El  albacea  de  la  sucesión  demandada  negó 
el  cargo,  y  manifestó  que  las  cosas  reclamadas  son  de 
propiedad  de  la  sucesión  que  él  representa; 

3? — El  Juez  respectivo,  con  apoyo  en  los  artícu- 
los 1397,  Código  Civil,  88,  364,  384,  3S6  y  338  de 
Procedimientos  Civiles,  á  las  dos  de  la  tarde  del  diez 
y  ocho  de  octubre  último  declaró  improcedente  la  ta- 
cha puesta  á  los  testigos  Angélica  Chacón,  Diva  Del- 
gado y  José  María  Artavia;  con  lugar  la  demanda  es- 
tablecida, y  en  consecuencia,  que  el  demandado  debe 
devolver  á  la  adora  los  objetos  á  que  la  demanda  se 
refiere,  y  condenó  al  mismo  en  las  costas  procesales 
del  juicio,  por  la  siguiente  razón:  **Que  por  estar  jus- 
tificado con  las  declaraciones  de  los  testigos  Rafael 
Arroyo  Prado,  Angélica  Charraun  de  Sánchez,  José 
María  Artavia  Salazar,  Diva  Delgado,  Elias  Calderón 
y  Nicomedes  Porras,  que  los  objetos  á  que  la  deman- 
da se  refiere,  son  de  propiedad  de  la  actora,  en  ra¿ón 
de  habérselos  obsequiado  y  entregado  el  causante 
Marín,  debe  declararse  con  lugar  la  demanda,  de  con- 
formidad con  los  artículos  719,  720  y  752  del  Códi- 
go Civil;'' 

4? — El  demandado  ha  interpuesto  recurso  de  ca- 
sación de  la  sentencia  relacionada,  por  violación  de 
los  artículos  719,  730  y  1397  del  Código  Civil,  por- 
que la  actora  no  ha  probado  la  confesión  extrajudi- 
cial,  ni  la  donación,  así  como  la  acción  establecida;  y 

26 
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del  artículo  1404  del  mismo  Código,  con  error  de  he- 
cho y  de  derecho  en  la  apreciación  de  las  pruebas; 
5? — En  los  procedimientos  no  se  nota  defecto;  y 

Considerando: 

Que  el  Juez  apreció  la  fuerza  probatoria  de  las 
declaraciones  de  los  testigos,  conforme  á  las  reglas  de 
la  sana  critica,  teniendo  en  consideración  la  razón  de 
ciencia  y  las  demás  circunstancias  concluyentes  (ar- 
tículo 338,  Código  de  Procedimientos  Civiles);  que  en 
esa  virtud  tuvo  por  justificada  la  donación  y  entrega 
de  los  muebles  indicados  en  la  sentencia,. que  son  de 
propiedad  de  la  actora  (artículos  719,  720  y  752.  Có- 
digo Civil);  que  la  sentencia  recurrida  no  se  apoya  en 
la  confesión  extrajudicial  y  por  rso  no  se  ha  violado 
el  artículo  730,  Código  citado;  que  el  recurrente  ale 
ga  error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de 
la  prueba;  pero  no  indica  siquiera  en  qué  hace  consis- 
tir tal  error,  ni  menos  los  documentos  ó  actos  autén- 
ticos que  evidencien  la  equivocación  del  juzgador,  de 
modo  que  no  está  demostrada  la  violación  de  los  ar- 
tículos 719  y  1397  ^el  Código  Civil; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida, 
con  costas  á  cargo  del  recurrente,  y  devuélvanse  los 
autos  al  tribunal  de  su  procedencia,  con  certificación 
de  la  presente. — A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — 
Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Orea- 
muño. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


QuiRós  Solano 

(  2  25'  p.  m. — Diciembre  15  ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  de  lo  Conten- 
cioso-administrativp.  para  averiguar  quién  sea  el  au- 
tor del  delito  de  depósito  de  aguardiente  clandestino 
aprehendido  al  niño  Rafael  Porfirio  Quirós  A  raya, 
menor  de  nueve  años,  hijo  de  Cruz  Quirós  Solano, 
de  cincuenta  y  cinco  años,  agricultor  y  vecino  de  Ca  - 


—  403  — 

chí  del  cantón  del  Paraíso,  de  quien  es  defensor  el  Li- 
cenciado Alfredo  Volio  Jiménez,  mayor,  abogado  y 
vecino  de  Cartago; 

Resultando: 

I? — Que  como  á  las  doce  de  la  noche  del  vein- 
ticuatro de  enero  de  este  año,  la  Policía  de  la  villa 
del  Paraíso  capturó  en  la  calle  llamada  del  Chiverre 
al  niño  Rafael  Porfirio  Quirós  Araya,  quien  arreaba 
un  caballo  que  conducía  dos  barriles  de  aguardiente, 
el  cual  resultó  ser  de  fabricación  clandestina; 

2? — Que  el  Juez  respectivo  declaró  haber  lugar 
á  formación  de  causa  contra  el  señor  Quirós  Solano, 
por  el  delito  de  depósito  de  aguardiente  clandestino; 
pero  en  virtud  de  recurso  interpuesto  por  el  reo,  la 
Sala  Segunda  de  Apelaciones,  con  apoyo  en  los  ar- 
tículos 730  y  841,  Parte  III  del  Código  General  dé 
1 841,  revocó  dicho  auto,  fundada  en  que:  ''Aparte 
de  que  según  el  artículo  39  de  la  Constitución  no  es 
admisible  la  deposición  de  unas  contra  otras  en  mate- 
ria criminal  de  las  personas  que  cita,  por  lo  cual  si  al- 
go pudiera  significar  contra  Cruz  Quirós  el  reclamo 
que  hacía  su  hijo,  Rafael  Porfirio  en  el  acto  de  la 
aprehensión  del  aguardiente  de  autos,  llamando  á  su 
papá,  es  ilegal  considerarlo;  como  en  la  sumaria  no 
resulta  prueba  efectiva  de  ser  responsable  el  indicia- 
do, con  sólo  la  de  sfer  padre  del  niño  Rafael  Porfirio, 
no  hay  mérito  para  enjuiciar  á  Cru?  Quirós;*' 

3? — Que  en  vista  de  la  resolución  superior,  á  las 
tres  de  la  tarde  del  siete  de  setiembre,  el  Juez  sobre- 
seyó en  los  procedimientos  á  favor  de  Cruz  Quirós 
Solano;  y  habiendo  apelado  .^1  representante  del  Mi- 
nisterio Publico,  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones 
confirmó  el  auto  de  sobreseimiento,  á  las  tres  y  cuar- 
to de  la  tarde  del  veintiséis  de  octubre; 

4? —  Que  el  señor  Fiscal  de  Corte  ha  interpuesto 
recurso  de  casación  de  la  resolución  de  segunda  ins- 
tancia por  infracción  del  artículo  11  de  la  ley  de  18 
de  julio  de  1903; 


—  4o6  — 

5? — Que  en  los  procedimientos  no  se   nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

Único. — Este  Tribunal  estima  que  hay  el  error 
alegado  en  la  apreciación  de  la  prueba  y  la  vioiacicSn 
de  ley  de  que  el  recurrente  se  queja.  En  efecto,  el  de- 
pósito fué  descubierto  en  un  lugar  de  la  calle  publica: 
ni  el  lugar  está  enlazado  con  la  habitación  de  Porras, 
ni  éste  ha  sido  antes  condenado  por  delito  de  contra- 
bando, por  lo  cual,  con  arreglo  al  artículo  lo  de  la 
ley  de  i8  de  julio  de  1903,  que  es  el  aplicable,  debe 
absolvérsele  de  responsabilidad; 

Por  tanto,  declárase  con  lugar  la  casación  pedida 
y  nula  la  sentencia  del  Juez  dé  lo  Contencioso  ad- 
ministrativo.— A.  Alvarado. —  J.  Fed.  González. — 
Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Orea- 
muño. — Ante  mí, — Alfonso  Jiménez. 


Hidalgo 

(  I  20  p.  m. — Diciembre  22  ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  Segundo  del 
Crimen  de  esta  provincia,  contra  Samuel  Hidalgo, 
único  apellido,  de  diez  y  ocho  años,  dependiente  de 
comercio  y  vecino  de  esta  ciudad,  por  el  delito  de 
hurto  en  perjuicio  del  señor  Cipriano  Herrero  Peral; 
en  la  cual  han  intervenido  además  del  reo,  su  defen- 
sor Licenciado  Luis  Cruz  Mesa,  mayor  de  edad,  abo- 
gado y  de  este  vecindario,  y  el  representante  del 
Ministerio  Público; 

Resultando: 

1 9 — Que  el  Juez  respectivo  en  sentencia  dictada 
á  las  cuatro  de  la  tarde  del  veintiocho  de  agosto  de 
este  año,  condenó  al  procesado  como  responsable  del 
delito  dicho,  á  presidio  interior  menor  por  un  año, 
cinco  meses  y  once  días,  con  rebaja  del  tiempo  por 
que  hubiere  estado  preso;  á  devolver  al  ofendido  los 
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objetos  hurtados  6  pagarle  su  valor;  á  la  accesoria  de . 
suspensión  de  cargo  u  ofício  publico;  y  á  pagar  los 
daños  y  perjuicios  causados  con  su  delito;  y  al  efecto 
consideró:  "i? — Que  con  las  declaraciones  recibidas 
en  el  sumario  y  dictámenes  periciales,  esta  autoridad 
tiene  por  cierto  que  Samuel  Hidalgo  cometió  el  de- 
lito de  hurto  en  perjuicio  de  Cipriano  Herrero  Peral 
y  en  esa  virtud  es  acreedor  á  las  penas  que  la  ley 
señala;  (Artículos  i?,  IS  y  57  del  Código  Penal,  35  y 
36  de  la  Ley  Adicional  de  17  de  octubre  de  1864  y 
784  del  Código  de  Procedimientos  Criminales);  2? — 
Que  en  su  indagatoria  (folio  9?)  manifestó  Hidalgo 
que  una  corbata  azul  se  la  había  regalado  don  Luis 
Martín  y  que  no  estaba  seguro  si  este  señor  ó  don 
Bernabé  López  le  había  dado  un  retazo  de  corte  de 
pantalón.  El  señor  Martín  dice  (folio  15)  ser  cierto  lo 
de  la  corbata  y  no  estar  seguro  acerca  del  corte  de 
pantalón;  pero  sí  haberle  dado  un  corte  el  veinticinco 
de  diciembre  anterior,  y  esta  autoridad  da  por  cierto 
que  dicho  corte  fuera  obsequiado  por  el  señor  Mar- 
tín, así  como  que  sea  el  que  los  peritos  valoraron  en 
la  suma  de  cinco  colones,  no  sólo  por  haber  tan  poca 
distancia  del  veinticinco  de  diciembre  de  mil  nove- 
cientos cuatro  al  día  en  que  fué  aprehendido  por  la 
Policía  dicho  corte,-al  veintiuno  de  ehero  del  corrien- 
te año,  como  porque  en  caso  de  duda  debe  estarse 
á  lo  más  favorable  al  reo;  (Artículo  18  de  la  ley  de 
8  de  julio  de  1902).  Dos  de  las  veintiséis  canastillas 
encontradas  en  poder  del  reo  le  fueron  regaladas  por 
el  ofendido:  (folio  12  vuelto).  En  consecuencia,  es 
preciso  rebajar  del  avalúo  dado  por  los  peritos  á  los 
objetos  aprehendidos  en  poder  del  reo  (folio  55),  el 
valor  de  aquellos  objetos  cuya  buena  procedencia 
se  ha  probado.  En  cuanto  al  valor  de  los  pañuelos 
á  que  el  dicho  dictamen  de  peritos  se  contrae,  no 
puede  rebajarse,  pues  que  existe  contradicción  mani- 
fiesta entre  el  dicho  del  reo  (folio  9),  quien  asegura 
que  se  los  regaló  don  Bernabé  López  y  que  era  un 
mostrario,  y  el  de  los  testigos  de  la  defensa  (folios 
49  y  S^)f  quienes  declaran  que  los  hermanos  del  reo 
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cogieron  dichos  pañuelos  de  la  "Vara  de  la  Fortuna" 
en  la  plaza  de  toros  en  las  fiestas  cívicas  de  esta  ca- 
pital (artículo  1 8  de  la  ley  de  8  de  julio  de  1902).  He- 
chas las  restas  consiguientes,  el  avalúo  queda  reduci— 
do  á  veintiún  colones  ochenta  y  tres  céntimos;  3? — 
Que  de  acuerdo  con  lo  dicho  en  el  considerando  que 
precede,  el  caso  concreto  se  halla  comprendido  en  el 
inciso  3?  del  artículo  468,  en  relación  con  el  inciso 
segundo  del  artículo  469,  ambos  del  Código  Penal,  y 
es  castigado  con  presidio  interior  menor  en  su  grado 
medio;  4? — Que  obra  a  favor  del  reo  la  circunstan- 
cia atenuante  14?-  del  artículo  1 1  del  Código  ibídem 
y  en  su  contra  ninguna  agravante,  por  lo  que  de 
acuerdo  con  el  artículo  74,  Código  ibídem,  debe 
aplicarse  la  pena  en  el  mínimum  de  su  extensión; 
5? — Que  esta  autoridad  fija  en  un  año,  cinco  meses  y 
once  días  de  presidio  interior  menor  en  su  grado  me-  | 

dio  la  pena  á  que  el  reo  se  ha  hecho  acreedor  con  su 
delito,  descontable  en  el  de  San  Lucas,  precio  abono  | 

de  la  prisión  sufrida;  6? — Que  con  la  pena  principal 
se  deben  imponer  las    accesorias,    (artículos   25,   33,  1 

381    39,  83  y  95  del  Código  Penal)"; 

2? — Que  en  virtud  de  recurso  interpuesto  por  el  1 

defensor  del  procesado,  conoció  de  la  causa  la  Sala 
Segunda  de  Apelaciones,  quien  á  las  tres  y  media  de 
la  tarde  del  diez  y  nueve  de  octubre,  confirmó  en  to- 
das sus  partes  el  fallo  de  primera  instancia; 

3? — Que  la  defensa  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por  los 
siguientes   motivos:    i** — Violación   de   los  artículos  ' 

281  y  680  de  la  Parte  III  del  Código  General  de 
1841,  pues  el  Juez  sentenciador  no  ha  examinado  to-  ' 

das  las  pruebas  del  proceso,  sino  las  que  hay  contra 
el  reo;  2V — Violación  del  artículo  468,  inciso  3?,   del  ' 

Código  Penal,  con  error  de  hecho  y  de  derecho  en 
la  apreciación    de   la   prueba,    pues   examinada  ésta  | 

cuidadosamente  resulta  que  lo  que  reclama  el  señor 
Herrero  no  asciende  á  la  suma  de   veintiún   colones  I 

como  dice  el  Juez,  sino  que  baja  á  la  suma  de  cinco 
ó  seis;  así  pues,  el  hecho  de  autos  no  está  comprendi- 
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do  en  el  inciso  3?  del  referido  artículo,  sino  en  el  in- 
ciso 19  del  artículo  519  del  mismo  Código;  3?— Vio- 
lación del  artículo  11,  inciso  3?,  del  Código  Penal, 
con  error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de 
la  prueba,  pues  el  reo  es  menor  de  veintiún  años  y 
no  tiene  instrucción  general,  por  lo  que  ha  debido 
reconocérsele  laK atenuante  que  dicha  ley  indica; 

4? — Que  el  recurrente  amplió  su  recurso  el  día 
de  la  vista  alegando  que  admitidas  las  violaciones  de 
los  artículos  indicados  anteriormente,  aparece  mani- 
fiesta la  violación  del  artículo  74  del  Código  Penal, 
pues  existiendo  más  de  dos  atenuantes,  ha  debido 
imponerse  la  pena  cuando  menos  un  grado  más  baja; 
y  violación  del  artículo  ^6  del  Código  citado; 

5? — Que  no  se  nota  defecto  en  los  procedimien- 
tos; y 

Considerando: 

I? — Los  artículos  281  y  680  de  la  parte  tercera 
del  Código  General  de  1841,  no  han  sido  violados 
como  pretende  el  recurrente,  porque  esas  disposicio- 
nes han  sido  observadas  y  cumplidas  por  las  senten- 
cias de  instancia  y  aunque  es  cierto  que  falta  algún 
detalle  en  la  parte  expositiva  de  dichas  sentencias, 
eso  no  constituye  ninguno  de  los  motivos  de  forma 
enumerados  por  el  artículo  6?  de  la  ley  de  9  de  junio 
de  1899; 

2? — La  califícación  del  delito  con  respecto  al 
valor  de  los  objetos  hurtados  y  la  responsabilidad 
del  procesado  en  esta  causa  están  bien  fundadas  en 
las  pruebas  que  aparecen  en  los  autos,  y  la  gradua- 
ción de  la  pena  impuesta  al  reo  por  la  sentencia  re- 
currida es  la  que  corresponde  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto por  los  artículos  74,  t6^  468,  inciso  3?,  y  469 
del  Código  Penal.  En  consecuencia,  no  ha  habido  el 
error  de  hecho  ni  de  derecho  que  se  alega  en  la 
apreciación  de  la  prueba,  ni  la  violación  de  ninguna 
de  las  leyes  que  se  citan  en  el  recurso  y  en  la  am- 
pliación presentada  el  día  de  la  vista; 

Por  tanto,  declárase  sin   lugar  la  casación   de- 
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mandada  y  con  certificación  de  la  presente,  devuél- 
vanse los  autos  al  tribunal  de  su  procedencia. — ^A. 
Alvarado — ^J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez.— 
A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Al- 
fonso Jiménez. 


Ureña  Arguedas 

í  I  25'  p.  m. — ^Diciembre  22  ) 

En  las  causas  acumuladas,  seguidas  en  el  Juz* 
gado  Primero  del  Crimen  de  esta  provincia,  contra 
Pedro  Ureña  Arguedas,  de  cuarenta  y  siete  años^ 
agricultor  y  vecino  de  Urasca  del  cantón  del  Paraí- 
so, por  los  delitos  de  abigeato  en  perjuicio  de  los 
señores  Alberto  Bermúdez  Chaves,  Rafael  Chavarría 
Romero  y  Salvador  Rojas  Hernández;  en  la  cual  han 
intervenido  además  del  reo,  su  defensoí  Licenciado 
Ramón  Loria  Iglesias,  mayor,  abogado  y  de  este  ve- 
cindario, y  el  representante  del  Ministerio  Público; 

Resultando: 

I? — Que  el  Juez  primero  del  Crimen,  á  las  cua- 
tro de  la  tarde  del  diez  y  siete  de  julio  del  corriente 
año  condenó  al  procesado  como  autor  responsable 
de  los  delitos  referidos,  por  cada  uno  de  ellos,  á. pre- 
sidio interior  menor  por  un  año,  cinco  meses  y  once 
días,  con  abono  del  tiempo  por  que  haya  estado  pre- 
so; á  restituir  á  los  ofendidos  los  semovientes  sustraí- 
dos, junto  con  sus  productos,  ó  pagarles  su  valor,  así 
como  los  daños  y  perjuicios  causados  con  sus  delitos, 
y  á  quedar  suspenso  de  cargo  ú  oñcio  público  duran- 
te el  tiempo  de  las  tres  condenas;  y  apoyó  su  senten- 
cia en  los  artículos  2V,  ley  de  3  de  julio  de  .1903,  i?, 
15»  -25,  33,  38,  57,  74,  76,  95,  472,  en  relación  con  el 
468,  inciso  2?,  y  478,  Código  Penal; 

2? — En  virtud  de  recurso  interpuesto  por  el  de- 
fensor, la  Sala  Segunda  de  Apelaciones,  á  las  tres  de 
la  tarde  del  diez  y  nueve  de  octubre  último,  con  fun- 
damento en  los   artículos   478,  Código   Penal,  y  885, 
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parte  tercera  del  Código  General  de  1841,  confirmó 
la  sentencia  recurrida  en  lo  relativo  á  Salvador  Rojas 
Hernández;  cambió  la  pena  impuesta  al  procesado 
por  el  abigeato  en  perjuicio  de  Rafael  Chavarría  Ro- 
mero, por  la  de  arresto  por  cuarenta  y  cinco  días,  y 
revocó  el  fallo  en  cuanto  al  delito  de  abigeato  en  per- 
juicio de  Alberto  Bermúdez  Chaves;  absolvió  al  reo 
de  toda  pena  y  responsabilidad  por  este  delito,  sin  lu- 
gar á  indemnización  por  haber  habido  mérito  para 
llamarlo  á  juicio,  y  dejó  al  ofendido  sus  derechos  ci- 
viles á  salvo  para  que  los  ejercite  en  la  vía  y  forma 
que  estime  convenientes.  Al  efecto  consideró  dicha 
Sala:  "i? — En  cuanto' al  abigeato  en  perjuicio  de  Cha- 
varría, la  Sala  estima  arreglada  á  derecho  la  imputa- 
ción del  delito  á  Pedro  Ureña.  Es  verdad  que  el  reo 
ha  probado  que  observaba  buena  conducta  antes  de 
hallarse  en  su  poder  la  vaca  hurtada,  y  esto  bastaría 
para  absolverlo  de  toda  pena  y  responsabilidad,  si  la 
presunción  que  esa  buena  conducta  anterior  establece 
en  su  favor  (artículo  478,  Código  Penal)  no  estuviera 
destruida  por  los  indicios  vehementes  que  puntualiza 
el  Juez  en  su  fallo,  especialmente  el  del  traslado  in- 
tempestivo, sin  justificación  plausible,  del  animal  re- 
clamado. La  ley,  al  establecer  la  presunción  en  favor 
del  tenedor  de  una  cosa  ajena,  que  no  justifique  la 
adquisición  legítima,  pero  sí  prueba  su  buena  conduc- 
ta anterior,  no  implica  que  esa  presunción  no  pueda 
ser  destruida  por  otras  presunciones  en  contra:  esto 
además  de  la  facultad  que  la  ley  concede  á  los  tribu- 
nales para  tener  por  establecido  el  hecho  delictuoso  y 
para  apreciar  la  prueba  (artículos  18  de  la  ley  de  8 
de  julio  de  1902  y  2?  de  la  de  3  de  julio  de  1903); — 
2? — La  atribución  á  Ureña  del  hurto  en  perjui- 
'  cío  de  Bermúdez  no  la  considera  esta  Sala  suficiente- 
mente fundada  por  los  solos  motivos  de  haber  vendi- 
do el  semoviente  relacionado  y  no  dar  explicación 
completamente  satisfactoria  de  su  adquisición,  pues 
respecto  de  este  hecho,  milita  en  favor  del  procesado 
la  presunción  de  buena  conducta  anterior,  sin  el  con- 
trarresto que  la  destruye  en  el  caso  del  hecho  en  que 
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es  interesado  Chavarría«  Procede,  por  consiguiente, 
decretar  la  absolución  del  procesado;  3? — El  hurto 
en  perjuicio  de  Rojas  lo  tiene  esta  Sala  también  por 
bien  imputado  a  Ureña.  En  este  hecho,  además  de 
existir  contra  el  procesado  los  indicios  que  en  el  he- 
cho relacionado  con  Chavarría  destruyen  la  presun- 
ción de  inocencia,  fundada  en  la  buena  conducta 
anterior»  no  existe  siquiera  tal  presunción.  Tenién- 
dose» como  se  tiene,  por  comprobado  el  hurto  en 
perjuicio  de  Chavarría  y  habiendo  ocurrido  éste,  se- 
gún todos  los  datos  del  proceso,  mucho  antes  de  la 
desaparición  del  semoviente  de  Rojas,  la  dicha  circuns- 
tancia de  buena  conducta  anterior,  no  debe  conside- 
rarse existente;  4? — Debe  rectificarse  1»  sentencia  en 
cuanto  aplica  el  inciso  2?  del  artículo  468,  Código  Pe- 
nal, al  hacer  la  calificación  de  los  delitos  juzgados:  es 
el  inciso  3?  de  dicho  artículo  el  que  corresponde  en 
la  especie,  puesto  que  en  cada  caso  se  trata  de  un 
hurto  cuyo  valor  no  excede  de  cincuenta  colones  y  si 
bien  la  pena  es  presidio  interior  menor  en  su  grado 
medio,  es  por  el  aumento  ordenado  por  el  artículo 
472  ibídem  para  el  abigeato;  5? — Como  el  hurto  en 
perjuicio  de  Rojas  se  debe  haber  verificado  en  ene- 
ro de  mil  novecientos  tres  ó  después,  según  las  in- 
dicaciones de  los  autos,  y  en  ningún  caso  antes  de 
mil  novecientos  dos,  no  ha  trascurrido  la  media 
prescripción  á  que  se  refiere  el  artículo  123,  Código 
Penal.  No  hay  agravantes  ni  atenuantes.  A'unque 
se  tiene  por  demostrado  que  antes  se  verificó  el 
hurto  en  perjuicio  de  Chavarría,  no  basta  esto  para 
considerar  reincidente  al  reo,  en  lo  cual  se  sigue  el 
criterio  constante  de  este  Tribunal,  que  no  conside- 
ra que  hay  reincidencia  sino  cuando  ha  recaído  sen- 
tencia ejecutoria  respecto  del  delito  anterior  antes 
de  ser  cometido  el  ultimo;  lo  que  no  obsta  sin  em- 
bargo para  que  no  se  le  abone  la  circunstancia  de 
buena  conducta  anterior,  porque  repugnaría  al  sentido 
común  que  en  la  misma  sentencia  en  que  se  pena  á 
un  individuo  por  un  hurto  cometido  en  mil  novecien- 
tos uno,  se  estime  al  imponerle  punición  por  otro  hur- 


—  413  — 

to,  cometido  en  mil  novecientos  tres  6  mil  novecientos 
dos,  que. respecto  del  ultimo  le  favorece  la  atenuante 
de  buena  conducta  anterior.  La  pena  e>  presidio  in- 
terior menor  en  su  grado  medio  (artículo  472  é  inciso 
3?  del  468,  Código  Penal)  y  con  la  facultad  que  dan 
al  juzgador  los  artículos  74  y  76  ibídem,  se  impone  la 
pena  en  el  mínimum,  que  es  un  año,  cinco  meses  y 
once  días,  confirmándose  por  consiguiente,  el  fallo  en 
todas  sus  partes,  respecto  al  abigeato  en  perjuicio  de 
Rojas;  6? — En  cuanto  al  abigeato  en  perjuicio  de  Cha- 
varría  también  corresponde  la  pena  de  presidio  inte- 
rior menor  en  su  grado  medio  (leyes  citadas).  Por 
haber  ocurrido,  según  la  declaración  del  mismo  ofen- 
dido, hacia  el  mes  desetiembrede  mil  novecientos  uno, 
favorece  al  reo  lo  preceptuado  en  el  artículo  123,  Có- 
digo Penal,  y  como  tiene  además  la  atenuante  de  bue- 
na conducta  anterior  (inciso  14?  del  artículo  1 1  ibí- 
dem), este  tribunal,  de  acuerdo  con  el  artículo  74 
del  mismo  Código,  baja  la  pena  en  dos  grados  é  im- 
pone al  reo  arresto  en  su  grado  máximo,  cuya  dura- 
ción fija  en  cuarenta  y  cinco  días  (artículo  76,  Códi- 
go citado).  La  prisión  sufrida  debe  abonarse  á  la 
condena  más  grave  (actículos  34  y  81,  Código  Penal)"; 

3? — Que  la  defensa  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia  en 
cuanto  condena  al  reo  por  el  abigeato  en  perjuicio  de 
Salvador  Rojas,  por  violación  del  artículo  123  del 
Código  Penal,  con  error  en  la  apreciación  de  la 
prueba,  é  infracción  de  los  artículos  21 8,  parte  terce- 
ra del  Código  General  de  1841,  18  de  la  ley  de  8  de 
julio  de  1902,  y  3?  de  la  de  3  de  julio  de  1903,  al  no 
tomarse  en  cuenta  en  favor  del  procesado  la  media 
prescripción   á  que  aquel  artículo  se  refiere; 

4? — Que  la  misma  parte  en  memorial  de  quince 
del  corriente  amplió  su  recurso  alegando:  i9  Error  de 
hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de  las  pruebas, 
con  infracción  del  artículo  478  del  Código  Penal; 
2?  Apreciación  errónea  del  artículo  11,  inciso  14?, 
Código  Penal,  al  no  apreciar  esa  atenuante  en  favor 
del  reo,  en  la  causa  en  que  es  ofendido  Salvador  Ro- 
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jas,  y  violación  de  los  artículos  74  y  75  del  Código 
Penal,  con  error  de  hecho  y  derecho  en  la  aprecia- 
ción de  las  pruebas;  3?  Error  de  hecho  y  de  derecho 
en  la  apreciación  de  la  prueba  con  violación  de  los 
artículos  218,  779  y  873  del  Código  General  de  1841^ 
parte  tercera,  al  declarar  al  reo  responsable  del  deli- 
to de  abigeato  en  perjuicio  de  Salvador  Rojas  sin  ha- 
berse comprobado  la  identidad  de  la  yegua  hurtada; 
5^ — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

1 9 — Que  según  la  declaración  del  ofendido  Ro- 
jas, la  yegua  á  que  se  refierie  fué  hurtada  en  enero  de 
mil  novecientos  tres,  y  el  procesado  en  su  declara- 
ción de  folios  sesenta  y  dos,  de  veinticuatro  de  octu- 
bre de  mil  novecientos  tres,  asegura  que  la  compró 
seis  meses  antes  de  esta  fecha.  Según  esos  datos,  en 
la  fecha  de  la  sentencia  (3  p.  m.  del  19  de  octubre  de 
1905)  habían  trascurrido  cuando  más  dos  años  nueve 
meses  desde  la  perpetración  del  delito,  tiempo  insuñ 
dente  para  abonar  al  procesado  la  media  prescrip- 
ción, por  lo  que  no  se  ha  errado  en  la  estimación  de 
la  prueba  al  respecto,  ni  se  ha  violado  el  artículo  123 
del  Código  Penal; 

29 — Que  tampoco  se  han  infringido  los  artículos 
218,  parte  tercera  del  Código  General  de  1841,  18 
de  la  ley  de  8  de  julio  de  1902  y  39  de  la  de  3  de  ju- 
lio de  1903,  porque  la  Sala  de  instancia  estimó  las 
declaraciones  de  Jacinto  y  Eulogio  Bonilla,  Juan  Ra- 
fael Nájera  y  Juan  Cruz  Bonilla  con  arreglo  á  la  sana 
crítica  y  en  su  relación  con  la  declaración  del  reo  y 
con  las  demás  pruebas; 

39 — Que  tampoco  sé  ha  infringido  el  artículo 
478,  Código  Penal,  porque  aunque  el  reo  haya  justi- 
ficado su  buena  conducta  anterior  á  la  apertura  del 
proceso,  está  comprobado  que  el  hurto  en  perjuicio 
de  Chavarría  se  verificó  mucho  tiempo  antes  del  co- 
metido en  perjuicio  de  Rojas  y  no  puede  invocarse  la 
buena  conducta  con   relación  al   segundo   abigeato, 
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tanto  menos  cuanto  que  contra  el  procesado  obran 
los  vehementes  indicios  de  que  se  hace  mérito  en  Ibs 
considerandos  primero  y  segundo  de  la  sentencia  re- 
currida, por  lo  que  no  se  abonó  al  reo  la  atenuante 
14  del  artículo  ii  del  Código  Penal,  que  no  se  ha 
violado,  como  tampoco  los  artículos  74  y  75  del  mis- 
mo Código; 

4? — Que  el  cuerpo  del  delito  de  hurto  á  que  se 
reñere  esta  causa  está  justificado  plenamente,  sin  que 
sobre  esto  se  haya  errado  de  hecho  ni  de  derecho  en 
la  estimación  de  la  prueba,  y  no  se  han  violado  los  ar- 
tículos 218,  779  y  873,  parte  tercera  del  Código  Ge- 
neral de  1841,  como  lo  pretende  el  recurrente; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  deman- 
dada y  con  certificación  de  la  presente,  devuélvanse  los 
autos  al  tribunal  de  su  procedencia. — A.  Alvarado. — 
J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambra- 
na. — Nicolás  Oreamuno.    Ante  mí,  Alfonso  Jiménez. 

Arguedas  V,  Ramírez 

(  I  ^  p.  m. — Diciembre  22 ) 

En  la  causa  seguida  en  la  Alcaldía  de  San  Ra- 
món, contra  Manuel  Marta  Ramírez  Alvarado,  de 
veintiún  años,  agricultor  y  vecino  de  dicho  lugar,  por 
el  simple  delito  de  injuria  grave  á  Vital  Arguedas 
Campos,  mayor  de  edad,  agricultor  y  vecino  también 
de  esa  villa,  en  la  cual  es  parte  el  señor  Rafael  Ro- 
dríguez Salas,  mayor,  agente  de  negocios  judiciales  y 
del  mismo  vecindario,  como  defensor  del  reo; 

Resultando: 

1 9 — Que  el  hecho  á  que  la  causa  se  refiere,  se- 
gún dice  el  ofendido,  ocurrió  como  á  las  dos  de  la  tar- 
de del  ocho  de  diciembre  del  año  próximo  pasado,  en 
su  casa  de  habitación; 

2? — Que  á  las  dos  de  la  tarde  del  once  de  febre- 
ro de  este  año,  dictó  el  Alcalde  de  San  Ramón  sen- 
tencia, en  que,  con  cita  de  los  artículos  i9,  15,  18,  25, 
33.  38,  57*  67.  74,  76p  77,  83,  438  (inciso  4?)  y  439 
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(inciso  2?)  del  Código  Penal,  218,  ^^7,  778  y  873  de 
la  Parte  III  del  Código  General  y  36  de  la  Ley  Adi- 
cional de  17  de  octubre  de  1864,  condenó  á  Ramírez 
á  pagar  la  multa  de  ciento  un  colones,  con  la  aplica- 
ción de  ley,  ó  á  reclusión  por  sesenta  y  un  días,  con 
abono  del  tiempo  por  que  haya  estado  preso;  á  la  ac- 
cesoria de  suspensión  de  cargo  ú  oñcio  público,  y  á 
pagar  al  ofendido  las  costas  personales  y  procesales 
de  la  causa; 

3? — Que  el  respectivo  Juez  del  Crimen,  que  co- 
noció de  la  causa  en  virtud  de  recurso  interpuesto  por 
el  defensor,  en  sentencia  de  las  dos  de  la  tarde  del 
quince  de  marzo,  consideró:  **i9 — Que  la  imputación 
establecida  por  el  Alcalde  sentenciador  está  bien  fija- 
da con  los  considerandos  por  él  dados  en  su  senten- 
cia; 2? — Que  asimismo  respeta  esta  autoridad  la  pen? 
de  multa  impuesta  al  reo  por  ser  acertada;  pero  debe 
aclararse  el  fallo  de  que  se  recurre  en  el  sentido  de 
que  caso  de  no  tener  el  reo  con  qué  pagar  la  multa, 
ha  de  sufrir  sesenta  y  un  días  de  reclusión  desconta- 
bles en  la  cárcel  de  esta  ciudad;  todo  con  abono 
de  la  prisión  sufrida,  y  si  sufriere  el  reo  la  pe- 
na de  reclusión  quedará  suspenso  de  ejercer  cargo  ú 
oficio  público  si  lo  ejerciere.  (Artículos  38  y  56,  Có- 
digo Penal);  3? — Que  si  bien  el  auto  primeramente 
citado  en  el  resultando  tercero  no  se  notificó  al  indi- 
ciado, éste  subsanó  ese  defecto  concurriendo  á  la  di- 
ligencia en  dicho  auto  ordenada,  y  el  auto  de  las  nue- 
ve y  media  de  la  mañana  del  veintinueve  de  diciem- 
bre citado  sí  está  notificado  al  indiciado  al  folio  quin- 
to; 4? — Que  las  actuaciones  deben  estar  autoriza- 
das por  el  Secretario  según  el  artículo  90  de  la  Ley 
Orgánica  de  Tribunales  en  relación  con  el  artículo 
207,  Código  de  Procedimientos  Penales;"  y  confirmó 
la  sentencia  apelada  con  las  modificaciones  apuntadas 
en  el  considerando  segundo,  con  costas  personales  y 
procesales  á  cargo  del  reo,  y  llamó  la  atención  del  Al- 
calde acerca  de  lo  dicho  en  el  considerando  final. 

4?— Que  la  defensa  ha  interpuesto  recurso  de  ca- 
sación de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por  los  si- 
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guíentes  motivos:  i9 — Interpretación  errónea  del  ar- 
tículo 438,  Código  Penal,  y  aplicación  indebida  del 
439  ibídeui;  2? — Violación  de  los  artículos  440  y  521, 
inciso  II?,  del  Código  Penal;  3? — Error  de  hecho  en 
la  apreciación  de  la  prueba,  porque  los  testigos  sólo 
declaran  acerca  del  hecho  principal,  sin  que  se  hayan 
justificado  las  condiciones  exigidas  por  el  artículo 
438,  incisos  4?  y  5?  del  Código  Penal;  4? — Violación 
de  los  artículos  835  y  837  del  Código  Civil,  al  no  de- 
clarar la  nulidad  de  la  causa  desde  la  confesión  del 
indiciado,  la  cual  no  fué  autorizada  por  el  Secretario 
ó  por  dos  testigos,  como  lo  previenen  )os  artículos 
94,  Código  de  Procedimientos  Civiles,  819  de  la  Par- 
te III  del  Código  General  de  1841,  y  91  de  la  Ley 
Orgánica  de  Tribunales; 

5? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

1 9 — Que  acusadas  por  Vital  Arguedas  las  ex- 
presiones proferidas  contra  él  por  Ramírez  sólo  en 
concepto  de  injuriosas,  no  aparece  de  los  autos  que 
revistan  la  gravedad  que  el  Juez  les  atribuye  estimán- 
dolas comprendidas  en  el  aparte  49  del  artículo  438 
del  Código  Penal,  puesto  que  no  se  dan  razones  al 
efecto  ni  por  su  naturaleza,  ni  por  la  ocasión  en  que 
se  produjeron,  ni  son  afrentosas,  pues  entre  las  gen- 
tes campesinas  son  usuales  y  no  perjudican  la  fama 
y  menos  la  honra  del  ofendido.  Son  leves  por  con- 
siguiente y  siendo  así,  la  interpretación  del  inciso  4? 
del  citado  artículo  438  es  incorrecta  y  está  mal  apli- 
cado el  439  ibídem; 

2? — Que  las  expresiones  dichas  deben  tenerse  co- 
mo simples  faifas  por  no  haber  sido  hechas  por  escri- 
to ni  con  publicidad  (artículo  440  ibídem),  debiendo 
juzgarse  con  arreglo  á  la  ley  de  10  de  noviembre  de 
1892,  siendo  procedente  la  casación  demandada; 

Por  tanto,  declárase  con  lugar  la  casación  pedida 
y  nula  la  sentencia  del  Juez  del  Crimen  de  San  Ra- 
món.— A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — Manuel  V. 

27 
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Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — An- 
te mí. —  Alfonso  Jiménez. 


Aguilar  de  Alvarado 

(i  35'  p.  m. — Diciembre  22  ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  de  lo  Con- 
tencioso Administrativo,  contra  la  señora  Adela  A- 
guilar  de  Alvarado,  de  treinta  y  siete  años,  de  oficio 
doméstico  y  vecina  de  San  Ramón,  por  el  delito  de 
expendio  de  aguardiente  clandestino;  en  la  cual  in- 
tervienen además  de  la  reo,  su  defensor  señor  Rafael 
Rodríguez  Salas,  mayor,  agente  de  negocios  judicia- 
les y  del  mismo  vecindario,  y  el  representante  del 
Ministerio  Público: 

Resultafido: 

1 9 — Que  en  el  establecimiento  de  licores  extran- 
jeros que  la  señora  Aguilar  tiene  en  el  centro  de  la 
ciudad  de  San  Ramón,  aprehendió  el  Resguardo  de 
Hacienda,  á  las  doce  y  media  del  día  cuatro  de  ene- 
ro del  corriente  año,  debajo  del  mostrador,  una  ga- 
rrafa y  una  botella,  que  contenían  aguardiente  de 
procedencia  clandestina; 

2?-  Que  en  la  sentencia  de  primera  instancia, 
dictada  á  la  una  de  la  tarde  del  trece  de  setiembre, 
se  condenó  á  la  reo  á  multa  de  quinientos  colones, 
con  la  aplicación  de  ley;  á  confinamiento  por  seis  me- 
ses en  Aserrí;  en  caso  de  que  no  tenga  bienes  para 
satisfacer  la  multa,  á  confinamiento  por  otros  seis 
meses  en  el  mismo  lugar,  con  abono  del  tiempo  por 
que  haya  estado  presa;  á  la  accesoria  de  suspensión' 
de  cargo  ú  oficio  público  por  el  tiempo  que  dure  el 
confinamiento;  á  perder  los  objetos  aprehendidos  y 
la  patente;  á  inhabilitación  para  el  expendio  de  artí* 
culos  de  monopolio  fiscal  y  á  pagar  los  daños  y  per- 
juicios ocasionados  con  el  delito;  y  en  la  misma  sen- 
tencia se  citan  los  artículos  163,  164,  218,  fyy^  780, 
781  y  882  de  la  Parte  tercera  del  Código  General  de 
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1841,  35  y  36  de  la  ley  de  17  de  octubre  de  1864, 
47a,  475,  716,  721,  723  y  725  del  Código  Fiscal,  7? 
de  la  ley  de  18  de  julio  de  1903  y  12  de  la  de  16  de 
agosto  de  1873; 

3? — Que  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones,  quien 
conoció  de  la  causa  en  consulta  de  la  sentencia  con- 
denatoria, la  aprobó  á  las  ocho  de  la  mañana  del  dos 
de  noviembre; 

4? — Que  la  defensa  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por  vio- 
lación del  artículo  13  de  la  ley  de  18  de  julio  de 
1903  y  aplicación  indebida  del  472  del  Código  Fiscal; 

5? — Que  la  procesada  amplió  el  recurso  de  ca- 
sación  alegando  error  de  derecho  al  admitir  la  certifi- 
cación expedida  por  el  señor  Jefe  Político  de  San 
Ramón,  como  prueba  de  que  ella  es  vendedora  pa- 
tentada de  licores,  con  violación  de  los  artículos  732 
y  738  del  Código  Civil,  179  y  183,  Parte  tercera  del 
Código  General  de  1841,  y  86,  87  y  92,  a  pari.  Ley 
Orgánica  del  Notariado,  pues  el  certificado  no  ha 
sido  expedido  por  el  funcionario  competente,  pues  el 
Jefe  Político  no  lo  era  para  certificar  documentos 
extraños  á  su  autoridad,  ni  tiene  el  sello  correspon- 
diente y  fué  librada  sin   citación  de   partes; 

6? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

Considerando: 

En  cuanto  al  hecho  de  tener  patente  la  procesa- 
da para  el  expendio  de  licores  extranjeros^  que  ese 
carácter  no  sólo  no  se  ha  desconocido,  sino  que  se  ha 
afirmado  poc  la  representación  de  la  reo  en  las  ins* 
tanciks  anteriores;  y  en  cuanto  á  la  ley  aplicable  al 
caso  que,*como  lo  establece  la  sentencia  de  segunda 
instancia,  el  caso  concreto  no  es  el  de  una  tienda  no 
autorizada  para  el  expendio  de  licores;  sino  el  de  un 
establecimiento  autorizado  para  vender  los  extranje- 
ros y  en  el  cual  se  encuentran  otros  de  ilícita  proce- 
dencia; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  deman- 
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dada  y  devuélvanse  los  autos  al  tribunal  de  su  pro- 
cedencia, con  certificación  de  la  presente. — A.  Alva- 
rado. — ^J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A. 
Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso 
Jiménez. 


Bastos,  Alfaro  y  otros 

(  13^  p.  m. — Diciembre  28  ) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  de  lo  Con- 
tencioso Administrativo  contra  Raimundo  Bastos 
Castro,  de  cuarenta  años,  Elias  Alfar#  Alvarado,  co- 
mo de  treinta,  Juan  Ugalde  Barquero,  de  cincuenta 
y  dos,  Ponciano  Ugalde  Salas,  de  cuarenta  y  seis,  y 
José  Ugalde  Alfaro,  de  veinticinco,,  todos  agriculto- 
res y  vecinos  de  San  Roque  de  Grecia,  por  los  deli- 
tos de  depósito  de  aguardiente  de  procedencia  clan- 
destina, fermentos  para  destilar  y  titiles  para  la  fabri* 
cación  de  licores;  en  la  cual  intervienen  además  de 
los  reos,  su  defensor  señor  Licenciado  Luis  Cruz  Me- 
sa, mayor,  abogado  y  de  este  vecindario,  y  el  re- 
presentante del  Ministerio  Publico: 

Resultando: 

I? — Que  en  la  sentencia  de  primera  instancia, 
dictada  á  las  nueve  de  la  mañana  del  dos  de  setiem- 
bre de  este  año,  con  fundamento  en  los  artículos 
163,  164,  218,  J7T,  780,  781  y  882  de  la  Parte  terce- 
ra del  Código  General  de  184 1,  35  y  36  de  la  ley  de 

17  de  octubre  de  1864,  470,  715,  716,  721,  722,  723 
y  725  del  Código  Fiscal,  i9,  3?,  7?  y   29  de  la  ley  de 

18  de  julio  de  1903,  se  declaró  responsables  á  Rai- 
mundo Bastos  Castro  y  Juan  Ugalde,  Barquero  del 
delito  de  depósito  de  aguardiente  clandestino,  y  á 
Ponciano  Ugalde  Salas  y  José  Ugalde  Alfaro,  del  de- 
lito de  depósito  de  fermentos  para  la  destilación,  y 
en  consecuencia,  se  condenó  á  los  dos  primeros  á 
multa  de  cien  colones,  con  la  aplicación  de  ley,  ó  si 
no  la  pagaren,  á  confinamiento  por  treinta  y  seis  días 
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en  la  villa  del  Paraíso,  después  que  hayan  trascurrido 
treinta  días,  señalados  para  el  pago,  durante  los  cua- 
les deberán  guardar  arresto  en  la  Cárcel  de  es^ja  ciu- 
dad; á  los  otros  dos,  á  multa  de  quinientos  colones  y 
confinamiento  por  el  término  de  seis  meses,  en  el  pro- 
pio lugar;  y  para  el  caso  de  que  no  paguen  la^  multa, 
á  confinamiento  por  otros  seis  meses  también  en  di- 
cho lugar;  con  abono  del  tiempo  por  que  hayan  esta- 
do presos;  á  la  accesoria  de  suspensión  de  cargo  u 
oficio  público,  mientras  estén  confinados;  á  perder  las 
cosas  aprehendidas  y  satisfacer  los  daños  y  perjuicios 
ocasionados;  y  se  absolvió  de  toda  pena  y  responsa- 
bilidad al  mismo  Bastos,  por  el  delito  de  depósitos 
de  fermentos,  y  á  Elias  Alfaro  Alvarado  y  Juan  Ugal- 
de  Barquero,  por  el  delito  de  depósito  de  útiles,  sin 
,  lugar  á  indemnización,  por  haber  habido  mérito  para 
enjuiciarlos; 

2? — Que  en  virtud  de  recurso  interpuesto  de  la 
referida  sentencia  en  cuanto  á  la  parte  condenatoria, 
conoció  de  la  causa  la  Sala  Segunda  de  Apelacio- 
nes, quien  falló  á  las  tres  de  la  tarde  del  veintiséis  de 
octubre,  confirmándola; 

3? — Que  la  defensa  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por 
ios  siguientes  motivos:  i9— Violación  de  los  artículos 
89  de  la  ley  de  8  de  julio  de  1902,  278  y  281,  Parte 
tercera  del  Código  General  de  1841;  2? — Violación 
del  artículo  722  del  Código  Fiscal,  con  error  de  hecho 
y  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba,  pues  los 
procesados  pudieron  ser  llamados  á  juicio  como  po- 
seedores de  la  casa  donde  se  hizo  la  aprehensión,  pe- 
ro en  ningún  caso  penados  sin  probar  que  las  espe- 
cies aprehendidas  existían  allí  con  conocimiento  y  to- 
lerancia de  ellos; 

4? — Que  en  los  procedimientos  no  se  nota  de- 
fecto; y 

.1 

Considerando: 
i9 — El  motivo  de   forma  que  se   alega    por   de- 
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fectos  en  la  redacción  del  fallo  recurrido,  con  cita  de 
los  artículos  8?  de  la  ley  de  8  de  julio  de  1902,  278  y 
281  de  la  Parte  tercera  de  Código  General  de  1841, 
que  se  dicen  violados,  no  pueden  servir  de  funda- 
mento para  declarar  con  lugar  la  casación  solicitada, 
no  sólo  porque  han  sido  cumplidas  las  formalidades 
que  previenen  dichos  artículos  sino  también  porque 
la  falta  de  esas  formalidades  no  se  encuentra  com* 
prendida  en  ninguno  de  los  casos  previstos  por  el  ar- 
tículo 6?  de  la  ley  de  9  de  junio  de  1899;  y 

2? — La  violación  que  se  reclama  del  artículo  722 
del  Código  Fiscal  no  se  ha  cometido  porque  este  ar* 
tículo  no' es  aplicable  al  caso  d^  autos  que  se  isigue 
por  el  47O1  inciso  2?,  del  mismo  Código  y  por  los  ar- 
tículos i9  3?  y  79  de  la  ley  de  18  de  julio  de  1903, 
que  han  sido  debidamente  aplicados  y  por  lo  mismo, 
no  ha  habido  el  error  de  hecho  ni  de  derecho  que  se 
alega  en  la  apreciación  de  la  prueba; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  pedida 
y  con  certificación  de  la  presente,  devuélvanse  los 
autos  al  tribunal  de  su  procedencia. — A.  Alvarado. 
— J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez.— rA.  Zam- 
brana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Alfonso  Ji- 
ménez. 


Rojas  v,  Hermosel 

(2  s'p.  m. — Diciembre  29  ) 

En  el  juicio  ordinario  sobre  devolución  de  unos 
bienes,  seguido  en  el  Juzgado  Segundo  Civil  de  esta 
provincia,  por  el  señor  Emilio  Alpízar  Alvarado,  ma- 
yor de  edad,  periodista  y  de  este  vecindario,  como  al- 
bacea  definitivo  de  la  sucesión  del  señor  José  Anto- 
nio Rojas  Flores,  que  fué  mayor,  comerciante  y  veci- 
no de  la  villa  de  Las  Cañas,  contra  el  señor  Santiago 
Hermosel  Viniegra,  mayor,  comerciante  y  vecino  de 
esta  ciudad,  representado  por  su  apoderado  señor  Ci- 
priano Herrero  Peral,  mayor,  comerciante  y  de  jeste 
mismo  vecindario;  en  el  cual  han  intervenido   los  se- 
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ñores  Licenciado  Antonio  Zelaya  Villegas,  abogado, 
y  Cregorio  Escalante  Echandí,  tenedor  de  libros, 
ambos  mayores  de  edad  y  de  este  domicilio,  como 
apoderado  del  actor  y  gestor  de  negocios  del  deman- 
dado, respectivamente; 

ResuUafido: 

I? — El  actor  en  su  libelo  de  demanda  expone: 
que  á  la  muerte  del  señor  Rojas  Flores  ocurrida  en  el 
año  mil  novecientos  noventa  y  seis  (sic),  sus  bie- 
nes quedaron  á  merced  de  cualquiera  y  fué  entonces 
que  el  señor  Hermosel  Viniegra  se  constituyó  deposi- 
tario de  los  expresados  bienes  y  entre  ellos  recibió 
cien  trozas  de  cedro  que  en  esa  época  se  vendían  á 
tres  ó  cuatro  colones  troza;  dos  vacas  paridas  de  su- 
.  perior  calidad  que  valdrían  setenta  colones  cada  una; 
dos  yeguas  ñnas  que  valdrían  también  setenta  colones 
cada  una,  y  un  caballo  que  podría  valer  cien  colones, 
los  cuales  bienes  se  comprometió  á  devolver  tan  pronto 
como  le  fueran  pedidos;  que  no  obstante  haberse  ini- 
ciado el  juicio  mortuorio  del  señor  Rojas  Flores,  el 
señor  Viniegra  ha  omitido  entregar  los  bienes  antes 
dichos,  faltando  así  á  sus  deberes  como  depositario;  y 
por  lo  expuesto,  de  conformidad  con  los  artículos 
548,  266,  295,  316,  1,289  y  1,348  del  Código  Civil  y 
192  del  de  Procedimientos  Civiles,  demanda  en  vía 
ordinaria  al  señor  Hermosel  Viniegra  para  que  se  le 
condene  á  restituir  á  la  sucesión  que  él  representa  los 
bienes  antes  dichos,  que  al  fallecimiento  de  Rojas 
Flores  recibió  el  demandado,  ó  á  pagarle  su  corres- 
pondiente valor  á  justa  tasación  de  peritos,  junto  con 
las  costas  personales  y  procesales  del  juicio; 

2?-^Que  la  demanda  se  tuvo  por  contestada  en 
rebeldía  de  la  parte  demandada; 

3? — Que  el  Juez  Segundo  Civil  falló  á  la  una  de 
la  tarde  del  diez  y  seis  de  mayo  de  este  año,  decla- 
rando admisible  el  documento  presentado,  sin  lugar 
la  excepción  de  cosa  juzgada  y  condenando  al  de- 
mandado á  la  devolución  de  los  bienes  á  que  se  refie- 
re la  demanda  dentro  de  treinta  días,  ó  en  su  defecto, 
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á  pagar  el  valor  de  ellos,  ajusta  tasación  de  peritos;  y 
á  pagar  las  costas  procesales  del  juicio;  todo  con  fun- 
damento en  los  artículos  266,  295,  316,  719  y  724 
del  Código  Civil,  203,  204,  205,  206  y  1,072  del  de 
Procedimientos  Civiles; 

4? — En  virtud  de  recurso  interpuesto  por  el  ges- 
tor de  negocios,  conoció  del  juicio  la  Sala  Primera  de 
Apelaciones,  quien  en  sentencia  de  las  tres  de  la  tar- 
de del  cuatro  de  octubre,  consideró:  "i? — Que  la  re- 
clamación establecida  es  fundada,  porque  aunque  se 
ha  rendido  prueba  testimonial  para  comprobar  los 
fundamentos  de  la  misma,  tal  prueba  es  admisible  en 
este  caso,  ya  por  haber  un  principio  de  prueba  por 
escrito,  cual  es  la  confesión  judicial  del  demandado, 
ya  por  no  haber  sido  posible  á  la  parte  reclamante, 
dada  la  forma  del  acto  de  entrega  que  ha  dado  origen 
al  litigio,  procurarse  prueba  literal:  artículo  757  del 
Código  Civil;  2? — Que  con  relación  á  las  gestiones 
hechas  en  esta  instancia  en  escrito  de  veintitrés  de 
junio  de  este  año,  debe  observarse:  a)  que  las  diligen- 
cias de  posiciones  han  podido  venir  á  los  autos  en 
cualquier  estado  del  juicio,  siendo  así  que  la  confesión 
judicial  es  evacuable  sea  cual  fuere  la  situación  del 
mismo,  hasta  la  citación  para  sentencia:  artículo  273 
del  Código  de  Procedimientos  Civiles;  d)  que  aunque 
realmente  no  fué  certificada  en  autos  la  sentencia  de- 
finitiva recaída  anteriormente  en  un  juicio  análogo  al 
actual,  seguido  entre  las  mismas  paites,  la  rectifica- 
ción debió  exigirla  el  interesado  en  primera  instancia 
á  su  debido  tiempo,  cosa  que  omitió  hacer;  y  c)  que 
no  hay  identidad  entre  los  objetos  cobrados  ahora  y 
los  que  se  reclamaron  en  el  juicio  mencionado,  como 
aparece  del  escrito  de  demanda  visible  al  folio  dos  y 
de  !a  sentencia  recaída  en  la  otra  demanda  que  se  ha 
tenido  á  la  vista;"  y  con  cita  de  los  artículos  1,073  y 
1,074  del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  confirmó 
el  fallo  apelado;  declaró  sin  lugar  las  objeciones  á  que 
se  refiere  el  considerando  segundo,  y  condenó  á  la 
parte  apelante  en  las  costas  personales  y  procesales 
del  juicio; 
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59— Kl  representante  del  demandado  ha  inter- 
puesto recurso  de  casación  de  la  sentencia  de  segun- 
da instancia  por  los  siguientes  motivos:  i9 — Error  de 
hecho  en  la  apreciación  de  la  prueba  y  aplicación  in- 
debida del  artículo  724  del  Código  Civil;  2?~Error 
de  hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba, 
al  tratar  del  prejuicio  traído  á  los  autos  por  la  parte 
^ctora;  3? — Interpretación  errónea  y  aplicación  inde- 
bida del  artículo  757  del  Código  Civil,  con  error  de 
hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba; 
4? — Violación  de  los  artículos  176  y  203  del  Código 
de  Procedimientos  Civiles; 

6? — En  los  procedimientos  no  se  nota  defecto;  y 

Considerando: 

i9 — Que  no  se  ha  aplicado  mal,  en  la  sentencia 
contra  la  cual  se  recurre,  el  artículo  724  del  Código 
Civil,  por  no  existir  acerca  de  los  puntos  de  la  discu- 
sión que  estos  autos  encierran,  sentencia  concreta,  el 
efecto  de  la  cual  pueda  decirse  que  en  aquella  contra 
la  que  ahora  se  recurre  se  ha  desconocido; 

2? — Que  sí  es  fundado  el  recurso  en  lo  que  se  re- 
fiere á  la  violación  del  artículo  757  del  Código  Civil; 
porque  la  Sala  sentenciadora  estima  como  principio 
de  prueba  por  escrito  un  acto  de  posiciones  en  que 
no  se  confiesan  ni  por  indirecto  modo  los  hechos  que 
con  la  prueba  testimonial  han  pretendido  justificarse, 
y  porque  la  parte  quq  estaba  obligada  á  hacerlo,  no 
ha  intentado  siquiera  demostrar  que  se  encontraba  en 
el  caso  del  inciso  2?,  articula  757,  Código  Civil,  ha- 
biendo plausibles  presunciones  en  contrario,  y  siendo 
de  notar  que  antes  de  presentarse  y  apreciarse  por  el 
Juez  de  primera  instancia  el  documento  en  que  las  re- 
feridas posiciones  aparecen,  se  admitió  y  recibió  la 
prueba  de  testigos, — protestándose  oportunamente 
contra  ese  error  por  aquel  á  quien  perjudicaba,  ya  que 
el  Juez  dejó  para  sentencia  el  apreciar  la  prueba  en 
condiciones  ilegales  recibida; — sin  que,  por  último,  se 
trate  en  ello  de  un  simple  error  en  el  proceder,  que 
no  puede  reclamarse  en  casación  si  contra  él  no  se  ha 
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oportunamente  protestado;  sino  de  un  principio  fun- 
damental de  la  ley  civil  que,  sin  protestas  anteriores, 
puede  exammarse  directamente  por  este  tribunal; 

3? — Que  dado  el  error  de  que  anteriormente  se 
trata»  es  innecesario  entrar  en  otras  apreciaciones 
acerca  del  asunto; 

Por  tanto,  declárase  con  lugar  la  casación  de- 
mandada, y  nula  la  sentencia  de  la  Sala  Primera. — A. 
Alvaraclo. — J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez, 
— A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — 
Alfonso  Jiménez.  ^ 

Carvajal  Calderón 

(2  lo'  p.  m. — Diciembre  29) 

En  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  del  Crimen 
de  Heredia  contra  Benjamín  Carvajal  Calderón,  de 
veinticinco  años  de  edadj  agricultor  y  vecino  del 
distrito  de  San  Pedro  del  cantón  de  Barba,  por  el  de- 
lito de  lesiones  al  señor  José  Murillo,  único  apellido; 
en  la  cual  han  intervenido  además  del  reo,  su  defen- 
sor señor  José  Francisco  Fonseca  González,  mayor, 
agente  de  negocios  judiciales  y  vecino  de  Heredia,  y 
el  representante  del  Ministerio  Público; 

Resultando: 

i9 — Que  el  hecho  á  que  la  causa  se  refiere  ocu- 
rrió el  diez  y  ocho  de  diciembre  de  mil  novecientos 
cuatro,  en  San  Pablo  de  Barba,  en  el  camino  que 
conduce  de   Heredia  á  San  Pedro   de   dicho   cantón; 

2? — Que  en  la  sentencia  de  primera  instancia, 
dictada  á  las  doce  y  media  del  día  diez  y  seis  de  se 
tiembre  del  año  en  curso,  se  declaró  al  reo  responsa- 
ble del  referido  delito  y,  en  consecuencia,  se  le  con- 
denó á  la  pena  de  confinamiento  por  el  término  de 
nueve  meses,  en  Santo  Domingo  oel  cantón  de  San 
Mateo,  con  abono  del  tiempo  por  quQ.  haya  estado 
preso;  á  la  accesoria  de  susp(?nsión  de  cargo  ú  oficio 
publico,  y  á   perder   el  arma  con  que   ejecutó  el  de- 
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lito;  todo  con  Upoyo  en  los  artículos  i9,  1 1  (incisos  9? 
y  14?).  IS.  33,  38,  39,  57,  74.  83  y  422  del  Código 
Penal,  163,  164.  781,  873,  882  y  883  de  la  Parte  ter- 
cera del  Código  General  de  1841,  35  y  36  de  la  ley 
de  17  de  octubre  de  1864,  18  del  decreto  de  8  de  ju- 
lio de  1902  y  2?  del  3  de  julio  de  1903; 

3? — Que  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones,  quien 
conoció  de  la  causa  en  consulta,  á  las  dos  de  la  tarde 
del  diez  y  seis  de  octubre  ultimo,  cambió  la  pena 
principal  impuesta  al  reo,  por  la  de  reclusión  por 
nueve  meses  y  confirmó  en  sus  demás  disposiciones 
la  sentencia  consultada,  por  la  siguiente  razón:  ''Que 
con  la  prueba  del  cargo  está  desmostrada  contra  el 
reo  la  agravante  6?  del  artículo  1 2,  Código  Penal;  y 
en  lo  demás  ha  sido  bien  ñjada  por  el  Juez  la  situación 
jurídica  del  reo.  Con  una  atenuante  y  una  agravan- 
te que  se  compensan,,  la  pena  debe  imponerse  reco- 
rriendo su  extensión,  y  haciendo  uso  de  esta  regla  la 
Sala,  de  conformidad  con  los  artículos  65,  75,  ^6  del 
Código  Penal,  aplica  de  las  penas  señaladas  en  el  ar- 
tículo 422  ibídem,  la  reclusión  en  el  tanto  ñjado  en 
la  sentencia"; 

4? — Que  el  reo  ha  interpuesto  recurso  de  casa- 
ción de  la  sentencia  de  segunda  instancia  por  infrac 
ción  del  artículo  200,  Parte  tercera  del  Código  Gene- 
ral de  1 84 1,  y  errónea  apreciación  de  las  pruebas  al 
no  abonar  en  su  favor  las  atenuantes  i?,  4?,  8?,  9?  y 
14?,  artículo  II,  Código  Penal,  y  sí  la  agravante  6?, 
artículo  12,  ibídem; 

S? — Que  no  se  nota  defecto  en  los  procedimien- 
tos; y 

C^nsidirando'. 

I? — Que  carece  de  fundamento  la  alegación  de 
falta  de  señalamiento  de  hora,  porque  designadas  las 
audiencias  del  veintiocho  de  febrero  y  primero  de 
marzo  últimos  para  evacuar  las  pruebas  pedidas  por 
el  defensor  del  reo,  todas  las  horas  de  oficina  de  esos 
días  eran  hábiles  para  ello  en  interés  puramente  del 
encausado,  quien  no  tuvo  inconveniente  para  utilizar  el 
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tiempo  del  señalamiento,  y  no  hay  infracción  del  ar- 
tículo 200,  Parte  tercera  del  Código  General,  y  de- 
más citados  en  el  recurso  con  este  motivo; 

2? — Que  tampoco  es  justo  el  reclamo  por  lo  que 
hace  á  disminuyentes  según  el  artículo  1 1 ,  Código 
Penal;  la  primera  no  debe  estimarse  porque  no  se  di- 
ce cuales  de  las  circunstancias  del  inciso  4?,  artículo 
10,  ibídem,  han  concurrido  en  el  caso  y  cuales  no:  la 
cuarta  porque  no  está  demostrado  que  precediera  in- 
mediatamente de  parte  del  ofendido  ninguna  provo- 
cación ó  amenaza:  ni  la  octava  por  que  no  aparece 
que  el  hecho  tuviese  lugar  en  estado  de  embriaguez 
de  parte  del  que  lo  ejecutaba:  ni  la  novena  por  la  ra- 
zón que  la  misma  sentencia  considera; 

39 — Que  la  agravante  6?,  artículo  12,  Código  Pe- 
nal, no  fué  estimada,  pues  la  sentencia  juzga  el  caso 
comprendido  en  el  artículo  422,  Código  Penal,  sin 
agravantes  y  con  la  atenuante  14*  del  artículo  11  ibí- 
dem, pues  la  novena  no  concurr'*  por  no  ser  sincera  la 
confesión  del  reo.  No  procede  en  consecuencia  la 
nulidad  pedida; 

Por  tanto,  declárase  sin  lugar  la  casación  de- 
mandada y  con  certiñcación  de  la  presente,  devuél- 
vanse los  autos  á  la  Sala  de  su  procedencia. — A.  Al- 
varado. — J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — 
A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí, — Al- 
fonso Jiménez. 


AUTOS 

Knowles  V,  Sultán 

(  2  p.  m. — Julio  7  ) 

Resultando: 

Que  el  señor  William  Sultán  ha  interpuesto 
recurso  de  casación  de  la  resolución  dictada  por  el 
Juez  de  primera  instancia  de  Limón,  á  la  una  de 
la  tarde  del  veinte  de  junio  ultimo,  en  el  juicio  eje- 
cutivo seguido  por  David  Knowles  Robinson  con- 
tra  la  sucesión  de  Justina  Sultán;  resolución  en  que 
declara  nulo  todo  lo  actuado  en  el  incidente  pro- 
movido por  el  albacea  de  la  sucesión  para  que  se  de- 
clare extinguida  la  obligación  y  se  suspenda  por  con- 
siguiente el  remate  de  los  bienes;  y 

Considerando: 

Que  el  recurso  interpuesto  es  inadmisible  por- 
que la  resolución  de  que  se  recurre  no  es  casable, 
por  ser  un  auto  en  que  se  declara  la  nulidad  de  pro- 
cedimientos de  un  incidente  en  juicio  ejecutivo,  y 
no  estarse,  por  lo  mismo,  en  ninguno  de  los  casos  del 
artículo  964,  Código  de  Procedimientos  Civiles,  adi- 
cionado por  la  ley  de  19  de  agosto  de    1897; 

Por  tanto:  recházase  el  presente  recurso  y  vuel- 
van los  autos  al  Juzgado  de  su  procedencia  para  los 
efectos  de  ley. — A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — 
Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Orea- 
muno. — Ante  mí,  Alfonso  Jiménez. 

Villegas  v,  Solórzano 
( 2^  p.  m.,  julio  21 ) 
Resultando 
Que  el   señor  Carlos  Solórzano  ha  interpuesto 
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recurso  de  casación  de  la  sentencia  dictada  por  la- 
Sala  Primera  de  Apelaciones  á  las  dos  y  tres  cuartos 
de  la  tarde  del  veintitrés  de  junio  último,  en  que 
confirma  la  de  remate,  en  el  juicio  ejecutivo  seguido 
contra  él  por  José  Villegas  Castro,  en  cobro  de  un 
crédito;  y 

Considerando:         .    ^ 

Que  el  recurso  interpuesto  es  inadmisible  con- 
forme al  artículo  966  del  Código  de  Procedimien- 
tos Civiles,  por  tratarse  de  juicio  ejecutivo  y  no  estar 
ninguno  de  los  motivos  invocados  en  los  casos  del 
artículo  964  ibídem; 

Por  tanto:  recházase  el  presente  recurso  y  de- 
vuélvanse los  autos  á  la  Sala  Primera  para  los  efectos 
de  ley. — A.  Alvarado. — J.  Fed.  González.  —Manuel 
V.  Jiménez. — A.  Zambrána. — Nicolás  Oreamuno. — 
Ante  mí,  Alfonso  Jiménez. 

Dent  V.  Mora 

(  I  p.  m.,  julio  29 ) 

Resultando: 

Que  el  señor  Jesús  María  Guzmán  Mora,  co- 
mo apoderado  del  señor  Rafael  Dent  Bonilla,  ha 
interpuesto  recurso  de  casación  de  la  resolución 
dictada  por  la  Sala  Primera  de  Apelaciones,  á  las 
dos  y  media  de  la  tarde  del  once  del  mes  en  cur- 
so, en  el  juicio  ejecutivo  seguido  por  el  mismo  con- 
tra la  señora  Julia  Mora,  en  que  confirma  el  auto  del 
Juez  de  primera  instancia  de  Puntarenas  que  declara 
no  haber  lugar  á  retener  la  tercera  parte  del  sueldo 
que  percibe  la  demandada  como  maestra  de  tercer 
grado  de  la  escuela  de  niñas  de  la  ciudad  de  Punta- 
renas, y  deja  á  las  partes  su  derecho  á  salvo  para  que 
lo  ejerciten  en  la  vía  y  forma  correspondiente;  y 

Considerando: 

Que  el  recurso  de   casación   es   inadmisible   en 
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eí  presente  caso,  porque  dicha  resolución  no  tiene 
el  carácter  de  sentencia  y  además  se  trata  de  juicio 
ejecutivo  y  no  se  invoca  ninguno  de  los  motivos  á 
que  se  refiere  el  artículo  964  del  Código  de  Procedi- 
mientos Civiles: 

Por  tanto  y  de  acuerdo  con  el  artículo  966  ibí- 
dem,  recházase  el  recurso  interpuesto  y  devuélvanse 
los  autos  al  tribunal  de  su  procedencia. — A.  Alvara- 
do. — J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A. 
Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí,  Alfonso 
Jiménez. 


ZúÑiGA  Calderón 

(  I  J^  p.  m.,    agosto  3  ) 

Resultando: 

Que  el  señor  Juan  Francisco  Rojas  Moya  como 
defensor  de  Juan  Zúñiga  Calderón,  ha  interpuesto  re- 
curso de  casación  de  la  resolución  dictarda  por  la  Sala 
Segunda  de  Apelaciones  á  las  ocho  y  cuarto  de  la 
mañana  del  veintiséis  de  julio  próximo  pasado,  en  la 
causa  contra  éste  seguida  por  homicidio  en  la  perso- 
na de  Rosa  Chaves  Arrieta,  la  cual  confirma  el  auto 
dictado  por  el  Juez  Segundo  del  Crimen  de  esta  pro- 
vincia, á  la  una  de  la  tarde  del  veinte  de  junio  últi- 
mo, en  que  deniega  una  prueba  solicitada  por  la  de- 
fensa; y 

Considerando: 

Que  el  recurso  es  inadmisible  porque  la  resolu- 
ción recurrida  no  tiene  el  carácter  de  sentencia  y  no 
es  por  consiguiente  casable; 

Por  tanto,  recházase  el  presente  recurso  y  vuel- 
van los  autos  al  tribunal  de  su  procedencia  para  los 
efectos  de  ley.  (Artículos  955  y  972.  Código  de  Pro- 
cedimientos  Civiles,  y  69  de  la  Ley  numero  19  de  9 
de  junio  de  1899.) — A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. 
Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Orea- 
muno.— Ante  mí,  Alfonso  Jiménez. 
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Ballestero  v.  Herrera 

(  3  p.  m.,  agosto  8  ) 
Resultando: 

Que  el  señor  Julián  Ballestero  Gutiérrez  ha  in- 
terpuesto recurso  de  casación  de  la  sentencia  dicta- 
da por  el  Juez  de  primera  instancia  de  San  Ramón 
en  el  juicio  de  responsabilidad  civil  seguido  por 
aquél  contra  el  Alcalde  de  dicho  lugar  señor  Tomás 
Hcrra  Vega;  y 

Considerando: 

Que  no  es  casable  la  resolución  de  que  se  re- 
curre; 

Por  tanto,  y  de  acuerdo  con  los  artículos^  970  y 
972  del  Código  de  Procedimientos  Civiles,  recházase 
el  recurso  interpuesto  y  devuélvanse  los  autos  al  Juz- 
gado de  San  Ramón. — A.  Alvarado, — ^J.  Fed.  Gon- 
zález.— Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás 
Oreamuno. — Ante  mí,  Alfonso  Jiménez. 

Garro  v.  González 

( 2  p.  m.,  agosto  26 ) 

Resultando: 

Que  el  señor  Andrés  Avelino  González  ha  in- 
terpuesto recurso  de  casación  de  la  resolución  dic- 
tada por  el  Juez  del  Crimen  de  Cartago  á  las 
cuatro  de  la  tarde  del  día  once  del  corriente,  en 
que  confirma  la  del  Alcalde  Segundo  de  aquel  can- 
tón, que  desecha  la  nulidad  pedida  por  el  mismo  Gon- 
zález, del  auto  de  las  dos  de  la  tarde  del  doce  de  ju- 
nio de  estQ  año,  en  que  se  admite  la  acusación  esta- 
blecida contra  él  por  el  señor  Trinidad  Garro  Agui- 
lar,  por  injurias;  y 

Considerando: 

Que  el   recurso  es   inadmisible,  conforme  al  ar- 


—  433  — 

tículo  4?  de  la  ley  número  19  de  9  de  junio  de  1899, 
que  en  causas  de  esta  clase,  sólo  concede  casación  de 
las  sentencias  condenatorias; 

Por  tanto,  declárase  improcedente  el  recurso  de 
casación  interpuesto  y  devuélvanse  los  autos  al  Juz- 
gado  del  Crimen  referido. — A.  Alvarado. — J.  Fed. 
González. — Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — 
Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí,  Alfonso  Jiménez. 

Chacón  v.  Chacón 

{1%  p.  m.,  agosto  30) 

Resultando: 

Que  el  señor  Licenciado  Víctor  Orozco,  co- 
mo apoderado  de  los  señores  Benito,  Nicolás,  Ma- 
nuela, Mauro  y  Facunda  Chacón  Fallas,  partes  en 
el  juicio  mortuorio  de  José  Ángel  Chacón  Salazar, 
ha  interpuesto  recurso  de  casación  de  la  resolu- 
ción dictada  por  la  Sala  Primera  de  Apelaciones 
á  la  una  de  la  tarde  del.  quince  de  este  mes,  en  la 
cual  conñrma  el  auto  del  Juez  Segundo  Civil  de  San 
José,  de  las  dos  y  media  del  día  doce  de  julio  ultimo, 
en  que  declara  sin  lugar  la  reforma  ó  adición  de  la 
,  cuenta  partición,  solicitada  por  los  mismos,  y  manda 
que  ocurran  las  partes  á  hacer  uso  de  sus  derechos 
en  la  vía  y  forma  que  corresponda;  y 

Considerando: 

Que  dicha  resolución  no  es  casable,  porque  no 
tiene  el  carácter  de  sentencia,  según  el  artículo  82, 
inciso  2?,  del  Código  de  Procedimientos  Civiles;  y 
que,  por  otra  parte,  el  único  motivo  de  casación  que 
se  invoca,  ó  sea,  la  violación  del  artículo  593  del 
mismo  Código,  es  de  forma  y  no  está  comprendido  en 
ninguno   de   los  casos  del  artículo  964  ibídem; 

Por  tanto,  recházase  el  recurso  de  casación  in- 
terpuesto y  devuélvanse  los  autos  pedidos  adeffectum 
videndi, — A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — Manuel 

28 
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V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás   Oreamuno. — 
Ante  mí,  Alfonso  Jiménez. 

Solano  v,  Hernández 

(  I  ^  p.  m.,  setiembre  22 ) 

Resultando; 

Que  el  señor  Antonio  Solano  Brenes  ha  inter- 
puesto recurso  de  casación  de  la  resolución  dictada 
por  el  Juez  del  Crimen  de  Cartago  á  las  doce  del  día 
siete  del  corriente,  en  que  confirma  el  auto  de  sobre- 
seimiento dictado  por  el  Alcalde  Segundo  de  aquel 
cantón,  en  la  causa  seguida  por  acusación  del  mismo 
señor  Solano  contra  el  señor  Pedro  Hernández  Oban- 
do  por  el  delito  de  calumnia,  y  deja  al  acusador  su 
derecho  á  salvo  para  lo  que  proceda,  por  cuanto  es- 
tima que  el  hecho  acusado  pudiera  constituir  el  deli- 
to de  injuria;  y 

Considerando: 

Que  el  recurso  es  inadmisible  porque  conforme 
al  artículo  4?  de  la  ley  número  19  de  9  de  junio  de 
1899,  sólo  se  da  el  recurso  de  casación  en  causas  por 
simples  delitos,  contra  las  sentencias  definitivas,  cuan- 
do en  ellas  se  condene  al  reo,  y^en  tal  caso  pueden 
interponerlo  únicamente  el  mismo  ó  su  defensor; 

Por  tanto,  y  de  acuerdo  con  el  artículo  972  del 
Código  de  Procedimientos  Civiles,  recházase  el  pre- 
sente recurso  y  devuélvanse  los  autos  al  Juez  del 
Crimen  de  Cartago. — A.  Alvarado. — ^J,  Fed.  Gonzá- 
lez.— Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — ^Nicolás 
Oreamuno. — Ante  mí,  Alfonso  Jiménez. 

Hernández  v,  Sáenz 
( 2  p,  m.,  setiembre  22  ) 
Resultando: 
Que  el  señor  José   Nicolás  Sáenz  Solórzano  ha 
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interpuesto  recurso  de  casación,  en  el  interdicto  de 
obra  nueva  establecido  por  la  señora  Manuela  Her- 
nández Conejo  contra  él,  de  las  resoluciones  dictadas 
por  el  Juez  Civil  de  Heredia,  ante  quien  se  halla  el 
negocio  en  apelación  de  la  sentencia  respectiva,  á  las 
tres  y  media  de  la  tarde  del  día  cinco,  á  la  misma  ho- 
ra del  día  doce  y  á  las  tres  de  la  tarde  del  catorce  de 
este  mes,  en  que  manda  recibir  confesión  al  deman- 
dado, declara  sin  lugar  la  revocatoria  pedida  por  éste 
y  rechaza  la  articulación  de  nulidad  por  él  mismo 
promovida;  y 

Considerando: 

Que  el  recurso  interpuesto  es  inadmisible,  tanto 
por  no  tener  esas  resoluciones  el  carácter  de  senten- 
cia (artículo  82,  inciso  2?,  del  Código  de  Procedimien- 
tos Civiles),  como  por  lo  dispuesto  en  el  artículo  966 
del  mismo  Código,  puesto  que  se  trata  de  un  inter- 
dicto y  los  motivos  alegados  son  de  fondo; 

Por  tanto  y  de  acuerdo  con  el  artículo  972  del 
Código  citado,  recházase  el  presente  recurso  y  de- 
vuélvanse los  autos  al  Juzgado  Civil  de  Heredia. — A. 
Alvarado. — J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. 
A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí,  Al- 
fonso Jiménez. 


Ramírez  v.  Jiménez 

( 3  p.  m.,  setiembre  26) 

Resultando: 

Que  el  señor  Licenciado  Fabio  Baudrit  Gonzá- 
lez, como  apoderado  del  señor  Luis  Ramírez  Leitón 
ha  interpuesto  recurso  de  casación  de  la  sentencia 
dictada  por  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones  á  las 
nueve  de  la  mañana  del  doce  de  este  mes,  en  que 
confirma  el  auto  de  sobreseimiento  que  dictó  el  Juez 
I?  del  Crimen  de  esta  provincia  en  la  sumaria  segui- 
da contra  el  señor  Jesús  Jiménez  Umaña,  Jefe  Políti- 
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co  de  Tarrazú,  por  el  delito  de  perturbación  de  pose- 
sión en  perjuicio  de  dicho  señor  Ramírez;  y 

Considerando: 

Que  el  recurso  interpuesto  no  es  admisible  con- 
forme al  artículo  4?  de  la  ley  número  19  de  9  át 
junio  de  1899,  según  el  cual  sólo  se  da  tal  recurso  en 
causas  seguidas  por  simples  delitos,  contra  la  senten- 
cia en  que  se  condene  al  reo,  y  cuando  éste  ó  su  de- 
.  fensor  lo  establezcan,  sin  que  obste  la  circunstancia 
de  que  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones  haya  conoci- 
do del  negocio,  puesto  que  ello  es  efecto  de  la  prerro- 
gativa que  tienen  los  Jefes  Políticos,  de  acuerdo  con 
el  artículo  67^  Ley  Orgánica  de  Tribunales; 

Por  tanto,  se  rechaza  el  recurso  de  casación  in- 
terpuesto  y  devuélvase  la  causa  al  tribunal  de  su  pro- 
cedencia.*— A.  Alvarado. — ^J.  Fed.  Gronzález. — Ma- 
nuel V,  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamu- 
no. — Ante  mí,  Alfonso  Jiménez. 

Municipalidad  de  Heredia  v.  Compañía 
DE  Luz  Eléctrica 

(2^  p.  m.,  octubre  4.) 

Resultando: 

Que  el  señor  Licenciado  Blas  Prieto,  como  apo- 
derado de  la  Municipalidad  de  Heredia,  en  el  juicio 
seguido  para  la  ejecución  de  un  laudo,  por  ésta  con- 
tra la  Compañía  de  Luz  Eléctrica  de  San  José,  Here- 
dia y  Alajuela,  representada  hoy  por  su  apoderado 
señor  Francisco  Pinto,  y  en  el  cual  es  parte  la  suce- 
sión del  señor  Francisco  Mendiola  Boza,  ha  inter- 
puesto recurso  de  casación  de  la  resolución  de  la  Sa- 
la Primera  de  Apelaciones,  de  las  tres  de  la  tarde  del 
ocho  de  setiembre  último,  en  que  conñrma  el  auto 
dictado  por  el  Juez  Civil  de  Heredia,  que  declara  sin 
lugar  la  autorización  pedida  por  el  señor  Prieto  para 
quitar  los  postes  que  sostienen  los  alambres  de  que 
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dicha  empresa  se  sirve  para  el  alumbrado  eléctrico  de 
esta  capital;  y 

*      Considerando: 

Que  el  recurso  establecido  no  es  admisible  por- 
que no  es  casable  dicha  resolución,^  en  virtud  de  que 
no  tiene  el  carácter  de  sentencia»  según  el  artículo  82 
del  Código  de  Procedimientos  Civiles; 

Por  tanto,  de  conformidad  con  los  artículos  955, 
957  y  972  del  rtiismo  Código,  recházase  el  recurso  de 
casación  interpuesto  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Sa- 
la Primera  de  Apelaciones,  para  lo  que  haya  lugar. 
A.  Alvarado. — Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. 
Nicolás  Oreamuno. — Matías  Trejos. — Ante  mí,  Al- 
fonso Jiménez. 

El  Conjuez  Trejos  salva  su  voto  y  lo  consigna 
en  estos  términos: 

Consideratido: 

Que  el  recurso  se  funda  sustancialmente  en  que 
la  resolución  apelada  provee  en  contradicción  con  lo 
ejecutoriado,  que  es  uno  de  los  casos  del  recurso  de 
casación.  ---^ 

Por  tanto,  es  su  voto  admitir  el  recurso  inter- 
puesto, de  conformidad  con  el  artículo  968,  Código 
de  Procedimientos  Civiles. — Matías  Trejos. — Ante 
mí,  Alfonso  Jiménez. 

Moya  v.  Arias 

(  2  p.  m.,  octubre  6 ) 

Resultando: 

I?  —  Que  el  señor  Licenciado  Jenaro  Leiva 
Quirós,  como  apoderado  de  la  señora  Elena  Mo- 
ya, en  el  juicio  que  sigue  contra  la  sucesión  de 
Ignacio  Arias  Roldan,  sobre  reclamo  de  gananciales 
y  otros  puntos,  ha  interpuesto  recurso  de  casación  de 
la  sentencia  dictada  por  la  Sala  Primera  de  Apelacio- 
nes á  las  tres  de  la  tarde  del  once  de   setiembre   últi- 
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mo,  en  la  cual  revoca  la  sentencia  de  primera  instan- 
cia en  cuanto  fué  apelada  y  declara  sin  lugar  la  de- 
manda respecto  al  cobro  de  gananciales: 

2? — Que  la  sentencia  de  primera  instancia  de- 
claró con  lugar  la  demanda  sobre  cobro  de  ganancia- 
les y  sin  lugar  en  lo  relativo  á  alimentos,  as(  como  la 
reconvención  establecida,  y  condenó  4  la  parte  de- 
mandada en  las  costas  procesales,  y  de  ella  no  apeló 
sino  la  albacea  de  la  sucesión  demandada; 

3? — Que  la  señora  Moya  cedió  sus  derechos  á 
todos  los  gananciales  que  le  correspondan  en  el  juicio 
de  sucesión  de  su  esposo  señor  Arias,  al  señor  Licen- 
ciado José  Caballero  Rivás;  y 

Considerando: 

Que  el  recurso  interpuesto  por  el  señor  Lei- 
va  no  es  admisible,  porque  la  sentencia  de  segunda 
instancia  no  resuelve  nada  acerca  del  cobro  de  ali- 
mentos, único  punto  en  que  tiene  interés  la  seño- 
ra Moya  y  el  cual  quedó  resuelto  en  contra  de  ella 
en  la  sentencia  de  primera  instancia,  de  la  que  no  in- 
terpuso recurso  de  apelación: 

Por  tanto,  y  de  acuerdo  con  el  artículo  972  del 
Código  de  Procedimientos  Civiles,  se  rechaza  el  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  el  señor  Leiva. — 
A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jimé- 
nez.— A.  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno, — Ante  mí, 
Alfonso  Jiménez. 


Fallas 
(  234  p.  m.,  octubre  6  ) 

Resultando: 

I? — Que  el  señor  Rafael  Rodríguez  Salas  in- 
terpuso el  recurso  de  casación,  como  defensor  de 
Esteban  Fallas  en  la  causa  que  se  Je  sigue  por  le- 
siones graves  á  Fidel  Solano  Befmiidez,  de  la  senten* 
cia   dictada   por   la   Sala   Segunda   de  Apelaciones, 
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y   el    cual   fué  admitido  en  auto  de  las  dos  de  la  tar- 
de del  diez  y  nueve  de  setiembre  último; 

2? — Que  Fallas  ha  sido  juzgado  como  reo  ausen- 
te desde  el  principio  de  la  causa,  y  en  segunda  ins- 
tancia nombró  por  escrito  para  el  cargo  de  defensor 
suyo  al  señor  Rodríguez,  pero  no  ha  sido  aprehendi- 
do, ni  se  ha  hecho  lo  que  establece  la  ley  de  31  de 
agosto  de  1900;  y 

Considerando: 

i9 — Que  en  las  causas  contra  reos  ausentes, 
éstos  tienen  derecho  cuando  son  capturados  ó  se 
presentan  voluntariamente  para  pedir  revisión  de  los 
procesos  (ley  de  31  de  agosto  de  1900),  y  existiendo 
^ste  recurso  á  su  favor,  no  pueden  establecer  el  ex- 
traordinario de  casación;  y 

2? — Que  conforme  al  artículo  1 9  de  la  ley  nume- 
ro 19  de  9  de  junio  de  1899,  las  leyes  que  rigen  el 
recurso  de  casación  en  lo  civil  se  aplicarán  en  la  ma- 
teria criminal,  y  según  el  artículo  966  del  Código  de 
Procedimientos  Civiles,  en  los  pleitos  después  de  los 
cuales  puede  seguirse  otro  juicio  sobre  lo  mismo  que 
haya  sido  objeto  de  ellos,  no  se  dará  recurso  de  ca- 
sación fundado  en  ser  la  sentencia   contraria  á  la  ley; 

Por  tanto,  y  de  conformidad  con  los  artículos 
972,  Código  citado,  y  i9  de  la  ley  de  9  de  junio  re- 
ferida,-revócase  el  auto  del  diez  y  nueve  de  setiem- 
bre dicho,  en  que  se  admitió  el  recurso  de  casación 
establecido  por  el  señor  Rodríguez,  y  declárase  im- 
procedente tal  recurso.  Devuélvanse  los  autos  al  tri- 
bunal  de  su  procedencia. — A.  Alvarado. — J.  Fed. 
González. — Manutl  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — 
Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí,  Alfonso  Jiménez. 

AGUILAR  V  OCONITRILLO  V.  OCONITRILLO 

(  '  y  55'  P-  "^•»  octubre  27) 
Resultando: 
Que  el  señor   Leoncio   Martínez    Monje,   como 
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apoderado  de  Nicolás  Oconitríllo,  único  apellido,  y 
Jliana  María  Aguilar  Umaña»  ha  interpaesto  recur- 
so de  casación  de  la  sentencia  dictada  por  la  Sala 
Primera  de  Apelaciones,  á  las  tres  de  la  tarde  del 
nueve  de  octubre  del  mes  en  curso,  en  el  juicio 
sobre  propiedad  de  una  finca  seguido  por  dicha  se> 
ñora  y  la  sucesión  del  señor  Oconitrillo  contra  Anto- 
nio Oconitrillo  Delgado,  que  revoca  la  de  primera 
instancia  y  absuelve  del  cargo  al  demandado;  y 

Considerando: 

Que  el  único  motivo  de  casación  que  se  invoca 
en  el  escrito  en  que  se  interpone  el  recurso,  por  vio- 
lación del  artículo  203  del  Código  de  Procedimientos 
Civiles,  es  de  forma,  pero  no  está  en  ninguno  de  los 
casos  del  artículo  964  del  mismo  Código;  por  lo  cual 
es  inadmisible  tal  recurso; 

Por  tanto,  recházase  el  recurso  de  casación  esta- 
blecido, y  devuélvanse  los  autos  al  tribunal  de  su  ori- 
gen.— A.  Alvarado. — J.  Fed.  González. — Manuel  V. 
Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Oréamuno. — An- 
te mí,  Alfonso  Jiménez. 


Alvarado  Mora 

(2^  p.  m.,  octubre  31.) 

Resultando: 

Que  el  señor  Rafael  Rodríguez  Salas,  como 
defensor  de  Maurilio  .  Alvarado  Mora,  en  la  causa 
contra  éste  seguida  por  atentado  á  la  autoridad  del 
policial  Otoniel  Vargas  Campos,  ha  interpuesto  re- 
curso de  casación  de  la  resolución  dictada  por  el 
Juez  de  primera  instancia  de  San  Ramón  a  las  nue- 
ve de  la  mañana  del  diez  y  ocho  de  este  mes,  en 
que  confirma  el  auto  del  Alcalde  de  San  Ramón  que 
declara  sin  lugar  el  incidente  de  nulidad  establecido 
por  el  reo,  de  los  procedimientos,  desde  el  auto  del 
día  diez  y  ocho  de  abril  último;  y 
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Que  el  recurso  de  casación  es  inadmisible  en 
el  presente  caso,  según  el  artículo  4?  de  la  ley 
número  19  de  9  de  junio  de  1899,  conforme  al  cual 
en  las  causas  seguidas  por  simples  delitos,  sólo  se 
da  tal  recurso  contra  las  sentencias  definitivas»  cuan- 
do se  condena  al  reo,  y  á  favor  del  mismo  ó  su  de- 
fensor; 

Por  tanto,  se  rechaza  el  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  el  señor  Rodríguez,  y  devuélvanse  los 
autos  al  Juzgado  de  San  Ramón. — A.  Al  varado. — 
J.  Fed.  González. — Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zam- 
brana. — Nicolás  Oreamuno. — Ante  mí,  Alfpnso  Ji- 
ménez. 


Bonilla  v.  Guido 

(3  p.  m.,  noviembre  7.) 

Resultando: 

Que  el  señor  Avelino  Guido  ha  interpuesto  re- 
curso de  casación  de  la  resolución  dictada  por  el  Juz- 
gado de  Santa  Cruz,  á  las  nueve  de  la  mañana  del 
diez  y  nueve  de  octubre  último,  en  que  rechaza  los 
incidentes  de  falta  de  personalidad  activa,  nulidad  de 
lo  actuado  y  desconocimiento  de  la  autenticidad  del 
documento  base  de  la  ejecución  que  contra  él  sigue 
el  señor  Cleto  Bonilla  Gutiérrez  para  el  pago  de  cos- 
tas de  otro  juicio;  y 

Considerando: 

Que  el  recurso  interpuesto  es  inadmisible  por- 
que la  resolución  expresada  no  tiene  el  carácter  de 
sentencia,  según  el  artículo  82,  caso  2?,  Código  de 
Procedimientos  Civiles,  y  por  lo  mismo,  no  es  casable; 

Por  tanto,  y  con  presencia  del  artículo  972  ibí- 
dem,  recházase  el  recurso  de  casación  interpuesto  y 
devuélvanse  los  autos  al  Juzgado  de  su  origen   para 
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lo  que  haya  lugar. — A,  Alvarado. — J.  Fed.  Gonzá* 
lez. — Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás 
Oreamuno. — Ante  mí,  Alfonso  Jiménez. 

Muñoz  v.  Villalobos 

(  3  p.  m.,  diciembre  7 ) 

Resultando: 

Que  el  señor  Alberto  Muñoz  Solano  ha  estable- 
cido recurso  de  casación  de  la  sentencia  dictada  por 
la  Sala  Primera  de  Apelaciones,  á  las  tres  de  la  tarde 
del  diez  y  seis  de  noviembre  último,  en  el  juicio  eje- 
cutivo que  él  sigue  contra  Antonio  y  Elias  Villalo- 
bos Campos,  para  el  pago  de  una  deuda;  resolución 
en  que  revoca  la  ejecución  y  declara  con  lugar  la  ex- 
cepción Je  pago  opuesta;  y  que  al  efecto  alega  vio- 
lación y  aplicación  indebida  del  artículo  783  del  Có- 
digo Civil,  con  error  de  hecho  y  de  derecho  en  la 
apreciación  de  la  prueba  é  infracción  del  artículo  452, 
inciso  4?,  del  Código  de  Procedimientos  Civiles;  y 
violación  del  artículo  780  del  mismo  Código,  con 
error  de  hecho  y  de  derecho  en  la  apreciación  de  la 
prueba;  y 

Considerando: 

Que  el  recurso  interpuesto  es  inadmisible  con- 
forme al  artículo  966  del  Código  de  Procedimientos 
Civiles,  porque  todos  los  motivos  que  se  invocan  son 
de  fondo,  y  en  los  pleitos  después  de  los  cuales  pue- 
de seguirse  otro  juicio  sobre  lo  mismo  que  haya  sido 
objeto  de  ellos  no  se  da  recurso  de  casación  sino  por 
motivos  de  forma; 

Por  tanto,  recházase  el  presente  recurso  y  de- 
vuélvanse los  autos  á  la  Sala  de  su  procedencia  para 
los  efectos  legales. —  A.  Alvarado. — J.  Fed.  Gonzá- 
lez.— Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás 
Oreamuno.  —  Ante  mí,  Alfonso  Jiménez. 
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Padrón  Padrón 

(3  p.  m.,  diciembre  8 ) 

Resultando: 

Que  el  señor  Julio  Castro  Solórzano^  como  de- 
fensor de  Cándido  Padrón  Padrón,  en  la  causa  contra 
éste  seguida  por  expendio  de  aguardiente  clandesti- 
no, y  dicho  procesado  han  interpuesto  recurso  de  ca- 
sación de  la  sentencia  de  la  Sala  Segunda  de  Apela* 
ciones,  dictada  á  las  ocho  y  cuarto  del  veintidós  de 
noviembre  último;  y  al  efecto  alega  que  se  han  vio- 
lado los  artículos  102,  108,  109  y  117,  del  Código  de 
Procedimientos  Civiles;  y 

Considerando: 

Que  el  presente  recurso  es  inadmisible  porque 
todos  los  motivos  que  ^e  invocan  son  de  forma  y  no 
se  hallan  en  ninguno  de  los  casos  del  articulo  6?  de 
la  ley  número  19  de  9  de  junio  de  1899; 

Por  tanto,  recházase  el  recurso  interpuesto  y 
vuelvan  los  autos  á  Ja  Sala  Segunda  para  los  efectos 
de  ley. — A.  Alvaradb. — J.  Fed.  González. — Manuel 
V.  Jiménez. — A,  Zambrana. — Nicolás  Oreamuno. — 
Ante  mí,  Alfonso  Jiménez. 

PÁEZ  Tenorio 

(  3  p.  m.,  diciembre  19 ) 

Resultando: 

1 9 — Que  el  señor  Juan  Páez  Tenorio  ha  ínter- 
puesto  recurso  de  casación  de  la  sentencia  dictada 
por  la  Sala  Segunda  de  Apelaciones,  á  las  .ocho  y 
media  de  la  mañana  del  veintinueve  de  marzo  último, 
en  la  causa  contra  él  seguida  por  lesión  grave  en 
perjuicio  de  Pedro  Marchena; 
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2? — Que  Páez  Tenorio  ha  sido  juzgado  como  reo 
ausente;  y 

Considerando: 

I? — Que  en  las  causas  contra  reos  ausentes,  és- 
tos tienen  derecho,  al  ser  capturados  ó  cuando  se 
presentan  voluntariamente,  para  pedir  revisión  de  las 
causas  (ley  de  31  de  agosto  de  1900),  y  existiendo 
este  recurso  á  su  favor,  no  pueden  establecer  el  de 
casación,  que  es  extraordinario; 

2? — Que  conforme  al  artículo  i9  de  la  ley  núme- 
ro 19  de  9  de  junio  de  1899,  las  leyes  que  rigen  el 
recurso  de  casación  en  lo  civil  se  aplicarán  en  la  ma-  . 
teria  criminal,  y  según  el  artículo  966  del  Código  de 
Procedimientos  Civiles,  en  los  pleitos  después  de  los 
cuales  puede  seguirse  otro  juicio  sobre  lo  mismo  que 
haya  sido  objeto  de  ellos,  no  se  dará  recurso  de  ca- 
sación fundado  en  ser  la  sentencia  contraria  á  la  ley; 

Por  tanto,  recházase  el  recurso  de  casación  in- 
terpuesto y  devuélvanse  los  autos  al  tribunal  de  su 
procedencia. — A.  Alvarado. — J.  Fed.  Gonzáles. — 
Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Orea- 
muno. — Ante-mí,  Alfonso  Jiménez. 


Romero  v.  Fernández 

(  I  p.  m.,   diciembre  28 ) 

Resultando: 

Que  el  señor  Basileo  Muñoz  Castro,  como  apo- 
derado del  señor  Manuel  N.  Fernández  Pérez,  en 
el  juicio  que  contra  éste  sigue  el  señor  Manuel 
Romero  Peláez  sobre  validez  de  un  contrato,  ha  in- 
terpuesto recurso  de  casación  de  la  resolución  dic- 
tada por  la  Sala  Primera  de  Apelaciones  á  las  dos  y 
media  de  la  tarde  del  cinco  de  este  mes,  en  que  de- 
clara improcedente  el  cobro   de   costas  personales  y 
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sin  lugar^  por  ahora,  el  reclamo  de   daños   y  perjui- 
cios; y 

Considerando: 

Que  el  recurso  es  inadmisible  en  el  presente  ca- 
so, porque  dicha  resolución  no  tiene  el  carácter  de 
sentencia,  según  el  artículo  82,  caso  segundo,  del 
Código  de  Procedimientos  Civiles,  y  además,  porque 
se  establece  por  un  motivo  de  forma  (violación  del 
artículo  182  ibídem)  que  no  está  comprendido  en 
ninguno  de  los  casos  del  artículo  964  del  mismo  Có- 
digo; 

Por  tanto,  recházase  el  recurso  interpuesto  por 
el  señor  Muñoz,  y  devuélvanse  los  autos  pedidos  ad 
effectum  videndi. — A.-  Alvarado. — ^J.  Fed.  González. 
Manuel  V.  Jiménez. — A.  Zambrana. — Nicolás  Orea- 
muno. — Ante  mí,  Alfonso  Jiménez. 
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«37 
,.         M  „  delaltMcea..  xer  semestre   70 

Cultivos— hechos  en  terreno  ajeno xer.  semestre    144 

Daftos  y  perjuicio»— provenientes  de  em- 
bargo      xer.  semestre    X44— 2?   semes- 
tre X52 
„      ,t       „       —provenientes  de  dolo, 
negligencia  ó  impru- 
dencia   2?  semestre     380 

,.      ,,        ,»       —por  causa  de  expro- 
piación   

Dedaraciones— de  testigos  certificadas. . 

Derechos— en  un  inmueble 

Deserción— de  un  juicio 

,.       —de  la  apelación   

Diligencias— para  mejor  proveer    ...... 

División— material  de  una  finca 

Divorcio. xer. 

tre. 

Documentos— (presentación  de) 

M  —que  deben  inscribirse  en 

el  Registro  Público 

Dominio— en  bienes  muebles 

Donación  

Edificación— plantación  ó  siembra  hecha 

en  terreno  ajeno 

Efecto  retroactivo  -de  una  ley 

Ejecución  —de  una  sentencia 

Embargo xer. 

trexsa 
„      —(Inscripción  del  decreto  de).. 
,,      ~  de  sueldos  de  músicos  délas 

bandas  militares 

Emplazamiento— para  apersonarse  en  2?  • 

instancia 

Error  —en  el  consentimiento 

.,     —en  la  apreciación  de  la  prueba 

(Casos  de) xer.  semestre  xa3— 348.— 2?  se- 
mestre    x83'-345— 422 
Estimación— de  la  demanda  (Falta  de)..  xer.  semestre    X85 
Excepción —de  falta  de  personalidad  ac- 
tiva                         2?       „  X33 

Fecha  cierta^de  un  documento  privado.  xer.      ,.  364 

Fideicomiso xer.     ,,  X09 

Hechos— puros  y  simples  xer.  semestre    X23.— 2?  semes- 
tre    9— 33— x83h-38o 

Hijo  legítimo 2?  semestre    i6x 

Hipoteca 2?   semestre    279—390 

Honorarios— del  administrador  de  bienes 

ajenos , xer.  semestre   6 
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xer. 

26 

semestre    305—2?  semes- 

991 

xer. 

semestre  x8— 74- 

-34B 

xer. 

semestre 

348 

xer. 

semestre 

2.S2 

2? 

semestre 

2XX 

2?  semestre   X4T— 390 

aV 

X9X 

2? 

aoS 

semesure    X44.— 2?  semes- 

52 

2? 

semestre 

3iS 

a? 

semestre 

367 

xer 

semestre 

74 

xer 

ti 

44 

PÁGINAS 


Idtnlificación— de  un  pnmueble  nr.  aemestrt    77 

Impedimento— de  un  Jaez  para  decidir  el 

mismo  punto  en  diversas  instancias  icr.  seineitrg    154 

Ímpugnación— ds  paternidad .a?         „  161 

mpHUdón— de  pago xer.  semestre    129 

Incongruencia— de  una  sentencia  con  las 

cuestiones  del  pleito    ler.  semestre    6— «ó— 257— 905 

Indignidad—de  recibir  por  sucesión— Ca- 
so 5?  del  artículo  533  del  Código 

Civil j9  semestre    x6i 

Indivisibilidad— de  la  confesión 2?       , .  397 

Infonnación  —  aá  ptrpétuam    acerca  de 

cultivos  hechos  en  tierras  baldías..  a?       „  961 

Inscripción— en  el  Registro  Público,  de 

derechos  reales a?       „  9 

»»       —en  el  Registro  Público.  (De- 
legación de) zer.  semestre     335— a?  semes- 
tre 59— 90— «73—988 
Inaoiveada— Elbetos  de  la  declaratoria 

de  iosolveikcia 3?  semestre    345 

Intereses ler.  semestre    133 

—    —de  las  cantidades  aplicadas  por 

d  mandatario  á  usos  propios  . .  xer.  -    „  6 

Jactancia  a?  ,.  399 

Juicio— de  sucesión.  (Terminación  del).  i«r.        ,,  77 

Jurisdicción— de  los  jueces  comunes  para 
conocer  de  tm  pleito  entre 
municipalidades  en  cobro  de 

una  deuda xer.  semestre    399 

M         —voluntaria.    (Negocios  de)  a?         ,.  aóx 

Linderos— de  una   ñnca.    (Expresión  de 

los) 3?         M  90 

Mandato zcr.       .,         6-^8 

Novación     xer.       „  33 

NvMdad— absoluta  de  actos  ó  contratos..  xer.  semestre    348 

„      — ^relativa     , xer.       „  33 

M      —de  actos  ó  contratos  de  un  in- 
solvente   9?  .,  345 

„      — de  actuaciones  de  un  juicio  pe- 
dida en  otro  distinto   ^ a?  „  9R9 

„      — Kie  una  disposición  testamenta- 

tariáv. a?  „  83 

Pftgo xer.        „  1x9 

M    —indebido • xer.  semestre     x8— 33.— s?   se- 
mestre   368 
Partición— de  una  herencia.   (Error  en 

la)/. xer.  sMacüM    jib6 

Patria  potestad-'(  Pérdida  de  la) xer.         ,;         305 

Pérdida— de  la  cosa  embargada imr.         ^         «14 

—    —de   especies  metáaicas   que   el 
mandatario   tiene  en  su  poder 

por  cuenta  del  mandante xer.         „  x8 

Personalidad— activa.  (Falta  de) 3?   semestre    X33— 355 

Pobre— de  solemnidad 9?        »  35 

Poder— Otorgamiento  de^n  podei  por  un 

notario  ante  si  mismo 3?        .,  388 

Poseedor— de  buena  fe ,...«..  a?        ,•  390 

Posesión— (Infonnación  de)  xer.  seoMSIre     335—348 

Prescripción— positiva  .»•    xer.  semesln   jjff  ^-a**  mimiin 

tre.    9—37 

—negativa xer.  aenastre   j§    396 

Presunciones— legales 9?   semesti»  üfi  ■•99—390 

„        — no.  establecidas  por  U  ley.  a?  MflMMBe   148 
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Príocipio— de  prueba  por  escrito zer.   semestre    67.-9?  semes- 
tre    429 
Protestas— contra  faltas  cometidas  en  los 

procedimientos xcr.  semestre    77 

Prueba— Obligación  de  probar ler.  semestre  18— 113— 305,— i? 

semestre  37— 183— a» 
.,      —Falta  de  recibimiento  de  prueba..  ler.    semestre  185 

M   .  —  Denegación  de  prueba  ler.         ,.         176 

I,     — Apreciación  de  la  prueba  ......    xer.  semestre    6fj^  dPS'^lB. — 

a?  ..  33—  I5a-a34— 

391-327-400 

„     —de  documentos ter.  semestre    70—359—364. — 

9?  .,  47-183-947— 

980 

„     —pericial ler  semestre      6—96—77—193 

—185—970.-99  semestre  33— 
X83 

M     —testimonial ler.  semestre     67—77-113— 

193— 97b— 305— 348.— 29  semes- 
tre     9-33—55—183—980—380 
—499 
„     —de  presunciones  no  establecidas 

por  la  ley  9?   semestre     148 

Ratificación  —  de  una  obligación  anula- 
ble  ler.        .,  33 

„         —de  una  venta 99  „  397 

Reconocimiento— de  documentos  priva- 
dos  ^  zer.       .,  70 

„         —de  un  crédito,  hecho  en  un 

testamento  revocado. .  a?  ,,  179 

Rectíficación— de  asientos  del  Registro 

Público xer.       „  89 

Recurso— de  casación.—  Cuestiones  que 
no  pueden  ser  materia  de  este  re- 
curso     ler.  semestre    70— 193  — x8s— 

995—944— 364.— 9?  semestre  37 

— 9ZZ 

„    —de  casación  por  motivos  de  for- 
ma    9?   semestre    234—380 

Recurso— de  casación.— Casos  en  que  ha 

sido  denegado  este  recurso   xer.  semestre     375—376—377— 

379-380-  389-  386-387  -389 
— 39»— 39a— 393— 394— 397-MM- 
9?  semestre.    499—  430—432  — 

433-M3Í-436-437-439-44I- 
449'~'444 

Reivindicación    -xer.  semestre    77 

M  — de  bienes  muebles....  X£r.      .,  959 

Renuncia— de  la  sociedad  conyugal  de 

184X  en  un  acto  jurídico  unilateral  9?        ,,  191 

Repetición— (Acción  de) 99         „  968 

Rescisión— de tm  contrato.— (Acción  de),    zer.  semestre     944.— 99  semes- 
tre,   79—79—980 

Responsabilidad— dvil  de  un  juez xer.  semestre    44 

Sentencia— Auto   que  tiene  carácter  de 

tal 99        „  3 

„       —de  un  tribunal  de  justicia  re- 
presiva   99         „  380 

Separación— voluntaría  de  los  esposos. 

(Contrato  de) zer.  semestre.    305 

Servidos -personales  de  una  hermana  á 

suherraano 99  .,  SS 

Servidumbre 99  „       9—79 
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Simulación^en  actos  ó  contratos 2?  semestre    345 

Sociedad— conyugal  según  la  legislación 

de  1841 ler.  semestre   139—212—357. — 

2"        M        37— 191— a68— 337 

Subrogación ler.  semestre.      18 

Sucesión— (Juicio  de) ler:       ,,  *         77 

Sustitución ler.        ,,           109 

Temeridad— en  el  litigante  ■ •                  2?          ,,     *       55 

Terceros...  xer.  semestre    364. —2?  semes- 
tre.   390 

Término— improrrogable xer.  semestre       74 

Testamento    2?        „              83 

Testigos— singulares  ler.      ,,             305 

Tftu  lo— posesorio ler.      „    139 — 225 

Títulos— sujetos  á  inscripción 2?        , ,            272 

Tradición 2?        ,,            183 

Transacción ler.  semestre    244—281—303. — 

2?         M  79 

Venta— de  derechos  en  un  inmueble  ....  2?  semestre      59 

M    —de  cosa  ajena 2?       ,,     37—397 

Vía  pública a?        ,,             7» 

Vista— Falta  de  señalamiento  de  día  pa- 
ra la  vista  en  2*  instancia 2?       ,,                3  . 


Parte  criminal 
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Abandpno,  de  un  niño ler.  semestre— 326 

Abigeato ,        „       56-63-131—195 

200—287—  2?  semes- 
tre —  93— 107— 114— 
244—297—3x7  —4x0 

Abono,  de  la  prisión a?   semestre  -297 

Absolución— de  responsabilidad . .         , ,      404 

Absolución— de  la  mstancia ,,         ,,      274 

Abuso— de  la  superioridad  de  parte  del 

delincuente xer.  semestre—  16— 268 

Acusación ,        ,,        58 

Acusación— calumniosa ,        ,,      164 

Aguardiente— mezclado  con  jugo  que  no 

no  lo  adultera  (Venta  de) ,,        ,.      168 

Aguardiente  —  (Fabricación    clandesti- 
na de) ,,       ,,      275— 361— 2?  semes- 
tre—30— 354 
Aguardiente— clandestino  (Depósito  de)    ,,       .,      171—204—278—322— 

2?       „      171—209—258—310— 
402 — 404—420 
A  enardiente— clandestino  (Expendio^de;    „       ..  418 

Alevosía xer.      ,,      X50— 182— 2V  semes- 
tre—62 

Amenazas— de  atentado ,,       „       341  —  2?  semestre— 

S-98 

Aprehensión „      278—2°  semestre— 6 

Arbitrio— prudente  de  los  jueces 2?       ,.      167 

Atentado— á  la  autoridad ; xer.  semestre  97—160 

Ausencia— del  reo „        ,,      60— 207— 2?  semes- 
tre—98— xoa— 123 

Autopsia „       .,      188 

Autor— de  un  delito 2?       ,,      15 

Cafifícación— errada  de  un  delito , ,      71 

Calunuüa • xer.     „     164 
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CAsadtfQ— por  motiTOs  de  fondo  (casos  de)  ler .  semeim  53--^-*> 

a  Y   semestre —107— 

408 — 404—415 
Cssación^por    id.  de  forma  (Casos  de)  a?       „       71 

Circunstancias— agravantes. zer.      ,.       z6~i8a— stiB— )|}— 

2?       „       6ft— 189—376— 323— 

Circiwstandas— atenuantes xer.      ,,       41—  $^^^$^^17^— 

aio  -aaa—3Bi— sis- 
áis—sa^-3B6-a?  se- 
mestre- 6m  114— n6 
— X73-«4A-fl76-376 
—410—^ 

Cirttttttstandas— eximentes... zer.  41— «36— w   351 

341—357—»?  semes- 
tre—flK 

Coartada .., zer,     „     087 

Coautores—de  un  délite a?        ,,      318 

Compensación— de  injurias • 2?       , ,      ^84 

Conaucta— irreprochable xer.      ,,       63— 136— zso-afo— 

a?       „        6fl— ia6— 129— 410— 
Confesión  del  reo. ler.      „         35— 63— 86— 2?  se- 
mestre—6a 

Congruencia— de  una  sentencia. xer.      ,,     361 

Contumacia a?       „     225 

Costas 2?       ,,      333 

Cuasidelito— de  homicidio xer.      „       99 

Dafios  y  perjuicios— (IndemnizadÓQ  de) .   2?       ,,      323 

Defensa— legítima— propia xer.      , .      320—2?  semestre-  ai 

Defensa—       "        de  un  pariente xer.      ,,      357 

Deformidad— notable •  a?       „      xxx 

Delito— (Cuerpo del) • xer. 

19 

Detención— arresto  ó  prisión  de  los  pro> 

cesados a?       „      297 

Doncella xer.      „    •  47 

Embriagues—  (Atenuante) xer.      „      13 

tro»  lag 
Error— en  la  apreciación  de  la  prueba 

(Casosde) zer.     ,.     836— a6S-«|3— a?  se- 
mestre —  XOT— 258— 

EsUCa ^ é xer.     ,.     318-aVjMi 

—395 

Estímulos- poderosos a?       ,.      357 

Falsedad.. xer.      „       58— ^-^  a?  1 

tre— X06 

Falsificación xer.      »,      X98— 33a— 368 

Falso  testimonio xer.      „      393—300—2? 

tre— 20 
Fermentos  —  preparados   para  fabricar 

aguard ¡ente  ( Depósito  de) a?  semeslre  44    319    430 

Fiador— de  cárcel— Circunstancia  de  ser 

ua  testigo  fiador  de  cárcel....  ¡..a?       ,,      357 

Fiansa— debas xer.      .,      163 

Fuero— militar xer.      ,,"      55 

Fuerza— irresistible xer.      „     336—336 

Fuga— de  un  reo— (Descuido  ó  negligen- 

ciaen  la)...,. zer.      ,•       53 
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Homicidio ler.  semestre  38— 86— 150— 188— 

207—236—  a?  semef- 
18—  21 

Homicidio— frustrado 3?       .,     385 

Homicidio— (Cuasiddito  de) ler.      ,.       99 

Hurto., ..^ xer.      „         3— 368— 2?  gemes- 

tre    42— 225--406 

Hurto— de  uso ler.      „      387 

ImpedimeDto-*de  uu  dedo,  de  por  vida. .   2?       ,.     376 

Imprudencia — temeraria xer       „     99 

Imputacióa— ( Prueba  de  la) xer.      , ,         3—  16—  38—  41— 

207—287—368—2?  se- 
mestre —  15— x8— 4í 
651-68— 76— 93— xoa 

225 

Incompeteacia -de  jurisdicción xer.      „       53 

Indemnisacidn— al  procesado...... xer.      ,,      X98 

Indicios.... xer.      „       38—63—207—361— 

368—2?  semestre— x5 
18-  44—  93-X02— 

«63—314 
iDdivisibilidad— de  la  confesión  del  reo.,  xer.      .,       25—86—180 
Injuria xer.      „      299— 324— 2?  semes- 
tre—284— 4X< 

Lesiones— graves xer.      „       51—60—130—3x5  — 

a?  semestr^— 7X— XXX 
X67-341  -376 

Lesiones— menos  graves xer,      „       16—  25-  30—  41— 

117— 156— 173— x8o— 
182—2x0—222—268 — 
301-320-343-357- 
2?  semestre-x5 — 28— 
6a—  76—  88— Xx6— 
X23— 126— 129— X55— 
X58— X76— 263— 276— 

393-334-357-363— 
426 

Locura— <5  demencia... xer.      „      34X 

Malicia— (Falta  de) ler.      „       58—65 

Obediencia — debida xer.      „      ^ 

Ofendido— (Declaración  del) xer.      , ,      180—210—287—2?  se- 
mestre—x  14— 244 

Pena— (Aplicación  de  la) xer.      „       51—  99—156—173— 

195— 210— 222— 301— 
315—326—  2?  semes- 
tre- 18—  2X—  28— 
65-^X5S-i67-X7i— 
173— X70— 252— 406 
Perjuicio— consiguiente  al  delito  de  falsi- 
ficación   xer.      .,      332 

Perjurio 2?       ,.      395 

Personalidad— del  ofendido 2?       „       93 

Policía— de  orden  y  seguridad xer.       , ,       53 

Poseedor- ü  ocupante  del  terreno  en  que 
se  halla  una  fábrica  de  aguardiente 

ó  útiles  para  fobricarlo xer.  semestre  275—2?  semestre  6 

Preexistencia-de  la  cosa  hurtada  ó  robada  xer.       „         3—2?  semestre— 43 

Premeditación xer.      „      343 

Prescripción— de  la  acción  penal. xer.      „      X7X 

Prescripción— de  la  acción  penal— Tras- 
curso de  la  mitad  áel  término  de  la 
misma 2?      „       155 
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Prescripción —ele  U  acción  penal  respec- 
to de  falíQs  fiscales xer. 

Presunciones— legales ler. 

Pniebai-^Apieciactón  de  la  mü^a xcr. 

Pnieba— Denegación  de  la  misma icr. 

Prueba— pericial , ler. 

Prueba— testímonial zer. 

Rapto ler. 

Ratiñcación— de  testigos  del  sumario 2? 

Recurso— de  casación— Requisitos  del  es- 
crito respeci  i vo a? 

Recurso  —  de  casación   por  motivos   de 

forma a? 

Recurso— de  casación  — Cuestiones  que 

no  pueden  ser  matena  del  mismo, .  a? 

Recurso— de  casación — Casos  en  que  ha 

sido  denegado  este  recurso ler. 


Reparación— del  mal  causado  con  un  de> 

lito , ler. 

Robo xer. 

Señalamiento- de  hora  para  recibir  de- 
claraciones de  testigos s? 

Sinceridad— en    la    confesión   del  reo-^ 

(Falta  de) * xcr. 

Sobreseimiento , 2? 

Superioridad— (Abuso  de  la) aV 

Tachas— de  testigos... icr. 

Testigos — tachados. a. ler. 

Útiles— para  Ja  fabricación  de  licores....    2? 

Valuación— de  la  cosa  sustraída a9 

*  Venta— de  aguardiente  después  de  las  2 

p.  m.  en  días  festivos icr. 

Venta— de  aguardiente  sin  patente xer. 

yenta— de  licores  en   estíiblcciinicnto  no 

autorizado  al  efecto xcr. 

Violación- ;  .-..--•..•.... » a? 


semestre  103 
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ii7-i95-»7-»75— 
368  — aV  semestre— 15 
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310-334-363-385 
„        63—1^—150—278— 
«96—2*.  scniestrc— 18 
62— ixi— 225 
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287 — 324^  2v  semes- 
tre —  18 —  93—146— 
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, ,        47— aV  semestre-373 
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ti        15—  30—  6a»- roí— 
■  a44-S<>3— 406-430 
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385-386-388-390- 
395-396-39&-400— 
402—403—  2?  sem«- 
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435-438-440^443 

„      X17— 173— «o— afi?.-^^ 
318—  «2*^    semeslrcH- 
114-276-376 

„  262— 287— 2?  semes- 
tre —65—252—3x8 
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2X0 — 320—343—2?  se- 
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